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de  3  de  Febrero  de  1881 

CONCORDADA  Y  ANOTADA  CON  GRAN  EXTENSIÓN 

segnii  la  doctrina  de  los  autores 
7  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 

POR  LA  REDACaON  DE  LA 

REVISTA  GENERAL  DE  LE6ISUCI0N  Y  JURISPRUDENCIA    ^ 

.  BAJO  LA  DIRICCION  Ot 

r>.    KMILIO   REUS 

y  precedida 
de  una  Introducción  crítica  por  el 

Excmo.  Sr.  D.  EUGENIO  MONTEBO  BI08. 


TOMO  I 


MADRID 

IMPRENTA  DE  LA  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 
á  oargo  de  M.  Bamos 
Ronda  de  Atocha,  número  15. 

1881 
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ADVERTENCIA  IMPORTANTE. 


Para  no  retrasar  la  publicación  de  este  primer  volumen 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  lo  damos  al  público  con  un 
numero  de  páginas  menor  al  ofrecido  en  los  prospectos. 
Las  que  faltan  para  llegar  á  la  extensión  anunciada  las 
ocupará  el  profundo  estudio  de  la  ley  que  está  concluyen- 
do nuestro  Mierido  amigo  el  ilustre  jurisconsulto  D.  Eu- 
genio Montero  Rios. 

Rogamos  á  los  suscritores  no  procedan  á  la  encuader- 

nacion  de  este  primer  volumen  hasta  no  recibir  dicha  In- 

troducion  que  oportunamente  les  remitirá  la  Empresa. 

Los  señores  libreros  tendrán  derecho  á  recoger  en  esta 

^     AdhÉinistracion  tantos  ejemplares  gratis  de  la  Introducción 

/^       citada,  como  tomos  sin  ella  hayan  adquirido  con  anterio- 

bridad  á  su  publicación. 
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LEY  DE  21  DE  Mío  DE  1880 
aprobando  las  bases  para  la  reforma  de  la  del  Enjuiciamiento  civil. 


Don  Alfonao  XII,  por  la  graciado  Dios,  Rey  constitucionai 
de  España. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren  sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artículo  1°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para  que, 
oyendo  á  la  Sección  correspondiente  de  la  Comisión  general 
de  Codificación,  proceda  á  reformar  y  publicar  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  con  sujeción  á  las  bases  siguientes; 

1*  Adoptar  una  tramitación  que  abrevie  la  duración  de  los 
juicios,  tanto  ouaiito  permitan  el  interés  de  la  defensa  y  el 
acierto  en  los  fallos,  estableciendo  al  efecto  reglas  fijas  y  pre- 
ceptos rigurosos  para  que  no  se  consientan  escritos  ni  diligen- 
cias inútiles;  para  que  se  observen  los  términos  judiciales  y 
sean  eficaces  los  apremios^  sin  permitir  en  ningún  caso  más 
de  uno,  y  para  que  se  hagan  efectivas  las  multas  del  litigante 
que  diere  lugar  á  ellas. 

2*  Refundir  en  la  ley  reformada,  con  las  ampliaciones,  mo- 
difícacíonee  y  reformas  que  se  consideren  convenientes : 

Primero.  Las  disposiciones  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  sobre  competencias,  recusaciones,  acumulaciones  y 
demás  asuntos  peculiares  del  enjuiciamiento  civil,  así  como 
ios  procedimientos  establecidos  en  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1862  sobre  el  consentimiento  y  consejo  para  contraer  matri- 
monio, jcon  las  Reales  órdenes  aclaratorias  de  16  de  Diciembre 
de  1863,  21  de  Julio  de  1865  y  6  de  Junio  de  1867,  sobre  el 
efecto  de  las  excusas  del  padre  equivalentes  á  la  negativa, 
obligación  de  que  los  Jueces  pasen  al  domicilio  de  los  que  han 
de  prestar  el  consentimiento  si  están  impedidos,  y  modo  de 
^icreditarle. 
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.  Segundo.  Las  establecidas  sobre  desahucio  por  las  leyes 
de  25  de  Juaio  de  1867  y  18  de  Junio  de  1877,  con  las  modifi- 
caciones convenientes  en  cuanto  á  competencia  y  al  procedi- 
miento para  que  se  amparen  y  protejan  los  derechos  de  los 
f propietarios  sin  perjuicio  de  la  defensa  de  los  colonos  é  inqui- 
inos. 

Tercero.  *  Las  que  con  motivo  de  la  ley  de  6  de  Diciembre 
de  1868  sobre  unificación  de  fueros  y  alguna  otra,  se  han  he- 
cho en  el  juicio  ejecutivo. 

Cuarto.  La  ley  de  22  de  Abril  de  1878  sobre  los  recursos 
de  casación  civil,  con  las  modificacionee  que  haya  aconsejado 
la  práctica  de  los  Tribunales.  • 

Y  quinto.  La  de  17  de  Junio  de  1877  en  la  parte  relativa  á 
la  declaración  de  herederos,  y  la  de  9  de  Julio  del  mismo  año 
sobre  ejecución  de  sentencias. 

3*  Establecer  que  la  apelación  procede  sólo  en  un  efecto, 
en  las  ejecuciones  de  sentencia,  en  la  via  de  apremio,  y  por 
regla  general  en  los  actos  judiciales  en  que  la  ley  no  disponga 
lo  contrario;  fijar  un  término  perentorio  y  trámites  breve»  para 
interponer  y  sustanciar  los  recursos  de  queja  por  la  no  admi- 
sión de  las  apelaciones,  y  declararlas  desiertas,  sea  cual  fuere 
su  clase,  si  el  apelante  no  compareciere  durante  el  término  del 
emplazamiento,  sin  nec^idad  de  que  se  acuse  rebeldía.  Cuan- 
do la  apelación  se  admita  en  un  solo  efecto,  debe  señalarse  un 
breve  pla^o  para  obtener  el  testimonio  y  utilizarle;  y  si  la-as- 
curriese,  se  entenderá  abandonado  el  recurso  y  la  sentencia 
firme. 

4*  Adoptar  las  medidas  más  conducentes  para  depurar  el 
estado  de  mrtuna  de  los  litigantes  que  pretendan  disfrutar  del 
beneficio  de  la  asistencia  judicial  gratuita,  y  evitar  que  los  de- 
clarados legalmente  pobres  abucen  de  esta  cualidad  para  pro- 
mover v  sostener  pleitos  conocidamente  temerarios. 

5*  Ordenar  un  solo  procedimiento,  breve  y  sencillo,  tanto 
en  primera  como  en  segunda  instancia,  para  todos  los  inciden- 
te», artículos  y  demás  cuestiones  que  no  hayan  de  ventilarse 
necesariamente  por  los  trámites  del  juicio  ordinario  de  mayor 
cuantía,  ó  no  tengan  señalada  en  la  ley  tramitación  especial, 
determinando  taxativamente  los  cmsos  en  que  dichos  inciden- 
tes deben  impedir  el  seguimiento  de  la  demanda  principal,  ó 
por  lo  menos  un  principio  general  que  pueda  servir  de  regía. 

6*  Ordenar  lo  conveniente  para  que  las  partes  presenten  los 
documentos  en  que  funden  su  derecho,  bien  por  copia. simple, 
bien  originales,  antea  de  que  el  pleito  se  remita  á  prueba,  sin 
perjuicio  de  que  en  el  primer  caso  lo  hagan  en  forma  fehacien- 
te durante  el  término  probatorio;  y  que  la  prueba  se  limite  á 
los  hechos  impugnados  y  se  practique  toda  ella  con  publici- 
dad é  intervención  de  los  litigantes,  fijando  un  plazo  improro- 
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:8:able  para  propoueria  y  otro  para  practicarla.  Coa  todos  los 
escritos  que  preseutea  las  partes,  acompañarán  copia  simple 
611  papel  comun,  filmada  por  los  Utigaat^s  6  sus  represen tau* 
tes  en  el  pleito. 

7*  Sustituir  lafl  alegaciones  de  bien  probado  por  un  resü- 
in3n  breve,  metódico  y  numerado,  que  cada  parte  haga  de  su 
prueba,  seguido  de  la  apreciación,  en  párrafos  también  nume- 
rados y  breves,  de  la  contraria,  y  suprimir  las  alegaciones  es- 
piritas en  la  segunda  instancia,  sin  perjuicio  de  recibir  los  au- 
tos á  prueba  cuando  proceda»  y  de  ritilizar  1^  alegaciones  de 
derecho  si  el  Tribunal  lo  estimare  conveniente,  reservando 
únicamente  las  vistas  públicas  en  la  primera  instancia  para 
los  asuntos  que  por  su  importancia  lo  exijan»  en  concepto  del 
Juez  y  á  petición  de  parte;  pero  suprimiendo  en  este  caso  el 
resumen  de  las  pruebas  de  que  se  habla  en  esta  base. 

8*  Introducir  en  loa  concursos  de  acreedores  las  reformas 
conducentes  á  su  objeto  de  reconocer  y  graduar  los  créditos, 
realizar  el  activo  y  verificar  el  pago  en  el  plazo  más  breve  y 
eon  lod  menores  gastos  posibles,  dando  facilidad  para  los 
acuerdos  de  las  juntas,  y  facultad  al  Juez  para  pronunciar  en 
43U  defecto^  las  resoluciones  procedentes,  y  armonizar  con  este 
procedimiento  el  de  las  quiebras  mercantiles,  en  cuanto  no  se 
^oponga  el  Código  de  Comercio. 

9*  Simplificar  los  trámites  de  los  abintestatos  y  testamen- 
tarías^ limitando  la^  medidas  de  precaución  en  este  juicio  á 
los  casos  en  que  se  promuevan  dentro  de  un  corto  plazo  des- 
pués del  fallecimiento  del  testador,  reservándole  únicamente 
para  cuando  éste  no  haya  dispuesto  lo  contrario»  ó  existan  ra- 
zones legales  que  le  hagan  indispensable,  y  facilitar  la  acción 
^  los  adm^inistradorea,  establecie^o  reglas  sencilla»  para  la 
gestión  del  haber  hereditario. 

10.  Establecer  como  priacipio  general  que  todas  las  cues- 
tiones que  suijan  en  los  juicios  universales  y  sean  simples  ac- 
cesorios de  los  mismos^  se^  sosta,nciein  por  los  tráM^ites  de  los 
iocideoites,  adoptando  lafiy  nodedidas  convenientes  en  estos  apun- 
tos para  que  se  reduzcan  las  costar  ei^anto  sea  posible. 

11.  Declarar  que  la  ao<^ion  ejecutiva  procede  también  por 
deudas  en  especie  cuando  se  reduzcatn  á  cantidad  líquida  en 
metálico;  no  admitir  en  el  juicio  ejecutivo  otros  incidentes  que 
los  que  ns^can  de  las  cuestiones  de  competenQía  ó  de  acumu- 
lación á  un  juicio  universal;  determinar  que,  salvo  el  caso  de 
^ue  la  aeci<xn  «e  haya  deducido  contra  bienes  especialmente 
hipotecados,  la  acumulación  procede  iniéntras  no  se  haya  he- 
cho pago  al  aereedcMT,  con  la  sola  excepción  de  no  someter  un 
crédito  á  reconocimiento  at  en  el  juicio  ha  recaído  sentencia 
ñrme  de  remate,  y  suprimir  Ja  necesidad  absoluta  de  inaponer 
ias  costas  al  Juez  en  el  caso  que  b^y  determina  Uk  ley. 
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12.  Suprimir  la  retasa  de  bienes  en  las  ventas  judiciales,, 
sustituyéndola  con  la  rebaja  del  25  por  100  de  la  primera  tasa- 
ción para  Ja  segunda  subasta;  y  si  tampoco  en  esta  hubiese 
postor,  celebrar  la  tercera  sin  sujeción  á  tipo,  concediendo  en 
este  caso  al  deudor  un  breve  plazo  para  mejorar  la  postura, 
y  salvo  siempre  el  derecho  del  acreedor  "para  pedir  la  adjudi- 
cación de  los  bienes  por  las  dos  terceras  partes  del  precio  en 
que  hubieren  sido  anunciados  en  la  segunda  subasta,  ó  sim- 
plemente su  administración,  si  prefiere  destinar  sus  productos- 
ai  pago  de  interesa  y  extinción  del  capital. 

13.  Establecer  el  procedimiento  conveniente  en  la  vía  de- 
apremio  áfin  de  poner  al  acreedor  en  posesión  de  los  bienes- 
especialmente  hipotecados,  para  su  administración,  antes  de- 
verificarse  la  venta  y  en  tanto  que  esta  se  celebra,  cuando  sea- 

f)acto  expreso  del  contrato,  exigiendo  siempre  garantías  á  los 
icitadores  para  tomar  parte  en  las  subastas,  con  términos  pre- 
cisos para  que  las  ejecutorias  se  lleven  á  debido  efecto  des- 
pués del  recurso  de  casación. 

14.  Fijar  como  principio  absoluto  que  las  tercerías  hayan 
de  seguir  la  tramitación  correspondiente  á  la  entidad  de  la 
cosa  demandada,  sin  permitir  en  ningún  caso  segunda  terce- 
ría, ya  de  dominio,  ya  de  preferencia,  que  se  funde  en  títulos 
6  derechos  que  poseyera  el  tercerista  al  tiempo  de  formular  la 
primera. 

15.  Hacer  extensivo  el  embargo  preventivo  al  caso  en  qua 
el  deudor  no  supiere  firmar  y  lo  hubiere  hecho  otro  á  su  rue- 
go, siempre  que  citado  aquel  dos  veces  en  un  corto  plazo  na 
hubiese  comparecido. 

16.  Dar  siempre  audiencia  al  demandado  en  el  interdicta 
de  recobrar,  asimilando  la  sustanciacion  de  este  juicio  ala  de- 
terminada por  la  ley  vigente  para  los  interdictos  de  retener. 

17.  Aumentar  la  cantidad  litigiosa  en  los  juicios  de  menor 
cuantía  hasta  la  suma  de  1.000  á  2.500  pesetas,  y  ampliar  et 
término  probatorio  en  los  mismos  á  veinte  días,  estableciendo 
reglas  precisas  para  fijar  la  cuantía  del  pleito,  cuando  no  sea 
conocida  y  de  ella  dependa  la  clase  de  juicio  que  deba  seguirse. 

18.  Organizar  en  la  segunda  parte  de  la  ley  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  que  se  crea  conveniente  para  completar 
esta  materia,  estableciendo  respecto  á  los  alimentos  provisio- 
nales un  procedimiento  sencillo  y  breve  en  el  que  se  oiga  su- 
mariamente al  que  haya  de  prestarlos,  haciendo  extensiva  esta 
segunda  parte  á  los  actos  comprendidos  en  el  Código  de  Co- 
mercio que  lo  requieran. 

19.  Y  por  último,  introducir  en  la  ley  actual,  dentro  del 
espíritu  que  ha  pfesidido  á  la  redacción  de  las  anteriores  bases, 
las  demás  reformAs  y  modificaciones  que  la  ciencia  y  la  expe- 
riencia aconsejen  como  convenientes. 
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Art.  2**  El  Gobierno  fijará  el  dia  en  que  ha  de  principiar  á 
Tegir  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformada,  y  determinará 
lo  conveniente  para  que  pueda  aplicarse  á  los  juicios  pendien- 
tes, por  lo  menos,  en  las  instancias  sucesivas  á  la  que  se  esté 
sustanciando. 

Art.  3**  El  Grobierno  dará  cuenta  á  las  Cortes  del  uso  que 
hiciere  de  esta  autorización. 

Por  tanto,  mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias, 
Jefes,  Gobernadores  y  demás  Autoridades,  así  civiles  como 
militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  ctese  y  dignidad,  que 
guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  la  presente  ley 
«n  todas  sus  partes.  Dado  en  Palacio  á21  de  Junio  de  1880. — 
Yo  EL  Rey. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Saturnino  Al- 
Tarez  Bugallal. 
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aprobaDilo  j  publicaDilo  la  nneTa  Lej  de  Enjaicianieflto  cítíI. 


Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley  de  21  de  Junio  del 
año  próximo  pasado,  por  la  cual  se  autorizó  á  mi  Gobierno 
para  que,  con  sujeción  á  las  bases  en  la  misma  comprendidas^ 
y  oyendo,  como  lo  ha  efectuado,  á  la  Sección  correspondiente 
de  la  Comisión  general  de  Codificación,  procediera  á  reformar 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dictando  las  disposiciones  con- 
venientes para  su  planteamiento;  conformándome  con  lo  pro- 
puesto por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el 
parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros,  Vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1°  Se  aprueba  el  adjunto  proyecto  de  reforma  del 
Enjuiciamiento  civil,  redactado  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes y  en  virtud  de  la  autorización  concedida  al  Gobierno  por 
la  ley  de  21  de  Junio  de  1880. 

4rt.  2°  La  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  principiará 
•  á  regir  el  P  de  Abril  del  corriente  año. 

Art.  3°  Los  pleitos  pendientes  en  la  actualidad  continua- 
rán sustanciándose  en  la  instancia  en  que  se  hallen,  con  arre- 
glo á  la  ley  hoy  vigente,  á  no  ser  que  los  litigantes  todos,  de 
común  acuerdo,  pidieren  que  el  procedimiento  se  acomode  á 
la  nueva  ley  (1). 

Art.  4°  Terminada  la  instancia  en  que  actualmente  se  ha- 
llen los  pleitos,  en  el  caso  de  que  ésta  haya  continuado  sustan. 

(1)  Como  no  se  fija  término  para  pedir  en  los  pleitos  incoados  antes 
del  3  de  Febrero  de  1884,  que  el  procedimiento  se  acomode  á  la  nueva 
ley,  deberá  accederse  á  esta  pretensión,  aunque  se  deduzca  después  del 
4"  de  Abril,  en  que  ha  principiado  á  regir  la  ley,  siempre  que  lo  pidan 
todos  los  litigantes  de  conrnn  acuerdo^  sin  cuyo  requisito  no  podrá  ad- 
mitirse tal  solicitud.  Creemos  que  podrán  deducirla  los  procuradores  de 
las  partes  sin  necesidad  de  poder  especial,  por  analogía  con  lo  (jue  or- 
dena el  aií.  9®  de  este  mismo  Real  decreto.  (Manresa. — Comentarios.  En- 
trega 4^) 
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ciáadoBO  por  el  procedimiento  hoy  rigente,  si  faere  la  primera 
j  se  interpusiere  apelación  de  la  sentencia  defínítiva  qne  en 
ellos  se  dictare,  se  sustanciará  la  segunda,  y  en  su  caso  el  re- 
curso de  casación,  con  arreglo  á  la  nueva  ley  (1).     • 

Art.  5**  Los  pleitos  que  noy  se  encuentren  en  el  período  de 
ejecución  dé  sentencia,  se  sustanciarán  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  nueva  ley  (2). 

Kxceptúanse  aquéllos  en  que  estuviere  interpuesta  una 
ap^lacioa  en  ambos  efectos,  y  este  recurso  procediere  en  uno 
solo,  según  la  nueva  ley,  en  cuyo  caso  se  sustanciará  confor- 
me á  lo  prevenido  en  la  hoy  vigente  (3). 

Art.  6^  Los  recursos  de  casación  que  estuvieren  interpues- 
tos antes  de  1°  de  Abril  próximo,  se  seguirán  por  los  trámites 
ele  la  ley  actual:  los  que  lo  fueren,  con  posterioridad  á  aquella 
fecha,  aun  cuando  se  hayan  preparado  con  anterioridad,  se 
ajustarán  á  los  de  la  nueva  ley. 

Art.  7*  Los  pleitos  que  se  incoen  después  de  la  fecha  de 
este  decreto  y  antes  de  1**  de  Abril  del  corriente  año,  se  sus- 
tanciarán con  arreglo  á  la  antigua  ley,  ó  á  la  nueva,  según 
los  litigantes  acordaren. 

Art.  8^  Para  que  pueda  tener  efecto  lo  determinado  en  el 
artículo  anterior,  los  Jueces,  antes  de  dar  curso  á  las  deman- 
das que  se  dedujeren  hasta  el  1®  de  Abril  próximo,  convocarán 


(1)  No  puede  ser  aplicable  esta  disposición  á  los  pleitos  antigaos, 
anteriores  á  la  ley  de  1855,  de  los  cuales  no  se  hace  mención,  sin  duda 
por  su  escaso  número;  pero  todavía  suele  promoverse  el  curso  de  al- 
gunos de  aquella  época,  que  quedaron  paralizados.  Si  se  hallan  ahora 
en  curso,  ó  se  promueven  ántés  de  que  caducpe  la  instancia  conforme 
al  art.  420  de  la  nueva  ley,  y  las  partes  no  pidieren  de  común  acuerdo 
que  se  acomode  á  ésta  el  procedimiento,  ni  se  hubiere  acomodado  al  de 
la  ley  de  1855,  deberán  terminarse  conforme  al  proced  miento  antiguo, 
y  con  las  instancias  y  recursos  á  que  tenian  derecho.  (Manresa. — Comen- 
tarios. Entrega  1*.) 

(2)  Edta  disposición  es  aplicable  á  todos  los  pleitos  que  se  encontra- 
ban en  el  período  de  ejecución  de  sentencia  el  día  1®  de  Abril  de  1881, 
en  que  ha  comenzado  á  regir  la  nueva  ley,  pues  el  adverbio  hoy  empleado 
en  este  artículo  no  puede  referirse  á  la  fecha  del  Real  decreto.  El  precepto 
es  general  y  absoluto,  sin  otra  excepción  que  la  establecida  en  el  párrafo 
2**  del  propio  artículo,  y  por  consiguiente,  cuantas  diligencias  hayan  de 
practicai^e  para  la  ejecución  de  cualc[uiera  sentencia  dictada  antes  de  di- 
cha fecha,  no  sólo  en  los  juicios  ordinarios,  smo  también  en  los  ejecuti- 
vos y  en  todos  los  demás,  deberán  acomodarse  á  las  prescripciones  de  la 
nueva  ley.  (Id.  id.) 

(3)  Justa  es  esta  excepción,  pero  debe  entenderse  limitada  al  caso 
concreto  á  que  se  refiere.  Si  después  de  sustanciada  y  fallada  la  apela- 
ción, que  estaba  ya  interpuesta  y  admitida  en  ambos  efectos,  hav  que 
continuar  los  procedimientos  para  la  ejecución  de  la  sentencia,  deberán 
éstos  acomodarse  á  las  prescripciones  de  la  nueva  ley.  (Id.  id.) 
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á  las  partes  á  una  compareceacia  (1).  Si  de  ella  no  resultase 
acuerdo,  se  ajustarán  los  procedimientos  á  la  ley  que  hoy  rige. 
No  presentándose  el  demandante  ó  el  demandado  en  la 
comparecencia,  elegirá  el  que  se  presente  aquella  de  las  le- 
yes que  más  le  convenga,  para  sustanciar  la  primera  ins- 
tancia. 

No  compareciendo  ninguno,  se  sujetará  el  procedimiento  á 
la  nueva  ley. 

Art.  9°  Los  procuradores  que  tengan  poder  para  pleitos 
podrán  concurrir  á  las  comparecencias  de  que  se  habla  en  el 
artículo  que  precede,  y  acordar,  en  nombre  de  sus  represen- 
tados, lo  que  estimen  conveniente  sobre  el  procedimiento  que 
haya  de  seguirse. 

"Dado  en  Palacio  á  3  de  Febrero  de  1881.  — Alfonso.  —  El 
'Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Saturnino  Alvarez  Bugallal. 


(4)  Cuando  el  demandante  haya  manifestado  expresamente  en  la  de- 
manda que  no  quiere  sujetarse  al  procedimiento  de  la  nueva  ley,  la  com- 
parecencia que  aquí  se  ordena  es  enteramente  inútil,  puesto  que  ya  cons- 
ta la  falta  de  acuerdo;  y  llenado  así  el  objeto  de  ese  precepto,  los  jueces 
lo  habrán  interpretado  racionalmente  excusando  en  tal  caso  las  molestias, 
dilaciones  y  gastos  de  la  comparecencia.  Y  no  decimos  más  sobre  esto 
porque  ha  pasado  la  oportunidad.  (Id.  id.) 
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REAL  ORDEN  DE  3  DE  FEBRERO  DE  mi 

daüio  las  gracias  al  Presidente  j  Vocales  de  la  Sección  primera 

de  la  Comisión  general  de  Codificación. 


He  dado  cuenta  al  Rey  (Q.  D.  G.)  de  los  importantes  trabajos  llevados 
á  cabo  por  la  Sección  de  la  Comisión  general  de  Codificación  que  V.  E. 
preside,  en  la  revisión  y  detenido  examen  de  los  cinco  cuadernos  impre- 
sos del  proyecto  de  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformada,  redactado  con 
sujeción  á  las  bases  y  prescripciones  concretas  de  la  ley  de  21  de  Junio 
del  año  próximo. pasado,  teniendo  á  la  vista,  entre  otros  antecedentes,  las 
luminosas  discusiones  que  en  ambos  Cuerpos  Colegisladores  precedieron 
á  su  aprobación,  el  fruto  de  las  sesiones  consagradas  por  la  Sección  cor- 
respondiente de  la  Comisión  de  Códigos  á  las  reformas  de  que  fuera  sus- 
ceptible el  enjuiciamiento  en  virtud  de  la  Real  orden  de  12  de  Setiembre 
de  1878,  y  las  observaciones  emitidas  en  materia  mercantil  y  apeos  y  pro- 
rateos forales,  por  miembros  correspondientes  de  aquélla  y  Letrados  de 
nota  de  algunas  provincias  por  ellos  consultados;  cuadernos  remitidos  á 
V.  E.  por  este  Mmisterio  con  Reales  órdenes  de  1**  y  23  de  Noviembre»  y 
8  de  Diciembre  del  año  último,  y  que  V.  E.  devolvió  al  mismo,  debida- 
mente anotados  al  margen,  con  las  correcciones,  adiciones  y  enmiendas, 
así  de  fondo  como  de  forma,  que  la  Sección  consideró  conveniente  intro- 
ducir en  cada  uno  de  dichos  cuadernos.  He  dado  cuenta  también  á  S.  M. 
de  las  modificaciones  que,*  después  de  la  devolución  de  aquéllos,  ha  creí- 
do oportuno  el  Gobierno  efectuar  en  pocas  aunque  graves  y  delicadas 
materias,  así  como  de  las  valiosas  observaciones  y  rectificaciones  con  que 
k  Sección  respondió  á  estas  últimas  consultas  del  Gobierno,  y  que  éste 
aceptó  por  completo,  llegando  así  al  feliz  acuerdo  que  tanto  apetecía  en 
la  definitiva  elaboración  de  la  ley,  para  cuya  publicación  se  halla  consti- 
tucionalmente  autorizado. 

Dignos  son,  Excmo.  Sr.,  ajuicio  del  Gobierno,  del  mayor  encomio  el 
reconocido  celo  é  ilustración  suma  desplegados  por  V.  E.  y  los  Se- 
ñores de  la  Sección  que  han  cooperado  activamente  con  V.  E.  al  trar- 
bajo  que,  en  cumplimiento  de  lo  preceptuado  por  el  art.,  4®  de  la  ley  dft 
21  de  Junio  del  año  próximo  pasado,  les  fué  encomendado  por  el  Go- 
bierno. Y  deseando  que  así  se  haga  constar  con  la  debida  solemnidad, 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  mandar  se  den  las  gracias  en  so 
Real  nombre  á  los  Sres.  D.  Antonio  Romero  Ortiz,  D.  Salvador  Albar 
cate,  D.  Hilario  de  Igon,  D.  Benito  Gutiérrez,  D.  José  María  Manresa^ 
D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate,  y  á  V.  E.  como  Presidente  de  la  Sección 
primera;  y  que  esta  muestra  áe  su  Real  aprecio  se  publique  é  imprima 
juntamente  con  la  edición  oficial  de  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  inteligencia,  satisfacción  y  efec- 
tos consiguientes.  Madrid  3  de  Febrero  de  1881. — Alvarez  Bugalla!. 
— ^Excmo.  Sr.  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  Presidente  de  la  Sección  pri- 
mera de  la  Comisión  general  de  Codificación. 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


LEY 

DI 

ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

de  3  de  Febrero  de  1881. 


Digitized  by  VjOOQIC 


/      A 


Digitized  by  VjOOQIC 


LEY 


DE 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


Ley,  en  su  acepción  más  lata,  significa  regla  de  acción,  y  respec- 
to de  IOS  hombres  regla  de  conducta.  En  sentido  jurídico  es  toda  declara- 
ción del  Gobierno  Supremo  de  una  nación  en  asuntos  de  interés  general, 
ó  más  propiamente,  la  expresión  solemne  y  obligatoria  de  la  autoridad 
soberana  sobre  cosas  de  interés  común. 

Enjuiciamiento  es  la  serie  de  las  actuaciones  sucesivas  de  un  juicio,  ó 
el  orden  y  marcha  (jue  debe  seguirse  en  la  sustanciacion  de  una  contien- 
da, entre  partes.  Suele  confundirse  esta  palabra  con  las  de  procedimiento  y 
juicio,  pero  debe  usarse  en  una  acepción  más  limitada.  Procedimiento  es 
la  reunión  de  reglas  y  preceptos  á  que  debe  acomodarse  el  cursp  y  ejer- 
cicio de  una  acción.  El  procedimiento  puede  ser  voluntario  ó  contencioso, 
e^un  luego  veremos,  y  dá  lugar  respectiva  mente  á  los  actos  y  á  los  jui- 
cios. Juicio  es  la  controversia  ó  discusión  legítima  entre  dos  ó  más  partes 
ante  Juez  competente  para  que  la  sustancie  y  decida  con  arreglo  á  Dere- 
.  cho.  Enjuiciamiento  es  el  orden  ó  sistema  que  ha  de  seguirse  en  el  juicio. 

ySSnjuiciamiento  civil  es  el  orden  y  sistema  que  ha  de  ♦seguirse  en  los 
juicios  civiles.  Los  juicios  se  dividen  en  penales  (impropiamente  llama- 
dos criminales)  y  civiles.  Los  primeros  tienen  por  objeto  la  averiguación 
y  castigo  de  los  delitos.  Los  segundos  sirven  para  declarar  los  ¿erechos 
privados.  El  Enjuiciamiento  civil  será  por  tanto  el  orden  y  sistema  que 
ha  de  seguirse  en  las  contiendas  referentes  á  los  derechos  privados. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  debiera  por  consiguiente  llamarse  Ley 
^,  Procedimiento  civil  comprendiendo,  como  comprende,  los  juicios  y 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Jurisprudencia.— -Las  Reales  órdenes  que  se  expidan  por  el  Ministe- 
trio  de  1»  Guerra,  no  pueden  tener  aplicación  en  los  Tribunales  ordinarios, 

TOMO  I  1 
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si  no  son  comunicadas  á  los  mismos  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia.//SW»^.  3iV"ot?.  1853.) 

Todos  los  Tribunales  deben  arreglar  sus  procedimientos  á  las  dispo- 
siciones de  esta  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Sent.  20  OcU  1858.) 

Todas  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  deben  re- 
putarse formuladas  para  los  juicios,  sin  que  los  Tribunales  puedan  atri- 
tuirlas  otro  carácter.  (Sent,  20  Oct  1858.) 

Las  leyes  no  pueden  ser  derogadas  por  Reales  órdenes.  (Sent  \%  Se^ 
Uembre\U^.) 

La  Real  resolución  de  16  de  Mayó  de  1796  se  halla  derogada  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Se^tt.  8  Mayo  1862.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  tiene  efecto  retroactivo  y  no  es 
aplicable  á  un  procedimitento  incoado  con  anterioridad  á  su  publicación. 
(SerU,  UOcL  1864. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  derogado  la  ley  16,  tít.  3**,  Parti- 
da 3.*  (Sent  1 2  Mavo  1 865.) 

Para  que  sean  obligatorias  las  Reales  disposiciones  de  carácter  espe  - 
cial  y  local,  basta  que  se  comuniquen  á  los  funcionarios  püblicos  é  inte- 
resados particulares  encargados  de  su  cumpiimiento.  (Sent.  9  Marzo  1 867.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  obligatoria  en  Cataluña.  (Sent.  1 2 
Oct  1868.) 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  derogado  la  2*,  tít.  16,  libro  11  de^ 
la  Novísima  Recopilación.  (Sent.  %  Nov.  1869.) 


.  1 
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LIBRO  PRIMERO. 

DISPOSICIONES  COMMS  Á  LA  JURISDICCIÓN  CONTfflCIOSA  Y  Á  lA  YOLÜNTARIA. 


Jurisdicción^  es  la  potestad  de  administrar  justicia,  ó  sea  el  dere- 
cho y  obligación  de  aplicar  la  ley.  La  jurisdicción  no  debe  confundirse 
con  la  competencias.  Esta  es  la  facultad  de  conocer  de  un  negocio  deter- 
minado. La  jurisdicción  es,  por  tanto,  el  género:  la  competencia  es  la  es- 
pecie. La  jiuisdiccion  es  plenj  cuando  reúne  los  dos  atributos  de  la  jus- 
ticia, la  balanza  y  el  glaaio,^l  derecho  de  juzgar  y  el  de  ejecutar.  El  de- 
recho de  juzgar,  ó  sea  la  jurisdicción  menos  plena,  comprende  el  derecho 
de  hacer  comparecer,  'oocatio;  el  de  ordenar  las  actuaciones,  nótio;  el  de 
hacer  respetar  la  autoridad  judicial,  coercftio,  y  el  de  dictar  la  sentencia, 
fudicium.  El  derecho  de  ejecutar,  ó  sea  el  imperio,  es  el  de  llevar  á  efec- 
to las  sentencias  judiciales  siguiendo  las  formas  prescritas  por  la  ley,  y 
se  denomina  executio,  imperium. 

Hay,  pues,  tres  clases  de  jurisdicciones:  la  plena,  que  reúne  las  cin- 
co notas  indicadas,  y  es  la  que  ejercen  los  tribunales  ordinarios  en  la  ju- 
risdicción contenciosa:  la  menos  plena,  en  que  los  arbitros  sólo  tienen  la 
balanza:  y  el  mero  imperio,  en  el  que,  como  en  la  jurisdicción  voluntaria, 
solo  hay  la  espada  de  la  ley. 

Jurisdicción  contenciosa  es,  por  tanto,  la  potestad  de  administrar  jus- 
ticia, dictaildo  sentencia  y  llevándola  á  efecto.  Esta  jurisdicción  se  ejerce 
por  medio  del  juicio  ó  sea  contendiendo  las  partes  ante  el  Juez  compe-. 
tente. 

Jurisdicción  voluntaria  es  la  potestad  de  administrar  justicia  de- 
clarando un  derecho  sin  contradicción  alguna.^  No  hay,  por  tanto,  un 
juicio,  sino  meramente  un  acto.  La  jurisdicción  voluntaria  participa 
más  del  derecho  de  mandar  que  del  de  juzgar,  ó  como  dice  Loyseau: 
nesse  mapis  imperii  quamjurisdictionis.y»  A  los  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  los  llamaban  los  romanos  actos  legítimos,  á  diferencia  de  las 
acciones  de  ley,  que  eran  la  jurisdicción  contenciosa. 

Las  disposiciones  comunes  á  la  Jurisdicción  contenciosa  y  á  lajuris- 
^iccim  vocuntaria  constituyen  el  libro  1°  de  la  nueva  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  libro  que  no  existia  en  la  de  5  de  Octubre  de  4855,  que  tra- 
taba respectivamente  de  la  jurisdicción  contenciosa  y  voluntaria  en  sus 
dos  libros  1°  y  2°,  únicos  que  comprendía. 

Creemos  muy  conveniente  el  haber  dedicado  la  primera  parte  de  la 
ley  novísima  á  tratar  de  las  disposiciones  comunes  á  una  y  otra  jurisdic- 
ción; pero  en  notas  sucesivas  demostraremos  que  la  mayor  parte  de  las 
disposiciones  del  libro  1®  se  refieren  sólo  á  la  jurisdicción  contenciosa. 
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TÍTULO    PRIMERO. 

De  la  comparecencia  en  juicio. 


*  Comparecencia,  según  el  Diccionario  de  la  Academia,  es  el  acto  de- 
presentarse  alffuna  persona  ante  el  Juez  ó  superior  en  cumplimiento  de 
orden  que  se  le  ha  intimidado.  Esta  definición,  aun  limitada  á  la  acepa 
cion  jurídica,  es  inexacta,  pues  la  comparecencia  puede  ser  voluntaria, 
es  decir,  sin  citación  ni  intimación  y  menos  intimidación  de  ninguno 
clase:  tal  acontece  con  el  que  se  presenta  ante  el  Tribunal  interponiends 
una  demanda. 

Comparecencia  m  juicio  9fávéL^  ^i  tanto,  el  acto  de  presentarse  lo- 
litigantes  ante  un  Juez  ó  Tribunal  para  ejercitar  un  derecho  en  la  (JOn 
tienda  promovida.  Por  consiguiente,  el  epígrafe  del  tít.  4**  es  impropio* 
pues  al  decir  comparecencia  en  juicio  excluye  la  comparecencia  en  asun* 
tos  de  jurisdicción  voluntaria,  ó  sea  en  los  actos,  cuya  diferencia  con  los 
juicios  ya  hemos  explicado.  Debia,  por  tanto,  este  título  llamarse  «De  la 
comparecencia  ante  los  Juzgados  y  Tribunales»,  si  habia  de  guardar  re- 
lación con  el  enunciado  del  libro  4®. 

• 

Artículo  1®  El  que  haya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en 
asuntos  de  la  jurisdicción  contenciosa  como  de  la  voluntaria, 
deberá  verificarlo  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  competente, 
y  en  la  forma  ordenada  por  esta  ley.  fLey  ant.  art.  V.—Ley 
org.  delP.  /.,  arts.  267,  268,  298,  299  y  302.; 

Comparecer  enjuicio  en  la  jurisdicción  voluntaria,  dice  la  ley,  y  esto 
es  apartarse  completamente  de  la  doctrina  comunmente  recibida  por  los 
mejores  autores  de  derecho  procesal  y  sancionada  por  nuestras  leyes.  La 
jurisdicción  voluntaria  se  ejerce  inter  wlentes  sin  contradicción  alguna, 
no  inter  invitos.  Desde  él  momento  en  que  haya  oposición,  se  convierte 
enjuicio.  Voluntaria  jurisdictio,  dice  Ara  entreo,  interventu  justi  adver- 
sara transit  in  contentiosam.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  4855  de- 
cia  que  «se  considerarán  actos  de  jurisdicción  voluntaria  todos  aquellos 
en  que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  intervención  del  Juez,  sin  estar  em- 
peñada ni  promoverse  cuestión  alguna  entre  partes  conocidas  y  determi- 
nadas» (art.  4207),  y  ordenaba  que  «si  á  la  solicitud  promovida  se  hicie- 
re oposición  por  alguno  que  tenga  personalidad  para  formularla,  se  hará 
contencioso  el  expediente  y  sujetará  á  los  trámites  establecidos  para  el 
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4855:  «Toda  demanda  debe  interponerse  ante  Juez  competente.»  Esta  dis- 
posición es  igualmente  aplicable  á  una  y  otra  jurisdicción. 

Jurisdicción  contenciosa  y  jurisdicción  voluntaria^  dice  este  artículo, 
y  creemos  que  debiera  anteponerse  el  estudio  de  la  segunda  al  de  la  pri- 
mera, pues  ya  hemos  dicho  que  la  jurisdicción  voluntaria  se  convierte  en 
contenciosa,  y  ésta  nunca  en  voluntaria.  Puede,  por  tanto,  c^siderarse 
la  voluntaria  como  una  preparación  de  la  contenciosa. 

Juez  es  la  autoridad  que  administra  justicia  con  sujeción  á  las  leyes. 

Tribunal  es  la  reunión  de  varias  personas  para  administrar  justicia. 
Hoy  la  ciencia  prefiere  los  tribunales  colegiados  á  los  unipersonales. 

Este  artículo  incurre  en  varios  errores  jurídicos,  pero  en  canibio  no 
contiene  ninguna  disposición  concreta. 

Su  lenguaje  es  poco  preciso  y  hasta  poco  exacto.  Dice:  «El  que  haya 
de  comparecer  en  juicio,  tanto  en  asuntos  de  jurisdicción  contenciosa  co- 
mo de  la  voluntaria,»  cuando  en  ésta  no  hay  juicios  y  sí  sólo  actos;  y 
añade:  adeherá  veficarlo  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  competente,»  y 
después  de  un  mandato  tan  absoluto  en  artículos  posteriores  se  permite 
la  comparecencia  ante  Juez,  que  en  tal  acto  no  es  competente,  porque  no 
otra  cosa  significa  la  sumisión  expresa  ó  tácita.  . 

Lo  que  se  ha  guerido  disponer  en  este  artículo  es  que  Fa  comparecen- 
cia en  asuntos  civiles  de  los  comprendidos  en  esta  ley,  se  Jiará  siempre 
ante  Jueces  ó  Tribunales  que  ejerzan  jurisdicción  ordinaria  y  puedan  co- 
nocer del  que  se  les  someta  por  razón  de  la  materia,  de  la  cantidad  ó  de 
la  jerarquía. 

Jurisprudencia. — ^El  Juez  competente  para  conocer  de  la  demanda 
principal  lo  és  para  conocer  de  todas  sus  incidencias  (22  de  Junio  y  28  de 
Octubre  de  1858,  30  de  Mayo  de  1860,  5  de  Diciembre  de  1863,  28  de 
Mayo  de  1868  y  29  de  Diciembre  de  1871.) 

La  incompetencia  de  jurisdicción  que  no  se  ha  reclamado  en  tiempo 
no  puede  alegarse  como  fundamento  de  un  recurso  de  casación  (30  de  Di- 
ciembre de  1858.) 

No  puede  admitirse  la  cuestión  de  incompetencia  cuando  se  alega  fue- 
ra de  término  (24  de  Diciembre  de  i873.) 

Resuelta  una  cuestión  de  competencia  y  declarada  la  del  Juzgado  que 
entendió  en  el  negocio,  es  indudable  que  todo  lo  mandado  por  éste  ado- 
lece del  vicio  de  nulidad  (10  de  Mayo  de  1876.) 

Véase  — Competencia  de  jurisdicción  entre  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia y  un  Alcalde  de  su  partido,  por  D.  J.  M.  Manresa;  Rev.,  tomo  I, 
pág.  608. — Sobre  la  de  los  Juzgados  de  paz,  por  D.  Norberto  Santarén, 
tomo  XXVni,  pág.  424.— Sobre  el  valor  de  las  demandas  que  deter- 
mina la  competencia,  por  D.  J.  Vicente  Caravantes,  tomo  XLVI,  pági- 
na 23. — Sustanciacion  de  competencia  en  actos  de  conciliación  y  juicios 
verbales,  por  D.  Primitivo  González  del  Alba,  tomo  XLVI,  pág.  293. — 
Sobr»  competencia  dé  suplentes  de  Jueces  municipales  para  admitir  de- 
mandas de  juicios  verbales  y  actos  de  conciliación,  tomo  XXV  del 

Bol.y  pá     ^"^  '        *  

entidad  i 
tercerías  <         ^ 

'  cretarse  embargos  preventivos  donde  no  haya  Juez^de  primera  instancia; 
Bol.y  tomo  XaXVI,  pág.  451.— Cuestiones  sobre  comisiones  de  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  á  los  de  paz;  i?^.,  tomo  IX,  pág.  201. 
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SECCIÓN  PRIMERA. 

DE   LOS  UTIGANTE8,  PROCURADORES  Y  ABOGADOS. 

Litigantes  son  las  personas  que  intervienen  como  partes  en  los  juicios» 
principalmente  en  los  civiles.  Sólo  á  éstos  puede  darse  el  nombre  de  liti- 
gios y  de  pleitos  con  toda  propiedad,  así  como  el  de  causas  á  los  crimina- 
les. La  voz  litigio  es,  sin  embargo,  más  extensa  que  la  de  pleito.  Los  liti- 
gantes en  los  juicios  civiles  se  llaman  demandante  y  demandado:  en  los 
criminales  actor  y  reo,  denominaciones  que  sólo  impropiamente  se  aplican 
en  procedimiento  civil.  Demandante  es  el  que  ejercita  una  acción;  demaa- 
dado  es  el  que  hace  uso  de  una  excepción. 

Procv/radores  son  los  representantes  de  las  partes  en  los  asuntos  ju- 
diciales. 

Ahogados  ó  Letrados  son  las  pei'sonas  que  dirigen  á  los  litigantes  en 
los  juicios. 

Las  disposiciones  de  esta  sección  se  han  tomado  principalmente  del 
título  1**  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1855  y  del 
título  21  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial  de  23  de  Junio  de 
1870.  El  haber  formado  una  sección  especial  de  las  diáposiciones  relativas 
á  los  litigantes.  Procuradores  y  Abogados  nos  parece  una  resolución  acer- 
tadísima, pues  así  lo  hacen  los  mejores  autores  de  derecho  procesal. 

Ail;.  2^  Sólo  podrán  comparecer  enjuicio  los  que  estén  en 
el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  comparecerán  sus  re- 
presentantes legítimos,  ó  los  que  deban  suplir  su  iiícapacidad 
con  ?irreglo  á  derecho. 

Por  las  corporaciones,  Sociedades  y  demás  entidades  jurí- 
dicas, comparecerán  las  personas  que  legalmente  las  repre- 
senten. ("Ley  a7it,  art.  12  J 

La  comparecencia  enjuicio,  á  que  se  refiere  este  artículo,  es  el  dere- 
cho personal  y  directo  que  compete  á  cualquiera  persona  para  personarse 
ó  hacerse  representar  en  juicio,  según  pueda  ó  no  comparecer  por  sí. 

Estar  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles:  esta  es  la  condición 
que  exige  la  ley  para  poder  comparecer  en  juicio.  Por  derechos  civiles  se 
entiende  los  que  proceden  de  la  ley  civil,  ó  sea  de  la  que  regula  las  rela- 
ciones de  los  ciudadanos  entre  sí  y  con  respecto  á  otras  comunidades  ó 
corporaciones,  que  para  el  efecto  se  consideran  como  personas  morales. 
No  deben  confundirse  estos  derechos  con  los  políticos,  que  como  el  electo- 
ral activo  y  pasivo  y  el  de  aptitud  para  el  desempeño  de  cargos  públicos, 
son  inherentes  á  la  condición  del  ciudadano  y  están  reconocidos  en  la 
Constitución  del  Estado.  Los  derechos  civiles  pueden  ser  activos  ó  pasivos. 
Activos  son  los  que  se  refieren  al  acto  de  ejercerlos,  como  la  patria  potes- 
tad, la  autoridad  marital,  la  contratación,  la  libre  administración  y  dispo- 
ácion  de  los  bienes,  tanto  inter  vivos  como  mortis  causa.  Pasivos  son  los 
que  se  refieren  á  la  capacidad  de  adquirirlos,  como  la  aptitud^  para  ser 
nombrado  tutor  ó  curador,  para  adquirir  inter  vivos,  ó  para  suceder  por 
testamento  ó  ab  intestato.  Las  mujeres  casadas,  los  hijos  no  emancipados, 
los  menores,  los  locos,  los  idiotas,  los  sordo-mudos  y  los  pródigos,  no 
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T)ueden  comparecer  en  juicio,  porque  podrán  tener  algunos  derechos,  pero 
no  poseen  el  pleno  ejercicio,  (jue  es  la  condición  indispensable  que  este 
artículo  señala. 

Representantes  legítimos  de  las  personas  que  no  se  hallan  en  el  pleno 
^ercieio  de  sus  derechos  civiles,  son:  el  padre  por  los  hijos  de  familia 
menores  de  25  años;  el  marido  por  su  mujer,  y  los  tutores  y  curadores 
por  los  menores,  locos,  idiotas,  sordo-mudos  y  pródigos. 

Personas  que  le^almente  representan  á  las  corporaciones.  Sociedades 

y  demás  entidades  jurídicas  son  las  que  puedan  hacerlo  en  virtud  de  su 

» investidura  ó  del  poder  que  al  efecto  se  les  confiera.  Suelen  representarlas 

las  juntas,  los  jefes,  los  gerentes,  el  Presidente,  el  Superior  ó  quien  las 

mismas  determinen. 

Las  personas  jurídicas  ó  morales,  como  son  ios  Ayuntamientos,  las 
provincias,  los  establecimientos  públicos  ó  las  corporaciones  no  pueden 
wmparecer  en  jmcio  sino  por  medio  de  su  representante  legal. 

El  art.  40  de  la  lev  provincial  de  2  de  Octubre  de  4877,  dispone  que 
el  Gobernador  dirija  los  litigios  seguidos  en  nombre  de  la  Diputación.  £1 
art.  56  de  la  ley  de  igual  fecha  estatuye,  respecto  á  los  Ayuntamientos, 
que  dos  Conceiales  que  se  eligen  con  el  nomnie  de  Procuradores  Síndicos 
representen  á  la  corporación  en  todos  los  juicios,  promovidos  ó  que  sea 
necesario  promover  en  defensa  de  los  intereses  del  Municipio  y  desempe- 
ñen la  personalidad  y  atribuciones  que  por  las  leyes  especiales  existentes 
ñieran  cometidas  á  los  antiguos  Procuradores  Síndicos. 

Los  establecimientos  de  neneficencia  no  deben  entablar  recurso  alguno 
en  los  Tribunales  ordinarios  sin  acreditar  que  han  recurrido  á  la  via  gu- 
bernativa, excepto  en  los  casos  urgentes  y  cuando  los  establecimientos 
sean  los  demandados. 

£1  principio  en  que  se  funda  este  artículo  es  incontrovertible,  admitido 
por  todas  las  legislaciones,  así  como  por  la  nuestra,  tanto  antigua  como 
moderna,  y  tan  fácil  su  comprensión  que  no  necesita  explicación  alguna; 
sin  embarco,  puede  ofrecer  alguna  duda  saber  quiénes  son  los  represen- 
tantes legítimos  de  los  qtie  no  gocen  del  pleno  ejercicio  de  sus  derechos 
civiles,  así  como  quiénes  sean  las  personas  que  legalmente  representen  las 
entidades  jurídieas. 

Las  mujeres  casadas,  los  menores  de  edad,  ya  sean  hijos  de  familia  ó 
huérfanos,  los  locos,  desmemoriados,  idiotas,  sordo-mudos  y  pródigos, 
€uando  hayan  sido  declarados  tales  por  sentencia  judicial,  no  están  en  el 
pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  y  por  lo  tanto,  no  pueden  compa- 
recer por  sí  en  juicio;  en  su  nombre  deben  hacerio  los  que  legahmente  les 
representen,  á  saber:  el  marido,  padre,  tutor  ó  curador. 

^Por  las  corporaciones,  sociedades  y  demás  entidades  jurídicas  deben, 
comparecer  las  personas  que  legalmente  las  representen;  t>ero  en  muchas  de 
esas  entidades  jurídicas,  sus  representantes  legales  antes  de  comparecer  en 
juicio,  necesitan  llenar  algunos  requisitos,  acerca  de  los  cuales  ninguna 
indicación  se  hace  en  esta  ley.  Los  Alcaldes,  como  representantes  de  los 
Ayuntamientos,  antes  de  presentarse  en  juicio,  necesitan  el  dictamen  de 
dos  Letrados  que  opinen  es  justa  la  pretensión  del  Ayuntamiento.  Las  Di- 
putáronos provinciales  necesitan  los  miónos  requisitos  para  comparecer 
en  juicio.  Los  estsüslecimientos  de  beneficencia  no  pueden  comparecer  de- 
mandando sin  acreditar  que  previamente  han  recurrido  á  la  vía  guberna- 
tiva. Los  albaceas  tieneá  facultad  de  representar  á  la  herencia  yacente,  m 
^1  testador  les  ha  dado  facultades  para  la  ejecución  del  testamento  y  para 
la  formación  del  inventario,  cuenta  y  división  de  bienes.  Finamente,  se 
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ha  resuelto  por  Reales  órdenes  de  47  de  Abril  f  28  de  Setiembre  de  1880,. 
que  el  Ministerio  fiscal  es  el  que  tipne  la  representación  del  Banco  de  Es- 
paña para  el  ejercicio  de  las  acciones  y  excepciones  que  le  competan,  en' 
virtud  de  su  carácter  de  recaudador  subrogado  en  los  derechos  del  fisco, 
pidiendo  previamente  instrucciones  á  la  Asesoría  y  Dirección  general  del 
Ministerio  de  Hacienda. 

A  pesar  del  mandato  expreso  y  absoluto  de  la  ley  de  que  no  puedea 
comparecer  en  juicio  las  personas  que  no  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus 
derechos  civiles,  hay  un  caso  en  que  pueden  comparecer,  y  es  el  de  la  mu- 
jer casada  que  haya  de  liti^r  con  su  marido  como  se  disponía  en  el  • 
artículo  i  356  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  4855, 
sin  que  exista  ya  la  segunda  excepción  que  concedía  dicha  ley  respecto  aí 
^  hijo  que  hubiera  de  litigar  con  su  padre,  puesto  que  en  tal  caso,  siendo 
hijos  de  familia,  no  podrian  litigar  por  sí,  sino  representados  por  un  cu- 
rador á  pleitos,  pero  éste  no  necesitaría  pedir  previamente  autorizado» 
alguna  al  padre  con  quien  habia  de  litigar. 

En  vez  de  poner  estas  ultimas  excepciones  en  la  parte  de  la  ley  que^ 
trata  de  la  jurisdicción  voluntaria,  no  hubiera  estado  fuera  de  lugar  poner 
la  excepción  al  lado  de  la  regla  general. 

Jurisprudencia. — Aun  con  anterioridad  á  la  ley  provisional  de  Ma- 
trimonio civil ,  el  hijo  mayor  de  edad  tenia  el  dommio  y  administra- 
ción de  los  bienes  que  constituyeran  su  peculio  castrense  y  casi  cas- 
trense, la  propiedad  de  los  de  su  peculio  adventicio,  y  aun  la  administra- 
ción y  usufructo  de  estos  últimos,  cuando  se  emancipara  ó  su  padre  se  los 
cediera.  La  facultad  de  comparecer  en  juicio  es  inherente  al  pleno  ejerci- 
cio de  los  derechos  civiles,  y  por  lo  tanto,  el  mayor  de  25  años,  aunque 
sea  hijo  de  familia,  se  halla  revestido  de  esa  capacidad,  respecto  de  loa- 
bienes  indicados  en  que  tiene  el  dominio,  usufructo  y  administración.  (22 
de  Diciembre  de  4870.) 

Está  prohibido  que  comparezcan  por  sí  en  juicio: 

Los  hijos  de  familia,  mientras  no  estén  emancipados.  Se  reputan  eman- 
oipados  de  derecho,  cuando  entran  en  la  mayor  edad.  (Artículos  64  y  65  de 
la  ley  de  Matrimonio  civil.) 

Los  huérfanos  menores  de  25  años. 

Los  locos,  desmemoriados  ó  idiotas,  sordo-mudos  y  pródigos,  cuando 
hayan  sido  declarados  tales  por  sentencia  judicial,  en  cuyo  caso  se  les  priva 
de  la  administración  de  sus  bienes,  y  se  les  considera  como  menores. 

Las  mujeres  casadas,  sin  licencia  de  su  marido,  porque  les  está  prohi- 
bido sin  este  requisito  contraer  ninguna  obligación;  y  para  que  por  falta 
de  personalidad  no  pueda  declararse  nulo  el  juicio,  es  necesario  que  el 
jnariáo  autoricé  especialmente  á  la  mujer,  expresando  en  el  poder  quQ  la 
faculta  para  presentarse  ajuicio  por  sus  bienes  de  tales  ü  otros  que  la  per- 
tenezcan. (3  de  Junio  de  4865.) 

El  marido  es  representante  legítimo  de  su  mujer  para  comparecer  por 
ella  en  juicio.  (3  de  Abril  de  4876.) 

Carece  de  personalidad  el  tutor  ó  curador  de  ün  menor  que  no  tiene 
discernido  el  cargo.  (29  de  Marzo  de  4865.) 

Los  religiosos  secularizados  y  exclaustrados  de  ambos  sexos  desde  que 
salieron  de  los  conventos,  y  las  monjas  que  continuaran  en  los  que  que- 
daron abiertos  desde  el  8  de  Marzo  de  4836,  están  rehabilitados  en  el  goce 
de  los  derechos  civiles,  en  virtud  de  la  ley  de  29  de  Julio  en  su  art.  38,  el 
^  eual  no  está  derogado  por  los  artículos  30, 35  y  44  del  Concordato  de  4851^ 
<4  de  Octubre  de  4860.) 
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No  pnede  negarse  la  personalidad  de  un  litigante  por  su  adyersarío^ 
cuando  éste  por  repetidos  actos  dentro  del  juicio  y  fuera  de  él,  lotiene  an- 
teriormente reconotiido,  según  la  jurisprudencia  consignada  por  el  Tribu- 
nal Supremo  en  repetidas  resoJuciones.  (10  de  Junio  de  4875.) 

Si  el  Presidente  de  una  sociedad  al  otorgar  el  noder,  en  virtud  del  cual 
se  promovió  un  interdicto  ^  acreditó  su  cualidad  de  tal  y  la  autorización 
coBcedida  por  la  sociedad  para  representarla  en  la  lórma  acostumbrada,, 
no  puede  decirse  que  existe  falta  de  personalidad  en  el  demandante,  ni  que, 
úl  no  estimarla,  se  incurra  .en  el  caso  21*^  del  art.  5**  de  la  ley  de  reforma  de 
Casación  civil.  (14  de  Noviembre  de  1877.) 

Véase. — Si  la  mujer  puede  ser  curadora  ejemplar  de  su  hermano; 
Btü.,  tomo  XVI  pac.  172. — ¿El  incapacitado  puede  presentar  contía- 
justificación  para  probar  su  capacidad?  Eev.,  tomo  XVI  pág.  242. — So- 
bre nombramiento  de  curador  ad  litem  de  un  incapacitado;  Bol,,  t.  XXXIl 
pág.  370.  —  Sobre  el  nombramiento  del  curador  para  pleitos  cuando 
hay  intereses  encontrados  con  el  ad  bona;  BoL,  tomo  XXXIII  pági- 
na 497. — Comparecencia  en  juicio  de  la  mujer  casada;  Bev.,  tomo  XII, 
pág.  287. 

Mujeres  casadas  y  viudas  en  Cataluña;  Rev.,  tomo  XV,  pág.  120. 

¿El  inarido  mayor  de  25  años  es  el  único  representante  legal  en  juicio 
de  su  mujer  menor  de  edad?  Eev.,  tomo  XXXIV,  pág.  291. 

¿El  casado  mayor  de  18  años  necesita  del  curador  ad  bona  para  com- 
parecer en  juicio?  ¿Si  se  demanda  á  un  menor,  que  no  tiene  guardador 
nombrado,  basta  citar  al  Ministerio  fiscal?  Bol.,  tomo  XLIX,  pág:  ie$. 

¿El  menor  de  25  años  puede  otorgar  poder  á  Procurador  para  que  le 
represente  en  demanda  de  divorcio?  Bol.,  tomoXXXVllI,  pág.  261. 

¿Que  recurso  cabe  á  la  mujer  casada  contra  quien  se  ha  dictado  unaf 
ejecución  nula?  BoL,  tomo  XXXIX,  pág,  81.— Capacidad  de  la  mujer 
casada,  cuyo  «ando  está  sentenciado  en  rebeldía  á  presidio;  Bol.,  to- 
mo XLV,  pág.  273. 

Art.  3^  La  comparecencia  en  juicio  eerá  por  medio  de  Pro- 
curador legalmente  habilitado  para  funcionar  en  el  Juzgado  d 
Tribunal  que  conozca  de  los  autos,  y  con  poder  declarado  bas- 
tante por  un  Letrado. 

El  poder  se  compañará  precisamente  con  el  primer  escrita^ 
al  que  no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque  contenga  la 
protesta  de  presentarlo,  {Ley  ant,  art.  13. — Ley  org.  del  P.  J.y 
art.  885.) 

La  comparecencia  en  Juicio  por  medio  de  Procurador  no  era  obligato- 
ria anti^amente,  sobre  todo  en  los  Juzgados  inferiores.  La  ley  1*,  títu- 
lo 31,  libro  5®  de  la  Novísima  Recopilación  exigia  dicha  repreeentaeion* 
en  los  Tribunales  Supremo  y  Superiores.  La  ley  de  Enjuiciamiento  mer- 
cantil y  otras  disposiciones  modernas  no  hacian  obligatoria,  sino  polesta-t 
uva,  la  inten^encion  de  los  Procuradores.  La  ley  de  Enjuiciamiento  4e  5> 
de  Octubre  de  1855  fué  la  primera  que  ordena  que  la  comparecencia  en- 
juicio sea  siempre  por  tnedio  de  Procurttdor,  aun  cuando  lué^o  admita  al- 
gunas excepciones.  La  ley  actual  ha  reproducido  las  disposidónes  do  \^ 
anterior.  Advertiremos,  sin  embargo,  que  hoy  se  ha  nronunciado  basta»-' 
te  la  opinión  en  favor  de  la  libre  defensa,  y  que  no  faltan  eicritores  y  ju- 
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risconsultos  que  sostengan  la  necesidad  de  la  supresión  de  los  Procurado- 
res y  la  conveniencia  de  que  los  Letrados  sean  no  sólo  los  que  dirijan  si- 
no también  los  ({ue  representen  á  las  partes. 

Poder  es  el  instrumento  en  que  alguno  da  facultad  á  otro  para  que  en 
lugar  de  su  persona  y  representándola  pueda  ejecutar  alguna  cosa. 

La  ley  no  expresa  terminantemente  en  qué  forma  se  nabrá  de  otorgar 
el  poder;  pero  al  decir  que  deberá  acompañarse  en  el  primer  escrito  incuca 
que  deberá  baber  sido  otorgado  en  escritura  pública:  asi  se  haoe  en  la  ac- 
tualidad, habiendo  caldo  completamente  en  desuso  el  hacer  el  nombrar 
miento  de  Procurador  a^vd  acta  como  lo  autorizaban  las  leyes  antiguas. 

Poder  declarado  bastante  por  un  Letrado  es  lo  que  se  requiere  para  la 
comparecencia  en  juicio,  y  ya  lo  exigieron  los  Reyes  Católicos  en  las  Or- 
denanzas de  Madrid  de  4  de  Diciembre  de  1502.  El  Letrado  que  hade  bas- 
tantear  el  poder  no  es  necesario  que  sea  el  mismo  que  ha  de  defender  á  la 
parte  en  el  litigio  en  que  se  haga  uso  de  él:  la  ley  sólo  exige  que  el  poder 
sea  declarado  bastante  por  un  letrado. 

Sobre  el  bastanteo  se  abusa  y  conviene  recomendar  el  exacto  cumpli- 
miento de  la  ley,  que  no  se  observa  por  el  impuesto  á  favor  de  los  cole- 
gios de  Abogados. 

Este  artículo  viene  á  reproducir  los  dos  primeros  párrafos  del  43  de  la 
ley  anterior. 

Lo  preceptuado  en  el  segundo  párrafo  se  ha  observado  debidamente  en 
muchos  Tribunales  y  es  esencial  su  observancia  para  evitar  nulidades. 

.  Jurisprudencia. — ^El  poder  conferido  para  un  pleito  sirve  para  otro 
que  se  promueva  como  consecuencia  de  aquel.  (30  Diciembre  4858.) 

Si  interviene  Procurador,  á  toda  demanda  debe  acompañarse  el  poder 
que  tenga  para  presentarla.  (46  de  Junio  de  4864.) 

La  infracción  de  este  artículo  no  es  motivo  de  casación.  (26  de  Junio  de 
4864.)  • 

No  puede  reconocerse  la  personalidad  del  Procurador  que,  para  acredi- 
tarla, sólo  presenta  una  escritura  de  sustitución  de  poder,  otorgada  por 
otra  persona,  sin  que  esta  acredite  el  que  á  su  vez  recibió,  testimoniándo- 
se el  documento  en  que  se  le  otorgara,  y  sin  que  el  Notario  dé  fé  siquiera 
de  su  existencia  y  contenido.  (23  de  Abril  de  4873.) 

La  equivocación  material  cometida  respecto  á  la  fecha  del  poder,  es 
subsanable  y  no  produce  en  ningún  caso  nuHdad  en  las  actuaciones.  (42 
(^  Marzo  de  4875.) 

Al  establecer  el  art.  43  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  la  com- 
parecencia en  juicio  se  verifique  siempre  por  medio  de  Procurador  con  po- 
der declarado  bastante  por  un  Letrado,  esta  disposición  tiene  por  objeto 
legitimar  la  representación  del  litigante,  asegurando  su  responsabilidad 
jurídica  durante  el  curso  del  proceaimiento,  sean  cuantas  fueren  las  ins- 
tancias que  sucesivamente  ocurran,  pues  que  en  ellas  no  se  alteran  las 
p^sonas,  eoaas  ó  acciones  que  se  contienen  en  el  juicio  hasta  su  final  ter- 
núaaeton*  (9  de  Enero  de  4874.) 

'  Véí^ae.  *— ¿El  Procurador  necesita  otorgar  poder  para  comparecer 
enjuicio  en  asuntos  propios?  Rev.^  tomo  Vni  p¡ág.  458;  $oL^  tomo  XXXI 
pág.  .437. — Validez  de  poderes,  de  Ayuntamientos;  Bol,^  tomo  XXXI 
pág.  577.  —  Validez  del  autorizado  fuera  de  la  residencia  del  Notario, 
j&o^,,'  lomo  XXXII  pág.  577.— ^sAitucion  de  un  poder  escrito  en  fifan- 
cés;  Bol.^  tomo  XXXVI  pág.  258.— ^Puede  el  Procurador  comparecer  6 
conteatar  demanda  antes  que  su  principal  sea  citado  y  emplazado?  Rev.<^ 
lomo  XXXV  pág.  309* 
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Poder  otorgado  á  uno  que  no  es  Procurador;  BoL^  tomo  XIJU,  pá- 
gina 495. — ¿Los  habilitados  por  el  Juez  para  defender  á  los  litigantes  ne- 
cesitan poder  como  los  Procuradores?  tomo  XLVII  pág:  529. 

Art.  4®  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
podrán  los^nteresados  comparecer  por  sí  mismos.  <5  por  medio 
de  sus  administradores  ó.  apoderados,  pero  no  valiéndose  de 
otra  persona  que  no  sea  Procurador  habilitado,  en  los  pueblos 
donde  los  haya: 

Y  En  los  actos  de  conciliación. 

2**  En  los  juicios  de  que  conozcan  en  primera  instancia  los 
JTueces  municipales. 

3°  En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4**  En  los  de  arbitros  y  amigables  componedores. 

5®  En  los  juicios  universales,  cuando  se  limite  la  compa- 
Tecencia  á  la  presentación  de  los  títulos  de  créditos  ó  derechos, 
<5  para  concurjrir  á  juntas. 

6°  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  provisionales, 
embargos  preventivos  y  diligencias  urgentes  que  sean  preli- 
minares del  juicio. 

7**  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria.  {Ley.  ant.^  art.  13. 
— Ley  orff.  del  P.  /.,  arts.  856,  857  y  858.) 

Este  artículo  contiene  las  excepciones  al  anterior,  y  está  tomado  en 
parte  del  último  párrajfo  del  art.  43  de  la  ley  de  1855.  Disponía  ésta  que 
pudieran  com^recer  los  interesados  directamente:  1**  en  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria;  2^  en  los  actos  de  conciliación;  3®  en  los  juicios 
verbales;  kP  en  los  juicios  de  menor  cuantía. 

La  ley  vigente  reconoce  estas  cuatro  excepciones  y  añade  otras  tres, 
exigidas  por  la  práctica  y  las  reclamaciones  de  los  autores. 

En  efecto,  todos  los  juicios,  actos  ó  incidentes  exceptuados,  por  su  na- 
turaleza, por  la  poca  entidad  del  negocio  ó  por  la  premura  del  tiempo  ha- 
cen innecesaria  la  intervención  del  Procurador,  Esta,  sin  embargo,  es  po- 
testativa, y  ha  de  ser  preferida  á  la  de  otras  personas.  Los  apoderados  ó, 
administradores  pueden  también,  según  la  nueva  ley,  comparecer  enjuicio 
por  sus  principales,  y  esta  innovación  es  acertadísmia.  Lo  numerado  está 
claro,  pero  no  el  párrafo  primero,  pues  muchos  entenderán  que  los  admi- 
nistradores ó  apoderados  deben  ser  Procuradores  habilitados. 

Por  tanto,  la  disposición  de  este  artículo  introduce  una  notable  nove- 
dad en  la  práctica,  novedad  que  no  se  encuentra  justificada.  Los  interesa- 
dos, dice,  pueden  comparecer  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de  sus  admi- 
nistradores ó  apoderados,  pero  no  valiéndose  de  otra  persona  que  no  seji 
Procurador  habilitado,  en  los  pueblos  donde  los  haya,  en  los  actos  ó  jui- 
cios que  á  continuación  expresa;  es  decir,  que  se  le  concede  al  interesado 
la  facultad  de  comparecer  por  sí  en  tales  actos  ó  juicios;  pero  si  se  ha  de 
valer  de  representante  y  en  el  punto  donde  haya  de  comparecer  hay  Pro- 
Kjuradores  habilitados  se  ha  de  valer  n^esariamehte  de  ellos:  esta  dispo- 
sición modifica,  pues,  en  ese  sentido  el  art.  43  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  de  5  de  üctula-e  de  1855,  y  además  dando  más  extensión  i  la 
comparecencia  personal  de  los  interesados  en  los  juicios  universales  ^ara 
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la  presentación  de  títulos  de  créditos  ó  derechos  ó  para  concurrir  á  jun~ 
tas;  en  los  incidentes  de  pobreza,  embargos  preventivos  y  diligencias  ur- 
gentes que  sean  preliminares  del  juicio.  Con  la  novedad  que  se  introduce 
se  encarece  la  administración  de  justicia  cuando  todo  el  mundo  está  cla- 
mando por  lo  cara  que  es  en  la  actualidad,  y  justamente  se  aumentan  las 
costas  en  los  asuntos  de  menos  importancia:  sería  conveniente  además  co- 
nocer en  cuantas  conciliaciones  resulta  avenencia  cuando  las  partes  esténr 
representadas  por  Procuradores  y  en  cuantas  resulta  dicha  avenencia 
cuando  no  intervienen  tales  auxiliares. 

Aunque  por  el  art.  i  4  se  dispone  que,  no  obstante  lo  dispuesto  en  eV 
artículo  4**,  los  Procuradores  podrán  asistir  con  el  carácter  de  apoderados 
ú  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  conciliación  ó  con  el  de  auxiliares  de 
los  interesados  á  los  juicios  verbales,  cuando  las  partes  quieran  valerse 
espontáneamente  de  ellos,  y  que  en  tales  casos,  si  hubiere  condenación 
de  costas  á  favor  Sel  que  se  hubiese  valido  del  Procurador,  no  se  com- 
prenderán los  derechos  de  éste  en  la  tasación;  esta  exención  de  costas  tan 
sólo  se  refiere  á  los  casos  de  que  se  hayan  valido  del  Procurador  volunta- 
riamente, es  decir,  en  los  pueblos  donde  no  haya  tales  funcionarios  habi- 
litados. 

Todos  estos  inconvenientes  se  remediarían  suprimiendo  la  última  par- 
te del  párrafo  primero  del  artículo  que  anotamos. 

Hay  que  observar  además,  respecto  á  este  artículo,  que  si  bien  en  los 
actos  de  conciliación  no  se  exige  que  intervenga  Procurador,  una  vez 
terminado  dicho  acto,  si  las  partes  tienen  que  acudir  al  Tribunal  de  par- 
tido, tendrán  que  hacerlo  valiéndose  de  Procurador,  pues  entonces  se  trata 
ya  d^  un  juicio  contradictorio. 

Art.  5^  La  aceptación  del  poder  se  presume  por  el  hecho  da 
usar  de  él  el  Procurador^ 

Aceptado  el  poder,  queda  el  Procurador  obligado: 

1®  A  seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su  cargo 
por  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  art.  9**. 

2^  A  trasmitir  al  Abogado  elegido  por  su  cliente,  6  por  el 
mismo  cuando  á  esto  se  extienda  el  mandato,  todos  los  docu- 
mentos, antecedentes  é  instrucciones  que  se  le  remitan  ó  pue- 
da adquirir,  haciendo  cuanto  conduzca  á  la  defensa  de  su  po- 
derdante, bajo  la  responsabilidad  que  las  leyes  imponen  at 
mandatario. 

Cuando  no  tuviese  instrucciones  ó  fueren  insuficientes  las 
remitidas  portel  mandante,  hará  lo  que  requiera  la  naturaleza 
6  índole  del  negocio. 

3®  A  recoger  de  poder  d^l  Abogado  que  cese  en  la  direc- 
ción de  un  negocio  las  copias  de  los  escritos  y  docunxentos  y 
demás  antecedentes  que  obren  en  su  poder,  para  entregarlo» 
al  que  se  encargue  de  continuarlo. 

4**  A  tener  al  (Jiente  y  al  Letrado  siempre  al  corriente  del 
curso  del  negocio  que  se  le  hubiere  confiado,  pasaíido  al  se- 
gundo copias  de  todas  las  proyidencias  que  se  le  notifiquen. 

5**  A  pagar  todos  los  gastos  que  se  causaren  á  su  instancia,, 
inclnsos  los  honorarios  de  los  Abogados,  aunque  hayan  aida 
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elegidos  por  su  poderdante. /Zey  ant,  arts.  14  y  15. — Ley  or-^ 
pánica  delP,  /.,  arts.  885  y  886.) 

La  aceptación  del  poder  es  el  perfeccionamiento  del  contrato  bilateral 
<ie  mandato,  pues  el  Procurador  es  una  especie  de  mandatario,  y  sólo 
desde  que  acepta  el  cargo,  es  cuando  contrae  responsabilidad.  La  acepta- 
ción puede  ser  expresa  ó  tácita.  De  esta  última  habla  la  ley  en  el  párrafo 
primero  de  este  artículo,  copiando  lo  dispuesto  en  el  art.  15  de  la  de 
4855,  y  de  conformidad  con  lo  ordenado  en  el  886  de  la  de  organización 
del  Poder  judicial.  La  aceptación  expresa  se  consigna  en  el  mismo  po- 
der. Las  ooligaciones  del  Procurador  las  señala  perfectamente  el  artícu- 
lo 5®,  ampliando  y  robusteciendo  lo  dispuesto  en  el  art.  44  de  la  ley 
anterior.  El  árt.  885  de  la  de  organización  del  Poder  judicial,  señala 
además  las  siguientes  obligaciones:  4*  La  de  presentar  oportunamente 
el  poder  que  tengan  para  comparecer  en  juicio,  ó  devolverlo  si  no  lo  acep- 
tasen ían  pronto  como  sea  posible  para  que  no  sea  perjudicado  el  po- 
derdante. 2*  La  de  firmar  todas  las  pretensiones  que  se  presenten  á  nom- 
bre del  cliente.  3*  La  de  oir  y  firmar  los  aplazamientos,  citaciones,  certi- 
ficaciones de  cualquiera  clase,  inclusas  las  de  sentencias,  teniendo  estas 
actuaciones  la  misma  fuerza  que  si  interviniera  en  ellas  directamente  el 
poderdante.  íío  se  admitirá  la  respuesta  de  que  las  expresadas  diligencias 
se  entiendan  con  éste.  4^  La  de  asistir  á  todas  las  diligencias  y  actos  para 
ios  que  las  leyes  lo  prevengan.  5*  La  de  llevar  un  libro  de  conocimientos 
de  negocios  pendientes,  y  otro  de  cuentas  con  los  litigantes,  con  los  Abo- 
gados y  con  los  auxiliares  subalternos  que  devenguen  honorarios  6  dere- 
chos. 6^  La  de  dar  á  sus  clientes  cuentas  documentadas  de  los  gastos  ju- 
diciales ó  inversión  de  las  cantidades  recibidas.  Todas  estas  obligaciones 
«reemos  que  quedarán  subsistentes,  y  sobre  todo,  la  de  ser  fiel  á  la  parte 
que  representa,  absteniéndose  muy  cuidadosamente  de  revelar  sus  secre- 
tos á  la  contraria,  ni  de  favorecer  las  pretensiones  de  la  misma.  Los  ar- 
tículos 374  y  37á  del  Código  penal  castigan  severamente  íil  Abogado  y  al 
Procurador  que  cometa  el  feo  delito  de  prevaricación,  que  como  dice  la 
ley  44,  tít.  46,  Partida  6^  «há  en  sí  ramo  de  traición.» 

Jurisprudencia, — Aceptando  el  poder  el  Procurador  está  obligado  á 
seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su  cargo  por  al^na  de  las 
causas  que  se  expresan  en  el  art.  47  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
una  de  las  cuales  es  la  de  separarse  el  poderdante  de  la  acción  ú  oposieton 
que  ha^a  formulado.  (25  de  Setiembre  de  4874.) 

Si  bien  los  Procuradores  deben  seguir  los  pleitos  de  la  manera  pres- 
crita en  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial,  esta  regla  general  se 
sujeta  á  instrucciones  y  hechos  que  necesitan  prueba  apreciada  por  la  Sala 
sentenciadora  para  determinar  la  responsabilidad  de  los  rancionarios  de 
•esa  clase;  apreciación  á  que  hay  qrue  atenerse  ínterin  contra  ella  no  se  ex- 
ponga infracción  alguna.  (9  de  Anríl  de  4877.) 

Art.  6°  Mientras  continúe  el  Procurador  en  su  cargo,  oirá 
y  firmará  los  emplazamientos,  citaciones,  requerimientos  y 
notificaciones  de  todas  clases,  inclusas  las  de  sentencias,  que 
deban  hacerse  á  su  parte  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta 
que  quede  ejecutada  la  sentencia,  teniendo  estas  actuacio- 
nes la  misma  fuerza  que  si  interviniere  en  ellas  directamen- 
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te  el  poderdante,  sin  que  le  sea  lícito  pedir  que  se  entiendan 
con  éste. 

Se  exceptúan: 

1**  Los  emplazamientos,  citaciones  y  requerimientos  que  la- 
ley  disponga  se  practiquen  á  los  mismos  interesados  en  per- 
sona< 

2°  Las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la  comparecencia 
obligatoria  del  citado.  (Ley  ant,,  art  16. — Ley  org.  del  Poder 
Judicial,  art.  885. — Ley  de  Enj.  crim.  de  1872,  art,  56. — 
Comp.  general  de  16  de  Setiembre  de  1879,  art.  296.) 

La  disposición  del  pálrafo  primero  de  este  artículo  está  tomadí^  del  ar- 
tículo 16  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Las  excepciones  son 
las  mismas  que  señala  el  art.  296  de  la  Compilación  general  de  las  dispo- 
siciones vigentes  sobre  el  Enjuiciamiento  criminal  aprobada  por  Real  de- 
creto de  46  de  Octubre  de  1879  (art.  56  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal de  1872.)  Creemos  que  las  disposiciones  de  este  artículo,  y  sobre 
todo,  la  del  último  párrafo,  son  acertadísimas. 

Jurisprudencia, — ^El  emplazamiento  y  citación  de  las  partes  son  las 
formas  más  esenciales  de  los  juicios.  Su  defecto  vicia  el  procedimiento  y 
da  lugar  al  recurso  de  casación.  (16  de  Marzo  de  1864.) 

Según  el  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  885  de  la  provi- 
sional sobre  organización  del  Poder  judicial,  en  emplazamientos,  citacio- 
nes y  certificaciones  de  todas  clases  que  se  hagan,  el  Procurador,  mientras 
continúa  en  su  cargo,  tiene  la  misma  fuerza  que  si  se  hicieran  al  poderdan- 
te. (23  de  Mayo  de  1878.) 

Véase  .—Sobre  emplazamientos,  Rev.^  tomo  VIII  pág.  248;  tomo  X, 
pág.  89;  tomo  XIII,  pág.  308;  tomo  XXII,  pág.  70;  tomo  XXXI,  pági- 
na 314;  tomo  XXXV,  pág.  309;  Bol,  tomo  XLIV,  pág.  146.— Sobre  ci- 
taciones, Rev,,  tomo  XI V,  pág.  434;  tomo  XVII,  pág.  83;  tomo  XLII^ 
pág.  71;  Bol,  tomo  L,  pág.  19. — Sobre  notificaciones,  Rev.,  tomo  X, 
pág.  814;  tomo  XIII,  pág.  473;  tomo  XXII,  pág.  87;  BoL,  tomo  XL,  pá- 
gina 500 ;  tomo  XLVI,  pág.  211. 

Art.  7®  Si  después  de  entablado  un  negocio  el  poderdante 
no  habilitare  á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios  para^ 
continuarlo,  podrá  este  pedir  que  sea  aquel  apremiado  á  veri- 
ficarlo. 

Esta  pretensión  se  deducirá  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que* 
conozca  del  pleito,  el  cual  accederá  á  ella,  fijando  la  cantidad 
que  estime  necesaria  y  el  plazo  en  que  haya  de  entregarse,, 
^jo  apercimiento  de  apremio.  fOrd.  de  las  Aud.,  art.  220.) 

> 

La  disposición  de  este  artículo  es  completamente  nueva,  pero  es  muy 
oportuna:  responde  á  la  naturaleza  del  contrato  bilateral  entre  el  poder- 
dante y  el  Procurador;  y  con  ella  se  evitará  el  que  los  Procuradores  se 
vean  obligados  como  hasta  aquí  á  hacer  desembolsos  contra  »u  voluntad, 
una  vez  aceptado  el  poder. 

En  la  ley  anterior  habia  un  vacío  que  llena  este  artículo.  Dicha  falta 
motivó  un  expediente  de  duda  de  ley  en  la  Audiencia  de  Albacete  que  se 
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resolvió  decki'anclo  vigentes  varios  artícslos  de  las  Orden^zas  de  tas 
Audiencias. 

Véanse  del  219  al  222  de  dichas  Ordenanzas. 

Jurisprudencia. — Al  presentar  la  relación  jurada  contra  los  poderdan- 
tes morosos  los  Procuradores,  deben  acompañar  la  cuenta  según  previene 
el  art.  220  de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias,  aplicables  á  los  Juzgados 
de  primera  instancia;  en  él  se  estaWece  la  pena  para  el  caso  de  pedir  con 
exceso,  jjero  no  la  de  nulidad,  sin  que  por  esto  los  Jueces  d^en  de  tener 
la  indeclinable  obligación  de  ajustarse  en  sus  providencias  al  precepto  de 
las  citadas  Ordenanzas  y  reglaipentos.  de  los  Juzgados,  cualesquiera  que 
sean  las  prácticas,  que  no  pueden  tener  otro  carácter  que  el  de  abusivas  y 
corruptela.  (20  de  Diciembre  de  1865.) 

Art.  8*  Cuando  un  Procurador  tenga  que  exigir  de  su  po- 
derdante moroso  las  cantidades  que  este  le  adeude  por  sus  de- 
rechos y  por  los  gastos  que  le  hubiere  suplido  para  el  pleito^ 
presentará  ante  el  Juzgado  ó  Tribunal  en  que  radicare  el  ne- 

f  ocio  cuenta  detallada  y  justificada;  y  jurando  que  le  son  de- 
idas y  no  satisfechas  las  cantidades  que  de  ella  resulten  y 
reclame^  mandará  la  Sala  6  el  Juez  que  se  requiera  al  poder- 
dante para  que  las  pague,  con  las  costas,  dentro  de  un  plazo 
que  no  excederá  de  10  dias  bajo  apercibimiento  de  apremio. 

Igual  derecho  que  los  Procuradores  tendrán  sus  heredero» 
respecto  á  los  créditos  de  esta  naturaleza  que  aquellos  les  de* 
jaren. 

Verificado  el  pago,  podrá  el  deudor  reclamar  cualquier 
agravio,  y  si  resultare  haíberse  excedido  el  Procurador  en  su 
cuenta,  devolverá  el  duplo  del  exceso,  con  las  costas  que  se 
causen  hasta  el  completo  resarcimiento. 

Tampoco  se  halla  esta  disposición  en  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  ni  en  la  de  organización  del  Poder  judicial.  Es  una  mejora  notabilí- 
sima y  reclamada  por  la  experiencia.  Hay  (jue  observar  que  según  la* 
ley  9%  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  los  salarios  (así  los 
denomina)  de  los  Procuradores  y  Abogados  se  prescriben  por.  tres  años 
contados  desde  que  se  devengaron,  plazo  que  con  razón  calmean  los  au- 
tores de  mezquino,  teniendo  presente  las  atenciones  que  los  Letrados  y 
Procuradores  guardan  á  las  partes  antes  de  entelar  cualquiera  reclama-  , 
cion  judicial.  ^ 

Este  artículo  viene,  por  tanto,  á  llenar  otra  omisión  de  la  ley  del  55 ,» 
que  se  suplía  por  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias.  - 

Art.  9®  Cesará  el  Procurador  en  su  representación: 
1®  Por  la  revocación  expresa  <5  tácita  del  poder,  luego  que 
conste  en  los  autos.  Se  entenderá  revocado  tácitamente  por  el 
nombramiento  posterior  de  otro  Procurador  que  se  haya  per- 
sonado en  el  mismo  negocio. 

2**  Por  el  desistimiento  voluntario  del  Procurador  6  por  cesar 
en  su  oficio,  estaudo  obligado  á  poáer  con  anticipación  uno  y 
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otro  caso  en  conocimiento  ¿e  sus  poderdantes,  judicialmente  6 
por  medio  de  acta  notarial. 

Mientras  no  se  acredite  el  desistimiento  en  los  autos  por 
uno  de  estos  dos  medios,  y  se  le  tenga  por  desistido  no  podrá 
^1  Procurador  abandonar  la  representación  que  tuviere. 

3*^  Por  separarse  el  poderdantft^de  la  acción  ó  de  lá  oposición 
-que  hubiere  formulado. 

4°  Por  haber  trasladado  el  mandante  á  otro  sus  deredios 
sobre  la  cosa  litigiosa,  luego  que  la  trasmisión  haya  sido  sido 
reconocida  por  providencia  ó  auto  firme,  con  audiencia  de  la 
parte  contraria. 

5°  Por  h9,ber  terminado  la  personalidad  con  quq  litigaba  su 
poderdante. 

6®  Por  haber  concluido  el  pleito  6  acto  para  que  se  dio  el 
poder,  si  fuese  para  él  determinadamente. 

7°  Por  muerte  del  poderdante  6  del  Procurador. 
En  el  primero  de  estos  dos  casos,  estará  obligado  eL Procu- 
rador á  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  Juez  ó  Tribunal, 
tan  pronto  como  llegue  á  su  noticia,  para  que  se  tenga  por  ter- 
minada sü  representación,  acreditando  en  forma  el  falleci- 
miento; y  si  no  presentare  nuevo  poder  de  los  herederos  ó 
€aüsa-habientes  del  finado,  acordará  el  Juez  ó  Tribunal  que  se 
les  cite  para  que  dentro  del  plazo  que  les  fijará  se  personen  en 
los  autos,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  haya  lugar. 

Cuando  fallezca  él  Procurador,  se  hará  saber  á  su  poder- 
dante con  el  objeto  expresado.  fZeT/  ant,,  art.  17. — Ze^  or^., 
4elP.  J.^art  887.) 

Todos  estos  casos  están  expresados  en  el  art.  17  de  laJey  de  Enjuicia- 
miento de  1855  y  en  el  887  de  la  de  organización  del  Poder  judicial. 

Creemos  que  este  artículo  está  bien  redactado  en  general,  pero  sin  em- 
bargo se  nos  ocurren  algunas  observaciones  respecto  á  lo  dispuesto  en  al- 
gunos números  del  mismo. 

La  palabra  traslado  que  emplea  el  nüm.  &^,  es  poco  técnica,  y  hubiera 
sido  más  del  caso  haber  empleado  el  verbo  trasmifir  que  el  de  trasladar 
^^r  expresar  más  exactamente  la  trasferencia  de  la  cosa  litigiosa.  La  pala- 
da trasladar  es  además  poco  exacta,  pues  puede  comprenderse  en  ella  el 
acto  de  mudar  de  sitio  la  cosa  permaneciendo  en  el  dominio  del  litigante. 
En  el  mim.  4®,  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre 
de  1855,  del  que  se  ha  copiado  el  anotado,,  emplea  el  verbo  trasmitir,  é 
indudablemente  es  mucho  más  propio. 

El  núm.  5®  también  da  lugar  á  una  duda.  .  . 

¿Cesará  el  Procurador  en  el  mismo  acto  en  que  haya  terminado  la  per- 
sonalidad con  que  htigaba  su  poderdante?  Indudablemente.  Y  si  el  Pror- 
curador  lo  ignoraba,  como  puede  ocurrir  muy  frecuentemente,  y  oye  no- 
tificaciones y  pide  diligencias  y  se  practican,  ¿se  anularán?  ¿Quién  respon- 
de en  tal  caso  de  las  costas?  Nada  dice  acerca  de  ello  la  ley  y  hubiera  sido 
muy  del  caso  que  el  legislador  se  hubiera  ocupado  de  ello.  El  t^rocurador 
incurriría  indudablemente  en  responsabilidad,  si  sabiendo  habiá  cesado  su 
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Tepresentacion  no  lo  ponía  inmediatamente  en  conocimiento  del  Juez  ó 
Tribunal,  pero  antes  de  llegar  á  su  noticia  no  puede  incurrir  en  responsa- 
bilidad al¿una  por  no  manifestarlo:  la  parte  que  representa  puede  encon- 
trarse en  las  mismas  cg|^ciones;  la  -contraria  no  puede  ser  respóns^le 
^e  hechos  ágenos;  por  wnsiguiente  no  (jueda  más  arbitrio  que  declarar 
nulas  las  diKgencias  y  las  costas  de  oficio. 

Y  en  el  caso  de  que  las  partes  presten  su  conformi(}ad  á  tales  diligen- 
cias, ¿por  qué  razón  se  han  de  anular?  Esta  excepción  tan  legítima  es  la 
que  el  legislador  debia  haber  consignado  en  la  ley  pero  no  la  ha  consig- 
nado. 

Jurisprudencia. — ^Los  emplazamientos,  notificaciones  y  pitaciones  he- 
chas al  Procurador  son  válidas,  ínterin  no  conste  judicialmente  que  el  de- 
sistimiento se  hizo  saber  al  poderdante  y  t^imbien  lo  son  las  que  posterior- 
mente se  entiendan  con  la  parte  ó  con  los  estrados  en  su  rebeldía  (27  de 
Diciembre  de  1859). 

El  Juez  que  conoce  de  la  causa  incoada  contra  un  Procurador  no  pue- 
de acordar  la  suspensión  de  éste,  y  si  lo  verifica  lo  jiace  con  notoria  in-  ^ 
competencia  (29  de  Mayo  de  f873). 

Art.  10.  Los  litigantes  serán  dirigidos  por  Letrados  habili- 
tados iegalmente  para  ejercer  su  profesión  en  el  Juzgado  <5 
Tribunal  que  conozca  de  los  autos.  No  podrá  proveerse  á  nin- 
guna solicitud  que  no  lleve  la  firma  de  Letrado. 
Exceptuanse  solamente: 

P  Los  actos  de  conciliación. 

2^  Los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los  Jue- 
-ces  municipales. 

3**  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 
En  este  último  caso  será  potestativo  valerse  ó  nó  de  Le- 
trados. 

4°  Los  escritos  que  tengan  por  objeto  personarse  en  el  jui- 
cio, acusar  rebeldías,  pedir  apremios,  próroga  de  términos, 
publicación  de  probanzas,  señalamiento  de  vista,  su  suspen- 
sión, nombramiento  de  peritos  y  cualesquiera  otras  diligencias 
de  mera  tramitación. 

Cuando  la  suspensión  de  vistas,  próroga  de  término  <5  dili- 
gencia que  se  pretenda  se  funde  en  causas  que  se  refieran  es- 
pecialmente al  Letrado,,  también  deberá  este  filmar  el  escrito, 
si  fuere  posible.  (Ley  ant^  art.  19. — Ze¡/  org,  del  P,  /.,  artí- 
culos 865,  869,  873,  874,  875,  876  y  880). 

Letrados  habilitados  Iegalmente  para  ejercer  su  profesión  en  el  Juz- 
_jado  ó  Tribunal  que  conozca  de  los  autos^  son  los  que  reúnen  las  condi- 
ciones exigidas  en  los  siguientes  artículos  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
Judicial: 

«Art.  873.  Para  ejercer  la  Abogacía  se  requiere: 

1®*  Haber  cumplido  ^1  años. 

2®  Ser  Licenciado  en  Derecho  civil. 

•3®  No  estar  procesado  criminalmente. 

TOMO  I  3 
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4®  No  haber  sido  condenado  á  penas  aflictivas,  ó  haber  obtenido  reha- 
bilitación. 

Art.  874.  No  podrán  ejercer  la  Abogacía: 

4®  Los  que  estén  desempeñando  cargos  judicialpe  ó  del  Ministerio  físcaL 
Exceptúanse  de  esta  regla  los  Jueces  y  Fiscales  municipales. 

2**  Los  que  desempeñen  empleos  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
.  ó  en  la  sección  dejlstado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado. 

3**  Los  auxiliares  y  dependientes  de  los  Tribunales.» 

Art.  859.  En  los  pueblos  en  que  haya  Audiencia,  habrá  un  Colegio  de 
Abogados  y  otro  de  Procuradores,  cuyo  principal  objeto  será  la  equitativa 
distribución  de  los  cargos  entre  los  que  actúen  en  los  Tribunales  existen- 
tes en  la  localidad,  el  buen  orden  de  las  respectivas  corporaciones  y  el  de- 
coro, la  fraternidad  y  disciplina  de  los  colegiados. 

Art.  860.  Podrán  además  establecerse  Colegios  de  Abogados  y  Procu- 
radores: 

En  las  capitales  de  provincia  donde  no  hubiere  Audiencia. 
En  las  ponlacionei  donde  hubiere  veinte  Procuradores  ó  Abogados  en 
ejercicio. 

Art.  861.  Para  el  efecto  de  pertenecer  á  los  Colegios  de  Abogados,  se 
considerarán  como  residentes  los  que,  no  morando  en  el  pueblo,  vivan  y 
ejerzan  la  profesión  en  el  radio  de  dos  legua§,  con  tal  que  se  comprome- 
tían á  soportar  los  cargos  en  proporción  con  los  demás. 

Esta  regla  no  es  extensiva  á  los  Procuradores,  los  cuales  tendrán  ne- 
cesariamente su  residencia  donde  estuviere  el  Colegio. 

Art.  862.  El  número  de  los  que  compongan  estos  Colegios  será  ilimi- 
tado, debiendo  ser  admitidos  en  ellos  todos  los  que  lo  pretendan,  con  tal 
que  hagan  constar  que  tienen  la  xiapacidad  legal  que  prescribe  esta  ley 
para  ejercer  la  profesión  respectiva. 

Art.  863.  Los  estatutos  de  los  Colegios  de  Procuradores  y  Abogados 
establecerán  su  organización  y  gobierno,  las  condiciones  para  ingresar  en 
ellos,  las  relaciones  de  los  colegiados  con  la  corporación  y  con  los  Tribu- 
nales, las  obligaciones  de  aquellos  y  las  correcciones  disciplinarias  en  que 
pueden  incumr,  en  lo  que  no  caiga  bajo  la  jurisdicción  disciplinaria  de 
los  Juzga^dos  ó  Tribunales. 

Art.  864.  Nadie  podrá  ejercer  simultáneamente  las  profesiones  de  Abo-  - 
gado  y  Procurador. 

El  que  estando  en  el  ejercicio  de  una  de  ellas  optare  por  el  de  otra,  ce- 
sará en  la  que  tenia  y  será  dado  de  baja  en  la  lista  del  respectivo  Co- 
legio. 

Art.  865.  En  los  pueblos  en  que  haya  Colegios  de  Abogados  ó  Procu- 
radores sólo,podiíán  ejercer  estas  profesiones  los  que  estuvieren  incorpora- 
dos á  ellos,  con  estudio  abierto  en  el  mismo  pueblo. 

El  oue  careciere  de  las  condiciones  necesarias  para  ser  Procurador  ó 
Abogado  no  podrá  incorporarse  á  los  Colegios. 

Art.  869.  Donde  no  haya  Colegio  de  Procuradores  ó  Abogados  será 
necesario  para  ejercer  estas  profesiones: 

1®  Tener  las  cualidades  que  para  ello  exige  esta  ley. 

2^  Hallarse  avecindado  ó  residente  en  el  pueblo  en  que  se  abra  el  estu- 
dio de  Abogado,  y  en  el  de  la  residencia  del  Juzgado,  el  que  ejerza  la  pro- 
fesión de  Procurador, 

3**  Inscribirse  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  como  Abogado  en  ejercicio. 

4^  Pagar  la  contribución  de  subsidio  industrial. 

Art.  875.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  8^5  y  869,  los  Le— 
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Irados  que  no  estuvieren  inscritos  en  los  Colegios,  teniendo  estudio  abier- 
to, ni  en  los  Juzgados  ó  Tribunales  para  ejercer  la  Abogacía,  pero  que  re- 
unieren las  condiciones  expresadas  en  el  art.  873,  podrán  defender  por  es- 
crito ó  de  palabra  sus  negocios  civiles  ó  sus  causas  criminales  y  las  de  sus 
pariente?  dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

En  estos  casos,  donde  hubiere  Colegios  de  Abogados,  serán  h^ilita- 
dos  por  su  Decano.  Donde  no  los  haya,  acreditarán  ser  Abogados  y  el  pa- 
rentesco, en  su  caso,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  donde  hayan  de  actuar,  el 
cual  les  dará  su  autorización. 

Art.  876.  Los  Abogados  del  Colegio  de  la  capital  donde  haya  Audien- 
cia, podrán  actuar  ante  las  Salas  ordinarias  y  extraordinarias  de  las  mis- 
mas, cualquiera  que  sea  el  pueblo  en  que  se  constituyan. 

Las  excepciones  establecidas  en  este  art.  40,  lo  estaban  ya  en  el  19  de 
la  ley  de  1855,  y  además  también  era  potestativo  valerse  ó  no  de  Letrados 
en  los  pleitos  de  menor  cuantía.  Los  artículos  856  y  857  de  la  ley  orgá- 
nica disponian  lo  mismo.  Según  el  art.  57  del  Reglamento  de  Juzgados, 
los  Abogados  deben  firmar  sus  escritos  con  firma  aitera.» 

Jurisprudencia. — ^La  prohibición  de  proveer  sobre  las  solicitudes  que 
no  lleven  firma  de  Letrado,  no  deroga  ni  contraría  la  doctrina  legal  de  que 
interpuesta  apelación  sin  este  requisito  y  constando  debidamente,  se  in- 
terrumpa el  lapso  del  término  señalado  para  interponerla.  (Sent.  de  M  de 
Dic.  de  1859  y  U  de  Set,  de  1861.; 

No  es  fundamento  de  nulidad  la  inobservancia  de  este  artículo.  (Sent, 
de  t9  de  Feb.  de  \S60.J 

Véase  .—Firma  de  Letrado  en  juicio  verbal ;  Eev. ,  tomo  VIII,  pág.  312. 
— ^Enjuicio  de  faltas;  Bev.^  tomo  XIX,  pág.  396. — ^Firma  de  Letrado  en 
la  apelación,  jurisprudencia  del  T.  S.;  Eev.,  tomo  XXXIII,  pág.  351. — 
En  escritos  de  inhibitoria  ó  declinatoria,  en  juicio  verbal  y  de  menor 
cnantía;  Bol.,  tomo  XL,  pág.  337. — ^Intervención  de  Letrado  en  pleito  de 
menor  cuantía;  Bol.,  tomo  XL,  pág.  113. 

Téngase  presente  que  el  ejercicio  de  la  Abogacía  tiene,  además  de  las 
limitaciones  generales,  algunas  que  nacen  de  circunstancias  locales,  y  por 
lo  que  á  ellos  respecta  véase  la  ley  7*,  tít.  22,  libro  5^  de  la  Nov.  Rec.  So- 
bre si  los  hijos  pueden  aboglLr  ante  sus  padres  como  Jueces  ó  éstos  se  han 
de  abstener  de  conocer;  Eeí>.,  tomo  XXXV,  pág.  289. — ¿El  Letrado  pa- 
riente del  Escribano  puede  abogar  en  negocios  en  que  éste  entiende  como 
actuario?  Bol.,  tomo  XXXVUI,  pág.  431. — ^¿Puede  el  hijo  del  Escribano? 
Bol.,  tomo  XLIII,  pág.  339. 

Art.  11.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  arts.  4^  y  10,  tanto 
los  Procuradores  como  los  Abogados  podrán  asistir  con  el  ca- 
rácter de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  con- 
ciliación, ó  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  á  los  juicios 
Yerbales,  cuando  las  partes  quieran  valerse  expontáneamente 
de  ellos. 

En  estos  casos,  si  hubiere  condenación  de  costas  á  favor 
del  que  se  haya  valido  de  Procurador  <5  de  Letrado,  no  se 
comprenderán  en  ellas  los  derechos  de  aquél,  ni  los  honora- 
rios de  éste.  (^Zey  org.  delP.  /.,  art  858.^ 

Este  artículo  está  copiado  textualmente  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  (art.  858).  La  aclaración  que  en  el  mismo  se  hace  es  importantí- 
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sima,  pues  viene  á  cortar  un  sin  número  de  cuestiones  originadas  sobre  la 
tasación  de  costas  en  los  juicios  á  que  se  refiere,  cuando  intervenía  Procu- 
rador ó  Letrado. 

Art.  12.  Los  Abogados  podrán  reclamar  del  Procurador,  y 
si  este  no  interviniera,  de  la  parte  á  quien  defiendan,  el  pago 
de  los  honorarios  que  hubieren  devengado  en  el  pleito,  pre- 
sentando minuta  detallada  y  jurando  que  no  le  han  sido  satis- 
fechos. 

Deducida  en  tiempo  esta  pretensión,  el  Juez  <5  Tribunal 
accederá  á  ella  en  la  forma  prevenida  e;i  el  art. ^8**;  pero  si  el 
apremiado  impugnare  los  honorarios  por  excesivos,  se  proce- 
derá previamente  á  su  regulación,  conforme  á  lo  que  se  dispo- 
ne en  los  artículos  427  y  siguiente.  (Art.  5"*,  párrafo  5"*  de  esta 
misma  ley,)  ^ 

Este  artículo  es  completamente  nuevo,  y  creemos  muy  justa  su  dispo- 
sición, haciendo  extensivo  á  los  Abogados  el  derecho  concedido  á  los  Pro- 
curadores  para  pasar  sus  cuentas. 

Los  Abogados  pueden  reclamar  de  la  parte  el  pago  de  los  honorarios 
cuando  no  interviene  Procurador;  pero,  ¿y  si  éste  muere  ó  se  declara  in- 
solvente por  no  ser  bastante  la  ñanza  dada  para  cubrir  todas  sus  respon- 
sabilidades? 

Por  lo  demás,  el  párrafo  5®  del  art.  5®  de  esta  ley,  como  lo  hacía  ya 
el  U  de  la  ley  de  1855,  impone  al  Procurador  la  obligación  de  pagar  los 
gastos  que  se  causen  á  su  instancia,. incluyendo  ahora  los  honorarios  del 
Letrado,  aunque  éste  haya  sido  elegido  por  el  poderdante. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE   LA  DEFENSA  POR    POBRE. 

Decia  el  Fuero  Juzeo  qué  la  justicia  es  «como  el  Sol  que  reluce 
amparando  y  defendiendo  á  todos»,  y  esto  mismo  afirmaba  Cicerón  cuan- 
do exclamaba  que  la  justicia.no  es  tal  justicia  sino  cuando  es  igual  para 
todos.  De  manera,  que  la  primera  nota  cai*acterística  de  la  justicia  es  la 
igualdad,  y  la  igualdad,  según  un  filósofo  moderno  (Cousin),  consiste  en 
tratar  desigualmente  á  los  que  se  hallen  en  condiciones  desiguales,  ó 
como  afirma  otro  insigne  autor  (Victor  Hugo)  la  equidad  es  la  primera 
de  la^  igualdades.  Hé  aquí  el  fundamento  innegable  del  derecho  de  de- 
fensa gratuita  concedida  en  todo  tiempo  á  los  pobres,  derecho  cpie  en 
algunas  ocasiones  ha  venido  á  convertirse  en  un  verdadero  privilegio, 
como  aconteció  en  Roma  en  la  época  de  Constantino.  (Ley  úmca,  C.  2, 
Qtcando  imperator  inter  pupillosj.  Nuestra  legislación  ha  reconocido 
siempre  el  derecho  de  los  pobres  á  ser  defendidos  gratuitamente,  y  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  del  año  4855  dedicaba  á  esta  materia  el  tít.  5°  del 
libro  r.  Sus  disposiciones  han  sido  copiadas  casi  ínte^amente  en  la 
nueva  ley.  Únicamente  se  han  añadido  algunas  disposiciones  para  que 
no  se  abuse  de  la  defensa  por  pobre,  y  estas  modificaciones  nos  parecen 
excelentes. 
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Art.  13.  La  justicia  se  administrará  gratuitamente  á  los 
pobres  que  por  los  Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados  con 
derecho  á  este  beneficio.  {Ley  ant,,  arts.  179  y  180.) 

Este  artículo  lia  venido  á  refundir  en  una  sola  disposición  las  de  los 
artículos  179  y  180  de  la  ley  antigua.  Su  contenido  nos  parece  acertado. 
Bneao  es  que  á  los  pobres  ^  les  conceda  el  beneficio  de  la  defensa  gra- 
tuita, pero  también  es  completamente  indispensable  el  que  no  se  abuse 
en  esta  materia  tanto  como  se  habia  abusado  antes  de  la  ley  de  1855,  y 
aun  después. 

Aunque  la  nueva  ley,  en  este  artículo,  limita  sus  beneficios  á  los  que 
sean  declarados  pobres  por  los  Juzgados  y  Tribunales,  no  por  ello  deben 
entenderse  excluidos  de  gozar  de  igualen  beneficios  los  Hospitales,  Hos- 
picios V  demás  institutos  de  Beneficencia  y  corporaciones  que  están  con- 
siderados como  pobres  por  declaraciones  expresas  de  las  leyes.  Véase  la 
ley  5»,  tít.  35,  libro  11  Nov.  Rec:  el  art.  ei  de  la  Real  cédula  de  Ú  de 
Mayo  de  1824;  la  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1838  y  el  art.  30  del  Real 
decreto  de  8  de  Agosto  de  1851. 

Debe  tenerse  presente  la  Real  órden-circular  de  21  de  Diciembre 
de  18.57: 

«Habiéndose  considerado  derogada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
en  algún  Juzgado  la  Real  orden  de  11  de  Marzo  de  1851,  que  hizo  exten- 
siva al  instituto  de  las  Escuelas  Pias  la  gracia  de  litigar  como  pobre,  con- 
cedida á  los  establecimientos  de  Beneficencia,  considerando  que  el  ar- 
ticulo 180  de  la  misma,  así  como  los  siguientes  dictados  para  su  ejecu- 
ción, se  circunscriben  á  los  casos  y  personas  particulares,  según  se  re- 
fiere de  su  literal  contesto  (ipual  al  de  la  ley  reformada)^  no  siendo  apli- 
cables á  aquellos  establecimientos  ó  personas  morales  que  tienen  legal- 
mente  declarada  la  pobreza  por  las  circunstancias  y  fin  de  su  piadoso 
instituto,  como  sucede  con  los  Hospitales,  Casas  de  Beneficencia  y  las 
Escuelas  Pias,  contadas  en  esta  clase  por  la  Real  orden  de  11  de  Marzo 
de  1851,  se  ha  resuelto  que  el  beneficio  de  litigar  como  pobres,  concedido 
por  disposiciones  generales  á  los  citados  establecimientos,  subsiste  en 
todo  vigor  y  no  se  halla  de  modo  alguno  en  contradicción  con  lo  que  pre- 
viene la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  título  de  las  defensas  por  pobre.? 

Jurisprudencia. — En  la  Real  orden  de  21  de  Diciembre  de  1857,  que 
resume  las  anteriores  sobre  la  materia,  no  se  comprenden  las  iglesias  par- 
roquiales,, y  por  tanto  la  cuestión  de  defensa  por  pobre  solicitada  por  un 
cura  párroco  queda  reducida  al  hecho  de  si  el  cura  6  la  iglesia,  tiene  la 
dotación  suficiente  para  no  gozar  del  benefipio  de  pobreza  (18  de  Octubre 
de  1864). 

El  beneficio  de  litigar  como  pobres  no  corresponde  á  los  herederos  de 
confianza  de  Cataluña,  aunque  nada  posean  de  la  herencia,  pues  que  di- 
cha calidad  no  importa  un  cargo  público;  debe  por  lo  mismo  atenderse  al 
carácter  privativo  y  personal  del  litigante  (3  de  Octubre  de  1866). 

La- administración  de  justicia  es  una  obligación  del  Estado,  que  debe 
dispensarse  gratuitamente  á  los  pobres.  Este  precepto  legal  no  puede  ser 
quebrantado  ni  eludido  por  disposiciones  privadas  que  no  afectan  á  las 
obligaciones  del  Estado,  pues  que  se  vendría  á  sancionar  una  denegación 
de  justicia  á  los  que  no  pudiesen  sufragar  los  gastos.  Consecuencia  de 
esto  eS)  que  un  pacto  privado  en  aue  uno  se  obligue  á  no.  litigar  contra 
otro  en  concepto  de  pobre,  es  ineficaz  para  dispensar  al  Estado  aquella 
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obligación,  contrario  á  la  equidad  y  á  la  ley,  y  nulo  por  consiguiente, 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  28,  tít.  4 1  de  la  Rurtida  5*  (9  de 
Abril  de  1870). 

Véase.— ^obre  sustanciacion  de  la  pobreza;  Rev.^  tomo  IX,  pág.  401. 
— En  jurisdicción  voluntaria;  tomo  VIII,  pág.  460.— ¡Sobre  la  autoridad  y 
consecuencias  de  las  sentencias  denegatorias,  tomo  XIII,  pág.  440. — 
Tramitación  cuando  no  comparezca  el  demandado,  tomo  XXI,  pág.  163. 
— Conveniencia  de  la  reforma  de  la  ley  anterior,  tomo  XXI,  pág.  450. — 
Prácticas  viciosas  de  encomendar  á  los  Juzgados  la  sustanciacion  de  inci- 
dentes promovidos  en  las  Audiencias,  tomo  XXXVU,  pág.  305. — Si  es 
otorgable  á  empresas,  sociedades  y  corporaciones,  tomo  XXXVIII,  pági- 
na 198. — Observaciones  á  la  ley,  tomo  XXXIX,  pág.  474.— Del  cesiona- 
rio pobre  cuando  el  cedente  es  rico;  Bol.^  tomo  XXXI,  pág.  786. — Sobre 
el  papel  sellado  que  ha  de  emplearse  en  expedientes  matrimoniales  de  los 
declarados  pobres,  tomo  XXXVI,  pág.  291. 

Art.  14.  Los  que  sean  declarados  pobres  disfrutarán  los  be- 
neficios siguientes: 

1**  El  de  usar  para  su  defensa  papel  del  sello  de  pobres. 

2*^  El  que  se  les  nombre  Abogado  y  Procurador,  sin  obliga- 
ción de  pagarles  honorarios  ni  derecnos. 

3®  La  exencióij  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los 
auxiliares  y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

4**  El  de  dar  caución  juratoria  de  pagar  si  vinieren  á  mejor 
fortuna  en  vez  de  hacer  los  depósitos  necesarios  para  la  inter- 
posición de  cualesquiera  recursos. 

5°  El  de  que  se  cursen  y  cumplimenten  de  oficio,  si  así  lo 
solicitaren,  los  exhortes  y  demás  despachos  que  se  expidan  á 
su  instancia.  {Ley  ant.,  art,  181.) 

Este  artículo  viene  á  ser  el  mismo  que  el  181  de  la  ley  antigua,  ex- 
cepción hecha  de  su  ultimo  párrafo. 

Los  cuatro  primeros  beneficios  han  sido  siempre  reconocidos  en  nues- 
tras leyes,  ya  en  las  de  la  Nevísima,  ya  en  otras  especiales,  y  también 
por  las  ordenanzas  de  las  Audiencias. 

La  disposición  del  núm.  5**  dé  este  artículo  es  completamente  nueva 
en  nuestra  legislación,  y  la  creemos  acertada,  pues  se  ofrecían  grandes 
dificultades  á  los  pobres  para  que  se  diligenciaran  los  exhortes  que  les 
interesaban.  Su  aplicación  tan  sólo  puede  dar  lugar  á  una  duda.  Cuando 
•tales  exhortes  se  cursan  de  oficio,  ¿qué  papel  se  empleará  para  su  cum- 
plimiento? Si  es  el  de  pobres,  ¿quién  lo  suple  en  el  Juzgado  exhortado? 
Parece  lo  natural  sea  papel  de  oficio  el  que  se  emplee  en  tales  casos,  ya 
porque  las  diligencias  de  oficio  deben  extenderse  en  papel  de  esa  clase,  ya 

Sor  la  dificultad  de  proporcionar  papel  de  la  clase  de  pobres  en  el  lugar 
onde  se  hayan  de  cumplir  los  exhortes,  ya  por  la  poca  importantíia  que 
tendría  para  el  Estada  ese  gravamen,  ya,  finalmente,  porque  ese  pequeño 
perjuicio  que  suMese  el  Estado  podia  desaparecer  por  el  reintegro  del  pa- 
pel que  en  muchos  casos  tendría  lugar. 

Jurisprudencia. —  Aunque  el  art.  181  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil (antigua)  otorga  á  los  declarados  pobres  para  litigar,  entre  otros  be- 
neficios, el  de  exención  de  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los  subalter- 
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nos  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  el  498  establece  una  excepción  contra 
los  que  hubiel-en  sido  condenados  en  costas,  por  cuya  virtua  éstos, no  se 
libran  de  satisfacer  tales  derechos,  no  obstante  la  antedicha  declaración, 
si  se  les  encontrasen  bienes  con  que  hacerlos  efectivos  (S9  de  Octubre 

de  1877). 

Art.  15.  Sólo  podrán  ser  declarados  pobres. 
1®  Los  que  vivan  jde  un  iornal  ó  salario  eventual. 
2**  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente  Ó!,  de  un 
«oeldo,  cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda  del 
doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  donde  tenga  su  resi- 
dencia habitual  el  que  solicitare  la  defensa  por  pobre. 

3°  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cria  de 
ganados  cuvos  productos  estén  graduados  en  una  suma  que 
no  exceda  de  la  equivalente  al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lu- 
^r  de  su  residencia  habitqal. 

4^  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó  de  los 
productos  de  cualquier  comercio  por  los  cuales  paguen  de  con- 
tribución una  suma  inferior  á  la  fijada  en  la  siguiente  escala: 

En  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase,  65  pesetas. 

En  las  de  segunda,  50  pesetas. 

En  las  de  tercera  y  cuarta  y  demás  poblaciones  que  pasen 
<le  40.000  almas,  40  pesetas. 

£n  las  cabezas  de  partido  judicial  de  término  que  no  estén 
comprendidas  en  alguno  de  los  casos  anteriores,  y  demás  po- 
blaciones que,  excediendo  de  10.000  habitantes  no  pasen  de 
^0.000,  30  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  ascenso  y  «entrada  y 
-demás  poblaciones  que,  excediendo  de  5.000  habitantes  no  pa- 
sen de  10.000,  25  pesetas. 

En  las  demás  poblaciones,  20  pesetas.  . 
5^  Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  ó  los  hayan 
cedido  judicialmente  á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan  industria, 
oficio  ó  profesión,  ni  se  hallen  en  el  caso  del  artículo  17. 

En  estos  casos,  si  quedaren  bienes  después  de  pagar  á  los 
acreedores,  se  aplicaran  al  pago  de  las  costas  causadas  á  ins- 
tancia del  deudor  defendido  como  pobre.  fLey  ant,,  art.  182.) 

Este  artículo  viene  á  ser  reproducción,  excepto  en  el  núm.  5**;  del  ar- 
tículo 482  de  la  antigua  ley. 

Por  Real  decreto  de  45  de  Abril  de  4879  se  dispuso  que  el  beneficio 
-de  litigar  como  pobre  es  individual,  y  no  se  extiende  á  las  sociedades 
mercantiles  ni  industriales:  y  esa  misma  doctrina  es  la  que  creemos  vi- 
gente, porque  fué  una  aclaración  al  art.  482  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  5  de  Octubre  de  4855,  aclaración  cpie  fué  admitida  por  la  juris- 
prudencia, y  al  reproducir  la  nueva  ley  el  mismo  mandato  sin  alteración 
alguna  se  demuestra  con  ello  que  el  legislador  está  conforme  con  la  in- 
terpretación que  la  jurisprudencia  ha  dado  á  su  mandato,  pues  de  lo  con- 
trario terminantemente  nubiera  dispuesto  que  la  declaración  de  pobre  se 
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extendía  también  á  tales  sociedades,  variación  jue.ha  consignado  expre- 
samente en  el  n^m.  2**  de  este  artículo,  disponiendo  contra  lo  me  la  ju- 
risprudencia tenía  admitido  que  el  sueldo  ó  salario  que  disfrute  la  persor  * 
na  que  intente  declararse  pobre  no  ha  de  ser  doble  del  jornal  de  un  trace^ 
ro  en  el  lugar  de  la  residencia  habitual  del  que  solicite  la  defensa  por  po- 
bre, cuando  la  jurisprudencia  tenía  admitido  que  ese  doble  jornal  debia  • 
computarse  respecto  al  valor  que  tuvieran  en  la  capital  del  Juzgado,  ya 
residiera  en  ella  ó  no  el  que  intentaba  obtener  tal^declaracion. 

La  igpovaeion  que  se  estableice  en  el  núm.  5®  Se  este  artículo  e»  acer- 
tada. Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  6  los  hayan  cedido  judi- 
cialmente á  sus  acreedores  no  ejerciendo  industria,  oficio  ó  profesión  por 
la  que  paguen  más  contribución  de  la  señalada  en  el  núm.  4®,  no  hay  ra- 
zón aleuna  para  no  considerarles  pobres,  pues  lo  son  en  realidad  por  ca- 
recer de  bienes  y  encontrarse  en  iSén ticas  circunstancias  á  los» que  la  ley 
íeputa  por  pobres.  No  nos  parece  tan  acertado  lo  dispuesto. en  el  párrafo- 
segundo  de  este  número.  Si  al  que  se  encuentra  en  las  condiciones  del  p¿^- 
rafo  primero  se  le  declara  pobre,  es  porque  se  le  considera  y  es  en  reali*. 
dad  tal  pobre,  y  no  se  comprende  la  razón  que  haya  para  que  al  pobre  en 
tal  caso  se  le  naga  pagar  siempre  las  costas  si  le  quedan  bienes,  cuando^ 
en  los  demás  casos  tan  sólo  los  paga  cuando  se  le  condena  en  ellas  ó  si  pae- 
jora  de  fortuna,  y  no  es  justo  que  en  igualdad  de  coadiciones  sean  trata- 
dos de  diferente  modo.  Por  regla  general  ha  merecido  aplausos  la  inno- 
vación introducida  en  el  núm.  5®,  pues  con  ella  se  evitan  un  sin  número 
de  cuestiones  que  sobre  el  particular  se  originaban  en  la  antigua  ley,  en  . 
la  cual  no  se  consignaba. 

La  escala  de  contribuciones,  die  este  artículo,  que  es  el  1S2  de  la.  ley 
antigua,  ha  sido  profundamente  modificado.  A  estasi  innovaciones  opo-. 
nen  algunos  la  base  4^  de  las  aprobadas  por  las  Cortes,  en  la  ^e  sólo  sei 
concede  al  Gobierno  la  facultad  de  adoptar  las  medidas  más  conducentes 
para  depurar  el  estado  de  la  fortuna  de  los  litigaiftes  que  pretendan  dis- 
frutar del  beneficio  de  la  asistencia  judicial  gratuita  y  evitar  que  los  de- 
clamados legalmente  pobi^es  abusen  de  esta  cualidad  para  promover  y  sos- 
tener pleitos  conocidamente  temerarios^.' A  esto  contestan  otros  que  la  ba- 
se 49  autoriza  al  Gobierno  para  introHucir  wi  la  ley  anterior  dentro  del 
espíritu  que  presidia  á  la  redacción  de  las  bases,  las  demás  reformas  y 
modificaciones  que  la  ciencia  y  la  experiencia  aconsejen  qomo  coave-» 
nientes. 

Las  innovaciones  introducidas  en  el  párrafo  cuarto  se  rdieren  á  los 
que  viven  del  ejercicio  de  cualquiera  industria  ó  de  los  productos  de  cual- 
quier, comercio,  pagando  uria<uota  de  contribución  inferior  á  65  pesetas, 
según  la  nueva  ley  (y  50  pesetas,  ó  200  rs,  según  la  antigua),  en  las  capi- 
tales de  provincia  de  primera  cjase;  á  50  pesetas  (antes.  40,  ó  460  rs.),  en 
las  de  segunda;  á  40  pesetas  (antes  30,  ó  42Q  rs.),  en  las  de  tercera  y 
cuarta  clase,  incluyéndose  hoy  en  el  n^ismo  caso  las  demás  poblaciones 
que  pasen  de  40.000  almas;  á  30  pesetas  ó  á  25  pesetas  según  la  catego- 
ría ae  los  partidos  judiciales  ó  el  número  de  los  habitantes  de  las  pobla- 
ciones, cual  puede  verse  en  el  artículo  que  comentamos  (á  diferencia  del 
182  de  la  ley  anteripr  que  establecía  el  tipo  uniforme  de  400  rs.,  ó  25  pe- 
setas, para  fas  cabezas  de  partido  judicial);  y  por  último,  á  20  pesetas  en 
las  poblaciones  que  Qo  son  cabezas  de  partido  judicial  ni  tienen  una  po- 
blación mayor  de  5.000  habitantes  (cuya  cuota  de  80  rs.  era  la  estable- 
cida en  la  ley  de  4839  para  todas  las  poblaciones  que  no  eran  cabeza  de- 
partido judicial.) 
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"  No  faha,  sin  embargo,  quien  crea  que  la  nueva  ley  debia  lutbdE  ele- 
Tado  aún  má^  los  tipos,  pues  se  supone  que  en  estos  25  años  las  leyes. 
eeonóBÜcas  hila  producido  una  variación  más  grande  aún  en  lo  que  s&  re*- 
Hsre  al  grado  relativo  de  la  riqueza. 

Hay  que  observar,  respecto  al  artículo  que  estamos  comentando,  que 
la  Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1859  derogó  la  de  25  de  Junio  de  i  851, 
que  relev^a  á  las  Administraciones  de  Hacienda  de  expedir  certificacio- 
nes sobre  si  son  ó  no  contribuyentes  en  algún  concepto  los  que  soliciten 
ser  declarados  pobres.  ,  • 

Jwrisprudeñcia,  —  La  cuota  reguladora,  cuando  se  ejerce  alguna  in- 
dttslria  ó  comercio,  es  la  que  se  satisfaga  por  razoa  de  subsidio,  pero  na 
la  que  se  paga  por  contribución  de  consumos  (27  de  Junio  de  4859.) 

El  beneficio  de  litigar  como  pobre,  autorizado  por  la  ley,  es  indivi- 
dual y  no  se  extiende  á  las  sociedades  mercantiles  ó  industriales  (22  de 
Diciembre  de  1860). 

Para  los  efectos  de  la  declaración  de  Jiobreza  para  litigar,  deben  to- 
marse en  considB'acion  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en  garantía,  siem- 
pre que  el  interesado  perciba  sus  productos  (13  de  Marzo  de  1862). 

No  debe  otorgarse  el  beneficio  de  litigar  por  pobre  á  la  mujer  casada 
cuyo  marido  es  rico;  pues  á  éste  afectan  los  deberes  inherentes  al  matri- 
monio (3  de  Junio  de  1865). 

La  mujer  casada  no  puede  ser  declarada  pobre  para  litigar  cuando  dis- 
frute de  una  renta  que,  unida  á  la  de  su  marido,  es  mayor  que  la  equiva- 
lente al  jornal  de  dos  braceros  de  la  localidad  en  que  viven;  pueis  siendo* 
comunes  los  frutos  de  los  bienes  de  los  cónyuges,  deben  sufragarse  con 
ellos  los  gastos  judiciales  que  ocasione  todo  litigio  que  se  sostenga  por 
cualquiera  de  los  consortes  (17  de  Junio  de  1865  y  24  de  Diciembre  de 
1866).  Véase  el  art.  1S  y  su  comentario. 

El  beneficio  de  pobreza  es  personalísimo,  y  lo  concede  la  lejr  al  que 
litiga  ó  trata  de  litigar  derechos  propios,  pero  no  á  los  cesionarios  pen- 
diente el  litigio,  pues  seria  injusto  clejar  á  la  voluntad  de  un  litigante  el 
perjudicar  á  su  contrario,  obligándole  á  continuar  el  pleito  con  persona 
de  condición  distinta  de  la  de  acuella  con  quien  anteriormente  cuestic^a- 
ba.  En  tal. caso,  debe  ser  desestimada  desde  luego,  como  cuestión  de  de- 
recho, la  pretensión  sobre;  pobreza  y  la  información  ofrecida  por  el  cesio- 
nario para,  evitar  diligencias  evidentemente  inútiles  (30  de  Setiembre 
de  1864).  Én  contiendas  judiciales  de  un  cónyuge  con  otro  desaparece  la 
anidad  de  persona  y  de  litigantes  y  por  consecuencia  no  pueden  acumu- 
larse los  ingresos  ni  apreciarse  en  común  los  signos  exteriores  para  obte- 
ner en  conjunto  una  suma  ó  demostración  de  riqueza  que  no  existe  por 
separado  (9  de  Abril  de  1878). 

Art.  16.  Cuando  alguno  reuniere  dos  ó  más  modos  de  vivir 
de  los  designados  en  el  artículo  anterior,  ^  computarán  los 
rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgársele  la  defensa 
por  pobre,  si  reunido©  excedieran  de  los  tipos  señalados  en  el 
artículo  precedente.  {Leyi  anú.,  art.  183.) 

lééntioo  es  este  artículo  al  1^  de  la  ley  anterior,  y  muy  justas  son 
sH6  disposiciones  si  no  h^^a  de  t^esultar  ilusorio  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo preceéentej 

TOMO  I  4 
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Art.  17.  No  86  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  com- 
prendidos en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  art.  15, 
cuando,  ajuicio  del  Juez,  se  infiera  del  número  de-criados  que- 
tengan  á  su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de 
•otros  cualesquiera  signos  exteriores,  que  tienen  medios  supe- 
riores al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad.  (Zey 
ünt,  art.  184.) 

Dícese  con  razón  que  las  disjyosiciones  referentes  á  la  defensa  por  po- 
bre hubieran  quedado  maneas  é  imcompletas  si  la  ley  hubiese  concretado 
sus  preceptos  á  los  dos  artículos  anteriores.  Por  eso  la  nueva  ley,  repro- 
duciendo el  art.  484  de  la  ley  antigua,  viene  á  fijar  otra  base  para  que  no 
se  dé  el  caso  de  una  injusticia  cuando  sea  difícil  apreciar  las  rentas  ó  pro- 
ductos. No  es  justo  que  por  el  silencio  de  la  ley  viniesen  á  gozar  de  un 
beneficio  que  sólo  debe  otorgarse  á  los  verdaderamente  pobres  el  que  vive 
de  capitales  en  metálico  extraños  á  la  circulación  y  al  pago  de  impuestos, 
de  rentasi  de  Bancos  ú  otros  establecimientos  de  crédito  extranjeros,  ó  de 
medios  desconocidos,  pero  que  le  permiten  ostentar  una  posición  fastuosa 
y  opulenta,  habitando  en  palacios,  teniendo  á  su  servició  gran  número  de 
criados  y  dando  á  conocer  por  otros  medios  que  sólo  pueden  dejarse  á  la 
apreciación  del  criterio  judicial,  que  tienen  medios  de  fortuna  superiores 
al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad.  Si  no  hubiera  en  la  ley 
^ta  previsora  disposición,  la  defensa  por  pobre  seria  en  ocasiones  un  pri- 
vilegio irritante  é  inmoral. 

Jurisprudencia, — Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  uso  de  sus 
-atribuciones  las  pruebas,  estima  que  el  recurrente  disfruta  una  renta  su- 
perior al  doble  jornal  de  un  bracero,  y  contra  esta  disposición  sólo  se  ci- 
tan como  infringidos  los  artículos  17«  y  480  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  (de  4855)  que  ninguna  regla  ni  deber  establecen  sobre  ello,  el  recur- 
so es  improcedente  (9  de  Diciembre  de  4878). 

Art.  18.  Tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  liti- 
gante que  disfrute  una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte  6 
al  producto  de  los  bienes  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  cor- 
responda, constituyan  acumuladas  una  suma  eauivalente  al 
jornal  de  tres  braceros  en  el  lugar  donde  tenga  la  familia  su 
residencia  habitúa). 

Esta  disposición  es  nueva  enteramente  y  la  creemos  acertada,  pues 
viene  á  ser  el  complemento  de  las  anteriores  y  á  evitar  cuestiones  que  sur- 
gian  sobre  el  particular  por  la  deficiencia  de  la  ley  áe  4855.  Las  resolu- 
ciones del  Tribunal  Supremo  habian  venido,  sin  embargo,  á  aclarar  este 
punto.  Véanse  las  sentencias  de  47  de  Junio  de  4865,  24  de  Diciembre  de 
4866  y  9  de  Abril  de  4878,  citadas  al  comentar  el  art.  45. 

Las  sentencias  de  48  de  Setiembre  de  4865  y  23  de  Abtii  de  4866  di- 
cen que  la  reunión  de  los  productos  de  los  bienes  del  marido  y  de. su  es- 
posa, para  los  efectos  de  la  defensa  por  pobre,  sobre  estar  fundada  en  los 
principios  generales  del  derecho  reUtivos  á  lia  sociedad  conyugal  y  sa  ad- 
ministración legal,  se  halla  prefinida  de  un  modo  claro  en  el  número  B^ 
del  art.  482  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (de  4855)  donde,  sin  hacer 
distinción  sobre  la  procedencia  de  la  renta,  ni  sobre  la  propiedad  de  los 
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l)ienes  que  la  produzcan  se  fija  el  importe  que  habrá  de  tener  aqueUa  de 
-qite  se  viva,  calificación  que  no  puecte  menos  de  alcanzar  á  todas  las  ren- 
tas para  cuya  percei>cion  y  consumo  existe  un  derecho  expedito,  como 
indudablemente  lo  tiene  el  marido  sobre  los  productos  de  los  bienes  suyos 
y  de  su  esposa,  ínterin  dura  el  matrimonio. 

Según  sentencia  de  4  de  Noviembre  de  4875  no  se  otorgará  la  defensa 
por  pobre  al  litigante  que  disfrute  una  renta  que  unida  á  la  de  su  consor- 
te, auQque  haya  entablado  demanda  de  divorcio,  constituya  un^  suma 
equivalente  ala  señalada  en  la  ley. 

Según  sentencias  de  43  de  Noviembre  de  4868  y  26  de  Abril  de  4875, 
tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  litigante  que  disfrute  una 
renta  que,  unida  al  producto  de  los  bienes  de  sus  nijos,  cuyo  usuñncto  le 
corresponda,  exceda  de  los  tipos  indicados,  aunque  ¿estione  en  interés 
del  peculio  y  los  hijos  sean  píobres. 

Según  sentencias  de  43  de  Marzo  de  4869  y  10  de  Junio  de  4875  se 
ha  de  imputar  al  padre  el  salario  que  gana  su  hijo  que  vive  en  su  compa- 
ñía por  constituir  peculio  adventicio. 

Art.  19.  Cuando  litigaren  tinidos  varios  que  individual- 
mente tengan  derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  au- 
torizará para  litigar  como  tales,  aun  cuando  los  productos  uni- 
dos de  los  modos  de  vivir  de  todos  excedan  de  los  tipos  que 
'quedan  señalados.  fZey  ant,  art.  186 J 

Copiado  textualmente  este  artículo  del  486  de  la  ley  antigua,  creemos 
^e  resuelve  el  caso  á  oue  se  refiere  con  arreglo  á  los  buenos  principios 
jurídicos,  pues  de  no  adoptarse  esta  resolución  se  habría  hecho  de  mejor 
condición  al  que  litigaba  solo  que  al  que  lo  hiciera  unido  á  otros  vanos, 
apesar  de  serla  misma  la  condición  especial  de  cada  uno.  Cuando  alguno 
de  los  litigantes  no  sea  pobre,  deberá  abonar  la  parte  proporcional  de 
costas  y  gastos  que  le  correspondan  en  las  diligencias  comunes  á  todos 
ellos,  y  por  completo  las  que  se  causasen  á  instancia  suya.-  Véase  el  ar- 
tículo 34  del  Real  decreto  de  42  de  Setiembre  de  4864  sobre  el  uso  del 
papel  sellado. 

Jurisprudencia, — Según  el  art.  486  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
de  4855,  cuando  litigan  unidos  vanos  que  individualmente  tienen  dere- 
cho á  ser  defendidos  por  pobres,  debe  autorízárseles  para  litigar  como 
tales,  aún  cuando  los  productos  reunidos  de  los  modos  de  vivir  de  todos 
^Uos  excedan  á  los  tipos  señalados  en  la  misma  ley  (46  y  23  de  Setiem- 
bre de  4864). 

No  se  les  concederá  dicha  autorización  cuándo  los  productos  de  los 
bienes  que  poseen  en  común  excedan  de  tantos  tipos  cuantos  sean  los  li- 
tigantes (24  de  Marzo  de  4865). 

Art.  20.  El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  sólo  se  con- 
-cederá  para  litigar  derechos  propios. 

El  cesionario  que  lo  ten^  no  podrá  utilizarlo  para  litigar 
los  derechos  del  cedente,  ó  Tos  que  haya  adquirido  de  un  ter- 
<5ero  á  quien  no  corresponda  dicho  beneficio,  fuera  del  caso  eu 
«que  la  adquisicisn  haya  sido  por  título  de  herencia. 
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Este  artículo  es  completamente  nuevo:  viene  á  suplir  una  omisioD 
de  la  ley  de  4855  que  habían  hecho  notar  desde  que  ésta  se  jHiblicó  los 
comentaristas  más  acreditados,  por  más  oue  la  jurisprudencia  hubiera 
venido  constantemente  haciendo  la  misma  declaración. 

El  presente  artículo  puede  dar  lugar  á  alffunas  dudasj  se  comprende 
perfectamente  la  justicia  que  encierra  el  mandato  de  la  ley:  por  desgracia 
se  hí^  visto  repetidamente  en  el  foro,  que  con  objeto  de  molestar  y  perju- 
dicar á  un  tercero  se  han  hecho  cesiones  de  derechos  supuestos  ó  reales, 
y  al  abrigo  de  la  pobreza  del  cesionario  se  han  sostenido  litigios  desas- 
trosos: toda  cesión  C[ue  tienda,  pues,  á  tales  fraudes  no  podrá  progresar 
si  se  cumple,  como  mdudablemente  se  cumplirá  el  mandato  de  la  ley; 
pero  de  evitar  ese  fraude  á  impedir  una  contratación  legítima  y  de  buena 
lé  media  un  abismo  que  la  jurisprudencia  debe  evitar. 

La  presente  disposición  reprueba  la  cesión  del  derecho  litigioso,  ya 
se  haya  verificado  antes,  ya  después  de  comenzado  el  pleito,  no  la  cesión 
de  la  cosa  de  que  dimane  el  derecho.  Cede  uno  el  derecho  que  tiene  á  una 
servidumbre,  á  una  herencia,  á  una  cosa  determinada  sobre  la  que  se  pro- 
mueva pleito;  pues  en  tal  caso,  si  el  cedente  es  rico,  el  cesionario  no  pue- 
de litigar  como  pobre:  el  dueño  de  una  casa  la  enajena,  tiene  constituida 
una  servidumbre  á  su  favor,  es  el  predio  dominante  el  cesionario,  en  tal 
caso  tiene  mi  perfecto  derecho  á  litigar  sobre  el  derecho  á  la  servidumbre, 
y  utilizar  en  tal.  litigio  el  beneficio  de  pobreza  si  se  encuentra  en  las  con- 
diciones que  la  ley  establece  para  que  se  le  declare  pobre. 

Jurisprudencia. — ^El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  es  individual, 
y  por  tanto  no  se  extiende  á  las  sociedades  jnercantiles  ó  industriales, 
por  cuya  razón  no  puede  concederse  al  liquidador  de  una  sociedad  (22  de 
Diciembre  de  1860). 

Ni  á  los  síndicos  de  los  acreedores  en  sus  concursos  (U  de  Marzo 
de  4874). 

El  cesionario  de  un  crédito  no  debe  confundirse  con  el  comprador 
(25  de  Abril  de  4867). 

En  el  caso  de  cesión  de  derechos  debe  probarse  que  son  pobres  los 
cedeiltes  y  los  cesionarios  (30  de  Abril  de  4873). 

Véase  en  el  comentario  al  art.  45  la  sentencia  del  Tribunal  Suprema, 
de  30  de  Setiembre  de  4864. 

Art^  21.  La  declaración  de  pobreza  se  solicitará  siempre  en 
el  Juzgado  Ó  Tribunal  que  conozca  ó  sea  competente  para  co- 
nocer del  pleito  ó  negocio  en  que  se  trate  de  utilizar  dicho 
beneficio,  y  será  considerada  como  un  incidente  del  asunto 
principal;  {Ley  ant,  art.  187.) 

El  art.  487  de  la  ley  antigua  disponía  en  su  párrafo  4®,  que  la  justifi- 
cación de  pobre  habia  de  practicarse  siempre  en  el  Juzgado  competente 
Sara  conocer  del  pleito,  en  que  se  tratase  de  disfrutar  det  beneficio  de  la 
efensa.  E^  disposición  ha  sido  trascrita,  aunque  en  otros  términos,  pues 
aquí  se  habU  de]  modo  de  utilizar  la  declaracÍQU  de  pobreza,  y  allí  (fe  la 
manei;a  de  practicar  la  iustificacion  de  pobre;  añadiendo  en  su  párrafo  2**^ 
(jio  copino  ení  él  nuevo  artículo)  que  esta  justificación  se  hará  precisa- 
mente con  citación  de  las  personas  con  quienes  se  haya  de,  litigai*.  Esto 
mismo  dice  el  art.  30  de  la  ley  que  comentamos. 

El  art.  495  de  la  ley  antigua  disponía  del  mismo  modo  que  la  última 
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f)arte  del  que  estamos  comentando,  (fue  la  sustanciaeion  de  la  prehensión 
de  pobceza  se  considerase  como  un  mcidente  del  asimto  principal.  Pero 
hay  que  advertir  que  es  un  incidente  de  carácter  especial,  que  no  se  rige 
por  todas  las  reglas  (aunque  así  debia  ser)  de  los  incidentes  de  cualidad 
ordinaria.         • 

Jurisprudencia, — ^El  Juez  competente  para  conocer  del  pleito  spbre  lo 
principal,  lo  es  también  para  el  incidente  de  pobreza  (9  de  Setiembre 
de.i862,  5  de  Marzo  de  4863,  14  de  Setiembre  y  3  de  Octubre  de  4866). 

Para  excusar  competencias  inútiles,  es  indispensable  que  el  que  soli- 
cita la  delíffacion  de  pobreza,  exprese  con  la  debida  claridad  la  acción  que 
intenta  deducir  ante  el  Juez  de  quien  solicite  el  beneficio  de  la  defensa,  ó 
bien,  que  entable  la  demanda  ante  el  que  crea  competente,  sin  que  baste  á 
dicho  nn  la  expresión  vaga  de  tener  que  ejercitar  ciertas  acciones  ó  las 
que  puedan  convenirle  (44  de  Setiend)ré  y  3  de  Octubre  de  4866).    * 

Art.  22.  Cuando  el  que  solicite  ser  defendido  como  pobre 
tenga  por  objeto  entablar  una  demanda,  se  esperará,  para  dar 
•curso  á  ésta,  á  que  sobre  el  incidente  de  pobreza  hay^  recaido 
ejecutoria. 

No  obstante,  los  Jueces  accederán  á  que  se  practiquen,  sin 
exacción  de  derechos,  aquellas  actuaciones  de  cuyo  aplaza- 
miento puedan  seguirse  perjuicios  irreparables  al  actor,  sus- 
pendiéndose inmediatamente  después  el  curso  del  pleito  {Ley 
4int,  art.  188). 

Este  artículo  es  idéntico  al  488  de  la  ley  anterior,  y  sus  ^sposiciones 
no  nos  parecen  acertadas.  El  incidente  de  pobreza  en  ningún  caso  debia 
suspendfer  el  curso  de  la.  demanda  principal. 

Art.  23.  Cuando  se  solicite  la  defensa  por  pobre,  tanto  por 
el  acter  como  por  el  demandado,  después  de  contestada  6  al 
<;ontestar4a  demanda,  se  sustanciará  «n  pieza  separada,  la 
^ual  se  formará  á  costa  del  que  pida  la  pobreza. 

Sólp  podrá  suspenderse  en  este  caso  el  curso  del  pleito 
principal  por  conformidad  de  ambas  partes  {Ley  ant,  art.  189). 

Concuerda  este  artículo  con  el  489  de  la  ley  anterior,  pero  se  intro- 
<iuce  una  innovación  que  no  todos  juzgan  acertada. 

Según  la  ley  de  4865,  cuando  el  demandado  admitiera  la  defensa  por 
pobre  Redaba  al  arbitrio  del  actor  la  continuación  ó  suspensión  del  curso 
5el  pleito,  mientras  se  decidia  sobre  ella:  formábase  pieza  separada,  en  el 
caso  de  que  optase  por  la  continuación  el  actor.  Este  es,  por  regla  gene- 
ral, el  que  tiene  mayor  interés  en  la  pronta  tramitación  del  pleito,  y  de  ahí, 
aue  algunos  autores  encuentren  muy  lógica  y  conveniente  la  disposición 
el  citado  art.T89.Lo8  reformadores  de  la  ley,  fundándose  indudablepieírte 
en  que  habrá  algún  caso  en  que  pueda  acontecer  lo  contrario,  disj^neii 
que  sólo  podrá  suspenderse  el  curso  del  pleito  principal  por  conformidad 
de  ambas  partes,  y  la  pieza  separada  se  ha  de  formar  á  costa  del  que  pida 
el  beneficio  de  pobreza. 
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Art.  24-  Cuando  el  actor  no  haya  solicitado  la  defensa  por 
pobre  antes  de  presentar  su  demanda,  si  la  pide  después,  no 
podrá  otorgársele  si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido 
al  estado  de  pobreza  después  de  haber  entablado  el  pleito. 
(Lty  ant.y  art.  190). 

El  art.  490  de  la  ley  dé  4855  disponia  que  las  reglas  establecidas  para 
el  incidente  de  pobreza  tenían  aplicación,  tanto  si  se  solicitase  el  benencio 
al  principio  del  pleito,  como  si  se  pidiere  durante  su  curso.  El  artículo 
que  comentamos  viene  á  sentar  una  disposición  diametralñaente  opuesta» 
negando  por  completo  al  actor  el  derecho  de  solicitar  el  mencionado  de- 
recho si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  al  estado  de  pobreza, 
después  de  haber  entablado  el  pleito. 

Claro  es  que  de  esta  disposición  puede  nacer  algún  perjuicio  particu- 
lar; pero  éste  se  deberá  tínicamente  á  la  falta  de  previsión  de  la  parte  ac- 
tora  ó  de  sus  representantes  y  defensores,  y  de  nmguna  manera  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley,  aplaudidas  por  todo  el  mundo.  Con  razón  se  exigen 
ahora  idénticas  condiciones  al  que  después  de  entablado  un  pleito  solicita 
la  pobreza,  á  las  que  la  ley  anterior  exigia  al  que,  defendido  como  rico 
en  primera  instancia,  solicitara  la  pobreza  en  segunda,  porque  existe  la 
misma  razón  en  ambos  casos  y  porque  conviene  siempre  evitar  inciden- 
tes que  no  hacen  más  que  entorpecer  el  curso  de  los  pleitos  y  la  acción  de 
la  justicia. 

Art.  25.  El  litigante  que  no  haya  sido  defendido  por  pobre^ 
en  la  primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  beneficio  en 
la  segunda,  deberá  justificar  que  con  posterioridad  á  aquélla, 
6  en  el  curso  de  la  misma,  ha  venido  al  estado  de  pobreza.  No- 
justificándolo  cumplidamente,  no  se  le  otorgará  la  defensa  por 
pobre.  {"Zeí/  ant,  art.  191). 

Concuerda  este  artículo  con  el  494  de  la  ley  anterior,  y. guarda  ana- 
logía con  lo  dispuesto  en  el  24  de  la  que  comentamos.  Las  razones  eft  que 
se  apoyan  una  y  otra  disposición  son  las  mismas,  y  lajs  creemos  acer- 
tadas. , 

Jurisprudencia. — ^La  apreciación  de  la  prueba  del  hecho  de  haber  ve- 
nido á  pobreza  con  posterioridad  á  la  primera  instancia  corresponde  a  la 
Sala  sentenciadora  (30  de  Mayo  y  46  de  Octubre  de  4866.) 

Cuando  se  ha  pedido  la  pobreza  en  la  segunda  instancia,  no  procede 
el  recurso  de  casación  si  no  se  ha  suplicado  de  la  sentencia  (8  de  Marzo  de 
4859;  30  de  Abril  y  6  de  Mayo  de  4867;  20  de  Enero  y  4  de  Marzo  de 
4869;  44  de  Octubre,  44  y  27  de  Diciembre  de  4870;  46  de  Enero,  29  de 
Abril,  23  de  Junio  y  29  de  Setiembre  de  4874;  45  de  Junio  de  4872;  44 
de  Abril,  9  de  Junio  y  46  de  Noviembre  de  4874.) 

Centrólos  autos  de  las  Audiencias  denegando  el  beneficio  de  pobreza 
solicitado  en  segunda  instancia  procede  el  recurso  ordinario  de  súplica,  y 
no  utilizándose  previamente  es  improcedente  el  extraordinario  de  casa- 
ción (30  de  Diciembre  de  4878.) 

Art.  26.  La  regla  fijada  en  el  artículo  anterior  será  apli- 
cable asimismo  al  que,  no  habiendo  litigado  como  pobre  en  la 
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segunda  instancia,  solicitare  qne  se  le  defienda  «orno  tal  pafa 
interponer  ó  seguir  el  recurSíO  de  casación. 

£n  .eete  caso  no  estará  dispensado  del  depósito  si  no  hu- 
biere solicitado  la  defensa  por  pobre  antes  de  la  citación  para 
sentencia  en  la  segunda  instancia.  (Ley  ant, ,  art,  192/) 

La  primera  parte  de  este  artículo  concuerda  con  el  192  de  la  ley  an- 
terior. El  segundo  párrafo  es  nuevo,  y  responde  al  espíritu  de  lo  dis- 
puesto en  el  primero  y  en  los  artículos  anteriores. 

Jurüpfmencia, — El  litigante  que  para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción solicita  se  le  defienda  como  pobre,  cuando  en  la  primera  y  segunda 
instancia  lo  ha  sido  en  concepto  de  rico,  necesita  justincar  cumplidamen- 
te que  con  posterioridad,  y  no  durante  dichas  instancias,  ha  venido  á  ser 
Í)obre  con  efecto,  sin  cuya  circunstancia  no  le  debe  ser.  otorgada  la  de- 
iensa  gratuita  con  arreglo  á  la  ley  (10  y  30  de  Octubre  de  1863,  22  de^ 
Marzo  y  9  de  Mayo  de  1865.) 

Art.  27.  A  todo  el  que  solicite  en  forma  la  declaración  de 
pobreza  se  le  defenderá  desde  luego  como  pobre,  nombrándole 
de  oficio  Abogado  y  Procurador,  si  lo  pidiere,  sin  perjuicio  de^ 
lo  que  se  resuelva  en  definitiva. 

También  se  nombrarán  Abogado  y  Procurador  de  oficio  al 
que  lo  solicite  con  objeto  de  entablar  la  demanda  de  pobreza. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  completamente  nuevas,  aunque 
la  práctica  de  algunos  Juzgados  iba  ya  introduciendo  estos  nombramien- 
tos en  consonancia  con  lo  dispuesto  en  el  art.  179  y  en  el  núm.  2®  del 
181  de  la  ley  anticua,  que  es  lo  mism.0  que  consignan  los  artículos  13  y 
14,  párrafo  segundo  déla  vigente. 

Art.  28.  Eata  demanda  se  formulará  del  modo  prevenida  \ 
en  el  art.  524  para  las  demandas  ordinarias,  expresándose  ade-^ 
más  en  ella: 

1®  El  pueblo  de  la  naturaleza  del  demandado,  el  de  su  do- 
micilio actual  y  el  que  haya  tenido  en  los  cinco  años  ante- 
riores. 

2®  Su  estado^  edad,  profesión  ú  oficio  y  medios  de  subsis-^ 
tencia. 

3**  Si  fuere  casado  6  viudo,  el  nombre  y  pueblo  de  la  natu- 
raleza de  su  consorte  y  los  hijos  que  tengan. 

4**  La  casa  ó  cuarto  en  que  habiten,  con  expresión  de  la  calle- 
y  número  y  del  alquiler  que  paguen.  % 

5*^  Los  bienes  de  su  consorte  y  de  sus  hijos,  'cuyo  usufructo 
le  corresponda  y  la  renta  que  produzcan. 

&^  T  acompañará  una  certificación  expedida  por  la  Autori* 
dad  ó  funcionario  competente  de  no  pagar  contribución  de  nin- 
g^ana  clase  en  el  año  económico  corriente  y  en  eL  anterior,  6^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


32  LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

de  la  que  pstgue,  acompañando  en  esie  caso  los  recibos  del 
último  trimestre  gue  hubiere  satisfecho,  y  otra  certificación  «n 
^u  caso  para  acreditar  si  se  halla  ó  no  inscrito  en  las  íistas 
•electorales  y  en  qué  concepto. 

La  antigua  ley  no  determinaba  la  forma  y  requisitos  que  habia  de  re- 
unir la  demanda  de  pobreza,  pero  la  práctica  admitida  era  que  revistiera 
forma  análoga  á  las  demandas  ordinarias.  Ahora  se  dictan  reglas  especia- 
les que  facilitan  las  tramitaciones  de  las  demandas  y  el  acierto  en  el  fa- 
llo que  haya  de  recaer.  Merece,  por  tanto,  aplauso  este  artículo,  que  res- 
ponde á  la  aspiración  de  abreviar  trámites  y  aducir  las  pruebas  de  que 
puede  disponerse  al  entablar  toda  pretensión. 

En  el  núm.  4®  de  este  artículo  existe  indudablemente  un  error  de  im- 
prenta. En  vez  de  decir  demandante  ha  dicho  demandado;  pero  este  error 
qe  la  ley,  tal  como  se  publicó  en  la  Gaceta^  no  ha  sido  salvado  en  la  edición 
oficial  hecha  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  ni  ámi  en  la  fé  de  erra- 
tas. Y  lo  que  es  más  raro,  ninguna  de  las  muchas  ediciones  anotadas  y 
comentadas  que  han  aparecido  se  fija  en  esta  equivocación,  que  haría  im- 
posibles las  oemandas  suscitando  el  beneficio  ae  pobreza,  pues  sobre  no 
exigir  dato  alguno  referente  al  que  lo  pide,  exige  tantos  sobre  el  deman- 
dado, que  es  casi  seguro  que  no  podrian  adquirirse. 

JurisprudenQia, — Procedo  la  denegación  de  la  pobreza,  por  haberse 
dado  de  baja  en  la  contribución  industrial  durante  el  pleito  (21  de  Di- 
ciembre de  4866). 

Art.  29.  No  se  dará  curso  á  las  demandas  que  no  conten- 
gan los  requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior. 

Si  alegare  el  demandante  no  haber  podido  adquirir  las  cer- 
tificaciones expresadas  en  el  núm.  6°  de  dicho  artículo,  las  re- 
clamará el  Juez  de  oficio,  pero  no  se  dará  curso  á  la  demanda 
mientras  no  se  unan  á  los  autos. 

Este  artículo,  también  nuevo,  es  lógica  'consecuencia  del  anterior,  y  al 
mismo  tiempo  sirve  en  su  2®  párrafo  en  que  habla  del  demandante,  de  de- 
mostración á  lo  expresado  en  el  comentario  anterior,  respecto  del  error  en 
<j[ue  se  ha  incurrido  en  el  nüm.  1?  de  dicho  art.  28. 

Art.  30.  Las  demandas  de  pobreza  se  sustanciarán  y  deci- 
dirán por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes,  con  au- 
diencia del  litigante  ó  litigantes  contrarios,  y  del  Ministerio 
fiscal  en  representación  del  Estado. 

Cuando  se  deduzca  esta  demanda  antes  de  entablarse  el 
pleito  se  emplazará  á  los  que  deban  coatestarla,  para  que  den- 
íro  de  nueve  días  comparezcan  con  este  objeto. 

Si  no'  compareciere  el  litigante  contrario,  Se  sustaüciará 
sólo  con  el  Ministerio  fiscal.  {Le¡^  ant.,  arts.  194  y  195.) 

Este  artículo  concuerda  con  el  494  y  el  495  delaJey  anterior,  pero  su- 
ple una  omisión  de  loe  mismos,  consignando  que  en  las  euestiohes  sobre 
declaración  de  pobreza,  sea  parte  el  Ministerio  fiscal,  como  representante 
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de  los  intereses' de  la  Hacienda,  según  se  hallaba  establecido  por  medio  de 
diferentes  Reales  órdenes  y  de  una  jurisprudencia  constante. 

En  Roma  no  habia  Ministerio  fiscal.  El  derecho  de  vigilar  y  de  acusar 
estaba  confiado  á  cada  ciudadano,  cuilihet  e  populo:  otro  tanto  acontece 
en  los  pueblos  modernos  en  que  es  vigorosa  la  iniciativa  individual;  pero 
en  España  como  en  Francia  y  en  los  cfemás  países  (especialmente  los  de 
raza  latina)  que  están  acostumbrados  á  dejarse  guiar  siempre  por  la  tutela 
del  Estado,  es  hoy  por  hoy  una  necesidad  indiscutible  el  que  haya  quien 
represente  de  un  modo  constante  los  intereses  püblicos  y  generales. 

Acertadas  nos  parecen  también  otras  disposiciones  de  este  artículo,  si- 

Í^uiendo  las  huellas  del  art.  195  de  la  ley  de  4855,  que  con  el  fin  de  cortar 
os  abusos  á  que  daba  lugar  la  antigua  legislación,  bajo  h  cual  se  dio  el 
caso  repetidas  veces  de  que  se  termmase  el  pleito  principal,  antes  que  la 
declaración  de  pobreza,  para  lo  cual  se  adoptaban  las  formas  del  juicio  or- 
dinario, estableció  ya  que  su  tramitación  se  ajustara  á  la  prevenida  pai'a 
los  incidentes  en  general. 

La  nueva  ley  no  ha  considerado  aún  suficiente  lo  dispuesto  por  dicho 
artículo  495,  y  obliga  á  que  con  la  demanda  se  acompañen  determinados 
é  importantes  documentos  para  resolver  la  pretensión. 

Esto  indudablemente  abreviará  en  gran  manera  la  sustanciacion  y  re- 
solución de  la  demanda,  sm  perjudicar  la  claridad  y  eficacia  de  las  prue- 
bas, pues  sabido  es  que  según  Montesquieu  hajr  que  evitar  los  dos  escollos, 
el  de  dar  á  un  litigante  lo  que  es  de  otro,  sin  el  suficiente  examen  del 
asunto,  y  el  de  arruinar  á  ambos  á  fuerza  de  examinarlo. 

Cuando  se  deduzca  la  demanda  de  pobreza  antes  de  entablarse  el  pleito, 
dispone  este  artículo  que  se  emplace  á  los  que  deban  contestarla,  para  que 
dentro  de  nueve  dias  comparezcan  con  tal  objeto:  esta  disposición  no  ofrece 
dudas  por  lo  que  manda,  sino  por  lo  que  omite :  cuando  la  demanda  de 
pobreza  se  deduzca  después  de  entablado  el  pleito,  supone  1^  ley  que  no 
es  necesario  emplazar  á  las  partes  en  el  incidente  de  pobreza,  puesto  que 
son  parte  en  el  asunto  principal,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  comparecer 
nuevamente;  ¿y  en  el  caso  de  que  á  una  de  las  partes  se  le  haya  declarado 
rebelde,  y  por  lo  tanto,  no  siendo  parte  en  el  a'sunto  principal,  no  tiene 
conocimiento  al^no  de  la  pobreza  que  se  haya  solicitado?  A  pesar  de  que 
la  ley  nada  ha  dispuesto  sobre  este  caso  nos  parece  que  debe  ser  empla- 
zada la  parte  rebelde,  porque  de  lo  contrario,  se  sustanciarla  un  pleito  sin 
audiencia  de  una  de  las  partes  á  quienes  podia  perjudicar. 

Sigue  diciendo  el  artículo  que  anotamos,  que  si  no  conpareciere  el  li- 
tigante contrario  se  sustanciará  sólo  con  el  Ministerio  fiscal.  De  esto  se 
deduce  que  el  Ministerio  fiscal  no  necesita  comparecer  previamente  para 
que  se  le  tenga  por  parte;  que  si  no  comparece  un  litigante,  y  la  demanda 
se  deduce  contra  varios,  se  sustanciará  el  incidente  con  el  Ministerio  fiscal 
'  con  los  litigantes,  que  hayan  comparecido;  v  finalmente,  que  después 
e  emplazadas  las  partes,  será  necesario  acusarles  la  rebeldía  y  dar  por 
contestada  la  demanda  en  cuanto  á  los  no  comparecidos  para  que  pueda 
seguir  sustanciándose  el  incidente. 

Jurisprudencia. — ^La  falta  de  emplazamiento  del  Ministerio  fiscal  en 
una  pobreza,  es  motivo  de  casación  de  la  resolución  que  se  dicte  (23  de 
Abril  de  4864  y  48  de  Marzo  de  4862). 

No  procede  el  recurso  de  casación  fundado  en  la  causa  .3*  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  porque  en  iin  incidente  de  pobreza  se  haya  dejado 
de  citar  para  sentencia  al  Promotor  fiscal,  ni  se  le  notificase  aquella;  pues 
que  el  Ministerio  fiscal  interviene  en  estos  asuntos,  sólo  con  el  objeto  de 
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que  no  queden  indefensos  los.intereses  del  Estado,  lo  cual  no  sucede  cuando 
ha  dado  su  dictamen;  no  correspondiendo  á  dicho  Ministerio  representa- 
ción alguna  sohre  el  derecho  de  las  partes  ni  á  éstas  personalidad  para  re- 
clamar sobre  las  omisiones  cometidas  en  el  procedimiento,  en  lo  que  atañe 
á  la  acción  fiscal  (20  de  Marzo  de  1871). 

Art.  31.  Siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  se 
condenará  en  las  costas  de  la  primera  instancia  al  que  la  haya 
solicitado. 

En  caso  de  apelación,  se  impondrán  las  de  la  segunda  ins- 
tancia á  quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho  (Ley  anty 
aró.  196). 

La  disposición  que  antecede  j  que  consideramos  justa,  equivale  á  la 
del  art.  196  de  la  ley  anterior,  siquiera  ésta  fuese  más  concisa  y  más  ab- 
soluta, pues  según  ella  habia  de  ir  unida  siempre  la  condenación  de  costas 
á  la  denegación  de  pobreza:  ahora  tal  disposición  se  limita  á  la  primera 
instancia,  pues  en  cuanto  á  las  de  la  segunda,  quedan  para  que  aquel  á 
quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho  las  sufrague. 

Art.  32.  Luego  que  sea  firme  la  sentencia ,  se  practicará 
la  tasación  de  las  costas,  con  inclusión  del  papel  sellado  que^ 
deba  reintegrarse,  y  se  procederá  á  hacerlas  efectivas  por  la 
via  de  apremio.  {Ley  ant.,  art,  193.)  / 

Como  precedente  de  este  artículo  puede  citarse  el  193  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  de  1855. 

Jurisprudencia. — La  sentencia  que  niega  la  defensa  por  pobre  al  que 
por  la  ley  corresponde  este  beneficio,  imponiéndole  la  obligación  que  no 
puede  cumplir  de  sufragar  los  gastos  necesarios  para  seguir  el  litigio,  im- 
posibilita su  continuación  y  lo  termina  de  hecho,  por  lo  que  se  da  contra 
ella  el  recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1860). 

Una  vez  denegada  la  pobreza  procede  el  reintegro  del  papel  sellado  y 
el  pago  de  costas  (15  de  Abril  de  1867). 

,Art.  33.  La  sentencia  concediendo  ó, negando  la  defensa 
por  pobre  no  produce  los  efectos  de  cosa  juzgada. 

En  cualquier  estado  del  pleito  podrá  la  parte  á  quien  inte- 
rese promover  nuevo  incidente  para  su  revisión  y  revocación, 
siempre  que  asegure,  á  satisfacción  del  Juez,  el  pago  de  la^ 
cos^  en  que  será  condenada  si  no  prospera  su  pretensión. 

De  esta  fianza  estará  exento  el  Ministerio  fiscal  cuanda 
promueva  dicho  incidente. 

Es  completamente  nuevo  este  artículo  y  ha  de ^er  una  traba  importan- 
te para  deducir  pretensiones  de  pobreza. 

Algunos  creen  que  por  lo  que  se  establece  en  el  mismo  podrian  sub- 
sanarse los  perjuicios  que  en  algimos  casos  pudieran  inferir  los  estrechos 
límites  de  los  artículos  24,  25  y  26.  No  falta  quien  opina  que  hubieran 
sido  disposiciones  más  convenientes  las  que,  en  vez  de  imposibilitar  la.de- 
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manda,  fueran  al  par  que  garantías  de  acierto  en  el  fallo,  penas  para  el 
demandante  de  mala  fé. 

Art.  34.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  no  se  otorgará  la 
defensa  por  pobre  al  litigante  á  quien  hubiese  sido  denegada, 
si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  á  ese  estado  por 
causas  posteriores  á  la  sentencia  que  le  negó  anteriormente 
aquel  beneficio. 

No"  se  dará  curso  á  su  nueva  demanda  si  lío  se  funda  en  di- 
cho motivo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  tampoco  estaba  consignado  en  la  ley  de 
1855,  si  bien  se  venia  observando  por  la  práctica  constante  de  los  Tribu- 
nales, y  no  es  más  que  el  complemento  y  limitación  del  anterior  en  con- 
formidad con  el  espíritu  que  ha  guiado  la  reforiiia  de  esta  parte  de  la  ley, 
según  puede  observarse  en  los  artículos  que  preceden.  Con  lo  ordenado 
en  este  artículo  y  en  el  que  le  precede  se  detenninan  casos  que  daban  oca- 
sión y  origen  á  muchos  abusos  por  no  hallarse  consignados  en  la  anli- 
gua  íey. 

Art.  35.  La  declaración  de  pobreza  hecha  en  un  pleito,  no 
puede  utilizarse  en  oti»,  si  á  ello  se  opusiere  el  colitigante. 

Oponií^ndose,  deberá  repetirse ,  con  su  citación  y  audien- 
cia, la  sustanciacion  del  incidente  hasta  dictar  nueva  senten- 
cia sobre  la  pobreza.  (Ley  ant,^  art.  197). 

Este  artículo  viene  á  reproducir  con  una  redacción  más  feliz  lo  dis- 
puesto en  el  art.  497  de  la  ley  de  1855. 

Jwüprudencia. — ^No  pudiendo  utilizarse  en  un  pleito  la  declaración 
de  pobreza  hecha  en  otro,  si  á  ello  se  opusiere  el  colitigante,  no  tiene  tal 
declaración  la  eficacia  y  el  valor  de  cosa  juzgada  para  el  segundo  pleito 
(9  de  Octubre  de  1865). 

Axt  36.  La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  favor  de  cual- 
quier litigante,  no  le  librará  de  la  obligación  de  pagar  las  cos- 
tas en  Que  haya  sido  condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes 
en  que  nacerlas  efectivas.  {Ley  ant.y  art  198.) 

Equivale  este  artículo  al  198  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil. Sm  embargo,  apesar  de  la  disposición  expresa  y  termmante  de  este  ar- 
tículo sostenian  muchos  letrados  (aunque  á  nuestro  modo  de  ver  sin  fun- 
damento alguno)  que  estaban  vigentes  las  Reales  órdenes  de  3  de  Octubre 
de  1847  y  de  10  de  Noviembre  de  1853  disponiendo  que  los  litigantes  po- 
bres no  pudieran  ser  compelidos  al  pago  de  las  costas  mientras  no  vinie- 
ran á  mejor  fortuna,  aunque  hubieran  sido  condenados  en  ellas  por  su  te- 
meridad manifiesta. 

Art.  37.  Venciendo  el  declarado  pobr^  en  el  pleito  que  hu- 
biere promovido,  deberá  pagar  las  (^stas  causadas  en  su  de-. 
fensa,  siempre  que  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que 
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en  él  haya  obtenido  en  virtud  de  la  demanda  ó  reconvención  • 
Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  importe  dicha  tercera 
parte.  C  Ley  ani.,  art  199.) 

Guarda  conformidad  con  lo  preceptuado  en  el  art.  199  de  la  anterior 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Da,  sin  embargo,  lugar  á  una  duda  (j[ue  los 
comentaristas  de  mayor  reputación  resuelven  diciendo  que  la  obligación 
de  pagar  las  costas  causadas  en  la  defensa  del  declarado  pobre  que  venció 
en  el  pleito,  cuando  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  haya  obteni- 
do, cesa  en  el  caso  de  que  haya  sido  condenada  con  costas  la  parte  con- 
traria. 

Art.  38.  Cuando  no  haya  bienes  bastantes  para  cubrir  los 
derechos  de  la  Hacienda  y  los  que  pertenezcan  á  los  Aboga- 
dos, procuradores  y  demás  interesados  en  las  costas,  todos  per- 
cibirán á  prorata  la  parte  que  les  corresponda» 

Este  artículo,  también  nuevo,  es  complemento  del  anterior  y  una  con- 
secuencia de  lo  que  con  gran  justicia  venia  observándose  por  la  práctica 
constante  de  los  Tribunales. 

Art.  39.  Estará  además  el  declarado  pobre  en  la  obliga- 
ción de  pagar  las  costas  expresadas  en  el  art.  37 ,  si  dentro  de 
tres  años  después  de  fenecido  el  pleito  viniese  á  mejor  fortuna. 
Sé  entiende  que  ha  venido  á  mejor  fortuna: 

F  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  sueldo,  rentas  ó 
bienes,  ó  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras  ó  cria  de  gana- 
dos, cuyos  productos  sean  ó  estén  graduados  eft  una  cantidad 
superior  al  jornalde  cuatro  braceros  en  cada  localidad. 

2^  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas  dobles  á  las 
designadas  en  el  núm.  4®  del  art.  15.  (Ley  anú,,  art.  200.) 

Estas  disposiciones  son  las  mismas  que  establece  el  art.  200  de  la  ley 
de  1855. 

Jurisprudencia, — La  obligación  de  pagar  las  costas  sólo  tiene  apñca- 
cion  cuando  el  declarado  pobre  viniese  á  mejor  fortuna  dentro  de  tres 
años  después  de  fenecido  el  pleito,  y  no  cuando  solicite  la  defensa  por 
pobre  para  seguir  litigando  (23  de  Abril  de  1866.) 

Art.  40.  El  que  haya  siflo  declarado  pobre,  podrá  valerse 
de  Abogado  y  Procurador  de  su  elección,  si  aceptan  el  cargo. 
No  aceptándolo,  se  le  nombrarán  de  oficio j  pero  con  suje- 
ción á  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  siguientes. 

Lo  dispuesto  en  pste  artículo  no  estaba  consignado  en  la  anterior  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  pero  es  una  consecuencia  lógica  de  lo  estableci- 
do en  los  artículos  precedentes. 

Deben  recordarse  algunos  artículos  de  la  ley  de  organización  del  Po- 
der judicial  de  23  de  Junio  de  1870,  (jue  están  vigentes,  oon  la  única 
modificación  de  que  la  inspección  y  decisión  de  que  se  habla  en  los  mis- 
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mos  corresponde  hoy  al  Juez  de  partido,  kiipropiamente  llamado  Juez  de 
primera  instancia : 

«Art.  866.  Los  Abogados  y  Procuradores  estarán  obligados  á  defender 
gratuitamente  á  los  pobres,  observándose  para  que  no  sea  desigual  este 
gravamen  las  condiciones  que  se  expresan-  en  esta  ley. 

Art.  867.  Las  Juntas  de  gobierno  de  los  Colegios  de  Procuradores  y 
Abogados  establecerán  respectivamente  las  reglas  que  consideren  más 
equitativas  para  los  turnos  en  el  repartimiento  de  los  pleitos  y  causas  de 
pobres,  guardando  la  igualdad  posible. 

Los  Decanos  de  los  Colegios,  arreglándose  á  ellos,  harán  los  nombra- 
mientos. 

Art.  868.  En  los  pueblos  cabeza  de  distrito  judicial  en  que  no  hubiere 
Colegio  de  Abogados  se  llevará  por  el  Secretario  del  Tribunal,  bajo  la 
inspección  del  Juez  más  moderno,  el  repartimiento  de  los  pleitos  y  causas 
de  pobres  entre  los  Procuradores  ó  Abogados,  guardando  la  posible  igual- 
dad. Contra  lo  que  acuerde  el  Juez  más  moderno  podrá  acudirse  al  Tribu- 
nal del  distrito,  el  cual  decidirá  de  plano  sin  ulterior  recurso.» 

Art.  41.  El  que  haya  obtenido  la  decleracion  de  pobreza 
para  promover  un  pleito  ó  deducir  cualquier  demanda,  deberá 
presentar  al  Juzgado,  en  papel  común  ó  del  sello  de  pobres, 
una  relación  circunstanciada  de  los  hechos  en  que  funde  su 
derecho,  y  los  documentos  ó  expresión  de  los  medios  con  que 
cuente  para  justificarlos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  completamente  nuevo. 

La  aplicación  deí  mismo  ofrecerá  graves  dificultades;  particularmente 
en  las  poblaciones  rurales  tropezarán  grandísima  parte  oe  los  pobres  en 
la  dificultad  de  no  saber  leer  ni  escribir,  lo  que  ocurre  en  grandísimo  nú- 
mero de  casos;  aun  en  el  supuesto  de  que  sepan  leer  y  escribir,  en  gran 
parte  de  las  provincias  no  sahen  el  castellano  más  que  muy  imperfecta- 
mente, y  aun  cuando  supieran  el  castellano  y  leer  y  escribir  con  alguna 
perfección,  carecerán  aún-  generalmente  los  que  se  encuentren  en.  tales 
condiciones,  que  no  serán  muchos,  de  la  instrucción  suficiente  para  re- 
dactar una  relación  circunstanciada,  de  los  hechos  en  que  funden  su  dere- 
cho por  no  saber  apreciar  la  relación  que  los  hechos  guardan  con  el  dere- 
cho, ni  sabrán  tampoco  apreciar  el  valor  de  los  medios  de  prueba  con  que 
cuenten  para  justificar  los  hechos,  pues  para  todo  ello  se  necesita  un  gra- 
do tal  de  instrucción,  que  desgraciadamente  no  poseen  las  clases  menes-' 
íerosas;  tal  cúmulo  de  obstáculos  dificultarán  si  no  impiden  en  muchos 
casos  la  administración  de  justicia  á  Igs  pobres;  por  todo  ello,  pues,  sería 
conveniente  reformar  tal  disposición. 

Al  pobre  se  le  debia  nombrar  Abogado  y  Procurador  que  le  defiendan 
j  representen,  y  en  consulta  privada  con  el  primero,  exponerle  loque 
intenta  solicitar  y  las  razones  en  que  se  funde;  y  el  Abogado,  cuando  no 
estuviere  conforme  con  la  justicia  del  pobre,  es  el  que  deberla  formar  la 
relación  que  el  artículo  preceptúa,  el  cual  la  presentarla  al  Juzgado  ha- 
ciendo aquella  manifestación;  entonces  podia  enterarse  al  pobre  de  la  re- 
lación del  Abogado  y  de  su  opinión,  invitándole  para  que  manifestara  si 
tenía  otros  medios  de  defensa  además  de  los  consignados  en  la  relación 
presentada  por  el  Abogado,  extendiéndose  un  acta  en  qne  se- hiciera  cons- 
tar la  contestación,  y  caso  de  tenar  otros  medios  de  defensa,  comunicar 
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todos  los  antecedentes  al  Abogado,  cumpliéndose  luego  lo  que  disponen 
los  artículos  44  y  siguientes  de  la  ley. 

Art.  42.  Luego  que  el  declarado  pobre  cumpla  lo  preveni- 
do en  el  artículo  anterior,  se  le  nomorarán  de  oficio  Procura- 
dor y  Abogado  que  se  encarguen  de  su  representación  y  de- 
fensa, y  se  entregarán  los  ¿tutos  al  Procurador  para  que  los 
pase  al  estudio  del  Letrado. 

Este  artículo  es  nuevo,  así  como  los  que  le  siguen,  y  con  ellos  ha 
venido  á  precisarse  y  á  conciliarse  debidamente  según  algunos  comenta- 
ristas los  derechos  de  los  defendidos  por  pobres  con  el  deber  de  los  defen- 
sores. 

Art.  43.  Si  el  letrado  estimare  que  son  insuficientes  los 
hechos  consignados  en  la  relación,  podrá  pedir  dentro  de  10 
dias  que  se  requiera  al  interesado  para  que  los  ampliq  ó  aclare 
sobre  los  extremos^que  aquél  designe. 

Los  reformadores  de  la  ley,  llevados  de  un  alto  sentimiento  de  equi- 
dad y  de  prudencia,  han  tratado  de  «conciliar  el  indudable  derecho  que 
los  verdaderamente  pobres  tienen  á  ser  defendidos  gratuitamente,  con  la 
conveniencia  de  que  los  que  obtengan  de  los  Tribunales  semejante  declara- 
ción no  puedan,  escudados  con  la  misma,  lanzarse  á  sostener  litigios  in- 
fundados ó  temerarios  con  perjuicios  de  otros  intereses  tan  sacados  como 
los  suyos,  y  en  perjuicio  de  la  misma  Administración  de  justicia.  Dispo- 
siciones análogas  á  la  contenida  en  el  articulo  que  comentamos  y  én  los 
siguientes  se  hablan  ya  adoptado  en  las  modernas  leyes  relativas  al 
recurso  de  casación,  dando  á  los  Letrados  el  derecho  de  no  interponerlo 
cuando  lo  juzgaran  de  todo  punto  improcedente. 

Art.  44.  Cuando  con  dicha  ampliación  ó  sin  ella,  estime  el 
Letrado  que  es  insostenible  el  derecho*  que  quiere  hacer  valer 
el  pobre,  podrá  excusarse  de  la  defensa,  haciéndolo  presente 
al  Juzgado  dentro  de  10  dias,  en  escrito  sucintamente  razo- 
nado. 

Art.  45.  En  este  caso,  el  juzgado  pasará  los  autos*  al  Co- 
legio de  Abogados,  para  que  dos  Letrados  en  ejercicio,  do  los 
que  paguen  las  tres  primeras  cuotas  de  contribución,  den  su 
dictamen  sobre  si  puede  6  no  sostenerse  en  juicio  la  acción 
que  se  proponga  entablar  el  declarado  pobre. 

Si  no  hubiere  Colegio,  el  Juez  nombrará  á  dos  de  los  Le- 
trados más  antiguos  del  mismo  Juzgado  para  que  den  dicho 
dictamen;  y  sí  no  los  hubiere  hábiles,  remitirá  los  autos,  por 
conducto  del  Juez  respectivo,  al  Colegio  de  Abogados  más 
próximo. 

Las  disposiciones  de  estos  artículos  tienen  por  objeto  el  evitar  que 
los  litigantes  puedan  abusar  de  una  declaración  de  pobreza,  estableciendo 
reclamaciones  improcedentes  y  acaso  maliciosas;  pero  como  observa  un 
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<Iuerido  compañero  nuestro  (el  Sr.  Navarro  Amandi)  puede  dudarse  que 
los  medios  aceptados  por  la  ley  sean  tan  eficaces  como  supone  el  legis- 
lador; mas  aparte  de  esto,  no  se  comprende  fácilmente  cuáles  sean  las 
causas'que  hayan  impulsado  á  a^uél  á  encomendar  á  los  Letrados  que  pa- 
f^uen  las  primeras  cuotas,  la  decisión  sobre  la  competencia  de  la  acción 
intentada,  pues  no  debemos  suponer  que  el  legislador  desconfíe  de  la  in- 
teligencia y  celo  de  los  Letrados  nombrados  de  oficio.  Además,  los  seño- 
res Atard  y  Cervellera  encuentran,  y  con  razón,  en  este  artículo  algunos 
inconvenientes  que  pudieran  muy  bien  hacerlo  irrealizable  en  determina- 
das ocasiones.  En  efecto:  dos  son  los  intereses  jue  aquí  se  hallan  en  opo- 
sición; el  de  los  Letrados  y  el  de  las  partes  solicitantes.  Que  un  Letrado 
de  los  del  turno  de  pobres  y  nombrado  de  oficio  (nos  referimos  sobre 
todo  á  los  puntos  donde  existan  Colegios  de  Abogados)  cumpla  con  el 
deber  que  voluntariamente  en  la  mayor  parte  de  los  casos  se  ha  impues- 
to, defendiendo  gratuitamente  aquellos  asuntos  que  en  la  distribución  le 
correspondieron,  es  cosa  muy  natural,  puesto  que  encuentra  su  compen- 
sación en  el  relevo  de  las  cargas  tributarias  al  Estado,  que  sus  demás 
compañeros  vienen  sufriendo;  pero  que  otro  ú  otros  Letrados  de  los  que 
no  reportan  semejante  beneficio,  sino  que  por  el  contrario,  tienen  la  des- 
ventaja, hasta  cierto  punto,  de  pagar  una  de  las  tres  primeras  cuotas  de 
contribución,  vengan  obligados  á  prestar  un  servicio  que  en  poblaciones 
numerosas  puede  llegar  á  ser  de  gran  entidad,  es  cosa  que,  en  nuestro 
concepto,  está  llamada,  si  no  á  producir  algún  conflicto,  al  jnénos  á  caer 
en  desuso  muy  en  breve  por  lo  impracticable.  El  tiempo  se  encargará  de 
justificar  nuestras  previsiones,  y  creemos  que  no  tardará  mucho  en  refor- 
marse esta  injusta  é  inútil  disposición. 

Art  46.  Sí  el  dictamen  de  dichos  dos  Letrados  fuere  con- 
forme con  el  del  nombrado  de  oficio,  se  negarán  al  interesado 
los  beneficios  de  la  defensa  por  pobre  en  aquel  asunto,  sin  per- 
juicio de  su  derecho  para  promoverlo  como  rico. 

Art.  47.  Cuando  lo»  dos  Letrados,  ó  uno  de  ellos,  opinare 
vque  procede  entablar  la  acción,  ó  que  es  dudoso,  por  lo  me- 
nos, el  derecho  que  pretenda  el  declarado  pobre ,  se  le  nom- 
brará de  oficio  otro  Abogado ,  para  quien  será  obligatoria  la 
defensa. 

Art.  48.  En  el  caso  de  ser  declarado  pobre  el  demandado, 

si  el  Abogado  á  quien  corresponda  su  defensa  se  excusare  por 

-creer  insostenible  la  pretensión  de  aquél,  dentro  de  seis  dias  lo 

manifestará  al  Juzgado,  el  cual  dispondrá  el  nombramiento 

<ie  otro  Abogado. 

Si  éste  se  excusare  también  por  la  misma  causa,  se  pasará 
^1  asunto  al  Promotor  fiscal,  cuando  no  fuere  parte,  para  que 
manifieste  si  es  ó  no  sostenible  la  pretensión  del  pobre. 

Cuando  sea  parte  el  Ministerio  fiscal ,  dará  este  dictamen 
.un  Abogado  que  no  sea  de  pobres,  elegido  por  el  Colegio,  den- 
ude lo  haya,  y  en  su  defecto,  designado  por  el  Juez. 

Si  el  Prometo^  fiscal,  ó  el  tercer  Abogado  en  su  caso,  estima 
insostenible  la  pretensión  del  pobre^  cesará  la  obligación  de 
los  Abogados  para  la  defensa  gratuita^  pero  si  la  considera 
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sostenible,  se  nombrará  un  tercer  Abogado  de  oficio,  él  cual 
no  podrá  excusarse  de  la  defensa. 

Lo  propio  se'  practicará  cuando  el  actor  solicite  y  obtenga 
la  defensa  por  pobre  después  de  contestada  la  demanda,  6 
cualquiera  de  las  partes  durante  la  segunda  instancia. 

Art.  49,  Los  Abogados  que  dentro  de  los  plazos  fijados  en 
los  artículos  43,  44  y  48,  no  hagan  la  manifestación  á  que  res- 
pectivamente se  refieren,  se  entenderá  que  aceptan  la  defensa 
del  pobre,  y  no  podrán  excusarse  sino  por  haber  cesado  en  el 
ejercicio  de  la  profesión. 

Art.  50.  El  Letrado  que  se  haya  encargado  de  la  defensa- 
de  una  parte  en  concepto  de  rica,  si  después  es  declarada  po- 
bre, estará  obligado  á  seguir  defendiéndola  en  este  concepto, 
cuando  no  haya  en  el  Juzgado  Abogados  especiales  de  pobres, 
hábiles  para  ello. 

Esta  disposición,  también  completamente  nueva  en  nuestro  Derecho, 
la  creemos  muy  justa.  Responde  al  antiguo  adaeio  i<iqui  sentit  commoda^ 
^^«^¿«¿í^owíwotí^a».  que  nuestros  mayores  traducian  diciendo:  ul  que 
está,  á  las  duras  está  a  las  madurase)  y  vice  versa..  Aún  creemos  más,  y 
es  (jue  debió  haberse  obligado  al  Letrado  á  continuar  la  dirección  del 
pleito,  en  todo  caso,  ó  sea  3in  la  salvedad  que  la  ley  indica  en  la  última 
parte  del  artículo. 

TITULO  11. 

De  la  comí)etencia  y  de  las  contiendas  de  jurisdicción.. 

Competencia  es  la  facultad  de  conocer  de  un  asunto  determinado,  á 
diferencia  de  Jurisdicción  que  es  la  potestad  de  administrar  justicia,  sien- 
do por  tanto  la  jurisdicción  el  género  y  la  competencia  la  especie. 

La  palabra  competencia  ha  sido  hasta  ahora  anfibológica,  pues  además 
del  sentido  en  que  aquí  se  usa,  solia  darse  el  nombre  de  competencias  á  las 
cuestiones  ó  conflictos  que  surgian  entre  dos  ó  más  Tribunales  acerca  del 
conocimiento  de  un  determinado  asunto.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
de  1855,  ya  distinguió  una  y  otra  cosa,  ocupándose  de  la  competencia  en 
los  cinco  primeaos  artículos  de  la  ley,  y  dedicando  el  titulo  2®,  del  li- 
bro 1®,  á  las  cuestiones  de  competencia.  Este  nombre  y  el  de  conflictos  ó 
contiendas  de  competencia,  son  más  propios  que  el  empleado  en  el  epígrafe 
de  este  título,  pues  las  contiendas  que  surgen  entre  los  Tribunales,  se  re- 
fieren casi  siempre  á  la  competencia,  á  la  facultad  de  conocer  de  un  asunto 
determinado,  y  no  á  la  iurisdiccion,  pues  rara  vez  niega  íin  Tribunal  á 
otro  este  carácter  y  el  derecho  á  administrar  justicia,  y  en  el  caso  que 
«sto  ocurriera ,  pi  no  daria  lugar  á  una  cuestión  de  competencia  entre 
Tribunales,  sino  á  un  conflicto  de  carácter  constitucional. 

No  han  estado  siempre  acordes  los  autores  acerca  del  punto  relativo  á 
si  la  competencia  y  las  cuestiones  de  competencia  deben  figurar  en  las  le- 
yes de  Enjuiciamiento  ó  en  las  de  organización  de  Tribunales,  y  nuestros, 
mismos  legisladores  han  variado  frecuentemente  de  criterio  en  este  punto.. 
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Ya  hemos  dicho  que  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  hablaba  de  una  y 
otra  materia.  Vino  luego  la  ley  provisional  de  organización  del  Poder  ju« 
dicial  de  23  de  Junio  de  1870,  y  se  ocupó  en  su  título  7**  de  la  competencia 
de  los  Juzgados  y  Tribunales  dedicando  el  capítulo  I  á  las  disposiciones 
comunes  á  los  negocios  civiles  y  criminales,  el  II  á  la  competencia  e*  lo 
civil,  el  III  á  la  competencia  en  lo  criminal,  el  IV  á  las  cuestiones  de  com- 
petencia, y  el  V  á  los  recursos  de  fuerza,  ó  sea  á  las  cuestiones  de  com- 
petencia de  carácter  especial  que  surgen  entre  los  Tribunales  eclesiásticos 
y  los  ordinarios.  Además,  dicha  ley  en  la  primera  de  las  disposiciones 
transitorias,  mandaba  suprimir  el  citado  título  2**  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  demás  artículos  derogados  ó  sustituidos  pcfr  otroi.  Consi-  * 
deraba  entonces  el  legislador  todo  lo  referente  á  competencia  como  propio 
de  la  organización  del  Poder  judicial,  ó  sea  de  la  mácjuma  en  reposo,  cual 
decia  Rossi:  creia  que  el  estudiar  las  facultades  y  atnbuciones  de  los  Jue- 
ces y  Tribunales  correspondía  á  la  Estática  del  procedimiento,  y  no  á  la 
Dinámica  ó  sea"  á  la  máquina  en  actividad.  En  efecto,  especialmente  lo  que 
se  refiere  á  la  competencia  en  general  (pues  en  las  contiendas  ya  aparece 
el  procedimiento),  corresponde  á  la  organización  judicial:  es  necesaria 
que  cada  Tribunal  sepa  su  esfera  de  acción.  Además,  el  incluir  en  una  ley 
de  organización  del  Poder  judicial  dichas  materias,  ofrece  la  ventaja  de 
que  así  pueden  reunirse  todas  las  disposiciones  relativas  á  este"  asunto,  tan- 
to las  de  carácter  general,  como  las  que  exclusivamente  se  refieren  al  pro- 
cedimiento civil  ó  al  .procedimiento  penal.  Lo§  autores  de  la  ley  novísima 
de  Enjuiciamiento  civil,  han  creido  por  el  contrario  que  debia  incluirse  en 
la  misma  las  disposiciones  relativas  á  la  competencia  y  á  las  contiendas 
de  jurisdicción  en  lo  civil  y  así  se  dispuso  en  la  segunda  de  las  bases  que 
contiene  la  ley  de  %i  de  Junio  de  1880,  siguiendo  el  ejemplo  de  la  Com- 
pilación general  de  las  disposiciones  vigentes  acerca  del  enjuiciamienta 
criminal  aprobada  por  decreto  de  16  de  Octubre  de.  1879. 

La  mejor  solución  para  estas  divergencias,  seria  la  formación  de  un 
Código  procesal,  en  cuya  primera  parte  se  tratase  de  la  organización  y  atri- 
buciones del  Poder  judicial,  incluyendo  estas  materias,  y  en  cuya  segunda 
pártese  comprendiesen:  1®,Jas  disposiciones  de  carácter  general:  2^,  las 
relativas  al  procedimiento  penal;  3®,  las  relativas  al  procedimiento  civil. 

Pero  mientras  esto  no  se  haga,  y  sobre  todo  mientras  haya  leyes  frag- 
mentarias y  c[ue  obedezcan  á  distintos  criterios  en  lo  que  se  refiere  al  pro- 
cedimiento civil,  al  enjuiciamiento  criminal  y  á  la  organización  de  Tribu- 
nales, ningún  inconveniente  hay  en  hacer  constar  en  cada  ley  las  disposi- 
ciones vigentes  sobre  estas  materias,  y  mucho  más  cuando  como  en  el 
caso  presente  son  dignas  de  aplauso  casi  todas  sus  reformas. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DISPOSICIONES   GENERALES. 

Bajo  este  epígrafe  se  comprenden  aquellas  disposiciones  de  carácter 
verdaderamente  general,  tomadas  del  tít.  6®  y  del  tít.  7**  de  la  ley  de  or^ 
ganizacion  del  Poder  judicial,  que  sirven  para  fijar  en  lodo  casóla  com- 
petencia de  los  Tribunales.  Las  disposiciones  que  contiene  son  acertadas, 
pero  no  nuevas  por  punto  general:  merecen  aplauso  por  haberse  conserva- 
do en  las  mismas  las  principales  reformas  introducidas  por  el  decreto  de 
unificación  de  Fueros  de  6  de  Diciembre  de  1868. 

TOMO  I  .6 
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Art.  51.  La  jurisdicción  ordinaria  será  la  única  competente 
para  conocer  de  los  negocios  civiles  que  se  susciten  en  territo- 
rio español  entre  españoles,  entre  extranjeros  y  entre  espa- 
ñoles y  extranjeros.  (Ley  org,  del  P,  /.,  art,  267.  —  Decreto- 
ley  de  6  de  Dic.  de  1868,  art,  P). 

Este  artículo  concuerda  con  eli®  del  decreto-ley  de  unificación  de  Fue- 
ros y  con  el  267  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial. 

La  disposición  de  este  artículo  que  es  una  alteración  notable  de  nues- 
tra ant^a  lej^islacion  y  jurisprudencia,  merece  la  aprobación  completa 
de  la  craicia:  no  existe  ya  ningún  fuero  privilegiado;  la  jurisdicción  ordi- 
naria es  la  línica  competente  para  conocer  de  todos  los  negocios  civiles 
que  se  susciten  en  territorio  español,  sean  quienes  sean  los  litigantes.  La 
excepción  del  art.  52  en  nada  altera  la  anterior  doctrina,  pues  la  preven- 
ción en  los  casos  á  que  se  limita  es  de  todo  punto  necesaria  sin  afectar  en 
lo  más  mínimo  al  orden  de  tramitar  los  asuntos,  ni  á  la  declaración  de  de- 
rechos, ya  porque  las  atribuciones  que  por  ella  se  conceden  á  las  jurisdic- 
dicciones  de  Guerra  y  Marina  están  limitadas  á  las  exequias  y  enterramien- 
to de  los  cadáveres  de  los  militares  y  marinos  muertos  en  campaña,  para 
lo  que  no  debia  esperarse  disposición  alguna  de  la  autoridad  civil  cuya 
dilación  ocasionaria  en  muchísimos  casos  inconvenientes  pavísimos,  ya 
también  porque  el  inventario  y  depósito  de  loS  bienes,  lil3ros  y  papeles 
•del  finado,  propiamente  no  son  diligencias  de  tramitación  de  la  testamen- 
taría ó  abintestato,  porque  estas  se  limitan  á  la  declararon  def  derecho,  á 
la  herencia,  y  el  poner  en  seguridad  los  bienes  no  tiene  relación  con  la 
declaración  de  á  quien  pertenecen:  la  seguridad  de  los  bienes  corresponde 
al  orden  social,  no  á  la  tramitación  de  la  testamentaría,  y  por  lo  tanto, 
€omo  toda  autoridad,  en  tales  casos  debe  tener  la  de  Guerra  y  Marina 
atribuciones  suficientes  para  la  conservación  de  los  bienes,  hasta  tanto  que 
la  autoridad  competente  declare  á  quien  pertenecen. 

Entiéndase  que  para  la  prevención  de  tales  diligencias,  no  es  necesario 
que  el  militar  ó  marino  mueran  en  acción  de  guerra,  pues  basta  para  que 
tengan  tal  competencia  que  mueran  en  campaña  como  dice  la  ley. 

Tienen  siempre  la  presunción  de  ser  competentes  los  Jueces  ordina- 
rios (15  de  Setiembre  de  1863.) 

Véase  para  ilustrar  el  conocinñento  de  la  materia,  la  instrucción  de 
30  de  Setiembre  de  1853  reformando  el  procedimiento  civil  con  respecto 
á  la  real  jurisdicción  ordinaria;  Rev,^  tomo  IX,  pág.  168. — ^Juez  compe- 
tente en  ejecución  por  cantidad  menor  de  seiscientos  reales;  Rev,^  tomo 
VIII,  pág.  478. — ^¿Qué  Tribunal  sea  competente  para  decidir  sobre  el  me- 
jor derecho  «de  Ids  que  pretenden  tenerlo  á  los  bienes  que  componian  la 
dotación  de  una  capellanía  colativa  de  sangre  después  de  la  promulga- 
ción del  convenio  con  la  Santa  Sede  de  24  de  Junio  de  1867  é  instrucción 
de  25  del  propio  mes?  BoL,  tomo  XXXVII,  pág.  68. — Aunque  en  el  pre- 
sente momento  legal  no  há  lugar  á  duda,  como  pudiera  surgir  de  nuevo, 
véase  «¿qué  Tribunal  es  competente  para  conocer  de  la  demanda  de  di- 
vorcio de  un  matrimonio  anterior  á  la  ley  de  1®  de  Setiembre  de  1870?» 
Bol.,  tomo  XXXVII,  pág.  643;  Ret>.,  tomo  XLIV,  pág.  443.— Sobre 
<íompetencia  de  jurisdicción  en  distintos  casos  de  divorcio; 'J?(?í.,  to- 
mo XXXVIII,  páf^  306  y  417;  XXXIX,  pág.  97;  XLIV,  pág.  609;  y  L, 
pág.  514. 

Art.  52.  Exceptúase  únicamente  de  lo  prescrito  en  el  ar- 
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tículo  anteríoí,  la  prevención  de  los  juicios  de  testamentaría  y 
abintestato  de  los  militares  y  marinos  muertos  en  campaña  6 
navegación,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Jefes  y  Au- 
toridades de  Guerra  y  de  Marina. 

Esta  prevención  se  limitará  á  las  diligencias  necesarias 
para  el  enterramiento  v  exequias  del  difunto,  formación  de  in- 
ventario y  depósito  de  los  bienes,  libros  y  papeles,  y  su  entrega 
á  los  herederos  instituidos  'ó  á  los  que  lo  sean  abititestato  den- 
tro del  tercer  grado  civil,  siendo  mayores  de  edad  y  no  ha- 
biendo quien  lo  contradiga.  '     ' 

En  otro  caso,  y  cuando  no  se  hayan  presentado  los  here- 
<leros,  ó  sea  necesario  continuar  el  juicio,  se  pasarán  las  dili- 
gencias al  Juzgado  á  quien  corresponda  el  conocimiento  de  la 
testamentaría  ó  del  abintestato,  dejando  á  su  disposición  los 
bienes,  libros  y  papeles  inventariados.  {Ley  org,  del  P.  /.,  ar- 
ticulo 268. — Decreto-ley  sobre  unificación  de  fueros  de  6  Diciein- 
dre  1868,  art,  T  en  relación  con  el  351  y  siguientes  de  ley  an- 
terior.) 

Como  precedentes  de  este  artículo  pueden  verse  el  7®  del  Decreto-ley 
de  6  de  Diciembre  de  1868,  el  2168  de  la  ley  de  organización  del  Poder 
judicial,  y  las  disposiciones  del  tít.  9**  de  la  anterior  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (art.  351  y  siguientes).  Acerca  de  la  prevención  de  los  jui- 
cios de  abintestato  y  testamentaría,  pueden  verse  el  tít.  9®,  sección  pri- 
mera y  el  tít.  10,  sección  primera  de  esta  misma  ley. 

Art.  53.  Para  que  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  compe- 
tencia se  requiere: 

1**  Que  el  conocimiento  del  pleito,  ó  de  los  actos  en  ^ue  in- 
tervengan, esté  atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejerzan. 

V  Que  íes  corresponda  el  conocimiento  del  pleito  ó  acción 
con  preferencia  á  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  de  su  mismo 
grado.  {Ley  org,  del  P.  /.,  art,  298.) 

Esta  disposición  está  tomada  del  art.  298  de  la  ley  de  organización 
del  Poder  judicial,  y  es  la  base  general  de  la  competencia.  La  ley  citada 
en  sus  dos  párrafos  distinguia  aún  mejor  las  dos  notas  características  de 
la  competencia,  ó  sea  la  jurisdicción  y  la  preferencia  sobre  los  demás  Jue- 
ces ó  Tribunales  de  un  mismo  grado.  De  impropiedad  de  lenguaje,  pueden 
ser  tachados  el  artículo  que  comentamos  y  el  art.  298  de  la  mencionada  ley, 
pues  los  términos  empleados  en  ambos  son  poco  exactos.  En  donde  dice 
pleito,  debia  decir  juicio  que  es  palabra  más  genérica^  y  en  donde  dice 
acción^  debia  nuevamente  decir  actos^  pues  no  son  sinónimos  estos  dos 
vocablos. 

Art.  54.  La  jurisdicción  civil  podrá  prorogarse  á  Juez  ó  Tri- 
bunal que  por  razón  de  la  materia,  de  la  cantidad  objeto  del 
litigio  y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  orden  judicial,  pueda 
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conocer  del  asunto  que  ante  él  se  proponga.  {Ley  org,  delP,  J,y 
art.  299.) 

Este  artículo  está  copiado  del  297  de  la  ley.  de  Organización  del  Po- 
der judicial,  él  cual  añadía  que  la  jurisdicción  criminal,  (ó  sea  en  lo  cri- 
minal), es  siempre  improrogable,  marcando  así  el  verdadero  carácter  y 
una  de  las  principales  diferencias  de  ambas.  Los  autores  hablan  de  los 
distintos  modos  de  prorogar  la  iurisdiccion:  de  persona  á  persona,  de  cosa 
á  cosa,  de  tiempo  á  tiempo,  de  lugar  á  lugar,  de  causa  á  causa,  etc.  Todaa 
las  ar^cias  á  que  estas  clasificaciones  daban  lugar ,  han  quedado  des- 
vanecidas  por  la  feliz  redacción  de  este  artículo. 

Art.  55.  Los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia 
para  conocer  de  un  pleito,  la  tendrán  también  para  las  excep- 
ciones que  en  él  se  propongan,  para  la  reconvención  en  lo» 
casos  que  proceda,  para  todas  sus  incidencias,  para  llevar  á 
efecto  las  providencias  y  autos  que  dictaren,  y  para  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia.  {Ley  org,  del  P.  /.,  art.  302.) 

Este  artículo  corresponde  al  302  de  la  ley  provisional  de  23  de  Junio 
de  1870,  y  sus  disposiciones  son  tan  lógicas,  que  ya  antes  habían  sido 
establecidas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

El  Juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  principal,  lo  es  para 
conocer  de  todas  sus  incidencias.  (22  de  Julio  y  28  de  Octubre  de  1858, 
30  de  Mayo  de  1860,  5  Dic.  1863  y  28  de  Mayo  de  1868). 

Los  Jueces  y  Tribunales  aue  son  competentes  para  conocer  de  un  pleito, 
lo  son  para  todas  sus  inciaencias  y  para  la  ejecución  de  la  sentencia^ 
(29  de  Diciembre  de  1871). 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

REGLAS  PARA  DETERMINAR  LA  COMPETENCIA. 

Esta  sección  se  ha  formado  con  el  capítulo  2®  del  tít.  T  de  la  ley  pro- 
visional de  organización  del  Poder  judicial,  habiéndose  introducido  al- 
gunas reformas  por  regla  general  dignas  de  aplauso. 

Jurisprudencia.— -Lo^  Jueces  deben  tener  muy  presentes  las  decisiones^ 
del  Tribunal  Supremo  en  materia  de  competencias,  para  evitar  entorpeci- 
mientos en  la  administración  de  justicia  y  perjuicios  á  las  partes.  {Sertr- 
tencia  de  \\  de  Marzo  de  \S6%). 

Art.  56.  Será  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleito» 
á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase, 
aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  expresa  <5- 
tácitanacnte. 

Esía  sumisión  sólo  podrá  hacerse  á  Juez  que  ejerza  juris- 
dicción ordinaria  y  que  la  tenga  para  conocer  de  la  misma 
clase.de  negocios  y  en  el  mismo  grado.  {Ley*ant:y  art.  2**. — 
Ley  org.  del  P.  /.,  art.  303.) 
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Este,  artículo  concuerda  con  el  2**  de  la  ley  á&  Enjuiciamiento  civil 
de  1855,  y  especialmente  con  el  303  de  la  ky  ae  organización  del  Poder 
judicial  de  1870. 

Lo  dispuesto  en  el  mismo  es  una  consecuencia  del  principio  sentado 
en  el  art.  54,  que  la  jurisdicción  civil  es  prorogable. 

Lo  dispuesto  en  el  ultimo  párrafo  es  consecuencia  del  principio  qmd 
non  est  non potest prorogari  (Gregorio  López.  Glosa  2*  de  la  ley  7%  tí- 
tulo T,  Part.  3«). 

Jurisprudencia, — El  Juez  á  guien  los  litigantes  se  sometieren  expresa 
ó  tácitamente,  es  el  competente  (1?  de  Diciembre  de  1870). 

El  Juzgado  ó  Tribunal  á  que  los  litigantes  se  sometieren  expresa  ó 
tácitamente,  será  competente  para  conocer  de  los  pleitos  y  actos  á  que  dé 
origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles,  siempre  que  la  sumisión  se  haga 
en  qiiieri  tenga  jurisdicción  para  conocer  de  la  misma  clase  de  negocios 
y  en  el  mismo  grado  (2  de  Atril  de  1877  y  7  de  Octubre  de  1878). 

Art.  57.  Se  enteaderá  por  sumisión  expresa  la  hecha  por 
los  interesados  renunciando  clara  y  terminantemente  á  su 
fuero  propio,  y  designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien 
se  sometieren.  (^Ley  ant.,  art.  3**. — Ley  org,  delP.  /.,  arí.  SOáJ 

Concuerda  este  artículo  con  el  304  de  la  ley  orgánica  y  con  el  3**  de  la 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Segmi  lo  dispuesto  en  este  artículo  en  combinación  con  el  anterior,  es 
Juez  competente  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieran  sometido  expresa 
ó  tácitamente;  pueden  someterse  expresamente  los  interesados  renuncian- 
do clara  y  terminantemente  á  su  fuero  propio  designando  con  toda  preci- 
sión el  Juez  á  quien  se  sometieren,  de  modo  que  la  sumisión  expresa  no 
pueda  considerarse  tal,  sin  designar  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se 
sometieron;  pero  debe  tenerse  presente  que  por  el  art.  59  se  dispone  qu© 
en  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más  Jueces  de  primera  instancia,  el 
repartimiento  de  los  negocios  es  el  que  determinará  la  competencia  rela- 
tiva entre  ellos,  sin  que  puedan  las  partes  someterse  á  uno  de  dichos  Jue- 
ces, con  exclusión  de  los  otros;  de  modo  que  en  las  poblaciones  donde 
haj^a  dos  ó  más  Jueces,  no  pueden  someterse  los  interesados  ó  litigantes 
designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  sometieren;  fórmu- 
la única  que  admite  la  ley  para  que  haya  sumisión  expresa:  de  modo  que 
al  final  del  art.  57  falta  añadir:  «si  es  único  en  la  población;  pues  si  hay 
dos  ó  más,  se  podrán  someter  al  que  de  entre  ellos  designe  el  reparto». 

Jurisprudencia, — ^Los  menores  necesitan  para  renunciar  el  fuero  pro- 
pio, la  intervención  de  sus  legítimos  tutores  ó<;ur^dores  (18  de  Noviem- 
bre de  1858). 

La  renuncia  expresa  del  fuero  propio  y  la  designación  clara  y  precisa 
de  que  se  someten  los  interesados,  son  dos  circunstancias  que  requiere  la 
sumisión  expresa.  ( 1 5  de  Febrero  de  1 859) . 

Se  entiende  por  sumisión  expresa  la  hecha  por  los  interesados  renun- 
ciando clara  y  terminantemente  á  su  fuero  propio,  y  designando  con  toda 
precisioq  aquel  á  guien  se  sometieren.  (21  de  Setiembre  de  1878). 

Véase  si  puede  un  Notario  autorizar  válidamente  un  instrumento  en 
que  un  militar  haga  expresa  renuncia  de  su  fuero,  sometiéndose  á  la  ju- 
risdicción ordinaria  en  conformidad  á  lo  establecido  en  el  art.  3®  de  la  ley 
de  E.  C,  siendo  así  que  el  fuero  militares  irrenunciable  por  estar  conce- 
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dido  á  la^  clase  y  no  á  la  persona;  Reo,  tomo  XXV,  pág.  38. — ¿Es  com- 
pétenle  para  despachar  mandamiento  de  ejecución  el  Juez  á  quien  el  eje- 
cutante se  somete  expresa  ó  tácitamente  por  sí  y  antes  de  que  el  ejecuta- 
do haya  podido  manifestar  su  voluntad?  Mev,^  tomo  XXIII  página  64. 

Art.  58.  Se  entenderá  hecha  la  sumisión  tácita: 
.  V  Por  el  demandante,  en  el  mero  hecho  de  acudir  al  Juez, 
interponiendo  la  demanda. 

2**  Por  el  demandado,  en  el  hecho  de  hacer,  después  de 
personado  en  el  juicio,  cualquiera  gestión  qué  no  sea  la  de  pro- 
poner en  forma  la  declinatoria.  {Ley  anty  art  4®. — Ley  org,  del 
i>.  /.,  art.  305.; 

Concuerda  este  artículo  con  el  4**  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 
1855  y  el  305  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial  de  4870. 

Jurisprudencia. — Cuando  se  constituye  una  persona  fiadora  de  otra 
que  disfrute  fuero  privilegiado,  no  puede  haher  sumisión  tácita.  (7  de 
Marzo  de  1857.) 

El  litigante  que  en  vez  de  utilizar  una  apelación  admitida,  se  aquieta 
con  la  providencia,  se  somete  con  este  hecho  á  la  jurisdicción  del  Juez  qiie 
la  dictó.  (22  de  Marzo  de  1860.) 

Se  entiende  que  hay  sumisión  aun  cuando  el  Juez  no  provea  desde  lue- 
go, ó  se  reserve  proveer  para  cuando  el  actor  pida  en  forma.  (30  de  3fayo 
de  1860.) 

No  es  una  verdadera  demanda  y  por  lo  tanto  no  constituye  la  sumisión 
tácita,  la  pretensión  deducida  judicialmente  para  que  se  prohiba  enajenar 
ó  gravar  una  finca,  no  teniendo  otro  carácter  que  el  de  una  medida  provi- 
sional precautoria.  (10  de  Julio  de  1862.) 

£1  acto  de  obedecer  á  un  llamamiento  judicial,  no  es  bastante  para  in- 
dicar la  voluntad  de  someterse  á  determinada  jurisdicción:  la  pretensión 
de  alzamiento  dexm  embargo  preventivo,  no  puede  conceptuarse  como 
una  sumisión  verdadera  respecto  al  punto  principal  del  litigio.  (10  de  Ju- 
lio de  1862.) 

La  circunstancia  de  haberse  seguido  anteriormente  otro  pleito  en  un 
Juzgado  por  los  mismos  litigantes,  no  (ía  competencia  para  conocer  de  los 
que  después  puedan  tener  entre  sí  por  otros  motivos,  ínterin  no  verifiquen 
tácita  ó  expresamente  su  sumisión.  (22  de  Marzo  de  1865.) 

No  puede  decirse  que  uno  se  somete  á  jurisdicción  que  para  él  no  es 
competente,  cuando  en  el  momento  de  ser  emplazado  acude  á  su  Juez  na- 
tural proponiendo  la  declinatoria.  (22.de  Marzo  de  1865.) 

No  hay  sumisión  tácita  por  el  hecho  de  acudir  el  demandado  ante  el 
Juez  del^  domicilio  del  demandante  ejercitando  contra  este  una  acción 
personal,  pues  por  este  hecho  no  puede  estimarse  que  se  somete  á  él  para 
otro  distinto  juicio.  (28  de  Marzo  de  1865.) 

El  hecho  de  haber  reclamado  el  representante  de  una  sociedad,  contra 
el  secuestro,  no  debe  entenderse  como  sumisión  tácita.  (10  de  Mayo  de 
1876.) 

Se  entiende  hecha  la  sumisión  tácita  por  el  demandante,  en  el  hecho 
de  acudir  al  Juez  interponiendo  la  demanda  y  por  el  demandado,  en  el 
hecho  de  hacer,  después  de  personado  en  el  juicio  cualquier  gestión  que 
no  sea  la  de  proponer  la  declinatoria.  (21  de  Setiembre  de  1878.) 
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Art.  59.  En  las  poblaciones  donde  haya  dos  6  más  Jueces 
de  primera,  instancia,  el  repartimiento  d^  los  negocios  deter- 
minará la  competencia  relativa  entre  ellos,  sin  que  puedan  las^ 
partes  someterse  á  uno  de  dichos  Jueces,  con  exclusión  de  los 
otros. 

Las  disposiciones  de  esje  artículo  son  nuevas,  y  se  echaban  de  menos, 
en  la  ley  de  1855,  una  vez  que  se  admita  la  necesidad  del  repartimiento 
de  los  negocios.  No  todos  Jos  autores  están  conformes  con  él,  demostran- 
do sus  inconvenientes  á  cambio  de  una  sola  ventaja. 

Es  esta  la  de  la  igualdad  de  trabajos  para  los  Jueces,  que  puede  contri- 
buir á  que  se  tramiten  con  más  celeridad  los  asuntos  sometidos  á  los  Tri- 
bnnales.  Pero  al  mismo  tiempo,  perjudica  al  publico  y  á  los  actuarios.  A 
éstos  porque  les  priva  del  estímulo  que  produce  la  confianza  del  público  y 
el  aumento  de  clientela,  que  debia  ser  consecuencia  necesaria  de  la  mayor 
inteligencia  y  laboriosidad  en  el  despacho  de  los  asuntos:  al  público  en 
general,  porque  priva  á  los  litigantes  de  la  conveniente  libertad  de  dar 
la  preferencia  á  los  actuarios  que  se  distingan  por  su  honradez,  por  su  ac-. 
tividad  y  por  su  competencia.  De  ahí  él  que  las  disposiciones  vigentes, 
que  son  las  contenidas  en  la  Real  orden  de  12  de  Junio  de  1868,  se  hayan 
eludido  en  muchas  ocasiones,  á  pesar  de  las  sanciones  penales  establecidas 
en  las  mismas:  generalmente  se  apetece  una  reforma  en  esta  materia;  pero 
hoy  por  hoy,  es  necesario  conocer  la  citada  Real  orden,  á  pesar  de  que  de 
su  lectura  se  desprende  lo  anticuada  que  ha  quedado  en  muchas  de  sus 
disposiciones  y  lo  excesivamente  minucioso  de  algunos  de  sus  preceptos, 
inspirados  por  el  centralizador  doctrinarismo  que  imperaba  en  aquella 
época. 

Real  orden  de  12  de  Junio  de  1868,  dictando  reglas  para  el  reparti- 
mento de  negocios. — Con  el  ñn  de  uniformar  la  vana  jurisprudencia  que 
hoy  existe  en  el  repartimiento  de  los  negocios  civiles,  la  Rema  (Q.  D.  G.) 
de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Sala  desgobierno  del  Tribunal  Su- 

{)remo  de  Justicia,  se  ha  servido  mandar  que  en  lo  sucesivo  el  reparto  de 
os  negocios  civiles  se  sujete  á  las  reglas  siguientes: 

Primera*.  Se  declaran  sujetos  á  repartimiento  en  primera  instancia  los^ 
negocios  civiles  que  se  promuevan  desde  primero  de  Junio  próximo  en  los 
puntos  en  donde  haya  más  de  un  Juzgado,  ó  en  que  no  existiendo  más  que 
uno,  tenga  éste  asignada  más  de  una  Escribanía. 

Segunda. '  El  repartimiento  de  negocios  se  hará  por  el  repartidor  nom- 
brado por  el  gobierno  de  S.  M.,  en  donde  lo  haya;  en  defecto  del  reparti- 
dor, por  el  Secretario  del  Juzgado;  y  en  las  localidades  en  que  haya  dos  ó 
más  Jueces  de  primera  instancia,  por  el  Secretario  del  decano,  verificán- 
dose en  el  local  destinado  para  audiencia  del  .íuzgado,  todos  los  dias  no 
feriados,  me^ia  hora  antes  de  comenzar  el  despacho  de  los  negocios  j 
con  asistencia  precisa  del  Juez  de  primera  instancia,  de  un  Escribano  si 
hubiere  dos  en  el  Juzgado,  y  de  dos  en  las  locahdades  en  que  haya  más 
de  un  Juzgado,  pudiendo  también  concurrir  las  partes  interesadas  y  los 
Procuradores  en  todas  ocasiones.  ^ 

No  asistiendo  el  Juez  por  legítimo  impedimento,  concurrirá  á  la  dili- 
gencia de  repartimiento  el  Juez  de  paz,  en  donde  no  haya  má»  que  un 
Juzgado;  y  en  las  localidades  en  que  existan  dos  ó  más,  el  Juez  de  pri- 
mera distancia  qué  siga  en  antigüedad  al  decano. 
Tercera,    Los  Jueces  de  primera  instancia  cuidarán  de  que  sean  lleva,- 


Digitized  by  VjOOQIC 


48  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

dos  al  local  destinado  para  el  reparlimiento  los  negocios  sujetos  á  él,  á 
fin  de  que  tenga  lugar  la  diligencia  á  la  hora  designada  del  dia  hábil  si- 
guiente al  en  que  se  hubieren  presentado. 

Cuarta.  El  repartimiento  se  hará  por  clases  de  negocios  y  por  suerte. 
Dentro  de  30  dias  los  Jueces  de  primera  instancia,  reuniéndose  en  cuerpo 
donde  existan  dos  ó  más  oyendo  á  los  Escribanos  si  lo  consideran  conve- 
niente, harán  la  clasificación  de  negocios  que.  haya  de  servir  de  base  para 
el  repartimiento,  con  arreglo  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pero  con 
más  ó  menos  extensión  según  pueda  recomendar  la  conveniencia  en  las 
diferentes  localidades,  y  la  remitirán  á  la  Sala  dé  gobierno  de  la  respectiva 
Audiencia,  la  cual  en  el  término  de  60  dias  la  devolverá  al  Juzgado  con 
su  aprobación  ó  hechas  las  reformas  que  considere  convenientes,  dando 
cuenta  inmediatamente  al  Gobierno.  El  sorteo  se  verificará  entrando  en  él 
los  nombres  de  todos  los  Escribanos  de  los  Juzgados  de  la  localidad  que 
quedarán  eliminados  á  medida  que  hayan  obtenido  negocios,  hasta  llegar 
al  que  haya  correspondido  por  suerte  el  último  lugar  renovándose  así  su- 
cesivamente. Mientras  los  expedientes  de  clasificación  no  queden  resuel-  - 
tos  por  las  Salas  de  gobierno,  el  repartimiento  de  los  negocios  que  por 
^stas  disposiciones  se  sujetan  á  él  continuará  haciéndose  de  la  misma 
forma  que  hasta  aquí. 

Quinta.  Los  repartidores  y  los  Secretarios  de  los  Juzgados  encarga- 
dos del  repartimiento  lo  ejecutarán  haciendo  en  el  negocio  que  se  reparta 

la  anotación  siguiente:  i(  Corresponde  al  Juzgado  de y  Escribanía 

de ,»  poniendo  la  fecha  y  media  firma:  en  el  libro  que  deben  llevar  al 

efecto  se  fiará  anotación  más  extensa,  pero  breve  también,  expresiva  de  la 
clase  de  negocio  que  se  haya  repartido  y  la  fecha  en  que  lo*  ha  sido,  auto- 
rizando con  firma  entera  la  última  de  las  anotaciones  que  hagan  en  el  dia 
y  podiendo  el  Juez  de  primera  instancia  el  V.^  B.^  Los  repartidores  y  los 
Secretarios  de  los  Juzgados  encargados  del  repartimiento  usarán  un  sello 
del  diámetro  de  tres  centímetros  que  contenga  la  inscripción  aReparti  • 
miento  de  negocios  civiles, y)  y  sellarán  con  él  la  carpeta  y  primera  hoja 
útil  del  negocio  repartido;  debiendo  con  tal  objeto  adquirirlo  los  Secreta- 
rios que  no  lo  usan  en  la  actualidad,  dentro  de  60  dias  siguientes  á  la  pu- 
blicación de  esta  Realórden.  Trascurrido  dicho  término  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  darán  conocimiento  al  Regente  de  la  Audiencia  de  los  fiín- 
cionarios  que  hayan  adquirido  el  sello  y  los  que  no  se  hallen  en  este  caso, 
y  los  Regentes  adoptarán  en  su  vista  las  providencias  cpnvénientes  para 
que  tenga  cumplimiento  lo  dispuesto  en  en  el  párrafo  anterior. 

Sexta.  Practicado  el  repartimiento  en  la  forma  que  yieda  expresada, 
se  pasará  el  negocio  dentro  del  dia  al  Escribano  á  quien  haya  corres- 
pondido. 

Sétima.  Se  exceptúan  del  requisito  del  repartimiento  establecido  en  la 
disposición  primera: 

.1®  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  n>iéntras  no  lleguen  á  ser  con- 
tenciosos, en  cuyo  caso  debe  desde  luego  el  Juez  de  primera  instancia 
ante  quien  radiquen  acordar  que  pasen  á  repartimiento. 

T  La  primera  instancia  de  los  juicios  verbales. 

3®  Las  diligencias  que  se  promuevan  en  primera  instancia  ante  los 
Jueces  de  paz  para  llevar  á  efecto  lo  convenido  en  los  actos  de  concilia- 
ción con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  218  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

4®  Los  exhortos  y  reclamaciones  de,  igual  naturaleza,  procedentes  de 
Juzgados  ó  autoridades  de  todas  clases,  nacionales  y  extranjeras,  mién- 
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.tras  no  sean  contenciosos,  en  cuyo. caso  pasarán  también  desde  luego  al 
repartimiento. 

5®  Las  demandas  de  embargo  preventivo,  las  de  retracto,  los  interdic- 
tos de  obra  nueva  y  vieja  y  cualesquiera  otras  para  interponer  las  cuales 
señalen  las  leyes  un  término  fatal,  ó  de  cuya  dilación  en  proveer  por  los 
respectivos  Jueces  pueda  irrogarse  á  los  interesados  daño  irreparable, 

Eueden  presentarse  y  cursarse  sin  el  requisito  del  repartimiento  pero  de- 
erán  someterse  á  él  tan  pronto  como  practicadas  las  diligencias  necesa- 
rias al  intento,  se  haya  conseguido  el  objeto  á  que-  aspiran  los  recurren- 
tes. Los  Jueces  de  primera  instancia  quedan  encargados  bajo  su  más  estre- 
cha responsabilidad,  de  aue  así  se  verifique,  haciendo  de  oficio  que  sean 
pasados  á  repartimiento,  luego  que  tengan  estado,  los  negocios  que  se  ha- 
yan presentado  y  admitido  sin  este  requisito,  promuévalos  ó  no  la  par- 
te interesada,  sin  que  en  manera  alffuna  puedan  permanecer  dichos  nego- 
cios en  sus  Juzgados,  ni  aun  á  título  de  suspensos  ó  paralizados  por  vo- 
luntad de  las  partes,  sino  en  el  que  corresponda  después  de  verificado  el 
repartimiento. 

Octava.  Los  repartidores  y  los  Secretarias  de  los  Juzgados  encargados 
del  repartimiento  formarán  en  los  primeros  15  dias  de  los  meses  de  Julio 
y  Enero  de  cada  año  y  entregarán  al  Juez  de  primera  instancia  respectivo, 
un  estado  de  los  negocios  que  hayan  repartido  en  el  semestre  anterior, 
expresivo  de  los  nombres  de  los  interesados  en  el  negocio,  clase  y  objeto 
del  litigio  y  Juz^do  y  Escribanía  á  que  se  ha  repartido,  y  con  el  F.®  B,^ 
del  Juez  lo  remitirá  éste  á  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  por  conduc- 
to del  Regente. 

Novena.  Las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  con  vista  y  examen 
de  los  estados  de  oue  trata  la  regla  anterior  y  oyendo  siempre  al  Fiscal, 
'  dictarán  las  proviaencias  que  juzguen  conducentes  para  el  mejor  cumpli- 
miento de  este  servicio,  pidiendo  para  ello,  si  lo  necesitaren,  nuevos  da- 
tos á  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  cuidando  de  que  s^an  enmendadas 
las  faltas  y  en  su  caso  corregidos  convenientemente  los  abusos  que  no- 
taren. 

Décima.  Lo  dispuesto  en  la  regla  anterior  se  entiende  sin  perjuicio  de 
las  atribuciones  de  las  Salas  de  justicia  de  las  mismas  Audiencias  en  los 
asuntos  contenciosos  que  radiquen  en  ellas,  en  los  cuales  acordarán  lo 
que  correspondan  por  las  faltas  que  notaren  en  todo  lo  que  tiene  relación 
con  el  repartimiento.  A  este  efecto  anotarán  los  Relatores  al  final  del 
apuntamiento  de  cada  negocio  si  ha  tenido  lugar  ó  no  este  requisito  y  si 
se  ha  cumplido  en  forma  conveniente. 

UnSécima.  Lds  Jueces  de  primera  instancia  encargados  de  la  asisten- 
cia al  repartimiento  quedan  facultados  para  resolver  cualquiera  duda  ó  di- 
ficultad que  sobre  ello  pueda  ocurrir  en  casos  no  expresados  en  esta  Real 
disposición,  consultando  con  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  respec- 
tiva cuando  lo  juzguen  conducente,  y  siempre  en  los  casos  en  que  la  par- 
te ó  partes  interesadas  no  se  conformen  con  su  decisión. 

Duodécima.    Quedan  derogadas  todas  las  Reales  órdenes  y  disposicio- 
nes publicadas  con  anterioridad  sobre  el  repartimiento  de  negocios  civiles 
en  los  Juzgados  de  primera  instancia. 
De  Real  orden,  etc. 

Madrid  12  de  Junio  de  1868. — Roncali. 

Jurisprudencia. — Cada  cual  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de  las 
poblaciones  en  que  hay  más  de  uno,  es  competente  para  conocer  dé  cual- 
quier pleito,  causa  ó  acción  civil,  siempre  que  existan  ios  requisitos  mar- 
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cados.en  el  art.  298  de  la  expresada  ley,  sin  que  cualquiera  falta  que  ha- 
ya podido  ocurrir  en  el  repartimiento  de  negocios  al  tenor  de  la  Real  or- 
den de  12  de  Junio  de  4868,  pueda  producir  la  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, ni  ser  por  tanto  base  de  recurso  por  quebrantamiento  de  forma.  (30 
de  Junio  de  4875.) 

Siendo  el  juicio  abintestato  contencioso  por  naturaleza,  debe  pasar  en 
el  estado  en  que  se  encontraba  al  repartimiento  de  negocios  civiles ,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  la  Real  Orden  de  42  de  Junio  de  4868,  no  co- 
nociéndose por  lo  tanto  el  Juzgado  á  quien  correspondia  para  sostener  la 
competencia  con  toda  plenitud  de  atribuciones.  (30  de  Noviembre  de  4876.) 

Art.  60.  La.sumision  expresa  6  tácita  á  un  Juzgado  para 
la  primera  instancia,  se  entenderá  hecha  para  la  segunda  al 
superior  jerárquico  del  mismo  á  quien  corresponda  conocer  de 
la  apelación.  /^Le^  org,  delP,  J,j  art.  306.y 

También  son  nuevas  las  disposiciones  de  este  artículo,  y  vienen  á  su- 
plir una  omisión  de  la  ley  enterior. 

Una  disposición  análoga  contenia  la  ley  de  organización  del  Poder 
judicial  en  su  art.  306. 

^Art.  61.  En  ningún  caso  podrán  someterse  las  partes,  ex- 
presa ni  tácitamente,  para  el  recurso  de  apelación  á  Juez  6 
Tribunal  diferent-e  de  aquel  á  quien  esté- subordinado  el  que 
haya  conocido  en  primera  instancia.  fLey  org.  iel  P,  /. ,  arti- 
culo 307.^  ^ 

Esta  disposición  es  análoga  á  la  del,  art.  307  de  la  ley  del  Poder  judi-* 
cial  4e  4870  y  es  la  misma  del  artículo  anterior  cambiada  en  la  forma  de 
redacción.  Realmente  la  Comisión  de  Códigos  pudo  con  una  fórmula  más 
comprensiva  haLer  reducido  á  uno  sólo  los  dos  artículos. 

Art  62.  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  de- 
que tratan  los  artículos  anteriores,  se  seguirán  las  siguientes  ^ 
reglas  de  competencia: 

1*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales, . 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en*  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  émpla- 
miento. 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamente  contra  dos 
ó  más  personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  y  estén 
obligadas  mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar 
destinado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  será  Juez, 
competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados,, 
á  elección  del  demandante. 

2*  En  los  jujcios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre- 
hienas  muebles  ó  semovientes,  será  Juez  competente  el  del  lu- 
gar en  que  se  hajlen,  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elec- 
ción del  demanírante. 
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3*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre 
bienes  inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
esté  sita  la  cosa  litigiosa.  ' 

Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobre  varias  cosas  inmue- 
bles, ó  sobre  una  sola  que  esté  situada  en  diferentes  jurisdic- 
ciones, será  Juez  competente  el  de  cualquiera  de  los  lugares  en 
cuya  jurisdicción  estén  sitos  los  bienes,  á  elección  del  deman- 
dante. 

4*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas,  ó  el 
del  domicilo  del  demandado,  á  elección  del  demandante.  (^Ley 
ant.f  arú,  5**. — Ley  org,  del  P.  /.,  arú.  SOS.y' 

Este  artículo,  uno  de  los  más  importantes  de  la  ley,  tiene  sus  precer 
dentes  en  el. 5®  de  la  ley  de  1855,  cuyo  tenor  es  el  que  sigue: 

íf  Art.  5^  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita ,  de  que  tra- 
tan los  artículos  anteriores,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos 
en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles,  el  del  lugar 
en  míe  esté  la  cosa  litigiosa,  ó  cualquiera  de  ellas,  si  fueren  varias. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes  muebles  ó  se- 
movientes, el  del  lugar  en  que  se  hallen,  ó  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, á  elección  del  demandante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar  en  que  de- 
ba cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  este,  á  elección  del  demandante  el 
del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándo^fe  en 
él,  aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado.  El  que  no  tuviere 
domicilio  fijo,  podrá  ser  demandado  en  el  lugar  en  que  se  encuentre,  ó  en 
el  de  su  última  residencia. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  el  del  lugar  en  que  esté  la 
.  cosa  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  demandante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  respecto  á  gestión  de  los  guarda- 
dores, el  del  lu^ar  en  que  se  hubiere  administrado  lo  principal,  y  en  todo 
caso,  el  del  domicilio  del  guardador,  si  tuviere  el  mismo  del  menor.» 

Mucho  más  metódicas  que  estas  disposiciones  son  las  del  art.  308  de 
la  Jey  de  organización  del  Poder  judicial,  trascritas  casi  textualmente  al 
que  estamos  comentando. 

El  estudio  de  las  acciones  es  importantísimo,  aun  cuando  algunos  au- 
tores, entre  ellos  el  Sr.  La  Sema,  sostienen  que  su  estudio  corresponde  al 
derecho  civil  ó  aj  derecho  penal  y  no  al  procesal.  También  Eschbach  sos- 
tiene que  su  estudio  corresponde  al  derecho  privado  teórico. 

Acción,  según  Justiniano,  es  el  derecho  de  pedir  en  juicio  lo  que  se 
nos  debe.  Esta  definición  es  demasiado  estrecha:  no  comprende  todas  las 
acciones  civiles^  y  menos  las  penales. 

Dícese  también  que  es  el  modo  legal  que  tenemos  para  pedir  en  justicia 
lo  que  es  nuestro  ó  lo  que  se  nos  debe  por  otro ,  ó  el  derecho  de  exigir 
alguna  cosa. 

Para  nosotros  es  «el  derecho  en  ejercicio,»  ó  sea  el  derecho  de  recla- 
mar en  juicio  nuestros  derechos. 

Por  tanto,  el  derecho  es  anterior  á  la  acción  :  esta  es  el  medio,  aquél 
elñn.  \ 

No  deben  confundirse  estas  palabras,  derecho,  acción  y  demanda:  esta 
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es  á  la  acción  lo  que  la  acción  es  al  derecho:  de  modo,  que  si  la  acción  es 
el  medio  de  cumplir  el  fin  jurídico,  la  demanda  es  el  medio  de  que  prospe- 
re la  acción.  Parladorio  distinguia  perfectamente  diversas  palabras  que 
suelen  confundirse  diciendo:  ex  causa  sen  contractu  nascitur  ohUgatio; 
ex  ohligatione  oritur  actio:  ex  actione  exurgit  íntentio:  ex  intentione  cou' 
Jiscitur  lihellus. 

La  acción  propiamente  dicha,  ó  el  derecho,  existe  antes  que  la  de- 
manda. 

«Actio  ut  quisque  contraxit,  statim  ei  competit,  et  dominus,  amissa 
possesione,  jus  habendi  habet,  statim,  id  est  antequam  praetor  adeatur.» 

Tampoco  debe  confundirse  la  acción  con  la  excepción  :  la  primera,  es 
el  arma  ofensiva,  y  la  segunda,  defensiva. 

Cuyacio  advierte  que  los  romanos  llamaban  dardos  á  las  acciones  y 
dardos  á  las  excepciones. 

«Exceptiones  sunt  clypei  reorum,  actiones  sunt  tela. » 

Las  excepciones  son  la  mano  siniestra,  las  acciones  son  la  mano  de- 
recha; de  donde  Cicerón,  para  decir  que  Celio  era  mejor  actor  que  defensor 
dice:  «bonam  dexteram  habere,  malam  ¿inistram,  uti  telo ,  scite,  non 
clypeo.» 

En  Roma,  las  acciones  tomaban  su  nombre,  ó  de  los  contratos  (empli 
et  venditi,  depositi,  mandati,  pro  socio),  ó  de  una  ley  (aquilia),  ó  del 
Pretor  (jue  las  creaba  (publiciana,  del  Pretor  Publicio),  ó  de  un  hecho  (ac- 
tio furtí). 

Cuando  no  tenian  nombre,  se  recurria  á  la  SLCCÍoiL2>rascnptis  verbis,  ó 
;in/acíum. 

Acción  príBScripHs  verbis.  Cum  propHum  nomen  invenire  non  pos- 
sumus  (Digesto,  ley  8  de  prese,  verbis). 

«Secundum  id  quod  contrahentes  habuere  praescriptum  et  conven- 
tum. » 

,  Se  dividian  las  acciones  en  civiles,  pretorias,  de  buena  fé  y  arbitra- 
rias. 

Las  civiles,  nacian  de  la  ley:  las  pretorias  ú  honorarias,  del  edicto  del 
Pretor.  De  las  acciones  de  buena  fé  y  arbitrarias,  hallamos  su  mejor  defi- 
nición en  la  Instituta, 

Acciones  de  buena  fé:  «Ex  aequo  et  bono  aestimandi,  quantum  actor 
restitui  debeat.»  (Instituta,  de  act.,  par.  30). 

Acciones  arbitrarias:  «In  quibus,  nisi  arbitrio  judicio  is  cum  quo  agí- 
tur  actori  satisfaciat,  veluti  rem  restituat,  vel  exhibeat,  vel  solvat,  etc» 
condemnari  debeat»  (idem,  par.  31). 

Ño  debe  pasarse  en  la  división  de  las  acciones,  dice  Boncenne  de  sob- 
dividirlas  en  reales,  personales  y  mixtas;  las  primeras,  en  muebles  ó  in- 
muebles, y  estás  en  petitorias  y  posesorias.  Pasar  más  adelante,  sería  eri- 
zar de  inútiles  dificultades  la  ciencia. 

Por  eso  nos  limitaremos  al  estudio  de  las  acciones  en  su  triple  división 
de  personales,  reales  y  mixtas,  que  son  de  las  únicas  de  que  trata  el  ar- 
tículo que  comentamos. 

Hay  que  tener,  sin  embargo,  presente,  la  gran  importancia  de  este  es- 
tudia, ya  porque  sin  él  no  puede  darse  un  paso  en  la  teoría  del  procedi- 
miento, ya  también  porque  según  el  art.  ^4  de  la  ley  vigente,  ha  de  ex- 
presarse en  la  demanda  la  clase  de  acción  que  se  ejercite,  cuando  por  ella 
naya  de  determinarse  la  competencia.  El  art.  224  de  la  ley  de  1855,  era 
aún  más  radical,  pues  exigía  en  todo  caso  el  que  se  expresase  la  clase  de 
acción  que  se  ejercitaba. 
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Jurisjmtdenda, — Las  disposiciones  del  art.  5**  de  la  leV  de  Enjuicia- 
miento civil  de  4855,  sólo  fijan  la  competencia  de  los  Jueces  de  un  mis- 
mo filero,  según  la  naturaleza  de  las  acciones  que  se  ejercitan;  y  no  tie- 
nen, por  tanto,  aplicación  al  caso  en  que  la  contienda  versa  entre  Jueces 
de  distinto  fuero.  (6  y  tt  de  Mayo  de  1857.) 

No  habiendo  sumisión  expresa  ni  tácita  á  Juez  determinado,  tiene  que 
resolverse  la  competencia  conforme  á  las  reglas  del  art.  308  de  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial.  (43  de  Junio  de  4874.) 

ACCIONES  PERSONALES. 

Acción  personal  es  la  que  corresponde  á  alguno  para  exigir  de  otro  el 
cumplimiento  de  cualquiera  obligación  que  contrajo,  ya  sea  que  ésta  di- 
mane de  contrato,  cuasi-contrato  ó  nudo  pacto,  ya  de  delito  ó  cuasi 
delito. 

Se  dice  personal,  porque  nace  de  una  obligación  puramente  personal; 
y  así  es  que  se  dá  contra  la  persona  obligada  ó  su  heredero  que  le  repre- 
senta, mas  no  contra  un  tercer  poseedor. 

El  que  entabla  la  acción  personal,  pide  que  se  condene  al  demandado 
á  dar  ó  hacer  aquello  á  que  se  obligó,  ó  á  pagar  los  perjuicios,  si  no  pu- 
diere darlo  ó  hacerlo;  y  en  consecuencia  ha  de  acreditar  la  obligación  en 
cuya  virtud  demanda,  y  que  ésta  no  se  cumplió  por  el  demandado. 

La  competencia  en  la  acción  personal,  fácilmente  se  comprende  que  ha 
de  ser  el  domicilio:  esta  acción  si^ie  á  la  persona  de  una  manera  tan  ab- 
soluta, que  con  razón  decia  Loiseau,  ejus  ossibns  hareí  uí  lepra  cuti. 
Esto  no  obsta  para  que  si  hay  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación, 
sea  el  Juez  del  mismo  el  preferido. 

Nos  parecen  acertadas  las  disposiciones  del  artículo  que  comen- 
tamos. 

El  ntim.  4®  de  este  artículo,  está  copiado  sin  alteración  alguna  del 
número  4**,  art.  308  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial;  por  con- 
siguiente, al  aceptar  el  Legislador  el  mismo  concepto  que  esa  ley  vigente, 
expresándose  en  las  mismas  palabras,  debe  entenderse  que  está' conforme 
con  la  interpretación  que  le  habia  dado  la  jurisprudencia:  esto  supuesto, 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  declarado  por  sentencia  de  24  de 
Marzo  de  4877,  que  «es  incuestionable,  que  donde  se  celebra  el  contrato 
de  compra-venta  y  el  vendedor  entrega  la  cosa,  es  el  lugar  en  que  el 
comprador  debe  cumplir  la  obligación  respectiva  de  satisfacer  el  precio, 
sin  necesidad  de  que  se  haya  pactado  expresamente»;  por  consiguiente, 
en  tal  caso,  también  es  pues  competente  el  del  lugar  donde  se  haya  cele- 
brado la  compra-venta,  cuando  no  se  hubiese  pactado  cosa  en  contrario. 

Según  el  art.  44  de  la  ley  Municipal  de  4877,  (de  acuerdo  con  lo  dis- 

Snesto  en  las  Reales  órdenes  de  20  de  Agosto  de  4849  y  de  30  de  Agosto 
e  4853),  el  lugar  en  que  el  español  tiene  su  residencia,  es  el  de  su  do- 
micilio. 

JvHsprudencia. — ^El  fuero  del  domicilio  es  el  general  y  preferente. 
(34  de  Mayo  de  4854.) 

Es  también  personal  así  en  su  forma  como  en  su  objeto,  la  que  se  di- 
rige á  exigir  el  cumplimiento  de  una  obligación  contraída  por  el  esposo 
de  aumentar  la  dote  de  su  esposa,  debiendo  aquella  cumplirse  en  el  lugar 
del  domicilio  de  los  cónyuges.  (22  de  Setiembre  de  4856.) 

En  el  contrato  de  trasporte,  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación 
es  aquel  en  que  d^e  ser  entregada  la  cosa.  (44  de  Octubre  de  4856.) 
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Las  acciones  personales  deben  entablarse  y  seguirse  en  el  lugar  del 
domicilio  de  la  persona  obligada.  (3  de  Abril  de  1857  y  30  de  Enero 
de  1865.) 

Cuando  en  las  letras  de  cambio  se  expresa  el  domicilio  del  pagador, 
ese  es  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y  el  Juez  del  mismo 
es  el  competente  para  conocer  de  la  acción  personal  que  nace  de  aquella. 
(3  de  Abril  de  4857.) 

Las  cuestienes  sobre  si  la  competencia  es  del  Juez  del  domicilio,  ó. del 
lugar  en  que  se  debe  cumplir  la  obligación,  sólo  pueden  ser  objeto  de 
controversia  cuando  contiendan  Jueces  una  misma  jurisdicción.  (6  de 
Mayo  de  1857.) 

Para  demandar  en  virtud  de  acción  personal,  es  preciso  acudir  al  do- 
micilio del  demandado,  cuando  no  se  ha  designado  otro  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación  por  que  se  demanda»  (5  de  Agosto  de  1857,  5  de 
Marzo,  10  de  Setiembre  y  20  de  Octubre  de  1863.) 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3**,  art.  5®  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejercitan  acciones  per- 
sonales, es  Juez  competente,  con  preferencia  exclusiva^  el  del  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  obligación:  si  no  se  hubiere  designado  dicho  logar, 

Sodrá  elegir  el  demandante  entre  el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  el 
el  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él  dicho  demandado,  aunque  sea 
accidentalmente,  puede  ser  allí  emplazado;  pero  á  falta  de  esta  circuns- 
tancia, es  indispensable  acudir  al  Juez  del  domicilio,  y  carece  por  tanto  en 
tal  caso  el  demandante  de  dicha  elección.  (26  de  Junio  y  5  de  Agosto 
de  1857,  29  de  Setiembre  y  23  de  Diciembre  de  1858,  3  de  Febrero  de  1859, 
23  de  Jubo  de  1860,  7  de  Marzo  de  1864,  11  de  Abril,  19  de  Julio  y  12  de 
Setiembre  de  1866,  etc.). 

La  acción  personal  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  cesión  de 
bienes  estipulada,  no  puede  establecerse  en  el  Juzgado  del  lugar  donde 
radioue  la  cosa  cedida,  sino  en  el  del  domicilio  del  cedente.  (23  de  Di- 
ciemnre  de  1858.) 

La  demanda  para  que  se  eleve  á  instrumento  público  un  pacto  ó  pro- 
mesa de  cesión  de  bienes,  no  es  otra  cosa  que  el  ejercicio  de  una  acción 
meramente  personal  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  que  se  fun- 
da, y  no  está  en  el  arbitrio  del  demandante  acudir  al  Juez  del  lugar  en 
oue  radican  los  bienes,  porque  hasta  que  se  formalice  el  contrato,  nmgiin 
derecho  tiene  sobre  los  mismos  bienes.  (23  de  Diciembre  de  1858.) 

Cuando  una  persona  se  obliga  á  remitir  á  otra  alguna  cosa,  el  lugar 
donde  reside  la  última,  es  el  del  cumptimiento  de  la  obligación.  (24  de 
Enero  de  1859.) 

En  las  obligaciones  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa  en  determinado  lugar, 
es  Juez  competente  el  del  territorio  donde  se  encuentre  éste  comprendido^ 
aunqne  la  acción  intentada  sea  personal.  (3  de  Febrero  de  \Sb9,) 

Cuando  varias  personas  tienen  que  responder  de  una  misma  obligación 
personal,  aunoue  sea  como  herederos  de  otra,  es  potestativo  en  el  deman- 
dante acudir  al  Juez  del  domicilio  de  cualquiera  de  ellos,  y  ante  él  tienen 
que  c<^mparecer  las  demás,  por  no  poderse  dividir  la  continencia  de  la  cau- 
sa. <25  de  Febrero  de  1859.) 

Para  que  se  entienda  legalmente  trasladado  el  domicilio  ó  vecindad 
de  uno  á  otro  pueblo,  es  indispensable  que  el  interesado  haya  manifesta- 
do plenamente  su  voluntad  ante  la  autoridad  local  de  su  nueva  residencia, 
conforme  á  las  Reales  órdenes  de  20  de  Agosto  de  1849  y  30  del  mismo 
mes  de  1853,  y  á  la  jurisprudencia  estíd)lecida  por  el  propio  Tribunal  Su- 
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premo,  sin  que  obste  para  ello  el  míe  el  indmduo  de  quien  se  trate,  con- 
tinué inscrito  en  las  listas  electorales  de  sn  antiguo  domicilio:  en  caso  de 
duda,  debe  decidirse  á  favor  del  Juez  del  luffar  en  que  el  demandado  tenia 
la,  vecindad,  con  casa  abierta,  pagando  la  contribución  de  consumos, 
cuando  se  verificó  el  acto  de  concniacioQ  (8  de  Marzo  y  18  de  Noviembre 
de  4859,  26  de  Marzo  de  1861,  7  de  Agosto  y  21  de  Noviembre  de  1862). 

También  pertenecen  á  esta  clase  las  acciones  que  nacen  del  contrato  de 
arrendamiento,  y  por  consiguiente,  es  Juez  competente  para  conocer  de 
ellas,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse,  y  no  estando  designado,  el  del 
domicilio  del  demandado,  si  este  no  se  halla  accidentalmente  donde  se 
otorgó  el  contrato.  (30  de  Setiembre  de  1859]. 

Pertenece  á  la  clase  de  acciones  personales,  el  demandar  el  valor  de 
mercancias  extraviadas  que  se  entregaren  al  capitán  de  una  nave  para 
transportarlas  al  punto  determinado  (24  de  Setiembre  de  1861). 

Sé  ha  de  atender  lo  primero  al  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obli- 
gación. (19  de  Setiembre  de  1862). 

Ejercitándose  acción  personal  y  pactándosa  el  pago  en  un  lugar  deter- 
minado, es  indudable  la  competencia  del  Juez  de  éste.  (28  de  Diciembre 
de  1863). 

Para  el  efecto  de  la  competencia  debe  reputarse  que  el  demandado  se 
halla  en  el  lugar  del  contrato,  y  que  puede  ser  allí  emplazado  cuando 
tiene  en  él  su  representante,  con  quien  se  celebró  el  mismo  contrato,  ha- 
bilitado además  del  oportuno  poder  para  transigir,  comprometer  y  com- 
parecer en  juicio  como  actor  ó  demandado  en  nombre  de  aquel.  (29  de 
Diciembre  1860). 

Cuando  se  pide  el  cumplimiento  de  una  obligación  sobre  pago  de  can- 
tidad, se  entiende  por  lugar  de  su  realización,  aquel  en  que  la  cantidad 
deba  ser  entregada  ó  recilMda.  (23  de  Julio  de  1860). 

Por  domicilio  se  entiende  el  punto  donde  habitualmente  se  reside,  mien- 
tras no  se  manifiesta  intención  de  abandonarlo.  (18  de  Agosto  de  1864). 

Aunque  la  acción  intentada  sea  la  personal,  goza  de  preferencia  para 
xonocer  de  ella  el  Juez  del  lugar  en  que  deba  cumplh^e  la  obligación.  (3 
de  Febrero  de  1859,  23  de  Julio  de  1860,  8  de  Marzo  de  1865  y  12  de  Se- 
tiembre de  1866.) 

Mientras  no  conste  de  una  manera  terminante  que  uno  ha  trasladado  su 
domicilio  de  un  punto,  es  Juez  competente  para  conocer  de  las  demandas 
que  contra  él  se  intenten ;  el  del  lugar  donde  tenga  su  casa  abierta.  (22 
de  Noviembre  de  1862). 

También  lo  es,  la  que  se  ejercita  demandando  el  pago  de  varias  canti- 
dades prestadas,  de  mejoras  hechas  en  una  finca  y  de  perjuicios  ocasiona- 
dos por  haberse  privado  de  ella  al  arrendatario  ó  aparcero.  (19  de  Mayo 
de  1862). 

Es  también  personal  la  acción  intentada  para  que  se  declare  á  uno  hijo 
natural  de  una  persona  que  ^a  ha  fallecido,  y  nace  de  ella  la  existencia 
de  derechos  contra  la  herencia,  en  perjuicio  ae  los  herederos,  siendo  por 
tanto  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  ó 
«1  del  domicilio  de  los  mismos  nerederos  demandados.  (12  de  Dieiembre 
de  1861). 

También  pertece  á  esta  clase  la  acción  dirigida  á  obtener  la  reseisioQ 
de  un  contrato,  y  es  Juez  competente  para  conocer  de  ella,  el  del  domici- 
lio del  demandado.  (28  de  Marzo  de  1865). 

No  es  necesario  que  se  fije  expresamente,  si  es  que  se  ejercita  acción 
personal,  el  lugar  en  que  ha  de  cumplirse  la  obligación  si  aparece  mani- 
ata la  voluntad  de  los  contratantes  en  esta  parte;  tanto  más,  si  esta  ma- 
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nifestacion  se  confirma  por  hechos  posteriores.  (11  de  Enero  de  1866).. 

No  es  necesario  que  los  interesados  expresen  señaladamente  el  higar  en 
que  ha  de  cumplirse  la  obligación;  pues  la  ley  no  lo  exije,  sino  que  basta 
que  se  indique.  (16  de  Enero  de  1866). 

Cuando  no  se  designa  expresamente  con  una  escritura  de  obligación, 
el  lugar  del  cumplimiento  de  ésta,  debe  tenerse  por  tal  aquel  en  que  haya 
de  verificarse  la  entrega  de  la  cosa.^(2l8  de  Febrero  de  1862). 

£1  lugar  donde  debe  cumplirse  y  por  consiguiente  demandarse  el  pago 
de  los  jornales  de  un  obrero,  es  aquel  en  que  éste  prestó  su  trabajo.  (9  de 
Setiembre  de  1862). 

En  el  lugar  donde  principió  á  cumplirse  una  obligación,  debe  tener  su 

Serfecto  término,  si  en  el  pacto  no  existe  nada  que  se  oponga  á  esta  fuñ- 
ada inteligencia.  (18  de  Agosto  de  1863). 

Cuando  el  cumplimiento  de  una  obligación  pueda  efectuarse  tanto  en 
el  domicilio  del  deudor  como  en  el  lugar  del  contrato,  no  se  entiende  que 
hay  determinado  un  punto  fijo  donde  precisamente  deba  cumplirse  aque- 
lla: en  tal  caso  la  elección  no  puede  ser  del  deudor,  y  es  potestativo  en  el 
demandante  acudir  al  Juez  del  domicilio  del  demandado,  ó  al  del  lugar 
del  contrato,  si  puede  allí  ser  emplazado;  y  no  pudiendo  serlo,  el  ilnico 
.Juez  competente  es  el  del  domicilio  del  deudor.  (15  de  Febrero  y  29  de  Di- 
ciembre ae  1860). 

Para  el  ejercicio  de  la  acción  personal,  no  puede  determinarse  la  com- 
petencia de  jurisdicción  por  el  lugar  en  'c^ue  se  deba  cumplir  la  obliga- 
ción, cuando  la  demanda  no  tiene  este  objeto;  sino  el  de  la  nulidad  del 
contrato  que  se  supone  haber  mediado:  en  este  caso  no  hay  otro  fuero  que 
el  del  domicilio  del  demandado.  (7  de  Mayo  de  1864). 

Del  contrato  de  seguro  nace  una  acción  puramente  personal,  que  pue- 
de utilizarse  contra  quien  represente  á  la  sociedad  aseguradora  conforme 
á  sus .  estatutos,  y  para  la  competencia  ha  de  estarse  á  lo  que  dispone  di- 
cho art.  5*»  de  la  ley  de  1855.  (14  de  Febrero  de  1863). 

Prescriben  á  los  20  años  las  acciones  personales.  (Sentencias  de  8  de 
Enero  de  1864,  17  de  Marzo  de  1865  y  4  de  Diüembre  de  1866.) 

Se  ha- de  atender  lo  primero  al  lugar  donde  dd)a  cumplirse  la  obliga- 
ción. (Sentencia  de  8  de  Julio  de  1867.) 

Surte  filero  en  primer  lugar  para  el  ejercicio  de  las  acciones  persona- 
les, el  del  lugar  en  que  la  obligación  deba  cumplirse.  Sólo  á  falta  de  este 
puede  atenderse  al  del  domicilio  ó  al  del  contrato.  (Sentencia  de  18  de 
Junio  de  1870.) 

El  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  este,  á  . 
elección  del  demandante,  el  domicilio  del  demandado  ó  el  lugar  del  con- 
trato, si  hallándose  en  él,  aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  empla- 
zado. (Sentencia  de  l^de  Octubre  de  1870.)  • 

Es  Juez  competente  cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  el  del 
lu^r  en  oue  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del -demandante.  (Sentencia  de  31  de 
Diciembre  de  1870.) 

La  SLCcion  pro- socio  es  personal,  y  como  en  la  demanda  no  se  acredite 
el  lugar  donde  deba  cumplirse  el  contrato,  debe  entenderse  que  es  Juez 
competente  el  del  domicilio  del  demandado.  (Sentencia  de  1**  de  Abril  de 
4871.) 

El  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  contrato ,  si  hallándose  en  él, 
aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado.  (Sentencia  de  17  de 
Abñl  de  1871.) 

Una  pretensión  teniendo  sólo  por  objeto  obligar  á  un  hijo  á  que  preste 
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fw  conformidad  á  la  modificación  hecha  en  la  división  de  unos  mayo- 
razgos ó  exponga  Jos  agravios  que  le  origine,  no  puede  menos  que  esti- 
míHíse  como  deducida  en  virtud  de  acción  personal.  (Sentencia  de  5  de  Junio 
de  4871.) 

Las  sentencias  de  17  de  Abril,  14  de  Febrero,  20  de  Marzo,  9  de  Ju- 
nio y  4  de  Julio  de  4874  y  la  de  44  de  Febrero  de  4878,  repiten  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  4**  del  tít.  4**  de  este  artículo. 

ACCIONES  REALES. 

Acción  real  es  la  qiie  nace  de  alguno  de  los  derechos  llamados  reales, 
esto  es,  del  dominio  pleno  ó  menos  pleno,  de  la  sucesión  hereditaria,  de  la 
servidumbre,  ó  de  la  prenda  ó  hipoteca. 

Llámanse  reales  estos  derechos  porque  no  afectan  á  la  persona  sino  á 
la  misma  cosa,  fijándose  y  encamándose,  por  decirlo  así,  en  ella. 

Todas  las  acciones  reales  nos  competen  ó  se  nos  dan  contra  cualquier 
poseedor,  séanos  conocido  ó  desconocido,  hayamos  ó  no  tratado  con  él: 
lo  que  no  sucede  á  las  acciones  personales ,  las  cuales  se  nos  dan  contra 
las  pCTsonas  con  quienes  hemos  contratado  y  no  contra  terceras,     v 

Se  tiene  por  poseedor  contra  qxiien  podamos  ejercer  nuestras  acciones 
reales,  no  sólo  el  que  posee  actualmente  la  cosa,  sino  también  el  que  do- 
losamente ha  dejado  de  poseerla.  De  aquí  es  el  que  si  el  demandado  des- 
ttnye  maliciosamente  ó  pierde  por  su  culpa  la  cosa  que  es  objeto  del  liti- 
gio, df^e  pagar  el  valor  de  ella  con  los  daños  y  perjuicios,  según  júra- 
melo del  actor  y  previa  tasación  del  Juez.  (Ley  49,  tít.  2**,  Partida  3^.) 

Las  reglas  de  competencia  fijadas  en  el  artículo  que  comentamos  res- 
pecto á  las  acciones  reales,  nos  parecen  acertadas.  Los  bienes  muebles 
parece  que  siffuen  la  condición  de  las  personas:  los  inmuebles,  por  el  con- 
trarío (llamaoos  en  muchos  casos  y  por  esta  razón  raices),  siguen  la  re- 
gla m  síta^  tienen  situación  fija,  y  tramitándose  la  demanda  en  el  lugar 
en  que  están,  hay  mayor  facilidad  para  la  prueba. 

Jurisprudencia.— En^laiS  acciones  reales  la  elección  del  fuero  no  per- 
tenece al  demandado.  (5  de  Noviembre  de  4853.) 

Lo  prevenido  en  los  párrafos  primero  y  pemiltimo  del  art.  5®  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  se  refiere  á  las  acciones  reales  y  mixtas  que  direc- 
tamente se  interpongan,  y  no  á  las  que  incidentalmenle  se  deduzcan,  pues 
de  estas  debe  conocer  el  Juez  que  entienda  ó  hubiere  entendido  en  los  au- 
tos sobre  lo  principal.  (28  de  Octubre  de  4  858.) 

Es  real  la  acción  que  entabla  el  poseedop  de  bienes  inmuebles  para  li- 
brarlos de  un  gravamen  oue  sobre  ellos  pesa.  (27  de  Setiembre  de  4859.) 

La  demanda  de  reivindicación  del  dominio  útil  de  una  finca  envuelve 
«1  ejercicio  de  una  acción  real.  (34  de  Marzo  de  4860.) 

La  gestión  promovida  por  el  que  ganó  una  ejecutoria  sobre  mejor  de- 
recho á  los  bienes  de  una  herencia  ó  fundación  para  que  se  intime  á  un 
tercero,  poseedor  legítimo  de  una  de  las  fincas  que  por  aquélla  le  fueron 
adjudicadas,  á  fin  de  que  le  reconozca  por  dueño  de  ella  y  la  deje  á  su  dis- 
po^ion,  envuelve  el  ejercicio  de  una  acción  reivindicatoría,  y  real  por 
tanto.  Si  el  tercero  no  ftié  parte  en  aquel  pleito,  dicha  petición  es  una  de- 
manda nueva,  y  el  Juez  competente  para  conocer  de  ella  es  el  del  lugar 
donde  se  halle  la  finca,  conforme  al  párrafo  4**  del  artículo  5®  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  no  el  que  conoció  del  primer  juicio  ñor  radicar 
-en  su  jurisdicción  otra  de  las  nncas  reivindicadas.  (49  de  Diembre  de  4862 
y  5  de  Octubre  de  4863.) 

TOMO  I  8 
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Es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones reales  sobre  bienes  inmuebles,  el  del  lugar  en  que  esté  la  cosa  liti- 
giosa, ó  cualquiera  de  ellas  si  fuesen  varias,  (49  de  Diciembre  de  4862,  5 
de  Octubre  de  1863,  y  20  de  Setiembre  de  1865.) 

ACCIONES  MIXTAS. 

Mucho  se  ha  discutido  acéf ca  de  la  naturaleza  de  estas  acciones,  y  no 
falta  quien  asegura  que  no  existen,  qoe  sólo  hay  acciones  personales  y 
acciones  reales. 

Justiniano  no  hace  más  que  poner  ejemplos  de  esta  clase  de  acciones. 

Según  Ulpiano  son  mixtas,  porque  las  dos  partes  son  demandantes. 

Pothier  dice  que  lo  son,  porque  ademas  de  la  cosa  se  piden  daños  y 
perjuicios. 

Boncenne  y  también  Favard,  combaten  con  datos  irreñitables  estas 
teorías. 

Para  Voet,  las  acciones  mixtas  son  más  reales  que  personales,  y  para 
Vinio,  son  más  personales  que  reales. 

Thouret  en  su  proyecto  de  Enjuiciamiento  civil,  dijo  que  odas  acciones 
mixtas  quedaban  abrogadas».  Esto  era  quitar  muchas  espinas  á  la  zarza, 
observa  Boncenne. 

La  definición  más  general,  es  la  siguiente: 

Acción  mixta  es  la  oue  en  parte  es  real  y  en  parte  personal^  ó  la  que 
procede  juntamente  de  aerecho  real  y  personal:  por  ellí^  pedimos  la  resti- 
tución de  una  cosa  que  nos  pertenece,  y  la  satisfacción  ó  pago  de  lo  que  se 
nos  debe  por  razón  de  ganancias,  perjuicios  ú  otras  prestaciones  perso- 
nales. 

Ha  de  tenerse  presente  según  la  decisión  de  competencia  de  9  de  Fe- 
brero de  1864,  que  en  el  caso  de  que  se  ejerciten  en  una  demanda  acciones 
que  unas  sean  personales  por  sí  solas  y  otras  meramente  reales,  no  pueden^ 
amalgamarse  para  constituir  acción  mixta. 

La  competencia  en  las  acciones  mixtas,  debe  ser  la  de  las  acciones  rea- 
les y  la  dg  las  acciones  personales:  esto  es,  doble.  Así  lo  consigna  la  ley. 

Jurisprudencia. — Cuando  se  hace»uso  á  la  vez  de  una  acción  real  y 
de  otra  personal,  es  lo  mismo  que  ejercitar  una  acción  mixta,  y  en  este 
caso  es  Juez  competente  el  del  lugar  de  la  cosa  litigiosa,  si  el  demandante 
no  elige  el  del  domicilio  del  demandado.  (31  de  Marzo  de  1860.) 

Cuando  las  acciones  personales  ó  mixtas  que  se  intenten  no  procedan 
de  contrato  ú  obligación,  es  Juez  competente  el  del  domicilio  del  deman- 
dado ó  el  del  lugar  en  que  esté  la  cosa.  (21  de  Febrero  de  1860.) 

La  querellaría  inoficioso  testamento  es  una  especiede  petición  de  he- 
rencia que  se  deduce  contra  los  herederos  instituidos,  y  en  tal  concq>ta 
debe  clasificarse  de  mixta.  (6  de  Noviembre  de  1867.) 

También  lo  es  la  acción  en  virtud  de  la  cual  se  pide  la  liberación  de 
í^m  gravamen  que  pese  sobre  unos  bienes,  y  además  la  presentación  de  tí- 
tulos y  la  restitución  de  frutos.  (27  de  Setiembre  de  1857,) 

El  Juez  que  lo  es  á  la  vez  del  lugar  en  que  radica  la  fincha  reclamada  y 
del  domicilio  del  demandado,  es  el  competente  para  conocer  de  lasí  ac- 
ciones real  y  personal  deducidas  contra  el  mismo  (15  de  Diciembre 
de  1860.) 

La  constitución  de  hipoteca  en  un  contrato  de  préstamo,  produce  la 
acción  hipotecaria  ó  mixta,  que  participando  de  la  real,  pnede  intentarse 
en  el  lugar  donde  radica  la  cosa  hipotecada,  (22  de  Octubre  de  4858.) 
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Cuando  se  ejercitan  á  la  vez  una  acción  real  y  otra  personal,  que  son 
conjuntas,  se  está  en  el  mismo  caso  que  si  se  ejercitara  una  acción  mixta, 
'  es  potestativo  en  el  demandante  elegir  el  Juez  del  domiciliq  del  deman- 
ado,  ó  el  del  lugar  de  la  cosa  conforme  al  párrafo  i°  del  art.  5**  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  (27  de  Setiembre  de  1859  y  30  de  Diciembre 
de  1860.)       . 

En  igual  caso  se  halla,  por  participar  del  doble  carácter  de  real  y  per- 
sonal, la  acción  por  la  que  se  reclama  el  abono  de  obras  ejecutadas  en  un 
ferro-carril,  la  continuación  de  las  mismas  y  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios.  (5  de  Mayo  de  1860.) 

Acción  mixta  es  la  que  es  en  parte  real  y  en  parte  personal,  ó  la  que 
procede  juntamente  de  derecho  real  y  personal.  (9  de  Febrero  de  1864.) 

Cuando  se  ejercitan  á  la  vez  diferentes  acciones,  unas  por  sí  solas  per- 
sonales y  otras  meramente  reales,  no  pueden  ainalgamarse  para  constituir 
una  acción  mixta,  y  no  procede,  por  tanto,  la  elección  entre  el  lugar  de 
la  cosa  y  el  del  domicilio  del  demandado,  que  concede  al  actor  el  pár- 
rafo 4**  del  artículo  5**  de  la  ley  de  Enjuiciamiwito  civil  de  1855,  d^ien- 
do  en  tal  caso  conocer  del  pleito  el  Juez  del  lugar  de  la  cosa,  como  de 
competencia  preferente,  en  consideración  á  la  acción  real.  (9  de  Fd^rero 
de  1864.) 

El  demandante  por  acción  mixta,  á  cuya  clase  pertenece  la  de  petición 
de  herencia  y  de  mejor  derecho  á  un  vínculo  con  abono  de  frutos  y  ren- 
tas, está  en  su  derecho  interponiendo  la  demanda  ante  el  Juez  del  lugar  en 
que  radica  la  cosa  reclamada,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  dicho  pár- 
rafo 4^  del  artículo  5**.  (21  de  Diciembre  de  1866.) 

£n  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  es  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas,  ó  el  del  domicilio  del  demandado  á 
elección  del  demandante.  (4  de  Mayo  d6  1877,  8  de  Julio  de  1878  y  28  de 
Noviembre  de  1878.) 

Art.  63.  Para  determinar  la  competencia,  fuera  de  los  casos 
'expresados  en  los. artículos  anteriores,  se  seguirán  las  reglas 
siguientes: 

1*  En  las  demandas  sobre  estado  civil,  será  Juez  compe- 
tente el  del  domicilio  del  demandado. 

•2*  En  las  denaandas  sobre  rendición  y  aprobación  de  las 
cuentas  que  deban  dar  los  administradores  de  bienes  ajenos, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  donde  deban  presentarse 
las  cuentas,  y  no  estando  determinado,  el  del  domicilio  del 
poderdante  ó  dueño  de  los  bienes  ó  el  del  lugar  donde  se  des- , 
empeñe  la  administración,  á  elección  de  dicho  dueño. 

3*  En  las  demandas  sobre  obligaciones  de  garantía  6  com- 
pleniento  de  otras  anteriores,  será  Juez  competente  el  que  lo 
sea  para  conocer,  ó  esté  conociendo,. de  la  obligación  principal 
sobre  que  recayeren. 

4*  En  las  demandas  de  reconvención,  será  Juez  competente 
el  que  esté  conociendo  d^  la  que  hubiere  promovido  el  litigio. 
No  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  valor  pedido  en  la  re- 
convención excediere  de  la  cuantía  á  que  alcancen  las  atribu- 
<;iones  del  Juez  que  entendiere  en  la  primera  demanda,  ea 
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cuyo  caso  éste  reservará  al  actor  de  la  reconvención  su  dere- 
cho para  que  ejercite  su  acción  donde  corresponda. 

5*  En  los  juicios  de  testamentaría  ó  ab-íntestato.  será  com-^ 
pétente  el  Juez  del  lugar  en  que  hubiere  tenido  el  finado  su 
último  domicilio. 

Si  lo  hul^iere  tenido  en  país  extranjero,  será  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  de  su  último  domicilio  en  España,  ó  donde 
estuviere  la  mayor  parte  de  sus  bienes. 

No  obstará  esto  á  que  los  Jueces  de  primera  instancia  ó 
municipales  del  lugar  donde  alguno  falleciere,  adopten  las 
medidas  necesarias  para  el  enterramiento  y  exequias  del  di- 
funto, y  en  su  caso  á  que  los  mismos  Jueces  eü  cuya  jurisdic- 
ción tuviere  bienes,  tomen  las  medidas  necesarias  para  asegu- 
rarlos y  poner  en  buena  guarda  los  libros  y  papeles,  remitien- 
do las  diligencias  practicadas  al  Juez  á  quien  corresponda  co- 
nocer de  la  testamentaría  ó  ab-inúesúato,  y  dejándole  expedita, 
.su  jurisdicción. 

6*  Se  regirán  también  por  la  regla  anterior  los  juicios  de 
testamentaría  que  tengan  por  objeto  la  distribución  de  los  bie- 
nes entre  los  pobres,  parientes  ú  otras  personas  llamadas  por 
el  testador,  sin  designarlas  por  sus  nomores. 

Cuando  el  juicio  tenga  por  objeto  la  adjudicación  de  bienes- 
de  capellanías  ó  de  otras  fundaciones  antiguas,  será  Juez  com- 
petente el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya  jurisdicción  es- 
tén sitos  los  bienes,  á  elección  del  demandante. 

7*  En  las  demandas  sobre  herencias,  su  distribución,  cum- 
plimiento de  legados,  fideicomisos  universales,  reclamaciones^ 
de  acreedores  testamentarios  y  hereditarios,  mientras  estuvie- 
ren pendientes  los  autos  de  testamentaría  ó  ad-inúesúatOy  será 
Juez  competente  el  que  conociere  de  estos  juicios.  '  - 

8*  En  los  concursos  de  acreedores  y  en  las  quiebras,  cuando 
fijere  voluntaria  la  presentación  del  deudor  en  este  estado, 
será  Juez  competente  el  del  domicilio  del  mismo.  • 

9*  En  los  concursos  ó  quiebras  promovidos  por  los  acreedo- 
res, el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  que  se  esté  conociendo^ 
de  las  ejecuciones. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domicilio  del  deudor,  si  éste 
ó  el  mayor  número  de  acreedores  lo  reclamasen.  Én  otro  caso, 
lo  será,  aquel  en  que  antes  se  decretare  el  concurso  ó  la  quiebra. 

10.  En  los  litigios  acerca  de  la  recusación  de  arbitros  y  ami- 
gables componedoi'es,  cuando  ellos  no  accedieren  á  la  recusa- 
ción, será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  resida  el  re- 
cusado. 

11.  En  los  recursos  de  apelación  contra  los  arbitros,  en  lo» 
casos  en  que  coriresponda  según  derecho,  será  competente  la 
Audiencia  del  distrito  á  que  corresponda  el  pueblo  en  que  se- 
haya  fallado  el  pleito. 
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12.  En  los  embargos  preventivos  será  competente  el  Juez 
del  partido  en  que  estuvieren  los  bienes  que  se  hubieren  de 
embargar,  y  á  prevención,  en  los  casos  de  urgencia,  el  Juez 
municipal  del  pueblo. en  que  se  hallaren. 

13.  En  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  de  desa- 
hucio ó  de  retracto,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
estuviere  sita  la  cosa  litigiosa,  ó  el  del  domicilio  áel  demanda- 
do, á' elección  del  demandante. 

14.  En  el  interdicto  de  adquirir,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes,  ó  aquel  en  que  radique  la 
testamentaría  ó  ab-intestato,  ó  el  domicilio  del  finado. 

15.  En  los  interdictos  de  retener  y  recobrar  la  posesión,  en 
los  de  obra  nueva  y  obra  ruinosa,  y  en  los  deslindes,  será  Juez 
<5ompetente  el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  objeto  del  in- 
terdicto ó  deslinde. 

16.  En  los  expedientes  de  adopción  ó  abrogación,  será  Juez 
<;ompetente  el  del  domicilio  del  adoptante  ó  arrogador.        , 

17.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  de 
tutores  ó  curadores  para  los  bienes  y  excusas  de  estos  cargos, 
será  Juez  competente  el  del  domicilio  del  padre  ó  de  la  madre 
<5uya  muerte  ocasionare  el  nombramiento,  y  en  su  defecto  el 
del  domicilio  del  i^fienor  ó  incapacitado,  ó  el  de  cualquier  lugar 
«n  que  tuviere  bienes  inmuebles. 

18.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  de 
curadores  para  pleitos,  será  competente  el  Juez  del  lugar  en 
que  los  menores  ó  incapacitados  tengan  su  domicilio  ó  el  del 
lugar  en  que  necesitaren  comparecer  enjuicio. 

19.  En  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  relati- 
vas á  la  gestión  de  la  tutela  ó  curaduría,  en  las  excusas  de  es- 
tos cargos  después  de  haber  empezado  á  ejercerlos,*y  en  las 
demandas  de  remoción  de  los  guardadores  como  sospechosos, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  adminis- 
trado la  guardaduría  en  su  parte  principal,  ó  el  del  domicilio 
del  menor. 

20.  En  los  depósitos  de  personas,  será  Juez  competente  el 
que  conozca  del  pleito  ó  causa  que  los  motive. 

Cuando  no  hubiere  autos  anteriores,  será  Juez  competente 
«1  del  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  depositada. 

Cuando  circunstancias  particulares  lo  exigieren,  podrá  de- 
cretar interina  y  provisionalmente  el  depósito  el  Juez  munici- 
pal del  lugar  en  que  se  encontrare  la  persona  que  deba  ser 
depositada,  remitiendo  las  diligencias  al  de  primera  instancia 
«competente,  y  poniendo  á  su  disposición  la  persona  depositada. 

21.  En  las  cuestiones  de  alimentos,  cuando  éstos  se  pidan 
ii^cidentalmente  en  los  casos  de  depósitos  de  personas  ó  en  un 

juicio,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  tenga  su  do- 
micilio aquel  á  quien  se  pidan. 
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22.  En  las  diligencias  para  elevar  á  escritora  pública  lo» 
testamentos,  codicilos  ó  memorias  otorgados  verbalmente,  6 
los  escritos,  sin  intervención  de  Notario  público,  y  en  las  que 
hayan  de  practicarse  para  la  apertura  de  los  testamentos  ó  co- 
dicilos cerrados,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se 
hubieren  otorgado  respectivamente  dichos  documentos. 

23'.  En  las  autorizaciones  para  la  venta  de  bienes  de  meno- 
res ó  incapacitados,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que^ 
los  bienes  se  hallaren,  ó  el  del  domicilio  de  aquellos  á  quienes 
pertenecieren. 

24.  En  los  expedientes  que  tengan  por  objeto  la  adminis' 
tracion  de  los  bienes  de  un  ausente,  cuyo  paradero  se  ignore,, 
será  Juez  competente  el*  del  último  domicilio  que  hubiere  te- 
nido en  territorio  español.  * 

25.  En  las  informaciones  para  dispensas  de  ley,  y  en  la» 
habilitaciones  para  comparecer  en  juicio,  cuando  por  derecho 
se  requieran,  será  Juez  competente  el  del  domicilio  *  del  quo 
las  solicitare. 

26.  En  las  informaciones  para  perpetua  memoria,  será  Juea 
competente  el  del  lugar  en  que  hayan  ocurrido  los  hechos,  ó 
aquel  en  que  estén,  aunque  sea  accidentalmente,  los  testigos 
que  hayan  de  declarar. 

Cuando  estas  informaciones. se  refieran  al  estado  actual  do 
cosas  inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  es- 
tuvieren sitas. 

27.  En  los  apeos  y  prorateos  de  foros  y  posesión  de  bienes 
por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  donde  radique  la  mayor  parte  de  las  fincas.  (Le^ 
org.  del  P.  /.,  art.  309.) 

Las  reglas  generales  para  fijar  las  competencias  consignadas  en  el  ar- 
tículo 62,  no  pueden  ser  bastantes  para  resolver  todos  los  casos  que  se 
presenten  en  la  práctica,  pues  según  se  advierte,  leyendo  las  prescrip- 
ciones de  los  artículos  63,  64,  65,  66,  67,  68,  69  y  70,  habría  muchas 
ocasiones,  en  que  no  hallándose  determinada,  concreta  y  especialmente, 
la  competencia,  no  se  sabria  á  que  atenerse  ni  sobre  qué  bases  fundar  la 
declaración  de  competente  á  favor  de  un  Juez  ó  Tribunal  cualquiera. 

En  este  artículo  63  se  encuentran  comprendidas  la  mayor  parte  de 
esas  reglas  especiales,  cuya  necesidad  hacemos  notar,  y  en  él  se  estable- 
ce lo  prescrito  en  el  309  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  y  se  sigue 
á  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento. 

Y  en  todas  las  reglas,  fijadas  domina  el  criterio  que  determina  las  ge- 
nerales consignadas  en  el  art.  62,  porque  cuando  se  trata  de  acciones 
personales,  se  declara  competente  al  Juez  del  lugar  en  que  ha  de  cum- 
plirse la  obligación  ó  al  del  domicilio  del  demandado;  cuando  de  acciones 
mixtas  el  del  lugar  én  que  se  hallen  las  cosas  ó  también  el  del  domicilio 
del  demandado;  y  para  ciertos  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  el  del  do- 
niicilio  de  la  persona  interesada  ó  de  quien  se  exija  el  acto  de  que  se  trate, 
Á.  no  ser  que  como  en  las  informaciones  sobre  el  estado  de  cosas  inmue^ 
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bles  se  fije  la  competencia,  lógicamente,  á  favor  del  Juez  del  lugar  en  que 
estuvieren  sitas. 

Por  lo  tanto,  estriba  la  verdadera  importancia  de  las  reglas  de  este  ar- 
tículo en  que  especifican  convenientemente  diversos  casos  que  en  la  prác- 
tica podrían  dar  lugar  á  dudas. 

Diremos,  por  ultimo,  que  las  señaladas  con  los  nümeros  2,  6,  16,  2 i 
y  27,  están  tomadas  de  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo;  y  que  en 
cambio  se  ha  omitido  Ja  regla  señalada  con  el  núm.  20  en  el  art.  309  ci- 
tado de  la  ley  org.  del  P.  J.  que  daba  la  competencia,  tratándose  de  la 
acumulación  de  autos,  al  Juez  que  conociere  de  los  más  antiguos,  salvas 
algunas  excepciones  que  en  el  mismo  se  consignan. 

Jurisprudencia. — Con  arreglo  al  art.  309  de  la  ley  de  organización  del 
Poder  Judicial,  en  las  demandas  sobre  estado  civil,  será  fuero  competente 
el  del  domicilio  del  demandado.  (Sent.  de  18  de  Noviembre  de  1878.) 

El  obligado  á  dar  cuentas  en  virtud  de  un  contrato  por  el  que  se  en- 
cargó de  una  adminisftacion,  puede  ser  demandado  sobre  ellas  ante  el 
fuero  del  lugar  de  la  misma,  aun  cuando  se  halle  el  reconvenido  en  el  lu- 
gar donde  se  celebró  el  contrato.  (Sent.  de  12  de  Octubre  de  1853.) 

El  Juez  tiel  domicilio  del  difunto  es  el  competente .  pora  conocer  del 
juicio  de  testamentaría,  sin  perjuicio  de  la  sumisión  de  los  interesados  á 
otro  Juez  ordinario.  (Sents.  de  18  de  Noviembre  de  1858,  20  de  Setiem- 
bre y  9  de  Noviembre  de  ^860.) 

El  conocimiento  de  los  juicios  de  testamentaría  voluntarios  y  necesa- 
rios, y  las  reclamacioMs  á  que  dan  lugar,  corresponden  á  la  jurisdicción 
del  domicilio  del  difuim).  Dicha  regla  no  sufre  alteración  por  el  falleci- 
miento accidental  en  otro  pueblo,  y  menos  en  país  extranjero.  (Sent.  de 
U  de  Abril  de  1859.) 

El  Juez  competente,  para  conocer  de  la  testamentaría  de  un  finado,  es 
el  del  domicilio  de  éste.  (Sents.  de  24  de  Enero  y  6  de  Junio  de  1868. 
21  de  Agosto  de  1873.  17  de  Junio  He  1874.  16  de  Noviembre  de  1875.) 
El  Juez  competente  para  conocer  de  un  ab-intestato,  es  el  del  domici- 
lio del  difunto.  (Sents.  de  30  de  Junio  de  1859,  29  de  Setiembre  de  1864. 
24  de  Mayo  de  1877  y  30  de  Octubre  de  1878.) 

Según  la  regla  14  del  art.  309  de  la  ley  sobre  organización  del  Poder    • 
judifcial  en  los  interdictos  de  recobrar  la  posesión,  es  Juez  comnetente  el 
del  lugar  en  que  está  sita  la  cosa  objeto  del  interdicto;  y  en  el  caso  de 
ser  dudoso,  debe  atenderse  al  nrincipio  general  de  lo  que  sea  más  favora- 
ble á  los  demandados.  (Sent.  de  17  de  Mayo  de  1877.) 

Es  Juez  competente  para  el  depósito  de  las  personas,  el  que  conoce  del 
pleito  ó  causa  que  las  motivó.  (Sent.  de  2  de  Julio  de  1878.) 

Es  Juez  competente  para  conocer  sobre  el  depósito,  el  del  domicilio  de 

la  persona  que  deba  ser  depositada.  (Sent.  de  21  de  Setiembre  de  1878.) 

Si  circunstancias  especiales  lo  exigieren,  podrá  el  Juez  del  lugar  en 

oue  se  encontrase  cualquiera  persona  que  deba  ser  depositada,  decretar  el 

aepósito  interino.  (Sent.  cit.  de  21  de  Setiembre  de  1878.)  ' 

(El  gran  numeró  de  reglas  que  comprende  este  artículo,  hace  imposi- 
ble, dada  la  índole  de  este  libro,  la  recopilación  de  toda  la  jurispnidencia 
que  han  producido.  Hemos  consignado  algunas  citas  sobre  los  extremos 
más  importantes  y  remitimos  al  lector,  á  los  libros  especiales  de  jurispru- 
dencia en  cuanto  á  lo  demás  se  refiere.) 

Art.  64.  El  domicilio  de  las  mujeres  casadas,  que  no  estén 
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reparadas  legalmente  de  sus  maridos,  será  el  que  éstos 
tengan. 

El  de  los  hijos  constituidos  en  potestad,  el  de  sus  padres. 

El  de  los  menores  ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  ó  cura- 
tela,  el  de  sus  guardadores.  (Le^  org,  del  P,  /.,  art.  310. — 
Articulos  11  al  15  de  la  ley  Municipal  de  1870. — Reales  órdenes 
de  20  deAgosto  de  1849  y  30  de  Agosto  de  1853.; 

En  este  artículo  se  trata  exclusivamente  de  fijar  el  domicilio  de  per- 
sonas sujetas  á  potestad  ajena,  Ó  que  no  disfrutan  del  pleno  goce  de  los 
derechos  civiles,  y  siguiendo  la  Ley  á  la  del  Poder  judicial,  viene  á  adop- 
tar un  criterio  racional,  conforme  con  los  principios  del  mismo  derecoo 
civil.  Sabido  es,  en  efecto,  que  según  éste  la  esposa  no  separada  legal- 
mente de  su  marido,  y  los  hijos  constituidos  en  p^^estad,  tienen  obliga- 
ción de  vivir  con  el  esposo  y  los  padres  respectivamente,  y  que  los  me- 
nores ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  ó  cúratela,  tienen  por  sus  repre- 
sentantes y  administradores  de  su  fortuna  á  sus  guardadores.  Pues  la  ley, 
que  procura  fijar  detalladamente  el  domicilio  de  las  diversas  personas  que 
pueden  ser  demandadas,  atendiendo  á  su  (Jiferente  condición,  no  hace 
en  el  caso  presente  sino  seguir  y  establecer  los  principios  del  'derecho  ci- 
vil, las  prescripciones  de  las  leyes  administrativas,  y  aun  lo  que  práctica- 
mente se  ha  entendido  siempre,  porque  leyes  y  prácticas  han  admitido 
constantemente  que  la  mujer  y  los  hijos  tengan  |f  r  domicilio  el  de  su 
marido  y  el  de  sus  padres. 

Creemos,  no  obstante,  (Jue  esta  ley,  como  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial, incurre  en  una  contradicción  ó  deja  por  virtud  de  sus  disposiciones 
algo  oscura  la  determinación  del  lugar  en  que  ha  de  considerarse  que 
tienen  su  domicilio  el  menor  ó  incapacitado  sujetos  á  tutela  ó  cúratela. 

.En  el  artículo  presente,  adoptando  un  criterio  racional,  y  mucho  más 
desde  que  por  virtud  de  la  ley  de  Matrimonio  civil  de  4870  no  puede 
nombrar  tutor  el  padre  á  sus  hijos  para  mientras  la  madre  viva,  lo  cual 
hace  menos  probable  que  el  pupilo  esté  domiciliado  en  distinto  lugar  que 
el  guardador,  en  este  artículo  decimos,  expresa  que  el  domicilio  de  los 
menores  ó  incapacitados  será  el  de  sus  guardadores.  Pero  en  el  art.  63 
dice:  siguiendo  la  doctrina  consignada  en  el  párrafo  último  del  art.  5®  de 
la  ley  anterior,  que  en  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  reía- 
tivas  á  la  gestión  de  la  tutela  ó  curaduría,  en  las  excusas  de  estos  cargos 
después  de  haber  empezado  á  ejercerlos,  etc.,  etc.,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  se  hubiese  administrado  la  guardaduría  en  su  parte 
principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor;  }r  como  aquí  no  se  nombra  para 
nada  el  domicilio  del,  guardador,  y  más  bien  parece  que  se  dá  á  entender 
la  posibilidad  de  que  el  domicilio  del  menor  se^  distinto  que  el  de  su  tu- 
tor ó  curador,  consideramos  nosotros  que  la  ley  viene  á  producir  la  oscu- 
ridad de  que  al  principio  hablábamos.  ¿No  deberá  ser  siempre  el  domici- 
lio del  menor,  con  arreglo  al  art.  64,  el  de  su  guardador?  Pues  si  es  así, 
^por  qué  la  ley  al  referirse  precisamente  á  acciones  relativas  á  la  gestión 
de  la  tutela  ó  curaduría,  no  dice  cpie  será  Juez  competente  el  del  domici- 
lio  del  guafdador,  y  sí  el  del  domicilio  del  menor? 

Nosotros  entendemos  que  dada  la  prescripción  terminante  del  art.  64, 
el  menor  como  el  incapacitado,  no  pueden  tener  para  los  efectos  de  esta 
ley  otro  domicilio  que  el  de  sus  guardadores. 
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Jurisprudencia. —  La  doctrina  anterior  se  halla  consignada  en  las 
sentencias  de  30  de  Octubre  de  1868,  13  de  Julio  de  1869,  25  de  Mar- 
zo de  1870,  25  de  Setiembre  de  1871  y  5  de  Noviembre  de  1872. 

El  depósito  judicial  en  distinto  punto  en  que  la  mujer  se  halle  consti- 
tuida á  consecuencia  de  demanda  de  divorcio,  no  varía  legalmente  su  do- 
micilio }K)rque  dicho  depósito  es  provisional  y,  transitorio,  ínterin  no  se 
pronuncia  la  sentencia  de  divorcio.  (13  de  Julio  de  1869.) 

Art.  65.  El  domicilio  legal  de  los  comerciantes,  en  todo  lo 
que  concierne  á  actos  ó  contratoaí  mercantiles  y  á  sus  conse- 
cuencias, será  el  pueblo  donde  tuvieren  el  centro  de  sus  ope- 
raciones comerciales. 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mercantiles  á  su  cargo 
en  diferentes  partidos  judiciales,  podrán  ser  demandados  por 
acciones  personales  en  aquel  en  que  tuvieren  el  principal  es- 
tablecimiento, ó  én  el  que  se  hubieren  obligado,  á  elección 
del  demandante.  fLey  org.  del  P.  /.,  art.  SIL ) 

Nada  más  lógico  que  los  preceptos  de  este  artículo,  porque  no  sólo 
«e  conforman  con  las  prescripciones  del  Código  de  Comercio,  sino  que 
atendiendo  á  que  en  diversos  partidos  judiciales  ó  pueblos  pueden  los 
comerciantes  tener  establecimientos  ó  verificar  sus  operaciones,  se  da 

S referencia  en  ambos  casos  á  lo  principal,  considerando  que  en  el  centro 
e  operaciones,  ó  donde  más  tengan,  es  donde  más  deben  residir.  A  ma- 
yor abundamiento,  Ifliltima  prescripción  del  artículo  salva  algunos  in- 
convenientes que,  á  no  constar,  podrian  suscitarse,  y  por  lo  tanto  la  me- 
dida resulta  doblemente  aceptable. 

Jurisprudencia.  —  Estas  doctrinas  se  hallan  consignadas  en  las  sen-  * 
tencias  de  5  de  Octubre  y  12  de  Noviembre  de  1872,  20  de  Diciembre  de 
1875  y  17  de  Enero  y  13  de  Marzo  de  1876.     " 

Art.  66.  El  domicilio  de  las  compañías  civiles  y  mercanti- 
les, será  el  pueblo  que  como  tal  esté  señalado  en*  la  escritura 
4e  sociedad  ó  en  ios  estatutos  por  que  se  rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  estará  á  lo  establecido 
respecto  á  los  comerciantes. 

Exceptúanse  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
las  compañías  en  participación,  en  lo  que  se  refiera  á  los  liti- 
gios que  puedan  promoverse  entre  los  asociados,  respecto  á 
ios  cuales  se  estará  á  lo  que  prescriben  las  disposiciones  gene- 
rales de  esta  ley.  {Ley  org.  delP.  J,,art.  312.)      * 

También  los  primeros  preceptos  de  este  artículo  y  la  excepción  en  el 
último  párrafo  consignada,  tienen  lógica  razón  de  ser;  y  como  á  la  sim- 
ple lectura  se  nota,  guardan  analogía  y  congruencia  con  las  píescripcio- 
nes  del  artículo  anterior. 

Las  sociedades  civiles  y  mercantiles,  consideradas  como  personas  ju- 
rídicas, han  de  tener  por  domicilio,  en  primer  término,  el  pueblo  señalado 
>en  la  escritura  de  sociedad  ó  en  los  estatutos,  y  no  siendo  ninguno,  el  se- 
ñalado para  los  comerciantes,  en  general.  Y  cuando  se  trata  de  compañías 
en  participación  y  en  lo  referente  á  los  litigios  que  puedan  promoverse 
•^ntre  los  asociados,  ordena  la  misma  naturaleza  del  caso,  como  lo  haca 
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la  ley,  que  se  exceptúe  de  las  prescripciones  especiales  y  se  esté  á  lo  es-- 
tablecido-  como  regla  general. 

Art.  67.  £1  domicilio  legal  de  los  empleados  será  él  pueblo 
en  que  sirvan  su  destino.  Cuando  por  razón  de  él  ambularenf 
continuamente,  se  considerarán  domiciliados  en  el  pueblo  en 
que  vivieren  más  frecuentemente. /^Zey  iyrg,  delP,  J.,  art.  313.)^ 

Puesto  que  el  empleado  ha  de  residir  en  el  punto  de  su  destino,  natu- 
ral es  que  su  domicilio  sea  para  lo«  efectos  de  esta  ley,  el  punto  en  que* 
sirva  aíjuél.  Y  cuando  por  razón  del  mismo  destino  ambulare,  lógico  es  que 
su  domicilio  esté  en  el  punto  en  que  más  resida.  ¿Mas  será  posible  siempre 
determinar  en  qué  pueblo  vive  más  frecuentemente?  Algunos  casos  ha- 
brá en  que  nó  y  entonces  debe  atenderse  á  lo  que  determina  el  párrafo  t^ 
del  art.  69:  á  lo  menos  este  es  nuestro  parecer. 

Art.  68.  El  domicilio  legal  de  los  militares  en  activo  servi-- 
cio,  será  el  del  pueblo  en  que  se  hallaré  el  Cuerpo  á  que  per- 
tenezcan cuando  se  hiciere  el  emplazamiento.  {Ley  org,  del  P.  J, , 
art.  314.) 

El  milito  por  razón  de  su  profesión  no  tiene  domicilio  fijo:  por  lo 
tanto,  considerándole  domiciliado  en  el  pueblo  en  que  se  halle  el  cuerpo 
á  que  pertenezca  cuando  se  haga  el  emplazamiento,  se  sigue  un  principio 
lógico.  Para  evitar  dudas  creemos,  sin  embargo,  que  debiera  haberse  di- 
cho: el  pueblo  en  que  esté  prestando  servicio  cuanaa.  se  haga  el  enaplaza- 
miento. 

Art.  69.  En  los  casos  en  que  esté  señalado  el  domicilio  para 
surtir  fuero  competente,  si  el  que  ha  de  ser  demandado  no  lo 
tuviere  en  algún  punto  de  la  Península,  islas  Baleares  ó  Ca- 
narias, será  Juez  competente  el  de  su  residencia. 

Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni  residencia  fija,  podráa  ser 
demandados%n  el  lugar  en  que  se  hallen,  ó  en  el  de  su  última 
residencia,  á  elección  del  demandante.  {Ley  ory,  del  P,  J.y . 
<w^.  315.) 

En  este  artículo  se  establecen  ya  dos  reglas  generales,  que  después  de 
las  especiales  consignadas  en  los  anteriores,  han  de  resolver  infinitas  du- 
das. Acerca  de  ellas,  nada  tenemos  que  decir.  Por  la  primera  se  atiende  á 
salvar  un  grave  inconveniente  que  en  la  práctica  podyia  resultar.  La  se- 
gunda viene  siendo  admitida  desde  hace  mucho  tiempo  por  multitud  de 
leyes  y  disposiciones. 

Art.  70.  Las  precedentes,  disposiciones  de  competencia, 
comprenderán  á.  los  extranjeros  que  acudieren  á  los  Juzgado» 
españoles  promoviendo  actos  de  jurisdicción  voluntaria^  inter^ 
viniendo  en  ellos,'  ó  compareciendo  en  juicio  como  demaBdan¡- 
tes  (5  como  demandados,  contra  españoles  ó  contra  otro»  ex- 
tranjeros, cuando  proceda  que  conozca  la  jurisdicciotí  esf)año-~ 
la  don  arreglo  á  las  leyes  del  Reiüo  ó  á  los  tratados  Con  ottas 
potencias.  {Ley  org,  del  P.  J,y  art.  319.) 

Si  por-  los    tratados  ó  las  leyes  procede  que  conozca  la  jiu'isdíccion  «- 
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pañola  en  los  casos  á  que  el  artículo  se  refiere,  ¿qué  razón  podría  haber 
para  (pie  no  se  aplicaran  en  lo  posible  las  reglas  de  competencia  antes  e«- 
fad)lecidas? 

Ninguna,  y  por  es^el  legislador  manda  que  se  apliquen. 

Art.  71.  Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anteriores, 
se  entenderán  sin  perjuicio  de  lo  que  disponga  la  ley  para  ca- 
sos especiales.  {Ley  ant,  art.  6**.) 

Por  mucha  que  sea  la  previsión  del  legislador,  dicen  los  Sres.  Atard  y 
Cervellera,  es  imposible  de  todo  punto  en  la  naturaleza  humana  poder 
preveerlo  todo,  y  de  ahí  que  nosotros  consideremos  plausible  la  resolu- 
ción contenida  en  este  artículo  que  pern^ite  y  facilita  la  resolución  de  cual- 
quier conflicto  extraño  qu^  en  la  práctica  'pudiera  presentarse. 

Nosotros  hemos  de  decir,  que  este  precepto  es  tan  llano,  que  pudiera 
haberse  suprimido  sin  grave  inconveniente,  porque  es  sabido  y  no  puede 
ofrecer  duda  que  cuando  aparte  de  un  precepto  general  se  consigna  en  la 
ley  mío  especial  que  modifica  aquél,  el  especial  ha  de  considerarse  como 
excepción,  y  la  regla  general  no  es  aplicable  en  el  caso  excepcional. 

SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LAS  CUESTIONES  DE  COMPETENCU. 

Se  entiende  generalmente  por  cuestiones  de  competencia  las  contro- 
versias que  se  suscitan  entre  cfos  ó  más  Jueces  ó  Tribunales  sobre  á  ouál 
de  ellos  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio.  Pero  como  en  el  ar- 
tículo 74  se  prescribe  terminantemente  que  las  cuestiones  de  competen- 
cia en  los  asuntos  civiles  no  se  promoverán  de  oficio  en  ningún  caso,  y 
en  sección  y  título  distintos  de  ios  presentes  se  trata  de  los^  recursos  de 
queja  contra  las  Autoridades  administrativas  y  de  los  recursos  de  ftierza 
en  conocer  que  se  dan  contra  los  Tribunales  y  Jueces  eclesiásticos,  y  en 
«olo  dos  artículos  de  esta  sección  de  la  queja  que  puedan  elevar  los  Jue- 
ces j  Tribunales  eclesiásticos  contra  los  del  fuero  común,  pueden  definir- 
se, al  efecto  de  facilitar  ia  inteligencia  de  la  ley,  diciendo:  que  son  las 
pomovidas  por  cualquiera  de  las  personas  legalmente  autorizadas,  acerca 
« la  competencia  de  un  Juez  ó  Trinunal  de  la  jurisdicción  ordinaria,  para 
conocer  del  asunto  ó  negocio  de  que  se  trate. 

Art.  72.  Las  cuestiones  de  competencia  podrán  promover- 
se por  inhibitoria  ó  por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
se  considere  competente,  pidiéndole  que  dirija  oficio  al  que  se 
estime  no  serlo,  para  que  se  inhiba  y  remita  los  autos. ' 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el  Juez  ó  Tribunal  á 
quien  se  considere  incompetente  pidiéndole  que  se  separe  del 
conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  al  tenido  por  com- 
petente. (Lep  org.  del  P.  /.,  arts.  357,  358  y  359.— Z^y  anU^ 
crí.82.) 

Inhibitoria,  según  se  deduce  de  las  palabras  del  segundo  párrafo  de 
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este  artículo  y  conforme  se  ha  entendido  siempre,  es  la  petición  que  el  que 
ha  sido  demandado  ante  un  Juez,  á  quien  cree  incompetente,  hace  al  que 
considera  competente  para  que  le  ampare,  y  sosteniendo  al  mismo  tiempo 
su  jurisdicción,  reclame  de  aquel  el  c*onocimiento  del  negocio  invitándole 
á  que  se  inhiba  y  le  remita  los  autos;  y  declinatoria,  según  se  deduce 
también  de  las  palabras  del  tercer  párrafo  del  artículo  y  conforme  á  la  in- 
teligencia común  en  el  foro,  la  petición  que  el  que  ha  sido  citado  por  Juez 
á  quien  cree  incompetente,  deduce  ante  este  mismo  Juez  para  que  se  se- 
pare del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  al  competente. 

Decimos  al  definir  la  inhibitoria  que  es  la  peticiojí  que  hace  el  deman- 
dado, porque  hay  oue  tener  en  cuenta  que  una  vez  que  el  demandante 
presenta  su  demanda  se  le  reconoce  tácitamente  sometido  al  Juez  anta 
quien  la  presenta,  conforme  previene  el  art.  58  en  su  número  primero,  y 
claro  está  que  la  consecuencia  lógica  de  esta  doctrina  es  que  desde  el  mo- 
mento en  que  el  actor  deduce  su  demanda  ya  ilo  tiene  derecho  'para  re- 
cusar de  incompetente  al  Juez  ante  quien  la  ha  deducido  y  cuya  compe- 
tencia vino  á  reconocer  implícitamente.  El  actor  ó  demandante  podrá  pro- 
poner la  inhibitoria  en  el  caso  de  reconvención;  pero  esto  porque  su  si- 
tuación se  convierte  completamente,  quedando  con  el  papel  y  carácter  de 
demandado. 

En  los  dos  párrafos  últimos  empieza  á  determinarse  el  procedimiento 
que  ha  de  seguirse  para  proponer  la  inhD)itoria  y  la  declinatoria,  y  según 
se  ve,  lo  ^e  en  ellos  se  prescribe  es  qae  la  primera  se  proponga  ante  el 
Juez  á  quien  se  considere  competente  pidiéndole  que  requiera  de  inhibición 
al  que  se  estime  incompetente  y  que  la  segunda  se  intente  ante  el  mismo 
Juez  incompetente  para  que  se  separe  del  conocimiento  del  negocio  y  re- 
*  mita  los  autos  al  Juez  competente.  Esto  hace  ver  la  conformidad  dei  las 
definiciones  que  hemos  dado  con  el  contexto  de  laley. 

Jurisprudencia. — ^Las  cuestiones  de  competencia  sólo  proceden  para 
determinar  la  jurisdicción.  (Sentencia  de  27  de  Octubre  de  1860.) 
I      Las  cuestiones  de  competencia  de  jmisdiccion  pueden  promoverse, 
ó  por  inhibitoria  ó  por  declinatoria.  (25  de  Enero  de  1860). 

Las  cuestiones  de  competencia  sólo  proceden  y  pueden  promoverse 
para  determinar  la  jurisdicción,  y  en  la  duda,  decidir  cuál  haya  de  ser 
el  Juez  que  deba  conocer  de  un  asunto.  (30  c^  Mayo  y  30  de  «Julio 
deÍ860).  * 

Véase.— Competencia  de  jurisdicción,  .R^u.,  tomo  1**,  pág.  608,  y  S8» 
página  424.— Competencia  negativa,  tomo'  21,  pág.  113  —  ¿Debe  darse 
vista  al  Promotor  fiscal  que  no  es  parte  en  asunto  civil  de  la  inhibitoria 
que  propone  un  litigante?  Bol.,  tomo  37,  pág:  642. 

Art.  73.  La  inhibitoria  y  la  declinatoria  podrán  ser  pro- 
puestas por  los  que  sean  citados  ante  el  Juez  incompetente  ó 
puedan  ser  parte  legítima  en  el  juicio  promovido.  (^Zey  orgáni- 
ca del  P.  J.,  art.  360  J 

'  La  disposición  de  este  artículo  es  lógica,  pues  establecido  el  prin- 
cipio de  que  las  cuestiones  de  competencia  no  se  pueden  promover  de 
oficio,  y  sí  á  instancia  de  parte  habia  qiie  precisar  quiénes  se  reputarían 
tales  con  derecho  á  promoverlas,  y  al  decir  que  ^  inhibitoria  y  la  decli- 
natoria podrán  ser  propuestas  por  las  personas  que  en  el  artículo  se  citan^ 
se  encierra  el  derecho  en  sus  justos  límites. 
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Juri^rudeñcia.—rEa  los  asuntos  civiles  no  pueden  promoverse  cues- 
-tiones  de  competencia  por  los  que  no  tengan  el  carácter  de  litigantes,  ya 
por  haber  deducido  la  acción  ó  ya  por  naber  sido  demandados.  (30  de 
Agosto  de  1866). 

Art.  74.  En  ningun  caso  se  promoverán  de  oficio  las  cues- 
tiones de  competencia  en  los  asuntos  civiles,  pero  el  Juez  que 
se  crea  incompetente  por  razón  de  la  materia,  podrá  abstener- 
se de  conocer,  oido  el  Ministerio  fiscal,  previniendo  á  las  par- 
tes que  usen  de  su  derecho  ante  quien  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos.  (Jie^.  para  ejecvr- 
don  de  la  Ley  de  25  de  SeHembrfi  de  1863 ,  sobre  régimen  y  admi- 
nistracton  de  las  provincias,  arí,  55.) 

Jurisprudencia. — ^No  puede  promoverse  de  oíicio  una  competencia  en 
asantes  civiles.  (27  de  Octubre  de  1860). 

Art.  75.  No  podrá  proponer  la  inhibitoria  ni  la  declinatoria 
el  litigante  que  se  hubiere  sometido  expresa  ó  tácitamente  al 
Juez  ó  Tribunal  que  conozca  del  asunto.  ÍLey  org.  del  P.  /.,  • 
mrt.  361. y 

Explicada  ya  la  teoría  de  la  sumisión  ó  prorogacion  de  competencia  no 
puede  ofrecer  dificultad  el  contexto  de  este  artículo,  cuya  disposición  se 
ajusta  á  los  buenos  principios. 

Jítrisprudencia. — ^Es  improcedente  la  resolución  de  la  competencia, 
cuando  ya  por  providencias  expresas,  ya  por  cumplimentar  exnortos  ó 
despachos,  se  ha  reconocido  la  iurisdjccicn  de  otro  Juez.  (3  de  Abril 
de  4857.) 

Art.  76.  Tampoco  podrán  promoverse  ni  proponerse  cues- 
tiones de  competencia  en  los  asuntos  judiciales  terminados  por 
auto  ó  sentencia  -firme. 

La  doctrina  de  este  artículo,  asentada  desde  antiguo  por  la  jurispru- 
d^cia,  es  lo  mismo  que  la  del  anterior,  perfectamente  justa.  Por  una 
]^te,  la  autoridad  ^1  respeto  que  siempre  deben  prestarse  á  todo  fallo  ó 
sentencia  de  los  Tribunales  de  justicia,  y  por  otra,  la  multitud  de  perjui- 
cios que  los  litigantes  de  buena  fé  suñirian  si  libremente  se  pudieran  en- 
tablar cuestiones  de  competencia  acerca  de  asuntos  ya  fenecidos,  son  ra- 
zones bastantes  para  que  bajo  ningun  concepto  se  consienta.  Entre  el  mal 
de  quede  un  negocio  cualquiera  conozca  hasta  finalizarle  un  Tribunal  ó 
iuez  incompetente,  y  el  mal  de  que  ya  sentenciado  se  pudiera  entablar  una 
cuestión  de  competencia,  dicta  el  buen  sentido  que  es  preferible  aquel,  y 
por  eso  repetimos  que  la  disposición  que  examinamos  de  la  ley,  es  justa 
.  y  arreglada  á  los  buenos  principios  que  deben  servir  de  base  al  procedi- 
miento en  este  punto  concreto. 

Jurisprudencia.^— ^0  puede  establecerse  competencia  sobre  juicios  fe- 
necidos y  cumplimentados  en  alguna  de  sus  partes.  (26  de  Mayo  de  1857, 
47  de  FebrerOí  5  de  Abril,  8  de  Agosto  y  26  de  Octubre  de  1859,  25  de 
Enero,  23  de  Mayo,  U'  de  Setiembre  y  5  de  Diciembre  de  1860,  30  de 
Enero  y  11  de  Setiembre  de  1861,  28  de  Agosto  y  1®  de  Octubre  de  1862, 
20  de  Agosto  de  1864,  28  de  Febrero  de  1866,  29  de  üicifembre  de  1871, 
42  y  17  de  Febrero  de  1872.) 
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Art.  77.  El  que  hubiere  optado  por  uno  de  los  medios  seña- 
lados en  el  art.  72,  no  podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  otro,  ni 
emplear  ambos  simultánea  6  sucesivamente,  debiendo  pasar 
por  el  resultado  de  aquel  á  que  hubiere  dado  la  preferencia. 
(Ley  org,  del  P,  /.,  art.  363. — Ley  ant.,  artículos  83  y  84.^ 

Jurisprudencia, — ^Ninguna  cuestión  de  competencia  se  puede  duplicar- 
promoviéndose  simultánea  ni  sucesivamente  los  medios  de  la  inhibitoria 
y  de  la  declinatoria,  sino  que  debe  elegirse  uno  de  ellos,  pasándose  por  el 
resultado  que  ofrezca.  (44  de  Setiembre  de  1858.) 

Art.  78.  El  que  promueva  la  cuestión  de  competencia  por 
cualquiera  de  los  desmedios  antedichos,  expresará  en  el  es- 
crito en  que  lo  haga  no  haber  empleado  el  otro  medio. 

Si  resultare  lo  contrario,  por  este  solo  hecho  será  condena- 
do en  las  costas  del  incidente,  aunque  so  decida  á  su  favor  la 
cuestión  de  competencia.  {Ley  org,  del  P,  /.,  art,  365.  — Ley 
ant.^art.Sá,) 

Consideramos  oportuno  encerrar  en  una  nota  las  observaciones  que 
hemos  de  hacer  sobra  los  artículos  77  y  78,  pues  de  este  modo  resultará, 
más  clara  y  comprensible  para  el  lector  la  doctrina  que  expondremos. 

En  nuestra  antigua  jurisprudencia  estaba  admitido  que  el  litigante 
que  era  vencido  en  la  declinatoria  pudiese  recurrir  á  la  inhibitoria,  y  á 
veces  se  hacia  uso  simultáneamente  de  ambos  recursos;  'pero  esta  prácti- 
ca daba  lugar  á  multitud  de  abusos  é  inconvenientes  gravísimos,  ponién- 
dose en  tela  de  inicio,  como  dice  el  Sr.  Caravantes,  cuestiones  decim- 
das,  y  arrancándose  en  ocasiones  fallos  contradictorios  con  desprestigio 
de  la  magistratura;  y  prevenidos  ya  los  legisladores  y  deseosos  de  evitar 
aquellos  inveterados  males,  han  venido  estableciendo  sucesivamente  en 
la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  en  la  orgánica  del  Poder  judicial 
y  en  la  presente  la  prohibición  de  usar  de  los  dos  modos  simultánea  ó  su- 
cesivamente, y  han  declarado  que  el  litigante  que  trate  de  hacer  uso  de 
los  dos  será  condenado  por  este  solo  hecho  en  las  costas  del  incidente. 

Pero  estas  prescripciones  habian  dado  lugar  á  dirersas  tiudas  suscita- 
das por  los  comentadores  y  expositores  de  la  anterior  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  siquiera  no  hagamos  más  que  indicarlas,  tócanos  decir  al- 
gunas palabras  sobre  ollas. 

La  primera  duda  es  la  de  si  podrá  proponerse  la  inhibitoria  después 
de  pasado  el  término  para  proponer  la  declinatoria;  y  el  Sr.  Caravantes, 
cuya  opinión  sustentamos,  la  resolvía  en  sentido  afirmativo  para  el  caso 
de  que  el  litigante  de  que  se  tratare  no  hubiese  ejecutado  ninguno  de  los 
actos,  por  medio  de  los  cuales  se  proroga  la  jurisdicción.  En  el  caso  con- 
trario, se  declaraba  por  la  negativa. 

La  segunda  duda  era  la  de  si  podría  proponerse  la  inhibitoria,  aun  en 
el  caso  de  haber  ejecutado  actos  de  sumisión,  siempre  que  ésta  no  hubie- 
ra de  surtir  efecto  por  versar  el  Utigio  sobre  matena,  respecto  de  la  cual 
és  la  jurisdicción  improrogable,  y  por  razones  fáciles  de  comprender  se 
decidía  por  el  mismo  aujtor  citado  en  sentido  afirmativo. 

La  tercera  era  la  de  si,  propuesta  la  inhibitoria  por  incompetencia,  ab- 
soluta, podría  Voporierse  la  declinatoria  por  incompetencia  relativa,  y 
en  ésta  sosteniéndose  opiniones  diversas  venia  a  estarse  por  la  negativa,^ 
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tciliiendo  que  de  otro  modo  renacieran  los  abusos  que  se  habia  tratado  de 
^evitar. 

Y  por  ültirao,  entre  otras  menos  importantes,  se  suscitó  la  duda  de  las 
costas  á  que  deberia  s(^  condenado  el  litigante  que  propusiera  ambos  me- 
dios, y  la  mayor  parte  de  los  autores  se  decidieron  porque  debia  conde- 
nársele á  las  costas  causadas  en  todos  los  procedimientos  de  la  primera  y 
segunda  cuestión,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  á  todas  las  costas. 

Jiirüprudencia.r^VTo^uestA  por  declinatoria  la  cuestión  de  compe- 
tencia, no  puede  después  mtentarse  por  inhibitoria  sin  incurrir  en  la  con- 
dena de  costas.  (28  ae  Agosto  de  i  862.) 

Habiendo  promovido  el  demandante  la  cuestión  de  competencia  por  de- 
clinatoria y  por  inhibitoria,  por  este  hecho  debe  ser  condenado  en  las 
-costas,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  84  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil.  (16  de  Febrero  de  1878.) 

La  falta  de  no  expresar  al  interponer  la  inhibitoria,  que  no  se  ha  em- 

Í)leado  el  medio  de  la  declinatoria,  es  una  omisión  de  lo  que  debió  mani- 
iestarse  con  arreglo  á  este  artículo  (el  84  de  la  anterior  ley),  el  cual  sólo 
castiga  con  las  costas  la  falsedad,  caso  de  resultar  lo  contrario  de  lo  que 
«e  haya  a&mado.  (27  de  Agosto  de  1856.) 

Art.  79.  Las  declinatorias  se  sustanciarán  como  excepcio- 
nes dilatorias,  ó  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes. 

Las  inhibitorias  por  los  trámites  ordenados  en  los  articules 
que  siguen.  (Leí/  org,  del  P.  /.,  art,  392.) 

Las  declinatorias  se  sustanciaban  antes  como  excepciones  dilatorias  y 
éstas  se  tramitaban  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  la  sección  3^  del  tít.  7** 
de  la  primera  parte  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil.  Desde  la 
publicación  de  la  ley  actual,  se  habrán  de  sustanciar  como  excepciones 
dilatorias  ó  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes,  y  parece  despren- 
derse de  los  términos  del  párrafo  que  examinamos  que  será  potestativo  en 
los  litigantes  elegir  uno  ü  otro  procedimiento.  Pero  del  examen  de  la 
sección  que  en  la  nueva  ley  'se  refiere  á  las  excepciones  dilatorias,  se  vie7 
jie  en  conocimiento  de  que  siempre  llegará  un  mstante  en  que  hayan  dé 
tramitarse  como  los  incidentes,  pues  en  el  segundo  párrafo  del  art.  537 
se  prescribe  que,  evacuado  el  traslado  que  por  tres  dias  se  ha  de  conce- 
der al  actor  del  escrito  en  oue  el  demandado  alegue  las  excepciones,  se 
seguirán  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes.  Y  relacionada  la 
disposición  que  acabamos  de  mencionar  con  el  título  á  los  mismos  inci- 
dentes relativo,  parece  debe  entenderse  que  en  el  escrito  proponiendo  las 
excepciones  y  en  el  de  contestación  del  actor,  deberán  indicarse  .si  las  par- 
tes estiman  necesaria  la  prueba,  porque  desde  el  instante  en  que  haya  de 
verificarse  el  recibimiento  á  prueba  ó  en  que  haya  de  mandarse  traer 
los  autos  á  vista,  es  desde  el  en  que  el  artículo  de  excepciones  dilatorias 
liabrá  de  tramitarse  con  arreglo  á  lo  determinado  para  los  incidentes. 
{Véase  nuestra  nota  al  art.  637.) 

Art.  80.  Pueden  promover  y  sostener,  á  instancia  de  parte 
legítima,  las  cuestiones  de  competencia: 
V  Los  Juzgados  municipales. 
2*  Los  Juzgados  de  primera  instancia. 
3**  Las  Audiencias.  fLey  org,  del  P,  /,,  arú.  352.) 

Como  los  Tribunales  de  partidos,  establecidos  por  la  ley  orgánica 
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de  1870,  no  han  llegado  á  establecerse  prácticamente  y  subsisten  los  Juz- 
gados de  primera  instancia,  el  artículo  que  examinamos,  que  es  en  su 
esencia  una  copia  del  352  de  aquella  ley,  menciona  los  referidos  Juzga- 
dos en  lugar  de  16s  Tribunales  de  partido.  Fuer^  de  esto,  tiende  á  dar 
mayor  claridad  al  precepto  añadiendo  las  palabras  á  instancia  departe 
legítima^  y  en  .este  punto  aplaudimos  al  Legislador,  pues  aunque  en  el 
artículo  74  se  indica  que  en  ningún  caso  se  promoverán  de  oficio  las 
cuestiones  de  competencia,  y  en  tal  concepto,  pudiera  parecer  que  se  ha- 
bia  cometido  una  redundancia,  es  lo  cierto,  que  ningún  inconveniente  ni?- 
duda  se  suscitarán  con  ese  motivo,  y  que  por  el  contrario,  y  según  hemos 
indicado,  se  dá  mayor  claridad  al  precepto  legal. 

Sin  embarco,  en  nuestro  deseo  de  dar  á  conocer  á  los  lectores  todo 
cuanto  pueda  mteresarles,  añadiremos,  copiándolo  del  Tratado  de  Proce- 
dimientos del  Sr.  Caravantes  y  en  atención  á  lo  que  se  deterihina  en 
los  arts.  89  y  99  de  esta  ley,  que  pueden  tener  lugar  cuestiones  de  com- 
petencia: 

\^  Entre  dos  Jueces  municipales  pertenecientes  á  un  partido  en  que 
ejerce  jurisdicción  ün  Juez  de  primera  instancia.  2**  Entre  dos  Jueces  mu- 
nicipales de  distintos  partidos  judiciales;  pero  que  se  hallan  dentro  de 
territorio  €e  una  misma  Audiencia.  3®  Entre  dos  Jueces  municipales  de 
territorios  pertenecientes  á  distintas  Audiencias.  4®  ^ntre  doá  Jueces  de 
primera  instancia  que  ejercen  jurisdicción,  den  tro  del  territorio  de  una 
misma  Audiencia.  5°  Entre  dos  Jueces  de  primera  instancia  pertenecien- 
tes á  territorio  de  distinta  Audiencia.  Y  6**  Entre  dos  Audiencias. 

En  lo  criminaU  quedando  subsistentes  las  jurisdicciones  de  Guerra  j 
de  Marina,  puede  haber  otros  casos;  pero  en  lo  civil,  descartadas  las  com- 
petencias con  la  Administración  y  con  los  Tribunales  eclesiásticos  de  las 
cuales  hace  capítulo  aparte  la  ley,  solo  son  los  casos  citados  los  que  pije— 
den  tener  lugar  después  del  decreto  de  unificación  de  fueros. 

Art.  81.  Ningún  Juez  ó  Tribunal  puede  promover  cuestioa 
4e  competencia  á  su  inmediato  superior  jerárquico,  sino  ex- 
ponerle, á  instancia  de  parte  y  oido  el  Ministerio  nscal,  las 
razones  que  tenga  para  creer  que  le  corresponde  el  conoci* 
miento  del  asunto. 

El  superior  dará  vista  de  la  exposición  y  antecedentes  al 
Ministerio  fiscal  para  que  emita  su  dictamen;  y  sin  más  trá^ 
mites,  resolveíá  dentro  de  tercero  dia  lo  que  estinAe  proceden— 
tét  comunicando  esta  resolución  al  inferior  para  su  cumplid- 
miente. 

Art.  82.  Cuando  algún  Juez  ó  Tribunal  entienda  en  nego- 
cios que  searf  de  las  atribuciones  y  competencia  de  su  inme-- 
diato  superior  jerárquico  ó  del  Tribunal  Supremo,  se  limitarán 
éstos  á  ordenar  á  aquél/  también  á  instancia  de  parte  y  oido* 
el  Ministerio  fiscal,  que  se  abstenga  de  todo  procedimiento  y 
le  remita  los  antecedentes.  (^Ley  org.  delP.J.y  arí.J356.) 

Art.  83.  En  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores,  los  Jue- 
ces y  Tribunales  darán  siempre  cumplimiento  á  la  orden  de  su 
inmediato  superior  jerárquico,  sin  ulterior  recurso,  cu  ando- 
.^ste  sea  el  Tribunal  Supremo. .  Contra  las  resoluciones  de  last 
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Audiencias,  y  sin  perjflicio  de  su  cumplimiento,  las  partes  que 
ee  crean  agraviadas  y  el  Ministerio  fiscal  podrán  recurrir 
dentro  de  ocho  dias  á  la  Sala  tercera  del  Triounal  Supremo. 
Esta  Sala  pedirá  informe  con  justificación,  ó  reclamando  los 
aatos  á  la  de  la  Audiencia  que  hubiere  dictado  la  resolución; 
y  oyendo  después  al  Ministerio  fiscal,  resolverá  lo  que  estime 
procedente.  ^ 

Igual  recurso  podrán  emplear  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la"^ 
Audiencia  respectiva  los  que  se  crean  agraviados  por  iguales 
jresoluciones  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  su  relación 
<»n  los  municipales. 

Los  artículos  81,  82  y  83  que  no  tienen  precedentes  en  la  anterior  ley 
de  Enjuiciamiento  y  de  los  cuales  solo  concuerda  en  parte  el  82  con 
el  356  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  tienden  á  evitar  como  dicen 
los  Sres.  Atara  y  Cervellera,  que  puedan  relajarse  los  lazos  de  respeto 
que  unen  al  inferior  con  el  superior,  teniendo  como  suficiente  garantía 
para  la  acertada  resolución  de  estas  cuestiones  la  mayor  ilustr^edpn  y  al- 
teza de  miras  que  en  el  superior  deban  suponerse  con  respecto  aunferior; 
•y  se^n  se  nota  desde  luego,  son  dos  las  disposiciones  importantes  que 
se  adoptan:  una,  la  de  prohibir  á  los  Jueces  y  Tribunales  inferiores  que 
promuevan  cuestiones  de  competencia  con  sus  superiores,  y  otra,  la  de 
ordenar  que  cuahdo  algim  Juez  ó  Tribunal  entienda  en  negocios  que  sean 
de  las  atribuciones  y  competencia  de  su  inmediato  superior  jerárquico  6 
del  Tribunal  Supremo,  estos  deberán  limitarse  á  ordenar  á^quel,  á  ins- 
tancia de  parte  y  oido  el  Ministerio  fiscal,  que  se  íd)8tenga  de  todo  proce- 
dimiento y  le  remita  los  antecedentes. 

Estas  medidas  son,  á  nuestro  entender,  dignas  de  encomio,  y  tanto 
más  cuanto  que  quedando  á  la  parte  que  se  considere  agraviada  el  recurso 
de  acudir  al  Tribunal  inmediato  superior  á  aquel  que  nubiere  dictado  la 
resolución  declarándose  competente  ó  incompetente,  se  salvan  al  propio 
tiempo  que  los  inconvenientes  de  que  los  Jueces  y  Tribunales  se  olviden, 
siquiera  por  un  momento,  del  respeto  y  sumisión  que  deben  á  sus  superio- 
res en  el  orden  jerárquico,  el  escollo  de  que  por  un  abuso  de  superioridad 
se  vieran  los  litigantes  sometidos  á  la  fuerza  á  un  Tribunal  incompetente. 

Art.  84. .  Las  inhibitorias  se  propondrán  siempre  por  escrito^ 
con  firma  de  Letrado. 

-g^.  Únicamente  se  exceptúan  de  esta  regla  las  que  se  reñeran^ 
&  juicios  verbales,  cuya  cuantía  no  exceda  de  250  pesetas,  las 
cuales  podrán  propoperse  y  sustanciarse  por  medio  de  compa- 
recencias ante  el  Juez  municipal,  ó  por  escrito,  sin  necesidad 
de  firma  de  Letrado,  pero  oyendo  por  escrito  al  Fiscal  muni- 
cipal. {Zep  org,  delP.  /.,  art  365. — Ley  anú.,  art.  85.) 

En  este  artículo  empieza  á  señalarse  el  procedimiento  que  ha  de  se- 
guirse en  la  sustanciacion  de  las  inhibitorias. 
.  -  El  principio  general  de  la  comparecencia  en  juicio,  es  que  se  efectué 
por  medio  de  Procurador  y  Abogado;  y  todos  los  juicios  se  sustancian 
por  escrito  menos  los  verbales;  de  modo  que  la  excepción  de  este  artículo 
jpara  que  las  inhibitorias  que  se  refieran  á  juicios  verbales  puedan  propo-- 
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nerse  y  sustanciarse  por  medio  de  comparecencias,  es  lógica  y  proce- 
dente. 

La  prescripción  de  qi^e  haya  que  oir  por  escrito  al  Fiscal  municipal, 
obedece  al  deseo  de  garantir  el  acierto  en  la  resolución,  pues  una  vez  pro- 
puesta la  inhibitoria,  el  Ministerio  fiscal  debe  ser  oido,  y  las  razones  que 
exponga  en  favor  ó  en  contra,  que  muchas  veces  servirán  de  fundamento 
al  auto  qu€!  se  dicte,  deberán  siempre  tenerse  presentes  y  conduce  á  este 
^propósito  ordenar  que  conste  por  escrito.  (Sentencias  de  48  dé  Marzo 
de  4873;  7  de  Diciembre  de  1875;  42  de  Junio,  24  de  Setiembre  y  44  de 
Diciembre  de  4877;  3  de  Enero  y  47  de  Diciembre  de  4878.) 

Apt.  85.  El  Jaez  ó  Tribunal  ante  quien  se  proponga  la  in-» 
hibitoria,  oirá  al  Ministerio  fiscal,  fuera  del  caso  en  que  estela 
haya  propuesto  como  parte  en  el  juicio.  El  Ministerio  ñscal 
evacuará  la  Audieucia  dentro  de  tercero  día.  {Zejf  org.  delP.  /., 
4irL  366. — Leyant^  art,  86.) 

Si  el  Ministerio  fiscal  propone  la  inhibitoria  como  parte  en  ün  juicio 
verbal^grece,  visto  el  artículo  anterior,  que  no  necesitará  hacerlo  por  es- 
crito. En  cambio,  de  este  modo  deberá  evacuar  siempre  la  audiencia  de 
que  se  habla  en  el  artículo  presente. 

Sobre  la  inhibitoria  de  jurisdicción  ha  de  oirse  al  Ministerio  fiscal 
cuando  no  fuese  él  quien  la  hubiese  propuesto.  (Sentencias  de  48  de 
Marzo  de  4873;  7  de  Diciembre  de  4875;  30  de  Noviembre  de  4876;  42  de 
Junio,  24' de  Setiembre  y  44  de  Diciembre  de  4877;  3  de  Enero  y  47  de 
Diciembre  de  4878.) 

Si  en  la  competencia  entablada  entre  dos  Juzgados  de  primera  instan- 
cia sobre  conocimiento  de  una  demanda  ejecutiva,  no  se  ha  oido  al  Minis- 
terio fiscal  según  previene  el  art.  366  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial, procede  declararla  mal  formada.  (47  de  Noviembre  de  4877.) 

Art.  86.  Oido  el  Ministerio,  ñscal,  el  Juez  ó  Tribunal  man- 
dará, por  medio  de  auto,  librar  oficio  inhibitoy-io,  ó  declarará 
no  haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición.  {L^y  org.  del 
P.  /.,  art,  Z^7.—Ley  ant.y  art,  87. i 

Art.  87.  El  auto  declarando  no  naber  lugar  al  requerimien- 
to de  inhibición  será  apelable  en  ambos  efectos,  si  lo  hubiere 
-dictado  un  Juez  municipal  6  de  primera  instancia. 

Contra  los  que  dicten  las  Audiencias  haciendo  la  misma 
declaración,  tanto  en  apelación  como  en  primera  instancia,- 
^¿lo  se  dará  en  su  caso  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma.  {Ley  org,  delP,  /.,  articulos  368,  869  y  370,^ — 
Ley  ant,y  art,  88.) 

La  ape^cion  habrá  de  hacerse  precisamente  en  el  término  de  cinco  dias. 

Art.  88.  Con  el  oficio  requiriendo  de  inhibición  se  aconipa- 
ñará  testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido,  de  lo  ex- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal,  del  auto  que  se  hubiere  di^ctado, 
y  de  lo  demás  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  con<^ucente  para ' 
fundar  su  competencia.  {Ley  org,  del  P,  /. ,  art,  371, — Ley  ant,. 
art,  89.) 
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Al  final  del  artículo  se  dice:  de  lo  demás  que  el  Juez  etc;  y  eso,  como 
ya  advertían  al  comentar  el  art.  88  de  la  anterior  ley  los  Sres.  Manresa, 
Sliquel  y  Reus,  no  puede  referirse  sino  á  lo  demás  que  resulte  de  los  mis- 
mos autos  por  documentos  presentados  por  la  parte  ó  traídos  á  su  solici- 
tud, ó  de  oficio,  en  virtud  de  autopai^a  mejor  proveer. 

9 

Art  89.  Luego  que  el  Jaez  6  Tribunal  requerido  reciba  el 
oficio  de  inhibición,  acordará  la  suspensión  del  procedimiento, 
y  oirá  á  la  parte  ó  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio; 
Y  si  éstas  no  estuvieren  de  acuerdo  con  la  inhibición,  oirá  tam- 
bién al  Ministerio  fiscal.  (Ley  or^.  del  P.  /.,  art  372. — Ley 
,íi?it.,arí.  90,) 

Véanse  las  citas  de  Jurisprudencia  hechas  en  el  art.  85. 

Art.  90.  La  audiencia  á  las  partes,  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  será  solo  por  tres  dias,  pasados  los  cuales  sin  devol- 
ver los  autos,  se  recogerán  de  oficio,  con  es(fl*ito  ó  sin  él,  y 
oido  en  su  caso  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  <5  Tribunal  dictará 
auto  inhibiéndose  ó  negándose  á  hacerlo.  (Ley  ory.  del  P.  J. 
art,  378.— Z^y  ant^  art.  90.) 

Art.  91.  Contra  el  auto  en  que  los  Juzgados  ó  Tribunales 
se  inhibieren  del  conocimiento  de  un  asunto,' podrán  entablar- 
se los  recursos  expresados  en  el  art.  87.  (Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
ticulo 374. — Ley  ant,  art.  91.) 

-  Como  dijimos  en  la  nota  del  art.  87  repetimos  ahora,  que  los  autos  de 
inhibición  procedentes  de  Jueces  serán  apelables  en  el  término  de  cinco 
dias.  Contra  los  que  dicten  las  Audiencias  cabe  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma. 

Art.  92.  Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  los  Jue- 
ces ó  Tribunales  se  hubieren  inhibido  del  conocimiento  de  un 
negocio,  se  remitirán  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere 
propuesto  la  inhibitoria,  con  emplazamiento  de  las  partes  por 
término  de  15  dias,  para  que  puedan  comparecer  ante  él  á  usar 
de  su  derecho»  (Ley  org.  del  P.  /.,  art,  375. — Ley  ant., 
^art.92.) 

£1  emplazamiento  de  las  partes  debe  entenderse  de  las  que  hubiesen 
4M3mpareckdo  ante  el  Juez  repelido.       . 

La  remesa  de  los  autos  dene  hacerse  á  costa  del  demandante,  por  ha- 
ber dado  lugar  á  ella  presentando  su  demanda  ante  Juez  incompetente. 

Art.  93.  Si  se  negare  la  inhibición,  se  comunicar4  el  auto 
al  Juez  ó  Tribunal  que  la  hubiere  propuesto,  con  testimonio 
de  los  escritos  de  los  interesados  y  del  Ministerio  fiscal  en  su 
<ía$o,  y  de  Jp  demás  q^ue  se  crea  conveniente,  (Ley  org.  del 
J^.  /.,  art.  376.--Z^y  anty  art..  93.) 
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Art.  94.  En  el  oficio  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  di- 
Tij  a  en  el  caso  del  artículo  anterior,  exigirá  que  se  le  conteste, 
para  continuar  actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los 
autos  á  quien  corresponda  para  la  decisión  de  la  competencia- 
{Ley  org,  del  P,  /.,  art  377. — Ley  ant,^  art,  94.)  , 

Art.  95.  Recibido  el  oficio  expresado  en  el  artículo  que 
precede,  el  Juez  ó  Tribunal  requirente  dictará  auto,  sin  fnás 
fiustanciacion,  en  el  término  de  tercero  dia,  insistiendo  en  la 
inhibitoria  ó  desistiendo  de  ella.  {Ley  org,  del  P.  J.,  art.  378.. 
— {Ley  ant.j  art,  95). 

La  disposición  de  este  artículo  es  lógica.  Recibido  el  oficio  del 
Juez  ó  Tribunal  requerido,  el  requirente  examinará  las  razones  en  que 
aquél  funda  su  creencia  de  ser  competente,  y  una  vez  hecho  esto  debe  re- 
solver. El  término  en  que  ha  de  resolver  es  el  de  tres  dias. 

Art.  96.  Contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibitoria  se  da- 
rán los  recursos  expresados  en  el  art.  87.  {Ley  org,  del  P.  J,y 
art.  379.—  Ley  ant,^  art,  96.)  . 

Art.  97.  Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  el  Juez 
<5  Tribunal  requirente  desista  de.  la  inhibitoria,  lo  comunicará 
por  medio  de  oficio  al  requerido  de  inhibición,  remitiéndole  lo 
actuado  para  que  pueda  unirlo  á  los  autos  y  continuar  el  pro- 
cedimiento. {Ley  org,  delP.  /.,  art.  380. — Ley  ant.y  art,  97.) 

Art.  .98.  Si  el  Juez  ó  Tribunal  requirente  insistiere  en  la 
inhibitoria,  lo  comunicará  al  que  hubiese  sido  requerido  de 
inhibición  y  ambos  remitirán  por  el  primer  correo  sus  res*^ 
pectivas  actuaciones  originales  al  superior  á  quien  corresponda 
dirimir  la  contienda.  {Ley  org,  del  P,  /.,  art.  381.  — Ley  an- 
terior, art.  97.)  •  , 

Art.  99.  Cuando  los  Jueces  ó  Tribunales  entre  quienes  se^ 
empeñe  la  cuestión  de  competencia,  tuvieren  un  superior  co- 
mnn,  á  éste  corresponderá  decidirla,  y  en  otro  caso  al  Tribu- 
nal Supremo. 

Corresponde,  por  tanto: 

1**  A  los  Jueces  de  primera  instancia,  decidir  las  competen- 
cias, que  se  promuevan  entre  los  Jueces  municipales  de  su  par- 
tido respectivo. 

2°  A  la^  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias,  las  que  se  pro- 
muevan entre  los  Jueces  de  primera  instancia  y  los  municipa- 
les que  ejerzan  su  jurisdicción  dentro  del  distrito  de  cada  Au- 
diencia, fuera  de  los  comprendidos  en  el  níimero  anterior. 

3°  A  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  en  los  demás 
casos.  (Ley  org,  del  P.  J,,  artículos  275,  278,  382  y  389.— le^r 
ünt.y  artículos  99,  100  y  10  V 

Recordando  lo  que  en  la  nota  al  art.  80  dijimos  referente  á  la  clase- 
de  Tribunales  entre  quienes  puede  haber  cuestiones  de  competencia  y'yista^ 
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lo  que  en  el  artículo  presente  se  expresa,  fácil  es  saber  á  qué  Juez  ó  Tri- 
bunal corresponderá  decidirla.  Por  eso  nos  escusamos  de  entrar  en  deta- 
lles. 

Art.  100.  La  remesa  de  los  autos  se  hará  siempre  con  em- 
plazamiento de  las  partes  por  término  de  10  dias  cuando  se  re- 
mitan á  la  Audiencia  ó  al  Tribunal  Supremo,  y  de  cinco  dias  si 
se  remiten  al  Juzgado  de  primera  instancia.  fZe¡/  ant, ,  art.  102.) 

Art.  101.  Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado,  se  pasarán  al 
Promotor  fiscal  por  tres  dias;  y  en  vista  de  su  dictamen,  en 
otro  término  igual  dictará  el  Juez  sentencia,  cuando  no  ha- 
yan comparecido  las  partes. 

Si  éstas  se  hubiesen  personado,  las  citará  á  una  compare- 
cencia en  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  seis  dias,  po- 
niéndoles mientras  tanto  de  manifiesto  los  autos  en  la  Escri- 
banía. 

Si  comparecen  en  el  dia  señalado,  las  oirá  ó  á  sus  defenso- 
res, y  en  los  tres  dias  siguientes  dictará  sentencia  decidiendo 
la  competencia. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso  alguno,  fuera  del 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  los  juicios  de 
desahucio. 

Art.  102.  Luego  que  se  reciban  los  autos  en  la  Audiencia  ó 
en  el  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  al  Relator  para  que  forme 
el  apuntamiento  con  preferencia.  (Ley  ani.  de  É,  C7.,  art.  103.) 

Art.  103.  Formado  el  apuntamiento,  se  pasará  con  los  au- 
tos al  Fiscal  para  que  dentro  de  cuatro  dias  emita  dictamen 
por  escrito. 

Art.  104.  Si  se  hubieren  personado  las  partes,  ó  alguna  de 
ellas,  se  les  comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  trea 
dias  improrogables  á  cada  una,  trascurridos  los  cuales  se  re- 
cogerán de  oficio  y  se  señalará  dia  para  la  vista. 

Esta  tendrá  lugar  precisamente,  con  Abogados  <5  sin  ellos, 
dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  la  devolución  6  recogida 
de  los  autos.  {Ley  ant.y  art.  104.) 

Art.  105.  Dentro  de  los  cuatro  dias  siguientes  al  de  la  vis- 
ta, ó  al  de  la  devolución  de  los  autos  por  el  Fiscal,  cuando  no 
ee  hayan  personado  las  partes,  se  dictará  sentencia  decidiendo 
la  competencia.  {Ley  org.  del  P.  J.,  art.  384. — Ley  ant^j  ar^ 
ticuh  109.) 

Art.  106.  Contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  en  que 
se  decidan  cuestiones  de  competencia,  sólo  se  dará  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  después  de  fallado 
el  pleito  en  definitiva. 

Contra  las  del  Tribunal  Supremo  no  habrá  ulterior  recur- 
so. {Ley  org.  del  P.  /.,  a/rt.  385. — Ley  ant.,  art.  111.) 

Puede  decirse  que  desde  el  art.  100  hasta  el  presente,  combinados  coa 
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el  98  y  el  109,  se  señalan  y  determinan  todos  los  trámites  que  han  dé 
seguirse  para  la  resolución  de  las  cuestiones  de  competencia,  propuestas, 
por  inhibitoria,  una  vez  que  entre  los  Jueces  ó  Tribunales  entre  juiwies 
se  hayan  promovido  no  exista  acuerdo  y  deba  entender,  para  decidir^  el 
Tribuntil  Superior  comuñ.  Y  como  puede  notarse  á  la  simple  lectura,  la 
Ley,  atendiendo  á  la  con$ideracion  de  que  los  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia son  Tribunales  unipersonales  y  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supre- 
mo, colegiados,  establece  diferentes  reglas  para  la  tramitación  de  la  com- 
petencia en  unos  y  en  otros. 

Así,  pues,  tenemos  que  cuando  dos  Jueces  municipales  de  un  mismo 
partid9  entablen  una  cuestión  de  competencia,  y  practicadas  las  diligen- 
cias que  se  prescriben  desde  el  art.  8í  al  97  inclusive,  no  vengan  á  un 
acuerdo,  será  preciso  que  conforme  se  ordena  en  el  98  remitan  por  el  pri- 
mer correo  sus  respectivas  actuaciones  al  superior  común,  ó  sea  al  Juez 
de  primera  instancia,  y  al  propio  tiempo  emplazaMn  á  las  parte»  para 
que  comparezcan  á  defender  su  derecho  por  el  término  de  cinco  dias,  coa 
arreglo  á  lo  determinado  en  el  art.  400. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia,  se  deduce  de 
los  términos  del  art.  101,  que  si  las  partes  no  se  personan  inmediatamen- 
te deberá  dejarse  que  corran  los  cinco  dias  en  que  puedan  hacerlo,  y  si 
trascurridos  no  se  nubieren  personado,  se  pasarán  los  autos  al  Promotor 
Fiscal  por  tres  dias;  y  en  vista  de  su  dictamen,  en  otro  término  igual  dic- 
tará el  Juez  sentencia. 

Si,  por  el  contrario,  las  partes  se  personan  dentro  del  término,  se  las- 
citará  á  una  comparecencia  en  un  plazo  gue  no  podrá  exceder  de  seis 
dias,  y  poniéndoles  mientras  tanto  de  manifiesto  los  autos  en  la  Escriba- 
nía; eompareciendo  en  el  dia  señalado,  se  las  oirá,  ó  á  sus  defensores,  y 
en  los  tres  dias  siguientes  se  dictará  sentencia  decidiendo  la  competencia; 
y  por  ultimo,  conforme  se  prescribe  en  el  art.  109,  se  remitirán  las  actua- 
ciones que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  decidirla,  con  certificación  de  la 
sentencia  al  Juez  municipal  declara4o  competente,  y  se  pondrá  en  cono- 
cimiento del  otro,  íibránaose  también,  previa  tasación,  las  órdenes  opor- 
tunas pata  que  se  hagan  efectivas  las  costas.       ^ 

Estos  trámites  variad  algún  taüto,  cuando  el  Tribunal  que  haya  de  de- 
cidir la  competencia  sea  una  Audiencia  ó  el  Tribunal  Supremo.  Por  el 
f^rinier  correo,  según  se  dispone  en  el  art.  98,  remitirán  las  actuaciones 
os  Jueces  ó  Tribunales  contendientes,  y  emplazarán  á  las  partes  para  que 
comparezcan  á  usar  de  su  derecho  en  el  término  de  diez  4ias.  Recibidos  los. 
autos  en  la  Audiencia  ó  en  el  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  al  Relator 
para  que  forme  el  apuntamiento  con  preferencia,  y  si  las  partes  no  se  per- 
'  sonaren  antes,  habrá  necesidad,  lo  misriio  que  digimos  con  respecto  al 
Juzgado  de  primera  instancia,  dé  esperar  á  que  se  pase  el  término  en  que 
pueden  hacerlo  para  ver  ^i  comparecen  ó  no  y  seguir,  en  su  consecuea-^ 
cia,  uno  ü  otro  rumbo.  Si  no  comparecieren,  una  vez  formado  el  apunta-^' 
miento,  se  p^^sará  con  los  autos  al  Fiscal  para  míe  dentjo  de  cuatro  dias 
emita  su  dictamen  por  escrito,  y  en  los  cuatro  aias  siguientes  se  dictará 
sentencia.  Y  si  las  pai'tes  se  hubieren  personado,  ó  alguna  de  ellas,  se  le? 
comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  tres  dias  improrogables  á 
cada  una,  trascurridos  los  cualás  se  recogerán  de  oficio  y  -se  señalará  dia 
para  la  vista,  que  tendrá  lugar  con  Abogados,  ó  sin  ellos,  dentro  de  los 
ocho  dias  siguientes  á  la  devolución  ó  recogida  de  los  autos.  Después,  y 
en  el  término  de  cuatro  dias,  se  dictara  sentencia  decidiendo  la  compe- 
tencia, y  el  Tribunal  que  la  haya  resuelto  remitirá  el  pleito  y  las  aétua- 
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•ciones  que  haya  tenido  á  la  vista  para  decidirla  al  Juez  ó  Tribunal  decla- 
rado eomuetente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del' otro;  y  librará,  previa 
tasación,  las  órdenes  oportunas  para  que  se  hagan  efectivas  las  costas  que* 
hubiere  impuesto. 

Nos  hemos  decidido  á  exponer  concretamente  los  trámites  que  en  eadíw 
caso  de  los  indicados  deberán  seguirse,  y  á  trueque  de  repetir  obstinada- 
mente las  disposiciones  de  la  ley,  porque  en  nada  queremos  ceder  á  nues- 
tra pretensión  de  facilitar  su  inteligencia,  y  creemos  haber  expresado  con 
mayor  claridad  que  la  ley  misma  la  tramitación  de  las  cuestiones  de  com- 
petencia cuando  se  trata  de  que  el  Tribunal  superior  común  de  los  con- 
tendientes la  decida.  Ahora  expondremos  con  la  mayor  brevedad  posible 
las  observaciones  que  los  diferentes  artículos  á  que  esta  nota  se  refiere  nos 
han  sugerido. 

En  la  presente  ley  se  ha  tendido,  respondiendo  á  la  de  bases  dé  21  de 
Jnnio  de  1880,  á  simplificar  en  unos  casos,  á  ampliar  en  otros  y  á  orde- 
nar y  aclarar  en  todos  las  disposiciones,  por  las  cuales  se  regian  anterior- 
mente las  cuestiones  propias  del  Enjuiciamiento  civil.  En  lo  que  á  la  tra- 
mitación de  las  cuestiones  de  competencia  se  refiere,  no  cabe  duda  en  que 
se  ha  conseguido,  por  regla  general,  él  objeto  de  la  ley;  y  por  lo  que 
respecta  al  punto  concreto  (jue  examinamos,  relativo  á  la  tramitación  de 
las  cuestiones  de  competencia  ante  los  Tribunales  superiores  que  han  da 
decidirlas,  puede  afirmarse  con  sobra  de  razón,  que  el  legislador  ha  teni- 
do verdadero  acierto. 

La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  orgánica  de  los  Tri- 
bunales de  1870,  refiriéndose  expresamente  á  la  tramitación  que  debia  ob- 
servarse cuando  las  cuestiones  ae  competencia  se  sometian  á  la  decisión 
de  una  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo,  dejaban  sin  llenar  un  impor- 
tante vacío,  que  sólo  acudiendo  á  la  interpretación  racional  de  otros  ar- 
tículos ha  podido  llenarse  en  la  práctica;  y  aun  en  )as  disposiciones  rela- 
tivas á  la  antedicha  tramitación  habia  más  desorden  y  menos  claridad  que 
en  las  actuales.  Ahora  ya  se  ha  cuidado  de  establecer  reglas  determina- 
das y*  concretas  para  cuando  la  cuestión  de  competencia  de  que  se  trate 
deba  ser  deéidida  por  un  Juez  de  príntera  instancia,  y  tanto  para  este  caso 
como  para  el  en  <m&  el  Tribunal  decidor  lo  sea  una  Audiencia  ó  el  Supre- 
mo de  Justicia  se  na  ordenado  la  materia  convenientemente. 

Por  último,  habremos  de  añadir  que  el  art.  144  dé  la  antmor  ley  de 
E.  C,  y  que  citamos  al  pié  del  10&,  decia  en  su  párrafo  tercero  que  con* 
tra  las  sentencias  de  las  Audiencias  no  se  daba  otro  recurso  que  el  de  ca- 
Badon  en  su  caso  p  l^jar^  y  el  Tribunal  Supremo  declaró  en  repetidas 
sentencias  (entre  ellas,  las  de  3  y  12  de  Enero  de  4874  y  34  de  Enero  de 
4872)  (pie  el  caso  y  lugar  se  verifican  cuando  el  pleito  quedó  completa-» 
mente  terminado. 

Art..  107.  Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  sobre/jues- 
tioneá  de  competencia  se  publicarán,  dentro  de  los  diez  dias 
siguientes  á  su  fecha,  en  la  Gaceta  de  Madrid^  y  á  su  tiempo  e» 
la  GoUcóiún  Ugislaü'óa.  {Ley  org,  del  P.  J.,  art,  386.— L^y  an* 
terioryarí.  112.) 

En  el  artículo  que  citamos  de  la  ley  oi^ánica  de  los  Tribunales,  se 
añadk:  «Losde  las  Audiencias  en  los  Boletiites  ojtciales  de  las  provincias 
que  comprenda  su  distrito  dentro  de  los  quince  días  siguientes  á  su  fecha.» 
^Por  qué  se  ha  suprimido  esta  parte'  en  la  nueva  ley? 


Digitized  by  VjOOQIC 


W  LEY  DE   ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

Entendemos  que  se  haya  hecho  para  conseguir  que,  en  las  competen- 
cias como  en  las  cuestiOftes  todas  del  enjuiciamiento  sea  el  Tribunal  Su- 
premo el  único  que  forme  jurisprudencia,  pero  no  nos  .atrevemos  á  afir- 
mar que  la  omisión  de  la  nueva  ley  sea  conveniente,  pues  afectando  las 
cuestiones  de  competencia  al  orden  público  acSiso  lo  fuera  más  que  se  hu- 
biera conservado  la  disposición  que  hemos  trascrito  de  1^  ley  orgánica, 
añadiéndose  que  también  habrían  de  publicarse  las  de  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia.  Hablando,  no  obstante,  con  entera  franqueza,  diremos  que 
nuestra  creencia  es  la  de  que  ha  hecho  bien  el  Legislador  •en  omitir  la 
parte,  del  art.  386  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  dejamos  co- 
piada. 

Art.  108.  El  Tribunal  Supremo  podrá  condenar  al  pago  de 
las  costas  causadas  en  la  inhioitoría  al  Juez  ó  Tribunal  y  á  la 
parte  que  la  hubieren  áostenido  ó  impugnado  con  notoria  te- 
meridad, determinando  en  su  caso  la  proporción  en  que  de- 
ban pagarlas,  ó  si  han  de  ser  solamente  de  cuenta  de  las 
partes. 

Cuando  el  .que  haya  promovido  la  competencia  se  halle  en 
el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  78,  se  le  impondrán  todas 
las  costas. 

Las  mismas  declaraciones  pueden  hacer  las  Audiencias  y 
los  Jueces  de  primera  instancia,  cuando  decidan  cuestiones  de 
competencia. 

Cuando  no  hicieren  especial  condenación  de  costas,  se  en- 
tenderán de  oficio  las  causadas  en  la  competencia.  (Ley  org, 
del  P.  /.,  art  29n.—Ley  ant,,  art.  113.) 

Puede  decirse  que.  este  artículo  es  una  copia  exacta  del  387  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial;  pero  por  lo  mismo  nos  vemos  en  la  necesidad 
de  hacer  alguna  observación  contra  él.  Fuera  de  la  última  disposíeion 
que  contiene,  dice  lo  mismo  que  el  443  de  la  ley  anterior  de  Enjuicia 
miento  civil,  y  en  lo  único  que  se  diferencia,  es  en  que  se  expresa  el  con- 
cepto príncipal  cometiendo  una  redundancia,  y  haciéndole  más  oscuro. 
En  efecto;  las  disposiciones  del  presente  artículo,  son  tres;  una  que  los 
Tribunales  que  decidan  competencias  pueden  condenar  en  las  costas  de- 
terminando la  proporción  en  que  han  de  pagarías,  al  Juez  ó  Tribunal  ó  á 
la  parte  que  la  hubieren  sostenido  ó  impugnado  con  notoria  temeridad; 
otra,  que  se  impondrán  todas  las  costas  al  que  haya  promovido  la  compe- 
tencia hallándose  en  el  caso  del  párrafo  %^  del  art.  78;  y  otra,  que  cuando 
no  se  hiciere  especial  condenación  de  costas,  se  entenderán  de  oficio  las 
causadas  en  la  competencia.. Pues  bien,  para  que  no  se  dude  que  1»  pri- 
mera disposición  se  encuentra  expresada  con  mayor  claridad  en  la  ante- 
rior ley  ue  Emuiciámientp  civil,  nastará  que  la  trascribamos  tal  como  se 
halla  formulada  en  su  artículo  443.  Decia  así:  «Tanto  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  como  las  Audiencias,  podrán  en  las  sentencias  condenar  al 
pago  de  las  costas  causadas  en  las  actuaciones  relativas  á  la  cuestión  de 
competencia,  al  Juez  y  al  litigante  que  la  hayan  sostenido  con  notoria  te- 
meridad^ estableciendo  la  proporción  en  quedebaxi  pagarlas.  ¿Por  qué  no 
se  ha  dejado  de  este  modo  añadiendo'  después  de  la  palera  Audi¿iciás» 
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las  de  los  Jueces  deprimei^a  instancia,  ó  por  qué  no  se  ha  dicho  senci- 
llamente: Los  Tribunales  que  decidan  cuestiones  de  competencia,  etc.? 

Mas  en  el  artículo  que  examinamos,  se  introduce  la  innovación  de 
hacer  potestativo  en  los  Tribunales  decidores  el  condenar  en  las  costas  al 
Juez  y  Tribunal,  y  á  la  parte  que  hayan  sostenido  la  cuestión  con  notoria 
temeridad,  ó  el  condenar  solamente  á  las  partes;  y  nosotros  creemos  que 
esta  innovación  no  puede  sor  conveniente  bajo  ningún  concepto.  Los 
Jueces  y  Tribuiíales  tienen  obligación,  más  que  nadie,  de  saber  cuáles  son 
sus  atribuciones,  y  al  sostenerse  por  imo  de  ellos  una  cuestión  de  compe- 
tencia, con  notoria  temeridad-,  no  puede  en  ningún  caso  quedar  com- 
pletamente disculpada  su  conducta,  por  el  hecho  de  que  las  partes  hayan 
insistido,  también  con  temeridad,  en  sostener  la  misma  cuestión.  En  cam- 
bio, ahora  podrá  suceder  que  confiando  algunas  veces  los  Jueces  y  Tri- 
bunales, en  que  la  condenación  en  costas  no, les  alcanzará,  se  decidirán 
con  perjuicio  de  las  partes  y  del  orden  público,  á  sostener  más  cuestiones 
-de  competencia  de  las  debidas,  ó  que  lógicamente  pudieran  suscitarse,  y 
vendrá  de  este  modo  á  ser  la  nueva  ley  origen  de  una  verdadera  per- 
turbación. 

Alt.  109.  El  Tribunal  que  haya  resuelto  la  competencia, 
remitirá  el  pleito  y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vista 
para  decidirla,  con  certificación  de  la  sentencia,  al  Juez  ó  Tri- 
bunal declarado  competente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del 
otro. 

También  cuidará  de  que  se  haga  efectiva  la  condenación 
de  costas  que  hubiere  impuesto,  librando  al  efecto,  prí^via  su 
tasación,  las  órdenes  oportunas.  {Ley  org,  del  P,  /.,  art,  388. 
— Zey  ant.,  art.  114)  (I). 

Art.  110.  Cuando  la  cuestión  de  competencia,  entre  dos  ó 
más  Tribunales  ó  Jueces,  fuere  negativa  por  rehusar  todos 
«ntender  en  un  negocio,  la  decidirá  el  superior  común  ó  el 
Tribunal  Supremo  en  su  caso,  siguiendo  para  ello  los  mismos 
irámites  prescritos  para  las  demás  competencias.  (Ley  org..  del 
P,  J.,  art  3S9.) 

Art.  111.  Las  cuestiones  de  competencia  ó  de  atribuciones 
que  se  promuevan  entre  dos  Salas  de  un  Tribunal,  las  decidirá 
la  Sala  de  gobierno  del  mismo,  oyendo  por  escrito  al  Fiscal, 
sin  otra  sustanci ación  y  sin  ulterior  recurso,  como  no  sea  el 
•de  casación  cuando  proceda  contra  la  sentencia  definitiva  del 
pleito.  {Ord,  de  las  Aud.,  art,  78.) 

Art.  112.  Las  cuestiones  de  jurisdicción  promovidas  por 
-Jueces  ó  Tribunales  seculares  contra  Jueces  ó  Tribunales 
eclesiásticos,  se  sustanciarán  y  decidirán  con  sujeción  á  las 
Tcglas  establecidas  para  los  recursos  de  fuerza  en  conocer. 
/Ley  org,  delP.  /.,  art^  390.) 

Art.  113.  Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  esti- 
iinaren  que  les  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio  en 

(1)    Véase  nuestra  nota  al  art.  106. 
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que  entiendan  los  Jueces  6  Tribunales  seculares,  podrán  re- 
querirles de  inhibición,  y  si  no  se  inhibieren,  recurrir  en  queja- 
ai  superior  inmediato  de  éstos,  el  cual,  después  de  oir  al  Mi- 
nisterio fiscal,  resolverá  lo  que  creyere  procedente. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno.  (Le?/  or- 
gáiíj.ica  del  P.  /.,  art,  391)  (1). 

Art.  114.  Las  inhibitorias  y  las  declinatorias*  suspenderán 
los  procedimientos,  fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  arJ;ículo 
anterior,  hasta  que  se  decida  Ja  cuestión  de  competencia. 

Durante  la  suspensión,  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  de  in- 
hibición podrá  practicar,  á  instancia  de  parte  legítima,  cual- 
quiera actuación  que  á  su  juicio  sea  absolutamente  necesaria, 
y  de  cuya  dilación  pudieran  resultar  perjuicios  irreparables. . 
y^ey  org.  del  P.  /.,  art.  394.) 

En  este  artículo  se  ha  quitado  á  los  Jueces  y  Tribunales  la  facultad  de 
practicar  diligencias  de  las  á  que  'se  refiere  el  segundo  párrafo,  por  mptu 
proj^io  ó  de  oncio,  y  ya  se  necesitará  siempre  la  instancia  de  parte  legí- 
tima, que  segan  el  art.  394  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  no  era 
siempre  necesaria.  Dad©  el  principio  de  que  en  lo  civil  todo  deben  hacerlo 
las  partes,  porque  se  trata  de  su  interés,  la  disposición  nueva  es  lógica,  y 
considerando  que  los  litigantes  han  de  estar  siempre  atentos  á  proponer 
las  diligencias  que  les  importen,  es  de  suponer  y  de  esperar  que  no  habrá 
perjuicio  para  nadie. 

También  se  ve  en  este  artículo  que  en  el  primer  párrafo  se  exceptúa 
de  que  suspenda  los  procedimientos  la  inhibitoria  propuesta  por  los  Jue- 
ces y  Tribunales  eclesiásticos,  y  esta  disposición  no  contenida  en  el  ar- 
tículo concordante  de  la  ley  orgánica,  tiende  á  robustecer  la  jurisdicción . 
ordinaria,  á.  la  cual  se  la  supone  competente  á  no  haber  prueba  en  contra- 
rio. Y  como  en  el  artículo  siguiente  se  declaran  válida»  las  actuaciones 
que  se  hayan  practicado  hasta  la  decisión  de  la  competencia,  la  resolución 
es  más  aceptable. 

Art.  115.  Todas  las  actuaciones  que  se  hayan  practicado 
hasta  la  decisión  de  las  competencias,  serán  válidas,  sin  nece- 
sidad de  que  se  ratifiquen  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  de- 
clarado competente.  {Ley  org,  del  P,  /.,  art,  398.) 

Este  artículo  "es  copia  exacta  del  que  citamos  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial.  En  él  se  contiene  un  precepto  que  no  estaba  consignado 
en  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  y  aun  contrario  á  lo  que  se  disponia 
en  el  artículo  4013  de  su  primitiva  edición  y  en  la  ley  i 5,  tít.  %%,  Parti- 
da 3^,  que  exigían  para  dar  validez  á  las  actuaciones  practicadas,  ante  el 
Juez  incompetente,  que  el  actor  reprodujera  su  demanda  ante  el  Juez 
competente. 

El  nuevo  precepto  tiende  á  facilitar  la  sustanciacion  pronta  de  los  ne- 
gocios y  es  perfectamente  aceptable,  porque  no  alterando  los  hechos  y 
ñmdamentos  de  derecho  de  la  demanda,  ni  el  valor  intrínseco  de  las  de— 

(i)    Véase  nuestra  nota  al  epígrafe  del  título  siguiente  de  la  ley. 
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más  actuaciones  que  se  verifiquen,  la  circunstancia  de  haberse  presentado 
aíjiiélla  y  haberse  practicado  éstas  ante  un  Juez  incompetente,  eran  trá- 
mites dilatorios  y  tan  inútiles  como  gravosos,  el  de  imponer  al  actor  la 
obligación  de  reproducir  su  demanda  ante  el  Juez  competente  y  el  de  ha- 
cer preciso  también  que  todas  las  actuaciones  se  veriñcai:an  de  nuevo. 

No  obstante,  creemos  conveniente  advertir,  que,  á  nuestro  juicio,  no 
se  deduce  del  artículo  que  examinamos  que  si  en  un  Juzgado  ó  Tribunal  se 
han  practicado  actuaciones,  para  las  cuales  no  estuviere  autorizado  deban 
declararse  válidas  al  pasarse  el  asunto  al  Juez  competente,  porque  en.  el 
caso  expuesto,  las  actuaciones  practicadas  son  nulas  desde  su  origen  y  no 
pueden'  convalidarse  de  manera  alguna. 

Por  último  advertimos,  que  no  obstante  el  precepto  del  artículo  415, 
no  puede  oreerse  que  la  remesa  de  los  autos  de  que  se  ocupa  el  100,  no 
deba  hacerse,  según  allí  dijimos,  á  costa  del  demandante,  pues  debiéndose 
al  hecho  de.  haber  presentado  su  demanda  ante  eí  Juez  incompetente  la 
cuestión  de  comfretencia,  debe  sufrir  todas  las  consecuencias  de  la  misma, 
como  por  vía  de  pena,  á  su  ignorancia,  descuido  ó  mala  fé. 

SECCIÓN   CUARTA. 

DE    LOS    RECURSOS    DE  QUEIA   CONTRA   LAS   AUTORIDADES    ADMINISTRATIVAS. 

Entre  la  Administración  y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria 
pueden  suscitarse  conflictos  ó  cuestiones.de  competencia,  lo  mismo  que 
entre  Jueces  ó  Tribunales  de  una  misma  jurisdicción.  Así,  pues,  la  ley 
tenia  que  señalar  los  trámites  que  deben  seguirse  para  la  resolución  de 
esta  clase  de  competencias,  y  la  presente  sección,  siquiera  no  se  ocupe 
más  que  en  determinar  los  trámites  que  deben  seguirse  para  que  los  Tri- 
bunales ordinarios  eleven  sus  quejas  al  Gobierno  cuando  entiendan  que 
la  Administración  invade  el  terreno  propio  de  sus  atribuciones,  puede 
decirse  que  no  tiene  otro  objeto  que  aquel. 

Art^  116.  Los  Gobernadores  de  provincia  son  las  únicas 
Autoridades  que  podrán  suscitar  en  nombre  de  la  Administra- 
cien  competencias  positivas  ó  negativas  á  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales por  exceso  de  atribuciones,  en  el  caso  de  que  éstos 
.invadan  las  que  correspondan  al  orden  administrativo.  (Ley 
•  org,  del  P.  /.,  art,  286. — Reg,  para  ejecución  de  la  ley  de  25  de 
Setiembre  de  1869  relativa  al  gobierno  y  administración  de  las 
"provincias,  art.  53) 

Art.  117.  Las  competencias  positivas  ó  negativas  que  la 
Administración  suscitare  á  los  Jueces  y  Tribunales,  se  sus- 
tanciarán y  decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y 
reglamentos  que  la  determinen.  (Ley  org,  del  P,  /.,  art.  287.) 

Vista  la  doctrina  de  este  artículo  y  la  del  anterior,  que  se  ocupan  de 
señalar  la  clase  de  autoridades  administrativas  que  pueden  suscitar  cues- 
tiones de  competencia  á  los  Tribunales  del  fuero  común,  y. de  indicar  qu^ 
la  forma  de  sustanciarse  y  decidirse  será  la  que  determinen  las  leyes  y 
reglamentos  (¡ue  de  ellas  traten,  entendemos  nosotros,  que  no  debieran 
haberse  incluido  en  la  presente  sección ,*que  para  responder  á  su  título,  no 
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debia  ocuparse,  sino  pura  y  exclusivamente  de  los  recursos  de  que^a 
contra  las  AutoriúMes  admimsiratvcas. 

Esta  ingerencia,  muy  común  en  todas  nuestras  leyes  procesales,  exige 
de  nuestra  parte  una  ligera  explicación,  para  hacer  ver  que  se  incurre  en 
faltas  de  esa  índole,  porque  llevados  generalmente  los  Legisladores,  al 
redactar  una  ley  como  la  presente,  del  deseo  de  compilar  y  ordenar  metó- 
dicamente cuanto  á  la  materia  de  la  ley  puede  referirse  y  aun  cuanto  con 
ella  puede  tener  alguna  relación,  se  olvidan  inadvertidamente  de  los  prin- 
cipios á  que  para  ser  lógicos  y  precisos  debieran  ajustarse  por  completo. 

Sucediendo  natural  y  necesariamente  que  cada  poder  público  y  cada 
autoridad,  de  cualquier  orden  que  sea,  ha  de  tener  una  esfera  de  acción, 
propia  y  exclusiva,  para  de  este  modo  poder  Ibnar  su  fin,  es  incuestiona- 
ble, que  si  dentro  de  su  círculo  deja  de  moverse  y  permanece  en  inacción 
incurre  en  una  omisión  punible,  y  que  si  al  ejercer  sus  funciones,  se  ex- 
cede y  traspasa  intencionadamente  y  con  conocimiento  de  que  obra  mal, 
los  límites  de  sus  atribuciones,  ejecuta  un  acto  que  también  debe  ser  obr- 
jeto  de  castigo  por  parte  de  la  ley. 

Pero  la  analogía  de  unas  materias  con  otras,  ó  cualquier  otra  circuns- 
tancia parecida,  puede  inducir  á  error  á  esos  mismos  podferes  ó  autoridades 
y  hacer  que  se  crean  com  petentes  ó  con  atribuciones  para  conocer  de  un 
asunto  cualquiera  que  en  realidad  no  pertenezcan  la  jurisdicción  de  la  au- 
toridad de  que  se  trate,  sino  á  la  de  otra,  y  como  en  este  caso  se  abroga 
la  que  se  excede  atribuciones  que  no  son  suyas,  viene  á  dar  origen  con  sus 
actos  á  una  cuestión  de  competencia;  porque  no  hay  que  perder  de  vista 
que  bien  en  el  caso  de  que  dos  autoridades  incompetentes  se  consideren 
competentes  para  conocer  de  un  asunto  determinado,  ó  bien,  en  el  caso  de 
que  una  Autoridad  incompetente  dispute  con  la  que  en  realidad  sea  com- 
petente, sosteniendo  tener  mejor  derecho  á  conocer  del  negocio,  existe  ó 
se  produce  el  conflicto  que  con  el  nombre  de  cuestión  de  competencia  se 
denomina. 

Y  estas  cuestiones  son  inevitables:  mas,  por  razón  de  orden  y  como  el 
buen  sentido  aconseja,  sucede  que  con  el  fin  de  poderlas  resolver  se  ocu- 
pan las  leyes  de  determinar  la  Autoridad  encargada  de  dirimirlas,  y  el 
procedimiento  que  para  su  sustanciacion  debe  seguirse. 

Pues  ahora  bien:  con  objeto  de  evitar  confusiones  y  de  que  el  asunto 
quede  bien  ordenado,  se  comprende  que  el  primer  cuidado  del  legislador 
debe  ser  el  de  estudiar  concienzudamente  las  diferentes  leyes  en  que  ha 
de  determinat  una  y  otra  cosa,  porque  siendo  diversas  las  en  que  orga-  • 
niza  los  poderes  y  distintas  también  las  en  dojide  marca  las  realas  á  qíae  * 
debe  someterse  la  sustanciacion  y  decisión  de  ios  negocios  á  ellos  enco- 
mendados, parece  que  si  en  las  de  organización  sé  ocupa  de  los  trámites 
que  deben  seguirse  en  las  cuestiones  de  competencia,  introduce  en  tales 
leyes  preceptos  propios  de  las  de  procedimientos  ó  adjetivas  como  las  de- 
nominaba Bentham,  y  que  asimismo,  si  en  estas  últimas  se  cuida  d^  fijar 
las  diferentes  atribuciones,  las  falsea  haciendo  objeto  de  ellas  prescripcio- 
nes propias  de  las  de  organización. 

Él  deslinde  exacto  de  todas  y  cada  una  de  esa§  cosas  ha  debido  siem- 
pre presentar  dificultades,  poríjue  examinando  nuestras  leyes  se  ve  que 
desde  antiguo  se  viene  incurriendo  en  la  mistificación  que  hemos  dicho 
^ebe  procurarse  evitar;  y  en  la  ocasión  presente,  con  el  art.  \  46  que  exa- 
minamos, tenemos  un  ejemplo  vivo,  pues  lo  que  en  él  se  hace  es  marcar 
la  atribución  exclusiva  de  los  GQbernadores  de  provincia  para  suscitar 
cuestiones  de  competencia  á  los  Juzgados  y  Tribunales;  y  bien  se  entienda. 
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.  qne  esto  fuera  más  propio  de  las  leyes  orgánicas,  ó  que  es  en  efecto  un 
precepto  correspondiente  á  las  leyes  procesales,  no  es  fácil  compren- 
der (jué  razón  de  lógica  y  de  buenos  principios  puede  haber  para  in- 
troducirle en  una  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  £1  mismo  art.  417,  previ- 
niendo que  las  competencias  promovidas  pot  la  Administración  se  sustan- 
ciarán y  decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y  reglamentos  que 
la  determinen,  da  fuerza  á  nuestra  censura. 

A  nuestro  juicio,  en  las  leyes  orgánicas  y  de  procedimientos  referen- 
tes á  cada  poder  público  ó'á  cada  orden  de  Autoridades  ó  Tribunales  es 
donde  debe  determinarse  la  Autoridad  que  puede  entablar  cuestiones  de 
competencia  con  las  de  distinto  orden  ó  con  las  del  suyo  propio,  y  se- 
ñalar las  reglas  que  debitan  seguirse  en  cada  caso,  pues  así  tendríamos 
que  en  las  leyes  administrativas  se  determinaría  la  Autoridad  que  podia 
entablar  competencia  con  los  Tribunales  ordinarios,  por  ejemplo,  y  los 
trámites  que  la  cuestión  habría  de  llevar,  y  en  cambio  en  la  \ey  orgánica 
de  los  Tribunales  se  determinarían  también  las  que  podian  quejarse  de  la 
Administración  y  en  otra  la  sustanciacion  á  que  la  queja  debería  someterse. 

De  no  ser  así,  sólo  haciendo  una  ley  general  de  competencias  podria 
evitarse  esta  confosion  y  mezcla  inftmdada  é  inconveniente  de  preceptos 
que  se  observa  en  nuestras  leyes. 

Hechas  estas  observaciones  trascribimos  á  continuación,  para  mayor 
inteligencia  de  la  matería,  y  tomándolo  del  libro  sobre  la  ley  actual  de  los 
Sres.  Atard  y  Cervellera,  lo  más  importante  de  la  legislación  y  jurispru- 
dencia del  Consejo  de  Estado,  referente  á  las  atribuciones  de  las  Comisio- 
nes permanentes  de  las  Diputaciones  provinciales,  como  Tribunales  con 
tencioso-administrativos,  y  á  las  reglas  para  la  sustanciacion  de  las  cues- 
tiones de  competencia  promovidas  por  la  Administración  á'los  Tríbunales 
ordinarios.  • 

ley  de  25  de  Setiembre  de  1863. — «Art.  83.  En  virtud  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior,  los  Consejos  provinciales  (hoy  Diputaciones) 
oirán  y  fallarán  cuando  pasen  á  ser  contenciosas  las  cuestiones  relativas: 

4**  Al  uso  y  distribución  de  los  bienes  y  aprovechamientos  provincia- 
les y  comunales. 

21  Al  repartimiento  y  exacción  individual  de  toda  especie*  de  cargos 
generales,  provinciales  ó  municipales. 

3°  A  la  cuota  con  que  corresponda  contribuir  á  cada  pueblo  para  los 
caminos,  en  cuya  construcción  ó  c(Miservacion  se  haya  declarado  intere- 
sados á  dos  ó  más. 

4**  A  la  reparación  de  los  dañosque  causen  las  empresas  de*  explotación 
en  los  caminos  á  jue  se  refiere  el  párrafo  anteríor. 

5**  A  las  intrusiones  y  usurpaciones  en  los  caminos  y  vías  públicas  y 
servidumbres  pecuarias  de  todas  clases. 

6**  Al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  las  obras 
públicas. 

7**  Al  deslinde  de  los  términos  correspondientes  á  pueblos  y  Ayunta- 
mientos cuando  estas  cuestiones  procedan  de  una  disposición  *  adminis- 
trativa. 

8**  Al  curSo,  navegación  y  flote  de  los  ríos  y  canales,  obras  hechas  en 
sns  cauces  y  márgenes,  y  primera  distribución  de  sus  aguas  para  rieg«s 
'  y  otros  usos. 

9®  A  la  insalubrídad,  peligro  ó  incomodidad  de  las  fábrícas,  talleres, 
máquinas  ú  oficios  y  su  remoción  á  otros  puntos. 

40.  A  la  caducidad  de  las  pertenencias  de  minas,  escoríales  y  terreros. 
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i  1.  A  la  demolición  y  reparación  de  edificios  niinosos,  alineación  y  al-, 
tura  de  los  que  se  construyan  de  nuevo  cuando  la  ley  ó  los  reglamentos 
del  ramo  declaren  procedente  la  vía  contenciosa. 

\%,  A  la  inclusión  ó  exclusión  de  las  listas  de  electores  y  elegibles  para 
Ayuntamientos  y  sindicatos  de  riego. 

13.  A  los  agravios  en  la  formación  definitiva  del  registro  estadístico 
de  fincas. 

14.  A  la  represión  de  las  contravenciones  á  los  reglamentos  de  cami- 
nos, navegación  y  riego,  construcción  urbana  ó  rural,  policía  de  tránsito, 
caza  y  pesca,  montes  y  plantíos. 

Art.  84.  Se  atribuyen,  por  üHimo,  al  conocimiento  y  fallo  de  los  Con- 
sejos provinciales,  llegado  el  caso  del  artículo  anterior,  las  cuestiones  re- 
lativas: 

1®  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y  efectos  de  los  contratos 
y  remates  celebrados  con  la  Administración  provincial  para  toda  especie 
de  servicios  y  obras  públicas  del  Estado,  provinciales  y  municipales. 

2**  Al  deslinde  y  amojonamiento  de  los  montes  que  pertenecen  al  Es- 
tado, á  los  pueblos  ó  á  los  establecimientos  públicos,  reservando  las  de- 
ihas  cuestiones  de  derecho  civil  á  los  Tribunales  competentes. 

3®  A  la  validez,  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  arriendos  y  ventas 
celebradas  por  la  Administración  provincial  de  propiedades  y  derechos 
del  Estado,  y  actos  posteriores  que  de  aquéllos  se  deriven,  hasta  que  e! 
comprador  ó  adjudicatario  sea  puesto  definitivamente  en  posesión  de  di- 
chos bienes. 

4**  A  la  indemnización,  legitimidad  de  los  títulos  y  liquidación  de  ios 
créditos  de  los  partícipes  legos  en  diezmos,  con  arreglo  á  lo  que  previene 
la  ley  de  20  de  Mayo  de  1846. 

Reglamento  de  'io  de  Setiembre  de  1 863,  para  ejecución  de  la  ley  relatiíHi 
al  gobierno  y  admÍ7iistracion  de  las  provincias,  con  las  modi^caciones 
acordadas  por  R.  D.  de  22  de  Octubre  de  1866. 

Art.  52.  Corresponde  al  Rey,  en  uso  de  las  prerogativas  ccmstitucio- 
nales,  decidir  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones  (jue  ocurran 
entre  las  autoridades  administrativas  y  los  Tribunales  ordinarios  y  espe- 
ciales. 

Art.  53.  En  las  cuestiones  de  atribución  y  de  jurisdicción  que  se  origi- 
nen entre  estas  autoridades,  sólo  los  Gobernadores  de  provincia  podrán 
promover  contienda  de  competencia.  Únicamente  las  suscitarán  para  re- 
clamar los  negocios  cuyo  conocimiento  corresponda  en  virtud  de  disposi- 
^  cion  expresa,  á  los  mismos  Gobernadores^  á  las  autoridades  que  de  ellos 
dependan  en  sus  respectivas  provincias  ó  á  la  Administración  pública  en 
general.  * 

Las  partey  interesadas  podrán  deducir  ante  la  auioridad  administrati- 
va las  declinatorias  que  creyesen  convenientes. 

Art.  54.  Los  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contienda  de  compe-¡ 
tencia: 

r  En  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta 
haya  sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó 
cuando  en  virtud  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  autoridad  admi- 
nistrativa alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tri- 
bunales ordinarios  ó  especiales  hayan  de  pronunciar. 

2**  En  los  pleitos  de  comercio  en  primera  instancia  y  en  los  juicios  que 
se  sigan  ante  los  Alcaldes  como  Jueces  de  paz.  (Hoy  debe  entenderse  el 
artículo  en  los  juicios  que  se  sigan  ante  los  Jueces  municipales.) 
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3®  En  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pasada  en  autoridad  dé  cosa 
juzgada. 

4^  Por  no  haber  precedido  la  autorización  correspondiente  para  perse- 
guir en  juicio  á  los  empleados  en  concepto  de  tales^ 

5"  Por  falta  de  la  que  deben  conceder  los  mismos  Gobernadores,  cuando 
se  trate  de  pleitos  en  que  litiguen  los  pueblos  ó  establecimientos  pú- 
blicos. 

Sin  embargo,  en  los  dos  casos  precedentes  quedará  expedito  á  los  in- 
teresados el  recurso  de  nulidad  á  que  pueda  dar  margen  la  omisión  de 
dichas  formalidades. 

Art.  55.  Así  los  Jueces,  Tribunales  ó  Ministerio  fiscal,  como  los  Go- 
bernadores, oidos  ios  Consejos  provinciales,  se  declararán  incompetentes, 
aunque  no  intervenga  reclamación  de  autoridad  extraña,  siempre  que  se 
someta  á  su  decisión  algim  negocio  cuyo  conocimiento  no  les  pertenezca. 
Art.  56.  El  Ministerio  fiscal,  así  en  la  jurisdicción  ordinaria  como  en 
las  especiales,  y  en  todos  los  grados  de  cada  una  dé  ellas,  interpondrá  de 
oficio  declinatoria  ante  el  Juez  ó  Tribunal  respectivo  siempre  que  estime 
que  el  conocimiento  del  negocio  litigioso  pertenece  á  la  Administración. 
Cuando  el  Juez  ó  el  Tribunal  no  decretase  la  inhibición  en  virtud  de  la 
declinatoria,  el  Ministerio  fiscal  lo  advertirá  así  al  Gobernador,  pasándole 
sucinta  relación  de  las  actuaciones  y  copia  literal  del  pedimento  de  decli- 
natoria. 

Art.  57.  El  Gobernador  que  comprendiere  pertenecerle  el  conocimiento 
de  un  negocio  en  que  se  halle  entendiendo  un  Tribunal  ó  Juzgado  ordi- 
nario ó  especial,  le  requerirá  inmediatamente  de  inhibición,  manifestando 
las  razones  que  le  asisten  y  siempre  el  texto  de  la  disposición  en  que  se 
apoya  para  reclamar  el  negocio. 

Art.  58.  El  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición,  luego  que  re- 
ciba el  exhorto,  suspenderá  todo  procedimiento  en  el  asunto  á  que  se  re- 
fiera, mientras  no  se  termine  la  contienda  por  desistimiento  del  Gober- 
nador ó  por  decisión  de  S.  M.,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se 
actuare. 

Art.  59.  En  seguida  avisará  el  requerido  el  recibo  del  exhorto  al  Go- 
bernador y  lo  comunicará  al  Ministerio  fiscal  por  tres  dias  á  lo  más  y  por 
igual  término  á  cada  una  de  las  partes. 

Art.  60.  Citadas  éstas  inmediatamente  y  el  Ministerio  fiscal,  con  seña- 
miento  de  dia  i)ara  la  vista  del  artículo  de  competencia,  er requerido  pro- 
veerá auto  motivado  declarándose  competente  ó  incompetente.    , 

Art.  6i.  Cuando  un  Juez  ó  Tribunal  de  primera  instancia  dicte  este 
auto,  si  las  partes  ó  el  Ministerio  fiscal  apelasen  de  él,  se  sustanciará  el  ar- 
tículo en  segunda  instancia  con  los  mismos  términos  y  por  los  mismos  trár- 
mites  que  en  la  primera  y  el  definitivo  que  recayere  no  será  susceptible  de 
ulterior  recurso.  TamjJbco  lo  será  el  que  se  dictare  en  la  se^nda  ó  tercera 
instancia  cuando  el  Gobernador  suscitase  en  ellas  la  contienda  de  compe- 
tencia por  no  haberla  deducido  en  las  anteriores. 

Art.  62.  El  requerido  que  se  hubiere  declarado  incompetente  por  sen- 
tencia firme,  remitirá  los  autos  dentro  de  segundo  dia  al  Gobernador,  ha- 
ciendo poner  al  Escribano  actuario  en  un  libro  destinado  á  este  objeto 
un  sucinto  extracto  de  ellos  y  certificación  de  su  remesa. 

Art.  63.  Cuando  el  requerido  se  declare  competente  por  sentencia  fir-  ^ 
me,  exhortará  inmediatamente  al  Gobernador  para  que  deje  expedita  su 
jurisdicción,  ó  de  lo  contrario  tenga  por  formada  la  competencia.  En  el 
^exhorto  se  insertarán  los  dictámenes  deducidos  por  el  Ministerio  fiscal  en 
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cada  instancia,  y  los  autos  motivados  con  que  en  cada  una  se  haya  ter- 
minado el  artículo. 

Art.  64.  El  Gobernador,  oido  el  Consejo  provincial,  dirigirá  dentro  de^ 
los  tres  dias  de  haber  recibido  el  exhorto  nueva  comunicación  al  requeri- 
do, insistiendo  ó  no  en  estimarse  competente. 

Art.  65.  Si  el  Gobernador  desistiese  de  la  competencia,  quedará  sin* 
más  trámites  expedito  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  al  requerido  y  prose- 
guirá conociendo  del  negocio. 

Art.  .66  SI  insistiese  el  Gobernador,  ambos  contendientes  remitirán 
por  el  primer  correo  al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  las  actuacio- 
nes que  ante  cada  cual  se  hubiesen  instruido,  haciendo  poner  al  Oficial 
publico  á  quien  respectivamente  corresponda  esta  diligencia  un  extracta 
y  certificación  en  los  términos  prevenidos  por  el  art.  62,  y  dándose  mutuo  ■ 
aviso  de  la  remesa,  sin  ulterior  procedimiento. 

Art.  67.  El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  acusará  á  los  conten- 
dientes el  recibo  de  los  autos  que  le  hubiesen  remitido,  y  dentto  de  los 
dos  dias  de  recibidos  los  respectivos  á  cada  uno,  los  pasará  al  Consejo  de- 
Estado. 

Art.  68.  El  Consejo  de  Estado,* oyendo  á  su  Sección  de  Estado  y  Gra-- 
cia  y  Justicia,  la  cual  dará  al  expediente  la  instrucción  que  crea  necesaria 
consultará  la  decisión  motivada  que  estime  dentro  de  dos  meses  conta- 
dos desde  el  dia  en  que  se  le  pasen  las  actuaciones. 

Art.  69.  El  Consejo  de  Estado  remitirá  la  consulta  original  al  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros;  acompañada  de  todas  las  diligencias  rela- 
tivas á  la  contienda.  Al  mismo  tiempo  dirigirá  el  Consejo  de  Estado  co- 
pias literales  de  la  consulta  al  Ministro  de  la  Gobernación  y  al  Ministra 
ó  Ministros  de  quienes  dependan  los  otros  Jueces  y  autoridades  con  quie- 
nes se  hubiera  seguido  la  competencia. 

Art.  70.  Si  el  Ministro  de  la  Gobernación  y  el  Ministro  ó  Ministros  de^ 
quienes  dependan  los  otros  Jueces  y  autoridades  con  quienes  se  hubiese^ 
seguido  la  competencia  estuviesen  conformes  con  la  decisión  consultada 
lo  manifestarán  así  al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Art.  7i.  Cuando  los  Ministros  á  quienes  se  refiere  el  artículo,  anterior 
ó  cualquiera  de  ellos  no  estuviese  conforme  con  la  decisión  consultada,  lo 
manifestará  al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  para  que  la  someta  & 
la  resolución  del  Consejo  que  presidfe;  antes  de  que  esto  se  verifique,  el 
Ministro  ó  Ministros  que  no  estuviesen  conformes,  podrán  reclamar  los 
autos  originales  que  hayan  sido  objeto  de  la  competencia,  á'  fin  de  ins- 
truirse y  sostener  las  atribuciones  de  su  ramo.' 

Art.  72.  L§i  resolución  que  adopte  S.  M.  á  propuesta  del  Consejo  de- 
Ministros  ó  de  su  Presidente,  será  irrevocable;  se  extenderá  motivada  y 
en  forma  de  Real  decreto,  refrendado  por  el  referid^  Presidente,  y  para  su  . 
cumplimiento, se  comunicará  á  los  contendientes  dentro  de  un  mes,  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  consulta. 

Art.  73.  Los  términos  señalados  en  los  artículos  de  este  Reglamento* 
que  se.  refieren  á  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones,  serán 
íatales  é  improrogábles.     '  ■  . 

Jurisprudencia  sentada  por  el  Consejo  de  Estado: 
Faltan  los  Jefes  políticos  en  no  rechazar  la  reclamación  de  los  Jueces 
de  primera  instancia,  así  como  éstos  en  prevenirla  y  la  Audiencia  en  man- 
dar continuarla,  y  faltan  también  en  el  hecho  de  mandar  á  los  Alcaldes^ 
que  sostengan  competencias  que  en  todo  caso  tocan  á  ellos.  (R.  D.  de  &- 
de  Mayo  de  i 846,  Colección  legislatita,  1846. 
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Compete  exclusivamente  á  la  Administración,  por  medio  de  los  Jefes 
políticos,  la  facultad  de  provocar  contiendas  de  jurisdicción  y  atrihucio— 
•nes  á  la  Autoridad  judicial,  careciendo  de  ella  por  lo  mismo  los  Consejos 
provinciales.  (R.  D.  de  26  de  Mayo  de  1846,  C.  Z.,  tomo  XXXVIl,  nú- 
mero 6.) 

La  facultad  de  promover  competencias  que  tienen  los  Jefes  políticos 
ise  limita  á  los  negocios  pendientes,  sin  que  pueda  extenderse  á  la  cosa 
juzgada.  (R.  D.  de  30  de'Mayo  de  i846,  C.  Z.,  tomo  XXXVlI,  nüm.  8.) 

Estando  concedida  solamente  á  los  Jefes  políticos  la  propuesta  de  in- 
hibición, no  cabe  duda  que  á  ellos  solos  toca  provocar  las  competencias, 
pudiendo  y  debiendo  por  lo  mismo  desestimar  las  que  los  Tribunales  les 
proniuevan.  (R.  D.  de  30  de  Agosto  de  1846,  C.  L.,  tomo  XXXVI,  nú- 
mero 47.) 

No  puede  decirse  bien  fundada  la  competencia  cuando  no  ha  sido  pro- 
movida por  el  Jefe  político,  sino  por  el  Consejo  provincial.  (R.  D.  de  26 
de  Novfembre  de  1846,  C.  Z.,  tomo  XXXIX,  núm.  75.) 

No  siendo  el  Jefe  político,  sino  el  Consejo  provincial  quien  por  medio 
de  su  Presidente  se  dirige  á  un  Juez,  se  infringe  el  R.  D.  de  6  de  Junio 
de  1844,  desconociendo  la  garantía  que  da  á  la  independencia  y  libertad 
de  acción  de  la  autoridad  judicial  en  el  hecho  de  circunscribir  á  los  Jefes 

Solíticos  la  facultad  de  provocar  competencias  á  la  misma.  (R.  D.  de  30- 
e  Enero  de  1847,  C,  Z.,  tomo  XL,  núm.  3.) 

Los  Jueces  de  primera  instancia  infringen  el  R.  D.  de  6  de  Junio  de 
4844,  promoviendo  competencias  con  la  Administración  j  lo  infringen 
igualmente  las  Diputaciones  provinciales  cuando  sostienen  y  formalizan 
por  sí  las  competencias.  (R.  D.  de  24  de  Mayo  de  1847,  (7.  Z.,  tomo  XL', 
núm.  24.) 

Es  preciso  calificar  de  mal  formada  la  competencia  en  que  el  Jefe  po- 
h'tico  y  el  Juez  de  primera  instancia  desconocen  que  toca  al  primero  pro- 
vocarla. (R.  D.  de  4  de  Junio  de  1847,  C.  Z.,  tomo  XLI,  núm.  50.) 

Están  mal  formadas  las  competencias  que  han  sido  provocadas  por  el 
Juez  de  primera  instancia,  y  sostenidas  y  aceptadas  primero  por  el  Con- 
sejo provincial  y  después  por  el  Jefe  político.  (R.  D.  de  4  de  Junio  de  1847, 
C.  Z.,  tomo  XL*,  núm.  51.) . 

Habiendo  adquirido  una  sentencia  autoridad  de  cosa  juzgada  dejando 
completamente  terminado  un  pleito,  no  puede  suscitarse  cuestión  de  com- 
petencia sobre  el  asunto  en  que  ya  recayó  declaración  de  la  autoridad  ju- 
dicial. (R.  D.  de  5  de  Mayo  de  1864,  C.  Z.  de  1864,  núm.  65.) 

Una  vez  promovida  competencia,  no  debe  practicarse  ninguna  dili- 
gencia en  el  asunto.' (R.  D.  de  21  de  Abril  de  1864,  ü.  Z.,  núm.  105.> 

Si  el  Gobernador  desiste  dé  la  competencia,  no  puede  volver  á  susci- 
tarla. (R.  D.  de  6  de^oviembr^de  1864,  (7.  Z.,  núm.  233.) 

Sólo  los  Gobernadores  civiles  pueden  promover-  competencias,  no  las 
autoridades  que  de  ellos  dependen.  (R.  D.  de  21  de  Marzo  de  1865. 

Desistiendo  el  Gobernador  de  la  competencia  suscitada  al  Juzgado, 
deja  expedita  la  vía  ordinaria,  y  si  en  virtud  de  orden  superior  ha  de  vol- 
ver á  reclamar,  el  conocimiento  del  asunto,  debió  requerir  de  inhibición  á 
la  Audiencia  donde  ya  radicaban  las  actuaciones,  y  por  tanto  eu  el  hecho 
de  hmitarse  á  insistir,  como  lo  hizo,  en  el  primitivo  requerimiento  diri- 
gido al  Juzgado,  invirtió  el  orden  de  proceaer,  segxm  el  cual  no  debe  la 
autoridad  administrativa  insistir  en  su  competencia,  sino  cuando  después 
de  discutida  la  contienda  ante  el  mismo  Tribunal  requerido,  pueda  aquella 
autoridad  haber  apreciado  los  fundamentos  de  la  sentencia  firme  que  hu— 
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biese  sido  pronunciada.  (R.  D.  de  28  de  Enero  de  1876,  G.^  de  6  de  Fe- 
brero, tomo  II  de  la  Revista  general  de  Administración  civil,  por  Rafael 
Atard,  pág.  280.) 

Cuando  la  autoridad  administrativa  no  insista  terminantemente  en 
su  requerimiento  de  inhibición,  no  há  lugar  á  decidir  la  competencia.  (To- 
mo dicho  de  la  Revista  general  de  Administración  civil^  páe.  687.) 

Cuando  la  autoridad  administrativa  no  cita  el  texto  legal  que  le  atri- 
buye el  conocimiento  del  asunto,  está  mal  suscitada  la  competencia  y  no 
bá  lugar  á  decidirla.  (R.  D.  de  11  de  Mayo  de  1876,  tomo  dicho  de  la  Re-'^ 
vista  de  Administración^  pági  733;  R.  D.  de  11  de  Marzo  dicho,  tomo  III 
de  la  Revista  indicada,  pág.  30;  R.  D.  de  23  de  Mayo  de  1876,  tomo  di- 
cho, pág.  115;  R.  D.  de  4  de  Diciembre  de  1876,  tomo  dicho,  pág.  922; 
R.  D.  de  30  de  Enero  de  1877,  tomo  IV  de  dicha  Revista,  pág.  333;  R.  D. 
4e  20  de  Diciembre  de  1880,  G.^  de  5  de  Enero  de  1881  y  R.  D.  de  19  de 
Noviembre  de  1880,  {Gac.  de  6  de  Enero  de  1881.) 

Art.  118.  Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  suscitar  cues- 
tiones de  competencia  á  las  Autoridades  ¿el  orden  administra* 
tívo. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y  atribucio- 
nes que  la  Constitución  y  las  leyes  les  confieren,  reclamando 
contra  las  invasiones  de  dichas  Autoridades  por  medio  de  re- 
<5ursos  de  queja  que  elevarán  al  Gobierno.  {Ley  org,  delP,  /., 
arts.  288  y  690.) 

La  organización  propia  de  la  Administración  impide  que  en  la  forma 
ordinaria  de  una  cuestión  de  competencia  las  entablen  los  Tribunales  or- 
dinarios con  las  Autoridades  de  aquel  orden.  En  su  virtud  se  han  esta- 
blecido los  recursos  de  queja  á  que  este  artículo  y  los  siguientes  se  refie- 
ren y  cuyos  efectos  vienen  á  ser  idénticos. 

Art.  119;  Podrán  promoverse  los  expedientes  de  recurso  de 
queja: 

1**  A  instancia  de  parte  agraviada! 

2**  En  virtud  de  excitación  del  Ministerio  fiscal. 

3**  De  oficio.  [Ley  oro.  del  P.  /.,  art.  291.) 

Art.  120.  Sólo  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y 
la  del  Tribunal  Supremo,  podrán  recurrir  6n  queja  al  Gobier- 
no contra  las  invasiones  de  la  Administración  en  las  atribucio- 
nes judiciales.  {Ley  org,  del  P.  /.,  art.  292.) 

Art.  121.  Los  Juzgados  municipales  y  los  de  primera  ins- 
tancia, cuando  sean  invadidas  sus  atribuciones  por  Autorida- 
des del  orden  administrativo,  lo  pondrán  en  conocimiento  de 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  para  que  esta  pueda  for- 
mular el  recurso  de  queja,  si  lo  estima  procedente. 

Al  efecto  los  Juzgados  municipales  remitirán  á  los  de  pri- 
mera instancia  de  su  partido  los  expedientes  en  que  consten 
los  hechos  relativos  al  exceso  de  atribuciones  cometido  por  los 
agentes  del  orden  administrativo,  y  los  segundos  los  pasarán 
con  su  informe  á  la  Audiencia  respectiva. 
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Cuando"  los  expedientes  nacieren  en  los  Juzgados  de  pu- 
niera instancia,  serán  remitidos  directamente  á  la  Audiencia.  • 

'  Si  se  formaran  en  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias  ó 
del  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  después  de  instruidos  á  la 
respectiva  Sala  de  gobierno.  (Ley^  org.  del  P.  /.,  art.  293.) 

Art.  122^  Las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  recibi- 
dos que  sean  los  expedientes  á  que  se  refiere  el  artículo  que  an- 
tecede, ó  en  vista  de  los  que  ante  ellas  se  hayan  comenzado  ó 
instruido,  y  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  los  pasarán 
al  Ministerio  fiscal  para  que  con  toda  preferencia  emita  su  dic- 
tamen. {Ley  org,  del P.  /.,  art,  294.) 

Art.  123.  En  vista  del  dictamen  fiscal  y  completando  el 
expediente  si  fuere  necesario,  resolverán  las  Salas  de  gobierno 
de  las  Audiencias,  ó  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  si 
debe  ó  no  elevarse  el  recurso  de  queja. 

.  Cuando  acordaren  que  debe  elevarse,  lo  harán  en  una  ex- 
posición fundada,  á  no  ser  que  aceptaren  el  dictamen  fiscal  sin 
adición  alguna.  {Ley  org.  del  P.  J,,  art,  295.) 

Desde  el  art.  120  hasta  el  123  inclusive  se  indica  que  las  Salas  de  go- 
bierno de  las  Audiencias  y^  del  Tribunal  Supremo  son  las  únicas  que  pue- 
den formular,  ante  el  Gobierno,  el  recurso  de  queja  contra  las  invasiones 
de  la  .Administración  en  las  atribuciones  judiciales,  y  prescribiéndose  que 
emita  dictamen  el  Ministerio  fiscal,  se  dá  á  las  referidas  el  derecho  de  rcr- 
«olver,  al  parecer,  sin  ulterior  recurso. 

La  tendencia  de  estos  artículos,  entresacados  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  es  plausible,  pues,  con  el  fin,  en  primer  término,  de  que 
haya  orden  y  concierto  en  la  promoción  de  recursos  de  yieja,  y  en  se- 
gundo lugar,  de  que  lleven  los  que  se  promuevan  autoridad  notoria,  se 
prescriben  las  formalidades  indicadas  limitando  la  facultad  de  elevarlos  á 
las  Salas  de  gobierno  de  los  Tribunales  colegiados. 

Por  lo  tanto  aplaudimos  el  pensamiento  del  legislador. 

Art.|124.  El  Gobierno  resolverá  estos  conñictos  en  la  forma 
que  determinen  las  leyes  v  reglamentos.  (Ley  org,  del  P.  /., 
ürticulos  296  y  297.) 

Véanse  los  artículos  citados  de  la  ley  orgánica,  y  nuestra  nota  2^  del 
art.  117.  Por  aquéllos  y  ésta  se  comprenderá  que  uira  vez  recibido  por  el 
Gobierno  el  expediente  del  recurso  de  queja,  los  trámites  que  han  de  se- 
guirse para  su  resolución,  son  análogos  álos  señalados  para  resolver  las 
cuestiones  de  competencia  promovidas  por  la  Administración  contra  los 
«Tribunales  ordinarios,  á  contar  desde  que  la  superioridad  interviene.  Y 
esto  nos  escusa  de  entrar  en  más  detalles. 
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TITULO  TIL 

De  los  recursos  de  fuerza  en  conocer. 

La  antigüedad  y  la  importancia  de  los  recursos  de  fuerza  en  conocer, 
cuyas  consecuencias  favorables  á  la  soberanía  del  Estado  y  á  la  prepon*- 
deraiicia  de  la  jurisdicción  ordinaria  sobre  la  ^lesiástica  no  pueden  des- 
conocerse, nos  obliga  á"  extendernos  en  algunas  consideraciones,  para  fi- 
jar bien  la  noción  de  dichos  recursos  y  poder  entrar  con  pié  seguro  á  ha- 
cer el  examen  de  los  artículos  siguientes,  hasta  el  162  inclusive  en  qué  la 
ley  se  ocupa  de  la  materia. 

Antes,  sin  embargo,  debemos  hacer  notar  que  examinando  el  título 
presente,  y  el  anterior,  con  especialidad  sus  secciones  3*  y  4*>  se  ob-- 
serva  una  inconsecuencia  de  criterio,  una  falta  de  orden  cometida  por  el 
Legislador  que,  supuesto  el  propósito  á  que  la  redacción  de  la  nueva  ley- 
ha  obedecido,  de  ordenar  sistemáticamente  y  aclarar  todo  lo  posible  las. 
materias  sobre  que  versa,  no  puede  menos  de  llamar  poderosamente  la 
atención  y  dar  lugar  á  que  en  este  punto  se  censure  la  falta  de  cuidado 
con  que  se  ha  procedido. 

En  primer  término,  es  de  advertir  que  los  recursos  de  fuerza  en  cono- 
cer, según  se  deduce  de  la  misma  definición  que  de  ellos  se  da  en  el  ar- 
tículo 125,  no  son  en  el  fondo  sino  cuestiones  de  competencia,. que  la 
Justicia  ordinaria  puede  promover  y  resolver  contra  los  Jueces  y  Tribu- 
nales eclesiásticos,  y  ya  que  en  el  título  anterior  referente  á  la  competencia 
y  á  las  contiendas  de  jurisdicción,  parece  que  se  ha  querido  reunir  todo 
cuanto  á  una  y  á otras  se  refiere,  hasta  el  punto  de  incluirlos  recursos  de 
queja  contra  l^s  Autoridades  administrativas  é  indicarse  cuáles  de  éstas 
pueden  promover  cuestiones  de  competencia  contra  la  jurisdicción  común,, 
no  resulta,  á  nuestro  modo  de  ver,  muy  lógico,  que  como  si  se  tratase  de 
una  materia  en  todo  y  por  todo  diferiente,  ae  haya  formado  título  aparte  y 
exprofeso  de  lo  relativo  á  los  mencionados  recursos  de  fuerza. 

En  segundo  lugar,  debe  tenerse  en  cuenta  que  en  la  sección  3^  del  tí- 
tulo 2**,  donde  parece  que  se  ha  querido  tratar  sólo  de  las  cuestiones  de 
competencia  entre  Jueces  y  Tribunales  ordinarios,  se  han  incluido  dos  ar- 
tículos, los  112  y  113  que  mejor  colocados  estarían  en  este  título,  y  con 
esta  ingerencia  no  se  ha  seguido  el  orden  á  que  obedece  la  sección  4^  del 
mismo  título  2®  pues  ya  que  en  esta  se  dice  qué  Autoridades  administrati- 
vas pueden  promover  cuestiones  de  competencia  á  la  Justicia  ordinaria  y 
después  ise  habla  de  los  recursos  de  queja  yie  contra  aquellas  Autorida- 
des pueden  promover  los  Tribunales  del  mismo  fuero  común,  hubiera  si- 
do más  metódico  incluir  en  el  presente  título  los  mencionados  ártícU'- 
los  112  y  113,  y  de  este  modo,  se  habría  tratado  en  un  sólo  lugar  de  to- 
das las  cuestiones  que  pueden  ocurrir  entire  los  Tribunales  seculares  y  ^ 
eclesiásticos. 

Antiguamente  estos  eran  tres;  en  conocer,  en  el  modo  de  proceder  y  en 
no  otorgar^  y  dando  lugar  el  primero  como  hoy,  á  una  verdadera  cues- 
tión de  competencia  contra  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos,  servían 
los  segundos  para  obligar  á  dichos  tribuifales  á  sujetarse  en  todo  y  por 
todo  á  las  leyes  de  procedimientos.  Y  la  razón  de  ser  ó  el  fundamento  de- 
todos  ellos  era  perfectamente  lógica  y  natural;  porque,  cuando  en  otrosí 
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tiempos  fué  la  Iglesia  tan  poderosa  que  por  entero  dominaba  en  los  Estat- 
dos  católicos,  hizo  sentir  su  influencia  en  todas  las  esferas ,  y  ora  alcan- 
zando privilegios,*  ora  abrogándose  facultades  propias  de  la  potestad  ci- 
vil, se  inmiscuyó  en  el  conocimiento  de  multitud  de  cuestiones  á  esto 
reserv  adas  por  su  índole  y  carácter,  hasta  el  punto  de  (jue  en  materia  ju- 
dicial llegó  á  conocer  de  la  mayor  parte  de  los  negocios  temporales ;  y 
después,  cuando  el  poder  laico  "ó  el  Estado,  más  proi)iamente  naJ)Iando, 
empezó  á  reconquistar  sus  perdidos  derechos,  extendiendo  las  facultades 
de  la  llamada  jurisdicción  ordinaria,  se  establecieron  los  recursos  de  fuer- 
ta,  por  medio  de  los  cuales  se  habia  de  conseguir,  en  primer  término, 
•  que  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  no  conocieran  de  causas  proía- 
na  no  sujetas  á  su  jurisdicción;  y  en  segundo  lugar,  que  cuando  cono- 
ciesen de  ciertos  negocios  mixtos  ó  que  en  algo  tenian  carácter  temporal, 
y  que  obedeciendo  á  un  espíritu  de  transacción  se  hablan  dejado  dentro 
de  su  jurisdicción,  uo  falseasen  ni  infringiesen  los  preceptos  de  las  leyes 
procesales  aplicables  al  caso. 

Las  reformas  lecislativas  inmediatas  á  la  revolución  de  Setiembre  de 
4868  hicieron  inútiles  los  recursos  de  fuerza  en  el  modo  de  proceder  y  en 
no  otorgar,  y  bien  por  esta  razón,  ó  porque  el  legislador  no  considerast? 
procedente  tratar  de  ellos  en  la  ley  provisional  sobre  organización  del 
Poder  judicial  de  1870,  es  lo  cierto  que  en  dicha  ley  sólo  se  habla  de  los 
.  recursos  de  fuerza  en  conocer,  que  son  los  únicos  á  que  el  título  que  exa- 
minamos se  refiere. 

De  ellos,  pues,  será  de  los  únicos  que  también  nosotros  habremos  de 
ocupamos,  y  puesto  que  va  hemos  advertido  la  inconsecuencia  de  crite- 
rio en  que  ha  incurrido  el  legislador  al  tratar  de  los  recursos  de  fuerza  en 
conocer  en  distinto  título  que  el  consagrado  á  la  materia  de  competencia, 
réstanos  sólo  por  ahora  añadir  que  conviene  fijar  la  atención  en  el  con- 
texto del  art.  125,  pues  en  él  se  expresa  que  el  recurso  procede  cuando 
un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de  una  causa 
profana  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  cuando  intente  llevar  á  ejecución  la 
sentencia  que  hubiere  pronunciado  en  negocio  de  su  competencia,  proce- 
diendo por  embai-go  y  venta  de  bienes,  sm  impetrar  el  auxilio  de  la  ju- 
risdicción ordinaria;  y  es  de  suma  importancia  tener  presente  esto  doc- 
trina. 

Por  último,  diremos  que  empezando  la  actual  ley,  como  la  orgánica 
del  Poder  judicial,  por  definir  aquello  en  que  la  fuerza  puede  consistir, 
sigue  mejor  método  que  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dando 
una  definición  incompleta  la  relegaba,  según  dicen  oportunamente  los 
Sres.  Atord  y  Cervellera,  á  segundo  término. 

Véase  — ^Dictamen  de  la  Fiscalía  de  la  Audiencia  de  Madrid  sobre  los 
recursos  de  fuerza  y  protección,  Rev,y  tomo  XX VIII,  pág.  321. — De  los 
recursos  de  fuerza  y  protección,  tonfo  XXXV,  pág.  190.  Tratado  teó- 
rico práctico  de  los  recursos  de  fuerza  y  protección,  Barcelona,  1860. 

Art.  125.  Procederá  el  recurso  de  faerza  en  conocer,  cuando 
un  Juez  ó  Tribunal  eclegiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de 
una  causa  profana  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  6  llevar  á  eje- 
cución la  sentencia  que  hubiere  pronunciado  en  negocio  de  su 
competencia,  procediendo  por  embargo  y  venta  de  bienes,  sin 
impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria.  {Ley  org.  del 
P,  /..  art.  ^9^,—Leyant,  art.  1104.) 
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Art.  126.  El  Tribunal  Supremo  couocerá  de  los  recurso» 
de  fuerza  que  se  iiiterpong^an  contra  la  Nunciatura  y  los  Tri- 
bunales superiores  eclesiásticos  de  la  Cortee;  y  las  Aadiencias 
de  los  que  se  interpongan  contra  los  demás  Jueces  ó  Tribuna- 
les eclesiásticos  de  sus  respectivos  distritos. 

Contra  las  resoluciones  que  sobre  ellqs  dictaren  el  Tribunal 
Supremo  6  las  Audiencias,  no  se  dará  ulterior  recurso.  (Ley 
org.  del  P.  /.,  art.  275. — Leij  ant,  avL  1105. — Decreto  de  27  de^ 
Enero  de  1875,  art.  3®. — Sentencias  de  15  de  Diciembre  de  187F 
y^deMarzodeWll) 

Art.  127.  Podrán  promover  el  recurso  de  fuerza  en  co- 
nocer : 

V  Los  que  se  consideren  ag-raviados  por  la  usurpación  de^ 
atribuciones  hecha  por  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico. 

2**  Los  Fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo. 
{Ley  orff,  del  P,  /.,  art,  400. — Ley  ant.,  art,  1106.) 

Art.  128.  Los  Fiscales  municipales,  los  Promotores  ísca- 
les,  los  Jueces  y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
ño  podrán  promover  directamente  recursos  de  fuerza  en  co- 
nocer. 

Cuando  supieren  que  alguna  Autoridad  judicial  eclesiástica 
se  haya  entrometido  á  entender  en  negocios  ajenos  á  su  juris  - 
dicción,  se  dirigirán  á  los  Fiscales  de  las  Audiencias  ó  al  del 
Supremo,  según  sus  atribuciones  respectivas,  dándoles  las  no- 
ticias y  datos  que  tuvieren  para  que  promuevan  el  recurso,  si 
lo  estimaren  procedente.  {Ley  org . -del  P ,  /.,  art.  401. — Ley 
ant.,  arts.  1125  y  1127.) 

Los  artículos  i  27  y  128,  forman  un  cuerpo  de  doctrina,  pues  en  ellos 
se  prescribe  auiénes  pueden  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer, 
qué  autoridades  del  orden  judicial  no  le  pueden  promover  y  qué  procedi- 
miento deben  seguir  esas  mismas  autondades  para  que  sea  promovido 
cuando  supieren  que  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  se  ha  entrometido  á 
entender  en  negocios  ágenos  á  su  jurisdicción.  Y  estos  dos  artículos,  jco~ 
pia  exacta  de  los  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  al  final  de  cada 
uno  citamos,  mantienen  y  sancionan  la  doctrina  hasta  ahora  admitida, 
pues  aunque  leyendo  el  art.  1  i  06  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  parece  que  en  la  ley  orgánica  se  introdujo,  con  respecto  de  lo  en  él 
dispuesto,  una  importante  novedad, 'basta  para  convencerse  de  que  no  fu6 
así  tener  en  cuenta  lo  que  dice  el  art.  i  127  de  la  misma  ley,  ó  deducir  ló- 
gicamente las  consecuencias  que  se  desprenden  del  contexto  del  art.  1105 
y  del  mismo  1 106. 

En  efecto;  en  este  último  se  decia  que  podiau  promover  los  recursos 
de  fuerza  en  conocer:  1°,  Los  que  son  llamados  indebidamente  á  litigar 
por  la  Autoridad  eclesiástica  ó  compelidos  por  la  misma  á  hacer  algo  que 
no  sea  de  su  competencia  ordenar:  2**,  El  Ministerio  fiscal;  y  3",  Los  Jue- 
ces y  Tribunales  seculares  competentes;  pero  prescribiéndose  en  el  ar- 
tículo 1105,  que  sólo  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  podían  cono- 
cer de  los  recursos  de  fuerza,  era  lógico  sucediese  que  los  Jueces  y  Tribu- 
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nales  inferiores  no  pudieran  promoverlos  de  otro  modo  que  pasando  los 
antecedentes  al  Fiscal  que  correspondiese  de  aquellos  Tribunales,  y  para 
mayor  claridad,  así  lo  prescribia  terminantemente  el  art.  4127.  Por  lo 
tanto,  y  según  hemos  dicho,  sé  ve  que  al  suprimirse  en  el  art.  127  que 
examinamos  la  disposición  3^  del  1106  de  la  anterior  ley,  y  al  consig- 
narse las  prescripciones  del  art.  228,  no  se  ha  hecho  más  que  respetar  la 
doctrina  de  antiguo  establecida. 

0.  Art.  129.  Los  que  considerándose  agraviados  por  un  Juez 
ó  Tribunal  eclesiástico,  quisieren  promover  el  recurso  de  fuer- 
za en  conocer,  lo  propondrán  en  los  términos  que  prescribe 
esta  ley.  {Ze^  org.  del  P.  /.,  arú,  402.— Z^y  ant.,  art,  1107.) 

Art.  130.  El  iMinisterio  fiscal  promoverá  el  recurso  directa- 
mente y  sin  preparación  ^Iguna.  {Ley  org.  delP,  /.,  art,  403.) 

Art.  131.  El  agraviado  preparará  el  recurso  ante  el  Juez  6 
Tribunal  eclesiástico,  solicitando,  en  petición  firmada,  qqe  se 
separe  del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  ó  las 
diligencias  practicadas  al  Juez  competente,  protestando,  si  no 
lo  hiciere,  impetrar  la  Real  protección  contra  la  fuerza.  {Ley 
orgánica  del  P,  /.,  art.  404. — Ley  ant,,  art,  1108.) 

Art.  132.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare 
la  pretensión  hecha  con  arreglo  al  artículo  anterior,  podrá  el 
agraviado  pedir  testimonio  de  la  providencia  denegatoria,  y 
obtenido,  se  tendrá.el  recurso  por  preparado.  {Ley  org.  del  Po- 
der Judicial,  art.  403. — Ley  ant.,  art.  1109.) 

Art.  133.  En  el  caso  de  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico 
denegare  dicho  testimonio  ó  no  diere  providencia  separándose 
del  conocimiento  del  negocio,  podrá  el  agraviado  recurrir  en 
queja  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  ejerciere  aquél  su  ju- 
risdicción, ó  al  Tribunal  Supremo  según  sus  respectivas  atri- 
buciones, en  conformidad  alo  establecido  en  esta  ley.  {Ley  or- 
gánica del  P.  /.,  art.  406. — Ley  ant.,  art.  1110.) 

Art.  134.  El  Tribunal  ante  quien  se  interpusiere  la  queja, 
si  fuere  competente  para  conocer  del  recurso,  ordenará  al  Juez 
ó  Tribunal  eclesiástico  que  facilite  el  testimonio  al  recurrente, 
en  el  término  de  tercero  dia  desde  aquél  en  que  reciba  la  Real 
provisiop  que  al  efecto  se  le  dirija.  {Ley  org.  delP.  /.,  art.áOl. 
— Ley  ant.,  art.  1110,  vdr.  2".) 

Art.  135.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  no  cum- 
pliere con  lo  ordenado  en  la  provisión  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  se  le  dirigirá  segunda  Real  provisión,  conminándole 
con  la  pena  establecida  para  este  caso  en  el  Código  penal. 
{Ley  org.  del  P.,  /.,  art.  408. — Ley  ant.,  1110,  par.  3**.) 

La  pena  á  que  se  refiere  este  artículo  es  la  que  prescribe  el  392  del 
Código  penal  de  1870,  que  dice: 

«El  eclesiástico  que,  requerido  por  el  Tribunal  competente,  rehusare 
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remitirle  los  autos  pedidos  para  la  decisión  de  un  recurso  de  fuerza,  inter- 
puesto, será  castigado  con  la  pena  de  inhabilitación  temporal  especial. 

La  reincidencia  se  castigará  con  la  de  inhabilitación  perpetua  espe- 
cial.» • 

Art.  136.  Si  no  obedeciere  á  la  segunda  Real  provisión,  el 
Tribunal  que  conozca  del  recurso  mandará  ai  Juez  de  prime- 
ra instancia  del  partido  en  cuya  jurisdicción  residiere  el  Juez 
ó  Tribunal  eclesiástico,  que  recoja  los  autos  y  se  los  remita, 
j  que  proceda  desde  luego  á  la  formación  de  la  causa  crimi- 
nal correspondiente. 

En  este  caso  el  recurso  de  fuerza  quedará  preparado  con  la 
remesa  de  los  autos.  (Ley  org.  del  P,  /.,  art,  409. — Ley  ant.^ 
arL  1113.) 

Art.  137.  Presentado  ante  el  Tribunal  á  quien  corresponda 
conocer  del  recurso  el  testimonio  de  la  denegación  decretada 
por  el  Juez  ó  Tribiinal  eclesiástico,  ó  interpuesto  el  recurso 
directamente  por  el  Ministerio  fiscal,  se  dictará  auto  admitién- 
dolo (5  declarando  no  haberlugará  admitirlo*  {Leyorg,delP,J.y 
arL  410.) 

Art.  138.  El  Tribunal  declarará  la  admisión  cuando  haya 
motivos  que  induzcan  á  estimar  que  él  Juez  ó  Tribunal  ecle- 
siástico ha  salido  de  los  límites  de  sus  atribuciones  y  compe- 
tencia. 

En  otro  caso  se  declarará  no  haber  h7gar  á  la  admisión  del 
recurso.  (Ley  org,  delP,  J.,  art  411.) 

Art.  139.  En  la  misma  providencia  en  que  el  Tribunal  ad- 
mita el  recurso  mandará,  por  medio  de  una  Real  provisión, 
que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  dentro  de  tercero  dia,  re- 
mita los  autos,  á  no  ser  que  ya  estuvieren  en^el  Tribunal  por 
consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  art.  136.  (Ley  org,  deiP,  /., 
art,  412. — Ley  ant,,  art,  1111.) 

Art.  140.  JEn  la  Real  provisión  que  se  despache  en  confor- 
midad con  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  se  encargará 
•al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  que  haga  emplazar  á  las  par- 
tes para  que  comparezcan  dentro  de  diez  dias  improroga- 
bles,  si  quisieren,  ante  el  Tribunal  que  conozca  del  recurso,  á 
hacer  uso  de  su  derecho.  (Ley  org,  del  P.  /.,  arL  413. — 
Ley  ant.y  art,  lili.) 

Por  este  artículo  se  dá  el  plazo  de  diez  dias:  por  la  anterior  ley  se  daba 
el  plazo  de  20  dias.  (Véase  nuestra  nota  al  artículo  444.) 

Art.  141.  Cuando  comparecieren  los  citados  en  virtud  de 
lo  dispu.esto  en  el  artículo  anterior,  serán  parte  en  el  recurso. 
Si  no  lo  hicieren,  se  sustanciará  éste  sin  su  concurrencia,  pa- 
rándoles perjuicio  del  mismo  modo  que  si  estuvieren  presen- 
tes. (Ley  org,  dd  P,  /.,  art,  414.) 


D-igitized  by  VjOOQIC 


I4BS0   I — TÍTULO   III — ARTÍCULO    142  97. 

Art.  142.  Los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  podrán  ci- 
i:ar  á  sns  respectivos  Fiscales  para  que  comparezcan  como 
parte  ante  la  jurisdicción  ordinaria. 

Este  mismo  carácter  tendrán  los  Jueces  y  Tribunales  ecle- 
Biásticos,  cuando  se  presenten  en  el  recurso  para  sostener  sus 
actos  y  su  competencia.  {Ley  org,  del  P,  /.,  art.  415. — Ley 
anL^  art.  1111,  ^ár.  2^) 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo,  (que  como  hemos  dicho  de  otros, 
€s  copia  exacta  del  correspondiente  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial), 
no  constaba  en  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil;  pero  la  justicia  de 
su  disposición  así  como  la  de  la  contenida  en  el  primer  párrafo  son  evi- 
dentes; porque  si  el  recurso  de  fuerza  en  conocer  es  en  su  fondo  una 
cuestión  de  competencia  promovida  por  los  Tribunales  ordinarios  ó  por 
otros  especiales  cpntra  los  eclesiásticos,  nada  más  justo  puede  haber  que 
-el  que  á  estos  se  les  oiga  admitiéndoles  como  parte  en  los  recursos. 
Y  tanto  más  verdad  es  esto,  cuanto  que  hay  que  tener  en  cuenta  que 
la  competencia  que  se  entabla  la  resuelve  la  jurisdicción  ordinaria,  y  que 
-en  cierto  modo  no  se  considera  á  los  Tribunales  eclesiásticos,  como  tales 
Tribunales,  in  dependientes  y  con  autoridad  para  sostener  sus  derechos 
frente  á  frente  de  los  ordinarios  sino  más  bien  como  subordinados  á  es- 
tos, con  obligación  de  respetar  el  fallo  que  recaiga. 

Art.  143.  Cuando  no  remitiere  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiás- 
tico los  autos  que  se  le  reclamen,  se  observará  lo  que  se  orde- 
na en  el  art.  136.  {Ley  org.  del  P,  /.,  art.  416: — Ley  ant.y  ar- 
ticulo 1112.) 

Art.  144.  En  el  caso  de  que  el  Juez  de  primera  instancia, 
cumpliendo  con  lo  que  previene  el  art.  136,  remesare  los  au- 
to9  al  Tribunal,  mandará  notificar  la  providencia  en  que  lo  or- 
dene á  los  que  sean  parte  en  ellos,  emplazándoles  á  los  efectos 
^ue  establece  el  art.  140.  {Ley  org.  del  P.  /.,  art.  417.) 

Es  justo  que  las  partes  concurran  á  mantener  el  recurso  ante  el  Tribu- 
nal del  fuero  común  que  haya  de  conocer  de  él,  y  por  eso  el  art.  140  y  el 
4  que  esta  nota  se  refiere,  determinan  la  manera  cómo  se  les  ha  de  empla- 
zar, para  que  puedan  hacer  uso  de  su  derecho.  Pero  la  comparecencia  es 
voluntaria,  pues  lo  único  que  puede  ocurrir,  caso  de  que  las  partes  no 
'Comparezcan  en  el  término  del  emplazamiento,  es  que  conforme  prescribe 
el  art.  ,141  se  sustancie  el  recurso  sin  su  concurrencia,  parándoles  perjui- 
cio del  mismo  modo  que  si  estuviesen  presentes. 

Mas  en  el  caso  «i  que  el  recurso  sea  promovido  de  oficio,  ¿regirá  la 
misma  regla  antedicha  con  respecto  def  las  partes?  Creemos  que  en  todo 
caso  debe  emplazárselas;  pero  si  promovido  de  oficio,  no  comparecieren, 
no  podrán  serles  impuestas  las  costas,  como  ordena  el  art.  148  para  cuan- 
do se  declare  no  haber  lugar  al  recurso. 

Art.  145.  Remitidos  los  autos  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  los  artículos  anterio- 
res, se  tendrá  por  admitido  el  recurso  por  el  hecho  de  entrar 
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los  autos  en  el  Tribunal  á  cuyo  conocimiento  corresponda^ 
{Ley  OTQ.  del  P.  J..  arí.  418.) 

Art.  146.  En  todo  caso,  recibidos  los  autos  en  la  Audiencia 
ó  ejx  el  Tribunal  Supremo,  se  sustanciará  el  recurso  en  la  for- 
ma establecida  en  íísta  ley  respecto  á  las  apelaciones  de  los  in- 
cidentes. fZey  org,  del  P.  /.,  art,  419.) 

Art.  147.  El  Ministerio  fiscal  será  también  parte  en  los  re- 
cursos que  no  haya  promovido,  y  en  todo  caso  concurrirá  ne- 
cesariamente á  la  vista.  (Ley  org  del  P,  /.,  art,  420. — Ley 
ant,y  artículos  1116  y  1120.) 

El  precepto  de  este  artículo,  teniendo  en  cuenta  lo  que  el  Ministerio 
fiscal  es  jr  representa  en  España,  así  como  lo  que  interesa  al  orden  públi- 
co, la  mejor  mstruccion  posible  de  los  recursos  de  fuerza,  se  explica  per- 
fectamente, y  no*puede  menos  de  parecer  acertado;  pues  el  único  caso  en 
.  que  no  lo  seria  está  salvado  en  el  art.  448,  al  prescribir  que  en  ningún 
caso  se  podrá  imponer  la  condena  de  costas  al  Mmisterio  fiscal. 

Art.  148.  El  Tribunal  dictará  auto,  dentro  de  los  ocho  diasr 
siguientes  al  de  la  vista,  limitándose  á  las  declaraciones  que 
siguen: 

1*  No  haber  lugar  al  recurso,  condenando  en  costas  al  que 
lo  hubiere  interpuesto  y  mandando  devolver  los  autos  al  Juez, 
ó  Tribunal  eclesiástico  para  su  continuación  con  arreglo  á  de- 
recho. 

No  se  podrá  imponer  dicha  condena  de  costas  al  Ministe- 
rio fiscal  en  ningún  caso. 

2*  Declarar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace  fuerza 
en  conocer,  y  ordenar  que  levante  las  censuras  si  las  hubiere- 
impuesto. 

Se  podrá  en  este  caso  imponer  las  costas  al  Juez  6  Tribu- 
nal eclesiástico,  cuando  hubiere  por  su  parte  temeridad  noto- 
ria en  atribuirse  facultados  6  competencia  iquo  no  tenga. 

Esta  providencia  se  comunicará  al  Juez  6  Tribunal  ecle- 
siástico por  medio  de  oficio.  fLey  org,  del  P,  /.,  art,  421.-— 
Ley  ant.^  arts,  1121  y  1126.) 

Art.  149.  De  todo  auto  en  que  se  declare  que  un  Juez  ó  Tri-^- 
bunal  eclesiástico  hace  fuerza  en  couocer,  se  dará  cuenta  al 
Gobierno,  acompañando  copia  del  mismo  auto.  fLey  org  i  def 
P,  /.,  art.  4S12,—Ley  ant,,  art,  1122.^ 

Art.  150.  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se- 
devolverán  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  con  la 
certificación  correspondiente,  para  que  pueda  continuarlos  con 
arreglo  á  derecho.  (Ley  org,  del  P.  J,,  art,  423.— Ztfy  ant.y, 
art,  1123.; 

Art.  151.  Hecha  la  devolución  de  los  autos,  se  tasarán  y 
regularán  las  costas,  y  se  procederá  por  la  Audiencia  6  por  el 
Tribunal  Supremo  á  disponer  lo  que  corresponda  para  hacerlas^ 
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efectivas,  empleando  para  ello  la  vía  de  apremio  (Ley  ora,  del 
P.  /.,  art  424.— Z^y  ant.,  párrafo  2%  art  1123. 

Art.  152.  Si  se  declarase  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico 
hace  fuerza,  se  remitirán  los  autos  al  Juez  competente,  con  ci- 
tación de  las  partes  que  se  hayan  personado  en  el  Tribunal,  y 
se  dará  noticia  al  eclesiástico  por  medio  de  oficio  (Lev  ora.  del 
P.  /.,  art,  4S¿h,'-'Leyant.,  art  1124.) 


TITULO  IV. 

De  las  acumulaciones. 

Por  acumulación^  hablando  el  lenguaje  del  foro,  se  entiende,  según 
indican  los  Sres.  Manresa,  Miguel  y  Reus,  el  ejercicio,  uso  ó  unión  de  va- 
rias acciones  en  una  demanda  para  ventilarlas  á  la  vez  en  un  solo  juicio, 
ó  la  reunión  ó  agregación  de  dos  ó  más  procesos,  á  fin  de  (jue,  viniendo 
á  formar  uno  solo  se  continúen  y  decidan  en  un  mismo  juicio;  de  modo 
que  la  acumulación  puede  ser  de  acciones  ó  de  autos.  Y  el  fundamento  de 
ambas  acumulaciones  se  comprende  perfectamente,  porque,  según  decia  el 
Sr.  Gómez  Negro  en  sus  «Elementos  de  Práctica  forense»,  si  mucho  inte- 
resa al  bien  publico  y  de  los  ciudadanos  la  brevedad  en  los  pleitos,  aun 
le  interesa  más  que  estos  no  se  multipliquen  sin^necesidad ,  y  que  no  se 
fonnen  dos  ó  más  disputas  sobre  derechos  ó  acciones  que  pueden  y  deben 
ventilarse  en  una.  Además,  ha  de  tenerse  en  cuenta,  que  siguiéndose  se- 
paradamente procesos  que  por  su  naturaleza  debieran  sustanciarse  reuni- 
dos, ó  ejercitándose  también  con  separación  acciones  acumulables,  pade- 
eenan  irremisiblemente  el  prestigio  de  la  magistratura  y  el  respeto  que 
debe  prestarse  á  la  cosa  juzgada. 

Consecuencia  de  este  fundamento,  dice  el  Sr.  Caravantes,  ha  sido  que 
se  haya  adoptado  la  acumulación  en  todos  los  Códigos,  tanto  en  el  Dere- 
cho romano,  según  se  vé  por  la  ley  2*,  tít.  2®,  libro  \  \  del  Digesto,  como 
en  los  demás  de  Europa;  y  así  se  comprende  qiie  la  mayor  parte  de  los 
comentaristas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior  censurasen  al  Legisla- 
dor por  haberse  ocupado  sólo  de  la  acumulación  de  autos  y  no  de  la  de 
acciones,  pues  importantes  una  y  otra  del  mismo  modo,  y  sieiido  propio 
de  las  leyes  de  procedimientos  fyar  las  reglas  á  que  la  acumulación  de  ac- 
ciones y  de  procesos  debe  subordinarse,  ninguna  razón  justifica  que  se 
trate,  como  nacia  la  antigua  ley,  de  una  de  las  dos  clases,  con  omisión 
completa  de  la  otra. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LA  áCUMULACjON  DB  ACCIONES. 

Ya  hemos  dicho  lo  que  se  entiende  por  acumulación  de  acciones;  aho- 
ra añadiremos  que  se  llama  acumulación  propia  á  la  unión  simultánea  de 
diversas  acciones  en  un  mismo  juicio,  tiempo  y  demanda,  é  impropia  á  la 
deducción  sucesiva  de  diversas  acciones  en  distinto  tiempo  y  diierente  de- 
manda, hasta  la  contestación  del  pleito.  m 
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Art.  153.  El  actor  podrá  acumular  en  su  demanda  cuantas 
acciones  le  competan  contra  el  demandado,  aunque  procedan 
de  diferentes  títulgs,  siempre  que  aquéllas  no  sean  incompa- 
tibles entre  sí.  fLey  T,  tit.  10,  Partida  3*J 

La  facultad  que  en  este  artículo  se  concede  al  actor  procede  por  la 
misma  razón  (me  aconseja  la  acumulación,  de  modo  que,  seffun  se  ve,  se 
sienta  una  regla  general  que  encuentra  limitación  sólo  cuando  se  deducen 
acciones  contrarias  ó  incompatibles  entre  sí,  y  en  los  artículos  siguientes 
se  desenvuelve  esta  misma  regla  general,  señalando  las  acciones  que  pue- 
den considerarse  incompatibles;  determinando  que  las  que  deban  ejerci- 
tarse en  juicio  verbal  podrán  acumularse  á  las  de  mayor  ó  menor  cuan- 
tía; indicando  que  podrán  acumularse  las  acciones  que  uno  tenga  contra 
varios  individuos,  ó  varios  contra  uno,  siempre  que  nazcan  de  un  mismo 
'  título  ó  se  funden  en  una  misma  causa  de  pedir,  etc.,  etc. 

Nosotros  añadiremos  únicameníe,  sigmendo  al  Sr.  La  Serna,  que  hay 
casos  en  que  las  acciones  deben  acumularse,  como  son,  por  ejemplo,  cuan- 
do de  no  nacerlo  se  divide  la  continencia  de  la  causa  ó  cuando  las  accio- 
nes tienen  un  mismo  origen  ó  fundamento,  y  casos  en  que,  no  siendo  ne- 
cesaria, es  conveniente  la  acumulación,  como  en  todos  aquellos  en  que 
siendo  el  .hiez  competente  pueden  ser  tratadas  sin  inconveniente  en  el 
mismo  juicio. 

Véase  sobre  acumulación  de  acciones,  por  el  Sr.  Gómez  de  La  Sema;. 
Rev,,  tomo  XXVII,  pág.  146. 

Art.  154.  Será  incompatible  el  ejercicio  simultáneo  de  dos  ó 
más  acciones  en  un  mismo  juicio,  y  no  podrán,  por  tanto,  acu- 
mularse : 

1°  Cuando  se  excluyan  mutuamente,  ó  sean  contrarias  en- 
tre sí,  de  suerte  que  la  elección  de  la  una  impida  ó  haga  in- 
eficaz el  ejercicio  de  la  otra. 

2°  Cuando  el  Juez  que  deba  conocer  de  la  acción  principal 
sea  incompetente,  por  razón  de  la  materia,  ó  de  la  cuantía  li- 
tigiosa, para  conocer  de  la  acumulada. 

3°  Cuando,  con  arreglo  á  la  ley,  deban  ventilarse  y  decidir- 
se las  acciones  en  juicios  de  diferente  naturaleza.  (Ley  ')",  ti-- 
tulo  10,  Partida  2,''. —-Leyes  27  y  28,  tit.  2^  Partida  3*.— Z^y 
4%  tit.  ^%  libro  UdelaN.  R.) 

Los  casos  mencionados  en  este  artículo  son  los  generalmente  .admiti- 
dos i)or  los  autores,  y  la  razón  de  ser  de  que  se  considere  incompatible  el 
ejercicio  simultáneo  de  las  acciones  á  que  se  refieren  es  tan  obvia,  que  no 
se  necesita  hacer  observación  alguna  para  que  se  comprenda.  Dos  accio- 
nes de  origen  contradictorio  se  anulan  mutuamente.  No  pueden  acumu- 
larse acciones  cuando  el  Juez  que  deba  conocer  de  la  principal  sea  incom- 
petente para  conocer  de  la  acumulada,  porque  de  otro  modo  se  infringi- 
rían las  reglas  que  determinan  la  competencia,  y  habría  un  medio  de  pro- 
rogar  la  jurisdicción  en  casos  en  que  no  es  admisible;  pues  ya  tenemos 
dicho  que  las  partes  no  pueden  someterse  á  un  Juez  ó  Tríbunal,  sino  en 
cuanto  la  ley  fe  tiene  atribuida  competencia  para  conocer  del  asunto  de 
que  se  trate.  Y  no  procede  la  acumulación  de  acciones  que  deban  ventilar-^ 
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se,  con  arreglo  á  la  ley,  en  juicios  diferentes,  porque  esto  equivaldria  á 
no  dar  cumplimiento  á  la  misma  ley,  que  haciéndose  cargo  ya  de  la  dis- 
tinta naturaleza  de  las  acciones,  ha  fijado  trámites  diversos  para  que  se 
ventilen  unas  y  otras. 

Finalmente,'  añadiremos  que,  según  indican  los  Sres.  La  Serna  y  Mon- 
talvan,  no  son  acumulables  las  acciones  prejudiciales,  y  que  hay  acciones 
que  nunca  pueden  acumularse  con  otras,  como  el  interdicto  de  despojo 
que  siempre  la  rechaza,  porque  es  un  principio  general  y  no  sujeto  á  ajL- 
cepciones  el  de  que  el  despojado  dehe  ser  restituido  ante  todas  cosas,  y  el 
dé  manutención  de  la  posesión,  que  no  puede  concurrir  con  la  acción  rei- 
vindicatoria,  porque  ésta  supone  no  estar  en  posesión,  y  el  que  entabla 
el  interdicto  dice  que  posee. 

Art.  155.  Las  acciones  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la 
cosa  litigiosa  deban  ejercitarse  en  juicio  verbal,  podrán  acu- 
mularse á  las  de  mayor  ó  menor  cuantía. 

,  En  estos  casos  se  determinará  la  competencia  del  Juez,  y 
laclase  de  juicio  declarativo  que  haya  de  seguirse,  por  el  va- 
lor acumulado  de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la  demanda. 

Ninguno  de  los  preceptos  qxie  contiene  este  artículo  era  necesario  ni 
puede  considerarse  acertado.  El  primero,  porque  dicho  estaba  ya  que  las 
acciones  no  incompatibles  son  acumulables  y  porque  fundándose  la  divi- 
sión de  los  juicios  declarativos,  en  de  mayor  y  menor  cuantía  y  verbales, 
en  el  valor  de  la  cosa  litigiosa,  no  comprendemos  por  qué  en  último  es- 
tremo  no  se  ha  dicho,  para  evitar  dudas,  además  de  que  las  acciones  que 
pueden  ejercitarse  en  juicio  verbal  son  acumulables  á  las  de  mayor  ó 
menor  cuantía,  que  las  de  esta  última  clase  son  también  acumulables  á  las 
de  mayor  cuantía.  El  segundo,  porque  siendo  los  Jueces  municipales 
competentes  nada  más  para  conocer  de  los  juicios  verbales,  y  diciendo 
en  otra  .parte  la  Ley  que  los  juicios  verbales  serán  aquellos  en  que  se  trate 
de  demandas,  cuyo  interés  no  exceda  de  250  pesetas,  y  los  de  menor 
cuantía  los  que  versen  sobre  un  interés  de  más  de  250  pesetas  y  que  no 
exceda  de  1.500,  no  hacia  falta  oue  expresara  lo  que,  expresa  para  que  se 
tuviera  por  cierto,  que  por  el  valor  de  las  acciones  acumuladas  habrá  de 
determinarse  la  competencia  del  Juez  y  el  juicio  declarativo  que  deberá 
seguirse.  Y  de  fijar  el  precepto  que  la  ley  ha  fijado,  debiera  haberse  hecho 
más  claramente,  pues  con  que  se  hubtera  dicho  que  según  fuere  el  interés 
total  de  las  acciones  acumuladas  así  habría  de  tramitarse  la  demanda  en 
juicio  de  mayoró  menor  cuantía,  y  aun  verbal,  el  concepto  quedaba  me- 
jor expresado,  y  bastaba  para  que  se  supiera  qué  Juez  sería  el  competente. 

Art.  156.  Podrán  acumularse  y  ejercitarse  simultáneamen- 
te las  acciones  que  uno  tenga  contra  varios  individuos,  ó  va- 
rios contra  tino,  siempre  que  nazcan  de  un  mismo  título  ó  se 
funden  en  una  misma  causa  de  pedir. 

La  identidad  de  título  ó  de  causa  de  pedir  justifica  la  acumulación,  y 
k)  mismo  da  que  uno  tenga  acciones  de  esa  naturaleza  contra  varios ,  que 
el  que  varios  las  tengan  contra  uno  solo.  Los  juicios  universales,  oomo  el 
de  concurso  de  acreedores,  por  ejemplo,  se  fundan  en  gran  parte,  en  esta 
última  circunstancia. 
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Art.  157.  No  se  permitirá  la  acumulación  de  acciones  des- 
pués de  contestada  la  demanda,  quedando  á  salvo  el  derecho 
del  actor  para  ejercitarlo  en  el  juicio  correspondiente.  ' 

Después  de  contestada  la  demanda  es  cuando  el  juicio  se  encuentra 
verdaderamente  entablado,  porque,  como  dice  la  ley  8*,  del  til.  10  de  U 
Paj^tida  3*:  «A  muchas  cosas  tiene  pro  el  pleyto,  que  es  comentado  por 
demanda,  é  por  respuesta»;  y  por  eso  la  I^y  no  consiente  la  acumulación 
de  acciones  en  la  forma  de  que  de  ella  se  triata  en  esta  Sección,  una  vez 
contestada  la  demanda.  Pero  no  debe  perderse  de  vista  que  la  acumula- 
ción de  autos,  cuyos  efectos  son  en  suma  los  mismos  que  los  que  produce 
la  de  acciones,  puede  intentarse,  según  dispone  el  art.  163,  en  cualquier 
estado  del  pleito  antes  de  la  citación  para  sentencia  definitiva;  y  por  lo 
tanto,  el  actor  (jue  no  haya  acumulado  las  acciones  acumulables  que  tu- 
viere, en  su  debido  tiempo,  tendrá  que  promover,  si  desea  ejercitarlas,  los 
juicios  procedentes,  y  entonces  podrá,  si  está  en  ocasión,  solicitar  la  acu- 
mulación de  autos. 

Art.  158.  Si  antes  de  la  contestación  se  ampliase  la  de- 
manda para  acumular  nuevas  acciones  á  las  ya  ejercitadas,  el 
término  para  contestar  se  contará  de  nuevo  desde  el  traslado 
del  escrito  de  ampliación. 

Este  artículo  supone  la  facultad  en  el  actor  de  ampliar  la  demanda 
para  acumular  acciones,  y  á  nuestro  modo  de  ver,  está  tan  en  la  concien- 
cia de  todo  el  mundo  que  puede  hacerlo  sin  que  ley  alguna  se  lo  haya 
nunca  prohibido,  que  no  hacia  falta  que  el  legislador  lo  expresara  en  esta 
ocasión;  y  cómo  por  lo  demás,  creemos  que  el  precepto  de  que  el  término 
para  contestar  se  contará,  en  el  caso  de  ampliación  para  acumular,  desde 
el  traslado  d!el  mismo  escrito  de  ampliación,  no  es  propio  de  este  lugar, 
sino  que  debieiíi  expresarse  al  fijar  el  término  de  contestación  á  la  de- 
manda dentro  de  cada  juicio,  entendemos  que  el  artículo,  objetó  de  esta 
nota,  pudiera  haberse  suprimido,  sin  temor  á  perjuicio  alguno,  siempre 
que  el  precepto  que  encierra  se  hubiera  consignado  donde  dejamos  dicno. 

Art.  159.  La  acumulación  de  acciones,  cuando  proceda  y 
se  utilice  oportunamente  por  el  actor,  producirá  el  efecto  de 
discutirse  todas  bn  un  mismo  juicio  y  resolverse  en  una  sola 
sentencia. 

Gomo  el  principal  objeto  de  la  acumulación  es  que  no  se  divida  la  con- 
tinencia de  la  causa;  y  el  interés  del  litigante  es,  y  no  puede  menos  de 
ser,,  seguir  en  un  solo  proceso  las  acciones  que  la  ley  le  consienta,  la  pre^ 
cripcion  de  este  artículo  resulta  perfectamente  lógica.  Acumuladas  varias 
acciones  deben  discutirse  en  un  mismo  juicio,  y  discutidas  en  un  mismo 
juicio,  deben  resolverse  por  una  sola  sentencia. 

Jurispríídemia. — ^El  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  cuan- 
to dispone  que  los  Jueces  y  Tribunales  no  pueden,  bajo  ningún  pretexto, 
aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  que  hayan  sido 
discutidas  en  el  pleito,  se  halla  subordinado  á  las  leyes  y  doctrina  legal 
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:s6txe  acumulación  é  incompatibüídad  de  acciones,  y  su  precepto  se  limi- 
ta á  los  casos  en  que  pueda  haber  un  pretexto,  pero  no  un  impedimento 
1^1  para  fallar  á  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  pleito  todas  las  ac- 
ciones en  él  acumuladas  aun  cuantto  sean  inacumubles  y  alguna  afecte  á 
personas  que  no  fuesen  parte  en  el  litigio. 

Cuando  esto  acontece  y  se  deja  de  fallar  sobre  alguna  de  esas  acciones 
pero  reservando  su  uso  expresamente  al  que  la  propuso,  se  llena  lo  dis- 
puesto en  el  art.  62,  dirigido  á  evitar  yie  se  haga  caso  omiso  y  que  que- 
de en  olvido  ninguno  de  los  puntos  litigiosos,  exigiendo  sobre  cada  uno 
^1  pronunciamiento  correspondiente  que  bien  puede  ser  el  de  la  reserva 
para  otro  juicio.  (Sentencia  de  25  de  Enero  de  ^875.) 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE   LA   ACUMULACIÓN  DE   AUTOS. 

Art.  160.  L9  acumulación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á 
instancia  de  parte  legítima. 

Lo  serán  para  este  efecto  los  que  hayan  sido  admitido» 
-como  partes  litigantes  en  cualquiera  do  los  pleitos  cuya  acu- 
mulacion  se  pretenda.  (Ley  anú,,  art  156.) 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo^  en  el  cual  se  determina  quiénes 
pueden  considerarse  parte  legítima  para  el  efecto  de  pedir  la  acumulación, 
^  una  novedad  en  la  ley,  y  siquiera  no  se  haya  hecho  otra  cosa  que  acep- 
tar lo  que  la  práctica  y  los  autores  tenian  admitido,  no  puede  negarse  que 
la  reforma  es  conveniente.  «Por  parte  legítima,  decia  el  Sr.  Caravantes, 
quiere  dar  á  entender  la  ley,  no  la  que  realmente  lo  sea,  pues  esto  no  puede 
saberse  hasta  la  terminación  del  pleito,  sino  la  que  baya  comparecido  le- 
galmente  en  los  autos  como  demandante  ó  demandado,  ó  como  tercer  opo- 
^tor,  pues  aun  cuando  pudiera  haber  otras  personas  interesadas  en  evitar 
los  inconvenientes  de  la  separación,  no  presentándose  en  ios  autos,  care- 
cen de  legitimidad  para  ejercitar  este  remedio.» 

Pero  de  hoy  en  adelante,  ya  no  hace  falta  entrar  en  explicaciones, 
porque  el  contexto  de  la  ley  es  claro,  y  no  podrán  ser  tenidos  por  partes 
legítimas  sino  los  que  hayan  sido  admitidos  como  litigantes  en  cualquiera 
4e  los  pleitos  cuya  acumulación  se  pretenda. 

Ahora  bien:  en  el  artículo  que  produce  esta  nota  se  dice  que  la  acu- 
mulación de  autos  sólo  podrá  decretarse  á  instancia  de  parte  legítima,  y 
este  precepto,  copiado  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento,  ñié  causa  de 
discordancia  entre  los  autores,  pues  mientras  unos,  fundándose  en  lo  con- 
signado en  los  artículos  36^,  384,  382,  383,  497  y  523  de  la  mencionada 
leyanterior,  creian  que  en  alguna  ocasión  procedia  la  acumulación  de  oficio 
y  BÁemás  defendian  que  en  ciertos  casos  convenia  al  prestigio  de  la  ma- 
gistratura y  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  oue  así  pudiese  suceder, 
otros  encontraban  terminante  el  precepto,  y  aplaudían  al  legislador  por 
haberle  formulado,  evitando  los  anusos  á  que  la  facultad  de  decretar  la 
comulación  de  oficio  bsüí^ia,  en  otros  tiempos,  dado  lugar. 

Nosotros,  como  el  Sr.  Manresa,  opinamos  que  la  acumulación  sólo  pro- 
<íede  á  instancia  de  parte,  y  que  á  pesar  del  peligro  qm  señalan  los  que 
dísieaten  de  ese  patecer^  es  conveniente  que  no  pueda  verificarse  ni  inten- 
tarse de  oficio,  aun  para  el  mismo  prestigio  de  la  magistratura;  pero  de* 
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hemos  advertir,  que  no  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  que  examina- 
mos y  en  el  segundo  párrafo  del  4487  de  esta  ley,  parece  deducirse 
del  contexto  de  los  artículos  4003,  4473  y  4486  cpe  en  algunos  caso» 
puede  decretarse  de  oficio  la  acumulación  en  los  juicios  universales  de  a¿- 
iniestato,  testamentaría  y  concurso  de  acreedores. 

Art.  161.  Las  cauaiUJ  por  que  deberá  decretarse  son: 

1*  Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de  lo» 
pleitos  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción  de  cosa 
juzgada  en  el  otro. 

2*  Cuando  en  Juzgado  competente  haya  pendiente  pleito 
sobre  lo  mismo  que  sea  objeto  del  que  después  se  haya  pro- 
movido. * 

3*  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso  ó  de  quiebra,  al  que 
se  halle  sujeto  el  caudal  contea  el  que  se  haya  formulado  6 
formule  cualquier  demanda. 

4*  Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaría  ó  adintesiato  al 
que  se  halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado 
*ó  se  formule  una  acción  de  las  declaradas  acumulables  á  esto» 
'  juicios. 

5*  Cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos,  se  divida 
la  continencia  de  la  causa.  (Ley  ant,,  art.  157.) 

JurÍ8prudpicia,^L2L  acumulación  de  autos  no  puede  tener  lugar  cuan- 
do se  trata  de  hechos  que  no  tienen  entre  sí  conexión  alguna.  (ísent.  de  ^ 
de  Mayo  de  4864.) 

Nq  hay  litis-pendencia  ni  procede  la  acumulación  cuando  no  consta  aún 
ía  competencia  del  Juzgado  para  conocer  de  la  primitiva  demanda.  (Sen- 
tencia de  34  de  Mayo  de  4854.) 

No  puede  decretarse  la  acumulación  de  autos  más  que  por  las,  causas^ 
taxativamente  señaladas  en  los  artículos  457  y  458  déla  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  (Sent.  de  4  de  Enero  de  4870.) 

Se^un  el  art.  523  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  son  acumulables 
al  juicio  universal  de  acreedores  los  pleitos  ejecutivos  que  se  sigan  contra 
el  concursado.  (Sent.  de  6  de  Setiembre  de  4864.) 

El  art:  463  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  previene  que  en  el  caso  de 
haber  un  juicio  universal  se  acumulen  á  este  los  diferentes  pleitos  que  se 
sigan  en  distintos  Juzgados.  Según  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 
mo, es  necesario  que  los  pleitos  se  hallen  pendientes  al  hacerse  la  decla- 
ración de  concurso.  (Sent.  de  20  de  Agosto  de  4868.) 

Si  bien  es  cierto  que  el  art.  309  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 
en  su  regla  20  previene  que  cuando  existen  autos  de  testamentaria,  abin— 
testato,  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  la  acumulación  se  hará  siempre 
á  ellos;  también  lo  es  que  este  principio  tiene  sus  limitaciones,  como  se 
reconoce  en  el  último  párrafo  de  la  regla  citada;  y  además  cuando  pueden 
sustanciarse  los  diferentes  juicios  conservándose  la  unidad  de  los  procedi- 
mientos y  sin  que  las  providencias,  autos  ó  sentencias  que  en  unos  y  otro& 
recaigan,  se  excluyan  respectivamente,  no  procede  la  acumulación.  (Sen- 
tencia de  9  de  Enero  de  4873.) 

Para  míe  proceda  la  acumulación  es  preciso  que  exista  un  concurso  al 
^e  se  hallen  sujetos  los  bienes  contra  que  se  dirijen  los  otros  juicios  con— 
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tra  ellos  |)romoyidos;  y  solicitado  por  el  concursado  el  beneficio  de  es- 
pera y  quita  que  le  fueron  otorgados  por  sus  acreedores,  en  virtud  de 
este  necno  terminó  dicho  concurso  para  los  efectos  de  que  se  trata.  (Sen- 
tencia de  49  de  Diciembre  de  1874.) 

Art.  162.  Se  entiende  dividirse  la  coatinencia  de  la  causa, 
para  los  efectos  de  la  disposición  que  contiene  el  párrafo  últi- 
mo del  artículo  anterior: 

1**  Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  identidad  de  personas^ 
cosas  y  acción. 

2**  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas,  aun  cuando  - 
la  acción  sea  diversa.  , 

3°  Cuando  ¿aya  identidad  de  personas  y  acciones,  aun  cuan- 
do las  cosas  sean  distintas. 

4^  Cuando  las  acciones  jttDvengan  de  una  misma  causa, 
aunque  se  den  contra  mueras  y  haya,  por  consiguiente ,  di- 
versidad de  personas. 

5°  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa, 
aunque  sean  diversas  las  personas  y  las  cosas. 

6**  Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aunque 
las  personas  sean  di&tintas.  (Ley  ant.,  art.  158.) 

Para  mayor  claridad  reunimos  en  una  nota  las  ligeras  observaciones 
qoe  hemos  de  hacer  á  propósito  de  los  artículos  \6\  y  462. 

'  Es  evidente  que  para  decretarse  la  acumulación  ha  de  haber  causas 
que  puedan  dar  lugar  á  ella,  y  que  en  tal  concepto  no  puede  bastar  que 
se  pida  por  parte  lep'tima.  Pues  bien;  las  causas  generalmente  admitidas 
por  la  jurisprudencia  y  los  autores,  son  las  contenidas  en  el  art.  164  de 
esta  ley,  que  algunos  autores  reducen  á  cuatro,  otros  á  dos,  y  algunos, 
con  verdadera  razón,  según  dice  Manresa,  á  una,  ó  sea  la  de  que  no  se 
divida  la  continencia  déla  causa.  Pero  lo  más  general  ha  sido  expresar 
cuatro,  y  estas  son:  1*  Cuando  la  decisión  de  uno  de  los  dos  pleitos  pue- 
de servir  de  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  otro.  2*  Por  razón  de  litis- 
pendencia,  que  es  cuando  se  promueven  dos  pleitos  con  un  mismo  obje- 
to. 3*  En  los  juicios  universales  que  atraen  á  sí  todos  los  particulares» 
Y  4*  Cuando  puede  dividirse  la  co/itinencia  de  la  causa. 

Mas  por  continencia  de  la  causa  se  entiende ,  se^n  dice  Escriche,  la 
omdad  que  debe  haber  en  todo  juicio,  ó  sea  la  unidad  y  conexión  que 
deben  mediar  con  respecto  á  la  acción,  á  la  cosa  litigiosa ,  á  la  persona 
del  Juez ,  á  la  de  los  litigantes,  á  los  trámites  y  al  fallo  definitivo ;  y  la 
ley,  tomándolo  (Je  la  anterior,  y  esta  de  los- autores  prácticos,  señala  en 
el  art.  162  los  seis  casos  en  los  cuales  hay  continencia  de  causa  y  debe 
por  lo  tanto  verificarse  la  acumulación.  Dichos  casos  son  fáciles  de  com- 
pr^ider;  y  como  de  entrar  á  explicarlos  detalladamente  nos  saldríamos 
de  nuestro  propósito,  habremos  de  limitamos  ya  á  exponer  los  que  citan 
los  autores  como  excepciones  á  la  regla  general,  ó  sea  casos  en  que  no 
puede  tener  lugar  la  acumulación  aunque  se  divida  la  continencia  de  la 
4»n8a.  Algunos  de  estos  están  contenidos  en  los  artículos  siguientes  á  los 
que  exanunamos,  y  todos  son:  1**  Cuando  el  actor  y  el  reo  son  de  diverso 
Bieró.  2^  Cuando  el  Juez  ante  el  cual  se  ha  promovido  el  primer  pleito, 
jio  tiene  jurisdicción  para  conocer  del  todo  o  parte  de  las  cosas  demanda-- 
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das  en  los  otros  juicios.  3"  Cuando  los  pleitos  se  hallaa  pendientes  en  di- 
versas instancias.  Y  4^  Cuando  se  trata  de  juick)s  que  tienen  señalados 
por  la  ley  trámites  diferentes,  como  los  ordmarios  y  los  ejecutivos»  Ade~ 
más,  los  autores  no  creian  que  podía  haber  aculnnlacion  en  los  juicios  eje^ 
cutivos;  pero  la  nueva  ley  la  autoriza  en  elart.  464. 

Jurisprudencia, — ^La  doctrina  del  Supremo  no  es  oue  procede  la  acu- 
mulación de  acciones  cuaildo  hay  unidad  é  identidad  iie  la  cosa  litigiosa, 
sino  la  de  que  aquella  unidátí  é  identidad  es  indispensable,  entre  otros 
requisitos,  para  la  acumulación  bajo  un  mismo  orden  de  procedimiento. 
<Sent.  de  25  de  Enero  de  4875.) 

Art.  163.  La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquier  esta- 
do del  pleito  antes  de  la  citación  para  sentencia  definitiva. 
/Ley  ant,,  art,  159.) 

El  precepto  de  este  artículo  ha  de  entenderse  con  referencia  á  cuando 
-están  los  pleitos  en  la  misma  instancia,  pues  el  art.  465  prescribe  termi- 
nantemente que  no  son  acumulables  los  autos  que  estuvieren  en  diferwi- 
tes  instancias. 

Jufisprudencia. — ^No  puede  tener  lugar  la  acumulación  de  autos 
cuando  los  juicios  se  hallan  terminados.  (Sent.  de  3  de  Mayo  de  4874.) 

En  el  párrafo  tercero  de  la  regla  20  del  art.  309  de  la  ley  provisional 
sobre  organización  del  poder  judicial  se  dispone  que  la  acumulación  de 
autos  á  que  se  refieren  los  dos  párrafos  anteriores,  primero  y  segundo  de 
la  misma  regla,  no  es  aplicable  á  los  autos  conclusos  para  sentencias,  los 
«nales  no  serán  acumulados.  (Sent.  de  22  de  Marzo  de  4878.) 

Art.  164.  Son  acumulables  entre  sí  los  juicios  ordinarios, 
los  ejecutivos,  los  interdictos,  y  en  general,  los  que  sean  de  la 
misma  clase,  siempr§  que  concurra  alguna  de  las  causas  ex- 
presadas en  el  art.  161. 

Los  autores  sostenian  que  los  juicios  ejecutivos,  por  la  brevedad  con 
<}ue  deben  seguirse,  no  eran  ó  debian  ser  acumulables;  pero  la  nueva  ley, 
según  indicábamos  en  la  nota  al  art.  462,  la  autoriza  en  el  presente,  y  ya 
sobre  ello  no  cabe  discusión. 

Véase. — Acumulación  de  autos  seguidos  por  distint^  tramitaciones; 
Reo,,  tomo  9,  pág  343. — ^Scire  acumulación  de  un  interdicto  de  recobrar 
á  un  juicio  de  menor  cuantía,  tomo  33,  pág.  346. — Acumulación  de  ter- 
cerías á  juicios  ejecutivos,  tomo  34,  pág.  66.— Si  los  juicios  ejecutivos 
sentenciados  de  remate  son  acumulables  á  los  universales  de  testam^ta- 
ría  ó  de  concurso  de  acreedores,  tomo  34,  pág.  448. 

Art.  165.  No  son  acumulables  los  autos  que  estuvieren  en 
•diferentes  instancias,  ni  los  ordinarios  que  estén  conclusos 
para  sentencia. 

/ttmj)rttfife«cía.— Según  la  última  parte  de  la  regla  20  del  árt.  300  de 
la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  lo  dispuesto  en  las' reglas  anteriores  so- 
bre acumulación  no  es  aplicable  á  los  autos  que  estuviesen  en  diferentes 
instancias  y  en  los  conclusos  para  sentencia,  los  cuales  no  serán  acumu- 
lados. (44  de  Octubre  de  4878.) 
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Art.  166.  No  procederá  la  acumulación  de  los  juicios  eje* 
cutivos  entre  sí,  ni  á  un  juicio  universal,  cuando  sólo  se  per- 
sigan loó  bienes  hipotecados,  salvo  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 133  de  la  ley  Hipotecaria. 

En  este  artículo  y  en  el  anterior,  se  consignan  las  excepciones  á  que 
hacíamos  referencia  en  la  nota  al  art.  162,  y  la  míe  se  expresa  en  el  que 
examinamos,  era  de  necesidad  como  dicen  los  Sres.  Atard  y  Cervellera 
desde  el  momento  en  que  aparecían  en  contradicción  los  preceptos  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior  con  los  de  la  ley  Hipotecaria  pos- 
terior. 

Jurisprudencia, — La  acción  ejecutiva  sobre  bienes  hipotecados  no  es 
de  las  acumulables.  (Sent.  de  6  de  Setiembre  de  1877.) 

Art.  167.  En  dichos  juicios  ejecutivos  no  será  obstáculo 
para  la  acumulación,  cuando  proceda,  el  que  haya  recaído 
sentencia  firme  de  remate.  Para  este  efecto  no  se  tendrán  por 
terminados  mientras  no  quede  pagado  el  ejecutante,  ó  se  de- 
clare la  insolvencia  del  ejecutado. 

La  ley  se  ha  decidido  por  el  criterio  aconsejado  por  la  mayor  parte  de 
los  comentaristas,  pues  discutiéndose  si  el  juicio  ejecutivo  quedaba 
terminado  ó  no  con  la  sentencia  de  remate,  casi  todos  los  autores  se  de- 
cidían» fundadamente,  por  la  negativa. 

Art.  168.  Si  un  mismo  Juez  conoce  de  los  pleitos  cuya  acu- 
mulación se  pida  por  ante  el  mismo  actuario,  dispondrá  que 
éste  vaya  á  hacer  relación  de  los  autos. 

Si  se  siguieren  los  pleitos  por  distintas  escribanías,  dispon- 
drá que  los  actuarios  vayan  á  hacer  relación  de  ellos  en  un 
sólo  acto.  (Ley  ant,.  art.  160.) 

^  Art.  169.  Para  el  acto  de  que  habla  el  artículo  anterior,  se 
<íitará  á  las  partes  con  señalamiento  de  dia  y  hora  en  que  haya 
de  celebrarse,  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  pro- 
videncia. fLey  anú,y  art.  161.) 

Art.  170.  Terminada  la  relación,  y  oidos  los  defensores  de 
las  partes,  si  se  hubieren  presentado,  el  Juez,  dentro  de  los 
dos  dias  siguientes,  dictará,  por  medto  de  auto,  la  resolución 
que  estime  procedente.  Este  auto  es  apelable  en  ambos  efec- 
tos. ("Zey  ant.,  art.  162.) 

Este  artículo  y  los»  dos  anteriores  son  casi  copia  exacta  de  los  indica- 
dos al  pié  de  ellos  de  la  ley  anterior,  y  la  doctrina  que  contienen,  refe- 
rente á  la  tramitación  que  debe  seguirse  para  las  acumulaciones  cuando 
los  autos  penden  en  un  mismo  Juzgado,  es  tan  clara  y  conocida  de  los 
Jueces  y  Abogados  y  demás  personas  que  intervienen  en  los  asuntos  ju- 
diciales, que  creemos  excusado  hacer  nhiguna  observación; 

Lo  único  que  diremos  es  que  la  ley,  siguiendo  las  indicaciones  de  al- 
anos comentaristas  de  la  anterior,  ha  introducido  en  el  art.  169  las  no- 
vedades de  prescribir  que  al  citar  las  partes  se  haga  con  señalamiento  del 
dia  y  hora  en  que  ha  ae  celebrarse  la  audiencia,  y  de  ordenar  que  estaba 
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de  tener  lugar  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  providencia;  y 
en  el  art.  170  la  innovación  de  decir  que  el  Juez  dictará  auto  dentro  de 
los  dos  dias  siguientes  en  vez  de  como  decia  la  ley  dnteñoTu  diciará  sen- 
tencia precisamente  dentro  de  los  tres  dias  siguientes. 
Las  reformas  eran  procedentes. 

Art.  171.  Si  los  pleitos  se  siguieren  en  Juzgados  diferentes^ 
se  pretenderá  la  acumulación  ante  el  Juez  á  quien  correspon- 
da conocer  de  ellos. 

Corresponderá  este  conocimiento  al  Juez  ó  Tribunal  en 
que  radique  ei  pleito  más  antiguo,  al  que  se  acumularán  los 
más  modernos. 

Exceptúanse  de  esta  regla  los  juicios  de  testamentaría,  ab- 
intestato,  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  á  los  cuales  debe- 
rá hacerse  siempre  la  acumulación  de  los  demás  autos,  cuan- 
do proceda.  fZe^  ané,,  art,  163.) 

Ordenando  el  art.  163  de  la  ley  anterior  que  la  acumulación  podia 
pretenderse  ante  cualquiera  de  los  Jueces  que  conocieran  de  los  pleitos 
acumulables,  se  ponia  en  contradicción  con  lo  ordenado  en  el  párrafo  se- 
gundo del  mismo  artículo  y  con  lo  dispuesto  en  su  art.  165.  En  la  pre- 
sente ley  se  salva  un  escollo  determinándose  que  el  Juez  ó  Tribunal  á 
quien  corresponde  conocer  de  los  pleitos  acumulanles  será  aquél  que  co- 
nozca del  más  antiguo;  y  aunque  no  se  dice  á  qué  Juez  corresponderá 
cuando  se  trate  de  demandas  presentadas  á  un  tiempo;  se  deduce  ael  con- 
texto, del  artículo  que  lo  será  el  que  promueva  la  acumulación. 

La  excepción  que  se  consigna  al  final,  responde  al  principio  de  que 
los  juicios  universales  deben  atraer  á  sí  á  los  particulares. 

Art.  172.  Del  escrito  pidiendo  la  acumulación  se  acompa- 
ñarán tantas  copias  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes  en 
el  mismo  pleito  en  que  se  pida,  á  quienes  serán  entregadas  ^ 
para  que,'  dentro  de  tres  dias,  puedan  impugnar  dicha  preten- 
sión, si  les  conviniere. 

Este  artículo  contiene  una  innovación,  que  responde  á  lo  ordenado  en 
la  base  6*  de  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880.  El  juicio  que  acerca  de  ella 
formamos,  puede  verse  en  la^nota  al  art.  175. 

Art.  173.  Trascurrido  el  término  antedicho,  hayanse  pre- 
sentado ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el 
Juez,  dentro  de  tercero  dia,  dictará  auto  estimando  ó  dene- 
gando la  acumulación. 

Contra  el  auto  en  que  la  estime  no  se  dará  recurso  alguno. 
Contra  el  que  la  deniegue  se  admitirá  el  de  apelación  en  un 
solo  efecto.  (Ze¡/  ant.y  art.  164.) 

Véase  nuestra  nota  al  art.  176. 
Art.  174.  Cuando  el  Juez  estime  procedente  lu  acumula- 
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cion,  mandará  en  el  mismo  auto  dirigir  oficio  al  que  conozca 
del  pleito,  reclamándole  los  autos.  A  este  oficio  acompañará 
testimonio  de  los  antecedentes  que  el  mismo  Juez  determine  j 
que  sean  bastantes  para  dar  á  conocer  la  causa  por  que  se  pre- 
tende  la  acumalacipn.  (Zeí/  ant,,  arts.  165  y  166.) 

Art.  175.  Recibidos  el  oficio  y  testimonio  por  el  otro  Juez» 
se  dará  vista  de  todo  al  que  ante  él  haya  .promovido. el  pleito, 
por  el  término  improrogable*  de  tercero  dia.  {Ley  aní, ,  arlícu- 
¡o  167.) 

Visto  este  artículo  y  el  172,  se  advierte,  que  en  alguna  ocasión  pue- 
den resultar  determinados  litigantes  completamente  desamparados  (lo 
cual  procuraremos  hacer  ver  enseguida),  y  como  con  las  prescripciones, 
de  la  ley  anterior  se  daba  lugar  á  lo  mismo,  y  el  principal  objeto  de  la 
presente  era  corregir  defectos,  no  puede  menos  de  ser  sensible  (jue  en 
casos  de  claridad  notoria  y  de  ninguna  complicación  se  haya  incumdo  en 
omisiones  que,  según  hemos  dicho,  pueden  resultar  perjudiciales* 

El  art.  172,  cuya  prescripción  no  consideramos  la  más  oportuna,  pues- 
to que  en  la  práctica  contribuirá  á  dilatarla  tramitación  mucho  más  que 
si  se  hubiera  ordenado  la  celebración  de  vista  con  asistencia  de  todas  las 
partes  litigantes  en  el  mismo  pleito,  ha  venido,  no  obstante,  á  suplir  una 
omisión  de  la  ley  anterior  verdaderamente  fatal,  porque  de  las  prescrip- 
ciones de  esta  no  se  deducia  que  hubiera  obligación,  por  parte  del  Juez 
ante  quien  se  pretendia  la  acumulación,  de  oir  á  la  parte  contraria  y  sien- 
do posible,  según  advertian  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  que  en  al- 
gunos casos  la  parte  ¡pie  litigase  con  la  que  pidiere  la  acumulación  en  el 
Sleito  en  que  se  solicitase,  no  interviniera  en  los  otros  litigios,  resultaba 
esatendido  el  principio  de  que  debe  oir  se  siempre,  con  igualdad,  á  todos 
los  interesados  y  no  á  unos  sí  y  á  otros  no . 

Pero  si  esto  se  ha  salvado,  en  cuanto  á  los  litigantes  en  el  pleito  pen- 
diente ante  el  Juez  á  quien  se  presenta  el  escrito  pidiendo  la  acumulación, 
no  sucede  lo  propio  en  cuanto  á  los  litigantes  en  el  pleito  que  se  preten- 
da acumular  ó  pendiente  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  requerido,  porque  de 
la  disposición  del  art.  175  se  deduce  que  solo  se  ha  de  dar  vista  al  que  la 
haya  promovido,  y  pudiendo  ser  parte  en  el  litigio  otros  interesados  que 
no  intervengan  en  el  pleito  pendiente  en  el  Juzgado  requirente,  estos  m- 
teresados  á  quienes  no  hay  obligación  de  dar  vista,  por  cuanto  la  ley  no 
los  menciona  siquiera,  vendrán  á  quedar,  como  hemos  dicho,  completa- 
mente desamparados. 

Por  más  conforme  con  el  espíritu  de  la  ley,  creemos,  en.su  consecuen- 
cia, que  los  Jueces  y  Tribunales  requeridos  para  la  acumulación,  harán 
bien  en  dar  vista  de  todo,  según  prescribe  el  mencionado  artículo  175 » 
^l  que  haya  promovido  el  pleito  y  á  los  demás  litigantes  que  no  sean 
parte  en  el  pendiente  ante  el  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se  haya  solicita- 
do la  acumulación. 

Art.  176.  Pasado  dicho  término,  se  recogerán  de  oficio  los 
autos  si  fuere  necesario,  y  el  Juez  dictará  auto  otorgando  6 
denegando  la  acumulación. 

El  auto  en  que  la  otorgare  será  apelable  en  un  solo  efecto^ 
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Contra  el  que  la  deniegue  no  se  dará  recurso  alguno.  (Ia^ 
ant.y  art  168.) 

En  el  art.  173  se  manda  que  en  cuanto  trascurra  el  término  para  pre- 
sentar los  escritos  de  impugnación,  dicte  el  Juez  auto  dentro  de  tercio 
dia,  y  hayanse  ó  no  presentado  dichos  escritos.  Ea  primera  prescripción 
del  art.  n6  es  consecuencia  de  esta  otra,  puesto  que  el  dar  vista  de  todo 
a!  que  haya  promovido  el  pleito,  equivale  á  conferirle  el  derecho  de  im- 
pugnar la  acumulación,  y  ordenándose  que,  pasado  el  término,  se  reco- 
ferán  los  autos  de  oficio,  si  fuere  necesario,  se  dá  á  entender  que  habrán 
e  recogerse  si  no  se  devuelven  oportunamente.  Además,  debe  tenerse  en 
cuenta.que  el  término  en  que  el  Juez  ha  de  dictar  auto,  otorgando  ó  de- 
negando la  acumulación,  es. el  de  tercero  dia,  de  igual  manera  que  en  el 
caso  del  art.  03;  y  según  advertían  los  Sres.  Manresa,  Miguel  y  Reus  en 
"su  comentario  al  art.  168  de  la  ley  anterior,  y  se  deduce  del  contenido 
de  los  artículos  180  y  181  de  la  presente,  el  Juez  requerido,  en  el  auto 
que  dicte,  puede  entender  que  procede  la  acumulación,  pero  que  debe  ha- 
cerse á  los  autos  que  ante  él  penden,  y  en  tal  caso  así  lo  habrá  de  acordar 
al  resolver  el  incidente. 

También  habremos  dé  advertir,  que  el  fundamento  de  que  tanto  el 
auto  en  que  primerame^ite  estime  la  acumulación  el  Juez  ante  quien  se 

Í)retenda,  como  el  auto  en  que  la  deniegue  el  Juez  requerido  no  sean  ape- 
ables,  es  el  de  que  por  virtud  de  ellos,  y  si  uno  y  otro  Juez  insisten  en 
su  creencia  respectiva,  han  de  elevarse  los  autos,  por  fin,  al  Tribunal  Su- 
perior. 

Y  por  último,  haremos  notar  qiie  la  apelación  de  los  autos  que,  según 
el  art.  173  y  el  176  son  apelables,  ha  de  hacerse  dentro  de  cinco  días, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  382. 

Art.  177.  Otorgada  la  acumulación,  se  remitirán  los  autos 
al  Juez  que  la  haya  pedido,  con  emplazamiento  de  las  partes 
para  que,  dentro  de  diez  días,  comparezcan  ante  él  á  usar  de 
su  derecho.  {Ley  ant.,  art.  169.^ 

El  art.  169  de  la  ley  anterior  solo  decia  que  otorgada  la  acumulación, 
se  remitirían  los  autos  al  Juez  que  la  hubiere  pedido,  y  los  comentaristas, 
fundándose  en  lo  que  disponía  el  art.  92,  referente  á  competencias,  ana- 
dian que  la  remisión  habia  de  hacerse  con  emplazamiento  de  las  partes. 
La  presente  ley  ha  sido  más  clara,  y  no  tan  sólo  dispone  que  se  haga  la 
remisión  con  emplazamiento  de  las  partes,  sino  que  fija  el  término  de 
diez  dias  para  que  comparezcan  á  usar  de  su  derecho. 

Art.  178.  Denegada  la  acumulación,  el  Juez  requerido  lo 
comunicará  sin  dilación  al  requirente,  acompañando  ásu  oficio 
testimonio  de  los  antecedentes  que  estime  necesarios  para  jus- 
tificar su  resolución ,  y  exigiendo  que  le  conteste  para  conti- 
nuar actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  6  remitir  Los  autos  á 
quien  corresponda  decidir  la  cuestión. 

Este  artículo  no  tiene  concordante  en  la  ley  anterior,  y  extrañando 
los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  que  la  Ley  guardara  silencio  sobre  lo 
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croe  el  Juez  requerido  debía  hacer  una  vez  que  denegrajra  la  acumulaeion^ 
decían:  «¿Y.  si  el  Juez  requerido ,  denegare  la  acumulación?  ¿Y  si  preten- 
diere  que  esta  debe  hacerse  á  los  autos  que  ante  él  penden?  Nada  dispo* 
ne  la  L^  para  estos  casos;  pero  lo  natural  es  que  conteste  en  estos  tér* 
minos  al  requirente,  acompañando  al  oficio  testimonio  del  escrito  de  la 
parte,  de  su  providencia  y  de  los  demás  antecedentes  resultantes  del  plei- 
to, que  crea  necesarios  en  apoyo  de  su  pretensión,  exigiendo  al  propio 
tiempo  que  se  le  conteste  para  continuar  actuando  si  se  le  deja  en  liber- 
tad, ó  para  remitir  los  autos  á  quien  corresponda  decidirla  cuestión. d 

Como  se  vé,  la  presente  Ley  ha  copiado,  casi  una  poruña,  las  pala- 
bras de  aquellos  apreciados  comentaristas,  y  nosotros,  porque  con  el  pre- 
cepto que  examinamos  se  pone  en  claro  lo  que  debe  nacerse  en  el  caso 
de  que  se  trata,  creemos. plausible  la  reforma :  pero,  no  tenemos  incon- 
vemente  en  añadir,  que  la  omisiotí  del  art.  478  no  podia  dar  lugar  ¿ 
dificultades  de  ningún  género,  poraue  es  tan  natural  lo  que  ordena,  que 
.siempre  se  ha  practic^o  y  dijéralo  ó  no  la  Ley,  se  practicaría  de  igual 
laodo  en  adelante. 

Art.  179.  El  Juez  que  haya  pedido  la  acumulación,  luego 
que  reciba  dicho  oficio,  desistirá  de  su  pretensión,  sin  naás  trá- 
mites, si  encuentra  fundados  los  motivos  por  que  le  haya  sido 
denegada,  contestando  sin  dilación  al  otro  Juez  para  que  pue- 
da continuar  procediendo» 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto.  (Ze^  ant,^  artí- 
culos 110  ¡/ 111.) 

Recibido  el  oficio  de  que  habla  el  artículo  anterior  por  el  Juez  que  bu* 
hiere  pedido  la  acumulación  ,  mandará  que  se  una  todo  á  los  autos  de 
su  referencia,  y  que  se  traigan  á  la  vista,  sin  dar  audiencia  á  las  partes, 
y  en  el  sentido  que  estime  procedente  dictará  resolución  en  auto  funda- 
do. Si  resuelve  desistiendo  lo  comunicará  sin  dilación  al  Juez  requerido, 
para  que  pueda  continuar  actuando,  sin  perjuicio  de  la  apelación  que 
pueda  promoverse,  que  procede  sólo  en  un  efecto,  y  al  propio  tiempo  se 
notificará  la  resolución  á  las  partes  por  si  creen  que  deben  apelar.  Si,  por 
el  contrario,  no  creyere  bastantes  los  fundamentos  de  la  negativa  ó  pre- 
tensión del  requerido ,  remitirá  los  autos,  conforme  dispone  el  art.  482, 
al  superior  correspondiente,  con  emplazamiento  de  las  partes,  y  se  lo 
avisará  al  otro  Juez  para  que  haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

A  su  vez,  el  Juez  requerido,  remitirá  también  los  autos  que  en  «u  Juz- 
gado pendan,  al  mencionado  Tribunal  superior,  y  emplazará  á  las  partes 
á  que  corresponda. 

Art*  180.  Cuando  el  Juez  requerido  se  niegue  á  la  remisión 
de  los  autos  por  creer  que  la  acumulación  debe  hacerse  á  lo» 
que  penden  ante  él,  recibidos  el  oficio  y  testimonio,  el  requi- 
rente dará  vista  por  tres  días  improjogables  á  la  parte  quíehu- 
l)iere  pedido  la  acumulación,  y  evacuada  la  vista  ó  recogidos 
los  autos,  dictará  la  resolución  que  estime  precediente. 

Este  artículo  se  ocupa  de  lo  que  debe  hacerse  en  el  caso  de  que  el  Juez 
leqaerido  crea  que  debe  vmficarse  la  acumulación  y  sostenga  que  debe 
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hacerse  á  los  autos  que  pendan  ante  él.  Y  eomo  es  un  caso  parecido  al  de 
la  negativa,  los  trámites  que  se  señalan  son  también  semejantes,  hasta  el 
extremo  de  que  sólo  varian  en  que  Ha  de  darse  vista  de  los  autos,  por  tres 
dias  improrogables,  á  la  parte  que  hubiere  pedido  la  acumulación,  pues 
este  trámite  es  conveniente  por  cuanto  puede  dar  por  resultado  su  con- 
formidad con  que  los  autos  se  remitan  al  requerido,  y  que  por  lo  tanto 
termine  en  este  punto  la  cuestión. 

Mas  habiéndose  dicho  en  el  art.  172  gue  del  escrito  en  que  se  pida  la 
acumulación  se  acompañarán  tantas  copias  cuantas  sean  las  otras  partes 
litigantes  en  el  pleito  en  que  se  pida,  para  que  se  les  puedan  entregar  con 
objeto  de  que  manifiesten  si  están  ó  no  conformes,  y  pudiendo  suceder 
que  todas  estén  en  que  la  acumulación  procede,  ¿á  quién  deberá  darse  la 
vista  á  que  el  art.  i  80  se  refiere?  ¿Deberá  ser  sólo  á  la  parte  que  hubiei^e 
pedido  la  acumulación,  á  los  que  hubieren  estado  conformes  en  qiie  pro- 
cedia,  ó  á  todos  los  litigantes  en  el  pleito?  De  los  términos  de  la  ley  se 
infiere  que  se  decide  por  el  primer  extremo;  pero  si  se  tiene  en  cuenta  que 
la  misma  razón  hay  para  que  se  comuniquen  los  autos  al  que  pidió  la  acu- 
mulación que  á  las  demás  partes  que  mostraron  su  conformidad  en  que  se 
llevase  á  cabo,  ó  en  otro  caso,  que  dado  el  interés  que  todos  los  litigantes 
tienen  en  el  pleito,  no  debe  privárseles  del  derecho  de  defenderse  bajo 
ningún  concepto,  resulta  evidente,  que  aunque  los  Jueces  y  Tribunales 
interpreten  el  art.  180  en  sentido  de  (jue  deben  dar  vista  á  todos  los  liti- 
gantes en  el  pleito,  no  procederán  injustificadamente,  sino  que  muy  por 
el  contrario,  responderán,  según  nuestracreencia,  al  verdadadero  espíritu 
de  la  Ley. 

Después  de  todo,  la  solución  propuesta  no  puede  ofrecer  grandes  dila- 
ciones ni  dificultades  en  la  práctica,  porque  como  en  raros  casos  serán 
distintos  los  litigantes  de  los  pleitos  cuya  acumulación  se  pretenda,  y  en 
aquellos  en  que  haya  litigantes  en  uno^  que  no  lo  sean  en  el  otro,  no 
es  probable  que  se  reúna  gran  número  en  estas  circunstancias,  la  vista  de 
que  el  art.  180  trata,  podrá  evacuarse  pronto,  y  ninguna  de  las  parles  que- 
dará perjudicada. 

Art.  181.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juez  que 
hubiere  pedido  la  acumulación  estima  que  ésta  debe  hacerse 
á  los  autos  pendientes  en  el  otro  Juzgado,  lo  llevará  á  efecto 
en  la  forma  ordenada  en  el  art.  177. 

El  auto  en  que  así  se  acuerde  será  apelable  en  un  sólo 
efecto. 

Art.  182.  Si  el  Juez  que  hubiere  pedido  la  acumulación  no 
creyere  bastantes  los  fundamentos  de  la  negativa  ó  pretensión 
del  requerido,  remitirá  los  autos  al  superior  correspondiente, 
con  emplazamiento  de  las  partes,  avisándolo  al  otro  Juez  para 
que  haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

Se  entiende  por  dicho  superior,  el  que  lo  sea  para  decidir 
las  cojnpeteneias.  fZeí/  anú.,  arús,  172  ^  173.) 

De  la  primera  disposición  de  este  artículo  nos  hemos  ocupado  en  la 
nota  del  179,  y  allí  remitimos  al  lector.  Con  respecto  de  la  segunda,  poca 
tenemos  que  decir,  porque  siendo  cierto  que  la  cuestión  dé  ácun^ulacion 
viene  á  convertirse  en  una  de  competencia,  desde  el  momento  en  que  loa 
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Jaeces,  entre  quienes^se  halla  empeñada,  sostienen  diferentes  pretensiones, 
€8  lógico  y  natural  cpie  desde  ese  mismo  momento  la  decida  el  supenor 
común;  que  será,  según  los  casos,  el  que  corresponda  de  los  que  deter- 
mina el  art.  99  para  decidir  las  competencias. 

Art.  183.  Las  actuaciones  sucesiva?  de  este  incidente  se 
acomodarán  alo  prevenido  para  las  competencias;  pero  sin 
dar  audiencia  al  Ministerio  fiscal.  (Ley  aní.¡  art.  184.)   ^ 

Desde  que  se  convierte  la  cuestión  de  acumulación  en  una  de  compe- 
tencia, procede,  que  las  actuaciones  que  se  practiquen  hasta  su  resolución 
sean  las  mismas  que  las  señaladas  para  la  última.  Pero  este  articulo  pres- 
cribe que  no  ha  de  darse*  audiencia  al  Ministerio  fiscal,  y  así  habrá  de 
hacerse,  por  más  de  que  á  nuestro  juicio  no  hay  razón  que  justifique  se- 
mejante precepto,  pues  como  el  Ministerio  fiscal  sólo  emite  dictamen, 
cuando  la  cuestión  de  competencia  se  somete  4  la  decisión  del  superior, 
^a  el  caso  de  que  las  partes  no  se  personen,  creemos  que  procedia  se  le 
oyera  cuando  convertida  la  cuestión  de  acumulación  en  una  de  compe- 
tencia y  sometida  á  la  resolución  del  superior,  no  se  personen  tampoco 
las  partes. 

Art.  184.  Desde  que  se  pida  la  acumulación,  quedará  en 
suspenso  la  sustanciacion  de  los  pleitos  á  que  se  refiera. 
{Ley  aní.,  art,  75.) 

El  obieto  de  la  acumulación  es  la  reunión  en  un  solo  juicio  de  los 
pleitos  sobre  que  versa,  y  dicho  objeto  no  se  conseguirla  si  la  sustancia- 
cion de  aquellos  continuara  una  vez  la  acumulación  pedida.  Por  lo  tanto, 
compréndese  que  la  Ley  no  podia  menos  de  acordar  lo  que  en  este  ar- 
tículo resulta  preceptuado. 

Art.  185.  En  los  casos  en  que  ninguno  de  los  Jueces  de- 
8ista»de  su  propósito,  no  se  alzará  la  suspensión  hasta  que  el 
superior  correspondiente  haya  resuelto. 

Se  entenderá,  sin  embargo,  alzada  la  suspensión  cuando 
^e  hubiere  dictado  alguno  de  los  autos  que  con  arreglo  á  los 
artículos  173,  176,  179  y  181,  son  apelables  en  un  solo  efecto, 
sin  perjuicio  de  lo  que  proceda  luego  que  se  hubiere  dictado 
ejecutoria  á  consecuencia  del  recurso  interpuesto.  (Le^  ant, 
art.  176.) 

La  primera  disposición  es  consecuencia  de  la  del  artículo  anterior.  La 
segunda  no  hace  smo  confirmar  que  la  apelación  en  un  solo  efecto  no  sus- 
^nde  la  sustanciacion  del  pleito  ó  incidente  de  que  se  trate. 

• 

Art.  186.  En  virtud  de  la  acumulación,  los  autos  acumula- 
dos se  seguirán  en  un  solo  juicio  y  serán  terminados  por  una 
anisma  sentencia.  fLey  ant.f  art.  lllj 

Este  artículo  concuerda  con  el  159  referente  á  la  acumulación  de  ac- 
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clones  y  en  él  se  reconoce  que  el  objeto  de  la  acumulación  es,  como  he- 
mos dicho,  que  los  pleitos  sobre  que  verse  se  sigan  en  un  solo  juicio. 

Añadiremos,  sin  embargo,  siguiendo  á  los  bres.  Manresa,  Miquel  y 
Reus,  que  la  acumulación  produce  también  otros  efectos,  como  consecuen- 
cia precisa  é  indeclinable  de  ella,  pues  priva  á  un  Juez  del  conocimienta 
de  la  demanda  que  se  ha  mandado  acumular  y  se  lo  confiere  á  otro,  y  ha- 
ce que  radiquen  en  una  sola  escribanía  los  pleitos  acumulados. 

Art.  187.  Cuando  se  acumulen  dos  6  más  pleitos,  se  sus- 
penderá el  curso  del  que  estuviere  más  próximo  á  su  termina- 
ción, hasta  que  los  otros  se  hallen  en  el  mismo  estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumulaciones  que  se  ha- 
gan á  los  juicios  universales,  á  cuya  tramitación  se  acomoda- 
rán desde  luego  los  que  se  acumulen  á  ellos.  (Ley  ant.,  articu^ 

La  distinta  tramitación  de  los  juicios  universales  hace  que  tenga» 
que  exceptuarse  de  la  regla  general,  y  así  es  que  siendo  lógico  suceda 
lo  que  en  el  jHimer  párrafo  del  artículo  se  expresa,  no  pueoe  acontecer- 
cuando  las  acumulaciones  se  hagan  á  los  referidos  juicios  universales, 
porque  entonces  es  necesario  que  á  su  tramitación  se  acomoden  los  plei- 
tos que  se  acumulen.  Esta  era  la  práctica  antigua,  y  como  la  anterior  Ley- 
la  ha  sancionado  la  presente. 

TÍTULO  V. 

De  las  recusaciones. 

En  todas  las  épocas  y  en  todas  las  naciones  se  ha  tenido  por  princi- 
pio inconcuso  é  indiscutible,  gue  el  primer  requisito  de  los  juicios  pro- 
nunciados por  la  justicia  es  la  imparcialidad;  y  los  legisladores,  al  (Retar- 
las leyes,  y  los  pueblos  por  medio  de  sus  costumbres,  han '  procurada 
siempre  exi^r  al  Juez  y  demás  funcionarios  que  en  el  juicio  intervienen, 
ciertas  condiciones  que  sirvieran  de  garantía,  han  otorgado  premios  á  los^ 
que  se  han  mostrado  firmes  é  incorruptibles  y  han  menospreciado  y  cas-- 
tigado,  con  penas  severas,  el  cohecho,  las  venalidades  y  la  parcialidad-, 
de  cualquier  género  que  fuese.  En  Egipto  se  representaba  á  los  Jueces  sin 
manos  y  con  los  ojos  bajos,  para  indicar  que  no  debian  tomar  presente» 
ni  recibir  impresión  á  la  vista  de  las  personas  ó  de  los  objetos;  en  Persia 
se  castigaba  cruelmente  el  cohecho  de  los  Magistrados:  entre  los  hebreos,, 
á  quienes  el  Señor  habia  profetizado  que  el  crimen  que  envolvía  la  venta 
de  la  justicia,  contribuiría  en  gran  manera  á  perder  la  Judea  y  reducir  ^ 
cenizas  á  Jerusalem,  se  exigia  á  los  Jueces,  riqueza,  honradez  y  madura 
edad,  y  se  excluía  del  oficio  á  los  desgraciados  por  naturaleza  y  á  aque- 
llos (jue  por  sus  hábitos  ó  su  profesión  pudiesen  inspirar  sospechas:  en 
Grecia  y  en  Roma,  se  penaron  duramente  las  injusticias:  en  los  pueblo» 
germanos  y  góticos,  nadie  podia  ser  juzgado  sino  por  los  suyos,  y  la 
composición  de  los  Tribunales  fué  variando,  á  medida  gue  los  estableci- 
dos ofrecían  pocas  garantías  y  probabilijades  de  administrar  justicia 'im— 
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parcialmente;  y,  por  último,  en  las  actuales  naciones  civilizadas,  ora  se 
exigen  condiciones  especiales  para  poder  pertenecer  á  la  Magistratura, 
ora  se  rodea  el  juicio  de  fórmulas,  que  afectando  á  su  validez,  garantizan 
su  imparcial  consecución,  ó  bien  se  determina  expresa  y  terminantemen- 
te en  la  ley,  la  responsabilidad  que  puede  alcanzar  á  los  fnncioparíos  de 
jnslicia  que  faltan  á  sus  deberes,  especialmente  al  de  la  imparcialidad. 

Pues  bien,  la  recusación^  (palabra  que  se  deriva  del  verbo  latino  recu-- 
mre  que  significa  rehusar),  tiende  á  asegurar  esa  imparcialidad,  y  tan 
adecuada  es  á  su  objeto  y  tan  procedente,  que  upo  de  nuestros  mejores 
prácticos,  el  Sr.  Conde  de  la  Cañada,  decia  con  razón,  que  entre  todos  los 
medios  y  modos  que  los  hombres  tienen  de  defender  sus  facultades  y  de- 
rechos, es,  sin  duda,  la  recusación  uno  de  los  más  seguros  y  cumplidos; 
y  otro  renombrado  autor,  el  Sr.  Gómez  Nepo,  viene  á  decir  que  no  basta 
que  el  Juez  tenga  la  ciencia  necesaria  para  juzgar  con  acierto,  sino  que  es 
necesario  además  que  sea  imparcial  y  que  como  la  falta  de  imparcialidad 
puede  darse  solo  en  casos  determinados,  en  que  nazca  de  tener  algún  in- 
terés propio  en  el  pleito,  ó  de  afección,  odio  ó.  enemistad  con  alguna  de 
las  partes,  ningün  otro  remedio  podia  adoptarse,  más  seguro  y  eficaz  que 
el  de  la  recusación.  . 

Consiste,  por  lo  tanto,  ésta  en  la  facultad  que  compete  á  los  interesa- 
dos ó  litigantes  jde  rehusar  que  intervengan  en  el  pleito  ó  causa  de  que 
se  trate,  aquél  ó  aquellos  funcionarios  de  cuya  imparcialidad  pueda  legí- 
tünamente  dudarse;  y  hemos  empleado  de  propósito  la  palera  causa  para 
indicar  que  la  recusación  se  adnnte  tanto  y  más  que  en  lo  civil  en  lo  cri- 
minal, pues  en  este  terreno  se  decide  hasta  de  la  vida  de  los  ciudadanos, 
y  álos  acusados  hay  que  concederles  el  derecho  de  la  recusación  con  la 
mayor  latitud  posible. 

Y  las  recusaciones  han  sido  admitidas  por  las  legislaciones  de  todos 
los  países,  desde  los  antiguos  pueblos  orientales  hasta  los  Estados  mo- 
deraos. 

En  nuestra  patria,  lo  mismo  el  Fuero  Juzgo  que  las  Partidas,  y  el 
Fuero  Real  y  los  demás  Códigos  habidos  hasta  la  Novísima  Recopilación, 
se  han  ocupado  de  ellas;  y  las  han  admitido  de  un  modo  tan  amplio  y  ge- 
neral^ que  al  principio  bastaba  con  que  se  manifestase  que  un  Juez  era 
sospechoso,  y  que  si  se  lo  demandaban,  jurase  la  parte  que  la  pedia  que 
no  procedia  maliciosamente  para  que  la  recusación  surtiese  efecto  (ley  22, 
título  4®  de  la  Partida  3*):  y  después  se  dejaron  subsistentes  las  recusa- 
ciones vagas  y  generales  con  respecto  á  los  Jueces  inferiores  (leyes  4^,  tí- 
tulo 5**,  libro  3**  del  Ordenamiento  Real,  y  **,  tit.  2**,  libro  41  Novísima 
Recopilación),  y  sólo  en  cuanto  á  los  superiores  se  exigió  que  se  alegara 
y  probase  causa  justa  (ley  5*,  tít.  2**,  libro  1 1  Nov.  Rec.) 

Mas  el  Sistema  de  nuestra  legislación  y  práctica  antipas  dio  origen  á 
multitud  de  informalidades,  y  comprendiendo  los  legisladores  de  4855 
(me  una  cosa  es  la  facultad  ó  derecho  de  las  partes  á  recusar,  y  otra  el 
¿uso  que  de  esa  misma  facultad  puede  hacerse,  y  que  no  determinando 
Ibs  verdaderos  y  justos  límites  de  la  facultad,  el  abuso  tiene  que  aparecer 
forzosamente,  ordenaron,  obrando  con  prudencia  suma,  que  la  recusación 
no  pudiera  intentarse  sin  alegar  la  causa  que  la  motivase,  que  precisa- 
mente había  de  ser  una  de  las  contenidas  en  la  misma  ley  de  4855. 

Por  último,  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  4870  y  en  la  ac- 
tual ley  se  sanciona  el  principio  de  que  la  recusación  habrá  de  fundarse 
en  causa  legítima. 

Dos  observaciones,  sin  embargo,  hemos  de  hacer  al  título  que  nos 
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ocupa.  La  primera  que,  puesto  que  en  el  art.  190  se  prescribe  que  los  fun- 
cionarios que  cita,  en  quienes  concurra  a]g[una  de  las  causas  expresadas 
en  el  art.  189,  deberán  abstenerse  del  negocio  sin  esperar  á  que  se  les  re- 
cuse, creemos  que  la  ley  se  hubiera  expresado  con  más  claridad  diciendo 
en  el  epígrafe:  De  las  abstenciones  y  de  las  recusaciones^  porque,  como 
se  ve,  no  es  lo  mismo  abstención  que  recusación,  sino  que  aquélla  supo- 
ne un  acto  espontáneo  ó  que  parte  del  abstenido,  y  ésta  el  ejercicio  de 
una  facultad  ó  derecho  reconocido  á  los  litigantes.  \  la  segunda,  que  no 
se  comprende  la  razón  de  por  qué  no  se  trata  en  este  título  de  las  recusa- 
ciones de  los  arbitros,  peritos  y  contadores,  pues  admitidas  éstas,  y  de- 
biendo la  ley  ordenar  y  metodizar  todas  las  materias  de  que  se  trata,  se 
hubiese  procedido  con  toda  lógica  y  ayudado  también  á  la  claridad  de  la 
propia  ley,  compilando  en  un  solo  punto  cuanto  á  abstenciones  y  recusa- 
ciones se  refiere* 

SECCIÓN  PREVIERA. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Esta  Sección  está  tomada  del  capítulo  primero  del  título  8®  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial  y  de  algunos  artículos  de  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil.  En  ella  se  habla,  efectivamente,  de  la  recusación  de 
un  modo  general  y  sus  disposiciones  son,  como  veremos,  acertadas. 

Art.  188.  Los  Jueces  y  Magistrados,  cualesquiera  que  sea 
su  grado  y  jerarquía;  los  Asesores  de  los  Jueces  naunicipales 
que  sustituTOn.á  los  de  primera  instancia,  y  los  Auxiliares  de 
los  Tribunales  y  Juzgados,  sólo  podrán  ser  recusados  por  cau- 
sa legítima.  {Ley  anú.,  art.  120,— Ley  orff,  delP,  /.,  art  426 .y 

Como  al  decirse  en  este  artículo  sólo  podrán  ser  recusados  por  causa 
legitima  viene  á  consignarse:  1®  Qué  los  funcionarios  que  menciona  pue- 
den ser  recusados.  %^  Que  sólo  pueden  serlo  por  causa  legítima,  la  redac- 
ción debiera  haber  expresado  estos  dos  conceptos  concreta  y  especialmen- 
te. Por  lo  demás,  el  legislador  ha  confirmado  en  él,  según  aijimos,  el 
principio  de  que  la  recusación  no  puede  hacerse  de  un  modo  general  y 
vago,  sino  especificando  la  causa  legítima  en  que  se  funda. 

Véase. — Recusación  de  Jueces  de  paz;  BoL^  tomo  XX,  pág.  164; 
tomo  XXI,  pág.  33.— Del  Ministerio  fiscal;  Rev.,  tomo  XXX,  pág.  507, 
y  XXXII,  pág.  74.— De  Jueces;  tomo  XXXV,  pág.  289  y  299;  Bol,,  to- 
mo XXXI,  pág.  305.— En  juicios  de  faltas;  tomo  XXXII,  pág.'  588.— De 
Escribanos;  tomo  XXXIII,  pág.  337. — ^De  Secretarios  de  Juzgados  de 
paz;  tomo  XXV,  pág.  337.— De  Auxiliares;  tomo  LIV,  pág.  450,  y  LI, 
pág.  98. 

Art.  189.  Son  causas  legítimas  de  recusación; 

1*  El  parentesco  de  consanguinidad  ó  afinidad,  dentro  del 
cuarto  gradó  civil,  con  cualquiera  de  los  litigantes. 

2*  El  mismo  parentesco,  dentro  del  segundo  grado,-  con  el 
Letrado  de  alguna  de  las  partes  que  intervengan  en  el  pleito. 
Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  hacer  cumplir  la  prohi- 
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bicion  que  tienen  los  Abogados  para  encargarse  de  la  defensa 
de  asuntos  en  que  deban  conocer  como  Jueces  sus  parientes 
dentro  de  dicho  grado. 

3*  Estar'  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  partes 
como  autor,  cómplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como  autor 
de  una  falta.   - 

4*  Haber  sido  defensor  de  alguna  de  las  partes,  emitido  dic- 
tamen sobre  el  pleito  como  Letrado,  ó  intervenido  en  él  como 
Fiscal,  perito  ó  testigo.' 

5*  Ser,  ó  haber  sido  tutor  6  curador  para  bienes,  ó  haber 
estado  bajo  la  tutela  ó  curaduría  de  alguno  que  sea  parte  en 
el  pleito. 

6*  Ser,  ó  haber  sido  denunciador  ó  acusador*  privado  del 
que  recusa. 

7*  Tener  pleito  pendiente  con  el  recusante. 

8*  Tener  intere's  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro 
semejante. 

9*  Amistad  íntima. 

10.  Enemistad  manifiesta.  /^Levant.,  art,  121. — Leyorg.  del 
P.  /.,  arts  111,  112,  113,  114, 115  y  428.) 

Atendiendo  á  las  inolvidables  enseñanzas  de  la  experiencia,  la  ley  de 
Ei^iciamiento  de  4855,  detenninó  taxativamente  las  causas  de  recusa- 
ción, y  borró,  de  entre  sus  preceptos,  el  admitido  por  la  jurisprudencia 
antigua  de  considerar  como  causas  legítimas  todas  las  que  guardaran 
analogía  con  las  especificadas  en  las  leyes.  Igual  sistema  siguió  la  ley 
*  orgánica  del  Poder  judicial,  y  bajo  las  mismas  inspiraciones  está  redac- 
tado el  artículo  de  la  ley  actual  que  examinamos,  por  lo  cual  merece 
aplauso  el  Legislador. 

Anticipándose  la  ley  á  los  hechos,  puede  muy  bien  determinar  las 
causas  de  recusación,  porque  los  preceptos  han  de  ser  generales,  y  a 
priori  y  abstractamente  cabe  comprender  todos  los  motivos  capaces 
de  influir  en  oue  los  funcionarios  de  justicia  falten  á  la  imparciaUdad  de- 
bida; y  por  lo  tanto,  y  para  que  el  prestigio  de  la  magistratura  no  pa- 
dezca con  el  abuso,  que  de  otro  modo  podria  hacerse  del  derecho  de  recu- 
sación, es  el  mejor  y  más  conveniente  sistema  el  de  que  la  ley  señale  des^ 
de  luego  las  causas  por  que  ha  de  intentarse  y  debe  ser  decretada. 

En  el  art.  189  se  enumeran  las  mismas  que  la  anterior  ley  de  Enjui- 
ciamiento y  la  del  Poder  judicial  habian  admitido,  y  su  examen  hace  ver 
que  procediendo  así,  tamnien  se  ha  obrado  con  tino,  pues  la  generalidad 
y  diversidad  de  las  causas  que  se  establecen  no  pueden  menos  de  satisfa- 
cer aun  al  más  exigente.  En  conjunto  viene  á  coincidir  la  ley  actual  con 
leyes  de  las  Partidas,  del  Fuero  Real,  y  üé  la  Novísima  Recopilación,  con 
otras  leyes  y  disposiciones  nuestras,  como  la  ley  de  Enjuiciamiento  mer- 
cantil y  el  Reglamento  de  \^  de  Octubre  de  1845,  sobre  Consejos^  provin- 
ciales, y  con  lo  dispuesto  en  algunos  Códigos  de  Procedimientos  civiles 
extranjeros,  como  el  francés  y  el  belga.  (Art.  378  de  ambos.) 

Examinaremos  sucesivamente  las  diferentes  causas  contenidas  en  el  ar- 
tículo que  comentamos. 

La  primera  es  el  parentesco  de  consanguinidad  y  afinidad  dentro  de! 
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cuarto  grado  civil  con  cualquiera  de  los  litigantes,  y  tan  natural  y'lógica 
que  según  indican  los  Sres.  Manresa,  Miguel  y  Reus,  debe  considerase 
más  bien  como  un  impedimento,  poraue  si  de  algún  vínculo  ó  lazo  puede 
presumirse  que  induzca,  cuando  no  obligue  al  funcionario  de  que  se  trate 
á  ser  parcial,  de  ninguno  con  tanta  más  razón,  que  de  los  afectos  fami- 
liares estrechos  é  íntimos.  Una  ley  de  Partida,  la  9*  del  tít.  4®  de  la  Par- 
tida 3*,  decia  que  el  Juez  no  debe  oir  los  pleitos  «que  su  padre  ó  su  fijo 
óalguno  otro  de  su  compaña  hubiesen  con  otros  antél,  de  cualquier  natura 
que  sean»  y  según  Gregorio  López,  la  prohibición  comprendiSi  hasta  el 
décimo  grado  de  parentesco.  Otra  ley  del  Fuero  Real,  la  40^  de!  tí- 
tulo 7**  del  libro  T,  manifestaba  que  una  de  las  razones  porque  podían 
ser  desechados  los  Alcaldes  por  sospechosos,  consistía  en  ser  «pari^ftte 
de  algunas  de  las  partes,  fasta  aquel  grado  que  dice  la  ley.»  Y  las  leyes  35 
y  4i  del  tít.  T,  del  libro  5**,  la  14  del  tít.  11,  del  libro  7**  y  la  nota  4« 
del  tít.  2°  del  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  se  ocupan  de  la 
recusación  por  causa  de  parentesco,  la  extendían  hasta  el  quinto  grado 
de  consanguinidad  y  el  cuarto  de  afinidad.  La  ley  actual,  conforme  con  la 
de  1855  y  con  la  de  organización  del  Poder  judicial,  limita  la  causa  de 
recusación  al  parentesco  dentro  del  cuarto  grado  civil,  considerando  qne 
más  allá  cesa  la  verdadera  intimidad  del  vínculo  y  no  puede  haber  temor 
de  parcialidad. 

£1  mismo  parentesco,  dentro  del  segundo  grado  con  el  Letrado  de  al- 
guna de  la  partes,  es  la  segunda  causa  de  recusación  establecida,  y  si  bien 
no  tiene  ios  precedentes  que  la  anterior,  ni  se  consignó  por  los  legisla- 
dores de  1855,  se  comprende  y  justifica  perfectamente,  pues  el  parentesco 
en  el  grado  que  se  menciona,  no  puede  menos  en  la  generalidad  de' los 
casos  4e  ejercer  grande  iníluencia  eft  el  ánimo  é  inducir  á  ejecutar  actos 
de  parcialidad  é  injusticia  notorias.  La  ley,  hace  además,  una  salvedad 
necesaria,  porque  estando  prohibido  á  los  Abogados  encargarse  de  la  de- 
fensa de  asuntos  en  cpie  deban  conocer  como  Jueces  sus  parientes  dentro 
del  segundo  grado  civil,  advierte  oportunamente,  que  la  causa  de  recusa- 
ción de  que  se  trata  queda  establecida  sin  perjuicio  de  aquella  prohibi- 
ción. 

Estar  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  partes  como  autor, 
cómplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como  autor  de  una  falta,  es  la  ter- 
cera causa;  y  lo  mismo  ésta  que  la  sexta,  (cuyo  fundamento  es  idéntico, 
puesto  que  lo  único  que  varía  es  la  posición  áel  Juez  y  de  las  partes,  que 
en  una  nguran  como  acusados  y  en  otra  como  acusadores),  se  consigna- 
ron por  primera  vez  de  una  manera  expresa  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
anterior.  Mas  su  razón  de  ser  es  por  demás  clara,  porque  bien  que  el  li- 
tigante sea  ó  haya  sido  acusado  ó  bien  acusador,  debe  suponerse  enemis- 
tad manifiesta  entre  él  y  el  ñmcionario  de  justicia  de  que  se  trate. 

Lo  único  que  puede  sentirse,  es  que,  como  ya  indicaba  el  Sr.  Caravan- 
tes,  no  se  haya  seguido  al  Reglamento  de  los  Consejos  provinciales 
de  1845  y  á  la  legislación  francesa,  que  señajan  término  para  considerar 
aplacado  el  encono  que  pudiera  existir  entre  recusante  y  recusado,  pues 
es  indudable  que  según  expresa  una  frase  familiar,  el  tiempo  iodo  lo  borra^ 
y  la  ley  no  dene  presumir  parcialidad  en  un  funcionario  á  los  diez  y  aun 
á  los  veinte  años  de  haber  sido  acusado  por  el  litigante,  ó  de  haber  sido 
su  acusador  ó  denunciador,  sobre  todo  tratándose  de.  delitos  leves.  Además, 
es  de  tener  én  cuenta,  que  adoptando  el  criterio  expuesto  hubiese  sido  más 
lógica,  porque  para  no  admitir  como  causa  de  recusación  la  denuncia  ó 
acusación  de  complicidad  en  una  falta,  no  obstante  producir  responsabüi- 
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^d  según  el  Código  penal,  se  funda,  sin"  duda,  en  que  no  puede  presu- 
joairse  gran  en<^ono  por  cosa  tan  nimia,  y  esto  mismo  cabe  pensar  en  el  caso 
que  arriba  hemos  mencionado. 

Por  eso,  también,  la  ley  anterior  sólo  se  referia  á  la  denuncia  ó  acu- 
sación como  autor;  pero  la.  reforma  introducida  por  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial  y  aceptada  por  la  actual,  resultará  procedente  siempre  que 
«8  trate  de  delitos  graves. 

La  cuarta  causa  de  recusación  es  la  de  haber  sido  defensor  de  alguna 
•úe  las  partes,  emitido  dictamen  sobre  el  pleito  como  Letrado,  ó  interv  e- 
nido  en  él  como  Fiscal,  perito  ó  testigo.  Esta  causa  fué  admitida  por  las 
leyes  de  Partida  (ley  10,  tít.  4*»,  Paft.  3»),  del  Fuero  Real  (ley  10,  tít  7** 
üb.  1®),  de  la  Novísima  Recopilación  (ley  35,  tít.  1**,  lib.  5®),  y  por  la 
anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  su  fundamento  se  encuentra  ex- 
plicado en  las  siguientes  palabras  del  Código  Alfonsino:  «Otrosí  decimos 
que  ningún  home  non  debe  oir  ni  librar  pleito  de  que  él  mismo  hobiese 
seido  ante  Abogado  ó  Consejero:  é  esto  to vieron  por  bien  los  sabios  anti- 
guos por  esta  razón,  porque  si  él  diere  después  sentencia  contra  la  parte 
que  ante  ayudaba  ó  aconsejaba,  mostrarse  hie  por  Abogado  torticero: 
otrosí,  si  diese  juicio  por  ella,  sospecharien  contra  él  que  lo  ficiera  por 
samor  de  ayudar  á  aquella  parte  que  primero  consejara.» 

La  presente  ley  extiende  el  precepto  para  el  que  haya  intervenido  en 
el  pleito  como  Fiscal,  perito  ó  testigo,  y  en  esto  creemos  que  ha  procedi- 
do acertadamente,  pues  la  misma  razón  hay  para  temer  que  sea  parcial  el . 
que  fué  defensor  ó  dio  su  dictamen  como  Letrado,  que  el  que  intervino  en 
uno  de  los  otros  conceptos  expresados. 

La  quinta  causa  no  se  consignó  en  la  ley  de  1855,  y  en  la  de  organi- 
zación del  Poder  judicial  aparece  dividida  en  dos.  Su  fundamento  es,  en 
«urna,  el  de  todas:  los  hechos  de  haber  sido  tutor  ó  curador  para  bienes, 
^  haber  estado  bajo  la  tutela  ó  curaduría  de  alguno  que  sea  parte  en  el 
pleito,  no  pueden  menos  de  dar  lugar  á  la  presunción  de  que  esa  parte 
«aspire  interés  al  funcionario  r&cusado,  y  la  ley,  que  debe  facilitar  el  que ' 
unos  y  otros  litigantes  se  encuentren  y  contiendan  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias, debía  y  tenia  que  estimar  los  referidos  hechos,  cohio  causa 
4e  recusación. 

Del  fundamento  de  la  causa  sexta  nada  podemos  decir  que  no  haya- 
mos expuesto  al  hablar  de  la  tercera.  Pero  lo  que  sí  diremos  es,  que  pues- 
to que  íá  misma  causa  tercera  sólo  procede  cuando  ha  mediado  denuncia 
por  alguna  de  las  partes  contra  el  funcionario  fecusado,  atribuyéndole  la 
^comisión  como  autor,  la  complicidad  ó  el  encubrimiento  de  un  delito,  ó 
la  comisión  como  autor  de  una  falta,  consideramos  que  por  los  mismos 
conceptos  ha  de  haber  sido  hecha  la  denuncia  ó  la  acusación,  por  el  re- 
cusado, para  que  la  recusación  proceda  con  arreglo  á  la  causa  sexta. 

La  sétima  consiste  en  tener  pleito  pendiente  con  el  recusante,  y  la  ra- 
nzón es  la  presunción  de  parcialidad  á  que  dá  lugar  el  resentimiento  ó  pre- 
vención que  suelen  producir  entre  las  partes  toda  clase  de  litigios.  Como 
los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus  advierten,  habia  sido  admitida  por  la 
práctica  antigua,  y  su  conveniencia  es  evidente. 

La  causa  octava  es  la  de  tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito 
<3  en  otro  semejante,  y  sus  precedentes  están  en  la  ley  10,  tít.  7®,  Iíd.  1** 
liel  Fuero  Real,  en  la  35,  tít.  1^,  lib.  5^  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
^i  la  10,  tít.  4**,  Part.  3*,  que  la  funda  en  gpue  nadie  puede  ser  Juez  y  par^ 
te  en  el  mismo  pleito.  Pero  esta  no  es  precisamente  la  razón,  sino  la  de 
que  teniendo  determinado  interés  en  el  pleito  ó  en  otro  semejante,  pro- 
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cede  presumir  que  con  sus  actos  procuraría  el  recusado,  qué  el  pleito  eik 
cuestión  tuviese  la  solución  á  él  más  conveniente,  aunque  fuera  opuesta  á 
la  justicia. 

Y  por  último,  las  causas  novena  y  décima,  que  tienen  precedentes  en 
las  leyes  de  Partida  y  en  la  Novísima  Recopilación,  y  aun  según  cierto 
ilustre  glosador  de  las  primeras,  en  leyes  del  Digesto,  son  muy  justas' 
porc[ue  tanto  la  amistad  íntima  como  la  enemistad  manifiesta  pueden  in- 
ducir é  inducen  de  hecho  á  la  parcüilidad. 

Jurisprudencia. — ^Es  necesario  para  recusar  á  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia la  expresión  clara  y  determinada  de  la  c^usa  en  que  se  funde  la 
recusación.  (Sent.  de  46  de  Mayo  de  4880.) 

Véase  si  puede  un  Juez  conocer  en  un  negocio,  del  que  antes  ha  co- 
nocido ya  como  Letrado;  y  en  el  caso  en  que  conozca,  si  se  necesitará  re- 
cusarle para  que  deje  de  conocer,  ó  bastará  con  pedir  se  inhiba  y  pase  los 
autos  al  que  le  siga  en  orden  jurisdiccional;  BoL,  tomo  XXXI,  pág.  305. 

Art.  190.  Los  Magistrados,  Jueces  y  Asesores  en  quienes 
concurra  alguna  de  las  causas  expresadas  en  elartículo  ante- 
rior, se  abstendrán  del  conocimiento  del  negocio,  sin  esperar 
á  que  se  les  recuse. 

Lo  mismo  harán  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzga- 
dos en  igual  caso.     • 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  recurso  alguno,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  216.  {Leyorg,  del  P,  /.  ar- 
tículos 429  y  459.) 

En  la  explicación  del  epígrafe  de  este  título,  hemos  dicho,  que  hubie- 
ra sido  preferible  sé  denominara,  de  las  abstenciones  y  recusaciones^  fun- 
dándonos en  lo  que  prescribe  el  presente  artículo.  A  su  simple  lectura  se 
advierte,  que  siquiera  sean  unas  mismas  las  causas  de  abstención  y  recu- 
sación, no  tiene  nada  oue  ver  con  esta  ultima  la  obligación  que  se  impone 
á  los  Jueces,  Magistraaos,  Asesores  y  Auxiliares  de  abstenerse  del  conoci- 
miento del  negocio.  Son  dos  cosas  distintas,  y  se  hubiera  seguido  mejor 
sistema,  si  respondiendo  al  epígrafe  que  al  título  correspondia,  se  hubiera 
tratado  primero  de  las  abstenciones  y  después  de  las  recusaciones. 

En  el  artículo  que  examinamos,  se  observa  también  una  repetición 
innecesaria  y  muy  común  en  la  ley  actual,  en  donde  hay  profusión  de 

Í)receptos,  en  vez  de  la  concisión  que  era  de  esperar  y  á  que  obligaba  la 
ey  de  bases  de  21  de  Junio  de  4880.  Se  dice  en  el  primer  párrafo  que  los 
Jueces,  Magistrados  y  Asesores  en  quienes  concurra  alguna  de  las  causas 
expresadas  en  el  artículo  anterior,  se  abstendrán  del  conocimiento  del 
negocio,  sin  esperar  á  que  se  les  recuse;  y  en  el  segundo  párrafo,  ó  sea 
á  renglón  seguido,  se  dice  que,  en  igualdad  de  circunstancias,  harán  la 
mismo  los  Auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados.  ¿Pue^  por  qué  no  se 
ha  expresado  todo  en  un  solo  precepto?  ¿Por  qué  no  se  ha  aicho  los  Ma— 

fistrados,  Jueces,  Asesores  y  Auxiliares  en  cpiienes  concurra  etc.?  Y  na 
abiendo  establecido  diferencia  alguna  en  el  art.  188,  en  donde  se  habla 
de  todos  á  la  vez,  ¿á  qué  establecerla  ahora? 

Finalmente,  y  con  objeto  de  facilitar  la  inteligencia  del  artículo  diré- 
.mos,  que  lo  que  el  216  determina,  es  que  cuando  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia se  abstenga  del  conocimiento  de  un  pleito,  deberá  dar  cucfnta  jus- 
tificada al  Presidente  de  la  Audiencia,  que  á  su  vez  se  lo  comunicará  á  Isl 
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Sjja  de  Gobierno,  y  ésta,  si  considerase  improcedente  la  abstención  y  hu- 
biere suficiente  motivo  para  ello,  podrá  imponer  al  Juez  una  correcion 
disciplinaria,  poniéndolo  en  feonocimiento  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, para  que,  á  los  efectos  que  correspondan,  se  haga  constar  en  el  ex- 
pediente personal  de  aquel.  (Véase  nuestra  nota  al  art.  216.) 

Art.  191-  Sólo  podrán  recursar  los  que  sean  parte  legítima 
ó  tengan  derecho  á  serlo,  y  se  personen  en  el  negocio  á  que 
86  refiera  la  recusación.  ¡^Ley  org,  del  P,  /.,  art.  427.) 

En  este  artículo  se  sanciona  nuevamente  la  doctrina,  por  regla  gene- 
ral admitida  en  la  ley,  de  que  sólo  las  partes  legítimas  ó  los  que  'tengan 
derecho  á  serlo  y  se  personen  en  el  negocio,  pueden  promover  los  inci- 
dentes. Consideramos  acertado  el  precepto. 

Art.  192.  La  recusación  se  propondrá  en  el  primer  escrito 
que-presente  el  recusante,  cuando  la  causa  en  que  se  funde 
fuere  anterior  al  pleito  y  tenga  conocimiento  de  ella. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior,  no  hubiese  te- 
nido antes  conocimiento  de  ella  el  recusante,  la  deberá  propo- 
ner tan  luego  como  llegue  á  su  noticia. 

No  justificándose  este  extremo  será  desestimada  la  recusa- 
ción. /Ley  anty  arts.  122  y  123. — Ley  ora.  del  P.  /.,  articvr- 
7o  430.) 

Pocas  palabras  hemos  de  decir  apropósito  de  este  artículo.  Sus  dis- 
posiciones son  notoriamente  acertadas  y  se  ajustan  á  los  buenos  princi- 
Sios.  Si  la  recusación  procede  por  las  sospechas  de  parcialidad  que  pue- 
en  inspirar  los  funcionarios  de  justicia,  en  razón  á  concurrir  con  respecto 
de  ellos  cualquiera  de  las  causas  enunciadas  en  el  art.  189,  es  evidente, 
que  cuando  la  causa  en  que  la  recusación  se  funde  sea  anterior  al  pleito» 
y  de  ella  tenga  noticia  el  recusante,  debe  promover  el  incidente  en  el 
primer  escrito  que  presente,  porque  si  no  lo  nace  así,  lo  natural  y  lógico 
es  considerarle  conforme  en  que  el  funcionario  de  que  se  trate  intervenga 
en  el  pleito,  y  por  lo  tanto,  como  habiendo  renunciado  á  su  derecho  de 
recusar.  Y  si  la  causa  de  la  recusación  es  posterior  al  comienzo  del  pleita 
ó  anterior,  pero  desconocida  del  recusante,  está  claro  que  ha  de  poder 
])roponerse,  no  bien  se  conozca;  pero  que  con  objeto  de  que  no  resulte 
letra  muerta  el  primer  precepto,  será  preciso  que  se  justifique  la  posterio- 
ridad ó  el  desconocimiento;  y  que  el  incidente  se  promueva  antes  de 
practicar  ninguna  gestión  que  dé  lugar  á  presumir  racionalmente  que  se 
na  renunciado  al  derecho  de  la  recusación. 

Por  último,  añadiremos,  que  el  primer  escrito  á  que  al  principio  del 
artículo  se  hace  referencia,  no  es  otro  que  la  demanda,  para  cuando  se 
trate  del  actor,  y  el  de  contestación  ó  el  que  proponga  una  excepción  di- 
latoria antes  de  contestar,  para  cuando  el  recusante  sea  el  demandado. 

Art.  193.  En  ningún  caso  podrá  hacerse  la  recusación  des- 
pués de  citadas  las  partes'para  sentencia  en  primera  instancia, 
ni  después  de  comenzada  la  vista  del  pleito  en  la  Audiencia  ¿ 
Tribunal  Supremo. 

TOMO  1  16 
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Tampoco  podrá  proponerse  en  las  diligencias  para  la  eje- 
•cucion  de  la  sentencia,  á  no  ser  que  se  funde  en  causas  legíti- 
mas que  notoriamente  hayan  nacido  después  de  dictada  la  sen- 
tencia. {Ley  ant.y  art.  124. — Le¿y  org,,  del  P,  /.,  art,  432.) 

Este  artículo  ^s  complemento  del  anterior,  y  sus  prescripciones  tien- 
den á  evitar  abusos;  por  manwa,  que  aunque  presenten  cierta  apariea- 
cia  de  injustas,  puesto  que  es  posible  que  aun  después  de  citadas  las 
partes  para  sentencia  ó  después  de  celebrada  la  vista,  se  se(>a  por  al- 
guno de  los  litigantes  la  existencia  de  una  causa  legítima  de  recu- 
sación, con  respecto  á  deternñnado  funcionario,  no  lo  son  en  verdad, 
porque  lo  regular  es  que  en  ]jleitos  seguidos  hasta  su  último  trámite 
sin  aparecer  causas  de  recusación,  no  aparezcan  en  el  último  momen- 
to, y  en  cambio,  con  las  prescripciones  del  artículo  que  comentamos, 
^e  evita  el  gravísimo  inconveniente  de  que  venga  á  quedar  en  suspenso 

{)or  un  tiempo  indeterminado  y  tal  vez  con  perjuicio  de  algún  litigante 
a  obhgacion  de  dictar  sentencia  en  un  plazo  nreve.  Si  con  toda  impai^ 
cialidad  se  ha  seguido  el  negocio,  si  las  pruebas  se  han  practicado  sincera 
y  lealmente,  ¿qué  temor  puede  haher  de  que  la  sentencia  sea  injusta, 
cuando  se  sabe,  en  primer  término  que  ha  de.  ser  fundada  y  que  á  no 
tratarse  de  una  del  Supremo  siempre  ha  de  haber  un  recurso  contra  ella 
caso  de  que  infrinja  las  leyes  ó  el  procedimiento?  ¿Y  cuando  no  puede 
menos  de  comprenderse,  en  segundo  lugar,  que  por  el  propio  prestigio^ 
de  la  magistratura  no  hay  ningún  Juez  ni  Magistrado  capaz  de  suscribir 
una  sentencia  á  todas  luces  injusta  y  que  evidentemente  se  aparte  del  re- 
sultado d^  las  actuaciones? 

Por  otro  lado,  ¿no  está  en  el  interés  de  las  partes,  averiguar  desde  un 
principio  si  alguno  de  los  funcionarios  que  intervengan  en  el  pleito  es  ó 
será  sospechoso,  y  mucho  más  sabiendo  ápriori  que  después  de  citadas 
para  sentencia  no  pueden  recusar?  ¿No  es  claro  y  evidente  que  la  presun- 
ción de  parcialidad  en  que  se  funda  la  recusación,  desaparece  ante  la  no 
menos  lógica  presunción  de  que  habiéndose  seguido  el  pleito  con  extricta 
imparcialidad  no  es  probable,-  que  á  última  hora  se  tuerza  el  -  camino  y  se 
dé  una  monstruosa  prueba  de  parcialidad? 

En  suma,  si  el  precepto  legal  que  nos  ocupa  puede  ocasionar  algún 
perjuicio,  evitará  en  cambio  muchos  abusos  que  la  experiencia  ha  hecho 
conocer,  y  en  tal  concepto  merece  nuestra  más  completa  aprobación. 

Mas  hay  que  fijarse,  en  que  por  el  último  párrafo  del  artículo  queda 
emitida  la  recusación  por  causa  legítima  y  que  notoriamente  haya  naci- 
do después  de  dictada  la  sentencia  para  dentro  del  período  de  ejecución 
de  la  misma,  y  esto  acusa  una  salvadora  previsión  de  parle  del  Legisla- 
dor. La  propia  sentencia  puede  dar  origen  á  profundas  enemistades  y  he- 
chos inesperados,  y  como  ya  no  áe  trata  de  un  trámite  que  deba  cumplirse 
en  plazo  perentorio  y  bajo  ciertas  condiciones,  sino  precisamente  de  lo 
que  más  dado  es  á  abusos  por  parte  de  los  funcionarios  que  intervienen 
en  la  administración  de  justicia,  la  ley  hace  bien  en  conceder  nuevamente 
con  las  garantías  con  que  lo  concede  el  derecho  de  recusación. 

Jurisprudencia, — El  escrito  de  recusación  de  un  Juez  ó  Magistrado  ha 
de  presentarse  en  tiempo  hábil.  (7  de  Febrero  de  1862.) 

Intentada  la  recusación  del  Juez  de  primera  instancia  cuando  ya  habla 
dictado  la  sentencia  y  por  consiguiente  fuera  del  tiempo  marcado  por  la 
ley,  no  podia  ser  estimada  ni  constiluia  la  infracción  de  una  de  las  for- 
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mas  esenciales  del  juicio  á  que  se  refiere  el  caso  7®  del  art.  9**  áe  la  ley  de 
casación  civil  á  la  sazón  vigente.  (Sent.  45  de  Abril  de  1879.) 

Cuando  el  Regente  de  la  Audiencia  (hoy  Presidente)  asista  á  la  vista 
de  un  pleito,  si  hay  motivos  para  recusarlo,  debe  intentai-se  la  recusación 
desde  el  momento  en  que  se  le  vé  presidir  la  Sala.  (Sent.  de  i 9  de  No- 
viembre de  1863.) 

SECaON  SEGUNDA. 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  MAGISTRADOS,  JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA  Y 
ASESORES. 

Auníjue  con  aleunas  innovaciones,  la  Sección  presente  es  una  especie 
de  compilación  de  las  disposiciones  relativas  á  su  objeto,  contenidas  en  el 
capítulo  2®  del  tít.  8®  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  en  la  sec- 
ción primera  del  tít.  3^  de  la  primera  parte  de  la  ley  de  4855;  y  los  pre- 
ceptos que  la  constituyen  son  por  regla  general  procedentes  y  aceptables. 

Art.  194.  La  recusación  de  los  Presidentes  y  Magistrados 
del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias,  y  la  de  los  Jueces 
4e  primera  instancia,  como  también  la  de  los  Jueces  munici- 
pales y  sus  Asesores,  en  su  caso,  cuando  sustituyan  á  los  de 
primera  instancia,  deberá  hacerse  en  escrito  firmado  por  Le- 
irado,  por  el  Procurador  cuando  intervenga,  y  por  el  recusan- 
^  si  supiere  firmar  y  estuviere  en  el  lugar  del  juicio. 

Cuando  el  recusante  no  estuviere  presente,  firmarán  sólo 
«1  Letrado  y  el  Procurador,  si  élte  estuviere  expresamente  au- 
torizado para  recusar. 

En  todo  caso,  se  expresará  en  el  escrito,  concreta  y  clara- 
mente, la  causa  de  la  recusación.  (Le^  anL,  art.  125. — Ley 
org.deiP,  J.^art.  433.) 

Como  los  pleitos  ó  juicios,  á  excepción  de  los  verbales,  se  siguen  por 
«scrito,.  y  la  comparecencia  en  juicio  se  ha  de  verificar  por  medio  del 
Procurador,  y  es  la  regla  general  que  los  litigantes  hayan  de  ser  dirigí- 
<io8  por  Letrados,  ninguna  objeción  puede  hacerse  al  precepto  de  que  la 
recusación  ha  de  proponerse  en  escrito  firmado  por  Letrado  y  Procurador, 
y  mucho  menos  si  se  tiene  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  248,  que  sal- 
•va  una  omisión  importante  de  la  anterió»  ley  de  Eniuiciamiento  civil,  de- 
terminando taxativamente  la  forma  en  que  ha  de  hacerse  la  recusación 
en  los  juicios  verbales.  Mas  por  lo  mismo  que  el  precepto  es  tan  claro,  y 
que  verdaderamente  no  hace  sino  confirmar  lo  establecido  como  regla 

feneral  al  principio  de  la  ley,  parece,  á  primera  vista,  que  él  Legislaáor 
a  incurrido  en  una  repetición  inútil,  y  nosotros  preguntamos:  ¿es  esto 
Terdad?  Diremos,  sigmendo  á  otros  comentadores  de  la  ley  anterior,  que 
creemos  que  no,  porque  como  la  recusación  de  un  Juez  puede  hacerse  lo 
mismo  en  negocios  de  mayor  cuantía  cpie  cuando  intervengan  en  los  ac- 
tos de  jurisdicción  voluntaria  ó  en  pleitos  de  menor  cuantía,  en  los  cua- 
les es  potestativo  á  las  partes  valerse  ó  no  de  Letrados,  la  ley  ha  querido 
dejar  fuera  de  duda  que  aun  en  esos  actos  ó  pleitos  tiene  que  proponerse 
la  recusación  en  la  forma  que  queda  expresada. 
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Pero  el  artículo  que  comentamos  expresa  también  que  el  escrito  ea 
que  se  proponga  deberá  firmarse  por  el  recusante,  si  supiere  y  estuviere 
en  el  lugar  del  juicio,  y  que  caso  de  no  estar  lo  firmarán  sólo  el  Letrada 
y  el  Procurador,  si  éste  estuviere  expresamente  autorizado  para  recusar, 
y  además  en  el  art.  195  se  prescribe  que  si  él  litigante  que  haga  la  recu- 
sación se  hallare  en  el  lugar  del  juicio,  deberá  ratificarse  con  juramento» 
y  que  sin  este  requisito  no  se  dará  curso  al  escrito  presentado. 

Estos  preceptos  se  fundan  en  Ja  índole  y  naturaleza  propia  de  las  cau- 
sas de  recusación,  pues  dando  origen  las  especificadas  en  el  art.  189  á  la 
presunción,  por  parte  del  Legislador,  de  que  entre  cualquiera  de  los  liti- 
gantes y  el  rancionario  de  justicia  de  que  se  trate  existe  un  motivo  pode- 
roso que  puede  inducir  á  éste  á  ser  parcial,  se  comprende  perfectamente 
que  la  ley  no  está  en  el  caso  de  consentir  que  por  una  idea  no  bien  me- 
ditada ó  concebida  en  un  instante  de  acaloramiento  por  parte  del  que  re- 
cusa ó  que  por  un  capricho  ó  una  obcecación  de  sus  representantes,  se 
instruya  la  pieza  de  recusación;  y  tanto  menos  cuanto  que  las  resolucio- 
nes que  recaigan  en  todas  las  cuestiones  de  competencia,  acumulación 
de  autos,  recusación,  etc.,  tienen  que  influir  en  el  prestigio  de  la  magis- 
tratura. Si  puede  promoverse  la  recusación  se  debe  hacer  con  causa  y  ra- 
zón á  todas  luces  evidente,  y  siempre,*  de  una  ó  de  otra  manera,  debe 
constar  la  voluntad  expresa  y  decidida  del  recusante. 

Finalmente,  el  artículo  que  nos  ocupa,  prescribe  que  en  el  escrito  en 
que  se  promueva,  se  alegue,  concreta  y  claramente  la  causa  de  la  recusa- 
ción, y  este  precepto,  cuya  oportunidad  no  puede  negarse,  si  se  tiene  én 
cuenta  que  una  vez  que  la  ley  .fija  y  especifica  las  causas  por  las  cuales 

Srocede la  recusación,  se  cometerla  una  omisión  imperdonable  no  hacien- 
o  obligatoria  la  expresión  clara  y  terminante  de  la  causa  ó  causas  que 
concurran  en  cada  caso  determinado,  ese  precepto  decimos,  corrobora 
nuestras  afirmaciones  de  que  el  propósito  del  Legislador  ha  sido  el  de 
procurar  que  el  incidente  se  forme  por  tal  procedimiento  que  no  quepan 
informalidades  ni  abusos  que  en  ultimo  extremo  redundarían  en  mengua 
del  prestigio  y  del  buen  nombre  de  los  funcionarios  de  justicia. 

Jurisprudencia, — Cuando  el  escrito  en  que  se  solicita  una  jecusacioe 
carece  de  la  firma  de  Letrado  y  de  la  del  recurrente,  no  puede  tenersn 
aquella  por  intentada.  (7  de  Febrero  de  1862.) 

Para  recusar  á  un  Juez  con  arreglo  á  derecho,  es  necesario,  no  sólo 
que  se  exprese  clara  y  determinadamente  la  causa  de  la  recusación,  sino 
también  que  se  autorice  el  escrito  con  firma  de  Letrado,  y  con  la  del  inte- 
resado si  se  halla  presente;  no  reuniéndose  todas  estas  condiciones,  no 
puede  tenerse  por  mtentada  la  recusación.  (16  de  Mayo  de  1860.) 

Véanse  las  notas  puestas  ai  pié  del  art.  189  de  la  presente  ley,  y  en 
recusación  de  Jueces,  Bol.,  tomo  XXXIX,  p.  369,  y  XLIX,  páginas  177 
y  465. 

Art  195.  Si  el  litigante  que  haga  la  recusación  se  hallare 
en  el  lugar  del  juicio,  deberá  ratificarse  con  juramento  en  di- 
cho escrito,  8tn  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso.  {"Ze^  orgá» 
nica  del  P.  J,,  art,  433.) 

Sobre  el  fondo  de  este  artículo  nada  tenemos  que  decir,  después  de  lo 
que  acabamos  de  manifestar  examinando  el  anterior,  porque  en  aquella 
nota  ó  comentario  se  hace  referencia  al  precepto  que  aquí  se  expresa,  ya 
hemos  dado  nuestro  juicio.  Pero  no  quisimos  unir,  al  efecto  dé  comentar- 
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los,  uno  y  otro  artículo,  con  objeto  de  poder  decir  ahora,  que  por  más  que 
revele  buenos  deseos  de  parte  del  Legislador,  consideramos  tan  inútil 
como  dada  á  protestas,  la  prescripción  de  que  la  ratificación  se  haga  con 
juramento,  pues  esta  fórmula  en  los  actuales  tiempos,  no  tiene  la  alta  sig- 
nificación que  en  los  pasados,  y  puede  servir  nmy  bien  de  mortificación 
para  ciertas  personas.  Además,  es  de  notar  que  no  se  indica  qué  clase  de 
juramento  debe  prestarse,  y  como  esta  omisión,  verdaderamente  impor- 
tante, pudiera  dar  lugar  á  prácticas  diversas,  y  algunas,  tal  vez,  abusivas, 
nos  vemos  en  el  caso  de  tildar  también  de  insuficiente  al  precepto. 

Art.  196.  A  dicho  escrito  se  acompañarán  tantas  copiafií 
del  mismo  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes,  á  quienes 
serán  entregadas  al  notificarljes  la  primera  providencia  que 
recaiga,  para  los  efectos  expresados  en  los  artículos  515  y  si- 


Este  artículo  no  tiene  precedentes,  ni  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  an- 
terior, ni  en  la  orgánica  del  Poder  judicial;  pero  concuerda  con  otros  de 
esta  misma  ley,  el  472  y  el  515,  por  ejemplo,  y  responde  al  deseo  de  ace- 
lerar en  I9  posible  la  tramitación,  porque  por  medio  de  las  copias  se  evita 
el  pase  de  los  autos  de  una  parte  á  otra,  consiguiendo  reducir  el  término 
en  que  los  demás  litigantes  deben  mostrarse  conformes  ó  atacar  la  preten- 
sión del  recusante. 

Según  tendremos  ocasión  de  decir  en  otro  punto,  creemos  convenien- 
te la  innovación. 

Art.  197.  Cuando  el  Juez  recusado  estime  procedente  la 
causa  alegada,  por  ser  cierta  y  de  las  expresadas  en  el  artícu- 
lo 189,  cualquiera  que  sea  la  forma  que  naya  empleado  el  re- 
cusante, dictará  auto  desde  luego  dándose  por  recusado,  y 
mandará  que  pasen  los  autos  á  quien  deba  reemplazarle. 

Cuando  la  recusación  sea  de  un  Magistrado,  si  éste  reco- 
noce como  cierta  la  causa  alegada  y  la  Sala  la  estima  proce- 
dente, esta  dictará  auto  teniéndolo  por  recusado. 

.  Contra  estos  autos  no  habrá  recurso  alguno,  sin  perjuicio 
de  lo  que  se  dispone  en  el  art.  216.  (Ley  ant,^  arts,  126  y  127. 
Zey  org,  del  P.  /.,  art.  436.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo,  son  corroboración  y  complemento 
de  las  contenidas  en  el  190.  La  ley,  pre\iendo  de  antemano  los  casos  que 
pueden  ocurrir,  se  anticipa  á  los  hechos,  y  sucesivamente  expresa  lo  que 
en  cada  caso  se  debe  hacer;  de  modo  que  si  los  funcionarios  recusables  en- 
tienden antes  de  ser  recusados  que  en  ellos  concurre  al^na  de.  las  causas 
consignadas  en  el  art.  189,  deben  abstenerse  del  conocimiento  del  nego- 
cio con  arreglo  á  lo  determinado  en  el  190;  si  la  recusación  se  pide  y  es- 
timan procedente  la  causa  alegada,  deben  darse  por  recusados  en  la  for- 
ma que  se  establece  en  el  presente  artículo;  y  si,  formulada  también  la  re- 
cusación, consideran  improcedente  la  causa  en  que  se  funda,  deben  dene- 
garla, para  que  conforme  se  dispone  en  el  199  se  instruya  ó  forme  pieza 
separada.  . 

Y  así  c/QXño  hay  verdadera  lógica  en  estas  disposiciones  y  n^a  puede 
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decirse  en  contra  de  la  doctrina  que  envuelven,  sucede  otro  tanto  con  la 
diferencia  establecida  en  el  artículo  que  examinamos,  entre,  cuando  se 
trate  de  recusación  de  Jueces  ó  Asesores  y  cuando  se  trate  de  Magistra- 
dos, pues  los  primeros  pueden  dictar  por  sí  solos  el  auto  inhibitorio,  en 
razón  á  que  dentro  de  su  tribunal  ó  juzgado  no  hay  más  autoridad  que  la. 
suya  para  dictar  resoluciones,  y  los  segundos,  que  no  son  sino  miembros^ 
ó  partes  de  un  todo,  no  pueden  dictar,  por  sí  solos  ni  el  auto  de  que  se 
trata  ni  otro  alguno. 

Pero  ni  en  el  art.  i  97  ni  en  ningún  otro  se  habla  de  lo  que  deberá  har- 
cerse  cuando  la  recusación  se  promueva  desde  el  primer  momento  contra 
un  Presidente  de  Audiencia  ó  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo^  que 
tienen,  entre  otras,  la  atribución  de  presidir  todas  las  Salas  de  justicia,  y 
cabe  preguntar:  ¿podrá  dictarse  auto  inhibitorio  ó  denegatorio  por  la 
Sala  que  estuviese  conociendo  del  negocio,  ó  visto  que  en  el  artículo  206 
se  consigna  que  decidirá  los  incidentes  de  recusación  relativos  á  dichos 
funcionarios  el  mismo  Tribunal  en  pleno  á  que  pertenezca  el  recusado, 
deberán  dictarse  por  el  Tribunal  en  pleno?  Nosotros,  después  de  leido  el 
texto  legal,  y  teniendo  en  cuenta  la  mencionada  prescripción  del  artícu- 
lo 206,  estimamos  que  en  el  caso  expuesto,  sólo  corresponde  dictar  el 
:mto  al  Tribunal  en  pleno.  De  otro  modo,  es  decir,  si  el  Presidente  por  sí 
mismo  ó  la  Sala  resolvieran,  se  abrogarían  atribuciones  que  no  les  están 
conferidas. 

Por  ultimo,  es  de  advertir,  que  los  primeros  preceptos  del  artículo  que 
comentamos  no  pueden  tener  aplicación  sino  cuando  la  recusación  se  ha- 
a  propuesto  en  tiempo  hábil,  porque  de  otra  manera  deberá  rechazarse 
le  plano  la  pretensión  aunque  se  funde  en  causa  legítima. 

Art.  198.  El  auto  admitiendo  6  denegando  la  recusación 
será  notificado  solamente  al  Procurador  del  recusante,  aunque 
este  último  se  halle  en  el  lugar  del  juicio  y  haya  firmado  el 
escrito  de  recusación.  (Ze^  org,  del  P,  /.,  art,  438.) 

Si  el  escrito  en  que  la  recusación  se  promueve  ha  de  ir  firmado  |)or 
LBtrado  y  Procurador,  y  éste  es  en  el  incidente,  lo  mismo  que  en  el  pleito 

Srincipal,  su  legítimo  representante,  no  podia  dudarse,  que  sin  embargo 
e  la  obligación  del  recusante  de  firmar  y  ratificarse  en  el  escrito,  la  notifi- 
cación del  auto  admitiendo  ó  denegando  la  recusación,  igualmente  que  las 
demás  diligencias  que  se  practiquen  después  de  denegada,  deben  enten- 
derse con  el  Procurador.  El  artículo  que  examinamos,  lo  expresa  clara- 
mente, con  objeto  de  evitar  dudas,  y  najo  este  punto  de  vista  y  siquie- 
ra no  haga  después  de  todo,  más^e  eonfiriiaar  lo  establecido  como  re- 
gla general,  resulla  tan  procedente  como  acertado. 

» 

Art.  199.  Si  el  recusado  no  se  considera  comprendido  en  la 
causa  alegada  para  la  recusación,  la  denegará,  y  se  mandará 
formar  pieza  separada  á  costa  del  recusante  para  sustanciar  el 
¡ncicente. 

Dicha  pieza  contendrá  el  escrito  original  de  recusación  con 
las  actuaciones  en  su  virtud  practicadas,  quedando  nota  ex«* 
presivaen  el  pleito.  {Ley  org,  del  P.  J.,  art  437.) 

El  primer  precepto  de  este  artículo,  visto  lo  que  el  197  determkia,  ha 
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de  entenderse  en  sentido  de  que  el  Juez  recusado  puede  dictar  auto  dene- 
gando la  recusación,  y  de  que  si  se  trata  de  un  Magistrado  ó  Presidente 
de  Tribunal,  deberá  aguardar  á  que  quien  sea  competente  le  dicte,  en 
atención  á  su  negativa  y  á  lo  que  resulte  y  se  estime  procedente. 

Art.  200.  Durante  la  sustanciacion  de  la  pieza  separada  no 
podrá  intervenir  el  recusado  en  el  pleito  ni  en  el  incidente  de 
recusación,  y  será  sustituido  por  aquel  á  quien  corresponda 
con  arreglo  á  la  ley.  {Ley  org,  delP,  /,,  art  441.) 

Este  precepto  es  justo.  Con  lá  promoción  del  incidente  se  demuestra^ 
que  se  duda  de  la  imparcialidad  del  Juez  ó  Magistrado  recusado,  y  la  ley 
no  puede  desentenderse  de  la  sospecha  expresada,  y  dejarle  que  interven- 
ga en  el  pleito  ni  en  el  incidente  durante  la  sustanciacion  de  la  pieza  se- 
parada. 

La  ley  anterior,  dé  4855,  tenia  también  admitido  el  mismo  principio, 
separándose  de  la  antigua  jurisprudencia. 

Y  por  lo  que  respecta  al  modo  de  sustituir  al  recusado,  debe  estarse  á 
á  lo  prevenido  en  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  y  en  el  Reglamenta 
del  Tribunal  Supremo. 

Apt.  201.  La  recusación  no  detendrá  el  curso  del  pleito,  el 
cnal  seguirá  sustanciándose  hasta  la  citación  para  sentencia 
definitiva,  en  cuyo  estado  se  su&penderá  hasta  que  se  decida  el 
incidente  de  recusación,  si  éste  no  estuviere  terminado.  (Ley 
org.  delP.  /;,  art.  442.) 

Después  de  lo  manifestado  en  el  artículo  anterior,  nada  tiene  de  ex- 
traño, y  antes  bien  reailta  muy  procedente,  lo  que  en  éste  se  determina. 
Si  el  Ju^  ó  Magistrado  recusado  hubiera  de  intervenir  en  el  pleito  princi- 
pal, duraJQte  la  sustanciacion  déla  pieza  separada,  podría  acordarse,  con 
algún  fundamento,  que  la  instrucción  de  ésta  suspendiera  el  curso  de 
ac[ne];  pero  no  habiendo  de  intervenir  él,  si  no  otro  Juez  ó  Magistrado 
distinto,  de  cuya  imparcialidad  no  se  duda,  no  hay  razón  para  qué  las  di- 
ligencias incidentales  suspendan  el  procedimiento  en  lo  principal  con  per- 
juicio evidente  de  las  partes.  En  el  único  caso  en  que  así  deberá  suceder^ 
conforme  lo  prescribe  este  mismo  artículo,  es  cuando  el  pleito  se  halle  en 

Seríodo  de  sentencia,  porque  el  Juez  ó  Magistrado  recusado,]  tenian  antes 
e  la  recusación  atribuida  competencia  para  conocer  y  decidir  el  asunto,  y 
«iendo  la  recusación  un  mero  incidente  no  debe  privárseles  del  derecho  de 
resoher  ni  del  de  seguir  la  instrucción  del  pleito  si  la  recusación  se  de- 
niega antes,  sino  sólo  en  el  caso  de  que  sean  efectivamente  ciertas,  ó  por 
quien  corresponda  se  estimen  tales,  las  causas  alegadas.  Además,  abona  la 
suspensión  en  el  período  de  sentencia,  la  consideración,  de  que  de  otra 
manera  se.  podrían  cometer  los  abusos  que  el  precepto  de  que  la  recusa- 
ción sólo  proceda  por  causa  legítima  trata  de  evitar,  pues  lost  titigantes  de 
mala  fé  promoverían  el  incidente,  procurando  conseguir  por  todos  los  me- 
dios que  su  resolución  se  retardase  hasta  que  el  pleito  prmcipad  estuviese 
s^itenciado,  y  de  este  modo,  con  ó  sin  causa  legítima,  quedaría  de  hecho 
recusado  el  Juez  ó  Magistrado  de  que  se  tratase. 
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Art.  202.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior  y  de  lo  or- 
denado en  el  197,  cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera 
instancia,  pasará  los  autos  principales  y  la  pieza  de  recusación 
al  Juez  á  quien  corresponda  la  instrucción  de  ésta,  conforme 
al  párrafo  último  del  artículo  que  sigue.  (Ley  ant,  art  133, 
fárrafo  2^  y  134.) 

Art.  203.  Instruirán  las  piezas  separadas  de  recusación: 

Cuando  el  recusado  sea  el  Presidente,  ó  un  Presidente  de 
Sala  de  una  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo;  el  Presidente 
de  Sala  más  antiguo;  y  si  aquél  fuere  el  más  antiguo,  el  que 
le  siga  en  antigüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Magistrado  de  Audiencia  ó  del 
Tribunal  Supremo,  el  Magistrado  más  antiguo  de.  su  Sala;  y 
si  el  recusado  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga  en  anti- 
güedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia  6  el 
que  ejerza  sus  funciones,  el  suplente  del  Juzgado,  con  acuerdo 
de  Asesor  si  no  fuere  letrado,  a  no  ser  que  naya  en  la  misma 
población  otro  Juez  de  primera  instancia,  en  cuyo  caso  á  éste  , 
corresponderá  dicha  instrucción;  si  hubiere  tres  ó  más,  al  que 
preceda  en  antigüedad  al  recusado;  y  si  éste  fuere  el  más  an- 
tiguo, al  más  moderno.  /"Ley  ant.y  arts.  133  y  134. — Ley  orgá'- 
nica,  arts,  443  y  463.) 

Determinado  en  el  artículo  anterior,  como  medida  previa,  que  cuando 
el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia,  pasará  los  autos  principales 
y  la  pieza  de  recusación  al  Juez  á  quien  corresponda  la  instrucción  de 
ésta,  se  encarga  el  presente  artículo  de  precisar  á  quién  corresponde  ins- 
truir la  mencionadíi  pieza  ó  expediente.  Las  dos  primeras  disposiciones 
son  completamente  acertadas,  pues  en  la  necesidad  de  elegir  un  individuo 
de  los  Tribunales  colegiados  que  se  encargue  de  formar  aquél,  la  ley  es- 
coje  siempre  al  aue  más  respeto  y  consideración  merece,  ó  sea  el  más 
antiguo.  Pero  la  disposición  tercera,  acertada  en  sus  dos  primeras  partes^ 
se  aparta  algún  tanto  en  la  tercera  de  los  precedentes  asentados  anterior- 
mente, y  nos  obliga  á  formular  una  censura;  porque,  ¿,qué  razón  hay  para 
que  cuando  haya  tres  ó  más  Jueces  de  primera  instancia  en  una  población^ 
y  el  recusado  sea  el  más  antiguo,  haya  de  instruir  la  pieza  de  recusación 
el  más  moderno?  ¿Por  qué  habiéndose  prevenido  para  cuando  se  trate  de 
la  recusación  del  Presidente  de  Sala  más  antiguo,  dentro  de  un  Tribunal, 
ó  del  Magistrado  más  antiguo,  dentro  de  una  Sala,  que  ha  de  encargarse 
de  la  formación  del  expediente  el  que  respectivamente  siga  en  antigüedad, 
no  se  ha  <le  prevenir  lo  mismo  en  el  caso  de  que  se  trate  de  un  Juez  y 
haya  tres  ó  más  en  la  población?  No  comprenaemos,  bajo  ningún  con- 
cepto, el  fundamento  que  habrá  podido  tener  presente  el  Legislador,  para 
dictar  la  disposición  á  que  nos  referimos,  y  como  por  otra  parte,  tampoco 
tiene  precedentes  en  la  ley  de  4855  ni  en  la  orgánica  del  Poder  judicial, 
nos  inclinamos  á  creer  que  se  ha  cometido  una  equivocación,  y  que  lo 
que  se  ha  querido  decir,  es  que  cuando  el  recusado  sea  el  Juez  más  mo- 
derno, instriHrá  la  pieza  de  recusación  el  más  antiguo.  Este  precepto  hu- 
biera sido  lógico,  y  habria  guardado  consonancia  con  lo  dispuesto  en  ios 
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*dos  primeros  párrafos  del  artículo;  Jo  contrario  de  lo  cual  resulta  con 
la  prescripción  redactada. 

Jurisprudencia, — Cuando  por  impedimento  legal  se  abstenga  un  Juez 
de  conocer  de  un  negocio  civil,  deberá  pasar  los  autos  al  Juez  de  paz  su- 
plente (hoy  municipal)  y  no  al  del  pueblo  más  inmediato,  por  no  tratarse 
en  este  caso  de  recusación,  sino  de  abstención.  (Circular  del  T.  S.  en  pleno 
de  20  de  Mayo  de  1862.) 

Art.  204.  Formada  la  pieza  separada,  so/  dará  traslado  á 
la  parte  contraria  en  el  pleito,  para  que  dentro  .  de  tres  dias 
exponga,  lo  que  estime  procedente  respecto  á  la  recusación. 

Cuando  sean  dos  ó  más  los  litigantes  contrarios,  dicho  tér- 
mino será  coman  á  todos,  y  expondrán  lo  que  se  íes  ofrezca, 
<5on  vista  de  la  copia  del  escrito  de  recusación.  {Leyant.,  ar- 
tículo 128. — Ley  org.  del  P.  /.,  art  444.) 

£1  plazo,  dentro  del  cual  y  con  arreglo  á  este  artículo  ba  de  oirse  á  la 
parte  contraria,  era  prorogable,  según  el  artículo  concordante  de  la  ley 
orgánica,  por  dos  dias  más.  En  la  actual  ley  no  se  fija  el  término  de  la 
próroga;  pero  su  condición  de  prorogable  resulta  evidente  por  virtud  de 
lo  preceptuado  en  los  artículos  306  y  340,  especialmente  en  el  primero, 
que  exige  ciertos  requisitos,  que  en  este  caso  habrán  de  cumplirse,  pa- 
ra que  la  próroga  pueda  ser  concedida. 

Art.  205.  Evacuado  el  traslado  antedicho,  6  trascurrido  el 
término  sin  haberlo  utilizado,  se  recibirá  á  prueba  el  incidente 
por  término  de  diez  dias  improrogables,  cuando  la  recusación 
se  funde  en  hechos  que  no  estén  justificados  y  no  hayan  sido 
reconocidos  por  el  recusado. 

En  todo  lo  demás  se  sustanciará  y  decidirá  la  pieza  de  re- 
<;üsacion  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes.  (Ley  ant, 
art.  128.— Ley  org.  del  F.  /.,  art  445.) 

Los  dos  artículos  que  citamos  al  pié' del  de  la  ley  actual  concedían  el 
término  de  ocho  dias  para  practicar  la  prueba,  y  como  no  creemos  que  la 
experiencia  haya  demostrado  que  dicho  término  fuera  insuficiente,  nos 
vemos  en  la  precisión  de  censurar  la  ampliación  concedida,  porque  estan- 
do dentro  del  objeto  del  legislador,  cual  no  ^odia  menos  de  estarlo,  re- 
ducir los  trámites  y  evitar  en  lo  posible  todas  las  dilaciones,  sólo  resul- 
tarla aceptable  una  modificación  como  la  de  que  tratamos  en  el  caso  de 
hallarse  plena  y  palmariamente  demostrada  su  conveniencia. 

El  recibimiento  á  prueba  es  ó  ha  de  ser  común  para  ambas  partes, 
porque  si  bien  es  cierto  que  incumbe  probar,  por  regla  general,  á  aquel 
que  afirma,  no  lo  es  menos  que  la  parte  contraria  tiene  derecho  á  contrae- 
decir  la  prueba  que  aduzca  el  recusante,  y  que  si  éste  tiene  un  interés 
directo  en  que  el  recusado  se  separe  del  conocimiento  de  los  autos,  á 
aquélla  le  asiste  un  interés  igual  para  sostener  la  competencia  acciíjental- 
mente  negada. 

Y  como  dicho  recibimiento  á  prueba  ha  de  hacerse  cuando  la  recusa- 
ción se  funde  en  hechos  que  no  estén  justificados  y  nq  hayan  sido  reco- 
nocidos por  el  recusado,  parece  indudable,  que  como  ya  lo  advertían  los 
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intérpretes  y  comentadores  de  la  ley  de  1855,  procederá  del  mismo  modo 
en  el  caso  de  que  la  prueba  haya  de  versar  sobre  la  certeza  ó  falsedad  de 
la  causa  alegada,  que  en  el  de  que  verse  sobre  la  circunstancia  de  haberla 
ó  no  propuesto  el  recusante  después  ó  antes  de  saber  aquella  ó  haber  pre- 
sentado escritos  en  los  autos,  pues  es  indudable  que  en  ambos  ca$o$  se  ha 
"  de  tratar  de  hechos  que,  sirviendo  de  fundamento  á  la  recusación,  no  es- 
téa  justificados  ni  reconocidos. 

Y  ¿qué  deberá  hacerse  cuando  el  recibimiento  á  prueba  fuere  denega- 
do? ¿Qué  recurso  podrán  utilizar  las  partes  contra  el  auto  que  recaiga? 
¿O  es  que  siempre  y  en  todo  caso  ha  de  acordarse  el  recibimiento  no  ^len 
se  pida?  De  la  letra  del  artículo  que  comentamos,  se  deduce  claramente 
que  la  respuesta  á  esta  última  pregunta  no  puede  §er  afirmativa,  y  con 
respecto  á  las  dos  primeras,  tenemos,  por  un  lado,  que  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  dispone  en  sus  artículos  446  y  447,  que  contra  el  auto 
que  dictaren  los  Tribunales  de  partido  (todavía  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia) admitiendo  ó  denegando  la  prueba,  podrá  pedirse  reposición  ante 
los  mismos  que  lo  hubieren  dictado,  y  que  contra  el  auto  de  igual  índole 
procedente  de  las  Audiencias  ó  del  Tribunal  Supremo  no  se  dará  ulterior- 
recurso;  y  por  otra  parte,  que  del  examen  de  los  aitículos  376,  384,  554 
y  1693  de  la  ley  actual,  se  infiere:  1**,  que  cuando  se  trate  de  auto  pro- 
veniente  de  un  Juzgado,  por  prescribir  el  art.  551  que  el  en  que  se  denie- 
gue el  recibimiento  á  prueba  en  el  juicio  ordinario,  es  apelable  en  ambo» 
efectos,  y  por  determinarse  en  el  384,  que  de  igual  condición  será  la  ape- 
lación contra  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio  irreDaraoIé 
en  definitiva,  procederá  la  apelación  en  ambos  efectos,  pues  no  calbe  du- 
dar acerca  de  que  el  auto  en  que  se  deniega  ó  acuerda  el  recibimiento  á 
Srueba  no  es  de  mera  y  sencilla  tramitación,  sino  real  y  verdaderamente 
e  los  que  en  definitiva  pueden  causar  perjuicio  irreparable,  y  con  res- 
pecto del  cual  no  ha  de  regir,  por  lo  tanto,  el  art.  376;  2**,  que  cuand^  se 
trate  de  un  auto  de  igual  índole,  dictado  por  una  Audiencia,  cabrá  sola- 
mente y  en  su  caso  eí  recurso"  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma^ 
y  3®,  que  contra  el  auto  de  la  misma  especie  que  dicte  el  Tribunal  Su- 
premo no  cabe  ulterior  recurso. 

Por  último,  advertimos,  que  si  la  tramitación  que  antes  tenia  el  inci- 
dente de  recusación,  desde  el  momento  de  haberse  recibido  á  prueba  no 
era  precisamente  la  misma  señalada  para  los  demás  incidentes,  se  aseme- 
jaba mucho,  y  por  esta  razón  y  por  la  de  establecer  la  Jey  actual  en  ei 
artículo  207  un  término  distinto  para  dictar  sentencia  que  el  señalado 
para  que  igual  tráo^te  se  Verifique  en  todos  los  incidentes,  resulta  insig- 
nificante y  hasta  innecesaria  Mt  innovación  contenida  en  la  cláusula  final 
del  artículo  que  examinamos. 

Art.  206.  Decidirán  I09  incidentes  de  recusación: 
Cuando  el  recusado  fuere  el  Presidente  ó  uñ  Presidente  de- 
Sala  del  Tribunal  Supremo  ó  de  Audiencia,  el  mismo  Tribu- 
nal en  pleno  á  que  pertenezca  el  recusado. 

Guando  fuere  un  Magistrado,  la  misma  Sala  á  que  perte- 
nezca. 

Cuando  fuere  un  Juez  de  primera  instancia,  el  que  co- 
nozca de  la  pieza  de  recusación,  conforme  al  párrafo  último- 
del  art.  203.  {Ley  mt,.  art.  134.— Zey  órg,  delP,  /.,  arU.  277,. 
285  y  449.) 
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Art.  207.  La  declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  la  recusa- 
ción se  dictará  por  medio  de  auto,  dentro  de  tercero  dia.  (Ley 

(Véase  el  último  párrafo  de  nuestra  nota  al  art.  205.) 

Art.  208.  Contra  los  autos  que  dictare  el  Tribunal  Supremo 
no  habrá  recurso  alguno. 

Contra  los  que  dictaren  las  Audiencias  sólo  habrá  el  de  ca- 
sación en  su  caso. 

Los  autos  que  dictaren  los  Jueces  de  primera  instancia  ó 
sos  suplentes,  accediendo  á  la  recusación,  no  serán  apelables. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambos 
efectos. 

La  doctrina  de  este  artículo  estaba  admitida  por  la  ley  de  1855,  y  fué 
confirmada  por  la  de  organización  del  Poder  iudicial  de  4870;  de  modo 
que  pocas  palabras  habremos  de  decir  sobre  ella. 

En  primer  lugar  tenemos  aue  al  tratar  de  la  recusación  de  los  Magis- 
trados, por  decidirlas  Tribunales  superiores  y  ser  mucho  menor  el  perjui- 
(ño  que  la  parle  puede  sufrir  en  el  caso  de  que  se  deniegue,  que  si  se  tra- 
tara de  la  recusación  de  un  Juez,  la  ley,  atendiendo  al  buen  nombre  de  la 
magistratura,  y  con  objeto  de  evitar  dilaciones  inútiles,  dispone  acerta- 
damente que  la  sentencia  que  recaiga  sea  ejecutoria,  hasta  el  punto  de 
que  cuando  proceda  del  Supremo  ulterior  recurso,  y  cuando  provenga  de 
Audiencia  sólo  el  de  casación,  en  su  caso,  que  será  en  los  que  con  arreglo 
á  la  ley  corresponda.  ' 

En  segundo  término,  están  los  preceptos  que  se  refieren  á  los  autos 
que  dicten  los  Jueces  ó  sus  suplentes,  y  en  ellos  se  ve  que  el  legislador, 

{)ara  el  caso  de  que  en  aquellos  se  acceda  á  la  recusación,  los  hace  insq^e- 
ables,  apartándose  del  principio  general  de  que  los  autos  que  deciden  ar- 
tículos lo  son,  y  que  deja  abierta  la  puerta  «de  la  apelación  para  cuando 
sean  denegatorios.  Esta  diferencia  se  funda  en  que  en  el  primer  caso, 
como  ya  la  ley  recomienda  á  los  Jueces,  que  no  se  inhiban  ó  admitan  la 
recusación  sin  justa  causa  plenamente  demostrada,  y  es  de  suponer,  por 
otra  parte,  que  por  el  prestigio  del  cuerpo  á  que  pertenecen  traten  de  man- 
tener su  jurisdicción,  no  hay  más  remedio  que  presumir  que  cuando  mi 
Juez  se  da  por  recusado,  lo  hace  en  vista  de  instas  y  legales  razones,  y  no 
se  debe  volver  sobre  su  acuerdo:  todo  lo  cual  ño  pasa  en  el  segundo  caso, 
en  que  en  lucha  ya  el  recusante  y  el  Juez,  cabe  por  parte  de  éste  equivo- 
cación ó  error,  y  es  preciso  dar  á  aquél  las  mayores  facilidades  para  que 
defienda  su  interés  y  su  derecho» 

Art.  209.  Interpuesta  y  admitida  la  apelación  del  auto  de- 
negatorio de  recusación,  se  emplazará  alas  partes  para  que  en 
el  término  de  diez  dias  comparezcan  ante  la  Audiencia  á  usar 
de  su  derecho,  y  se  remitirá  original  á  la  misma  la  pieza  sepa- 
rada de  la  recusación.  {Ley  org.  del  P,  /.,  art,  452.) 

En  este  artículo  se  determina  el  término  del  emplazamiento  para  ante 
el  Tribunal  Superior;  pero  según  dispone  el  articulo  siguiente  la  sustan- 
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ciacion  en  la  segunda  instancia  ha  de  ser  la  misma  establecida  para  los 
incidentes;  de  modo  que  la  ley  se  ha  conformado  con  lo  que  ya  se  venia 
practicando,  y  puede  decirse  que  el  objeto  de  este  artículo  es  señalar  los 
trámites  que  en  él  se  indican  para  que  no  haya  duda  en  que  la  recu- 
sación debe  sustanciarse  seguidamente,  pues  no  hay  que  olvidar  que  al 
llegar  el  pleito  al  período  de  sentencia  definitiva,  se  suspende  hasta  que 
se  termine  el  incidiente  de  que  tratamos.  ^ 

Art.  210.  Estas  apelaciones  se  sustanciarán  y  decidirán 
por  los  trámites  establecidos  para  las  de  los  incidentes. 

Además  de  lo  manifestado  en  la  nota  del  artículo  anterior,  debemos- 
añadir  que  el  precepto  contenido  en  éste  obedece  también  al  principio 
adoptado  para  la  reforma  en  la  base  quinta,  con  el  fin,  como  manifiestan 
los  Sres.  Atard  y  Cervellera,  de  gue  todas  las  actuaciones  especiales  se 
acomoden  á  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en  su  período 
correspondiente.  Se  vé,  pues,  que  si  ^tes  se  acomodaba  en  la  práctica 
la  tramitación  de  las  recusaciones  y  otros  artículos  á  la  de  los  incidentes 
en  general,  el  legislador  ha  respetado  la  práctica  y  ha  consignado  expre- 
samente la  regla  obrando  con  lógica  y  buen  acuerdo,  pues  al  fin  y  al 
cabo  no  se  trata  de  otra  cosa  que  de  verdaderas  cuestiones  incidentales. 

Art.  211.  Cuando  se  deniegue  la  recusación,  se  condenará 
siempre  en  costas  al  que  la  hubiere  propuesto.  {Ley  anty  ar- 
ticulo 13b.-— Ley  org,  delP,  /.,  art.  455.) 

.  El  artículo  concordante  de  la  ley  orgájjfca  del  Poder  judicial  anadia: 
no  siendo  el.  Ministerio  fiscal^  y  la  supresión  de  estas  palabras  en  la  ley 
actual  parece  indicar  que  en  adelante  podrán*  serle  impuestas.  Pero  nos- 
otros no  creemos  que  deba  ser  así,  pues  como  la  índole  del  Ministerio  fis-  . 
cal  y  el  género  de  intervención  que  en  el  desempeño  de  sus  funciones 
puede  tener  en  los  asuntos  civiles,  obligan  á  creer  que  cuando  proponga 
una  recusación  lo  haga  desinteresadamente  y  buscando  no  más  quQ  no 
falte  en  el  juicio  la  imparcialidad  que  la  misma  ley  quiere,  hay  sobrada 
razón  para  que  se  le  exceptúe  del  precepto  general.  Además,  es  de  tener 
en  cuenta  que  en  otros  casos  análogos  se  le  libra  de  la  imposición  de  cos- 
tas, y  si  aquí  no  se  hiciera,  se  establecería  una  verdadera  contradicción. 
Véanse  las  indicaciones  de  estudio  anotadas  al  pié  del  art.  188. 

Art.  212.  Además  de  la  condenación  en  costas  expresada 
en  el  artículo  anterior,  se  impondrá  al  recusante  una  multa 
de  50  á  100  pesetas,  cuando  el  recusado  fuere  Juez  de  primera 
instancia;  de  100  á  200,  cuando  fuere  Presidente  6  Magistrado 
de  Audiencia;  y  de  200  á  400,  cuando  fuere  Presidente  ó  Ma- 
gistrado del  Tribunal  Supremo.  {Ley  ant.,  art.  136. — Ley  org. 
delP.J.,art.áb6.) 

La  consideración  de  que  es  preciso  castigar  y  reprímir  las  recusacio- 
nes infundadas  y  maliciosas,  unida  al  principio,  siempre  aceptado,  de 
qne  puesto  que  en  los  asuntos  civiles  se  procede  generalmente  á  instan- 
cia de  parte,  deben  seguü^e  las  diligencias  á  su  costa  en  igualdad  de  ca- 
sos, de  modo  que  venga  á  pagar  el  que  litigue  sin  razón,  son  los  móviles 
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que  han  inducido  al  legislador  á  consignar  los  preceptos  de  este  artículo 
y  del  anterior.  En  la  ley  de  4855  se  establecía  también  una  multa  para 
que  la  satisfaciera  además  de  las  costas  el  recusante  cuya  pretensión 
se  denegara,  y  lo  mismo  se  hacia  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 
La  actual  ley  ha  copiado  el  precepto  de  esta  ultima,  y  en  lo  único  que  se 
diferencia  el  artículo  que  examinamos  del  456  de  la  de  4870  es  en  que  íio 
menciona,  por  hacerse  en  su  luffar  (art.  228),  la  cantidad  en  que  la  multa 
ha  de  consistir  cuando  se  trate  ae  la  recusación  de  un  Juez  municipal. 

Igualmente  las  leyes  i\  5«,  6*  y  7*,  tít,  2?  del  libro  14*  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  señalaban  é  imponían  una  multa  al  que  no  probase  la 
causa  por  que  se  recusara  á  un  Juez  superior.  Por  lo  tanto,  se  vé  que  las 
leyes  niodemas,  haciendo  extensivo  el  precepto  á  todos  los  casos,  son 
más  justas. 

Art.  213.  Cuando  no  se  hicieren  efectivas  las  multas  res- 
pectivamente señaladas  en  él  artículo  anterior,  sufrirá  el  mul- 
tado la  prisión,  por  vía  de  sustitución  y  apremio,  en  los  tér- 
minos que  para  las  causas  por  delitos  establece  el  Código  pe- 
nal. fZey  org.  del  P.  /.,  art.  457.) 

Entiéndese  bien  lo  que  este  artículo  quiere  decir;  pero  creemos  que  su 
redacción  no  es  completamente  clara.  Y  es  más  de  extrañar  <jue  no  se  haya 
notado  la  conveniencia  de  cambiar  algunos  términos,  si  se  tiene  en  cuenta 
que  con  la  misma  redacción  consta  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
y  que  como  para  trascribirle  habrá  habido  precisión  de  leerje,  fijándose 
detenitlamente  en  su  sentido  y  significación,  narecia  natural  que  se  hubiera 
visto  la  falta  de  que  adolece.  Sufrirá  el  multado  la  prisión,  se  dice,  por 
yidí  de  sustitución  y  apremio,  en  los  términos  que  para  las  causas  por  de- 
litos establece  el  Código  penal,  y  lo  que  con  esto  se  quiere  decir,  es  que 
del  mismo  modo  é  igual  forma  que  determina  el  Código,  se  imponga  la 
prisión  al  que  ijo  satisface  la  multa  á  que  con  ocasión  de  un  delito  sea 
condenado,  ha  de  sustituirse  en  el  caso  presente  la  prisión  á  la  multa;  y  es 
evidente,  que  la  última  cláusula  del  artículo  ño  explica  bien  lo  que  con 
ella  se  ha  pretendido  indicar,  y  que  podría  dar  lugar  á  sutilezas  y  dudas 
que  debieran  haberse  previsto. 

Art.  214.  Denegada  la  recusación,  luego  que  sea  firme  el 
auto,  se  devolverá  el  conocimiento  al  Juez  originario,  el  cual 
lo  continuará  con  arreglo  á  derecho  en  el  estado  en  que  se  ha- 
lle. {Ley  ant.y  aré.  132.) , 

Este  precepto  es  una  consecuencia  indeclinable  del  hecho  de  la  dene- 
gación. Con  arreglo  al  art.  200,  el  recusado  no  puede  intervenir  en  el 
pleito  durante  la  sustanciacion  de  la  pieza,  separada  del  incidente  de  re- 
cusación, y  este  precepto,  según  dijimos  en  su  lugar,  es  justo.  Pero  una 
vez  denegada  la  pretensión  del  recusante,  una  vez  que  por  auto  firme  se 
hace  declaración  expresa  en  favor  de  su  competencia  y  de  su  imparciali- 
dad, ya  no  hay  razón  para  que  se  le  prive  del  conocimiento  del  negocio, 
y  lo  que  procede  es  lo  que  en  el  presente  artículo  se  ordena. 

Art.  215.  Otorgada  la  recusación,  si  el  recusado  fuere  Pre- 
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sidente  ó  Magistrado  de  un  Tribunal,  quedará  separado  del 
conocimiento  de  Iqs  autos. 

•  Si  fuere  Juez  de  primera  instancia,  quedará  también  sepa- 
rado del  conocimiento  del  pleito,  el  cual  se  continuará  por  el 
Juez  á  quien  se  hubieren  pasado  los  autos  en  virtud  de  í)  dis- 
puesto en  el  art.  202. 

Si  por  traslación  ú  otro  motivo  cesare  en  sus  funciones  el 
Juez  recusado,  volverá  el  pleito  al  Juzgado  originario  para 
que  lo  continúe  el  nuevo  Juez  que  haya  reemplazado  al  recusa- 
do. {Ley  ant,y  art,  133.) 

Los  dos  primeros  párrafos  están  sacados  del  artículo  concordante  de  Ja 
ley  anterior,  que  citamos  al  pié  del  de  la  presente;  y  el  tercero  prevee  un 
caso,  que  puede  fácilmente  ocurrir,  y  le  resuelve  en  justicia. 

Sobre  lá  priijiera  disposición,  sólo  nos  toca  decir,  lo  mismo  que  ya  ex- 
ponían en  sus  comentarios  á  la  ley  de  1855,  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y 
Reus,  y  es  que  no  se  hace  mención  de  la  manera  de  reemplazar  al  Minis  - 
tro  recusado,  que  habrá  de  Ser,  según  manifestamos  al  comentar  el  ar- 
tículo 200,  con  arreglo  á  lo  determinado  en  las  Ordenanzas  de  las  Au- 
diencias y  el  Reglamento  del  Tribunal  Supremo. 

Acerca  del  segundo  precepto,  nada  tenemos  que  objetar. 

Y  con  respecto  al  último,  repetimos,  que  previendo  un  caso  que  fácil- 
mente puede  ocurrir  le  resuelve  en  justicia,  pues  en  el  Juzgado  del  Juez 
que  se  recusa,  está  la  competencia  para  conocer  del  negocio,  y  si  por  vir- 
tud de  la  recusación  se  produce  una  incompetencia  relativa  y  personal,  al 
reemplazar  al  recusado  otro  Juez  desaparece  la  causa  de  la  recusación,  y 
por  lo  tanto,  la  incompetencia,  ó  sea  elfefecto,  debe  desaparecer  también. 

Puede  darse  un  caso,  sin  embargo,  en  que  no  sabemos  si  el  Legislador 
habrá  pensado,  y  para  el  cual  no  debería  regir,  á  nuestro  juicio,  la  regla 
que  examinamos,  porque  aunque  de  la  competencia  del  Juez  nuevo  no 
pueda  dudarse,  mientras  por  causa  justa,  y  con  arreglo  á  la  ley,  no  se 
impugne  y  niegue,  debe  procurarse,  que  los  gastos  y  dilaciones  sean  los 
menos  posibles,  y  como  en  el  nuevo  Juez  puede  concurrir  alguna  causa  de 
recusación,  entendemos  que  mejor  que  obligar  á  las  partes  á  promover  un 
nuevo  incidente,  seria  que  se  hubiera  dispuesto  que  el  párrafo  tercero  del 
artículo  que  comentamos,  no  tendría  aplicación  en  el  caso  de  que  las  par- 
tes, ó  alguna  de  ellas,  manifestara  encontrar  algún  motivo  de  recusación 
en  el  Juez  que  hubiere  venido  á  reemplazar  al  originario,  porque  en  ese 
caso,  eontinuaria  conociendo  del  negocio  aquel  Juez  á  quien,  con  arreglo 
á  la  ley,  se  hubiesen  pasado  los  autos  al  promoverse  el  primer  incidente. 

Art.  216.  Cuando  un  Juez  de  primera  instancia  se  absten- 
ga voluntariamente,  ó  á  petición  de  parte  legítima,  del  cono- 
cimiento de  un  pleito,  conforme  á  lo  establecido  en  los  artícu- 
los 190  y  197,  dará  cuenta  justificada  al  Presidente  de  la  Au- 
diencia, el  cual  lo  comunicará  á  la  Sala  de  gobierno. 

Si  ésta  considerase  improcedente  la  abstención,  podrá  im- 
poner al  Juez  una  corrección  disciplinaria,  si  hubiere  suficiente 
motivo  para  ello,  elevándolo,  en  este  caso,  á  conocimiento  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  para  que  se  haga  constar  ea 
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-el  expediente  personal  del  Jaez,  á  los  efectos  que  correspon- 
dan. {Ley  org,  del  P.  /.,  art,  459.) 

En  el  art.  190  se  autoriza  á  los  Magistrados  y  Jueces  para  abstenerse  del 
conocimiento  del  negocio,  si  estiman  que  en  ellos  concurre  alguna  de  las 
causas  de  recusación;  y  en  el  197,  á  los  Jueces  y  Salas  para  que  á  instancia 
de  parte,  se  den  por  recusados  aquellos,  y  dicten  auto  estas,  dando  por  re- 
cusados á  los  Ma¿istrados  de  que  se  traté;  v  contra  estas  resoluciones  no  ca- 
be recurso.  Pero  los  Jueces  de  primera  instancia  resuelven  por  sí  y  ante  sí, 
Ír  como,  siquiera  sea  de  suponerque  generalmente  resolverán  en  justicia,  es 
o  cierto,  que  alguna  vez  pueden  mostrarse  débiles  ó  tratar  de  favorecer  á 
algún  litigante,  y  de  una  ó  de  otra  manera  perjudicar  al  buen  nombre  y 
prestigio  del  cuerpo,  la  ley  procura  atender  á  ese  caso,  con  las  prescrip- 
ciones "del  presente  artículo.  Según  él,  las  Salas  de  gobierno  de  las  Au- 
diencias, si  consideran  improcedente  la  abstención,  pueden  imponer  al  Juez 
abstenido  una  corrección  disciplinaria,  y  de  ello  ha  de  tomarse  nota  en  su 
expediente  personal;  y  por  este  procedimiento,  que  si  en  alguna  ocasión 
puede  resultar  duro,  no  lo  será  en  las  más',  es  seguro  que  se  previenen  y 
evitan  los  abusos  que  de  otro  modo  se  cometerian. 

Art.  217.  Cuando  la  Audiencia  revocare  el  auto  denegato- 
rio de  la  recusación,  se  remitirá  siempre  copia  del  mismo  al 
expresado  Ministerio,  para  los  efectos  del  artículo  anterior. 
{Ley  ant,y  arL  138.— Z^y  org.  delP,  /.,  art,  460.) 

Este  artículo,  cuya  doctrina,  consignada  en  la  ley  de  1855  y  en  la  del 
Poder  judicial,  parece  corolario  de  la  del  anterior,  encierra,  á  nuestro  modo 
de  ver,  un  peli^o  para  los  Jueces  que  es  preciso  que  en  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  se  salve,  obrando  con  gran  prudencia,  y  no  viendo  siem- 

§re  causa  de  demérito  en  el  auto  denegatorio  revocado.  En  efecto,  se  trata 
e  que  estos  autos  se  unan  á  los  expedientes  personales  de  los  Jueces  re- 
cusados, con  objeto  de  que  sirvan  de  datos  para  apreciar  en  su  dia,  su 
conducta  y  rectitud;  y  basta  tener  en  cuenta  la  vaguedad  de  algunas  de  las 
causas  de  recusación,  y  por  lo  mismo,  la  posibilidad  de  que  cualquier  Juez 
no  estime  suficientes  las  razones  aducidas,  con  el  fin  de  que  se  abstenga  del 
conocimiento  de  un  negocio,  para  comprender,  que  si  el  criterio  dominante 
en  el  Ministerio  del  ramo,  es  estrecho,  puede  resultar  el  precepto  que  exa- 
minamos, no  sólo  peligroso,  sino  verdaderamente  perjudicial  para  los 
Jueces. 

A  nuestro  juicio,  en  vista  de  lo  que  en  el  artículo  anterior  se  dispone, 
debiera  haberse  modificado  el  presente;  porque  según  aquel,  solóse  eleva 
nota  al  Ministerio,  cuando  la  Sala  de  gobierno  correspondiente  impone 
una  correcion  disciplinaria,  y  puesto  que  los  autos  siempre  son  fundados, 
j  en  el  artículo  de  que  tratamos,  se  habla  de  los  denegatorios  revocados,  - 
entendemos,  que  el  precepto  seria  más  justo  y  menos  peligroso,  si  se  hu- 
biera dicíio  que  se  unirían  en  el  caso  de  que  asi  lo  propusiera  la  Sala  revo- 
cadora día  misma  de  gobierno,  si  revisando  el  asunto,  lo  estimara  pro- 
cedente. 
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SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  LOS  JUECES  MUNICIPALES. 

Constituyen  esta  sección,  en  su  mayor  parte,  las  disposiciones  conte- 
nidas en  el  capítulo  3**  del  título  8**  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial;. 
y  la  razón  de  que  se  trate  en  distinto  lugar  de  la  recusación  de  los  Jueces 
municipales  que  de  la  de  los  Magistrados,  Jueces  de  primera  instancia  y 
Asesores  es  onvia,  porque  tanto  el  carácter  é  índole  de  las  funciones  de 
aquéllos,  cuanto  la  naturaleza  de  los  asuntos  ó  negocios  sometidos  por 
la  ley  á  su  conocimiento,  presentan  un  aspecto  especial,  que  obliga  á  que 
la  recusación  de  dichos  Jueces  tenga  una  sustanciacion  deternunada  en 
armonía  con  la  que  ha  de  darse  á  los  propios  asuntos  de  que  conocen  y 
que  no  perjudique  á  las  partes  como  serian  perjudicadas  si  hubiera  de 
seguirse  una  tramitación  igual  á  la  señalada  para  la  recusación  de  los  Ma- 
gistrados, Jueces  de  primera  instancia  y  Asesores. 

Según  tendremos  ocasión  de  observar,  tanto  las  disposiciones  legales 
que  en  esta  sección  se  han  trascrito  ó  copiado  de  otras  leyes,  cuanto  los 
.  preceptos  nuevos  son,  por  regla  general,  aceptables  y  justos. 

Art.  218.  En  los  juicios  verbales  y  denaás  de  que  conocen 
en  primera  instancia  los  Jueces  municipales,  la  recusación  se 
propondrá  en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia.  (Le¡^  orgá- 
nica delP.  /.,  art,  461.) 

El  precepto  de  este  artículo  es  el  primero  que  nos  hace  ver  la  razón 
de  nuestras  observaciones  anteriores,  porque  si  los  asuntos  de  que  cono- 
cen los  Jueces  municipales  en  primera  instancia  se  sustancian  en  juicio 
verbal,  y  la  tramitación  de  éste  es  por  su  naturaleza  breve  y  sencilla^ 
nada  más  lógico  que  el  que  la  recusación  se  tramite  con  rapidez. 

Alguna  observación,  sin  embargo,  nos  sugiere  la  lectura  del  articula 
que  examinamos.  En  primer  término,  tenemos,  que  se  dice  que  la  recusa- 
cion  ha  de  proponerse  en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia,  y  esta  cláu- 
sula puede  producir  alguna  duda,  pues  mientras  por  un  lado  y  atendiendo 
á  que  en  el  art.  492  se  dispone  que  la  recusación  se  proponga  en  el  pri- 
mer escrito  que  se  presente,  parece  que  en  el  caso  actual  debe  proponerse 
al  comparecer  en  juicio  ó  sea  al  presentar  su  demanda  el  demandante  y  al 
comparecer  ó  acudir  al  llamamiento  judicial  el  demandado,  parece  por 
otra  parte,  que  puesto  que  los  juicios  verbales  y  demás  que  se  sustancian 
ante  los  Jueces  municipales  se  llevan  á  cabo  citando  á  una  comparecencia 
á  los  litigantes,  ha  de  ser  en  el  momento  en  que  ésta  se  celebre  cuamdo 
propongan  la  recusación,  y  siendo  así,  no  resulta  aceptado  el  principio  jus- 
to de  que  en  el  primer  acto  ó  en  el  primer  escrito  sea  cuando  la  recusación 
se  promueva.  Las  disposiciones  del  art.  2i9  dan  á  conocer,  no  obstante, 
que  la  ley  se  refiere  al  último  momento  que  hemos  citado,  y  así  habrá  que 
acatarlo  aunque  no  sin  alguna  protesta  por  nuestra  parte,  porque  pres- 
cribiéndose en  el  art.  720  que  la  demanda  deberá  extenderse  en  una  pa- 
peleta con  las  condiciones  que  señala,  esto  equivale  á  un  escrito,  y  no  de- 
tenninándose  que  el  demandante  debe  proponer  la  recusación  al  presentar 
su  demanda,  se  sanciona  una  excepción  no  justificada  al  precepto  general 
del  art.  492,  y  otra  no  menos  importante,  aunque  al  parecer  no  sea  taik 
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manifiesta,  al  principio  de  la  sumisión,  cuyos  especiales  efectos  hemos  ya 
estudiado. 

Otra  cosa  que  la  ley  no  deja  bien  especificada,  y  que  convendría  mu- 
cho lo  hubiera  sido,  es  la  de  si  debe  proponerse  la  recusación  verbalmente 
ó  por  escrito.  Ocupándose  el  Sr.  Caravantes  de  este  punto,  creia  en  su 
obra  de  Procedimientos  judiciales  que  debia  hacerse  por  escrito;  pero  del 
examen  de  la  presente  ley  se  deduce  lo  contrario,  ya  porque  como  hemos 
dicho,  el  momento  de  proponerla  es  al  celebrarse  la  común  comparecencia 
ante  el  Juez  municipal,  y  también  porque  al  prescribir  el  art.  224  que  la 
apelación  contra  el  auto  denegatorio  debe  proponerse  verbalmente  hace 
suponer,  que  la  proposición  de  la  recusación  no  tiene  que  ser  por  escrito. 
Pero  según  puede  verse,  por  lo  que  queda  dicho,  la  ley  establece,  sin  ma- 
nifestarlo, una  excepción  al  principio  general,  y  esto  nos  obliga  á  añadir 
una  nueva  censura  que  formulamos  comprendiendo  cuanto  importa  que 
las  leyes  sean  claras  y  no  incurran  en  omisiones  injustificables,  sobre  todo 
cuando  como  en  la  presente  se  ha  preceptuado  con  demasiada  abundancia 
á  impulsos  del  deseo  de  no  dejar  nada  por  decir. 

Véanse  las  notas  de  estudio  consignadas  al  pié  del  art.  188. 

Art.  219.  En  vista  de  la  recusación,  si  la  causa  alegada 
fuere  de  las  expresadas  en  el  art.  189  y  cierta,  el  Juez  muni- 
cipal se  dará  por  recusado,  pasando  el  conocimiento  de  la  de- 
manda á  quien  deba  reemplazarle. 

Si  no  considera  legítima  la  recusación,  lo  consignará  en 
el  acta  y  pasará  también  el  conocimiento  del  negocio  á  quien 
corresponda.    • 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  ulterior  recurso.  (Leif 
orgánica  del  P.  /.,  arts.  462  y  463.) 

Este  artículo  concuerda  con  otras  disposiciones  precedentes,  sobre  re- 
cusación de  Magistrados,  Jueces  de  primera  instancia  y  Asesores.  Sus  dis- 
posiciones son  tan  claras  que  no  necesitan  comentario;  y  así  es,  que  lo 
único  que  habremos  de  hacer  es  llamar  la  atención  acerca  de  algunas  pa- 
labras que  son  las  que  nos  han  servido  de  fundamento  para  sostener  en 
nuestra  nota  anterior,  que  al  decir  la  ley  que  la  recusación  se  propondrá 
en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia,  se  refiere  á  la  que  constituye  el 
principal  trámite  de  los  juicios  verbales.  Dichas  palabras  son  las  de  que 
en  el  caso  de  que  no  considere  legitima  la  recusación,  lo  consignará  en  el 
acta,  pues  no  levantándose  ésta  más  que  en  aquella  comparecencia,  no- 
parece  que  se  trate  de  recusación  propuesta  con  anterioridad,  sino  muy 
por  el  contrario,  de  recusación  propuesta  en  el  momento,  y  tanto  más, 
cuanto  que  esta  deducción  tiene  que  nacerse  relacionando  el  artículo  que 
examinamos  y  el  218,  y  buscando  en  su  espíritu  y  letra  la  resolución  á  la 
cuestión  que  nemos  planteado.  I 

Art.  220.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  los  Juece» 
municipales  recusados  serán  reemplazados : 

Por  sus  respectivos  suplentes  en  las  poblaciones  donde  na 
haya  otro  Juez  municipal. 

Donde  hubiere  dos  Jueces  municipales,  por  el  otro  que  no 
haya  sido  recusado. 
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Si  hubiere  tres  <5  más,  por  el  que  le  preceda  en  antigüedad; 
no  estando  ésta  determinada  oficialmente,  por  el  qué  le  pre- 
ceda en  edad;  y  si  el  reemplazado  fuere  el  más  antiguo,  por 
el  más  moderno.  {Ley  ant.^  art,  141.) 

En  esle  artículo  se  introduce  una  innovación,  pues  con  arreglo  á  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  el  Juez  municipal,  bien  se  diera  por  recusa- 
do, ó  bien  uo  considerase  legítima  la  recusación,  debia  pasar  el  conoci- 
miento del  incidente  á  su  suplente;  y  no  cabe  duda  en  que  el  objeto  de  la 
reforma  ha  debido  ser  el  de  nacer  que  guarden  la  armonía  posible  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  recusación  de  Jueces  municipales  con  las  referen- 
tes á  la  de  los  de  primera  instancia.  (Véase  el  art.  203,  párrafo  tercero.) 

Mas,  con  respecto  á  esta  reforma,  tenemos  que  decir  lo  mismo  que  ex- 
presábamos al  comentar  el  párrafo  citado  del  art.  203,  y  aun  añadir  algo 
que  puede  considerarse  como  adición  á  aquel  comentario.  El  Legislador 
incurre  en  estos  artículos  en  una  falta  de  lógica,  que  siquiera  no  dé  orí- 
gen  á  perjuicio  alguno,  puesto  que  en  lodos  los  Jueces  hay  que  presumir 
suficiente  capacidad  y  condiciones  bastantes  para  juzgar  bien  en  los  asun- 
tos sometidos  á  su  conocimiento,  es,  sin  embargo,  una  falta  verdadera- 
mente sensible,  en  razón  á  que  cuando  en  las  leyes  se  sigue  sin  interru])- 
cion  un  buen  método,  ajustado  á  los  más  rigorosos  principios  de  la  lógi- 
ca, los  más  complicados  preceptos  aparecen  claros  y  sencillos,  la  inteli- 
gencia de  la  ley  se  facilita  para  toíio  el  mundo,  y  no  há  lugar  á  que 
nazcan  dudas  que  den  motivo  á  que  la  ley  se  infrinja,  y  en  cambio  el 
contraste  es  evidente,  y  suelen  presentarse  muchos  conflictos  en  la  prác- 
tica, cuando  las  leyes  son  confusas  y  contienen  faltas  de  método. 

En  el  caso  presente,  ó  sea  al  tratar  de  indicar  los  Jueces  que  deben 
reemplazar  á  los  recusados,  el  Legislador  ha  querido  sin  duda  uniformar 
los  precedentes  de  la  ley  de  1855  y  de  la  de  organización  del  Poder  judi- 
cial de  4870  (véanse  los  artículos  133,  434  y  444  de  la  primera  y  los  443, 
462  y  463  de  la  segunda),  y  al  hacerlo,  tras  de  no  aceptar  íntep^meilte 
todos  los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  citados,  ha  incurrido  en  lá 
falta  de  lógica  de  que  venimos  hablando,  pues  habiendo  prescrito  oportu- 
na y  sabiamente  que  cuando  se  recuse  á  un  Presidente  de  Tribunal,  á  un 
Presidente  de  Sala  ó  á  un  Magistrado  se  encargue  de  la  formación  de  la 
pieza  separada  el  Presidente  de  Sala  más  antiguo  en  los  primeros  casos  y  el 
Magistrado  más  antiguo  de  la  Sala  á  que  pertenezca  el  recusado  en  el  úl- 
timo, así  como  que  cuando  la  recusación  sea  del  más  antiguo  instruya 
el  expediente  el  que  le  siga  en  antigüedad  dentro  de  su  categoría,  resulta 
ilógico  (y  ya  digimos  algo  en  este  sentido  al  comentar  el  art.  203),  que 
cuando  se  trate  de  recusación  de  Jueces,  bien  de  primera  instancia,  bien 
municipales,  y  haya  tres  ó  más  Jueces  en  la  población  en  que  resida  el 
recusado,  deba  instruir  la  pieza  de  recusación  y  conocer,  mientras  se  tra- 
mita, de  los  autos  principales  el  Juez  que  le  preceda  en  antigüedad,  y  si 
se  trata  del  más  antiguo,  el  niás  moderno.  Además,  es  de  tener  en  cuenta 
que  este  cambio  ó  variación  que  examinamos  no  resulta  justificado,  por- 
que lo  más  natural  es  que  el  Juez  más  antiguo,  como  el  Magistrado  y  Pre- 
sidente de  Sala  más  antiguos,  tengan  más  experiencia  y  conoeimieatos 
que  los  modernos,  y  en  casos  de  recusación,  con  mayor  motivo  que  en 
otros,  es  á  la  experiencia  á  la  que  debe  acudirse  preferentemente  para  que 
resuelva. 

Art.  221.  El  Secretario  del  Juez  municipal  recusado  dará 
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cuenta  al  que,  conforitíe  al  artículo  anterior,  deba  conocer  del 
asunto,  para  que  acuerde  lo  precedente. 

En  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  219,  acordará  que 
comparezcan  las  partes  en  el  dia  y  hora  que  fijará  dentro  de 
los  seis  siguientes.  En  esta  comparecencia  las  oirá,  y  en  el 
mismo  acto  recibirá  las  pruebas  que  ofrezcan  sobre  la  causa 
de  la  recusación,  cuando  la  cuestión  sea  de  hecho.  {Ley  org. 
del  P.  /.,  arU  464.) 

En  el  primer  párrafo  de  este  artículo  se  dice  que  el  Secretario  del  Juez 
TQUDÍcipal  recusado,  etc.;  y  como  en  el  segundo  no  se  dice  que  quien  debe 
hacer  lo  que  en  él  se  prescribe  es  el  Juez  que  haya  de  conocer  del  asun- 
to, conforme  al  artículo  anterior,  parece  que  el  referido  segundo  párrafo 
se  refiere  al  Secretario  y  no  al  Juez.  Se  ha  cometido,  pues,  una  omisión 
sin  duda  alguna  involuntaria,  pero  que  advertimos  para  que  sirva  de  re- 
gla á  quien  haya  de  aplicar  la  ley. 

Art.  222.  Recibida  la  prueba,  ó  cuando  por  tratarse  de 
<;aestion  de  derecho  no  fu3se  necesaria,  el  Juez  municipal 
que  sustituya  al  recusado  resolverá  sobre  si  há  ó  no  lugar  á  la 
recusación,  en  el  mismo  acto  si  fuere  posible,  en  cuyo  caso  se 
hará  constar  esta  resolución  en  el  acta  que  ha  de  extenderse. 
En  otro  caso  la  dictará  precisamente  dentro  del  segundo 
dia,  por  medio  de  auto  que  se  extenderá  á  continuación  del 
acta.  (Ley  org,  del  P.  /.,  arL  465.) 

Según  este  articulo,  se  hace  obligatorio  que  en  el  acto  de  la  compare- 
cencia á  que  se  refiere  el  anterior  se  dicte  la  resolución  que  proceda  acer- 
ca de  la  recusación;  pero  al  mismo  tiempo  se  indica  que  si  no  es  posible 
resolver  en  aquel  momento,  se  haga  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al 
de  la  celebración  de  la  comparecencia.  Nosotros  nada  tenemos  que  oponer 
á  estos  preceptos,  si  bien  dudemos  que,  como  es  casi  seguro  que  en  la  in- 
mensa mayoría  de  los  casos,  por  no  decir  en  todos,  se  dejarán  pasar  los 
dos  dia§,  hubiera  po(]^do  suprimirse  el  primer  precepto. 

Art.  223.  Contra  el  auto  declarando  haber  lugar  á  la  recu- 
sación, no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  auto  que  la  denegare  habrá  apelación  para  ante 
el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponda  el 
Juez  municipal  recusado.  {Ley  org.  del  P.  /.,  art.  466.) 

Este  artículo  concuerda  con  lo  dispuesto  en  los  dos  últimos  párrafos 
del  208. 

Art.  224.  Bicha  apelación  sé  interpondrá  verbalmente  en 
el  acto  mismo  de  la  comparecencia,  cuando  el  Juez  suplente 
declare  en  ella  no  haberlugar  á  la  recusación. 

Si  lusara  de  la  facultad  de  diferir  la  resolución  dentro  de  se- 
sudo dia,  se  interpondrá  la  apelación  en  el  acto  mismo  de  la 
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notificación  <5  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á 
ella.  En  estos  casos  se  interpondrá  también  verbalmente  ante 
el  Secretario  del  Juzgado,  y  se  hará  cpnstar  por  diligencia. 
{Ley  org,  delP.  /.,  art.  467.) 

La  diferencia  de  término  que  se  establece  para  poder  apelar,  segim 
que  la  resolución  se  haya  dictado  en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia 
ó  dentro  de  los  dias  posteriores  es  procedente,  pues  como  en  este  último 
caso  se  ha  de  notificar  la  resolución  á  las  partes  y  la  notificación  puede 
tener  lugar  á  hora  avanzada,  hay  que  ampliar  el  término  con  objeto  de 
que  el  recusante  no  sufra  perjuicio  por  fallarle  ocasión  para  ejercitar  su 
derecho. 

Art.  225.  Si  no  se  apelare  dentro  de  los  términos  señala- 
dos en  el  artículo  anterior,  será  firme  la  resolución.  ' 

Cuando  se  interpusiere  apelación  en  tiempo,  se  remitirán 
las  actuaciones  sin  dilación  al  Juzgado  de  primera  instancia, 
á  expensas  del  apelante,  con  citación  de  las  partes.  (Ley  org. 
delF.  J.,  art  A68,) 

Puesto  que  en  el  art.  209,  que  se  refiere  á  la  recusación  de  Jueces  de 
primera  instancia,  se  expresa  el  término  del  emplazamiento  para  que  los 
litigantes  comparezcan,  en  caso  de  apelación,  á  usar  de  su  derecho  ante 
la  Audiencia,  entendemos  que  en  el  artículo  presente  debiera  también 
haberse  fijado  el  término  para  comparecer  ante  el  Juez  de  primera  instan- 
cia, porque  así  habrian  quedado  evitadas  de  antemano  todo  género  de 
dudas. 

Y  que  há  lugar  á  ellas  actualmente  no  puede  negarse,  pues  mien- 
tras el  contexto  del  artículo  que  sigue  autoriza  á  creer  que  hasta  el  mo- 
mento mismo  de  la  vista,  y  aun  al  comenzar  ésta,  tienen  derecho  á  per- 
sonarse las  partes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia,  el  art.  209  citado,^^ 
señalando  el  término  que  hemos  dicho,  el  733,  determinando  el  término 
de  ocho  dias  para  emplazamiento  en  caso  de  apelación  en  los  juicios  ver- 
bales, y^  el  4584,  haciendo  lo  mismo  con  referencia  á  la  apelación  de  la 
sentencia  de  un  Juez  municipal  enjuicio  de  desahucio,  dan  motivo  á  pen- 
sar que  interpuesta  y  admitida  la  apelación  de  que  tratamos  tiene  obliga- 
ción el  apelante  de  presentarse  ante  el  Juez  de  primera  instancia,  dentro, 
á  lo  sumo,  del  término  de  ocho  dias,  á  contar  desde  el  de  la  compare- 
cencia ó  desde  el  de  la  notificación  de  la  sentencia,  según  los  casos  que 
conforme  al  art.  224  pueden  ocurrir. 

Nuestra  opinión  es,  no  obstante,  que  hasta  el  momento  de  la  vista  y 
en  su  comienzo  pueden  personarse,  y  nuestra  creencia  se  funda  en  el 
examen  de  la  índole  del  incidente  de  recusación  y  en  el  hecho  de  no  ha- 
berse determinado  otra  cosa  taxativamente. 

Art.  226.  Recibidos  los  autos  en  eV  Juzgado  de  primera 
instancia,  se  señalará  inmediatamente  dia  para  la  vista,  den- 
tro de  los  ocho  siguientes,  notificándolo  á  las  partes  si  hubie- 
jen  comparecido,' ó  cuando  comparezcan. 

El  Juez  oirá  á  las  partes,  6  á  cualquiera  de  ellas  que  com- 
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parezcan  en  el  acto  de  la  vista;  y  en  el  mismo  dia,  y  si  no  le 
fuere  posible,  dentro  de  los  dos  siguientes,  dictará  su  resolu- 
ción por  medio  de  auto. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso.  {Ley  org.  del 
P,  /.,  art,  469.) 

Hemos  dicho  en  la  nota  del  artículo  anterior,  que  creemos  tienen  las' 
•  partes  derecho  á  comparecer  ante  el  Juez  de  primera  instancia  hasta  en 
el  momento  de  comenzar  la  vista,  y  atendiendo  á  que  en  el  primer  párra- 
fo de  este  artículo  se  ordena  que  se  notifique  el  señalamiento  cuando 
comparezcan,  ocúrresenos  preguntar:  si  comparecen  el  mismo  dia  de  la 
vista  ó  el  dia  antes,  ¿qué  deberá  hacerse?  ¿en  qué  forma  se  les  habrá  de 
notificar  el  señalamiento?  ¿deberá  suspenderse  ó  no  la  celebración  de  la 
vista?  Entendemos  que  esto  último  nunca  deberá  hacerse,  y  puesto  que 
al  compai'ecer  puede  notificárseles  verbalmente,  extendiéndose  diligencia 
por  el  actuario,  creemos  también  que  la  notificación  habrá  de  ser  verbal, 
cuando  otra  cosa  no  sea  posible.  Si  comparecen  en  el  mismo  momento  de 
la  vista  está  claro  que  ha  de  tenérseles  por  notificados. 

Art.  227.  Cuando  el  auto  sea  confirmatorio,  se  condenará 
en  costas  al  apelante.  {Ley  org,  delP.  /.,  art.  470.) 

Este  artículo  se  limita  á  confirmar  el  principio  general  de  que  deben 
imponerse  las  costas  al  apelante  cuando  en  el  Tribunal  superior  se  confir- 
ma el  auto  ó  sentencia  apelada, 

Art.  228.  Siempre  que  se  deniegue  la  recusaciop  se  con- 
denará en  las  costas  al  recusante ,  y  además  se  le  impondrá 
una  multa  de  25  á  50  pesetas,  respecto  á  la  cual  será  aplicable 
lo  dispuesto  en  el  art.  213.  (Ley  org.  del  P.  /.,  art.  456.) 

Lo  mismo  en  el  auto  denegatorio  de  primera  instancia  que  en  el  con- 
firmatorio de  la  denegación  en  la  segunoa,  debe  imponerse  la  multa  que 
prescribe  este  artículo,  pues  así  se  dispone,  y  según  manifestamos  al  co- 
mentar el  art.  212,  dicha  multa  tiene  por  objeto  evitar  las  apelaciones 
infundadas,  y  de  este  modo  las  dilaciones  que  podrían  originarse  en  el 
despacho  de  k)s  negocios,  con  perjuicio  de  la  parte  no  recusante,  y  con 
mengua  del  prestigio  de  la  magistratura. 

Art.  229.  Declarada  procedente  la  recusación  por  auto  fir- 
me, y  devuelto  el  expediente,  con  testimonio  del  auto,  al  Juz- 
gado municipal  en  el  caso  de  apelación,  entenderá  en  el  nego- 
cio el  Juez  municipal  6  suplente  que  hubiere  conocido  de  la 
recusación,  conforme^ al  art.  220. 

Declarada  improcedente  la  recusación  por  anto  también 
firme,  el  Juez  recusado  volverá  á  entender  en  el  conocimiento 
del  negocio.  {Ley  org.  del  P.  /.,  art.  471.) 

Art.  230.  Cuando  la  recusación  del  Juez  municipal  ó  de  su 
suplente  se  proponga  en  acto  de  conciliación,  producirá  el 
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efecto  de  ciarse  por  intentado  el  acto  sin  ulterior  procedimien- 
to, como  se  previene  en  el  art.  464. 

Si  el  Juez  municipal,  sin  ser  recusado,  se  abstuviere  vo- 
luntariamente de  conocer  por  concurrir  alguna  de  las  causas 
expresadas  en  el  art.  189,  pasará  á  su  suplente  ordinario  el  co- 
nocimiento del  acto  de  conciliación. 

Este  artículo  es  una  innovación  que  no  podemos  menos  de  aplaudir  en 
cuanto  revela  el  deseo  del  Legislador  de  no  consentir  en  nin^n  caso,  ni 
aun  en  el  acto  de  conciliación,  que  los  funcionarios  de  justicia,  cuya  im- 

{)arcialidad  pueda  ponerse  en  duda,  por  concurrir  en  ellos  una  ó  más  de 
as  circunstancias  determinadas  en  el  art.  189,  intervengan  en  el  asunto 
ó  negocio  de  que  se  trate;  pero  que  por  no  dar,  á  nuestro  juicio,  la  solu- 
ción más  conveniente,  en  el  primer  caso  que  menciona,  ni  estar  en  conso- 
nancia su  disposición  segunda  con  otras  anteriores,  nos  vemos  en  la  pre- 
cisión de  censurar. 

Dispone  primeramente,  concordando  con  el  art.  464,  que  si  la  recusa^ 
cion  del  Juez  municipal  ó  de  su  ¿uplente  se  promueve  en  el  acto  de  conci- 
liación, producirá  el  efecto  de  darse  por  intentado  éste  sin  ulterior  proce- 
dimiento, y  en  nuestro  sentir,  tanto  vale  semejante  disposición,  como 
abrir  una  puerta  para  que  el  acto  de  conciliación  deje  de  efectuarse  en 
multitud  de  ocasiones,  quedando  burlado  el  propósito  del  Legislador  al  es- 
tablecerle; además  de  lo  cual,  y  en  razón  á  que  para  el  caso  de  que  el 
Juez  se  abstenga  voluntariamente,  se  previene  que  pase  el  conocimiento 
del  acto  á  su  suplente,  se  comete  una  falta  de  cnterio  y  de  lógica. 

Y  en  el  segundo  precepto,  que  precisamente  es  el  que  se  refiere  á  la 
abstención,  no  hay  consonancia,  según  hemos  dicho,  con  otras  disposi- 
ciones anteriores,  pues  no  debiendo  reemplazar  siempre  al  Juez  municipal 
recusado  su  suplente,  sino  también  otros  Jueces  de  igual  categoría,  con 
arreglo  al  art.  %Í0,  hubiera  sido  más  oportuno  y  conforme  disponer  que 
en  el  caso  de  abstención  pasara  el  conocimiento  del  acto  á  quien,  según 
este  último  artículo  correspondiera,  y  con  tanto  mayor  motivó,  cuanto  que 
ni  por  razón  de  brevedad  puede  justificarse  lo  prescrito,  porque  el  mismo 
ó  más  tiempo  habrá  de  emplearse  en  la  generalidad  de  los  casos  en  avisar 
al  Juez  suplente  que  en  pasar  el  asunto,  y  que  éste  se  vea  en  otro  Juzgado 
municipal  de  la  misma  población. 

Art.  231.  Cuando  sea  recusado  un  Juez  municipal  en  dili- 
gencias de  que  esté  conociendo  por  delegación  del  de  primera 
instancia,  la  recusación  se  propondrá  ante  éste  por  escrito,  en 
la  forma  que  previene  el  art.  194. 

El  Juez  de  primera  instancia  remitirá  el  escrito  al  munici- 
pal recusado,  para  que,  con  suspensión  de  los  procedimientos, 
informe  inmediatamente  si  reconoce  ó  no  como  cierta  !a  causa 
de  la  recusación;  y  aquél  sustanciará  y  decidirá  este  incidente 
por  los  trámites  establecidos  en  la  sección  segunda  de  este 
título. 

Otra  innovación  representa  este  articulo,  y  como  en  él  se  trata  de  la 
recusación  de  un  Juez  municipal  ^e  obra  por  delegación  del  de  primera 
instancia,  la  ley  sujeta  la  sustanciacion  del  incidente  á  la  especificada  en 
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la  sección  segunda  de  este  título,  si  bien,  con  objeto  de  dar  facilidades  á 
los  interesados,  pudiera  haber  determinado  que  la  recusación  se  propusiera 
en  escrito  presentado  ante  el  Juez  municipal,  quien  manifestando  á  conti- 
nuación si  reconocía  ó  no  como  cierta  ia  causa  alegada,  debería  remitirlo 
al  de  primera  instancia  á  los  efectos  correspondientes. 

Art.  232.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  de  la  suspen- 
sión de  las  diligencias  pudieran  seguirse  perjuicios,  á  instan- 
cia de  parte  las  practicará  por  sí  mismo  el  Juez  de  primera 
instancia;  y  no  siendo  posible,  comisionará  á  otro  Juez  muñí* 
cipal  ó  al  suplente  del  recusado. 

La  procedencia  de  esta  disposición  salta  á  la  vista,  porque  á  no  haberse 
dado  este  precepto,  el  litigante  de  buena  fé  podria  verse  perjudicado,  en 
virtud  de  lo  que  previene  la  parte  primera  del  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo anterior,  con  el  ejercicio  del  derecho  de  recusación  por  parte  de  su 
contrario. 

Art.  233  Cuando  un  Juez  municipal  se  abstenga  de  cono- 
cer en  las  diligencias  que  le  haya  encargado  el  de  primera 
instancia  por  concurrir  en  él  alguna  de.  las  causas  legales  de 
recusación,  lo  consignará  á  continuación  del  despacho,  devol- 
viéndolo al  Juez  delegante,  el  cual,  sí  estima  justa  la  causa, 
podrá  dar  la  misma  comisión,  sin  más  trámites,  al  suplente  de 
aquél  6  i  otro  Juez  municipal. 

Tanto  esle  artículo  como  el  anterior  no  tienen,  igual  que  el  230  y  231, 
precedentes  ni  en  la  ley  de  1855  ni  en  la  orgánica  del  Poder  judicial.  Co- 
mo á  simple  vista  puede  observarse,  los  dos  últimos,  ó  sean  el  232  y  el 
Í33  árven  de  complemento  á  los  dos  anteriores. 

SECCIÓN  CUARTA. 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  LOS  AUXILIARES  DE  LOS  TRIBUNALES  Y  JUZGADOS. 

Desde  la  publicación  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aue- 
daron  consignadas  reglas  claras  y  precisas  para  la  recusación  de  los  sutal- 
temos  de  los  Tribunales  y  Juzgados.  No  las  fijó  ni  determinó  nuestra  le- 
gislacioh  antigua,  y  la  jurisprudencia  y  los  autores  tuvieron  cpie  suplir  es- 
te vacío,  sentando  los  principios  que  regian  en  la  materia,  si  bien  no  fué 
uniforme  la  práctica  observada  en  los  diferentes  Tribunales.  La  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial,  aclaró  aun  más  esos  principios,  y  la  sección  de  la 
nueva  ley,  de  que  nos  ocupamos,  no  es  otra  cosa  que  la  ratificación  con 
algunas  variaciones  de  los  preceptos  de  aquellos  dos  cuerpos  de  derecho. 

Art.  234.  Las  disposiciones  de  los  artículos  194  y  siguien- 
tes de  la  sección  segunda  de  este  titulo  serán  aplicables  á  las 
recusaciones  de  los  Relatores,  Secretarios,  Escribanos  de  Cá- 
mara y  Oficiales  de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Au- 
diencias, y.á  los  Escribanos  y  Secretarios  de  los  Juzgados  de 
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f)rimera  instancia,  con  las  modificaciones  que  se  establecen  en 
os  artículos  que  siguen. — {Ley  ant.^  art.  \4S).-;-Ley  org,  del 
i>.  /.,  art.  557.) 

Las  leyes  de  Enjuiciamiento  criminal  y  del  Poder  judicial  en  sus  ar- 
tículos c  itados,  declaraban  expresamente  que  los  auxiliares  de  los  Tri- 
bunales eran  recusables.  La  nueva  ley  prescinde  de  tal  declaración  ex- 
presa, y  se  limita  á  decir,  que  las  disposiciones  de  los  artículos  494  y 
siguientes  de  la  sección  segunda  de  este  título  (que  tratan  de  la  recusa- 
ción de  Magistrados,  Jueces  y  Asesores),  serán  también  aplicables  á  las 
recusaciones  de  los  Relatores,  Secretarios,  Escribanos  de  Cámara  y  Oficia- 
les de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  y  á  los  Escribanos 
y  Secretarios  de  los  Juzgados  de  primera  instancia. 

Nohuelga  sin  duda  en  este  artículo  la  enumeración  ó  cita  nomnatim 
de  los  auxiliares  ó  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  porque  viene 
á  llenar  un  hueco  que  el  Sr.  Manresa  hizo  notar  en  sus  comentarios  á  la 
ley  anterior.  Esta,  en  su  art.  140,  consignó  que  todos  los  subalternos  del 
Tribunal  Supremo,  de  las  Audiencias  y  Juzgados  de  primera  instancia, 
podian  ser  recusados;  y  el  ilustrado  comentarista  pre¿untaba  qué  debia 
entenderse  por  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  puesto  que  se- 

fun  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  y  los  Reglamentos  del  Tribunal 
upremo  y  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  bajo  la  denominación 
í}e  subalternos?  se  comprenden  diferentes  categorías  de  funcionarios. 

La  nueva  ley  ha  venido  á  aclarar  este  punto,  de  conformidad  con  la 
opinión  de  dicho  comentarista,  que  entendía  que  la  recusación  no  podria 
extenderse  más  allá  de  los  Relatores  y  Escribanos  de  Cámara  y  de  Juz- 
gad o. 

Véanse  las  citas  que  dejamos  consignadas  en  el  art.  188; 

Art.  235.  Presentado  el  escrito  de  recusación  y  ratificada 
la  parte  en  su  caso,  el  auxiliar  recusado  consignará  á  conti- 
nuación; por  diligencia,  si  reconoce  ó  no  como  cierta  y  legíti- 
ma la  causa  alegada,  y  pasará  los  autos  á  quien  corresponda 
para  que  dé  cuenta  á  la  Sala  ó  Juez  que  conozca  del  negocio. 

La  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establecía  en  su  art.  140,  qpie 
los  subalternos  podian  ser  recusados  sin  causa  ó  con  ella.  La  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  derogó  de  una  manera  tácita  la  recusación  sin  causa, 
y  la  nueva  ley,  manteniendo  aquella  derogación,  asimila  cuanto  puede  su 
tramitación  á  la  de  las  recusaciones  de  Magistrados,  Jueces  y  Asesores. 

Art.    236.  Cuando  el  auxiliar  recusado  haya  reconocido 
como  cierta  la  causa  de  la  recusación,  el  Juez  ó  Tribunal  dic- 
tará auto  sin  más  trámites,  teniéndolo  por  recusado,  si  estima 
que  la  causa  alegada  es  de  las  comprendidas  en  el  art.  189. 
Si  estima  que  la  causa  no  es  de  las  legales,  declarará  no 
'  haber  lugar  á  la  recusación. 

El  espíritu  y  la  letra  de  este  artículo,  están  sancionados  en  los  artícu- 
los 242,  246  y  247,  especialmente  en  el  primero,  de  esta  ley,  de  que  des- 
pués nos  ocuparemos.  Tiende  á  evitar  que  el  Auxiliar  recusado  con  causa. 
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«ierta  ó  no,  siga  entendiendo  en  el  pleito,  ínterin  el  incidente  de  recusa- 
•cion  no  se  resuelva. 

Art.  237.  En  estos  casos,  contra  el  auto  estimando  la  re- 
■casacion  no  se  dará  recurso  alguno.         , 

Contra  el  que  declare  no  haber  lugar  á  ella,  si  es  del  Tri- 
bunal Supremo  ó  de  la  Audiencia,  se  dará  solamente  el  recurso 
de  súplica  para  ante  la  misma  Sala,  y  si  fuere  del  Juez  de  pri- 
mera instancia,  el  de  apelación  en  ambos  efectos. 

Admitida  la  apelación,  se  remitirán  á  la  Audiencia  las  ac- 
tuaciones originales  relativas  á  la  recusación,  con  emplaza- 
miento de  las  partes  por  diez  dias,  quedando  en  el  Juzgado, 
para  su  continuación,  los  autos  referentes  al  negocio  prin- 
<5ipal. — {Ley  ant.y  art.  150.) 

Por  más  que  este  artículo  tiene  su  antecedente  en  el  de  la  antigua  ley 
que  queda  citado,  se  diferencian  ambos  notablemente.  En  aquella  ley  se 
«stablecia  que  las  sentencias  en  que  se  admitía  la  recusación  eran  ape- 
lables en  un  solo  efecto,  mientras  que  en  la  actual,  sin  duda  para  no  caer 
«en  inconsecuencia,  no  se  da  recurso  alguno.  Confirma  la  nueva  ley  el  pre- 
cepto de  la  antigua,  en  cuanto  á  las  sentencias  en  que  se  deniegue  la  recu- 
isacion,  que  declaraba  ser  apelables  en  ambos  efectos;  pero  hace  una  dis- 
tinción que  no  hacia  la  ley  anterior,  según  que  las  sentencias  sean  del 
Tribunal  Supremo  ó  de  la  Audiencia,  en  las  que  se  dará  solamente  el  re- 
curso de  súplica  para  ante  la  misma  Sala,  y  las  del  Juez  de  primera  ms- 
tancia,  en  las  que  cabe  la  apelación  en  ambos  efectos. 

Por  lo  que  respecta  al  Tribunal  Supremo  sé  comprende  desde  luego 
la  razón  de  que  no  se  dé  contra  sus  sentencias  otro  recurso  que  el  de,  súpli- 
ca, porque  el  Tribunal  Supremo  no  tiene  superior  lerárquico,  y  en  cuan- 
to á  las  sentencias  de  las  Audiencias,  así  como  se  da  el  recurso  de  ape- 
lación ante  ellas  del  auto  del  Juzgado,  parece  que  debiera  darse  el  de  ca- 
sación ante  el  Supremo  de  las  sentencias  del  Tribunal  Superior;  pero 
como  el  recurso  de  casación  sólo  se  puede  utilizar  contra  sentencia's  defini- 
tivas y  sólo  son  tales  según  la  ley  las  que  terminan  el  juicio  ó  las  que  reca- 
yendo sobre  un  incidente  ó  artículo  ponen  término  al  pleito  haciendo  im- 
posible su  continuación,  como  quiera  que  el  incidente  de  recusación  sólo 
produce  el  efecto  de  suspender  ó  paralizar  el  pleito,  pero  sin  que  la  conti- 
nuación de  éste  se  haga  imposible,  de  aquí  que  la  nueva  ley  no  haya  po- 
dido conceder  el  recurso  de  casación  contra  los  autos  de  las  Audiencias 
denegando  la  recusación,  y  sí  sólo  el  de  súplica  ante  la  misma  Sala  de  la 
Audiencia,  puesto  que  el  Tribunal  Supremo  no  puede  conocer  en  ape- 
lación. 

Art.  238.  Cuando  el  auxiliar  recusado  niegue  la  certeza  de 
la  causa  alegada  como  fundamento  de  la  recusación,  se  man- 
dará formar  la  pieza  separada  que  previene  el  art.  199. 

Será  parte  en  ella  el  recusado  si  lo  solicitare,  y  se  admitirá 
la  prueba  pertinente  que  proponga. 

Este  artículo  tiene  íntima  relación  con  el  199  de  la  ley.  Como  larecu- 
xsacion  es  en  cierto  modo  una  ofensa  que  se  dirige  ai  recusado,  de  quien 

TOMO  I  19 


Digitized  by  VjOOQIC 


143  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO   CIVIL  . 

por  lo  menos  se  sospecha  ó  se  le  niegan  ciertas  condiciones,  ó  se  le  atri— 
Luyen  otras  que  pueden  no  favorecerle,  de  aquí  que  la  ley  le  permita  ne- 
gar la  certeza  de  la  causa  por  que  se  le  recusa,  y  le  tenga  por  parte  en  la 
pieza  separada,  si  lo  solicitare,  y  se  le  admita  la  prueba  que  proponga  y  ' 
sea  pertinente.  Esto  en  nada  puede  perjudicar  al  recusante,  porque  la  opo~ 
sicion  que  le  haga  el  recusado,  si  no  es  justa,  tiene  su  sanción  en  el  ar- 
tículo 244  que  impone  las  costas  al  auxiliar  recusado  que  hubiere  negada 
la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada,  si  se  declara  haber  lugar  á 
la  recusación. 

Dicho  se  está,  que  si  el  auxiliar  recusado  reconoce  la  causa  de  la  re- 
cusación y  se  allana  á  ésta,  no  habrá  lugar  á  la  formaciojí  de  la  pieza  se- 
parada ni  á  la  continuación  del  incidente. 

Art.  239.  Corresponderá  la  instruccioa  de  la  pieza  separa- 
da de  recusación: 

En  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias,  al  Magistrado 
más  moderno  de  la  Sala  que  conozca  de  los  autos  en  que  sea 
recusado  el  auxiliar,  cuyo  Magistrado  podrá  delegar  en  el  Juez^ 
de  primera  instancia  respectivo  la  práctica  de  las  diligencias-- 
que  no  pueda  ejecutar  por  sí  mismo. 

En  los  Juzgados  de  primera  instancia,  el  mismo  Juez  que 
conozca  del  negocio  principal.  {Ley  org,  delP.  /.,  arí.*558.) 

La  ley' orgánica  del  Poder  judicial  en  el  artículo  que  dejamos  citado, 
y  que  sirve  de  precedente  al  que  comentamos,  como  obedecía  á  una  orga- 
nización distinta,  no  hablaba  del  Juez  unipersonal  ó  de  primera  instancia» 
sino  del  Juez  más  moderno  del  Tribunal  ó  el  Magistrado  que  lo  fuera  de 
la  Sala,  los  cuales  podian  delegar  la  práctica  de  las  diligencias  que  no 
pudiesen  ejecutar  por  sí  mismos,  en  los  Jueces  de  instrucción  y  muni- 
cipales. 

La  nueva  ley  reconoce  al  Magistrado  que  instruya  la  pieza  de  reicusa- 
cion  la  facultad  de  poder  dfelegar  en  el  de  primera  instancia  la  práctica  de 
esas  diligencias;  pero  al  hablar  del  Juez  de  primera  instancia  hace  caso 
omiso  de  esta  delegación. 

Entendemos  que  esta  omisión  de  la  ley  ño  significa  que  la  delegación 
no  exista  y  que  el  Juez  de  primera  instancia  tenga  que  practicar  pw  sí 
todas  las  diligencias,  sino  que  dados  los  precedentes  ^e  dejamos  citados, 
el  Juez  de  primera  instancia  podrá  delegar  en  el  Municipal  la  práctica  de 
todas  aquellas  diligencias  que  por  sí  mismo  no  pueda  practicar,  de  la  mis-=> 
ma  manera  que  en  él  la  delega  el  Magistrado  del  Tribunal  Supremo  ó  de 
la  Audiencia. 

Art.  240.  Decidirán  los  incidentes  de  recusación  de  los  au- 
xiliares, las  misnxas  Salas  ó  Juzgados  que  conozcan  del  nego- 
cio en  que  actuare  el  recusado,  sin  ulterior  recurso,  cuando  el 
fallo  sea  del  Tribunal  Supremo  ó  de  las  Audiencias. 

Tampoco  se  dará  recurso  alguno  contra  los  autos  de  los 
Jueces  de  primera  instancia  accediendo  á  la  recusación. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambo» 
efectos,  ejecutándole  lo  que  ordena  el  art.  209.  {Ley  anL,  ar^ 
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Este  artículo  es  el  complemento  del  237,  con  la  sola  diferencia  que  en 
este,  al  hablar  de  los  autos  en  que  se  declare  no  haber  lugar  á  la  recusa- 
ción por  estimar  que  la  causa  no  es  de  las  legales,  dice  que  si  el  auto  es 
del  Tribunal  Supremo  ó  de  la  Audiencia,  solo  se  dará  el  recurso  de  súplica 
ante  la  misma  Sala,  y  en  el  artículo  que  nos  ocupa,  se  dice  que  no  habrá 
ulterior  recurso  cuando  el  fallo  sea  del  Tribunal  Supremo  ó  de  la  Au- 
diencia. 

La  razón  de  la  diferencia  está  en  que  en  el  primer  casó,  ó  sea  en  el  ar- 
tículo 237,  solo  se  trata  de  .un  auto  ó  providencia  interlocutoria,  contra 
la  que  caben  los  recursos  de  reforma,  ó  de  súplica,  ó  de  apelación;  y  en 
este  artículo,  de  una  sentencia,  contra  la  que  solo  se  da  la  apelación  ó  el 
recurso  de  casación.  Y  como  contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  nó  es 
posible  apelación  ante  el  Suj)remo,  y  el  recurso  de  casación  en  este  caso 
no  procede  porque  no  es  sentencia  definitiva  para  los  efectos  de  ese  re- 
curso, de  aquí  que  no  haya  ninguno  contra  esas  sentencias  y  mucho 
menos  contra  las  del  Tribunal  Supremo,  por  la  razón  indicada  al  hablar 
del  art.  237. 

Art.  241.  En  las  recusaciones  de  los  Secretarios  de  los  Juz- 
g^ados  municipales  se  procederá  en  la  forma  establecida  para 
la  de  los  Jueces  municipales,  instruyendo  y  fallando  el  expe- 
diente* de  recusación  el  propio  Juez  municipal  del  recusado. 
{Ley  org,  del  P.  /.,  art^h^^,) 

Este  artículo  pone  de  relieve  una  omisión  padecida  en  el  234.  Al  ha- 
blar éste  de  los  Auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados  que  pueden  ser 
recusados,  cita  á  los  Relatores,  Secretarios,  Escribanos  de  Cámara  y  Ofi- 
ciales de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  y  á  los  Escriba- 
nos y  Secretarios  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  sin  hacer  mención  de 
los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales.  Leyendo  dicho  artículo  pudie- 
ra creerse  que  estos  Secretarios  no  eran  recusables;  pero  como  esto  hubiera 
sido  una  inconsecuencia  de  la  ley,  en  este  art.  241  trata  de  la  recusación 
de  los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales,  en  cuya  recusación  se  pro- 
cederá en  la  forma  establecida  para  la  de  los  Jueces  municipales,  de  que 
ya  hemos  hablado. 

Art.  242.  Los  auxiliares  recusados,  desde  el  momento  en 

que  lo  sean,  no  podrán  actuar  en  el  negocio  en  que  lo  fueren 

ni  en  la  pieza  de  recusación,  y  serán  reemplazados  por  el  que 

les  preceda  en  antigüedad  de  su  misma  clase,  y  si  el  recasado 

t  fuere  el  más  antiguo,  por  el  más  moderno.. 

Los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales  serán  reem- 
plazados por  sus  suplentes.  {£sy  ant,y  arts,  147  y  149;  ley  org. 
delP,  J.,art.bb9.) 

Véase  lo  dicho  al  tratar  del  art.  200. 

Art.  243.  Además  de  lo  dispuesto  en  el  art.  193,  no  podrán 
ser  recusados  los  auxiliares  durante  la  práctica  de  cualquiera 
diligencia  ó  actuación  de  que  estuvieren  encargados.  (Z^y  ant.^ 
art.  145.)  v 
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La  nueva  ley  no  |)odia  dejar  de  preveer  los  inconvenientes  de  una  re- 
cusación maliciosa  é  intencionada.  *  En  buen  hora  que  á  las  partes  se  les 
conceda  el  derecho  á  la  recu'sacion  de  un-  funcionario  de  los  Tribunales; 
derecho  que  descansa  en  un  principio  de  justicia,  pero  no  se  vaya  tan  allá 
que  se  les  conceda  tan  amplia  facultad  para  que  en  todo  tiempo  interpon- 
gan la  recusación,  porgue  en  este  caso  podria  abusarse  de  ese  derecho  y 
causar  grandes  perjuicios,  tomando  por  pretesto  la  recusación  en  un  mo- 
mento dado,  ó  en  un  acto  de  gran  importancia. 

Art.  244.  La  recusación  de  los  auxiliares  no  detendrá  el 
curso  ni  el  fallo  del  pleito  ó  negocio  en  que  se  hubiere  pro- 
puesto. {Ley  anty  art.  153.) 

Las  mismas  razones  que  abonan  el  precepto  del  art.  201,  son  las  que 
sirven  de  base  á  este,  que  -es  el  complemento  de  aquél. 
Véase  el  comentario  expuesto  en  dicho  art.  201. 

Art.  24j5.  Cuando  se  declare  haber  lugar  á  la  recusación, 
será  condenado  en  las  costas  del  incidente  el  auxiliar  recusado 
que  hubiere  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  ale- 
gada. 

Si  se  desestimare  la  recusación,  se  impondrá  dicha  conde- 
na de  costas  al  recusante,  además  desabono  de  derechos  que 
se  ordena  en  el  art.  247.  {Lep  ant,,  articulos  151  y  152. — Ley 
oryánica  del  P,  J.^art.  561.) 

Este  artículo  es  un  correctivo  y  un  castigo  impuesto  á  la  temeridad 
y  falta  de  delicadeza  del  funcionario  que  insiste  en  actuar  en  un  negocio 
en  el  que  se  le  ha  recusado  con  justa  causa.  Porque  aun  cuando  ésta  fue- 
ra ignorada  por  él,  desde  el  momento  en  que  se  pone  en  duda  su  probi- 
dad ó  se  sospecha  de  ella,  debe  separarse  del  conocimiento  del  asunto, 
que  será  siempre  la  mejor  garantía  de  su  buena  fé. 

La  misma  razón  abona  el  segundo  párrafo  de  este  artículo.  El  litigan- 
te que  sin  causa  y  sin  razón  recusa  á  un  funcionario  de  la  Adminstracion    , 
de  justicia,  poniendo  en  duda  su  probidad  y  sospechando  injustamente 
de  su  buena  fé,  debe  pagar  las  costas  del  incidente  á  que  ha  dado  lugar 
con  su  conducta  temeraria. 

Art.  246.  Luego  que  sea  firme  el  auto  estimando  la  recu- 
sación, quedará  el  auxiliar  recusado  separado  definitivamente 
de  toda  intervención  en  los  autos,  continuando  en  su  reempla-^ 
zo  el  que  le  haya  sustituido  durante  la  sustanciacíon  del  inci- 
dente, sin  que  pueda  percibir  derechos  de  ninguna  clase  des- 
de que  se  hubiere  interpuesto  la  recusación.  {Ley  anú.,  articu- 
lo IbS.—Ley  ory.  delR  J,,  art,  562.) 

Art.  247.  Si  se  desestimare  la  recusación,  luego  que  sea 
firme  el  auto,  volverá  el  auxiliar  recusado  á  ejercer  sus  fun- 
ciones, abonándole  el  recusante  los  derechos  correspondientes 
á  las  actuaciones  practicadas  en  el  pleito,  sin  perjuicio  de  ha- 
cer igual  abono  al  que  haya  sustituido  al  recusado.  '{Ley  ant.^ 
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artículos  142,  154  y  155.  —  Ley  ora,  del  P,  /.,  articulas  562 
y  563.) 

La  claridad  de  estos  dos  artículos  escusan  toda  explicación,  y  son  la 
consecuencia  legítima  y  natural  que  producen  las  recusaciones. 

Jurisprudencia, — ^ta  percepción  de  derechos  tiene  porpbjeto,  no  sólo 
indemnizar  al  recusado  de  las  utilidades  de  que  se  le  priva  y  de  la  nota 
que  la  recusación  imprime,  sino  también  poner  un  precio  á  su  cavilosidad 
ó  capricho  de  los  litigantes  (6  de  Setiempre  de  1859.) 

Respecto  á  la  tramitación  de  los  incidentes  de  recusación  de  los  subal- 
ternos ó  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  aun  cuando  en  esta  sec- 
ción no  dice  la  ley  nada,  es  seguro  que  habrá  de  acomodarse  á  las  refflas 
establecidas  para  los  Magistrados  y  Jueces,  asimilándolos  en  lo  posible, 
según  la  categoría  de  cada  uno. 


TÍTULO  VI. 

De  las  actuaciones  y  términos  judiciales. 


SECCIÓN  PRDIERA. 

DE  LAS  ACTUACIONES   JUDICIALES   EN   GENERAL. 

• 

Se  entiende  por  actuación  toda  providencia,  auto,  notificación,  dili- 
gencia ó  acto  que  se  consigna  en  un  procedimiento  judicial  con  autoriza- 
ción de  Escribano,  Secretario  ó  auxiliar,  y  por  actuaciones  el  conjunto 
de  tod  as  las  partes  que  constituyen  ese  procedimiento. 

•  Con  frecuencia  se  confunde  muchas  veces  en  la  práctica  la  actuación 
con  la  diligencia  6  trámite,  no  obstante  ser  diferentes  y  tener  cada  una 
distinta  significación  y  pensamiento.  La  actuación  judicial  abraza  toda 
gestión  hecha  en  un  procedimiento,  con  referencia  á  la  persona  ó  per- 
sonas que  intervienen  en  el  juicio,  mientras  que  la  diligencia  denota  sólo 
la  ejecución  ó  cumplimiento  de  un  mandato  judicial  referente  al  asunto, 
y  el  trámite,  el  orden  que  ha  de  seguirse  en  todas  las  partes  que  compo- 
nen el  expediente. 

Art.  248.  Todas  las  actuaciones  judiciales  deberán  escri- 
birse en  el  papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamen- 
tos, bajo  las  penas  que  en  ellos  se  determinen. 

Las  providencias  que  deban  dictarse  de  oficio  en  los  casos 
ordenados  por  esta  ley,  y  las  diligencias  para  su  cumplimien- 
to, se  extenderán  en  papel  del  seUo  de  oficio,  sin  perjuicio  de 
su  reintegro,  cuando  y  como  proceda.  {^Zey  ant,,  art.  T.) 

Este  artículo,  como  el  que  le  sirve  de  precedente,  no  impone  pena  es- 
pecial ni  declaia  nulidad  alguna  por  su  infracción;  y  por  lo  tanto,  habrá 
de  estarse  en  este  particular  á  lo  que  preceptúa  la  legislación  ó  disposicio- 
nes sobre  uso  de  papel  sellado. 

A  continuación,  y  limitado  sólo  á  la  parte  que  pueda  ser  aplicable  á 
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las  actuaciones  judiciales,  insertamos  el  Real  decreto,  con  fuerza  de  ley, 
de  12  de  Setiembre  de  1861  que  rige  en  la  materia  : 

CAPÍTULO  II. — ^Del  uso  del_ papel  sellado  en  los  contratos 
Y  últimas  voluntades. 

Sección  primer  A. — De  las  acttcaciones  Judiciales  en  general. 

Art.  6®  Se  empleará  papel,  sellado  de  precio  proporcional  á  la  cuantía 
del  respectivo  asunto,  conforme  á  la  escala  que  á  continuación  se  expresa 
en  el  pliego  primero  de  las  copias  que  se  saquen  de  los  protocolos  ae  es- 
crituras públicas  que  tengan  por  pruicipal  oojeto  cantidad  ó  cosa  valúa- 
ble,  á  saber : 

Hasta  1.000   reales,  sello  de 

Desde  i:001  á  2.000  » 
»  2.001  á  4.000  » 
»  4.001  á  8.000  » 
»  8.001  á  16.000  » 
»  16.001  á  30.000  » 
»  30.001  á  50.000  » 
»  50.001  á  75.000  » 
»  75.001  en  adelante  » 
Art.  7**  Llevarán  igualmente  sello  de  precio  proporcional,  con  arreglo 

al  artículo  precedente 3®  Las  certificaciones  de  actos  de  conciliación 

cuando  resulte  avenencia. 

Art.  9**  Las  copias  de  escrituras  y  las  certificaciones  de  conciliación  en 
que  haya  avenencia,  que  versen  sobre  objeto  no  valuable,  se  extenderán 
en  papel  del  sello  de  32  rs.  , 

Art.  10.  Se  usará  papel  sellado  de  16  rs.  en  las  copias  de  las  escrituras 
de  poderes  de  todas  clases,  traten  ó  no  de  cantidad,  y  de  8  rs.  en  la  de 
sustanciaciones  y  revocaciones  de  los  mismos  poderes. 

Art.  12.  Se  usará  papel  sellado  de  4  rs.:  1**  En  los  testimonios  que  den 
los  Escribanos  á  instancia  de  parte,  de  cualquiera  escrito  ó  documento 
que  se  les  exhiba  y  de  que  legalmente  puedan  dar  testimonio. 

Art.  16.  Se  consideran  documentos  privados,  para  los  efpctos  de  este 
Real  decreto,  los  que,  sin  pasar  ante  Escribano  ú  Oficiad  público  compe- 
tente, tengan  por  objeto  la  constitución,  liberación,  declaración  ó  nova- 
ción de  las  obligaciones  cuyo  importé  sea  de  300  ó  más  reales. 

Art.  \fl,.  Están  comprendidos  en  el  artículo  anterior,  entre  otros:  1° 
Los  inventarios,  avalúos,  particiones  y  adjudicaciones  originales  de  he- 
rencia verificados  extrajudialmente  por  los  albaceas,  testamentarios  ó  he- 
rederos, sin  perjuicio  de  que,  cuando  estas  diligencias  se  protocolicen,  las 
copias  que  de  las  mismas  se  expidan  por  los  Escribanos  se  acomoden  en 
cuanto  al  uso  del  sello  á  lo  prescrito  en  la  sección  anterior  para  los  ins- 
trumentos públicos. 

Los  documentos  á  (jue  se  refiere  este  artículo  deberán  extenderse  en 
el  papel  sellado  de  la  misma  clase  y  precio  que  se  prescribe  en  la  sección 
primera  para  las  copias  de  las  escrituras  públicas. 

CAPÍTULO  in. — ^Del  uso  del  papel  sellado  en  las  actuaciones 
Judiciales. 

Art.  22.  Se  destina  exclusivamente  á  las  actuaciones  judiciales  y  libros 
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:á  que  se  eontrae  este  capítulo  el  papel  del  sello  judicial,  cuyos  precios  se- 
rán de  2,  4,  6,  8  y  10  reales  cada  pliego*. 

Art.  23.  Los  escritos  de  los  interesados  ó  de  sus  representantes,  los 
autos  y  sentencias  de  los  Jueces  y  Tribunales  y  todas  las  demás  actuacio- 
nes que  tengan  lugar  durante  la  sustanciacion  y  hasta  la  terminación  de- 
finitiva de  cualesquiera  asuntos  civiles  sometidos  hoy,  ó  que  en  lo  sucesivo 
se  sometan  á  la  jurisdicción  contenciosa,  ó  que  tengan  por  objeto  pre- 
parar la  formalizacion  de  una  demanda;  y  las  compulsas  literales  ó  en  re- 
lación que  en  cualquiera  forma  se  libren,  se  extenderán  sin  excepción  en 
papel  sellado  de  un  mismo  precio,  con  arreglo  á  la  cuantía  de  la  cosa  va- 
luada ó  cantidad  material  del  litigio,  en  la  proporción  que  sigue: 

Sellos  que 
Cuantía  del  juicio.  corresponde. 

Ha«ta  64)0  reales 2 

De  601  hasta  10.000 4 

De  10.001  hasta50.000. 6 

De  50.001  hasta  100.000 : 8 

De  1 00.001  en  adelante. : «. 10 

Art.  24.  Cuando  no  aparezca  determinada  la  entidad  de  la  cosa  litigiosa 
valuable,  los  Jueces  ó  Tribunales,  antes  de  proveer  sobre  lo  principal  al 
primer  escrito,  acordarán  que  el  que  lo  produzca  la  fije  para  la  aplicación 
del  sello,  y  que  se  consigne  en  la  oportuna  diligencia. 

Art.  25.  En  los  juicios  de  abintestato  y  testamentaría,  y  en  los  de  con- 
curso de  acreedores  y  quiebra,  se  atenderá,  para  el  uso  del  sello,  en  las 
{nezas  de  autos  generales  en  que  conforme  á  la  ley  se  dividen,  al  valor  de 
a  masa  de  bienes  hereditaria  ó  concursada  que  previamente  señalará  el 
heredero  declarado-  ó  presunto,  y  á  falta  de  éstos  el  que  pretenda  la  consi- 
deración de  tal,  ó  el  deudor,  y  en  su  ausencia  los  acreedores  que  promue- 
van el  concurso,  según  los  casos;  mas'en  los  juicios  incidentales  que  con 
motivo  de  los  universales  se  susciten  por  los  interesados,  se  tomará  en 
cuenta  únicamente  la  cuantía  de  la  reclamación  que  cada  uno  entable. 

Art.  26.  Si  en  el  curso  de  un  pleito  ó  al  fenecerse  apareciese  ser  su 
cuantía  mayor  que  la  que  se  le  haya  atribuido  al  incoarse,  el  Juzgado  ó 
Tribunal  que  de  él  conozca  dispondrá  que  inmediatamente  se  reintegre  en 
los  autos  la  diferencia  del  sello  empleado  al  que  resulte  corresponderle,  y 
que  en  éste  se  continúen  las  diligencias  sucesivas.  Si  la  cuantía  del  pleito 
resultase  menor,  se  reintegrará  igualmente  á  las  partes. 

Art.  27.  Se  usará  papel  del  sello  judicial  de  6  rs.:  ^ 

1°  En  las  acítuaciones  que  versen  sobre  el  estado  civil  de  las  personas,  ú 
Otra  cosa  que  por  su  naturaleza  no  sea  susceptible  de  valuación. 

2**  En  las  actuaciones  sobre  asuntos  propios  de  la  jurisdicción  volun- 
taria. 

Art.  28.  Se  usará  papel  de  4  rs.: 

4®  En  los  expedientes  gubernativos  que  se  instruyan  en  los  Juzgados  y 
Tribunales  á  instancia  ó  en  interés  de  particulares. 

2**  En  las  actas  de  los  juicios  de  conciliación,  é  igualmente  en  las  certifi- 
caciones que  de  ellas  se  libren  cuando  no  resulte  avenencia. 

3°  En  los  libros  de  conocimientos  desdar  y  tomar  pleitos  de  los  Escriba- 
nos, Relatores  y  Procuradores. 

Art.  29.  Se  empleará  el  sello  de  oficio: 

i**  En  todo  cuanto  con  este  carácter  se  actúe  en  los  Juzgados  y  Tribu* 
diales. 
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f*  En  los  asuntos  civiles  en  que  sea  parte  el  Estado  ó  las  corporaciones- 
á  quienes  esté  concedido  el  mismo  privilegio,  en  todo  lo  que  á  su  instancia 
ó  en  su  interés  se  actúe,  salvo  el  reintegro  correspondiente  en  los  caso», 
que  proceda. 

3**  En  las  causas  criminales,  en  las  actas  de  los  juicios  sobre  faltas,  y  en 
las  diligencias  que  se  practiquen  para  la  ejecución  de  los  fallos  que  en  unos 
y  otros  recaigan. 

4®  En  los  libros  de  acuerdos  de  los  Tribunales,  y  en  los  de  entrada,  sali- 
da y  visitas  de  presos. 

Arl.  30.  Cuando  todos  los  que  sean  parte  en  un  juicio  ó  acto  de  juris- 
dicción voluntaria,  gocen  de  la  consideración  legal  de  pobres,  se  em- 
f aleará  papel  de  esta  clase,  sin  perjuicio  del  reintegro  siempre  qiie  haya 
ugar. 

Art.  31.  Cuando. unos  interesados  sean  pobres  en  sentido  le^al,  y  otros 
•no,  ó  sea  parte  el  Estado  ó  corporaciones  igualmente  privilegiadas,  «ida 
cual  suministrará  el  papel  que  á  su  clase  corresponda  para  las  actuaciones 
(|ue  hayan  de  practicarse  á  su  instancia  ó  en  su  interés.  Las  aue  sean  de^ 
interés  común  á  unos  y  otros  se  extenderán  en  el  de  pobres  ú  oncio,  según 
los  casos,  agregándoseles  en  el  reintegró  el  equivalente  á  la  parte  del  sello 
de  ricos  que  á  ios  que  litigan  en  este  concepto  correspondería  satisfacer  si 
todos  estuviesen  en  igual  condición.  Si  además  recayese  condenación  da 
costas  á  parte  solvente,  el  reintegro  será  extensivo  á  todo  lo  actuado  á  so- 
licitud de  los  que  litigaron  de  oficio  ó  como  pobres. 

Art.  32.  £1  que  resulte  condenado  en  costas  en  las  causas  de  que  trata 
el  párrafo  tercero  del  art.  29,  reintegrará  el  papel  sellado  invertido  á  razón 
de  6  rs.  por  pliego. 

Art.  33.  El  reintegro  del  papel  sellado  en  las  causas  y  pleitos,  tendrá 
preferencia  absoluta  sobre  los  créditos  de  todos  los  demás  acreedores  por 
rostas.  t 

Art.  34.  Lo  dispuesto  en  el  presente  capítulo  es  aplicable  á  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  de  toda  clase  y  fuero,  en  todas  las  instancias  y  recursos 
y  á  fas  actuaciones  contencioso-administrativas. 

Capítulo  VL — SEcciQfí  2^. — Del  jf^apel  de  reintegro, 

Art.  65.  El  reintegro  del  papel  sellado  se  verificará  sin  excepción  algu* 
na  por  medio  del  papel  creado  al  efecto,  cuyos  pliegos  serán  de  forma  se- 
meiante  y  de  precios  iguales  á  los  de  multas. 

•    Arf.  67.  Se  observará  respecto  del  papel  de  reintegro  todo  lo  que  se  * 
dispone  acerca  del  de  multas,  en  cuanto  no  sea  exclusivamente  propio  d& 
la  índole  de  las  condenaciones  pecuniarias. 

Art.  68.  Los  Tribunales,  Jueces  y  autoridades  de  ^enes  proceda  la 
providencia  de  reintegro  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  que  tenga 
efecto. 

CAPÍTULO  VIL — DISPOSICIONES  comunes  k  los  capítulos  anteriores, 

Art.  72.  Se  prohibe  habilitar  el  papel  común  ó  el  de  un  sello  por  otro^ 
á  pre testo  de  faltar  en  las  expendepurías  el  que  se  necesite,  y  sólo  en  los 
casos  de  urgente  necesidad,  perfectamente  probada,  podrán  los  Tribunales 
ó  el  Gobernador  de  la  respectiva  provincia  autorizar  la  habilitación  de  lo^ 
4iue  hiciese  falta,  dando  cuenta  inmediatamente  al  Gobierno. 

Art.  7^.  Los  documentos  que  se  expidan  por  ñincionarios  españoles 
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Tesideates  en  el  extranjero,  no  tendrán  fuerza  en  España  si  no  llevan  uni- 
do papel  de  reintegro  por  una  cantidad  igual  al  valor  del  sellado  que  hu- 
biera debido  emplearse.  El  reintegro  preceptuado  en  este  artículo  es  igual- 
mente aplicable  á  los  instrumentos  y  documentos  procedentes  de  pueblos^ 
donde  en  la  actualidad  no  existe  este  impuesto,  que  deban  merecer  fé  en 
ios  Tribunales  y  oficinas  de  los  demás  del  reino. 

CAPÍTULO  VIII. — ^Disposiciones  penales. 

Art.  79.  La  infracción  de  cualquiera  de  las  disposiciones  consignadas 
en  los  precedentes  capítulos  de  este  Real  decreto,  será  penada  por  regla 
ffeneral  con  el  reintegro  de  la  .cantidad  en  que  se  haya  perjudicado  á  la 
Hacienda  y  una  multa  equivalente  al  cuadruplo  de  su  importe. 
V  Art.  88.  En  ninguna  oficina  ó  Tribunal  denerán  admitirse  los  escritos, 
documentos  y  libros  que  no  se  hallen  extendidos  en  el  papel  sellado  cor- 
respondiente, si  no  se  hace  constar  el  reintegro  de  las  cantidades  defrau- 
dadas y  el  pago  de  las  multas  imouéstas  á  los  defraudadores.  Incurrirán 
por  tanto  en  las  mismas  penas  quistos,  todos  los  funcionarios  del  orden 
judicial  y  administrativo  que  reciban,  den  curso  ó  autoricen  cualquier 
diligencia  en  documento  ó  escrito  (]ue  no  se  halle  extendido  en  el  papel 
sellado  correspondiente,  y  no  corrijan  la  infracción  que  en  ellos  se  Baya 
cometido. 

Art.  91.  Quedan  derogados  respecto  de  las  contravenciones  á  este  Real 
decreto  los  ftieros  privilegiados  de  todas  clases;  y  las  multas  señaladas  en 
el  mismo  para  toda  especie  de  defraudación  del  sello'  se  exigirán  ^bema- 
tivamenle  por  las  autoridades  administrativas,  salvo  las  en  que  incurran 
los  Jueces,  cuya  imposición  y  exacción  corresponde  instructivamente  á  ^ 
los  Tribunales  supenores  respectivos:  y  en  cuanto  ¿Pía  falsificación  y  de-  * 
más  delitos  previstos  en  el  Código  penal,  se  procederá  en  la  forma  que  la» 
leyes  prescriben.  En  ningún  caso  se  admitirá  reclamación  sin  satisfacer 
previamente  la  multa  que  se  haya  impuesto. 

En  40  de  Noviembre  del  mismo  año  1861  se  publicó  una  instrucción 
para  llevar  á  efecto  el  anterior  Real^ decreto,  cuyos  artículos  pertinentes^ 
dicen  así: 

Art.  46.  A  los  testamentos  cerrados  que  se  hallen  escritos  en  papel  co- 
mún ó  de  clase  inferior  á  la  que  les  corresponda,  se  unirá  cuando  llegue 
el  caso  de  su  apertura  el  papel  de  reintegro  por  una  cantidad  igual  al  valor 
del  sellado  que,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  último, 
hubiera  debido  emplearse. 

Art.  62.  Las  certificaciones  de  actos  de  conciliación  llevarán  papel  de^ 
sello  proporcional  que  marca  el  art.  7**,  párrafo  tercero  del  decreto,  ta» 
sólo  en  el  primer  pliego,  y  los  demás  serán  de  dos  reales  como  en  las  co- 
pias de  escrituras. 

Art.  53.  Los  testimonios  á  que  se  refiere  el  art.  12,  párrafo  primero» 
llevarán  papel  del  sello  que  se  les  señala  en  todos  los  pliegos  que  se  em- 
pleen en  los  mismos. 

•Art.  54.  Cuando  el  litigio  verse- sobre  efectos  de  la  Deuda  pública,  ac- 
ciones de  Sociedades  y  demás  valores  análogos,  servirá  de  regulador  el 
precio  efectivo  que  tenga  en  el  mercado. 

Art.  55.  En  los  juicios  verbales  no  tendrá  lugar  el  uso  del  papel  sella- 
do hasta  el  acta  de  comparecencia. 

Art.  56.  Las  calificaciones  de  los  juicios  de  quiebra  de  que  trata  el  tí- 
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tulo  9**,  libro  4®  del  Código  penal  se  extenderán  en  papel  del  sello  judi- 
cial de  6  reales. 

Art.  57.  En  las  informaciones  ó  Juicios  de  pobreza  que  se  soliciten 
ante  las  Audiencias  ó  Juzgados,  los  Fiscales  y  Promotores  respectivos  re- 
presentarán á  la  Hacienda  como  parte  interesada,  y  se  opondrán  á  la  de- 
claración de  pobreza  en  las  personas  á  quienes  la  ley  no  conceda  este  be- 
neficio. 

Art.  58.  Si  después  de  mandado  hacer  algún  reintegro  sé  procediese 
en  la  sustanciacion  sin  hacerlo  efectivo,  serán  responsables  de  su  importe, 
con  los  cargos  correspondientes,  el  Juez  y  el  Escribano  actuario. 

Art.  81.  De  las  faltas  que  cometan  Jos  Jueces  de  paz  en  el  uso  del  pa- 
pel sellado,  dará  cuenta  el  Visitador  á  la  Autoridad  inmediata  superior  en 
«1  orden  judicial. 

Hé  aquí  ahora  alonas  disposiciones  posteriores  que  vienen  á  modifi- 
car, aclarar  y  ampliar  las  contenidas  en  el  mencionado  decreto:  ^ 

Real  orden  de  15  de  Marzo  de  1862  declarando  no  puede  exigirse  á 
nadie  limitación  alguna  en  el  número  de  renglones  que  d^)a  contener 
cada  pliego  de  papel  sellado. 

Decreto  de  %  de  Octubre  de  1873  dl-eando  un  impuesto  transitorio  de 
timbre,  representado  por  sellos  de  5  y  10  céntitnos  de  peseta. 

Decreto  de  26  de  Junio  de  1874  relativo  al  aumento  del  50  por  100^  del 
valor  de  las  diferentes  clases  de  papel  sellado  y  pagos  al  Estado,  y  de  los 
sellos  sueltos  de  todas  clases,  con  excepción  ae  los  de  correos  y  telégra- 
fos, exigible  en  los  presupuestos  correspondientes  al  ejercicio  del  año 
económico  de  1874  á  4875,  estampando  en  el  respectivo  sello  la  cantidad 
á  que  ascienda  dicho  50  por  100. 

Art.  249.  Las  actuaciones  judiciales  deberán  ser  autoriza- 
das, l|ajo  pena  de*  nulidad,  por  el  funcionario  público  á  quien 
corresponda  dar  fé  ó  certificar  del  acto.  {^Ley  org,  del  P.  «X, 
art  481,  par.  6°,  y  482,  pdr.  9^) 

Correspondiendo  á  los  funcionarios  que  actúan  ó  llevan  la  tramita- 
ción de  un  negocio  el  dar  fé  de  cuai|tos  actos  se  practiquen  en  el  mismo, 
de  aquí  la  prescripción  de  la  ley  de  que  todas  las  actuaciones  judiciales 
sean  autorizadas  por  él  bajo  la  pena  de  nulidad. 

Una  omisión  se  nota  en  este  articulo.  Para  completarle ,  la  ley  debia 
imponer  al  funcionario  que  dé  causa  á  la  nulidad  la  obligación,  por  vía 
de  pena,  de  indemnizar  á  las  partes  de  los  perjuicios  que  con  esa  nulidad 
se  les  irroguen.  No  lo  hace  así,  y  por  lo  tanto  no  creemos  que  esté  auto- 
rizado el  Juez  ó  Tribunal  para  acordar  esa  indemnización,  y  cuando  más 
podrán  imponerle  las  costas,  pues  no  es  justo  que  las  que  se  causen  por 
su  liffereza,  imprevisión,  ó  por  otra  causa,  las  paguen  las  partes  que  no 
han  dado  ocasión  á  esa  nulidad. 

Véase.— Sobré  actuaciones  de  los  Escribanos  en  los  Juzgados  de 
paz;  Bol,^  tomo  XXXI,  pág.  195.— Reclamación  contra  Juez  de  paz  que 
no  se  vale  de  Escribano  siempre  que  corresponde;  Bol,  y  tomo  XXXI,  pá- 
gina 482. — ^Actuaciones  de  Escribanos- numerarios  en  los  casos  4®,- 5®,  6** 
y  7**  de  la  ley  orgánica  del  P.  J.  ante  los  Jueces  municipales;  BoL,  to- 
mo XXXVI,  pág.  738. — Habilitación  de  Escribanos  de  actuaciones  se- 
gún el  art.  492  de  la  ley  órg.  del  P.  J.;  BoL,  tomo  XLU,  pág.  lao. — 
Atribuciones  del  Escribano  numerario  después  de  la  ley  org.  del  P.  J.; 
tomo  XL,  pág.  402.— Escribano  numerario;  tomo  dicho,  pág  418. — Sus- 
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titutos;  Bol.,  tomo  XLIII,  pág.  179. — ^Secretario;  Rev.,  tomo  IX,  pági- 
na 209;  Bol.,  tomo  XXXIV,  pág.  529;  XXXVI,  páginas  131,  U5,  162, 
354,  355  y  418.— XXIV,  páginas  163  y  337.— XXV,  páginas  337  y  358. 
—XXIX,  páginas  67,  210,  354,  561  y  755.— XXX,  páginas  81  y  546.— 
XXXI,  pág.  163,  XXXII,  pág.  83. 

Art.  250.  Los  Secretarios  y  Escribanos  de  actuaciones 
pondrán  nota  del  día  y  hora  en  que  les  fueren  presentados  los 
escritos,  sólo  en  el  caso  de  que  para  verificarlo  haya  un  tér- 
mino perentorio. 

Srempre  que  la  parte  lo  reclame,  le  darán  recibo  á  costa  de 
la  misma  y  en  papel  común,  de  cualquier  escrito  ó  documen- 
to que  les  fuere  entregado,  expresando  el  dia  y  hora  de  su 
presentación.  fLey  org.  del  P.  /.,  art.  481,  par.  3®.) 

'  La  disposición  de  este  artículo  es  justa  y  previsora.  La  presentación  de 
un  documento  ó  escrito  ante  el  Juzgado  es  de  suma  importancia  para  los 
derechos  de  las  partes,  y  de  aquí  el  que  la  ley  exija  que  los  actuarios 
pongan  nota  del  dia  y  la  hora  en  que  se  presenten.  La  ley  ha  limitado 
esta  diligencia  al  solo  caso  en  que  para  presentarlos  haya  un  término  pe- 
rentorio. Aun  cuando  esta  limitación  se  explica,  porque  en  este  caso  es 
cuando  realmente  hay  gran  interés  por  una  de  las  partes  en  presentar 
escritos  y  documentos,  y  por  la  otra  en  que  no  se  presenten,  no  hubiera 
estado,  sin  embargo  demás ,  que  esa  diligencia  se  mandara  consignar  á 
los  actuarios  en  toda  clase  de  escritos  ó  documentos  que  presentaren, 
porque  á  veces,  aun  cuando  el  término  para  presentar  documentos  no  sea 
fatal  ó  perentorio,  puede  producir  efectos  distintos,  se^n  que  su  presen- 
tación se  haga  antes  ó  después  de  practicar  alguna  diligencia  ó  de  acor- 
dar alguna  resolución. 

La  misma  justicia  abona  al  segundo  párrafo  de  este  artículo.  Puede 
convenir  á  las  partes  por  cualquiera  razón,  hacer  constar  la  presentación 
de  escritos  ó  dx)cumentos,  y  de  aquí  la  conveniencia  de  que  se  obligue  á 
los  actuarios  á  dar  recibo  de  esos  docunjpntos,  3^  Ja  imposición  de  las 
costas  también  es  de  justicia  que  se  haga  al  que  tiene  interés  en  proveer- 
le de  ese  resguardo. 

Art.  251.  Las  resoluciones  judiciales  se  dictarán  ante  el 
Secretario  ó  Escribano  á  quien  corresponda  autorizarlas. 

Los  Jueces  pondrán  su  firma  entera  en  la  primera  provi- 
dencia que  dicten  en  cada  negocio,  y  en  los  autos  y  senten- 
cias; y  media  firma  en  las  demás  providencias  que  dictaren,  y 
en  las  declaraciones  y  actos  en  que  intervengan. 

En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  los  autos  y 
sentencias  serán  firmados  con  firma  entera  por  todos  los  Ma- 
gistrados que  los  hubieren  dictado,  y  en  las  providencias  pon- 
drá su  rúbripa  el  Presidente  de  la  Sala. 

En  las  actuaciones  que  se  practiquen  ante  el  Magistrado 
Ponente,  pondrá    éste  níedia  firma.  (Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
ticulo áSl^pár.  6^) 
Art.  252.  Los  Secretarios  y  Escribanos  autorizarán  con  fir- 
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ma  entera,  precedida  de  las  palabras  Ante  mi,  las  resolucione» 
iudiciales  y  los  demás  actos  en  que  intervenga  personalmente 
la  Autoridad  judicial,  y  las  certificaciones  ó  testimonios  que 
libraren;  y  con  media  firma  las  notificaciones  y  demás  dili- 
gencias. (Ley  org,  del  P.  /.,  arí,  481,  fdr.  &*,) 

En  estos  artículos  no  se  dice  nada  sobre  nulidad  de  las  actuaciones  6 
diligencias  que  se  practiquen  sin  los  requisitos  que  los  mismos  exigen. 

Art.  253.  También  firmarán  los  Relatores  con  firma  ente-^ 
ra,  y  expresión  de  su  cargo,  precediendo  á  la  del  Escribano, 
los  autos  y  providencias  que  se  dictaren  con  su  intervención^ 
{Ordenanzas  de  las  Audiencias,  art.  106.) 

Por  el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872,  se  dispuso  en  su  re- 
gla 5®,  que  mientras  no  se  estahleciera  la  organización  judicial  de  la  ley- 
orgánica,  las  obligaciones  que  en  ellas  se  imponen  á  los  Secretarios  de 
los  Juzgados  y  Tribunales,  se  cumplan  por  los  Escribanos  de  Cámara  y 
por  los  Relatores,  según  corresponda. 

La  nueva  ley  no  na  hech&  innovación  alguna  en  este  punto. 

Art.  254.  Los  Jueces  y  los  Magistrados  Ponentes,  en  su 
caso,  recibirán  por  sí  las  declaraciones,  j  presidirán  todos  los 
actos  de  prueba. 

Los  Ponentes,  sin  embargo,  podrán  cometer  dichas  dili- 
gencias á  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  éstos  á  los  muni- 
cipales, cuando  deban  practicarse  en  pueblo  que  no  sea  el  de 
su  respectiva  residencia. 

Ninguno  de  ellos  podrá  cometerlas  álos  Secretarios  (5  Es- 
cribanos, sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley.  (Ley  ant.y 
articulo  33.y 

La  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  fin  de  evitar  abusos,  prohi- 
bió terminaíntemente  la  antigüaj  práctica  de  que  las  diligencias  die  sus- 
tanciacion  acordadas  por  las  Salas,  fueran  ejecutadas  por  los  JMinstros 
llamados  semaneros  ó  por  los  Presidentes,  y  atribuyó  esas  funciones  á  los 
Magistrados  Ponentes  en  los  Tribunales  Colegiados  y  á  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  en  los  Superiores. 

La  nueva  ley  mantiene  con  razón  el  precepto  de  la  antigua,  y  faculta 
á  los  Magistrados  y  Jueces,  para  que  cometan  dichas  diligencias,  aquellos 
á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  éstos  á  los  municipales,  cuando  deban 
practicarse  en  pueblo  que  no  sea  el  de  su  respectiva  residencia. 

Pero  la  nueva  ley  en  el  último  párrafo  de  este  artículo,  hace  una  adi- 
ción á  su  precedente  en  la  antigua,  que  constituye  una  innovación  dfr 
grandísima  importancia. 

Decia  la  antigua  ley,  que  ni  los  Ministros  Ponentes,  'ni  los  Jueces  de- 
primera  instí^cia  ni  los  de  paz,  podrian  cometer  estas  diligencias  á  los 
Escribanos,  y  la  nueva  ley  dice  quevUo  podjrán  cometerse,  sino  en  los  ca-»" 
sos  autorizados  por  la  ley. 

La  antigua  habia  querido  evitar  y  prohibir,  el  abuso  muy  frecuente, 
de  examinar  el  Escribano  por  sí  solo  los  testigos  y  redactar  sus  declara- 
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■clones,  leyéndolas  luego  á  presencia  del  Juez,  para  que  el  testigo  mani- 
festase si  estaba  conforme  y  muchas  veces  aun  sin  comparecer  á  su  pre- 
sencia judicial.  Esta  práctica  era  faltar  de  una  manera  terminante  al 
precepto  de  la  ley,  y  gran  parte  de  las  acusaciones  y  de  las  diatribas 
que  se  han  lanzado  contra  el  procedimiento  secreto,  que  se  ha  llegado  á 
calificar  de  horrible  é  inicuo,  y  que  tan  duros  juicios  ha  merecido  á  los 
más  altos  funcionarios' de  la  administración  de  justicia,  han  tenido  orí- 
gen  en  esa  corruptela,  de  autorizar  contra  la  ley  á  los  Actuarios  para  to- 
mar por  sí  las  declaraciones. 

Se  nos  dirá  que  en  algunos  Juzgados,  especial oiente  en  los  de  las  gran- 
des poblaciones,  es  casi  imposible  que  el  Juez  por  sus  múltiples  y  peren- 
torias ocupaciones  esté  presente  á  las  declaraciones  de  los  testigos.  Pero 
esta  no  será  nunca  una  razón  para  faltar  á  la  ley,  y  esas  ocupaciones,  por 
muy  graves  y  muy  perentorias  que  sean,  no  le  librarían  de  la  responsani- 
lidad  que  sobre  sí  echara  al  permitir  ese  abuso. 

Pero  hé  aqiu'  que  la  nueva  ley  autoriza  á  los  Magistrados  y  Jueces  rara 
cometer  las  diligencias  de  que  habla  el  art.  254  en  los  casos  autorizados 
por  la  ley.  ¿Qué  casos  son  esos?  Creemos  que  ninguno.  Por  de  pronto  nin- 
guna de  las  diligencias  de  que  habla  el  párrafo  r  da  este  artículo  pueden 
cometerse  á  los  Escribanos.  Ni  las  declaraciones  de  los  testigos,  ni  el  co- 
tejo ó  comprobación  de  documentos,  letras  13  firmas,  la  confesión  en  jui- 
cio, la  absolución  de  posiciones,  el  reconocimiento  ó  juicio  de  peritos,  la 
inspección  judicial,  que  son  medios  de  prueba.  Todos  estos  actos  han  de 
ser  practicados  á  la  presencia  de  los  Magistrados  ó  Jueces,  ó  por  los  mu- 
nicipales cuando  se  les  dé  esta  comisión,  y  en  ningún  caso  pueden  come- 
terse á  los  Escribanos,  porque  la  prohibición  es  absoluta  y  alcanza  á  todos 
los  medios  de  prueba. 

Como  excepción  existe  la  de  los  testimonios  de  los  documentos  públi- 
cos y  prívados,  los  cuales  han  de  librarse  por  los  Escríbanos  solos  sin  la 
asistencia  del  Juez,  pero  esto  como  acto  peculiar  de  la  fé  pública  que  ejer- 
cen y  para  lo  que  les  autoriza  la  ley;  mas  si  estos  mismos  documentos 
hubieran  de  comprobarse  ó  cotejarse,  esta  comprobación  ó  cotejo  habrá 
de  hacerse  en  presencia  de  la  autorídad  judicial. 

Aun  con  la  prohibición  expresa  de  la  antigua  ley,  es  lo  cierto  que  en 
la  práctica  los  Escribanos  por  sí  han  practicado  esas  diligencias.  Con  la 
autorízacion  que  se  concede  en  el  último  párrafo  de  este  artículo,  aunque 
de  una  manera  vaga,  el  abuso  puede  subir  de  punto  y  cau¿r  grandes  per- 
juicios, á  pesar  y  contra  el  buen  deseo  de  los  Jueces  ó  Magistrados. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  es  muy  claro,  como  lo  era  en  la  anti- 
gua ley  el  del  art.  33  de  donde  está  casi  literalmente  tomado. 

A  raíz  de  esta  última  ley  surgió  la  duda  de  si  el  Juez  de  prímera  ins- 
tancia comisionado  por  otro  ó  por  un  Ministro  Ponente  para  la  práctica 
de  alguna  diligencia  que  debia  efectuar  fuera  del  pueblo  de  su  residencia, 
podía  cometería  al  Juez  de  paz,  hoy  Juez  municipal,  del  lugar  en  que  de- 
tia  ejecutarse.  Algunos  opinaban  por  la  negativa,  ftmdándose  en  que  el 
Juez  era  un  delegado  y  el  delegado  no  puede  delegar.  Pero  el  Sr.  Manre- 
sa,  prescindiendo  de  que  cometer  no  es  delegar^  y  de  oue  la  teoría  de  las 
leyes  de  Partida  en  qpe  se  apoya  el  príncipío  ha  quedado  sin  aplicación 
por  la  distinta  organización  de  los  Tribunales  modernos,. aun  subsistiendo 
tal  principio,  tiene  por  cierta  la  opinión  contraria,  apoyándose  en  la  mis- 
.  ma  ley  y  en  la  práctica  constante  de  los  Tribunales. 

Creemos,  en  efecto,  que  esta  opinión  es  acertada,  porque  aparte  de  que 
la  ley  no. lo  prohibe  y  antes  bien  por  su  sentido  parece  permitirlo,  la 
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conveniencia  y  el  más  pronto  y  rápido  servicio  en  la  administración  de 
justicia  lo  aconsejan,  puesto  que  si  un  Juez  de  primera  instancia  que  re- 
cibe el  encardo  de  practicar  una  diligencia  en  sitio  distinto  del  de  su  re- 
sidencia, tuviera  que  salir  de  ésta  para  practicar  aq[uella,  necesariamente 
habria  de  dejar  abandonado  el  Juzgado,  con  perjuicio  de  la  administración 
de  justicia. 

Ahora,  cuando  la  diligencia  haya  de  practicarse  dentro  del  pueblo  de 
su  residencia,  con  precisión  la  ha  de  ejecutar  el  Juez  por  sí  mismo,  enten- 
diéndose por  fuera  de  la  residencia,  ñiera  de  la  población,  aunque  sea 
dentro  del  término  judicial. 

Véase. — Dictamen  liscal  en  el  expediente  instruido  para  uniformar 
la  práctica  de  las  Audiencits  respecto  á  las  formas  estrínsecas  de  las  pro- 
videncias de  las  mismas,  y  funcionario  que  debe  autorizarlas;  Rev.^  lo- 
mo XVIII,  pág.  609. 

Art.  255.  Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  en  el 
partido  judicial  en  que  se  siga  el  litigio,  deberán  cometerse 
precisamente  al  Juez  de  primera  instancia  de  aquel  en  que  ha- 
yan de  ejecutarse. 

Este  se  arreglará  á  laque  queda  prevenido  en  el  artículo 
anterior.  (Ley  ant,  arl.  34 .y 

£1  art.  SI54  se  concreta  á  todos  los  actols  de  la  prueba  expresados  en  el 
párrafo  1®,  y  el  255  se  refiere  á  todas  las  demás  ailiffencias  que  puedan 
ocurrir  cuando  deban  practicarse  fuera  del  partido  del  Juez  oue  conoce  del 
litigio,  las  cuales  se  cometen  precisamente  al  Juez  del  partido  judicial  en 
que  han  de  ejecutarse. 

Y  no  puede  ser  de  otra  manera.  Como  cada  Juez  tiene  marcado  el  ter- 
/ritorio  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  del  cual  no  puede  salir;  de  aquí  la 
necesidad  de  conferirse  mutuamente  esas  comisiones  que  están  obligados 
á  cumplir. 

La  diferencia,  pues,  entre  este  artículo  y  el  anterior,  está  en  que  en  el 
primero  se  refiere  á  las  diligencias  que  han  de  ejecutarse  fuera  del  pueblo 
en  (jue  resida  la  autoridad  judicial,  pero  dentro  del  territorio  de  su  juris- 
dicción, y  el  segundo  á  las  que  han  de  practicarse  fuera  de  este  terri- 
torio. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE  LOS  días  y  horas  HÁBILES. 

Art.  256.  Las  actuaciones  judiciales  habrán  de  practicarse 
en  dias  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad.  {Ley  anL, 
art.  8^) 

La  prohibición  de  practicar  actuaciones  judiciales  no  es,  ciertamente, 
tma  novedad  de  la  moderna  ley.  El  precepto  está  tomado  literalmente  de 
la  anterior,  qiie  á  su  vez  lo  trasladó  de  nuestra  legislación  antigua,  en 
donde  era,  como  en  los  demás  Códigos  europeos,  un  principio  de  derecho 
publico,  que  trae  su  origen  de  los  célebres  ái^s/astos  y  nejastos  del  de- 
recho romano,  en  que  se  consignaba  la  referida  prohibición. 
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Jurisprudencia. — ^I.a  mera  presentación  de  un  escrito  no  puede  califi- 
carse ni  ser  tenida  como  actuación  judicial,  y  puede  hacerse  después  de 
puesto  el  sol.  (16  de  Noviembre  de  1860  y  12  de  Diciembre  de  1861.) 

Art.  257.  Son  dias  hábiles  todos  los  del  año,  menos  los  do- 
mingos, fiestas  enteras  religiosas  ó  cnrilés,  y  los  en  que  esté 
mandado  ó  se  mandare  que  vaquen  los  Tribunales.  (Ley  ant,^ 
art,  ^"".—Ley  org.  del  P.  /.,  art  889.) 

ff 

Este  artículo  expresa  con  claridad  los  dias  en  que  pueden  practicarse 
actuaciones  judiciales;  esto'  es,  los  dias  hábiles  (jue  en  la  práctica  se  deno- 
minaban  dias  úíilfs  y  antiguamente  dias  Jurídicos^  porque  eran  los  úni- 
cos que  se  utilizaban  para  la  administración  de  justicia,  puesto  que  em- 
pieza por  decir  que  lo  son  todos  los  del  año,  menos  los  domingos  y  de- 
más que  señala.  Y  por  la  excepción,  que  constituye  los  dias  inhábiles  y 
podemos  deducir  cuáles  sean  éstos,  que  son  los  que  más  nos  importa  co- 
nocer, para  evitar  todo  moti^  de  nulidad. 

Designa  la  ley,  en  primer  lugar,  los  domingos  y  fiestas  enteras  reli- 
giosas, rindiendo  un  tributo  á  la  religión  católica,  que  es  la  del  Estado» 
y  la  que  profesan  la  mayoría  de  los  españoles.  Estos  son  los  dias  que  s& 
conocen  con  el  nombre  áe/esíivos,  que  detalladamente  especifica  el  Calen- 
dario Gregoriano  que  rige  en  todos  los  dominios  de  España. 

Como  la  ley  no  indica  la  autoridad  á  quien  corresponde  desi^ar  los 
dias  que  deben  tenerse  como  festivos,  ha  surgido  la  duda  de  si  lo  serán 
aquellos  que,  sin  constar  como  tales  en  el  Calendario  Gregoriano,  están 
admitidos  en  algunos  pueblos  ó  provincias  en  solemnidad  de  algún  santo 
titular  ó  en  celebración  de  algún  grande  acontecimiento,  como  sucede  en 
Valencia  con  San  Vicente  Ferrer,  en  Madrid  con  San  isidro  ó  en  Aragón 
con  la  Virgen  del  Pilar;  duda  que  se  ha  resuelto  afirmativamente  por  la 
mayoría  de  las  opiniones  y  por  la  práctica,  fundándose  en  que  en  el  pue- 
blo ó  provincia  en  que  esto  ocurre  tales  dias  son  de  gran  festividad;  es 
ima  fiesta  entera  religiosa,  como  califica  la  ley  á  los  dias  inhábiles,  aun- 
que sin  nombrarlos. 

Respecto  á  h&Jiestas  civiles^  que  se  conocen  también  con  el  nombre 
de  disiS/eriados^  son  aquellas  mandadas  observar  en  celebridad  de  algún 
acontecimiento  como,  por  ejemplo,  el  Dos  de  Mayo. 

Y  en  cuanto  á  las  vacaciones  de  los  Tribunales,  la  legislación  en  la 
materia,  es  la  consignada  en  la  ley  orgánica,  y  su  tít.  22,  cap.  1^,  que  se 
refiere  á  este  artículo,  y  que  insertamos  á  continuación. 

Dice  así : 
«Art.  889.  Los  Juzgados  y  Tribunales  vacarán  : 
1®  En  los  dias  de  fiesta  entera. 

2®  En  los  dias  del  Rey,  Reina  y  Príncipe  de  Asturias.  , 

3®  En  el  jueves  y  viernes  de  la  Semana  Santa. 
i^  En  los  dias  de  fiesta  nacional. 

Art.  890.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  dias 
en  él  señalados  serán  hábiles  para  las  actuaciones  del  sumario  de  las  cau- 
cas criminales  sin  necesidad  ae  habilitación  especial,  y  podrán  habilitar- 
se para  cualesquiera  otras  civiles  ó  criminales  en  que  naya  urgencia. 

Art.  891.  Se  estimarán  urgentes  para  los  efectos  del  artículo  anterior 
las  actuaciones  cuya  dilación  pueda  causar  perjuicio  grande  á  los  proce- 
sados, á  los  litigantes  ó  á  la  buena  administración  de  justicia,  al  pruden- 
te arbitrio  del  JueE. 
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Arl.  892.  Los  Maffistrados  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo 
vacarán,  además  de  los  dias  señalados  en  el  art.  889,  desde  el  45  de  Julio 
al  15  de  Setiembre  de  cada  año. 

Art.  893.  Durante  el  periodo  expresado  en  el  artículo  anterior,  se  for- 
mará en  cada  Audiencia  y  en  el  Tribunal  Supremo  una  Sala  que  se  llama- 
rá de  vacaciones. 

Art.  894.  La  Sala  de  vacaciones  se  compondrá  en  las  Audiencias  de  seis 
Magistrados,  V  uno  de  ellos  el  Presidente,  ó  un  Presidente  de  Sala,  y  eu 
el  Tribunal  Supremo  de  nueve,  tomadofunos  y  otros  de  todas  las  balas 
del  respectivo  Tribunal. 

En  las  Audiencias  que  sólo  consten  de  una  Sala,  el  número  de  Magis- 
trados que  formen  la  de  vacaciones  será  de  cuatro. 

Art.  895.  Para  la  formación  de  la  Sala  de  vacaciones  turnarán  todos 
los  Magistrados,  pero  cuidando  que  en  ningún  caso  deje  de  haber  en  ellas 
individuos  de  todas  las  Salas. 

Art.  896.  Aquellos  á  quienes  corresponda  constituir  la  Sala  de  vaca- 
ciones podrán,  con  sujeción  á  la  regla  establecida  en  la  última  parte  del 
artículo  anterior,  permutar  con  otro  de  los  que  no  estén  en  tumo,  si  lo 
aprobare  la  Sal  a  de  gobierno . 

Art.  897.  El  Presidente  ^  los  Presidentes  de  Sala  turnarán  también  en- 
tre sí  para  la  presidencia  de  la  Sala  de  vacaciones,,  con  igual  facultad  de 
permutar. 

El  Presidente  del  íribunal  Supremo  estará  exceptuado  del  tumo. 

Art.  898.  Vacarán  también  los  que  correspondan  al  Ministerio  fiscal 
en  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  tumando  entre  sí  la  mitad 
de  los  Abogados  fiscales:  cuando  el  número  de  ellos  sea  impar,  disfmtará 
sólo  de  las  vacaciones  la  minoría. 

El  Teniente  fiscal  y  el  Fiscal  alternarán  por  años. 
Cuidarán  los  Fiscales,  al  arreglar  los  turnos,  que  en  cada  uno  haya 
Abogados  fiscales  que  actúen  ordinariamente  en  las  diferentes  clases  de 
negocios. 

Art.  899.  Los  auxiliares  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo  va- 
carán en  los  mismos  términos  que  lo  establece  el  artículo  que  antecede 
respecto  á  los  Abogados  fiscales. 

Se  cuidará  que  en  ningún  caso  quede  menos  de  un  Secretario  de  cada 
Sala. 

Donde  no  hubiere  más  que  un  Oficial  por  Sala,  vacarán  la  mitad  de 
los  que  hubiere,  haciendo,  los  que  no  vaquen,  el  servicio  de  4os  ausentes. 

Art.  900.  No  gozarán  de  vacaciones  los  subalternos  de  los  Tribunales.. 
Los  Presidentes  podrán  dar  pmdencialmente  licencia  á  los  que  la  solici- 
ten, sia  que  pueda  exceder  de  la  tercera  parte  de  los  que  se  compone  la 
dotación  del  Tribunal. 

Art.  901.  La  Sala  de  vacaciones  reasumirá  las  atribuciones  del  Tribu- 
'  nal  pleno,  de  las  Salas  de  gobierno  y  de  las  de  justicia,  y  despachará  los 
negocios  que  tengan  carácter  de  urgencia. 

Art.  902.  Repútanse  negocios  urgentes : 

4**  La  sustanciacion  de  todos  los  pleitos  civiles  y  causas  criminales, 
hasta  que  aquéllos  estén  en  estado  de  vista,  y  éstas  en  el  de  celebrarse  el 
juicio  público. 

2°  El  despacho  de  las  consullas  é  informes  que  el  Gobierno  les  pida 
con  el  carácter  de  urgentes,  ó  que  lo  sean,  atendida  la  naturaleza  del 
asunto  á  que  se  refieran. 

3®  El  despacho  de  los  expedientes  gubernativos  y  de  los  actos  de  ju- 
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fisdiccion  voluülaria  que,  por  tener  término  preciso  señalado  en  la  ley, 
por  su  índole,  por  sus  circunstancias  especiales,  ó  por  ocasionar  la  demora 
de  su  resolución  perjuicios  graves  á  los  interesados  en  ellos,  requieran 
ser  despachados  antes  de  terminarse  las  vacaciones. 

4®  La  decisión  de  las  competencias  de  jurisdicción,  de  los  recursos  de 
fuerza  y  de  los  incidentes  de  recusación. 

5°  Las  vistas  y  sentencias  de  los  interdictos  posesorios  y  de  obra  nue- 
va ó  vieja,  los  juicios  ejecutivo*,  las  denegaciones  de  justicia  ó  de  prue- 
ba, y  cualquier  otro  negocio  que,  en  concepto  de  las  S^las,  tenga  el  ca- 
rácter de  urgencia. 

6®  Las  vistas  y  sentencias  de  los  pleitos  y  causas  que  se  sigan  contra 
Jueces  ó  Magistrados  para  exigirles  la  responsabilidad  civil  ó  criminal. 

Jurisprudencia. — ^En  los  términos  judiciales  los  dias  son  y  se  han  de 
entender  naturales,  comprendiendo  las  veinticuatro  horas  que  median  de 
doce  á  doce  de  la  noche,  y  de  consiguiente,  es  admisible  el  recurso,  siem- 
pre que  el  escrito  se  presentaántes  ae  las  doce  de  la  noche  del  último  dia 
del  término.  (16  de  Noviembre  de  4860  y  12  de  Diciembre  de  1861.) 

No  debiendo  contarse  en  ningún  término  judicial  los  dias  en  que  no 
pueden  tener  lugar  actuaciones  judiciales,  han  de  descontarse  los  del  pe- 
ríodo de  vacaciones  de  los  Tribunales  para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción y  de  los  demás  términos  en  los  pleitos  civiles  ordinarios,  porque  du- 
rante ellas  no  puede  actuarse  en  negocios  de  esta  clase.  (1®  de  Junio  de 
4859,  8  de  Abril  de  1861  y  16  de  Enero  de  1864.) 

Yéase  — ^De  las  vacaciones  de  los  Tribunales  de  justicia,  Bev.,  to- 
mo 18,  pág.  72. 

Art.  258.  Se  entienden  horas  hábiles  las  que  median  desde 
la  salida  á  la  puesta  del  sol.  {Leí/  ant.,  art,  10. 

No  basta  que  tin  dia  sea  hábil  para  que  puedan  practicarse  en  él  las 
actuaciones  judiciales;  es  preciso,  además,  que  sean  hábiles  las  horas,  para 
que  la  actuación  practicada  no  adolezca  del  vicio'  de  nulidad.  Y  en  este 
punto,  el  artículo  es  completamente  claro,  puesto  que  fija  como  hábiles 
las  horas  que  median  desae  la  salida  hasta  la  puesta  del  sol. 

Jurisprudencia. — ^Las  actuaciones  judiciales  deben  practicarse  en  bo- 
fas hábiles,  ó  sea  desde  la  salida  á  la  puesta  del  sol.  Evacuada  en  su  ma- 
«yor  parte  una  diligencia  judicial  antes  de  la  puesta  del  sol,  y  por  tanto  en 
horas  hábiles,  no  puede  invalidarla  el  que  se  firmara  con  luz  artificial,  en 
razón  á  que  los  actos  válidos  no  se  inutilizan  porque  venga  algún  caso  que 
en  su  tiempo  hubiera  impedido  su  celebración.  (19  de  Abril  de  1865.) 

La  práctica  de  las  actuaciones  judiciales  en  horas  inhábiles  no  es  im- 
putable al  litigante  qué  la  solicitó;  pero  si  lejos  de  utilizar  el  medio  j^ara 
-subsanar  las  consecuencias  de  la  falta,  se  ventila  alguna  cuestión  previa  ó 
incidental,  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  la  misma,  y  se  aquieta  con  la 
resolución,  no  puede  alegarse  su  inexistencia  como  fundamento  del  re- 
curso de  casación.  (2  de  Octubre  de  1863.) 

'.  Art.  259.  Los  Jaeces  y  Tribunales  podrán  habilitar  los 
dias  y  horas  inhábiles,  á  instancia  de  parte,  cuando  hubiere 
ccausa  urgente  que  lo  exija. 

Para  este  efecto  se  considerarán  urgentes  las  actuaciones 
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coya  dilación  pneda  causar  grave  perjuicio  á  los  interesados  6- 
á  la  buena  administración  de  justicia,  ó  hacer  ilusoria  ui^a  pro- 
videncia judicial. 

El  Juez  apreciará  la  urgencia  de  la  causa,  y  resolverá  lo 
que  estime  conveniente,  sin  ulterior  recurso.  {Ley  ant.,  art,  IK 
— Ley  org.  del  P.  /.,  artículos  S90  y  891.) 

La  ley  no  dice  qué  casos  serán  los  que  puedan  considerarse  como  causa 
grave  para  habilitar  los  dias  ú  horas  inhábiles,  y  se  deja  al  arbitrio  ju- 
dicial esa  apreciación. 

La  ley  35,  tit.  22  de  la  Partida  3^,  permitía  al  Juez  habilitar  los  dias 
feriados  y  festivos  para  el  nomlwamiento  ó  remoción  de  tutores,  para  las 
cuestiones  de  alimentos,  para  los  expedientes  sobre  prueba  de  mayoría  de 
edad,  apertura  de  testamentos,  nombramiento  de  depositario  de  una  heren- 
cia vacante  y  otros.  ^ 

Desde  luego,  si  se  habilita  un  dia  inhábil,  á  ambas  partes,  y  no  á  una 
sola,  debe  aprovechar  la  habilitación. 

La  habilitación  opinamos  que  no  puede  decretarla  el  Juez  de  oficio, 
sino  á  instancia  9e  parte,  ya  porque  en  asuntos  civiles  el  Juez  no  obra  sino 
Qíi  virtud  de  reclamación  de  esta,  ya  también  porque  como  la  habilitación 
se  ha  de  fundar  en  causa  urgente  que  lo  exija,  no  será  ciertamente  el  Jues 
quien  conozca  esa  causa,  sino  la  parte. 

SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LAS  NOTIFICACIONES,  CITACIONES,  EMPLAZAMIENTOS   Y  REQUERIMIENTOS. 

• 

La  palabra  notificación^  tomada  en  sentido  lato,  significa  el  acto  de 
hacer  saber  á  alguno  un  mandato  judicial.  Es  una  voz  genérica  que  se  ha 
adoptado  por  las  leyes,  y  en  la  que  está  comprendida  todos  los  medios  de 
hacer  saber  á  un  litigante  lo  acordado  por  el  Juez,  tomándose  también  en 
tal  sentido  las  palabras  citación,  emplazamiento  y  requerimiento^  pues  to- 
das significan  amonestaciones,  avisos  judiciales,  que  deben  ponerse  en  co- 
nocimiento de  las  partes  para  que  surtan  los  efectos  que  procedan. 

Pero  aun  cuando  á  primera  vista  parece  que  se  expresa  lo  mismo  coa 
estas  palabras,  existen  entre  ellas  gran  diferencia  por  los  diversos  efectos 
que  producen,  por  más  que  todas  vayan  encaminadas  al  mismo  fin,  esto 
es,  á  hacer  saber  á  las  partes  que  contienden  la  resolución  ó  acuerdo  del 
Juzgado  ó  Tribunal  tomados  en  el  asunto  (pie  aqpieüas  ventilan. 

Como  las  providencias  ó  resoluciones  judiciales  son  de  varias  clases, 
y  la  comparecencia  en  juicio  no  siempre  tiene  un  náismo  objeto,  de  aquí  el 
que  cada  acto  tome  un  nombre  apropiado  á  su  naturaleza. 

Así  la  citación  indica  el  llíunamiento  que  se  hace  á  una  parte  para  que 
concurra  si  quiere  á  un  acto  judicial  que  pueda  pararle  perjuicio;  el  em--  • 
jplazamiento  e\  llamamiento  para  que  comparezca  en  juicio  en  virtud  de 
una  demanda,  de  una  apelación  ó  de  un  recurso  intei'puesto;  la  notifica- 
ción, el  acto  de  poner  en  conocimi^to  de  una  parte  cualquiera  de. las 
providencias  judiciales,  para  que  dándose  por  enterada  de  ellas  sepa  el  es- 
tado del  litigio  y  pueda  utilizar  los  recursos  que  contra  las  mismas,  sean 
legales,  y  el  requerimiento ^  la  amonestación  que  se  hace  á  esa  parte  para 
^e  cumpla  con  un  mimdato  judicial,  como  por  ejemplo  la  devolución  de 
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saltos,  la  consignación  de  una  cantidad,  la  presentación  de  algún  docu- 
mento, etc. 

La  ley,  al  usar  la  palabra  notiñcaciones,  se  refiere  á  su  acepción  ge- 
nérica, y  abraza  toda  clase  de  amonestaciones  judiciales. 

Art.  260.  Todas  las  providencias,  autos  y  sentencias  se 
notificarán  en  el  mismo  dia  de  su  fecha  <5  publicación,  y  no 
siendo  posible,  en  el  siguiente,  á  todos  los  que  sean  parte  en 
el  ja  icio. 

También  se  notificarán,  cuando  así  se  mande,  á  las  perso- 
nas á  quienes  se  refieran  ó  puedan  parar  perjuicio.  (^Ley  anú.^ 
artículos  64  y  334. — Ley  org,  del  P,  /.,  art,  6947 

Es  un  principio  inconcuso  de  derecho  universal  que  nadie  puede  ser 
condenado  sin  oírsele.  De  aquí  que  cuando  se  entabla  contra  una  persona 
una  reclamación  judicial,  debe  hacérsele  saber  para  que,  ó  bien  se  allane 
á  la  reclamación  ó  bien  oponga  las  excepciones  de  que  se  crea  asistido 
para  negarla. 

Como  las  providencias  ó  las  resoluciones  judiciales  tienen  por  regla 
ganeral  grandísima  importancia,  la  ley  ha  tendido  siempre  á  que  esa  re^ 
solución  llegue  á  conocimiento  de  las  partes  lo  antes  posible.  La  ley  de 
4  de  Junio  de  1837  disponia  que  toda  notificación  se  hiciera  en  el  mismo 
dia  ó  en  el  inmediato  al  en  oue  se  hubiere  dictado  la  providencia  que  la 
motivara,  cuya  disposición  na  venido  considerándose  vigente  hasta  la 
fecha,  y  continúa  así  por  prescripción  terminante  de  la  nueva  ley. 

Los  artículos  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  y  de  la  orgánica, 
que  sirven  de  precedente  al  que  nos  ocupa,  decian  que  se  notificaran  á  los 
Procuradores  íe  las  partes.  Este  ha  omitido  tal  precepto,  y  dice  sólo  que 
se  notificarán  á  todos  los  que  sean  parte  en  el  juicio.  Sin  embargo,  cree- 
mos que  no  ha  de  ofrecer  dificultad  en  la  práctica,  porque  exigiéndose 
por  la  ley  que  en  ciertos  y  determinados  juicios  hay  que  comparecer  pre- 
cisamente por  medio  de  Procurador,  y  representando  éstos  á  las  partes, 
con  ellos  han  de  entenderse  las  notificaciones.  En  aquellos  juicios  en  que 
68  potestativo  comparecer  ó  no  por  medio  de  Procurador,  las  notificacio- 
nes se  entenderán  en  el  segundo  caso  con  las  partes  mismas. 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo  es  nuevo,  y  está  fundado  en  el 
principio  de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oido.  Y  como  de  una 
resolución  judicial  puede  venir  perjuicio  á  una  persona  que  no  sea  parte 
en  el  litigio,  de  aquí  la  razón  y  la  justicia  de  que  se  ponga  en  su  conoci- 
miento la  providencia  para  que  acuda  si  cree  lastimados  sus  derechos. 

JiM-isprvdencia, — ^Las  sentencias  definitivas  se  leerán  en  sentencia  pú- 
blica y  se  notificarán  á  los  Procuradores  de  las  partes  el  mismo  dia  en 
que  se  publiquen,  ó  á  lo  más  al  siguiente  (23  de  Diciembre  de  1858). 

Véase. — Citación:  ¿há  de  ser  en  estrados  ó  personal  la  del  litigante 
rebelde  cuya  confesión  solicita  la  otra  parte?  Rev,,  tomo  XIV,  pág.  434. 
— Píffa  reconocimiento  de  firma;  Rev.,  tomo  XVII,  pág.  83. — Citación 
por  cédula  en  juicio  veAal.  ¿Puede  éste  celebrarse  en  rebeldía?  Rev,,  to- 
mo XVII,  pág.  537. — ¿Qué  papel  debe  usarse  cuando  el  demandado  re- 
side en  pueblo  distinto  del  Juez  de  paz  que  le  emplace,  para  que  la  cita 
tenga  efecto?  Reí),,  lomo  XVI,  pág.  424. 

Emplazamiento,  tomo  VIII,  pág.  248;  tomo  X,  pág.  39. 

Notificación,  tomo  X,  pág.  814.— Papel  en  que  ha  de  extenderse  la 
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notificación  por  cédula,  tomo  XIII,  pág.  473. — ^¿Deben  concurrir  testigos? 
Tomo  XXII,  pág.  87. — ^¿Puede  hacerse  al  Ministerio  fiscal  en  la  Sala  de 
Audiencia?  Bol.,  tomo  XL,  pág.  500. — ^Firma  de  testigos,  tomo  XLVI, 
página  211. 

Art.  261.  Si  por  la  mucha  extensión  de  una  sentencia  no 
fuera  posible  sacar  las  copias  para  notificarla  en  el  plazo  antes 
expresado,  se  podrá  dilatar  su  notificación  por  el  tiempo  indis* 
pensable,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de  cinco  dias. 

Este  artículo  no  tiene  precedente,  y  la  razón  abona  su  precepto;  que 
es  una  excepción  del  artículo  anterior,  pues  no  siempre  se  ordena  aquello 
que  es  factible  y  de  estricto  cumplimiento  en  un  término  ó  en  un  momen- 
to dado. 

Art.  262.  Las  notificaciones  se  practicarán  por  el  Escriba- 
no, Secretario  ú  Ofi.cialde  Sala  autorizado  para  ello,  leyendo 
íntegramente  la  providencia  á  la  persona  á  quien  se  hagan,  y 
dándole  en  el  acto  copia  literal  de  ella,  firmada  .  por  el  actua- 
rio, aunque  no  la  pida,  expresando  el  negocio  á  que  se  refiera. 
De  lo  uno  y  de  lo  otro  deberá  hacerse  expresión  en  la  dili- 
gencia. ("Ley  ant,^  arts,  21  y  22. — Ley  org,  delP.  /.,  art  543.) 

Por  más  que  la  ley  no  diga  copia  literal,  como  decia  la  ley  de  4  de 
Junio  de  1837,  así  se  ha  de  entender,  sin  embargo,  porque  esto  indica  la 
palabra  copia,  puesto  que  si  no  fuese  literal  no  seria  verdadera  copia. 

El  precepto  de  que  se  entregue  la  copia,  aungue  el  interesado  no  la 
pida,  es  terminante,  y  no  cumplirán  los  encargados  de  hacer  notificacio- 
nes con  la  ley  si  no  entregan  esa  copia,  puesto  (¡ue  la  ley  ha  querido,  al 
par  que  evitar  abusos,  que  los  interesados  á  quienes  se  notifica,  tengan 
en  su  poder  copia  del  mandato  judicial,  para  que  no  aleguen  excusa  al- 
guna, por  más  que  su  firma  puesta  al  pié  de  la  notificación  les  tenga  por 
enterados.  Y  por  otra  parte,  como  en  la  diligencia  se  ha  de  consignar  pre- 
cisamente que  ^e  entrega  esa  copia,  faltana  á  la  verdad  el  funcionario 
si  no  la  entregara,  y  sin  embargo  apareciera  en  la  diligencia  haberlo 
hecho. 

Art.  263.  Las  notifi  caciones  se  firmarán  por  el  actuario  y 
por  la  persona  á  quien  se  hicieren. 

Si  ésta  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  lo  hará  á  su  ruego 
un  testigo. 

Si  no  quisiere  firmar  ó  presentar  testigo  que  lo  haga  por 
ella  en  su  caso,  firmarán  dos  testigos  requeridos  al  efecto  por 
el  actuario. 

Estos  testigos  no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la  multa 
de  5  á  25  pesetas.  {Ley  anú.^  art.  22.) 

Las  firmas  del  interesado  y  del  Oficial  encsa^gado  de  hacer  las  noti- 
ficaciones, son  una  garantía  para  el  cumplimiento  del  mandato  judicial. 
Pero  la  ley  no  ha  podido  dejar  de  preveer  los  casos  en  que  la  persona  4 
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quien  se  notifica  no  sepa  ó  no  pueda  firmar,  y  en  estos  casos  ha  dispuesto 
que  lo  ha^a  á  su  ruego  un  testigo.  Y  aun  ha  ido  más  allá.  Ha  previsto 
también  el  caso  en  que,  sabiendo  y  pudiendo  firmar  no  quiera  hacerlo,  ni 
presentar  testigo  que  lo  haga  si  no  sabe  ó  no  puede,  y  para  este  acto,  que 
pudiéramos  llamar  de  rebeldía,  ha  dispuesto  que  firmen  dos  testigos  re- 
queridos al  efecto  por  el  actuario.  Y  como  pudiera  darse  el  caso  de  que 
estos  testigos  se  negaran,  les  impone  una  multa  de  5  á  25  pesetas. 

Este  último  párrafo  del  artículo,  gue  se  refiere  á  la  multa,  es  una 
innovación,  pues  la  ley  ha  querido  cerciorarse  de  que  la  notificación  se  ha 
hecho,  y  hacer  constar  la  imposibilidad  ó  negativa  del  notificado.  A  pesar 
del  buen  deseo  de  la  ley  y  ae  su  esquisita  previsión,  este  párrafo  puede 
dar  lugar  á  dudas.  Si  los  testigos  se  niegan  á  firmar,  claro  es  que  incurren 
en  la  multa  que  se  les  impone,  que  deberán  satisfacer.  Pero  la  notificación 
se  queda  sin  hacer.  ¿Podrá  el  interesado  excepcionar  que  no  ha  sido  noti- 
ficado? Los  testigos  que  se  nieguen  á  firmar,  á  pesar  de  que  la  ley  dice  que 
no  podrán  negarse,  ¿mcurrirán  en  otras  responsabilidades  y  estarán  afec- 
tos á  las  que  resulten  por  la  falta  de  notificación? 

Respecto  al  segundo  punto,  desde  luego  estamos  por  la  negativa.  La 
desobediencia,  el  acto  de  rebelión  á  la  ley  de  esos  testigos,  tiene  ya  su 
sanción  en  la  ley  misma;  y  toda  vez  que  esta  no  les  ha  impuesto  más  que 
la  multa,  sólo  de  ésta  son  responsables. 

En  cuanto  á  lo  primero,  esto  es,  á  si  el  que  habrá  de  ser  notificado  y 
no  lo  ha  sido  por  la  negativa  de  los  testigos,  podrá  excepcionar  la  falla 
de  notificación,  creemos  que  tal  excepción  no  podría  alegarla,  pues  si  sa- 
biendo firmar  no  quiere  hacerlo  ó  no  sabiendo  ó  no  pudiendo  no  quiere 
presentar  un  testigo  que  lo  haga  á  ^u  ruego,  esa  falta  de  obediencia  lleva 
consigo  los  p^'uicios  que  puedan  sobrevenir,  porque  en  otro  caso  seria 
autorizarle  para  aprovecharse  de  un  acto  ilegal,  con  el  fin  de  que  surtiera 
efectos  legales  á  su  favor. 

Art.  264.  Se  harán  las  notifiqaciones  en  la  Escribanía  ó  en 
el  local  que  en  cada  Tribunal  estuviere  destinado  áeste  fin,  si 
allí  comparecieran  los  interesados. 

No  compareciendo  oportunamente,  se  harán  en  el  domici- 
lio de  la  persona  que  deba  ser  notificada,  á  cuyo^fin  lo  desig- 
nará en  el  primer  escrito  que  presente. 

Este  artículo  es  nuevo  y  tiende  á  la  más  pronta  y  rápida  administra- 
ción de  justicia.  Si  los  encargados  de  hacer  las  notificaciones  tuvieran  ne- 
cesidad de  ir  de  casa  en  casa  haciendo  saber  á  las  partes  los  mandatos  ju- 
diciales, seria  recargarles  de  un  trabajo  extraordinario,  aparte  de  los  per- 
,  juicios  que  se  irrogarían  por  la  imposibilidad  muchas  veces,  de  hacer  en 
tiempo  las  notificaciones,  sobre  todo  en  asuntos  en  que  litigan  varíos 
V  á  todos  hay  que  notificar.  Por  eso  la  razón  y  la  conveniencia  de  que  se 
hagan  en  las  Escribamas  ó  en  el  local  de  cada  Tribunal  destinado  áeste 
fin,  si  comparecen  los  interesados  ó  si  no  en  su  domicilio,  que  previamen- 
te habrán  de  designar  en  el  primer  escrito  que  presenten. 

El  segundo  párrafo  clel  artículo,  se  refiere  sin  duda,  á  las  notifica<pio- 
nes  que  según  la  ley  hayan  de  hacerse  precisamente  á  los  interesados  y 
no  á  sus  representantes,  porque  l'especto  de  estos  el  artículo  siguiente 
aclara  el  contexto  de  la  ley.  • 
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Art.  265.  Cuando  los  Procuradores  no  comparezcan  opor- 
tunamente en  la  Escribanía  ó  local  destinado  al  efecto,  se  lea 
hará  también  la  notificación  en  su  domicilio.  Pero  en  este  caso 
será  de  su  cuenta  personal  el  aumento  de  gastos  que  ocasione 
la  diligencia,  sin  que  puedan  cargarlos  á  sus  poderdantes. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  anterior. 

Los  Procuradores  tienen  la  obligación  de  asistir  al  local  destinado  á  las 
notificaciones  para  oir  estas;  pero  como  pudjera  ocurrir  que  no  compare- 
cieran oportunamente,  la  ley,  á  fin  de  que  la  providencia  no  quede  sin 
cumplimentar,  dispone  que  se  les  haga  la  notincacion  en  su  domicilio,  . 
pero  siendo  de  su  cuenta  personal  el  aumento  de  gastos  que  ocasione  la 
diligeiicia,  sin  que  puedan  cargarlos  sus  poderdantes;  previsión  justa  de 
la  ley,  poique  la  morosidad  de  un  Procurador  no  debe  redundar  en  per- 
juicio de  su  cliente. 

Art.  266.  Cuando  sea  conocido  el  domicilio  del  ,que  deba 
ser  notificado,  si  á  la  primera  diligencia  en  busca  no  fuere  ha- 
llado en  su  habitación,  cualquiera  que  sea  la  causa  y  el  tiem- 
po de  la  ausencia,  se  Je  hará  la  notificación  por  cédula  en  el 
mismo  acto  y  sin  necesidad  de  mandato  judicial.  (Ley  ante- 
rior^ art.  23.) 

Atenta  siempre  la  ley  á  la  rápida  administración  de  justicia,  ha  teni- 
do presente  el  caso  de  no  poder  ser  notificada  una  persona  por  no  ser  co- 
nocido el  domicilio,  ó  conociéndolo  no  fuera  hallada  en  su  habitación 
Sor  cualquier  causa,  y  ha  dispuesto  que  se  le  haga  la  notificación  por  cér 
ula.  s 

£1  artículo  no  da  lugar  á  dudas.  La  notificación  por  cédula  se  hará  á 
\^  primera  diligencia  en  busca  de  la  persona  á  quien  se  haya  de  notificar 
y  sin  mamiato  judicial. 

Téngase  presente  sin  embargo,  y  á  pesar  de  que  la  ley  no  hace  excep- 
ción alguna,  que  en,  este  precepto  no  se  hallan  comprendidos  el  requeri- 
miento de  pago,  la  citación  de  remate  en  los  juicios  ejecutivos,  ni  los  de- 
más casos  en  ^e  por  la  ley  haya  necesidad  de  citar  más  de  una  vez. 

Art.  267.  La  cédula  para  las  notificaciones  contendrá: 

F  La  expresión  de  la  naturaleza  y  objeto  del  pleitg  ó  nego- 
cio, y  los  nombres  y  apellidos  de  los  litigantes. 

2^  Copia  literal  de  la  providencia  ó  resolución  que  haya  de 
notificarse. 

3^  El  nombre  de  la  persona,  á  quien  deba  hacerse  la  notifi- 
cación, con  indicación  del  motivo  por  el  que  se  hace  en  esta 
forma. 

4®  Expresión  de  la  hora  en  que  haya  sido  buscada  y  no  ha- 
llada en  su  domicilio  dicha  persona,  la  fecha,  y  la  firma  del 
actuario  notificante.  {Ley  ant.y  art.  23.) 

La  ley  anterior  no  determinábalos  extremos  que  habia  de  conten»  la. 
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M5édula  de  citación,  observándose  en  la  práctica  las  disposiciones  de  la  ley 
^e  4  de  Junio  de  4837. 

La  nueva  ley  es  en  este  punto  clara,  y  fija  taxativamente  estos  extre- 
mos. 

Art.  268.  Dicha  cédula  será  entregada  al  pariente  más 
-cercano,  familiar  ó  criado,  mayor  de  catorce  años,  que  sie  ha- 
llare en  la  habitación  del  que  hubiere  de  ser  notificado;  y  si  no 
se  encontrare  á  nadie  en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fue- 
re habido. 

Se  acreditará  en  los  autos  la  entrega  por  diligencia,  en  la 
que  se  hará  constar  el  nombre,  estado  y  ocupación  de  la  per- 
sana  que  reciba  la  cédula,  su  relación  con  la  que  deba  ser  no- 
tificada, y  la  obligación  que  aquella  tiene,  y  le  hará  saber  el 
actuario,  de  entregar  á  ésta  la  cédula  así  que  regrese  á  su  do- 
micilio, ó  de  darle  aviso  si  sabe  su  paradero,  bajo  la  multa  de 
5  á  25  pesetas. 

-  Dicha  diligencia  será  firmada  por  el  actuario  y  por  la  per- 
sona que  reciba  la  cédula;  y  si  ésta  no  supiere  ó  no  quisiere 
firmar,  se  hará  lo  que  se  previene  en  el  art.  263.  {Ley  ant.,  ar- 
ticulas 22  p  23.  Zey  de  4  de  Junio  de  1837  sodre  noúÑcaciones, 
'  disposición  3*.) 

iEste  artículo  ha  llenado  un  hueco  que  tenia  en  la  ley  anterior.  Esta, 
€U  su  art.  23,  no  decia  con  quién  hahia  de  entenderse  la  notificación  por 
cédula.  La  nueva  ley  fija  y  determina  la  persona  ó  personas  á  quien  deba 
hacerse,  la  forma  en  que  se  ha  de  hacer,  y  la  responsabilidad  en  que  in- 
curre si  no  cumple  con  la  obligación  que  contrae  al  recibir  la  cédula. 

VéAse  lo  que  hemos  dicho  al  tratar  del  art.  263  con  el  que  tiene  el  que 
nos  ocupa  íntima  relación. 

Art.  269.  Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona  que 
deba  ser  notificada,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se  ig- 
nore su  paradero,  se  consignará  por  diligencia,  y  el  Juez  man- 
dará que  se  haga  la  notificación,  fijando  la  cédula  en  el  sitio  • 
píiblico  de  costumbre,  é  insertándola  en  el  Diario  de  Avisos ^ 
donde  lo  hubiere,  y  si  no,  en  el  Boletin  OMaláe  la  provincia» 
También  podrá  acordar  que  se  publique  la  cédula  en  la  Ga^ 
neta  de  Madrid,  cenando  lo  estime  necesario. 

La  antigua  ley  nada  disponía  para  el  caso  en  que  se  ignorase  el  paradero 
de  la  persona  que  debia  ser  notincada.  En  la  práctica  se  suplia  esta  omi- 
sión obrando  por  razón  de  analogía,  de  acuerno  con  lo  prescrito  para  el 
-emplazamiento  de  la  demanda  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  270.  Las  disposiciones  que  preceden,  relativas^  alas, 
notificaciones,  serán  aplicables  á  las  citaciones,  emplazamien- 
tos y  requerimientos,' con  las  modificaciones  que  se  expresan 
^n  lo»  artículos  siguientes. 
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Después  de  haber  hablado  la  ley  minuciosamente  de  todo  lo  relativo  á 
las  notificaciones,  trata  íihora,  siguiendo  el  orden  que  se  ha  marcado  ea 
esta  sección,  de  las  citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos.  Hasta 
ahora  venian  haciéndose  las  citaciones.de  la  manera  y  forma  prescrita  e», 
la  ley  anterior  para  las  notificaciones. 

Art.  271.  Las  citaciones  y  los  emplazamientos  de  los  que^ 
sean  ó  deban  ser  parte  en  el  juicio  se  harán  por  cédula,  que 
será  entregada  al  que  deba  ser  citado,  en  lugar  de  la  copia  dé- 
la providencia,  haciéndolo  constar  así  en  la  diligencia.  (Z^y 
ant,,  art.  228.) 

El  artículo  de  la  ley  anterior,  del  cual  está  este  tomado  en  parte,  sólo- 
hablaba  de  la  forma  de  hacer  los  emplazamientos.  El  de  la  nueva  ley 
equipara  ambas  diligencias,*  determinando  (jue  una  y  otro  se  hagan  poi^ 
cédula,  aue  será  entregada  al  que  deba  ser  citado,  en  lugar  de  la  copia  dé- 
la providencia.  . 

No  dice  este  artículo  á  quién  ha  de  entregarse  la  cédula  en  el  caso  de- 
no  ser  hallada  la  persona  á  quien  ha  de  citarse  ó  emplazarse.  Pero  esta 
omision.no  puede  dar  lugar  á  duda;  porque  como  en  el  art.  270  se  dice 
que  las  disposiciones  qtie  le  preceden,  relativas  á  las  notificaciones,  serán 
aplicables  á  las  citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos,  con  las  mo- 
dificaciones que  se  expresan  en  los  artículos  que  le  siguen,  en  todo  aque- 
llo en  que  estos  no  modifiquen  aquellas  disposiciones,  habrá  de  estar  á  lo 
dispuesto  en  las  mismas.  De  manera  que  en  el  caso  de  no  hallar  á  la  per- 
sona á  quien  se  va  á  citar,  emplazar  ó  requerir,  la  cédula,  que  es  siempre 
precisa,  se  entregará  á  las  personas  y  por  el  orden  que  fija  el  art.  268. 

Jurisprudencia, — Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  haberse  emplazado 
á  los  demandados  cuando  su  domicilio  es  cierto  y  conocido,  puesto  qu» 
infringe  el  principio  inconcuso  de  derecho,  de  que  nadie  puede  ser  con- 
denado sin  haber  sido  oido  pré\iamente,  citado  y  vencido  en  juicio.  (4^ 
de  Noviembrt  de  1860.) 

El  emplazamiento  y  la  citación  de  las  partes  interesadas,  son  fórmulas 
de  las  más  esenciales  de  los  juicios,  hasta  el  punto  de  viciar  su  defecto*^ 
todo  procedimiento  judicial.  (16  de  Marzo  de  1864.)    ' 
'-       Son  innecesarios  la  citación  y  el  emplazamiento,  cuando  el  interesado^ 
se  presenta  expontáneamente  en  el  juicio.  (17  de  Setiembre  de  1867.) 

Art.  272.  La  cédula  de  citación  contendrá: 

1**  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dictado  la  providencia^* 
la  fecha  de  ésta  y  el  negocio  en  que  haya  reCaido. 

2**  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona  á  quien  se  haga  la 
citación. 

3*  El  objeto  de  la  citación  y  la  parte  que  la  hubiese  solici- 
tado. 

4®  El  sitio,  dia  y  hora  en  que  deba  comparecer  el  citado. 

5**  La  prevención  de  que  si  no  compareciere,  le  parará  el 
perjuicio  á  que  hubiere  lugar  en  derecho;  terminando  con  la 
Jecha  y  la  firma  del  actuario. 

Cuando  deba  ser  obligatoria  la  comparecencia,  se  le  hará; 
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«sta  prevención;  y  si  por  no  haber  comparecido  fuere  necesa- 
ria segunda  citación,  se  le  prevendrá  en  ella  qué  si  no  compa- 
rece ni  alega  causa  justa  que  se  lo  impida,  será  procesado  por 
el  delito  de  desobediencia  grava  á  la  Autoridad. 

Este  artículo,  nuevo  en  su  mayor  parte,  es  de  suma  importancia. 

En  primer  lugar  fija  los  térmmos  claros  y  precisos  en  que  deben  re- 
dactarse las  cédulas  de  citación,  términos  que  no  establecía  la  ley  anterior, 
y  que  son  aún  más  minuciosos  que  los  del  art.  267  para  las  notificaciones. 

El  último  párrafo  de  este  artículo  viene  á  confirmar  lo  que  hemos  di- 
cho al  tratar  del  art.  266.  Dispone  este,  que  cuando  no  sea  conocido  e^ 
domicilio  del  que  deba  ser  notificado,  ú  Á  \3l  j}rimera  diligencia  en  su 
busca  no  fuere  hallado,  se  le  hará  la  notificación  por  cédula;  é  hicimos 
notar,  que  á  pesar  de  que  el  artículo  no  da  lugar  á  dudas,  respecto  á  que 
la  notificación  por  cédula  se  hará  á  la  primera  diligencia,  y  de  que. la  ley 
no  hace  excepción  alguna  al  precepto,  én  él  no  se  nallaban  comprendidas 
las  diligencias  en  que  fuera  necesario  segunda  citación;  y  en  efecto,  el 
artículo  de  que  tratamos  habla  de  casos  en  que  sea  necesaria  esa  segunda 
citación. 

El  último  período  de  este  párrafo  júltimo  del  artículo  es  el  más  impor 
tante.  Seffun  él,  será  procesado  por  el  delito  de  desobediencia  grave  á  la 
Autoridad,  acpiél  á  quien  se  cita,  en  el  caso  en  que  siendo  obligatoria  la 
comparecencia  y  se  haya  hecho  antes  esta  prevención,  no  lo  verifique  ni 
alegue  justa  causa. 

Esta  es  una  sanción  penal  impuesta  por  una  ley  adjetiva  en  materia 
civil.  Y  hasta  tal  punto  invade  esta  ley  la  esfera  del  derecho  penal^  que- 
califica  ya  el  delito. 

Desde  luego,  el  procedimiento  habrá  de  incoarse  de  /oficio,  porque  el 
artículo  dice  que seráprocesado;  pero  en  cuanto  á  la  condena,  y  aun  á 
la  calificación  del  hecho,  sí  este  no  estuviera  comprendido  en  alguno  de^ 
los  artículos  del  Código  penal,  que  tratan  de  la  desobediencia  á  la  Auto- 
ridad, difícilmente  podría  calificarse  y  penarse  como  tal,  pues  en  materia 
de  delitos,  sólo  el  Código  penal  ó  las  leyes  penales  especiales  pueden  cas- 
tigarlos. 

Se  comprende,  sin  embargo,  la  intención  del  Legislador  y  su  buen 
deseo,  encaminados  á  no  hacer  ineficaces  los  mandatos  judiciales  y  á  evi- 
tar todo  motivo  para  suspender  ó  paralizar  los  litigios. 

Art.  273.  La  citación  de  los  testigos  y  peritos,  y  demás  per- 
sonas que  no  sean  parte  en  el  juicio,  cuando  deba  practicarse 
de  oficio,  se  hará  por  medio  de  un  alguacil. 

A  este  fin  el  actuario  extenderá  la  cédula  por  duplicado,  y 
el  alguacil  entregará  un  ejemplar  al  citado,  el  cual  firmará  su: 
recibo  en  el  otro  ejemplar  que  se  unirá  á  los  autos.  . 

También  podrán  hacerse  estas  citaciones  por  medio  de  ofi- 
cio, cuando  el  Juez  así  lo  estime  conveniente.  fReglamento  i^ 
Juzgados^  art  T.) 

Este  artículo  ya  no  se  refiere  á  las  partes  liti^ntes,  sino  á  \oi  testigos, 
p^tos  y  demás. personas,  cuyas  declaraciones,  informes  ó  datos  puedan 
interesar;  y  el  artículo  no  puede  dar  lugar  á  dudas,  porque  aun  cuando» 
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no  es  tan  minucioso  como  los  anteriores,  que  se  refieren  á  las  notificacio- 
nes  ó  citaciones  que  han  de  hacer  los  Actuarios  ó  Secretarios,  como  ya  ha 
dicho  la  ley  que  todo  lo  relativo  á  las  notificaciones  será  aplicable  á  las 
citaciones,  á  los  artículos  que  tratan  de  aquellas  habrá  que  acomodar  los 
que  se  ocupan  de  estas.  Así  se  ha  venido  entendiendo  en  la  práctica, 
fundándose  en  la  ley  de  4  de  Junio  de  1837,  y  en  los  artículos  21  y  de- 
más concordantes  de  la  antigua  ley. 

Art.  274.  La  cédula  de  emplazamiento  contendrá  los  re* 
quisitos  1®,  2**,  3°  y  5"  del  art.  272,  expresándose  además  en 
ella  el  término  dentro  del  cual  deba  comparecer  el  emplaza- 
do, y  el  Juzgado  ó  Tribunal  ante  quien  haya  de  verificarlo. 

La  ley,  en  el  art.  272,  habla  de  la  cédula  de  citación,  y  al  hacerlo 
ahora  de  la  de  emplazamiento,  cita  como  uno  de  sus  regpiisitos  el  del  nú- 
mero 5®  de  aquel  artículo,  que  no  tiene  aquí  aplicación,  pues  ya  no  se 
trata  de  citar,  sino  de  emplazar,  y  la  persona  á  quien  se  emplaza  es  evi- 
dente que  ha  comparecido  ya. 

Art.  275.  Los  requerimientos  se  harán  notificando  al  re* 
querido  en  la  forma  prevenida  la  providencia  en  que  se  man- 
de, expresando  el  actuario  en  la  diligencia  haberle  hecho  el 
requerimiento  en  aquélla  ordenado. 

Art.  276.  En  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamien- 
tos no  se  admitirá  ni  consignará  respuesta  alguna  del  intere- 
sado, á  no  ser  que  se  hubiere  mandado  en  la  providencia. 

En  los  requerimientos  se  admitirá  la  respuesta  que  diere  el 
requerido,  consignándola  sucintamente  en  la  diligencia. 

Estos  dos  artículos  están  alterados  en  su  cplocacion.  El  primero  habla 
de  los  reqijerimientos,  materia  de  que  no  se  ha  ocupado  la  ley  hasta  aho- 
ra, sino  en  el  epígrafe  de  esta  sección,  como  la  última  de  que  iba  á  tratar 
en  ella,  y  el  segundo  vuelve  á  hablar  de  las  notifi.caciones,  citaciones  y 
emplazamientos,  de  que  antes  se  habia  ocupado.  El  párrafo  segundo  del 
276  debiera  serlo  del  275,  que  trata  de  los  requerimientos,  y  no  del  Í76, 
que  habla  de  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos. 

Aparte  de  esta  falta  de  orden,  las  disposiones  de  ambos  artículos  son 
lógicas. 

Se  preceptúa  que  en  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos 
no  se  admitirá  m  consignará  respuesta  alguna  del  interesado,  á  no  ser , 
que  se  hubiere  mandado  en  la  providencia;  y  que  en  los  requerimientos 
se  admitirá  la  respuesta  que  diere  el  requerido,  consignándola  sucinta- 
mante  en  la  diligencia. 

La  razón  de  diferencia  está  en  la  distinta  naturaleza  de  unas  y  otras 
diligencias.  Todas  tienden  á  hacer  saber  un  mandato  judicial,  pero  cada 
ima  de  ellas  con  distinto  objeto  y  diversos  fines.  En  la  notificación,  cita- 
ción ó  emplazamiento  se  trata  de  llamar  á  una  persona  para  que -compa- 
rezca en  juicio,  á  estar  á  derecho,  ó  para  que  comparezca  ante  la  presen- 
cia judicial  en  un  término  que  se  le  nja,  y  en  el  requerimiento  se  le  amo- 
nesta á  cpie  haga  ó  deje  de  hacer  alguna  cosa,  ó  se  le  intima  ó  se  pone  en 
jsu  conocimiento  algo  con  autoridad  pública.  Así  que  en  el  requeruniento 
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es,  no  sólo  admisible,  sino  necesario,  que  al  requerido  se  le  i>ermita  dar 
contestación  ó  escusa,  lo  que  no  puede  tener  lugar  en  las  notificaciones, 
citaciones  ó  emplazamientos,  porque  en  estos  casos,  si  no  acude  al  llama- 
miento, le  parará  el  perjuicio  á  que.  haya  lugar  en  el  asunto  que  se  ven- 
tile, pero  no  se  le  puede  autorizar  para  que  en  el  acto  de  ser  notificado, 
citado  ó  emplazado  conteste  á  lo  que  «1  Tribunal  ha  ordenado. 

Art.  277.  Cuando  la  citación  ó  emplazamiento  haya  de  ha- 
cerse por  medio  de  exhorto  ó  de  carta-órden,  se  acompañará 
al  despacho  la  cédula  correspondiente. 

En  este  artículo  se  habla  de  eahtrtos,  pero  de  ima  manera  incidental. 
Como  esta  materia  está  tratada  en  la  sección  quinta  de  este  título,  en  ella 
expondremos  lo  que  se  refiere  al  particular. 

Art.  278.  Las  cédulas  para  las  no'tificacíones,  citaciones  y 
emplazamientos  se  extenderán  en  papel  comían. 
'    Art.  279.  Serán  nulas  las  notificaciones,  citaciones  y  em- 
plazamientos que  no  se  practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  esta  sección. 

Sin  embargo,  cuando  la  persona  notificada,  citada  6  em- 
plazada se  hubiere  dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá 
desde  entonces  la  diligencia  todos  sus  efectos,  como  si  se  hu- 
biese hecho  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley. 

No  por  esto  quedará  relevado  el  actuario  de  la  corrección 
disciplinaria  establecida  en  el  artículo  que  sigue.  fZe^  ant.^ 
art,  24.  Le^  de  casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878,  art.  5°, 
pdrra/o  j)rimero,J 

Gomo  la  notificación  de  una  fjro videncia  ó  mandato  judicial  es  de 
suyo  tan  importante  en  la  tramitación  de  un  procedimiento  judicial,  hasta 
el  punto  de  considerarse  como  una  falta  esencial  del  juicio,  y  da  lugar  al 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  reponiéndose  los  au- 
tos al  estado  que  tenían  al  cometerse  aquélla,  es  decir,  anulando  quizás 
t6do  un  procedimiento  y  causando  graves  perjuicios  y  no  menos  gastos, 
de  aquí  que  la  ley  haya  tenido  que  prevenir  abusos,  y  la  mejor  manera 
de  prevenirles  es  imponer  una  sanción  penal  al  que  los  cometa. 

En  primer  lugar  declara  este  su'tículo  la  nulidad  de  las  notificaciones, 
citaciones  y  emplazamientos  que  no  se  practiquen  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  esta  sección.  Es  decir,  aquéllas  en  las  que  falte  un  requisito, 
tan  sólo  uno,  de  los  que  se  fijan  y  preceptúan  en  la  sección.  Cualquiera 
de  ellos  que  falten  da  lugar  á  la  nulidad;  nulidad,  sin  embargo,  que  no 

Í)uede  decretarla  el  Juez  de  oficio.  La  ley  no  hace  más  que  calificar  de  nu- 
as  las  notificadones  hechas  sin  las  formalidades  aue  ella  misma  prescri- 
be; pero  la  parte  que  se  crea  perjudicada  es  quien  ha  de  pedir  la  nulidad, 
y  en  vista  de  su  reclamación,  el  Juez  la  decretará.  Y  esto  lo  corrobora  la 
misma  ley  de  casación,  puesto  que  si  bien  declara  que  há  lugar  al  recur- 
so por  ouebrantamiento  de  forma,  siendo  una  de  las  faltas  que  dan  lugar 
á  él  la  de  citación  ó  emplazamiento,  añade  que,  para  que  paedan  ser  ad- 
mitidos estos  recursos,  es  indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsanacion 
de  falta  en  la  misma  instancia  en  que  se  cometió. 
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Viene  desíjués  el  segundo  párrafo  dd  artículo,  que  parece  una  contra- 
dicción del  primero,  pero  que  no  es  más  que  una  excepción,  y  excepción 
lógica  y  conveniente. 

Las  formasen  el  procedimiento  se  han  introducido  en  beneficio  y  en 
garantía  de  las  partes  que  en  él  contiendan,  y  sólo  á  las  partes  pueden 
Beneficiar  ó  perjudicar  su  observantia  ó  inobservancia;  v  de  aquí  que  si 
la  persona  notificada  se  hubiere  manifestado  en  juicio  sanedora  de  ía  pro- 
videncia, la  diligencia  surtirá  desde  entonces  todos  sus  efectos,  como  si 
se  hubiese  hecho  con  arreglo  á  la  ley.  Pero  téngase  presente  t[ue  la  ma- 
nifestación ó  el  acto  de  darse  por  enterada  la  persona  á  quien  se  ha  de 
notificar  ha  de  ser  en  el  Juicio. 

La  ley  anterigr  sólo  decía  enjuicio,  Y  como  hayan  ocurrido  dudas 
sobre  esta  palabra,  la  nueva  ley  ha  sido  más  explícita  y  dice  e7i  elJuicio\. 
es  decir,  en  el  mismo  pleito  en  que  se  haya  practicado  la  diligencia  nula; 
porque  si  se  hubiera  hecho  fuera  del  juicio,  entonces  tendrá  derecho  Á 
reclamar  la  nulidad.  '        . 

Esta  manifestación  ó  este  acto  de  quedar  enterada  ó  darse  por  ente  - 
rada^  no  es  necesario  que  se  haga  de  una  terminante,  sino  que  basta  al 
efecto  que  se  haga  de  una  manera  tácita.  Por  ejemplo,  si  comparece  en  el 
juicio  en  virtud  de  la  providencia  notificada  de  una  manera  ilegal,  esto 
«s,  aprovechando  ó  combatiendo  el  contenido  de  ella,  sin  reclamar  contra 
la  nulidad  de  la  notificación,  es  evidente  que  conoce  la  providencia  y  que 
se  da  ^or  enterada  de  ella,  y  ya  no  puede  reclamar  contra  la  nulidad. 
Ahora,  si  se  persona  en  el  juicio,  sin  que  |)ueda  por  sus  pretensiones  ó 
palabras  venirse  en  conocimiento  de  que  sabia  la  providencia,  en  ese  caso 
no  puede  tenérsele  por  enterada  y  podría  reclamar  á  fin  de  obtener  la  nu- 
lidad de  la  diligencia. 

Y  siguiendo  la  ley  en  su  laudable  deseo,  de  que  los  mandatos  judicia- 
les tengan  debido  cumplimiento,  á  pesar  de  dar  validez  en  tal  caso  á  la 
notificación  hecha  ilegalmente,  sin  embargo,  disponen  que  no  por  eso 
quedará  relevado  el  actuario  de  la  corrección  disciplinaria  que  se  establece 
en  el  artículo  siguiente,  disposición  por  todo  extremo  digna  de  elogio,  y 
de  la  cual  nos  ocuparemos  en  su  lugar. 

«7«mjcr.ií¿^wc2a.— Puede  haber  nulidad  cuando  no  se  cita  á  las  perso- 
nas á  quienes  hayan  de  perjudicar  los  compulsorios  que  se  libren  para 
llevar  al  juicio.  (13  de  Setiembre  de  4859.) 

La  falta  de  citación  para  inspección  judicial  no  fjroduce  nulidad,  por- 
que dicha  diligencia  no  tiene  el  carácter  de  probatoria.  (19  de  Noviembre 
de  1859.) 

No  es^  necesaria  la  citación  de  las  partes  en  los  incidentes,  al  llamar 
los  autos  á  la  vista,  sino  cuando  ha  mediado  prueba.  (121  de  Octubre 
de  1860.) 

Vjéanse  las  sentencias  insertas  á  continuación  del  art.  271,  el  ar- 
tículo 280  de  esta  ley  y  los  comprendidos  en  su  título  XIII. 

Art.  280.  El  auxiliar  ó  subalterno  que  incurriere  en  moro- 
sidad en  el  desempeño  de  las  funciones  que  por  esta  sección  le 
corresponden,  ó  faltare  á  alguna  de  las  formalidades  en  la 
misma  establecidas,  será  corregido  disciplinariamente  por  et 
Juez  ó  Tribunal  de  quien  dependa  con  una  multa  de  25  á 
¿O  pesetas. 

Será  además  responsable  de  cuantos  perjuicios  y  gastos  se 
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hayaa  ocasionado  por  su  culpa.  fLey  ani.y  art,  24,  parra* 
fol\) 

Este  artículo  está  íntimaipente  relacionado  con  el  anterior  como  al 
final  del  mismo  se  dice.  Por  él  se  impone  una  corrección  disciplinaría  al 
Auxiliar  ó  subalterno  que  incurriere  en  morosidad  en  el  desempeño  de 
las  funciones  que  por  esta  sección  le  corresponden,  ó  faltare  á  alguna  de 
las  formalidades  de  la  misma;  disposición  que  volvemos  á  repetir  es  justa; 
puesto  C[ue  los  intereses  de  las  partes  no  pueden  estar  á  merced  de  la  ne- 

fligencia,  ineptitud  ó  interés  de  un  Actuario  ó  Auxiliar,  que  por  su  cargo 
ene  spr  el  primero  en  cumplir  con  las  prescripciones  de  la  ley. 
El  artículo  no  da  lugar  á  dudas.  Una  vez  que  el  Juez  ó  el  Tribunal  ob- 
serven las  faltas  cometidas  en  la  notificación  ó  en  la  diligencia  encomen- 
dada M  Auxiliar  ó  Actuario,  impondrán  á  éste  la  multa  designada,  sin  que 
puedan  condonarla,  puesto  que  el  artículo  no  los  autoriza  para  ello,  y  lo 
único  que  les  permite  es  recorrer  la  escala  de  la  pena,  é  imponer  la  que 
esté  dentro  de  las  25  á  las  50  pesetas. 

Y  en  cuanto  al  último  párrafo  del  artículo,  si  por  la  falta  de  notifica- 
ción en  forma  ó  por  morosidad  en  el  desempeño  de  cualquiera  de  sus  fun- 
ciones se  ocasionen  perjuicios  ó  gastos,  justo  es  que  el  funcionario  que  dé 
lu^ar  á  ellos  sufra  las  consecuencias  de  su  falta  é  indemnice  de  esos  per- 
juicios y  esos  gastos. 

Desde  luego  entendemos  que  en  la  palabra  gasta  van  incluidas  las 
costas  que  se  causen  ñor  virtud  de  tal  falta,  por  más  que  la  ley  no  lo  diga, 
porque  en  otro  caso  habria  que  imponerlas  á  alguna  de  las  partes,  ó  de 
oficio,  y  en  ambos  casos  se  sufren  perjuicios  y  gastos. 

SECCIÓN  CUARTA. 

DE  LAS  NOTIFICACIONES  EN  LOS  ESTRADOS. 

Continúa  la  ley  tratando  de  las  notificaciones,  y  al  ocuparse  de  aque- 
llas que  no  pueden  hacerse  á  los  litigantes,  por  la  ausencia  voluntaria  de 
los  mismos,  habla  de  la  rebeldía^  aunque  de  una  manera  incidental.  Y  de- 
cimos incidental,  porque  lo  relativo  á  los  juicios  en  rebeldía,  lo  trata  la 
ley  en  el  libro  segundo,  título  cuarto. 

Rebeldía^  en  lenguaje  forense,  significa  que  citado  el  reo  y  no  com- 
pareciendo, se  le  tiene  y  considera  como  presente  para  la  prosecución  del 
pleito,  y  se  sigue  éste  en  los  estrados  del  Juzgado  ó  Tribunal,  que  por 
una  ficción  de  derecho  representan  en  tal  caso  la  persona  del  ausente  con- 
tumaz ó  rebelde,  que  habiendo  sido  citada  en  debida  forma,  no  comparece 
á  defenderse;  ficción  que  es  necesaria  para  amparar  los  derechos  de  los 
demandantes  y  de  que  se  creen  asistidos  para  reclamarlos.  Y  no  sería  jus- 
to que  por  la  ausencia  voluntaria  é  intencionada  del  demandado,  el  pleito 
quedase  paralizado,  con  notorio  perjuicio  de  los  derechos  del  demandante, 
y  haciendo  de  mejor  condición  al  rebelde  que  al  obediente. 

Art.  281.  En  toda  clase  de  juicios  é  instancias,  cuando  sea 
declarado  ó  se  constituya  en  rebeldía  un  litigante,  no  compa- 
reciendo en  el  juicio  después  de  citado  en  forma,  no  se  volverá 
á  practicar  diligencia  alguna  en  su  busca. 

Todas  las  providencias  que  de  allí  en  adelante  recaigan  en 
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el  pleito,  y  cuantos  emplazamientos  y  citaciones  deban  hacér- 
sele, se  notificarán  y  ejecutarán  en  los  estrados  del  Juzgado  6 
Tribunal,  salvo  los  casos  en  que  otra  cosa  se  prevenga.  ^Zey 
anty  art.  1181.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  concuerdan  con  las  del  1481  de  la 
anterior,  si  bien  son  más  explícitas  en  el  de  la  nueva  ley. 

En  el  de  la  antiffua  no  se  decía  en  qué  clase  de  juicios  en  que  fue- 
ran declarados  en  rebeldía  los  litigantes  se  hablan  de  practicar  las  noti- 
ficaciones y  diligencias  en  estrados.  La  nueva  ley  empieza  por  consignar 
que  en  toda  clase  de  juicios  é  instancias  ha  de  hacerse  así;  y  ya  no  puede 
caber  duda  alguna  sobre  esto. 

Todas  las  providencias— dice  el  segundo  párrafo  de  este  artículo— -que 
de  allí,  es  decir,  desde  la  declaración  de  rebeldía,  recaigan  en  el  pleito  y 
cuantos  emplazamientos  y  citaciones  deban  hacérsele,  se  notificarán  y  eje- 
cutarán en  los  estrados  del  Juzgado  ó  Tribunal,  salw  los  casos  en  que 
otra  cosa  se  prevenga. 

•  La  palabra  ejercitarán  se  refiere  á  las  citaciones  y  no  á  las  pro- 
videncias, porque  la  ejecución  de  estas  no  puede  entenderse  más  que  con 
la  misma  persona  que  ha  de  cumplirlas,  .cuando  se  manda  hacer  una  cosa. 

La  excepción  que  al  final  pone  el  artículo,  no  queda  al  arbitrio  del 
Juez  ó  Tribunal,  sino  á  lo  que  en  otros  casos  se  prevenga. 

Jy/risprudencia. — ^Las  leyes  13  y  19,  título  XXII,  y  14,  título  XXIIÍ, 
Partida  '3*,  no  pueden  aplicarse  á  los  juicios  en  rebeldía,  puesto  que  la 
parte  tiene  derecho  á  presentarse  en  la  segunda  instancia.  (14  de  Abril 
de  1866.) 

Véase  lo  indicado  al  pié  del  art.  260  de  la  presente  ley. 

!  Art.  282.  Las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos 
de  que  habla  el  artículo  anterior,  se  verificarán  leyendo  las 

Ero  videncias  que  deban  notificarse,  ó  en  que  se  haya  mandado 
acer  la  citación,  en  la  audiencia  pública  del  Juez" ó  Tribunal 
que  las  hubiere  dictado,  y  á  presencia  de  dos  testigos,  los  cua- 
les firmarán  la  diligencia  que  .para  hacerlo  constar  se  exten- 
derá en  los  autos,  autorizada  por  el  actuario.  {Ley  ant,  ar- 
ticulo  1182  ) 

Art.  283.  Los  autos  y  sentencias  que  se  notifiquen  en  es- 
trados y  las  cédulas  de  las  citaciones  y  emplazamientos  que  se 
hagan  en  los  mismos,  se  publicarán  además  por  edictos,  que 
deberán  fijarse  en  la  puerta  del  local  donde  celebren  sus  au- 
diencias los  Jueces  ó  Tribunales,  acreditándolo  también  por 
diligencia. 

La  parte  dispositiva  de  las  sentencias  definitivas  se  inser- 
tarán además  en  los  periódicos  oficiales,  en  los  casos  y  en  la 
forma  que  determina  la  ley.  En  este  caso  se  unirá  á  los  autos 
un  ejemplar  del  periódico  en  que  se  haya  hecho  la  publica- 
ción, {Ley  ant,  artículos  1183  y  1190.) 

La  ley,  suponiendo  por  la  ficción  legal  que  hemos  dicho,  que  .el  de- 
mandado rebelde  está  presente,  ha  querido  revestir  de  la  mayor  soJemni- 
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dad  los  aetos  que  se  practiquen  en  el  pleito  que  de  tal  manera  se  sigue,  y 
reseña  minuciosamente  la  forma  en  que  ha  de  hacerse;  y  para  que  no  se 
crea  que  esto  es  una  mera  fórmula,  y  con  el  objeto  de  que  todo  cuanto  se 
haga  pueda  llegar  á  conocimiento  del  interesado,  da  á  las  diligencias  y 
reáduciones  la  mayor  publicidad,  disponiendo  que  se  fijen  edictos  en  las 
puertas  del  local  donde  se  celebre  la  audiencia  y  las  sentencias  definitivas 
se  inserten  en  los  periódicos  oficiales,  uniéndose  á  los  autos  un  ejemplar 
de  estos. 

Jurisprudencia, — El  no  haberse  limitado  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci* 
vil  á  que  la  sentencia  definitiva  se  notifique  al  litigante  rebelde  en  estra- 
dos, como  lo  previene  para  todas  las  demás  providencias  que  recaigan  ea 
el  pleito,  y  al  exigir  además  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales,  se 
ha  propuesto  el  fin  de  procurar  por  los  medios  adecuados,  que  llegue  á 
conocimiento  del  litigante  rebelae,  dando  así  á  las  sentencias  definitivas 
la  mayor  importancia  y  trascendencia  que  en  sí  tienen  sobre  las  otras  pro- 
Tidencias.  Mientras  no^  se  hayan  practicado  todas  y  cada  una  de  dichas 
put^Iicaciones,  la  sentencia  nunca  pasará  á  ser  ejecutoria  ni  empezará  á 
correr  el  término  de  la  apelación.  (29  de  Octubre  de  1874.) 

SECCIÓN  QUINTA. 

DE  LOS  SUPLICATORIOS,  EXHORTOS,   CARTAS-ÓRDENES  Y  MANDAMIENTOS. 

Én  esta  última  sección  de  este  título  se  ocupa  la  ley  de  la  práctica  de 
diligencias  (jue  han  de  efectuarse  en  sitio  distinto  de  aquel  en  que  se  siga 
el  pleito  ó  litigio  que  las  origina. 

Los  suplicatorios,  exhortes,  cartas-órdenes  y  mandamientos,  aun  cuan- 
do tienden  al  mismo  fin,  que  es  el  de  cometer  á  otro  Juez  ó  Tribunal  las 
diligencias  que  no  puede  practicar  el  qua conoce  del  litigio,  se  diferencian» 
sin  enthargo,  por  razón  de  la  persona  que  las  dirige  y  la  de  aquél  á  quien 
van  dirigidas  y  por  la  forma  en  que  se  extienden.  , 

Suplicatorio  es  el  despacho  que  un  Juez  ó  Tribunal  dirige  á  otro  su- 
perior en  grado,  y  en  el  que  ha  de  usar  de  palabras  respetuosas  y  que 
marquen  la  diferencia  de  escala  que  les  separa:  exhorto  el  dirigido  á  uno 
de  igual  grado,  aunque  de  diferente  jurisdicción,  y  en  el  que  usará  pala- 
bras decorosas  y  urbanas;  carta  orden  el  que  se  dirige  á  un  subordinado 
ó  inferior,  concebido  en  estilo  preceptivo,  si  bien  atento,  y  mandamiento 
el  en  que  se  manda  ejecutar  alguna  cosa,  y  cuya  ejecución  corresponde  á 
los  Registradores,  Notarios  ó  subalternos  del  Juzgado  ó  Tiibunal. 

Art.  284.  Los  Juces  y  Tribunales  se  auxiliarán  mutua* 
mente  para  la  práctica  de  todas  las  diligencias  que  fueren  ne- 
cesarias y  se  acordaren  en  los  negocios  civiles.  {Ley  org,  del 
Poder  judicial,  arts.  270,  núm,  6^-  272,  pdr,  3**;  273,  nim.  5**, 
y  275,  núm,  T.— Decreto  de  Cortes  de  II  de  Setiembre  de  1820, 
restablecido  por  Real  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836. — Real  or- 
den debde  Diciembre  de  1862.) 

Sin  el  mutuo  auxilio  de  los  Jueces  y  Tribunales,  dada  la  organización 
de  estos,  seria  imposible  la  buena  administración  de  justicia;  porque  como 
cada  Juez  y  Tribunal  tiene  marcado  su  territorio,  fuera  del  cual  no  tiene 
jurisdicción,  desde  el  momento  en  que  una  diligencia  cualquia*a  hubiera 
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de  practicarse  fuera  de  su  territorio,  dejarían  de  conocer  del  asunto  en 
aquel  punto  dado,  y  la  parte  que  tuviera  interés  en  que  aquella  diligencia 
se  practicara,  se  vería  precisada  á  solicitarlo  del  Juez  en  cuyo  terrítorío 
se  hubiera  de  practicar,  y  en  el  juicio  y  forma  correspondiente,  lo  cual, 
aparte  de  la  variedad  de  jurísdicciones,  traería  grandes  gastos  y  dilacio- 
nes. De  aquí  el  que  por  la  ley  se  obligue  á  los  Jueces  y  Tribunales  á  pres- 
tarse miituo  auxilio,  y  á  que  practiquen  diligencias  por  encargo  y  dele- 
gación de  otro  Juez  ó  Tribunal,  que  es  el  que  lleva  la  dirección  única  del 
pleito. 

Véase  lo  dicho  en  el  art.  254. 

Art.  285.  Cuando  una  diligencia  judicial  hubiere  de  ejecu- 
tarse fuera  del  lugar  del  juicio,  ó  por  un  Juez  ó  Tribunal  dis- 
tinto del  que  la  hubiere  ordenado,  éste  cometerá  su  cumpli- 
miento al  que  corresponda  por  medio  de  suplicatorio,  exhorto 
carta-órden. 

Empleará  la  forma  del  suplicatorio  cuando  se  dirija  á  un 
Juez  ó  Tribunal  superior  en  grado:  la  de  exhorto  cuando  se  di- 
rija á  uno  de  igual  grado;  y  la  de  carta-órden  (í  despacho  cuan- 
do se  dirija  á  un  subordinado  suyo.  {Ley  ant,,  art,  34. — Regla- 
mentó  de  los  Juagados  de  frimera  instancia  de  V*  de  Mayo  de 
1844,  artículo  18. — Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  artículos 
.  57  al  63. — Com'pilacion  general  en  materia  de  procedimientos  cri- 
mit^ales,  artículos  297  a/  31 1 .) 

.  En  este  artículo  no  se  hace  más  que  prescribir  la  forma  en  que  ha  de 
-cumplirse  la  prescrípcion  del  255. 

Véase. — Exhortos,  i2^.,  tomo  7®,  pág.  287. — Exposición  y  anáhsis 
de  la  legislación  vigente  sobre  exhortos,  tomo  32,  pág.  177. 

Art.  286.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  entenderá 
sin  perjuicio  de  la  facultad  que  tienen  los  Jueces  de  primera 
instancia  para  constituirse  en  cualquier  punto  ó  pueblo  de  su 
partido  judicial,  á  fin  de  practicar  por  sí  mismos  las  diligen-^ 
cias  judiciales,  cuando  lo  estimen  conveniente. 

Realmente  es  innecesaria  la  aclaración  ó  salvedad  de  este  artícuk);  por- 
que como  el  Juez  tiene  un  territorio  determinado,  dentro  del  cual  ejerce 
su  jurisdicción  que  alcanza  á  todo  él,  dicho  se  está  que  puede  practicar 
por  sí  mismo  cuantas  diligencias  estime  necesarías  á  la  buena  administra- 
ción de  justicia,  ó  delegar  la  práctica  de  éstas  á  sus  inferiores  los  Jueces 
municipales,  si  así  lo  juzga  más  conveniente. 

Art.  287.  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  ordenado  la  prác- 
tica de  una  diligencia  judicial  no  podrá  dirigirse  con  este  ob- 
jeto á  Jueces  ó  Tribunales  de  categoría  ó  grado  inferior  que 
no  le  están  subordinados,  debiendo  entenderse  directamente 
con  el  superior  de  estos  que  ejerciere  la  jurisdiccipn  en  el 
mismo  grado  que  el  exhortante.  {Decreto  de  Cortes  dé  11  de^ 
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Setiembre  de  1820,  restallecido  por  Real  decreto  de  30  de  Agosto 
4e  ISSñ,^- Acuerdo  del  Tribunal  Supremo  de  justicia  comunicado 
4  las  Audiencias  en  16  de  Agosto  de  1837. — Real  orden  de  30  de 
Setiembre  de  1848.) 

Este  artículo  es  lógico  y  obedece  á  la  organización  de  Tribunales. 
Cada  Juez  ó  Tribunal  no  puede  tener  más  que  un  superior  inmediato,  del 
que  ha  de  recibir  sus  órdenes.  Así  que  los  Jueces  ó  los  Tribunales  no  pue- 
den dar  éstas  más  que  á  sus  inferiores  ó  subordinados;  y  cuando  sea  ne- 
cesario encomendar  la  práctica  de  diligencias  á  Jueces  de  inferior  catego- 
ría, pero  de  distinta  jurisdicción,  no  pueden  hacerlo  directamente  á  éstos, 
sino  que  tienen  que  dirigirse  á  su  superior  para  que  éste  se  lo  ordene. 

Art.  288.  Para  ordenar  el  libramiento  de  certificaciones  ó 
testimonios,  y  la  práctica  de  cualquiera  diligencia  judicial  cuya 
ejecución  corresponda  á  Registradores  de  la  propiedad.  Nota- 
rios, auxiliares  ó  subalternos  de  Juzgado  Ó  Tribunal,  se  em- 
,pleará  la  forma  de  mandamiento.  , 

Hay  diligencias  que,  si  bien  son  y  se  entienden  judiciales,  no  pueden 
practicarlas  los  Jueces  ni  Tribunales,  como  son  las  anotaciones  ó  inscrip- 
ciones en  los  Registros  de  la  propiedad,  ó  las  certificaciones  de  los  Regis- 
tradores, la  expedición  de  copias  de  escrituras  ó  documentos  púbhcos 
x)torgados  bajo  fé  de  Notario,  la  exhibición  de  protocolos,  etc.;  y  para 
estos  casos,  y  para  los  efectos  de  la  buena  administración  de  justicia,  se 
considera  á  todos  estos  funcionarios  como  subordinados  al  Juzgado  ó  Tri- 
l)unal  correspondiente. 

Cuando  el  Juzgado  ó  Tribunal  tengan  míe  dirigirse  á  los  Registrado- 
res ó  Notarios  dé  su  territorio,  lo  harán  airectamente  á  los  mismos,  por 
medio  de  mandamiento,  pero  cuando  el  Registrador  ó  el  Notario  sean  de 
jdis tinto  partido  ó  territorio,  el  Juez  que  acuerde  su  diligencia  se  dirigirá 
jpor  medio  de  exhorto  al  del  partido  en  que  radique  el  Registro  ó  la  Nota- 
ría, para  que  éste  á  su  vez  mande  á  aquellos  practicar  la  diligencia  acor- 
dada. 

Art.  289.  Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  que  d¡- 
-rigirse  á  Autoridades  y  funcionarios  de  otro  orden,  usarán  la 
forma  de  oficios  ó  exposiciones,  según  el  caso  lo  requiera. 
{^Acuerdo  del  Tribunal  Suprema  de  Justicia,  comunicado  d  las  Au- 

:d¿en(»as  en  16  de  Agosto  de  1837,  disposición  3*. — Leg  de  Enjui- 
ciamiento criminal  y  art.  ^9^.-^  Compilación  general  en  materia 
de  procedimientos  criminales  y  artículos  308  y  309. — Real  orden 

.de  30  de  Setiembre  de  1848.) 

•  A  veces  los  Jueces  y  Tribunales  tienen  que  dirigirse  á  Autoridades  ó 
funcionarios  de  otro  orden,  y  para  este  caso  la  ley  ordena  que  lo  hagan 
en  la  forma  de  o^cios  ó  exposiciones,  según  sus  casos.  No  dice  la  let  cuá- 
les sean  éstos,  es  decir,  cuándo  lo  han  de  hacer  por  medio  de  oficio  y 
xuándo  por  n¿dio  de  exposición.  ^ 

OJiciOy  significa  comunicación  por  escrito  que  un  empleado  dirige  á 
^otro,  y  exposición,  memorial  ó  solicitud  dirigidos  á  una  persona  ó  corpo- 
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ración.  Atendiendo,  pues,  á  estas  palabras,  los  Jueces  ó  Tribunales,  en  el' 
caso  del  articulo,  usarán  de  una  ú  otra  forma,  según  la  persona  á  quien  se 
dirijan  y  el  objeto  de  la  petición. 

Art.  290.  Los  exhortos  y  demás  despachos  serán  admitidos- 
en  el  Juzgado  ó  Tribunal  exhortado,  sin  exigir  poder  á  la  per- 
sona que  los  presente^  ni  permitirle  que  los  acompañe  con  es- 
crito, á  no  ser  que  fuere  indispensable  para  dar  explicaciones 
ó  noticias  que  faciliten  su  cumplimiento. 

El  actuario  á  quien  corresponda  extenderá  diligencia  á  con- 
tinuacron  del  exhorto  ó  despacho,  expresando  la  fecha  de  sti 
presentación  y  la  persona  que  lo  hubiere  presentado,  á  la  cual 
dará  recibo,  y  firmará  con  ésta  la  diligencia,  dando  cuenta  al 
Juez  6  Tribunal  en  el  mismo  dia,  y  si  no  fuere  posible,  en  el 
siguiente  hábil.  {Ley  ant.^  art,  229,  'j^ár,  3°. — Recklórdm  de  5 
de  Diciembre  de  1862.) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  del  284,  que  dice  que  los  Jueces  y 
Tribunales  se  auxiliarán  mutuamente  para  la  práctica  de  diligencias.  El 
artículo  es  claro.  Únicamente  se  deja  al  arbitrio  judicial  el  aamitir  ó  no 
escrito,  acompañando  el  exhorto  ó  despacho,  pero  esto  no  puede  dar  oca-- 
sion  á  conflicto  ni  dilación  alguna. 

El  artículo,  en  sus  dos  párrafos,  habla  de  exhortos  y  demás  despachos^ 
y  parece  que  confunde  unos  y  otros;  ó  que  usa  como  sinónimas  ambas 
palabras;  pero  ya  hemos  dicho  anteriormente  lo  que  se  entiende  por  unos 
y  otros. 

Por  lo  demás,  el  artículo  es  bien  explícito,  en  cuanto  á  la  rapidez  con 
aue  se  han  de  acordar  las  diligencias  del  recibimiento  del  exhorto  ó  man- 
dato. 

Art.  291.  Los  exhortos  y  demás  despachos  antes  expresa- 
dos, se  entregarán  para  que  gestione  su  cumplimiento  á  la  par- 
te á  cuya  instancia  se  hubieren  librado. 

Si  lo  solicitare  la  contraria,  se  le  fijará  término  para  pre- 
sentarlos á  quien  vayan  cometidos.  {Ley  anl.,  art  229,  pdr* 
ra/o  P. — Compilación  general  en  materia  de  procedimientos  cri^- 
mínales,  art.  300.) 

Como  nadie  puede  tener  más  interés  en  que  una  diligencia  se  practi- 
oue  que  la  parte  misma  que  la  pide,  la  ley  ha  prescrito  que  el  exhorto  ó 
despachos  se  entreguen  á  esa  parte  para  que  gestionen  su  cumplimiento^ 
Pero  esto  se  entiende  de  litigante  de  buena  re;  y  como  no  todos  los  que: 
promueven  ó  sostienen  un  pleito  lo  hacen  de  buena  fé,  así  como  el  que 
obra  én  este  concepto  tiene  interés  en  que  el  pleito  vaya  rápidamente,  asi 
el  litigante  temerario  ó  de  mala  fé  puede  tener  interés  contrario,  esto  es» 
que  la  tramitación  sea  lenta  é  interminable,  y  al  efecto  pedir  diligencias 
que  se  acuerden  y  se  le  entregue  el  exhorto  ü  orden  y  retardar  su  pre- 
sentación en  el  Juzgado  ó  Tribunal  exhortado.  De  aquí  la  justificación 
del  seguftdo  jpárrafo  del  artículo,  que  dispone  que  si  la  parte  contraria  la 
solicitare  se  lijaErá  un  término  para  presentar  los  mandatos  del  Juez  í 
quien  vayan  cometidos. 
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£8te  párrafo  evitará  en  adelante  las  dilaciones  que  los  litigantes  de 
flisda  fé  hallaban  en  la  omisión  ó  lentitud  con  que  hasta  ahora  procuraban 
el  cumplimiento  de  los  exhortos. 

Art.  292.  La  persona  que  presente  un  exhorto  ú  otro  des- 
pacho, queda  obligada  á  facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer 
los  gastos  que  se  originen  para  su  cumplirhiento/ 

La  prescripción  de  este  artículo  es  muy  conveniente,  porque  evitai'á 
los  entorpecimientos  que  hasta  ahora  se  ocasionaban  con  motivo  de  la 
forma  ó  modo  de  satisfacer  los  gastos  de  los  exhortos,  causando  otros 
quizás  de  mayor  consideración. 

Art.  293.  Lo  dispuesto  en  los  tres  artículos  que  preceden 
lio  será  aplicable  á  los  exhortos  y  despachos  qué  se  cursen  de 
oficio  ó  á  instancia  de  parte  pobre.  De  éstos  se  acusará  el  re- 
cibo al  exhortante,  y  se  practicarán  también  de  oficio  las  dili- 
gencias que  se  encargaren,  extendiéndolas  en  papel  del  sello 
de  oficio. 

Este  artículo  responde  al  principio  de  que  la  justicia  se  administra 
gratuitamente  á  los  pobres;  pero  apesar  de  su  terminante  precepto  no 
vemos  que  haya  inconveniente  en  que  se  entreguen  los  exhortes  á  la 
parte  pobre,  en  conformidad  al  art.  294,  puesto  que  el  artículo  presente 
viene  á  ser  un  beneficio  dispensado  á  los  que  litigan  con  aquel  carácter, 
que  como  tal  es  renunciable. 

'Art.  294.  El  Juez  exhortante  podrá  remitir  directamen- 
te al  exhortado  un  exhorto  librado  á  instancia  de  parte  rica, 
cuando  ésta  lo  solicitare  por  carecer  de  relaciones  para  gestio- 
nar su  cumplimiento  en  el  lugar  á  donde  deba  dirigirse. 

En  estos  casos,  dicha  parte  deberá  facilitar  el  papel  sellado 
qne  se  crea  necesario  para  las  diligencias  que  hayan  de  prac- 
ticarse, á  fin  de  que  se  acompañe  al  exhorto;  pagará  el  porte 
y  certificado  del  correo,  y  quedará  obligada  á  satisfacer  todos 
los  ffastos  causados  en  su  cumplimiento  tan  pronto  como  se 
recipa  la  cuenta  de  ellos,  y  los  demás  que  p*uedan  originarse 
en  la  vía  de  apremio,  que  se  empleará  para  exigírselos,  si  den- 
tro de  ocho  dias  no  acredita  haberloí  satisfecho. 

Haciéndose  constar  estas  circunstancias  en  el  oficio  de  re- 
misión, el  Juez  exhoDtado  deberá  acordar  el  cumplimiento  del 
exhorto,  y  hacer  que  se  lleve  á  efecto  sin  dilación. 

La  disposición  de  este  artículo  es  una  innovación  por  todo  extremo 
digna  de  aplauso. 

Puede  ocurrir,  en  efecto,  que  un  litigante  solicite  la  práctica  de  dili- 
gencias en  sitio  donde  no  tenga  relaciones  para  gestionar  su  cumpli- 
miento, y  por  consecu^cia  se  le  originen  grandes  dispendios;  y  para  este 
caso,  la  ley  dispone  que  cuando  la  parte  rica  lo  solicitare,  previo  el  pago 
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de  todos  los  gastos,  y  en  este  p  unto  el  artículo  es  minucioso  y  expresivo, 

Ííodrá  el  Juez  exhortante  remitir  directamente  al  exhortado  el  exhorto 
ibrado  á  instancia  de  aquella  para  su  cumplimiento. 

El  artículo  dice  que  se  hará  así  cuando  la  parte  lo  solicitare  por  ca- 
recer de  relaciones  para  gestionar  su  curíiplimiento  en  el  lugar  á  donde 
deba  dirigirse.  ¿Será  necesario  alegar  esta  causa  para  que  el  exhorto  se 
remita  directamente  al  Juez  exhortado?  ¿Se  podrá  remitir  no  alegándola, 
ó  alegando  otra  distinta?    . 

Entendemos  que  el  artículo  más  que  un  precepto  de  forma  ha  querido 
dar  la  razón  de  su  disposición,  la  falta  de  relaciones,  que  es  sin  duda  la 
principal,  y  creemos  oue  pidiéndose  al  Juzgado,  tomando  por  motivo 
esa  causa  ü  otra,  ó  no  alegando  ninguna,  deberá  despacharse  el  exhorto 
en  la  forma  que  dice  el  artículo,  que  está  en  armonía  con  la  misión  pro- 
tectora de  los  Tribunales. 

Art.  295.  El  Juez  ó  Tribunal  que  recibiere,  ó  á  quien  fue- 
re presentado  un  suplicatorio,  exhorto  ó  carta-órden  extendi- 
do en  debida  forma,  acordará  su  cumplimiento  si  no  «se  perju- 
dicare su  propia  competencia,  disponiendo  lo  conducente  para 
que  se  practiquen  las  diligencias  que  en  él  se  interesen  dentro 
del  plazo  que  se  hubiere  fijado  en  el  mismo  exhorto,  ó  lo  más 
pronto  posible  en  otro  caso. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá  al  exhortante  por  el 
mismo  conducto  que  lo  hubiere  recibido.  {Ley  ant.,  art.  229, 
párrafo  3^. — Zey  de  Enjuiciamiento  criminal,  art.  63. — Com- 
'pilacion  criminal,  art.  303.) 

Una  soia  dificultad  puede  ocurrir  en  la  aplicación  de  este  artículo;  la 

2ue  se  refiere  á  la  competencia  del  Juez  exhortado,  puesto  que  el  artículo 
ice  (rae  éste  acordará  el  cumplimiento  del  exhorto,  si  no  se  perjudicare 
su  propia  competencia. 

Como  la  competencia  de  cada  Juzgado  ó  Tribunal  está  taxativamente 
marcada  en  otros  artículos  de  la  ley,  á  ellos  tendrán  que  acudir,  no  sólo 
el  Juez  exhortado  para  ver  si  la  diligencia  que  se  le  encarga  perjudica  6 
no  á  su  competencia,  sino  el  mismo  Juez  exhortante,  para  acordar  ó  no 
que  aquel  la  practique. 

Una  vez  cumplimentado  el  exhorto,  dice  el  párrafo  T  de  este  artícu- 
lo, lo  devolverá  al  gxhortante  por  el  mismo  conducto  que  lo  hubiere  reí 
cibido.  Pero  como  el  párafo  \^  establece  una  excepción  para  acordar  e- 
cumplimiento  del  exhorto,  la  de  que  se  perjudique  la  competencia  del 
Juez  exhortante,  y  como  en  Sste  caso  el  exhorto  se  quedarla  sin  cum- 

Elimentar,  puede  surgir  la  duda  de  si  la  resolución  negativa  del  Juez  ex- 
ortado  habrá  de  entregarse  al  interesado  con  el  exhorto  sin  cumplimen- 
tar, ó  si  aquel  deberá  dirigirse  al  Juez  exhortante  manifestándole  las  ra- 
zones que  naya  tenido  para  tal  resolución. 

Desde  luego  entendemos  que  ej  Juez  exhortado  debe  consignar  éstas 
en  providencia,  y  que  unidas  al  exhorto  deben  entregarse  al  interesado,  si 
éste  lo  presentó,  ó  remitirse  de  oficio,  si  en  tal  forma  lo  recibió,  á  fin  de 
que  presentándolo  en  el  primer  casó  en  el  Juzgado  donde  se  libró,  se 
acuerde  lo  procedente. 

Art.  296.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  exhortado  no  pudiere 
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practicar  por  sí  mismo,  en  todo  <5  en  parte,  las  diligencias  que 
se  le  encargaren,  podrá  delegarlas  en  nn  Juez  inferior  que  le 
esté  subordinado,  remitiéndole  el  exhorto  original,  6  un  des- 
pacho con  los  insertos  necesarios,  si  aquel  se  necesitare  para 
otras  diligencias  que  fuere  necesario  practicar  simultánea- 
mente. • 

Así  como  los  Jueces  y  Tribunales  pueden  cometer  la  práctica  de  algu- 
nas de  las  diligencias  que  por  sí  mismo  acuerdan  á  otros  Jueces  ó  Tribu- 
nales cuando  no  las  pueden  practicar  por  sí,  de  la  misma  manera  pueden 
cometer  á  sus  subordinados  ó  inferiores,  las  que  á  su  vez  les  hayan  come- 
tido á  ellos  otros,  y  que  no  puedan  practicarlas. 

Los  Jueces  ó  Tribunales  exhortados  remitirán  á  sus  inferiores  el  exhor- 
to original  ó  un  despacho  con  los  insertos  necesarios.  Y  en  esto  el  ar- 
tículo es  claro.  Harán  lo  primero,  si  el  exhorto  no  lo  necesitaren  para 
otras  diligencias  simultáneas,  y  lo  segundo  cuando  necesitaren  á  este  fin 
el  original. 

Art.  297.  También  podrá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se 
dirija  el  exhorto  á  otro  Juzgado,  sin  devolverlo  al  exhortante, 
cuando  no  pueda  darle  cumplimiento  por  hallarse  en  otra  ju- 
risdicción la  persona  con  quien  haya  de  entenderse  la  diligen- 
cia judicial. 

Tiende  este  artículo  á  facilitar  el  pronto  despacho  de  los  exhortos  y  á 
evitar  la  pérdida  de  tienlpo  y  los  consiguientes  gastos.  En  la  práctica  así 
'  se  venia  haciendo  cuando  expresamente  lo  pedia  la  parte  interesada.  Por 
la  nueva  ley  se  autoriza  á  los  Jueces  á  hacerlo,  pero  no  se  les  obliga  á 
ello.  No  dice  el  artículo  que  deberá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se  diri- 
ja el  exhorto  al  otro  Juzgado  sin  devolverlo  al  exhortante,  sino  que 
jjodrá  acordarlo. 

Y  esto  tiene  su  razón.  Como  en  materia  civil  no  se  hace  nada  sino  á 
virtud  de  petición  de  parte,  este  artículo  ha  querido  dejar  á  los  interesa- 
dos la  facultad  de  que  recojan  el  exhorto  que  no  se  ha  podido  cumplimen- 
tar en  el  Juzgado  requerido  por  ño  encontrarse  en  la  jurisdicción  de  éste 
la  persona  con  quien  se  ha  de  entender  la  diligencia  y  presentarlo  en 
aquel  en  donde  esa  persona  resida.  Ahora,  si  la  parte  interesada  pide  oue 
se  remita  á  dicho  Juzgado,  el  Juez  exhortado  podrá  acordarlo  así.  En  los 
exhortos  que  se  le  remitan  directamente,  bien  de  oficio  ó  bien  porque  la 

Earte  lo  haya  pedido  al  Juez  exhortante,  el  exhortado  podrá  remitirlos  en 
i  misma  forma,  y  aun  cuando  la  ley  no  les  obliga  directamente  á  ello, 
deberán  hacerlo  en  interés  de  la  más  pronta  admmistracion  de  justicia. 

Art.  298.  No  se  notificarán  al  portador  de  un  exhorto,  su- 
plicatorio ó  carta-órden,  las  providencflis  que  se  dicten  para 
so  cumplimiento,  sino  en  los  casos  siguientes: 

1°  Cuando  se  prevenga  en  el  mismo  despacho  que  se  prac- 
tique alguna  diligencia  con  citación,  intervención  ó  concur- 
rencia del  que  lo  hubiere  presentado. 

2**  Cuando  sea  necesario  requerirle  para  que  suministre  al- 
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gunos  datos  ó  noticias  que  puedan  facilitar  el  cumpHmienta 
del  exhorto. 

También  este  artículo  tiend^  á  facilitar  el  pronto  despacho  de  los  ex- 
hortes, suplicatorios  y  órdenes,  y  por  eso  prohibe  que  se  notifiquen  al 
portador  de  ellos  las  providencias  que  se  dicten  para  su  cumplimiento. 
Pero  como  á  la  buena  administración  de  justica  interesa,  no  sólo  que  las 
diligencias  judiciales  se  practiquen  pronto,  sino  que  se  practiquen  bien;  y 
como  pudiera  el  Juez  exhortado  tener  algunas  dudas,  cprfá  su  vez  el  por- 
tador del  exhorto  pudiera  aclarar,  de  aquí  que  se  autorice  al  Juez  exhor- 
tado para  oue  le  requiera,  á  fin  de  que  le  suministre  datos  sin  tenerlos  que 
pedir  al  exhortante,  lo  que  haria. retrasar  el  cumplimiento  de  lo  acordado; 
se  cumplen  así  las  dos  condiciones  de  rapidez  y  acierto  tan  recomenda- 
les  en  los  Tribunales. 

Y  por  otra  parle,  el  artículo  es  lógico.  Si  el  que  presenta  el  exhorto 
no  tiene  otra  misión  que  cumplir,  á  nada  conduciría  que  se  le  notificasen 
las  providencias  dictadas  para  su  cumplimiento,  como  no  fuese  á  cau- 
sar gastos  y  dilaciones.  Otra  cosa  sucede  cuando  el  interés  de  esa  persona 
ó  el  mandato  se  extiende  á  algo  más. 

r 

Art.  299.  Cuando  se  demore  el  cumplimiento  de  un  supli- 
catorio ó  exhorto,  se  recordará  por  medio  de  oficio  á  instancia 
de  la  parte  interesada. 

Si  á  pesar  del  recuerdo  continuase  la  demora,  el  exhortan- 
te lo  pondrá  en  conocimiento  del  superior  inmediato  del  ex- 
hortado, por  medio  de  suplicatorio,  y  dicho  superior  apremia- 
rá al  moroso  con  corrección  disciplinaria,  sin  perjuicio  de  la 
mayor  responsabilidad  en  que  pueda  incurrir. 

Del  mismo  medio  se  valdrá  el  que  haya  expedido  un  des- 
pacho ó  carta-órden  para  obligar  á  su  inferior  moroso  á  que  lo 
devuelva  cumplimentado.  (Ley  de  Enjuiciamiento  criminal^  ar- 
ticulo^.— Compilación  criminal,  art,  304. — Acuerdo  del  Tribu- 
nal  Supremo  comunicado  d  las  Audiencias  eth  16  de  Agosto 
de  1837,  disposición  2*.) 

Los  Jueces  y  Tribunales  ha  dicho  la  ley  que  tienen  obligación  de 
auxiliarse  mutuamente;  pero  como  no  siempre  las  acciones  humanas 
marchan  al  compás  y  de  acuerdo  con  la  ley,  ésta  ha  previsto*  el  caso  de 
morosidad  en  el  cumplimiento  de  sus  disposiciones,  y  ha  fijado  para  e*- 
tos  casos  una  sanción  penal. 

El  artículo  que  nos  ocupa,  dice  en  su  primer  párrafo,  que  cuando  se 
demore  el  cumplimiento  de  un  suphcatono  ó  exhorto,  se  recuerde  por 
medio  de  oficio  á  instancia  de  la  parte  interesada.  No  dice  si  esta 
parte  interesada  ha  de  ser  la  que  pidió  la  diligencia  que  dio  motivo  al 
exhorto  ó  suplicatorio,  ó  «lalquiera  otra  parte  tenida  por  legítima  en  el 
juicio;  como  tan  interesadas  pueden  estar  en  esto  las  unas  como  las  otras, 
entendemos  que  cualquiera  de  las  que  legítimamente  lo  sean,  incluso, 
por  supuesto,  las  que  se  defiendan  como  pobres,  puede  pedir  el  recorda- 
torio. 

Viene  después  la  sanción  penal  á  la  demora  continuada.  Pero  el  Juez 
exhortante  se  abstendrá  ya  de  dirigirse  al  exhortado  y  lo  hará  por  medio 


Digitized  by  VjOOQIC 


LIBBO  I— TÍTULO    VI— ABTÍCüLO  299  ÍS3 

<áe  suplicatorio  al  superior  de  este  para  que  le  apremie  con  la  corrección 
disciplinaria,  sin  perjuicio  de  otras  responsabilidades  en  que  podrá  in- 
currir, de  cuyo  medio  se  valdrá,  asimismo,  el  que  haya  expedido  un  des- 
pacho ó  carta-órden,  para  obligarvil  inferior  moroso  á  que  lo  devuelva 
cumplimentado. 

No  se  dice  de  una  manera  terminante  si  se  ha  de  mandar  sólo  un  re- 
cuerdo ó  más;  pero  al  emplear  el  aitículo  en  sus  dos  primeros  párrafos  las 
palabras  oficio  y  recuerdo  en  singular,  demuestra  que  sólo  un  recordatorio 
puede  hacerse,  después  del  cual,  se  emplearán  los  medios  coercitivos  que 
se  determinaii,  y  que  en  la  forma  de  verificarse  obedece  al  respecto  que 
merecen  las  jerarquías  en  que  está  dividido  el  personal  encargado  de  ad- 
ministrar justicia. 

Art.  300.  Cuando  haya  de  practicarse  un  emplazamiento  ú 
otra  diligencia  judicial  en  país  extraniero,  se  dirigirán  los 
cxhortos  por  la  vía  diplomática,  ó  por  el  conducto  y  en  la  for- 
ma establecida  eu  los  Tratados,  y  á  falta  de  ^stos  en  la  que 
determinen  las  disposiciones  generales  del  Gobierno. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad. 

Estas  mismas  reglas  se'  observarán  para  dar  cumplimiento 
en  España  á  los  exhortes  de  Tribunales  extranjeros,  por  los 
<iue  se  requiera  la  práctica  de  alguna  diligencia  judicial.  (Ley 
a9it,  art,  230  — Zey  de  Enjuiciamiento  criminal,  artículos  65  y 
^^.^  Compilación  criminal,  art.  305 .y        * 

£ste  es  el  último  artículo  de  los.eíi  que  trata  la  ley  toda  la  importan- 
te materia  de  notificaciones,  citaciones,  emplazamientos,  etc.  Prevee  la 
ley  el  caso  en  que  baya  de  notificarse  ó  emplazarse  al  que  resida  en  país 
-extranjero,  y  prescribe  la  forma  en  que  esto  ha  de  hacerse. 

Ck>mo  regla  general  preceptúa  que  se  haga  por  exhortos  dirigidos  por 
)a  vía  diplomática  ó  por  el  conduelo  y  forma  establecida  en  los  Trataaos, 
y  á  falta  de  éslos,  en  \a  que  determinen  las  disposiciones  generales  del 
Gobierno. 

Este  artículo  está  tomado  casi  literalmente  del  párrafo  \°  del  art.  230 
de  la  antigua  ley.  Al  comentar  éste  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  lo 
creyeron  ilógico,  puesto  que  según  ellos  el  párrafo  debia  hab^r  empezado 
por  donde  concluía,  esto  es,  prescribir  primero  <j[ue  se  [dirigieran  los  ex- 
nortos  en  la  forma  que  determinan  las  disposiciones  generales  del  Go- 
bierno, y  en  su  defecto  en  la  forma  que  prevengan  los  Tratados. 

A  pesar  de  la  autoridad  de  estos  comentaristas,  y  del  influjo  que  su 
-opinión  ha  debido  tener  en  los  autores  de  la  nueva  ley,  es  lo  cierto  que 
^ta  en  tal  punto  ha  aparecido  con  el  mismo  defecto  que  aquellos  encon- 
traron en  la  anterior,  esto  es,  hablando  priniero  de  los  Tratados  y  después 
'de  las  disposiciones  del  Gobierno. 

Hay  un  principio  fijo  y  terminante  en  este  artículo:  el  de  que  en  lodo 
caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad. 

A  este  principio  y  á  los  diferentes  tratados  celebrados  con  países  ex- 
tranjeros hay  que  acudir  en  la  materia. 

Los  exhortos  han  de  estar  redactados  en  la  forma  ordinaria,  sin  dq'ar 
4le  insertarse  la  cláusula  de  ofrecer  reciprocidad  para  el  cumplimiento  en 
España  de  iguales  cartas  deprecatorias,  y  han  de  remitirse  al  Ministerio 
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de  Gracia  y  Justicia,  que  los  pasará  al  de  Estado,  el  Qual  los  dirigirá  á  sir 
destino. 

El  attículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior  disponia  que  cuando 
el  denaandado  residiere  en  el  extranjer(]^  el  Juez  ampliaría  el  término  del 
emplazamiento  por  el  que  creyese  necesario,  prudente  y  acertada  disposi- 
ción que  tendía  á  evitar  perjuicios  imposibles  de  preveer  en  otro  caso.  La 
nueva  ley  no  ha  copiado  aquí  este  párrafo  de  la  antigua,  pero  el  principio 
de  la  disposición  subsiste  en  el  art.  5S6  al  tratar  del  emplazamiento  del 
demandado. 

Y  como  la  ley  ha  dicho  que  en  todo  caso  se  estará  al  principio  de  re- 
ciprocidad, ha  dispuesto  en  el  párrafo  último  del  artículo  que  las  mismas 
reglas  se  observen  para  dar  cumplimiento  en  España  á  los  exhortos  de 
Tribunales  extranjeros  por  los  que  se  requiera  la  práctica  de  alguna  dili- 
gencia judicial. 

Respecto  á  las  disposiciones  generales  del  Gobierno  sobre  la  materia^ 
pueden  verse  los  Reales  decretos  de  29  de  Diciembre  de  1848  y  47  de 
Noviembre  de  4852  (art.  34),  que  fijó  la  condición  civil  de  los  extranje- 
ros en  España^  la  Real  orden  de  25  del  mismo  mes  y  año,  las  de  24  de 
Enero,  42  de  Febrero  y  44  de  Noviembre  de  4853,  y  la  de  44  de  Noviem- 
bre de  4864. 

Las  más  importantes  son  las  de  42  de  Febrero  y  44  de  Noyiembre 
de  4853. 

Real  orden  de  \%  de  Febrero  de  1 853; 

«4^  Que  todos  los  exhortos  que  por  los  Jueces  y  Tribunales  de  lá  Penín- 
sula é  Islas  adyacentes  #e  libren  para  el  extranjero,  se  encabecen  á  los 
Jueces  que  han  de  cumplimentarlos,  y  se  remitan  en  derechura  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  de  donde  se  pasarán  al  de  Estado  para  que  se 
dirijan  á  su  destino  por  la  vía  diplomática,  devolviéndose  después  de  eva- 
cuadas las  diligencias  por  el  mismo  conducto  á  los  Jueces  exhortantes. 

.(De  esta  disposición  general  se  exceptuaba  el  reino  de  Portugal  cuyos 
Juzgados  podian  entenderse  directamente  con  los  de  España;  pero  la  Real 
orden  de  8  de  Febrero  de  4874  vino  á  dejarla  sin  efecto,  comprendiendo  á 
dicho  reino  en  la  regla  general.) 

3^  Que  cuiden  muy  particularmente  los  Jueces  de  evitar  toda  irregu- 
laridad en  la  exteifsion  de  los  exhortos  que  se  despachen  al  extrani^ro, 
debiendo  hacer  que  vayan  bien  revestidos  de  todas  las  fórmulas  y  solem- 
nidades, que  según  el  derecho  común  les  hacen  valederos. 

'  4**  Que  para  practicar  aquellas  diligencias  que  j)or  su  naturaleza  cor- 
responden á  las  Autoridades  administrativas,  mas  bien  que  á  las  judicia- 
les, y  especialmente  si  se  han  de  practicar  en  Francia,  en  vez  de  la  forma 
solemne  de  exhortos,  se  use  de  cartas  ó  comunicaciones  oficiales,  dirigidas- 
á  las  Autoridades  ante  quienes  se  hayan  de  practicar  las  diligencias,  por 
el  conducto  que  queda  prescrito  para  los  exhortos.» 

La  de  44  de  Noviembre  del  mismo  año,  dispone: 

«4**  Ningún  Tribunal  librará  exhorto  para  cualquier  punto  del  Reino^ 
unido  de  la  Gran  Bretaña,  sin  que  la  parte  á  cuya  petición  se  expide  se* 
obligue  á  abonar,  bien  sea  en  España  ó  Inglaterra,  todos  los  gastos  q[ue 
origme  su  cumplimiento,  á  no  ser  que  proceda  de  causa  seguida  de  oficio^ 
ó  á  instancia  de  parte  pobre. 

2^    (Reproduce  lo  esencial  de  la  anterior  Real  orden.) 

3**  Al  recibo  del  exhorto  el  Cónsul  que  por  sí  no  pueda  practicar  las  di- 
licencias  para  evacuarlo,  delegará  sus  facultades  en  el  Vice-Cónsul  ó  Can- 
iculer  si  le  hubiere,  ó  si  no,  en  un  Notario  público  para  que  ^te  se  ^tien*- 
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da  con  las  partes  requeridas,  excepto  cuando  sea  para  una  cita  ó  empla- 
zamiento, en  cuyo  caso  el  Cónsul  lo  hará  por  sí  en  una  carta  particular, 
dándose  por  evacuada  la  cita  cuando  reciba  contestación,  y  si  no  la  recibe, 
desde  el  momento  en  que  conste  que  su  carta  ha  llegado  á  manos  dé  la 
persona  citada. 
4**  Cuando  haya  que  tomar  declaraciones,  si  las  partes  consienten,  las 

Sracticarán  ante  un  Magistrado  en  forma  de  declaración  expontánea,  cuyo 
ocumento  legalizará  el  Vice-Cónsul  ó  Notario  y  luego  el  Cónsul;  y  estas 
declaraciones  unidas  al  exhorto,  sé  remitirán  al  Tribunal,  donde  sólo  en 
esta  forma  deberán  considerarse  legales.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  se 
pida  en  el  exhorto  cuentas  de  comerciantes  ú  otros  documentos,  que  na 
tendrán  efecto  legal,  no  siendo  presentados  en  la  expresada  forma  de  de- 
claración expontánea. 

5**  Si  las  partes  requeridas  se  niegan  á  recibir  la  cita,  emplazamiento  ó 
á  producir  las  cuentas  ú  otros  documentos,  ó  á  prestar  sus  declaraciones 
en  la  forma  referida,  se  dará  el  exhorto  por  evacuado  sin  necesidad  de  re- 
currir á  otros  medios. 

6**  Si  las  partes  no  pudiesen  ser  halladas,  se  devolverá  el  exhorto,  prac- 
ticadas que  sean  las  averiguaciones  necesarias;  pues  los  usos  y  costum- 
bres de  la  Gran  Bretaña  se  oponen  á  hacer  un  llamamiento  por  los  pe- 
riódicos.» 

SECCIÓN  SEXTA. 

DE  LOS  TÉRMINOS   JUDICIALES ,  APREMIOi  Y  REBELDÍAS. 

Término^  en  la  acepción  jurídica  de  esta  palabra,  es  el  espacio  de  tiem- 
po que  se  concede  para  evacuar  algún  acto  judicial.  En  el  lenguaje  foren- 
se, ías  palabras  término,  plazo  y  dilación^  especialmente  las  dos  primeras, 
se  usan  como  sinónimas,  sin  embargo  de  que  término  es  la  más  técnica  y 
general. 

El  objeto  de  los  términos  ó  plazos,  .lo  explica  la  ley  de  Partida  (1*,  tí- 
tulo 45,  Partida  3^)  diciendo:  «porque  las  partes  puedan  buscar  Aboga- 
dos qtie  les  aconsejen  ó  por  que  ayan  tiempo  en  que  sepan  responder  á  la 
demanda,  ó  por  que  puedan  aducir  en  juycio  testigos  ó  privillejos,  ó  car- 
tas para  probar  é  averiguar  lo  que  cumple  á  sus  pley  tos,  ó  para  tomar  é 
seguir  alzada,  ó  paca  racer  ó  cumplir  toda  otra  cosa  que  el  judgador  les^ 
mandase. » 

Por  la  base  2*  de  la  ley  de  13  de  Mayo  de  1855,  autorizando  al  Gobier- 
no para  ordenar  y  publicar  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se- 
mandó  que  se  adoptasen  las  medidas  más  rigorosas  para  que  en  la  sustan- 
ciacion  de  los  juicios  no  hubiera  dilaciones  que  no  fueran  absolutamente 
necesarias  para  la  defensa  de  los  litigantes  y  el  acierto  en  los  fallos  ;  que- 
riendo significar  que  ni  fueran  tan  cortos  que  ahogasen  la  defensa  y  pu- 
dieran ser  causa  de  que  no  hubiera  acierto  en  los  fallos,  ni  tan  largos  que 
causasen  dilaciones  perjudiciales  á  las  partes  y  á  la  justicia. 

Todos  los  términos  en  los  juicios  emanan  de  la  ley  que  los  establece 
y  autoriza;  pero  atendidos  la  procedencia,  objeto  y  naturaleza  de  cada 
imo,  toman  distinto  nombre.  Son  términos  legales^  los  que  concede  y  fija 
la  ley:  judiciales^  los  que  señalan  los  Tribunales  en  virtud  de  sus  faculta-  - 
des:  convencionales^  los  que  fijan  las  partes  ó  se  conceden  mutuamente: 
individuales^  los  que  solamente  puede  utilizar  uno  de  los  litigantes:  co- 
-muñes,  los  que  se  conceden  y  utilizan  toáosT prorogables,  los  que  por  dis- 
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posición  de  la  ley  pueden  ampliarse  por  los  Tribunales  más  halla  del  lími- 
te fijado  por  la  ley:  improrogables  6Jata<es,  los  que  la  ley  prohibe  que  se 
extiendan  más  halla  del  tiempo  por  ella  señalado  ;  y  perentorios^  los  que 
se  conceden  últimamente  y  con  denegación  de  otro,  cuya  circmistancia  los 
hace  improrogables. 

La  nueva  lev  conserva  la  división  de  términos  prorogables  é  improro- 
gables, que  es  la  más  importante.  Unos  y  otros  han  sido  reducidos,  aun- 
que no  tanto  como  en  nuestra  opinión  debia  haberse  hecho,  ya  que  no  se 
admita  que  lodos  deben  ser  improrogables. . 

Si  las  leyes  de  procedimientos  son  verdaderas  disposiciones  de  dere- 
cho público,  en  todo  litigio  hay  algo  más  que  el  interés'de  los  litigantes; 
hay  el  interés  público  que  exige  la  pronta  administración  de  justicia:  y 
i^ría  una  saludable  reforma  la  de  que  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  tér- 
minos fueran  improrogables,  procediendo,  en  su  consecuencia,  los  Jueces 
de  oficio  y  sin  necesidad  de  petición  de  parte.  Esto  creemos  que  se  adap- 
tarla mejor  á  los  buenos  principios  de  la  ciencia  procesal.  Pero  como  la 
nueva  ley  no  gira  sobre  esta  base,  sino  sobre  la  de  que  en  asuntos  civi- 
les, nada  se  hace  si  las  partes  no  lo  solicitan;  de  aquí  que  haya  conserva- 
do más  términos  prorogables  de  los  que  nosotros  quisiéramos  ver  en  ella. 

La  palabra  apremio,  aue  se  cita  en  esta  sección,  tiene  dos  acepciones: 
es  la  acción  que  se  concede  á  una  de  las  partes  para  pedir  que  se  obligue 
á  otra  á  cumplir  lo  mandado  por  el  Juez,  ó  Tribunal,  ó  la  facultad  de  estos 
para  acordar  esa  petición,  bajo  el  apercibimiento  á  que  haya  lugar;  y  se 
constituye  en  rebeldía,  la  parte  que  ha  dejado  de  utilizar  su  derecho,  que 
se  tiene  por  caducado.  Ea  lenguaje  forense  se  dice  también  acusar  la  re- 
beldía. 

Véase. — ^De  los  términos  judiciales,  BoL^  tomo  54,  pág.  644. 

¿Puede  producirse  prueba  de  documentos  después  de  trascurrido  el 
término  probatorio?  Rev,,  tomo  6®,  pág.  288.  —  Término  probatorio,4o- 
uio  42,  pág.  83;  tomo  34,  pág.  502. — ^Términos  improrogables,  tomo  26, 
pág.  60. 

Véase  también  el  R.  D.  de  45  de  Noviembre  de  4875,  sobre  cumpli- 
miento de  los  términos  judiciales. 

Art.  301 '  Las  actuaciones  y  diligencias  judiciales  se  prac- 
ticarán dentro  de  los  términos  señalados  para  cada  una  de 
^llas. 

Cuando  no  se  fije  término,  se  entenderá  que  han  de  practi- 
carse siti  dilación. 

La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  será  corregi- 
da disciplinariamente,  según  la  gravedad  del  caso,  sin  perjui-  . 
<3Ío  del  derecho  de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indem- 
nización de  perjuicios  y  demás  responsabilidades  que  pro- 
<5edan.  {Reglamento  provisional  para  ta  administrado ¡i,  dejustí- 
€ia,  art,  48. — Real  orden  de  5  de  Setiemb'^e  de  1850.  —  Circular 
de  23  de  Noviembre  de  1868.  — .  Decreto  de  15  de  Noviembre  de 
1875.) 

Art.  302.  Los  Jueces  y  Tribunales  impondrán,  en  su  caso, 
dicha  corrección  disciplinaria  á  sus  auxiliares  y  subalternos, 
ain  necesidad  de  petición  de  parte;  y  si  no  lo  hicieren,  incur- 
rirán á  su  vez  en  responsabilidad. 
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También  la  impondrán  á  los  Jueces  y  Tribunales  que  les 
estén  subordinados,  cuando  por  apelación  ú  otro  recurso  co- 
nozcan de  los  autos  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta,  ó  en 
'  virtud  de  queja  justificada  de  cualquiera  de  los  liti^ntes. 
(Real decreto  de  15  de  Noviembre  de  1875,  números  4**,  5**,  y  &*.) 

El  primero  de  estos  artículos  no  hace  más  que  sentar  la  regla  general 
dicienao  que  las  actuaciones  y  diligencias  judiciales  se  practicarán  dentro 
de  los  términos  señalados  en  cada  una  de  ellas.  De  manera  que  para  saber  . 
en  qué  término  ha  de  {)racticarse  cada  diligencia,  es  necesario  averiguar 
si  ésta  tiene  término  fijo,  y  en  caso  negativo  se  practicará  sin  dilación. 
Así  se  dice  en  el  párrafo  segundo  del  artículo,  si  bien  su  precepto,  aun 
cuando  terminante,  está  redactado  con  alguna  vaguedad  y  concisión. 

Por  el  tercer  párrafo  se  impone  una  corrección  disciplinaria,  se- 
n  la  gravedad  del  caso,  á  cualquiera  infracción  de  lo  dispuesto  en 
os  dos  primeros  párrafos,  sin  perjuicio  del  derecho  de  la  parte  agra- 
viada para  reclamar  la  indemnización  y  demás  responsabilidades  que  pro- 
cedan. 

El  segundo  de  estos  artículos  es  el  complemento  del  anterior;  no  hace 
más  que  determinar  quién  ha  de  imponer  esas  correcciones  disciplinarias, 
que  se  aplicarán  sin  petición  de  parte,  sopeña  de  incurrir  á  su  vez  en  res- 
ponsabilidad. Y  por  su  segundo  párrafo  dice,  que  la  impondrán  los  Tribu- 
nales superiores  á  sus  inferiores  que  le  estén  subordinados,  cuando  por 
apelación  ú  otro  recurso  conozcan  de  los  autos  en  íjue  se  hubiere  cometido 
la  falta,  ó  en  virtud  de  queja  justificada  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

Este  último  miembro  del  segundo  párrafo  establece  dos  fornias  ó  ma- 
neras para  que  un  Tribunal  superior  imponga  esas  correcciones  discipli- 
narías, bien  al  conocer  de  los  autos  y  observar  su  falta,  bien  por  queja  de 
•los  litigantes.  Pero  este  segundo  caso  supone  que  el  Tribunal  inferior, 
conociendo  su  falta,  no  la  ha  corregido;  y  como  por  el  párrafo  primero 
del  artículo  incurren  en  responsabilidad  los  Jueces  y  Tribunales  que  no 
impongan  esa  corrección  á  sus  auxiliares,  aun  cuando  la  parte  no  lo  pida, 
resulta  que  los  superiores  tienen  que  imponer  dos  correcciones:  una  al 
que  haya  cometido  la  falta,  que  no  na  corregido  el  inferior,  y  otra  á  ésta 
pon  no  haberlo  hecho. 

Art.  303.  Los  términos  judiciales  empezarán  á  correr  des- 
de el  dia  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamien- 
to, citación  6  notificación,  y  se  contará  en  ellos  el  dia  del  ven- 
cimiento. (Zey  ant,,  art,  25.) 

Este  artículo  usa  de  las  voces  términos  Judiciales ^  no  en  el  sentido  de 
ser  los  que  otorga  elJuez,  sino  por  los  términos  que  se  conceden  en  los 
juicios  para  evacuar  cualquiera  actuación.  Ambas  voces  son  aplicables  á 
todos  los  términos,  ya  se  concedan  por  la  le};,  ya  por  el  Juez,  ó  ya  por  la 

Sráctica.  Es  decir,  (jue  la  palabra  ó  adjetivo  judiciales  no  se  toma  como 
erivado  de  Juez,  smo  de  juicio. 
Por  lo  demás,  el  artículo  no  hace  otra  cosa  que  sancionar  lo  que  ya 
estaba  admitido  por  la  práctica;  esto  es,  oue  los  términos  empiecen  á  cor- 
rer desde  el  dia  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  la  citación,  notifica- 
ción ó  emplazamiento,  contándose  en  ella  el  del  vencimiento,  que  podrá, 
utilizar  por  completo. 
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Jurisprudencia,  —  Cuando  fueren  varios  los  interesados,  el  término 
del  emplazamiento  deberá  contarse  desde  la.  notificación  al  último  de 
ellos  (5  de  Octubre  de  1869.) 

Ajfl;.  304.  En  ningan  término  señalado  por  días  se  conta- 
rán aquéllos  en  que  no  puedan  tener  lugar  actuaciones  judi- 
cíales. 

Tampoco  se  contarán  los  dias  de  las  vacaciones  de  verano, 
en  el  término  para  interponer  ante  el  Tribunal  Supremo  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  á  no  ser  que  verse  so- 
bre desahucios,  actos  de  jurisdicción  voluntaria  ó  cualquier 
otro  negocio  urgente  de  los  que  pueden  decidirse  en  Sala  de 
vacaciones.  {Le^  ant,,  art.  26.) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  del  precepto  consignado  en  el  256, 
que  dispone  que  las  actuaciones  judiciales  habrán  de  practicarse  en  lo» 
üias  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad. 

La  ley  2*,  tít.  15,  Partida  3*  decia  «que  mientras  el  plazo  durare,  que 
el  judgador  de  alguna  de  las  partes,  non  debe  facer  ninguna  cosa  nueva 
en  el  pleyto  nin  de  trabajar  de  ello,  fueras  ende  sobre  aquella  razón  por- 
que fué  dado  el  plazo.» 

Nada  dice  la  ley  sobre  esta  suspensión  de  actuaciones  dentro  de  un 
término,  que  no  sea  las  mandadas  practicar  en  él;  pero  así  se  ha  hecho 
en  la  práctica,  y  así  entendemos  que  debe  hacerse. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  ha  venido  á  aclarar  muchas  dudas  res- 
pecto al  tiempo  desde  el  que  han  de  contarse  los  términos  para  interpo- 
ner el  recuíso  de  casación  en  el  Tribunal  Supremo  en  el  período  de  vaca- 
ciones, dudas  á  que  habia  dado  lugar  la  misma  Sala  de  lo  civil  de  dicho 
Tribunal,  especialmente  en  la  sentencia  que  á  continuación  citamos. 

Jurisprudencia, — ^El  precepto  del  art.  ^6  de  la  ley  de  E.  C.  sólo  pue- 
de referirse  á  las  fiestas  religiosas  ó  civiles  en  que  se  cierran  los  Tribuna- 
les, no  á  las  vacaciones  de  verano,  porque  en  éstas  están  abiertos  y  auto- 
rizados para  actuar  judicialmente.  (17  de  Junio  de  1858.) 

Art.  305.  Los  términos  señalados  por  meses  se  contarán 
por  meses  naturales,  sin  excluir  los  dias  inhábiles. 

En  estos  casos,  si  el  plazo  concluyese  en  domingo  ú  otro 
dia  inhábil,  se  entenderá  prorogado  al  siguiente  dia  hábil. 

Este  artículo  parece  una  contradicción  al  precepto  del  256  y  del  mis- 
mo 304,  que  hablan  de  dias  inhábiles^en  los  que  no  pueden  practicarse 
actuaciones  judiciales,  puesto  que  se  dice  que  los  términos  señalados  por 
meses  se  contarán  por  meses  naturales  sin  excluir  los  dias  inhábiles,  la 
cual  quiere  decir  que  si  se  concede  un  mes  para  evacuar  una  diligencia, 
no  se  concede  tal  mes,  sino  veinticinco  ó  veintiséis  dias  cuando  más, 
puesto  que  en  los  cuatro  ó  cinco  dias  festivos  no  podrá  el  litigante  prac- 
ticar actuación  alguna,  en  razón  á  que  el  precepto  terminante  del  art.  256^ 
prohibe  practicar  estas  en  dias  inhábiles,  como  lo  son  los  festivos. 

El  término  de  cuarenta  dias  para  interponer  el  recurso  de  casación  no 
se  halla  comprendido  en  este  artículo,  puesto  que  la  ley  lo  señala  clara- 
mente por  dias. 
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Art.  306.  Serán  prorogables  los  términos  cuya  próroga  no 
«esté  expresamente  prohibida  por  esta  ley. 
Para  otorgarla  será  necesario: 

1**  Que  se  pida^  antes  de  vencer  el  término. 

2°  Que  se  alegue  justa  causa,  ajuicio  del  Juez  ó  Tribunal^ 
sin  que  sobre  la  apreciación  que  haga  de  ella  se  dé  recurso  al- 
guno. (Lty  anUy  art.  21 J 

£1  abuso  de  los  términos  judiciales  empleado  por  los  litigantes  de 
mala  fé,  dio  motivo  á  la  disposición  del  art.  2!^  de  la  antigua  ley  de  En- 
juiciamiento, del  que  este  está  literalmente  tomado,  después  de  otras  mu- 
chas, sin  que  se  lograra  el  objeto  perseguido.  Y  á  pesar  de  tal  disposi- 
ción, no  se  ha  cortado  por  completo  el  abuso,  y  lo  que  es  más,  creemos 
que  no  se  cortará,  porque  el  mismo  artículo  autoriza  para  prorogar  térmi- 
nos cuya  próroga  no  esté  expresamente  prohibida  por  la  ley.  Sin  embargo, 
algo  se  ha  hecho,  y  haciendo  los  Jueces  un  buen  uso  de  la  facultad  que 
se  íes  concede,  si  no  en  un  todo,  en  parte,  podrá  evitarse  la  astucia  de  los 
litigantes  de  mala  fé. 

Xa  petición  de  la  próroga  ha  de  pedirse  antes  de  vencer  el  término, 
sea  este  de  los  señalados  por  la  ley  ó  de  los  que  concede  el  Juez,  y  ha  de 
alegarse  jusía  causa,  que  el  Juez  apreciará,  sm  que  sobre  esta  apreciación 
se  dé  recurso  alguno.  No  dice  la  ley  que  se  justifique  la  causa,  sino  que 
se  alegue-j  porque  si  se  hubiera  de  justificar,  los  litigantes  encontrarían  el 
medio  de  evitar  la  negativa  de  la  próroga,  pidiendo  la  justificación  de  la 
causa^  con  lo  cual  lograban  quizás  más  ae  lo  que  pedian.  Ahgra,  siempre 
que  la  justificación  pueda  ir  en  la  petición  de  próroga,  como  es  por  ejem- 
plo la  enfermedad  de  un  Letrado,  no  hay  inconveniente  en  que  se  presen- 
te certificación  facultativa  en  que  así  conste. 

El  Juez  ha  de  tener  en  cuenta  para  otorgar  la  próroga,  que  la  causa 
ha  de  ser  Justa,  no  frivola  ó  un  mero  pretesto. 

El  último  miembro  del  número  2®  de  este  artículo  es  terminante,  y 
tiende  á  evitar  que  se  consiga  la  próroga  improcedente  por  medio  de  una 
súplica  ó  de  una  apelación. 

Jurisprudencia, — Trascurridos  los  términos  prorogables  sin  haberse 
solicitado  próroga  dentro  de  ellos,  se  hacen  improrogables.  (10  de  Di-, 
ciembre  de  1864.) 

Art.  307.  No  podrá  pedirse  ni  concederse  más  de  una  pró- 
roga, la  cual  se  otorgará  por  el  tiempo"  que  el  Juez  ó  Tribunal 
estime  prudente;  pero  en  ningún  caso  excederá  de  la  mitad, 
del  señalado  por  la  ley  para  el  término  que  se  prorogue.  /<£íy 
untj  art.  28./ 

Este  artículo  há  venido  á  disipar  una  vaguedad  que  tenia  su  antece- 
dente el  28  de  la  antigua  ley.  Este  hablaba  de  prórogas  que  se  concedie- 
ran, lo  que  daba  á  entender  que  estas  podian  ser  varias,  por  lo  menos  más 
de  una.  La  nueva  ley  dice  terminantemente  que  no  se  concederá  más  de 
wna.  Y  aun  ha  ido  más  allá  en  su  restricción,  puesto  que  preceptúa  que  la 
próroga  no  excederá  en  ningún  caso  de  la  mitad  del  término  señalado  por 
la  ley  para  el  que  se  prorogue,  cuando  la  ley  anterior  solo  decia  que  se 
prorogase  por  los  dias  señalados  para  el  término  que  se  prorogara.  Escu- 
samos encarecer  la  conveniencia  de  la  reforma. 
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Art.  308.  Trascurridos  los  términos  prorogables  ó  la  pro- 
roga,  otorgada  en  tiempo  hábil,  ^i  se  hallaran  los  autos  en  la 
Escribanía,  se  practicará  lo  que  se  previene  en  el  art.  521. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  poder  de  alguna  de  las  partes, 
luego  que  apremie  la  contraria,  se  mandará  á  aquella  que  lo» 
devuelva  dentro  de  veinticuatro  horas,  bajo  la  multa  de  10  á 
25  pesetas  por  cada  dia  que  deje  trascurrir  sin  devolverlos. 
Esta  multa  se  exigirá  personalmente  dol  Procurador  cuando 
intervenga,  á  no  ser  que  justifique  su  inculpabilidad. 

Si  trascurren  tres  dias  sin  devolverse  los  autos,  procederá, 
el  Actuario  á  recogerlos  de  quien  los  tenga,  bajo  su  responsa- 
bilidad y  sin  necesidad  de  nueva  providencia,  y  en  el  caso  de 
que  no  le  sean  entregados  en  el  acto  del  requerimiento,  dará 
cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  para  que  disponga  se  proceda  á  lo 
que  haya  lugar  por  la  ocultación  del  proceso.  {Juey  anf.y  ar- 
ticulo 29.) 

Terminantes  preceptos  consigna  esté  artículo  para  la  recogida  de  au- 
tos, trascurridos  los  términos;  y  era  en  verdad  de  necesidad  que  se  con- 
signase un  medio  eficaz  para  evitar  todos  los  casos  bien  frecuentes  de  te- 
ner que  ser  apremiado  un  Procurador  para  la  devolución  de  los  autos  y 
conminado  varias  veces  con  la  aplicación  de  multas,  que  con  facilidad  fe 
eran  condonadas. 

Art.  309.  No  se  admitirá  más  de  un  escrito  de  apremio. 
Las  costas  del  mismo  y  de  las  demás  actuaciones  hasta  que  se 
devuelvan  los  autos,  serán  en  todo  caso  de  cuenta  del  apre- 
miado. 

Tiende  este  artícelo  á  evitar  gastos  á  las  partes  y  á  evitar  en  ellos  abu- 
sos de  que  no  son  siempre  responsables  las  partes  mismas. 

Art.  310.  Serán  improrogables  los  términos  señalados: 

1**  Para  comparecer  en  juicio. 

2**  Para  proponer  excepciones  dilatorias. 

3**  Para  interponer  los  recursos  de  reposición,  apelación  6 
súplica,  y  preparar  ó  interponer  los  de  queja  por  la  no  admi- 
sión de  la  apelación. 

4**  Para  pedir  aclaración  de  alguna  sentencia,  ó  que  se  su- 
pla la  omisión  que  en  ella  se  hubiere  cometido. 

5**  Para  presentarse  el  apelante  ante  ^1  Tribunal  superior  en 
virtud  ^el  emplazamiento  hecho  á  consecuencia  de  haberse 
admitido  una  apelación.       ~  ^ 

6**  Para  comparecer  ante  el  Tribunal  superior,  con  el  cor- 
respondiente testimonio,  á  mejorar  la  apelación  admitida  en 
nn  efecto.  . 

7**  Para  pedir  certificación  de  la  sentencia,  á  fin  de  interpo- 
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"ner  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  lo- 
^al,  y  para  formalizarlo  en  el  Tribunal  Supremo. 

8°  Para  interponer  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma. 

9®  Para  presentarse  ante  el  Tribunal  Supremo,  á  conse- 
cuem^ia  de  haberse  admitido  dicho  recurso  de  casación,  ó  re- 
currir en  queja  de  la  providencia  en  que  se  deniegue  la  certi- 
ficación de  la  sentencia  ó  la  admisión  del  recurso. 

10.  Cualesquiera  otros  respecto  á  los  cuales  haya  prevención 
expresa  y  terminante  de  que,  pasados,  no  se  admitan  en  juf- 
cio  la  acción,  excepción,  recurso  ó  derechos  para  que  estuvie- 
ren concedidos.  (Ley  ant,  art.  30.) 

Este  artículo  no  hace  más  que  enumerar  los  términos  que  son  impro  - 
regables  y  sin  fijar  ios  que  correspondan  á  cada  una  de  las  actuaciones  ó  ac- 
tos que  se  señalan,  porque  sólo  se  trata  de  esto  al  hablar  de  cada  uno  do 
ellos  en  narticular.  Para  el  objeto  de  este  artículo,  basta  la  enumeración 
de  todas  las  actuaciones  en  que  los  términos  son  improrogables,  cuya  na- 
turaleza es  tal,  que  trascurridos  éstos  y  acusada  una  rebeldía,  cuando  ésta 
es  necesaria,  se  declara,  sin  más  diligencias  de  sustanciacion,  perdido  el 
derecho  del  que  hubiere  dejado  de  trascurrir  un  término  sin  usar  del  que 
le  correspondiera. 

Art.  311.  Los  términos  improrogables  no  podrán  suspen- 
derse, ni  abrirse  después  de  cumplidos,  por  vía  de  restitución, 
ni  por  otro  motivo  alguno. 

Sólo  por  fuerza  mayor  que  impida  utilizarlos,  podrán  sus- 
penderse durante  su  curso.  {Ley  ant,  art.  32.) 

La  ley  aquí  se  refiere  á  los  términos  que  designa  en  el  art.  310.  No 
puede  referirse  á  otros,  por  ejemplo,  el  de  prueba,  que  puede  suspenderse 
por  justa  causa,  no  obstante  ser  también  improrogable  más  allá  del  tér- 
mino máximo,  porque  estos  son  casos  de  excepción  á  la  regla  general  de 
que  ningún  término  improrogable  pueda  suspenderse,  y  excepción  jue 
previene  la  ley  explícitamente. 

Un  caso  de  excepción  consigna  este  artículo  en  su  segundo  párrafo; 
que  sólo  por  fuerza  mayor  que  impida  utilizarlos  podrán  suspenderse  lo» 
términos  improrogables  durante  su  curso,  precepto  nuevo,  y  excepción 
que  creemos  justa,  porque  no  se  puede  confundir  al  litigante  que  por  ne- 
gligencia ó  mala  fé  deje  pasar  un  término,  con  aquel  C[ue  por  fuerza  ma- 
yor, y  contra  su  voluntaa,  se  ve  imposibilitado  de  utilizarle. 

Art.  312.  Trascurridos  que  sean  los  términos  improroga- 
bles, se  tendrá  por  caducado  de  derecho  y  perdido  el  trámite 
ó  recurso  que  hubiere  dejado  de  utilizarse,  sin  necesidad  de 
apremio  ni  de  acuse  de  rebeldía,  á  no  ser  en  el  caso  á  que  se  re- 
fiere el  núm.  r  del  art.  310. 

No  se  admitirá  escrito  ni  reclamación  alguna  que  se  oponga 
á  esta  disposición;  y  si  fuere  neóesario  recoger  los  autos  para 
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darles  el  curso  correspondiente,  se  empleará  el  procedimiento 
establecido  en  el  art.  308.'(Le^  ant,  arú.  32.) 

También  este  artículo  es  terminante,  en  cuanto  á  la  perentoriedad  de 
los  términos  improrogabies.  Según  él,  trascurridos  esos  términos,  y  sin 
necesidad  de  apremio  ó  acuse  de  rebeldía,  se  tendrá  por  caducado  d^  de- 
recho, y  perdido  el  trámite  ó  recurso  que  hubiere  dejado  de  utiiizai^^ 

Sólo  una  excepción  hace  el  artículo,  el  que  se  refiere  al  caso  del  nú- 
mero 1**  del  art.  310,  esto  es,  para  comparecer  en  juicio,  excepción  justa 
y  necesaria. 

•^  Llegado  el  caso  de  haber  trascurrido  el  término,  ya  no  se  admitirá  es- 
crito ni  declaración  alguna,  y  si  fuere  necesario  recoger  los  autos  se  em- 
pleará el  procedimiento  del  art.  308. 


^      TITULO  VIL 

DEL    DESPACHO,   VISTA,    VOTACIÓN  Y    FALLO    DE   LOS    ASUNTOS 
JUDICIALES. 


SECCIÓN  PRÍIVIERA. 

DEL  DESPACHO  ORDINARIO  Y  VISTAS. 

» 

Todos  los  dias  no  feriados  deben  tener  los  Juzgados  y  Tribunales  au- 
diencia pública  en, el  local  destinado  al  efecto,  sin  que  nin^n  Juez  ó  Ma- 
gistrado .pueda  sin  justa  causa  dejar  de  asistir  á  la  Audiencia.  Si  le  fuere 
imposible  asistir,  ha  de  ponerlo  con  la  anticipación  necesaria  en  conoci- 
miento de  su  suplente  ó  del  Presidente  del  Tribunal,  para  que  la  audien- 
cia no  deje  de  celebrarse  ni  sufra  retraso  el  despacho  de  los  negocios. 
{Artículos  631  y  siguien'es  de  la  Ley  org.  del  P.  J.) 

Los  Jueces  de  primera  instancia  y  Magistrados  deben  concurrir  á  ella 
eji  traje  de  ceremonia,  los  Abogados  en  traje  profesional  y  los  Procura- 
radores  sencillamente  con  traje  negro.  {Artículos  207,  880  y  888.) 

Una  parte  de  la  sala  destinada  á  audiencia,  separada  generalmente  del 
resto  por  una  barandilla,  debe  tener  el  pavimento  más  alto  formando  es- 
trado. Al  fondo  de  este  estrado,  bajo  un  dosel,  y  teniendo  delante  una 
mesa  de  la  longitud  necesaria,  se  sienta  el  Juez  ó  se  sientan  en  fila  los 
Magistrados  que  forman  la  Sala,  ocupando  el  asiento  del  centro  el  Presi- 
dente y  los  demás  los  Magistrados  por  orden  ide  antigüedad. 

En  frente  de  esta  mesa  y  de  espaldas  á  la  barandilla,  se  coloca  en  un 
banco  con  respaldo  el  Escribano,  Relator  ó  Secretario,  que  ha  de  tener 
también  una  mesa  delante.  A  los  dos  lados  del  estrado  y  en  el  espacio  que 
media  entre  la  mesa  del  Tribunal  y  la  del  Secretario,  pero  sin  interponer- 
le entre  ellas,  debe  haber  mesas  fronteras  para  los  Abogados,  que  ocupan 
también  b^cos  con  respaldo.  En  el  resto  Je  la  sala,  ó  sea  al  otro  lado  de 
la  barandilla,  se  coloca  el  publico,  que  debe  tener  á  su  disposición  bancos 
para  sentarse  de  frente  al  Tribunal. 

Los  Tribunales  tienen  el  tratamiento  impersonal,  y  los  Abogados  el 
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^e  usied.  Estos  pueden  cubrirse  con  el  birrete,  ftebiendo  necesariamente 
descubrirse  al  ^trar  en  la  sala  ó  salir  y  al  empezar  á  hablar  ó  terminar 
su  discurso;  los  Escribanos,  Relatores  ó  Secretarios,  deben  estar  con  la 
cabeza  descubierta. 

Hay  varias  disposiciones  dictadas  sobre  asiento  de  los  Magistrados  ho- 
norarios, de  los  Procuradores,  y  de  los  Abogados  que  quieran  asistir  á 
los  d«¡9tates  judiciales  como  escuela  práctica  del^foro;  pero  no  tienen  gran 
importancia  y  en  general  no  se  observan,  colocándose  estas  personas 
cuando  asistan  á  alguna  vista  en  los  bancos  destinados  al  público. 

La  audiencia  comienza  por  el  despacho  ordinario,  siguen  después  las 
vistas  señaladas,  y  por  último,  se  termina  con  la  publicación  de  las  sen- 
tencias y  la  firma  de  los  autos  y  providencias  acordadas. 

Llámase  despaeho  ordinario,  como  lo  indica  la  frase,  al  conjunto  de 
resoluciones  referentes  á  la  sustanciacion  de  los  asuntos  judiciales,  ó  sea  al 
curso,  expedición  y  trámite  de  los  mismos,  y  á  los  Actos  preparatorios  para 
dictarlos,  que  consisten  en  que  los  Escribanos  ó  Secretarios,  teniendo  á  la 
vista  del  Tribunal  los  autos  ó  expedientes,  den  cuenta  verbalmente  del . 
estado  de  cada  uno  y  de  las  pretensiones  que  en  ellos  se  hayan  deducido 
ó  diligencias  que  se  nayan  practicado. 

vista  es  el  acto  en  que  el  Juez  ó  Tribunal,  concluso  ya  el  pleito  ó  ne- 
gocio que  haya  de  resolver,  se  instruye  por  la  relación  que  hace  de  ellas 
el  Secretario  ó  Relator,  de  todas  las  actuaciones  practicadas  y  de  Ja  reso- 
lución que  cada  parte  pretende,  y  oye  las  consideraciones  y  argumentos 
quo  expone  cada  una,  por  sí  ó  por  medio  de  su  representante  ó  Abogado, 
según  los  casos,  para  demostrar  que  la  resolución  que  pretende  es  la  que 
procede  dictar  en  justicia. 

Art.  313.  Las  diligencias  de  prueba  y  las  vistas  de  los 
-pleitos  y  demás  negocios  judiciales  se  practicarán  en  audien- 
cia pública. 

Del  mismo  modo  se  hará  el  despacho  ordinario  de  sustan- 
-ciacion  de  los  negocios  en  que  lo  hubiere  soUcit^do  alguna  de 
las  partes. — (Ze¡/  ant,  art,  41,  par.  F. — Le^  org,  delP.  /.,  ar- 
ticnlo^^.) 

Art.  314.  No  obstante  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior, 
los  Jueces  y  Tribunales  podrán  disponer  de  oficio  ó  á  instan- 
cia de  parte,  que  se  haga  á  puerta  cerrada  el  despacho  y  vista 
de  iiquellos  negocios  en  que  lo  exijan  la  moral  ó  el  decoro. 

Cuando  se  deduzca  esta  pretensión  en  el  acto  de  darse  prin- 
cipio á  la  vista,  oidas  brevemente  las  partes,  el  Tribunal  deci- 
dirá en  el  mismo  acto  lo  que  estime  conveniente. 

Contra  lo  que  se  decida  sobre  este  punto,  no  se  dará  ulte- 
rior recurso. — {Ley  ani.,  arL  41,  pdr.  2®. — Ley  org,  del  P,  /., 
articulo  650.) 

Las  disposiciones  de  los  dos  artículos  anteriores,  difieren  de  sus  con- 
cordantes citados  en  aplicar  el  principio  de  la  publicidad  4  las  diligencias 
de  prueba,  y  en  hacer  depender  de  la  voluntad  de  las  partes  en  cuanto  al 
despacho  ordinario  de  sustanciacion  la  aplicación  de  aquel  principio,  del 
que  se  ha  dicho  que  basta  por  sí  sólo  para  compensar  todos  los  defectos 
^  una  viciosa  organización  judicial. 

TOMO  I  25 
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Hasta  ahora,  para  que  el  despacho  ordinario  de  sustanciacion  fuera  pú-* 
blico,  ninguna  ley  habia  exigido  que*las  partes  lo  pidieran.  Por  el  con- 
trario, el  Regí,  de  Juzg.  (art.  86),  las  Ord.  de  Aud.  (art.  27),  el  Regí,  del 
Trib.  Sup.  (art.  9),  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  (art.  41),  \d  ¿ier 
organización  del  Poder  judicial  (art.  649),  todas  disponian  que  habia  de 
hacerse  precisamente  en  audiencia  publica;  y  donde  la  apatía,  ó  la  falta 
de  costumbre  de  intervenir  en  los  asuntos  judiciales  por  el  alejamiento 
que  produce  la  ne^sidad  de  la  representación  en  una  gran  parte  de  los 
casos,  puede  hacer  temer  de  las  partes  un  abandono  de  su  derecho,  no  pa- 
rece acertado  convertir  en  una  facultad  de  los  litigantes  lo  que  era  una 
obligación  de  los  Tribunales,  y  es  uno  de  los  principios  fundamentales  y 
una  de  las  garantías  más  eficaces  de  un  buen  procedimiento. 

Pero  si  hay  un  pequeño  retroceso  en  hacer  potestativa  la  publicidad 
de  la  sustanciacion,  hay  un  adelanto  notable  en  exi^rla  para  las  diligen— 
cias  de  prueba,  aunque,  fuera  de  la  confesión  en  juicio  y  de  las  declara- 
ciones de  testigos  y  peritos,  no  puede  asegurarse  que  la  publicidad  sea 
efectiva.  Bastará  sin  embargo  que  lo  sea  en  estos  casos  para  que,  aunque 
al  principio  se  mire  con  pocg  interés  esta  reforma,  produzca  á  la  larga  los^ 
beneficiosos  resultados  que  la  publicidad  lleva  consigo,  pues  á  medida 
que  el  público  vaya  familiarizándose  con  el  sistema  y  vaya  interviniendo 
más  directamente,  aunque  sea  sólo  con  su  presencia,  en  los  asuntos  judi- 
ciales, habrá  más  verdad  en  los  pleitos,,  adquirirán  los  testigos  condicio- 
nes de  sinceridad  y  de  entereza  que  no  son  hoy,  por  desgracia,  tan  co- 
munes como  debieran  serlo,  y  poco  á  poco  se  elevará  el  carácter  de  la 
población,  facilitando  el  establecimiento  del  juicio  publico  y  preparanda 
el  del  Jurado,  no  sólo  para  las  causas  criminales,  sino  para  algunos  ne- 
gocios civiles  en  que  podrá  intervenir  ventajosaipente. 

Las  disposiciones  indicadas  sobre  publicidad,  tienen  su  complemento 
en  los  artículos  632  y  633  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  Judicial,  que 
mandan  que  la  audiencia  se  tenga  en  el  edificio  destinado  al  efecto,  y  que 
un  edicto  fijado  constantemente  en  la  parte  exterior  de  las  salas  aes ti- 
nadas á  los  Juzgados  y  Tribunales  marque  la  hora  de  empezar.  Cuando 
la  hora  no  esté  determinada  por  disposiciones  especiales,  la  señalan  los 
Jueces  y  Presidentes  de  los  Tribunales  dentro  de  las  hábiles,  debiendo  te- 
ner en  consideración  para  ello,  como  previenen  las  Ordenanzas  de  Au-  i 
diencias  (art.  13)  y  el  Reglamento  de  Juzgados  (art.  82),  la  estación,  el 
clima  y  las  diversas  costumbres  de  los  puel3lós.  Consecuencia  del  derecho- 
de  oir  y  presenciar,  es  el  de  emplear  los  medios  adecuados  para  recodar- 
lo, y  aunque  nada  disponen  las  leyes  sobre  si  puede  ó  no  permitirse  que 
á  las  vistas,  asistan  taquígrafos  para  tomar  notas  de  los  informes  orales, 
el  Tribunal  Supremo  lo  ha  permitido  en  algunas  ocasiones  que  han  ocur- 
rido, según  indica  el  Sr.  Ortíz  de  Züñiga  (Práctica  forense,  tomo  1®  jt?á^t- 
«<í  63),  y  los  demás  Tribunales  no  se  negarán  seguramente  á  adoptar  eji 
su  caso  el  mismo  acuerdo.  En  cuanto  á  la  publicación  de  estas  notas  6 
apuntes,  así  como  de  las  sentencias,  escritos  presentados  en  los  pleitos,  é- 
informes  orales  pronunciados  en  las  vistas,  deben  tenerse  presentes  las 
disposiciones  de  la  Ley  sobre  propiedad  intelectual  y  principalmente  las 
contenidas  en  los  artículos  8,  16  y  28. 

Los  inconvenientes  que  la  publicidad  de  la  audiencia  pudiera  ofrecéis 
en  algunos  casos,  están  salvados  por  la  facultad  que  confiere  á  los  Tribu- 
nales el  art.  314,  respecto  de  la  cual  debe  advertirse,  que  es  también  apli- 
cable á  las  diligencias  de  prueba,  aunque  en  él  no  se  mencionan  (artícu- 
Jo  572),  y  que  en  ningún  caso  alcanza  á  las  partes  interesadas  ni  á  sus. 
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defensores  (Ord,  de  Aud.,  art  32  y  art.  572  de  esta  Ley),  fuera  de  la 
excepción  que  autoriza  el  art.  655;  é  independientemente  de  esto,  para 
corregir,  manteniendo  la  audiencia  pública,  las  faltas  que  con  su  ocasión 
puedan  cometerse,  corresponden  á  los  Tribunales  las  atribuciones  dis- 
ciplinarias de  que  trata  el  tít.  13  de  este  mismo  libro,  igualmente  apli- 
cables á  los  interesados  que  al  público  en  general,  aun  en  las  diligencias 
de  prueba  (arts.  438,  440  y  575.) 

La  publicidad  de  las  diligencias  de  prueba,  que  además  del  art.  313 
ordena  el  570,  y  que,  como  hemos  indicado,  no  se  refiere  á  la  citación  de 
la  parte  contraria  que  como  regla  general  prescribia  el  art.  278  de  la  Ley 
anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  smó  á  su  práctica  en  audiencia  pública, 
ha  hecho  necesario  que  se  autorizaran  las  medidas  adecuadas  para  impe- 
dir la  comunicación  de  los  declarantes  en  la  confesión  (art.  590)  y  en  la 
prueba  de  testigos  (art.  646).  En  los  demás  casos,  sobre  todo  en  los  de 
trsúda  y  cotejo  de  documentos,  rara  vez  podrá  practicarse  la  prueba  en 
audiencia  pública  (artículos  599,  603,  605  y  606);  en  la  de  peritos  son 
secretas  las  deliberaciones  (art.  627);  en  la  de  reconocimiento  judicial  la 
publicidad  no  será  siempre  posible;  y  en  general,  á  pesar  de  las  termi- 
nantes declaraciones  de  los  artículos  313  y  570,  las  diligencias  de  prueba, 
*  excepción  hecha  de  las  mencionadas  anteriormente,  no  podrán  practicar- 
se en  audiencia  pública  y  se  verificarán  con  la  sola  intervención  de  las 
partes  y  sus  representantes  y  asesores,  únicas  personas  que, se  mencionan 
en  las  disposiciones  especiales  de  la  ley,  fuera  del  art.  642  relativo  á  la 
prueba  de  testigos. 

La  disposición  con  que  termina  el  art.  314  indica  claramente  que  las 
cuestiones  de  publicidad  quedan  al  arbitrio  del  Tribunal  que  conoce  en  el 
asunto,  y  en  el  art.  1693  puede  verse  que  la  infracción  de  lo  prevenido 
sobre  audiencia  pública  en  los  casos  en  que  la  ley  la  exige  ó  en  que  pue- 
de acordarse  á  instancia  de  parte,  no  se  considera  como  una  violación  de 
las  formas  esenciales  del  juicio. 

Véase, — Comparecencia  de  parte  interesada  en  diligencia  de  prueba, 
tomo  XLYIII  del  BoL,  pág.  226. 

Art.  315.  Para  el  despacho  ordinario  darán  cuenta  de  pa- 
labra los  secretarios  y  escribanos  en  el  mismo  dia  en  que  se 
presenten  los  escritos  6  tengan  estado  los  autos,  y  no  siendo 
posible,  en  el  siguiente.  fLey  org,  dehP.  /.,  art,  481,  núm.  6^, 
y  651.) 

Lo  mismo  estaba  anteriormente  dispuesto  en  el  art.  130  de  las  Orde- 
nanza.8  de  Audiencias  y  en  el  44  del,  Reglamento  de  Juzgados;  y  en  el  pri- 
mer concordante  citado  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  declara 
que  los  Secretarios  serán  personalmente  responsables  de  las  dilaciones  in- 
motivadas en  que  incurran,  dando  lugar  la  negligencia  á  corrección  dis- 
ciplinaria, según  el  art.  570  de  la  misma  ley  orgánica.  Aún  es  más  estre- 
cha la  responsabilidad  que  por  la  ley  actual  pueden  exigirles  los  Tribu- 
nales y  las  partes  (artículos  301,  302  y  445),  pero  ninguna  garantía  sería 
tan  eficaz  como  la  publicidad  efectiva  del  despacho  de  sustanciacion;  pu- 
diendo  las  partes  exigir  recibo  de  ^todo  escrito  ó  documento  que  presen- 
ten, con  expresión  del  dia  y  hora  de  su  presentación  (art.  250),  y  pu- 
diendo  asistir  al  despacho  en  la  audiencia  pública,  y  aun  exponer  en  ella 
de  palabra  las  observaciones  oportunas  (art.  331),  su  vigilancia  evitará 
cualquier  abuso,  no  sólo  en  cuanto  á  los  plazos,  sino  en  cuanto  á  la  for- 
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ma  de  dar  cuenta  de  los  asuntos,  mucho  mejor  que  pudiera  evitarlo  el 
temor  de  correcciones  que  con  frecuencia  no  pasan  de  estar  prescritas  en 
las  leyes.  Ejemplo  de  esto  es  que,  á  pesar  de  las  terminantes  aisposiciones 
de  íbdas  las  leyes  anteriores  á  la  actual,  y  de  las  facultades  gubernativas 
de  los  Presidentes  de  los  Tribunales,  el  despacho  ordinario  de  sustancia- 
cion  venia  haciéndose  en  algunas  Audiencias  á  puerta  cerrada,  sin  que 
aquellas  leyes  lograran  la  debida  observancia. 

Como  explicación  de  la  frase  v  no  siendo  posible  en  el  siguiente,  con- 
viene recordar  el  art.  130  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias,  del  que  se  de- 
duce que,  á  no  ser  que  falte  tiempo  dentro  de  las  horas  ordinarias  de  au- 
diencia, se  refiere  ünicamente  á  los  escritos  ó  autos  que  les  hubieren  sido 
entregaídos  después  de  empezado  el  despacho  del  dia. 

Art.  316.  Las  providencias  de  sustanciacion  se  dictarán  en 
el  acto  de  dar  cuenta  al  secretario,  ó  á  lo  más  dentro  de  los 
dos  dias  siguientes. 

En  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  sólo  en  los 
casos  en  que  deba  ser  motivada  la  resolución  ó  haya  necesidad 
de  examinar  antecedente?  para  dictarla,  podrá  acordar  la  Sala 
que  se  dé  cuenta  por  relator,  si  no  reuniese  este  carácter  el 
secretario  respectivo  {Ley  org.  del  P.  /.,  articulas  671,  482,  nú- 
meros Y  yV  ^y  disposiciones  transitorias  \\y  siguientes,^ 

También  son  aplicables  al  primer  párrafo  de  este  artículo  todas  las 
consideraciones  anteriormente  expuestas  sobre  las  ventajas  de  la  publici- 
dad del  despacho  de  sustanciacion,  encaminadas  á  mover  á  las  partes  á 
hacer  uso  de  un  derecho  mirado  hasta  ahora  con  tanta  indiferencia,  y  so- 
bre la  ineficacia  de  las  correcciones  que,  lo  mismo  que  esta  ley  (artícu- 
los 301,  302,  375  y  477),  declaraba  procedentes  la  de  organización  del 
Poder  judicial.  No  sólo  por  lo  que  en  cuanto  á  esto  significa,  sino  prin- 
cipalmente por  lo  que  en  él  se  dispone,  véase  en  la  nota  del  art.  375  el 
Real  decreto  de  15  de  Noviembre  de  1875. 

En  cuanto  al  segundo  párrafo,  debe  tenerse  en  cuenta  que  por  acuer- 
do de  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo,  comunicado  á  las  Au- 
diencias en  15  de  Mayo  de  1861,  se  fijó  la  práctica  que  debia  seguirse 
respecto  á  acordar  providencias  con  ó  sin  intervención  de  Relator,  esta- 
bleciendo: «Que  con  arreglo  al  recto  espíritu  del  art.  35  de  dicha  ley  (la 
anterior  de  Enjuiciamiento  civil)  y  del  102  de  las  Ordenanzas  de  Audien- 
cias, los  Tribunales  Supremo  y  Superiores  pueden  acordar  providencias 
sin  la  intervención  del  Relator,  y  con  la  del  Escribano  de  Cámara  sola- 
mente, en.  los  negocios  que  se  rijan  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
pero  que  debe  darse  cuenta  por  Relator  cuando  la  Sala  lo  mande,  confor- 
me á  la  antigua  jurisprudencia,  según  la  cual  debe  verificarse  en  los  ca- 
sos siguientes:  1**,  siemprcque  la  ley  lo  ordena;  2®,  para  definitiva  y  re- 
solución de  incidentes;  3**,  para  proveer  á  una  petición  ó  informe  fiscal; 
y  4**,  siempre  que  la  Sala  lo  juzgue  conveniente  por  cualquiera  razón.» 
Y  al  comunicar  este  acuerdo  á  las  Audiencias  se  Ip's  encargó  que  si  les 
ocurriese  alguna  duda  ó  creyesen  necesaria  alguna  resolución  relativa  á 
esta  práctica  elevaran  la  correspondiente  consulta. 

Por  último,  hay  que  advertir  que  cuando  no  esté  expresamente  dis- 
puesto lo  contrario  en  la  ley,  ^1  Relator  deberá,  por  regla  general,  ins- 
truir al  Trübunal  verbalmante,  excusando  el  hacerlo  por  escrito  eoanda 
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no  sea  indisj^ensable  ó  no  se  haya  así  mandado  expresamente.  (Ley  ante- 
rior de  Enjuiciamiento  civil,  art.  35;  Ordenanzas  ae  Audiencias,  árt.  108t 
Reglamento  del  Tribunal  Supremo,  art.  54;  y  segundo  concordante  citado 
de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial.) 

Art.  317.  Las  Salas  se  constituirán,  para  el  despacho  ordi- 
Bario  y  resolución  de  incidentes,  con  tres  Magistrados,  por  lo 
menos,  en  las  Audiencias,  y  cinco  en  el  Tribunal  Supremo,  sin 

Íue  puedan  exceder  de  cinco  en  aquéllas  ni  de  siete  en  éste, 
os  acuerdos  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos.  (Ley 
org.  del  P.  J.—Árú.  640). 

En  cuanto  al  número  de  Magistrados  necesario  para  formar  Sala,  las 
disposiciones  de  esta  ley,  en  que ,  tal  vez  sin  motivo  insuficiente,  se 
abandona  el  principio  consignado  en  el  art.  673  de  la  org.  del  P.  J.,  de 
haber  de  ser  siempre  impar,  son  algún  tanto  confusas;  y  por  ello  hemos 
creido  conveniente  examinarlas  en  conjunto  en  una  sola  nota  {véase  la 
del  art.  325),  concretándonos  en  esta  á  lo  relativo  al  despacho  de  sus- 
íanciacion,  para  el  cual  no  deja  el  artículo  duda  de  que  pueden  consti- 
tuirse las  Salas  coa  cuatro  Magistrados  en  las  Audiencias  y  con  seis  en 
el  Tribunal  Supremo,  puesto  que  de  otro  modo  lo  que  se  señala  como  lí- 
mite mínimo  ó  máximo  en  cada  caso  se  hubiera  fijado  como  único  nú- 
mero posible.  , 

Prescindiendo  de  la  exactitud  técnica  de  la  palabra  acuerdos  á  que  el 
artículo  667  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  dio  una  significación 
restringida  jue  parece  en  esta  Ley  abandonada,  pudiera  entenderse,  por  lo 
que  se  previene  al  final  del  artículo ,  que  para  cada  providencia  de  sus- 
tanciaciacion  en  el  despacho  ordinario  es  precisa  una  votación  previa 
que  dé  á  conocer  la  opinión  de  la  mayoría;  v  como  las  votaciones  de  los 
Tribunales  son  siempre  secretas,  vendria  á  hacerse  de  este  modo  imposi- 
ble el  cumplimiento  de  la  regla  general  del  art.  346,  de  que  amellas  pro- 
videncias han  de  dictarse  en  el  acto  da  dar  cuenta  al  Secretrrio  y  á  con-  ' 
vertirse  en  regla  para  los  Tribunales  colegiados  lo  que  sólo  como  ex- 
cepción se  autoriza,  á  no  ser  que,  relacionando  este  artículo  con  el  343,  se 
estimase  legal  la  discusión  y  votación  pública  de  las  providencias ,  ó  se 
creyera  posible  abrir  y  cerrar  la  audiencia  tantas  veces  cuantas  hubiera 
necesidad  de  dictar,  y  para  ello  votar,  una  providencia. 

Creemos  que  ha  hanido  aquí,  á  consecuencia  de  una  falta  de  método, 
una  falta  de  expresión;  que  la  necesidad  de  la  votación  se  refiere  exclu- 
sivamente á  la  resolución  de  incidentes ,  y  que  en  cuanto  á  aquellas  pro- 
videncias deberá  seguirse  el  procedimiento  marcado  en  el  art.  28  de  las 
Ordenanzas  de  Audiencias,  que  dice:  «Los  autos  de  sustanciacion  los  da- 
rá el  Presidente  de  la  Sala,  consultando  en  voz  baja  la  opinión  de  los  de- 
más Ministros  en  caso  de  duda;  pero  si  alguno  de  estos  le  indicare  que  se 
provea  el  auto  por  votación,  deberá  ejecutarse  así,  dejándose  aquel  ne- 
gocio para  después.  Los  autos  que  diere  en  público  el  Presidente  de  Sala, 
tendrán  ía  misma  fuerza  que  si  se  hubieren  proveído  por  votación ,  á  no 
ser  que  en  el  acto  los  reclamare  algún  otro  Mintstro  de  los  que  compon- 
gan la  Sala.» 

Sobre  que  todo  lo  demás  sería  embarazoso  é  inútil ,  y  de  este  modo 
habría  votación  siempre  que  fuera  necesaria,  creemos  que  esto  es  una 
consecuencia  lógica  de  la  naturaleza  de  estas  providencias  y  de  lo  pre- 
venido en  el  párrafo  primero  del  art.  346,  que,  aunque  no  hace  incjispen- 
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sable  que  la  providencia  se  dicte  en  el  acto  ,  y  da  por  tanto  tiempo  para 
la  votación,  no  lo  hubiera  establecido  como  regla  general  si  fuera  impo* 
sible  su  cumplimiento. 

Art.  318.  Los  Jueces  de  primera  instancia  verán  por  símis- 

mos  los  pleitos  y  actuaciones  para  dictar  autos  y  sentencias. 

En  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo  se   dará 

cuenta  por  relator  ó  por  el  secretario,  en  su  caso ,   formando 

Í)ara  ello  el  correspondiente  apuntamiento  cuando  lo  prevenga 
a  ley.  ^Ze^  ant.^  art,  35.  Ley  org,  del  P.  /.,  arts,  672^  482, 
mlmero  3**.) 

Del  primer  párrafo  de  este  artículo,  combinado* con  el  315,  resulta  que 
los  Jueces  están  obligados  á  ver  por  sí  mismos  los  pleitos  y  actuacio- 
nes para  dictar  providencias,  modificándose  en  esto,  de  acuerdo  con  la 
Ley  orgánica,  la  anterior  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Aunque  en  el  segundo  párrafo  no  se  expresa,  en  las  Audiencias  y  en 
el  Tribunal  Supremo,  también  es  preciso  que  un  Magistrado,  cuando  me- 
nos, vea  por  sí  mismo  los  pleitos  y  actuaciones  para. dictar  autos  y  sen- 
tencias. (Véase  la  nota  del  art.  336.) 

No  hay  en  esta  Ley  disposiciones  generales  que  determinen  en  qué 
asuntos,  cómo,  cuando  y  con  qué  garantías  de  exactitud  debe  formarse  el 
apuntamiento;  todo  esto  se  previene  y  se  repite  en  cada  caso  concreto,  y 
tal  vez  hubiera  sido  más  conveniente  establecerlo  en  reglas  generales  que 
hubieran  permitido  completar  la  materia  al  metodizarla.  Formulando  en 
reglas  generales  esas  disposiciones  dispersas,  puede  establecerse:  1®  Que 
ha  de  formarse  apuntamiento  siempre  que  un  Tribunal  colegiado  conozca, 
en  virtud  de  apelación  ó  recurso,  de  cualquier  asunto  judicial  contencioso 
ó  voluntario,  para  decidir  un  incidente  ó  resolver  en  definitiva,  con  ex- 
clusión del  recurso  de  queja  y  del  reciffso  de  casación  por  infracción  de 
ley  (en  éste  para  fallar  en  el  fondo  se  forma  la  nota  á  que  se  refieren  los 
artículos  1740  y  1742).  2®  Que  su  formación  ha  de  acordarse  inmediata- 
mente después  de  haberse  personado  el  apelante  ó  comparecido  el  recur- 
rente, y  precede  por  tanto  á  todas  las  demás  actuaciones  de  la  instancia 
en  que  se  forma,  fuera  dej  caso  á  que  se  refiere  el  art.  889  en  que  al  com- 
parecer ante  el  Tribunal  Superior  deba  el  apelante  mejorar  la  apelación 
admitida  en  un  efecto.  3**  Que  antes  de  declarar  conclusos  los  aulos,  si  en 
la  instancia  cabe  el  recibimiento  á  prueba  y  tiene  éste  lugar,  se  adiciona 
con  el  resultado  de  las  que  se  hubieran  practicado,  excepto  en  las  apela- 
ciones del  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  y  de  los  que  se  ajustan  á 
las  reglas  marcadas  para  éste  (arts.  705  al  710).  4®  Que  en  todos  los  casos,' 
inmediatamente  después  de  su  formación,  se  comunica  á  las  partes  para 
que  manifiesten  su  conformidad  ó  pidan  las  reformas  que  estimen  necesa- 
rias, y  al  Magistrado  Ponente  para  que  se  instruya  é  informe  á  la  Sala 
sobre  este  punto,  sin  que  haya  recurso  contra  la  resolución  que  se  adopte; 
y  que  del  mismo  modo  se  comunica  ó  se  pone  de  manifiesto  á  las  partes 
después  de  la  adición  de  las  pruebas,  excepto  en  las  apelaciones  á  que  se 
refiere  la  sección  3^,  tít.  6®  del  lib.  2**,  en  las  que  no  se  ordena  este  trá- 
mite (art.  902.),  debiéndolo  sólo  prestar  las  partes  su  conformidad  á  la 
adición  ó  pedir  rectificación  de  ella  en  las  apelaciones  de  sentencias  defi- 
nitivas dictadas  en  pleitos  de  mayor  cuantía  (art.  870.) 

Al  formular  de  este  jnodo  las  disposiciones  de  la  ley,  se  advierte  fócil- 
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mente-  que  algunas  de  las  excepciones  señaladas  debieran  desaparecer; 
•que,  fuera  de  las  "advertencias  que  puedan  hacerse  en  el  acto  de  la  vista, 
^tan  garantías  de  exactitud  ó  recursos  autorizados  para  obtenerla  en  los 
-casos  de  los  arts.  709,  902  y  ríiO\  y  que  el  Magistrado  Ponente  no  está 
obligado  á  manifestar  explícitamente  su  conformidad  con  el  apuntamiento, 
ni  está  tampoco  autorizado  para  proponer  á  la  Sala  reformas  que  las  par- 
tes no  hayan  pedido.  En  esto  último,  ya  que  no  se  exigiera  la  nota  de 
conformicfad  que  para  los  apuntamientos  de  causas  criminales  exigieron 
el  Real  decreto  de  22  de  Setiembre  de  1848  (art.  8**),  y  la  Ley  para  la  apli- 
cación del  Código  de  1850  (regla  41),  debiera  haberse  autorizado  al  Po- 
nente para  proponer  á  la  Sala  las  reformas  que  consistiesen  en  la  inser- 
ción literal  de  documentos  ó  actuacione»  que  en  el  apuntamiento  se  hu- 
bieren omitido  ó  extractado  con  error  y  que  pudieran  influir  directamente 
en  el  fallo.  Remitiéndose  el  apuntamiento  al  Tribunal  Supremo  en  los  re- 
cursos de  casación  y  siendo  éste  procedente  no, sólo  por  error  de  derecho, 
sino  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  tiene  hoy  más 
importancia  para  el  recurso  que  para  la  segunda*instancia  y  no  puede  ne- 
garse el  derecho  de  reparar  sus  inexactitudes  ú  omisiones  al  Tribunal  que 
dicta  la  sentencia;  además  de  que,  habiendo  de  fundarse  el  fallo  en  los 
hechos  que  resulten  ^e  los  autos  y  siendo  potestativo  en  los  demás  Ma- 
gistrados el  examinarlos  por  sí  mismos,  no  puede  menos  de  parecer  anó- 
malo que  figuren  en  la  sentencia  hechos  que  no  consten  en  el  apunta- 
miento con  que  se  haya  dado  cuenta  para  dictarla.  f 

Respecto  á  la  manera  de  formarlo  nada  dispone  la  Ley.  Pueden  verse 
sobre  esto  las  reglas  que  se  señalan  en  la  palabra  Apuntamiento  de  la 
Enciclopedia  española  de  Derecho  y  Administración^  dividiéndolo  en 
cinco  partes  llamadas  estado  del  pleito,  supuestos  ó  antecedentes,  pleito, 
pruebas^  y  actuaciones  posteriores,  de  las  cuales  pueden  suprimirse  algu- 
nas añadiendo  otra  llamada  punto  ó  cuestión  del  dia  cuando  se  trata  de 
decidir  un  artículo  ó  cuestión  incidental;  pero  creemos  que  las  reformas 
introducidas  en  la  nueva  ley,  deberán  reflejarse  en  la  formación  de  los 
apuntamientos,  procurando  en  ellos  la  mayor  concisión,  consignando 
<5lara  y  sucintamente  los  puntos  de  hecho  en  que  los  litigantes  estuvieran 
conformes  ó  que  no  hubieran  sido  negados,  y  el  resultado  de  las  pruebas 
sobre  los  discutidos,  y  abandonando  el  sistema  que  á  menudo  se  sigue  de 
referir  como  antecedentes  y  como  hechos  averiguados  el  resultado  de  las 
pruebas  que  sólo  corresponde  apreciar  al  Tribunal. 

Art.  319.  Al  final  del  apuntamiento  expresará  el  relator  ó 
secretario,  bajo  su  responsabilidad,  si  en  la  instancia  ó  instanr 
cias  anteriores  se  han  observado  las  prescripciones  de  esta  ley- 
sobre  términos  y  sus  prórogas,  apremios  y  recogidas  de  autos 
y  demás  que  se  refieran  al  orden  y  forma  de  los  procedimien- 
tos; así  como  también  si  se  han  practicado  actuaciones  inne- 
cesarias ó  no  autorizadas  por  la  ley,  anotando  los  defectos  ú 
omisiones  que  resuliten,  ó  consignando,  si  no  Ips  hubiere,  que 
«e  han  observado  las  prescripciones  legales  en  la  sustanciacion 
del  juicio.  {Ord.  deÁud,,  art,  110. — ReaZ  orden  deh  de  Setiem- 
lyre  de  1850.— Z^y  org.  del  P,  /.,  art.  482,  núms.  4?  y  5°.) 

Los  concordantes  citados  se  referian  principalmente  á  que  el  Relator 
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señalase  las  faltas  de  procedimiento  que  pudieran  ser  causa  de  nulidad,  y^ 
las  relativas  al  cumplimiento  de  los  térmmos.  Este  artículo  responde,  ad©^ 
más,  á  la  base  4^  de  la  Ley  de  autorización  para  la  reforma  del  Enjuicia- 
miento civil,  en  lo  que  se  refiere  á  que  no  se  consientan  escritos  ni  dili- 
gencias inútiles.  Mientras  la  administración  de  justicia  no  sea  ^atuita 
para  todos,  sin  perjuicio  de  condenar  al  litigante  temerario  á  que  indem- 
nice los  gastos  que  haya  causado  al  Estado  y  á  su  contrario,  si  los  hiciq-^ 
re,  ó  mientras  todos  los  auxiliares  de  los  Tribunales  no  estén  á  sueldo,  y 
sólo  al  Estado  corresponda  percibir  los  derechos  de  arancel,  no  puede  es- 
perarse que  las  partes  se  vean  enteramente  libres  de  gastos  innecesarios.  Pe- 
ro dentro  de  los  principios  de  la  Ley  merecen  sus  disposiciones  sobre  este 
Sunto  la  más  sinceros  elogios.  Sin  que  pretendamos  señalarlas  aquí  en  su 
etalle,  pueden  resumirse  diciendo  que  prohibe  la  presentación  de  escri- 
tos ó  la  práctica  de  diligencias  inútiles;  que  en  algunos  casos  en  que  pu-* 
dieran  haberse  practicado  las  necesarias  con  menores  gastos,  condena 
personalmente  al  Procurador  al  pago  del  exceso  (por  ejemplo,  art.  265); 
que  cuando  estas  prohibiciones  han  sido  infringidas,  no  sólo  obliga  al  Re- 
lator á  expresarlo  bajo  su  responsabilidad,  sino  que  encomienda  también 
la  revisión  de  los  autos  con  este  objeto  al  Magistrado  Ponente  (art.  337); 
y  por  último,  que  prohibe  que  en  la  tasación  de  costas  se  incluyan  los  de- 
i*echos  correspondientes  á  escritos,  diligencias  y  actuaciones  inútiles,  su- 
pérfluas  ó  no  autorizadas  por  la  ley  (art.  423),  con  lo  cual  pone  sobre  to-^ 
das  las  otras  garantías,  la  vi^lancia  de  las  partes  interesadas,  que  podrán 
impugnar  todas  las  partidas  incluidas  indebidamente.  Si  los  preceptos  del 
Legislador  no  se  desatienden  por  un  compañerismo  mal  entendido  ó  por 
una  idea  inexacta  de  lo  que  deben  ser  las  relaciones  que  naturalmente  se 
establecen  entre  los  Tribunales  y  sus  auxiliares,  la  reforma  habrá  alcan- 
zado, hasta  donde  es  posible  sin  procedimientos  más  radicales,  uno  de  sua  ^ 
principales  fines. 

Art.  320.  Los  relatores  y  secretarios  formarán  los  apun- 
tamientos, siguiendo  el  orden  riguroso  de  las  fechas  en  que  se 
hubiere  acordado  este  trámite.  Sólo  darán  preferencia  á  lo» 
asuntos  que  se  expresan  en  el  artículo  siguiente. 

Con  arreglo  á  los  artículos  104,  113  y -31  de  las  Ordenanza*  de  Au- 
diencias, los  Relatores  al  entregarse  de  los  autos  deben  anotar  siempre 
el  dia  en  que  los.  reciben,  y  deben  entregar  cada  quince  dias  al  Presidente  • 

}e  la  Sala  una  lista  de  los  asuntos  que  penden  ante  ellos,  con  expresión 
el  dia  en  que  los  recibieron,  para  que  si  resultara  algún  atraso  ó  entor- 
pecimiento, ó  alguna  falta  que  deba  remediarse,  provea  la  Sala,  en  el  acto 
del  alarde  6  revista  que  ha  de  celebrarse  el  primer  dia  hábil  de  cada  mes^ 
lo  que  sea  más  conducente. 

Art.  321.  Las  vistas  de  los  pleitos  é  incidentes  se  señala- 
rán por  el  orden  de  su  conclusión,  y  sin  necesidad  de  que  1<>- 
pidan  las  partes.  ' 

Exceptáfinse  las  cuestiones  de  alimentos  provisionales,  de- 
competenriía,  acumulaciones,  recusaciones,  desahucios,  inter* 
dictes,  depósitos  de  personas,  juicios  de  menor  cuantía  y  eje- 
cutivos, denegaciones  de  justicia  ó  de  prueba,  y  los  demás  ne- 
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gocios  que  por  prescripción  de  la  ley  ó  por  acuerdo  de  la  Sala, 
fundado  en  circunstancias  muy  especiales,  deban  tener  prefe- 
rencia, los  cuales,  estando  conclusos,  serán  antepuestos  á  los 
demás  cuyos  señalamientos  aún  no  se  hubiesen  hecho. 

Al  Presidente  de  la  Sala  corresponde  hacer  los  señalamien- 
tos. (Ze^  ant,,  articulas  38,  39,  40,  861  y  872.  —  Ley  org.  del 
P.  J,,  art.  652.) 

A  pesar  de  que  la  colocación  de  este  artículo  parece  indicar  que  sus 
preceptos  son  de  aplicación  ffeneral,  se  advierte  fácilmente  oor  su  conteni- 
do que  sók)  son  aplicables  á  las  apelaciones  de  que  conocen  las  Audiencias. 
Así  es  que  no  ha  de  consi  erarse  en  todo  caso  como  una  diligencia  inútil 
la  petición  de  vista.  Por  el  contrario,  hay  que  pedirla  para  que  se  señale 
y  se  celebre  en  la  primera  instancia  de  los  juicios  de  mayor  cuantía  (ar- 
tículos 668  y  675),  de  los  incidentes  (art.  756),  y  del  juicio  ejecutivo  (ar- 
tículo 1472),  en  los  incidentes  que  se  promuevan  durante  la  segunda  ins- 
tanéia  ó  en  los  recursos  de  casación  (art.  759),  y  en  general,  en  todo  lo 
que  no  sean  recursos  ó  apelaciones,  ó  se  tramite  por  las  reglas  señaladas 
para  éstas,  ó  deba  resolverse  después  de  una  comparecencia  de  las  partes, 
pues  siendo  en  todos  los  demás  casos  potestativo  el  que  la  vista  se  celebre, 
claro  es  que  para  que  tenga  lugar  habrá  que  pedirlo,  y  que  el  primer  pár- 
rafo de  este  artículo,  en  lo  que  se  refiere  á  declarar  innecesaria  la  preten- 
sión de  vista,  se  ha  de  entender  limitado  á  los  casos  en  que  haya  forzosa- 
mente de  celebrarse. 

Respecto  al  modo  de  hacer  los  señalamientos,  disponen  los  artículos 
47  del  Retíamento  del  Tribunal  Supremo,  y  32,  34  y  35  de  las  Ord.  de 
Aud.  que  haya  en  cada  Sala  un  libro  en  el  cual  el  Presidente  escriba  los 
que  se  hagan,  con  expresión  del  negocio,  de  las  partes  y  del  Relator  ó 
Secretario  respectivo:  que  los  señalamientos  se  notifiquen  en  el  mismo 
dia;  que  del  mismo  modo  se  anoten  y  notifiquen  los  acuerdos  de  suspen- 
sión de  la  vista  y  traslado  del  señalamiento;  y  que  se  hagan  con  anticipa- 
ción de  uno  ó  más  dias  y,  cuando  el  negocio  sea  largo,  para  el  dia  de- 
terminado y  los  siguientes.  A  Qstas  reglas  se  añadió,  por  R.  O.  de  29  de 
Setiembre  de  4859,  dictada  para  corregir  algunos  abusos  que  en  ella  se 
mencionan,  que  no  se  señalen  para  cada  dia  más  vistas  de  las  que  se  pre- 
suma con  fundamento  que  podrán  celebrarse,  y  que  en  las  diligencias  de 
señalamiento  se  exprese  el  orden  de  preferencia  con  que  las  vistas  hayan 
de  tener  lugar. 

Para  el  orden  de  los  señalamientos,  establece  este  artículo  tres  reglas 
generales,  refiriéndose  á  una  sola  de  ellas  las  excepciones  contenidas  en 
el  párrafo  segundo.  La  primera,  que  no  tiene  excepción,  consiste  en  dis- 

f^oner  ^ue  los  señalamientos  no  puedan  hacerse  sino  cuando  estén  conclusos 
08  pleitos  6  incidentes  que  hayan  de  verse,  de  modo  que,  cualquiera  que 
sea  la  naturaleza  del  asunto  y  cualesquiera  que  ^  sean  las  seguridades  de 
acierto  en  los  cálculos  que  puedan  hacerse  sobré  la  época  de  su  conclu- 
sión teniendo  en  cuenta  los  trámites  que  falten  y  los  plazos  señalados  por 
la  Ley  para  su  práctica,  no  podrá  hacerse  anticipadamente  el  señalamien- 
to sino  que  habrá  que  esperar  á  que  efectivamente  estén  conclusos  los 
autos.  ► 

La  segunda,  á  que  se  refieren  las  excepciones  del  segundo  párrafo^ 
consiste  en  dar  la  preferencia  á  la  antigüedad,  de  modo  que  los  señala- 
mientos para  vista  se  hagan  por  el  mismo  orden  de  conclusión  de  los 
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asuntos.  Las  excepciones  que  se  establecen  se  fundan  en  la  naturaleza  de 
los  asuntos  que  se  mencionan,  y  en  esto  no  sólo  se  ha  aumentado  el  nú- 
inero  de  las  excepciones  señaladas  en  la  antigua  Ley  de  Enjuiciamiento 
(artículos  109,  766  y  1005)  y  en  la  orgánica  del  Poder  judicial  (art.  652), 
sino  que,  abandonando  el  sistema  prohibitivo  de  estas  dos  últimas  leyes, 
^e  ha  vuelto  en  cierto  modo  al  del  art.  33  de  las  Ordenanzas  de  Audien- 
cias que  autorizaba  á  las  Salas  para  dar  preferencia  á  los  negocios  que  es, 
timaran  más  urgentes.  Cuando  se  privó  á  los  Tribunales  de  esta  facultad» 
la  reforma  fué  mirada  como  un  progreso  encaminado  á  separar  de  la  ad- 
ministración de  justicia  todo  cuanto  pudiera  desprestigiarla  y  con  más  ó 
menos  fundamento  pudiera  atribuirse  á  influencias  y  parcialidades^  al  de- 
volvérsela se  exige  que  el  acuerdo  se  funde  en  circunstancias  muy  espe- 
ciales, y  los  Tribunales  deben  tener  siempre  esto  muy  presente  para  re- , 
«bazar  toda  solicitud  de  preferencia  que  no  se  apoye  en  motivos  perfec- 
tamente justificados  y  tan  extraordinarios  que  pudiesen  hacer  recon-oeer 
á  cualquier  espíritu  desapasionado  la  conveniencia  de  anticipar  la  v  sta  á 
pesar- del  perjuicio,  máfe  ó  menos  grave,  que  necesariamente  se  há  de  irro- 
•g&T  por  ello  á  otros  litigantes  en  asuntos  de  igual  naturaleza.  La  arbitra- 
riedad judicial,  necesana  en  muchas  materias,  está  hoy  menos  admitida 
en  las  leyes  de  lo  que  debiera  estarlo,  jr  no  puede  desconocerse  que 
hav  una  tendencia  favorable  á  ampliar  la  libertad  de  acción  de  los  Tribu- 
nales; pero  es  preciso  que  en  los  pequeños  ensayos  que  se  intentan  se 
muestren  estos  dignos  de  disfrutarla,  teniendo  en  cuenta  al  i-esolver  cada 
caso  concreto  que  del  uso  que  de  ella  hagan  depende  el  enaltecimiento  ó 
el  desprestigio  de  la  magistratura. 

En  cuanto  á  los  asuntos  nominalmente  exceptuados  por  la  ley,  su 
inera  enunciación  justifica  la  preferencia,  con  la  excepción  tal  vez  ae  las 
recusaciones  y  de  los  juicios  de  menor  cuantía.  Admitido  el  principio  de 
-conceder  á  las  Salas  en  este  punto  facultades  discrecionales,  creemos  yie 
podrían  haberse  limitado  las  preferencias  de  ley  á  las  demás  que  especial- 
mente se  señalan,  dejando  al  arbitrio  de  agüellas  el  otorgar  ó  no  jHrefe- 
rencia  según  los  casos  á  los  juicios  declarativos  de  menor  cuantía,  que  no 
difieren  esencialmente  de  los  en  que  se  controvierten  más  importantes 
intereses  y  cuya  resolución  es  en  la  mayor  parte  de  los  casos  menos  ur- 
gentes que  los  otros  juicios,  como  los  de  estado  civil,  por  ejemplo,  y  á 
los  incidentes  de  recusación  que  mientras  no  suspenden  el  curso  de  los 
autos,  ó  sea  mientras  no  llegan  estos  á  eátado  de  sentencia,  no  tienen  para 
los  litigantes  el  carácter  apremiante  de  los  demás  asuntos  exceptuados. 

Hemos  indicado  ya,  que  las  disposiciones  de  este  artículo  sólo  son 
-aplicables  á  las  apelaciones  de  que  conocen  las  Audiencias,  y  réstanos 
añadir  para  completar  el  comentario  de  la  segunda  regla  señalada:  oue 
en  primera  instancia  hay  en  cada  caso  disposiciones  especiales  sobre  los 
términos  para  ver  y  resolver  los  asuntos  exceptuados;  que  se  rigen  por  las 
disposiciones  de  la  sección  3*,  tit.  6®,  del  libro  2®  de  Ja  Ley,  las  apelacio- 
nes sobre  alimentos  provisionales,  competencias  promovidas  por  declina- 
toria (art.  79),  recusaciones,  interdictos,  depósito  de  personas  (art.  4824), 
juicios  ejecutivos,  y  denegaciones  de  justicia  y  de  prueba,  deniendo  dic- 
tarse en  ellas  la  sentencia  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  la  celebra- 
<5Íon  de  la  vista  (art.  896),  con  la  cual  se  les  da  también  en  esto  una  pre- 
ftrencia  sobre  los  asuntos  no  exceptuados  en  que  el  plazo  para  dictar  sen- 
tencia es  de  ocho  dias;  que  las  apelaciones  de  que  conocen  las  Audiencias 
en  los  juicios  de  desahucio,  se  sustancian  por  los  trámites  establecidos  en 
los  artículos  705  y  siguiente^  de  la  Ley  para  las  de  los  juicios  de  menor 
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cuantía  (art.  4592),  qae  tienen  marcados  plazos  breves  para  conseguir  una 
gran  rapidez  en  su  resolución;  y  que  las  que  versan  sobre  competencias 
promovidas  por  inhibitoria  y  sobre  acumulación  de  autos  (art.  183),  se  ri- 

fen  por  las  disposiciones  especiales  de  la  sección  3*,  tít.  2®,  del  libro  4® 
e  la  Ley,  debiendo  tenerse  muy  presente,  por  constituir  esto  una  excep- 
ción única  en  lo  relativo  á  señalamientos,  que  en  estos  dos  casos  la  vista 
se  ha  de  celebrar  precisamente  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  en  que 
<juedaren  conclusos  los  autos  (art.  404),  lo  cual  hace  que  aquellas  cues- 
tiones tengan  una  forma  especial  de  preferencia,  que  se  la  da  aun  sobre 
todos  los  demás  asuntos  exceptuados,  y  que  no  puedan  sujetarse  á  turno 
como  todos  los  demás  deben  sujetarse  dentro  del  grupo* correspondiente. 
La  tercera  regla  que  establece  el  artículo  que  comentamos,  es  la  con- 
signada en  la  ultima  frase  de  su  segundo  párrafo,  diciendo  que  los  asun- 
tos exceptuados  sólo  podrán  anteponerse  á  los  demás  cuyos  señalamientos 
no  se  hubieren  aún  hecho.  Esta  regla  se  presenta  como  absoluta  y  sin  ex- 
cepción posible,  pero  no  tiene  sin  embargo  este  carácter.  Según  acaba  de 
indicarse,  hay  casos  en  que  es  indispensable  celebrar  la  vista  dentro  de 
un  plazo  fijo,  y  es  evidente  que  si  hubiere  señalamientos  ya  hechos  para 
todo  ese  plazo,  habría  que  anteponer  la  vista  á  la  de  otros  asuntos  cuyos 
señalamientos  estarían  ya  hechos.  Y  siendo  esto  así,,  lo  que  á  nuestro  jui- 
cio debe  entenderse  preceptuado  por  esta  regla,  es  que  en  ningún  caso  po- 
drá la  preferencia  utilizarse  en  perjuicio  de  los  señalamientos  que  ya  es- 
tuvieron hechos,  ó  sea  que  en  ningún  caso  podrá  ser  dejado  sin  efecto  un 
señalamiento  ya  hecho  para  atender  á  la  vista  de  otro  asunto  cualesquiera 
-que  sean  el  grado  y  el  origen  de  su  preferencia.  Creemos,  pues,  que  en 
la  hipótesis  indicada  podrá  anteponerse  ó  interponerse  la  vista  de  la  com- 
petencia ó  la  acumulación,  que  son  los  asuntos  á  que  aludimos,  si  bien  es- 
cogiendo para  celebrarla  un  dia  en  que  pueda  verificarse  además  de  las 
señaladas  y  aun  prorogando  st  fuere  preciso  la  duración  ordinaria  de  la 
Audiencia.  Este  es  en  nuestro  sentir  el  único  medio  de  conciliar  los  pre- 
ceptos de  la  Ley,  puesto  que  todos  obligan  de  igual  modo  á  su  cumpli- 
miento y  tan  legalmente  imposible  es  dejar  de  celebrar  la  vtsta  dentro  del 
plazo  marcado,  cuando  este  se  ha  fijado  expresamente,  como  suspender 
para  celebrar  la  celebración  de  otra  vista  ya  señalada. 

Art.  322.  Los  pleitos  se  verán  en  el  dia  señalado. 
Si  al  concluir  las  horas  de  la  aadiencia  no  hubiere  finaliza- 
clo  la  vista  de  algún  pleito,  podrá  suspenderse  para  continuar- 
la en  el  dia  ó  dias  siguientes,  á  no  ser  que  el  Presidente  pro- 
rogare  el  acto.  {Ley  ant.y  art.  38.— Ley  org,  del  P.  /.,  articu- 
lo 653.) 

Una  de  las  actuaciones  que  requiere  mayor  puntualidad,  es  evidente- 
mente la  de  la  vista  de  los  pleitos,  pues  que  su  falta  de  celebración  en  el 
dia  señalado  no  sólo  retrasa  la  terminación  del  litigio,  sino  que  perjudica 
á  los  interesados  que  á  veces  acuden  de  largas  distancias  y  haciendo  cuan- 
tiosos gastos  á  presenciarlas.  A  esto  obedece  el  precepto  terminante  con- 
tenido en  este  artículo  y  completado  en  el  siguiente  que  marca,  aunque  á 
.  nuestro  entender  con  poca  fortuna,  las  únicas  causas  legales  de  suspen* 
sion  de  las  vistas,  y  obedecen  también  otros  artículos  encaminados  á 
aislar  el  mal  en  el  caso  de  que  no  sea  posible  evitarlo,  ó  sea  áimpedir  que, 
el  perjuicio  trascienda  á  otros  seiíalamientos.  De  estas  disposiciones  enca- 
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ramadas  á  impedir  que  la  alteración  de  una  vista  influya  en  la  celebración 
de  otras,  hemos  visto  la  del  art.  321  que  en  ningún  caso  permite  que  se 
á$ie  sin  efecto  un  señalamiento  ya  hecho  para  atender  á  la  vista  de  otra 
asunto  por  privilegiada  que  sea  su  preferencia,  y  veremos  pronto  la  del 
artículo  324  que  hace  perder  su  tumo  á  la  vista  gue  se  suspenda  para  que 
no  se  alteren  ni  sufran  retraso  las  dettiás  posteriormente  señaladas.  Pera- 
en  este  artículo  y  en  el  siguiente  no  se  trata,  según  hemos  dicho,  de  aislar, 
el  mal,  sino  de  procurar  evitarlo,  y  limitándose  aqní  la  ley  á  sentar  el 

S recepto  de  qjie  los  pleitos  se  han  de  ver  en  el  dia  señalado,  sin  ocuparse 
e  las  excepciones,  nos  bastará  indicar  que  si  no  hay  un  acuerdo  previa 
de  suspensión,  \st  vista  se  ha  de  celebrar  en  el  dia  señalado,  aunque  na 
asistan  los  Abobados  de  las  partes. 

En  cuanto  ai  segundo  párrafo  de  este  artículo,  hay  que  advertir  que 
con  arreglo  al  632  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  los  Jueces  de 
primera  instancia,  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo  han  de  teneí 
cuatro  horas  de  audiencia,  de  las  cuales  deben  destinar  tres,  por  lo  menos,, 
á  la  vista  délos  pleitos. 

Teniendo  en  cuenta  este  precepto,  observando  las  disposiciones  de  U 
Ley  orgánica  y  de  esta  misma  Ley,  contenidas  antes  ó  compendiadas  en  la 
Real  orden  ya  citada  de  29  de  Setiembre  de  4859 — en  que  se  recuerda  que 
la  discusión  y  votación  de  los  autos  y  sentencias  se  ha  de  verificar  siem- 
pre antes  ó  después  de  las  *horas  señaladas  para  las  sesiones,  de  modo  que 
éstas  pueden  dedicarse  íntegramente  al  despacho  de  los  negocios — ^y  que 
las  sesiones  del  Tribunal  pleno  ó  de  las  Safas  de  gobierno,  han  de  cele- 
brarse fuera  de  las  horas  designadas  para  las  de  las  Salas  de  justicia,  y 
teniendo  cuidado,  como  la  misma  Real  orden  recomienda,  de  no  s^ñalar 
más  vistas  de  las  que  fundadamente  se  presume  que  podrán  celebrarse  e» 
las  tres  horas  que,  por  lo  menos,  deben  ser  exclusivamente  destinadas  ¿ 
estos  actos,  no  será  frecuente  que  no  hayan  terminado  las  señaladas  al 
concluir  las  horas  de  audiencia;  pero  aun  así,  cuando  esto  ocurra,  el  Jues 
ó  Presidente  de  la  Sala  debe  consultar  á  los  Letrados  ó  á  las  partes  sobre 
el  tiempo  jue  aún  necesiten  para  terminar  sus  informes  ó  exposición  de 
hechos,  é  inclinarse  á  prorogar  el  acto,  dentro  de  las  horas  hábiles  que 
define  el  art.  258,  siempre  que  con  esto  sea  posible  /terminarlo  en  el  oía, 
y  evitar  de  este  modo  la  perturbación  que  resulta  de  tener  que  suspender, 
I>ara  continuarlo,  los  señalamientos  del  dia  siguiente.  Excusado  es  adver- 
tir que  en  casos  de  extraordinaria  urgencia  pueden  habilitarse,  conforme 
al  art.  259,  las  horas  y  aun  los  dias  ordinariamente  inhábiles,  y  que  si  la 
aglomeración  de  los  negocios  lo  hiciere  necesarjo  podrá  también  recla- 
marse el  auxilio  de  otra  Sala  en  las  Audiencias  en  que  hubiere  más  de 
una,  con  sujeción  á  lo  prevenido  en  el  art.  51  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
'  der  judicial. 

Art.  323.  Sólo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en 
el  dia  señalado; 

1°  Por  impedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro  pleito 
pendiente  del  dia  anterior. 

2®  Por  faltar  el  número  de  Magistrados  necesarios  para  dic- 
tar sentencia. 

3®  Por  muerte  ó  cesación  del  procurador  de  cualquiera  de  ' 
las  partéjt. 
•   4    Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes. 
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5°  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  procuradores  de  las 
partes,  alegando  justa  causa  ajuicio  del  Tribunal. 

6**  Por  enfermedad  del  allegado  de  la  parte  yie  pidiere  la 
suspensión,  justificada  suficientemente  á  juicio  de  la  Sala^ 
siempre  que  se  solicite  cuarenta  y  ocho  horas  antes  de  la  se- 
ñalada para  la  vista,  á  no  ser  que  la  enfermedad  hubiese  so- 
brevenido después  de  este  período. 

T  Por  la  defunción  de  la  esposa,  ó  de  cualquiera  de  los  as- 
cendientes ó  descendientes  del  abogado  defensor,  ocurrida 
antes  de  los  nueve  dias  anteriores  al  señalado  para  la  vista. 

8®  Por  tener  el  abogado  defensor  dos  señalamientos  de  vis- 
ta para  el  mismo  dia  en  distintos  Tribunales,  lo  cual  se  acre- 
ditará convenientemente,  en  cuyo  caso  tendrá  preferencia  el 
Tribunal  superior  respecto  al  inferior.  fCe^  org,  del  P,  /.,  ar- 
¿{culo  654.— Z^y  de  Casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878,  ar- 
ticulo 49.) 

En  el  comentario  del  ai:tículo  anterior  se  ha  indicado  la  importancia 
de  que  las  vistas  se  celebren  en  el  dia  señalado,  evitando  en  lo  posible 
toda  suspensión,  y  se  ha  indicado  también  la  cuidadosa  atención  que  el 
Legislador  ha  prestado  á  este  asunto;  pero  hemos  añadido  que  no  ha  sido 
afortunado  en  la  redacción  del  artículo  que  ahora  examinamos,  y  un  es- 
tudio somero  de  su  contenido  lo  demuestra  fácilmente. 

Difiere  del  primer  concordante  citado  en  que  la  Ley  orgánica,  de  acuer- 
do con  todas  las  disposiciones  dictadas  anteriormente  sobre  la  materia, 
autorizaba  la  suspensión  á  instancia  de  una  sola  de  las  partes  cuando  media- 
re caus^  legítima  á  juicio  del  Tribunal.  Del  segundo  concordante,  del  cual 
es  este  artículo  una  copia  casi  literal,  sólo  difiere  en  la  adición  del  párra- 
fo octavo  que  no  figuraba  en  la  citada  ley  de  Casación;  y  no  creemos  que 
se  haya  procedido  con  acierto  al  separarse  de  toda  la  tradición  jurídica  en 
este  punto  para  seguir  el  precedente  único  de  la  lev  de  Casación.  Real- 
mente no  acertamos  á  comprender  la  razón  de  que  los  Tribunales  tengan, 
con  arreglo  al  art.  324,  facultades  discrecionales  para  dar  preferencia  á  la 
vista  de  un  asunto,  y  no  puedan  sin  embargo  suspender  su  celebración  á 
petición  de  una  de  las  partes  cuando  haya  circunstancias  especiales  que 
á  su  juicio  lo  aconsejen,  sin  necesidad  de  que  preste  su  asentimiento  la 
otra  parte,  que  puede  ser  más  ó  menos  deferente  y  con  quien  tal  vez  no 
sea  fácil  á  la  primera  ponerse  de  acuerdo.  Pero,  á  más  de  esto,  es  irrea- 
]izsd)le  y  no  puede  menos  de  parecer  pueril  en  los  Legisladores  el  empeño 
de  prever  minuciosidades  y  detalles  cuya  apreciación  sólo  puede  ser  acer- 
tadamente hecha  en  cada  caso  por  los  Tribunales  de  justicia,  á  quienes 
debe  suponerse  con  suficiente  criterio  para  ello. 

Así  es  que  los  Legisladores  no  han  consefuido  su  objeto,  si  bien  su 
misma  inasequibilidad  les  escusa  de  ello,  y,  á  pesar  de  que  el  artículo 
comienza  declarando  que  la  vista  sólo  podrá  suspenderse  por  las  causas 
que  en  él  se  enumeran,  los  Tribunales  se  verán  en  muchas  ocasiones  obli- 
gados á  acordar  la  suspensión  por  otros  motivos. 

Examinando  el  artículo  en  su  conjunto  se  advierte  fácilmente  que  la» 
causas  de  suspensión  que  se  enumeraran  pueden  dividirse  en  dos  grupos, 
pues  hay  unas  que  impiden  la  celebración  de  la  vista,  de  tal  modo,  que 
aunque  no  se  solicite  hay  que  suspenderlas  por  faltar  alguno  de  los  eW 
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mentos  indi8j)ensables  para  celebrarla,  y  hay  otras  que  sólo  son  motivos 
para  que  la  vista  se  suspenda  si  se  solicita  por  alguna  parte,  aunque  pu- 
diera á  pesar  dé  ellos  celebrarse  válidamente. 

Al  primer  grupo  corresponden  las  cuatro  primeras,  porque  para  que 
una  vista  pueda  celebrarse,  es  indispensable  que  haya  tiempo  para  su  ce- 
lebración, Tribunal  que  pueda  juzgar,  y  litigantes  que  contiendan  con  la 
personalidad  necesaria;  y  falta  lo  primero  cuando  la  continuación  de  otra 
vista  pendiente  impide  la  celebración,  indicando  claramente  la  palabra 
subrayada  que  cuando  sea  posible  continuar  la  pendiente  y  celebrar  las 
señaladas  no  habrá  causa  legítima  de  suspensión;  falta  lo  segundo,  con 
arreglo  al  art.  32S,  cuando  las  Salas  no  se  constituyen  con  los  Magistra- 
dos necesarios  para  dictar  sentencia  (4);  y  falta  lo  tercero,  conforme  á  los 
artículos  3®  y  9°,  cuando  un  litigante  muere  ó  deja  de  tener  en  el  pleita 
la  debida  representación. 

Pero  al  tratar  la  ley  de  reunir  en  un  artículo,  para  señalar  su  falta 

como  causa  de  suspensión  de  la  vista,  los  requisitos  indispensables  para 

que  pueda  celebrarse',  lo  ha  hecho  con  deficiencia,  y  por  esto  hemos  di- 

.  cho  que  los  tribunales  tendrán  á  veces  que  acordar  la  suspensión  por 

otros  motivos. 

Prescindiendo  de  los  casos  de  fuerza  mayor  ó  de  imposibilidad  mate- 
rial, y  prescindiendo  también  de  que  este  artículo  adolece,  como  otros 
muchos,  del  defecto  de  referirse  á  los  Tribunales  colegiados  á  pesar  de 
estar  colocado  en  un  título  cuyas  disposiciones  son  de  igual  modo  aplica- 
bles á  los  Tribunales  unipersonales,  por  lo  cual  habrá  también  que  sus^ 
pender  la  vista,  aunque  aquí  no  se  expresa,  por  imposibilidad  de  asisten- 
cia ó  impedimento  del  Juez  único  y  de  su  sustituto,  es  evidente  que  tan 
indispensable  como  los  tres  requisitos  anteriormente  señalados  es,  confor- 
me á  los  artículos  249,  330  y  334,  la  asistencia  é  intervención  de  los  fun- 
cionarios á  que  estos  artículos  se  refieren,  y  por  tanto,  si  dejaren  de  con- 
currir al  acto  y  no  pudieren  por  cualquier  circunstancia  ser  sustituidos, 
harían  imposible  con  su  ausencia  la  celebración  de  la  vista  en  condiciones  1 
legales  y  habia  que  suspenderla  aunque  el  artículo  que  examinamos  tiene 
un  carácter  prohibitivo  y  de  exclusión  y  no  autoriza  la  suspensión  de  la 
vista  en  este  caso.  Lo  mismo  puede  decirse  del  caso,  que  sólo  por  interpre- 
tación puede  estimarse  comprendido  en  el  número  segundo  de  este  artícu- 
lo, pero  que  terminantemente  señala  el  326,  de  que  en  el  mismo  dia  de  la 
vista  sea  recusado  alguno  de  los  Magistrados  que  formen  la  Sala  sin  per- 
tenecer á  su  dotación. 

Al  segundo  grupo  indicado  corresponden  las  cuatro  últimas  causas  de 
suspensión  que  se  señalan,  y  también  en  esta  parte  tendrán  los  Tribuna- 
les que  prescindir  del  texto  literal  y  prohibitivo  de  la  ley,  á  pesar  de  la 
tendencia  que  revela  él  art.  337  á.que  esta  se  observe  en  su  letra. 

No  vamos  á  incurrir  en  el  defecto  que  censuramos  de  marcar  en  deta- 
lle los  casos  en  que  la  suspensión  habrá  de  acordarse,  y  nos  limitaremos 
á  un  examen  somero  de  las  eausas  contenidas  en  este  grupo. 

La  5^  tiene  un  carácter  mixto,  porque  cuando  las  partes  piden  de  co- 
mún acuerdo  la  suspensión,  desaparece  en  cierto  modo  la  contienda,  y 
porque  al  mismo  tiempo  los  Tribunales  no  están  obligados  á  suspender  la 
vista  si  no  estiman  justo  y  suficiente  el  motivo  que  se  alegue.  Es  el  único 
caso  ep  que  se  deja  á  su  arbitrio  la  suspensión,  y  ya  hemos  indicado  nues- 


0)   Véase  el  comentario  del  art.  3^5. 
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tra  opinión  favoraLle  al  arbitrio  judicial  aunque  sin  exigir  el  acuerdo  dé- 
las psurtes. 

Las  tres  últimas  causas  de  suspensión,  6'*^,  7*  y  8®,  se  refieren  exclusi- 
vamente á  los  Abogados,  pero  los  Tribunales  tendrán  también  que  pres- 
cindir aquí  de  la  observación  estricta  del  texto  y  hacerlas  extensivas  á  las 
partes  ó  á  sus  Procuradores  cuando  hayan  de  informar  en  la  vista,  como 
puede  suceder  en  los  juicios  de  menor  cuantía  conforme  á  los  artícu- 
los 69 i  y  740,  ó  cuando  se  trate  de  comparecencias  y  no  haya  reglas  es- 
peciales para  la  suspensión,  como  la  del  art..727,  á  pesar  de  que  el  ar- 
tículo que  comentamos  habla  sólo  de  las  vistas. 

También  tendrán  los  Tribunales  que  suplir  el  silencio  de  la  ley  en  la 
causa  6^,  para  señalar  un  término  prudente  á  la  suspensión  acordada  por 
enfermedad  del  Abogado,  y  tendrán  que  interpretarla  si  la  suspensión  se 
pide,  no  por  enfermedad  del  Abogado  sino  por  su  defunción  ocurrida  tal 
vez  repentinamente  dentro  de  las  cuarenta  y  opho  horas  anteriores  á  la 
señalada  para  la  vista. 

Al  copiar  de  la  Ley  de  casación,  citada  como  concordante,  la  causa  7^, 
que  por  cierto  se  muestra  bien  poco  afectuosa  con  los  hermanos,  se  ha 
deslizado  una  errata  diciendo  cpie  la  desgracia  á  que  se  alude  ha  de  haber 
'ocurrido  antes ,  en  lugar  de  decir  dentro ,  de  los  nueve  dias  anteriores  al 
señalado  para  la  vista.  Y  aunque  esta  errata  no  ha  sido  salvada  ni  en  la/<^ 
de  la  edición  oficial  ni  en  las  rectificaciones  publicadas  en  la  Gaceta  del  5 
de  Marzo  de  i 88 i,  no  creemos  que  ningún  Tribunal  deje  de  reconocer  su 
existencia;  pues  ateniéndose  literalmente  á  la  redacción  del  artículo,  na 
sólo  resulta  el  absurdo  de  que  la  vista  se  suspenda  si  la  desgracia  ha  ocur- 
rido más  de  nueve  dias  antes  del  señalado  para  la  vista  y  no  se  suspenda 
si  ha  ocurrido  la  víspera  ó  dentro  de  esos  nueve  dias,  sino  que  por  esto 
mismo  vendria  á  resultar  ineficaz  el  trabajo  que  se  ha  tomado  el  Legisla- 
dor para  señalar  tan  minuciosamente  las  causas  de  suspensión.  En  efecto, 
si  fuera  lícito  pedir  y  obtener  la  suspensión  por  la  defunción  de  cualquie- 
ra de  los  ascendientes  del  Abogado  defensor  en  un  período  de  tiempo  ili- 
mitado, con  tal  que  hubiera  ocurrido  más  de  nueve  dias  antes  del  señala- 
do para  la  vista,  cualquier  Abogado  podría  obtener  la  suspensión  siempre 
que  la  desease, -puesto  que  ninguno  'nabrá  que  disfrute  el  privilegio  de 
conservar  íntegra  su  progenie. 

JEn  el  párrafo  8**  solo  se  prevé  el  caso  de  que  el  Abogado  defensor  ten- 
ca para  el  mismo  dia  dos  señalamiento  en  distintos  Tribunales;  pero  pue- 
ae  ocui'rir,  y  ha  ocurrido  ya,  que  la  suspensión  se  pida  alejando  la  exis- 
tencia de  dos  señalamientos  en  distintas  Salas  de  un  mismo  Tribunal.  El 
Supremo  lo  ha  resuelto  dando  preferencia  al  señalamiento  más  antiguo 
por  tratarse  de  dos  recursos  de  casación,  uno  criminal  y  otro  civil;  pero  en 
otros  casos  lo  procedente  no  será  atenerse  á  la  fecha  de  los  señalamientos, 
sino  á  la  naturaleza  de  los  asuntos^  por  tener  uno  carácter  preferente  ó  ha- 
ber de  celebrarse  la  vista  dentro  de  un  plazo  determinado;  y  de  todos^ 
modos  siempre  resulta  que  la  regla  es  insuficiente  para  resolver  todas  las 
cuestiones  que  sobre  este  punto  puedan  presentarse. 

Todos  estos  ejemplos,  que  podrían  fácilmente  multiplicarse,  demuestran 
que,  como  hemos  dicho,  el  Legislador  no  ha  conseguido  el  objeto  que  se  pro- 
ponía al  redactar  este  artículo,  y  que  los  Tribunales  tendrán  que  prescin- 
dir, y  han  prescindido  ya,  de  su  carácter  prohibitivo,  acordando  la  sus- 
Í tensión  cuando  haya  á  su  juicio  motivo  justo  para  ello  aunque  no  sea  de 
08  taxativamente*señalados  por  el  Legislador.^ 

A  nuestro  entender,,  teniendo  en  cuenta  la  imposibilidad  de  prever 
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todas  las  eventualidades  y  atendida  también  la  confianza  que  áehe  mere* 
<5er  el  criterio  de  los  Tribunales,  hubiera  sido  más  sencillo,  más  completo. 

Ír  más  adecuado  á  la  materia  de  que  se  trata,  que  el  artículo  se  huniera 
imitado  á  disponer  que  los  Tribunales  sólo  podrian  suspender  de  oficio  la 
vista  por  faltar  alguna  de  las  condiciones  necesarias  para  celebrarla,  enu- 
merándolas si  esto  se  consideraba  oportuno,  y  aun  marcando  la  respon- 
sabilidad del  funcionario  que  sin  causa  legítima  hiciera  imposible  su  ce- 
lebración, ó  á  petición  de  todas  ó  de  cualquiera^  de  las  partes  nrediando 
justa  causa.á  juicio  del  Tribunal  ante  el  cual  hubiera  la  vista  de  celebrar- 
se, limitándose  en  este  punto  el  Legislador  á  señalar  en  todo  caso  alguna 
regla  general  como  la  de  no  poder  acordar  dos  veces  la  suspensión  por 
un  mismo  motivo,  ó  la  de  que  cuando  la  vista  se  suspenda  por  imposui- 
lidad  de  asistencia  de  los  Abobados,  que  pueden  ser  fácilmente  sustitui- 
dos, se  haga  el  nuevo  señalamiento  para  el  primer  dia  libre  sin  que  la  sus- 
pensión pueda  durar  más  que  el  tiempo  necesario  para  celebrar  las  demás 
vistas  ya  señaladas. 

Art.  324.  En  el  caso  de  suspensión  de  la  vista,  se  volverá 
á  señalar  el  dia  en  que  deba  celebrarse  tan  pronto  como  haya 
desaparecido  el  motivo  de  la  suspensión,  sin  alterar  el  orden 
de  los  señalamientos  que  ya  estuvieren  hechos.  {Ley  ant,  ar- 
tículos 38,  párrafo  2®,  y  863. — Ley  org.  delP.  /.,  art.  657,  pár- 
rafo 1®. — Ley  de  casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878,  art.  50.) 

Las  disposiciones  anteriores  á  la  ley  de  casación  citada  como  concor- 
dante, de  cuyo  art.  50  es  copia  el  que  comentamos,  recomendaban  que  el 
nuevo  señalamiento  se  hiciera  sin  perjudicar  más  que  en  lo  absolutamen- 
te indispensable  la  celebración  de  las  demás  vistas  señaladas.  Hoy  toda  al- 
teración está  prohibida  y,  como  deciamos  en  el  comentario  del  art.  322,* 
el  mal  de  la  suspensión  queda  aislado  sin  que  por  ningún  concepto  pueda 
trascenderá  los  dfemás  señalamientos.  A  nuestro  entender,  ni  aun  en  el 
caso  de  que  fuera  posible  intercalar  la  celebración  de  la  vista  suspendida 
entre  las  señaladas  sin  que  estas  dejaran  de  celebrarse  en  los  dias  marca- 
dos, seria  esto  lícito,  porque  aunque  en  tal  caso  no  podria  decirse  que  ha- 
bia  perjuicio,  habria  evidentemente  alteración  en  el  orden  de  los  señala- 
mientos, y  esto  ha  quedado  terminantemente  prohibido,  además  de  que 
siempre  habria  la  posibilidad  de  que  resultara  un  perjuicio  si  la  vista  se 
prolongaba  más  de  lo  que  se  hubiera  calculado. 

La  vista  suspendida  pues,  pierde  su  tumo  en  absoluto.  En  esto  todas 
las  suspensiones,  cualquiera  que  sea  la  causa,  producen,  el  mismo  efecto. 
Pero  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  tiempo  y  á  la  forma  de  hacer  el 
nuevo  señalamiento,  en  lo  cual  influye  y  se  refleja  el  motivo  porque  la 
suspensión  ha  sido  acordada. 

Si  en  el  art.  323  no  se  hubieran  dado  tan  minuciosas  reglas  para  los 
casos  de  suspensión,  seria  sumamente  sencillo  establecer  un  principio 

feneral  sobre  la  manera  de  hacer  el  nuevo  señalamiento,  tomando  como 
ase  la  regla  del  párrafo  T  del  art.  321,  y  la  situación  en  que  hubiese 
quedado  el  asunto  al  acordarse  la  suspensión  de  la  vista,  á  no  ser  que  en 
el  mismo  acuerdo  y  á  instancia  de  las  partes  se  determinara  oue  foera  la 
suspensión  indefinida.  Partiendo  de  aquella  base  bastaria  aplicarla  para 
establecer  que  si  el  asunto  quedaba  concluso,  como  su6ede,  por  ejemplo» 
en  los  casos  1**  y  8"  del  art.  323,  el  nuevo  señalamiento  habria  de  hacer- 
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tse  al  mkmo  tiempo  que  se  acordara  la  suspensión,  y  por  consiguiente, 

colocando  la  nueva  vista  inmediatamente  después  de  la  última  señalada; 

y  que  si  el  asunto  no  quedaba  eonclxiso,  como  sucede  en  los  casos  de  los 
nümeros  3®  y  4®,  que  no  permiten  conáderarlo  en  ese  estado  hasta  que 

.«e  haya  cumplido  lo  que  previenen  los  dos  últimos  párrafos  del  art.  9^, 
el  nuevo  señalamiento  no  podría  hacerse  hasta  la  conclusión  del  negocio, 
colocando  entonces  la  vista  en  el  orden  que  le  correspondiera  conforme  á 
ta  regla  del  art.  3 ti. 

Éíta  regla,  qae  puede  fomralarse  diciendo  que  los  asuntos  c(hic1usos 
voelvan  á  entrar  en  turno  en  el  mismo  momento  de  acordar  la  suspensión, 
y  que  los  que  por  el  motivo  de  la  suspensión  deien  de  tener  aquel  carác- 
ter, no  vuelvan  á  entrar  en  turno  hasta  que  lo  aáquieran  de  nuevo,  puede 
ser  aplicable  áim  con  la  vigente  Ley,  colocando  en  el  primer  grupo  las 
suspensiones  acordadas  por  las  causas  4*  y  8*  del  art.  323,  por  la  cau- 
sa, ^y  cuando  la  falta  consista  en  una  imposibilidad  de  asistencia  acciden- 
tal y  pasajera  y  no  en  una  imposibilidad  absoluta  de  constituirse  el  Tri- 
bmial  por  algún  tiempo,  en  cuyo  caso  todo»  los  señalamientos  habrían 
óe  quedar  en  suspenso,  y  aun  por  la  causa  7^  cuando  por  los  señalamien- 
tos' ya  hechos  resulte  que  la  nueva  vista  vendrá  á  celebrarse  después  de 
los  nueve  días  de  la  desgracia  á  que  se  ahide,  aunque  la  redacción  del  ar- 
tículo que  comentamos  es  un  poco  ambigua  y  no  deja  ver  claramente  si 
bastará  que  para  el  dia  que  se  señale  haya  desaparecido  el  motivo  de  la 
suspensión  ó  si  será  preciso  esperar  á  que  éste  haya  desaparecido  para 
poder  hacer  el  nuevo  señalamiento.  £ñ  el  se^ndo  grupo  entran,  según 
ya  hemos  indicado,  las  causas  3^  y  4*  que  impiden  celebrar  la  vista  hasta 
que  la  situación  de  los  litigantes  se  regularice.  Pero  prescindiendo  de  la 
causa  5®  en  que  debe  estarse  el  acuerdo  del  Tribunal  tomado  en  vista  de 
los-  motivos  alegados,  y  prescindiendo  también  de  que  pueda  formar  ex- 
cepción la  7*,  queda  siempre  la  excepción  de  la  causa  6*  en  que,  por  falta 
ík  ima  regla  como  la  que^  indicábamos  al  final  del  comentario  anterior, 

^^e  es  un  caso  especial  de  la  formulada  en  éste,  viene  á  reconocerse  á 
una  de  las  partes,  conlra  toda  razón  y  conveniencia,  el  derecho  de  que 
esté  la  vista  en  suspenso  hasta  que  desaparezca  la  enfermedad  de  su  Abo- 
^Euio,  sin  que  mientras  dure  pueda  hacerse  el  nuevo  señalamiento.  Ya 
heíAos  indicado  que  los  Tribunales  tendrán  que  señalar  un  término  pru- 
deneial  á  la  suspensión  que  se  acuerde  por  esta  causa;  pero  no  puede  des- 
conocerse que  al  hacerlo  faltarán  abiertamente  al  texto  de  la  ley,^  y  que 
ésta,  por  ser  demasiado  preceptiva,  autoriza  literalmente  á  cualquier  li- 
tig[ante  para  retrasar  indefinidamente  la  solución  de  un  pleito  sin  más  tra- 
bajo que  el  de  encomendar  su  defensa  á  un  Abogado  vaietudinarioque 
poÍÉrá  muy  bien  pagar  su  contribución  con  este  sólo  objeto. 

Art.  325.  Para  las  vistas  de  los  pleitos  ó  incidentes  se  cons- 
tituirán las  Salas  con  los  Magistrados  necesarios  para  dictar 
sentencia  en  aquel  negocio,  sfn  que  puedan  exceder  de  cinco 
en  las  Audiencias,  ni  de  siete  en  el  Tribunal  Supremo.  {^£e¡^ 
or^.delP.  J,,art6á0), 

En  la  nota  del  art.  347  dijimos  que  para  dar  unidad  á  la  materia  tra- 
taríamos en  un  sólo*  comentario  todo  lo  relativo  al  número  de  Magistra- 
dos necesario  para  Constituir  Sala  en  los  Tribunales  colegiados;  y  lo  ha- 
'4;emos^en  éste,  porque  el  3^  parece  el  <testinado  á  constar  la  regla  ge- 
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•neral  aplicable  tanto  á  los  incidentes,  de  que  también  trata  el  347,  corno* 
á  los  pleitos. 

Hemos  indicado  anteriormente  que  ningún  Magistrado  puede  dejar  de 
asistir  á  la  audiencia,  en  los  dias  no  feriados,  sin  justa  causa  puesta  con 
la  debida  anticipación  en  conocimiento  del  Presidente  del  Tribunal;  y  al 
tratar  del  numeró  de  Magistrados  necesaria  para  formar  Sala,  debemos 
recordar  ahora  cómo  se  constituyen  las  Salas  de  justicia.  Con  arreglo  á, 
los  artículos  8"  del  Reglamento  del  Tribimal  Supremo  y  44  de  las  Orde- 
nanzas de  Audiencias,  á  la  hora  precisa  de  abrirse  la  audiencia  todos  los 
Magistrados  deben  reunirse  con  el  Presidente  del  Tribunal,  ó  quien  haga 
sus  veces,  en  una  sola  Sala.  Reunidos  de  este  modo,  dispone  el  art.  639 
de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  el  Secretario  de  gobierno  anote  • 
en  el  libro  de  asistencias  y  por  Salas  los  nombres  de  los  Magistrados  de 
la  dotación  de  cada  una  que  hubieren  lisistido,  los  que  estén  exentos  de- 
asistir,  y  los  que  se  hayan  excusado,  con  expresión  de  la  causa,  debiendo 
el  Presidente  del  Tribunal  visar  diariamente  estas  anotaciones.  Entre  otros^ 
fines,  indiferentes  para  este  comentario,  tiene  esto  por  objet.0  el  que  las 
Salas  de  justicia  se  constituyan  con  el  numero  de  Magistrados  necesario; 
y  así  si  en  alguna  no  bastan  los  de  su  dotación  que  hubieren  asistido,  se 
completa  el  nümer©  de  la  manera  que  indicaremos  en  el  comentario  del 
artículo  siguiente,  y  hecho  esto  ordena  el  Presidente  que  se  separen  las 
Salas  yendo  cada  una  al  local  destinado  para  su  audiencia  (arts.  584^ 
nüm.  9^  y  586  de  la  Ley  org.  del  P.  J.). 

Recordado  el  modo  de  constituirse  las  Salas,  podemos  entrar  en  el  co- 
mentario del  art.  325,  destinado  á  fijar  el  número  de  Magistrados  nece- 
sario para  constituirlas.  En  virtud  de  su  última  frase  este  artículo  no 
fija  número  determinado,  sino  que  señala  un  mínimum  y  un  máxi- 
mum. El  máximum  no  ofrece  duda  porque  terminantemente  dice  que 
no  podrá  exceder  de  cinco  Magistrados  en  las  Audiencias,  ni  de  siete  en 
el  Tribimal  Supremo;  pero  el  mínimum  se  fija  indeterminadamente  en  %l 
número  necesario  para  dictar  sentencia  en  el  negocio  de  cuya  vista  se- 
trate. 

Lá  palabra  sentencia  está  empleada  aquí  en  un  sentido  general  y  pa- 
rece inútil  advertir  que,  tratando  también  el  artículo'  de  las  vistas  de  los 
incidentes,  que  se  resuelven  por  auto,  se  ha  de  entender  que  el  mínimum 
señalado  es  el  número  necesario  para  dictar  sentencia  ó  autOy  según  la  na- 
turaleza del  asunto. 

Prescindiendo  de  esto,  lá  redacción  que  se  emplea  para  indicar  el  mí- 
nimum, es,  en  nuestro  concepto,  defectuosa,  en  primer  lugar,  porque 
puede  hacer  suponer  que  alude  al  número  de  votos  conformes  para  for- 
mar resolución  en  el  asunto,  siendo  así  que  se  refiere  evidentemente  al 
número  de  Magistrados  que  hsm  de  concurrir  á  dictar  el  fallo;  en  segundo 
lugar,  porque  aunque  sea  evidente  que  no  ha  querido  aludirse  á  los  votos 
conformes,  hay  un  caso  en  que  sólo  partiendo  de  que  se  hace  esa  alusión» 
puede  averiguarse  cuál  es  el  número  de  Magistrados  necesario  para  cons- 
tituir la  Sala;  y  en  tercer  lugar,  porque  aquella  redacción  obliga  á  hacer 
un  largo  razonamiento  para  ñuscar  mera  del  artículo  la  solución  al  punto  - 
que  enél  se  trata  de  resolver. 

Tal  vez  al  redactar  este  artículo  haya  creido  el  Legislador  que  dejaba 
claramente  fijado  en  otro  punto  el  número  de  Magistrados  que  en  cada 
caso  habian  de  concurrir  á  dictar  la  resolución  correspondiente  á  la  natu- 
raleza del  asunto.  Pero  es  lo  cierto,  que  esto  sólo  estáf  hecho  en  lo  que  se- 
refiere  á  la  resolución  de  incidentes  (art.  317),  y  que  en  cuanto  á  las  cues- 
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tiones  principales  que  se  resuelven  por  sentencia,  el  mínimum  de  Magis«- 
trados  que  han  de  concurrir  á  dictar  la  resolución,  no  está  directamente 
ñjado  por  ningún  articulo  de  la  ley. 

Lo  ünico  que  se  fija  en  los  artículos  348  y  349,  es  el  número  de  votos 
conformes  indispensables  para  formar  resolución  ^  cada  caso,  pero  ya 
hemos  dicho  que  no  es  á  esto  á  lo  que  alude  el  art.  325,  sino  al  número 
de  Magistrados,  conformes  ó  no,  que  han  de  concurrir  á  dictar  el  fallo. 
Prueba  de  ello  es  la  disposición  del  último  párrafo  del  art.  347,  y  prueba 
es  también  que  aunque  en  el  Tribunal  Supremo  bastan  cuatro  votos  on- 
fonnes  para  los  autos  sobre  admisión  de  recurso  de  casación  y  para  las 
sentencias  que  declaran  haber  ó  no  lugar  al  recurso  (art.  349),  las  Salas 
han  de  constituirse  ¿con  siete  Magistrados,  con  arreglo  á  los  artículos  1726, 
4743  y  1764;  y  aunque  lo  mismo  en  aquel  Tribunal  que  en  las  Audiencias 

Ímeden  bastar  dos  y  tres  votos,  respectivamente,  para  que  un  acuerdo 
ónne  resolución  en  un  incidente,  la  Sala  no  puede  constituirse  para  re- 
solverlo con  menos  de  tres  ó  cinco  Magistrados,  según  previene  el  artícu- 
lo 347. 

Y  sin  embargo  de  que  no  se  alude  al  número  de  votos  conformes,  hay 
que  entender  hecha  esa  alusión  para  fijar  el  mínimum  de  Magistrados  que 
han  de  concurrir  en  las  audiencias  á  la  vista  de  un  asunto  que  deba  re- 
solverse por  sentencia.  Para  fijarlo,  hay  que  partir  de  esta  base,  y  hay 
que  hacer  el  razonamiento  siguiente :  conforme  á  los  artículos  346  y  347, 
sólo  pueden  votar  los  Magistrados  que  hayan  asistido  á  la  vista;  conforme 
al  párrafo  primero  del  art.  348,  para  que  haya  sentencia  en  las  Audiencias 
son  necesarios  tres  votos  conformes;  luego  para  la  vista  en  las  Audiencias 
de  los  asuntos  oue  hayan -de  resolverse  por  sentencia,  se  han  de  constituir 
las  Salas,  cuando  menos,  con  tres  Magistrados.  Fuera  de  esta  argumenta- 
ción, en  que  se  acude  á  buscar  los  votos  conformes,  no  hallamos  en  la  ley 
medio  de  resolver  ese  punto. 

*  Por  todas  estas  razones,  creemos  que  hubiera  sido  preferible  escribir 
sobre  la  constitución  de  las  Salas  un  sólo  artículo,  tomando  por  base  el 
640  de  la  Ley  orgánica  que,  sin  hacer  la  distinción  en  último  término 
inútil  de  los  artículos  317  y  325  entre  vistas  y  resoluciones,  disponía  ge- 
néricamente que  en  todos  los  casos  en  que  la  ley  no  exigiera  determinado 
número  de  Magistrados,  bastarían  para  formar  Sala,  tres  en  las  Audien- 
cias y  cinco  én  el  Tribunal  Supremo.  La  ley  actual  viene  en  el  fondo  á 
disponer  lo  mismo,  y  la  única  diferencia  está  en  que  lo  dice  de  un  modo 
que  hace  difícil  entenderlo,  porque  á  pesar  dé  que  la  regla  del  art.  317 
sólo  se  refiere  textualmente  á  la  sustanciacion  y  á  la  resolución  de  inci- 
dente, hay  que  aplicarla  á  los  recursos  de  queja  y  en  general  á  todas  las 
cuestiones  que  sin  que  rigorosamente  puedan  calificarse  de  incidentes, 
tienen  que  resolver  los  Tribunales,  y  porque  la  reffla  del  art.  325,  desti- 
nada, al  parecer  á  ser  la  general  para  la^  vistas  de  pleitos  é  incidentes,  está 
como  hemos  visto  redactada  en  términos  que  obligan  á  buscar  fuera  de 
eUa,  por  distintos  procedimientos,  la  solución  al  punto  que  debiera  re- 
solver. 

Gomo  resumen  pues,  de  este  comentario,  tal  vez  demasiadoprolijo,  á 
los  artículos  317  y  325,  debemos  consignar  que  lo  mismo  para  ver  (pie 
para  resolver  sin  vista  cualquier  asunto  en  que  por  disposiciones  especia- 
les no  se  exija  mayor  número,  elmínimum  de  los  Magistrados  necesarios 
para  constiiuir  Sala,  es  tres  en  las  Audiencias  y  cinco  en  el  Tribunal  Su- 
premo. 

Pero  si  en  esto  no  se  ha  separado  la  Ley  actual  de  lo  dispuesto  en  la 
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de  organización  del  Poder  judicial,  ha  introduciao  una  notable  variacioa 
al  permitir  que  sea  par  el  número  de  los  Magistrados  que  puedan  formar 
Safa,  puesto  que  entre  el  mínimum  de  tres  y  cinco  respectivamente  seña> 
lado  para  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo,  y  el  máidmum  de  cinco 
y  siete,  cabe  que  las  Salas  se  constituyan  con  cuatro  ó  seis  Magistrados 
respectivamente. 

No  vamos  á  recordar  aquí  todo  lo  que  se  ha  alegado  en  favor  del  nú- 
mero par,  que  autorizaba  la  antí^  Ley  de  Enjuiciamiento,  ó  en  favor  del 
impar  que  terminantemente  exigía  en  todo  caso  el  art.  673  de  la  Ley  or- 
gánica del  Poder  judicial;  seria  tratar  á  propósito  de  un  detalle  la  eterna 
cuestión  de  preferencia  entre  las  garantías  de  acierto  y  la  rapidez  y  eco- 
nomía de  los  juicios,  y  la  naturaleza  de  este  comentano  no  lo  consiente. 
Pero  sí  recordaremos  que  el  número  par  facilita  las  discordias,  porque  dos 
opiniones  bastan  para  dividir  por  igual  los  votos,  y  que  el  impar,  aunque 
no  las  hace  imposibles,  las  hace  menos  frecuentes,  porque  son  entonces 
necesarias  tres  opiniones  distmtas,  cuando  menos,  para  que  se  declaren. 
De  esta  consecuencia  de  facilitar  ó  hacer  má6  difíciles  las  discordias  nacen 
pryícipí^lmente,  según  el  criterio  con  que  se  mire,  las  ventajas  y  los  in- 
convenientes del  número  par,  consistiendo  las  ventajas  en  dar  más  auto- 
ridad á  los  fallos  porque  la  mayoría  se  ha  de  formar  con  dos  votos  de  di- 
ferencia, cuando  menos,  y  en  procurar  á  los  litigantes  una  revisión  más 
del  asunto  en  las  cuestiones  dudosas;  y  los  inconvenientes  en  que  las  dis- 
cordias no  sólo  hacen  más  costosos  los  pleitos,  sino  que,  como  indicaba 
un  ilustre  jurisconsulto  (4),  embarazan,  retardan  y  despresti^an  á  veces 
á  los  Tribunales.  Por  estas  últimas  razones,  cuando  el  procedimiento  ofrece 

{)or  sus  reglas  generales  suficientes  garantías  de  acierto,  como  sin  duda 
as  ofrece  el  nuestro,  se  ha  procurado  evitar  en  lo  posible  las  discordias, 
bien  ordenando,  como  la- Ley  orgánica,  que  los  Tribunales  se  constituyan 
siempre  «on  número  impar  de  Magistrados,  ó  bien  disponiendo,  como  al- 
gunas legislaciones  extranjeras,  que  cuando  se  constituyan  con  número 
par  se  abstenga  de  votar  el  Magistrado  más  moderno. 

Pero,  prescindiendo  de  esta  cuestión  teórica  y  limitándonos  á  indicar 
que,  dada  nuestra  organización  procesal,  hubiéramos  considerado  prefe- 
rible seguir  también  en  este  punto  el  precedente  de  la  ley  orgánica,  vamos 
á  recoraar  someramente  las  disposiciones  que  tienen  relación  con  el  ar- 
tículo que  comentamos. 

Aunque  la  Ley  autoriza  como  regla  general  la  constitución  de  las  Salas 
con  número  par,  el  Tribunal  Supremo  está  exceptuado  de  esta  regla  en 
todo  ló  referente  á  la  admisión  y  resolución  de  los  recursos  de  casación, 
conforme  á  las  disposiciones  ya  citadas  de  los  artículos  1726,  4743 
y  176Í4.  También  se  exige  número  impar  en  las  Salas  qué  se  constituyan 
para  dirimir  discordias  (art.  352);  y  del  mismo  modo  ha  de  ser  siempre 
impar  el  número  délos  arbitros  (art.  794)  ó  amigables  componedores 
(art  828),  á  que  las  partes  pueden  someter  la  decisión  de  sus  contiendas,  * 
antes  ó  después  de  deducirlas  enjuicio  y  cualquiera  que  sea  el  estado  del 
pleito,  conforme  al  art.  487. 

Además  de  estas  disposiciones  especiales  en  que  se  exi^e  número  im- 
par para  evitar  en  lo  posible  primeras  ó  segundas  discordias,  tiene  tam- 


(1)  Gómez  de  La  Sema^-^MoHvos  de  las  variacUmes  principales  que  ka  introdueié^  en 
los  procedimientos  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Madrid,  1857.— Imprenta  de  la  Revista 
de  Legislación,  j)(}^.  28. 
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Hen  relación  <5on  la  constitución  de  las  Salas  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
primero  del  art.  348,  (pie  al  exigir  en  las  Audiencias  tres  votos  conformes 
para  que  haya  sentencia  hace  que  las  Salas  se  constituyan  rara  vez  con  sólo 
tres  Magistrados ,  para  evitar  que  cualquier  disentimiento  produzca  dis- 
cordia. 

Esta  disposición,  consignada  en  el  art.  74  del  Reglamento  provisional 

nía  Admintstracion  de  justicia  de  26  de  Setiembre  de  1835,  ven  el  53 
i  Ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  y  consagrada  por  los  673  y 
684  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  tiende  á  hacer  más  respetables 
los  fallos  que  resuelven  el  punto  principal  del  pleito  ó  alguna  cuestión 
incidental  que  pueda  ponerle  término  haciendo  imposible  su  continua- 
ción; y  aunque  teóricamente  pueda  parecer  una  inconsecuencia,  es  su- 
mamente beneficiosa  y  casi  necesaria  desde  el  momento  en  que  se  auto- 
riza la  constitución  de  las  Salas  con  tres,  cuatro  ó  cinco  Magistrados  in- 
distintamente. 

En  rigor  la  opinión  de  la  mayoría  del  Tribunal,  cualquiera  que  sea 
el  número  de  Magistrados  con  que  este  se  constituya,  representa  la  opi- 
nión del  Tribunal;  y  por  esto  pudiera  tacharse  de  inconsecuencia  el  que 
en  las  Salas  constituidas  con  tres  Magistrados  la  opinión  conforme  de  dos 
no  baste  para  hacer  sentencia.  La  ley  admite  este  rigor  lógico  para  las 
cuestiones,  en  cierto  modo  se.cundanas,  que  se  deciden  por  auíos;  pero 
para  resolver  la  cuestión  principal  ó  la  que  pueda  tener  este  carácter,  pa- 
ra dictar  sentencia^  exige  tres  votos  conformes  aunque  sean  sólo  tres  los 
Magistrados  que  constituyan  la  Sala,  y  al  incurrir  en  esta  inconsecuencia 
da  al  fallo  una  autoridad  que  no  tendria  si  bastara  la  mayoría  de  dos  y 
los  litigantes  pudieran  pensar  que  esos  dos  votos  que  han  decidido  el 
pleito  pudierap  haber  sido  la  minoría  si  el  Tribunal,  usando  de  una  fa- 
cultad ^e  es  al  fin  y  al  cabo  potestativa,  se  hubiera  constituido  con  cin- 
co Magistrados. 

La  unanimidad  de  tres  vale  por  el  contrario  tanto,  cuando  menos,  co- 
mo la  mayoría  de  cuatro  ó  cinco;  y  en  virtud  de  la  disposición  citada 
vi^ie  á  ser  casi  indiferente  para  los  litigantes  el  que  las  Salas  se  consti- 
tuyan para  fallar  en  definitiva  con  tres,  con  cuatro  ó  con  cinco  Magistra- 
dos, porque  de  todos  modos  tendrán  sus  fallos  la  misma  autoridad. 

Por.  último,  el  art.  325  que  comentamos  tiene  una  relación  directa 
con  el  323,  nüm.  2^,  que  señala  como  causa  de  suspensión  de  la  vista  la 
falta  del  numero  de  Magistrados  necesarios  para  dictar  sentencia.  Ya  he- 
mos indicado  que  esta  redacción  es  defectuosa  y  nos  bastará  añadir  que 
son  aplicsübles  á  su  interpretación  las  consideraciones  que  dejamos  ex- 
puestas sobre  la  redacción  del  art.  325,  de  las  cuales  resulta  que,  inde- 
pfflidientemente  del  número  de  votos  que  necesite  el  fallo,  procederá  la 
suspensión  siempre  que  no  esté  completo  el  número  de  Magistrados  ne^ 
cesarlo  para  constituir  la  Sala  para  la  vista,  como  claramente  se  previene 
wi  el  art.  643  de  la  Ley  org.  del  P.  J. 

Art.  326.  Cuando  haya  necesidad  de  completar  una  Sala 
con  Magistrados  de  otra,  ó  con  suplentes,  antes  de  darse  prin- 
cipio á  la  vista  se  harán  saber  los  nombres  de  los  designados 
á  los  procuradores  de  las  partes,  y  se  procederá  en  seguida  á 
la  Tista,  á  no  ser  que  en  el  acto  fuese  recusado,  aunque  sea 
yerbalmente,  alguno  de  aquellos. 

En  tal  caso  se  suspenderá  Ik  vista,  y  formalizada  la  recu- 
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sacibn  por  escrito  dentro  de  tercero  dia,  se  sustanciará  este 
incidente  en  la  forma  establecida. 

Si  no  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho  término, 
no  Qerá  admitida  después,  y  se  condenará  á  la  parte  recusante 
en  la  multa  que  determina  el  art.  212,  y  en  las  costas  ocasio- 
nadas con  la  suspensión,  haciéndose  nuevo  señalamiento  para 
la  vista  del  pleito  lo  antes  posible.  (Ley  org.  id  P.  /.,  articu- 
las 645  y  646.) 

Art.  327.  En  el  caso  del  párrafo  primero  del  artículo  ante- 
rior, si  se  hubiere  celebrado  la  vista  por  no  haber  mediado 
recusación,  se  suspenderá  por  tres  dias  la  votación  de  la  sen- 
tencia. Dentro  de  este  término  podrán  ser  recusados  los  Ma- 
gistrados suplentes,  y  trascurrido  sin  haber  hecho  uso  las  par- 
tes de  ese  derecho,  empezará  á  correr  el  término  para  dictar 
sentencia.  (^Ley  org,  del  P,  /.,  art.  646.) 

Art  328.  Si  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho 
término  y  se  declarase  procedente,  quedará  sin  efecto  la  vista 
y  se  verificará  de  nuevo  con  Magistrados  hábiles,  en  el  dia 
más  próximo  que  pueda  señalarse. 

Cuando  se  declare  no  haber  lugar  á  la  recusación,  dictaráa 
sentencia  los  Magistrados  que  hubieren  asistido  á  la  vista,  em- 
pezando á  correr  el  término  para  dictarla  desde  el  dia  siguiente 
al  del  fallo  sobre  la  recusación.  fLey  org,  del  P.  /.,  art.  647.) 

Disponen  los  artículos  52,  74  y  76  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial que  cuando  los  Magistrados  de  la  dotación  de  alguna  Sala  de  Audien- 
cia ó  del  Tribunal  Supremo  no  bastaren  para  constituirla  en  número  su- 
ficiente, por  enfermedad,  ausencia,  incompatibilidad,  recusación  ú  otro 
impedimento  legítimo  de  alguno  de  .ellos,  de  lo  cual  deberá  ya  tener  co- 
nocimiento el  Presidente  del  Tribunal  si  se  le  ha  dado  con  la  anticipación 
necesaria  el  aviso  prevenido  en  el  art.  638  de  la  misma  ley,  se  ha  de  com- 
pletar el  número  necesario  con  los  Magistrados  de  la  dotación  de  otras 
Salas  que  no  fueren  indispensables  para  constituirlas.  Y  en  el  caso  de  que 
por  circunstancias  accidentales  no  bastaren  los  Magistrados  de  planta  del 
Tribunal  para  completar  las  Salas  supliéndose  de  este  modo,  y  pudiera 
por  esta  falta  paralizarse  ó  demorarse  la  administración  de  justicia,  dis- 
ponen los  artículos  77  y  79  que  se  llame  á  formar  Sala  á  los  Magistrados 
suplentes  que  debe  haber  en  las  Audiencias,  y  que  puede  haber  también 
en  el  Tribunal  Supremo,  aunque  éste,  ordinariamente ,  no  deba  tenerlos. 

Al  Presidente  del  Tribunal,  ó  al  de  Sala  más  antiguo  que  por  su  ausencia 
haga  sus  veces,  corresponde  hacer  la  designación  de  los  Magistrados  que 
han  de  completar  la  Sala  que  se  halle  en  aquel  caso,  si  bien,  con  arreglo 
al  art.  75  de  la  misma  Ley,  debe  recaer  esta  designación  por  turno  que 
comenzará  en  los  Magistrados  de  planta  más  modernos,  prefiriéndose  para 
auxiliarse  entre  sí  á  los  Magistrados  de  las  distintas  Salas  de  lo  civil  don- 
de haya  más  de  una. 

Hecha  esta  designación,  se  harán  saber  inmediatamente  sus  nombra- 
mientos á  los  designados,  manifestándoles  también  los  negocios  que  hayan 
de  ver,  y  si  acjuelTos  se  considerasen  comprendidos  en  alguna  de  las  cau- 
sas déí  recusación  que  enumera  el  art.  189  de  esta  Ley,  deberán  manifes- 
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tarlo  al  Presidente,  el  cual,  si  estimare  que  procede  la  abstención,  habrá 
-de  nombrar  otro  "Magistrado,  procediendo  con  él  del  mismo  modo  hasta 
^e  quede  completo  el  número  indispensable  para  constituir  la  Sala  (ar- 
tículo 643  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial),  siin  perjuicio  de  que  el 
Presidente  lo  complete,  asistiendo  por  sí  mismo  á  la  vista  si  lo  considera 
conveniente. 

Claro  es  que,  constituida  la  Sala  de  este  modo,  tal  vez  en  el  momento 
mismo  de  ir  á  celebrarse  la  vista,  puede  suceder  que  algún  Magistrado, 
aunque  no  se  haya  considerado  en  el  caso  de  abstenerse  de  formar  Sala, 
:sea  recusable  á  juicio  de  las  partes;  y  las  disposiciones  de  los  tres  artícu- 
los que  comentamos,  responden  á  la  necesidad  de  dejarle  expedito  en  ése 
punto  el  uso  de  su  derecho. 

En  el  comentario  del  Título  V  de  este  mismo  Libro  hemos  tratado  ex- 
tensamente de  las  recusaciones;  y  remitiéndonos,  por  tanto,  á  lo  allí  ex- 
^esto,  hemos  de  limitamos  en  éste  á  señalar  algunas  excepciones  que 
necesariamente  han  debido  consignarse  á  las  reglas  generales  que  en  aquel 
Título  se  establecen. 

Excusado  es  advertir  ^e  la  recusación  de  que  aquí  se  trata  se  refiere 
exclusivamente  á  los  Magistrados  que  hayan  sido  designados  para  com- 
pletar la  Sala  sin  pertenecer  á  su  dotación,  fuera  del  caso  que  más  adelan- 
te indicaremos;  y  que,  aunque  en  el  arl.  326  se  ordena  que  los  nombres  de 
los  designados  se  hagan  saber  á  los  Procuradores  de  las  pOTtes  ,  esta  noti- 
ficación habrá  de  hacerse  á  las  partes  mismas  ó  á  sus  representantes  cuan- 
do se  trate  de  la  vista  de  asuntos  en  que  la  intervención  de  Procurador 
no  sea  necesaria. 

Las  excepciones  consisten  en  autorizar  la  recusación  verbal  para  sus- 
pender la  vista,  á  reserva  de  formalizarla  dentro  de  tercero  dia  por  escrito, 
conforme  á  la  regla  general  del  art.  194;  y  en  permitir,  cuando  por  no  ha- 
berse hecho  esa  recusación  se  celebrare  la  vista,  que  la  recusación  se  haga 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  celebración,  contra  la  reffla  general 
establecida  en  el  art.  493,  para  lo  cual  se  ordena  (jue  se  suspenda  por  este 
término  la  votación  del  falto,  constituyendo  también  esto  una  excepción 
á  la  regla  del  art.  339. 

.  Al  mdicar  el  modo  de  completar  las  Salas  hemos  recordado  la  facultad 
que  el  Presidente  del  Tribunal  Suprenio  y  los  de  las  Audiencias  tenían  por 
los  artículos  3**  del  Reglamento  del  Tribunal  Supremo,  y  23  de  las  Orde- 
nanzas de  Audiencias,  y  tienen  hoy  conforme  á  los  584,  nüm.  40,  y  586 
de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  de  asistir  á  cualquiera  Sala  de  justi- 
cia. Esta  facultad  pueden  ejercitarla  cuando  les  parezca,  sin  limitación  al- 
guna, y  ni  están  obligados  á  presidir  una  Sala  incompleta,  aunque  con  su 
asistencia  pudieía  completarse,  fuera  de  los  casos  en  que  deban  reempla- 
zar en  el  Tribunal  Supremo  á  los  Presidentes  de  Sala  (artículos  4726, 4743 
y  4764),  ni  puede  ser  obstáculo  para  que  le  presidan  el  que  esté  completo 
el  máximum  con  Magistrados  de  la  dotación  de  la  Sala,  debiendo  en  este 
caso  vacar  el  Presidente  de  ésta  ó  un  Magistrado  para  que  el  número  con 
>que  se  constituya  no  exceda  del  límite  señalado  por  la  ley. 

Antes  de  que  por  la  Ley  orgánica  se  establecieran  las  disposiciones  es- 
peciales sobre  recusación,  trascritas  en  los  artículos  que  comentamos,  la 
del  Presidente  del  Tribunal  no  podia  hacerse  en  tales  casos  más  que  en  el 
acto  de  la  vista,  y  el  Tribunal  Supremo,  por  sentencia  de  49  de  Noviem- 
bre de  4863,  declaró  que  cuando  hubiese  motivo  para  recusarle,  la  recu- 
sación debia  intentarse  desde  el  momento  en  que  se  le  veia  presidir  la 
^ala. 

Dictadas  aquellas  disposiciones,  que  precisamente  se  encaminan  á  qua 
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la  recusación  se  haga  antes  6  después  de  la  vista,  pero  nunca  durante  snt 
<^lebracion,  creemos  que,  aunque  en  ellas  no  se  menciona  ai  Presi- 
dente del  Tribunal  Supremo  ni  á  los  de  las  Audiencias,  han  de  aplicar— 
se  al  caso  en  que  éstos  hagan  uso  de  la  facultad  mencionada,  puesto  que 
los  Presidentes  discuten  y  votan  las  sentencias  como  los  demás  Ma^- 
trados,  y  al  asistir  á  una  vista  sin  que  las  partes  hayan  podido  prever  su 
intervención  ni  tener  noticia  de  ella  hasta  el  momento  mismo  de  ccmsti- 
tuirse  la  Sala,  se  hallan  en  el  mismo  caso  que  los  Magistrados  á  que  lite- 
ralmente se  refieren  los  artículos  que  comentamos. 

Así  pues,  cuando  el  Presidente  de  un  Tribunal  acuerde  presidir  una 
Sala,  aunque  ésta  esté  completamente  constituida  con  Magistrados  de  sa 
dotación,  nabrá  que  hacerlo  saber  á  los  Procuradores  ó  á  las  partes,  como 
previene  -el  art.  326,  y  si  no  media  recusación  en  el  acto  y  se  celebra  la 
vista  con  su  asistencia,  habrá  que  suspender  por  tres  dias  la  votación  del 
fallo,  según  se  ordena  en  el  art.  327,  pudienao  las  partes  intentar  la  recu- 
sación dentro  de  este  plazo. 

Pero  al  mismo  tiempo  que  estimamos  aplicables  estas  disposiciones  en 
lo  que  queda  mencionado,  creemos  que  cuando  la  Sala  á  que  asista  ei 
Presidente  del  Tribunal  se  hallare  constituida  con  suficiente  número  de 
Magistrados  para  celebrar  la  vista  sin  su  intervención,  su  asistencia  hade 
modificar  necesariamente  la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  segundo  pár-r 
rafo  del  art.  326  y  en  el  primero  del  328,  que  son  una  consecuencia  de  la 
base  de  que  se  parte  en  todo  el  grupo  de  artículos  que  comentamos,  ó  sea 
de  que  la  vista  se  celebra  con  ei  mínimum  de  Magistrados  necesarios  para 
constituir  Sala,  de  modo  que  cualquier  recusación  la  inhabilita.  Falta  esta 
base  cuando  el  Presidente  asiste  á  una  Sala  que,  sin  necesidad  de  su  in- 
tervención, estaría  completa,  y  parece,  por  tanto,  lógico  deducir  que  si 
en  tal  caso  es  recusado  el  ÍPresidente  ó  uno  sólo  de  los  Magistrados  extra- 
ños á  la  dotación  de  la  Sala,  no  habrá  que  suspender  la  vista  ni  que  cele- 
brar otra  cuando  el  Presidente  ó  Magistrado  recusado  considere  proceden- 
te la  recusación  hecha  en  el  acto  de  la  notificación  á  tos  Procuradores  6 
durante  los  tres  dias  de  suspensión,  v  se  abstenga  de  concurrir  á  la  vista 
ó  á  la  votación  del  fallo.  Sólo  en  la  hipótesis  improbable  de  que  la  recu- 
sación fuese  denegada,  habría  en  tal  caso  que  sustanciar  el  oportuno  in- 
cidente para  deciair  sobre  ella  en  definitiva  y  que  suspender  la  vista  (ar- 
tículo 326),  ó  que  celebrar  otra  si  hubiere  sido  posterior  la  recusadon,, 
según  la  declaración  que  en  definitiva  se  hiciese  (art.  328). 

Es  decir  que,  considerando  este  grupo  de  artículos  bajo  los  dos  pun- 
tos de  vista  que  en  él  se  han  tenido  en  cuenta,  y  refiriendo  sus  disposi- 
tiones  á  la  asistencia  del  Presidente  á  una  Sala  de  justicia,  creemos  que 
esas  disposiciones  deben  tener  una  comi)leta  aplicación  en  todo  lo  relati- 
vo á  dar  á  las  partes  medios  eficaces  de  intentar  la  recusación;  pero  en  lo- 
que se  refiere  á  los  efectos  de  la  recusación,  sólo  habrá  que  aplicarlas^ 
cuando  pr  efecto  de  ella  qpeáe  incompleta  la  Sala  ó  cuando  el  recusado^ 
no  acceda  á  abstenerse  de  mtervenir  en  la  vista  ó  votación  del  asunto. 

Art.  329.  Cuando  empezado  á  ver  un  pleito,  enfermare  6 
de  otro  modo  ee  inhabilitare  alguno  ó  algunos  de  los  Magis* 
trados,  y  no  hubiera  probabilidad  de  que  el  impedido  ó  impe- 
didos puedan  concurrir  dentro  de  pocos  dias,  se  procederá  á 
nueva  vista,  completando  el  número  de  Magistrados  con  lo»^ 
^ue  d^ban  reemplazar  á  los  inhabilitados. 

Si  no  obstante  la  inhabilitación  de  uno  6  más  Magistrados». 
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quedaran  los  snfícíeutes  para  dictar  sentencia,  no  será  necesa- 
ria la  suspensión,  ni  en  su  caso  la  celebración  de  nueva  vista. 
(Ley  org.  AelP.  /.,  art.  658.) 

Como  se  ve  claramente  jpor  su  contexto,  la  inhabilitación  de  que  tra- 
ta este  articulo  ha  de  ocurrir  antes  de  <]ue  termine  la  vista.  Si  ocurre  an- 
tes de  empezar,  se  prescindirá  del  Magistrado  que  se  inhabilitare  cuando 
los  demás  de  la  dotación  de  la  Sala  queden  en  suficiente  número  para 
constituirla,  ó  se  completará  en  otro  caso  el  número  de  la  manera  preve- 
nida en  el  art.  326;  si  la  inhabilitación  ocurre  después  de  terminada  la 
vista,  se  observará  lo  dispuesto  por  el  art.  347;  y  sólo  en  el  caso  de  que 
ocurra  después  de  empezada  la  vista  y  antes  de  que  termine,  bien  en  el 
acto  mismo  ó  fuera  de  él  si  hubiere  de  durar  varios  dias,  tendrá  aplica- 
don  lo  que  en  este  art.  3S9  se  dispone. 

Lo  que  en  él  se  establece  es  una  nueva  causa  de  suspensión,  si  bien  el 
segundo  párrafo,  que  no  fí^raba  en  el  concordante  citado  de  la  Ley  or- 
g;ánica,  hace  que  no  sea  siempre  necesaria.  Al  añadir  este  párrafo  se  ha 
incurrido,  á  nuestro  juicio,  en  el  mismo  defecto  de  redacción  que  hemos 
señalado  en  el  comentario  del  art.  325;  y  aunque  no  creemos  que  esta 
pijada  ser  origen  de  dificultades,  conviene  recordar  que  lo  que  ha  de  ha- 
cerse, por  avanzada  que  esté  la  vista,  no  es  ver  si  queda  hábil  la  mayoría 
de  la  Sala  de  modo  que  su  voto  conforme  pueda  formar  auto  ó  sentencia, 
«no  ver  si  quedan  los  Magistrados  necesarios  para  constituir  Sala,  dada 
U.naturaleza  del  asunto  á  que  la  vista  se  refiera.  Así,  en  el  Tribunal  Su- 
premo, cuyas  Salas  para  la  vista  de  admisión  ó  resolución  de  los  recur- 
sos de  casación  no  pueden  constituirse  con  más  ni  con  menos  de  siete  Ma- 
^strados,  no  podrá  tener  nunca  aplicación  el  segundo  párrafo  de  este  ar- 
tículo cuando  se  trate  de  estos  asuntos,  aunque  la  inhabilitación  sea  de 
im  sólo  Magistrado,  y  por  tanto  la  vista  habrá  en  todo  caso  de  suspen- 
derse. En  las  Audiencias  no  hay  el  peligro  de  una  mala  inteligencia  so- 
bre ese  punto  cuando  sea  sentencia  la  resolución  que  haya  de  diíítarse; 
pCTO  pudiera  ocurrir-  la  duda  si  se  tratase  de  un  auto,  y  por  esto,  lo 
mismo  en  este  artículo  que  en  el  325  y  que  en  los  demás  en  (fue  se  em- 
plea la  misma  redacción,  nubiéramos  preferido  que  en  lugar  de  decir  «los 
Magistrados  suficientes  para  dictar  sentencia,»  se  hubiera  dicho  «los  Ma- 
gistrados suficientes  para  constituir  la  Sala  en  el  asunto  de  que  se  trate.» 

Entendido  de  este  modo  el  segundo  párrafo,  y  sin  posibilidad  por 
consiguiente  de  que  se  busquen  analogías  con  el  último  del  art.  347  que 
supone  siempre  la  vista  terminada,  la  regla  del  párrafo  primero  es  senci- 
llísima, y  sólo  puede  ocurrir  preguntar  cuál  es  el  período  de  tiempo  que 
puede  entenderse  aludido  por  la  frase  (adentro  de  pocos  dias.y> 

Claro  es  que  no  hay  plazo  fijo  y  que  esta  indeterminación  no  puede 
interpretarse  por  la  regla  del  art.  301.  Es  un  punto  que  queda  entéra- 
mete á  la  apreciación  del  Presidente  de  la  Sala ,  á  quien  corresponde 
acordar  la  suspensión  y  fijar  el  dia  para  continuar  la  vista  ó  hacer  en  su 
caso  el  nuevo  señalamiento,  según  la  clase  ó  la  duración  probable  de  la 
inhabilitación  aue  haga  la  suspensión  necesaria.  Cuando  esta  sea  tan  pa- 
sajera oue  el  innabilitado  pueaa  concurrir  al  dia  siguiente,  entendemos 
que  poará  observarse  lo  prevenido  en  el  art.  322  para  el  caso  en  que  no 
haya  finalizado  una  vista  al  terminar  las  horas  de  audiencia ,  calculando 
si  será  necesario  acordar  la  suspensión  de  que  trata  el  323,  núm.  1^,  ó  si 
iserá  posible  terminar  la  pendiente  y  celebrar  las  señaladas.  Pero  cdanda 
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la  inhabilitación  haya  de  durar  varios  dias  no  hay  reglas  para  saber 
cuántos  son  pocos.  Si4  embargo,  no  es  difícil  deducir  una  del  mismo  ar- 
tículo que  comentamos,  para  evitar  todo  motivo  de  ^queja  ó  de  censura 
de  los  mteresados  que,  en  su  impaciencia,  pudieran  interpretar  la  frase 
-aludida  de  distinto  modo  jue  el  Presidente  de  la  Sala.  Dispone  este  ar- 
tículo que  si  la  inhabilitación  del  Magistrado  es  definitiva  ó  de  larga  dura- 
ción ptobable,  se  ha  de  señalar  nueva  vista  completando  el  número  de  Ma- 
gistrados; y  es  indudable  que  este  señalamiento  deberá  hac^rse  para  el 
primer  dia  libre,  ó  sea  para  que  la  vista  se  celebre  inmediatamente  después 
de  la  última  que  estuviere  ya  señalada  al  acordar  la  suspensión,  como  in- 
diciamos en  la  nota  del  art.  324.  Al  mismo  tiempo,  por  pasajera  que  sea 
la  inhabilitación  del  Magistrado,  es  también  indudable  que  siempre  que 
¿ure  más  de  un  dia  la  continuación  de  la  vista  no  podrá  tener  lugar  hasta 
ese  mismo  primer  dia  libre,  puesto  que  los  anteriores  estarán  ocupados 
con  señalamientos  que  no  podrán  suspenderse.  Pues  bien,  la  intepretacion 
que  proponemos  consiste  en  considerar  j)Qcos  dios ,  sean  los  que  fueren, 
los  que  haya  con  señalamient«)s  ya  hechos. 

De  este  modo  hay  un  criterio  que  los  litigantes  no  pueden  menos  de 
estimar  equitativo,  puesto  que  la  paralización  no  podrá  ser  nunca  más 
breve,  y  que  aleja  toda  motivo  de  reclamación  puesto  que  en  el  mismo 
dia  (el  primero  libre),  habrá  de  continuarse  la  vista  suspendida,  ó  se  ce- 
lebrará la  nueva  vista,  según  se  estime  probable  al  ocurrir  la  suspensión 
que  el  Magistrado  inhabilitado  pueda  ó  no  concurrir  á  la  Sala. 

Parece  inútil  recordar  que  cuando  sea  necesaria  la  celebración  de  nue- 
va vista  y  la  Sala  se  complete  con  Magistrados  que  no^  sean  de  su  dota- 
ción, habrá  que  observar  lo  prevenido  en  los  tres  artículos  á  que  se  re- 
fiere el  comentario  anterior. 

Art.  330.  Las  vistas  empezarán  con  la  lectura  del  apunta- 
miento, hecha  por  el  relator,  y  en  los  casos  en  que  no  se  haya 
formado  apuntamiento,  con  una  relación  sucinta,  hecha  por 
el  mismo,  ó  por  el  Secretario,  de  los  antecedentes  que.  den  á 
conocer  la  cuestión  que  se  ventile,  cuando  la  ley  no  disponga 
^tra  cosa;  y  después  informarán  por  su  orden  los  abogados 
de  las  partes  que  concurran  al  acto. 

Estos  podrán  hablar  segunda  vez,  con  la  venia  del  Presi- 
dente, para  rectificar  hechos  ó  conceptos. 

Se  dará  por  terminado  el  acto  pronunciando  el  Presidente 
la  fórmula  de  «Visto.»  (Le^  ant,,  art.  8C4. — Ley  de  Casación 
^ivil  de  22  de  Abril  de  1878,  art.  52.) 

Art.  331.  Los  que  sean  parte  en  los  pleitos,  podrán,  con  la 
venia  del  Presidente,  exponer  de  palabra  lo  que  crean  oportu- 
no para  su  defensa,  á  la  conclusión  de  la  vista,  antes  de  darse 
por  terminada,  ó  cuando  se  dé  cuenta  de  cualquiera  solicitud 
que  les  concierna. 

El  Presidente  les  concederá  la  palabra  en  tanto  que  la  asen 
contrayéndose  á  los  hechos  y  guardando  el  decoro  debido. 
{Ley  org.  delP.  /.,  art.  659 .y' 

Art.  332.  El  Presidente  llamará  á  la  cuestión  al  letrado 
^ue  notoriamente  se  separe  de  ella  en  su  informe,  ó  que  pier  - 
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da  el  tiempo  con  divagaciones  impertinentes  é  innecesarias;  y 
si  persistiere  después  de  advertido  dos  veces,  podrá  retirarle 
la  palabra.  (Ee^L  prov.  de  26  de  Setiembre  de  1835,  arú,  19. — 
Zei/  org,  del  P,  /.,  aH,  756,  par.  4**.)— Véase  en  esta  ley  el  ar- 
tículo 443.  núm.  4^ 

Art.  333.  El  que  presida  el  acto,  auxiliado  en  su  caso  por 
la  Sala,  tiene  el  deber  de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir 
que  se  guarden  el  respeto  y  consideración  debidos  á  los  Tri- 
.Dunales,  corrigiendo  en  el  acto  las  faltas  que  se  cometieren, 
del  modo  que  se  dispone  en  el  título  XIII  de  este  libro.  f'Lejf 
ant.yart.  4Sl,^Ley  org,  del  P.  /.,  artículos  592  y  660  al  665.) 

En  la  nota  puesta  al  epígrafe  de  esta  Sección,  hemos  definido  lo  que 
se  entiende  por  vista  ^  é  indicado  la  disposición  del  local  en  que  se  celebra. 
Los  artículos  que  comprende  este  comentario  se  reiteren  al  acto  de  su  ce- 
lebración, una  vez  constituido  el  Tribunal  aquel  local  de  su  audiencia. 

Terminado  el  despacho  ordinario  del  dia  y  habiendo  de  proceder  á  la 
celebración  de  las  vistas  señaladas  por  el  orden  que  al  hacer  los  señala- 
mientos se  ^ubiere  fijado,  se  anuncia  públicamente  por  un  portero  del 
Tribunal  la  celebraciojí  de  la  que  corresponda,  y  dejando  abiertas  las 
puertas  del  local  ó  cerrándolas  según  haya  de  ser  ó  no  pública  su  celebra- 
<5Íoji  (artículos  313  y  3i14),  da  principio  el  acto,  concurran  ó  no  las  partes 
interesadas  ó  sus  representantes  ó  Abogados. 

Remitiéndonos  al  comentario  del  art.  318  respecto  á  los  casos  en  que 
deberá  haberse  formado  apuntamiento  ó  nota  y  á  lo  que  en  aquel  debe 
consignarse,  nos  bastará  indicar  que  la  primera  parte  de  la  vista,  y  la  újn- 
ca  si  no  concurren  las  partes  ó  sus  representantes,  consiste  en  la  lectura  6 
relación  verbal  que  ordena  el  art.  330,  hecha  por  el  Relator  ó  Secretario 
4  quien  corresponda. 

La  institución  de  los^  Magistrados  Ponentes,  por  otra  parte  sumamente 
beneficiosa,  jr  la  obligación  que  tienen  de  hacer  por  sí  mismos  un  estudio 
serio  y  detenido  de  los  autos^para  proponer  á  sus  compañeros  de  Sala  los 
puntos  de  hecho  y  fundamentos  de  derecho  que  han  de  servir  de  base  á  la 
sentencia,  hace  que  en  los  Tribunales  colegiados  se  preste,  por  lo  común, 
menos  atención  de  la  que  debiera  prestarse  á  la  lectura  del  apuntamiento, 
que  esta  se  abrevie  á  veces  por  los  Secretarios  ó  Relatores,  sobre  todo 
cuando  se  celebra  la  vista  sin  asistencia  de  las  partes,  y  que  en  general  se 
llaga  de  una  manera  poco  inteligible  ó  poco  adecuada  para  fijar  la  aten- 
ción de  la  Sala.  Cierto  es  que  la  natural  confianza  que  na  de  inspirar  á  la 
Sala  la  relación  del  Ponente,  explica  en  parte  aquella  falta  y  aun  se  ha 
mirado  alguna  vez  como  excusa  legal  de  su  responsabilidad  al  concurrir 
inocentemente  á  dictar  un  fallo  injusto;  pero  los  Magistrados  no  deben 
olvidar  que  cuando  no  hacen  uso  de  la  facultad  que  les  concede  el  artícu- 
lo 338,  la  lectura  del  apuntamiento  es  la  única  noticia  confrontada  por 
las  partes  que  se  les  dá  del  pleito,  y  que  por  imposible  oue  les  parezca 
puede  suceder  que  la  relación  del  Ponente,  por  mala  inteligencia  de  los 
autos  ó  por  cualquiera  otra  causaf,  sea  defectuosa. 

La  lectura  del  apuntamiento  en  la  vista  es  la  base  de  que  parte  la  ley 
para  hacer  igualmente  responsables  del  fallo  á  todos  los  Ma^slrados, 
puesto  que  por  ella  da  á  todos  el  medio  de  conocer  las  resultancias  de  los 
¿tutos  aunque  no  los  examinen  privadamente,  y  en  buenos  principios  es 
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indiscutible,  y  asi  está  declarado,  que  su  responsabilidad  no  queda  salva- 
da aunque  se  demuestre  que  la  relación  del  Ponente  ha  sido  deficiente  6 
inexacta  (4). 

Terminada  la  relación  ó  la  lectura  de  la  nota  ó  apuntamiento,  si  hu- 
bieren concurrido  Abogados  á  la  vista,  el  Juez  ó  Presidente  les  concede 
la  palabra  por  el  orden  en  que  deban  usar  de  ella,  para  que  informen  oral- 
mente en  apoyo  de  sus  respectivas  pretensiones,  sm  leer  más  que  los  tex-» 
tos  ó  documentos  que  sea  mdispensable  citar  á  la  letra,  y  después  para 
rectificar  por  el  mismo  orden,  si  lo  solicitan.  Cuando  por  la  naturaleza 
del  /tsunto  no  sea  necesaria  la  intervención  de  Abogados  v  puedan  infor- 
mar las  partes  mismas  (artículos  40,  710,  941  y  otros),  claro  es' que  será 
á  éstas  á  quienes  deberá  concederse  la  palabra  para  que  la  usen  sobre  los 

§  untos  á  qufe  deban  contraerse  sus  informes.  Pero,  aunque  asistan  Ahoga- 
os, si  alguna  de  las  partes,,  ó  todas,  después  de  terminados  los  informes 
y  rectificaciones,  pidiere  la  palabra  para  exponer  ó  aclarar  algún  hecho^ 
el  Juez  ó  Presidente  deberá  concedérsela. 

Respecto  á  la  concurrencia  de  Abogados  á  la  vista,  el  art.  193  de  las- 
Ordenanzas  de  Audiencias  disponía  que  no  podrían  concurrir  más  de  dos 
por  cada  f  arte,  y  no  tenemos  noticia  de  que  por  ninguna  disposición  pos-^ 
terior  se  haya  privado  á  los  litigantes  de  la  facultad  que  en  aquélla  se 
les  reconoce  de  servirse  de  más  de  un  Abogado;  pero  nay  upa  práctica 
constante  de  que  informe  un  solo  Abogado  en  nombre  de  cada  parte,  y 
en  realidad,  por  complicado  que  sea  el  asunto  y  por  mucho  que  éste  se 

Í)reste  á  separar  el  hecho  del  derecho  ó  á  tratar  con  independencia  las  di- 
érentes  cuestiones  que  hayan  de  resolverse  en  el  fallo,  rara  vez  podrá 
considerarse  deficiente  la  práctica  admitida. 

Conforme  al  art.  592  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  correspon- 
de al  Presidente  llevar  la  palabra  en  la  Sala,  sin  que  ningún  otro,  sm  su 
permiso,  pueda  usarla;  y  es,  por  tanto,  inútil  advertir  que  los  Abogados 
no  deben  comenzar  sus  mformes  sin  que  se  les  conceda.* 

Prescindiendo  de  las  obligaciones,  que  pudieran  calificarse  de  morales, 
que  los  Abogados  tienen  de  llevar  convenientemente  preparados  sus  in- 
formes y  de  defender  los  derechos  de  sus  clientes  con  todo  el  interés  que 
ha  de  inspirarles  el  convencimiento  de  la  verdad  y  de  la  justicia  que  debe 
haberles  movido  á  tomar  su  defensa;  obligaciones  que,  si  dejaran  de  cum- 
plirse hasta  el  punto  de  perjudicar  á  sus  clientes  por  negligencia  ó  igno- 
rancia, podrían  dar  lugar  á  que  se  les  exigiera  la  responsaMlidad  legal 
consiguiente  (2),  debemos  recordarlas  disposiciones  de  los  artículos  194, 
195  y  196  de  las  Ordenanzas  de  Audiencias  en  que  se  previene  que  no 
han  de  interrumpir  á  los  Relatores  ó  Secretarios  en  su  relación,  ni  á  los 
demás  Abonos  en  sus  discursos,  aunoue  adviertan  en  aouélla  ó  en  éstos 
alguna  eqmvocacion,  esperando  á  que  hubieren  terminado  y  á  que  se  les 

,  El  Tribunal  Supremo  en  pleno,  constituido  en  Sala  de  justicia  para  ver  y 
líaruna  cauea  instruida  contra  los  Magistrados  de  una  Salada  Audiencia,  de- 
claró en  sentencia  pronunciada  y  publicada  el  19  de  Junio  de  1876,  que  aunque  en 
el  raso  concreto  de  aquella  causa  concurrieron  circunstancias  tan  especiales  que 
en  mérito  de  ellas  debfó  estimarse  ánico  responsable  al  Magistrado  Ponente, 
«doctrinalmente  y  en  buenos  principios  no  pwcKle  dudarse  que  son  responsables 
de  las  sentencias  todos  los  Magistrados  que  las  autorizan,  porque  todos  tienen 
también  iguales  deberes  de  juzgar  acertadamente  y  en  todos  ellos  deposita  la 
sociedad  la  difícil  misión  y  delicada  confianza  de  proiejer  las  personas  y  los  inte- 
reses de  los  ciudadanos.» 

(2)    Leyes  del  libro  5%  tit.  22  de  la  Novísima  Recopilación  y  otras;  art.  8ll  del  Có- 
digo penal. 
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eonceda  la  palabra  para  rectificarla;  que  mientras  dure  la  vista  no  podrán 
salir  de  la  Sala  sin  licencia  del  Presidente;  y  que  en  sus  informes,  lo  mis- 
mo que  en  sus  escritos,  han  de  cuidar  siempre  de  producirse  con  todo  el 
decoro  que  corresponde  á  su  noble  profesión  y  á  la  autoridad  de  los  Tri- 
bunales, y  de  guardar  á  éstos  el  respeto  que  les  es  deládo,  evitando  ex- 
presiones bajas,  ridiculas  ó  impropias  del  lugar  en  que  se  profieren  ó  de 
JOS  Jueces  á  quienes  se  dirigen,  sin  apoyar  nunca  sus  argumentos  sobre 
hechos  supuestos  ó  desfigurados,  ó  sobre  supuestas  disposiciones  ó  doc- 
trinas legales  (1),  ni  divagar  á  especies  impertinentes  é  mconexas,  ni  ex- 
traviarse de  la  cuestión. 

A  su  vez  los  Jueces  y  Tribunales,  así  como  deben  cuidar  de  que  los 
Abogados  les  guarden  el  debido  respeto  y  se  arreglen  á  las  leyes  en  el 
ejercicio  de  su  profesión,  están  obügados  á  tratarlos  con  el  decoro  corres- 
pondiente^ y  á  no  ser  que  hablasen  fuera  de  orden  ó  se  excedieran  de  al- 
guna otra  manera,  no  íes  interrumpirán  ni  desconcertarán  cuando  infor- 
mal en  estrados,  ni  les  coartarán  oirecta  ni  indirectamente  el  libre  des- 
empeño de  su  cargo.  (Reglamento  provisional  para  la  Administración  de 
justócia  de  26  de  Setiembre  de  4835,  art.  19.) 

•  No  hay  necesidad  de  decir  que  los  Jueces  deben  escuchar  á  los  Abogados 
con  atención  j  sin  permitirse  distracciones  ó  manifestaciones  de  desagra- 
do ó  de  impaciencia  que  les  desanimen,  ó  les  turben  ó  de  cualquier  modo 
les  coarten,  sin  perjuicio  de  que  el  Presidente,  á  quien  exclusivamente 
corresponde  llevar  la  voz  de  la  Sala,  les  dirija  en  su  caso  las  observacio- 
nes justificadas  que  autoriza  el  art.  332,  ó  les  corrija  en  la  forma  á  que  se 
hayan  hecho  acreedores. 

£1  art.  330  no  fija  el  orden  en  que  deben  informar  los  Abogados,  ó  las 

5 artes  en  su  caso,  y  sólo  al  tratar  ae  la  vista  de  admisión  de  los  recursos 
e  casación  en  el  fondo,  dice  la  Ley  (art.  1727)  que  informará  en  primer 
lugar  el  Abogado  de  la  parte  recurrente,  después  el  de  la  contraria,  y  por 
ultimo  el  Mmisíerio  Fiscal,  si  concurre  á  la  vista  como  puede  hacerlo  en 
aquellas  cuestiones.  La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  disponía  en  su 
art.  864  que  en  las  vistas  de  las  apelaciones,  hablaria  en  primer  lugar  el 
Letrado  defensor  del  apelante,  y  en  seguida  el  del  apelado,  debiendo  per- 
mitirse á  ambos  rectificar  equivocaciones  ó  restablecer  los  hechos  que  nu- 
biesen  podido  ser  presentados  con  inexactitud.  Pero,  sin  necesidad  de  bus- 
car reglas  especiales  para  cada  caso,  se  comprende  que  han  de  hablar  por 
el  mismo  orden  con  que  las  partes  intervienen  en  las  diversas  actuaciones 
del  juicio.  La  regla  puede  formularse  recordando  la  de  beatus  qui  possideú^ 
tan  citada  en  el  foro.  El  que  intenta  variar  la  situación  de  las  cosas,  sea  por 
demanda,  por  apelación  o  recurso,  habla  primero.  Ni  aun  en  el  caso  de  que 
haya  mediado  reconvención  puede  ofrecer  este  punto  dificultad  alguna, 
pues  el  caso  mismo  indica  que  ha  de  hablar  primero  el  demandante  para 
sostener  la  demanda,  después  el  demandado  para  contestar  y  sostener  la 
reconvención,  y  por  último  el  demandante  otra  vez  para  contestar  á  la 
reconvención,  respecto  á  la  cual  es  en  realidad  demandado. 

Excusado  es  decir  que  la  no  concurrenda  de  una  de  las  partes,  no  es  obs- 
táculo para  que  informe  la  que  asista,  si  lo  considera  conveniente,  aunque 

(1)  Aunque  no  se  refiere  á  citas  ó  alegfaciones  hechas  verbalmente  en  ana  vista 
slnó  á  un  escrito  fundando  un  recurso  de  casación,  creemos  deber  recordar,  por 
analofria  con  lo  que  se  consigna  en  el  texto,  que  el  Tribunal  Supremo,  por  senten- 
cia de  21  de  Febrero  de  1831,  declaró  en  un  considerando  «que  cuando  en  contra- 
vención á  terminantes  prescripciones  légrales  se  funda  un  recurso  en  hechos  in- 
exactos ó  tergiversados,  y  se  prescinde  dé  la  jurisprudencia  reiteradamente  con- 
sig-nadaen  sus  fallos,  se  comete  falta  digna  de  corrección  disciplinaria.» 
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sea  la  demandada,  y  que  lo  qiie  se  indica  respecto  al  orden  no  limita  ent 
nada  aquel  derecho  que  la  ley  reconoce  á  los  que  concurran  al  acto. 

En  las  rectificaciones,  que  deben  ser  siempre  breves  y  concisas^  no  e» 
indispensable  contraerse  á  los  errores  de  hecho  en  qu^haya  podido  incur- 
rir la  parte  contraria,  y  aun  en  las  vistas  de  los  recursos  de  casación,  á  di- 
ferencia de  lo  que  sucede  en  los  de  los  juicios  criminales,  pueden  hacerse 
rectificaciones  de  concepto,*  explicando  cualouier  idea  ó  argumentación 
que  haya  sido  mal  comprendida  ó  interpretada  por  la  otra  parte. 

Terminada  la  relación  ó  lectura  de  la  nota  ó  apuntamiento,  si  no  hu- 
bieren concurrido  las  partes  ni  sus  Abogados  á  la  vista,  ó.  terminados  los 
informes,  las  rectificaciones,  si  las  hubiere,  y  en  su  caso  la  exposición  de 
hechos  de  las  partes  que  hubieran  pedido  y  obtenido  la  palabra,  el  Juez,  ó 
Presidente  declara  terminado  el  acto,  pronunciando  la  fórmula  consignada 
en  el  art.  350. 

Durante  toda  la  vista,  incumbe  al  Presidente  de  la  Sala,  auxiliado  en 
caso  necesario  por  ésta  y  por  los  porteros  y  alguaciles,  que  deben  guar- 
dar la  Sala  conforme  al  art.  574  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
mantener  el  orden  en  ella,  sin  permitir  que  se  turbe,  ni  por  los  Abogados, 
ni  por  el  público,  ni  por  nadie. 

Así,  no  deben  tolerar  que  los  defensores  se  excedan  en  sus  informes  ó 
discursos,  sustentando  doctrinas  subversivas  ó  reprobadas  por  las  leyes,  ni 
que  exciten,  con  frases  ajenas  á  la  austeridad  del  foro,  demostraciones  os- 
tensibles de  aprobación  ó  desaprobación  del  auditorio.  (Real  orden  de  7  de 
Octubre  de  1845)^  no  deben  permitirles  tampoco  que  en  la  defensa  de  sus 
clientes  se  descompongan  contra  sus  colegas  de  una  manera  grave  é  in- 
necesaria (art.  443),  ni  que  traten  al  Ministerio  fiscal,  cuando  concurra  á 
las  vistas,  sin  el  decoro  y  la  consideración  que  se  merece  (Real  orden  de 
5  de  Mayo  de  1856);  y  tanto  en  estos  casos,  si  la  falta  íio  exigiere  mayor 
correctivo,  como  cuando  faltaren  á  las  prevenciones  míe  anteriormente 
hemos  recordado  de  los  artículos  494,  495  y  196  de  las  Ordenanzas  de  Au- 
diencias, deben  llamar  á  los  Abogados  al  orden  ó  á  la  cuestión,  y  aun  re- 
tirarles en  caso  necesario  la  palabra,  sin  que  por  ello  se  suspenda  la  vista 
ni  tengan  derecho  á  pedir  nuevo  señalamiento,  y  sin  perjuicio  de  imponer- 
les las  correcciones  disciplinarias  que  la  Sala  estimare  procedentes. 

Sin  embargo,  si  llamados  al  orden  pidieren  y  obtuvieren  la  venia  del 
Juez  ó  Presidente  para  explicar  las  palabras  que  hubieren  pronunciado,  y 
de  este  modo  lograren  satisfacer  cumplidamente  al  Juzgado  ó  Tribunal 
(art.  444),  deberá  concedérseles  de  nuevo  la  palabra  para  que  continúen 
su  informe  en  términos  convenientes. 

Los  concurrentes  que  asistan  á  las  vistas  en  la  parte  de  la  sala  desti- 
nada al  público,  han  de  estar,  conforme  al  art.  660  de  la  Ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  descubiertos  y  han  de  guardar  decoro  y  compostura,  ob- 
servando las  disposiciones  oue  para  mantener  el  orden  dicte  el  Presidente; 
y  si  alguno  interrumpiere  la  vista,  dando  señales  ostensibles  de  aproba- 
ción ó  desaprobación,  faltando  al  respeto  y  consideraciones  debidas  á  los 
Tribunales,  ó  perlurbsíndo  de  cualquier  modo  el  orden,  debe  ser  amones- 
tado en  el  acto  ó  expulsado  del  local,  sin  perjuicio  de  la  responsal)ilidad 
en  que  pueda  haber  incurrido  si  sus  hechos  constituyeran  delito,  en  cuyo 
ca30  deberá  instruirse  la  oportuna  causa  criminal  por  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  correspondiente. 

En  último  caso,  si  la  perturbación  del  orden  llegara  á  constituir  inti- 
midación ó  fuerza,  deberá  declarar  el  Tribunal  la  nulidad  de  acto  (artícu- 
io  Ut.) 
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Véase  sobre  toda  esta  materia  el  tít.  XHI-,  á  que  se  refiere  el  art.  333> 
y  su  comentario. 

Art.  334.  El  acto  de  la  vista  se  acreditará  en  los  autos  por 
diligencia  que  extenderá  el  secretario  ó  escribano,  expresan- 
do los  nombres  délos  Magistrados  que  compongan  la  Sala,  de 
los  abogados  que  hayan  informado,  de  los  procuradores  que 
hubiesen  asistido  y  el  tiempo  que  hubiere  durado  el  acto. 

Si  alguno  de  los  defensores  de  las  partes  hubiere  deducido 
en  la  vista  alguna  pretensión  incidental  que  exija  resolución, 
se  consignará  también  en  dicha  diligencia,  la  cual  será  leida 
en  este  caso  á  los  defensores,  terminada  la  vista,  para  que 
manifiesten  su  conformidad  y  la  firmen.  (^Ord.  de  Aud.y  ar-- 
líCKlo  112.— Ley  órg.  delP,  /.,  art  482,  núm,  T.) 

Obedece  este  precepto  en  su  primer  párrafo,  único  á  que  se  refieren 
los  concordantes  citados,  á  la  regla  general  del  art.  249;  y  en  el  segundo^ 
á  la  necesidad  de  consignar  de  algún  modo  las  pretensiones  á  que  alude. 
En  esta  diligencia  deberá  también  expresarse,  á  nuestro  juicio,  si  la  vista 
se  ha  celebrado  en  audiencia  pública  ó  á  puerta  cerrada,  si  ha  formado 
Sala  algún  Magistrado  extraño  á  su  dotación  y  ha  de  suspenderse,  por 
tanto,  por  tres  dias  la  votación  del  fallo,  si  durante  su  celebración  se  ha 
inhabilitado  algún  Magistrado  sin  hacer  necesaria  la  suspensión  del  acto, 
si  se  ha  retirado  la  palabra  á  algún  Letrado  sin  volver  á  concedérsela,  si 
ha  asistido  el  Ministerio  fiscal  en  los  casos  en  que  pueda  hacerlo  y  no 
figure  como  defensor  de  una  de  las  partes,  y  toda  circunstancia  en  fin,  de 
análoga  entidad  á  las  que  quedan  indicadas.  También  creemos  que  debe- 
rán consignarse,  aunque  puedan  no  ser  pretensiones  que  haya  de. resolver 
la  Sala,  las  protestas  que  se  estime  conveniente  formular  sobre  el  número  de 
Magistrados  conque  aquella  estuviere  constituida,  sobre  haber  concurridoá 
constituirla  algún  Magistrado  de  la  dotación  de  la  Sala  cuya  recusación  hu- 
biere sido  estimada  anteriormente,  ó  sobre  falla  de  personalidad,  que  antes 
no  hubiere  ppdido  manifestarse,  de  alguna  de  las  partes,  dando  también  en  . 
estos  casos  lectura  de  la  diligencia  á  los  defensores  ó  á  las  partes  mismas, 
si  éstas  pudieran  intervenir  directamente  en  el  juicio  y  hubieran  formula- 
do las  pretensiones  ó  protestas  consignadas.  Por  último,  aunque  el  ar- 
tículo sólo  habla  de  manifestar  la  t^oniormidad  á  la  diligencia  y  firmarla, 
no  parece  dudoso  que  haya  también  de  consignarse  la  negativa  á  prestar 
la  conformidad,  indicando  sucintamente  el  motivo  que  se  alegue. 

SECaON  SEGUNDA. 

DE  LOS  MAGISTRADOS  PONENTES. 

Llámase  Ponente  al  Magistrado  que  dentro  de  cada  Tribunal  se  encarga 
de  estudiar,  aislada  y  particularmente,  el  negocio  de  que  se  trata,  con  ob- 
jeto de  informar  acerca  de  la  resolución  ó  de  otros  incidentes,  ópracticar 
por  sí  sólo  determinadas  diligencias,  jue  seria  enojoso  y  dilatorio  las  prac- 
ticara el  Tribunal  entero.  Su  institución,  es,  por  lo  tanto,  sumamente  útil, 
puesto  que  facilitan  el  despacho  de  los  asuntos,  y  bien  puede  decirse  que 
antes  de  que  la  ley  los  estableciera  los  debia  haber  prácticamente,  porque 
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eomo  satisfacen  una  verdadera  necesidad  eme  se  siente  en  todo  TribunaF 
colegiado,  la  misma  necesidad  debió  crearlos.  En  nuestra  patria,  los  tenia 
establecidos  ostensiblemente,  hace  mucho  tiempo,  el  Tribunal  de  la  Nuncia- 
tura; después  se  aplicaron  á  las  causas  criminales  por  la  regla  8*  del  Real 
decreto  de  22  de  Setiembre  de  48i8;  y  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  an- 
terior los  introdujo  para  los  negocios  civiles,  aboliendo  al  paso,  la  desdi- 
chada institución  de  los  Semaneros  á  oue  se  refieren  las  Ordenanzas  á&  las 
Audiencias  (cap.  2**,  del  tít.  2**),  y  el  decreto  de  8  de  Enero  de  4854. 

La  ley  de  organización  del  Poder  judicial,  lo  mismo  que  la  presente, 
aceptan  la  ponencia,  con  el  mismo  espíritu  con  que  la  estableció  la  ley 
de  4855. 

Art.  335.  En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias, 
para  cada  pleito  senombrará  un  Magistrado  Ponente. 

Turnarán  en  este  cargo  todos  los  Magistrados  de  cada  Sala, 
con  exclusión  del  Presidente. 

Sin  embargo,  no  estará  éste  exento  cuando  por  cualquier 
motivo  quede  reducido  á  tres,  con  el  Presidente,  el  número  de 
Magistrados  de  una  Sala. — {Le^  an¿,y  art.  36.-^Zep  org,  del  Po- 
der judicial,  art  674.) 

Los  preceptos  de  este  artículo  no  pueden  ofrecer  duda,  y  en  tal  supues- 
to sólo  habremos  de  decir,  que  como  ya  advertian  otros  comentadores  de 
la  ley  anterior,  y  se  comprende  aue  auiere  el  Legislador  al  ver  lo  que  dia- 
pone en  el  párrafo  3**  (que  en  la  ley  de  4855  no  contaba),  es  preciso  que 
el  tumo  que  se  establece  para  la  ponencia,  sea  equitativo  en  todo  y  por 
todo,  pues  ni  seria  justo  aue  los  pleitos  se  repartieran  desigualmente, 
ni  que  á  un  Ponente  se  le  diesen  asuntos  sencillos  y  vulgares,  y  á  otro 
difíciles  y  de  penoso  estudio.  La  ley  de  4855,  queriendo,  sin  duda,  ^- 
ceptuar  esa  equidad  en  el  reparto,  indicaba  que  se  llevaría  un  riguroso  tur- 
no entre  los  Magistrados  que  compusieran  cada  Sala,  con  exclusión  ^1 
Presidente. 

Art    336.  Corresponderá  á  los  Ponentes: 

1**  Informar  á  la  Sala  sobre  la  procedencia  de  las  reformas  6 
adiciones  del  apuntamiento  solicitadas  por  los  litigantes.  Para 
este  efecto  se  les  pasarán  previamente  los  autos. 

2°  Examinar  los  interrogatorios,  posiciones  y  demás  propo- 
siciones de  prueba  que  presentaren  las  partes,  y  calificar  su 
pertinencia.  Si  se  reclamare  contra  la  calificación  que  hicieren, 
resolverá  la  Sala. 

3°  Presidir  la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba  y  recibir 
cualesquiera  declaraciones  que  la  Sala  ordenare,  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  254. 

4**  Autorizar  las  ratificaciones  y  hacer  los  discernimientos  de 
todo  cargo. 

5°  Someter  de  palabra  á  la  deliberación  de  la  Sala  los  pun- 
tos de  hecho,  los  fundamentos  de  derecho  y  la  decisión  que  á 
su  juicio  deba  recaer,  pero  sin  llevar  formulado  el  proyecto  de 
sentencia. 
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6**  Redactar  loa  autos  y  sentencias  con  arreglo  á  lo  acordado 
Tpor  la  Sala,  aunqpie  su  voto  no  haya  sido  conforme  con  el  de 
la  mayoría. 

En  este  caso  podrá  el  Presidente  de  la  Sala-encargar  á  otro 
Magistrado  la  redacción  de  la  sentencia,  cuando  por  circuns- 
tancias especiales  así  lo  estime  conveniente. 
7**  Lee^  en  audiencia  pública  las  sentencias. 
En  este  caso  le  suplirá  el  Presidente,  cuando  no  concurra 
á  la  Sala  el  dia  en  que  se  haga  la  publicación. 

8°  Todo  lo  demás  que  por  disposición  especial  de  la  ley  sea 
'   de  cargo  del  Ponente. — {Ley  ant.,  art  37. — Ze^  org,^  articu- 
lo mh^  . 

Las  diversas  obligaciones  que  se  señalan,  como  propias  del  Magistrado 
ponente,  justifican  la  definición  que  dimos  al  comentar  el  epígrafe  de  la 
presente  sección;  y  examinado  lo  dispuesto  en  los  ocho  números  de  que 
consta  el  artículo,  se,  ve  que  es  en  suma,  lo  mismo  que  la  ley  anterior  y  la 
orgánica  de  los  Tribunales  habian  prescrito,  sin  más  adiciones  que  aque- 
*  lias  que  lógicamente  determina  la  última  frase  del  número  quinto;  los  se- 
gundos párrafos  de  los  números  sexto  v  sétimo,  á  nuestro  juicio,  de 
hieran  constar  sólo  en  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales,  al  fijar  las  atri- 
buciones de  los  Presidentes  de  Sala,  y  lo  que  establecer  el  número  octa\o 
con  objeto  de  evitar  dudas  á  que  la  suspicacia  ó  la  mala  fé  podrian 
♦dar  origen. 

Art.  337.  Será  también  obligación  del  Magistrado  Ponente 
-  examinar  si  se  ban  observado  los  trámites  legales;  si  los  es- 
critos, para  los  que  esta  ley  establece  fórmulas  precisas,  ban 
sido  redactados  coíiforme  á  lo  que  en  ella  se  prescribe,  ó  si  se 
han  cometido  otros  abusos,  bien  por  exceso,  bien  por  defecto 
«n  la  sustanc/iacion  del  juicio,  comprobando  los  que  hubiere 
notado  el  relator;  y  si  hubiere  alguna  falta  que  merezca  cor- 
rección, llamará  la  atención  de  la  Sala  para  que  en  definitiva 
pueda  acordar  lo  conveniente,  á  fin  de  corregir  el  abuso  y 

Í)rocurar  la  puntual  y  rigurosa  observancia  de  esta  ley,  en  su 
etra  y  en  su  espirita,  por  todos  los  funcionarios  que  intervie- 
nen en  los  juicios.  {Orden  de  las  Audiencias  ^  art.  llO,  que  come- 
üa  d  los  Jielato7*es  la  primera  parte  del  articulo  precedente  según 
lo  hace  el  art.  319  de  esta  ley.) 

En  la  concordancia,  indicamos  que  iffual  ó  semejante  obligación  que 
la  que  en  este  artíctblo  se  impone  á  los  Magistrados  ponentes,  tienen  los 
l^latores,  y  en  tal  concepto  bien  pudiera  parecer  inútil  ó  improcedente, 
-<rae  unos  y  otros  estén  sujetos  al  mismo  deber.  Pero  la  ley  ha  querido  sin 
duda,  rodear  de  garantías  la  celebración  y  sustanciadon  de  los  juicios  con 
arreglo  á  las  prescripciones  que  ella  misma  establece  y  bajo  tal  punto  do 
vista  no  resulta  censurable  el  precepto  que  examinamos,  porque  como 
vulgarmente  se  dice,  más  ven  cuatro  ojos  que  dos,  y  en  el  Magistrado 
ponente  concurre  una  autoridad  que  no  tiene  el  Relator. 

TOMO  I  29 
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Prescindiendo,  pues,  del  fondo,  añadiremos  sólo  que  á  nuestro  jui- 
cio, no  hay  razón  para  haber  puesto  la  materia  de  este  artículo,  separán- 
dola de  la  del  artículo  anterior,  pues  hasta  para  facilitar  la  inteligencia  <S 
el  conocimiento  de  la  ley,  convenia,  ya  que  se  habla  de  obligaciones 
impuestas  todas  dé  un  modo  general  é  mdeterminado,  que  de  unas  y  de 
otras  se  tratase  en  un  sólo  artículo. 

SECaON  TERCERA. 

DE  LAS  VOTACIONES  Y  FALLOS  DE  LOS  PLEITOS. 

Esta  Sección  ocupa  también  el  lugar  que  le  corresponde.  Los  artículos 
que  contiene  están  tomados  de  algunos  de  los  en  que  la  ley  anterior  esta- 
blecia^  los  preceptos  generales  y  de  otros  de  la  ley  sobre  organización  del 
Poder  judicial,  y  puede  decirse,  desde  luego,  que  sus  disposiciones  son» . 
por  regla  general,  acertadas. 

Art.  338.  Concluida  la  vista  del  pleito,  podrá  cualquiera 
de  los  Magistrados  pedir  los  autos  para  reconocerlos  privada-^ 
mente. 

Cuando  los  pidiesen  varios,  el  que  presida  fijará  el  tiempa 
por  que  haya  de  tenerlos  cada  uno,  de  modo  que  pueda  dic- 
tarse la  sentencia  dentro  del  término  señalado  para  ello.  {Ley- 
anterior,  articulos  49  y  50» — Ley  org,  del  P,  /.,  art,  677.) 

Art.  339.  Fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, se  discutirán  y  votarán  los  autos  y  sentencias  inmediata- 
mente después  de  la  vista;  y  sí  no  fuere  posible  por  impedirlo- 
otras  atenciones  del  servicio,  señalará  el  Presidente  el  dia  en 
que  se  hayan  de  votar,  dentro  del  término  señalado  respecti- 
vamente por  la  ley.  fLey  ant.,  art.  51.  — Ley  org,  del  P,  /.,. 
art  679.)  • 

La  ley  anterior  no  ordenaba  que  se  discutieran  los  autos  y  sentencias 
inmediatamente  después  de  la  vista,  sino  que  se  limitaba  á  aecir  que'en 
el  mismo  dia  en  que  terminara  la  vista  debia  señalar  el  Presidente  el  en 
que  habia  de  votarse  la  sentencia.  La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  li- 
mitó también  á  indicar  que  podrían  discutirse  y  votarse  después  de  la 
vista.  Y  por  último,  la  ley  actual,  separándose  de  las  anteriores,  establece 
eso  mismo  como  precepto  obligatorio  y  general,  y  deja  en  el  concepto  de 
excepción  el  de  que  el  Presidente  pueda  señalar  un  dia  distinto. 

Desde  luego  se  comprende  el  pensamiento  del  Legislador,  que  no  es 
otro  sino  el  de  que  la  discusión  y  votación  tengan  lugar  cuando  no  pue- 
den menos  de  estar  presentes  ó  gravadas  en  la  memoria  de  los  Magistra- 
dos las  alegaciones  que  en  la  vista  se  hubieren  hecho;  más  aunque  su  pro- 
pósito sea  plausible,  entendemos  que  no  dejará  de  ofrecer  inconvenientes 
en  la  práctica  la  disposición  en  cuyo  examen  nos  ocupamos,  y  nos  inclina- 
mos á  creer  que  hubiera  sido  mejor  redactar  el  artículo  en  términos  aná- 
logos á  los  en  qué  está  concebido  el  concordante  de  la  ley  orgánica,  por 
que,  ¿en  qué  disposición  y  con  qué  ánimos  de  discutir  quedarán  los  Ma- 

fistrados  después  de  la  vista?  ¿No  es  positivamente  preferible,  puesto  que- 
e  todos  modos  la  sentencia  ha  de  dictarse  en  el  plazo  señalado  por  la  ley^.. 
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que  medie  un  dia,  por  lo  menos,  entre  la  vista  y  la  discusión  y  votación? 
¿Ño  estarían  los  Magistrados  de  esta  manera  más  convencidos  de  su  res- 
pectiva opinión  y  les  sel-ía  más  fácil  presentar  sus  fundamentos?  Y  conse- 
cuentemente, ¿no  es  de  creer,  yie  en  razón  al  mayor  estudio  del  asunto 
se  llevaria  más  fácilmente  la  discusión  y  sería  tanibien  más  fácil  llegar  á 
un  acuerdo? 

No  obstante,  como  los  Magistrados  tienen  derecho  á  pedir  los  autos 
para  reconocerlos  privadamente,  y  es  de  suponer,  que  en  los  casos  graves 
é  intrincados  usen  de  su  facultad,  puede  afirmarse  que  la  innovación  in- 
troducida en  el  presente  artículo  y  que  acabamos  de  examinar  no  es  ver- 
daderamente esencial. 

Art.  340.  Después  de  la  vista  ó  de  la  citación  para  senten- 
cia, y  antes  da  pronunciar  su  fallo,  podrán  los  Jueces  ^  Tribu- 
nales acordar,  para  mejor  proveer: 

1°  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquiera  documento  que  crean 
conveniente  gara  esclarecer  el  derecho  de  Jos  litigantes. 

2°  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes 
sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y  no 
resulten  probados. 

3®  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  avalúo  que 
reputen  necesario,  ó  que  se  amplíen  los  q^ue  ya  se  hubiesen 
hecho. 

4°  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  relación 
con  el  pleito. 

Contra  esta  clase  de  providencias  no  se  admitirá  recurso 
alguno,  y  las  partes  no  tendrán  en  la  ejecución  de  lo  acorda- 
do más  intervención  que  la  que  el  Tribunal  les  conceda.  (Ley 
ant.y  arL  48.) 

Por  más  de  que  se  trate  de  autos  que  han  de  dictarse  y  diligencias  que 
han  de  practicarse  después  de  la  vista  ó  de  la  citación  para  sentencia,  no 
creemos  que  se  ha  seguido  buen  método  incluyendo  éste  y  los  dos  artícu- 
los siguientes  en  la  presente  sección,  pues  anunciando  en  su  epígrafe  que 
en  ella  se  prescribe  el  procedimiento  para  las  votaciones  y  fallos  de  los 
pleitos,  y  n£d)iéndose  empezado  á  desarrollar  tal  materia  en  los  artículos 
338  y  339,  nada  justifica  que  se  trate  de  otra  totalmente  distinta  en  el 
fondo,  interrumpiendo  aquélla  y  cuando  muy  bien  pudieron  desarrollarse 
formando  dos  secciones  diferentes. 

Los  autos  para  mejor  proveer  tienen  su  fundamento  en  el  mismo  fin  de 
los  Tribunales  de  justicia,  pues  llamándose  así,  como  dicen  los  Sres.  Man- 
resa,  Miquel  y  Reus,  á  los  que  dictan  los*  Jueces  y  Tribunales  antes  de  la 
sentencia,  acordando  que  se  practique  alguna  diligencia  que  consideran 
conveniente  para  resolver  la  cuestión  con  mayor  acierto,  y  siendo  aquel 
fin  la  administración  de  la  propia  justicia,  es  claro  que  al  dictarse  un  au- 
to para  mejor  proveer  no  puede  menos  de  ser  si  no  con  objeto  de  acla- 
rar los  hechos,  de  esclarecer  la  verdad,  de  procurar  la  buena  y  recta 
administración  de  justicia,  y  por  lo  tanto,  oue  nuestra  primera  afirma- 
ción, de  que  su  fundamento  está  en  el  fin  de  los  Tribunales,  es  completa- 
mente cierta.  En  último  extremo,  puede  decirse  que  lo  prueba  nuestra 
misma  legislación,  porque  al  establecer  los  autos  de  que  tratamos  nues- 
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tras  modernas  leyes  de  Enjuiciamiento,  ^guen  el  espíritu  de  la  11,  títu- 
lo 4**,  Partida  3?,  que  decía:  «la  verdad  es  cosa  que  los  juzgadores  deben 
catar  en  los  pleitos  sobre  todas  las  otras  cosas  del  mundo,  é  por  ende 
quando  las  partes  contienden  sobre  algún  pleito  en  juicio,  d-chen  losjuz 
gadores  ser  acuciosos  en  pensar  de  saber  la  verdad  délpm'  cuantas  mane- 
ras'pudieren » 

Pero  los  autos  para  mejor  proveer,  ¿proceden  en  todos  los  juicios? 
¿Pueden  dictarse  en  todas  las  instancias?  Hé  aquí  dos  cuestiones  qiíe 
ilustres  comentaristas  de  la  ley  anterior  proponían,  y  que  la  actual  ha  de- 
jado sin  resolver  esplícitamente.  Nosotros,  conformándonos  con  la  opi- 
nión de  los  autores  que  en  este  mismo  comentario  hemos  citado,  estima- 
mos que  deben  resolverse  afirmativamente,  pues  al  conceder  la  facultad  . 
de  dictar  los  autos  á  los  Jueces  y  Tribunales,  y  no  establecer  limitación 
alguna  >^ene  la  ley  á  reconocer  implícitamente  que  en  cualquiera  juicio 
que  sea  y  esté  en  una  ó  en  otra  instancia  caben  los  mencionados  autos 
para  mejor  proveer. 

Dicho  esto,  examinemos  los  cuatro  números  del  artículo: 
1^  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquiera  documento  que  crean  conveniente 

Sara  esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes.  Esta  cláusula,,  cuya  redacción 
ebiera  ser  otra,  puesto  que  al  decir  q^ue  se  traiga  á  la  vista  ha  querido 
decirse  á  los  autos  y  según  se  deduce  del  contesto  de  todo  el  artículo,  ha 
de  entenderse  que  faculta  á  los  Jueces  y  Tribunales  para  mandar  traer  á 
los  autos  todo  género  de  documentos,  porque  siendo  el  fundamento  de 
los  autos  para  mejor  proveer  el  esclarecimiento  de  la  verdad,  en  lo  cual 
deben  los  Jueces  ser  acuciosos  conforme  prescribe  la  ley  de  Partida  cita- 
da, no  se  comprende  que  el  derecho  ó  facultad  de  que  se  trata  esté  limi- 
tada, sino  por  la  esencia  misma  de  las  cosas,  ó  lo  que  es  igual,  por  la 
naturaleza  de  los  documentos  que  puede  mandarse  unir,  que  nan  de  tener 
relación  con  el  asnnto  y  dar  motivo  á  creer  que  influirán,  una  vez  cono- 
cidos, en  que  la  resolución  definitiva  sea  más  acertada. 

2**  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes  sobre  hechos 
que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y  no  resulten  probados.  El  orí- 
gen  de  esta  confesión  se  encuentra  en  la  ley  31,  tít.  2**,  libro  12  del  Di- 
gestb,  en  la  cual  se  dice:  Solent  judices  in  dubiis  causis,  exacto  jurefu  - 
rando,  secundum  eumjudicare  qni  juravent,  y  en  la  ley  3*,  tít.  1**,  li- 
bro 4**  del  Código,  que  dice  también:  In  honmjidei  cwitractihuSy  nec  non 
incateris,  causis,  inopia  probationem per  Judicem  jurejurando,  causa 
cognita,  rem  decidí  oportet.  La  ley  2^,  tít.  12  de  la  Partida  3^,  consigna 
el  mismo  principio  diciendo:  Pregunta  es  cosa  de  que  nace  grand  pro.  Ca 
por  ella  puede  el  juzgador  saber  más  en  cierto  la  verdad  de  los  pleytos, 
é  de  los  fechos  dubdosos,  que  vienen  ante  él.  E puédela  facer  el  Juez  fas- 
ta quedéeljuyzio...  é  deve  ser  de  tal  natura,  que  pertenezca  al  fecho,  ó 
i  la  cosa  sobre  qtie  es  la  contienda.  Esta  ley  concuerda  con  el  párrafo  de 
la  presente  que  examinamos,  y  la  diferencia  que  entre  ellos  existe  es  la 
de  que  en  la  actual  se  marcan  claramente  los  dos  requisitos  que  deben 
concurrir  en  los  hechos  objeto  de  la  confesión,  mientras  que  en  la  ley  de 
Partida  sólo  estaban  indicados. 

Y  la  confesión  judicial  de  que  aquí  se  trata  no  debe  confundirse  con 
la  que  pueden  exigirse  las  partes  hasta  la  citación  para  definitiva,  á  la 
cual  se  refiere  la  ley  al  exponer  los  medios  de  prueba  en  el  juicio  de  ma- 
yor cuantía,  porque  en  tanto  que  esta  última  puede  hacerse  bajo  jnra- 
mento  decisorio  ó  indecisorio  (art..580),  la  primera  siempre  se  hace  bajo 
juramento  indecisorio  ó  supletorio,  y  la  índole  de  una  y  de  otra  son  tan 
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compietamente  distintas  como  diversos  pueden  ser  sus  efectos,  tampoco 
debe  confundirse  la  confesión  judicial  de  que  venimos  hablando  con  el 
juramenium  in  litem  de  los  romanos,  conocido  entre  nosotros  con  el 
nombre  á%  juramento  estimatorio  decisorio  del  pleito,  que  es  el  (jue  á  fal- 
ta de  otra  prueba  exigia  el  Juez  al  actor  sobre  el  valor  ó  estimación  de  la 
cosa  demandada,  para  determinar  la  cantidad  en  que  habia  de  condenar 
al  reo  (ley  5^,  tít.  11,  Partida  3^),  y  que  según  puede  comprenderse  fi- 
jándose en  esta  definición,  se  diferencia  de  aquella  capitalmente. 

Por  último,  sobre  la  época  ó  término  en  míe  ha  de  citarse  á  la  persona 
que  deba  prestar  la  confesión,  forma  en  que  debe  responder  á  las  pregun- 
tas aue  se  le  hagan  jr  otros  detalles,  corresponde  practicar  lo  determinado 
en  el  art.  580  y  siguientes,  sin  más  distinciones  que  las  que  naturalmente 
establece  la  índole  del  asunto  y  aue  con  acierto  señalan  algunos  jcomenta- 
dores  de  la  ley  de  1855  á  los  cuales  en  gracia  de  la  brevedad  remitimos  al 
lector. 

3**  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  avalúo  que  reputen  ne- 
cesario, ó  que  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen  hecho.  Esta  última  parte 
no  constaba,  si  bien  estaba  en  su  espíritu,  en  la  ley  anterior,  y  acerca  de 
toda  la  cláusula  no  tenemos  más  que  decir  sino  que  las  diligencias  de  que 
hs^la  han  de  practicarse  del  modo  que  se  determina  al  hablar  de  .los  me- 
dios de  prueba.    * 

4**  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  relación  con  el  •  plei- 
to. Esto,  corrobora  y  aun  amplía  la  teoría  de  la  acumulación,  de  tal  modo 
que  aunque  en  su  lugar  dijimos  con  la  ley,  que  sólo  puede  decretarse  á  ins- 
tancia de  parte  legítima,  no  debe  olvidarse  que  esto  es  sólo  tratándose  de 
que  surta  los  efect#s  de  que  trata  la  sección  2^  del  título  4°;  mas  no  para 
el  de  que  antes  de  fallar  pueda  tener  presentes,  el  Juez  ó  Tribunal  de  que 
se  trate,  los  autos  ó  testimonio  de  los  mismos,  que  puedan  tener  relación 
con  el  negocio  de  que  él  conozca. 

Jurisprudencia. — Es  potestativo  en  los  Jueces  y  Tribunales  decretar 
ó  no  autos  para  mejor  proveer.  (7  de  Junio  de  1862.) 

Las  partes  no  tienen  derecho  á  intervenir  en  reconocimientos  que  se 
decreten  para  mejor  proveer.  (1Í  de  Diciembre  de   1865.) 

No  produce  indefensión  la  negativa  de  diligencias  para  mejor  proveer, 
que  es  potestativa.  (7  de  Junio  de  1862  y  19  de  Mayo  de  1869.) 

El  otorgamiento  de  autos  para  mejor  proveer  e^  potestativo  en  los  Jue- 
ces y  Tribunales.  (1®  de  Mayo  de  1875.) 

La  infracción  del  art.  48  de  la  ley,  no  autoriza  el  recurso  de  casación. 
'  (6  de  Noviembre  de  1861.) 

Lo  dispuesto  en  el  art.  276  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  es  ni 
puede  ser  aplicable  á  las  diligencias  que  con  arreglo  al  art.  48,  pueden 
mandar  ejecutar  los  Jueces  para  proveer  con  más  acierto.  (9  de  Aoril  de 
4866.) 

Ai  t.  341.  En  la  misma  providencia  se  fijará  el  plazo  dentro 
del  cual  haya  de  ejecutarse  lo  acordado  para  mejor  proveer,  y 
8i  no  fuera  posible  determinarlo,  el  Juez  ó  la  Sala  cuidará  de 
que  se  ejecute  sin  demora,  expidiendo  de  oficio  los  recuerdos 
y  apremios  que  sean  necesarios. 

Art.  342.  En  estos  casos  quedará  en  suspenso  el  término 
para  dictar  sentencia  desde  el  dia  en  que  se  acuerde  la  provi- 
dencia para  mejor  proveer,  hasta  que  sea  ejecutada;  y  luego 
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que  lo  sea,  en  el  plazo  que  reste  se  pronunciará  la  sentencia  6 
el  auto  que  corresponda,  sin  nueva  vista. 

Este  artículo  y  el  anterior  no  tienen  precedentes.  Los  preceptos  que 
contiene  el  341  nos  parecen  acertados,  y  con  respecto  á  los  ae  éste  último 
creemos  cpie  mejor  que  la  suspensión  del  término  para  dictar  sentencia, 
hubiera  sido  establecer  que  ejecutado  el  auto  para  mejor  proveer  habia  de 
dictarse  sentencia  en  el  término  señalado  por  regla  general  y  sin  atender 
á  los  dias  que  se  hubieren  pasado  antes  de  dictar  el  auto,-  pues  acontecerá 
muchas  veces  que  la  providencia  para  mejor  proveer  se  dicte  al  finalizar  el 
plazo  en  que  puede  hacerse,  que  mientras  se  practican  las  diligencias  acor- 
dadas se  abandone  el  estudio  del  pleito,  y  que  después  no  pueda  fallarse 
acertadamente  por  falta  de  tiempo  para  madfurar  el  fallo.  Esta  considera- 
ción tiene  más  fuerza  tratándose  de  los  Tribunales  superiores,  donde  á  la 
vez  que  cabe  la  discusión  sobre  las  resoluciones,  hay  más  facilidad  de  que 
los  Magistrados,  excepción  hecha  del  ponente,  olviden  en  todo  ó  en  part^ 
el  asunto. 

Art.  343.  La  discusión  y  votación  de  los  autos  y  senten- 
cias se  verificará  siempre  á  puerta  cerrada,  y  antes  ó  después 
de  las  horas  señaladas  para  el  despacho  ordinario  y  para  las 
vistas. 

Empezada  la  votación,  no  podrá  interrumpirse  sino  por  al- 
gún impedimento  insuperable.  (Zet/  ant,  art.  52. — Ley  org, 
del  P.  /.,  arts,  680  y  688.— (i?.  O.  de  29  de  Señembre  de  1859.) 

Entre  la  letra  de  este  artículo  y  la  del  339  hay  cierta  contradicción, 
porque  allí  en  forma  preceptiva,  se  consigna  que  los  autos  y  sentencias 
se  discutirán  y  votarán  inmediatamente  después  de  las  vistas,  y  aquí  pa- 
rece se  hace  potestativo  el  que  se  discutan  í)  voten  antes  ó  después.  A 
nuestro  juicio,  la  conciliación  de  estos  dos  artículos,  está  en  que  no  tiene 
aplicación  el  que  examinamos,  sino  para  los  casos  en  que  con  arreglo  á^ 
la  segunda  cláusula  del  339,  hubiere  tenido  el  Presidente  que  señalar  día* 
para  la  votación. 

Art.  344.  El  Ponente  someterá  á  la  deliberación  de  la  Sala 
los  puntos  de  hecho,  las  cuestiones  ó  fundamentos  de  derecho 
y  la  decisión  que  deba  comprender  lá  sentencia;  y  previa  la 
discusión  necesaria,  se  votará  sucesivamente.  (Ley  ora.  del 
P.J.,  art.  381.) 

•  Gomo  la  obligación  def  Ponente  de  que  aquí  se  habla  está  determinada 
en  el  art.  336,  y  á  nadie  se  le  habia  de  ocultar  que  á  la  votación  debe 
preceder  la  discusión,  entendemos  que  sin  peligro  alguno,  pudiera  ha- 
berse suprimido  este  artículo. 

Art.  345.  Votará  primero  el  Ponente,  y  después  los.  demás 
Magistrados,  por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad.  El  que 
presida  votará  el  último.  (Z^y  ory.  del  P.  /.,  art.  682.) . 

Art.  346.  Cuando  fuere .  trasladado,  jubilado,  separado  6 
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-suspenso  algún  Magistrado,  votará  los  pleitos  á  cuya  vista 
hubiere  asistido,  y  que  aún  no  se  hubieren  fallado.  (Lev  ora, 
delP.J.,art%9n,)  \    y    ,^ 

Las  causas  por  que  pueden  ser  separados  ó  suspensos  Jos  Magistrados 
son  de  tal  índole,  que  á  nuestro  juicio  se  hubiera  procedido  con  más  tino 
conservando  la  disposición  del  art.  84  del  Reglamento  provisional,  según 
la  cual  no  podían  votar,  ni  en  los  pleitos  á  cuya  vista  nubieren  asistido, 
los  Magistrados  separados  ó  suspensos  de  la  magistratura. 

Art.  347.  Si  después  de  la  vista  se  imposibilitara  algún 
Magistrado,  de  suerte  que  no  pueda  asistir  á  la  votación,  dará 
su  voto  por  escrito,  fundado  y  firmado,  y  lo  remitirá  directa- 
mente en  pliego  cerrado,  al  Presidente  de  la  Sala.  Si  no  pu- 
diere escribir  ni  firmar,  se  valdrá  del  secretario  ó  relator  del 
pleito 

El  voto  así  emitido  se  unirá  á  los  demás,  y  con  el  libro  de 
-sentencias  se  conservará  por  que  el  que  presida,  rubricado  por 
-el  mismo. 

Cuando  el  impedido  no  pudiere  votar  ni  aun  de  este  modo, 
se  votará  el  pleito  por  los  demás  Magistrados  que  hubieran 
asistido  á  la  vista,  si  hubiere  los  necesarios  para  formar  ma- 
,yoría.  No  habiéndolos,  se  procederá  á  nueva  vista  con  asis- 
tencia de  los  q#e  hubieren  concurrido  á  la  anterior,  y  de  aquel 
ó  aquellos  que  deban  reemplazar  á  los  impedidos.  {Ley  org, 
delP.  /,  art.  686.). 

Art.  348.  Para  que  haya  sentencia  en  las  Audiencias,  son 
•necesarios  tres  votos  conformes  de  toda  conformidad. 

Cuando  la  resolución  haya  de  dictarse  en  forma  de  auto, 
serán  necesarios  los  votos  conformes  de  la  majroría  absoluta 
•  de  los  Magistrados  que  hayan  concurrido  á  la  vista.  {Ley^  ant^ 
4irts.  53  y  54. — Ley  org,  del  P,  /.,  art,  684.) 

En  el  art.  317,  se  prescribe  que  para  el  despacho  ordinario  y  resolu- 
•cion  de  incidentes,  se  constituirán  las  Salas  con  tres  Magistrados  por  lo 
menos  en  las  Audiencias,  y  cinco  en  el  Tribunal  Supremo;-  y  en  el  ar- 
tículo 325,  se  dice  que  para  las  vistas  de  los  pleitos  ó  incidentes,  se  cons- 
tituirán las  Salas  con  los  Magistrados  necesarios  para  dictar  sentencia, 
8in  que  puedan  exceder  de  cinco  en  las  Audiencias,  ni  de  siete  en  el  Tri- 
bunal Supremo;  de  modo,  que  combinado  lo  prescrito  en  esos  artículos 
con  lo  que  se  determina  en  el  presente,  resulta  que  en  las  Audiencias  han 
de  tener  siempre,  las  Salas  tres  Magistrados,  cuando  menos;  yie  la  confor- 
midad absoluta  de  tres  votos,  es  precisa  para  dictar  sentencia;  y  que  si  la 
resolución  ha  de  dictarse  en  forma  de  auto^  bastan  los  votos  conformes 
de  la  mayoría  absoluta,  que  en  ocasiones  la  formarán  dos  Magistrados. 

/«mjPTíwí^wm.— Disponiéndose  en  el  art.  673  de  la  ley  provisional  de 
organización  judicial  que  el  número  de  Jueces  para  fallar  pleitos  y  causas 
será  impar,  sin  que  pueda  bajar  ni  exceder  del  necesario,  según  la  natu- 
raleza oel  pleito  ó  causa  con  arreglo  á  las  leyes  de  Enjuiciamiento;  y  en 
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el  684  que  la  sentencia  se  dictará  por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepta»^ 
en  los  casos  en  que  la  ley  exigiere  expresamente  mayor  número,  es  indu- 
•  dable  que  para  que  en  los  pleitos  hava  sentencia,  se  necesitan  tres  votos^ 
conformes  cuando  los  Ministros  que  han  concurrido  á  la  vista  no  pasen  de 
cuatro,  según  en  términos  claros  y  explícitos  se  consigna  en  el  art.  53  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  á  la  cual,  atendida  la  naturaleza  de  los  ne- 
gocios de  esta  clase,  sólo  puede  referirse  en  sus  últimas  palabras  la  citada 
ley  provisional.  (26  de  Junio  de  1872.) 

Para  que  haya  sentencia  en  los  pleitos  á  cuya  vista  concurra  un  nú- 
mero de  Magistrados  qiie  no  pase  de  cuatro,  se  necesitan  tres  votos  con- 
formes. (5  de  Febrero  de  4874.)  * 

•  Art.  349.  En  el  Tribunal  Supremo  serán  neceáarios  cuatra 
votos  conformes  de  los  siete  Magistrados  que  deben  formar  la 
Sala,  para  decidir  sobre  la  admisión  de  los  recursos  de  casa* 
cioD  por  infracción  de  ley,  y  para  la  declaración  de  haber  ó  no 
lugar  á  dichos  recursos  y  á  los  de  quebrantamiento  de  forma.» 
Para  que  haya  sentencia  ó  resolución  en  los  negocios  que 
pueden  verse  con  cinco  Magistrados,  serán  necesarios  los  voto» 
do  la  mayoría  absoluta  de  los  que  hubieren  concurrido  á  la 
vista.  {Comp,  de  Enj.  crim,y  arts.  201,  211  y  881.) 

Siendo  así  que  por  el  art.  3 17  se  determina  que  con  cinco  Magistrados-, 
por  lo  menos,  deben  constituirs.e  las  Salas  del  Supremo  para  el  despacho 
ordinario,  parece  que  al  declarar  que  con  cuatro  votos  conformes  se  puede 
decidir  sobre  la  admisión  y  sobre  si  ha  lugar  ó  no  á  loÍ  recursos  después 
de  haber  dicho  en  el  art.  325  que  las  Salas  se  constituirán  con  los  Magis- 
trados necesarios  para  dictar  sentencia,  se  incurre  en  una  especie  dé  con- 
tradicción, porque  lo  lógico  era  que  nunca  pudiese  haber  menos  de  Ios- 
cinco  Magistrados  y  del  examen  de  la  primera  prescripción  del  articula 
que  comentamos,  combinada  con  lo  prescrito  bu  el  citado  325,  se  deduce 
que  en  ocasiones  podrán  verse  los  negocios  de  que  se  trata  con  cuatro 
5linistros  solamente,  lo  cual  también  está  contradicho  con  lo  que  se  in-  ^ 
dica  en  la  prescripción  segunda.  A  nuestro  juicio,  en  el  primer  caso  que  * 
aquí  se  menciona,  debiera  haberse  exigido  la  conformidad  de  cinCo 
votos. 

Así  mismo,  para  que  la  segunda  prescripción  estuviese  en  armonía 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  317,  debiera  haberse  exigido  la  conformidad 
de  los  cinco  votos.  Y  con  objeto,  en  último  extremo,  de  que  no  discre- 
pase de  lo  determinado  para  que  en  las  Audiencias  pueda  dictarse  silen- 
cia, creemos  que  debiera  haberse  dicho:  Para  que  haya  resolución  en  los 
negocios  que  pueden  verse  con  cinco  Magistrados  serán  necesarios  los 
votos  de  la  mayoría  absoluta  de  los  que  hubieren  concurrido  á  la  vista,  y 
no  podrán  constituirla  menos  de  tres. 

Art.  350.  Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  loa^- 
votos  necesarios  para  que  haya  sentencia,  se  dirimirá  aquella 
en  la  forma  que  se  determina  en  la  sección  siguiente. 
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SECCIÓN  CUARTA. 

DEL  MODO   DE   DIRIMIR  LAS  DISCORDIAS.    • 

En  esta  Sección  se  han  insertado  diversas  disposiciones  esparcidas  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior,  y  en  la  de  organización  del  Poder 
judicial,  y  se  ha  ordenado  la  materia  convenientemente.  Según  podiá 
notarse  al  leer  nuestros  comentarios  á  los  artículos  que  la  constituyen^ 
son  de  escasa  importancia  las  modifícationes  introducidas  por  la  ac- 
tual ley. 

Y  nada  deci/nos,  por  lo  que  respecta  al  objeto  de  la  Sección,  porque 
desde  luego  se  comprende;  y  á  nadie  se  le  oculta  que  pudiendo  ocurrir  el 
incidente  de  que  no  estén  conformes  los  Magistrados  de  un  Tribunal  ó  de 
una  Sala  eú  la  sentencia  ó  resolución  que  deban  dictar,  era  preciso  que 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento,  se  determinaran  los  trámites  que  han  de  se- 
guirse para  dirimir  la  discordia. 

Art.  361.  Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia,  auto  6 

Í)rovidencia  no  resultare  mayoría  de  votos  sobre  cualquiera  de 
os  pronunciamientos  de  hecho  6  de  derecho  que  deban  hacer- 
se, ó  sobre  la  decisión  que  haya  de  dictarse,  volverán  á  dis- 
cutirse y  á  votarse  los  puntos  en  que  hayan  disentido  los  vo- 
tantes. 

Cuando  tampoco  del  segundo  escrutinio  resultare  mayoría^ 
se  dictará  providencia  declarando  la  discordia,  y  mandanda 
celebrar  nueva  vista  con  más  Magistrados.  (Ley  ant.y  art,  54. 
— Ley  org.  delP.  /.,  art.  696. — Comp.  deEnj,  Crim.^  art.  222.) 

De  una  manera  general  se  dice  en  el  presente  artículo,  que  cuando  en 
la  votación  no  resulte  mayoría  se  volverán  á  discutir  y  votar,  etc.,  etc.,  Jos 
puntos  objeto  del  disentimiento;  mas  como  con  arreglo  á  lo  que  consta 
en  los  artículos  anteriores,  forma  la  mayoría  distinto  numero  de  Magis- 
trados^ según  los  casos  y  el  Tribunal  de  que  se  trate,  es  evidente  que  entre 
uno  y  otros  artículos  hay  una  relación  íntima  que  en  manera  alguna  debe 
darse  al  olvido  al  estudiar  ó  tratar  de  aplicar  el  que  comentamos. 

A  su  más  simple  examen  se  ve  también  que  está  copiado  casi  literal- 
mente del  que  á  su  pié  citamos  de  la  ley  sobre  organización  del  Poder  ju- 
dicial, y  que,  por  lo  tanto,  contiene  y  sanciona  de  nuevo,  el  precepto  de 
qi*e  se  proceda  á  segundas  discusión  y  votación,  cuando  en  la  votación 
primera  no  resultare  mayoría  de  votos  sobre  cualquiera  de  los  pronuncia- 
mientos de  hecho  ó  derecho  que  deban  hacerse,  ó  sobre  la  decisión  que 
haya  de  dictarse;  precepto  que  no  estuvo  consignado  en  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil  y  que  consideramos  acertado,  pues  especialmente  en 
los  casos  en  que  la  primera  votación  tenga  lugar  inmediatamente  después 
de  la  vista  en  cumplimiento  del  art^  339,  no  puede  negarse  la  convenien- 
cia, si  hay  discordia,  de  que  de  nuevo  se  discuta  y  vote  sobre  el  punto 
objeto  ó  motivo  de  la  misma. 

Finalmente,  debemos  advertir,  que  si  bien  con  arreglo  al  último  pár- 
lafo  de  este  artículo,  ó  á.los  términos  de  otros  artículos  posteriores,  debe- 
rá celebrarse  en  caso  de  discordia  nueva  vista  ante  los  Magistrados  diri- 
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mentes,  este  trámite  no  tiene  que  verificarse  cuando  se  hayan  escrito  las 
alegaciones  en  derecho  á.  que  se  refieren  los  artículos  876  y  siguientes, 
porque  entonces  y  según  dispone  el  art.  886,  no  hahrá  que  hacer  más  que 
entregar  á  los  Magistrados  dirimentes  los  correspondientes  ejemplares  de 
las  alegaciones,  y  desde  el  dia  en  que  tenga  lugar  la  entrega  principiará  á 
correr  el  término  para  pronunciar  sentencia. 

Véase  sobre  la  inteligencia  del  art.  56  de  la  ley  anterior,  ó  sea  el  356 
de  la  presente,  tomo  XVIÍ  de  la  Revista^  pág.  462. 

Art.  352.  La  nueva  vfeta  se.  celebrará  con  los  Magistrados 
que  hubieren  asistido  á  la  primera,  aumentándose  dos  má»  si 
hubiere  sido  impar  el  número  de  los  discordantes,  y  tres  en  el 
caso  de  haber  sido  par. — [^J^ey  ant.,  art.  55. — Ley  org,  delP,  J.^ 
articulo  ()9S,)  '  . 

£1  número  de  Magistrados  dirimentes  que  aquí  señala,  es  el  mismo  que 
aleccionada  por  la  experiencia  determinó  la  ley  de  1855,  y  estudiando  las 
combinaciones  á  que  se  presta  la  unión  de  éste  con  el  número  de  Magis^ 
irados  discordantes  ó  que  hubieren  asistido  á  la  primera  vista  que  según  los 
casos  puede  haher,  se  advierte  la  conveniencia  del  temperamento  adoptado 
por  el  Legislador,  pues  en  la  mayor  parte  de  las  ocasiones  no  habrá  lugar 
ú  nueva  discordia. 

Art  353.  Asistirán  por  su  orden  á  dirimir  las*discordias: 

I*"  El  Presidente  del  Tribunal. 

2®  Los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  no  hayan  yisto 
■el  üleito. 

o®  Los  Magistrados  más  antiguos  de  las  otras  Salas,  con  ex- 
clusión de  los  Presidentes. — (Ley  ant.y  art.  56. — Ley  org.  del 
Poder  judicial^  art,  699.) 

Copia  exacta  es  también  el  presente  artículo  del  concordante  de  la  lejr 
orgánica  del  Poder  judicial,  y  no  en  pequeña  cosa,  sino  en  mucho  se  di- 
ferencia su  redacción  del  art.  56  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que,  en  nuestro  sentir,  era  más  expresivo  y  más  aceptable  que  el  que 
examinamos.  Decia  así  el  mencionado  art.  56:  Uno  de  tos  dirimentes  será 
siempre  el  Presidente  en  el  Tribunal  Suprema,  y  el  Regente  (hoy  Presi- 
te)  en  las  Audiencias,  concttrriendo  con  ellos  el  Ministro  ó  Ministros  de 
la  Sala  donde  radique  el  pleito,  que  no  hayan  asistido  á  la  vista;  y  á  falta 
de  éstos  los  más  antiguos  del  Tribunal,  con  exclusión  de  los  Presidentes 
de  Sala.  De  modo,  que  con  arreglo  á  este  artículo,  se  sabía,  desde  luego, 
que  uno  de  los  dirimentes  tenía  que  ser  siempre  el  Presidente  del  Tribu- 
nal, y  que  á  falta  de  Magistrados  de  la  Sala  discordante  que  no  hubieren 
visto  el  pleito  debian  concurrir  á  dirimir  la  discordia 'los  Magistrados  más 
antiguos  del  mismo  Tribunal,  con  exclusión  de  los  Presidentes  de  Sala,  y 
ambas  cosas,  siquiera  pueda*  deducirse  del  contenido  del  artículo  que  exa- 
minamos que  hoy  también  deben  suceder,  quedan,  como  á  simple  vista  se 
nota,  mal  expresadas  en  la  actual  ley. 

Y  ahora  bien:  nosotros,  que  creemos  acertado,  de  igual  manera  que  lo 
estimaban  varios  comentadores  de  la  ley  de  1855,  el  que  se  llame  á  diri- 
mir las  discordias  á  los  Presidentes  de  los  TribunaJes  (que  por  esta  razoa 
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no  deben  asistir  á  la  primera  vista  de  ningnn  pleito),  hemos  de  decir  con 
entera  franqueza  que  ni  entendemos  la  razón  que; puede  haber  para  obligar 
á  asistir  antes,  como  Magistrado  dirimente,  al  Presidente  del  Tribunal  de 
que  se  trate  que  á  los  Magistrados  de  la  Sala  á  que  corresponda  el  pleito 
y  no  le  havan  visto,  ni  nos  esplicamos,  tampoco,  el  por  qué  de  la  exclu- 
sión que  al  final  se  hace  de  los  Presidentes  de  Sala.  En  cuanto  á  lo  pri- 
mero, estimamos  que  puesto  que  cada  Sala  tiene  asignado  un  número  de 
Magistrados,  con  derecho  y  obligación,  al  propio  tiempo,  de  estudiar  y 
conocer  de  los  negocios  á  aquella  sometidos,  nada  sería  más  lógico,  en 
caso  de  discordia,  que  llamar  antes  que  á  (Uro  alguno  y  con  el  fia  de  di- 
rin4rla  á  los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  se  hallaran  en  el  caso 
expuesto  por  la  ley;  y  en  cuanto  á  lo  segundo,  habremos  de  manifestar, 
que  concurriendo  en  los  Presidentes  de  Sala  más  autoridad  que  en  los  de- 
más Magistrados,  ya  porque  el  cargo  la  dá  de  sí,  ya  por  sus  años,  ora  por 
sus  conocimientos,  etc.,  etc.,  debian  ser  llamados  también  y  antes  que  los 
demás  Magistrados  á  dirimir  las  discordias,  pues  á  nuestro  juicio,  ni  á 
ello  se  opone  el  buen  despacho  de  los  asuntos  ni  ninguna  otra  conside- 
ración. 

Jv/risprudencia. — ^A  menos  oue  el  Presidente  del  Tribunal  Sui)remo  ó 
el  de  la  Audiencia  fueren  discordantes  ó  les  estorbara  algún  impedimcnto. 
(19  de  Noviembre  de  1863.) 

Véase  sobre  la  inteligencia  del  art.  56  de  la  ley  anterior,  ento- 
rno XVII  de  la  Revista,  pág.  462. 

Art.  354.  El  Presidente  del  Tribunal  hará  el  señalamiento 
de  las  vistas  en  discordia,  previo  aviso  del  Presidente  de  la 
Sala  respectiva,  y  después  de  designar  los  Magistrados  á  quie- 
nes corresponda  dirimirla.  {Ley^org,  del  P,  /.,  art.  700.) 

Es  de  suponer  que  el  previo  aviso  de  que  en  este  artículo  se  habla 
será  relativo  á  hallarse  la  Sala  ó  sean  los  Magistrados  discordantes  en  dis- 
posición á  concurrir  á  la  nueva  vista,  y  referente  á  los  dias  en  que  más 
convenientemente  podrá  celebrarse. 

Jurisprudencia.-— Con  arreglo  al  art.  700  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  el  Presidente  del  Tribunal  hará  el  señalamiento  de  las  vistas  en 
discordia,  previo  aviso  del  de  la  Sala  respectiva.  (13  de  Diciembre  de  1877.) 

Art.  355.  Los  nombres  de  los  Magistrados  que  han  de  di- 
rimir las  discordias  se  harán  saber  oportunamente  á  los  liti- 
gantes, para  que  puedan  hacer  uso  del  derecho  de  recusación, 
si  fuete  procedente.  (Ley  org.  delP.  /.,  art.  701.) 

Teniendo  presente  lo  que  hemos  dicho  en  su  lugar  oportuno  sobre  la. 
bondad  y  procedencia  del  recurso  de  la  recusación,  fácilmente  se  compren- 
derá la  razón  del  precepto  de  este  artículo,  pues  sería  injusto  y  contrario 
4  la  letra  y  espíritu  de  la  ley,  que  en  caso  de  discordia  no  se  pudiera  re- 
cusar á  los  Magistrados  dirimentes  en  quienes  concurriese  alguna  causa 
legítima  de  recusación. 

Pero  la  lev  no  dice  en  qué  término  debe  darse  noticia  á  las  partes  de 
los  nombres  de  los  referidos  Magistrados,  ni  tampoco  cuándo  deberán  los 
litigantes  interponer  la  recusación,  y  ambos  extremos  debieran  haberse 
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aclarado:  con  respecto  al  primero  estimamos  que  deberá  participarse  eí 
nombramiento,  sin  dila^iion  alguna  no  bien  se  haga;  y  en  lo  relativa 
al  segundo,  parécenos  que,  hallándose  prescrito  en  el  art.  493  que  des- 
pués de  comenzada  la  vista  del  pleito  en  la  Audiencia  ó  en  el  Sup^temo, 
no  procede  la  recusación,  ha  de  mterponerse  antes  de  la  celebración  de 
aquélla.  Y  esto  hace  ver  la  conveniencia  de  que  se  deje  un  término  jwii-» 
dencial  entre  la  notificación  del  nombramiento  y  el  día  de  la  vista,  pues 
de  otra  manera  el  derecho  y  el  interés  de  las  partes  podrían  salir  perjudi- 
cados. 

Jurisprudencia. — ^Después  de  designar  el  Presidente  del  Tribunal  los 
Magistrados  á  quienes  corresponda  dirimir  la  discordia,  sus  nombres  se 
harán  saber  oportunamente  á  los  litigantes  para  que  puedan  hacer  uso  del 
derecho  de  recusación,  si  fuere  procedente,  en  el  término  y  en  la  forma 
establecidos  en  los  artículos  645  y  646  de  la  ley  orgánica.  (43  de  Diciem 
bre  de  4877.) 

El  asistir  una  parte  á  la  vista  con  su  Abogado  y  Procurador,  haciendo 
peticiones  en  el  acto,  supone  un  reconocimiento  expreso  de  la  comjjeten- 
cia  de  todos  y  cada  uno  de  los  Magistrados  que  á  la  misma  concurrieren, 
(ídem  id.) 

Art.  356.  Los  {Magistrados  discordantes  consignarán  con 
toíttt  claridad,  en  la  providencia  declarando  la  discordia,  los 
puntos  en  que' con  vinieren  y  aquéllos  en  que  disintieren,  j  se 
limitarán  á  decidir  con  los  dirimentes  aquellos  en  que  no  hu- 
tiere  habido  conformidad.  (Ley  a7it,,  art.  57. — ¿ey  org.  del 
P.  /.,  art  702.) 

Ciertamente  que  en  la  nueva  vista  se  habrán  de  limitar  Magistrados 
discordantes  y  Magistrados  dirimentes  á  decidir  los  puntos  objeto  de  la 
discordia;  pero  puesto  que  á  los  primeros  no  se  les  puede  negar  la  facul- 
tad dé  intervenir  con  dicho  objeto,  y  puesto  que  en  los  puntos  en  que  es- 
tuvieren conformes  ellos  son  los  únicos  que  deciden,  parece  natural  que 
ahora  sólo  se  tratase  de  determinar  las  atribuciones  de  los  dirimentes,  y 
que  en  tal  concepto  debiera  haberse  dicho  en  la  segunda  parte  del  artículo» 
(de  no  expresarlo  en  artículo  separado),  que  los  Magistrados  dirimentes 
se  limitarán  á  decidir  con  los  discordantes  los  puntos  en  que  no  hubiere 
habido  conformidad.  Así  estaba  redactado  el  art.  57  de  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Art.  357.  Antes  de  empezar  á  ver  un  pleito  en  discordia,  el 
Presidente  de  la  Sala  que  haya  de  dirimirla  preguntará  á  los 
discordantes  si  insisten  en  sus  pareceres,  y  sólo  en  el  caso  de 
contestar  afirmativamente,  se  procederá  á  la  vista. 

Si  al  verificarse  la  votación  de  la  sentencia  en  discordia 
llegaren  los  discordantes  á  convenir  en  número  suficiente  para 
formar  mayoría,  no  pasará  adelante  el  acto.  (Ley  ora,  del 
JP.  J.,  arú.  103,) 

La  ley  no  quiere  que  intervengan  Magistrados  dirimentes  si  no  en 
caso  de  absoluta  necesidad,  y  las  dos  disposiciones  de  este  ^artículo  van 
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encaminadas  á  conseguir  este  fin.  De  los  términos  del  se^ndo  párrafo  se 
deduce  qtie  los  Magistrados  discordantes  han  de  ser  los  primeros  que  emi- 
tan su  voto. 

Jurisprudencia. — ^En  el  caso  de  discordia,  cuando  S3  ponen  de  acuer- 
do los  discordantes,  antes  de  que  voten  los  dirimentes,  el  acuerdo  hace 
sentencia,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  i%á^  las  Ordenanzas  de  las 
Audiencias.  (12  de  Agosto  de  4839.) 

Art.  358.-  Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia  por  la 
Sala  de  discordia  no  se  reuniere  tampoco  mayoría  sobre  los 
puntos  discordados,  se  procederá  á  nuevo  escrutinio,  poniendo 
solamente  á  votación  los  dos  pareceres  que  hayan  obtenido 
mayor  número  de  votos  en  la  precedente.  (Z^y  or^.  del  P.  /., 
art.  704.) 

Y  como  por  este  procedimiento  es  seguro  oue  habrá  sentencia,  la  ley 
termina  en  este  artículo  con  lo  que  al  modo  de  dirimir  las  discordias  s» 
refiere. 

TITULO  VIH. 

DEL  MODO  Y  FORMA  EN  QUE  HAN   DE  DICTARSE   LAS   RESOLU- 
CIONES  JUDICIALES. 

Entre  los  preceptos  generales  propios  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  es- 
tán sin  duda  alguna  los  (]ue  se  refieren  al  modo  y  forma  en  que  han  de 
dictarse  las  resoluciones  judiciales,  porque  es  materia  general  ó  aplica- 
ble á  todos  los  juicios  y  negocios,  é  importa  mucho  que  de  antemano  se 
íije  el  formulano  ó  se  establezcan  las  reglas  á  que  las  diversas  resolucio- 
nes han  de  acomodarse;  que  de  otra  manera,  es  decir,  dejándolo  al  libre 
4urbitrio  de  los  Jueces  y  Tribunales,  ni  habria  uniformidad  ni  valdrían 
para  nada  muchas  de  las  demás  reglas  útiles  y  convenientes  que  consti- 
tuyen el  procedimiento,  ni  los  intereses  de  los  litigantes  quedarían  ga- 
rantidos, porque  ora  se  dictaría  una  sentencia  sin  fundar  su  parte  dispo- 
sitiva, ora  dejaría  de  haber  congruencia  entre  el  fallo  y  lo  pedido  ó  de- 
mandado, ó  ya  se  resolvería  sobre  más  ó  menos  puntos  de  los  que  fueran 
objeto  del  litigio. . 

El  presente  título  ocupa  su  verdadero  lugar  en  la  ley,  y  los  artículos 
que  contiene  concuerdan  todos  con  otros  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil de  1855  ó  de  la  ley  sobre  organización  judicial. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DE    LAS    SENTENCIAS. 

La  palabra  sentencia  se  deríva  de  la  voz  latina  sentiendo^  que  equiva- 
le á  la  castellana  sintiendo,  porque  el  Juez  declara  ó  decide  en  el  pleito 
según  lo  que  siente  ú  opina;  y  sentencia  se^un  la  definición  de  Sala» 
aceptada  por  casi  todos  los  autores,  es  la  decisión  legítima  del  Juez  sobre 
pleito  ó  causa  ante  él  controvertida. 
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Las  sentencias  se  dividen  generalmente  en  dos  clases:  definitivas  é  in-  ¡ 

terlocutorias;  y  como  la  palabra  dejínitiva  proviene  del  verbo  definiré^  míe 
significa  terminar,  defínense  las  primeras  diciendo  que  son  las  que  se  Jan 
sonre  el  todo  del  pleito  ó  causa,  y  que  acaban  con  el  juicio,  absolviendo 
ó  condenando  al  demandado  ó  reo,  ó  coYno  expresaba  la  ley  2*,  tít.  22, 
Partida  3*,  «juicio  acabado  que  da  (el  Juez)  sobre  la  demanda,  principal 
fin,  quitando  ó  condenando  al  demandado:  é  interlocutoria^  cuya  etimo- 
logía es  la  de  las  voces  inter  y  locuHo,  que  quieren  decir  decisión  inter- 
media, es,  segua  la  opinión  general,  la  que  decide  solamente  algún  ar- 
tículo ó  incidente  del  pleito  y  dirige  y  ordena  la  serie  del  juicio,  ó  coma 
decia  la  mencionada  ley  de  partida,  mandamie;ito  del  juzgador  que  face 
sobre  alguna  duda  que  acaesce  en  el  pleito. 

Mas  la  legislación  Alfonsina  hacía  una  clasificación  de  las  sentencias, 
dividiéndolas  en  cinco  grupos:  unas  que  se  dictan  de  plano  y  sin  audien- 
cia de  parte,  que  los  prácticos  denominan  áe  precepto  solvendo;  otras  que 
ponen  fin  á  la  cuestión  principal,  sentencias  dejniiivas;  otras  que  resuel- 
ven alguna  duda  durante  el  pleito,  que  se  Uamaií  iníerlocutorias;  otras 
que  se  dictan  también  andando  el  pleito,  pero  que  causan  un  perjuicio  ir- 
reparable, y  ojras,  finalmente,  que  se  pueden  enmendar  sin  ocasionar  da- 
ño; y  esta  clasificación  puede  decirse  que  subsiste  todavía,  pues  la  actual 
ley,  como  la  de  1855,  reconoce  en  primer  término  la  distinción  entre  la  • 
sentencia  definitiva  y  la  interlocutoria,  en  el  sentido  de  que  aquella  aca- 
loí  ó  decide  la  cuestión  principal,  y  esta  una  cuestión  incidental,  y  des- 
pués admite  la  división  de  las  interlocutorias  en  tres  grupos:  de  simple 
tramitación  ó  providencias^  que  son  las  que  se  dictan  solo  para  arreglar 
ó  dirigir  la  sustanciacion  del  juicio;  que  causan  estado  ó  autos,  que  son 
las  gue  infieren  un  perjuicio  irreparable  si  se  consienten,  y  resolutorias  de 
un  incidente  ó  autos  con  fuerza  de  definitivas,  que  son  las  que  ponen  fin 
á  un  incidente  ó  artículo,  de  manera  que  bajo  este  aspecto  son  definitivas 
y  por  dejar  en  pié  la  cuestión  principal;  se  llaman  interlocutorias. 

Además,  la  ley  establece  otra  división  de  sentencias  en  firmes  y  eje- 
cutorias, siendo  las  primeras  aquellas  contra  las  cuales  no  cabe  recurso 
aiguno,  ni  ordinario  ni  extraonlinario,  ya  por  su  naturaleza  ó  por  haber 
sido  consentidas  por  las  partes,  y  dándose  el  segundo  nombre  á  los  do- 
cumentos públicos  y  solemnes  en  que  se  consignan  las  sentencias  firmes. 
(Véase  el  art.  369.) 

De  una  ó  de  otra  manera,  es  decir,  cualquiera  que  sea  la  sentencia  ó 
resolución  judicial  que  se  examine,  hay  que  reconocer  que  se  trata  de  un 
ponto  importante,  en  el  cual  no  puede  menos  de  parar  su  atención  la  ley, 
cuidándose  de  señalar  las  condiciones  deque  debe  estar  revestida  y  los 
efectos  jue  ha  de  producir;  y  cuando  el  examen  se  refiere  á  la  verdadera 
sentencia  ó  que  decide  la  cuestión  principal,  fácilmente  se  comprende  que 
se  estudia  una  materia  de  las. más  delicadas  y  que  importa  mucno  indagar 
á  qué  preceptos  ó  reglas  debe  sujetarse  su  pronunciamiento.  Nada  de 
cuanto  las  leyes  procesales  prescriben  con  objeto  de  rodear  de  garantías 
á  la  administración  de  justicia,  sería  bastante  eficaz  ni  daría  resultado 
provechoso,  si  la  sentencia  no  se  dictase  con  estricta  conciencia,  con  im- 

1)arcialidad  indudable,  con  pleno  conocimiento  de  causa  y  ateniéndose  á 
o  alegado  y  probado.  Los  efectos  de  la  organización  judicial  ó  de  la  con^-* 
posición  de  los  Tribunales,  son  de  apreciar  en  los  fallos  más  oue  en  nin- 
guna otra  parte.  Y  el  acatamiento  y  el  respeto  á  la  cosa  juzgada  no  nace, 
en  fin,  sino  cuando  los  juicios  ó  sentencias  son  verdadera  y  fiel  expresión 
de  la  justicia. 
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Art.  359.  Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  con- 
gruentes con  las  demandas  y  con  las  demás  pretensiones  de- 
ducidas oportunamente  en  el  pleito,  haciendo  las  declaracio- 
nes que  dstas  exijan,  condenando  ó  absolviendo  al  demanda- 
do y  decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  ob- 
jeto del  debate. 

Cuando  éstos  hubieren  sido  varios  se  hará  con  la  debida 
separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno  de 
ellos.  (Ley  ant.^  arts,  61  y  ^%.—Ley  5%  tiL  22,  'part,  3*). 

La  lectura  de  éste  y' demás  artículos  que  constituyen  la  Sección  que 
examinamos,  convence  de  <jue  se  refieren  únicamente  á  las  sentencias  de- 
finitivas,  cuya  definición  dejamos  dada,  pues  aparte  de  que  con  la  voz  ge- 
nérica de  sentencia  se  significan  siempre  las  de  aquella  índole,  sólo  en 
ellas  pueden  acordarse  las  resoluciones  oue  enumera  el  presente  artículo  y 
nada  más  ellas  pueden  referirse  á  todo  el  pleito,  del  cual  se  hace  constan- 
te mérito  en  el  desenvolvimiento  de  la  Sección.  No  obstante,  algunas 
prescripciones,  como  la  de  que  las  sentencias  han  de  ser  claras  y  precisas, 
alcanzan  á  las  interlocutorias. 

Y  este  es  el  primer  precepto  del  artículo,  que  no  tan  sólo  tiene  prece- 
dentes numerosos  en  nuestras  legislación  y  jurisprudencia  y  en  otras  ex- 
tranjeras, sino  que  se  amolda  á  los  buenos  principios  del  derecho  procesal 
y  de  la  lógica.  Las  sentencias  han  de  ser  claras  y  precisas,  porque  como 
decia  la  ley  concordante  de  las  Partidas:  «debe  ser  dictado  el  juyzio  (sen- 
tencia) por  buenas  palabras  é  apuestas,  que  lo  puedan  bien  entender  sin 
dobda  ninguna;»  y  han  de  ser  congruentes  con  las  demandas  y  con  las 
demás  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  porque  ya  he- 
mos dicho  que  deben  fallarse  según  lo  alegado  y  probado,  cual  lo  deter- 
minan diversas  leyes  de  las  Partidas  y  otras  recopiladas,  porque  la  misma 
ley  46  del  tít.  221  de  la  Partida  3*,  exige  la  conformidad  de  la  sentencia 
'  con  la  demanda  y  porque  así  lo  reclama  el  buen  sentido  y  la  reflexión, 
con  los  cuales  pugnaria  abiertamente  el  precepto  en  que  pudiera  fundarse 
•  la  no  congruencia  que  en  realidad  equivale  á  la  injusticia. 

A  este  propósito  debemos  añadir,  siguiendo  á  los  Sres.  Manresa,  Mi- 
qnel,  y  Reus,  que  la  conformidad  ha  de  recaer  sobre  las  personas,  cosas, 
causa  y  acción,  como  lo  disponía  nuestro  antiguo  derecho,  y  que  para 
que  la  haya,  con  respecto  á  las  primeras,  es  necesario  que  la  sentencia  se 
concrete  á  las  que  hubiesen  sido  en  el  pleito  :  con  respecto  de  las  segun- 
das, que  se  refiera  precisamente  á  las  que  han  sido  objeto  de  la  demanda: 
con  respecto  de  la  tercera,  que  no  se  condene  sin  que  la  causa  de  pedir 
se  justifique;  y  con  relación  á  la  cuarta,  que  se  proceda  de  igual  modo. 
La  conformidad,  sin  embargo,  no  tiene  que.  ser  literal  y  absoluta,  sino  en 
cuanto  á  la  esencia. 

El  segundo  precepto  del  artículo,  es  que  se  ha  de  condenar  ó  absolver 
al  demandado,  y  esto  también  se  hallaba  preceptuado  por.  nuestro  derecho 
antiguo,  pues  la  ley  5^  del  tít.  S2  de  la  Partida  3^,  anadia  á  las  palabras 
que  ya  hemos  copiadot  «é  señaladamente  debe  ser  escrito  en  él  (juicio  ó 
^ntencia)  como  qmta  ó  condena  al  demandado  en  toda  la  demanda  ó  de 
cierta  parte  della,  según  él  (el  Juez)  entendiere  que  fué  averiguado  é  ra- 
zonado ante  él:»  la  2*  del  mismo  título  y  Partida  dice  :  «  La  tercera  nm- 
nera  de  juyzio  es  la  sentencia  que  llaman  en  latin,  definitiva ;  que  quiere 
tanto  decir  como  juyzio  acabado,  que  dá  en  la  demanda,  principal  fín> 
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quitando  ó  condenando  al  demandado;»  y  la  15  id.,  id.,  anadia  :  a  Otrosí 
non  es  valedero  el  juyzio,  en  que  non  es  dado  el  demandado  por  quito  ó 
por  vencido.  Ca  estas  palabras,  ó  otras  semejantes  dellas  deben  ser  pnestas 
en  todo  juyzio  afinado  según  que  conviniere  á  la  demanda.»  Esta  doctri- 
nal, tratándose  como  aquí  se  trata,  de  asuntos  civiles,  en  los  cuales  es  de 
todo  punto  improcedente  la  antigua  absolución  de  la  instancia,  que  dejaba 
abiertp  el  juicio,  esta  doctrina  repelimos,  se  justifica  perfectamente  con 
sólo  atender"  á  lo  que  un  pleito  es  y  significa.  El  demandado  tiene  en  su 
favor  una  presunción,  que  nace  del  estado  de  cosas  en  el  momento  en  <jue 
se  le  demanda,  y  no  sólo  porque  al  actor  corresponde  la  prueba,  sino 
porque  no  conviene  formar  una  situación  interina,  de  duración  descono- 
cida y  en  la  cual  nadie  sepa  de  parte  de  quién  está  el  derecho,  interesa 
que  una  vez  seguido  el  pleito  se  sentencie  de  una  manera  definitiva,  con- 
denando ó  absolviendo,  dando,  en  suma,  la  razón  á  quien  la  tenga.  Con- 
tribuye también  á  disminuir  las  demandas  infundadas,  porque  muchos  no 
se  deciden  á  formular  su  pretensión  sin  tener  pruebas  bastantes  bq.  sa 
favor. 

Mas  sobre  lo  que  la  ley  guarda  silencio,  es  acerca  de  los  casos  en  que 
debe  condenarse  ó  absolverse  al  demandado,  y  puesto  que  bien  pueden 
establecerse  reglas  generales,  nosotros  diremos,  siguiendo  á  otros  comen- 
tadores de  la  ley  anterior,  que  siempre  que  el  demandante  no  pruebe  su 
acción  ha  de  ser  el  demandado  absuelto  de  la  demanda,  y  cuando  aquel 
pruebe  cumplidamente  su  acción  ^n  todo  ó  en  parte,  éste  ha  de  ser  con- 
denado en  lo  que  resulte  probado. 

Que  la  sentencia  ha  de"  decidir  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan 
sido  objeto  del  debate,  es  la  tercera  prescripción  del  artículo  que  comba- 
tamos, y  después  de  lo  que  llevamos  dicho,  poco  tenemos  que  añadir, 
porque  bien  mirado  este  último  precepto,  no  es  sino  complemento  y  cor- 
roboración del  primero,  referente  á  la  congruencia  que  debe  haber  entre 
la  sentencia  y  las  demandas  y  demás  pretensiones  oportunamente 'deduci- 
das. Todos,  absolutamente  todos  los  puntos  litigiosos  objeto  del  debate, 
deben  ser  decididos,  y  si  en  este  artículo  no  resultara  prescrito  y  confir- 
mado en  el  361  que  es  copia  del  párrafo  2**,  del  artículo  61  de  la  ley  ante- 
rior, ni  tampoco  practicado  desde  antiguo,  seguro  es,  que  puesto  que  se 
trata  de  un  principio  que  el  buen  sentido  dicta,  se  encargaria  la  Jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  de  establecerle  y  sancionarle. 

Por  último,  la  cuarta  disposición  es  á  su  vez  complemento  dé  la  ter- 
cera y  de  la  primera;  tiende  á  facilitar  la  claridad  y  la  precisión  que  se 
exigen  en  las  sentencias,  y  ha  de  entenderse,  como  decia  oportunamente 
el  Sr.  Hernández  de  la  Rúa,  no  como  refiriéndose  á  la  numeración  y  sepa- 
ración de  las  partes  subalternas,  que  reunidas  constituyen  el  todo  de  la 
demanda  y  de  la  materia  litigiosa,  pero  que  son  un  todo  compacto  y  único, 
sino  á  los  diversos  particulares  independientes  entre  sí,  que  pueden  ser 
objeto  de  una  acción  ó  de  varias,  ya  procedan  de  una  misma  causa  obli- 
gatoria, ya  de  diferentes. 

Jurisprudencia. — ^Las  sentencias  deben  ser  claras,  y  en  ellas  absol- 
verse ó  condenarse  terminantemente.  (4  de  Enero  de  1858.) 

La  sentencia  ha  de  ser  conforme  á  la  demanda.  (17  de  Mayo  de  185«.) 

Según  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3*,  y  la  jurisprudencia  del  Tribráal 
Supremo  de  Justicia,  las  sentencias  delien  ser  conformes  y  ajustadas  no 
sólo  á  la  cosa  sobre  que  contiendan  las  partes,  sino  también  á  la  man^a 
en  que  hacen  la  demandado  motivos  en  que  la  fundaron  y  á  la  prueba  que 
es  hecha  sobre  ella.  (5  de  Junio  d,e  1860.) 
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La  sentencia  ha  de  ajustarse  á  la  demanda  j'  limitarse  á  resolver  las 
cuestiones  oportunamente  promovidas  y  discutidas  en  el  pleito.  (23  de 
Febrero  de  1867.) 

La  sentencia  que  se  limita  á  reservar  al  demandado  el  derecho  que  le 
corresponda  para  que  lo  deduzca  con  arreglo  á  las  leyes,  es  contraria  á 
las  mismas  é  infringe  lo  dispuesto  en  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  porque  dicha  reserva  viene  á  destruir  la  eficacia  del  pronuncia- 
miento principal  de  la  ejecutoria,  ó  sea  la  absolución  de  la  demanda,  pues; 
sería  inútil  el  pleito  si  ésta  pudiera  reproducirse  bajo  cualquier  pretexto . 
contra  los  mismos  demandados  y  por  la  misma  causa.  (18  de  Diciembre 
de  1868.) 

La  sentencia  ha  de  guardar  conformidad  con  la  demanda,  y  si  ésta  se 
ha  formulado  alternativamente,  que  resuelva  las  cuestiones  que  han  sido 
objeto  del  pleito  en  cada  uno  de  los  supuestos  que  aquella  abrace.  (26  de 
Mayo  de  1868.) 

"^Fijada  la  cuestión  litigiosa  con  las  respectivas  alegaciones,  la  senten- 
<áa  para  que  sea  eficaz,  ha  de  ser  pronunciada  en  congruencia  con  los  tér- 
minos á  que  haya  quedado  aquella  concretada,  porque  de  otra  manera,  en 
lugar  de  la  buena  ordenación  de  los  procesos,  reinaría  la  confusión  y  ¡fal- 
taría la  base  esencial  para  la  elección  de  los  medios  de  prueba.  (23  de  Ju- 
nio de  1$68.) 

Cuando  otorga  menos  de  lo  que  se  ha  pedido  en  la  demanda  por  no 
haberse  probado  todo  lo  que  fué  objeto  de  la  misma,  no  infringe  por  falta 
de  congruencia  la  ley  16,  tít.  22,  Part.  3^,  ni  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.  (12  de  Marzo  de  1868.) 

Es  congruente  con  la  demanda,  cuando  al  resolver  las  pretensiones  for- 
muladas por  las  partes,  decide  alguna  cuestión  que,  por  más  oue  no  haya 
sido  objeto  de  petición  expresa,  sea  sin  embargo,  inherente  á  tas  propuesr- 
tas  y  discutidas  en  el  pleito.  (19  de  Noviembre  de  1868.) 

Es  también  congruente  cuando  declara  la  legitimidad  de  un  derecho, 
según  lo  solicitado  por  el  actor,  pero  con  las  modificaciones  ó  cargas  que 
imponen  las  leyes  á  este  derecho,  pues  aunque  esta  parte  no  se  halle  com- 
prendida en  lo  pedido  por  aquél,  es  una  consecuencia  precisa  de  la  decla- 
ración principal,  y  no  se  opone  al  principio  consignado  en  la  ley.  (15  de 
Enero  de  1868.) 

La  sentencia  que  es  clara  y  resuelve  todas  las  cuestiones  discutidas  en 
•el  pleito,  absolviendo  ó  condenando,  no  se  opone  á  la  doctrina  del  Tribu- 
nal Supremo,  respecto  á  la  congruencia  que  debe  existir  entre  lo  pedido 
y  lo  fallado.  (29  de  Noviembre  de  1872,  26  de  Mayo  de  1873  y  17  de 
Abril  de  1874.) 

Fijadas  claramente  las  pretensiones  de  las  partes,  el  Tribunal  senten- 
ciador debe  resolver  sobre  ellas,  admitiéndolas  ó  denegándolas  de  manera 
clara  y  precisa.  (30  de  Diciembre  de  1870,  25  de  Setiembre  de  1872, 
25  de  Mayo,  5  de  Diciembre  de  1874  y  7  de  Julio  de  1875.) 

Si  bien  se  resuelve  por  los  artículos  61  y.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  que  la  sentencia  debe  resolver  todas  las  cuestiones  del  pleito 
con  la  debida  separación,  esto  debe  entenderse,  cuando  se  hayan  discuti- 
<lo  y  no  sean  implicatorias  entre  sí.  (27  de  Junio  de  1867.) 

(Como  se  vé,  hemos  citado  algunas  sentencias  sobre  las  materia»  del 
artículo  359;  pero  el  gran  número  que  existe  de  aquellas,  nos  obliga  á 
xemitir  al  lector  á  las  colecciones  especiales.) 

Art.  360.  Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,, 
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daños  ó  perjuicios,  se  fijará  su  importe  en  cantidad  líquida,  & 
se  establecerán,  por  lo  menos,  las  oases  con  arreglo  á  las  cua- 
les deba  hacerse  la  liquidación. 

Sólo  en  el  caso  de  no  ser  posible  lo  uno  ni  lo  otro,  se  hará 
la  condena,  á  reserva  de  fijar  su  importancia  y  hacerla  efecti- 
va en  la  ejecución  de  la  sentencia.  {Ley  anú.,  ari,  63.) 

El  fundamento  de  este  artículo  se  halla  consignado  en  la  ley  6^,  títu- 
lo 16,  lib.  14  de  la  Novísima  Recopilación  que  dice:  «porque  de  la  conde- 
nación que  nuestros  oidores  hacen  general  de  frutos,  sin.  los  tasar  y  liqui- 
dar, por  lo  que  resulta  de  las  probanzas,  remitiendo  la  Hquidacion  de 
ellos  á  contadores,  se  han  seguiao  muchos  gastos  á  las  partes,  por  que  de 
nuevo  se  toma  el  pleito  sobre  la  liquidación  en  que  se  tornan  á  dar  otras 
sentencias  de  vista  y  revista,  por  evitar  lo  susodicho,  mandamos  que  de* 
aquí  adelante  los  oidores  en  las  sentencias  que  dieren  en  que  haya  de  ha- 
ber dicha  condenación  de  frutos,  los  tasen  y  moderen  por  lo  que  de  las 
probanzas  resultare,  sin  lo  remitirla  contadores.» 

Mas  el  artículo  que  comentamos  contiene  tres  disposiciones,  que  esta- 
blecen una  especie  de  gradación  sobre  lo  que  los  Jueces  y  Tribunales  de- 
ben hacer  en  el  punto  de  que  se  trata,  y  cuya  importancia  no  puede  des- 
conocerse. La  ley  quiere  que,  siempre  que  sea  posible  se  haga  la  condena 
de  frutos,  intereses,  daños  ó  perjuicios  fijando  su  importe  en  cantidad  lí- 
quida, y  esta  es  la  regla  general  que  sanciona.  Pero  como  puede  suceder 
que  en  muchas  ocasiones  no  sea  de  fácil  cumplimiento  aquel  precepto,  se 
adelanta  á  los  hechos,  y  como  primera  regla  supletoria  á  que  tos  Jueces  y 
Tribunales  deben  acomodarse,  prescribe  que,  por  lo  menos,  se  habi'án  de 
fijar  las  bases  con  arreglo  á  las  cuales  deba  hacerse  la  liquidación;  y  sólo 
para  el  último  caso  de  no  ser  posible  lo  uno  ni  lo  otro,  determina,  en 
concepto  de  segunda  disposición  supletoria,  C[ue  se  hará  la  condena  á  re-^ 
serva  de  fijar  su  importancia  y  hacerla  efectiva  en  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia. 

Es,  pues,  la  ley  suficientemente  explícita  y  clara  en  los  extremos  que 
establece  y  que  examinamos,  y  puede  asegurarse  que  los  intereses  de  ios 
litigantes  resultan  en  este  punto  bien  atendidos,  tanto  más,  cuanto  que 
en  el  último  párrafo  del  artículo,  se  ha  introducido  *  una  modificación  tan 
beneficiosa  como  importante,  con  respecto  de  lo  que  disponía  la  ley 
de  1855. 

En  efecto:  en  la  ley  anterior  y  en  los  artículos  898  y  siguientes,  se 
señalaba  un  procedimiento  breve  para  efectuar  JiíkJimiidacion,  cuando  sólo 
se  hubieren  njado  en  la  sentencíalas  bases  á,  qiae»deJberia  ajustarse,  y  para 
el  caso  en  que  ni  se  hubiera  determinado  la  csmtidad  líquida  ni  base  al- 
guna, se  disponía  en  el  art.  63  que  se  haría  la  condena,  reservando  á  las 
partes  su  derecho  para  que  en  otro  juicio  se  fijara  su  importancia,  cuyo 
otro  juicio  tenia  que  ser  el  ordinario  ó  declarativo  de  mayor  ó  menor 
cuantía  según  procediere.  Pues  en  la  ley  actual  se  ha  establecido  que  se 
hará  la  condena,  á  reserva  de  fijar  su  importancia  y  hacerla  efectiva  en 
la- ejecución  de  la  sentencia,  y  tanto  para  este  caso  como  para  aquel  en 
que  sólo  se  hubieren  fijado  las  bases,  con  arreglo  á  las  cuales  deba  ha- 
cerse la  liquidación,  «e  señala  en  el  tít.  8®  del  libro  2®  el  procedimiento 
que  habrá  de  seguirse,  estableciéndose  reglas  aceptables,  que  facultan  y 
abrevian  la  tramitación  del  asunto,  hasta  su  completa  terminación. 

Por  último,  debemos  advertir,  para  que  se  tenga  presente,  que  el  iln— . 
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porte  de  las  costas  no  puede  servit  de  base  al  efecto  de  apreciar  el  valor 
de  la  cosa  litigiosa. 

Jwriaprtidencia. — La  sentencia  en  que  se  condena  á  la  devolución  de 
frutos,  debe  marcarlos  ó  consignar  bases  con  arreglo  á  las  cuales  pueda 
llevarse  á  efecto.  (4  de  Enero  de  4858.) 

•  Art.  361.  Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán,  bajo  ningún 
pretexto,  aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestio- 
nes que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito.  fLey  mt.y  art.  61.) 

Se  trata  de  un  principio  general  admitido  por  casi  todos  los  publicis- 
tas modernos,  y  sancionado  por  la  jurisprudencia  de  todos  los  países  re- 
gados constitucionalmente;  de  un  principio  derivado  del  de  la  independen- 
ciai^e  los  poderes  públicos;  que  se  funda  también  en  la  índole  y  modo  de 
ser  del  poder  judicial,  en  la  esencia  de  la  Administración  de  justicia,  pues- 
to que  dejar  de  fallar,  ó  aplazar,  ó  dilatar  el  fallo,  tanto  puede  valer  mu- 
chas veces  como  cometer  una  injusticia  notoria;  que  provee  al  buen  despa- 
cho de  los  asuntos;  que  beneficia  á  los  litigantes,  y  (jue  por  último,  en 
virtud  á  estas  consideraciones,  fué  establecido  por  la  anterior  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Y  la  misma  ley  \  \ ,  tit.  22,  Partida  3*,  que  permitía, 
siguiendo  el  sistema  de  aquellos  tiempos,  que  se  elevase  al  Rey  pafa  su 
resolución  el  pleito  en  que  el  Juez  tuviera  dudas,  reconocía  implícitamen- 
te los  inconvenientes  de  ese  permiso  y  anadia:  «Pero  ningún  judgador  non 
debe  esto  facer  por  excusarse  de  trabajo,  nin  por  alogamiento  del  pleyto, 
nin  por  miedo,  nin  por  amor,  nin  desamor  que  aya  á  ning¡una  de  las  par- 
tes  Ca  si  de  otra  guisa  lo  ficiese,  debe  por  ende  receñir  pena,  según 

entendiere  el  Rey  que  la  merece.» 

Además  en  el  art.  276  del  anterior  Código  penal,  se  decia  que  el  Juez 
que  maliciosamente  se  negare  á  juzgar  á  pretexto  de  oscuridad,  insuficien- 
cia-ó  silencio  de  la  ley,  ó  que  fuere  culpable  de  retardo  en  la  administra- 
ción de  justicia,  incurriría  en  la  peiia  de  suspensión;  en  el  art.  368  del 
Código  penal  vigente,  se  copia  el  trascrito  diciendo:  «El  Juez  que  se  ne- 
gare á  juzgar,  so  pretexto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó  silencio  de  la  ley, 
será  castigado  con  la  pena  de  suspensión.  En  la  misma  pena  incurrirá  el 
Juez  culpable  de  retardo  malicioso  en  la  administración  de  justicia,»  y  en 
el  Real  decreto  de  45  de  Noviembre  de  1875  se  confirma  la  especie  de  que 
á  los  Jueces  y  Magistrados  que  retardan  el  despacho  de  los  negocios,  pro- 
cede exigirles  responsabilidad.  (Véase  la  nota  al  art.  375.) 

Y  finalmente,  con  arreglo  al  art.  332  de  la  ley  anterior  .y  al  375  de  la 
presente,  caben  correccioAe»'  disciplin'arias  cuando  las  sentencias  no  se 
pronuncian  en  el  término  legal. 

Por  manera,  que  con  arreglo  al  artículo  que  examinamos,  los  Jueces 
Y  Tribunales  no  pueden,  bajo  ningún  pretexto,  aplazar,  dilatar,  ni  negar 
la  resolución  de  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito  (esta 
frase  confirma  el  precepto  de  que  tienen  que  resolver  todos  los  puntos  li- 
tigiosos olyeto  del  debate),  y  si  se  niegan,  so  pretexto  de  oscuridad,  in- 
suficiencia ó  silencio  de  la  ley,  cabe  exigirles  responsabilidad  criminal,  é 
imponer  al  Juez  ó  á  los  Magistrados  de  que  se  trate  la  pena  de  suspensión; 
si  retardan  maliciosamente  la  administración  de  justicia,  procede  lo  mismo 

3ue  en  el  caso  anterior;  y  si  sin  malicia  alguna,  sino  por  negligencia, 
escuido  ó  ignorancia,  aplazan  ó  dilatan  la  resolución  más  allá  del  térmi- 
no que  la  ley  concede,  dan  ocasión  á  que  se  les  imponga  la  correccioh  dis- 
ciplmaria  correspondiente. 
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Los  Jueces  y  Tribunales,  pues,  habrán  de  tener  présenle  que  cuando 
no  haya  ley  que  resuelva  el  caso  ó  duden  acerca  del  derecho  de  las  partes, 
deberán  resolver,  examinando:  1**,  si  hay  costumbre  con  fuerza  de  ley 
aplicable  al  caso  (6*,  tít.  2**,  Part.  1^):  2^,  si  en  su  defecto  hay  algo  dis- 
puesto para  casos  semejantes  ó  análogos  (Regla  36,  tít.  33,  Partida  7*): 
3®,  si  en  defecto  de  ambas  cosas  hay  doctrina  legal  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales:  4°,  si  á  no  haber  nada  de  lo  anterior  puede 
resolverse  la  cuestión  por  los  principios  generales  del  derecho  ó  por  lo 
•que  dicte  la  razón  natural;  y  5°,  si  en  último  extremo  hay  alguna  opinión 
sostenida  por  los  intérpretes,  sin  haber  constituido  jurisprudencia,  y  en 
este  caso  se  inclinarán  á  la  opinión  más  autorizada. 

Art.  362.  No  obstaate  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
los  Jueces  y  Tribunales  cuando  habieren  de  fundar  exclusi- 
vamente la  sentencia  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  tin 
delito,  suspenderán  el  fallo  del  pleito  hasta  la  terminación  del 
procedimiento  criminal,  si^  oido  el  Ministerio  fiscal,  estimaren 
procedente  la  formación  de  causa. 

El  auto  de  suspensión  será  apelable  en  ambos  efectos.  (Ley 
anú.,  art,  291.) 

La  disposición  de  este  artfbulo  es  justa  y  su  claridad  excusa  todo  co- 
mentario, de  modo  que  nos  Hmitaremos  á  decir  que  mejora  en  gran  ma- 
nera el  artículo  concordante  de  la  ley  anterioV,  pues  á  una  regla  particu- 
lar ó  aplicable  á  ciertos  casos  ha  sustituido  una  regla  general. 

Jurisprudencia. — La  suspensión  no  tiene  lugar  cuando  no  llega  á  pro- 
ponerse acusación  criminal,  sino  que  es  redargüido  civilmente  de  falso  el 
documento,  ó  no  es  de  influencia  para  el  litigio,  pues«n  estos  casos  debe 
fallarse  el  pleito,  sin  averiguarse  de  oficio  la  falsedad.  (6  de  Mayo  de 
1862,  3  de  Mayo  de  1866  y  25  de  Mayo  de  1868.) 

Para  tenerse  por  falso  un  documento  ,  es  preciso  que  en  la  sentencia 
se  haya  hecho  una  declaración  terminante  y  expresa  de  su  falsedad.  (6  de 
Marzo  de  1861.) 

No  basta  indicar  sospechas  de  falsedad,  sino  que  es  necesario  forma- 
lizar acusación.  (20  de  Enero  de  1866  y  9  de  Junio  de  1868.) 

Es  potestativo  en  los  litigantes  el  entablar  la  acción  criminal  (9  de 
Junio  de  1868). 

Art.  363.  Tampoco  podrán  los  Jueces  y  Tribunales  variar 
ni  modificar  sus  sentencias  después  de  firmadas,  pero  sí  acla- 
rar algún  concepto  oscuro,  6  suplir  cualquiera  omisión  que 
contengan  sobre  punto  discutido  en  el  litigio. 

Estas  aclaraciones  ó  adiciones  podrán  hacerse  de  oficio 
dentro  del  dia  hábil  siguiente  al  de  la  p^blicacipn  de  la  sen- 
tencia, ó  á  instancia  de  parte ,  presentada  dentro  del  dia  si- 
guiente al  de  la  notificación. 

En  este  ultimo  caso,  el  Juez  ó  Tribunal  resolverá  lo  que 
estime  procedente  dentro  del  dia  siguiente  al  de  la  presenta- 
ción del  escrito  en  que  se  solicite  la  aclaración.- (Z^y  (mt,  ar^ 
ticulo  77.)  . 
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En  este  artículo  se  ha  modificado  la  doctrina  consignada  en  el  con- 
cordante de  la  ley  de  1855,  piies  según  el  mismo  sólo  podia  hacerse  la  acla- 
ración ó  suplir  la  omisión  á  que  se  referia  á  instancia  de  parte,  y  ahora  se 
ha  vuelto  al  derecho  antiguo  que  reconocia  la  facultad  de  verificar  di- 
chas enmiendas  en  la  sentencia,  de  oficio.  A  nuestro  juicio,  nin^n  in- 
conveniente puede  resultar  porque  tal  precepto  se  consigne,  y  estimando 
por  el  contrario,  que  en  muchas  ocasiones  reportará  beneficios,  aplaudi- 
mos al  Legislador. 

También  se  ha  hecho  una  innovación  oportuna  señalando  el  término 
en  que  ha  de  resolverse  sobre  el  escrito  en  que  se  solicite  la  aclaración. 

Jurisprudencia, — Si  bien  los  Jueces  y -Tribunales  no  pueden  variar 
ni  modificar  la  sentencia  una  vez  pronunciada,  tienen  facultad  para  acla- 
rar algún  concepto  oscuro,  ó  suplir  cualquiera  omisión  que  hubiere  sobre 
punto  discutido  en  el  litigio.  (24  de  Junio  de  1866.) 

Art.  364.  Ea  los  Juzgados,  las  sentencias  se  redactarán 
por  el  Juez  que  las  dicte ,  el  cual,  después  de  extendidas  en 
los  autos,  las  firmará  y  leerá  en  audiencia  pública,  autorizan- 
do la  publicación  el  Escribano  ó  Secretario.  {Ley  ani.^  artícu- 
los 3^  y  58.— /-Z^y  ary.  del  P.  /.,  arL  672.) 

El  precepto  principal,  y  primero  de  este  artículo,  es  tan  de  sentido 
común  que  no  parece  fuera  de  necesidad  estamparle  en  la  ley,  porque  su- 
puesto que  en  los  Juzgados  nadie  debe  juzgar  ni  fallar  sino  el  Juez,  íí 
quien  precisamente  por  eso  se  le  exigen  determinadas  condiciones,  y  sp 
le  sujeta  á  la  debida  responsabilidad,  es  consecuencia  lógica  de  aquella 
obligación  la  de  redactar  las  sentencias.  Pero  nos  tememos  que  ahora  como 
antes  sea  ineficaz  la  prescripción  legal,  poT  cuanto  viene  siendo  práctica 
no  interru^^)ida  ,^  sobre  todo  en  los  Juzgados  donde  hay  abundancia 
de  asuntos,  que  los  Escribanos  redacten  muchas  sentencias,  y  ante  tal 
peligro  no  podemos  menos  de  encarecer  su  cumplimiento  á  los  Jueces, 
pues  sin  género  alguno  de  duda  puede  afirmarse  que  muchas  apelaciones 
88  evitarían  si  ellos  personalmente  redactaran  todas  las  sentencias.  Es 
preciso  que  los  Jueces  se  penetren  bien  de  su  delicada  misión ,  de  la  im- 
portancia de  los  intereses  sometidos  á  sus  decisiones,  de  los  males  sin 
cuento  que  puede  acarrear  y  de  hecho  acarrea  una  sentencia  injusta  ó  in- 
fundada, y  hasta  de  que  ellos  son  personal  é  individualmente  responsa- 
bles dé  sus  fallos;  porque  si  todo  esto  olvidan,  si  por  no  interrrumpir  una 
práctica  viciosa,  abusiva  y  rutinaria,  dejan  de  redactar  la  multitud  de 
sentencias  que,  como  hemos  dicho,  suelen  extender  los  Escribanos,  serán 
inútiles  los  esfuerzos  del  Legislador  para  procurar  que  la  administración 
de  justicia  sea  una  verdad,  y  siempre  habrá  lugar  á  las  tan  tristes  cuan 
motivadas  lamentaciones  que  frecuentemente  se  escuchan  con  respecto 
de  los  fallos  de  nuestros  Tribunales. 

Art.  365.  En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias, 
redactada  la  sentencia  por  el  Ponente,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  nüm.  6®  del  art.  336,  japíobada  por  la  Sala,  se  ex- 
tenderá en  papel  del  sello  de  oficio,  y  firmada  por  todos  los 
Magistrados  que  la  hubieren  dictado,  será  leída  en  audiencia 
publica  por  el  Ponente,  y  en  su  defecto  por  el  que  presida  la 
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Sala,  autorizando  la  publicación  el  Secretario  ó  Escribano  de 
Cámara  á  quien  corresponda. 

Este  pondrá  en  los  autos  certificación  literal  de  la  senten- 
cia y  su  publicación,  con  el  V.°  B.°  del  Presidente  de  la  Sala, 
el  cual  recogerá  y  custodiará  la  original  para  formar  el  regis- 
tro de  sentencias  del  modo  prevenido  en  los  reglamentos  ó 
disposiciones  especiales.  {Ley  org.  del  P,  /.,  artículos  691,  692 
y  693.  — Reales  decretos  de  ^  de  Marzo  de  1857  y  \\  de  Enero 
de  1861.) 

Art.  366.  Cuando,  después  de  fallado  un  pleito  por  un  Tri- 
bunal, se  imposibilitare  algún  Magistrado  de  los  que  votaron, 
y  no  pudiere  firmar,  el  que  hubiere  presidido  la  Sala  lo  hará 
por  él,  expresando  e^l  nombre  del  Magistrado  por  quien  firma, 
y  poniendo  después  las  palabras:  Votó  en  Sala  y  no  pudo  fir» 
mar,  {Ley  org.  del  P.  /.,  art.  685.) 

Art.  367.  Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una 
sentencia  firmará  lo  acordado,  aunque  hubiese  disentido  de  la 
mayoría;  pero  podrá  en  este  caso  salvar  su  voto,  extendiéndo- 
lo, fundándolo  é  insertándolo  con  su  firma  al  pié,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes,  en  el  libro  de  votos  reserva- 
dos. {Ley  ant.y  artículos  59  y  60. — Ley  org,  del  P.  /.,  artícu- 
los 689  y  690.) 

Art.  368.  En  las  certificaciones  de  las  sentencias  no  se  in- 
sertarán los  votos  particulares  reservados,  pero  se  remitirán 
al  Tribunal  Supremo  en  los  casos  prevenidos,  y  siempre  que 
hayan  de  elevarse  al  mismo  los  autos;  y  se  harán  j^úblicos 
cuando  se  interponga  y  admita  recurso  de  casación.  {Ley  org. 
del  P.  /.,  art.  690.) 

Ligeras  modificaciones  y  no  sustanciales  se  introducen  desde  el  ar- 
tícul  365  al  presente,  con  respecto  á  sus  concordantes  de  la  ley  de  1855 
y  de  la  de  organización  judicial.  Su  doctrina  es  corriente,  y  no  creemos 
pueda  dar  lugar  á  duda  alguna. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

BE  LA   FORMA  EN  QUE    HAN    DE    DICTARSE    LAS    RESOLUCIONES  JUDICIALES. 

Hemos  aguardado  á  este  momento,  considerándole  el  más  oportuno, 
para  decir,  con  entera  franqueza,  que  no  comprendemos  nada  de  lo  que 
se  ha  hecho  en  el  presente  título  en  cuanto  á  método  y  orden  se  refiere, 
porque  ni  la  división  en  las  dos  secciones  de  (jue  consta,  ni  el  tratar  pri- 
mero pura  y  exclusivamente  de  las  sentencias  definitivas,  para  desj^és 
volver  á  hablar  sohre  ellas  y  demás  sentencias  que  hemos  definido  al  co- 
mentar el  epígrafe  de  la  anterior  sección,  ni  la  inclusión  en  ésta  de  ciertos 
artículos,  cuyo  lugar  propio  estaba  en  la  que  ahora  nos  toca  examinar, 
ni  el  mismo  orden  del  articulado  tienen  justificación  posible.  En  nuestro 
sentir,  la  materia  se  presta  á  que  de  ella  se  haga  una  buena  exposición,  y 
no  se  concibe  kómo  el  Legislador,  á  cuyos  ojos  ha  debido  resaltar  el  mal 
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esterna  seguido  en  la  ley  anterior  y  en  la  de  organizacjon  del  Poder  ju- 
dicial no  ha  conseguido  hacerla. 

Examinando  los  preceptos  contenidos  en  todo  el  título,  se  advierte,  en- 
tre otras  cosas,  que  en  el  art.  369  se  definen  las  diferentes  resoluciones  ju- 
diciales; que  en  Tos  artículos  370,  371,  372  y  374  se  indica  la  forma  en  que 
han  de  extenderse;  que  en  el  359  se  expecifican  otros  requisitos  que  deben 
llenarse  en  las  sentencias  definitivas  y  en  las  interlocutorias  con  fuerza 
de  tales;  que  en  el  360  se  determina  lo  que  debe  hacerse  en  el  caso  espe- 
cial y  concreto  de  que  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,  daños  ó  per- 
juicios, lo  cual  sólo  se  refiere  á  las  sentencias  definitivas;  que  desde  el  ar- 
tículo 361  al  368,  se  consignan  diversos  preceptos  relativos  á  quien  debe 
redactarlas,  á  la  prohibición  de  aplazar  ó  negar  la  resolución  de  las  cues- 
tiones tratadas  en  el  pleito,  á  que  se  pueden  aclarar  los  conceptos  oscu- 
ros dentro  del  término  que  se  señala,  etc.,  etc.;  que  en  el  375  se  establece 
un  precepto  general  aplicable  á  todas  las  resoluciones  judiciales,  y  que  lo 
dispuesto  en  el  art.  373,  si  bien  tiene  relación  con  el  art.  372,  es  un  pre- 
cepto independiente,  que  lo  mismo  puede  exponerse  á  renglón  seguido, 
que  en  distinto  sitio.  Pues  bien;  la  numeración  de  los  artículos  citados, 
hace  ver  que  existe  una  mezcla  y  confusión  inconcebibles  de  preceptos,  y 
que  para  verificar  esa  numeración  no  se  ha  tenido  en  cuenta  ni  la  índole 
ni  el  carácter  propio  de  cada  una  de  las  reglas,  sino  que  se  ha  dividido  el 
tituló  caprichosamente  en  dos  secciones,  tratando  ^n  la  primera  de  las 
sentencias  definitivas  que  se  definen  en  la  segunda,  y  se  han  ido  colocando 
Jos  artículos  en  el  lugar  que  mejor  ha  parecido  á  primera  vista,  sin  so- 
meterse á  método  alguno. 

Entendemos  que  el  asunto  habria  quedado  mejor  expuesto  con  qué 
«e  hubiera  cuidado,  primero,  de  definir  las  diversas  resoluciones  judicia- 
les, después,  de  establecer  los  preceptos  generales  ó  aplicables  á  todas,  y 
por  último,  de  consignar  concretamente  lo  relativo  á  cada  una  de  ellas.  A 
lo  menos  este  es  el  método,  que  tanto  para  casos  análogos,  como  para  el 
presente,  aconsejan  casi  todos  los  expositores  del  derecho  procesal. 

Art.  369.  Las  resolucioDes  de  los  Tribunales  y  Juzgados, 
-en  los  negocios  de  carácter  judicial,  se  denominarán: 

Providencias,  cuando  sean  de  tramitación. 

AutoSy  cuando  decidan  incidentes  ó  puntos  que  determi- 
nen la  personalidad  combatida  de  alguna  de  las  partes,  la 
competencia  del  Juzgado  ó  Tribunal,  la  procedencia  ó  impro- 
cedencia de  la  recusación,  la  repulsión  de  una  demanda,  la 
admisión  ó  inadmisión  de  las  excepciones ,  la  inadmisión  de  la 
peconvenpion,  la  denegación  del  recibimiento  á  prueba  6  de 
cualquiera  diligencia  de  ella,  las  que  puedan  producir  á  las 
partes  un  perjuicio  irreparable,  y  las  demás  (jue  decidan  cual- 
-quier  otro  incidente,  cuando  no  esté  prevenido  que  se  dicten 
en  forma  de  sentencia. 

Sentencias,  las  que  decidan  dafínitivamente  las  cuestiones 
<iel  pleito  en  una  instancia,  ó  en  un  recurso  extraordinario;  las 
que,  recayendo  sobre  un  incidente,  pongan  término  á  lo  prin- 
cipal, objeto  del  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación, 
jr  las  qué  declaren  haber  ó  no  lugar  á  oir  á  un  litigante  con- 
4enado  pn  rebeldía. 
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Seníenciás  jfrmes,  cuando  no  quepa  contra  ellas  recurso* 
algun<o  ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya 
por  haber  sido  consentidas  por  las  partes. 

Ejecutoria^  el  documento  público  y  solemne  en  que  se  con- 
signe una  sentencia  firme.  {Ley  org.  del  P,  J,,  art,  668.) 

Véase  nuestra  nota  al  epígrafe  de  la  primera  sección  de  este  título. 

Art.  370.  La  fórmula  de  las  providencias  se  limitará  á  la 
determinación  del  Juez  ó  Tribunal ,  sin  más  fundamentos  ni 
adiciones  que  la  fecha  en  que  se  acuerde  y  el  Juez  6  Sala  que 
la  dicte.  {Ley  org .  del  P .  /.,  art.  669.) 

Tanto  porque  tratándose  de  resoluciones  de  mera  tramitación  no  de- 
ben exigirse  otros  requisitos,  cuanto  porque  con  el  precepto  de  este  ar- 
tículo se  respeta  lo  que  desde  antiguo  se  viene  practicando ,  creemos  ex^ 
cusado  todo  comentario. 

Art.  371.  La  fórmula  de  los  autos  será  fundándolos,  en  re- 
sultandos y  considerandos,  concretos  y  limitados  unos  y  otros-- 
á  la  cuestión  que  se  decida,  expresando  el  Juez  ó  Tribunal  y 
el  lugar  y  fecha  en  que  se  dicten.  {Ley  org,  del  P,  /.,  articula^ 
669,  pdr.  2^) 

Att.  372.  Las  sentencias  definitivas  se  formularán  expre- 
sando : 

F  El  lugar,  fecha  y  Juez  ó  Tribunal  que  las  pronuncie,  lo» 
nombres,  domicilio  y  profesión  de  las  partes  contendientes,  y 
el  carácter  con  que  litiguen;  los  nombres  de  sus  Abogados  y 
Procuradores  y  el  objeto  del  pleito. 

Se  expresará  también  en  su  caso  y  antes  de  los  consideran^ 
dos^  el  nombre  del  Magistrado  Ponente.. 

2®  En  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la  palabra 
resultando ^^Q  consignarán  con  claridad,  y  con  la  concisión 
posible ,  las  pretensiones  de  las  partes  y  los  hechos  en  que 
las  funden,  que  hubieren  sido  alegados  oportunamente,  y  que 
estén  enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan  de  resolverse. 

En  el  último  resultando  se  consignará  sí  se  han  observada 
las  prescripciones  legales  en  la  sustanciacion  del  juicio,  ex- 
presándose en  su  caso,  los  defectos  ú  omisiones  que  se  ñubie- 
sen  cometido. 

3**  También  en  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la 
palabra  considerando^  se  apreciarán  los  puntos  de  derecho  fija- 
dos por  las  partes,  dando  las  razones  y  fundamentos  legales 
que  se  estimen  procedentes  para  el  fallo  que  haya  de  dictarse^ 
y  citando  las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren  aplicables  aV 
caso.  •  .  . 

Si  en  la  sustanciacion  del  juicio  se  hubieren  cometido  de- 
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fectos  ú  omisiones  que  merezcan  corrección,  ge  apreciarán  en 
el  último  considerando,  exponiendo,  en  su  caso,  la  doctrina  que 
conduzca  á  la  recta  inteligencia  y  aplicación  de  esta  ley. 

4*^  Se  pronunciará,  por  último  el  fallo,  en  los  términos  pre* 
Tenidos  en  los  artículos  359  y  3j50;  haciendo  también ,  en  su 
caso,  las  prevenciones  rfecqsarias  para  corregir  las  faltas  que 
se  hubieren  cometido  en  él  procedimiento. 

Si  éstas  merecieren  corrección  disciplinaria,  podrá  impo- 
nerse en  acuerdo  reservado  cuando  así  se  estime  conveniente. 
(Ley  anú.,  art  333.— Z^y  org,  del  P.  /.,  ar¿.  669,  par.  3**.) 

La  prescripción  común  á  este  artículo  y  al  anterior,  de  que  los  autos 
y  las  sentencias  deberán  ser  fundados,  es  la  más  importante  de  las  (jue 
contienen,  porque  además  de  haber  habido  en  nuestra  patria  disposicio- 
nes contradictorias  sobre  la  materia,  se  trata  de  una  cuestión  opinable,, 
en  la  cual,  si  bien  parece  que  el  dictamen  favorable  á  que  las  resolucio- 
nes mencionadas  se  funden,  es  el  más  generalmente  aceptado,  hay  toda- 
vía muchos  partidarios  de  lo  opuesto. 

La  disposición  legal  patria  en  qué  se  prohibe  que  las  sentencias  sean 
fundadas,  es  una  Real  cédula  dictada  por  Carlos  III  en  i  3  de  Junio  de 
4778,  que  forma  la  ley  h*  del  tít.  i  6  del  libro  11  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, y  en  la  cual  se  encuentran  expuestos  casi  todos  los  argumentos 
de  los  que  en  el  mismo  sentido  opinan.  Dice  así:  «Para  evitar  los  perjui- 
cios que  resultan  con  la  práctica  que  observa  la  Audiencia  de  Mallorca, 
de  motivar  sus  sentencias ,  dando  lugar  á  cavilaciones  de  los  litigantes» 
consumiendo  mucho  tiempo  en  la  extensión  de  las  sentencias,  que  vienen 
á  ser  un  resumen  del  proceso,  y  las  costas  que  á  las  partes  se  siguen; 
mando  cese  en  dicha  práctica  de  motivar  sus  sentencias,  ateniéndose  á 
las  palabras  decisorias,  como  se  observa  en  el  mi, Consejo,  y  en  la  mayor 
parte  de  los  Tribunales  del  Reino;  y  que  á  exemplo  de  lo  que  va  preve- 
nido á  la  Audiencia  de  Mallorca ,  ios  Tribunales  ordinarios  ,  inclusos  los 
privilegiados,  excusen  motivar  las  sentencias  como  hasta  aquí,  con  los 
vistos  y  atentos  en  que  se  referia  el  hecho  de  los  autos,  y  los  fundamentos 
alegados  por  las  partes;  derogando ,  como  en  esta  parte  derogo,  el  auto 
acordado  22,  tít.  2®,libro  3**,  duda  4^,  Rec,  ú  otra  cualquiera  resolución 
ó  estilo  en  contrario . » 

Mas,  andando  el  tiempo,  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  vol- 
vió á  restablecer,  haciéndola  obligatoria  para  todos  los  Tribunales, 
aquella  práctica  antigua  derogada«por  la  Real  Cédula,  y  tanto  la  ley  so  - 
hre  organización  del  Poder  judicial,  como  la  presente,  han  admitido  el 
mismo  principio,  siguiendo,  á  no  dudarlo,  la  opinión  más  general  y  auto- 
rizada. Ninguna,  absolutamente  ninguna  de  las  razones  alegadas  por  los 
que  creen  y  sostienqp  que  las  sentencias  no  debieran  fundarse,  puede  re- 
sistir á  un  imparcíal  y  maduro  examen  del  asunto,  y  ante  los  argumenr 
tos  con  que  se  defiende  la  opinión  contraria,  es  imposible  que  la  suya 
prevalezca.  Pues  qué,  ¿hay  alguna  razón  para  que  los  litigantes  se  entre- 
guen á  cavilar,  porque  en  las  decisiones  judiciales  se  exprese  el  motivo 
ó  fundamento  del  fallo?  ¿No  es  este  el  mejor  procedimiento  para  que  se 
conozca  la  justicia  ó  la  injusticia  con  que  han  sido  dictadas?.  ¿No  es  la 
obligación  de  fundar  las  sentencias  un  estímulo  fuerte  para  que  el  Juez 
ó  Tribunal  estudien  detenidamente  el  proceso?  ¿No  es,  en  fin,  el  único 
modo  de  cerrar  las  puertas  á  la  arbitrariedad? 

TOMO  I  32 
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No  se  nos  alcax^  que  pueda  contestarse  á  estas  preguntas,  de  modo 
que  quede  victoriosa  la  opinión  contraria  á  que  se  funden  las  sentencias. 

Los  demás  preceptos  de  los  dos  artículos  que  examinamos,  son  bas- 
tante claros  y  excusan  todo  comentario,  pero  nosotros  no  concluiremos, 
sin  advertir  que  en  los  párrafos  2**,  3**  y  4**  del  372,  se  introducen  tres 
innovaciones,  que  pueden  considerarse  ima  sola  y  cjue  son  dignas  de 
aplauso,  por  cuanto  es  indudable  que  tienden  y  contribuirán  á  que  en  la 
sustanciacion  de  los  pleitos,  no  se  incurra  en  defectos  ti  omisiones  perju- 
diciales. 

Art.  373.  Kl  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  velarán 

{)or  el  puntual  cumplimiento  de  lo  que  se  ordena  en  el  artícu 
o  anterior,  haciendo  para  ello  las  advertencias  oportunas  á 
los  Tribunales  y  Jueces  que  les  estén  subordinados,  cuando 
no  se  hubieren  ajustado  en  sus  sentencias  á  lo  que  en  él  se 
previene,  y  les  impondrán  las  demás  correcciones  disciplina- 
rias á  que  dieren  lugar. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  procedente,  hasta  el  punto  de  que  aun 
cuando  no  se  hubiera  expresado  en  la  actual  ley,  estaría  fuera  de  duda 
que  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo  tienen  la  obligación  que  aguí 
se  les  impone.  A  ello  conduce  la  existencia  de  Tribunales  superiores  é  in- 
feriores. 

Art.  374.  Las  ejecutorias  se  encabezarán  en  nombre 
del  Rey. 

En  ellas  se  insertarán  las  sentencias  firmes,  y  las  anterio- 
res, sólo  cuando  por  referirse  las  firmes  á  ellas,  sean  su  com- 
plemento. 

Cuando  se  expida  á  instancia  de  parte  para  la  guarda  de 
«US  derechos,  se  insertarán  además  los  documentos,  escritos  y 
actuaciones  que  la  misma  designe,  y  á  su  costa.  {Ze¡/  org.  del 
i>.  /.,  art.  670.) 

Como  quiera  que  según  la  Constitución  del  Estado,  se  administra  la 
justicia  en  nombre  del  Rey,  parece  lógico  que  las  ejecutorías  se  eneabe- 
zen  también  en  su  nombre. 

£1  decreto  de  42  de  Febrero  de  1872  referente  á  los  exhortos,  pre- 
venia  que  se  usara  en  éstos  la  fórmula:  En  nombre  de  S,  M.^  y  claro 
es  que,  según  manifiestan  los  Sres.  Atard  y  Cervellera,  puesto  que  las  eje- 
cutorias son  más  importantes,  hay  njayor  razón  para  que  á  ellas  se  apli- 
que el  encabezamiento  antedicho. 

Art.  375.  Las  providencias,  los  autos  y  las  sentencias  se- 
rán pronunciadas  necesariamente  dentro  del  término  que  para 
^.ada  una  de  ellas  establece  la  ley. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  no  lo  hiciere,  será  corregido  disci- 

{)linariamente,  á  no  mediar  justas  causas,  que  hará  constar  en 
os  autos..  {Ley  ant,  art.  332. — Leyorg.  delP:  /.,  art.  671.) 

y  si  hubiere  méritos  para  sospechar  que  es  malicioso  el  retardo,  habrá. 
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lagar  á  £onnar  el  correspondiente  sumario,  y  si  procede,  á  imponer  al  Juez 
ó  á  los  Magistrados  culpables  la  pena  determinada  en  el  art.  368  del  Có- 
digo Penal.  Además  debe  tenerse  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  Real  De- 
creto de  45  de  Noviembre  de  1875  de  que  ya  hemos  hablado  otras  veces 
y  que  á  continuación  trascribimos: 

Real  decreto  de  ^^  de  Noviembre  de  1875. 

«Art.  i®  Por  ningún  motivo  ni  pretesto  se  prorogarán  los  términos  ju- 
diciales señalados  en  las  leyes  de  Enjuiciamiento  más  de  lo  que  las  mis- 
mas leyes  autoricen. 

Art.  2**  Los  Jueces  y  Magistrados  serán  reponsables  siempre  que  dicten 
providencias,  autos  ó  sentencias  fuera  de  los  térmicos  fijados  por  las  leiyes. 
No  les  eximirá  de  responsabilidad  que  se  consigne  por  diligencia,  como 
frecuentemente  se  ha  hecho,  que  el  retraso  ha  consistido  en  haber  estado 
ocupados  en  la  tramitación  de  causas  de  oficio  ó  en  otro  asunto  del  Minis- 
terio fiscal., 

Art.  3**  Únicamente  en  el  caso  de  que  el  Juez  haya  tenido  que  aosen-r 
tarse  del  lugar  de  su  residencia  ordinaria  para  instruir  oausa  criminal  ó 
para  otro  acto  grave  y  urgente  del  servicio,  se  descontarán  los  dias  de 
ausencia  de  los  señalados  en  la  ley  para  dictar  las  decisiones. 

Art.  kt^  Las  Salas  de  justicia  corregirán  en  la  forma  que  la  gravedad 
del  caso  exija,  las  infracciones  de  ley  á  que  se  refiere  el  presente  decre- 
to: si  no  lo  hicieren  incurrirán  en  responsabilidad. 

Art.  5^  Siempre  que  las  Salas  de  justicia  notaren  falta  del  cumplimien- 
to de  la  ley  en  lo  relativo  á  términos  judiciales  darán  cuenta  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  para  que  se  anoten  en  los  expedientes  personales  de 
los  funcionarios  que  las  hayan  cometido. 

Art.  6^  Tres  anotaciones  de  faltas  de  la  clase  expresada  en  el  artículo 
anterior  se  estimarán  como  prueba  suficiente  de  negligencia  habitual  en 
el  desempeño  de  las  funciones  judiciales.  Igual  calificación  se  hará  de  los 
Magistrados  que  por  tres  veces  incurran  en  la  responsabilidad  establecida; 
en  ei  art.  4". 

Art.  7^  Los  que  se  consideren  perjudicados  por  dilaciones  injustificadas 
de  los  términos  judiciales,  podrán  deducir  queja  ante  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia;  si  la  estima  fundada,  la  remitirá  al  Fiscal  á  quien  corres- 
ponda para  que  entable  de  oficio  el  recurso  de  responsabilidad  por  infrac- 
ción manifiesta  de  la  ley.  * 

Art.  8**  El  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  queda  encardo  déla  ejecu- 
ción del  presente  decreto.» 

TITULO    IX. 

DE   LOS  RECURSOS   CONTRA   LAS   RESOLUCIONES   JUDICIALES 
Y   SUS   EFECTOS. 

Este  titulo,  en  sus  cuatro  secciones,  trata  la  importantísima  materia 
de  los  recursos  que  pueden  utilizar  los  litigantes  contra  las  resoluciones 
de  los  Tribunales;  y  como  esos  recursos  son  distintos,  si  bien .  tienden  al 
mismo  fin,  que  es  el  de  obtener  la  reposición,  anulación  ó  revocación  de 
aquellas,  ya  por  el  mismo  Tribunal  que  las  dictó,  ya  por  uno  superior,  ia. 


Digitized  by  VjOOQIC 


252  LEY  DE  ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

ley,  aun  cuando  agrupa  en  el  mismo  título  los  diferentes  recursos  que  se 
pueden  utilizar  contra  las  resoluciones  judiciales  (excepción  del  de  casa- 
ción), trata  en  cada  una  de  las  cuatro  secciones  de  este  título,  con  separa- 
ción, de  los  que  pueden  acordar  cada  uno  de  los  diferentes  Tribunales. 

Recurso,  en  su  acepción  jurídica  y  sentido  lato,  significa  la  acción  ó  fa- 
cultad concedida  por  la  ley  al  que  sé  cree  perjudicado  por  una  resolu- 
ción judicial  para  pedir  la  reposición  ó  anulación  de  la  misma. 

Bajo  la  palabra  resoluciones  judiciales  se  encuentran  todas  aquellas 
que  pueden  acordar- los  Jueces  y  Tribunales  en  la  prosecución  de  una  con- 
tienda judicial. 

Ya  hemos  dicho  en  la  introducción  del  título  anterior,  la  clasificación 
que  hacían  las  leyes  de  Partida  de  las  resoluciones  judiciales. 

Las  leyes  del  Ordenamiento  de  Alcalá  (1»,  tít.  16,  y  23,  tít.  20,  li- 
bro 41  de  la  Novísima  Recopilación)  admiten  la  misma  clasificación,  pero 
distinguen  las  sentencias  definitivas  de  las  interlocutorias,  y  de  estas  úl- 
timas reconocen  dos  clases;  las  que  se  dan  sobre  algún  artículo  que  haga 
perjuicio  eh  el  pleito  principal,  y  las  que  no  producen  este  perjuicio.  El 
Reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  de  26  de  Se- 
tiembre de  1835,  admitía  en  su  art.  48  y  su  regla  6*,  al  hablar  de  los  tér- 
minos, distinción  de  sentencias  interlocutorias  y  definitivas.  Y  por  últi- 
mo, el  Real  decreto  de  8  de  Octubre  de  dicho  año,  al  hablar  de  las  alzadas 
en  los  pleitos  de  menor  cuantía,  admite  la  clasificación  de  autos  interlo- 
cutorios  y  definitivos. 

Esta  era  la  defectuosa  y  oscura  clasificación  de  las  resoluciones  judi- 
ciales que  se  comprendían,  excepción  hecha  del  último  citado  decreto, 
bajo  el  nombre  de  sentencias,  al  publicarse  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil de  1855,  que  por  su  parte  no  aclaró  tan  conftisa  materia,  aceptando 
como  sinónimas  las  palabras  auto,  providencia  y  sentencia,  sin  clasificar- 
las, sin  definirlas,  no  obstante  su  distinta  naturaleza. 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  uniformó  la  nomenclatura  de  las 
resoluciones  de  carácter  judicial,  denominándolas  jWí?t?tí?íí2CíVw,  autos  y 
sentencias,  subdividiendo  estas  en  definitivas,  firmes  y  ejecutorias;  y  de 
esta  ley  se  ha  tomado  el  art.  369  de  la  que  comentamos. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

EECÜñSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES  DE  LOS  JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA. 

Art.  376.  Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  que 
dicten  los  Jueces  de  primera  instancia,  no  se  dará  otro  recurso 
que  el  de  reposición,  sin  perjuicio  del  cual  sé  llevará  á  efecto 
la  providencia. 

Para  que  sea  admisible  este  recurso,  deberá  interponerse 
dentro  de  tercero  dia  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley  que 
haya  sido  infringida. 

Si  no  se  llenaran  estos  dos  requisitos,  el  Juez  declarará  de 
plano,  y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  proveer.  {Ley 
ant.,  art,  65.) 

Contra  las  providencias  de  mera  tramitación,  dice  este  artículo,  que 
dicten  los  Jueces  de  primera  instancia,  no  se  dará,  etc. 

Según  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  la  resolución  de  mera  trami- 
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taclon  de  uji  Juzgado  ó  Tribunal  se  denominaba  providencia.  Pero  este 
artículo  habla  de  providencias  de  mera  tramitación^  que  no  son  las  pro- 
videncias de  tramitación  que  dice  el  art.  369,  únicas  resoluciones  judicia- 
les que  según  él  se  llaman  providencias. 

Contra  esas  providencias  que  la  ley  llama  de  mera  tramitación,  y 
que  la  orgánica  llamaba  simplemente  providencias,  no  se  dará  otro  recur- 
so que  el  de  reposición,  sin  perjuicio  del  cual  se  llevará  á  efecto  la  provi- 
dencia. 

£1  ultimo  miembro  del  primer  párrafo  de  este  artículo  es  de  gran  im- 
portancia. A  pesar  de  decir  el  artículo  que  se  dá  el  recurso  de  reposición, 
añade  que  sin  perjuicio  se  lleve  á  efecto  la  providencia.  Es  decir,  que  se 
admite  el  recurso  en  un  solo  efecto,  por  más  que  la  ley  no  lo  diga  con  es- 
tas palabras.  Si  el  recurso  no  suspende  la  práctica  de  lo  mandado,  claro 
es  que  no  se  admite  más  que  en  un  solo  efecto. 

Pero  esto  de  admitir  las  reclamaciones  en  un  solo  efecto  ó  libremeilte 
y  en  ambos  efectos,  se  entendía,  hasta  ahora,  según  la  antigua  ley  de  las 
apelaciones,  no  de  las  reposiciones.  Estas  se  admitían  siempre,  aunque  sin 
decirio,  en  ambos  efectos.  Así  que  el  art.  65  de  la  anterior  ley,  del  que  en 
parte  está  tomado  el  primer  párrafo  del  que  comentamos,  decía  sencilla- 
mente, que  de  las  providencias  interlocutorias  pronunciadas  por  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  podia  pedirse  reposición  dentro  de  tres  días  im- 
Srorogables,  y  si  no  se  estimare  podría  apelarse,  y  en  el  69,  que  hablaba 
e  las  apelaciones,  decía  que  se  podían  aidmitír  libremente  y  en  ambos 
efectos. 

Pero  la  ley  Novísima  no  da  lugar  á  dudas.  Según  ella  los  recursos  de 
reposiciones  de  las  providencias  de  mera  tramitación,  no  suspenden  nunca 
la  práctica  de  Fa  resolución  acordada. 

Para  que  sea  admisible  el  recurso,  deberá  interponerse  dentro  de  ter- 
cero día,  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley  que  haya  sido  infringida. 

No  dice  el  artículo  que  el  plazo  es  improrogable,  ni  tenia  necesidad 
de  decirlo,  porque  como  en  el  art.  310  ha  dicho  que  lo  es  el  que  se  con- 
cede para  interponer  los  recursos  de  reposición,  dicho  se  está,  que  el  á. 
que  nos  referimos  es  improrogable. 

La  prescripción  de  que  se  cite  la  disposición  de  esta  ley  que  se  suponga 
infringida,  por  más  que  no  hubiera  sido  necesario  decirlo,  puesto  que  al  pe- 
dir reposición  ha  de  haber  fundamento  para  ello,  y  se  ha  de  citar  la  dis- 
posición qrue  se  crea  infringida,  sin  embargo*  es  un  requisito  de  la  ley,  (qui- 
zás más  bien  de  forma,  aunque  un  poco  restrictivo,  porque  su  infracción 
se  ha  de  referir  á  disposiciones  «e  esta  ley,  jr  no  á  otras.  Si  no  se  llenan 
estos  requisitos  el  Juez  declarará  de  plano,  y  sin  ulterior  recurso,  no  haber 
lugar  á  proveer.  Y  si  se  declara  haber  lugar  al  recurso,  y  se  repone  la  pro- 
videncia y  se  anula,  y  está  ésta  ya  cumplimentada,  ¿qué  se  hace?  iDejar 
sin  efecto  todo  lo  hecho  por  virtud  de  esa  providencia?  Esto  es  lo  lógico 
y  lo  justo.  Y  en  su  caso,  ¿quién  pagará  las  costas  y  gastos  causados  por 
virtud  de  la  providencia  no  suspendida  y  después  dejada  sin  efecto?  ¿La 
parte  que  ha  pedido  la  reposición  de  esa  providencia  por  creerla  injus- 
ta, y  á  quien  después  se  le  ha  dicho  que  en  efecto  lo  era?  Esto  no  es  ni 
racional  ni  justo. 

Nada  dice  la  ley,  sin  embargo;  y  puesto  que  equipara  los  recursos  de 
reposición  en  este  caso  á  los  de  apelación,  á  los  principios  que  rigen 
éstos,  habrá  que  estar  en  todas  las  dudas  que  sobre  reposiciones  se  ocur- 
ran, que  tememos  no  van  á  ser  pocas. 

Jurispríidencia. — Una  protesta  consignada  en  autos  es  ineficaz,  cuan- 
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do  el  que  la  hace  deja  pasar  sin  utilizarlos  los  términos  legales  para  pedir 
la  reforma  de  la  providencia  protestada,  la  cual  queda  consentida  y  eje- 
cutoriada, no  obstante  la  protesta,  si  dentro  del  término  legal  no  se  ha 
pedido  su  reposición  ni  se  ha  interpuesto  apelación.  (10  de  Abril  de  1858.) 

Art.  377.  Í)e  las  demás  providencias  y  autos  que  dicten  los 
Jueces  de  primera  instancia,  con  exclusión  de  los  expresados 
en  el  artículo  382;  podrá  también  pedirse  reposición  dentro  de. 
cinco  dias. 

Hemos  dicho  al  comentar  el  artículo  anterior,  que  se^n  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial,  sólo  las  resoluciones  de  mera  tramitación  eran  pro- 
videncias. Pero  después  de  ver  este  artículo,  ya  no  dudamos  que  haj provi- 
dencias que  no  son  de  mera  tramitación,  puesto  que  este  artículo,  después 
de  haber  hablado  de  aquellas,  dice  de  las  demás  providencias.  ¿Cuáles  son 
éstas? 

La  palabra  providencia  nació  en  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento. 
Antes,  proveido^  era*  una  palabra  genérica  que  se  apUcaba  á  todas  las 
resoluciones  judiciales;  pero  éstas  las  denominaban  las  leyes  de  Par- 
tida, las  der  Ordenamiento  y  el  Reglamento  provisional  para  la  Admi- 
nistración de  justicia,  sentencias  y  la  Real  orden  de  8  de  Octubre  de  1835, 
que  también  hemos  citado,  autos ^  subdividiéndolos  en  interhcutorios  ó 
dejinitivos.  L9,  ley  de  Enjuiciamiento  de  i  855  en  su  art.  20,  habla  por 
primera  vez  áe  providencias,  subdividiéndolas  en  definitivas  é  interlocu- 
lorias  que  ¿causen  estado,  y  en  el  art.  67  habla  de  sentencias  deñnitivas  é 
interlocutortas  que  decidan  un  articulo. 

Explicando  los  señores  Manresa,  Miquel  y  Reus  este  punto  conftiso  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  ha  regido  hasta  el  dia,  dividian  las 
providencias  tomando  esta  palabra  en  el  sentido  áeproveido,  en  definiti- 
vas é  interlocutorias;  las  primeras,  las  que  terhiinan  la  cuestión  principal, 
que  se  conocen  más  propiamente  por  sentencias  definitivas,  y  las  segun- 
das, ó  interlocutorias,  las  que  se  dictan  durante  la  sustanciacion  del  juicio 
sin  decidir  el  punto  principal  que  se  debate,  que  á  su  vez  se  subdividen  en 
tres  clases;  de  simple  tramitación,  que  se  pronuncian  sólo  para  arreglar 
ó  dirigir  la  tramitación;  que  causan  estado,  y  son  las  que  infieren  un  per- 
juicio irreparable  si  se  consientan,  y  resolutofnas  de  un  articulo  ó  inci- 
dente, que  son  las  que  ponen  fin  á  éste. 

A  esta  nomenclatura,  que  tan  defectuosa  encontraban  dichos  comen- 
taristas, se  arregla  sin  duda  la  nueva  ley,  pero  introduciendo  también  la 
palabra  auto,  que  es  indudablemente  una  de  las  tres  subdivisiones. 

Después  de  la  claridad  de  la  ley  orgánica  en  este  punto,  no  compren- 
demos cómo  la  nueva  ley  ha  vuelto  á  introducir  otra  vez  la  confusión  en 
materia  civil,  puesto  que  en  materia  criminal  está  vigente  en  este  punto 
la  ley  orgánica,  con  lo  cual  aparece  que  las  resoluciones  de  los  Tribunales 
tienen  una  nomenclatura  cuando  se  dan  en  asuntos  civiles  y  otra  distin- 
ta, cuando  se  acuerdan  en  materia  criminal. 

Tenemos,  pues,  según  la  nueva  ley,  dos  clases  de  providencias,  en  el 
sentido  concreto  de  esta  palabra;  unas  de  mera  tramitación  y  otras  de 
otra  clase,  que  la  ley  no  dice  cuáles  sean,  pero  que  no  pueden  ser  otras 
que  las  (jae  causan  estado,  á  no  ser  que  distinga  entre  providencias  de 
tramitación  y  de  mera  tramitación,  como  parece  deducirse  de  los  artícu- 
los 369  y  376. 
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Y  la  distinción  de  unas  y  otras  providencias,  hubiera  sido,  no  ya  con-^ 
teniente,  sino  necesario,  que  la  ley  la  hubiera  hecho,  porque  importa 
conocerlas,  puesto  que  de  las  unas  sólo  se  puede  pedir  reposición  dentro 
de  tres  dias  y  de  las  otras  reposición  dentro  de  cinco  dias;  y  contra  la  re- 
solución negativa  de  las  primeras,  no  hay  ya  recurso  alguno  y  contraja 
de  las  segundas,  se  dá  el  de  apelación. 

Al  hablar  en  este  artículo  la  ley  de  autos^  no  lo  hace  en  el  sentido  que 
fijaba  á  esta  palabra  la  ley  orgánica,  puesto  que  en  los -autos  que  como 
iak  entendía  esta  última  ley,  entraban  muchas  de  esas  demás  providencias 
que  dice  la  nueva  ley;  lo  hace  en  el  sentido  de  ser  una  providencia  reso- 
lutoria ó  interlocutoria. 

Contra  esas  demás  providencias  y  autos,  que  son  los  verdaderamente 
interlocutorios,  que  en  la  forma  se  separan  de  las  providencias  de  mera 
tramitación  y  con  exclusión  de  los  comprendidos  en  el  art.  382  (senten- 
cias definitivas  y  autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  inciden- 
tes), se  podrá  pedir  reposición  dentro  de  cinco  dias. . 

Art.  378.  Presentado  en  tiempo  y  forma  el  recurso  de  re- 

Íjosicion,  se  entregará  la  copia  del  escrito  á  la  parte  contraria, 
a  cual,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes,  podrá  impugnar  eí 
recurso,  si  lo  estima  conveniente. 

Cuando  sean  varias  las  partes  colitigantes,  dicho  término 
será  común  á  todas  ellas. 

La  prescripción  de  este  artículo  en  su  segundo  párrafo  es  justa,  puesto 
que  el  término  debe  ser  común  á  todas  las  partes. 

Art.  379.  Trascurrido  el  término  antedicho,  hayanse  pre- 
sentado ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el 
Juez  resolverá  dentro  de  tercero  díalo  que  estime  justo. 

Trascurrido  el  término  antedicho,  dice  la  ley.  Aquí  el  término  se  re- 
fiere á  los  tres  dias  que  la  parte  contraria  tiene  para  impugna  el  recurso 
de  reposición.  Hasta  que  trascurran  esos  tres  dias,  desde  que  á  esta  parte 
se  dé  la  copia  del  escrito,  el  Juez  no  podrá  acordar  nada  sobre  la  petición. 

Ai*t.  380.  Contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposi- 

5'  ion  de  las  providencias  y  autos  á  que  se  refiere  el  art.  377,, 
odrá  apelarse  dentro  de  tercero  dia.  ("Ley  anú.y  art.  65. J 

Este  artículo  habla  de  auto  resolutorio.  Este  es  el  acordado  para  resol- 
ver la  reposición  de  una  providencia  de  la  que  habla  el  art.  377,  ó  un 
auto  de  los  que  fija  dicho  artículo. 

Este  artículo  está  tomado  del  65  de  la  ley  antigua  ;  pero  allí  se  llama- 
ba á  esas  resoluciones,  providencias  interlocutorias,  y  esas  providencias, 
son  sin  duda,  las  (jue  ha  subdividido  la  nueva  ley  en  providencias  jtie  no 
son  de  mera  tramitación  y  autos,  ó  sean  las  que  la  antigua  ley  decia  que 
causaban  estado  si  se  consentian,  y  el  auto  resolutorio  de  la  nueva  ley  es  el 
auto  resolutorio  de  un  artículo  ó  mcidente:  de  este  auto  puede  apelarse 
dentro  de  tercero  dia. 
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Art.  381.  Cuando  la  reposición  se  refiera  á  las  providen- 
cias de  mera  tramitacioD  expresadas  en  el  art.  376,  contra  el 
auto  resolutorio  de  la  misma  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo 
€)\  de  responsabilidad  del  Juez  que  lo  hubiere  dictado,  y  la  fa- 
cultad de  pedir  en  la  segunda  instancia  la  subsanacion  de  la 
falta  cuando  proceda. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  376.  Contra  el  auto  resolutorio  dfe 
la  reposición  de  las  providencias  de  mera  ti'amitacion,  no  se  dá  recurso 
alguno,  salvo  el  de  responsabilidad  del  que  le  hubiere  dictado,  y  la  facul- 
tad de  pedir  en  segunda  instancia  la  subsanacion  de  la  falta  cuando  pro- 
ceda. La  conjunción  y  del  artículo,  demuestra  que  se  puede  pedir  unas  y 
otras  cosas,  esto  es,  la  responsabilidad  del  Juez  y  la  subsanacion  de  las 
faltas  cuando  proceda  en  segunda  instancia. 

No  ha  fijado  el  artículo  el  término  dentro  del  cual  ha  de  entablarse 
el  recurso  de  responsabilidad,  pero  el  mismo  silencio  de  la  ley  parece  in- 
dicar que  puede  entablarse  inmediatamente  de  conocido  el  auto  ó  después, 
si  la  parte  que  se  cree  agraviada  lo  estima  así  más  conveniente. 

Art.  382.  Las  sentencias  definitivas  de  todo  negocio  y  los 
autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  incidentes,  serán 
apelables  dentro  de  cinco  dias. — (Ley  ant.  art.  67.) 

Este  artííyilo  demuestra  claramente,  que  según  la  ley,  hay  no  ya  dos 
clases  de  autos,  sino  tres.  Unos,  los  á  que  se  refiere  el  377  y  que  los  lla- 
ma simplemente  autos:  otros,  los  resolutorios  de  un  recurso  de  reposición 
A  que  se  refiere  el  art.  380;  y  otros,  los  resolutorios  de  excepciones  dilato- 
rias é  incidentes  á  que  se  refiere  este  artículo.  Y  conviene  distinguirlos, 
porque  de  los  primeros  puede  pedirse  reposición  dentro  de  cinco  dias;  de 
los  segundos,  aj)elarse  dentro  ae  tercero  dia,  y  de  los  ultimes  apelarse, 
dentro  de  los  cinco;  y  estos  últimos  son  sin  duda  los  que  los  comentaristas 
citados  llamaban  resolutorios  de  un  artículo  é  incidente. 

En  cuanto  á  las  sentencias  definitivas,  no  hajr  lugar  á  duda  al^na. 

Jwisprudencia. — Puede  apelar  de  la  sentencia  el  que  no  ha  litigado, 
con  tal  que  le  cause  perjuicio.  (^6  de  Febrero  de  1859.) 

El  conocimiento  del  pleito  apelado  corresponde  íntegramente,  y  aun- 
que una  de  las  partes  no  se  adhiera  á  la  apelación,  al  Tribunal  superior,  y 
éste  tiene  plena  jurisdicción  para  resolver  como  estime  procedente  y  justo  • 
todas  y  cada  una  de  las  cuestiones  planteadas  y  discutidas  en  el  período 
del  juicio  marcado  al  efecto  por  la  ley.  (6  de  Febrero  dé  1877.) 

El  término  del  emplazamiento  para  comparecer  en  el  Tribunal  supe- 
rior por  virtud  de  una  apelación  admitida,  se  cuenta  desde  el  dia  siguien- 
te al  de  la  notificación  de  la  providencia  mandando  remitir  los  autos  y 
citar  para  dicha  comparecencia.  (10  de  Enero  de  1878.) 

Art.  383.  Las  apelaciones  podrán  admitirse  en  ambos  efec- 
tos ó  en  uno  sólo. 

Se  admitirán  en  tin  sólo  efecto,  en  todos  los  casos  en  que 
•no  se  halle  prevenido  que  se  admitan  libremente  ó  en  ambo» 
efectos.— (Z^y  ant.,  artículos  69  y  70.) 
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Apelación  es  el  recurso  concedido  á  un  litigante  para  alzarse  ante  el 
4aez  ó  Tribunal  superior,  á  fin  que  reponga  ó  reforme  una  resolución  del 
inferior,  ó  como  dice  la  ley  J^,  título  23,  Partida  3*,  «la  querella  que  al- 
guna de  las  partes  face  del  juicio  que  fuere  dado  contra  eÚa,  llamando  et 
recorriéndose  á  enmienda  de  mayor  Juez». 

Ya  al  hablar  del  art.  376,  aunque  de  una  manera  incidental,  hemos 
explicado  lo  que  significa  admitir  la  apelación  libremente  ó  en  ambos 
efectos  y  en  un  sólo  efecto,  esto  es,  que  en  el  primer  caso  se  suspende  lo 
aJsordado  en  la  resolución  apelada,  y  en  el  segundo  se  lleva  á  efecto,  sin 
pHeijuicio  de  la  apelación.  La  apelación  en  el  primer  caso,  suspende  la  ju- 
risdicción del  Juez  inferior  y  devuelve  el  asunto  al  Juez  ó  Tribunal  supe- 
rior, y  por  eso  se  dice  que  tiene  efecto  suspensivo  y  devolutivo^  y  en  el 
segundo  caso,  tiene  sólo  el  efecto  devolutivo  pero  no  el  svspensivo. 

La  regla  general  según  este  artículo,  es  que  se  admitan  en  un  sólo 
ofecto,  y  sólo  en  los  casos  en  que  se  halle  prevenido  que  se  admitan  li- 
bremente ó  en  ambos  efectos  se  hará  así. 

Art.  384.  Además  de  los  casos  determinados  expresamente 
-«n  la  ley,  se  admitirán  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se 
interpongan: 

1**  De  las  sentencias  definitivas  en  toda  clase  de  juicios, 
cuando  la  ley  no  ordene  lo  contrario. 

2**  De  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al  juicio, 
haciendo  imposible  su  continuación. 

3**  De  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio  irrepa- 
rable en  definitiva  — {Ley  ant.^  arts.  67  y  70.) 

En  este  artículo  se  fijan  además  de  los  casos  determinados  por  la  ley 
on  que  se  han  de  admitir  en  ambos  efectos  las  apelaciones,  tres  especial- 
mente: de  las  sentencias  definitivas  en  toda  clase  juicios,  si  la  ley  no  or- 
dena lo  contrario;  de  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al  jui- 
cio haciendo  imposible  su  continuación,  y  de  los  autos  y  providencias  que 
-causen  perjuicio  irreparable  en  definitiva. 

El  primer  caso  no  ofrece  duda  ninguna,  porque  desde  luego  se  sabe 
cuál  es  una  sentencia  definitiva:  el  segundo,  aun  cuando  algo  más  vago, 
también  se  comprende  su  precepto,  porque  toda  resolución  que  no  sea  la 
-sentencia  definitiva  y  que  sin  embargo  pone  término  al  juicio  haciendo 
jimposible  su  continuación,  estará  comprendida  en  este  segundo  caso;  pero 
respecto  del  tercero,  ya  salta  la  dificultad.  Se  refiere  sin  duda  alguna  á 
las  providencias  que  causan  estado  si  se  consiente;  y  la  dificultad  está  en 
determinarlas  clara  y  expresamente.  Tal  es  por  ejemplo,  la  en  que  se  de- 
nie^e  la  pretensión  de  acumulación  de  autos;  la  en  q[ue  se  repela  de 
'•oficio  la  demanda;  la  en  que  se  desestime  alguna  diligencia  de  prueba,  y  la 
•^n  que  se  declare  á  uno  cpnfeso.  Habrá  otras  resoluciones  que  estén 
comprendidas  eri  este  caso,  y  por  el  contrario,  algunas  de  las  antedichas, 
como  la  de  admitir  dguna  diligencia  de  prueba  ó  la  concesión  ó  denega- 
ción de  alimentos  provisionales,  si  bien  son  de  las  que  causan  estado,  no 
hay  sin  embargo  apelación  de  ellas,  y  por  lo  tanto  salen  fuera  de  ese  caso. 

Art.  385.  En  el  último  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juea 
^admite  la  apelación  en  un  efecto  por  estimar  que  no  es  irrepa- 
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rabie  el  perjuicio,  y  el  apelante  reclama  dentro  de  tercero  día- 
insistiendo  en  lo  contrario,  se  admitirá  la  apelación  en  ambod- 
efectos,  siempre  que  éste,  en  un  plaza  que  no  exceda  de  sai» 
días,  preste  fianza  á  satisfacción  del  Juez,  para  responder,  ea 
8u  caso,  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  pueda  ocasionar 
al  litigante  ó  litigantes  contrarios. 

Sí  la  Audiencia  confirmase  el  auto  apelado,  condenará  al 
apelante  al  pago  de  dichas  indemnizaciones,  fijando  prudeu* 
cialraente  el  importe  de  Iqs  daños  y  perjuicios. 

La  indemnización  de  éstos  no  bajará  de  lOO  pesetas,  ni  po- 
drá exceder  de  1.000  para  cada  una  de  las  partes  cocrtrarias^ 
además  de  lo  que  importen  las  costas. 

Esté  artículo,  relacionado  con  el  último  párrafo  del  anterior,  incurre 
en  una  contradicción  y  en  una  falta  de  consecuencia.  En  el  artículo  ante- 
rior, ha  dicho  la  ley  que  se  admitirían  en  ambos  efectos  las  apelacioner 
de  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio  irreparable  en  definitiva; 
y  este  artículo  dice  que  en  esas  providencias,  si  el  Juez  admite  la  apela^ 
clon  en  un  efecto,  por  estimar  que  no  es  irreparable  el  perjuicio  y  el  ape- 
lante reclama  dentro  de  tercero  día,  insistiendo  en  lo  contrario,  se  admi- 
tirá la  apelación  en  ambos  efectos. 

Como  se  vé,  el  píürafo  tercero  del  art.  384  está  fuera  de  lugar,  ó  le 
falta  una  excepción,  la  de  que  el  Juez  estime  que  no  es  irreparable  el  per- 
juicio para  que  la  apelación  no  se  admita  en  ambos  efectos.  Se  deja,  pues, 
al  arbitrio  del  Juez  si  el  perjuicio  es  irreparable  ó  no  lo  es,  para  en  el  pri- 
mer caso  admitir  la  apelación  en  ambos  efectos,  y  en  el  segundo  sólo  en 
uno.  Pero,  aun  en  este  caso,  en  que  el  Juez  entienda  que  no  hay  perjui- 
cio irreparable,  la  apelación  habrá  de  admitirse  en  ambos  efectos,  con  sólo 
reclamar  dentro  de  tercero  día.  Y  hé  aquí  que  para  los  litigantes  de  mala 
fé  siempre  será  esa  apelación  admisible  en  ambos  efectos,  porque  siempre- 
reclamarán  para  que  así  sea,  y  se  dé  largas  al  pleito,  según  la  frase  vulgar 
de  tales  litigantes. 

Nos  parece,  por  lo  demás,  digna  de  aplauso  la  sanción  que  inipone  la 
ley  para  el  caso  de  que  reclamando  v  teniendo  que  admitirse  la  apeladon 
en  ambos  efectos,  la  Audiencia  confirme  el  auto  ó  providencia  apelado*;  y 
para  ello,  empieza  por  exigir  que,  previamente  á  la  apelación  en  am- 
bos efectos,  el  apelante,  en  un  plazo  que  no  exceda  de  seis  días,  preste 
fianza  á  satisfacción  del  Juez,  para  responder  en  «u  caso  á  las  costas,  da- , 
ños  y  perjuicios. 

Téngase  presente  que  el  Juez  no  puede  acordar  la  admisión  de  la 
apelación  en  ambos  efectos,  sin  que  se  preste  la  fianza,  y  que  ésta  lia  de 
ser  á  satisfacción  del  Juez,  sin  cuyos  dos  requisitos  la  apelación  sólo  se 
admitirá  en  un  solo  efecto. 

Art.  386.  Interpuesta  en  tiempo  y  forma  una  apelación,  el 
Juez  la  admitirá  &in  sustanciacion  alguna,  si  fuere  proceden- 
te, expresando  ai  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  »(5Ia- 
(Ley  ant,  arí,  69.) 

No  encontramos  claro  este  artículo,  á  no  ser  que  se  refiera  á  las  aoe- 
laciones  de  loé  autos  y  providencias  de  que  habla  el  párrafa  tercero  det 
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artículo  384;  porque  dice  que  interpuesta  una  apelación  en  tiempo  y  for- 
ma, el  Juez  la  admitirá ,  sin  sustanciacion  alguna,  si  fuere  procedente, 
expresando  si  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo. 

Ha  dicho  el  art.  383,  en  su  párrafo  segundo,  que  las  apelaciones  se 
admitirán  en  un  solo  efecto,  en  todos  los  casos  en  que  no  se  halle  pre- 
venido que  se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos.  Luego  en  los  ca- 
sos en  que  esto  último  proceda,  el  Juez  no  puede  admitirlas  en  un  solo 
efecto,  y  en  los  que  proceda  sólo  en  este,  no  puede  admitirlas  en  ambos. 
Creemos  que  el  artículo  hubiera  estado  más  lógico  diciendo  que  se  admi- 
tirá la  apelación  en  el  efecto  que  proceda,  por  más  que  el  Juez  tuviera  que 
consignar  en  su  auto  cuál  era  éste. 

Art.  387.  Admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  Juez 
remitirá  los  autos  originales  al  Tribunal  superior  dentro  de 
seis  dias,  bajo  su  responsabilidad  y  á  costa  del  apelante,'  citan- 
do y  emplazando  previamente  á  los  Procuradores  de  las  partes 
para  que  éstas  comparezcan  ante  dicho  Tribunal  en  el  térmi- 
no de  20  dias.  {Ley  ant.,  art.  70,  par.  2°.) 

Este  artículo  tiende  á  procurar  la  rapidez  en  la  sustanciacion  de  la 
apelación,  previniendo  que  el  Juez,  bajo  su  responsabilidad,  remita  los 
autos  originales,  cuando  la  apelación  se  admite  libremente,  al  Tribunal  su- 
perior y  á  costas  del  apelante,  citando  y  emplazando  á  los  Procuradores 
para  que  comparezcan  en  dicho  Tribunal  en  el  término  de  20  dias. 

Art.  388.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  se  suspenderá 
la  ejecución  de  la  sentencia  ó  auto  apelado,  hasta  que  recaiga 
el  fallo  del  Tribunal  superior.  (Ley  ant.,  art.  lO.J 

Jnrüprudencia.-^Afehásí  una  sentencia,  aunc^ue  sólo  sea  en  alguno 
de  sus  extremos,  no  obtiene  las  autoridad  de  cosa  jusa  juzgada  en  ningu- 
no de  ellos  (14  de  Enero  de  1876). 

Art.  389  También  quedará  mientras  tanto  en  suspenso  la 
jurisdicción  del  Juez  para  seguir  conociendo  de  los  autds  prin- 
cipales y  de  las  incidencias  á  que  puedan  dar  lugar,  desde  el 
momento  en  que  admita  en  ellos  una  apelación  en  ambos  efec- 
tos. {Ley  ant.,  art.  74,  par.  2®.) 

r 
£1  primero  de  estos  artículos  es  una  consecuencia  del  efecto  de  las 
apelaciones,  la  de  suspender  la  ejecución  de  la  resolución  apelada;  y  el 
segado,  la  consecuencia  natural  y  precisa  de  haberse  remitido  los  autos 
onginales  á  la  Superioridad  en  apelación  en  ambos  efectos. 

Art.  390.  Se  exceptúan  de  la  regla  establecida  en  el  ar- 
tículo anterior,  y  podrá  el  Juez  seguir  conociendo: 

V  De  los  incidentes  que  se  sustancien  en  pieza  separada, 
formada  antes  de  admitir  la  apelación. 

2®  De  todo  lo  que  se  refiera  á  la  administración,  custodia  y 
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conservación  de  bienes  embargados  ó  intervenidos  judicial- 
mente, siempre  que  la  apelación  no  verse  sobre  alguno  de  es- 
tos puntos. 
3**  De  lo  relativo  á  la  seguridad  y  depósito  de  personas. 

Este  artículo  es  una  excepción  al  anterior;  y  aun  cuando  parece  una 
contradicción  á  la  doctrina  de  las  apelaciones,  en  cuanto  á  sus  efectos, 
puesto  que  á  pesar  de  haber  admitido  una  en  ambos  ó  libremente ,  no  se 
suspenden  algunos  incidentes  del  pleito  principal,  el  artículo  ó  la  excep- 
ción, sin  embargo,  es  digna  de  aplauso,  porque  de  ninguno  de  los  extre- 
mos que  abraza  este  artículo,  puede  resultar  perjuicio,  cualquiera  que  sea 
la  resolución  que  recaiga  en  la  apelación  interpuesta  referente  al  asunto 

Srincipal,  antes  al  contrario,  la  suspensión  de  estas  diligencias  que  tien- 
en á  la  seguridad  y  protección  de  las  cosas  ó  personas  objeto  del  litigio, 
podria  acarrear  las  más  de  las  veces  gravísimos  daños. 

Art.  391.  No  se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia, 
auto  ó  providencia  apeladas  cuando  haya  sido  admitida  la  ape- 
lación en  un  solo  efecto. 

En  este  caso,  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva, 
quedará  en  el  Juzgado  testimonio  de  lo  necesario  para  ejecu- 
tarla, remitiendo  los  autos  al  Tribunal  superior  en  la  forma  y 
términos  prevenidos  en  el  art.  387. 

Si  fuere  de  auto  6  providencia,  se  facilitará  al  apelante,  á 
su  costa,  testimonio  de  lo  que  señalare,  de  los  autos,  con  las 
adiciones  que  haga  el  colitigante  y  el  Juez  estime  necesarias, 
para  que  pueda  recurrir  á  la  Audiencia. 

El  apelante  deberá  solicitar  dicho  testimonró  dentro  de  cin- 
co dias,  expresando  los  particulares  que  deba  contener.  Tras- 
currido este  término  sin  haberlo  solicitado,  se  le  negará  el  tes- 
timonio y  se  tendrá  por  firme  la  resolución  apelada.  (Ley  anf.^ 
articulo  1\.) 

Los  -dos  primeros  párrafos  de  este  artículo  son  asimismo  una  conse- 
cuencia de  haberse  admitido  la  apelación  en  un  solo  efecto.  Como  en  este 
caso  no  se  suspende  la  ejecución  de  la  resolución  apelada,  sino  que,  por 
el  contrario,  hay  que  llevarla  á  efecto;  para  ello  es  necesario  que  quede 
en  el  Tribunal  inferior  lo  suficiente  á  este  fin:  y  por  eso  dispone  el  artícu-* 
lo  que  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva,  quedará  en  el  Juzg^ 
do  testimonio  de  lo  necesario  para  ejecutarla,  remitiendo  los  autos  origi- 
nales á  la  Superioridad;  y  si  fuere  de  un  auto  ó  providencia,  se  facilitará 
al  apelante  testimonio  de  lo  que  señalare,  con  las  adiciones  que  haga  el 
colitigante  y  el  Juez  estimare  necesarias  para  que  pueda  recurrir  á  la  Au- 
diencia. 

El  último  párrafo  del  artículo  es  nuevo.  No  basta  presentar  el  escrito 
interponiendo  la  apelación;  aun  admitida  ésta,  para  que  se  eleve  á  la  Su- 
perioridad, es  necesario  que  el  apelante  solicite  testimonio  de  los  particu- 
lares que  deba  contener,  dentro  del  término  de  cinco  dias,  trascurridos  los 
cuales  sin  efectuarlo,  se  le  negará  después  el  testimonio  y  se  tendrá  por 
.firme  la  resolución  apelada. 


Digitizéd  by  VjOOQIC 


LIBEO   I  —  TITULO   IX  —  ABTÍCÜLO   391  261 

Téngase  presente  que  este  párrafo  se  refiere  ünicamente  al  caso  de  ape- 
lación oe  un  auto  ó  providencia  admitida  en  un  solo  efecto;  porque  si  es 
de  sentencia  definitiva,  no  hay  (jue  pedir  ese  testimonio,  puesto  que  éste 
(juedará  en  el  Juzgado,  y  se  remitirán  los  autos  originales  á  la  Audiencia 
sin  necesidad  de  pedirlo,  y  en  la  forma  y  términos  prevenidos  en  el  ar- 
ticulo 387. 

Jurisprudencia.  —  Se  refiere  al  cumplimiento  de  lo  mandado  cuando 
deben  admitirse  las  apelaciones  en  un  solo  efecto;  y  como  disposición  de 

Íirocedimiento,  no  puede  ser  motivo  de  un  recurso  de  casación  en  el 
pndo. 

Art.  392.  A  continuacipu  del  testimonio  expresado  en  los 
dos  últimos  párrafos  del  artículo  anterior,  se  hará  la  citación 
y  emplazamiento  de  las  partes  para  su  comparecencia  en  el 
Tribunal  superior  dentro  del  término  de  15  dias,  y  se  acredita- 
rá la  entrega  de  dicho  testimonio  al  Procurador  del  apelante. 
{Ley  ant.<f  art.  71.) 

Este  artículo  se  refiere  á  los  dos  párrafos  últimos  del  anterior.  En 
cuanto  al  primero,  hay  que  estar  á  lo  mandado  en  el  art.  387.  Pero  es  el 
caso  que  éste  manda  que  se  cite  á  las  partes  para  que  comparezcan  en  la 
Supenoridad  en  el  término  de  veinte  dias\  y  el  artículo  que  comentamos 
dice  que  obtenida  la  certificación  el  apelante  comparecerá  en  el  Tribunal 
supenor  dentro  del  término  de  quince  dias.  Hay,  pues,  diferencia  de  tér- 
mino para  comparecer  en  la  Superioridad,  según  que  la  apelación  sea  de  • 
una  sentencia  definitiva  ó  de  un  auto  6  providencia.  En  el  primer  caso  se 
conceden  veinte  dias  y  solamente  quince  en  el  segundo. 

No  comprendemos  la  razón  de  diferencia,  ni  la  explica  la  ley.  £1  ar- 
tículo 72  de  la  ley  anterior,  del  que  está  tomado  éste,  en  el  mismo  caso 
concedia  veinte  dias  para  comparecer  en  la  Superioridad. 

Art  393.  Dentro  de  los  15  dias  siguientes  al  de  la  entrega 
del  testimonio,  deberá  el  apelante  hacer  uso  de  él,  mdorando 
la  apelación  en  el  Tribunal  superior.  {Ley  ant.,  art.  72.)- 

Este  artículo  ratifica  lo  dicho  en  el  anterior,  en  cuanto  al  término  de 
fuince  dias  que  se  concede  en  el  caso  de  apelarse  de  una  providencia'  ó 
auto  para  mejorar  la  apelación. 

El  término  para  mejorar  la  apelación  está  comprendido  en  el  núm.  6** 
del  art.  310  como  uno  de  los  que  son  improrogabfes.  Es,j)ues,  improro- 
gable  por  disposición  expresa  de  la  ley. 

Jurisprudencia. — Es  improrogable  por  su  naturaleza  el  término  para 
mejorar  la  apelación.  (5  de  Diciembre  de  4861.) 

Art.  394.  Cuando  haya  sido  admitida  en  un  efecto  cual- 
quiera apelación,  podrá  el  apelante  solicitar  de  la  Audiencia 
que  la  declare  admitida  en  ambos  efectos,  citando  la  disposi- 
ción legal  en  que  se  funde. 

Deberá  deducir  esta  pretensión  en  el  término  del  emplaza- ' 
miento  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva,  y  en  los 
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demás  caeos  al  presentar  el  testimonio  para  mejorar  la  apela- 
ción. {Ley  ant,^  artículos  73,  74  y  75.) 

Según  este  artículo,  cuando  haya  sido  admitida  en  un  solo  efecto 
cualquiera  apelación,  podrá  el  apelante  solicitar  de  la  Audiencia  que  la 
declare  admitida  en  ambos  efectos,  citando  la  disposición  legal  en  que  se 
funde. 

No  dice  el  artículo  si  para  conceder  esta  petición  será  necesario  que  se 
haya  hecho  la  misma  ante  el  inferior,  esto  es,  que  alU'  se  haya  pedido  la 
apelación  en  ambos  efectos  y  que  el  Juez  la  haya  admitido  sólo  en  uno. 
Y  aun  cuando  la  ley  no  distingue,  nos  inclinamos  á  creer  que  así  debe  de 
ser,  porque  en  otro  caso,  sería  conceder  en  la  superioridad,  más  que  se 

Sidió  ante  el  inferior,  pues  que  este  beneficio  es  una  especie  de  alzada, 
entro  de  la  apelación,  que  la  parte  que  se  cree  perjudicaida  hace  ante  el 
superior  de  la  resolución  del  inferior. 

Así  lo  entendieron  los  Señores  Manresa,  Miouel  y  Reus,  aconsejando 
&  los  apelantes  que  en  este  caso,  cuando  el  Juez  hubiera  admitido  la  ape- 
lación en  un  solo  efecto,  procediendo  en  ambos,  lo  que  ante  todo  debieran 
hacer,  era  pedir  reposición  de  la  providencia  dentro  de  tres  dias,  y  si  ftiere 
denegada,  usar  de  la  facultad  que  se  le  concede  para  pedirlo  ante  la  Au- 
diencia. 

No  dice  la  ley  que  haya  de  acudirse  á  la  reposición  en  primer  término; 
y  nosotros  nos  inclmamos  á  creer  que  bastará  haber  pedido  que  la  apela- 
ción se  admita  en  ambos  efectos,  para  que  pueda  usarse  de  ese  remedio 
extraordinario  en  la  Audiencia. 

La  manera  de  deducir  esta  pretensión  en  la  superioridad,  en  cuanto  al 
tiempo  de  hacerla,  es  distinta,  según  que  la  apelación  sea  de  sentencia  de- 
finitiva ó  de  auto  ó  providencia.  En  el  primer  caso,  hay  que  hacerlo  en  el 
término  del  emplazamiento,  y  en  el  segundo,  al  presentar  el  testimonio 
para  mejorar  la  apelación. 

Véase  lo  dicho  en  el  artículo  anterior,  en  cuanto  al  término  para  pre- 
sentarse en  la  superioridad. 

Art.  395.  Si  al  deducir  el  apelante  dicha  pretensión  se  hu- 
biei'e. personado  en  el  Tribunal  superior  la  parte  apelada,  se  le 
entregará  la  copia  del  escrito  para  que  pueda  impugnarla,  si  le 
conviene,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes,  trascurridos  los 
cuales  dictará  la  Audiencia,  sin  más  trámites  y  sin  ulterior  re- 
curso, la  resolución  que  estime  arreglada  á  derecho. 

Nada  más  justo  que  oir  á  la  parte  apelada  si  ésta  se  hubiere  presen- 
tado ya  en  la  superioridad,  acerca  de  tal  pretensión.  Si  la  parte  apelante 
{mede  sufrir  perjuicios  por  no  admitírsele  la  apelación  en  ambos  efectos» 
a  apelada  puede  sufrirlos  también  por  admitirse  en  tal  concepto;  y  hé 
aquí  la  razón  y  la  conveniencia  de  qufe  se  la  oiga. 

Art.  396.  Si  la  Audiencia  desestimase  la  pretensión  antedi- 
cha, condenará  al  apelante  en  las  costas  de  este  incidente,  y 
dará  á  la  apelación  la  sustanciacion  que  corresponda. 

Si  declara  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  se  li- 
brará orden  al  Juez  de  primera  instancia  para  que  suspenda  la 
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-ejecución  de  la  sentencia  ó  remita  sin  dilación  los  autos  origi- 
nales,  según  los  casos,  notificándolo  á  las  partes.  {Ley  ant.,  ar- 
ticulo 74,  par.  2"".) 

Goasecuencia  de  uaa  pretensión  injusta  é  improcedente  es  la  imposi- 
ción de  las  costas  al  que  nace  tal  pretensión.  .Por  eso  está  justiñcado  el 
párrafo  primero  de  este  artículo. 

En  cuanto  al  segundo,  es  asimismo  lógicct.  Si  se  admite  la  apelación 
en  ambos  efectos,  es  necesario  que  surta  el  principal  que  producen  las  ape- 
laciones libres,  esto  es,  la  suspensión  de  la  ejecución  de  la  sentencia,  auto 
^  providencia.  A  esto  tiende  este  articulo,  que  manda  suspender  la  ejecu- 
ción y  remitir  los  autos  originales,  cuando  esto  proceda. 

Art.  397.  También  podrá  la  parte  apelada  solicitar  ante  la 
Audiencia,  dentro  del  término  del  emplazamiento,  que  se  de- 
clare admitida  en  un  solo  efecto  la  apelación  que  el  Juez  hu- 
biere admitido  en  ambos,  citando  la  disposición  legal  en  que 
-se  funde. 

Se  sustanciará  esta  pretensión  por  los  trámites  establecidos 
en  el  art.  395.  Si  accediere  á  ella  el  Tribunal  superior,  se  li- 
brará óríen  al  Juez  de  primera  instancia,  con  certificación  de 
la  sentencia  apelada,  para  que  la  lleve  á  efecto. 

Si  por  tratarse  de  un  auto  ó  provideqcia  fueren  necesarios 
los  autos  en  el  Juzgado  inferior  para  continuarlos,  se  le  devol- 
Terán,  quedando  certificación  de  lo  necesario  para  sustanciar 
la  apelación. 

Este  artículo  tiende  á  igualar  los  derechos  de  la  parte  apelada  con  los 
de  la  apelante.  Asi  como  ésta  tiene  el  de  pedir  que  una  apelación  admitida 
en  un  solo  efecto  por  el  inferior,  lo  sea  en  ambos  por  el  superior,  así  aaue- 
(la  k)  tiene  para  pedir  que  la  admitida  en  ambos  efectos  lo  sea  ó  se  declare 
.serlo  en  uno  solo. 

No  dice  la  ley  si  es  necesario  que  la  parte  apelada  hava  hecho  tal  pe- 
tición en  el  Juzgado  inferior,  ó  que  se  haya  opuesto  á  la  pretensioii  del 
apelante  de  que  se  admita  en  ambos  efectos;  pero  si  el  apelante  tiene  ne- 
-cesidad,  se^n  creemos,  de  pedir  en  el  Juzgauo  inferior  que  la  apelación 
se  admita  libremente,  para  que  en  caso  de  negársele  pueda  reproducir  su 

Sretension  ante  la   superiondad,  de  la  misma  manera  .la  parte  apelada 
ebe  haberse  opuesto  á  que  la  apelación  se  admita  en  ambos  efectos,  para 
pod^  pedir  en  la  superioridad  que  se  declare  serlo  en  uno  solo. 

La  pretensión  de  la  parte  apelada  se  ha  de  sustanciar  como  previene  el 
artículo  395,  esto  es.  oyendo  al  apelante  dentro  de  los  tres  dias  siguientes, 
^entregándole  copia  del  escrito. 

No  dice  la  ley  si  en  el  caso  de  desestimarse  esta  pretensión  de  la  parte 
apelada,  se  la  ha  de  condenar  en  las  costas.  Poto  como  el  artículo  hemos 
dicho  que  tiende  á  igualar  los  derechos  de  una  y  otra  parte,  si  á  la  ape- 
lante se  la  condena  en  las  costas,  por  estimarse  improcedente  su  preten- 
4^ion,  no  hay  razón  alguna  para  ^e  no  se  haga  lo  mismo  con  la  apelada, 
^n  ej  easo  de  estimarse  improcedente  la  suya.. 

Art.  398.  Contra  los  autos  6  proTidencias  de  los  Jneces  da 
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primera  instancia  denegando  la  admisión  die  apelación,  podr&~ 
el  que  la  haya  interpuesto  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia: 
respectiva. 

Deberá  prepararse  este  recurso  pidiendo,  dentro  de  quinto- 
día,  reposición  del  auto  ó  providencia,  y  para  el  caso  de  no  es- 
timarla, testimonio  de  ambas  resoluciones. 

Si  el  Juez  no  diere  lugar  á  la  reposición,  mandará  á  la  vez 
que,  dentro  de  los  seis  'días  siguientes,  se  facilite  dicho  testi- 
monio á  la  parte  interesada,  acreditando  el  actuario,  á  conti- 
nuación del  mismo,  la  fecha  de*la  entrega.  (Ley  ant.y  arú.  75.) 

El  precepto  de  este  artículo  es  el  mismo  del  75  de  la  anterior  ley. 
Pero  eo  el  que  comentamos  se  amplia  y  se  detalla  más.  Segua  este  articu- 
lo, denegada  una  admisión  de  apelación,  deberá  prepararse  el  recurso  de 
queja,  pidiendo  dentro  del  quinto  dia  reposición  del  auto  ó  providencia, 
y  para  el  caso  de  no  estimarla,  testimonió  de  ambas  resoluciones;  y  eF 
Juez  mandará  que  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  se  facilite  testimonio 
á  la  parte,  acreditando  la  fecha  de  su  entrega.  Este  recurso  se  ha  asimila- 
do bastante  al  de  queja  por  denegación  del  de  casación. 

Art.  399.  Dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al  de  la  en- 
trega del  testimonio,  deberá  la  parte  que  lo  hubiere  solicitada 
hacer  uso  de  él,  presentando  ante  la  Audiencia  el  recurso  de 
queja. 

£1  art.  75  de  la  ley  anterior  no  fijaba  el  término  dentro  del  cual  hábés^ 
de  interponerse  el  recurso  de  queja  en  la  superioridad.  La  actual  establece 
el  de  quince  dias. 

Art.  400.  Presentado  en  tiempo  el  recurso  con  el  testimo- 
nio, acordará  la  Audiencia  que  se  libre  orden  al  Jueií  de  pri-- 
mera  instancia  para  que  informe  con  justificación,  y  recibida- 
este  informe,  resolverá  sin  más  trámites  lo  que  crea  justo. 

Si  estima  bien  denegada  la  apelación,  mandará  ponerlo  ea 
conocimiento  del  Juez  por  medio  de  carta-órden  para  que 
conste  en  los  autos. 

Y  si  estimare  que  ha  debido  otorgarse,  lo  declarará  así,  coa 
expresión  de  si  ha  de  entenderse  admitida  en  un  sólo  efecto  ó- 
en  ambos,  ordenando  al  Juez,  según  los  casos,  que  remita  lo»^ 
autos  originales,  según  se  previene  en  el  art.  387,  ó  que  sa 
facilite  al  apelante  el  testimonio  de  que  hablan  los  artícu- 
los 391,  392  y  393,  en  la  forma  y  para  los  efectos  en  ellos  pre- 
venido3.  ('Zey  ant.j  art.  75.) 

Los  dos  primeros  párrafos  de  este  artículo,  son  los  mismos  del  75  de 
la  anterior  ley,  y  el  tercero,  que  también  consigna  la  disposición  del  de 
aquel,  lo  ha  determinado  y  especificado  de  tal  manera,  que  no  puede  dac^ 
Jugar  á  duda. 

Jurtsprudencia.--'Lsí  Sala  que  se  separa  de  la  tramitación  especial  se— 
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lisiada  para  los  recursos  de  queja,  inflinge  este  art.  75.  (11  de  Octubre 
de  1870.) 

SECCIÓN  SEiGÜNDA.  ^      . 

RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES  DE  LAS  AUDIENCIAS. 

Después  de  haber  tratiado  la  ley  en  la  primera  sección  de  este  título  de 
los  recursos  que  proceden  contra  fas  resoluciones  de  los  Jueces  de  primera 
instancia,  pasa  en  esta  segunda  á  ocuparse  de  los  que  pueden  utilizarse 
contra  las  de  los  Tribunales  superioi^s  ó  Audiencias. 

Art.  401.  Contra  las  providencian  de  mera  tramitación  qua 
dicten  las  Audiencias,  no  se  da  recurso  alguno,  salvo  el  de  res- 
ponsabilidad. 

Por  el  art.  376  se  concede  el  recurso  de  reposición  contra  las  provi- 
dencias de  mera  tramitación  que  acuerden  los  Jueces  de  primera  instancia; 
pero  al  tratarse  de  esas  providencias  pronunciadas  por  las  Audiencias,  se 
deniega  ese  recurso,  y  solamente  se  concede  el  de  responsabilidad.  Es  una 
restricción  que  no  comprendemos;  y  mucho  menos,  cuando  no  se  pone  á 
jtínovidencias  del  mismo  género  en  otra  instancia. 

Art.  402.  Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  in* 
cidentes  que  se  promuevan  durante  la  segunda  instancia,  se 
dará  el  recurso  de  súplica  para  ante  la  misma  Sala  dentro  de 
ífinco  días. 

Este  recurso  se  sustanciará  en  la  forma  establecida  para  el 
de  reposición  en  los  artículos  378  y  379^,  dictándose  la  resolu- 
ción, previo  informe  del  Magistrado  Ponente.  (Let^  ant.y  ar^ 
ticulo66.) 

Este  artículo  ha  ampliado  el  plazo  que  al  efecto  concedia  el  66  de  la 
ley  anterior.  Según  ésta,  el  término  para  suplicar  de  las  providencias  in- 
terlocutorias  de  los  Tribunales  Supremo  y  superiores,  era.  el  de  cinco. . 
dias.  La  nueva  ley  fija  el  de  cinco.  Pero  este  artículo,  en  yez  de  decir  pro- 
videncias interlocutorias,  dice  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  inci- 
dentes. 

Art.  403.  Contra  las  sentencias  definitivas  y  los  autos  que^ 
pongan  término  al  juicio,  dictados  ^or  las  Audiencias  en  se- 
gunda instancia",  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación,, 
dentro  de  los  términos,  en  los  cpsos  y  en  la  forma  que  se  de- 
terminan en  el  tít.  21  del  libro  II  de  esta  ley. 

Contra  las  demás  resoluciones  qae  dicten  en  apelación,  no 
se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad.  (Ley  ant,y 
articulo  76.) 

Por  este  artículo  se  equiparan  los  autos  que  pongan  término  al  juicio» 
á  las  sentencias  definitivas.  Contra  ambas  resoluciones,  no  se  da  otro  re- 
corso  que  el  de  casación. 

TOMO  1  34 
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El  párrafo  2®  de  este  artículo  dice,  que  contra  las  demás  resoluciones 
que  dicten  en  apelación  las  Audiencias,  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo 
«1  de  responsabilidad.  Téngase  presente  que  estas  resoluciones  han  de  ser 
de  las  que  no  pongan  término  al  juicio,  pues  contra  éstas,  sean  autos  ó 
sentencias,  procede  el  recurso  de  casación  en  los  términos  y  forma  que  la 
ley  preceptúa  para  esta  clase  de  recursos. 

Art.  404.  También  procederá  el  recoirso  de  casación  con- 
tra las  sentencias  definitivas  que  dicten  las  Audiencias  en  los 
asuntos  sometidos  á  su  jurisdifcion  en  primera  y  única  ins- 
tancia, y  contra  los  autos  que  resuelvan  los  recursos  de  sú- 
plica establecidos  en  el  art.  402,  cuando  tengan  el  carácter  de 
sentencias  definitivas.  {Ley  ant.y  art.  76.) 

Este  artículo  es  una  excepción  de  los  dos  anteriores.  Según  él,  tam- 
bién procederá  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definitivas  que 
dicten  las  Audiencias  en  los  asuntos  de  que  conozcan  en  primera  y  se- 
gunda instrancia,  y  contra  los  autos  que  resuelven  los  recursos  de  súplica 
establecidos  en  el  art.  402,  cuando  tengan  el  carácter  de  sentencias  den- 
tivas. 

Estos  recursos  de  súplica  son  los  interpuestos  en  la  misma  superiori- 
dad, y  ha  de  tener  la  resolución  en  que  se  denieguen,  el  carácter  de  sen- 
tencia definitiva,  para  que  contra  ella  proceda  el  recurso  de  casación. 

SECCIÓN  TERCERA. 

BECÜRSOS  CONTRA  LAS   RESOLUCIONES  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO. 

Recorriendo  la  escala  jerárquica  de  los  Tribunales,  llega  la  ley  en  esta 
«eccion  al  Tribunal  Supremo,  contra  cuyas  resoluciones  los  recursos  que  se 
conceden  son  limitadísimos. 

Art.  405.  Las  disposicwnes  de  los  artículos  401  y  402  serán 
ttplicables  á  las  resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  el  Tribu- 
nal Supremo. 

Por  este  artículo  se  equiparan  las  providencias  de  mera  tramitación, 
dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  á  las  de  igual  clase  de  las  Audiencias. 
Contra  unas  y  otras  no  se  da  más  recurso  que  el  de  responsabilidad. 

Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  incidentes  que  se  promue- 
van ante  el  Tribunal  Supremo  se  da  el  recurso  de  súplica  para  ante  la  mis- 
ma Sala  dentro  de  cinco  dias. 

Art.  406.  Contra  las  sentencias  en  que  se  declare  haber  ó 
no  lugar  al  recurso  de  casación,  ó  á  la  admsion  del  mismo,  no 
se.dará  recurso  alguno.  (Ley  de  casación  civil  de  22  de  Abrü 
de  1878,  art  37.) 

Este  artículo  es  terminante.  Contra  las  sentencias  del  Tribunal  Supre- 
mo, declarando  haber  ó  no  lugar  al  recurso  de  casación  ó  á  su  admisión^ 
no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  pedir  aclaración  de  las  mismasa 
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SECCIÓN  CUARTA. 

DISPOSICIONES   COMUNES  Á   LOS  JUZGADOS   Y  TRIBUNALES. 

.Como  las  resoluciones  de  los  Tribunales  tierien  muchos  puntos  comu- 
nes, la  ley,  en  esta  sección,  trata  de  ell^s  en  general,  y  sus  disposiciones 
«on  aplicables  á  todos  aquellos,  sea  cualquiera  su  jerarquía. 

Art.  407.  En  los  casos  en  que  se  pida  aclaración  de  una 
«entencia  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  363,  el  término 
para  interponer  el  recurso  que  proceda  contra  la  misma  sen- 
tencia se  contará  desde  la  notificación  del  auto  en  que  se  haga 
ó  deniegue  la  aclaración.  (Ley  ant.^  art.  77. — Ley  org,  delPo^ 
der  judicial,  art.  695.) 

Ha  dicho  la  ley  en  su  art.  363  (tomando  el  precepto  de  las  dos  que  de- 
jamos citadas),  que  los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  variar  ni  modificar 
sus  sentencias  después  de  firmadas,  pero  sí  aclarar  algún  concepto  oscuro, 
6  suplir  cualquiera  omisión  que  contenga  sobre  punto  discutido  en  el  li- 
tigio; y  qiie  estas  aclaraciones  podrán  hacerse  de  oficio  dentro  del  dia  si- 
fuiente  al  de  la  publicación  de  la  sentencia,  ó  á  instancia  de  parte,  dentro 
el  dia  siguiente  al  de  la  notificación.  Y  como  la  sentencia  qiieda  en  sus- 
penso, ínterin  se  resuelve  la  súplica  ó  petición  de  aclaración  de  la  misma, 
era  necesario  que  la  ley  dijera  desde  cuándo  esa  sentencia  se  consideraba 
firme  para  el  efecto  de  entablar  contra  ella  el  recurso  que  proceda;  v  al 
efecto,  este  artículo  dispone  que  el  término  se  contará  desde  la  notifica- 
ción del  auto  en  que  se  naga  ó  deniegue  su  aclaración. 

La  aclaración  se  puede  hacer  en  dos  casos,  ó  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte.  Este  artículo  parece  referirse  al  segundo,  esto  es,  al  en  que  se  pide 
por  la  parte.  Pero  por  razón  de  analogía,  si  la  sentencia  se  notifica  el 
mismo  dia  de  firmada,  y  al  siguiente  el  Juez  ó  Tribunal,  de  oficio,  la 
aclara  ó  adiciona,  el  término  no  se  contará  desde  la  notificación  de  la  sen- 
tencia, sino  desde  la  del  auto  en  que  se  haga  la  aclaración  ó  adición. 

Art.  408.  Trascurridos  los  términos  señalados  para  prepa- 
rar, interponer  ó  mejorar  cualquier  recurso  sin  haberlo  utili 
2ado,  quedará  de  derecho  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
coza  juzgada  la  resolución  judicial  á  que  se  refiera,  sin  nece- 
sidad de  declaración  expresa  sobre  ello.  {Ley  anL,  artículos  68 
^72,i?¿r.2^) 

Este  artículo  es  una  consecuencia  dol  310,  en  que  se  fijan  los  térmi- 
nos improrogables.  Y  siéndolo  los  que  se  conceden  para  interponer  ó  me- 
jorar recursos,  el  Is^so  de  tiempo  es  bastante  para  tener  por  consentida  y 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  resolución  judicial  á  que  los  re- 
cursoft  se  refieran.  En  este  caso,  no  hay  más  que  dar  á  los  autos  la  trami- 
tación que  corresponda,  como  si,  tal  recurso  no  se  hubiera  interpuesto. 
Esto  significan  las  palabras  «sin  necesidad  de  declaración  expresa  para 
ello.» 
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Art.  409.  El  litigante  que  hubiere  interpuesto  una  apela- 
ción ó  cualquiera  otro  recurso,  podrá  desistir  de  él  ante  el  mis- 
mo Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  recla-^ 
mada,  si  lo  verifica  antes  de  haberse  remitido  los  autos  al  Tri- 
bunal superior,  ó  de  que  se  lé  haya  entregado  la  certificación' 
6  testimonio  para  interponer  ó  mejorar  el  recurso. 

También  podrá  verificarlo  después  de  haber  recibido  este 
documento,  si  lo  devuelve  original  en  prueba  de  no  haber  he- 
cho uso  de  él  ante  el  Tribunal  superior. 

En  los  demás  casos  tendrá  que  hacerse  el  desistimiento 
ante  el  Tribunal  que  deba  conocer  del  recurso. — {ley  ani.,  ar» 
lículos  72,  par,  2^  838  y  839.) 

Este  artículo  tiende  á  ahorrar  gastos  al  litigante  gue  habiendo  inter- 
puesto una  apelación  ó  cualquiera  otro  recurso,  considera  conveniente  á 
sus  intereses  ó  á  su  derecho  desistir  de  él,  A  este  efecto  se  le  autoriza  para 
que  pueda  desistir  ante  el  mismo  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la 
resolución  reclamada;  pero  ha  de  verificarlo  antes  de  que  el  Tribunal  ó 
Juez  hayan  remitido  al  superior  los  autos  (si  ésto  procede),  ó  de  que  se  le 
baya  entregado  la  certificación  correspondiente  en  otro  caso.  Aun  entre- 
gada esa  certificación,  todavía  el  recurrente  ó  apelante  puede  desistir  ante 
el  mismo  Juez  que  ha  dictado  la  sentencia,  auto  ó  providencia  reclama- 
das, siempre  que  esa  ceatificacion  la  devuelva  original,  sin  haber  hecho 
aso  de  ella  ante  el  superior. 

Este  desistimiento  tiene  que  haceíse  dentro  del  término  del  emplaza- 
miento, porque  en  otro  caso,  con  arreglo  al  artículo  anterior,  trascurrido 
ese  térmmo  sin  preparar,  interponer  ó  mejorar  el. recurso,  queda  de  dere* 
cho  consentida  la  resolución  judicial  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada. 

Remitidos  los  autos  al  Tribunal  superior  ó  presentada  ante  él  la  cer- 
tificación ó  testimonio,  sólo  ante  este  Tribunal  puede  hacerse  el  desisti- 
miento. A  esto  se  refiere  el  último  párrafo  del  artículo. 

Art.  410.  Para  tener  por  desistido  al  recurrente,  será  nece- 
sario que  su  Procurador  tenga  ó  presente  poder  especial,  ó  que 
el  mismo  interesado  se  ratifique  en  el  escrito. 

Al  tenerle  por  desistido,  se  le  condenará  en  las  costas  oca- 
sionadas con  la  interposición  del  recurso. 

Este  artículo  exige  el  requisito  esencial  de  la  aquiescencia  del  interesa- 
do para  el  desistimiento.  Y  puede  hacerlo,  bien  otorgando  poder  especial 
para  ello  á  su  Procurador,  ó  bien  ratificándose  en  el  escrito  en  que  se 
pida. 

Llevando  el  Procurador  la  representación  legal  del  interesado  en  el  li- 
tigio, parece  que  aquél  debia  pedir  sólo  el  desistimiento,  y  en  virtud  de 
las  instrucciones  que  tuviera,  sin  necesidad  de  consultar  al  litigante,  así 
como  pide  ó  consiente  otras  diligencias  ó  resoluciones  en  el  asíanlo.  La 
ley  sin  duda  ha  querido  ser  más  protectora  del  litigante  que  su  apoderado, 
y  ha  exigido  ese  requisito. 

Desde  luego,  y  así  lo  dice  el  artículo,  si  en  el  poder  por  virtud  del 
*ual  lleva  el  Procurador  la  representación  en  el  pleito,  existe  la  cláusula 
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de  autorizarle  para  desistir,  i)o  es  necesario  poder  especial  para  esto,  y 
basta  al  efecto  con  el  primitivo. 

Al  tenerle  por  desistido,  se  le  condenará  en  las  costas  ocasionadas  con 
la  interposición  del  recurso;  sin  que  el  artículo  haga  excepción  alguna. 

JtLrisprudencia, — Una  apelación  no  se  entiende  desierta  hasta  que  el 
Tribunal  lo  declare  así.  (6  de  Abril  de  1864.) 

Si  el  apelante  no  comparece  en  el  Tribunal  superior  dentro  del  térmi- 
no del  emplazamiento,  no  es  necesario  que  éste  cite  á  las  partes  para  sus- 
tanciar la  apelación,  puesto  que  á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apela- 
do, se  le  declarará  desierto  el  recurso.  (20  de  Setiembre  de- 1865  y  24  de 
Abril  de  1869.) 

La  providencia  declarando  desierta  una  apelación  tiene  el  carácter  de 
definitiva.  (20  de  Diciembre  de  1862.) 


TITULO  X. 

DE  LA  CADUCIDAD  DE  LA  INSTANCIA. 

Este  título  es  nuevo  en  la  moderna  ley.  Su  objeto  principal  es  el  de 
abreviar  trámites  y  terminar  los  pleitos.  Trátase  en  él  de  1í^  caducidad  de 
las  instancias,  y  aclara  algunos  puntos  hasta  ahora  oscuros  en  la  práctica» 
y  evita  confusiones  y  trámites  de  que  se  aprovechaban  los  litigantes  de 
mala  fé  y  los  pleitistas  temerarios,  utilizando  cuantas  circunstancias  y 
motivos  encontraban  para  detener  el  curso  de  los  autos  y  hacer  intermi- 
nable el  pleito,  que  con  un  procedimiento  rápido  no  harian  prosperar  la 
acción  entablada. 

Pero  si  la  reforma  es  plausible,  tiene  un  punto  muy  vulnerable,  y  es  el 
que  se  refiere  á  los  menores  é  incapacitados,  respecto  de  los  cuales  se  han 
de  tener  por  abandonadas  las  instancias  y  caducadas  de  derecho. 

No  juzgamos  la  reforma  en  principios  de  la  ciencia,  ni  discutimos  la 
conveniencia  ó  inconveniencia  de  comprender  á  los  menores  ó  incapacita- 
dos en  la  prescripción  general,  por  más  que  el  punto  no  deja  de  ser  muy 
discutible;  la  juzgamos  bajo  el  punto  de  vista  del  carácter  de  esta  ley,  míe 
es  de  procedimientos,  y  como  tal  adjetiva.  Y  existiendo  en  nuestra  legisla- 
ción vigente  leyessustantivas  que  conceden  á  los  menores  é  incapacitados 
beneficios  y  privilegios  que  no  tienen  los  demás,  quedando  así  exceptua- 
dos de  la  prescripción  general,  er tendemos  que  esta  ley  ha  traspasado  los 
límites  de  su  jurisdicción,  intrusándose  en  el  de  las  leyes  sustantivas»  al 
servicio  de  las  cuales  deben  estar  siempre  las  adjetivas  para  su  observan- 
cia y  cumplimiento.  Y  si  las  leyes  sustantivas  han  de  tener  preferencia, 
dudamos  mucho  que  en  la  práctica  la  reforma  pueda  prosperar,  puesto  que 
de  cumplir  con  las  prescripciiones  de  esta  ley,  hay  que  infringir  la  de  aque- 
llas; y  en  esa  dualidad,  los  Tribunales  se  decidirán  siempre  y  en  cuestio- 
nes puramente  de  derecho  por  respetar  Jas  leyes  sustantivas. 

Art.  411.  Se  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  en  to- 
da clase  de  juicios,  y  caducarán  de  derecho,  aun  respecto  de  los 
,  menores  ó  incapacitados,  si  no  se  insta  su  curso: 

Dentro  de  cuatro  años,  cuando  el  pleito  se  hallare  en  pri- 
mera instancia : 
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De  dos,  si  estuviere  en  segunda  instancia. 
De  uno,  si  estuviere  pendiente  de  recurso  de  casación. 
Estos  términos  se  contarán  desde  la  última  notificación  que 
ee  hubiere  hecho  á  las  partets. 

Salvo  lo  que  dejamos  dicho,  respecto  á  los  menores  é  incapacitados,  las 
disposiciones  de  este  artículo  nos  parecen  justificadas  y  conducentes  al 
objeto  que  se  proponen.  Sin  eunbargo,  dada  la  mayor  rapidez  que  por  la 
nueva  ley  se  .impone  á  los  procedimientos  judiciales,  ya  será  más  difícil 
que  esa  suspensión  interminable  y  ese  abandono  de  los  pleitos  tenga  lu- 
gar, y  mucho  más  difícil  en  la  instancia  de  casación,  pues  teniendo  tér- 
mino improrogable  para  interponer  el  recurso,  este  se  declara  desierto 
por  el  Tribunal  Supremo,  si  no  se  interpone  dentro  del  tiempo  fijado  y 

lor  la  misma  Audiencia  sentenciadora  firme  la  sentencia,  si  no  se  acre- 

ita  ante  ella  haber  formalizado  el  recurso. 


I 


Art.  412.  No  procederá  la  caducidad  de  la  instancia  por  el 
trascurso  de  los  términos  señalados  en  el  artículo  anterior, 
cuando  el  pleito  hubiere  quedado  sin  curso  por  fuerza,  mayor  6 
por  cualquiera  otra  catísa  independiente  de  la  voluntad  de  los 
litigantes.    . 

En  estos  casos  se  contarán  dichos  términos,  desde  que  los 
litigantes  hubieren  podido  instar  el  curso  de  los  autos. 

La  excepción  de  este  artículo  es  justa,  pues  nunca  puede  confundirse 
á  los  litigantes  de  mala  fé  con  aquellos  que  no  pueden,  contra  su  volun- 
tad, ejercitar  los  derechos  de  que  se  creen  asistidos. 

Art.  413.  Será  obligación  del  Secretario  6  actuario,  en  cuyo 
oficio  radiquen  los  autos,  dar  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  res-  . 
pectivo,  luego  que  trascurran  los  términos  señalados  en  el  ar- 
tículo 411,  para  que  se  dicte  de  oficio  la  providencia  corres- 
pondiente. 

Este  artículo  es  el  complementó  del  i\\.  Para  llevar  á  efecto  lo  man- 
dado en  el  mismo,  se  obliga  al  Secretario  ó  actuario  á  dar  cuenta  al  Juez 
ó  Tfibunal  luéffo  que  trascurran  los  plazos  ó  términos,  por  virtud  de  los 
cuales  se  declara  la  caducidad  de  la  instancia. 

Art.  414.  Si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia  y 
resultare  de  ellos  que  han  trascurrido  los  cuatro  años  sin  que 
ninguna  de  las  partes  haya  instado  su  curso,  pudiendo  hacer- 
lo, se  tendrá  por  abandonada  la  acción,  y  el  Juez  mandará  ar- 
chivarlos sin  ulterior  progreso. 

En  este  caso  serán  de  cuenta  de  cada  parte  las  costas  cau- 
sadas á  su  instancia. 

La  única  excepción  que  este  artículo  pone  á  su  precepto,  es  que  las 
partes  no  puedan  mstar  el  recurso  de  los  autos.  No  dice  la  ley  qué  causas 
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«on  las  que  les  han  de  impedir  ese  trámite,  pero  cualesquiera  que  sean^ 
interrumpen  la  prescripción. 

La  disposición  de  condenar  en  el  caso  de  caducidad  á  las  partes  en  las 
costas,  por  mitad,  es  justa  y  conveniente;  pues  tanta  culpa  del  abandona 
tiene  la  que  no  insta  en  pro  de  la  acción  que  ha  entablaao,  como  la  que 
no  pide,  teniendo  derecho  para  ello,  que  esa  acción  se  declare  improce- 
dente. 

Art.  415.  Cuando  los  autos  se  hallaren  en  segunda  instan- 
cia 6  en  recurso  de  casación,  luego  que  trascurran  los  térmi- 
nos respectivos,  se  tendrá  por  abandonado  el  recurso,  y  por 
firme  la  sentencia  apelada  ó  recurrida,  mandando  devolver 
los  autos  al  Tribunal  ó  Juez  inferior,  con  certificación  del  auto 
en  que  se  hubiere  dictado  esta  resolución,  para  los  efectos  con- 
siguientes. 

En  estos  casos,  las  costas  de  hi  instancia  caducada  serán 
de  cuenta  del  apelante  ó  recurrente. 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  del  anterior,  salvo 
estar  aplicada  á  los  Tribunales  superiores  y  Supremo,  y  mandar  que  se 
devuelvan  los  autos  con  certificación  del  inferior  y  condenar  sólo  al  ape~ 
lante  ó  recurrente  en  las  costas. 

Art.  416.  De  los  autos  á  que  se  refieren  los  dos  artículo» 
anteriores,  podrá  el  demandante,  apelante  ó  recurrente,  pedir 
reposición  ó  suplicar  dentro  de  cinco  dias,  si  creyere  que  se  ha 

Í)rocedido  con  equivocación  al  declarar  trascurrido  el  término 
egal  en  cuya  virtud  se  hubiere  tenido  por  caducada  la  instan- 
cia, ó  se  hallare  en  el  caso  del  art.  412. 

No  podrá  fundarse  la  pretensión  en  ningún  otro  motivo. 

Como  pudiera  ocurrir  que  los  Jueces  ó  Tribunales,  al  declarar  la  ca^ 
ducidad  de  las  instancias,  procediesen  con  error,  este  artículo  concede  al 
demandante,  apelante  ó  recurrente,  pedir  reposición  ó  suplicar  dentro  de 
cinco  días,  si  creyere  que  se  ha  procedido  con  equivocación  al  declarar 
trascurrido  el  término  legal,  ó  se  hallare  en  el  caso  del  art.  4^2.  (Haber 
quedado  sin  curso  por  fuerza  mayor  ó  por  cualquiera  otras  causas  mde- 
pendientes  de  la  voluntad  de  los  litigantes.)  Sin  poder  fundarse  en  nin- 
gún otro  motivo. 

Téngase  presente  que  la  reposición  ha  de  ser  ante  el  Juzgado  inferior, 
para  el  caso  en  que  el  pleito  esté  en  primera  instancia,  y  la  si^plica  ante 
la  Audiencia  ó  Trib«nal  Supremo,  si  está  en  segunda  instancia  ó  en  ca- 
sación. 

Art.  417.  Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á  lo  preve- 
nido en  los  artículos  378  y  379,  admitiéndose  al  que  pida  la. 
reposición  la  justificación  que  ofrezca  sobre  el  hecno  en  que  la 
funde,  concediéndose  á  este  fin  un  plazo  que  no  podrá  exce- 
der de  die«s  dias. 
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El  término  que  se  concede ,  para  justificar  el  hecho  en  que  se  fundir 
la  reposición  ó  la  súplica,  si  se  concede  por  menos  de  los  diez  dias,  será 
prorogable  hasta  ese  término;  concedido  por  ios  diez  dias,  se  hace  im- 
prorogable ;  pues  esto  significa  el  decir  que  no  podrá  exceder  de  diez 
dias. 

Art.  418.  Las  disposiciones  de  los  artículos  que  preceden 
no  serán  aplicables  á  las  actuaciones  para  la  ejecución  de  las 
sentencias  firmes.  Estas  actuaciones  podrán  promoverse  hasta 
conseguir  el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  aunque  hayan 
quedado  sin  curso  durante  los  plazos  señalados  en  el  artícu- 
lo 411. 

Como  la  ejecución  de  una  sentencia  sólo  interesa  á  lá  píffte  que  le  e» 
favorable,  y  como  ya  el  derecho  está  declarado  y  nada  perjudica  á  la  res- 
petabilidad de  los  Tribunales,  de  aquí  que  este  artículo  deje  á  la  parte  in- 
teresada que  inste  el  cumplimiento  de  la  sentencia  ó  le  abandone,  sin  per- 
juicio de  volver  á  pedirlo  cuando  le  parezca  más  conveniente  y  tenga  más 
seguridad  de  poder  conseguirlo. 

Art.  419.  La  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extin- 
gue la  acción,  la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio 
correspondiente,  y  entablando  nueva  demanda,  si  no  hubiere 
prescrito  con  arreglo  á  derecho. 

También  es  de  estricta  justicia  la  declaración  de  este  artículo.  Las  ac- 
ciones tienen  términos  fijos,  dentro  de  los  cuales  pueden  ejercitarse  Cuan- 
do más  convenga  á  la  parte  á  cuyo  favor  se  otorgan.  Comenzado  un  plei- 
to, el  que  ejercita  la  acción  puede  tener  motivos  para  cerciorarse  que  en 
tal  ocasión  no  podrá  obtener  lo  que,  sin  embargo,  cree  justo,  y  no  se  le 
puede  obligar  á  que  continúe  aquel  pleito,  que  por  entonces  no  le  ha  de 
producir  más  que  gastos,  cuando  en  otra  ocasión  podrá  conseguir  el  fin 
oue  se  propone.  De  aquí  que  este  artículo  le  reserve  su  derecho,  aun  ca- 
üucada  la  mstancia,  para  que  lo  ejercite  de  nuevo,  pero  en  el  juicio  cor- 
respondiente y  en  nueva  demanda. 

Art.  420,  En  los  pleitos  que  á  la  promulgación  de  esta  ley 
se  hallen  paralizados  en  cualquiera  de  las  instancias,  se  con- 
tarán los  térmicos  señalados  en  el  art.  411  desde  el  dia  en  que, 
después  de  su  pjiblicacion,  empiece  á  regir. 

Si  estuvieren  archivados,  se  tendrá  por  caducada  de  dere- 
cho la  instancia  pendiente,  sin  necesidad  de  declaración  es- 
pecial, á  no  ser  que  se  promoviere  su  curso  dentro  de  los  pla- 
zos antedichos. 

Este  artículo  tiende  á  facilitar  la  transición  de  una  á  otra  ley.  Como 
las  leyes  civiles  no  pueden  tener  efecto  retroactivo,  la  acción  de  la  mo- 
derna no  puede  alcanzar  á  los  pleitos  que  á  la  sazón  estén  ya  paralizados. 
Así  aue  el  término  para  la  caducidad  de  I09  mismos,  se  contará  desde  qáe 
esta  ley  ha  empezado  á  regir,  teniéndose  por  caducada  de  derecho  la  ins-* 
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^ncia  de  los  ya  archivados,  á  no  ser  que  se  promueva  su  curso  dentro  de 
los  plazos  señalados  en  el  art.  411. 


TÍTULO  XL 

DE    LA  TASACIÓN   DE  COSTAS. 

Hasta  aquí  ha  hablado  la  ley  de  los  casos  en  que  procede  la  condena 
<ó  imposición  de  costas  á  los  litigantes,  al  tratar  de  las  cuestiones  de 
pobreza,  en  las  de  competencias,  recursos  de  fiíerza,  recusaciones,  apre- 
mios ó  resoluciones  de  los  Tribunales;  pero  ahora  dedica  un  título  com- 
pleto para  tratar  de  la  tasación  de  costas,  ó  sea  de  la  forma  en  que  han  de 
tasarse,  aprobarse  y  hacerse  efectivas.  « 

El  principio  de  la  condena  ó  imposición  de  costas,  lo  sancionó  la  ley  8", 
título  22,  Partida  3^,  al  decir  que  «los  que  maliciosamente,  sabiendo  que 
no  han  derecho  en  la  cosa  que  demandan,  mueven  á  sus  contendores  pley- 
tos  .sobre  ella,  trayendo  los  á  juicio  et  faciéndoles  facer  grandes  costas  et 
misiones,»  es  guisado  que  non  sean  sin  pena,  porque  los  otros  se  recelen 
de  lo  facer.» 

La  nueva  ley,  dando  por  supuesto  y  admitido  este  principio,  no  hace 
en  este  título  más  que  determinar  la  forma  de  llevar  á  efecto  la  tasación 
■de  las  costas,  ouando  las  hubiere,  sin  especificar  cuándo  esa  condena  pro- 
cede. 

Es  muy  común,  en  lenguaje  forense,  hablar  de  costas  y  de  gastos  del 
juicio.  Pero  la  ley  comprende,  bajo  la  palabra  costas^  todos  los  gastos  que 
se  causan  con  motivo  de  la  sustanciacioh  de  un  asunto,  incluyendo  los  de- 
rechos que  devengan  los  funcionarios  aue  los  tienen  determinados  en  los 
Aranceles,  los  honorarios  de  los  Abogados  facultativos,  etc.;  no  la  indem- 
nización de  perjuicios  y  devolución  ae  frutos,  que  tiene  uii  procedimiento 
diferente  al  establecido  para  las  costas;  pero  esto  se  entiende  de  los  causa- 
dos á  la  parte  que  obtiene  la  sentencia  favorable,  no  los  de  la  condenada, 
quien,  por  su  parte,  deberá  satisfacer  sus  cuentas  á  sus  defensores,  peritos 
y  á  los  actúanos,  y  es  lo  que  se  llaman  gastos. 

Las  costas  d  gastos  que  se  ocasionan  en  cualquier  diligencia  que  se 
practique  en  juicio,  son  de  cuenta  de  la  parte  que  la  pida,  en  tanto  que  no 
se  determine  en  la  sentencia  cuál  es  la  que  debe  pagarla^;  y  si  en  la  sen- 
tencia no  se  hace  especial  condenación,  se  entiende  que  cada  litigante 
Tiene  obligado  á  pagar  las  causadas  á  su  instancia,  y  entonces  propia- 
mente no  hay  costas,  sino  gastos  que  las  partes  han  caucado  y  tienen  que 
satisfacer  por  su  cuenta. 

En  la  nueva  ley  se  han  introducido  todas  las  reformas  conducentes  á 
evitar  costas  supnmiendo  diligencias,  trámites  y  escritos,  dejando  sólo 
aquello  que  es  indispensable  en  el  procedimiento  para  asegurar  el  derecho 
-del  litigante  y  el  acierto  en  los  fallos. 

Véase  sobre  costas,  Reo,^  tomo  IX,  págs.  312  y  410;  X,  pág.  384 
XrX,  pág.  400;  XX,  pág.  608;  XXU,  págs.  367  y  456;  XXV,  pág.  186 
XXX,  pág.  192;  XXXIII,  pág.  356;  XXXV,  pág.  130;  XL,  pág.  384 
XLV,  pág.  225,  y  BoL,  tomo  X,  pág.  433;  XL,  pág.  3;  XXIV,  pág.  129 
XXIX.  pág.  45;  XXXII,  págs.  161  y  370;  XXXVI,  pág.  659;  XXXVIl 
pág.  884;  XL,  pág.  418;  XLII,  págs.  194,  241,  466,  466,  786  y  882 
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XLIU,  pág.  544;  XLV,  pág.  354;  XLVI,  pág.  417;  XLVil,  pág.  502;  LI^ 
págs.  3,  33,  114,244  y  386. 

Art.  421.  Cuandx)  hubiere  condena  de  costas,  luego  que- 
sea ejecutoria,  se  procederá  á  la  exacción  de  las  mismas  por  la 
vía  de  apremio,  previa  su  tasación,  si  la  parte  condenada  na 
las  hubiere  satisfecho  antes  de  que  lá  contraria  solicite  dicha 
tasación.  (Ley  ant,  art,  78.) 

Este  artículo  es  más  explícito  que  su  correspondiente  en  la  anterior- 
ley  que  queda  citado. 

Como  ya  hemos  dicho  en  la  introducción  de  este  título,  en  él  la  ley  no 
trata  de  fijar  cuándo  proceda  la  condena  de  costas.  Según  la  propia  lev  8^» 
título  212,  Partida  3*,  que  hemos  citado,  deben  imponerse  á  los  que  «facen 
demandas  ó  se  defienden  contra  otro,  no  habiendo  derecha  razón  porque 
^  lo  deban  facer.»  Por  regla  general,  todo  el  que  no  prueba  su  acción  ó  ex— 
cepcion  y  sucumbe  en  el  pleito,  debe  ser  condenado  en  las  costas  causadas 
al  vencedor,  si  parece  qhe  ha  litigado  de  mala  fé  ó  sin  derecha  roíWft; 
pues  si  no  aparece  esta  mala  fé,  cuando  no  puede  decirse  que  un  litigante 
es  temerario,  y  el  Juez  entendiera  con  la  ley  alfonsina  citada  erque  el  ven- 
cido se  moviera  por  alguna  razón  derecha  para  demandar  6  (fefender  su 
pleito,  non  há  porque  le  mkndar  que  peche  las  costas.))  Y  esta  misma  doc- 
trina se  desprende  de  los  artículos  34,  32,  37,  38,  108,  109,  148,  151, 
211,  227,  228,  245,  309,  385,  396,  410  y  otros  de  la  nueva  ley,  por  virtud 
de  los  cuales  se  imponen  las  costas  á  los  litigantes. 

Dando,  pues,  por  supuesto  este  artículo  que  haya  condena  de  costas^ 
luego  que  sea  ejecutona,  esto  es,  luego  que  la  sentencia  en  que  se  im- 
ponga sea  ejecutoria,  se  procederá  á  la  exacción  de  las  mismas  por  la  vía 
de  apremio,  previa  su  tasación,  si  la  parte  condenada  no  las  hubier^  sa- 
tisfecho antes  de  que  la  contraría  solicite  dicha  tasación. 

Es  decir,  que  fallado  un  pleito  en  una  instancia  y  quedando  ejecuto- 
ria su  sentencia,  ó  bien  denegada  una  apelación  y  quedando  firme  la 
providencia  ó  auto  apelado,  se  procederá  á  la  tasación  de  costas,  si  ia 
parte  condenada  no  las  hubiere  satisfecho  antes  de  que  la  contraria  soM- 
cite  dicha  tasación.  Según  este  artículo,  la  parte  favorecida  ha  de  solici-  . 
tar  la  tasación,  sin  cuya  solicitud  no  se  hará,  siempre  obedeciendo  la  ley 
al  principio  de  que  en  materia  civil  no  se  hace  nada  sino  á  petición  ^ 
parte.  • 

El  punto  náás.  importante  de  este  artículo  es  el  que  se  refiere  i  decla- 
rar que  se  procederá  á  la  exacción  de  las  costas  por  la  vía  de  aprernto. 
Así  que  con  la  nueva  ley  los  funcionarios  del  orden  judicial,  libres  por  la 
organización  del  cuerpo  áque  pertenecen  de  la  contingencia  á  que  estáa 
expuestos  los  Letrados,  Procuradores  y  subalternos  efe  los  Tribunales,, 
han  de  tener  camino  expedito  para  auxiliar  á  éstos  en  el  justo  y  legítimo 
cobro  de  sus  honorarios  y  derechos,  y  la  vía  de  apremio  es  la  procedenrte- 
sm  género  de  duda  para  conseguirlo. 

Art.  422.  La  tasación  de  costas  se  practicará  qn  los  Juzga- 
dos V  Tribunales  por  el  Secretario  ó  Escribano  que  haya  ac* 
tuado  en  el  pleito,  incluyendo  en  ella  todas  las  que  comprenda 
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la  condena  y  íesulte  que  han  sido  devengadas  hasta  la  fecha 
de  la  tasación.  {Ley  ant.,  art,  78.) 

Este  artículo  encomienda  precisamente  la  práctica  de  1^  tasación  al 
Secretario  ó  Escribano  del  Juzgado  ó  Tribunal  que  haya  actuado  en  el 

Sleito.  Y  en  cuanto  á  las  partidas  que  han  de  incluirse  en  ellas,  ya  hemos 
icho  16  que  se  entiende  por  costas. 

Art.  423.  Se  regularán,  con  sujeción  á  los  Aranceles,  los 
derechos  que  correspondan  á  los  funcionarios  que  á  ellos  están 
sujetos. 

Los  honorarios  de  los  Letrados,  peritos  y  demás  funciona- 
ríos  que  no  estén  sujetos  á  Arancel,  se  regularán  por  los  mis- 
mos interesados  en  minuta  detallada  y  firmada,  que  presenta- 
rán en  la  Escribanía  por  sí  mismos,  sin  necesidad  de  escrito, 
ó  por  medio  del  Procurador  de  la  parte  á  quien  hayan  defendi- 
do, luego  que  sea  firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se  huhiese 
impuesto  la  condena.  El  actuario  incluirá  en  la  tasación  la 
cantidad  que  resulte  de  ía  minuta.  {Ley  ant.,  art,  78.) 

Los  Aranceles  judiciales  en  materia  civil,  hoy  vigentes,  son  los  que 
aprobó  el  Real  decreto  de  28  de  Abril  de  1860,  reformados  en  cuanto  á 
los  Procuradores  por  la  Real  orden  de  20  de  Junio  de  1863,  y  extendidos 
á  las  actuaciones  de  los  Juzgados  municipales  por  Real  decreto  de  19  de 
Julio  de  1871. 

Repetidí'simas  han  sido  las  excitaciones  que  se  han  hecho  á  los  dife- 
rentes Ministros  de  Gracia  y  Justicia  para  oue  procedieran  á  la  reforma  de 
los  Aranceles  judiciales,  y  parece  que  por  fin  han  hallado  eco  esas  excita- 
ciones, puesto  que  con  fecha  recien tísima  á  la  que  escribimos  se  ha  publi- 
cado un  Real  decreto  creando  una  comisión  para  que  lleve  á  efecto  su  re- 
striña, bajo  las  bases  de  separar  absolutamente  las  actuaciones  civiles  de 
las  criminales;  refundir  en  un  solo  proyecto  el  Arancel  de  los  Juzgados 
municipales  y  el  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  de  las  Audiencias 
y  del  Tribunal  Supremo;  señalar  expresamente  los  derechos  que  corres- 
ponden á  cada  actuación  judicial;  fijar  un  límite  del  cual  no  podi^  ex- 
ceder las  costas  judiciales  en  los  juicios  verbales  y  de  menor  cuantía;  mo- 
dificar la  desigualdad  de  retribución  que  hoy  perciben  por  unas  mismas 
actuaciones  los  distintos  funcionarios  que  en  ellas  intervienen,  é  introdu- 
cir, en  fin,  todas  aquellas  variaciones  que  la  esperiencia  aconseja  y  recla- 
ma la  economía  en  los  juicios,  sin  desatender  la  justa  retribución  que  se 
debe  á  los  auxihares  y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

Como  suponemos  que  la  reforma  se  ha  de  hacer  en  breve,  nos  abste- 
nemos de  decir  nada  sobre  los  Aranceles  hoy  vigentes;  y  si  los  nuevos 
aparecen  con  tiempo,  los  insertaremos  por  vía  de  apéndice  á  esta  obra. 

Según  el  párrafo  segundo  de  este  artículo,  los  Letrados,  peritos  y  de- 
más funcionarios,  cuyos  honorarios  no  estén  sujetos  á  Arancel,  y  oue 
ellos  mismos  han  de  regular  en  minutas  detalladas  y  firmadas,  tienen  dos 
medios  para  hacer  que  esas  minutas  se  comprendan  eñ  las  tasaciones;  ó 
bien  presentándolas  por  sí  mismos  en  las  Secretarías  ó  Escribanías  sin  ne- 
cesidad de  escrito,  ó  bien  por  medio  del  Procurador  ^e  la  parte  á  quien 
hayan  defendido  luego  que  sea  firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se  hubie- 
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re  impuesto  la  condena,  con  lo  cual  los  actuarios  incluirán  en  la  tasación 
las  cantidades  que  de  las  minutas  resulten. 

Por  los  Aranceles  se  exige  gue  los  Abogados  pongan  al  pié  de  sus 
firmas  los  honorarios  correspondientes,  hasta  el  punto  de  mandarse  á  los 
actuarios  que  no  admitan  ningún  escrito  en  que  así  no  se  hiciere.  La 
nueva  ley,  lo  mismo  que  la  anterior,  al  exigir  minuta  de  los  honorarios 
de  los  Letrados,  no  deroga  el  precepto  de  los  Aranceles,  que  por  otra  par- 
te no  se  cumple,  sino  que  como  el  trabajo  de  los  Letrados,  no  solamente 
está  en  los  escritos  que  constan  en  autos,  sino  que  hay  diligencias,  como 
por  ejemplo,  las  de  prueba,  la  asistencia  á  vistas,  etc.,  en  las  que  no  pue- 
den constar  esos  honorarios;  de  aquí  la  necesidad  de  esas  minutas  detalla- 
das, ya  también  por  si  el  Letrado  quisiere  hacer  alguna  rebaja  en  sus  ho- 
norarios en  beneficio  del  litigante  que  ha  de  paganos. 

Con  fecha  2  de  Noviembre  de  1878  se  dirigió  una  circular  á  los 
Presidentes  de  las  Audiencias,  disponiendo  que  todos  los  fimcionarios  que 
cobran  derechos  con  arreglo  á  Arancel,  en  las  cuentas  que  presenten  á 
quien  deban  satisfacerlas,  detallen  con  perfecta  distinción  y  claridad  todas 
las  partidas,  expresando  al  pié  de  cada  una  el- artículo  arancelario  que 
las  autorice,  sin  cuyo  requisito  no  será  obligatorio  su  pago,  debiendo  por 
su  parte  las  autoridades  judiciales  desplegar  la  mayor  vigilancia  sobre  las 
prescripciones  que  regulan  la  tasa  de  derechos,  y  garantizan  la  legalidad 
de  su  exacción,  promoviendo  en  su  caso  la  responsabilidad  criminal 
de  los  infractores,  y  haciendo  efectiva  la  señalada  en  el  art.  627  de  los 
Aranceles.  ' 

Jurisprudencia, — ^El  exceso  de  cobranza  de  derechos  cometido  en  ac- 
tuacciones  civiles  es  de  carácter  penal.  (7  de  Mayo  de  1862.) 

El  funcionario  público  que  exigiere  directa  ó  indirectamente  mayores 
derechos  que  los  que  le  estuvieren  señalados  por  razón  de  su  <íargo,  será 
castigado  con  una  multa  del  duplo  al  cuadruplo  de  la  cantidad  exigida. 

El  culpable  habitual  de  este .  delito  incurrirá  además  en  la  pena  de  in- 
habilitación temporal  especial.  (Art.  413,  Cód.  pen.) 

En  querella  de  injunas,  una  Escribano  exigió  y  cobró  del  Procurador 
del  querellante  73  pesetas  como  costas  devengadas  en  la  causa  que  se  sus- 
tanciaba, y  tres  meses  depués  percibió  el  mismo  Escribano  154  pesetas  y 
79  céntimos  como  importe  total  de  las  costas  y  derechos  que  le  corres- 
pondían, en  las  que  fué  condenado  el  querellado;  solicitada  por  el  primer 
Procurador  la  devolución  de  las  73  pesetas,  se  acordó  así,  encargando  al 
Escribano  que  cuidara  en  lo  sucesivo  de  no  dar  lugar  á  iguales  reclama- 
ciones, é  instruida  cauáa  contra  el  mismo,  la  Audiencia  de  Pamplona  ca- 
lificó al  hecho  de  exacción  ilegal  y  condenó  á  dicho  Escribano  á  la  multa 
de  240  pesetas  y  las  costas;  é  interpuesto  recurso,  el  Tribunal  Supremo 
declaró  naber  lugar  á  él  considerando  que  habiéndose  combinado  inde- 
bidamente los  dos  hechos  de  la  cobranza  para  determinar  la  responsabili- 
dad del  procesado,  que  sólo.debia  tenerla  por  el  primero,  ó  sea  por  haber 
exigido  y  cobrado  las  73  pesetas  que  recibió  antes  de  tiempo  por  no  ha- 
berse terminado  la  causa,  no  debe  penársele  por  el  de  haber  cobrado  las 
costas  después,  toda  vez  que  ésto  lo  hizo  lícitamente  y  en  virtud  de  decla- 
ración judicial;  que  para  que  sea  aplicable  el  art.  413  del  Código  penal,  es 
preciso,  ó  que  á  una  misma  persona  se  exijan  los  derechos  dos  ó  más 
veces,  ó  que  los  primeramente  cobrados  fueran  mayores  que  los  señala- 
dos por  los  Aranceles;  que  si  no  resulta  probada  una  exigencia  contra  la 
voluntad  del  Procuntdor,  porque  éste,  por  razón  de  su  oficio,  debia  saber 
(fue  podia  resistir  el  anticipar  lo  que  se  le  pedia,  sin  que  por  ello  pudiera 
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ser  reconvenido  en  forma  legal,  se  infiere  que  fué  un  anticipo  no  repug- 
nado. (40  de  Enero  de  1879.) 

Art.  424.  No  se  comprenderán  en  la  tasación  los  derechos 
correspondientes  á  escritos,  diligencias  y  demás  actuaciones 
que  sean  inútiles,  supérfluas  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  ni  las 
partidas  de  las  minutas  que  no  se  expresen  detalladamente  ó 
que  se  refieran  á  honorarios  que  no  se  hayan  devengado  en 
el  pleito. 

Tampoco  se  comprenderán  las  costas  de  actuaciones  <5  in- 
cidentes en  que  hubiere  sido  condenada  expresamente  la  parte 
que  obtuvo  la  ejecutoria,  cuyo  pago  será  siempre  de  cuenta  de 
la  misma. 

No  puede  darse  un  precepto  más  laudable  míe  el  que  se  sienta  en  este 
artículo;  sin  precedentes  en  la  antigua  ley.  Quizás  de  lo  que  más  se  ha 
abusado  en  los  pleitos,  al  objeto  de  devengar  derechos,  ha  sido  en  la  pre- 
sentación de  escritos  y  en  el  número  de  diligencias  perfectamente  inútiles, 
sino  contrarías  á  la  resolución  judicial  que  se  buscaba. 

Hasta  ahora  habia  la  diligencia  llamada  fé  de  entrega,  la  notificación 
á  cada  una  de  las  partes  de  las  diligencias  de  no  haber  podido  dar  cuenta, 
de  haber  dejado  los  autos  sobre  la  mesa  del  Juez,  los  escritos  de  Precu- 
rsores pidiendo  devolución  de  autos,  sin  cuidarse  de  averiguar  si  estaban 
ya  devueltos,  apremios  indebidos,  prórogas  inútiles,  etc.  Estas  diligencias 

?r  otras,  podrán  en  lo  sucesivo  impugnarse  con  éxito.  Sin  embargo,  la 
ey  no  es  todo  lo  explícita  que  fuera  de  desear.  No  hace  más  que  consig- 
nar que  no  se  comprendan  en  las  tasaciones  los  derechos  correspondien- 
tes á  escritos,  diligencias  y /lemas  actuaciones  que  sean  inútiles,  supér- 
jíuas  ó  no  autorizadas  por  la  ley;  pero  no  dice  aué  escritos,  diligencias  ó 
actuaciones. tendrán  esos  caracteres,  porque  á  todos  los  que  los  presenten  ó 
autoricen  les  parecerán  útiles  y  necesanas. 

El  párrafo  segundo  de  este  artículo,  viene  á  corroborar  lo  que  hemos 
dicho,  que  las  costas  propiamente  dichas,  son  los  gastos  que  se  causan  á 
la  parte  que  obtiene  la  sentencia  favorable,  y  se  imponen  á  su  contrario, 
y  que  las  causadas  por  la  parte  condenada  no  son  costas,  sino  gastos.  Por 
eso  dice  este  párrafo  que  no  se  comprendan  en  las  costas  las  en  (jue  hu- 
biere sido  condenada  expresamente  la  parte  que  obtiene  la  ejecutoria,  cuyo 
X>ago  será  siempre  de  cuenta  de  la  misma. 

Art.  425.  Hecha  y  presentada  por  el  actuario  la  tasación 
de  costas,  no  se  admitirá  la  inclusión  6  adición  de  partida  al- 
guna, reservando  al  interesado  su  derecho  para  reclamarla,  si 
le  conviniere,  de  quién  y  como  corresponda. 

Este  artículo  también  es  nuevo,  y  su  precepto  en  nuestra  opinión  poco 
claro. 

Dice  que  una  vez  hecha  y  presentada  por  el  actuario  la  tasación,  no 
se  admitirá  la  inclusión  ó  adición  de  partida  alguna,  reservando  al  inte- 
resado su  derecho  para  reclamarla  si  le  conviene,  de  quién  y  como  cor- 
responda. 
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Parece  que  la  ley  niega  á  los  interesados  derecho  para  presentar  mi- 
nutas una  vez  hecha  y  presentada  la  tasación,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que 
han  de  presentar  esas  minutas  antes  de  hacerse  la  tasación.  Si  la  ley  lia 
querido  decir  eso,  su  precepto  no  nos  parece  ni  justo  ni  equitativo,  y  en 
gran  parte  inútil  el  procedimiento  para  conseguir  la  aprobación  de  la  ta- 
sación. Entendemos  nosotros  que  mientras  ésta  no  está  aprobada,  los  in- 
teresados pueden  hacer  reclamaciones,  y  el  Juez  mandar  hacer  las  alte- 
raciones que  eslime  justas,  para  lo  que  le  autoriza  el  art.  428.  De  lo  con- 
trario, se  negará  á  los  interesados  la  garantía  que  se  les  ha  concedido  por 
el  art.  421,  cual  es  la  de  que  sus  derechos  ú  honorarios  se  hagan  efectivos 
por  la  vía  de  apremio,  sin  más  que  por  un  olvido,  sino  una  imposibilidad 
en  presentar  las  minutas  antes  que  se  haga  la  tasación.  En  el  Tribunal 
Supremo  hemos  observado  dar  vista  á  las  partes  de  las  tasaciones  practi- 
cadas, y  acudir  dentro  del  término  porque  la  vista  se  les  concede  presen- 
tando minutas  de  Letrados,  que  no  lo  habian  sido  antes,  y  la  Sala  mandar 
aprobar  la  tasación,  entendiéndose  incluidas  dichas  minutas.  No  compren- 
demos, pues,  la  frase  de  reservar  al  interesado  su  derecho  para  reclamar 
de  quién  y  como  corresponda. 

Art.  426.  De  la  tasación  de  costas  se  dará  vista  á  las  par- 
tes, por  término  de  tres  dias  á  cada  una,  principiando  por  la 
condenada  al  pago.  {Ley  anú.,  art.  79.) 

La  antigua  ley  sólo  concedia  á  este  efecto  dos  dias,  y  la  reforma  nos 
parece  aceptable. 

Art.  427.  Si  los  honorarios  de  los  Letrados  fueren  impug- 
nados por  excesivos,  se  oirá  por  el  término  de  dos  dias  al  Le- 
trado contra  quien  se  dirija  la  queja,  y  después  se  pasarán  los 
autos  al  Colegio  de  Abogados,  y  donde  no  lo  hubiese,  á  dos 
Letrados  designados  por  el  Juez  <5  la  Sala,  para  que  den  su 
dictamen.  Si  no  los  hubiere  en  el  lugar  del  juicio,  6  estuvie- 
ran todos  interesados  en  el  asunto,  se  pasarán  los  anteceden- 
tea  al  Colegio  de  Abogados  más  próximo,  por  medio  del  Juez 
de  primera  instancia  respectivo. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sean  impugnados  por  ex- 
cesivos los  honorarios  de  los  peritos  ó  de  cualesquiera  otro^ 
funcionarios  no  sujetos  á  Arancel,  oyéndose  en  este  caso  el 
dictamen  de  la  Academia,  Colegio  ó  gremio  á  que  pertenez- 
can, y  en  su  defecto  el  de  dos  individuos  de  su  clase.  No  ha- 
biéndolos en  el  lugar  del  juicio,  podrá  recurrirse  á  los  de  los 
inmediatos.  (Ley  ant,  art.  80.) 

Este  artículo  tiene  una*reforma  importante  y  plausible.  El  artículo 
correspondiente  de  la  antigua  ley,  sólo  decia  due  impugnados  los  hono- 
rarios, el  Tribunal  ó  el  Juez  oirían  al  Colegio  de  Abogados  ó  á  los  Letra- 
dos; y  el  de  la  nueva  ley  manda  que  se  oiga>en  pruner  término,  y  por 
el  de  dos  dias,  al  Letrado  contra  quien  se  dirija  la  queja,  trámite  con- 
veniente, porque  de  él  puede  depender  muchas  veces  la  reforma  de  la 
minuta,  por  haber  incluido  equivocadamente  honorarios  de  má8,  ó  por 
otras  causas. 
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Después — dice  el  artículo — se  pasarán  los  autos  al  Coleg;io,  si  lo  hu- 
biere, ó  á  Jos  Letrados.  Y  puede  ocurrir  la  duda  siguiente.  Si  el  Letrado  á 
quien  se  ha  oido  reforma  la  minuta,  ¿se  pasará  de  todos  modos  el  expe- 
.  diente  al  Colegio,  ó  se  oirá  á  la  parte  que  la  impugnó?  Entendemos  qué 
esto  último  es  lo  procedente,  porque  puede  evitar  que  los  autos  vayan  al 
Colegio,  y  se  causen  gastos  y  ailaciones  inútiles. 

La  nueva  ley  ha  hecho  otra  adición  en  este  artículo,  con  referencia  al 
4e  k  antigua  su  concordante.  Que  si  no  hubiere  dos  Letrados  en  el  lugar 
del  juicio  ó  estuvieran  todos  interesados  en  el  asunto  se  pasen  los  antece- 
dentes al  Colegio  de  Abogados  más  próximo. 

Y  poT  último,  la  nueva  ley  equipara  para  este  efecto  los  honorarios  de 
los  peritos,  ó  de  cualquiera  otros  funcionarios  no  sujetos  á  Arancel,  á  los 
■de  los  Letrados,  oyéndose  el  dictamen  de  la  Academia,  Colegio  ó  gremio 
¿que  pertenezcan. 

Art.  428.  La  Sala,  ó  en  su  caso  el  Juez,  con  presencia  de 
io  que  las  partes  ó  los  interesados  hubieren  expuesto,  y  de  los 
informes  recibidos  sobre  los  honorarios,  aprobará  la  tasación  ó 
mandará  hacer  en  ella  las  alteraciones  que  estime  justas,  y  á 
-costa  de  quien  proceda,  sin  ulterior  recurso.  {Le^  ani.y  art,  81.) 

Este  artículo  parece  que  viene  á  damos  la  razón  de  lo  que  hemos  di- 
«ho  en  el  425,  esto  es,  que  mientras  que  no  esté  afurobada  la  tasación,  los 
interesados  pueden  hacer  reclamación,  y  el  loez  ó  Tr^^unal  m^dar  hacer 
las  alteraciones  que  estime  justas;  pues  con  efecto,  en  este  artíeulo  se  la 
autoriza  para  ello,  al  di^|>oiier  que  con  presencia  de  lo  que  las  partes  ó 
los  intereáados  expongjan  y  de  los  informes  recibidos  sobre  los  honora- 
rios, aj^robará  la  tasación  ó  mandará  hacer  en  ella  las  alteraciones  míe 
«stime  justas,  y  á  costa  de  quien  iH*oeeda,  sin  ulterior  recurso.  La  £onae*- 
na  de  costas  en  este  caso  es  un  precepto  nuevo,  paes  la  ley  antigua  no  las 
imponía. 

Jítíri^pmdencia. — Una  vez  aprobada  la  tasación  de  costas  no  permite 
ulterior  recurso  (30de  Abril'de  4866.) 

Contra  la  aprobación  de  la  tasación  de  costas  no  se  da  recurso  ulte- 
rior (2  de  Octubre  de  4872.) 

Art.  429.  Cuando  sea  impugnada  la  tasación  por  haberse 
incluido  en  ella  partidas  de  aerechos  ú  honorarios  cuyo  pago 
no  corresponda  al  condenado  en  las  costas,  se  sustanciará  y 
decidirá  esta  reclamación  por  los  trámites  y  con  los  recursos 
•establecidos  para  los  incidentes. 

También  es  nuevo  este  artículo  de  la  moderna  ley,  que  determina  que 
toda  reclamación  para  impugm»'  las  tasaciones  se  sustancie  y  depida  por 
los  trámites  y  con  los  recursos  establecidos  para  los  incidentes.  HaMen- 
do  la  ley  en  este  titulo  marcado  la  tramitación  que  debe  seguirse  para 
la  ¿probación  de  una  tasación  de  costas,  y  siendo  su  aprobación  de 
la  ex  chisiva  competencia  del  Juez  ó  Tribuiml  que  haya  conocido  del  ne- 
gocio, sin  ulterior  recurso,  el  artículo  yie  comentamos  paréceños^e 
está  demás  en  la  ley,  y  ha  podido  suprimirse  con  ventaja  y  en  obsequio  á 
d^  la  ólfldclad  de  la  misma. 
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TITULO  XII. 

DEL  REPARTIMIENTO  DE  NEGOCIOS. 

La  nueva  ley  ha  adoptado  el  principio  de  que  todos  los  negocios  civi- 
les que  se  presenten  á  los  Juzgados  se  repartan  entre  los  mismos,  cuando- 
haya  más  de  uno  en  la  población,  y  al  efecto  trata  en  este  título  de  toda 
lo  referente  á  ese  repartimiento;  coa  tal  severidad,  pudiéramos  decir,  que 
manda  suspender  el  curso  de  los  negocios  que  no  lleven  tal  ret^uisito,  é^ 
imponen  correcciones  y  multas  á  los  funcionarios  de  la  Administración», 
de  justicia  que  prescindan  de  él. 

Con  fecha  18  de  Mayo  de  1863,  se  publicó  una  Real  orden  circular, . 
con  motivo  de  las  quejas  sobre  la  irregularidad  con  que  se  practicaba  el 
repartimiento  de  los  negocios  civiles  prevenido  por  el  reglamento  de  loy 
Juzgados  de  1®  de  Mayo  de  1844;  sobre  los  perjucios  de  los  interesados 
por  las  dilaciones  que  se  experimentaban  y  por  la  falta  de  sigilo  á  que 
daba  lugar  la  ocultación  de  los  bienes  por  parte  de  los  deudores  en  las^ 
ejecuciones  ó  embargos  preventivos,  y  se  dispuso: 

4®  La  creación  de  plazas  de  repartidores  de  los  negocios  civiles  de  pri« 
mera  instancia  en  todas  las  poblaciones  en  donde  hubiera  por  lo  menos 
cuatro  Juzgados,  con  objeto  de  que  por  tumo  rigoroso,  entre  las  Escri- 
banías de  todos  ellos,  se  verifícase  el  repartimiento  á  medida  que  fueran 
ingresando,  según  su  clase  y  cuantía  y  con  arreglo  á  las  disposiciones 
adoptadas  hasta  entonces  por  las  Reales  Audiencias  para  la  más  equitati- 
va aistribucion. 

2°  Que  el  repartimiento  se  practícase  necesariamente,  y  sin  excns» 
alguna,  durante  las  24  horas  siguientes  á  la  de  su  entrada;  que  se  anota-*- 
ra  en  el  acto  de  su  presentación  en  la  oficina  del  repartidor,  llevándose 
para  ello  los  libros  necesarios  de  ingreso  y  turno. 

3®  Que  el  nombramiento  de  repartidores  se  verificase  por  Real  orden, 
debiendo  recaer  en  Letrados  de  conocida  probidad,  sin  más  retribución^ 
que  la  de  los  derechos  que  se  percib  an  actualmente  por  este  trabajo,  ó  la 
que  se  estableciera  en  lo  sucesivo. 

Y  4®  Que  no  se  sujetasen  al  repartimiento  las  demandas  de  embarga 
preventivo,  las  de  retractos,  los  interdictos  de  obra  nueva  y  vieja,  y  cua- 
lesquiera otras  para  cuya  introducción  señalan  las  leyes  un  término  fatal,,, 
ó  de  cuya  dilación  en  proveer  por  los  respectivos  Jueces,  pudiera  irro- 
garse á  los  interesados  daño  irreparable  ,  sin  perjuicio  de  someterlas  al 
tumo  como  todas  las  demás  para  su  ulterior  sustanciacion  y  terminación, 
después  de  practicadas  las  primeras  diligencias  y  logrando  el  objeto  de^ 
la  manera  breve  y  sumaria  que  constituyen  su  índole  y  naturaleza. 

Con  fecha  15  de  Enero  de  4864,  se  publicó  otra  Real  órden^  con  moti- 
vo de  la  falta  de  exactitud  con  que  en  algunos  Juzgados  se  icumplia  la 
disposición  4*  de  la  anterior,  y  se  dispuso  «que  los  repartidores  usen  de- 
un  sello  del  diámetro  común  de  medio  duro,  con  la  inscripción  de  Repar^  • 
¿miento  de  los  negocios  civiles,  sellando  con  el  mismo  la  carpeta  y  la 
primera  hoja  útil,  á  fin  de  que  á  primera  vista  conozcan  los  Jueces  si  han 
sido  repartidos,  cuidando  de  no  acordar  providencia  alguna  en  los  que- 
no  contengan  dicho  requisito,  si  su  naturaleza  y  estado  lo  exigieren;  y 
los  Escribanos  de  no  dar  cuenta  de  ellos,  bajo  su  responsabilidad,  que  se^í 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


LIBRO    I  —  TÍTULO  XII  —  ARTÍCULO  430  281 

híurá  efectiva  por  medio  de  la  multa  del  duplo  de  los  derechos  devenga-^ 
dos,  y  mayor  en  caso  de  reincidencia,  según  las  circunstancias». 

Con  fecha  12  de  Junio  de  1868,  se  dictó  la  Real  orden  que  hemos 
insertado  íntegra  al  ocuparnos  del  art.  59  (folio  47),  encaminada  tamhien 
á  dar  reglas  para  el  repartimiento  de  los  negocios,  y  á  uniformar  la  varia 
jurisprudencia  que  en  el  mismo  existia. 

Así  las  cosas,  en  Octuhre  de  4879,  varios  Escribanos  de  los  Juzgados 
de  Madrid  promovieron  y  elevaron  una  exposición  en  solicitud  de  que 
todos  los  negocios  civiles,  inclusos  los  de  jurisdicción  voluntaria ,  se  so- 
metiesen á  repartimiento,  no  por  Escribanías,  como  se  practicaba,  sino 
por  Juzgados;  exposición  que  fué  contradicha  por  otros  Escribanos,  fun- 
dándose en  que  hay  diligencias  tan  precisas  y  que  se  han  de  practicar 
con  tal  prudencia,  que  sin  ésta  no  se  consigue  el  fin  que  se  proponen,  y 
que  por  lo  tanto  era  conveniente,  en  beneficio  de  los  litigantes  de  buena 
é,  dejar  á  éstos  ó  á  sus  Procuradores  en  libertad  de  presentar  tales  asun- 
tos allí  donde  tuvieren  más  confianza,  ya  por  condiciones  de  aptitud,  ya 
por  razones  de  sigilo  y  prudencia. 

T?imbien  los  Procuradores  de  Madrid  elevaron  otra  exposición,  pi-^ 
diendo  que  los  expedientes  juratorios  y  de  declaración  de  herederos  abin- 
testato  pertenecieran  á  la  jurisdicción  voluntaria,  y  que  no  estuvieran  su- 
jetos.á  repartimiento. 

Estas  exposiciones  fueron  informadas  por  la  Sala  de  Gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo,  previa  audiencia  del  Fiscal  de  a^uel  alto  Cuerpo  y  dei 
Colegio  cíe  Abogados,  y  se  remitieron  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia; 
p«t>  coincidió  con  esto  la  reforma  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  no  re- 
cayó resolución  alguna. 

La  nueva  ley  ha  tenido  en  cuenta  las  Reales  órdenes  citadas,  y  quizás 
las  peticiones  antedichas,  y  ha  consignado  el  título  de  que  nos  ocupamos, 
tomando  por  principio  general  que  todos  los  negocios  civiles  están  suje- 
tos á  repartimiento. 

Ya  hemos  dicho  anteriormente  que  el  repartimiento  de  negocios  tiene 
una  sola  ventaja,  á  cambio  de  no  pocos  inconvenientes.  La  ventaja  está 
cte  parte  de  los  Jueces,  y  los  inconvenientes  de  parle  de  los  litigantes. 
Consiste  aquella  en  la  igualdad  de  trabajo  entre  los  Jueces  de  las  pobla- 
ciones donde  se  prescribe  la  necesidad  del  reparto,  que  tal  vez  pueda  con- 
tribuir á  que  los  asuntos  se  tramiten  con  más  rapidez;  y  ocasiona  los  in- 
convenientes, la  prohibición  é  imposibilidad  de  aar  preferencia  á  las  dotes 
de  aptitud,  actividad  y  honradez  de  los  Actuarios  que  más  se  distingan 
por  ellas,  quitando  á  éstos  ese  estímulo  que  hacia  producir  la  confianza 
del  público  y  el  aumento  de  clientela.  Entre  la  mayor  comodidad  de  lo»^ 
Jueces  y  la  conveniencia  del  público  en  general,  la  ley  se  ha  decidido  por 
la  de  aquéllos,  y  al  igualar  el  trabajo  de  los  Juzgados,  ha  hecho  iguales 
á  los  Escribanos  de  todos  ellos,  sin  dejar  al  público  preferencia  por  unos 
ti  otros;  preferencia  que  se  fimd2d)a  en  las  razones  que  hemos  expuesto. 

Art.  430.  Todos  los  negocios  civiles,  así  de  la  jurisdiccíoi> 
contenciosa  como  de  la  voluntaria,  serán  repartidos  entre  los 
Juzgados  de  primera  instancia,  cuando  haya  más  de  uno  en  la 
])oblacion,  y  en  todo  caso  entre  las  diversas  Escribanías  dé- 
cada Juzgado. 

El  artículo  es  terminante.  Todos  los  negocios  civiles,  así  de  la  juris- 
dicción contenciosa  como  de  la  voluntaria,  serán  repartidos  entre  los  Juz- 
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gados  de  primera  instancia,  cuando  haya  más  de  uno  en  la  pobIaci<Mi,  y 
en  iodo  caso,  entre  las  diversas  Escribanías  de  cada  Juzgado. 

La  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  4863  preserilna  el  reparto  en  las  po^ 
blaciones  en  donde  hubiera  por  lo  menos  cuatro  Juzgados.  La  ley  mo- 
derna, más  restrictiva,  lo  prescribe  allí  donde  haya  más  de  uno. 

£1  último  miembro  de  este  artículo  viene  á  echar  por  tierra  el  único 
fundamento  que  nosotros  encontramos  en  el  repartimiento  de  negocios,  y  . 
por  tanto  su  única  ventaja.  La  igualdad  de  trabajo  entre  los  Jueces.  Pot- 
que  este  artículo  establece  á  la  vez  la  igualdad  entre  los  Escribanos.  Al 
Juez  le  importa  poco  despachar  con  unos  ó  con  otros  actuarios.  Así  que  la 
iffualdad  de  trabajo  para  los  Jueces  se  hubiera  conseguido  con  eslablecar 
el  separtimiento  entre  los  Juzgados,  pero  ya  designado  el  Juzgado  corres- 
pondiente, dejar  á  los  particulares  que  dieran  preferencia,  en  mterés  pro- 
pio, á  uno  ú  otro  actuario  de  ese  Juzgado.  Hubiera  sido  el  último  baluar- 
te, desde  el  cual  los  particulares  hubieran  buscado  las  condiciones  de  in- 
teligencia y  honradez  de  los  Escribanos;  y  desde  el  cual  éstos,  con  esas 
conaiciones,  estimularan  á  los  litigantes  y  recogieran  al  mismo  tiempo  el 
fruto  de  su  trabajo  y  honradez. 

Si  los  Actuarios  estuvieran  á  sueldo  como  los  Jueces,  se  comprende 
que  se  igualara  su  trabajo;  estando  á  derecho,  no;  porque  á  mayor  nú- 
mero de  negocios  más  remuneración  tienen;  y  desde  el  momento  que  pue- 
blan salir  todos  iguales,  se  ha  concluido  en  ellos  el  estímulo  y  la  activi- 
dad, porque  ya  esto  no  ha  de  aumentarles  la  clientrfa.  * 

Art.  431.  Los  Jueces  de  prinaera  iostaiicia  no  permitirán 
<iue  se  curse  ningún  negocio,  si  no  constare  en  él  la  diligeneia 
de  repartimiento. 

En  el  caso  de  que  no  conste  dicha  diligencia,  no  podrá  dic- 
tar otra  providencia  que  la  de  que  pase  al  repartimiento. 

También  es  terminante  este  artículo.  Sin  ta  diligencia  de  repartimien- 
to no  podrá  cursarse  iiegocio  alguno  ni  acordarse  otra  providencia  que  la 
de  que  pase  á  repartimiento.  Esto  debe  entenderse  también  para  los  asun- 
tos de  jurisdicción  voluntaria,  puesto  que  el  epígrafe  de  este  Kbro  I  de  la 
ley  se  refiere  á  ella,  lo  mismo  que  á  la  contenciosa. 

Art.  432.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  ante*» 
riores,  las  primeras  diligencias  en  los  embargos  preventiros, 
retlractos^  interdictos  de  obra  nueva  y  de  obra  ruinosa,  depó- 
sito de  personas,  y  cualesquiera  otras  que,  á  juicio  del  Juez> 
fueren  de  índole  tan  perentoria  y  urgente,  que  su  dilación  dé 
motivo  fundado  para  temer  que  se  irroguen  irreparables  per- 
juicios á  los  interesados,  podrán  acordarse  y  llevarse  á  efecto 
f)or  cualquiera  de  los  Jueces  y  Escribanía  ante  quienes  se  so- 
icíte. 

En  estos  casos,  luego  que  se  practique  la  diligencia  urgen- 
te, se  pasará  el  negocio  al  repartimiento,  sin  que  esto  pueda 
dilatarsQ  por  más  de  tres  dias. 

Este  artículo  es  un^  excepción  á  los  dos  anteriores,  que  templa  en  par- 
te el  rigor  de  los  mismos,  y  que  está  estaWecida  en  benéfico  ée  los  liti- 
gantes  de  buena  iá. 
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Hay,  én  efecto,  diligeneias  como  las  que  el  artículo  expresa,  tan  pre-: 
cisas  y  que  requiereu  tal  prudencia  en  su  práctica,  que  de  su  rapidez,  si- 

filo  y  xnanera  de  practicarse,  depende  su  éxito.  Por  eso  la  ley  no  ha  ¡m)- 
ido  menos  de  conceder  para  ellas  la  libertad  de  presentarlas  en  cualquier 
Juzgado  y  en  cualquiera  Escribanía.  Pero  consecuente  la  ley  en  su  prin- 
cipio de  igualdad,  dispone  que  luego  que  se  practique  su  diligencia  ur- 
«gente  se  parte  el  negocio  á  repartimiento  en  el  término  de  tres  dias;. 
+ 

Art.  433.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior, los  Jueces  que  dicten  providencia  en  un  negocio  que 
no  estuviere  repartido,  serán  corregidos  disciplinariamente, 
<5on  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  título  siguiente. 

Art.  434.  El  Repartidor  6  Secretario  del  Juzgado  que  tur- 
nare un  negocio  á  distinto  Juzgado  ó  Escribanía  de  la  que 
corresponda,  incurrirá  en  una  multa  de  25  á  150  pesetas,  sin 
periuicio  de  la  responsabilidad  criminal  que  pueda  caberle. 

Art  435.  El  Escribano  que  actúe  en  un  negocio  sujeto  á 
repartimiento,  sin  que  le  hubiere  sido  turnado,  incurrirá  en  la 
multa  del  duplo  de  los  derechos  que  haya  devengado. 

Los  tres  artículos  precedentes  establecen  sanciones  penales  para  las 
infracciones  en  la  materia,  sanciones  que  no  son  nuevas,  á  pesar  de  las 
cuales,  hasta  ahora,  el  pi^lico  y  los  actuarios  han  buscado  todos  los 
medios  de  evadir  el  repartimiento. 

£n  primer  lugar,  se  impone  una  corrección  disciplinaria,  con  arrezo 
•al  título  siguiente,  á  los  Jueces  que  dicten  providencia  en  un  negocio  que 
no  estuviere  repartido,  fuera  de  los  casos  del  art.  432.  Muéstrase  más  ri- 
^or  contra  los  Repartidores  ó  Secretarios  que  turnaren  un  negocio  á  disr- 
tinto  Juzgado  ó  Escribanía  de  la  que  corresponda,  imponiéndoseles  una 
multa  de  35  á  450  pesetas,  »n  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal 
que  pueda  caberle,  y  por  último  se  impone  al  Escribano  que  actúe  en  un 
negocio  sujeto  á  repartimiento,  sin  que  le  hubiere  sido  turnado,  la  multa 
delduplo  de  los  derechos  que  haya  devengado. 

Como  se  vé,  la  ley  ha  sido  llastante  rigorosa  y  sus  procedimientos 
para  impedir  irregularidades,  ó*  alteraciones  &a  el  repartimiento,  son  ter- 
minantes. 

En  cuanto  á  la  responsabiUdad  criminal  que  según  el  art.  434  pueda 
caber  al  Rtepartidor  ó  Secretario  que  turnaren  un  negocio  á  distinto  Ju*- 
gado  ó  Escribanía  de  la  que  corresponda^  esta  responsabilidad,  esencial- 
mente de  carácter  criminal,  hay  que  deducirla  de  las  disposiciones  del  Có- 
digo penal,  y  con  arreglo  á  él  imponer  la  pena. 

Art.  436.  No  estarán  sujetos  á  repartimiento  los  juicios 
verbales,  los  de  desahucio,  ni  los  demás  negocios  que  sean  de 
la  competencia  de  los  Jueces  municipales. 

Donde  haya  dos  ó  más,  cada  uno  conocerá  de  los  que  cor- 
respondan á  su  distrito,  conforme  á  las  reglas  establecidas- en 
los  artículos  62  y  63,  con  apelación  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  mismo  distrito,  en  el  que  se  repartirán  entre  sus 
Saeribanías. 
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£1  art.  43^  ha  fijado  los  casos  en  que  pueden  practicarse  diligencias 
sin  someterlas  á  repartimiento,  sin  perjuicio  de  que  una  vez  practicado  se 
cumpla  el  precepto  de  la  ley.  Ahora  habla  de  aquellos  negocios  que  no- 
están  sujetos  á  repartimiento,  entre  los  que  enumera  los  juicios  verbales, 
k)s  de  desahucio,  y  los  demás  negocios  que  sean  de  la  competencia  de  los 
Juzgados  municipales.  Parece  esto  una  inconsecuencia  de  la  ley;  pero  no 
lo  es,  puesto  que  el  párrafo  segundo  de  este  artículo  establece  en  cierto* 
modo  repartimiento.  Donde  haya  dos  ó  más  Juzgados  municipales,  cada 
uno  conocerá  de  los  que  correspondan  á  sus  distritos,  conforme  á  las  re- 
glas esta})lecidas  en  los  artículos  62  y  63  (que  tratan  de  la  competencia 
de  jurisdicción),  con  apelación  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  misma 
distrito,  en  el  que  se  repartirán  entre  sus  Escribanías.  Se  establece,  pues, 
repartimiento,  á  pc^r  de  que  el  primer  párrafo  de  este  artículo  i)ar«ce 
decir  lo  contrario,  en  los  negocios  de  que  conocen  los  Jueces  municipa- 
les, obedeciendo  al  principio  sentado  en  el  primer  artículo  de  este  título, 
que  todos  los  negocios,  así  de  la  jurisdicción  voluntaria  como  de  la  con- 
tenciosa, están  sujetos  á  repartimiento. 

TÍTULO  XIII. 

DE  LAS  CORRECCIONES  DISCIPLINARIAS. 

Una  gran  parte  de  los  artículos  que  concluyen  este  título  son  re- 
b  de  los  que  citaremos  como  concordantes  de  la  ley  orgánica  del 
ler  judicial,  y  en  nuestro  sentir,  con  haberlos  trascrito  á  la  actual  ley, 
se  ha  cometido  una  ingerencia  injustificable  y  que  revela  la  falta  de  cri- 
terio eminentemente  científico  y  de  sujeción  á  los  buenos  principios,  con 
que,  según  hemos  tenido  ocasión  de  decir,  se  redactan  por  regla  general 
nuestras  leyes. 

La  corrección  disciplinaria,  sea  cualquiera  el  hecho  en  que  consista,.  : 
supone  un  castigo  &  pena  que  los  funcionarios  facultados  para  ello  impo- 
nen á  las  personas  que  cometen  una  ó  más  faltas  de  las  que  la  ley  consi- 
dera dignas  de  que  de  tal  modo  se  castiguen;  y  si  esto  es  así,  si  no  otra 
cosa  puede  deducirse  de  la  lectura  de  todas  las  leyes  y  disposiciones  qfue 
establecen  las  correcciones  disciplinarias,  fácilmente  se  comprende  que  su 
cabal  y  completo  estudio  ó  el  examen  concienzudo  de  cuanto  á  ellas  con- 
cierne, debe  nacerse  refiriéndole  á  cinco  puntos  de  vista  ó  materias. diferen- 
tes, á  saber:  número  y  clase  dé  faltas  sujetas  á  corrección  disciplinaria;  per- 
^nas  que,  según  los  casos,  pueden  incurrir  en  ellas;  penas  ó  castigos  en 
que  la  corrección  puede  consistir,  funcionarios  ó  personas  facultadas  por 
la  ley  para  imponerlas;  y  procedimiento  que  en  todos  ó  en  cada  caso  ha 
de  seguirse  para  su  imposición. 

De  este  modo,  decimos,  es  como  ünicamenle  se  puede  llegar  á  adqui- 
rir un  conocimiento  profundo  y  verdaderamente  científico  del  asunto,  y 
cuando  por  tan  recomendado  método  no  se.  estudie  ó  no  se  estampen  en. 
las  leyes  los  preceptos  oportunos,  es  natural  que  resulte  confuso  ó  de  di- 
fícil comprensión. 

Pues  teniendo  esto  en  cuenta  ó  no  olvidando  que  no  es  lo  mismo  tra- 
tar de  exponer  ó  de  saber  lo  que  al  extremo  tercero  se  refiere,  por  ejem7 
pío,  que  10  relativo  al  cuarto,  debieran  redactarse  siempre  las  leyes  en 
que  en  uno  ó  en  otro  concepto  tiene  que  preceptuarse  algo  sobre  cor- 
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recciones  disciplinarias;  y  aunque  somos  los  primeros  en  reconocer  que 
por  la  índole  de  la  materia  ó  por  la  condición  de  las  propias* leyes,  es  mu- 
chas veces  punto  menos  que  imposible  verificar  un  exacto  y  minucioso 
deslinde  entre  lo  que  en  cada  una  debe  comprenderse,  y  lo  que  para  otra 
ú  otras  ha  de  reservarse,  abrigamos  la  convicción,  sin  embargo,  de  que 
tomándose  los  Legisladores  el  trabajo  de  ineditar  sus  obras  hasta  el  punto 
que  deben  hacerlo,  no  se  ingeririan  en  lugar  inoportuno  preceptos  que  á 
todas  luces  se  advierte  procede  figuren  en  diferente  sitio. 

Las  correcciones  disciplinarias  de  que  trata  el  presente  título,  tienen 
por  obieto  evitar  que  los  Jueces  y  Tribunales,  sus  auxiliares  y  subalter- 
nos y  los  Al30gados  y  Procuradores,  cometan  ciertas  faltas  en  la  prosecu- 
ción de  los  juicios  y  que  ni  por  ellos  ni  por  los  particulares  se  falte  al  or- 
den y  respeto  debido- en  los  actos  judiciales;  de  manera,  que  asi  como  es 
propio  de  la  ley  de  organización  judicial,  que  como  sg  nombre  lo  indica, 
se  ha  de  ocupar  en  esUblecer  el  número  y  clase  de  Tribunales,  su  compo- 
sición y  atribuciones,  el  respeto  y  la  consideración  que  se  merecen  y  los 
respectivos  derechos  y  deberes  de  cada  funcionario,  consignar  también 
los  motivos  por  que  estos  ó  los  particulares  que  no  guarden  aquel  respeta 
pueden  haceree  acreedores  á  una  corrección  disciplinaria  el  Tribunal  ó 
Juez  qué  podrá  imponerla  y  el  castigo  ó  pena  en  que  habrá  de  consistir, 
es  propio  únicamente  de  una  ley  de  Enjuiciamiento  ocuparse  en  desenvol- 
ver el  procedimiento  ó  las  reglas  que  según  los  casos  deberán  cumplirse 
para  la  imposición.  Y  hé  aquí  la  razón  que  nos  ha  movido  á  censurar  el 
que  se  hayan  incluido  en  la  presente  ley  la  mayor  parte  de  los  articulas 
que  constituyen  el  título  que  empezamos  á  examinar. 

La  ley  provisional  sobr»  organización  del  Poder  judicial  de  1870,  se 
extendió  indebidamente  á  exponer,  en  la  materia  de  que  tratamos,  algu||is. 
de  aquellas  reglas  de  procedimiento  que  estimamos  propias  de  esta  ley  á 
de  la  de  Enjuiciamento  criminal;  pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  cuando 
dicha  ley  orgánica-se  dictó,  era  deficiente  lo  con  anterioridad  prescrito,, 
aparecerá  disculpable  la  ingerencia.  Mas  que  en  la  actual  ley,  redactada 
con  toda  calma,  con  presencia  de  las  importantes  reformas  legislativas 
hechas  á  raiz  de  la  revolución  de  4868  y  con  ánimo  de  ordenar  y  aclarar 
las  disposiciones  relativas  al  Enjuiciamiento  civil,  se  haya  cometido  una 
ingerencia  i^al,  trascribiendo  artículos  tan  ostensiblemente  propios  de 
la  ley  orgánica  como  los  445,  447  y  otros  que  advertiremos,  no  puede 
menos  á  nuestro  juicio,  de  ser  censurado,  porque  es  materialmente  impo- 
sible disculpar  que  constando  ya  en  su  oportuno  sitio,  se  trascriban  sin 
razón  alguna  á  otra  ley,  y  sin  reparar  en  que  así  no  hay  posibilidad  de 
salir  de  las  confusiones  en  que  en  el  terreno  legal  nos  encontramos  desdi- 
chadamente. 

Art.  437.  Los  Jueces  municipales  y  de  primera  instancia 
y  las  Salas  de  Justicia  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Su- 
premo podrán  corregir  disciplinariamente: 

P  A  los  particulares  que  falten  al  orden  y  respeto  debido  en 
los  actos  judiciales. 

2^  A  los  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios,  por  la» 
faltas  que  en  ellos  cometan. — {Ze^  anú.,  arts.  42  y43.— ¿«y  or- 
ffdnica  ddP.J.,  artículos  616,  731,  732  y  747.) 

Este  es  el  primer  artículo  del  título  y  el  primero  que  consideramos 
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Cpio  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  porque  como  se  ve,  no  se 
«  en  él  más  que  consignar  una  atribución  de  ios  Jueces  y  Tribunales 
que  no  es  de  las  que  inmediata  y  necesaria  ó  implicítamente  se  derivan  de 
una  regla  del  procedimiento  ó  de  pura  sustanciacion,  sino  de  las  que  por  su 
Índole  caen  bajo  la  esfera  de  acción  de  la  referida  ley,  bien  porque  se  trata 
de  una  facultad  que  á  voluntad  del  Legislador  puede  concederse  á  unos  ú 
otros  funcionarios  ó  Tribunales,  ora  porque  es  una  consecuencia  lógica  de 
la  existencia  de  la  jerarquía  judicial,  y  por  lo  tanto  de  la  subordmacion 
de  los  Tribunales  inferiores  con  respecto  de  los  superiores,  y  de  los  fun- 
cionarios auxiliares  y  subalternos  con  respecto  de  la  Magistratura,  y  ya 
en  fin,  porque  se  trata  de  una  de  las  responsabilidades  que  en  términos 
generales  se  prescriben  con  objeto  de  asegurar  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  impuestas  respectivamente  á  cada  funcionario,  ó  para  que 
por  nadie  se  falte  a4  respeto  debido  á  los  Tribunales,  y  esto  hace  com- 
prender que  á  la  ley  orgánica  y  no  á  la  de  Enjuiciamiento  corresponde^ 
concretándonos  al  examen  del  artículo,  decir  quién  está  facultado  para 
exigirla,  que  aparece  aclarado  con  lo  dispuesto  en  el  438  y  en  los  446, 447 
y  448,  sólo  tenemos  que  decir,  que  á  nuestro  juicio  y  para  mayor  clari- 
dad debiera  haberse  redactado  su  último  párrafo,  expresando:  á  los  fun- 
cionarios que  intervengan  en  los  juicios  y  según  se  determina  en  los  ar- 
tículos 446  y  447,  por  las  faltas  que  en  ellos  cometan;  pues  hecha  la  pre- 
vención de  la  manera  general  y  vaga  en  que  aparece  consignada,  es  ver- 
daderamente inexacta. 

Art.  438.  Los  que  interrumpieren  la  vista  de  algún  pleito 
ú  otro  acto  solemne  judicial,  dando  señales  ostensibles  de  des- 
aprobación ó  de  aprobación,  faltando  al  respeto  y  considera- 
ción debidos  á  los  Juzgados  y  Tribunales,  ó  perturbando  de 
cualquier  modo  el  orden,  sin  que  el  hecho  llegue  á  constituir 
delito,  serán  amonestados  en  el  acto  por  el  Presidente  y  ex- 
pulsados del  Tribunal,  si  no  obedecieren  á  la  primera  intima- 
ción. (Ley  anty  art,  42. — Ley  org.  del  P.  /.,  art  661.  —  Ordé- 
nanos de  los  Mzgados  de  'primera  insiañcia^  art,  92.^ 

Art.  439.  Los  que  se  resistieren  á  cumplir  la  orden  de  ex- 
pulsión, serán  arrestados  y  corregidos,  sin  ulterior  recurso, 
con  una  multa  que  no  excederá  de  20  pesetas  en  los  Juzgados 
municipales,  de  40  en  los  de  primera  instancia,  de  60  en  las 
Audiencias  y  de  80  en  el  Tribunal  Supremo,  y  no  saldrán  del 
arresto  hasta  que  hayan  satisfecho  la  multa,  <5  en  sustitución 
ha^an  estado  arrestados  tantos  dias  como  sean  necesarios  para 
extinguir  la  corrección  á  razón  de  5  pesetas  cada  uno.  (Xtfy 
anterior^  art.  42.  — Ley  org.  del  P.  /.,  art.  662.  —  Ord.  de  los 
Juzgados,  de  primera  insíancia,  art.  92.) 

El  respeto  y  la  consideración  que  los  Tribunales  de  justicia  se  merecen; 
la  necesidad  de  que  en  todos  los  actos  judiciales  haya  una  seriedad  y  una 
formalidad  ejemplares;  la  importancia  que  para  la  mayor  brillantez  de  los 
informes  tiene  el  que  en  las  vistas  se  guarde  por  todos  los  asistentes  el 
orden  y  la  compostura  que  la  misma  solemnidad  del  acto  reouiere;  y  otra» 
irarias  causas  de  análogo  carácter  y  naturaleza,  sirven  de  nmdiatteiito  y 
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justifican  los  preceptos  contenidos  en  los  dos  artículos  trasCTitos.  Y  tan 
en  la  conciencia  del  legislador  ha  estado  siempre  que  se  debia  proveer  de 
algún  modo  á  la  posibilidad  de  que  aquel  buen  orden  que  en  los  actos  ju- 
diciales debe  reinar  se  vea  perturbado  alguna  vez,  que  sin  remontarnos  á 
examinar  las  legislaciones  antiguas  y  extranjeras  sino  limitándonos  á  re- 
pasar lo  que  pudiéramos  llamar  nuestra  legislación  contemporánea,  tene- 
mos: que  en  el  art.  28  del  Reglamento  del  Tribunal  Supremo  de  47  de 
Octubre  de  4835  se  consignó,, que  á  cargo  del  Presidente  del  Tribunal  está 
su  policía  interior  y  el  hacer  que  en  él  se  guarde  orden:  en  el  art.  23  de 
las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  de  49  de  Diciembre  del  propio  año  4835 
se  previno  que  el  Presidente  de  cada  Sala  haria  guardar  en  ella  el  orden 
debido:  en  el-  93  del  Reglamento  de  los  Juzgados  de  primera  instancia  de 
4**  de  Mayo  de  4844  se  ordenó  que  los  Jueces  estaban  obligados  á  hacer 
que  se  observara  el  orden  debido  en  las  Audiencias  y  demás  actos  judicia- 
tesa  que  concurrieren,  á cuyo  efecto  quedaban  autorizados  para  corregir 
con  multas  hasta  500  rs.  ó  arresto  en  caso  de  insolvencia  hasta  quince 
días,  á  los  que  lo  turbaren,  les  desobedecieren  ó  de  otro  modo  les  faltasen 
al  respeto,  y  debiendo  proceder  á  la  formación  de  causa  si  la  gravedad  del 
caso  lo  exigiera:  en  una  Real  óiden  de  7  de  Octubre  de  4845  se  mandaba 
hacer  un  severo  cargo  á  los  Regentes  y  Presidentes  de  Sala  de  las  Audien- 
cias, y  á  los  Jueces  de  primera  instancia  en  su  respectivo  caso,  jjara  que 
no  tolerasen  que  los  defensores  se  excediesen  en  sus  informes  ó  discursos, 
sustentando  ooctrinas  subversivas  ó  reprobadas  por  las  leyes,  ni  que  el 
público  que  concurriera  á  los  graves  actos  judiciales  faltara  al  respeto  con 
demostraciones  de  aplauso  ó  desaprobación,  debiendo  cuidar  de  que  se 
contuvieran  todos  los  concurrentes  en  los  justos  límites  propios  del  augus- 
to lugar  donde  se  administra  justicia ;  y  teniendo  entendido,  tanto  los 
Magistrados  como  los  Jueces  que  presidieran  los  actos  públicos,  que  in- 
enrririan  en  el  Real  desagrado.,  y  quedarían  sujetos  á  severas  demostra- 
ciones si  no  reprimían  cualquier  exceso  ó  demasía  de  esta  clase  por  los 
medios  concedidos  á  su  autoridad  en  las  Ordenanzas  y  Reglamentos:  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  4855  (art.  42),  se  dijo  que  los  Tribunales 
y  Jueces  tienen  el  deber  de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir  se  les 
guarden  el  respeto  y  consideración  debidos,  corrigiendo  en  el  acto  las 
faltas  que  se  cometieren,  con  multas  que  no  podrían  pasar  de  las  cantida- 
des que  allí  mismo  se  fijan;  y  por  último,  en  la  ley  provisional  de  organi- 
zación del  Poder  judicial  (artículos  664  y  662)  se  prescribe  lo  que  aparece 
eonsi^ado  en  los  artículos  que  examinamos.  De  modo  que  la  razón  y  la 
historía  abonan  de  consuno  sus  preceptos. 

'  Pero,  ¿son  por  su  fondo  y  por  su  forma,  es  decir,  por  los  precej)tos 
que  contienen  y  por  su  redacción,  irreprochables  los  dos  artículos  objeto 
de  nuestro  comentario?  ¿Ha  puesto  el  Legislador  cuanto  de  su  parte  esta- 
ba para  conseguir  su  objeto?  En  nuestro  sentir  hay  en  sus  prescripciones 
algo  de  sobriedad  y  falta  de  orden  en  las  palabras,  en  que  no  debia  ha- 
berse incurrído,  no  sólo  porque  nunca  conviene  que  los  preceptos  legales  . 
^uáan  dar  origen  á  dudas  y  sutilezas,  sino  por  la  ínaole  especial  del 
asunto,  y  mucho  menos  cuando  el  examen  de  los  precedentes  legislativos 
que  quedan  expuestos  hace  ver  que  todas  las  disposiciones  anteriores 
adolecen  de  igual  defecto.  Previénese,  primeramente,  en  el  art.  438,  que 
los  que  perturben  el  orden  de  cualquier  modo,  sin  que  el  hecho  llegue  á 
constituir  delito,  serán  amonestados  en  el  acto  por  el  Presidente,  y  ex-  * 
l^sadQs  del  Tribunal  si  no  obedecieren  á  la  primera  intimación,  y  hasta 
aquí,  las  pceserípciones  son  claras  y  no  puede  haber  duda  alguna;  pero  & 
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.  renglón  seguido,  ó  sea  en  el  art.  439,  se  establece  qué  los  que  se  resistie- 
ren á  cumplir  la  orden  de  expulsión  serán  arrestados  y  corregidos,  sin  ul- 
terior recurso,  con  una  multa,  que  en  caso  de  insolvencia,  se  traducirá 
en  arresto  á  razón  de  un  dia  por  cada  cinco  pesetas;  y  este  artículo  deja 
ya,  á  nuestro  modo  de  ver,  algo  que  desear.  Serán  arrestados  y  corregi- 
dos, dice  en  primer  término  de  tal  modo,  que  parece  que  ambas  cosas  han 
de  hacerse  al  propio  tiempo,  y  en  cambio  poco  después  establece  incom- 
patibilidad entre  el  arresto  y  el  pago  de  la  multa;  y  como  esto  es  evidente 
y  puede  suceder  que  en  el  mismo  acto  de  imponerse  se  pague,  parece  que 
aeniera  haberse  previsto  el  caso  y  no  haber  empezado  diciendo  en  térmi- 
nos absolutos  serán  arrestados^  pues  élaro  está  que  á  quien  satisfaga  la 
multa  no  se  le  debe  arrestar.  Además,  el  artículo  no  dice  nada  acerca  de 
como  debe  imponerse  la  corrección ,  y  aunque  á  primera  vista  pudiera 
creerse  que  habrá  de  ser  en  el  acto,  resulta  dudoso  apenas  se  medita  so- 
bre el  asunto  y  se  leen  otros  artículos,  especialmente  el  451,  oue  dice: 
«las  correcciones  se  impondrán  de  plano,  en  vista  de  lo  que  resulte  eii  los 
autos  sobre  la  falta  cometida,  y  en  su  caso,  de  lo  consignado  en  los  escri- 
tos ó  en  la  certificación  que  en  el  acto  de  cometerla  hubiere  extendido  el 
actuario  de  orden  del  Presidente,  tanto  de  lo  que  se  considere  digno  de 
corrección,  como  de  las  explipaciones  dadas  por  el  interesado,»  y  si  hay 
que  oir  á  éste  y  extender  un  acta,  claro  es  que  estando  celebrándose  una 
vista  ú  otro  acto  solemne,  no  parece  natural  que  se  interrumpa  para  sus- 
tanciar el  incidente  de  que  se  trata.  Y  en  último  extremo,  aun  cuando  lo» 
artículos  posteriores,  incluso  el  451,  no  se  consideren  relacionados  con 
los  que  son  objeto  de  esta  nota  ni  aplicables  al  caso,  ¿dejará  por  esto  de 
ser  justo  que  se  oiga  al  interesado?  ¿podrá  negársele  el  derecho  de  defen- 
sa, olvidando  que  contra  la  providencia  del  Juez  no  puede  entablar  recur- 
so alguno?  y  si  se  le  oye,  ¿habrá  de  ser  en  el  mismo  acto?  y  si  no  se  le 
oye  en  el  acto,  ¿en  qué  término  ha  de  oírsele  y  dictarse  la  providencia 
condenatoria?  ¿Será  justo  el  arresto  mientras  ésta  no  haya  recaído? 

Estas  preguntas  no  más,  demuestran  la  razón  con  que  hemos  dicho, 
no  sólo  que  hay  sobriedad  en  los  artículos  que  examinamos,  sino  que  por 
la  índole  especial  del  asunto  habría  sido  muy  conveniente  que  e(  Legisla- 
dor hubiese  explanado  su  pensamiento  ó  hubiera  sido  más  claro  en  sa 
exposición. 


Art.  440.  En  los  términos  expresados  én  el  artículo  an- 
terior, serán  corregidos  los  testigos,  peritos  ó  cualesquiera 
otros  que,  como  partes,  <5  representándolas,  faltaren  en  las  vis- 
tas y  actos  solemnes  judiciales,  de  palabra,  de  obra  <5  par  es- 
crito, ala  consideración,  respeto  y  obediencia  debidos  á  los 
Tribunales,  cuando  los  hechos  no  constituyan  delito. 

No  están  comprendidos  en  esta  disposición  los  Abogados  y 
Procuradores  de  las  partes,  respecto  de  los  cuales  se  obseryaiít 
lo  dispuesto  en  los  artículos  443  y  siguientes. — fLey  org,  del 
i>.  /.,  arts.  663  y  664.) 

Art.  441.  Cuando  los  hechos  de  que  tra,tan  los  dos  ártica - 
'los  que  anteceden,  llegaren  á  constituir  delito  ó  falta,  serán 
detenidos  sus  autores,  instruyéndose  la  suniariacorrespondien-^ 
te,  y  poniendo  á  los  detenidos  á  disposición  del  Juzgado  qae. 
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•<leba  conocer  de  la  causa.  {Ley  ant.^  art.  42,  par,  2". — Ley ' 
org.  del  P.  /. ,  art.y  665.) 

Natural  y  lógico  es  que  si  los  hechos  en  cuestión  llegan  á  constituir 
delito  ó  falta  de  las  comprendidas  en  él  Código  penal,  se  persigan  y  cas- 
tiguen criminalmente;  de  modo  que  en  el  primer  caso  deberá  proceder  el 
juez  de  primera  instancia  contra  el  culpable  y  en  el  segundo  el  Juez  mu- 
nicipal; á  este  efecto,  si  el  hecho  hubiese  tenido  lugar  en  otro  Tribunal, 
.se  dará  inmediatamente  conocimiento  al  Juez  á  quien  corresponda,  po- 
niendo, como  el  artículo  dice,  á  su  disposición  á  los  detenidos. 

En  el  capítulo  6^  del  tít.  3**  del  libro  2°  del  Código  penal,  que  trata 
de  los  desórdenes  públicos,  y  en  el  art.  271,  está  previsto  y  penado  el  de- 
lito de  que  se  trata,  diciéndose:  «Los  que  causaren  tumulto  ó  turbaren 
gravemente  el  orden  en  la  audiencia  de  un  Tribunal  ó  Juzgado,  en  los  ac- 
tos públicos  propios  de  cualquiera  autoridad  ó  corporación,  en  algún  co- 
legio electoral,  oficinas  ó  estahlecimiento  público;  en  espectáculos  ó  so- 
lemnidad ó  reunión  numerosa,  serán  castigados  con  las  penas  de  arresto 
mayor  en  su  grado  medio  á  prisión  correccional  en  su  grado  mínimo  y 
multa  de  150  á  1.500  pesetas.»  Y  la  falta,  á  que  también  se  refiere  el  ar- 
tículo que  examinamos,  se  halla  penada  por  el  588  del  Código,  que  dice 
á  este  respecto:  «Serán  castigados  con  las  penas  de  uno  á  15  dias  de  ar- 
resto y  multa  de  25  á  75  pesetas:  1®  Los  que  turbaren  levemente  el  orden 
en  Audiencia  ó  Juzgado,  en  los  actos  públicos,  en  espectáculos,  solemni- 
jdades  ó  reuniones  numerosas » 

Art.  442.  Serán  nulos  todos  los  actos  judiciales  practicados 
bajo  la  intimidación  ó  la  fuerza. 

Los  Jueces  y  Salas  que  hubiesen  cedido  á  la  intimidación  ó 
á  la  fuerza,  tan  luego  como  se  yean  libres  de  ella,  declararán 
nulo  todo  lo  practicado  y  promoverán  al  mismo  tiempo  la  for- 
mación de  causa  contra  los  culpables.  {Ley  org.  del  P.  /.,  ar- 
.  ticulo  666.) 

No  creemos  propio  de  este  lugar  el  presente  artículo,  porque  si  bien 
-es  cierto  que  en  los  anteriores  inmediatos  se  hace  referencia  á  los  desór- 
denes, que  pueden  promoverse  en  los  actos  judiciales,  hácese  sólo  con  ob- 
jeto de  expresar  que  los  Jueces  y  Tribunales  tienen  facultad  para  corregir 
«disciplinariamente  á  los  perturbadores,  y  no  nos  parece  que  como  conse- 
cuencia de  esto  deban  consignarse  principios  tan  generales,  importantes  y 
justos  como  los  que  en  este  artículo  constan,  pues  la  sola  consideración 
de  que  de  muchas  maneras  puede  intimidarse  ú  obligar  á  que  se  practi- 
quen determinados  actos  judiciales  y  la  no  menos  atendible  de  cjueJa  per- 
turbación del  orden  no  supone  ni  lleva  siempre  consigo  la  intimidación, 
hacen  ver  que  no  debe  considerarse  la  existencia  de  esta  como  consecuen- 
cia precisa  de  aquella,  ni  menos  que  sea  necesario  consignar  los  efectos  de 
la  intimidación  ó  de  la  fuerza  con  respecto  á  la  validez  de  los  actos  judi- 
ciales al  tratar  de  las  correcciones  disciplinarias  que  á  los  perturbadores 
del  orden  pueden  serles  impuestas.  A  nuestro  juicio,  hay  otros  títulos  en 
este  mismo  libro  de  la  ley,  en  donde  lo  que  se  consign^í  en  el  artículo  que 
«comentamos  hubiera  tenido  más  lógica  cabida. 

Por  lo  demás  hemos  dicho  que  Tos  preceptos  que  en  él  se  expresan  son 
¿Can  importantes  como  justos,  y  ninguna  duda  creemos  pueda  haber  en 
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que  esa  és  la  verdad,  ponqué  si  el  obrar  por  iñtiili^idacion  ó  á  la  ñiens^ 
constituye  un  vicio  de  nulidad  en  los  contratos,  ó  una  causa  eximente  de 
responsabilidad  criminal,  tratándose  de  los  actos  judiciales  que  deben  ce— 
lebrarse  sin  coacción  alguna  y  estando  los  Tribunales  con  la  independen- 
cia que  las  mismas  leyes  previenen  copio  condición  precisa  para  que  pue- 
da estimarse  que  la  justicia  obra  con  imparcialidad  y  con  conciencia  ae  Í6 
que  hace  (que  de  otro  modo  no  seria  justicia)  no  puede  dudarse  de  que  la 
intimidación  ó  la  fuerza  tienen  que  invalidar  el  acto  de  que  se  trate;  y  éI 
el  ejercer  coacción  sobre  un  Juez  ó  Tribunal  es  un  delito,  evidente  es  tam- 
bién que  aquellos  Jueces  ó  Tribunales  que  hayan  obrado  cohibidos^  d^be&y 
al  verse  libres  y  al  mismo  tiempo  que  declaran  nulo  lo  practicado,  pro- 
mover la  formación  de  cansa  contra  los  culpables.  Estos  preceptos  tiei^ft 
precedentes  en  todas  las  legislaciones  antiguas  y  están  sancionados  por- 
todas  las  modernas. 

Art.  443.  Los  Abogados  y  Procuradores  serán  corregidoi^ 
disciplinariamente: 

1'  Cuando  faltaren  notoriameilte  á  las  prescripciones  de  está 
ley  en  sus  escritos  y  peticiones. 

2°  Cuando  en  el  ejercicio  de  su  profesión  faltaren  oralmente, 
por  escrito  ó  de  obra  ai  respeto  debido  á  los  Juzgados  y  Tri-- 
bunales. 

3°  Cuando  en  la  defensa  de  sus  clientes  se  descompusieren 
contra  sus  colegas  de  una  manera  grave  é  innecesaria  para 
aquella. 

4®  Cuando  llamados  al  orden  en  las  alegaciones  orales,  no 
obedecieren  al  que  presida  el  Tribunal.  /^Eey  attt,  dH,  43. — 
Ley  org.  del  P,  /.,  art.  756. ) 

Art.  444.  No  obstará  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior  á 
que,  llamados  al  orden  y  pidiendo  y  obteniendo  la  venia  del" 
Juez  ó  del  que  presida  el  acto,  puedan  explicar  las  palabraát 
que  hubieran  pronunciado  y  manifestar  el  sentido  ó  intención 
que  les  hubieren  querido  dar,  6  satisfacer  cumplidameate  al 
Juzgado  ó  Tribunal.  {"Ley  org,  del  P.  /.,  art*  Ihi.) 

Que  los  Jueces  y  Tribunales  cuyas  facultades  en  la  materia  del  pi^esenle 
título,  tienen  que  ser  grandes,  deben  estar  autorizados. para  conregir  dis^ 
ciplinariamente,  no  sólo  á  los  particulares  que  turben  el  orden  en  los  ac^is 
judiciales  ó  les  falten  al  debido  respeto,  sino  á  sus  inferiores  jerárquicos 
auxiliares,  y  subalternos,  y  aun  á  los  Abogados  y  Procuradores*  és  CdSíi 
que  nuestras  leyes  han  confirmado  más  de  una  vez;  de  modo  qnó  tátttü 
el  artículo  443  como  loi»  445  y  447,  no  hacen  más  que  reconocer  Un  prin- 
cipio constantemente  admitido,  el  cual,  por  lo  que  respecta  á  km  Aboga- 
dos y  Procuradores,  encuentra  su  fundamento  en  la  índole  y  carftcter  de 
sus  respectivas  funciones,  y  en  la  naturaleza  de  las  relaciones  ^e  lAán- 
tienen  con  los  Tribtinaies  de  justicia. 

Unos  y  óteos  por  la  nobleza  y  la  importancia  de  su  píofeBÍon,  están 
obligados  á  portarse  decorosa  y  dignamente,  no  sólo  con  ius  clientes,  ália 
ante  los  Tribunales  que  á  su  vez  deben  guardaries  gran  número  de  aten- 
ciones en  armenia  con  ío  quie  ^  misma  profesión  demai^i^a.  Y  tomo  efl  él 
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momento  de  actnar  ante  un  Juez  ó  Tribunal  cualquiera,  adquieren  en  cierto 
modo  el  carácter  de  auxiliares  de  la  Administración  de  justicia,  y  es  ne- 
cesario evitar  que  las  prerogativas  de  que  gozan  sirvan  de  patente  á  su 
mal  comportamiento,  natural  es,  repetimos  que  estén  sujetos  á  la  correc*- 
cion  disciplinaria.  Así  es  que  en  lo  que  respecta  á  los  Abogados,  pot 
ejemplo,  basta  examinar  nuestra  legislación, *á  partir  del  Fuero  Real,  que 
es  el  primer  Código  patrio  que  de  ellos  trata  para  convencerse  de  que 
en  el  propósito  de  todos  los  Legisladores  entró  el  señalar  al  propio  tiempo 
que  las  distinciones  de  que  debían  ser  objeto  la  conducta  que  están  obli- 
gados á  observar  para  cumplir  fielmente  sus  deberes  y  no  faltar  nunca  á 
la  consideración  y  el  respeto  debidos  á  los  Jueces  y  Tribunales,  y  aun 
marcar  las  penas  á  que  en  caso  contrario  se  harian  acreedores. 

La  ley  5*,  lít.  9**,  lib.  4®  del  Fuero  Real,  prescribia  ^ue  los  Abogados 
informasen  en  pié  á  menos  que  por  enfermedad  ó  permisión  expresa  dei 
Juez  se  les  concediera  estar  sentados;  y  que  no  empleasen  voces  mjuriosas 
ó  descompuestas,  todo  ello  bajo  pena  de  privación  de  oficio.  La  ley  7*, 
título  6®,  Part.  3^,  les  prohibia  informar  empleando  palabras  injuriosas, 
malas  é  villanas,  extralimitarse  de  la  cuestión  ó  hablar  desmesuradamente; 
y  además  prohibia  al  Abogado  de  una  parte,  interrumpir  al  de  la  contraria 
cuando  usare  de  la  palabra.  La  ley  4*,  tít.  22,  lib.  5^  de  la  Novísima  Re- 
copilación mandaba  que  en  estrados  se  sentasen  los  Abogados  por  orden 
de  antigüedad,  y  que  no  hablasen  hasta  después  de  poner  el  caso  el  Re- 
lator. La  ley  45  del  mismo  título  y  libro  facultaba  á  los  Jueces  y  Tribu- 
nales para  apremiar  á  los  Abogados  al  cumplimiento  de  las  leyes  y  orde- 
nanzas que  trataran  del  orden  de  los  juicios.  El  Reglamento  provisional 
para  la  Administración  de  Justicia  prevenía  que  así  como  los  Jueces  y 
Tribunales  debian  cuidar  de  que  los  Abogóos  procediesen  con  arreglo  á 
las  leyes  en  el  ejerckio  de  su  profesión,  y  les  guardaran  el  debido  res- 
peto, estaban  obligados  á  tratarlos  con  el  decoro  eoiTespondiente,  no  in- 
terrumpiéndoles cuando  hablasen  en  estrados^  ni  coartán4oles  directa  ó 
indirectamente  el  libre  desempeño  de  sü  cargo  (art.  49.)  £1  art.  48  de  las 
Ordenanzas  de  las  Audiencias  prescribe  que  Jk>s  Magistrados  han  de  estar 
con  la  mayor  compostura  y  decoro  en  el  Tribunal,  sin  interrumpir  á  los 
Abogados,  Relatores  y  Escribanos  en  sus  discursos  y  relaciones,  y  tratán- 
doles á  todos  con  la  consideración  d^ida  á  sus  cargos;  y  el  art.  t96  de-^ 
termina  que  los  Abogados,  lo  mismo  en  sus  inftu'mes  que  en  sus  escritos 
cuidarán  de  producirse  con  iodo  el  decoro  que  corresponde  á  su  noble 
Mofesion  y  á  la  autoridad  de  los  Tribunales;  á  cuyo  efecto  deberán  evitat* 
las  expresiones  bajas»  ridiculas  ó  impropias  del  lugar  en  que  se  profieren 
ó  de  los  Jueces  á  quienes  se  dirigen;  y  nunca  apoyaráíi  sus  al-gumentos 
sobre  hechos  supuestos  ó  desfigurados,  ó  sobre  supuestas  disposiciones 
legales  ó  doctrinas,  ni  divagarán  á  especies  impertinentes  é  inconexas, 
ni  se  extraviarán  de  la  cuestión.  Y  el  art.  33  del  Reglamento  del  Tribunal 
Supremo,  el  58  del  de  los  Juzgados  de  primera  instancia  y  otras  disposi- 
ciones, como  la  Real  orden,  citada  en  otro  lugar,  de  7  de  Ck^tubre  de'4845, 
contienen  análogos  preceptos,  siendo  de  notar  por  último,  qiie  tanto  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  4855,  Como  en  la  orgánica  del  Poder  ju* 
dicial,  se  sanciona  el  principio  de  que  están  sujetos  á  corrección  discimi-^ 
naria  la  cual  corresponde  imponer  en  su  caso  á  los  Jueces  y  Tribunales. 

Por  lo  tanto,  el  art.  443  que  examinamos,  está  en  consonancia  con  lo 
dispuesto  en  dichas  leves;  y  el  art.  444,  concediendo  á  los  Abogados  y  Pro- 
curadores la  facultad  de  explicar  sus  palabras,  previa  la  venia  del  aue  pre^ 
sida  el  ádó,  no  hace  otra  cosa  que  confirmar  el  respeto  y  la  consioeracion 
que  á  sus  respectivas  profesiones  han  concedido  siempre  nuestras  leyes. 
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Antes  de  concluir  este  comentario,  diremos,  sin  embargo,. que  la  pres- 
cripción primera  del  art.  443,  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  que  siempre 
Sue  proceda  se  les  exigirá  la  responsabilidad  á  ^ue  se  hubiesen  hecho  aeree- 
ores;  y  que  por  lo  mismo  que  al  arbitrio  judicial  queda  el  apreciar  cuando 
procederá  la  corrección  disciplinaria,  en  los  diferentes  casos  en  que  puede 
naber  lugar  á  ella,  deben  los 'Jueces  y  Tribunales  obrí^r  con  suma  pruden- 
cia, pues  tratándose  de  las  personas  de  que  se  trata,  á  las  cuales  casi  ^em- 
Sre  deberá  permitirse  el  uso  de  la  facultad  que  el  art.  444  íes  concede,  po- 
rian,  de  lo  contrario,  producirse  lamentables  escenas  que  al  prestido  de 
los  Tribunales  y  al  de  los  Abogados  y  Procuradores  perjudicarían.  (Véase 
nuestra  nota  al  art.  448.) 

Art.  445.  También  serán  corregidos  disciplinariamente  los 
auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados  por  las  faltas  que  co- 
metan y  omisiones  en  que  incurran  con  relación  á  las  actua- 
ciones judiciales  que  sean  de  su  respectiva  incumbencia. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los  subalternos  de  los 
Tribunales  y  Juzgados  por  las  faltas  que  cometan  en  el  cum- 
plimiento de  los  mandamientos  judiciales  que  deban  ejecutar. 
{Ley  ant,y  art.  43. — Ley  org,  del  P.  /.,  art.  750.) 

Aun  más  que  con  respecto  á  los  Abogados  y  Procuradores  se  ha  reco- 
nocido en  todos  tiempos,  á  favor  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  la  facultad 
de  corregir  disciplinariamente  á  sus  auxiliares  y  subalternos,  y  de  ello  son 
buena  prueba  desde  nuestros  jintiguos  Códigos  generales  á  las  instruc- 
ciones más  especiales  y  modernas  qlie  se  nan  dictado  para  consignar 
los  derechos  y  deberes, respectivos  de  esta  clase  de  funcionarios.  Por 
los  artículos  226  y  %Tí  de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias,  se  pre- 
vino que  las  Audiencias  en  pleno,  ó  cada  una  de  sus  Salas,  cuidasen  de 
que  todos  los  subalternos  y  curiales  cumpliesen  bien  sus  obligaciones,  ¿ 
cuyo  fin  podian  y  debian  corregirles  de  plano  con  reprensión,  apercibi- 
miento, multa  ó  suspensión  temporal  de  oficio.  Por  el  art.  110  del  Regla- 
mento de  los  Juzgados  de  primera  instancia  se  concedió  i^al  facultad  á 
los  Jueces  de  dicha  categoría.  Por  el  art.  43  de  la  ley  anterior  se  volvió  á 
reconocer  ese  derech.0  á  favor  del  Tribunal  Supremo,  Audiencias  y  Juz^- 
dos;  y  consiffnado  este  principio  con  igual  generalidad  en  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  aparece  trascrito  á  la  presente  ley  bajo  la  misma  forma. 

£1  buen  despacho  de  los  asuntos,  el  prestigio  de  la  Administración  de 
justicia  y  la  subordinación  que  debe  haber,  y  en  realidad  existe,  de  los 
Auxiliares  y  Subalternos  á  los  Tribunales,  recomiendan,  á  un  propio  tiem- 
po, la  concesión  de  la  facultad  de  que  venimos  tratando;  y  puesío  que 
también  tiene  la  sanción  de  la  historia,  el  Legislador  ha  onrado  bien 
confirmándola. 

A  \iuestro  propósito  bastará,  pues,  con  recordar  que,  según  la  ley  pro- 
visional de  organización  del  Poder  judicial,  se  llaman  Auxiliares  de  los 
Tribunales,  los  Secretarios  ó  Escribanos,  los  Archiveros  y  los  Oficiales  de 
Sala  (art.472r),  y  Subalternos,  los  porteros,  alguaciles,  mozos  de  estwtdos 
y  mozos  da  oficio  (art.  56S).  (Véase  nuestra  nota  al  art.  447.) 

Art.  446.  Las  correciones  de  los  Abogados,  Procuradores, 
Auxiliaíes  y  Subalternos  por  las  faltas,  antes  indicadas,  se  im- 
pondrái;!  siempre  por  el  Juzgado  ó  Sala  de  justicia  donde  se  si- 
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gan  los  autos  que  diereo  lugar  á  ellas,  ó  en  los  que  los  prime- 
ros se  hubieren  propasado  en  la  defensa  oral. 
•  Si  cometieran  otras  faltas  que  merezcan  corrección,  será 
ésta  impuesta  gubernativamente  conforme  á  lo  dispuesto  en 
las  leyes,  ordenanzas  ó  reglamentos.  (£e^  ory.  del  P.  /.,  ar- 
ticulo  758.) 

Art.  447.  Las  Salas  de  Justicia  del  Tribunal  Supremo  po- 
drán corregir  disciplinariamente  á  las  de  las  Audiencias  y  á 
los  Jueces  inferiores,. por  las  faltas  que  hubieren  cometido  en 
los  autos  de  que  aquellas  conozcan,  en  virtud  de  recursos  de 
casación  d  de  queja  ó  para  decidir  competencias. 

La  misma  facultad  tendrán  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Au- 
diencias respecto  á  los  Juecei^  de  primera  instancia,  y  éstos 
jespecto  de  los  municipales  que  les  estén  subordinados,  cuan- 
do en  virtud  de  apelación  ó  de  otro  recurso  conozcan  de  los 
autos  en  que  se  hubiese  cometido  la  falta.  {Ley  org.  del  Poder 
judicial,  artículos  584,  592,  616,  732  y  747.) 

Ni  este  artículo  ni  los  443,  445,  446,  448,  449  y  450  debieran,  á  nues- 
tro juicio,  figurar  en  la  actual  ley;  y  el  445  y  el  presente  menos  que  los 
demás,  porque  en  ellos  se  habla  de  una  de  las  responsabilidades  á  que  los 
Jueces  y  Magistrados  y  los  Auxiliares  y  Subalternos  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  están  sujetos  y  cualquiera  que  sea  el  aspecto  bajo  el  cual  se 
examine  el  asunto,  llegase  al  convencimiento  de  que  se  trata  de  una  ma- 
teria propia  y  exclusiva  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial,  pues 
aunque  debemos  advertir,  de  una  vez  para  siempre,  que  es  cierto  que 
en  dicha  ley  no  se  hallan  taxativamente  determinados  todos  los  casos  á 
que  la  presente  se  refiere  en  el  actual  título,  no  implica  esto  ó  lleva  con- 
sigo la  necesidad  de  que  aquí  se  trate  de  ellos  en  la  forma  en  que  se  hace, 
ya  Dorque  implícitamente  están  comprendidos  en  las  disposiciones  de  aque- 
lla ley,  ya  porque  así  se  introducen  forzadamente  preceptos  improceden- 
tes en  ésta,  sin  respetar  como  se  debiera  la  división  natural  de  materias,  y 
ora  porque  así  puede  darse  lu^ar  á  fundadas  é  importantes  dudas. 

Él  art.  732  de  la  ley  orgánica,  dice:  «La  jurisdicción  disciplinaria  so- 
bre los  Jueces  y  Ma^strados  será  ejercida:  por  los  Tribunales  de  partido 
Saún  Juzgados  de  primera  instancia),  respecto  á  los  Jueces  municipales  y 
le  instrucción  (que  hoy  son  los  mismos  ae  primera  instancia);  por  las  Sa- 
las de  gobierno  de  las  Audiencias  respecto  á  los  Jueces  de  Tribunales  de 
partido;  por  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  respecto  á  los  Ma- 
gistrados; y  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  la  del  Tribunal  Su- 
premo se  constituirán  en  Salas  de  justicia  para  ejercer  la  jurisdicción  dis- 
ciplinaria.» Más  adelante,  el  art.  747,  refiriéndose  al  746,  añade:  «Los 
Tribunales  y  Salas  dé  gobierno  podrán  imponer  las  correcciones  expresa- 
das en  el  artículo  anterior,  seeun  su  prudente  arbitrio,  tomando  en  cuen- 
ta la  mayor  ó  menor  gravedad  de  los  actos  ú  omisiones.»  Separadamente 
el  art.  734  expresa  que  los  «Jueces  y  Magistrados  serán  corregidos  disci- 
plinariamente: 

V*  Cuando  faltaren  de  palabra,  por  escrito  ó  por  obra  á  sus  superiores 
en  el  orden  jerárquico. 

21®  Cuando  faltaren  gravemente  á  las  consideraciones  debidas  á  sus 
iguales. 
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3^  Cuando  traspasaren  Jos  línútes  racionales  de  su  autoridad  r^s^pecto  á 
los  Auxiliares  y  Subalternos  de  los  Juzgados  y  Tribunales,  ó  á  los  que 
acudan  á  ellos  en  asuntos  de  justicia,  ó  á los  que  asistan  á  los  estrados, 
cualquiera  que  s^a  el  objeto- con  que  lo  hagan. 

4°  Cuando  fueren  negligentes  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

5®  Cuando  por  la  irregularidad  de  su  conducta  moral  ó  por  vicios  que 
les  hicieren  desmerecer  en  el  concepto  público,  comprometieren  el  decoro 
de  su  ministerio. 

6^  Cuando  por  gastos  superiores  á  su  fortuna,  contrajeren  deudas  que 
dieren  lugar  á  que  se  entablen  contra  ellos  demandas  ejecutivas. 

7**  Cuando  recomendaren  á  Jueces  ó  Tribunales  negocios  pendientes  en 
juicio  contradictorio  ó  causas  criminales. 

8®  Cuando  infringieren  las  prohibiciones  contenidas  en  los  números  3**, 
4*»,  6^  y  6*»  del  art.  7^  de  la  propia  ley. 

Y  9**  Cuando  sin  autorización  del  Jtf inisterio  de  Gracia  y  Justicia  pu- 
blicaren escritos  en  defensa  de  su  conducta  oficial,  ó  atacando  la  de  otros 
Jueces  ó  Magistrados.)) 

Y  á  ^u  vez,  y  refiriéndose  á  los  Auxiliares  de  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les, vienen  á  establecer  los  artículos  483,  750  y  751,  que  los  Juzgados  y 
Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  del  Supremo,  podrán  corregir  á 
aquellos : 

4®  Cuando  se  hallaren  en  cualquiera  de  los  seis  primeros  casos  del  ar- 
tículo 734. 

2**  Cuando  no  guardaren  la  debida .  consideración  á  los  que  acudíui  á 
ellos  en  cosas  relativas  á  sus  funciones,  y  no  se  mostraren  imparciales  en 
el  desempeño  de  las  mismas. 

Y  3®  Cuando  se  ausenten  del  lugar  de  su  residencia  sin  licencia  conce- 
dida por  la  Autoridad  competente. 

Pues  la  sola  enunciación  de  esta  doctrina  hace  ver  que  en  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial  está  el  verdadero  sitio  de  los  artículos  que  comen- 
tamos, y  al  propio  tiempo  que  por  no  haberse  reconocido  así  explícita- 
mente ni  en  la  enunciada  ley  ni  en  ésta,  puede  haber  lugar,  en  realidad,  á 
las  dudas  que  hemos  anunciado. 

Lo  primero,  después  de  lo  que  hemos  manifestado  al  comentar  el  epí- 
grafe del  título  y  al  empezar  esta  nota,  no  necesitaremos  muchas  pala- 
bras para  demostrarlo.  Én  la  ley  orgánica  se  consigna  lo  que  acabamos  de 
ver  respecto  á  correcciones  disciplinarias,  porque  siendo  dicha  ley  la  lla- 
mada a  seíialar  los  respectivos  derechos  y  obligaciones  de  los  funcionarios 
Se  la  Administración  de  justicia  de  igual  modo  que  las  atribuciones  de  los 
Tribunales  que  establece,  es  la  llamada  también  á  determinar  y  especificar 
las  responsajailidades  en  que  aquellos  funcionarios  ó  los  mismos  Tribuna- 
les pueden  incurrir  y  la  Autoridad  ó  funcionario  encargado  á  su  vez  de 
exigirlas;  y  si  esto  es  verdad,  y  en  el  artículo  objeto  de  esta  nota  lo  mis- 
mo que  en  el  445  relacionado  con  el  siguiente,  no  se  hace  más  que  seña- 
lar por  una  parte  la  sujeción  ó  corrección  disciplinaria  de  los  Jueces  y 
Tribunales,  Auxiliares  y  subalternos  por  las  faltas  que  cometan  los  pri- 
meros en  los  autos  de  que  conozcan,  los  Auxiliares  con  relación  á  las  ac- 
tuaciones iudiciales  que  sean  de  su  respectiva  incumbencia,  y  los  subal- 
ternos en  10  relativo  al  cumplimiento  de  los  mandamientos  judiciales,  y 
consignar  por  otra  la  competencia  que  para  imponerla  tienen  los  Jueces  y 
Tribunales  que  cita,  resulta  claro  y  evidente  que  se  trata  de  una  materia 
.  propia  y  exclusiva  de  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial. 

Y  la  demostración  de  lo  segundo,  ó  sea  de  que  entre  unos  y  otros  pre- 
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«ceptos  pueden  dar  lugar  á  duda^,  do  es  meaos  sen^Ula.  Según  8e  vé  en 
los  artículos  trascritos  de  la  ley  orgánica»  dentro  de  los  Tribunales  supe- 
riores, deben  ejercer  la  jurisdicción  disciplinaria  las  Salas  de  (j^obiemo;  y 
conforme  á  lo  que  determina  la  presente  ley,  deben  conocer  de  las  feltas 
que  se  cometan  en  los  autos  ó  en  las  actuaciones,  y  corregirlas  discipli- 
nariamente Jas  Salas  de  justicia  del  Supremo  y  las  da  lo  mvil  de  las  Au- 
diencias. Pues  bien:  cuando  suceda  que  en  unos  autos  m  hayan  cometido 
.  faltas  que  acusen  negligencia  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  propios 
de  un  Juez,  ó  que  en  unas  actuaciones  se  haya  incurrido  en  omisiones  que 
revelen  parcialidad  en  el  funcionario  de  (|ue  se  trate,  ¿gué  Tribunal  será 
el  competente  para  imponer  la  corrección  disciplinaria  (jue  corresponda? 
En  las  Audiencias,  ¿lo  será  la  Sala  de  lo  civil  que  conozca  del  negocio  ó 
la  Sala  de  Gobierno?  La  primera  debe  serlo  con  arreglo  á  esta  ley.  La  se- 
gunda, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 
(artículo  732, 750,  y  párrafos  2**  de  este  tíltuno,  y  4° del  734.)  ¿Y  cómo 
resolver  este  conflicto?  ¿Procederá  una  doble  corrección?  ¿Habrá  motivo 
para  una  cuestión  de  competencia  entre  una  y  otra  Sala?  Hé  aquí  4ma 
{^rie  de  dudas  legítimas,  difíciles  de  resolver,  que  podria  aumentarse  con 
otras  varias,  y  que  no  vemos  otro  modo  de  resolverlas,  que  dando  la  pre- 
ferencia á  lo  dispuesto  en  la  actual  ley  por  ser  más  concreta  en  este  punto 
y  posterior  á  la  orgánica  del  Poder  judicial.  Pero  la  culpa  de  estas  confu- 
siones está  en  la  falta  de  criterio  que  hemos  denunciado  repetidas  veces. 

Art.  448.  Ni  los  Jueces  ni  las  Salas  de  Justicia  podrán 
-eorrogir  disciplinariamente  á  los  funcionarios  del  Ministerio 
fiscal  por  las  faltas  que  cometan  en  los  asuntos  judiciales  en 
^ue  deban  intervenir. 

Kq  estos  casos  se  limitarán  á  poner  la  falta  «n  conocimien- 
to del  superior  jerárquico  del  que  la  jiubiere  cometido,  para* 
que  la  corrija  como  estime  procedente. 

Este  artículo  sanciona  la  independencia  del  Ministerio  fiscal,  que  tiene 
una  organización  completa,  y  en  el  cual,  existiendo  el  principio  de  su- 
l)ordinacion,  debe  ser  el  Jefe  superior  quien  corrija  disciplinariamente  á 
«itó  inferiores.  Mas  en  presencia  dé  lo  que  aquí  se  dispone  y  de  lo  orde- 
nado en  el  art.,  443  con  relación  á  los  Abogados  y  Procuradores,  no  falta 
quien  crea  que  la  ley  es  inconsecuente  y  hasta  injusta*  y  fundan  su  opi- 
nión; 4^,  en  que  los  Abogados  y  Procuradores  forman,  después  de  todo, 
verdaderos  cuerpos  organizados  é  independientes,  medíanle  la  existencia 
de  los  Colegios;  2**,  en  que  tanta  consideración  y  respeto  como  el  Minis- 
terio fiscal  pueda  merecer,  se  merecen  unos  y  otrps  de  a<juéllos,  y  con  es- 
pecialidad los  Abogados,  y  3**,  en  que  siendo  así  que  entre  los  casos  en  que 
4  los  Abogados  y  Procuradores  puede  corregírseles  disciplinariamente  y 
de  plapo  (art.  451)  están  los  en  que  falten  oralmente,  por  escrito  ó  de 
obra  al  respeto  debido  ^  los  Tribunales,  en  que  se  desoóeopusieren  contra 
1SUS  cfiílegas  en  la  defensa  oral,  y  ^que  llamados  al  orden  en  las  alega- 
ción^, no  obedecieren  al  que  presida  al  Tribunal;  no  hay  razón,  dada  la 
naturaleza  de  esos  casps,  para  que  otros  iguales  no  se  puedan  corregir  del 
mismo  modo  y  por  los  Jueces  y  Tribunales  á  los  fanoionarios  del  Minis* 
rio  fí^pal.  Nosotros  nó  participamos  de  esa  opinión,  y  creemos  que  la  ley 
ha  o]3rado  bien  estableciendo  la  distinción  que  ha  hecho,  pues  de  la  orga- 
nización especial  del  Minis^io  pi!iblico  á  la  de  la^  úsiim  da  Abogados  y 
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Pr  ©curadores  hay  mucha  distancia,  y  tanta,  que  mientras  éstos  no  pter— 
den  su  independencia,  pprque  se  les  puedan  imponer  las  correcciones  or- 
denadas, amiél  la  perdería  en  absoluto  y  üo  representaría  si  no  se  hiciera 
en  su  favor  la  excepción  que  el  artículo  que  examinamos  contiene,  lo  que- 
la  ley  lógica  y  pniaentemente  quiere  que  represente  y  signifique. 

Así,  pues,  en  cuanto  á  corrección  disciphnaría  de  los  funcionaríos  del 
Ministerio  fiscal,  debe  estarse  á  lo  que  aquí  se  determina  y  á  lo  que  dis- 
pone la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  en  sus  artículos  850  y  siguientes.  • 

Art.  449.  Las  correcciones  disciplinarias  que  podrán  im- 
ponerse á  los  funcionarios  comprendidos  en  los  artíciilos  443  y 
siguientes,  serán  : 

F  Advertencia. 

2**  Apercibimiento  ó  prevención. 

3®  Reprensión.    . 

4°  Multa  que  no  podrá  exceder  de  100  pesetas,  cuando  se- 
imponga  por  los  Jueces  municipales,  de  200  por  los  de  prime- 
ra instancia,  de  300  por  las  Audiencias,  y  de  500  por  el  Tribu- 
nal Supremo. 

5®  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  6  de  los  derechos 
correspondientes  á  los  escritos  6  actuaciones  en  que  se  hubiere 
cometido  la  falta. 

6**  Suspensión  úel  ejercicio  de  la  profesión  6  del  empleo 
con  privación  de  sueldo  ó  dé  emolumentos,  que  no  podrá  ex- 
ceder de  tres  meses,  pudiendo  extenderla  hasta  seis  en  caso  de 
reincidencia.  Durante  la  suspensión,  el  sueldo  y  emolumentos 
/^el  que  la  sufra  serán  para  él  que  desempeñe  el  cargo.  (Ley- 
anl.,  art.  ^.-^Ley  org,  del  P,  /.,  art.  752.) 

Art  450.  También  será  considerada  como  corrección  dis- 
ciplinaria la  imposición  de  costas  á  los  funcionarios  antes  ex- 
presados, en  los  casos  en  que  lo  autoriza  la  ley. 

En  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  (art.  227)  y  en  la  ley  anterior  de 
Enjuiciamiento  civil  se  establecian  sólo  las  2*,  3*,  4*  y  6*  de  las  correc- 
ciones que  se  consignan  en  el  art.  149,  y  la  4^  y  la  6^  en  distinta  forma 
á  la  en  que  hoy  se  nace.  La  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  establecien*- 
do  diferencias  esenciales,  según  que  se  tratara  de  Jueces  ó  Magistrados»  . 
Jueces  municipales  y  Auxiliares,  consigna:  para  los  primeros  (art.  741 )» 
la  reprensión  simple,  la  reprensión  calmeada,  la  postergación  para  ascen- 
sos, la  privación  de  sueldo  y  la  suspensión  de  empleo  y  privación  de  suel- 
do; para  los  Jueces  niunicipales,  la  reprensión  simple  y  la  multa  de  25  á 
250  pesetas,  y  para  los  Auxiliares,  la  advertencia,  el  apercibimiento,  la 
multa  que  determina,  la  reprensión  á  puerta  cerrada  por  el  Juez  ó  por  eí 
Presidente  del  Tribunal,  la  reprensión  á  puerta  cerrada  ante  el  Trinunaí 
ó  Sala  á  que  corresponda  el  corregido  y  la  suspensión  de  empleo  y  priva- 
ción de  sueldo  y  de  emolumentos  por  el  tiempo  que  señala.  Respecto  de 
los  Abogados  y  Procuradores,  se  limita  á  decir  que  pueden  ser  corregidos 
disciplinariamente,  por  lo  cual  pue  ie  pesumirse  que  les  son  aplicables 
las  correcciones  establecidas  para  los  Auxiliares. 

La  ley  actual  se  ha  inspirado  en  las  disposiciones  trascritas  y  enten— 
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diendo  que  con  establecer  una  serie  (;omun  de  correcciones  hay  suficiente 
para  que,  según  sea  el  funcionario  á  quien  haya  de  imponerse,  la  Grave- 
dad del  caso,  y  aun  el  Tribunal  que  la  imponga,  pueda  elegirse  la  que 
más  convenga,  consigna  las  que  aparecen  en  el  artículo,  y  que  por  su 
orden  iremos  examinando. 

4*  Advertencia.  Es  sabido  que  en  ésta,  como  en  la  siguiente,  caben 
diversos  grados  de  severidad  según  las  palabras  que  se  empleen  al  hacerla; 
y  así  mismo  sábese  que  en  el  foro  se  tiene  por  la  menos  importante  ó  más 
ligera.  La  ley  de  1855  no  la  consignó,  y  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial la  prescribió  para  los  auxiliares  de  los  Juzgados  y  Tribunales.  En 
nuestro  sentir  ha  hecho  bien  la  ley  actual  en  establecerla,  pues  por  lo  mis- 
mo que  es  la  de  menor  importancia,  es  la  más  á  propósito  para  corregir 
ñiltas  insignificantes,  y  en  la  generalidad  de  los  casos  este  carácter  y  no 
otro,  tendrán  las  faltas,  objeto  del  presente  título,  que  cometan  los  funcio- 
narios á  que  se  refieren  los  artículos  443  y  posteriores. 

2*  Apercibimiento  ó  prevención.  Aquí  la  ley  ha  seguido  á  la  anterior 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  consecuentemente  ha  cometido  el  mismo  yerro 
de  considerar  como  sinónimas  las  palabras  prevención  y  apercibimiento. 
La  primera  se  estima  en  el  foro  como  corrección  más  suave  que  el  segun- 
do, y  entiéndase  como  se  quiera,  siempre  ha  de  resultar  que  son  cosas 
distintas  hasta  el  punto  de  estar  más  próxima  la  prevención  á  la  adver- 
tencia que  al  apercibimiento,  y  éste  más  cerca  de  la  reprensión  (jue  de  la 
prevención.  Dentro  de  ambas  correcciones,  caben,  según  se  ha  indicado, 
diferentes  grados  de  severidad,  pues  como  dicen  oportunamente-  ciertos 
autores,  no  es  igual  apercibir^  por  ejemplo,  al  Escribano  para  que  en  lo^ 
.^neesivo  se  cuiae  de  incurrir  en  tal  omisión,  que  apercibirle  para  qtt^  en 
lo  sucesivo  s€  abstenga  de  incurrir  en  tal  falta. 

3*  Reprensión,  Tomada  en  sentido  lato,  comprende  esta  palabra  las 
correcciones  explicadas,  porque  todas  son  reprensiones  que  se  hacen  al 
funcionario  que  na  faltado  al  cumplimiento  de  sus  deberes;  pero  tomada 
en  ^  sentido  extricto  en  que,  sin  duda  alguna  la  usa  la  ley,  si^ifica  una 
corrección  más  severa,  puesto  que  en  vez  de  advertirle  ó  apercibirle  para 
lo  futuro,  de  hecho  se  ha  de  reprender  á  aquel  por  la  falta  cometida.  La 
reprensión  puede  ser  de  varias  maneras:  simple  ó  calificada,  pública  ó  pri- 
vada, hecha  sólo  por  el  Presidente  del  Tribunal,  ó  ante  la  Sala  ó  el  Tri- 
bunal já  que  corresponda  el  corregido.  (Véase  el  tít.  49  de  la  ley  org.  del 
P-  J.)  Reprensión  simple  cuando,  según  el  calificativo  indica,  no  se  hace 
más  que  reprender.  Reprensión  carneada,  cuando  al  mismo  tiempo  so 
castiga  de  algún  modo.  Pública,  cuando  se  hace  públicamente.  Privada, 
en  caso  contrario,  es  decir,  cuando  no  se  hace  en  Audiencia  pública.. 
Mecha poi*  el  Presidente  del  Tribunal,  cuando  éste  á  solas  con  el  corregido 
!e  reprende.  Y  ante  la  Sala  ó  Tribunal,  cuando  el  mismo  Presidente  re- 
prende ante  los  demás  Magistrados.  Sobre  reprensión  pública  ó  privada, 
debe  tenerse  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  147  del  Código  penal  que 
dice:  «El  sentenciado  á  reprensión  pública,  la  recibirá  personalmente  en 
audi^cia  del  Tribunal  á  puerta  abierta.  El  sentenciado  á  reprensión  pri- 
vada la  recibirá  personalmente  en  audiencia  del  Tribunal  á  presencia  del 
Secretario  y  á  puerta  cerrada.»  Y  dicho  esto,  puede  asegurarse  que  aunque 
no  lo  expresa  manifiestamente  la  ley,  al  prescribir  la  reprensión  se  refier»^ 
á  la  simple,  bien  pública,  bien  privada.  Una  y  otra  habrán  de  tener  lu^ar 
como  el  Código  penal  prescribe,  después  de  quedar  firmes  las  providencias 
en  que  se  impongan. 

4*  Multa  que  no  podrá  exceder  de  M}0  péselas  cuando  se  imponga  por 
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lo^  Ju6C€S^  municipales;  de  %^(S,pw  ¡as  deprimirá  instancia;  de  300^  por 
las  Audiencias,  y  de  oOO,  jw?r  el  Tnbwm  Superno.  El  íurt.  2^7  de  las 
^  Orden^n^afi  de  la^  Audiencias,  no  ¡xMiia  Usa  ni  á  U  multa  ni  á  la  suspen- 
'  ^on.  L¿t  ley  de  4855  la  fijó  dÍ3Poniendo  <pie  h  multa  no  pudiera  exceda 
en  ningún  caso  de  4.000  rs.  y  la  suspensión  dp  un  mes.  Y  la  presente  ley, 
comprendiendo  por  uqa  parte  la  conveniencia  de  no  dejar  un  asunto  tan 
importante,  pura  y  excliisivamente  al  arbitrio  judicial  ó  inclinándose  por 
otra  á  la  suavidad  propia  de  las  eorreccioñes  disci{4inarias  ó  g^ubematir 
vas,  acept^t,  por  lo  que  respecta  á  la  multa,  y  rebajando  los  tipos  en  la 
forma  que  puede  verse  comparando  el  ai'tículo  que  examinamos  con  el 
75^  de  la  ley  orgánica  del  Podear  judicial,  lo  <pie  en  dicho  artículo  y 
ley  se  dispone.  Las  multas,  en  cuestión,  deberán  satisfacerse  en  papel; 
á  su  exacción  deberá  precederse  de  oficio  y  por  la  vía  de  apremio,  y  cuan- 
do el  multado  fuere  insolvente  habrá  de  suirir  un  dia  de  arresto  por  cada 
cinco  pf  setas. 

5*  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  ó  de  los  derechos  corres- 
pomdientes  á  los  escritos  ó  ^Haciones  en  que  se  huhiere  coinetido  la/al- 
ta.  Esto  equivale  á  la  multa,  y  su  ventaja  puede  estar  en  que  con  esta  pe- 
nalidad es  imposible  la  insolvencia;  pero  á  nuestro  juicio,  es  un  precepto 

muy  incomplejo  ; "    "'" ' "  ^ -j  -     c^  ^i^-  ^  1—  i- 

privación  I 
¿paraqpién 

rán  satisfacerse  en  metálico?  ¿tlabrá  de  recibirlos  el  corregido  y  "entre- 
garlos al  Juzgado  ó  Tribunal  convertidos  en  papel  de  multas?  Acaso  sea 
ésta  la  solución  más  lógica;  mas  en  el  silencio  de  la  )ey ,  y  diferenciando 
como  diferencia  la  multa  de  la  privación  de  derechos,  entendemos  que  las 
dudas  expuestas  deberán  resolverse  favoreciendo  al  cliente,  relevándole 
de  pago. 

.  6^  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo  con  privación 
de  sueldo  6  d^  emolumentos ,  que  no  podrá  eípceder  de  tres  meses,  pu- 
diendo  ewtenderla  hasta  seis  en  caso  de  reincidencia.  Durante  la  susnen- 
pensión  el  sueldo  y  eiqolumentos  de)  que  la  si^a  serán  para  el  que  des- 
empeñe el  cargo.  Esta  es  la  eorrencion  más  grave,  pues  su  efecto  es  el  de 
impedir  el  ejercicio  de  la  profesión  con  privación  de  ^eldo  ó  emolumen- 
tos durante  el  tiempo  l?gal  por  que  fuere  impuesta,  y  tanto  ante  el  Tribu- 
nal qi^e  la  hubiere  decretado,  como  ante  los  demás  del  Reino.  Por  lo  tanto» 
parece  excusado  decir  ciue  los  Tribunales  deberán  sct  parcos  en  su  impo- 
sición. Las  cláusulas  relativas  á  la  reincidencia  ó  á  que  el  ^eldo  ó  emo- 
lumentos serán  para  el  q^ue  desempeñe  el  cargo,  son  justas;  la  primera, 
por^e  la  reincidencia  siempre  debe  penarse  más,  y  la  segunda,  porque 
habiendo  uno  que  trabaje,  mientras  el  corregido  no  puede  ejercitar,  aquel 
es  quien  debe  recibir  la  recompensa. 

7^  imposición  de  costas,  en  los  casos  que  autoriza  la  ley»  La  claridad  de 
este  precepto,  excusa  tpdo  comentario:  de  modo  que  á  nuestro  propósito 
bastará  decir  que  la  índole  de  esta  corrección,  la  hace  {ureferente  á  la  ma- 
yor parte  de  las  otras,  y  que  en  tal  concepto,  esperamos  verla  impuesta 
con  más  frecuencia  que  las  demás,  y  sobre  todo,  que  la  4^,  5*  y  6*. 

Por  último,  advertiremos  que,  aunque  en  la  ley  aparecen  numeradas, 
puede  imponerse  indistintamente  cualquiera,  según  convenga  por  la  grar- 
vedad  del  caso,  y  el  Tribunal  de  que  se  trate;  qne  aunque  la  ley  no  lo 
dice,  es  indudable  que  los  Jueces  no  deben  apreciar  las  fsdtas  cnie  ante 
ellos  se  cometan  con  igual  rigor  con  que  el  Tribunal  Supremo  debe  apre* 
ciar  las  que  se  cometan  ante  él. 
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Art.  4M.  Las  correcciones  disciplinarías  se  impondrán  de 
plano,  en  vista*de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  co- 
metida, y  en  su  caso  de  lo  consignado  en  los  escritos  ó  en  la 
certificación  qye  en  el  acto  de  cometerla  hubiere  extendido  el 
actuario  de  orden  del  Presidente,  tanto  de  lo  que  áe  considere 
digno  de  corrección,  como  de  las  explicaciones  dadas  por  el  in- 
teresado. {Ze¡^  org.  del  P.  /.,  art.  759.) 

Las  prescripciones  de  este  artículo  son  acertadas,  porque  ni  más  ale- 
gaciones, ni  más  pruebas  son  necesarias  para  la  imposición  que  lo  que 
apare^^ca  coasi^ado  en  los  escritos  6  en  la  certificación  extendida,  y  mu- 
cno  menos,  ¡Hrocediendo,  ima  vez  dictada  la  providencia,  la  audiencia  en 
justicia  á  que  se  refiere  el  artículo  siguiente,  que  equivale  al  recurso  á& 
reposición.  Debemos  advertir,  no  obstante,  que  al  decir  la  lev  que  las  cor- 
recciones se  impondrán  de  plano,  no  quiere  significar  que  hayan  íe  im- 
ponerse en  el  acto,  pues  aparte  de  que  eso  daria  lugar  á  interrumpir  in- 
oportunamente las  vistas  ü  otros  actos  solemnes,  se  deduce  así  de  las  úl- 
timas palabras  del  art.  459,  que  se  refieren  á  la  notificación  de  la  provi- 
dencia. 

Art.  452.  Contra  la  providencia  en  que  se  imponga  cual- 
quiera de  las  correcciones  antedichas,  se  oirá  en  justicia  al  in- 
teresado, 8i  lo  solicitare  dentro  de  los  cinco  4i&s  siguientes  al 
en  qqe  se  le  hubiere  notificado  ó  tenido  noticia  oficial  de  aque- 
lla. {Ley  ant.,  art.  45. — Ley  org.  del  P.  /.,  art.^  748.) 

El  principio  qué  aquí  se  consigna  de  que  se  oirá  en  justicia  al  intere- 
so, que  ya  se  expresaba  en  el  art.  50  del  Reglamento  provisional,  y  que 
fué  reconocido  y  sancionado  por  el  art.  227  de  las  Ordenanzas  de  las  Au- 
diencias, el  440  del  Reglamento  de  los  Juzgados  y  el  45  de  la  ley  ante- 
rior, es  de  todo  punto  justo  y  procedente,  porque  á  nadie  se  le  debe  negar 
el  derecho  de  deíensa,  y  pudiendo  suceder  muy  bien  que  el  Juez  ó  Tribu- 
bunal  que  impongan  la  corrección,  obren  equiv  ocadamente  ó  se  funden  en 
supuestos  inexactos,  serií^  impropio  de  una  ley  cuya  principal  tendencia 
es  allanar  el  camino  para  que  la  justiciase  cumpla,  no  permitir  defenderse 
al  corregido-  Y  no  se  crea  que  este  principio  pugna  con  el  precepto  del 
artículo  anterior,  de  que  las  correcciones  deberán  imponerse  de  plano  en 
vista  de  lo  oue  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  cometida,  ó  de  lo  con- 
signado eo  iQs  escritos  ó  en  el  acta  extendida  por  el  actuario,  pues  según 
hemog  advertido,  también  en  nuestra  nota  anterior,  es  indudable' que  para 
imponer  la  correccÍQn  no  hacen  falta  otros  datos  ni  otras  alegaciones  y 
pruebas,  pero  esto  no  quita  ni  puede  obstar  para  que  una  vez  impuesta, 
que  bien  puede  serlo  injustamente,  se  dé  al  interesado  algún  recurso  con- 
tra la  providencia,  ó  lo  que  es  igual,  algún  medio  de  disculpar  y  justifi- 
car su  conducta. 

^1  término  que  se  da  para  solicitar  la  audiencia  en  justicia  es  el  de 
cinco  dias,  sin  duda  alguna,  porque  la  providencia,  imponiendo  la  cor- 
rección, es  de  las  llamadas  interlocutorias,  sin  fuerza  de  definitivas,  y  de 
esta  clase  de  providencias,  conforme  previenen  los  artículos  377,  402  y 
405,  puede  pedirse  siempre  reposición,  ó  puede  acudirse  en  súplica  dentro 
de  dicho  térmico;  este  dato  unido  al  de  que  las  sentencias  que,  dea- 
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pues  de  oido  el  interesado,  dicten  los  Jueces  son  apelables,  demuestran  la 
certeza  de  nuestro  aserto  de  que  el  recurso  que  se  concede  en  el  artículo 
que  examinamos,  equivale  á  los  mismos  de  reposición  y  súplica  á  que  se 
refieren  los  otros  artículos  citados  últimamente. 

Art.  453.  La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala 
6  Juzgado  que  hubiere  impuesto  la  corrección  por  los  trámites 
establecidos  para  los  incidentes,  y  sin  necesidad  de  valerse  de 
Procurador  ni  de  Abogado. 

Para  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  autos  en 
que  se  haya  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  separada 
con  testimonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime  conducente. 
En  los  Juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá  en 
juicid  verbal.  (Ley  anú.,  arC,  á6,—Zey  org,  del  P.  /.,  artículos 
748^761. 

Art.  454.  Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio 
fiscal,  y  sólo  en  el  caso  de  que  la  corrección  consista  en  la  im- 
posición de  costas,  serán  parte  los  litigantes  interesados  en 
ellas,  si  lo  solicitaren. 

Varios  son  los  preceptos  que  el  artículo  anterior  y  este  contienen  con 
referencia  á  la  tranútacion  de  la  llamada  audiencia  en  justicia  de  que  ha- 
bla el  452,  y  tanto  porque  su  importancia  lo  exige,  cuanto  porque  así 
quedarán  expuestas  con  mayor  claridad  nuestras  observaciones,  tratare- 
mos de  cada  uno* de  ellos  separadamente: 

I®  (íZa  audiencia  en  Justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala  ó  Juzgado  que 

hubiere  impuesto  la  corrección »  Este  precepto  es  consecuencia  lógica 

del  carácter  del  recurso  concedido,  porque  acabamos  de  decir  que  equivale 
al  de  reposición  ó  súplica  y  estos  por  su  condiciop  y  naturaleza  y  por  ha- 
llarse así  dispuesto  tienen  que  interponerse  y  sustanciarse  en  el  mismo 
Juzgado  ó  Sala  que  hubiere  dictado  la  providencia  recurrida. 

5®  «Por  los  trámites  establecidos ^ara  los  incidentes.,...»  Estímase,  con 
razón,  que  aquí  no  se  trata  sino  de  un  verdadero  incidente  de  los  que  no 
exigen  un  pronunciamiento  previo  y  sirven,  por  lo  tanto,  de  obstáculo  á 
la  continuación  del  juicio  (art.  744)  y  en  tal  concepto  no  puede  menos  de 
reconocerse  que  es  acertada  la  disposición  que  examinamos,  pues  la  mul- 
tiplicidad de  procedimientos  distintos  para  sustanciar  asuntos  áh  análoga 
Índole  y  naturaleza  sólo  produce  oscuridad  y  confusión. 

3°  «  JT  sin  necesidad  de  valerse  de  Procurador  ni  de  A  bogado »  Por 

lo  mismo  que  la  audiencia  en  justicia  no  es  más  que  una  solicitud  de  re- 
posición ó  mejora  de  una  providencia,  compréndese  que  la  parte  intere- 
sada es  la  llamada  á  presentar  el  escrito  exponiendo  las  razones  que 
teiiga  para  disculpar  ó  atenuar  la  falta  que  se  le  impute,  y  que  el  obligar- 
la á  valerse  de  Procurador  y  Abogado  ó  de  Procurador  solamente,  seria 
perjudicarla  contradiciendo  la  norma  adoptada  por  el  Legislador  de  no 
exigir  aquel  requisito  en  casos  en  que  el  buen  sentido  dicta  que  los  inte- 
resados puedan  valerse  por  sí.  (Véase  el  art.  4**).  Además  en  el  caso  actual 
aparece  más  justificada  la  disposición  que  examinamos  si  se  tiene  en  cuen- 
ta que  se  trata  de  correcciones  disciplinarias  impuestas  á  Abogados,  Pro- 
curadores, Auxiliares  y  Subalternos  y  Jueces  ó  Magistrados,  cuyos  fun- 
cionarios, por  razón  de  su  profesión  ú  oficio,  están  más  enterados,  por  re^ 
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gla  general,  dé  las  prácticas  judiciales  que  los  particulares  ó  personas  ex- 
ti-añas  á  semejantes  profesiones  ó  empleos. 

4**  (íPara  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  autos  en  que 
se  haya  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  separada  con  testimonia 
de  lo  que  el  Juezó  la  Sala  estima  conducente »  Claro  es  que  consideran- 
do la  ley  la  cuestión  de  (^ue  se  trata  como  un  incidente  de  los  que  deben  sus- 
tanciarse en  pieza  separada  era  preciso  prescribir  la  formación  de  la  misma 
siempre  que  los  autos  no  estén  terminados.  Pero  la  ley  incurre  en  dos 
omisiones  importantes:  una  aue  consiste  en  no  indicar  los  documentos  y 
antecedentes  de  que  la  referida  pieza  debe  constar,  limitándose  á  decir  que 
con  testimonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime  conducente;  y  otra  que 
es  la  de  no  prescribir  que  debe  hacerse  en  el  caso  de  que  los  autos  estén 
terminados;  y  expresándonos  con  entera  franqueza,  habremos  de  decir 
que  no  nos  damos  cuenta  de  cómo  ha  podido  incurrirse  en  ellas. 

Respecto  á  formación  de  piezas  separadas  en  las  cuestiones  incidenta- 
les, el  art.  747  prescribe  que  deberán  contener:  4**  El  escrito  original  en 
que  se  promueva  el  incidente  ó  testimonio  del  mismo  y  de  la  providencia 
en  la  parte  necesaria,  si  aquel  contiene  otras  pretensiones.  2®  Los  docu- 
meirtos  originales  relativos  al  incidente  que  se  hayan  presentado  con  di- 
cho escrito;  y  3**  Testimonio  de  los  particulares  que  con  referencia  á  los 
autos  principales  designe  la  parte  que  promueva  el  incidente  incluyendo 
también  en  él  los  que  la  contraria  solicite  que  se  adicionen,  si  el  Juez  los 
estima  pertinentes.  Y  nosotros,  fundándonos  en  estas  prescripciones  y  en 
la  índole  del  asunto  objeto  de  los  artículos  que  comentamos  en  este  mo- 
mento, consideiramos  que  en  la  pieza  separada,  que' con  motivo  de  lá  soli- 
citud de  audiencia  en  justicia  se  forme,  habrá  de  contenerse:  1"' Testimo- 
nio del  que  resulte  en  los  autos  sobre  la  falta  cometida,  ó  de  lo  consigna- 
do en  los  escritos  ó  en  la  certificación  extendida  por  el  actuario  (véase 
el  art.  454),  y  de  los  demás  particulares  cuya  adición  soliciten  las  partes 
y  estime  el  Tribunal  pjertinente.  %^  Testimonio  de  la  providencia  en  que 
se  imponga  la  corrección.  3^  £1  escrito  original  en  que  se  solicite  la  au- 
diencia en  justicia,  y  documentos  que  se  acompañen;  y  4®  Testimonio  de 
la  providencia  mandando  formar  la  pieza  separada.  Esto,  sin  embargo,  es 
preciso  reconocer  que  la  ley  faculta  á  los  Jueces  y  Tribunales  para  testi- 
moniar sólo  lo  que  estimen  conducente. 

Por  lo  que  respecta  á  lo  que  debe  hacerse  cuando  los  autos  principales 
estén  termmados,  no  vemos  que  pueda  ser  otra  cosa  que  instruir  nuevos 
autos  (como  si  fuera  la  misma  pieza  separada),  y  que  en  ellos*  consten 
todos  los  particulares  que  quedan  expuestos. 

5**  viEn  los  juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá  en  juicio 
verbaLi»  Esta  disppsicion  es  congrueute  y  concuerda  con  otras  varias  de 
la  ley.  (arts.  84,  218,  740,  etc.,  etc.)  Y  su  procedencia  es  evidente,  pues 
los  negocios  civiles  que  ante  los  Jueces  municipales  se  ventilan,  se  sus- 
tandan  en  juicio  verbal,  y  siendo  esto  así,  parece  lógico  que  los  inciden- 
tes á  que  los  autos  principales  den  lugar  se  sustancien  en  la  misma 
forma. 

6**  (üEstos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio  fiscal, í>  Este  pre- 
cepto quiere  decir  que  el  Ministerio  ñscal  será  la  parte  contraria  del  inte- 
resado que  pida  la  audiencia  en  justicia;  de  modo  que  cuando  haya  de  for- 
marse pieza  separada  se  cumplirá  el  precepto  contenido  en  el  art.  748  en- 
tregando los  autos  por  tres  dias  á  cada  una  de  las  partes,  y  una  vez  for- 
miada  Is^  pieza  ó  cuando  no  haya  que  formarla,  se  seguirán  ios  establecí-^ 
dos  en  el  art.  749  y  siguientes.  ,    ^ 
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•7®  a  Y  sólo  en  el  caso  de  que  la  corteedoií  cdisista  en  la  imposición  de 
costas,  serán  parte  los  litigantes  interesados  en  ellas  si  lo  solicitartn.i^  No 
creemos  justo  este  precepto,  pues  aunque  se  trate  de  interesado^  en  las 
costas,  no  comprendemos  que  tengan  nada  que  ver  con  el  hecho  de  gue 
á  uno  de  los  funcionarios  á  que  la  ley  se  viene  refiriendo  se  le  haya  im- 
puesto por  vía  de  corrección,  el  pago  de  todas  ó  parte  de  las  costas. 

Art.  455.  En  la  resolución  de  estos  incidentes  sé  podrá 
confirmar,  agravar,  atepuar  ó  dejar  sin  efecto  la  corrección. 

Esta  prescripción  tiene  el'  mismo  fundamento  que  el  derecho  de  re- 
currir coxitra  las  providencias  en  que  se  impongan  correcciones  disrcipli-: 
nanas,  pues  si  al  mteresado  se  le  reconoce  éste  en  razón  á  que  puede  sel* 
ii^usta  la  imposición^  con  perjuicio  suyo,^hay  que  reconocer  tatíibiétt  que 
si  examinados  de  nuevo  los  hechos,  se  encuentran  méritos  pán-á  confirmar, 
agravar,  atenuar  ó  dejarla  sin  efecto,  los  Jueces  y  Tribunales  deben  tener^ 
facultad  para  hacer  lo  que  proceda. 

Art.  456.  Contra  las  sentencias  que  dicten  los  Jueces  mu- 
nicipales, sólo  se  dará  el  recurso  de  apelación  pal»a  ante  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  partido.^ 

Contra  la  que  éstos  dicten  en  primera  instancia,  sólo  habrá 
el  de  apelación  para  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
respectiva. 

Contra  las  que  dicten  las  Salas  de  justicia  de  las  Andíen^ 
cías  6  del  Tribunal  Supremo,  no  habrá  nlterlof  íGcnreo.  {Lef 
orgánica  del  P.  /.,  art.  760.) 

Confirma  nuevamente  este  artículo  nuestra  asever&dón  de  que  la  au- 
diencia en  justicia  ordenada  por  el  152  equivale  ó  es,  en  sidrtaa,  un  recur- 
so de  reposición  ó  mejora  de  la  providencia,  pues  ú  así  no  ftiéra,  ni  h*»- 
bria  lu^ar  á  que  en  el  mismo  Tribunal  ó  Juzgado  donde  se  hubiere  im- 
puesto la  corrección  tuviese  efecto  aquella  audieíncia,  ni  pr<>cedetia  lá  fa^ 
cuitad  que  se  concede  de  apelar  contra  las  sentencias  que  ciegues  de  oídos 
los  interesados  dicten  los  Jueces  municipales  y  de  primera  inslancla,  otor- 
gando de  este  modo  y  para  esos  casos  una  segunda  atídien^ia.  Asi  es^  que 
las  disposiciones  de  este  artículo  son  congruentes  con  las  dfe  los  ^Í()U16S 
380  y  404  que  se  refieren  á  los  autos  resolutorios  del  recurso  de  reposi- 
ción y  de  súplica,  pues  el  primero  los  declara  apelables  y  el  segundo  los 
hace  mapelanles  al  declarar  que  sólo  procederá  el  recurso  de  casación 
contra  los  autos  resolutorios  del  recurso  de  súpHca  <¡ue  dicten  las  Audien- 
cias cuando  tengan  el  carácter  de  sentencia*  definitivas,  cuyo  carácter  fto 
reúnen  en  el  caso  actual.  Y  por  lo  que  respecta  al  tribunal  étrprémo  gttáíT- 
dan  analogía  con  la  práctica  porque  declarando  que  no^há  lu^  á  ulterior 
recurso  sancionan  lo  que  es  natural  que  suceda  por  no  decir  lo  que,  dada 
nuestra  organizac  on  judicial,  no  tien^  más  reinédio  que  suceder. 

En  su  virtud,  pues,  y  visto  lo  que  él  art.  38Í)  dfs^né,  ha  de  entender^ 
se  que  las  apelaciones  que  en  el  6a*o  presente  se  pérMtitén,  se  han  dé  in- 
terponer, para  que  sean  válidas,  dentro  de  tei*céíp  diá. 

Art.  457.  El  Ministerio  fiséál  debéró  telftf  ^r  la  púbt^al 
observancia  de  esta  ley>  á  «cuyo  fin,  eñ  los  pleito»  y  démá» 
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asuntos  judiciales  en  que  intervenga,  si  notare  alguna  falta 
que  merezca  corrección,  propondrá  al  Juez  ó  Tribunal  lo  que 
estime  procedente.  {Ley  org,  del  P.  J,,  art.  763.) 

Esta  disposición  es  de  todo  punto  procedente,  no  sólo  porque  responde 
á  lo  que  el  Ministerio  fiscal  es  y  significa  en  nuestra  patria  sino  porque 
habiéndose  dispuesto  en  el  art.  454  que  los  incidentes  á  que  las  correccio- 
nes den  lugar  se  ventilarán  con  dicho  Ministerio,  hay  mayor  razón  para 
conferirle  la  facultad  é  imponerle,  al  propio  tiempo,  la  obligación  de  pro- 
poner al  Juez  ó  Tribunal  las  correcciones  que  estime  oportunas. 

Art.  458.  De  cualquiera  corrección  disciplinaria,  excepto 
la  del  número  primero  del  art.  449,  que  se  imponga  á  funcio- 
narios del  orden  judicial,  luego  que  se'a  firme  la  resolución,  se 
dará  conocimiento  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  acompa- 
ñando testimonio  de  la  misma  en  papel  del  sello  de  oficio. 

Las  que  se  impongan  á  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y 
Juzgados,  se  anotarán  en  un  registro  que  se  llevará  en  la  se- 
cretaría de  los  mismos. 

Las  que  se  impongan  á  Abogados  ó  Procuradores,  se  co- 
municarán al  Decano  del  Colegio  á  que  pertenezcan,  para  la . 
anotación  correspondiente  y  lo  demás  que  proceda.  Donde  no 
existan  estas  corporaciones,  se  anotarán  en  el  registro  del  Tri- 
bunal ó  Juzgado. 

Claros  son  y  terminantes  los  preceptos  de  este  artículo,  y  como  su 
objeto  y  procedencia  á  nadie  se  le  pueden  ocultar,  creemos  excusado  ex- 
tendemos en  consideraciones.  Advertiremos,  sin  embargo,  que  á  nuestra 
juicio  la  excepción  referente  á  la  primera  corrección  consignada  en  el  ar- 
tículo 149  debiera  alcanzar  también  á  la  segunda,  pues  según  puede  com- 
prenderse por  lo  que  decimos  en  nuestro  comentario  á  dicho  artículo,  la 
advertencia,  la  prevención  y  el  apercibimiento,  son  correcciones  que  aun- 
^e  diferentes  entre  sí,  se  asemejan  mucho  y  ninguna  de  ellas  debe  con- 
siderarse de  importancia,  mucho  menos  al  efecto  ue  que  sirvan  de  verda- 
dero antecedente  sobre  la  conducta  del  funcionario,  de  que  se  trate.  A  lo 
samo  podrá  estimarse  así  en  el  caso  de  repetida  y  pertinaz  reincidencia. 

Art.  459.  Lo  dispuesto  en  este  título  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  lo  ordenado  en  otras  disposiciones  de  esta  ley  para  lo» 
casos  especiales  á  que  se  refieren.  fLey  org,  delP,  /.,  arí  762.) 

La  excepción  es  excepción  y  las  que  la  ley  tiene  establecidas  acerca  de 
la  materia  del  presente  titulo,  es  indudable  que  no  tienen  nada  que  ver 
con  lo  que  aquí  se  dispone;  por  cuya  razón  puede  decirse  que  este  artícu- 
lo no  hace  más  que  confirmar  un  principio  reconocido  siempre  por  todo 
el  mundo. 
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LIBRO  II. 

DE  LA  JURISDICCIÓN  CONTENCIOSA. 


Ya  hemos  dicho  antes  de  ahora,  ^e  jurisdicción  es  la  facultad  de 
aplicar  el  derecho  ó  de  administrar  justicia,  y  que  la  jurisdicción  puede  ser 
contenciosa  ó  voluntaria,  dentro  del  mecanismo  de  nuestro  enjuiciamiento 
civil.  La  ley  no  define  qué  sea  jurisdicción  contenciosa.  Se  limita  á  decir 
en  su  artículo  1811, — correspondiente  al  1207  de  la  anterior, — que  son 
actos  de  jurisdicción  voluntaria  todos  aquellos  en  que  es  necesaria  ó  se 
solicita  la  intervención  del  Juez,  sin  estar  empeñada,  ni  promoverse  cues- 
tión alguna  entre  partes  conocidas  y  determinadas.  La  falta  de  esta  cues- 
tión es  lo  que  caracteriza  la  jurisdicción  voluntaria;  su  existencia  lo  que 
define  y  determina  la  jurisdicción  contenciosa.  A  tal  punto  que  los  actos 
miónos  de  jurisdicción  voluntaria  se  convierten  en  pleitos  y  entran  en  la 
esfera  de  la  contenciosa,  desde  que  en  ellos  surge  alguna  oposición.  Así 
lo  establece  el  artículo  1816  de  la  ley,  concordante  con  la  regla  7*  del  1208 
de  la  antigua,  preceptuando  que  si  á  la  solicitud  voluntaria  que  ha  de 
servir  de  base  para  los  actos  de  jurisdicción  se  opusiera  alguien  que  ten- 
^  interés  en  el  asunto  se  hará  contencioso  el  expediente,  sin  alterar  la 
situación  que  tuvieran  al  tiempo  de  incoarse  los  interesados  y  lo  que  fuese 
objeto  del  acto.  Hecho  contencioso  se  sustanciará  con  arreglo  á  los  trámi- 
tes establecidos  para  el  juicio  que  corresponda,  se^n  su  cuantía. 

También  es  carácter  distintivo  de  la  jurisdicción  contenciosa,  clara- 
mente advertido  y  señalado  por  Escriche,  en  su  Diccionario  de  legislación 
y  jurisprudencia^  que  haya  podfer  de  mandar  á  una  de  las  partes  lo  que 
la  otra  exige  de  la  primera.  La  existencia  de  la  discordia,  es  a(^í  lo  cul- 
minante y  10  más  significativo;  el  mismo  nombre  de  contenciosa  ha  naci- 
do de  ahí,  de  contención  y  de  contender^  y  ese  poder  de  obligar,  en  cuyo 
fondo  la  idea  de  contienda  asimismo  aparece,  no  contribuye  á  más  que  á 
perfeccionar  y  aclarar  el  concepto. 

En  la  esencia  y  en  la  forma  hay  grandísimas  diferencias  entre  los  jui- 
cios ó  actos  de  jurisdicción  contenciosa  y  los  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria. Ya  hemos  señalado  su  respectiva  naturaleza,  que  es  la  primera  nota 
Que  los  distingue  y  la  más  fundamental.  £n  lo  sucesivo  veremos  cómo  se 
diferencian  también  de  un  modo  notable  al  estudiar  las  condiciones  par- 
ticulares de  cada  uno.  Esta  distinción  es  de  origen  romano.  Nuestra  ley 
de  1855  la  introdujo  en  España.  La  actual  la  ha  mantenido.  En  la  ley 
de  1855  se  entraba  desde  luego  á  estudiar  la  jurisdicción  contenciosa  por- 
que aquel  cuerpo  jurídico  dividía  la  materia  de  procedimiento  en  dos  li- 
bros, uno  para  caída  especie  de  jurisdicción.  La  ley  nueva,  que  ahora  co- 
mentamos, ha  alterado  ese  sistema.  Primero,  como'  ya  hemos  visto,  trata 
todo  lo  común  á  ambas  jurisdicciones.  Ahora  va  á  estudiar  y  analizar  en 
sus  actos  la  contenciosa.  Después  enumerará  los  de  la  voluntaria. 
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TÍTULO  PRIMERO. 

De  los  actos  de  conciliación. 

Por  conciliación  entendemos  el  hecho  de  componer  y  ajustar  los  áni- 
mos de  los  que  estaban  opuestos  entre  sí,  de  armonizar  y  transigir  sus  di- 
ferencias, de  concordar  sus  diversas  aspiraciones.  Pero  esto,  que  es  conci- 
liación en  el  lenguaje  vulgar  y  en  el  uso  corriente  de  las  palabras  del  idio- 
ma, no  define  bien  la  conciliación  jurídica,  la  conciliación  de  que  vamos  á 
tratar  aquí. 

•  Para  comprender  bien  la  idea  de  la  conciliación,  es  necesario  imaginar- 
se el  pirittcipio  de  un  pleito.  Hay  dos  personas  que  cuestionan  sobre  nn 
derecho  cualquiera;  una  de  ellas  tiene  razón  en  lo  que  pretende,  y  la  otra 
solicita  una  injusticia  ó  bien  ambas  reclaman  en  parte  algo  que  por  equi- 
dad se  les  debe,  y  alg?o  exagerado  é  injusto  que  no  puede  •otorgárseles. 
Van  á  entrar  en  un  litigio,  van  á  someter  sus  diferencias  á  un  tercero  que 
declarara  cuál  de  ellas  y  como  tiene  razón  en  lo  que  demanda  ó  en  lo  que 
quiere.  Pero  un  litigio  es  penoso,  caro,  molesto,  perturba  las  relaciones 
económicas  y  la  tranquilidali  de  la  vida  social;  hay  que  evitarlo ^  y  para 
evitarlo  se  intenta  la  conciliación  de  los  futuros  litigantes.  ¿Qué  deoerá 
ser  esa  conciliación?  ¿Deberá  ser  el  modus  vivendi  surtifícial  y  caprichoso 
que  transige  la  diferencia  sin  establecer  lo  justo?  ¿Deberá  ser  el  pacto  yie 
satisface  en  lo  posible  las  aspiraciones  de  uno  y  de  otro  sin  hacer  justicia 
á  (piien  reclama  con  mejor  derecho?  No.  Aun  cuando  en  la  práctica  suce- 
da esto  frecuentemente,  la  conciliación  de  que  aquí  tratamos  es  algo  más 
elevado  y  respetable.  La  conciliación  debe  sot  el  procedimiento  encamina- 
do á  que,  en  la  cuestión  de  que  se  trate,  cada  litigante  reconozca  á  su  con- 
trario lo  que  haya  de  justo  en  su  respectiva  demanda  y  se  disponga  á  sa- 
ti^cerlo,  persuadido  de  que  eise  es  su  deber  y  sin  necesidad  de  que  el  ad- 
versario apele  á  los  medios  coercitivos  que  establece  la  ley.  En  la  concilia- 
ción debe  ñuscarse,  como  en  el  pleito,  el  cumplimiento  de  la  justicia,  la 
consagración  y  realización  del  derecho,  aunque  por  otros  medios.  Ahí  no 
cabe  el  apremio,  sino  la  reflexión  y  la  persuasión  amistosa.  Los  Jueces 
municipales,  por  esto,  en  vez  de  exhortar  á  las  partes  en  los  actos  de  conci- 
liación á  que  se  avengan,  cedan  y  transijan,  deben  compelerlas,  mediante 
reflexiones  y  consideraciones  morales,  á  que  sin  necesidad  de  ir  á  otro  Tri- 
Imnal,  reconozcan  de  buena  fé  quién  tiene  derecho  y  se  resuelvan  todos  á 
hacerlo  cumplir  extrictamente. 

La  transacción,  pues,  no  es  la  conciliación;  por  lo  menos  no  es  la  con- 
ciliación en  el  sentido  jurídico  que  nosotros  le  atribuimos,  á  pesar  de  qne 
los  comentadores  de  nuestras  leyes  de  procedimiento  suelen  confundir 
^mbos  términos.  Lá  transacción  es  el  convenio  de  los  litigantes  que  eom- 
vóone  y  parte  la  diferencia  de-  la  disputa  en  atencicm  Á  los  intereses  de  c%- 
da  uno.,  La  concihacioh'de  que  nosotros  hablamos  debe  ser  el  reconoci- 
miento de  la  justicia  en  quien  la  invoca  y  la  sumisión  voluntaria  de  todos 
á  su  declaración  y  cumplimiento. 
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Mejor  respondía  á  este  concepto  el  anticuo  juicio  conciliatorio  (jue  el 
acto  que  ahora  sanciona  la  ley.  Ese  juicio  lo  ejstableció  la  Constitución  de 
4842.  Hay  en  nuestras  leyes  antipas  algunos  preceptos  que  se  han  con- 
siderado antecedentes  de  esta  institución,  como  el  establecimiento  de  los 
paúis  adsertores  ó  mandaderos  de  paz  de  que  habla  la  ley  46  del  tít.  4® 
del  libro  2®  del  Fuero  Juzgo;  como  el  de  ios  Jueces  avenidores  de  las  le- 
yes de  Partida;  como  la  recomendación  de  la  avenencia  occosa  que  los 
omes  deben  mucho  cobdiciar  de  auer  entre  sí,»  que  hace  la  ley  26  del  tí- 
tulo 4°  de  la  Partida  3*;  como  la  prev^cion  hecha  á  los  Corregidoreis  en 
la  instrucción  de  45  de  Mayo  de  4788  (que  forma  la  ley  40,  del  título  4** 
del  libro  4  4  de  la  Novísima  Recopilación)  y  como  otras  disposiciones  de 
leyes  especiales  dictadas  para  determinados  negocios  y  que  no  citamos 
porque  tas  recuerdan  todos  los  comentaristas  de  la  ley  antigua. 

Á  pesar  de  esto,  la  conciliación,  atendidos  los  principios  generales  que 
informan,  es  progreso  debido  al  espíritu  moderno;  su  establecimiento, 
como  advierten  ya  los  Sres.  Manresa,  Mi  juel  y  Reus,  es  una  conquista  de 
las  ideas  liberales  y  filantrópicas,  diftindidas  por  la  filosofía  del  siglo  xviii 
y  del  siglo  xix. 

Pero  la  forma  más  adecuada,  ventajosa  y  propia  de  la  conciliación  es 
el  juicio.  Nuestro  Códigx)  político  de  4842,  que  introdujo  esa  reforma  en 
España,  lo  hizo  estableciendo  la  tramitación  á  que  ese  juicio  habia  de  su- 
jetarse. «£1  alcalde  de  cada  pud)lo,  dice  su  art.  282,  ejercerá  en  él  el  ofi- 
cio de  conciliador;  y  el  que  tenga  que  demandar  por  negocios  civiles  6 
por  injurias  deberá  presentarse  á  él  con  este  objeto. — ^£1  alcalde,  a&ade  el 
artículo  283,  con  dos  hombres  buenos,  nombrados  uno  por  cada  parte, 
oirá  al  demandante  y  al  demandado,  se  enterará  de  las  razones  en  que 
respectivamente  apoyen  su  intención,  y  tomará,  oido  el  dictamen  de  los 
dos  asociados,  la  providencia  que  le  parezca  propia  para  el  fin  de  terminar 
el  litigio  sin  más  progreso,  como  se  terminará,  en  efecto,  si  las  partes  se 
aquietan  con  esta  decisión  extrajudicial. — Sin  hacer  constar,  concluye  el 
artículo  284,  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la  conciliación  no  se  enta- 
blará pleito  alguno.» 

¿No  es  verdad  que  cumple  mejor  el  fin  de  la  conciliación  ese  juicio  en 
que  hay  demanda,  contestación  y  sentencia,  en  que  el  Juez  resuelve  lo 
que  es  justo,  aun  cuando  sin  obligar  á  las  partes  á  que  lo  acepten,  que  el 
acto.de  nuestras  leyes  vigentes  en  que  el  Juez  se  limita  de  ordinsurio  á  di- 
rigir algunas  exhortaciones  vulgares  y  repetidísimas  á  ios  litigantes? 
¿No  es  verdad  que  si  el  Juez,  asociado  á  los  hombres  buenos,  reviviera  la 
querella  y  excitase  á  las  partes  á  aceptar  su  resolución  por  ser  de  justicia, 
evitaría  más  pleitos  que  cuantos  en  la  actualidad  se  impiden  mediante  el 
acto  conciliatorio?  En  esta  materia  ese  es  nuestro  ideal:  un  Juez  que  re-  . 
suelva  el  caso  y  que  demostrada  á  los  litigantes  la  justicia  del  fallo  les 
pruebe  que  conviene  á  su  interés,  á  su  tranquilidad  y  hasta  á  su  fortmia, 
aceptarle  y  someterse  desistiendo  de  llevar  el  pleito  adelante. 

Pero  reconocemos,  por  desdicha,  que  nuestro  ideal  fracasaría  como 
han  fracasado  los  antiguos  juicios  de  conciliación,  como  ha  fracasado  el 
acto  conciliatorío  hoy  en  vigor,  que  está  ya  reducido  á  una  'formalidad 
vana,  sin  importancia,  sin  trascendencia  y  sin  efectos.  Los  comentaristas 
de  la  antigua  ley  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  aseguraban  en  4856  que 
los  juicios  de  conciliación  hablan  perdido  mucho  de  su  antiguo  crédito 
por  la  ignorancia  de  la  mayor  parte  de  los  Alcaldes  y  porque  en  gran  nú- 
mero de  casos  se  dejaban  arrastrar  de  un  celo  exagerado,  de  afecciones 
personales  6  de  pasiones  políticas,  é  inducían  á  las  partes  á  transacciones 
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en  que  sin  la  seducción  ó  el  temor  acaso  no  hubieran  convenido.  Todas 
estas  razones  y  algunas  otras  tuvo  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  al  redactar  la. 
exposición  de  motivos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  antigua  para  proponer 
en  vez  de  aquellos  juicios  los  modernos  actos  conciliatorios. 

Pero  el  Sr.  Gómez  de  La  Serna  se  prometia  de  los  Jueces  de  paz  algo 
que  la  experiencia  no  ha  confirmado.  Los  Jueces  de  paz  primero  y  los 
municipales  después  han  contribuido  en  gran  manera  al  desprestigio  en 
que  hoy  se  encuentran  los  actos  de  conciliación,  que  corre  parejas  con  el 
que  tenia  en  4855  el  antiguo  juicio.  Porque  el  nombramiento  de  los  Jue- 
ces de  paz  y  de  los  Jueces  municipales  ha  estado  por  completo  abandona- 
do á  las  exigencias  de  la  política.  En  la  actualidad  los  Presidentes  de  las 
Audiencias,  con  muy  contadas  excepciones,  no  hacen  «n  ese  punto  otra 
cosa  que  seguir  las  indicaciones  de  los  gobernadores,  y  así  vemos  que  se 
escogen  para  Jueces  municipales  en  provincia  generalmente  los  muñidores 
políticos  del  partido  gobernante  y  en  las  capitales  de  más  importancia 
suele  confiarse  ese  cai*go  á  jóvenes  muy  ilustrados  sí,  pero  poco  conoce- 
dores de  la  vida,  poco  prácticos  en  sus  hechos  y  que  suelen  carecer  del 
aplomo  requerido  para  este  género  de  funciones.  En  sus  manos  lo  méoos 
malo  que  pueden  ser  los  actos  de  conciliación  es  lo  que  son  ahora,  d 
cumplimiento  de  un  deber  que  se  obedece  rutinariamente.  Casos  hay  en 
que  los  actos  conciliatorios,  ahora  como  en  4855,  se  convierten  en  m^ios 
de  influir  sobre  uno  de  los  litigantes,  para  que  bajo  la  presión  de  temores 
hábilmente  sugeridos  ceda  y  se  allane  á  lo  que  pretendia  su  adversario. 
Mientras  no  se  cuide  un  poco  más  de  que  haya  imparcialidad  en  la  desig- 
nación de  los  Jueces  municipales  no '  podrá  impedirse  ésto.  Es  preciso 
tener  en  cuenta  que  los  Jueces  municipales  al  fin  y  al  cabo  son  funcionarios 
del  orden  judicial,  que  tienen  en  sus  manos  extraordinarias  atribuciones, 

Íj  qpie  es  lamentable  verlas  abandonadas  al  juego  de  la^  enemistades  po- 
íticas  y  locales. 

En  este  punto  volvemos  á  lo  antes  dicho  y  á  nuestro  sistema.  Así 
como  hay  que  considerar  que  los  Jueces  municipales  son  verdaderos  Jue- 
ces, precisa  no  olvidarse  de  que  el  acto  conciüalorio  es  un  medio  de  admi- 
nistrar justicia.  La  ley  actual  no  está  inspirada  en  este  sentido;  la  de  4855 
tampoco  lo  estaba.  Acaso  conviene  estudiar  algo  más  este  punto,  é  ir  pre- 
parando una  reforma  que  algunos  quizás  juzguen  un  retroceso;  pero  que 
á  nuestros  ojos  seria  un  verdadero  adelanto,  capaz  de  restablecer  el  sig- 
nificado y  la  importancia  efectiva  de  la  conciliación. 

Art.  460.  Áutes  de  promover  un  juicio  declarativo  deberá 
intentarse  la  conciliación  ante  el  Juez  municipal  competente. 
Exceptúanse: 

1**  iios  juicios  verbales. 

2®  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  como  inciden- 
te ó  consecuencia  de  otro  juicio,  6  de  un  acto  de  jurisdicción 
voluntaria. 

3^  Los  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  demandados  la 
Hacienda  pública,  los  Municipios,  los  establecimientos  de  be- 
neficencia, y  en  general  las  Corporaciones  civiles  de  carácter 
público. 

4®  Los  juicios  en  que  estén  interesados  los  menores  y  los  in- 
capacitados para  la  libre  administración  de  sus  bienes. 
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5°  Los  que  se  promaevan  contra  personas  desconocidas  ó  in- 
•ciertas,  ó  contra  ausentes  que  no  tengan  residencia  conocida, 
6  que  residan  fuera  del  territorio  del  Juzgado  en  que  deba  en- 
tablarse la  demanda. 

En  este  f^ltimo  caso,  sí  los  litigantes  residen  en  un  mismo 
pueblo,  deberá  intentarse  la  conciliación. 

6®  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  para  reclamar 
la  nulidad  o  el  cumplimiento  de  lo  convenido  en  acto  de  con  - 
ciliacion. 

7^  Los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Ma- 
gistrados. 

8*  Los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  componedores,  los 
universales,  los  ejecutivos,  de  desahucio,  interdictoa  y  de  ali- 
mentos provisionales.  (Lep  ant.,  art.  201.— Z^y  orff,  del  Poder 
judicial,  art  270,  párrafos  P  p  300.) 

El  art.  460  de  la  nueva  ley  concuerda  en  el  fondo  con  el  204  de  la  an- 
.  Hgua,  q[ue  ha  venido  á  sustituir;  pero  difiere  de  él  en  pormenores  de  im- 
portancia. El  art.  204  declaraba  que  antes  de  promoverse  un  juicio 
cualquiera,  debía  intentarse  la  conciliación.  Esta  fué  la  refi^la  general; 
después  vinieron  las  excepciones  en  el  mismo  ^rt.  204  y  en  los  siguien- 
tes. Ahora  parece  restringirse  desde  luego  aquel  principio,  porque  el  ar- 
tículo 460  dice  que  la  conciliación  deberá  intentarse  antes  de  promo\er 
juicio  alguno  declarativo.  Si  al  examinar  el  art.  482  de  la  ley  no  hubié- 
ramos de  decir  qué  8ig[nifíca  esa  denominación  ahora  introducida  en  nues- 
tro procedimiento,  seria  éste  lugar  oportuno' de  manifestarlo.  Pero  deján- 
dolo para  entonces,  nos  Umitaremos  á  consi^ar  que  los  juicios  declara- 
tivos á  que  el  art.  460  se  refiere,  son:  el  juicio  ordinario  de  mayor  cuan- 
tía, el  de  menor  cuantía  y  el  juicio  verbal.  El  principio  general,  por  lo 
tanto,  que  establece  el  art.  460  es  el  de  que  antes  de  promover  cualquiera 
de  esos  juicios  debe  intentarse  la  conciliación. 

Este  principio  tiene  también  excepciones.  El  art.  460  las  enumera. 
Vamos  á  discutirlas  brevemente.  Unas  se  fundan  en  el  carácter  de  breve- 
dad, urgencia  y  perentoriedad  de  ciertos  juicios,  otras  en  la  naturaleza  de 
la  cosa  que  se  litiga,  otras  en  la  capacidad  y  cualidades  de  los  litigantes. 
Helas  aquí  por  el  orden  en  que  la  ley  las  coloca: 

4^  Zoi  juicios  verbales, — También  el  art.  204  los  exceptuaba,  y  las  ra- 
zones que  entonces  hubo  para  hacerlo  subsisten  en  la  actualidad.  Según 
dispone  el  art.  745  de  la  ley  vigente,  se  sustanciará  enjuicio  verbal,  ante 
el  Juez  municipal  competente  toda  demanda  cuyo  interés  no  exceda  de 
250  pesetas,  aunque  se  funde  en  documento  que  tenca  fuerza  ejecutiva. 
Siguen  exceptuándose  de  esa  sustanciacion  las  demandas  de  tercena  y  de- 
más que  se  deduzcan  por  reconvención  en  los  juicios  de  mayor  ó  menor 
cuantía,  en  cuyo  caso^  se  practicará  lo  especialmente  prevenido  por  la  ley 
en  sus  artículos  488,  544  y  688.  Son,  pues,  los  juicios  verbales  juicios 
declarativos  de  una  índole  por  extremo  breve,  que  versan  sobre  cuestio- 
nes de  escasa  cuantía,  y  que  están  sometidos  al  fallo  de  los  mismos  Jue- 
ces que  intervinieron  en  los  actos  de  conciliación.  No  era  necesario  ni  pa- 
recía justificado  exigir  que  estos  les  precedieran.  El  juicio  verbal  es  casi 
uno  de  aquellos  actos.  Determinar  lo  contrario,  habria  sido  sustanciar  las 
demandas  que  incoan  un  juicio  verbal,  en  dos  trámites  casi  iguales.  La.. 
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ley  ha  hecho  bien  en  exceptuarlos  de  la  regla  sanci<Hiada  por  el  art.  460.. 

2®  Los  juicios  declarativos  que  se  jpromuevan  como  ineidente  á  conse^ 
cuencia  de  otro  juicio  ó  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria, — Ésta  ex- 
cepción es  nueva:  No  existia  en  la  ley  de  4859.  Está  justificada  en  cuanto 
se  refiere  á  los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  como  incidente  á 
consecuencia  de  otro  juicio,  porque  en  ellos  se  han  cumplido  ya  las  necesi- 
dades que  satisface  el  acto  de  conciliación.  Pero  no  sucede  lo  mismo  re^ 
pecto  á  los  que  nazcan  de  un  acto  de  jurisdicción  vohmtaría.  una  v^z  sus- 
citada la  oposición  que  provoca  el  pleito  se  está  en  el  easo  de  poner  los 
medios  para  evitar  éste,  armonizar  las  pretensiones  de  las  partes  y  excitar- 
las á  un  acomodamiento  equitativo,  á  qué  reconozcan  sus  respectivos  de- 
rechos y  obligaciones  sin  necesidad  de  entraren  el  litigio.  En  estos  actos 
se  hacen  mucnas  veces  declaraciones  de  importancia.  Supongamos  que  al 
hacerlas  con  las  reservas  debidas  y  llegar  esas  declaraciones  á  conoci- 
miento de  un  tercero  á  quien  afectasen,  tratara  de  oponerse  j  de  que  ae 
sustanciase  el  juicio  ordinario  correspondiente  para  ventílar  su  oposi- 
ción, ¿Debería  ó  nó  en  este  caso  preceder  á  semejante  juicio  el  acto  conci- 
liatorio? Nosotros  creemos  que  sí.  La  ley  resuelve  lo  contrario.  La  prác- 
tica dirá  qué  es  lo  CíMnreniente. 

3°  Zós  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  demandados  la  ffwcienda 
j)úblicay  los  Municipios,  los  establecimientos  de  b&ne/lcmeia,  y  enhene* 
ral  las  corpcr'adcnes  óiviles  de  carácter  público. --^isji  excepctünes  se 
han  establecido  atendiendo  ala  falta  de  capacidad  legal  pom  tran^gir  de^ 
uno  délos  litigantes.  En  la  ley  de  ^1^55,  decía  la  excepción  8*  del  ariícii-' 
lo  201,  que  ho  es  necesario  el  a^to  de  conciliación  en  «los  juicios  en  qa& 
esté  interesada  la  Hacienda  pública,  ó  lo  fuesen  los  pósitos,  pn^pios,  co-^ 
muñes  ó  cualquiera  otra  clases  de  llenes  de  establedmientos  ptü^títos,  de 
pueblos,  de  provincias  ó  del  Estado.»  La  redacción  de  la  nueva  ley  ba 
mejor  y  más  c<»nprensiva.  Los  Sres.  Atard  y  Cerveltera  creen  que  hubie- 
ra convenido  en  este  caso  3**  incluir  la  Admini^racion  general  dcrf  Esta-* 
do,  pues  aun  cuando  exista  la  vía  eontencioso-administmtiva,  con  su  Jaris^ 
dicción  especial  para  los  asuntos  de  su  competencia  privativa,  puede  ocur-^ 
rir  algún  caso  en  que  se  origine  la  duda.  Nosotros  creemos  ^e  en  reali- 
dad la  Administración  general  del  Estado  está  incluida  en  la  exección 
desde  el  momento  en  que  se  reconoce  como  fundamento  de  ésta  que  la 
Hacienda  nacional  sea  parte  en  el  litigio  6  que  se  ventilen  intereses  de 
corporaciones  civiles  eon  carácter  público.  La  razón  de  estas  excepciones, 
por  otra  parte,  es  que  esos  cuerpos  tieilen  los  miónos  beneficios  que  nn 
menor  de  edad,  y  no  es  posible  por  lo  tanto  transigir  en  las  cne^iones 
que  les  afecten;  como  con  la  Administración  general  del  Estado  sucede  lo 
mismo,  no  habia  motivo  para  que  dejara  de  considerársela  comprendida 
en  esa  enumeración  en  que  evidentemente  se  ha  tenido  en  eoenta. 

En  los  juicios  en  (pie  sea  demandada  la  Hacienda  hay  que  tener  á 
la  vista  las  prescripciones  del  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de  4651. 
Ese  Real  decreto  fué  recordado  por  Real  orden  de  41  de  Abril  de  4í67,  y 
esta  Real  orden  se  recordó  por  otra  de  7  de  No^eml««  de  4867.  Hé  aquí 
las  disposiciones  del  decreto: 

«Artículo  4*  Los  Tribunales  no  admitirán  demanda  alguna  judicial 
contra  la  Hacienda,  sin  que  el  demandante  presente  con  los  documentos 

3ue  la  ley  exige  para  justificación  de  su  deredio ,  certificación  expresiva 
e  haber  precedido  reclamación  en  la-  via  gubernativa. 
«Art.  2^  En  las  demandas  que  tengan  por  objeto  el  cumplimiento  de 
'4*:ontratos  ú  obligaciones  que  produzcan  responsabilidades  periódicas  con*^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


LIBRO  11  —  TÍTULO    I — ARTÍCfüLO  460  313 

tra  la  Hackacía,  sólo  deberán  los  demandantes  llenar  el  anterior  reqnisito 
al  entablar  su  primera  reclamación;  bastando  que  se  acredite  este  extrema 
8i  hubiesen  de  incoar  otras  posteriores. 

«Art.  3®  Las  reclamaciones  que  hayan  de  hacerse  contra  la  Hacienda  pú- 
blica para  los  efectos  de  los  anteriores  artículos,  cualquiera  que  sea  la 
causa  de  oue  procedan,  se  diri^rán  al  Gobierno  con  una  exposición, 
acompañaoa  de  los  documentos  en  que  los  interesados  funden  su  derecho. 

«Art.  i**  La  exposición  documentada  se  entregará  al  administrador  del 
ramo  á  que  se  refiera  la  reclamación ,  presentando  originales  los  docu- 
mentos ae  que  trata  el  artículo  arterior,  y  copias  simples  de  los  mismos, 
para  que,  cotejadas  por  aquél  dentro  del  término  de  tercero  dia,  se  de- 
vuelvan los  originales  á  los  interesados ,  á  (juienes  además  se  expedirá 
recibo  por  dicho  empleado,  que  exprese  lacónicamente  el  objetó  y  fecha 
de  la  solicitud,  y  la  clase  de  documentos  que  la  acompañen. 

«Art.  5**  El  administrador  remitirá  dicha  exposición  á  la  Dirección  cor- 
respondiente, dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  presentación,  f 
se  le  acusará  inmediatamente  el  recibo  por  aquella. 

«Art.  6®  La  Dirección  y  demás  oficinas  superiores  cuidarán,  bajo  so 
más  estrecha  re^onsabilidíi,  del  pronto  despacho  de  estos  asuntos:  en  el 
eoncepto  de  que  dentro  de  cuatro  meses,  contados  desde  la  fecha  en  que 
se  entregó  la  exposácicm  en  la  Administración  de  provincia,  ha  de  estar 
resuelta  y  comunicada  la  resolución  del  administraaor. 

«Art  7®  Al  espirar  el  término  expresado  en  el  artículo  anterior,  con- 
currirán los  interesados  á  ^las  administraciones  respectivas;  por  las  que  se 
les  harán  saber  las  resoluciones  que  recaigan  ,  facilitándoles  certificación 
exfNresiva  de  las  mismas,  ó  de  no  haberles  sido  comunicada  por  la  supe- 
rioridad -dentro  del  término  indicado,  en  cuyo  caso  se  entenderá  negada 
la  solicitud. 

«Art.  8®  Todos  los  empleados  públicos  que  hayan  de  intervenir  en  lo«v 
expedientes  gubernativos  de  que  trata  el  presente  decreto,  serán  respon- 
sables de  los  pequicios  que  por  morosidad  ú  omisión  en  la  resolución  de 
los  mismos  se  irroguen  á  los  intereses  del  Estado.» 

4**  Zos  Juicios  en  que  estén  interesados  los  menores  y  los  incapacita- 
das  para  la  libre  administración  de  sus  bienes. — ^Lo  mismo  decia  el  caso 
7**  del  art.  SK)4.  Para  la  inteligencia  de  esta  excepción  hay  .que  tener  en 
cuenta  que  se  consideran  incapacitados  de  la  libre  administración  de  sus 
bioieft  los  menores,  las  personas  jurídicas  que  gozan  de  sus  privile- 
gios, los  locos,  los  idiotas,  los  sordo-mudos,  los  declarados  pródigos  y 
IOS  condenados  á  la  pena  de  interdicción  civil.  En  nombre  de  ellos,  según 
el  art.  2®  de  la  presente  l^y,  42  de  la  antigua,  comparecerán  siempre  en 
juicio  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  con  arreglo  á  derecho.  Estos 
pueden  seguir  en  su  nombre  los  litigios  entablados,  incoarlos  á  fin  de  ob- 
tener y  recobrar  los  derechos  que  les  pertenecieren,  pero  no  transigir  en 
los  mismos,  sin  pi^évia  aprobación  judicial  y  sin  que  á  esa  aprobación  pre-^ 
ceda  la  justificación  oportuna  de  utilidad  ó  necesidad.  Hé  aquí  por  ^é  el 
Legislador  excluye  los  pleitos  que  les  afecten  de  la  regla  estanlecida  en 
el  art.  460,  y  por  qué  no  exige  en  los  mismos  el  acto  conciliatorio. 

5®  Los  que  se  promuevan  contra  personas  desconocidas  ó  inciertas,  á 
contra  ausentes  oue  no  tengan  residencia  conocida  ó  que  residan  fuera 
del  territorio  del  Juzgado  en  que  deba  entablarse  la  demanda.  En  este 
Ultimo  caso,  si  los  litigantes  residen  en  un  mismo  pueblo,  deberá  inten  - 
iarse  la  conciliación.  —  La  nueva  ley  amplía  en  este  caso  más  la  excep- 
ción que  la  antigua.  Según  el  art.  204  de  esta  última,  para  que  no  fuera 
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preciso,  antes  de  incoar  el  pleito,  celebrar  acto  de  conciliación  se  reqnerijL 
<}ue  el  pleito  se  entablase,  ó  contra  ausentes  sin  residencia  conocida,  6  (fw 
residiesen  fuera  del  territorio  de  la  Audiencia  á  que  correspondiera  el  Juz- 
gado en  que  habia  de  entablarse  la  demanda. 

El  art.  460  agrega  á  los  ausentes  que  no  tengan  residencia  conocida» 
las  personas  desconocidas  é  inciertas.  Respecto  de  éstas,  hay  verdadera 
imposibilidad  de  citarlas  para  oue  comparezcan,  y  no  es  justo  que  el  de- 
mandante, á  quien  asiste  derecho,  sufra  los  resultados  de  una  causa  deque 
no  es  responsable.  Cuando  el  demandado  es  persona  que  no  tiene  resi- 
dencia conocida,  ó  que  vaga  de  una  parte  á  otra  sin  fijarse  en  ninguna, 
tampoco  debe  exigirse  que  se  celebre  acto  de  conciliación  para  seguir 
«ontra  él  un  pleito.  Sería  lo  mismo  que  dar  al  litigante  temerario  un  pre- 
texto y  al  vagabundo  un  seguro  contra  la  acción  legítima  de  sus  adver- 
sarios. 

Animadas  nuestras  leyes,  en  lo  que  á  la  conciliación  se  refieren,  del 
ileseo  de  qiie  ningún  juicio  se  incoe  sin  que  preceda  ese  acto,  parece  na- 
tural que  el  art.  460  de  la  ley  de  1881  hubiera  mantenido  el  principio 
del  204  de  la  ley  de  t855.  Aquélla  exige  que  el  juicio  se  verifique  cuan- 
tió el  demandado  resida  en  el  territorio  de  la  Audiencia  á  que  pertenece 
•el  Juzgado  que  ha  de  conocer  en  el  juicio,  y  la  reforma  ahora  sólo  pide 
que  resida  en  el  territorio  del  Juzgado.  La  dificultad  de  comunicaciones, 
que  todavía  era  grande  en  4855,  podia  entonces  explicar  ese  precepto; 
pero  hoy  que  se  han  multiplicado  lo  medios  de  comunicarse;  hoy,  qac 
sin  grandes  dispendios  y  en  poco  tiempo  se  va  de  un  punto  á  otro  de  la 
nación  y  con  mayor  facilidad  puede  recorrerse  el  territorio  de  una  Au- 
diencia, no  es  comprensible,  ni  está  justificada  la  restricción  que  acdba 
de  establecerse.  Tanto  es  así,  que  si  el  párrafo  segundo  de  este  número  no 
lo  previniera,  podria  muv  bien  haber  ocurrido  que  residiendo  el  deman- 
dado en  el  mismo  pueblo  ne  fuera  la  conciliación  precisa.  Este  caso  5* 
del  art.  460  y  la  forma  en  que  está  resuelto  prueban  que  los  redactores 
de  la  nueva  ley  no  han  atribuido  á  la  conciliación  toda  la  importancia  que 
tiene. 

6**  Los  Juicios  declarativos  que  se  promuevan  para  reclamar  la  nuU- 
■dad  ó  el  cumplimiento  de  lo  convenido  en  acto  de  conciliación.  —  No  hay 
que  decir  por  qué  esta  excepción  se  establece.  El  sentido  común  la  acon- 
sejaba. Lo  que  habia  de  verificarse  yae«tá  hecho.  El  acto  de  conciliación 
se  ha  verificado,  y  no  hay  motivo  para  repetirlo.  Si  en  el  acto  de  conci- 
liación se  convino  un  acuerdo  cualquiera  y  las  partes,  ó  una  de  ellas,  re- 
sisten cumplir  lo  que  se  convino,  ¿cómo  es  posible  que  haya  avenencia? 
Sería  inútil  intentarlo,  y  es  prudeute  y  económico  suprimir  trámites  in- 
útiles.   • 

7®  Los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Magis^adM, 
— ^Tampoco  enumeraba  estos  juicios  la  antigua  ley  en  su  art.  204.  Se  han 
incluido  ahora  teniendo  en  cuenta  consideraciones  respetables  y  la  creen- 
cia de  que  á  menos  que  lo  declare  una  sentencia  firme,  pronunciada  des- 
pués de  seguir  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  ñin^n  Magistrado  ni 
Juez  se  allanará  á  reconocer  y  confesar  la  responsabilidad  que  hulMere 
contraído  dictando  una  sentencia,  la  augusta  idea  de  la  justicia,  reflejada 
en  los  actos  de  los  que  la  administran,  no  acepta  tampoco  posioilidad  de 
transacciones,  ni  de  componendas  entre  el  Juez  y  el  litigante,  sobre  los 
perjuicios  que  éste  supone  haberle  inferido  aquél  con  sus  fallos.  La  pre- 
sunción, en  tales  negocios,  es  favorable  siempre  al  Magistrado,  á  quien 
no  debe  obligarse,  mientras  no  se  pruebe  qu.e  ha  incurrido  en  responsable 
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iidad,  á  qae  discuta  con  el  cliente  en  un  acto  de  conciliación  el  más  ó  el 
menos  de  las  indemnizaciones  que  le  debe.  Por  la  naturaleza  de  la  cosa 
que  se  litiga  hay  que  excluir  estos  juicios  de  la  necesidad  de  que  los  pre- 
ceda el  acto  conciliatorio.  Estos  juicios,  por  último,  son  declarativos;  se 
sustancian  siguiendo  los  trámites  del  civil  ordinario,  y  están  perfecta- 
mente comprendidos  en  el  caso  en  que  la  ley  los  cita. 

8*  Losjvdcios  de  arbitros  y  de  amigables  componedores,  los  universa- 
Jes,  los  ^ecutivos,  de  desahucio,  interdictos  y  de  alimentos  provisionales. 
— ^No  comprendemos  por  qué  causas  se  ha  incluido  este  número  en  el  ar- 
tículo 460  de  la  nueva  ley.  Dice  el  art.  460  que  es  necesario  que  preceda 
el  acto  de  conciliación  á  todos  los  juicios  declarativos;  dice  el  art.  Í%t 
que  son  juicios  declarativos  los  ordmarios  de  mayor  y  menor  cuantía  y  los 
verbales.  ¿A  qué,  pues,  enumerar  como  excepciones  los  que  contiene 
este  caso?  Claro  era  que  los  universales,  los  ejecutivos,  los  interdic- 
los,  etc.,  exceptuados  ya  por  la  ley  de  ese  grupo  de  los  declarativos,. lo 
ataban  con  mayor  razón  del  precedente  ó  lormalidad  previa  que  para  in- 
coar los  mismos  se  requiere.  La  ley  es  en  este  punto  redundante  ó  contra- 
dictoria. Ha  establecido  la  distinción  de  juicios  declarativos,  y  viene  á 
borrarla  ó  á  arrojar  sobre  ella  dudas  y  confusiones  con  ese  número  8**  del 
articulo  460,  que  prueba  una  vez  más  la  ligereza  y  la  falta  de  esmero  con- 
que aquí  se  acometen  las  reformas  legislativas,  aun  cuando  sean  tan  tras- 
cendentales é  importantes  como  la  que  tiene  por  objeto  modificar  todo  el 
procedimiento. 

La  excepción,  por  lo  demás,  está  justificada.  El  art.  204  exceptuaba 
los  juicios  ejecutivos  y  sus  incidencias;  los  interdictos,  los  juicios  de  su- 
cesión, testamentaría,  a]>-intestato,  vincular  y  en  capellanías  colativas  d 
sus  bi^es,  los  de  concurso  de  acreedores  y  las  incidencias  de  todos  ellos. 
El  caso  8**  del  460  abarca  en  pocas  palabras  estas  mismas  excepciones,  y 
les  añade  algunas  oue  no  figuraban  en  la  ley  de  4855.  Examinaremos» 
pues,  con  brevedad  el  texto  vigente.  ^ 

Empieza  este  por  señalar  los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  com- 
ponedores. Tampoco  era  necesario  exceptuarlos,  aparte  de  que  la  ley  do 
los  incluye  entre  los  declarativos,  porgue  en  esos  juicios,  su  índole  y  na- 
turaleza especial  hacen  innecesario  sujetarse  á  formas  legales.  Así  lo  re- 
"Conocia  y  declaraba  el  art.  84^  de  la  ley  anterior,  cuyo  principio  la  actual 
desenvuelve.  Los  arbitros  y  los  amigables  componedores  resuelven  las 
^cuestiones  litigiosas,  cuyo  conocimiento  se  les  somete,  según  su  leal  sa- 
ber y  entender;  no  con  arreglo  á  las  formas  del  procedimiento  y  á  las  re- 
glas inflexibles  del  derecho  escrito.  Excusado  era,  pues,  decir  que  ni  ese 
ni  otros  píeceptos  de  la  ley  procesal  podian  obligarles.  Además,  el  Tribu- 
'  «al  Supremo  ha  declarado  que  en  el  juicio  de  arbitros  todo  s'e  somete  y 
cede  á  la  voluntad  de  las  partes  (42  de  Marzo  de  4860),  y^  que  los  amiga- 
bles componedores  no  necesitan  seguir  los  trámites,  ni  la  ritualidad  de 
los  juicios  (24  de  Abril  de  4865).  El  sentido  común  y  la  doctrina  cor- 
riente de  los  tratadistas  se  habia  anticipado  á  estas  declaraciones  en  tér- 
minos de  que  no  era  preciso  consagrarlas  en  el  texto  expreso  de  la  ley. 
El  acto  de  conciliación,  por  último,  se  ha  establecido  como  medio  de  evi- 
tar litigios;  en  realidad  el  juicio  de  arbitros  y  el  de  amigables  compone- 
dores evitan  también  esos  pleitos  largo§,  costosos,  abrumadores  que  con- 
sumen el  tiempo  y  la  fortuna  de  los  litigantes.  Son,  por  lo  tanto,  trámi- 
tes de  la  misma  índole  que  se  aplican  según  los  casos,  bastando  en  los  fá-* 
ciles  y  llanoiS  la  conciliación,  y  anclándose  en  los  más  complicados  y  os- 
curos al  juicio  de  arbitros  ó  al  de  amigables  componedores,  tanto  para. 
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<[ar  mayor  solemnidad  y  garantía  á  la  resolución,  cuanto  para  éstudiur 
los  puntos  realmente  dudosos  que  pueden  suscitarse  en  la  intelig^eia  de 
los  respectivos  derechos. 

En  la  denominación  de  juicios  universales  están  compr^didoB  lo«  de 
sucesión  testamentaria,  ab-intestato,.de  capellanías  y  vincular  y  él  con* 
curso  de  acreedores,  citados  por  la  antigua  ley.  La  razón  de  exceptuarlos 
es,  que  ó  bien  los  interesados  suelen  ser  muchos  en  esa  clase  de  pleitos, 
ó  es  fácil  que  haya  personas  ignoradas  á  quienes  afecten.  Si  ocurre  lo 
primero,  la  conciliación  es  difícil;  si  lo  liltímo,  podia  perjudicar  á  los 
ausentes,  y  tanto  en  uno  como  en  otro  caso,  han  parecido  siifflcientes  esas 
circunstancias  para  prescindir  de  la  conciliación.  Por  otra  parte,  en  los 
juicios  universales  abiertos  para  trasmitir  una  sucesión,  la  berencia  gma 
de  la  cualidad  de  los  menores  y  de  sus  beneficios,  y  en  el  concurso  eí 
acreedor  es  persona  mcapacitada.  Aplicando  á  los  juicios  de  suceáon  y 
ai  concurso  el  principio  que  sienta  la  ley  en  el  núm.  4®  de  este  mismo  ar- 
tículo, donde  se  establece  que  cuando  haya  menores  ó  personas  incapaci-^ 
tadas  no  podrá  verificarse  la  conciliación^  resultan  tamjfiien  excluidos. 

A.  debe  á  B.  una  cantidad  cualquiera;  mil  pesetas,  por  ejemplo,  de  la 
que  B.  tiene  un  pagaré  en  forma,  que  es  título  ejecutivo.  Le  ha  reclama- 
do el  pago  amistosamente  y  no  lo  verifica.  Trascurre  el  tiempo.  B*  quiere 
cobrar  y  piensa  proceder  contra  su  deudor  de  un  modo  rápido  y  eficaz. 
A.  tiene  bienes  muebles  bastantes  á  responder  de  la  deuda.  Si  B.  le  pre- 
viniese de  lo  que  iba  á  hacer,  A.  podría  ocultar  lo  que  posee  y,  ciuumIo 
fueran  á  embargarle,  burlar  el  legítimo  derecho  y  los  razonables  deseos 
del  acreedor.  El  acto  de  conciliación  —  si  se  exigiera  en  este  easo  - —  no 
tendría  más  efecto  práctico  aue  dar  al  deudor  aquel  aviso.  La  ley  ha  pie- 
visto  ésa  contingencia  y  no  lo  exige,  atendiendo  á  lo  expuesto.  Por  eso 
los  juicios  ejecutivos  están  exceptuados  de  la  conciliación.  Además  de 
procederse  con  reserva  al  preparar  una  ejecución,  ha  de  obrarse  con  lufi- 
dez  y  también  seria  contrario  á  esta  regla  exigir  en  ella  el  acto  concüía- 
torío.  De  aquí,  como  hemos  dicho,  el  principio  afirmado. 

Pero  la  excepción  alcanza  á  las  incidencias  del  juicio  ejeéutiv©,  y  en 
este  punto  hay  controversia  entre  los  tratadista?.  Nosotros  seguimos  el 
parecer  del  Sr.  Manresa  y  de  sus  colaboradores,  para  quienes  son  inciden- 
cias de  los  juicios  ejecutivos  cuantas  cuestiones  se  promuevan  en  ellos,  d^e 
que  se  presenta  la  demanda  hasta  que,  terminada  la  vía  de  ¿gremio,  qoeda 
el  acreedor  satisfecho  de  su  crédito  y,  en  este  supuesto,  deben  conside- 
rarse exceptuados  de  ,1a  necesidad  del  acto  conciliatorio,  lo  mismo  las  ter- 
cerías de  dominio  ó  de  mejor  derecho,  que  las  reclamaciones  sobre  indu- 
sion  ó  exclusión  de  bienes  en  el  embargo,  que  las  relativas  á  la  apn^a- 
cion  del  remate,  etc.,  etc.  El  juicio  ordinario,  que  puede  incoarse  despirés 
del  ejecutivo,  sobre  la  cuestión  que  promovió  éste,  no  es  una  incidencia 
suya,  sino  una  consecuencia,  y  no  está  exceptuado* 

Los  juicios  de  desahucio  no  lo  estaban  tampoco  por  la  ley  de  <855. 
Las  reformas  que  esa  ley  sufrió  en  este  punto  posteriormente  acabaron 
por  eximirlos.  Ahora  se  sanciona  esa  modificación,  que  era  una  neceádad 
reconocida  y  declarada  por  los  comentadores  de  aquel  cuerpo  legal. 

De  los  interdictos  habla  el  art.  204  como  el  460.  Compréndense  en 
esta  denominación  los  de  adquirir,  retener  y  recobrar  la  p<¿6Sion,  los  de 
obra  nueva  y  los  de  obra  vieja.  Por  su  naturaleza  son  todos  oslos  juicios 
de  carácter  ejecutivo  y  se  exceptúan  en  vhtud  de  las  razones  yk  expues- 
tas al  tratar  de  la  ejecución,  siendo  la  principal  y  en  la  que  de  un  modo 
más  unánime  convienen  los  comentadores,  la  de  que  sería' pequdicial  á 
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los  intereses  de  las  partes  en  estos  negocios  urgente  y  pei^entoFÍoa  la 
dilación  consiguiente  al  acto  de  conciliación.  Én  cuajito  á  la  demanda 
ordinaria  que  puede  incoarse,  resuelto  el  interdicto,  repetimos  lo  dicho 
acerca  de  la  que  se  sustancia  como  consecuencia  de  la  ejecución;  no  está 
exceptuada. 

La  ley  actual  menciona,  por  último,  entre  éstas,  la  demanda  de  ali- 
mentos provisionales.  Esa  demanda,  según"  la  ley  de  4855,  no  provocaba 
más  que  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  y  en  este  sentido,  así  como 

fíor  su  naturaleza  urgente  é  improrogable,  no  se  exigia,  antes  de  invocar- 
a,  el  acto  conciliatorio.  Pero  la  ley  actual  incluye  en  la  jmisdiccion  con- 
tenciosa el  juicio  de  alimentos  provisionales,  y  atendiendo,  sin  duda,  á 
esta  última  consideración,  fa  exime  también  cerrando  con  ella  la  larga 
serie  de  excepciones  que  forma  este  artículo. 

Hemos  citado,  entre  las  concordancias  del  mismo,  además  del  204  de 
la  ley  anterior,  que  la  actual  ha  reformado,  el  párrafo  T  del  270  y  el  300 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  El  270,  en  su  párrafo  primero,  es- 
tablece que  corresponde  á  los  Jueces  municipales,  en  materia  civil,  inter- 
venir en  la  celebración  de  los  actos  de  conciliación,  y  el  300  determina 
que  los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  defecto,  de  la  residencia 
oel  demandado,  sean  los  únicos  competentes  para  autorizar  los  actos  de 
conciliación  que  ante  ellos  se  promuevan  en  los  casos  en  oue  con  arreglo  á 
derecho  proceda  celebrarlos.  En  las  poblaciones  en  que  nubieae  má»  de 
un  Juez  municipal,  añade  el  art.  300,  el  primero  por  cuya  orden  se  haga 
la  citación,  será  el  competente. 

Jwrisprudencia, — ^En  este  artículo  se  hallan  comprendidas  las  terce- 
rías. (Sentencias  de  20  de  Mayo  de  4860  y  27  de  Setiembre  de  4859.) 

No  infringe  la  ley  7^,  tít.  43  de  la  Partida  3*,  la  ejecutoria  que  declara 
ineficaz  un  acto  de  conciliación  en  que  falte  la  circunstancia  esencial  de  la 
firma  de  los  interesados.  (5  de  Abril  de  4862.) 

La  falta  del  acto  de  conciHacion  no  es  causa  para  fundar  un  recurso  de 
casación.  (3  de  Abril  de  4865.) 

Las  demandas  de  dominio  y  propiedad  entre  el  Estado  y  los  partieu^ 
lares  no  requieren  la  previa  resolución  gubernativa,  si  se  prueba  haber 
trascurrido  cuatro  meses  desde  que  empezaron  las  gestiones  sin  haber  r&- 
caido  aquella,  (25  de  Mayo  de  4864.) 

£1  (pie  no  interviene  en  un  a«to  de  conciliación,  á  nada  queda  obli- 
gado por  él  y  puede  pedir  su  nulidad.  (4"  de  Julio  de  4870.) 

Los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  defecto  los  de  la  resi- 
dencia del  demandado,  son  los  únicos  competentes  para  autorizar  los  actos, 
de  conciliación  que  ante  ellos  se  promuevan.  Esto  supuesto,  en  tanto  po- 
drá conocer  el  de  la  residencia  en  cuanto  se  ignore  ó  falte  el  de  la  vecin- 
dad. (5  de  Diciembre  de  4870.) 

Con  arreglo  al  art.  304  de  la  ley  provisional  del  Poder  judicial,  pro- 
moviéndose cuestión  de  competencia  ó  de  recusación  del  Juez  municipal 
ante  quien  se  provoque  el  acto  de  conciliación,  se  tendrá  por  intentada  la 
comparecencia,  y  con  certificación  en  que  conste,  podrá  el  actor  entablar 
ía  demanda  ó  querella  que  corresponda.  (44  de  Junio  de  4877  y  47  de 
Abril  á©  4879.) 

Art.  461.  No  será  necesario  el  acto  de  conciliación  para  la 
interpoeioion  de  las  demandas  de  tanteo,  de  retracto  y  de  qual- 
quiera  otra  que  sea  urgente  y  perentoria  por  su  natixralwsa- 
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Mas  si  hubiere  de  seguirse  pleito,  se  exigirá  el  acto  de  conci- 
liación ó  la  certificación  de  naberse  intentado  sin  efecto.  {Ley 
anterior^  art  202.) 

Este  artículo  es  copia  literal  del  202  de  la  ley  de  1855,  con  el  que  cou« 
cuerda.  Bespeclo  de  las  demandas  de  Üknteo  y  retracto  á  que  se  refiere^ 
ha  escogido  el  Legislador  un  criterio  distinto  del  consagrado  en  el  460^ 
porque  sm  que  haya  motivo  bastante  para  prescindir  respecto  de  ellas  del. 
acto  conciliatorio,  habia  que  tener  en  cuenta  que  han  de  interponerse 
dentro  de  plazos  perentonos,  y  que  el  Legislador  debia  procurar  que  el 
demandante  hallara  fácil  y  accesible  el  camino  de  conseguir  su  derecho, 
sin  dilaciones  que  pudieran  estorbarlo  y  causarle  un  serio  perjuicio.  En  el 
instante  en  que,  presentada  la  demanda,  se  incoa  el  procedimiento  y  se 
intemimpe  el  término,  desaparece  la  urgencia,  y  ya  puede  muy  bien  pro- 
cederse  al  acto  conciliatorio;  mejor  aún,  debe  precederse  á  verificarlo,  de 
acuerdo  con  los  principios  generales  que  antes  hemos  expuesto. 

Art.  462.  El  Juez  no  admitirá  demanda  á  que  no  acompa- 
ñe certificación  del  acto  de  conciliación  ó  de  haoerse  intentada 
sin  efecto  en  los  casos  en  que  por  derecho  corresponda. 

Serán,  no  obstante,  válidas  y  subsistentes  las  actuaciones 
que  se  hayan  practicado  sin  este  requisito,  salva  la  responsa- 
bilidad en  que  el  Juez  haya  incurrido,*  pero  se  procederá  á  la 
celebración  del  acto  en  cualquier  estado  del  pleito  en  que  se 
note  su  falta.  {Ley  ani.,  art  203. — Ley  org,  del  P.  J.,  ar- 
tictao  30h) 

Este  artículo  es  copia  literal  del  203  de  la  ley  de  1855.  Consagra  y 
confirma  los  principios  establecidos  en  los  anteriores,  dándoles  por  garan- 
tía el  deber  que  impone  á  los  Jueces  de  no  admitir  demanda  alguna  del 
número  de  aquellas  á  que  debe  preceder  la  conciliación,  sin  que  se  pre- 
sente el  acta  donde  conste  que  se  ha  verificado  ésta, 

Pero,  ¿y  si  el  Juez  no  cumple  lo  dispuesto  en  esta  regla?  ¿Qué  efectos 
producirá  esa  falta?  En  este  punto  andaban  discordes  las  opiniones  de  los 
Letrados  y  los  fallos  de  los  Tribunales  antes  de  pu})licarse  la  ley  anterior. 
Esa  discordancia  ha  desaparecido.  Si  el  precepto  contenido  en  el  párrafo 
primero  del  art.  462  no  se  observa,  habrá  lugar  á  lo  siguiente: 

Primero.  A  que  se  imponga  al  Juez  que  lo  haya  infrmgido  una  correc- 
ción disciplinana  por  su  falta.  Esta  no  alcanza  la  categoría  de  delito,  y 
por  eso  es  bastante  pena  la  corrección. 

Segundo.  A  que  se  consideren  válidas  las  actuaciones  que  se  hubie- 
sen practicado.  Esto  se  ha  resuelto,  considerando  que  Ja  celebración  del 
acto  conciliatorio,. aunque  importante,  no  es  esencial.  El  procedimiento 
litigioso  principia  con  la  demanda.  Las  garantías  que  en  él  se  buscan  para 
que  cada  litigante  defienda  su  derecho  y  se  considere  amparado  contra 
los  ataques  de  su  adversario,  son  todas  posteriores  al  acto  de  conciliación. 
Este  es  un  acto  independiente  del  juicio  contencioso.  De  su  celebración 
no  podia,  por  lo  tanto,  depender  la  nulidad  ó  validez  del  juicio  mismo. 

Tercero.  A  que  se  celebre  el  acto  en  cualquier  estado  del  pleito  en  que 
se  advierta  su  falta.  Puede  esto  hacerse  á  instancia  de  pai-te  ó  de  oficio, 
.según  que  sea  el  Juez  quien  lo  advierta  ó  un  litigante  quien  reclame  la 
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4»ub6anacioii  de  la  falta.  De  esta  manera,  en  realidad,  se  hace  en  obsequio- 
á  los  que  litigan  cnanto  estos  podrían  reclamar,  porque,  como  dice  el  se- 
ñor Gómez  de  la  Serna  en  la  exposición  de  motivos  de  esta  ley,  «el  que 
no  reclama  oportunamente  la  celebración  del  actoconciliatorio,  implícita- 
mente renuncia  á  los  beneficios  que  de  él  podia  esperar,  y  da  pruebas  de 
que  no  cree  posible  la  avenencia  ó  de  que  no  la  quiere,  cuando  no  la  pro- 
mueve, negándose  á  contestsur  á  la  demanda  hasta  que  se  intente  en  forma 
por  el  demandante.  Todo  lo  que  puede  hacerse  en  su  favor,  es  dejarle  la. 
puerta  abierta  para  que  en  cualíjuier  tiempo  en  que  crea  que  el  acto  de 
conciliación  puede  serle  beneficioso,  esté  en  su  derecho  solicitando  que 
se  verifique  sm  pasar  adelante  en  el  juicio.»  A  esto  añade  el  Sr.  Manresa,. 
^e  declarar  la  nulidad  de  las  actuaciones  sería  perjudicar  á  ambos  li- 
tigantes por  el  aumento  de  gastos,  dar  armas  al  de  mala  fé  y  dilatar  in- 
motivadamente la  administración  de  justicia. 

Según  el  texto  de  la  ley  anterior  el  demandado  podia  alegar  como  ex- 
cepción dilatoria  la  falta  del  acto  de  conciliación,  puesto  que  esa  falta  es 
vn  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  el  art.  237  en  su 
caso  4%  determinaba  se  admitiese  como  excepción  dilatoria  cualquier 
defecto  legal  de  esa  índole.  Pero  la  nueva  ley  no  se  expresa  en  los  mis- 
mos términos.  £1  art.  533  dice  que  es  una  excepción  dilatoria  el  defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda;  pero^  añade,  se  entende- 
rá que  existe  ese  defecto  cuando  no  se  llenen  los  requisitos  á  que  se 
refiere  el  art.  52i.  Estos  requisitos  son:  que  en  la  demanda  se  expongan 
sueltamente  y  numerados  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho,  que 
se  fije  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  pide,  la  persona  contra  quien  se 
pide  y  la  clase  de  acción  que  se  ejercita  cuando  de  ella  dependa  la  com- 
petencia del  Juez.  Como  se  vé,  ninguno  de  estos  requisitos  tiene  nada  de 
común  con  el  que  nos  ocupa.  Sin  duda  el  Legislador  ha  querido  que  la 
falta  del  acto  conciliatorio  no  justifique  el  uso  de  esa  excepción,  pensan- 
do sería  más  correcto  que  cuando  se  advierta  la  falta  la  subsane  el  Juen 
mandando  de  oficio  celebrarlo,  y  cuando  reclame  un  litigante,  ordene  el 
Tribunal  que  se  verifique  sin  ulterior  recurso.  Esto,  por  lo  menos,  es  lo 
más  breve. 

£1  artículo  gue  comentamos  concuerda  con  el  304  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  en  el  que  se  dispone  que  «promoviéndose  cuestión  de 
competencia  ó  de  recusación  del  3uez  municipal  ante  quien  se  provoque 
el  acto  de  conciliación,  se  tendrá  por  intentada  la  comparecencia,  y  con 
certificación  en  que  conste,  podrá  el  actor  entablar  la  demanda  ó  ^ere- 
lia  que  corresponda.»  Se  ha  adoptado  para  este  caso  el  mismo  criteno  que 
para  el  en  que,  promovido  el  acto  conciliatorio,  no  concurre  á  él  el  deman- 
dado. Ya  se  juzga  hecha  la  tentativa  de  avenencia.  Por  voluntad  del  de- 
mandado ó  porque  cree  que  no  produciria  efecto  al^no,  no  tuvo  eficacia; 
derívase,  de  aquí  la  presunción  de  que  sería  inútil  insistir  en  que  se  veri- 
ficara y  el  temor  de  que  por  este  medio  dilatase  un  demandado  temerario 
el  planteamiento  de  la  demanda.  Nosotros,  sin  embargo,  creemos  que  eso 
temor  no  basta  á  justificar  aouel  precepto.  En  nuestra  opinión,  que  desr- 
envolveremos  al  examinar  el  art.  464,  ese  artículo  301  de  la  ley  orgá- 
nica es  contrario  á  los  principios  generales  que  rigen  esta  parte  del  en- 
juiciamiento. 

Art.  463.  Los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su 
defecto  los  de  la  residencia  del  demandado,  serán  los  únicos 
competentes  para  autorizar  los  actos  de  conciliación  que  ante 
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ello»  sd  promuevan,  en  los  caaos  en  que  con  arreg^lo  á  derecha 
corresponda  celebrarlos. 

En  las  poblaciones  en  que  hubiere  naás  de  un  Juez  maní- 
cipa',  será  competente  el  del  distrito  en  que  tengja  su  domici- 
lio el  demandado.  fLen  a^t.,  arí.  204,  3**  y  4^. — Z$y  orgánica 
del  P.  /.,  art  300.--Z^  í^etml  U  B.  C.y  art.  436,  par.  2**,  y 
ürtieulos  56  al  63  J 

La  redacción  del  art.  Í04  de  la  ley  anterior,  con  que  éste  concuerda» 
^e  ha  modificado  en  la  |H«s«nte,  más  en  la  forma  que  en  ia  esencia.  £1  ar- 
tículo Mi  disponía  que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  tácita  ó  expresa  el 
Juez  competente  fuese,  para  los  actos  de  conciliación,  el  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  de  su  residencia.  Esto  mismo  dispone  la  ley  actual,  ex- 
presándolo en  los  términos  de  que  se  valia  el  art.  300  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial. 

No  consigna  la  excepción  de  los  casos  en  que  haya  sumisión  tácita  ó 
expresa,  porque  no  era  necesario,  establecida  ya  suficientemente  en  los 
artículos  66  al  63. 

La  práctica  de  los  Tribimales  y  la  jurisprudencia  establecida  por  los 
mismos,  había  hecho  necesaria  la  declaración  contenida  en  el  sefftmdo 
párrafo  del  artículo  que  comentamos,  que  es  equitativa  y  racional.  Sin 
enbargo  de  esta  adición,  el  artículo  todavía  resulta  deficiente.  En  primer 
término,  no  se  sabe  de  una  manera  concreta  qué  ha  de  entenderse  por  re- 
sidencia; en  segundo  lugar,  no  se  ha  resuelto  quién  será  Juez  en  el  acto 
conciliatorio,  cuando  el  Juez  municipal  sea  demandante  ó  demandado.  Para 
nosotros,  la  residencia  no  puede  apreciarse  bien  más  que  encerrándose  en 
los  límites  del  hecho  que  le  sirve  ae  base  y  la  caracteriza. 

Explicaremos  esto.  Un  ciudadano,  M. ,  quiere  qitar  de  eonciliaci<Ni  á 
otro,  B.,  domiciliado  en  un  pueblo  de  su  Juzgado.  Si  B.  reside  en  el  pifóblo 
de  su  domicilio,  allí  ha  de  citársele;  pero  si  en  los  mismos  días  en  que  va  á 
hacerse  la  citación  sale  de  él  y  va  á  otro, — siempre  que  no  saljE^  del  ter- 
ritorio del  Juzgado, — puede  citársele  en  este  último,  y  la  citación  produ- 
cirá los  efectos  necesarios  si  B.  residió  en  el  pueblo  por  donde  transitaba 
el  tiempo  preciso  para  verificar  el  juicio.  Nos  parece  esta  fórmula  más 
clara  y  menos  expuesta  á  dificultades  é  interpretaciones  oscuras  que  la 
empleada  por  otros  comentadores,  al  distinguir  de  un  modo  confuso  el 
tránsito  y  la  residencia,  sin  fijarles  límites  determinados  y  explícitos. 

En  cuanto  al  segundo  caso,  le  hadamos  resuelto,  disponiendo  que  si 
el  Juez  municipal  de  un  punto  cualquiera  fuese  demandante  ó  demandado 
para  un  acto  de  conciliación,  presida  éste  el  suplente,  y  lú  no  es  ponble, 
porque  alguna  circunstancia  lo  impida,  el  Juez  municipal  del  distrito  más 
inmediato,  apreciando  la  inmediación  por  la  distancia  de  las  ca{ntales 
respectivas. 

Hemos  dicho  que  este  artículo  concuerda  también  con  el  300  de  la  ley 
orj^ánica  del  Poder  judicial.  Efectivamente,  su  primer  p^^rafo  os  copia  del 
primero  del  art.  300.  £1  segundo  establece  una  disposición  oontrana  á  la 
que  el  seguivdo  de  aquel  establecía.  En  vez  de  s^  Juez  competente  cual- 
quiera de  los  de  una  población  en  que  haya  muchos,  lo  es,  según  el  ar- 
tículo 463,  el  del  domicilio,  como  ha  podido  verse  al  leer  su  texto. 

Jurisprudencia, — ^En  un  juicio  es  improcedente  la  cita  de  este  artícu- 
lo, porque  solo  es  exclusivamente  aplicable  á  los  actos  de  eoncÜiadon* 
<3deliuiiode4S69.) 
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Los  Jueces  de  paz  son  los  ünicos  competentes  para  autorizar  los  actos 
^conciliatorios,  atemperándose  para  ello  á  las  prescripciones  consignadas 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  cual  ha  derogado  toda  disposición  én 
-contrano.  (22  de  Enero  de  4864.) 

Fuera  de  los  casos  de  sumisiop  es  Juez  de  paz  competente  el  del  do- 
micilio del  demandado  ó  el  de  su  residencia.  (22  de  Enero  de  1864.) 

Con  arreglo  al  art.  1162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  Jueces 
Ae  paz  son  los  únicos  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  paz  y 
verbales,  aun  cuando  los  demandantes  y  demandados  gocen  de  fuero  y 
pertenezcan  á  alguna  jurisdicción  especial.  (1°  de  Marzo  de  1858,  14  de 
Abril  de  1859  y  24  de  Mayo  de  1862.) 

Según  el  art.  300  de  la  lev  sobre  organización  del  Poder  judicial,  que 
^sólo  ha  modificado  el  204  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  la  prefe- 
rencia que  este  daba  á  la  prevención,  los  Jueces  municipales  del  domicilio, 
y  en  su  defecto  los  de  la  residencia  del  demandado,  son  los  únicos  com- 
petentes para  autorizar  los  actos  de  conciliación  que  ante  ellos  se  promue- 
van. (5  de  Diciembre  de  1870.) 

Art.  464.  Suscitándose  cuestión  de  competencia  6  de  re- 
cusación del  Juez  municipal  ante  quien  se  promueva  el  acto 
de  conciliación,  se  tendrá  por  intentada  la  comparecencia  sin 
más  trámites,  y  con  certificación  en  que  conste  así,  podrá  el 
actor  entablar  la  demanda  que  corresponda.  {^Zey  org,  del  Po- 
^er  judicial,  art.  30l.^ 

Los  reformadores  de  la  ley  actual  dé  Enjuiciamiento  civil  han  copiado, 
al  redactar  este  artículo,  el  301  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  que 
citamos  como  concordante  y  han  aceptado  el  principio  que  el  mismo  es- 
taljlece,  que  en  nuestro  sentir  es  opuesto  á  la  teoría^  de  la  conciliación. 
Según  ésta,  ha  de  exigirse  el  acto  conciliatorio  antes' de  sustanciar  deter- 
minados juicios,  de  tal  manera,  qu^  no  podrá  el  Juez  incoarlos,  si  no  se 
prueba  que  el  acto  conciliatorio  se  ha  verificado  mediante  la  certificación 
del  mismo,  ó  de  que  se  intentó  sin  efecto.  La  ley  quiere  que  el  acto  se 
verifique,  que  demandante  y  depiandado  oigan  los  consejos  y  adverten- 
cias del  Juez  municipal,  y  que  se  avengan  á  reconocer  lo  que  sea  justo 
mediante  las  excitaciones  de  aquel  funcionario. 

No  tiene  el  Juez  municipal  que  preside  ur  acto  conciliatorio,  influencia 
decisiva  en  el  resultado  del  mismo;  pero  no  es  posible  negar  que  á  su 
habilidad  y  á  su  buen  sentido  se  debe  muchas  veces  que  un  litigante  ceda 
y  se  allane,  y  que  un  asunto  se  resuelva  y  esclarezca.  Por  esto  mismo  no  ^ 
debe  otorgarse  al  demandante  la  elección  libre  de  Juez  municipal,  á  quien ' 
se  ha  de  someter  el  negocio  para  tratarlo  en  acto  conciliatorio;  podia,  en 
determinados  casos,  abusar  de  ella  y  llevar  á  su  contrario  ante  un  Juez 
que  supiere  intimidarle,  convencerle  ú  obligarle  á  ceder  contra  su  inte- 
rés y  su  derecho;  de  aquí  el  que  la  ley  haya  apelado  al  equitativo  princi- 
pio que  contiene  el  artículo  anterior,  que  atribuye  la  competencia  al  Juez 
del  (íomicilio  del  demandado  ó  del  punto  en  que  el  demandado  reside. 

Pues  bien,  ese  principio  está  contradicho  por  el  art.  464.  Según  este 
artículo,  el  demandante  puede  citar  al  demandado  ante  quien  le  plazca,  y, 
ó  el  demandado  se  somete  y  acude  al  Tribunal  que  su  adversario  prefirió, 
corriendo  los  riesgos  que  apuntamos,  ó  propone  la  excepción  de  incom- 
potencia  y  no  se  somete,  y  entonces  ya  no  nay  acto  conciliatorio.  Así  se 
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puede  dar  el  easo  de  (me  lúi  demandante  hábil  prive  al  demandado  de  los: 
beneficios  de  la  conciliación. 

Esto  no  es  jnsto.  Nace  el  error  en  que  han  incurrido  los  autores  de  it 
'ley  de  Enjuiciamiento  al  resolver  esta  cuestión  de  (jue  no  consid^^n  en 
todo  lo  que  vale,  es  y  ^igniñc^i  el  acto  conciliatorio.  Parece  que  en  so 
juicio,  que  se  verifique  ó  no,  es  cosa  de  poco  momento.  Nosotíos  tene- 
mos acerca  de  ese  pormenor  un  punto  de  vista  contrario,  y  habríamos 
aconsejado  que  se  redactase  ese  artículo  de  otra  manera.  Nos  parecía  más 
lógico  y  más  conforme  con  las  reglas  generales  que  ordenan  la  materid» 
preceptuar  que  si  en  el  acto  conciliatorio  alegare  el  demandado  la  excep- 
ción de  incompetencia  ó  recusase  al  Juez  municijpal,  éste,  oido  el  parecCT* 
de  ambos  y  el  del  fiscal  resolviera  de  plano,  quedando  obligado  el  deman- 
dante, caso  de  declararse  la  incompetencia  ó  de  darse  el  Juez  por  recusa- 
do, á  citar  de  conciliación  á  su  contrario  otra  vez  y  ante  Juez  competente. 
Si  el  Juez  se  declarase  competente  ó  no  admitiera  la  recusación,  deberia 
proseguir  el  acto,  haciéndose  constar  en  el  certificado  del  mismo  este  in- 
cidente y  su  resolución  para  los  efectos  legales  oportunos. 

Art.  465.  El  que  intente  el  acto  de  conciliación  acudirá  al 
Juez  municipal  presentando  tantas  papeletas  firmadas  por  él> 
ó  por  un  testigo  á  su  ruego  si  no  pudiere  firmar,  cuantos  fQ«^ 
ron  Jos  demandados  y  una  más,  en  cuyas  papeletas  se  expre- 
sará: 

Los  nombres,  profesión  y  domicilio  del  demandante  y  de- 
mandado. 

La  pretensión  que  se  deduzca. 

Y  la  fecha  en  que  se  presenten  al  Juzgado.  ¡"Zey  anty  nr^ 
ticulo  205.) 

Es  el  mismo  art.  205  de  la  ley  anterior  redactado  en  términos  distin- 
tos para  prever  el  caso  de  que  sean  dos  ó  más  los  demandados.  La  prác- 
tica aconsejaba  á  los  reformadores  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  haber  in- 
troducido en  ese  artículo  alguna  otra  innovación  tampoco  esencial,  per» 
como  esa  importante. 

En  el  párrafo  segundo  ha  debido  decirse:  «Los  nombres ,'  profesión  ú 
oñdo^  etc.,»  como  se  indica  en  el  art.  720  (1166  de  la  ley  antigua)  res- 

Secto  de  las  demandas  para  la  celebración  de  un  juicio  verbal.  No  estaba 
emás  añadir  que  esas  papeletas  han  de  extenderse  en  papel  común,  y  que 
al  hablar  el  párrafo  tercero  de  este  artículo  de  la  pretensión  (}ue  se  de- 
duzca quiere  decir  lo  que  se  pide  y  el  fundamento  con  que  se  pide.  Es  jus- 
to que  el  demandado  conozca  bien  para  qué  ^e  le  cita,  á  fin  de  prepararse 
á  contestar  la  demanda,  y  en  cuanto  á  la  calidad  del  papel,  téngase  pre- 
sente que  por  la  Dirección  general  de  rentas  estancadas  se  dispuso  e»  ÍO 
de  Mayo  de  1858,  que  las  papeletas  que  se  presenten  en  los  Juzgados  pi- 
diendo juicios  de  conciliación  ó  verbales,  no  deben  estenderse  en  papel  se- 
llado, así  como  la  citación  y  oficios  cuando  el  demandado  está  auseáte, 
Sorque  de  estas  diligencias  unas  tienen  el  carácter  de  preventivas  y  otras 
e  extrajudiciales. 

■  ^  Art.  466.  El  Juez  municipal,  en  el  dia  en<iuei8e  presente 
]a  demanda,  ó  en  el  siguiente  hábil,  mandará  citar  á  las  par— 
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tes,  señalando  el  día  y  hora  en  que  haya  de  tener  lu^ar  la 
comparecencia,  procurando  que  se  verifique  á  la  mayor  bre- 
vedad posible. 

Entre  la  citación  y  la  comparecencia  deberán  mediar  al 
menos  24  horas,  cuyo  término  podrá,  sin  embargo,  reducir  el 
Juez  si  hubiere  justas  causas  para  ello. 

En  ningún  caso  podrá  dilatarse  por  más  de  ocho  dias,  des- 
de el  en  que  se  hayan  presentado  las  papeletas.  /"Ze^  anú.,  ar- 
tículo 206.) 

En  la  práctica  siempre  se  citaba  á  las  partes;  pero  la  ley  anterior  sólo 
mandaba  citar  al  demandado,  lo  cual  era  defectuoso.  Se  conserva,  co- 
piada del  art.  206  la  facultad  otorgada  al  Juez  de  reducir  el  término 
de  ti  horas  si  hubiere  justas  causas  para  ello.  Pocos  serán  los  ca- 
sos en  que  haya  de  utilizarse  esa  facultad,  aplicable  á  muy  contadas 
excepciones,  porque  podria  privar  al  demandado  del  tiempo  necesario 
para  formular  su  contestación.  La  abreviación  del  término  para  que  se 
celdíre  el  acto  conciliatorio  pueden  sojicitarla  el  demandado  y  el  deman- 
dante de  la  misma  manera.  Son  justas  causas  para  abreviarlo:  la  proxi- 
midad de  ivn  viaje  imprwogable  que  cualquiera  de  ellos  tenga  que  em- 
prender, la  inmediación  del  término  de  un  plazo  y  otras  análogas. 

£s  digna  de  aplauso  la  reforma  hecha  por  el  tercer  párr^i)  de  este 
artículo.  La  ley  anterior  no  establecía  límite  á  la  facultad  del  Juez  de  ci- 
tar para  cuando  lo  creyese  conveniente;  y  aun  cuando  una  regla  jurídica 
atribuyera  responsabilidad  al  Juez  que  demorase  extraordinariamente  la  ci- 
tación, era  justo  fijarle  un  plazo.  La  ley  actual  lo  determina.  £1  Juez  está, 
obligado  á  citar  el  mismo  uia  en  que  se  presenta  la  demandan  al  siguien- 
te hábil,  y  el  juicio  debe  celebrarse  en  los  ocho  dias  siguientes  á  aquél  en 
que  se  presentaron  las  papeletas.  Habria  sido  oportuno  que  en  éstas  se  fi- 
jara, á  más  del  dia  y  la  hora,  el  sitio  en  que  ha  de  tener  lugar  el  acto, 
pues  aun  cuando  se  sobreentiende  que  ha  de  ser  en  donde  se  halle  el  Juz- 
gado, no  era  redundancia  expresarlo. 

Jímsprudencia.  —  A  esta  citación  no  pueden  dársele  los  efectos  del 
empla¿amiento  para  contestar  á  la  demanda.  (U  de  Enero  de  1869.) 

Art.  467.  El  Secretario  del  Juzgado  ó  la  persona  que  éste 
delegue,  notificará  la  providencia  de  citación  al  demandado  ó 
demandados,  arreglándose  á  lo  que  se  previene  en  los  artícu- 
los 262  y  263  de  esta  ley,  respecto  á  todas  las  notificaciones; 
pero  en  lugar  de  la  copia  de  la  providencia  le  entregará  una* 
de  las  papeletas  que  haya  presentado  el  demandante,  en  la  que 
pondrá  una  nota  el  Secretario  expresiva  del  Juez  municipal 
que  mandare  citar,  y  del  dia,  hora  y  lugar  de  la  comparecen- 
cia. En  la  papeleta  original,  que  se  archivará  después,  firmará 
el  citado  el  recibo  de  la  copia,  ó  un  testigo  á  su  ruego,  si  no 
supiere  ó  no  pudiere  firmar.  fLey  ant,  art,  207. — Ley  actual, 
ürUeulos  260  y  261.) 

La  redacción  de  este  articulo  difiere  poco  de  la  de  su  concordante  de 
la  ley  anterior,  que  es  el  207,  y  resulta  mucho  más  clara.  Conviene  leer 
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los  artíbulos  ^60  y  261  para  tenerlos  en  cuenta  en  lo  que  se  refiere  á  las 
reglas  generales  que  rigen  la  materia  de  notificaciones. 

Art.  468.,  Los  ausentes  del  pueblo  en  que  se  solicite  la 
conciliación,*  serán  llamados  por  medio  de  oficio  dirigido  al 
Juez  municipal  del  lugar  en  que  residan. 

Al  oficio  se  acompañarán  la  papeleta  ó  papeletas  presenta- 
tadas  por  el  demandante,  que  han  de  ser  entregadas  á  los  de- 
mandados. 

El  Juez  municipal  del  pueblo  de  la  residencia  de  los  de- 
mandados, cuidará,  bajo  su  responsabilidad,  de  que  la  cita- 
ción se  haga  en  la  forma  prpvenida  en  los  artículos  anteriores, 
el  primer  dia  hábil  después  del  en  que  se  haya  recibido  el  ofi-  - 
cío,  y  devolverá  éste  diligenciado  en  el  mismo  dia  de  la  cita- 
ción, ó  lo  más  tarde  en  el  siguiente.  Este  oficio  se  archivará 
con  las  papeletas  en  los  términos  que  previene  el  artículo  an- 
terior. (£$7/  anL,  art,  208.) 

Art.  469.  Los  demandantes  y  los  demandados  están  obli- 
gados á  comparecer  en  el  dia  y  hora  señalados.  Si  alguno  de 
ellos  no  lo  hiciere,  ni  manifestare  justa  causa  para  no  concur- 
rir, se  dará  el  acto  por  intentado  sin  efecto,  condenándole  en 
las  costas.  {Ley  ant.,  art.  209.) 

La  ley  anterior  mandaba  que  en  este  último  caso,  además  de  declararse 
•el  acto  intentado  sin  efecto,  se  impusiera  al  demandante  una  multa  de 
seis  á  sesenta,  rs.  que  baria  efectiva  el  Juez  municipal.  No  hay  en  realidad 
motivo  para  tanto.  El  que  no  quiere  concurrir  al  acto  conciliatorio,  después 
de  conocer  la  demanda  y  su  fundamento,  revela  que  no  quiere  concilia- 
ción de  ningún  género.  Basta  con  que  eso  conste  para  que  queden  satis- 
fechas las  necesidades  á  que.  la  ley  atiende  en  esta  parte. 

Art.  470.  Tanto  los  demandantes  como  los  demandados  se 
presentarán  acompañados  cada  cual  de  un  hombre  bueno. 

Pueden  ser  hombres  buenos  en  los  actos  de  conciliación 
todos  los  españoles  que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  de- 
rechos civiles.  (Ley  ant.y  artículos  210  y  211.) 

La  nueva  ley  no  ha  hecho  más  que  copiar  lo  que  en  sus  dos  artículos 
210  y  211  preceptuaba  la  anterior. 

Art.  471.  El  acto  de.  conciliación  se  Celebrará  en  la  forma 
siguiente : 

Comenzará  el  demandante  exponiendo  su  reclamación  y 
manifestando  los  fundamentos  en  que  la  apoye. 

Contestará  el  demandado  lo  que  crea  conveniente,  y  podrá 
también  exhibir  cualquier  documenta  en  que  funde  sus  excep- 
ciones. 

Después  de  la  contestación,  podráín  los  interesados  replicar 
y  contrareplicar,  si  quisieren. 
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Si  no  hubiere  avenencia  entre  ellos,  los  hombres  Buenos 
y  el  Juez  municipal  procurarán  avenirlos.  Si  no  pudieren  con- 
seguirlo, se  dará  el  acto  por  terminado.  (Ley  ant,y  art.  212.) 

Remitimos  al  lector  á  lo  que  hemos  dicho  tratando  de  la  conciliación 
en  general.  La  ley  es  consecuente  con  su  sistema,  y  nosotros  seguimos 
prenriendo  otro.  Ella  establece  el  acto  conciliatorio,  y  nosotros  habría- 
mos restaurado  el  juicio.  Pero  dentro  de  ese  sistema  no  hay  más  obje- 
ción que  formular  á  este  artículo  que  la  indicada  en  el  comentario  del  464 
sobre  las  cuestiones  de  competencia  y  recusación  que  pueden  suscitarse 
y  deben  resolverse  dentro  del  acto  mismo,  en  la  forma  que  allí  indicába- 
mos. Este  artículo  471  debia  prever  ese  incidente  y  dar  reglas  para  re- 
solverlo. , 

Tampoco  se  debe  olvidar  aquí  que,  según  la  Instrucción  de  44  de  Fe- 
brero de  1871  sobre  el  impuesto  de  cédulas  personales,  éstas  son  necesa- 
rias para  acreditar  la  personalidad  ante  los  Tribunales  y  Juzgados,  tenien- 
do onUgacion  los  Jueces  municipales  de  exigirlas,  pues  dicha  Instrucción 
les  impone  la  multa  del  doble  del  valor  de  la  cédula  si  así  no  lo  hacen. 
£1  reglamento  de  la  contribución  industrial  de  %0  de  Marzo  de  1870  en  su 
art.  446  dice:  «Para  celebrar  iuieios  de  conciliación  é  introducir  cualquie- 
ra demanda  ante  los  Tribunales  y  Juzgados,  será  requisito  indispensable 
en  el  demandante,  si  se  halla  sujeto  á  la  contribución  industrial,  y  la  ac- 
ción que  entable  tiene  relación  con  la  profesión,  arte  ú  oficio  que  ejerza, 
justificar  por  medio  de  recibo  talonario  de  la  recaudación  ó  de  certifica- 
ción del  Jefe  económico  de  la  provincia,  que  está  corriente  en  el  pago  de 
la  cuota  que  se  le  haya  impuesto,  ó  que  ha  obtenido  la  declaración  de 
exención,  bajo  la  responsabilidad  personal  de  los  Jueces,  Secretarios  y 
Escribanos  que  permitan  la  celebración  del  juicio  de  conciliación  ó  admi- 
tan la  demanda  sin  c[ue  preceda  la  justificación  indicada.» 

También  está  en  vigor  y  hay  que  tenerlo  en  cuenta  al  estudiar  la  for- 
ma de  los  actos  de  conciliación,  la  Real  orden  de  4  de  Octubre  de  4864 
sobre  cesiones  de  créditos  del  personal.  Esa  Real  orden  dispone  que  para 
evitar  falsas  cesiones  de  créditos  de  la  deuda  del  personal,  se  observarán 
las  reglas  siguientes: 

«4*  En  los  actos  de  conciliación  y  juicios  verbales  en  que  se  haga  ce- 
sión de  créditos  de  la  deuda  del  personal,  para  pago  de  deudas  ó  por  otro 
motivo,  y  asistiesen  personalmente  á  ellos  los  interesados^  se  expresará 
en  el  acta  que  el  Juez  de  paz  ó  el  Secretario  conocen  á  las  partes,  señalar 
damente  al  cedente,  si  mediase  esta  circunstancia. 

»2*  Cuando  el  Juez  de  paz  ó  el  Secretario  no  tuviesen  el  conocimiento 
de  que  habla  la  regla  anterior,  se  exigirá  la  comprobación  de  la  identidad 
de  las  personas  con  dos  testigos  conocidos,  que  también  firmarán  el  acta 
del  juicio. 

)í3*  Si  las  partes  estuviesen  representadas  por  apoderados  deberán  éstos 

Í)resentar  el  poder  original  ó  primera  copia,  que  quedará  unida  al  acta  ó 
ibro  de  juicios  correspondiente,  sin  que  pueda  admitirse  testimonio  de 
aquel  documento. 

»4®  Respecto  al  conocimiento  ó  identidad  de  las  personas  de  los  apo- 
derados, se  llevarán  las  mismas  formalidades  establecidas  en  las  reglas 
primera  y  segunda.» 

Con  todas  estas  disposiciones  y  con  las  reglas  establecidas  por  la  juris- 
prudencia han  ido  completando  los  Tribunales  y  la  administración  Ws 
preceptos  de  la  antigua  ley;  pero  no  han  llegado  á  subsanar  todos  sus  de- 
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fectos.  la  ley  en  este  art.  471  ha  debido  ó  eslílblecer  un  procedimiento 
más  circunstanciado  ó  cerrar  la  puerta  con  declaraciones  terminantes  á  la 
interpretación  amplia  de  lo  oue  ese  artículo  dispone.  Dice  el  artículo  me 
comenzará  el  acto  exponiendo  quien  demanda  su  reclamación  y  manifes- 
tando los  fundamentos  en  que  la  apoya.  Estos  fundamentos  son  las  |Mrue- 
bas  de  su  aserto.  Luego  en  el  acto  conciliatorio  pueden  aleg[arse  pru^[)as. 
Dentro  de  nuestro  sistema  nada  hay  que  oponer  á  esa  posibilidad ^  menos 
lógica  dentro  del  sistema  de  la  ley.  Pero  ¿qué  género  de  pruebas  podrán 
alegarse  en  ese  acto?  Los  comentadores  creen  que  sólo  las  pruebas  doco- 
mentales.  ¿Y  por  qué  no  el  testimonio  de  personas?  Como  puede  llevar  el 
demandante  al  juicio  un  documento  en  su  bolsillo,  puede  hacer  que  le 
acompañen  una  ó  dos  personas  para  que,  llegado  el  momento  oportuno, 
depongan  sobre  los  hechos  que  se  les  preguntaren.  Es  más,  nosotros  cree- 
mos injusto  que  se  admita  una  especie  de  prueba  y  se  niegue  el  derecho 
de  alegar  otra;  hay  en  ello  contradicción  palmaria,  flagrante  y  ciara, 
q«e  no  responde  á  ningún  principio,  á  ninguna  conveniencia  de  nuestro 
sistema  de  enjuiciar. 

También  podrá  una  de  las  partes  deferir  al  juramento  de  la  otra  ó  am- 
bas á  lo  que  declare  un  tercero,  y  en  todos  estos  casos  el  Juez  debe  practi- 
car esas  diligencias,  recibiendo  la  declaración  jurada  de  la  parte  que  haya 
de  prestarla  ó  del  testigo  ó  testigos  á  quienes  se  hubiere  de  citar.  Si  para  esto 
ftiese  preciso  suspender  el  acto  y  continuarlo  otro  dia,  no  debe  suscitarse 
obstáculo  alguno  al  aplazamiento  por  parte  del  Tribunal,  siempre  que  con- 
vinieren en  aceptarlo  los  interesados.  Si  uno  se  opusiese  bastará  su  oposi- 
ción para  declarar  que  no  se  practiquen  esos  medios  de  prueba.  Y  la  razón 
de  esto  es  llana.  Con  los  actos  de  conciliación  se  trata  de  buscar  la  ave^ 
nencia  de  los  litigantes.  Quizás  estos  no  lleguen  á  avenirse  en  lo  princi- 
pal, en  la  esencia;  pero  sí  convienen  en  el  medio  que  puede  contribuir  á 
que  esa  avenencia  sea  un  hecho,  la  razón  dicta  que  se  acepte  y  practique 
ese  medio. 

Supongamos  que  el  periódico  L.,  del  cual  es  director  P.,  ha  injuriado 
al  hijo  de  T.;  T.  cita  á  P.  á  acto  de  conciliación  y  le  pide  que  se  retracte; 
P.  se  niega,  ofrece  una  rectificación  que  T.  no  encuentra  satisfactoria.  Va 
á  concluir  el  acto  sin  avenencia.  El  Juez  municipal  excita  á  los  litigantes 
á  la  concordia.  Los  hombres  buenos  le  secundan;  pero  todo  es  en»  vano. 
Entonces  T.  dice  que  él  aceptará  la  rectificación  que  redacte  un  tercero. 
P.  acepta  el  medio.  Se  designa  este  tercero:  es  ü.;  pero  ü.  está  fuera;  no 
se  sabe  si  aceptará.  En  el  caso  de  que  acepte  debe  entregar  la  rectificación 
redactada  para  que  conste  en  el  acta,  y  en  el  caso  de  que  no  acepte  debe 
manifestarlo  para  jue  P.  y  T.  nombren  otro.  Si  P.  y  T.  convienen  en 
seguir  este  procedimiento;  ¿por  qué  no  ha  de  suspenderse  el  acto  para 
reanudarlo  en  otro  ii  otros  días?  Como  la  ley  no  se  opone  á  ello  nosotros 
creemos  que  puede  hacerse;  pero  seria  preferible  que  la  ley  lo  hubiese 
autorizado. 

Continuemos  el  examen  del  art.  474,  abandonado  líneas  más  arriba. 
Dice  ese  artículo  que  formulada  la  demanda  contestará  el  demandado  lo 
que  crea  conveniente.  No  se  le  debe  obligar  á  más.  El  demandado  puede 
ser  una  persona  completamente  ajena  á  estas  cuestiones,  á  quien  sorjw^n- 
da  la  demanda  y  que  no  ouiera  comprometerse  con  una  respuesta  clara  y 
concreta:  está  en  su  derecno  hasta  negándose  á  contestar.  Si,  por  el  con- 
trario, contesta,  también  puede  hacer  uso  de  los  medios  de  prueba  de  qne 
h«mos  hablado  al  ocuparnos  en  la  demanda.  Lo  dicho  acerca  de  esta  en- 
tiéndase repetido  en  lo  que  toca  á  la  contestación. 
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Diespués  de  la  coatestacion  podrán  loa  interesados  replicar  y  cqtUrare- 
plicar  SI  quisiesen.  En  nue^ro  juicio  tienen  derecho  á  hablar  cada  uno 
dos  veces;  pero  si  ninguno'  de  ellos  se  opone,  en  esto  no  debe  haber  má& 
tasa  que  la  que  pongan  el  buen  sentido  y  la  prudencia  del  Juez,  quien  de- 
berá permitirles  que  hablen,  tornen  á  hablar,  expliquen  lo  dicho,  rectifi- 
quen y  amplíen  lo  que  adujeron,  se  exijan  y  dea  mutuas  aclaraciones 
hasta  dejar  las  cosas  en  su  punto,  bien  fijos  los  hechos  y  teorminante  y  ex- 
plícita la  avenencia  ó  la  imposibilidad  de  Llegar  á  ella.  Si  no  kubiese  ave- 
nencia) el  Juez  y  los  hombrea  buenos  trataráa  de  procurarkt.  Cuando  la 
haya  ó  resulte  que  no  puede  haberla,  se  dará  el  juicio  por  terminado. 

Jítri^prudencia, — ^No  pueden  menos  de  tener  valor  y  eficacia  la  con- 
fesión y  reconocimiento  yud  se  verifique  ea  el  acto  de  concüiacioiíL,  aun- 
que dicho  acto  no  es  un  juicio.  (19  de  Octubre  de  1868.) 

Art.  472.  Se  extenderá  sucintamente  el  acta  de  concilia- 
ción en  un  libro  que  llevará  el  Secretario  del  Juzgado.  Esta 
acta  será  firmada  por  todos  los  concurrentes  y  por  los  que  no 
«upieren  6  no  pudieren  firmar,  lo  hará  un  testigo  á  su  ruego. 
(Ley  mt,  art  213.) 

Ese  libro  se  llamará  de  Acias  de  conciliación'^  estará  redactado  en  pa- 
pel del  sello  4°  y  en  él  se  trascribirán,  por  su  orden  cronológico,  las  rela- 
ciones eejr tincadas  de  los  actos  conciliatorios  y  las  providencias  referentes 
¿  los  mismos.  Según  previenen  los  artículos  42  y  43  del  Real  decreto  de 
22.de  Octubre  4e  4855,  el  Secretario  del  Juzgado  consenará  ese  libro  ba- 
jo su  responsabilidad  y  al  fin  de  cada  bieijio  lo  etitcegará  al  Juzgado  de 
primera  mstancia. 

El  documento  más  importante  que  pojitiene  ese  libro  es  el  acta  de  con- 
ciliación. Esta  se  extenderá  cuidando  de  que  contenga  los  particulares  si- 
guieates; 

4**  El  pueblo  en  que  el  acto  se  verifica,  el  sitio  del  mi^smo  donde  se  ce- 
lebra, y  el  dia,  nsies  y  año  en  que  tiene  lugar. 

2^  El  nombre  y  títulos  del  Juez  municipj^l  ai^te  quien  se  verifica. 

3**  El  nombre,  vecindad  y  profesión  ú  oficiq  del  demandante  ó  deman- 
d^tes. 

4®  El  nombre,  veeipdad,  residencia  y  profesión  ú  oficio  del  demandado 
4y  demandado?. 

h^  Si  el  demandante,  el  demandado  ó  ambos  comparecieron  por  poder 
se  hará  constar  á  continuación  de  sus  nombres  respectivos,  expresando 
respecto  de  cada  uno,  quien  le  representa  y  sus  circunstancias,  la  fecha 
del  wder,  ante  qué  Notario  se  otorgó  y  dónde,  y  si  es'ó  nó  bastante  ajui- 
cio ael  letrado  que  lo  autorice,  ó  si  carece  ¿e  ése  requisito. 

6**  El  nombre,  edad,  vecindad  y  profesión  ú  oficio  de  los  hombres  bue- 
nos que  concurran.  • 

7**  La  demanda,  en  los  tén^iinos  en  que  la  haya  expuesto  pl  deman- 
dante. 

8^  Los  documentos  exhibidos  por  éste  y  las  pruebas  alegadas,  en  rela- 
ción ó  literales  según  su  importancia. 

9°  La  contestación  del  demandado  como  él  la  hizo  y  las  pruebas  que 
adujo  como  en  el  número  anterior. 

40.  Si  se  admitieron  testigos  lo  que  estos  dijeron. 

44.  Si  en  la  contestación  dd  demandado  se  adujo  alguna  excepción  dV* 
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latoríar,  lo  que  sobre  la  misma  proveyó  el  Juez  en  el  acto  y  lo  que  adiqo* 
la  parte  contraria.  %, 

42.  La  réplica  y  la  duplica,  con  lo  más  que  alegasen,  si  volvieron  á 
hablar,  procurando  atenerse  á  lo  que  cada  uno  dijo  para  que  el  acta  sea 
fiel  reflejo  de  los  hechos. 

43.  Úls  gestiones  practicadas  por  el  Juez  municipal  y  los  hombres  bue- 
nos para  avenirlos. 

44.  Si  hubo  ó  no  avenencia. 

45.  En  el  caso  de  haberla  se  expondrá  concretamente  en  qué  consistió,  ■ 
sus  términos  y  condiciones,  de  suerte  que  ambos  interesados  queden  ple- 
namente satisfechos  y  no  den  las  palabras  con  que  esa  parte  se  redactará 
motivo  para  ulteriores  dudas,  interpretaciones  opuestas  y  un  futuro  litigio^ 

46.  La  fecha  y  las  ñrmas,  por  este  orden: 

a)  La  del  Juez  municipal. 

b)  Las  de  los  hombres  buenos. 

c)  Las  de  los  litigantes  ó  sus  apoderados. 
a)  La  del  Secretario. 

Si  alguno  no  pudiese  ó  no  supiese  firmar  lo  hará  un  testigo  á  su  rue- 
go, dice  la  ley.  Si  alguno  no  quisiere  se  advertirá  en  el  texto  del  acta  ó  S 
continuación  por  medio  de  nota  que  autorizarán  el  Juez  municipal  y  el- 
Secretario  del  Juzgado.     ^ 

Art.  473.  En  el  libro  de  que  habla  el  artículo  anterior,  ser- 
hará  constar  por  diligencia,  que  suscribiíán  el  Juez  municipal^ 
y  los  concurrentes,  haberse  dado  por  intentado  el  acto  der  ' 
conciliación  á  que  no  hayan  concurrido  los  demandados. 

Si  siendo  varios  concurriere  alguno  de  ellos,  se  celebrará- 
con  él  el  acto,  y  se  tendrá  por  intentado  sin  efecto  respecto  á 
los  demás.  {Ley  anú.,  art,  2l4.) 

El  art.  244  de  la  ley  anterior,  con  el  que  este  concuerda,  decia  lo  si- 
guiente: «Art.  244.  En  el  libro  de  que  habla  el  artículo  anterior  se  hará 
constar  por  diligencia,  que  suscribirán  el  Juez  de  paz  y  los  concurrentes, 
haberse  dado  por  terminado  el  acto  de  la  conciliación  á  que  no  hayan  con- 
currido los  interesados  ó  alguno  de  ellos,  y  la  entidad  de  la  multa  que  se 
les  haya  impuesto  por  su  falta  de  asistencia.»  £1  libro  á  que  este  artículo 
se  refiere  es  el  de  Actas  de  conciliación.  Este  artículo  resulta  enmendado 
con  ventaja  por  su  concordante  de  la  nueva  ley;  en  primer  lugar,  porque 
atiende  la  posibilidad  de  que  habiendo  más  de  un  demandado  para  el  acta 
de  conciliación,  unos  asistan  y  otros  no.  Sería  injusto  entonces  disponer», 
como  ordenaba  el  art.  244,  que  se  declarara  intentado  sin  efecto  respecta 
de  todos.  Más  lógico  y  equitativo  es  lo  que  preceptúa  el  art.  473.  Se  de- 
clarará intentado  sm  efecto  respecto  del  demandado  ó  demandados  que  no 
concurran  y  en  cuanto  á  los  demás  lo  que  resultase  del  acto.,  á  menos  que 
la  continencia  del  asunto  impidiera  tratarlo  sólo  con  los  que  han  concurri- 
do, lo  cual  se  hará,  en  su  caso,  constar  también. 

Habiendo  desaparecido  la  multa  con  que  antes  se  castigaba  al  que,  ci- 
tado, no  comparecia  á  un  acto  de  conciliación,  no  es  posible  ya  hacer- 
cónstar  su  imposición  en  está  diligencia  de  que  habla  el  art.  244. 

Art.  474.  Se  dará  certificación  al  interesado  ó  interesadoa 
que  la  pidieren  del  acta  de  conciliación,  6  de  no  haber  tenida 
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«fectoy  dádose  por  intentado  en  el  caso  de  no  comparecer  los 
demandados  ó  alguno^e  ellos.  {Ley  ani,y  art,  215.) 

Establecido  el  principio  de  cfue  para  incoar  un  juicio  ordinario  de  ma- 
yor ó  menor  cuantía  es  indispensanle  presentar  certificado  del  acto  de 
conciliación  ó  de  que  se  intentó  sin  efecto,  implícitamente  se  otorgaba  á 
los  litigantes  el  derecho  de  reclamarlo.  A  pesar  de  esto  la  ley  lo  consigna 
de  un  modo  explícito  que  no  puede  dar  lugar  á  dudas  de  ningún  género. 
Los  Jueces  municipales  están  obligados  á  mandar  que  se  den  esas  certifica- 
ciones á  los  interesados,  y  no  á  otras  personas,  siempre  que  las  soliciten. 
Las  certificaciones  deben  expedirse  por  el  Secretario  del  Juzgado,  bajo  cu- 
ya fé  se  lleva  V  en  cuyo  poder  se  custodia  el  libro  de  actas  de  concilia- 
ción. Las  certincaciones  se  librarán  con  referencia  á  lo  que  de  éste  resulte 
respecto  del  acto  de  que  se  trate,  copiando  literalmente  lo  que  acerca  de 
él  diga  el  libro. 

Art.  475.  Los  gastos  que  ocasionare  el  acto  de  conciliación 
serán  de  cuenta  del  que  lo  hubiere  promovido;  los  de  las  cer- 
tificaciones, del  que  las  pidiere.  (Ley  ant,,  art.  216.) 

t  Los  preceptos  de  este  artículo  trasladado  casi  con  las  mismas  palabras 
de  la  ley  de  1855  á  la  actual  son  justísimos.  Siempre  debe  abonar  los  gas- 
tos del  acto  conciliatorio  el  que  lo  promueva.  Si  no  concurrió  la  parte  ad- 
versa, debe  abonarlos  porque  no  sería  justo  condenarla  á«que  los  satisfi- 
ciese sin  haberla  oido.  Si  concurrió  y  no  hubo  avenencia  y  continúa  el 
{>leito,  al  ponerle  término,  se  incluirá  esa  partida  en  la  de  costas  para  que 
a  haga  efectiva  el  que  hubiese  sido  condenado  á  pagarlas.  Si  concurrió' 
el  demandado  y  hubo  avenencia,  quien  debe  pagar  también  es  el  deman- 
dante, al  que  favorece,  sin  duda  alguna,  el  acto  verificado;  pero  se  acos-^ 
tumhra  á  pagarlo  por  mitad,  por  equidad.  Esta  práctica  es  laudable  y  de- 
be fomentarse.  Sin  embargo,  dentro  del  estricto  derecho  los  Jueces  muni- 
eipales  no  exigirán  el  abono  de  los  gastos  causados  más  que  al  que  de- 
manda. Si  solicitase  al^no  de  ellos  certificación  del  acto,  la  ha  de  pagar  el 
que  la  pida,  porqué  cada  cual  está  obligado  á  satisfacer  los  gastos  que  se 
causen  á  su  instancia. 

Art.  476.  Lo  convenido  por  las  partes  en  acto  de  concilia* 
clon,  se  llevará  á  efecto  por  el  mismo  Juez  municipal  por  los 
trámites  establecidos  para  la  ejecución  de  las  sentencias  dicta- 
das enjuicio  verbal,  cuando  su  interés  no  exceda  de  250  pe- 
setas. 

Siempre  que  lo  convenido  exceda  de  dicha  cuantía,  tendrá 
el  valor  y  eficacia  de  un  convenio  consignado  en  documento 
público  y  solemne.  {Ley  ant,  art.  218.) 

£1  art.  S48  con  que  éste  concuerda,  disponia  lo  siguiente: 
«Art.  248.  Lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  se  llevará  á  efeqto 
por  el  Juez  de  paz,  si  no  excediere  de  la  cantidad  prefijada  para  los  juicios 
verbales. 

»Si  excediere  de  esta  cantidad,  por  el  Juez  de  primera  instancia,  de  la 
manera  y  en  la  forma  prevenida  para  la  ejecución  de  las  sentencias.» 

TOMO  I  42 
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Hay  entre  ellos  analogías  y  diferencias  importantes  que  ííonviene  no- 
tar. Ambos  disponen  que  en  ciertos  casos  lo  convenido  en  el  acto  de  cosb- 
ciliacion  se  lleve  á  cabo  por  el  Juez  que  lo  preside,  Juez  de  paz  en  1855  y 
municipal  hoy.  La  ley  anterior  mandaba  esto  para  cuando  lo  convenido 
no  excedie^  de  la  cantidad  fijada  para  los,  juicios  verbales,  y  según  su 
artículo  4162,  debia  decidirse  en  juicio  verbal  toda  cuestión  entre  i)artes 
cuyo  interés  no  excediese  de  600  rs.  (150  pesetas).  La  ley  actual  fija  en 
su  art.  715  que  la  cantidad,  con  arreglo  á  la  cual  há  de  determinarse  que 
cualquier  cuestión  entre  partes  se  sustancie  en  juicio  verbal,. sea  la  de  250 
pesetas  (1.000  rs.).  Consecuente  con  esta  base  el  art.  476  determina  tam- 
nien  que  si  no  excediese  de  esa  suma  el  interés  de  lo  convenido  ea 
un  acto  conciliatorio  lo  haga  ejecutar  el  mismo  Juez  municipal  ante 
quien  se  celebró.  La  primera  diferencia  que  existe,  pues,  entre  ambos  ar- 
tículos, es  la  relativa  á  la  cuantía  del  interés  en  que  ha  de  consistir  lo 
convenido.  La  ley  de  1855  establecía  150  pesetas,  y  la  de  1881  asciende 
esa  suma  á  100  pesetas  más.  Creemos  que  los  reformadores  hubiesen  po- 
dido ir  más  lejos  y  elevar  esa  cantidad  siquiera  hasta  500  ó  1,000  pesetas, 
porque  una  cuestión  donde  el  interés  de  lo  convenido  no  pasa  de  ahí,  es 
una  cuestión  mínima,  que  no  merece  llevarse  al  pleito  ordinario  para  ser 
resuelta  en  definitiva.  Al  modificar  la  cifra  que  establecía  la  ley  die  4855, 
no  sólo  ha  debido  tenerse  en  cuenta  la  disminución  del  valor  del  dinero  y 
el  cambio  de  condiciones  económicas,  operado  en  estos  últimos  veinticinco 
años,  sino  que  la  cantidad  señalada  en  aquella  era  pequeñísima.  £n  general 
nosotros  no  estamos  de  acuerdo  ni  con  esa  cifra,  ni  con  otras  que  se  mar- 
can en  la  ley  para  determinar  la  cuantía  y  consideración  de  los  juicios;  y 
ya  que  ahora  anima  al  legislador  el  deseo  de  abreviar  y  facilitar  éstos,  re^ 
duciéndolos  á  las  menores  proporciones  posibles,  no  sabemos  por  qué  no 
ha  de  haberse  apelado  4  ese  primer  término jde  la  cuestión  para  conseguir- 
lo. Los  reforiliaaores  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  debieron,  pues,  reservar 
«1  juicio  ordinario,  de  tan  dilatado  y  costoso  procedimiento *para  los  liti- 
gios de  verdadera  entidad.  Un  pleito  ordinario,  seguido  por  todos  sus  trá- 
mites, cuesta  8,  10  ó  20.000  rs.;  lo  lógico  sería  no  ventilar  en  esa  forma 
de  juicio  sino  aquellas  cuestiones  que  excedan  con  mucho  de  esta  últiipa 
cifra,  porque  es  censurable  que  importe  muchas  veces  el  pleito  tanto  ó  más 
<pie  el  interés  que  representa.  Para  introducir  esa  reforma  en  las  ley^s  sería 
preciso  organizar  la  administración  de  justicia  sobre  bases  que  dieran  en 
todas  sus  instancias  las  mismas  garantías  de  acierto,  indudablemente.  No 
«s  una  objeción  el  que  no  esté  organizada  de  esa  manera.  De  aquí  puede 
deducirse  algún  nuevo  motivo  de  crítica,  pero  no  dificultades  para  lo  que 
proponemos. 

Volvamos  al  art.  476.  No  excediendo  el  interés  de  lo  convenido  en  el 
acto  conciliatorio  de  250  pesetas,  lo  llevará  á  efecto  el  mismo  Juez  muni- 
cipal por  los  trámites  establecidos  para  la  ejecución  de  las  sentencias  dic- 
tadas en  juicio  verbal.  Claro  está  que  al  decir  la  ley  el  mismo  Juez  muni- 
cipal se  refiere  al  que  ha  interveniJo  en  el  juicio,  y  no  á  otro.  El  proce- 
dimiento que  éste  na  de  seguir  para  cumplirlo,  es  «1  prevenido  para  la 
ejecución  de  las  sentencias  en  el  título  VIH  del  libro  II  de  esta  ley,  desde 
«1  art.  919  hasta  el  950,  pero  reduciendo  los  términos  de  modo  (jue  en 
ningún  caso  excedan  de  la  mitad  del  tiempo  de  los  allí  establecidos,  de 
acuerdo  con  lo  que  previene  el  art.  738. 

La  ley  de  1855  determinaba  que  en  el  caso  análogo  fuera  el  misma 
Juez  de  paz  el  encargado  de  cumplir  lo  convenido;  pero  no  decía  con  ar- 
reglo á  qué  procedimiento  era  preciso  cumplirlo.  Pe  aquí  surgieron  áom 
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das  é  interpretaciones  contradktorias  que  la  práctica  resolvió  en  los  tér- 
minos en  que  lo  hace  ahora  el  párrafo  primero  del  art.  476. 

Pero,  ¿y  si  excediere  lo  convenido  de  la  suma  señalada?'  Aquí  aparece 
la  verdadera  diferencia  existente  entre  el  art.  218  de  la  ley  de  485Sy 
éi  476  de  la  ley  actual.  Excediendo  el  interés  de  lo  convenido  de  la  suma 
señalada,  antes  era  el  Juez  de  primera  instancia  el  encargado  de  ejecu- 
tarlo con  arreglo  á  lo  dispuesto  para  la  ejecución  de  las  sentencias;  ahora 
se  tiene  lo  convenido  por  solemnemente  pactado,  y  hay  que  ir,  si  se  sus- 
citasen obstáculos  á  su  ejecución  para  conseguirla,  ó  al  pleito  ejecutivo  ó 
al  pleito  ordinario  de  mayor  ó  menor  cuantía,  según  la  del  asunto.  E» 
decir  que  la  nueva  ley,  no  sólo  no  ha  abreviado  los  trámites  establecidos 
en  este  punto  por  la  antigua,  sino  que  los  ha  dilatado  extraordinaria- 
mente. Antes  se  convenia  en  un  acto  conciliatorio  cierta  solución,  cuyo 
interés  representaba  1.000  ó  2.000  pesetas  y  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia se  encargaba  de  cumplirlo,  considerando  aquel  convenio  como  un 
fallo  definitivo.  Ahora,  en  el  mismo  caso,  muchas  veces  habrá  que  apelar 
al  juicio  ordinario,  seguirlo  por  todos  sus  trámites  en  la  primera  y  en  la 
segunda  instancia,  con  incidentes,  prueba,  recurso  de  casación,  etc.,  et- 
cétera, para  obtener  que  se  cumpla  lo  convenido  en  un  acto  conciliatorio. 
Ya  se  ve  cuánto  hemos  retrocedido  con  la  reforma. 

Hemos  dicho  que  habrá  que  ir  al  juicio  ejecutivo  ó  al  ordinario,  pues 
aunque  la  nueva  ley  ni  siquiera  facilita  el  empleo  del  procedimiento  eje- 
cutivo, el  acta  de  conciliación  servirá  para  prepararlo,  ó  como  prueba  de 
confesión  hecha  en  juicio,  ó  como  documento  que  puede  reconocerse  bajo 

Í'uramento.  El  art.  476  que  comentamos  llama  á  ese  acta  documento  pú- 
dico. El  art.  4429  que  es  el  que  enumera  los  títulos  que  tienen  aparejada 
fuerza  ejecutiva  no  se  la  da  á  los  documentos  públicos  sólo  por  ser  tales; 
la  otorga  á  las  escrituras  que  son  documentos  públicos,  pero  como  existen 
además  de  ellas  otros  que  tienen  también  este  carácter,  no  puede  dedu- 
cirse de  él  que  las  actas  de  conciliación  tengan  aquella  fuerza.  Bji  nuestro 
sentir,  la  ley  debiera  habérsela  reconocido.  No  haciéndolo,  los  reforma- 
dores de  nuestro  Enjuiciamiento  civil  han  incurrido  en  una  verdadera  y 
sustancial  contradicción,  porque  es  inexplicable  que  se  reconozca  fuerza 
de  cosa  juzgada  al  convenio  hecho  en  acto  conciliatorio  cuando  su  inte- 
rés no  pase  de  250  pesetas,  y  que  excediendo  de  esta  cantidad  ni  fuerza 
ejecutiva  se  le  atribuya. 

Al  ejecutarse  lo  convenido  en  un  acto  conciliatorio,  pueden  suscitarse 
dudas  sobre  la  cuantía  de  su  interés,  dudas  de  importancia  que  afectan  al 
procedimiento  que  ha  de  seguirse,  y  á  la  competencia  del  Tribunal  ante 
que  se  ha  de  ventilar  el  asunto.  Esas  dudas  pueden,  á  nuestro  juicio,  sus^ 
tanciarse  como  incidentes,  promoviéndose  ante  el  Juez  municipal  que  co- 
nozca en  el  negocio,  y  apelándose  ante  el  superior,  que  es  el  de  primera 
•  instancia  del  distrito  respectivo. 

Respecto  á  las  islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico,  en  un  punto  relacionado 
con.  el  artículo  que  comentamos,  dice  la  instrucción  de  9  de  Diciembre 
de  1855: 

«Art.  r  Las  cantidades  designadas  para  la  Península  en  diversos  ar- 
tículos de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  reducidas  á  escudos,  se  compu- 
tarán en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico  al  respecto  de  dos  escudos  cin- 
cuenta céntimos  por  uno. 

» Art.  2°  Se  exceptúan  de  la  disposición  anterior: 

»1®  Las  cantidades  que  determinan  el  máximum  de  los  juicios  verbales 
y  de  menor  cuantía,  que  continuarán  siendcr  respectivamente  las  de  cua- 
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trocientes  y  dos  mil  escudos,  según  está  prevenido  por  los  Reglamentos 
de  24  de  Febrero  de  1853.» 

Esta  instrucción  debe  reformarse,  elevándose  en  la  misma  proporción 
adoptada  para  la  Península  las  cantidades  que  se  señalan  para  las  Antillas. 

También  hay  que  tener  presente  en  este  artículo  que  los  certificados  de 
los  actos  conciliatorios,  no  son  documentos  bastantes  para  inscribir  las 
hipotecas  voluntarias  convenidas  en  aauellos  actos,  pues  para  esto  es  in- 
dispensable escritura  pública,  según  la  Real  orden  de  43  de  Diciembre 
de  4867  y  el  art.  8®  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipoteca- 
ria de  29  de  Octubre  de  4870. 

Jurisprudencia, — ^Lo  convenido  por  las  partes  en  un  acto  de  concilia- 
ción debe  llevarse  á  efecto  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
sin  que  baste  para  separarse  de  ello  ni  para  promover  un  litigio  la  inde- 
cisión de  algún  punto  incidental  que  pueda  resolverse  al  ejecutar  lo  pac- 
tado en  la  conciliación.  (40  de  Noviembre  de  4860.J 

El  Juez  de  paz  sólo  puede  llevar  á  efecto  la  providencia  dictada  en  jui- 
cio de  conciliación,  cuando  las  partes  se  aquietan  con  ella  antes  de  ter- 
minar el  acto.  (6  de  Marzo  de  4858.) 

Si  llegare  á  haber  avenencia  en  el  acto  de  conciliación  y  contra  ella 
no  se  propusiere  ningún  recurso,  el  Juez  de  paz  ante  quien  se  haya  cele- 
brado aquel,  es  el  competente  para  llevar  á  efecto  lo  convenido.  (6  de  Ju- 
lio de  4868.) 

Corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  llevar  á  efecto  lo  convenida 
en  un  acto  de  conciliación,  si  su  valor  excede  de  la  cantidad  prefijada 
para  los  juicios  verbales.  (5  de  Febrero  de  4864.] 

El  Juez  que  sea  competente  para  llevar  á  electo  lo  convenido  en  un 
acto  de  conciliación,  lo  será  también  para  conocer  de  una  tercería  que  se 
entable  sobre  el  mismo  asunto.  (5  de  Febrero  de  4864.) 

No  puede  disputarse  ni  aun  por  la  autoridad  administrativa,  en  com- 
petencia á  la  judicial,  tratándose  de  las  avenencias  de  los  Alcaldes  en  re- 
presentación de  los  bienes  comunales,  y  aunque  se  alegue  que  el  Alcal- 
de no  ha  podido  celebrar  la  avenencia,  cuadesquiera  que  sean  los  defectos 
de  que  puede  adolecer  el  convenio.  (Dec.  del  Consejo  de  Estado  de  22  de 
Enero  de  4862.) 

No  pueden  casarse  las  providencias  para  cumplir  lo  conciliado.  (28  d& 
Febrero  de  4866.) 

Art.  477.  Contra  lo  convenido  en  acto  de  conciliación,  po- 
drá ejercitarse  la  acción  de  nulidad  por  las  causas  que  invali* 
dan  los  contratos. 

La  demanda  ejercitando  dicha  acción  deberá  interponerse 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido,  dentro  de  lo» 
ocho  dias  siguientes  á  la  celebración  del  acto,  y  se  sustanciará 
por  los  trámites  del  juicio  declarativo  que  corresponda  á  s» 
cuantía. 

Si  ésta  no  excediere  de  250  pesetas,  se  sustanciará  también 
ante  el  Juez  de  primera  instancia,  por  los  trámites  del  juicia 
verbal  y  sin  ulterior  recurso.  (Xey  ant.y  arts.  217.) 

£1  art.  247  de  la  ley  anterior,  con  que  éste  concuerda,  decía  lo  (jne 
^gue:  «Coutra  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación,  sólo  se  admitirá 
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la  demanda  de  nulidad.  Procederá  ésta  únicamente  por  las  causas  que  dan 
lugar  á  la  nulidad  de  los  contratos.  Deberá  interponerse  ante  el  Juez  de 
primera  instancia  del  partido  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  déla 
celebración  del  acto.  Esta  demanda  seguirá  la  tramitación  del  juicio  ordi- 
nario.» En  lo  esencial,  no  existe  conformidad  entre  estos  dos  artículos, 
como  á  primera  vista  parece.  El  217  sostiene  que,  contra  lo  convenido  en 
el  acto  de  conciliación,  sólo  se  admitirá  demanda  de  nulidad;  el  477  esta- 
blece que  podrá  ejercitarse  esa  acción,  pero  sin  excluir  el  uso  de  ninguna 
otra. 

Enlazando  este  art.  477,  con  el  anterior  de  la  nueva  ley,  después  de 
haber  examinado  lo  que  hay  de  deficiente  en  sus  preceptos,  puédese  ase- 
gurar que  los  reformadores  de  nuestro  Enjuiciamiento  civil,  así  como  no 
atriÉuyen  grande  importancia  al  acto  conciliatorio,  tampoco  dan  á  lo  con- 
venido en  él  en  todos  los  casos  la  fuerza  que  deberla  concedérsele.  Incur- 
ren en  contradicciones  como  ya  hemos  notado;  pero  visiblemente  se  in- 
clinan á  que  ese  convenio  no  tenga  mayor  fuerza  que  cualquier  otro  he- 
cho, en- circunstancias  distintas  por  personas  que  quieren  obligarse.  No 
comprendemos  qué  fin  ó  qué  objeto  pueden  proponerse  al  obrar  así.  La  ley 
de  Enjuiciamiento  que  acaba  de  publicarse,  y  que  nosotros  comentamos» 
se  inspira  en  la  necesidad  y  en  el  deseo  de  abreviar  los  pleitos,  disminuir 
el  tiempo  y  los  recursos  empleados  en  sustanciarlos,  hacer  la  administra- 
ción de  justicia,  en  una  palabra,  más  fácil  y  barata.  Para  conseguirlo, 
nada  en  nuestro  sentir  tan  oportuno  como  aumentar  el  número  de  casos 
en  que  se  practica  la  conciliación,  dar  á  ésta  más  amplitud  y  eficacia  y  á 
sus  resultados  mayor  fuerza,  poniendo  especial  empeño  en  que  realmente 
contribuya  á  evitar  algunos  pleitos.  Pues  bien,  ya  se  ha  visto  que  los  ar- 
tículos de  este  título  tienden  en  lo  general  á  producir  un  efecto  contra- 
rio. La  reforma  hecha  en  los  actos  de  conciliación,  disminuirá  su  núme- 
ro, su  alcance  y  su  valor.  Después  de  haber  abierto  en  el  art.  476  contra 
lo  convenido  en  sus  actos,  la  puerta  del  juicio  ordinario,  en  éste,  concor- 
dada con  el  418,  se  facilita  y  autoriza  el  empleo  de  cualesouiera  acciones 
que  los  litigantes  crean  oportuno  ejercitar  para  no  cumplirlo. 

No  pretendemos  nosotros  que  se  hubiera  vuelto  á  lo  dispuesto  en  aquel 
famoso  art.  24  del  Reglamento  provisional  ó  en  el  8®  de  la  ley  de  3  de  Ju- 
nio de  1821,  donde  se  mandaba  que  el  Alcalde  llevara  á  efecto  lo  conve- 
nido en  juicio  de  conciliación,  sin  excusa  ni  tergiversación  alguna,  por- 
que según  dijo  el  Sr.  Gómez  de  la  Sema  —  y  estamos  conformes  con  su 
opinión— éste  principio  absoluto  del  cual  se  deducía  que  contra  tales  con- 
venciones no  podía  lícitamente  usarse  de  recurso  alguno,  era  absurdo  é 
insostenible. 

Nosotros,  conformándonos  á  lo  que  la  razón  y  la  justicia  establecen  y 
á  lo  que  determinan  los  precedentes  legales  expuestos,  quisiéramos  que 
se  hubiese  mantenido  el  principio  de  que  lo  convenido  en  el  acto  conci- 
liatorio, cualquiera  que  ñiese  la  cuantía  de  su  interés,  tuviera  la  fuerza  de 
cosa  juzgada,  se  ejecutase  como  una  sentencia  definitiva  y  no  pudiera  im- 
pedirse esa  ejecución  sino  por  causa.de  nulidad,  cuando  el  convenio  resul- 
tara nulo  por  falta  de  capacidad  en  quien  lo  otorgó  ó  porque  se  obtuvo  en 
virtud  de  violencia  ó  engaño  resultando  de  alguna  manera  viciado  el  con- 
sentimiento. 

El  artículo  217  decía:  «Contra  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación 
sólo  se  admitirá  la  demanda  de  nulidad.»  Sus  comentadores  notaban  que 
ese  adverbio  sólo  excluye  la  admisión  de  cualquier  otro  recurso  para  el 
efecto  de  suspender  la  ejecución  de  ló  convenido.  El  adverbio  no  na  pa- 
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sado  a]  art.-  477.  Podvá,  pues,  admitirse  la  demanda  de  nulidad  como 
cualquier  otra  que  contra  lo  convenido  en  acto  conciliatorio  se  interpon- 
ga para  aquél  efecto.  La  nulidad  de  ese  convenio  habrá  de  pedirle  por  al- 
eona de  las  causas  que  invalidan  los  contratos.  Invalida  un  contrato  la  ¿alta 
de  cualquiera  de  sus  requisitos  esenciales.  Podrá,  pues,  pedirse  la  nulidad 
de  lo  convenido  en  el  acto  conciliatorio  : 

4**  Por  falta  de  validez  en  el  consentimiento  declarado  por  los  concur- 
rentes ó  alguno  de  ellos: 

2®  Por  falta  de  capacidad  de  los  concurrentes  ó  alguno  de  ellos  para 
consentir  en  lo  que  se  convino: 

3**  Por  haberse  convenido  en  cosa  indeterminada  ó  incierta,  imposible 
ó  ilícita: 

4**  Por  haberse  justificado  lo  que  se  conviene  con  una  causa  ilícita',  un 
motivo  deshonesto  ó  ilegal.  , 

Si  el  consentimiento  se  prestó  sin  conocimiento  claro  de  la  cosa,  si  no 
era  libre  quien  lo  prestó  de  otorgarlo,  si  no  lo  hÍEO  intencional  y  delibe- 
radamente, si  obró  por  error,  respecto  á  las  personas  ó  á  las  cosas,  ó  por 
miedo  ú  obligado  por  violencias  ó  coacciones,  ó  fué  víctima  de  un  engaño 
ó  sufrió  lesión  en  sus  intereses,  há  lugar  á  hacer  uso  de  la  piimera  de 
estas  causas  y  á  pedir,  fundándose  en  ella,  la  nulidad  de  ló  eonvemdo. 

Puédese  usar  la  segunda,  cuando  alguno  de  los  concurrentes  ó  litigan- 
tes es  incapaz  de  contratar  y  obligarse,  en  cuyo  número  están: 

4*^  Los  dementes  é  idiotas  y  los  físicamente  imposibüi^os  de  formar 
juicio  y  expresarlo  ó  de  tener  voluntad  y  manifestarla: 

2®  Los  menores,  si  no  intervino  su  tutor  ó  su  curador: 

3**  El  pródigo,  después  de  declarado  tal,  á  menos  que  intervenga  en  el 
convenio  su  curador: 

4"  Las  mujeres  casadas,  que  se  obligan  sin  líoencia  de  sus  maridos: 

5**  Los  que  estén  sufriendo  la  pena  de  interdicción  civil: 

6"  Cuando  falte  personalidad  á  alguna  de  las  partes  t)  carezca  de  pdáer 
bastante  un  procurador  concurrente. 

La  nulidad,  fundada  en  falta  de  capacidad,  podrá  alegarse  por  todos 
cuando  se  refiere  á  la  personalidad  deficiente  de  uno  cualquiera  de  los  que 
concuiTieron  á  obligarse;  pero  cuando  un  litigante  capaz  fué  al  acto  de 
conciliación  y  en  él  se  convino  con  un  menor  ó  con  persona  que  goce  de 
los  beneficios  legales  otorgados  á  éstos,  entonces  sólo  podrán  reclamar  la 
nulidad  bajo  ese  respecto,  el  menor  ó  la  persona  aludidas  ó  s^  causa- 
habiente;  no  quien  con  ellos  convino,  por  el  principio  de  que  los  privile- 
gios del  menor  dan  validez  á  lo  contratado  con  quien  los  goza,  en  cuanto 
puede  serle  favorable  ó  ventajoso. 

Para  que  la  cosa  sobre  que  recae  el  convenio  sea  cierta,  es  necesario: 

1**  Que  se  determine  su  especie: 

2°  Que  sea  posible  determinar  su  cantidad  ó  su  valor. 
Si  fuere,  aunque  cierta,  imposible  por  naturaleza  ó  prohibida  por  la 
ley  la  cosa  en  que  se  convino,  podrá,  fundándose  en  esto,  solicitarse  la 
nulidad  de  igual  manera  que  si  la  causa  con  que  se  justifica  el  convenio 
fiíese  opuesta  á  las  leyes  ó  á  la  moral.  Así  sucederá,  í>or  ejemplo,  si  esa 
causa  es  el  pacto  de  qmta  luís  entre  el  Abogado  y  el  cliente,  prohibido 
por  la  ley  44  del  tít.  6®  de  la  Partida  3^,  ó  la  promesa  hecha  por  un  padre 
de  dar  por  vía  dé  dote  á  una  hija  el  tercio  ó  el  quinto  de  sus  bienes  de  c[ue 
hablan  las  leyes  6^,  7^  y  8^  del  til.  3®  del  libro  üOide  la  Novísima  Recopila- 
ción, ó  la  donaci(Hi  esponsalicia  consistente  en  ro^s  y  joyas  que  exceda  de 
)a  octava  parte  de  la  dote,  á  que  se  rdi^en  esas  mismas  leyes  ó  el  contrata 
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por  «1  cual  toma  uno  á  préstaino  dinero  ó  efectos,  oomprometiéndcse  á 
pagarios  cuando  se  case  ó  herede,  mencionado  en  la  ley  47  del  tit.  ^°,  ü- 
bro  10  de  la  Novísima,  ó  un  convenio  hecho  sobre  el  secreto  de  un  testa- 
mento todavía  no  abierto  que  reprueba  la  ley  4^  del  tít.  2**  de  la  Partida  6*. 
Caando  la  causa  del  convenio  sea  alguna  de  estas,  el  convenio  es  nulo. 
No  hay  necesidad  de  justificar  esta  disposición.  Siendo  en  su  esencia  re- 
probable la  cosa  convenida,  por  consideraciones  de  interés  público  ó  de 
justicia,  no  habia  de  darle  validez  el  que  se  hubiese  convenido  ante  un 
Tribunal  con  las  solemnidades  del  acto  conciliatorio.  Este  no  puede  atri- 
buirles la  legitimidad  que  les  falta.  El  texto  de  la  le^r  es,  por  lo  demás, 
bastante  explícito  y  no  hay  necesidad  de  acumular  ejemplos.  Procede  la 
nulidad  de  lo  convenido  siempre  que  lo  convenido  sea  como  tal  nulo  con 
Arreglo  á  las  leyes. 
.  La  demanda  de  nulidad  hay  que  presentarla  dentro  de  los  ocho  dias 
siguientes  al  en  que  se  celebró  el  acto,  dice  la  ley.  Si  se  presenta  después 
no  detendrá  la  ejecución  de  lo  convenido,  aunque  pueda  justificar  el  eea- 
pleo  de  la  acción  rescisoria  y  alcanzar  al  fin  que  se  anule  lo  qne  se  convi- 
no. Hay  que  presentar  esa  demanda  ante  el  luez  de  primera  instancia  del 
partido.  Ese  partido  es  al  que  pertenece  el  luzgado  municipal  en  que  se 
celebró  el  acto.  Los  demás  preceptos  contenidos  en  este  artículo  son  tan 
claros  como  ese  y  no  han  menester  de  comentario  alguno. 

Jurisprudencia. — Contra  lo  convenido  en  acto  de  conciliación,  sólo 
se  admite  la  demanda  de  nulidad  ante  el  Juez  de  primera  is^tancia  (Sen- 
tencia de  2tO  de  Abril  de  4861.) 

No  está  prohibido  que  puedan  ejercitarse  las  acciones  que  por  otro 
concepto  procedan  legalmente.  (Sent.  de  4  de  Enero  de  1866.) 

No  es  aplicable  este  artículo  cuando  ni  la  demanda  se  propone  ni  la 
sentencia  recae  contra  lo  convenido  en  un  juicio  de  conciliación.  (Senten- 
cia de  4  de  Enero  de  1866.) 

Si  se  admite  y  se  decide  una  demanda  de  nulidad  contra  lo  convenido 
en  acto  de  conciliación,  después  de  los  ocho  dias  siswicntes  al  mismo,  se 
infringe  el  art.  218  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  há  lugar  al  recurso 
de  casación.  (10  de  Noviembre  de  1860.) 

No  es  opuesta  á  la  ley  13,  tít.  22,  Partida  3®.  referente  al  valor  del  se- 
gundo juicio  en  contra  del  primero,  la  sentencia  dictada  en  consecuencia 
con  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación.  (20  de  Mayo  de  1864.) 

Art.  478.  Si  no  se  presentare  la  demanda  ordinaria  dentro 
de  los  dos  años  siguientes  al  acto  de  conciliación,  no  produci* 
rá  efecto  alguno  este  acto,  y  deberá  intentarse  de  nuevo  antes 
de  promover  el  juicio. 

Art.  479.  Tampoco  producirá  el  efecto  de  interrumpir  la 
prescripción,  sí  no  se  promoviere  el  correspondiente  juicio 
dentro  de  los  meses  siguientes  al  acto  de  conciliación  sin  ave- 
nencia. 

Estos  dos  artículos  introducen  verdaderas  reformas  en  nuestro  proce- 
dimiento. No  tienen  concordante  en  la  ley  de  1855,  y  para  comprender 
hasta  qué  punto  han  venido  á  satisfacer  una  necesidad  de  la  práctica  judi- 
cial y  á  llenar  un  vacío  de  las  fórmulas  procesales,  basta  leerlos.  Ambos 
están  inspirados  en  el  mismo  criterio.  El  primero  tiene  íntima  y  estrecha 
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relación  con  toda  la  materia  de  caducidad  de  instancias,  por  nosotros  ex-* 

Ímesta  en  lugar  oportuno,  al  comentar  el  tít.  40  del  libro  1®  de  la  presente 
ey  que  es  también  enteramente  nuevo. 

Todavía  el  plazo  que  señala  el  art.  479  es,  á  nuestro  juicio,  sobrado 
extenso.  Si  al  año  de  verificarse  un  acto  conciliatorio  sin  avenencia  de  las 
partes  no  se  ha  incoado  el  pleito,  racional  era  volver  á  intentarlo.  £n  un 
año  pueden  ocurrir  mudanzas  bastantes  para  que  cambie  y  se  modifique 
el  cnterio  de  un  litigante.  Acaso  pasada  ya  la  excitación  que  le  produjo 
la  primera  amenaza  de  un  pleito,  después  de  meditarlo  íria  y  maduramen- 
te se  resuelva  á  transigir  y  á  reconocer  el  derecho  que  asiste  á  su  contra- 
rio. Debe,  pues,  ofrecérsele  ocasión  de  que  rectifique  sus  primeras  impre- 
siones y  la  anterior  manifestación  de  su  voluntad.  Inclinados,  cual  lo  so- 
mos nosotros,  á  que  se  use  ampliamente  de  este  recurso  entra  en  el  cua- 
dro de  nuestras  convicciones  esa  modificación  que  esperamos  se  haga  como 
otras  muchas  en  cuanto  la  práctica  haya  hecho  ver  los  pormenores  defec- 
tuosos de  esa  ley.  Entonces  deberá  también  declararse  cómo  se  ha  de  con- 
tar el  año,  si  de  fecha  á  fecha,  siguiendo  el  orden  natural  y  civil  ó  inclu- 
yendo en  la  cuenta  sólo  365  dias  útiles.  Nosotros  nos  inchnamos  á  la  pri- 
mera opinión.  Los  dias  útiles  se  separarán  de  los  inhábiles,  como  ee  advier- 
te al  tratar  de  los  términos,  sólo  cuando  la  ley  cuenta  por  dias.  Siempre 
que  hable  de  meses  ó  de  años  han  de  entenderse  meses  ó  años  naturales. 

Es  de  justicia  que  quien  desee  interrumpir  una  prescripción  interpo- 
niendo la  oportuna  demanda  é  incoando  el  necesario  procemmientó,  no  se 
limite  á  celebrar  un  acto  conciliatorio.  Limitarse  á  esto  podria  significar 
el  empleo  de  una  añagaza  para  mantener,  durante  largos  períodos,  en  la 
incertidumbre  y  en  la  angustia  á  su  adversario.  Es  equitativo,  pues,  obli- 
garle ó  á  que  no  le  perjuaique  continuando  la  prescripción  ó  á  que  plan- 
tee, sin  pérdida  de  momento,  la  acción  que  anunció. 

Los  términos  que  señalan  estos  artículos,  deben  contarse  desde  el  día 
siguiente  al  en  que  se  celebró  el  acto  conciliatorio.  No  procederá  conside- 
rarlos trascurridos  cuando  por  fuerza  mayor  ó  por  cualquiera  otra  cansa 
independiente  de  la  voluntad  del  demandante  no  hubiera  sido  posible  á 
éste  presentar  la  demanda.  En  estos  casos  se  reanudará  la  cuenta  del  tér- 
mino desde  que  el  demandante  haya  podido  presentar  la  demanda. 

Art.  480.  Los  Jueces  municipales  remitirán  á  los  de  pri- 
mera instancia  de  sus  respectivos  partidos,  para  que  se  archi- 
ven en  ellos  relaciones  semestrales  de  los  actos  de  conciliación 
convenidos. 

Supuesta  la  importancia  que  estos  actos  tienen,  que  permite  equipa- 
rarlos en  gran  número  de  casos,  por  lo  menos,  á  sentencias  definitivas,  era 
natural  que  se  custodiasen  los  antecedentes  que  á  ellos  se  refieren  con 
grande  escrupulosidad  y  eficaces  garantías  de  conservación.  La  medida 
que  ordena  este  artículo  480  es,  por  lo  mismo,  plausible.  Con  ella  se  ha 
reformado  la  ley  antigua  que  no  contenia  ningún  precepto  análogo. 
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Juicio,  en  lenguaje  jurídico,  es  la  legítima  controversia  ó  discusión  de 
^n  negocio  entre  partes  y  ante  Juez  competente  que  la  dirige  y  determina 
-con  su  decisión  ó  sentencia  definitiva.  Leyitima  rei  coníroversa  apudju- 
ydicem  inter  litigantes  tractatio,  sen  disceptatio  et  dijvdicatio,  como  di- 
cen los  canonistas. 

Algunos  dan  también  el  nombre  de  juicio  á  la  serie  de  las  actuaciones 
judiciales;  pero  esto  propiamente  no  es  juicio,  sino  el  método  con  que  en 
esa  serie  de  actuaciones  se  procede. 

La  palabrajuicio  tiene,  sm  embargo,  varias  acepciones.  Según  la  ley  1^, 
título  22,  Partida  3^,  lo  es  todo  mandamiento  del  Juez,  incluso  la  senten- 
cia. Lo  es  también  el  Tribunal  del  Juez,  ó  el  lugar  donde  se  juzga;  y  en 
tal  sentido  se  dice  citar  ajuicio,  que  no  es  otra  cosa  que  el  aviso  de  orden 
judicial  para  que  una  persona  se  presente  en  el  Tribunal,  ^ar^c^  en  juicio 
ó  comparecer  enjuicio,  según  dice  el  art.  \^  de  esta  ley,  que  es  el  acto  de 
presentarse  un  litigante  ante  el  Juez,  para  deducir  la  acción  ó  derecho  que 
tiene  ó  las  excepciones  que  excluyen  la  acción  contraria;  ó  pedir  enjui-  * 
cio,wiQ  es  presentarse  ante  el  Juzgado,  proponiendo  la  acción  ó  derecho. 

Llámase  también  juicio  á  la  instancia  misma;  y  así  se  dice  abrir  eljui- 
-do,  ó  sea  conceder  una  instancia .  extraordinaria  después  de  ejecutoriado 
•el  juicio,  para  que  las  partes  deduzcan  de  nuevo  sus  acepciones  ó'  excep- 
ciones. Asimismo  se  llama  ruicio  al  modo  de  proceder;  y  así  se  dice  sm 
•estrépito  ó  forma  de  juicio,  locución  que  explica  aue  en  algunos  pleitos  ó 
causas  no  se  procede  con  las  solemnidades  de  derecno,  sino  de  plano,  breve 
y  sencillamente:  la  jurisdicción,  la  autoridad  ó  el  fuero;  y  en  tal  sentido 
se  dice  que  en  los  negocios  eclesiásticos  no  se  ha  de  dejar  el  juicio  á  los 
.legos,  y  que  las  causas  relativas  al  derecho  de  patronato  deben  decidirse 
eti  juicio  eclesiástico:  la  cordura,  la  prudencia,  y  por  eso  se  dice  que  los 
menores  é  incapacitados  ó  dementes  no  pueden  obligarse  ni  ser  Jueces  por 
carecer  de  juicio;  y  por  último,  se  da  este  nombre  también  á  la  opinión  ó 
parecer  en  el  juicio  de  peritos. 

Tomando  la  palabra ^i^iaV?  en  su  acepción  principal,  esto  es,  la  discu- 
sión ó  determinación  judicial  de  un  negocio,  el  juicio  se  divide:  por  razón 
de  los  medios  que  se  adoptan  para  que  las  partes  obtengan  su  derecho,  en 
arbitral  ó  contencioso:  por  razón  de  la  materia  ó  causa,  en  civil,  criminal 
ó  mixto:  por  razón  de  la  cantidad  ó  importancia  de  la  acción  que  se  pida 
ó  ejercite,  en  juicio  de  mayor  ó  de  menor  cuantía:  por  razón  del  objeto, 
en  petitorio  ó  posesorio:  por  razón  de  su  forma  ó  modo  de  proceder,  en 
vernal,  escrito,  oral  y  público,  ordinario  ó  plenario  y  extraordinario  ó  su- 
mario ó  sumarísimo:  por  razón  del  fin,  en  declarativo  ó  ejecutivo:  por  ra- 
zon  de  los  litiffantes,  en  doble  ó  sencillo:  por  razón  de  la  concurrencia  de 
•  uno  ó  de  mucnos  acreedores,  en  universal  y  particular;  y  por  razón  del 
fuero  en  secular  y  eclesiástico. 

Viniendo  ya  al  título  de  la  nueva  ley  que  nos  ocupa,  juicio  declarati- 
vo, es  el  que  versa  sobre  derechos  dudosos  ó  controvertidos,  que  deben 
ser  determinados  por  el  Juez,  á  diferencia  del  juicio  ejecutivo,  en  el  que 
sólo  se  trata  de  llevar  á  efecto  lo  ya  determinado  ó  lo  que  consta  de  ua 

TOMO  I  43 


Digitized  by  VjOOQIC 


338  LEY   DE   ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

título  Ó  documento  á  que  la  ley  da  tanta  fuerza  como  á  la  decisión  judi- 
cial. 

La  denominación,  pues,  de  juicios  declarativos,  aunque  antigua,  por 
ser  una  de  las  divisiones  que  de  los  juicios  se  hacen,  esto  es,  por  razón  de! 
fin  que  se  persigue,  es,  sin  embargo,  nueva  en  la  moderna  ley,  que  ha 
dado  este  nombre  al  juicio  ordinario,  ya  sea  de  mayor  ó  de  menor  cuantía 
ó  verbal. 

La  nueva  ley  dedica  un  título  completo,  dividido  en  aftatro  secciones» 
para  tratar  de  una  manera  preliminar  de  todo  lo  que  es  común  á  los  jui- 
<íios  declarativos,  empezando  en  la  introducción  á  estas  secciones  por  con- 
signar qué  juicios  son  los  que  pertenecen  á  la  clase  de  declarativos,  siendo 
bastante  mmuciosa,  ya  en  las  realas  para  determinar  el  juicio  correspon- 
diente, ya  en  las  diligencias  preliminares  á  esos  juicios,  ya  en  la  presen- 
tación de  documentos,  sección  completamente  nueva,  ya  por  último,  en 
lo  relativo  á  las  copias,  á  los  escritos  y  documentos  y  el  objeto  de  éstos. 

Art  481.  Toda  ootitienda  judicial  entre  partes,  que  no 
tenga  señalada  en  esta  ley  tramitación  especial,  será  ventilada 
y  decidida  en  el  juicio  ordinario  declarativo  (jue  cof  responde. 
(Ley  ant,  art  221.) 

Este  artículo  está  tomado  casi  literalmente  del  i%i  de  la  1^  anterior» 
excepto  el  final,  que  es  nuevo  y  de  mucha  importancia. 

Ya  la  antigua  ley,  teniendo  en  cuenta  las  mil  formas  en  ijpe  pudieran 
presentarse  las  reclamaciones  judiciales,  por  virtud  de  la  v^iedad  de  las 
relaciones  sociales,  temiendo  no  poder  prever,  por  muy  oa»aisilíca  que  ftie- 
ra,  todos  los  casos  que  pudieran  ocurrir,  y  previendo  por  otra  parte,  que 
pudieran  hacerse  peticiones  que  por  no  halarse  fijado  su  tramitación  de 
una  manera  determinada,  pudieran  ocurrir  dudas  acerca  del  camino  me 
debia  seguirse,  consignó  íjfue  todas  las  contiendas  entre  partes,  en  reda- 
mación de  un  derecho,  que  no  tuvieran  señalada  en  la  ley  tramiftacion  es- 
pecial serian  ventiladas  en  juicio  ordinario;  con  lo  cual  se  car*cteriKa  és- 
te, que  es  la  regla  general,  la  norma  á  que  debe  acoModarse  let  ejercicio 
de  las  acciones  que  la  ley  no  haya  determinado  especialmente. 

La  nueva  ley,  como  hemos  dicho,  ha  tomado  de  k  ant^a  ^1  artículo^ 
que  comentamos,  sin  más  que  poner  su  precepto  eh  singular^  que  aifudla 
consignaba  en  plural,  y  de  suprimir  unas  palai>ras  y  lañadir  otras'  al  fimü. 

Consiste  la  supresión  en  las  palabKts  en  rétlaítMion  de  «*»  ^derecho^. 
que  la  ley  nueva  ha  hecho  bien  en  suprimir,  pueslo  <^  con  •elte»  se  daba 
lugar  á  dudar  si  la  regla  que  consignaba  el  artículo ,  esto  es,  la  ¡reclama- 
ción en  juicio  ordinario,  habia  de  aphcarse  sólo  al  caso  en^^e  sereela- 
maraTun  derecho,  por  más  que  la  ley,  aun  con  una  locución  improj^ia, 
habia  querido  referirse  al  ejercicio  de  cualquier  acción,  porque  no  siem- 
^  pre  se  reclaman  derechos,  sino  que  por  regla  geneíral  ía  reclamación  se 
'  interpone  en  virtud  del  derecho  que  ya  se  tiene.  La  nueva  ley  ha  sido 
más  concisa,  y  al  suprimir  esas  palabras,  no  ha  consignado  lifaéllas  á  las 
oue  con  ellas  ned)ia  querido  referirse  la  antigua  )ey,  e^  es,  d  ieiercicio 
de  cualquiera  acción,  y  ha  dicha  sencillamente  que  toda  ^(MMitieMa  jiidi- 
cial  entre  partes,  que  no  ten^a  señalada  en  esta  ley  tratniUüi^kiti  «éspeeia],. 
será  ventilada  y  decüida  (palabra  que  creemos  es  una  reidusAfliciá,  pue» 
:ú.  ha  de  ser  ventilada  en  un  juicio  aetermmado,  la  decisión  tie  puede  sa~ 
lirse  de  las  formas  de  ese  mismo  juicio),  en  el  juicio  ^tú^sáint^  ^dieckrúUv»^ 
que  eorres^m^. 
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Esta  es  la  adición  que  ha  hecho  la  nueva  ley. 

Como  en  el  artículo  siguiente  se  marcan  tres  juicios  ordinarios  decla- 
rativos, cuales  son  los  de  mayor  y  de  menor  cuantía  y  el  verbal,  la  ley 
ha  querido  <]ue  al  entablarse  una  contienda  judicial ,  que  no  tenga  se- 
ñalada tramitación  especial,  se  haga  en  el  que  de  esos  tres  juicios  cor- 
responda, dispensando  así  á  los  Tribunales  el  decidirlas,  si  no  va  propues- 
ta como  y  en  el  lugar  en  que  deba  ventilarse.  Esto  significan  las  palabras 
qii€  corresponda^  seguidas  de  juicio  ordinario  declarativo.  No  dice,  sin 
embargo,  la  ley,  que  los  Jueces  ó  Tribunales  ante  quienes  se  proponga 
oaa  demanda,  que  no  se  ha^a  en  el  juicio  correspondiente,  podrán  repe- 
lerla de  oficio;  pero  para  evitar  dilaciones,  bueno  será  que  al  proponerla 
se  diga  qué  clase  de  juicio  se  entabla. 

Art.  482.  Pertenecen  á  esta  clase  de  juicios: 
1®  El  juicio  ordinaria  de  mayor  cuantía. 
2**  Él  de  menor  cuantía. 
3®  El  juicio  verbal. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  anterior,  y  sin  precedentes  en  la 
antigua  ley.  Por  más  que  en  ésta,  y  atendiendo  más  al  espíritu  que  á  la 
letra  de  su  art.  2^4,  que  no  es  otro  que  el  del  art.  484  de  la  que  comen- 
tamos, pudiera  conocerse  cuál  es  el  juicio  ordinario,  que  en  ambos  artícu- 
los ni  se  expresaba  ni  se  expresa,  no  está  demás  que  se  especifique,  pues 
siempre  es  conveniente  cuanto  contribuya  á  la  mayor  claridad  é  inteli- 
gencia de  la  ley.  Según  este  artículo  no  hay  más  juicios  ordinarios  de- 
clarativos que  tres:  el  de  mayor  y  el  de  menor  cuantía  y  el  verbal. 

CAPITULO  PRIMERO. 

DISPOSICIONES  COMUNES.  Á  LOS  JUICIOS  DECLARATIVOS. 
SECCIÓN  PRIMERA. 

REGLAS  PARA  DETERMINAR  EL  JUICIO  CORRESPONDIENTE. 

Dado  el  precepto  del  art.  484,  de  presentar  las  demandas  en  el  juicio 
ordinario  declarativo  que  corresponda,  y  siendo  tres  los  de  esta  clase,  era 
necesario  fijar  reglas  para  determinar  cuál  es  el  juicio  correspondiente,  y 
á  eso  tiende  la  sección  primera  del  capítulo  primero  de  este  título. 

Art.  483.  Se  decidirán  en  juicio  ordinario,  de  mayor 
cuantía: 

1®  Las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  1.500  pesetas. 

2®  Las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable,  ó  no  pueda 
determinarse  por  las  reglas  que  «e  establecen  en  el  art.  489. 

3®  Las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exencio- 
nes y  privilegios  personales,  filiación,  paternidad,  interdic- 
ción y  demás  que  versen  sobre  el  estado  civil  y  condición  de 
las  personas. 
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Tres  reglas  precisas  da  este  artículo  para  determinar  el  juicio  ordina- 
rio de  mayor  cuantía. 

La  primera,  para  las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  1.500  pesetas, 
en  lo  que  se  ha  reformado  la  ley  anterior,  puesto  que  seffun  ella,  la  recla- 
mación que  excedia  de  3.000  rs.,  ó  sean  750  pesetas,  habian  de  darse  en 
juicio  de  m^yor  cuantía;  y  reforma  plausible,  porque  tiende  á  evitar 
dispendios  y  pérdidas  de  tiempo  en  reclamaciones  de  poco  interés.  Y  aun 
se  ha  encontrado  la  reforma  un  poco  limitada;  puesto  que  al  discutirse  en 
el  Senado  las  bases  de  la  ley,  se  pidió  por  un  Sr.  Senador  que  se  decidie- 
se en  juicio  de  menor  cuantía  toda  reclamación  de  1.000  hasta  2.500  pe- 
setas; y  aun  creemos  que  fué  enmendada  en  tal  sentido  la  base  17,  y  san- 
cionándose y  promulgándose  en  el  mismo,  por  lo  que  en  su  virtud  el  tipo 
mínimo  para  las  demandas  ordinarias  de  mayor  cuantía  debia  ser  de  2.500 
pesetas. 

Respecto  de  esta  primera  regla  no  puede  haber  lugar  á  duda  alguna. 

Es  la  segunda,  la  de  las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable,  ó  no 
pueda  determinarse  por  las  reglas  que  se  establecen  en  el  art.  489,  de  que 
después  nos  ocuparemos. 

Esta  regla  ya  tiene  alguna  complicación.  Desde  luego  se  refiere  á  de- 
mandas de  cantidad  y  de  cantidad  inestimable  é  inderniinada.  Pero  no 
puede  confundirse  con  los  juicios  ó  demandas  de  menor  cuantía  ó  verbal, 
porque  estos  tienen  cantidad  fija  y  determinada,  y  siempre  que  ésta  cons- 
te, ya  se  sabe  en  qué  juicio  hay  que  reclamarla.  La  regía  segunda  de  esté 
artículo,  se  refiere,  como. hemos  dicho,  á  cantidades  inestimables  é  inde- 
terminadas, sean  cuales  fueren.  Lo  que  puede  ocurrrir,  es  que  seguido  un 
juicio  de  mayor  cuantía,  al  decidirse,  el  fallo  venga  á  ser  de  mpnor  cuan- 
tía, es  decir,  que  la  cantidad  en  que  se  condene  no  esté  dentro  de  la  mar- 
cada en  los  juicios  de  mayor  cuantía,  sino  en  los  de  menor  y  aun  en  los 
verbales;  pero  esto  no  puede  evitarse,  porque  es  una  consecuencia  de  la 
inestimacion  ó  de  la  indeterminación  de  lo  que  se  pide,  qiie  no  permite 
que  la  reclamación  se  haga  en  otros  juicios  que  tienen  taxativamente  mar- 
cada la  cuantía  de  la  que  en  ellos  puede  hacerse. 

En  esta  regla  segunda  están  comprendidas  todas  aquellas  demandas 
que  versen  sobre  indeterminada  universalidad  de  bienes,  ó  en  que  no  pue- 
de darse  un  valor  positivo  á  las  cosas  objeto  del  litigio,  como  por  ejem- 
plo, las  herencias,  las  que  tenga  por  objeto  el  reconocimiento  de  un  cen- 
so, ó  el  derecho  de  cobrar  ciertas  prestaciones,  etc.,  siempre  que  por  las 
reglas  del  art.  489  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  la  cuantía  de  la 
cosa,  y  por  tanto  del  juicio  á  que  corresponden. 

La  regla  tercera  de  este  artículo  es  aún  más  lata  y  algún  tanto  casuís- 
tica. Se  refiete  á  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exenciones  y  privilegios 
personales,  filiación,  paternidad,  interdicción  y  demás  que  versen  sobre 
el  estado  civi^  y  condición  de  las  personas.  Es  decir,  que  las  demandas  á 
que  se  refiere  esta  regla,  se  refieren  á  derechos  personales,  ya  políticos, 
ya  civiles,  y  las  dos  reglas  primeras  á  demandas  de  cantidad  determinada 
ó  indeterminada.  Todas  tienden  á  la  ordenanda  y  metódica  división  de  los 
juicios  que  la  ley  expone. 

Las  demandas  de  nulidad,  de  matrimonio  y  de  divorcio,  tienen  su  lu- 
gar en  la  regla  3*  de  este  artículo.  Pero  esto  se  entiende  de  los  matrimo- 
nios puramente  civiles,  puesto  que  para  los  canónicos  ha  quedado  ún 
efecto,  en  virtud  del  célebre,  cuanto  malhadado  decreto  de  9  de  Febrero 
de  1875,  que  derogó  en  parte  la  ley  de  matrimonio  civil.  Y  como  por  tal 
decreto  esa  ley  está  vigente,  en  cuanto  á  los  no  católicos,  y  que  por  con- 
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secuencia  no  hayan  celebrado  ni  celebren  matrimonio  canónico,  pueden 
presentarse  demandas  de  nulidad  de  matrimonio  ó  de  divorcio  que  nan  de 
ser  tramitadas  y  decididas  con  arreglo  á  la  ley  de  Matrimonio  civil,  esto 
es,  en  juicio  civil  ordinario,  con  Audiencia  del  Ministerio  fiscal. 

Precede  siempre  á  las  demandas  de  divorcio  el  acto  de  conciliación,  y 
á  las  de  nulidad,  si  la  causa  está  comprendida  en  no  haberse  contraido  el 
matrimonio  con  autorización  del  Juez  municipal  competente  y  á  presencia 
de  dos  testigos  mayores  de  edad,  en  haberse  contraido  por  error  en  la 
persona,  por  coacción  ó  por  miedo  grave  que  viciase  el  conocimiento  y 
en  haber  mediado  rapto. 

♦  A  la  admisión  de  las  demandas  de  divorcio  y  de  nulidad  precede  una 
información  sumaria  que  acredite  legalmente  las  causas  que  se  aleguen, 
en  la  que  será  oido  el  Ministerio  fiscal. 

Tratándose  de  cónyuges  menores  de  edad,  éstos  no  necesitan  curador 
para  comparecer  en  esta  clase  de  juicios,  salvo  si  tuvieren  alguna  incapa- 
cidad legal. 

Antes  ó  después  de  admitidla  la  demanda,  según  la  urgencia,  el  Juez 
debe  atender  ala  separación  provisional  de  los  cónyuges,  depósito  de  la 
mujer  é  hijos,  nombramiento  de  tutor  y  curador  en  su  caso,  alimentos  y 
demás  que  sea  necesario  para  evitar  perjuicios. 

*  Respecto  de  estos  puntos,  el  Juez  ha  de  atemperarse  á  las  re^as  ge- 
nerales que  para  cada  caso  se  establecen  en  la  ley,  en  la  parte  relativa  á  la 
jurisdicción  voluntaria,  artículos  \S\\y  siguientes,  y  todos  los  inciden- 
tes que  surjan  en  esta  clase  de  juicios  se  acomodarán  á  las  reglas  co- 
munes. 

La  fuerza  probatoria  de  los  documentos  privados,  manifestaciones  y 
confesiones  de  las  partes,  se  apreciará  por  el  Juez,  según  la  sana  crítica; 
y  contra  las  resoluciones  que  se  dicten  se  dan  los  recursos  ordinarios  y 
extraordinarios  permitidos  por  la  ley. 

Insertamos  á  continuación  el  decreto  de  23  de  Noviembre  de  4872,  que 
fi}a  las  reglas  para  la  sustanciacion  de  las  referidas  demandas: 

«Artículo  i**  Las  demandas  de  nulidad  de  matrimonio  y  de  divorcio 
prepuestas  en  los  Juzgados  de  primera  instancia  con  arreglo  á  la  ley  pro- 
visional de  48  de  Jumo  de  1870  sobre  matrimonio  civil  que  se  hallen  sin 
curso,  y  las  que  se  propongan  en  lo  sucesivo,  se  sustanciara  y  fallarán 
en  juicio  ordmario  con  sujeción  á  las  reglas  que  determina  el  título  T  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  cuanto  sean  aplicables;  pero  con  las  va- 
riantes que  expresan  los  siguientes  artículos  de  este  decreto. 

Art.  2**  A  las  demandas  de  divorcio  precederá  siempre,  y  aunque  los 
cónyuges  ó  alguno  de  ellos  sea  menor  de  edad,  el  acto  de  conciliación,  ó 
se  hará  constar  que  se  ha  intentado  sin  efecto. 

La  avenencia  de  las  partes  en  este  acto  sólo  será  eficaz  para  el  caso  en 
que  acordaren  continuar  sn  vida  marital. 

£1  expresado  acto  de  conciliación  se  acomodará  en  cuanto  le  sean 
aplicables  á  las  disposiciones  del  título  6®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Art.  3^  Igual  acto  precederá  á  las  demandas  de  nulidad  del  matrimo- 
jiio  cuando  la  causa  determinante  de  aquella  sea  alguna  de  las  com- 
prendidas en  los  números  3®,  4®  y  5**  del  art.  92  de  la  ley  de  Matrimonio 
civil.      , 

Tampoco  será  válida  la  avenencia  en  este  acto  fuera  del  caso  expresado 
en  el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 

El  Juez  ante  el  cual  se  celebre  el  acto  enterará  á  los  interesados  de  la 
obligación  de  ratificar  ó  subsanar  los  defectos  que  se  relacionen  con  las 
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causas  que  se  chan  en  los  números  del  mencionado  artículo  de  lá  ley  de 
MatrimoRM). 

Art.  4^  A  la  admisión  de  la  demanda  de  nulidad  del  matrimonio  ó  jie 
divorcio,  procederá  una  información  sumaria,  con  arreglo  á  derecho, 
acerca  de  la  certeza  de  los  hechos  ó  causas  ^  según  la  ley  puedan  dar 
lugar  á  que  se  declare  la  nulidad  ó  el  divorcio,  siempre  que  unos  ú  otra» 
no  aparezcan  desde  hiégo  comprobados  por  documentos  solemnes,  públi- 
cos ú  oñciales  que  la  acompañen. 

Art.  5**  En  los  casos  en  que  con  arreglo  al  artículo  anterior  proceda  la 
información  previa,  se  practicará  con  citación  y  asistencia  del  Ministerio 
fiscal  ante  el  Juzgado  que  según  la  ley  sea  competente  para  conocer  €el 
negocio  en  el  fondo. 

Art.  6**  En  las  demandas  de  divorcio,  y  cuando  la  urgencia  lo  reclame, 
el  Juez  procederá  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  respecto  á  los  extremos  expresados  en  el  art.  87 
de  la  ley  del  Matrimonio. 

Estas^  disposiciones  se  aplicarán  igualmente  á  las  demandas  de  nu- 
lidad. 

*  Art.  7**  Los  cónyuges  menores  de  edad  no  tendrán  necesidad  de  cura- 
dor para  comparecer  en  juicio  como  demandantes  ó  demandados,  á  no  ha- 
llarse legalmente  incapacitados  por  otro  concepto. 

Art.  ^  El  Minislerio  fiscal  será  siem]^  parte  en  los  juicios  de  nulidad 
de  matrimonio  y  de  divorcio;  debiendo  ser  oido  en  último  lugar  (mando 
no  sea  él  el  que  promueva  la  demanda  de  nulidad. 

Art.  9^  Todos  los  incidentes  del  juicio  se  sustanciarán,  según  los  casos, 
con  arreglo  á  las  prescripciones  legales  vigentes  para  caaa  uno. 

Áít.  10.  Los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán,  según  las  reglas  de  la  sana 
crítica,  la  fuerza  probatoria  de  los  documentos  privados,  aunque  sean  re- 
conocidos como  eficaces  por  las  partes,  y  las  manifestaciones  ó  confesiones 
que  estás  hicieren  en  juicio. 

Art.  1  i .  Contra  las  providencias,  autos  y  sentencias  que  se  dicten  en 
los  juicios  referidos  podrán  deducirse  los  recursos  ordinarios,  extraordi- 
narios y  de  casación  permitíaos  por  las  leyes  vigentes,  debiendo  interpo- 
nerse en  el  tiempo  y  forma  que  las  mismas  prescriben. 

Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  Novieipwe  de  mil  ochocientos  setenta 
y  dos.  —  Amadeo.  —  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Eugenio  Montero 
Ríos.» 

Jurisprudencia,^-E\  pleito  sentenciado  ^n  vía  ordinaria,  recorri«ado 
todos  sus  períodos  con  intervención  del  recurreiite,  demuestra  que  éste  ha 
sido  oido  con  amplitud  y  en  toda  forma  vencido  en  juicio.  (19  de  Octubre 
de  1878.) 

La  concesión  de  alimentos  provisionales  otorgada  á  una  mujer  casada 
en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  puede  ser  reclamada  en  el  jui- 
cio ordinario.  (16  de  Enero  de  4880.) 

Terminando  el  juicio  ejecutivo  por  sentencia  queda  á  salvo  el  derecho 
de  las  partes  para  promover  el  ordinario.  (7  de  Junio  de  4879.) 

Vóftse.---Sobre  promoción  de  juicio  ordinario  por  el  ejecutado;  Ree., 
lomo  XXXV,  r^g.  Í05. 

Sobre  prueba.  Bol.,  tomo  XLII,  pág.  98;  servidumbre,  simulación  de 
venta,.acto  de  conciliación,  Bol,,  tomo  XLIV,  pág*  %i\. 

Art.  484.  Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía^  laa  de* 
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mandas  ordinarias  cuyo  íaterés  pase  de  250  pesetas  y  no  exceda 
<ie  1.500.  {Ley  ant,  art  1133.; 

Este  artículo,  tomado  del  U33  de  la  ley  anterior,  está,  sin  embarco, 
reformado.  Según  dicho  artículo,  toda  contestación  entre  jartes,  cuyo  m- 
terés  no  excedía  de  3.000  fs.,  se  decidía  en  juicio  de  máior  cuantía.  La 
nueva  ley,  atendiendo  á  las  excitaciones  (pie  en  tal  sentido  se  han  venido 
haciendo,  ha  alterado  la  cuaptia  de  este  juicio,  pudiendo  ventilarse  hoy  en 
él  asuntos  cuyo  interés  pase  de  250  pesetas,  y  no  exceda  de  4 .500. 

No  hay  necesidad  de  encarecer  la  conveniencia  de  la  reforma.  Obligan- 
do la  antigua  ley  á  ventilar  en  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  todo 
as«nto,^uyo  interés  excedida  d!e  3.000  rs.,  era  muy  frecuente  observar 
qi|e  las  costas,  aparte  del  trascurso  del  tiempo,  suponían  más  que  el  ca- 
pital é  intereses  que  se  reclamaban. 

Esta  reforma,  al  par  que  beneficio  al  litigante,  beneficia,  asimismo,  al 
Estado,  porque  la  consideración  del  gasto  que  suponía  un  juicio  ordina- 
rio, retraía  á  muchos  de  entablar  sus  reclamaciones;  y  aun  el  beneicio 
hubiera  sido  mayor,  si  se  hubiera  elevado,  como  se  propuso,  hasta  2.500 
pesetas  k  cantidad  que  pudiera  reclamarse  en  el  juicio  oe  menor  cuantía. 

Véase  lo  dicho  en  el  artículo  anterior. 

Confesión  judicial  y  vista, ^ffi^.,  tomo  IX,  pág.  247;  nulidad,  tomo  X, 
pág.  90;  si  puede  conferirse  poder  á  Procurador,  Bol.^  tomo  XXX,  pá^- 
na  484;  si  puede  entablarlo  el  apoderado,  tomo  XXXI,  pág.  G25;  convo- 
catoria á  juicio  verbal  cuando  el  demandado  está  declarado  rebelde,  tomo 
XXXVI,  pág.  194;  admisión  de  prueba,  tomo  L,  pág.  33a. 

Art.  485,  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  que  preceden, 
se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  establecido  para  los  juicios  eje- 
cutivos. fLey  anUy  art.  1134.) 

Como  en  los  juicios  ejecutivos,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  que  se 
reclame,  no  se  pide  lá  declaración  de  un  derecho^  porque  éste  ya  consta 
en  el  documento»  en  virtud  del  cual  se  hace  la  reclamación,  y  con  la  mis- 
ma fuerza  que  la  declaración  judicial,  diferencia  esencial  entre  esta  clase 
de  juicios  y  los  declarativos  de  que  ahora  trata  la  ley,  en  que  se  va  á  bus- 
car la  declaración  por  el  Juez  del  derecho  que  §e  reclama,  por  eso  U  iey, 
así  como  la  anterior,  ha  tenido  buen  cuidado  de- hacer  constar  la  excep- 
ción. Así,  pues,  cuando  de  una  escritura  pública  ó  de  cual(juier  documento 
de  los  que  llevan  aparejada  ejecución,  conste  una  obligación  á  ima  deuda, 
como  aquel  á  cuyo  favor  esté  constituida,  tiene  ya  declarado  su  derecho, 
no  tiene  que  ventilar  nada  en  juicio  declarativo,  y  sí  acudir  desde  luego  al 
Juzgado,  pidiendo  que  se  haga  cumplir  la  obligación  sin  máa  trámites  que 
los  que  la  ley  exige  pí^ra  los  juicios  ej^utivos. 

Art-  486.  Toda  cuestión  entre  partes^  cuyo  interés  no  ex- 
•ceda  de  250  pesetas,  se  decidirá  enjuicio  veroal.  fZey  anterior  y, 
art.  Uei.—Zey  org.  del  P,  /.,  art.  270.) 

Este  artíQulo  ge  refiere  al  tercero  y  Ultin^J  de  los  juicios  que  la  ley 
llama  dedarativos* 

Por  este  artículo,  como  por  el  anterior',  que  se  refiere  4  los  juicios  de 
menor  cuantía,  no  se  hace  más  que  f^ar  el  interés  que  puede  reclamarse 
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en  cada  uqo  de  dichos  juicios,  así  como  lo  hizo  anteriormente  del  de  ma-- 
yor  cuantía.  Todo  lo  relativo  á  cada  uno  de  estos  tres  juicios,  en  lo  que 
no  sea  común  á  todos  ellos,  lo  trata  la  ley  en  los  capítulos  siguientes  de 
este  título,  en  donde  nos  ocuparemos  de  cada  uno  con  la  detención  que  su 
importancia  exige. 

Este  art.  48Í,  que  se  refiere  á  los  juicios  verbales,  no  ha  sufrido  re- 
forma alguna,  pues  si  bien  la  tiene,  con  relación  á  la  anterior  ley,  que 
fíiaba  en  600  rs.  el  máximum  de  la  cantidad  que  podia  reclamarse  en  esta 
clase  de  juicios,  por  el  art.  270  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  se. 
atribuyó  á  los  Jueces  municipales  el  conocimiento  en  primera  mstancia  y 
en  juicio  verbal  de  las  demandas  cuyo  objeto  no  excediera  de  250  pese- 
tas. Con  arreglo,  pues,  á  esta  ley,  la  que  comentamos  no  ha  hecho  Reforma 
alguna,  reforma  que  por  todos  se  esperaba.  Así  como  ha  sido  conve— 
niente  la  reforma,  en  lo  que  se  refiere  á  los  juicios  de  menor  cuantía,  al- 
terando el  interés  de  lo  que  puede  decidirse  en  tales  juicios,  no  hubiera 
sido  menos  conveniente  que  se  hubiera  hecho  otro  tanto  con  los  verbales,,, 
alterando  también  la  cantidad  que  en  ellos  podría  reclamarse. 

Tratando  de  esta  reforma,  muchos  pedian  que  en  los  juicios  verba- 
les, pudieran  ventilarse  las  cuestiones  de  interés  hasta  el  máximuiiL- 
de  3.000  rs.,  y  de  aquí  hasta  10  en  juicio  de  menor  cuantía,  y  la  mayoría 
pedia  por  lo  menos  que  se  alterase  el  tipo  de  los  verbales  hasta  2.000  rea- 
les; ó  sean  500  pesetas.  Esta  reforma  se  esperaüMi,  y  de  la  base  17  de  las^ 
acordadas  para  la  formación  de  la  ley,  así  parecía  deducirse.  Se  prescribía, 
por  esta  base  aumentar  la  cantidad  htigiosa  en  los  juicios  de  menor  cuan- 
tía hasta  la  suma  de  4.000  á  2.500  pesetas,  que  después  ya  hemos  visto 
que  se  ha  quedado  reducida  á  1.500;  y  de  esta  alteración  se  deducía  que» 
elevando  la  suma  del  interés  de  los  juicios  de  menor  cuantía,  se  elevaría 
también  las  de  los  juicios  verbales,  si  no  hasta  la  cantidad  de  1.000  pese- 
tas ó  de  750,  por  lo  menos  hasta  la  de  500.  La  reforma,  con  efecto,  no  se 
ha  hecho,  y  creemos  que  en  perjuicio  de  los  litigante^  y  del  Estado  mis- 
mo, y  en  perjuicio  de  la  rapiqez  y  economía  en  la  administración  de  jus- 
ticia, que  parece  ha  sido  el  móvil  principal  de  la  formación  de  esta  ley. 

Véase  forma  de  la  instancia  y  firma  de  Letrado,  Reío.  tomo  VII,  pá- 
gina 312.— Ejecución  de  sentencias,  tomo  IX,  pág.  211.— De  la  compa- 
recencia. Ídem,  pág.  213. 

Art.  487.  Toda  contestación  entre  partes,  antes  ó  despué» 
de  deducida  en  juicio,  y  cualquiera  que  sea  su  estado,  puede 
someterse  al  juicio  arbitral  ó  al  de  amigables  componedorea 
por  voluntad  de  todos  los  interesados,  si  tienen  aptitud  legal 
para  contraer  este  compromiso. 

Se  exceptúan  de  esta  íegla,  y  no  pueden  someterse  á  la  de- 
cisión dc'árbitros  ni  á  la  de  amigables  componedores: 

I**  Las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  3®  del  art.  483. 

2**  Las  cuestiones  en  que  con  arreglo  á  las  leyes,  debe  ¡n-^ 
tervenir  el  Ministerio  fiscal. — (Ley  ant.  arts,  770,  771,  772,. 
819  y  820.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  están  tomadas  de  las  que  consigna-- 
han  los  de  la  ley  anterior  que  quedan  citados.  No  trata  la  nueva  ley 
en  este  lugar  de  lo  referente  á  los  juicios  de  arbitros  y.  de  amigables  com- 
ponedores, pues  á  este  objeto  dedica  el  título  V  de  este  libro:  pero  como- 
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los  juicios  declarativos  deque  ahora  está  tratando,  pueden  pasar  á  ser 
arbitrales  ó  de  amigables  componedores,  se  ocupa  de  ese  caso,  dando  re- 
glas al  efecto. 

La  suiterior  ley  trataba  este  punto  en  dos  sitios  distintos,  esto  es,  con 
separación  del  juicio  de  arbitros  y  el  de  amigables* componedores,  en  el 
lugar  que  cada  uno  de  estos  ocupan  en  la  ley.  La  moderna  los  ha  agru- 
pado para  este  efecto,  separándolos  después  en  dos  secciones  en  el  títu- 
lo V  á  que  hemos  hecho  referencia.  Reservamos  pues  para  este  título  todo 
lo  que  se  refiere  á  ambos  juicios,  y  sólo  trataremos  aquí  del  caso  en  que 
un  juicio  ordinario  declarativo,  pase  á  ser  por  voluntad  de  las  partes,  ar- 
bitral ó  de  amigables  componedores. 

^El  derecho  español  no  reconoce  el  arbitraje  forzoso,  sino  el  voluntario 
para  los  asuntos  comunes.  Las  leyes  de  Partida  dijeron  que  «los  Jueces  de 
albedrío  non  pueden  ser  puestos,  sino  por  avenencia  de  ambas  las  partes.  )v 

nArbitros,  según  la  ley  23,  tit.  4**,  Partida  3^,  tanto  quiere  decir  en 
romance  como  Jueces  avenidores  escogidos  é  puestos  de  las  partes  para  li- 
biur  la  contienda  que  es  entre  ellas.»  Pero  estos  Jueces  avenidores  son  de 
dos  clases;  los  unos  que  se  llaman  simplemente  arbitros  ó  arbitros  de  de- 
recho, porque  han  de  resolver  con  arreglo  á  las  leyes  y  con  sujeción  á  los 
procedimientos  por  ellas  establecidos,  lo  mismo  que  los  Jueces  ordinarios, 
y  Jos  otros  que  se  llaman  arbitros  de  hecho  6  arbitradores,  ó  más  bien 
amigables  componedores,  que  deben  decidir  la  contienda  según  su  leal 
saber  y  entender  ó  conforme  á  la  verdad  sabida  y  buena  fé  guardadas,  y 
sin  sujeción  á  formas  legales;  y  de  esta  diferencia  nace  la  de  los  juicios 
arbitral  y  de  amigables  componedores. 

Nadie  ha  puesto  en  dúdalas  ventajas  del  arbitraje  voluntario,  que  tanto 
han  protegido  nuestras  leyes,  hasta  el  punto  de  que  el  Reglamento  pro- 
visional para  la  administración  de  justicia  encargaba  á  los  Jueces  de  paz. 
.  que  exhortaran  á  las  partes  á  que  por  el  bien  de  ellas  mismas  comprome- 
tieran sus  diferencias  en  arbitros  ó  mejor  en  amigables  componedores. 
No  tendría  igual  defensa  el  arbitraje  foKoso,  porque  aparte  de  sus  graves 
inconvenientes,  seria  tanto  como  declarar  la  inutilidad  ó  insuficiencia  de 
los  Jueces  ordinarios. 

Tratando  el  artículo  487  de  que  nos  ocupamos,  de  los  juicios  ordina- 
rios declarativos,  parécenos  que  no  es  este  el  lugar  á  propósito  para  ocu- 
parse de  los  juicios  arbitral  ó  de  amigables  componedores,  que  no  han 
llegado  á  ser  ordinarios,  y  que  sólo  debia  tratar  aquí  de  los  que  habiendo 
empezado  por  ser  ordinanos,  pasan  por  voluntad  de  las  partes  á  ser  arbi- 
trales; y  que  por  tanto,  la  palabra  antes  no  está  en  su  lugar;  pues  si  bien 
el  art.  770  de  la  anterior  ley  decia  también  antes  ó  después  de  dediicida 
en  juicio,  era  porque  aquel  artículo  estaba  en  los  títulos  correspondientes 
al  juicio  arbitral,  no  en  el  de  los  juicios  ordinarios  en  que  está  colocado  el 
que  comentamos. 

Por  lo  demás,  este  artículo  es  aún  más  minucioso  que  sus  preceden-  ^ 
tes.  Este  artículo  exige  que  estén  conformes  todos  los  interesados.  De ' 
manera  que,  no  habiendo  esa  conformidad  unánime,  no  podrá  llevarse  la 
cuestión  á  juicio  arbitral,  sea  cualquiera  el  número  de  partes  que  así  la 
pidieran,  y  con  sólo  que  un  interesado  se  oponga.  Y  rio  basta  que 
todos  los  interesados  lo  pidan,  sino  que  es  además  necesario  que  tengan 
aptitud  legal  para  contraer  este  compromiso. 

El  artículo  sienta  como  regla  general  que  toda  contestación  puede  ser 
sometida  á  juicio  arbitral  ó  de  amigables  componedores,  y  después  pone 
dos  solas  excepciones:  i*,  las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  3*^  del 
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artíeulo  483,  esto  es,  las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honoríficos, 
exenciones  y  privilegios  personales,  filiación,  paternidad,  interdicción  y 
demás  que  versen  sobre  el  estado  civil  y  condición  de  las  personas;  y  2*» 
las  cuestiones  en  que,  con  arreglo  á  las  leyes,  debe  intervenir  el  Ministe- 
rio fiscal. 

La  segunda  de  estas  excepciones  es  la  misma  que  á  la  regla  general 
ponia  el  art.  772  de  la  anterior  ley.  La  primera  es  más  extensa.  Según 
aquella  ley,  no  podian  comprometerse  en  arf)itrios  las  cuestiones  del  ca- 
tado civil  de  las  personas;  y  según  la  moderna,  tampoco  pueden  some- 
terse á  arbitraje  las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honoríiijos,  exencio- 
nes y  privilegios  personales.  El  fundamento  está  en  que,  aunqne  de  in- 
terés privado  tales  materias,  como  son  las  que  afectan  á  la  religión,^  al 
orden  público,  á  las  cosas  espirituales,  al  honor,  condición  ó  estado  de 
las  personas,  el  legislador,  movido  por  la  influencia  que  ejercen  en  la  ar- 
monía social,  por  el  elevado  puesto  que  ocupan  sobre  los  intereses  par- 
ticulares, ha  tratado  de  rodearías  de  la  mayor  solemnidad  posible. 

El  párrafo  primero  del  artículo  dice  que  podrá  someterse  la  cuestión  á 
arbitraje  en  cualquier  estado  que  se  halle.  Algunos  han  creido  que  falla- 
do ejecutoriamente  el-  asunto,  como  cesa  ya  todo  motivo  de  eontestacicm^ 
no  hay  contienda  que  someter  á  la  decisión  de  los  arbitros,  y  que  única- 
mente puede  haber  ese  arbitraje  en  cuanto  al  modo  de  ejecutar  la  senten- 
cia. Otros,  por  el  contrario,  opinan  que  pueden  someterse  si  las  partes 
renuncian  á  los  beneficios  de  la  ejecutoria. 

Con  efecto,  antes  de  acudir  á  los  Tribunales  con  una  reclamación,  6 
va  promovido  el  pleito,  mientras  la  cuestión  no  se  decida,  están  inciertos 
¡os  derechos  de  las  partes,  y  de  consiguiente  la  contienda  puede  ser  ob- 
jeto de  arbitraje,  y  una  vez  fallado  y  declarado  el  derecho,  ó  resuelta  la 
duda,  no  hay  contienda.  Pero  con  motivo  del  fallo,  puede  darse  lugar  á 
nuevas  dudas,  que  ya  no  sea  posible  aclarar  en  el  fallo  mismo,  y  por  eso 
la  ley  autoriza  que  se  comprometan  al  juicio  dé  arbitros  las  dudas  que 
puedan  ocurrir,  y  por  eso  dic^  el*  artículo  que  en  cualquier  estado  en  qiie 
la  contestación  se  halle.  Es  decir,  que  aun  fallado  ejecutoriamente  un  pl^- 
to,  si  antes  de  que  tenga  cumplimiento  lo  fallado  se  promueve  una  con- 
tienda^  ésta  puede  someterse  á  arbitraje. 

La  ley,  con  esa  latitud,  no  perjudica  á  nadie,  pues  como  el  arMtraje 
ha  de  ser  por  voluntad  de  todos  los  interesados,  desde  lu^  el  que  haya 
ganado  un  pleito  no  va  á  someter  á  los  arbitros  la  cuestión  ya  decidida  á 
su  favor,  y  sí  únicamente  las  cuestiones  que  surjan  del  fallo  ó  del  modo 
de  llevar  á  efecto  la  resolución. 

Por  otra  parte,  esta  cuestión  está  resuelta  por  el  Tribunal  Supremo  en 
su  sentencia  de  i**  de  Diciembre  de  1860,  que  declara  que  si  bien  la  ley 
13,  tít.  22,  Partida  3^,  establece,  como  regla  general,  que  no  valga  el  se- 
gundo juicio  cuando  fuere  contrario  á  otro  ejecutoriado  anteriormente» 
esta  disposición  no  es  extensiva  á  los  laudos  arbitrales,  como  así  se  de- 
duce del  texto  de  aquélla  y  de  la  naturaleza  de  éstos,  y  así  lo  enunció 
claramente  la  ley  llamada  de  Madrid;  decisión  que  se  dio  en  negocio  so- 
bre el  que  habia  recaído  ejecutoria  en  todas  las  mstancias  y  recursos  le- 
gales. 

Respecto  á  la  aptitud  legal  de  los  interesados  para  comprometerse  al 
arbitraje,  el  art.  774  de  la  antigua  ley  era  mucho  más  claro  que  el  último 
número  del  párrafo  ^  del  de  la  moderna  que  comentamos.  Decia  aquel 
artículo  que  las  personas  que  no  tenian  aptitud  legal  para  obligarse  no 
podian  contraer  este  compromiso.  Es  decir,  que  por  su  excepción  se  venia 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


LIBBO  II  —  TÍTULO    II — ARTÍCULO  487  347 

en  conocimiento  de  la  regla  general,  que  todos  los  que  podían  obligarse 
legalmente  podían  contraer  el  compromiso  del  arbitraje.  El  último  miem- 
bro del  párrafo  primero  del  art.  487  de  la  moderna  ley  dice  sencillamente» 
que  pueden  contraer  este  compromiso  si  tienen  aptitud  l^gal  para  ello. 
¿Cuáles  son  esas  condiciones  de  aptitud?  La  ley  no  lo  dice,  y  es  cierta- 
mente una  falta  ú  omisión  imperdonable ,  tanto  más  cuanto  que  el  ar- 
tículo de  la  ley  anterior,  que  era  el  precedente  de  la  de  ésta,  daba  la  cues- 
tión resuella. 

Indudablemente  esa  aptitud  no  puede  ser  otra  que  la  que  se  necesita 
para  obligarse,  pues  obligación  es  el  compromiso  que  se  contrae  al  some- 
terse á  la»decision  de  Jueces  arbitros;  pero  repetimos  que  este  artículo  hu- 
biera sido  más  claro  copiando  al  pié  de  la  letra  el  771  de  la  ley  anterior. 
De  consiguiente,  la  ley  no  ha  alterado  en  esta  parte  la  jurisprudencia  an- 
tigua, pues  la  ley  25^  tít.  4**,  Partida  3^  establecía  que  podían  «meter  sus 
pleitos  en  manos  de  avenidores  aouellas  personas  que  por  sí  pueden  estar 
en  juicio  delante  del  Juzj^ador  ordinario»,  refiriéndose,  en  cuanto  á  esta 
capacidad,  á  las  disposiciones  del  derecho  civil.  Así,  pues,  los  menores» 
los  locos,  idiotas,  sordo-mudos,  pródigos  y  concursados,  los  que  sufren 
pena  de  interdicción  civil  y  todos  cuantos  legítimamente  se  hallen  priva- 
dos de  la  administración  de  sus  bienes,  no  pueden  comprometer  la  deci- 
sión de  sus  negocios  á  Jueces  arbitros,  por  lo  mismo  que  no  pueden  obli- 
garse ni  comparecer  en  juicio.  Tampoco  podrán  hacerlo  por  ellos  sus  tu- 
tores, curadores  ó  admininistradores  judiciales,  puesto  que  la  lev  de  Par- 
tida citada  exige  que  puedan  comparecer  en  juicio  for  si,  y  el  artículo 
que  comentamos  sólo  dice  los  interesados,  á  diferencia  de  lo  que  se  dis- 
pone en  el  párrafo  segundo  del  art.  2®,  que  autoriza  que  por  los  que  no 
se  hallen  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles  puedan  comparecer 
en  juicio  sus  representantes  legítimos  ó  los  que  deben  suplir  su  incapaci- 
dad con  arreglo  á  derecho. 

Sin  embargo,  el  Sr.  Escrich,  cuyas  doctrinas  son  tan  justamente  res- 
petadas, es  dlB  opinión  que  el  menor  de  2^  años,  que  teniendo  curador 
celebra  compromiso  sin  su  mandato  ni  otorgamiento,  no  queda  obligado 
•  á  la  decisión  arbitral  ni  á  pagar  la  pena  que  le  hubiere  sido  impuesta,  aun 
cuando  hubiere  dado  fiadores;  pero  deberán  estos  satisfacerla,  si  el  menor 
no  quisiere  hacerlo  ni  estar  por  la  sentencia  si  al  tiempo  del  compromiso 
era  mayor  de  14  años.  Mas  sí  tuviere  curador,  queda  obligado  como  el 
mayor  de  25,  á  la  sentencia  ó  decisión  que  dieren  los  arbitros,  salvo  el 
recurso  de  restitución,  en  caso  de  probar  que  hubo  dolo  en  el  pleito  ó.que- 
esperimentó  perjuicio,  según  la  ley  25,  tít.  4**,  Partida  3",  de  lo  que  in- 
fiere Gregorio  López,  que  el  menor  de  14  años  no  *  puede  celebrar  com- 
Sromiso  por  sí,  ni  aun  obligar  en  él  á  sus  fiadores;  que  el  mayor  ó  menor 
e  dicha  edad  puede  celebrarlo  válidamente  con  autoridad  de  su  tutor  ó 
curador,  salvo  el  recurso  de  restitución,  y  (}iie  el  mayor  de  la  propia  edad 
puede  celebrarlo  por  sí  válidamente  no  teniendo  curador,  salvo  dicho  re- 
curso. 

¿Podrán  hacerlo  con  autoridad  judicial?  Según  la  opinión  de  los  más 
acreditados  autores  tampoco,  porque  no  existe  ley  que  autorice  á  los  tu- 
tores y  curadores  ni  á  los  administradores  judiciales  para  renunciar  las 
garantías  que  ofrecen  los  Tribunales  de  justicia. 

Se  podrá  objetar  que  eslos  representantes  pueden  transigir  con  apro- 
bación judicial,  pero  nay  gran  diferencia  entre  la  transacción  y  el  com- 
promiso, á  pesar  de  que  algunos  crean  que  es  igual.  En  aquella  se  ven  y 
tocan  los  resultados,  y  el  Juez  puede  apreciar  si  son  ó  no  beneficiosos  al 


Digitized  by  VjOOQIC 


"348  LEY  DE  ENJUICIAMIENTO   CÍVIL 

menor  ó  incapacitado;  pero  en  el  arbitraje  todo  es  incierto,  y  pueden 
comprometer  los  intereses  de  dichas  personas;  y  por  esto  sin  duda  la 
nueva  ley,  al  paso  que  permite  la  venta  de  bienes  de  menores  é  incapacita- 
dos y  la  trasmisión  sonre  sus  derechos  con  autorización  judicial  (ar- 
tículos 2011  y  ^025),  nada  dice  de  esta  autorización  en  el  compromiso 
para  el  arbitiaje,  lo  que  demuestra  que  no  ha  querido  permitirlo. 

Los  Ayuntamientos,  Corporaciones  y  estanlecimientos  públicos,  no 
pueden  comprometerse  al  arbitraje  sin  que  preceda  la  autorización  supe- 
rior que  necesitan  para  obligarse,  ni  el  Gobierno  puede  comprometer  los 
derecnos  de  la  Hacienda  pública  sin  estar  previamente  autorizado  por  una 
ley,  según  el  art.  5**  de  la  de  20  de  Febrero  de  1850. 

La  mujer  casada  con  licencia  de  su  marido  y  el  hijo  de  familia  mayor 
de  edad  con  la  de  su  padre,  pueden  obligarse  y  comparecer  en  inicio,  y 
de  consiguiente,  comprometer  sus  contiendas  en  arbitros  con  dicha  licen- 
cia y  en  su  defecto  con  la  del  Juez,  en  los  casos  en  que  éste  pueda  suplir- 
la; pero  no  será  necesaria  cuando  se  trate  del  peculio  castrense  ó  cuasi  cas- 
trense del  hijo  mayor  de  edad,  ni  para  comprometer  los  litigios  que  éste 
tenga  con  su  padre  y  la  muier  con  su  marido  en  los  casos  en  que  puedan 
litigar  los  primeros  contra  los  segundos. 

El  Procurador  ó  apoderado  no  puede  comprometer  en  arbitros  los  ne- 
gocios de  su  principal  sin  poder  especial  para  ello,  sin  que  baste  el  gene- 
ral para  pleitos,  con  libre  administración,  ni  aun  el  que  contenga  la  fa- 
cultad especial  para  transigir,  pues  ya  hemos  dicho,  aue  hay  diferencia 
entre  su  transacción  y  el  arbitraje;  pero  sí  bastará  el  poder  general  en  que 
se  consigne  la  cláusula  especial  de  autorizar  al  apoderado  para  someter 
los  negocios  á  la  decisión  de  los  arbitros. 

Véase  lo  dicho  en  el  comentario  del  art.  2®  sobre  comparecencia  en 
juicio. 

Respecto  á  las  cosas  que  pueden  ser  objeto  de  arbitraje,  esto  es,  á  las 
contiendas  que  pueden  someterse  á  la  decisión  de  arbitros,  el  artículo  que 
comentamos  dice  que  todas,  á  excepción  de  las  que  pone  al  final  del  ar- 
tículo. 

£s  la  primera  la  de  las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  3^  del  ar- . 
tículo  483,  esto  es,  las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exen- 
ciones y  privilegios  personales,  filiación,  paternidad,  interdicción  y  demás 
que  versen  sobre  el  estado  civil  de  sus  personas* 

Ya  hemos  dicho  que  esta  excepción  es  más  extensa  que  la  de  su  ar- 
tículo correspondiente  de  la  ley  anterior^  puesto  que  extiende  la  prohibi- 
ción á  las  contiendas  de  derechos  políticos,  á  más  de  las  de  los  civiles  que 
fijaba  la  antigua  ley.  Estas  contiendas  afectan  al  orden  público  y  pueden 
lastimar  derechos  de  personas  que  ninguna  intervención  han  tenido  en  el 
litigio,  debiendo  por  lo  tanto  estar  sujetas  á  la  mayor  garantía  que  ofre- 
cen los  Tribunales  de  justicia;  y  de  aquí  la  razón  de  la  prohibición  de  que 
se  sometan  á  la  decisión  de  arbitros.  Puede  someterse  sm  embarg:o,  la  de 
esponsales  de  futuro,  que  aun  cuando  versa  sobre  el  estado  civil  de  las 
personas,  son  de  interés  meramente  privado;  pero  esto  se  entiende  sólo 
para  los  católicos,  pues  por  la  ley  de  Matrimonio  civil  no  íwroduce  obliga- 
ción civil,  y  seria  mútil  que  los  arbitros  fallasen  sobre  su  validez  ó  efi- 
cacia. 

La  segunda  prohibición  de  la  ley  es  la  relativa  á  las  cuestiones  en  que 
con  arreglo  á  las  leyes  debe  intervenir  el  Ministerio  fiscal.  Esta  prohibi- 
ción ó  excepción  es  una  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  primer  páp-:^- 
rafo  del  artículo,  respecto  á  la  aptitud  legal  para  contraer  el  compromi- 
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SO.  El  Ministerio  fiscal  sólo  interviene  en  los  negocios  de  interés  del  Esta- 
do, ó  en  los  de  ausentes,  menores  ó  incapacitados  que  necesitan  de  protec- 
ción, ó  en  aquellos  que  puedan  resultar  alguna  iniraccion  de  ley  digna  de 
castiffo;  y  como  en  tales  negocios  no  puede  haber  transacción,  ya  por  re- 
sistirla su  naturaleza,  ya  por  falta  de  aptitud  legal  en  las  personas  para 
obligarse,  es  consi^iente  que  tampoco  pueden  comprometerse  en  arbi- 
tros. Así  que  no  podrán  comprometerse  en  arbitros  las  cuestiones  que  se 
promuevan  en  juicio  de  testamentaría,  mientras  haya  herederos  ausentes» 
porque  en  este  caso  debe  intervenir  el  Ministerio  fiscal.  Ahora,  presenta- 
dos todos  los  herederos,  cesa  la  representación  del  Ministerio  fiscal,  y  de 
consiguiente,  si  aquellos  pueden  obligarse,  podrán  también  someterse  al 
arbitraje. 

La  ley  antigua  hablaba  de  Jueces  árUtros^  por  lo  que  algunos  supo- 
nian  que  éstos  habian  de  ser  dos  ó  más.  El  artículo  que  comentamos  dice 
sólo  juicio  arUíral'^  pero  tampoco  prohibe  que  sean  más  de  uno  los  ar- 
bitros. Ambas  leyes  no  han  hecho  más  que  referirse  á  lo  que  ordinaria- 
mente ocurre,  esto  es,  que  cada  litigante  nombra  un  arbitro  por  su  par- 
te; pero  también  se  reconoce  por  el  art.  791,  en  que  si  las  partes  convie- 
nen en  que  sea  uno  solo,  deberán  elegirlo  de  común  acuerdo.  De  todos 
modos,  la  ley,  en  el  artículo  que  dejanpos  citado,  ordena  que  el  número 
de  arbitros  sea  siempre  impar,  reforma  conveniente  para  evitar  las  dis- 
cordias. 

Art.  488.  Las  demandas  de  tercería  y  todas  las  demás  que 
siendo  incidentales  ó  consecuencia  de  otro  juicio,  deban  ven- 
tilarse en  la  vía  ordinaria,  se  sustanciarán  por  los  trámites  es- 
tablecidos para  el  juicio  declarativo  que  corresponda,  según  la 
naturaleza  ó  cuantía  de  la  cosa  litigiosa. 

Si  esta  üo  excediere  de  250  pesetas,  y  la  demanda  fuere 
incidental  de  tin  juicio  del  que  conozca  el  Juez  de  primera 
instancia,  decidirá  éste  la  reclamación  en  juicio  veroal,  sin 
ulterior  recurso.  {Ley  ant,  arts.  995  y  siguientesij 

La  ley  trata  aquí  por  incidencia  de  las  demandas  de  tercería ,  al  sólo 
objeto  de  establecer  reglas  para  declarar  el  juicio  declarativo  á  que  cor- 
respondan. Y  no  sólo  trata  este  artículo  de  las  demandas  de  tercería,  sino 
de  todas  las  demás  que  siendo  incidentales  ó  consecuencia  de  otro  juicio, 
deban  ventilarse  en  la  via  ordinaria.  Todas  estas  demandas  incidentales, 
sin  excepción  alguna,  puesto  que  ninguna  establece  el  artículo  ,  han  de 
sustanciarse  por  los  mismos  trámites  establecidos  para  el  juicio  declarati- 
vo que  corresponda,  según  la  naturaleza  de  la  cosa,  entendiéndose  que 
esta  cuantía  no  es  la  de  la  cosa  objeto  del  pleito  principal ,  sino  la  de  la 
que  se  pide  en  el  incidente  ó  tercería.  \ 

Del  artículo  se  deduce  que  el  Juez  que  «onozca  del  asunto  principal 
ha  de  conocer  también  de  la  der^anda  de  tercería  ó  incidental,  aunque  con 
la  tramitación  cc^rrespondiente  al  juicio  que  por  razón  del  valor  déla  cosa 
litigiosa  corresponda.  El  segundo  párrafo  de  este  artículo  confirma  este 
precepto.  Según  dicho  párrafo,  si  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  no  excedie- 
re de  250  pesetas,  esto  es,  del  marcado  para  el  juicio  vernal,  y  la  deman- 
da fuere  incidental  de  un  juicio  del  que  conozca  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia, decidirá  éste  la  reclamación  en  juicio  verbal  sin  ulterior  recurso. 

Conociendo  los  Jueces  Municipales  de  los'  juicios  verbales,  parece  qua 
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en  este  caso,  de  no  reclamar  valor  que  exceda  de  250  pesetas  y  que 
por  lo  tanto  el  juicio  ha  de  ser  verbal,  conocieran  de  él  aquellos  jueces. 
Pero  como  esto  seria  por  una  parte  causar  más  gastos,  y  por  otra  el  que 
conocieran  en  un  asunto  dos  Jueces,  de  aquí  <j[ue  la  ley  encomiende  por 
excepción,  al  de  primera  instancia  el  conocimiento  de  ese  juicio  ver- 
bal, si  bien  con  arreglo  á  la  tramitación  establecida  para  esta  clase  de 
juicios,  excepción  consignada  en  el  art.  746,  al  hid)lar  de  la  competen- 
cias de  los  Jueces  municipales. 

El  final  de  este  artículo,  que  dispone  que  contra  la  decisión  del  Juez 
de  primera  instancia  en  esa  clase  de  juicios  no  hay  ulterior  recurso,  es 
una  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  732  y  736.  Por  el  pri- 
mero de  estos,  artículos  se  admite  en  ambos  efectos  apelación  nara  airte 
el  Juez  de  primera  instancia  denlas  sentencias  que  el  municipal  oé  en  los 
juicios  vernales,  y  por  el  segundo  se  dispone  que  contra  las  sentencias 
del  Juez  de  primera  instancia  en  estas  apelaciones  no  se  dará  recursp  al- 
guno. Ahora  bien;  siendo  el  Juez  de  primera  instancia  el  que  dicta  la  sen- 
tencia en  esas  demandas  de  tercerías  é  incidentales,  pero  en  juicio  ver- 
bal, y  no, dándose  recurso  alguno  contra  las  sentencias  de  los  Jueces  de 
Srimera  instancia  en  los  juicios  verbales,  está  justificada  la  prescripción 
el  artículo.  Es  verdad  que  en  estelase  no  hay  más  que  usatnstanda  para 
esas  demandas;  pero  no  es  menos  cierto  que  el  último  qoe  £alta  en  el 
asunto  es  el  mismo  que  habia  de  hacerlo  en  apelación,  si  de  esas  deman- 
das y  juicios,  como  de  los  demás  verbales ,  conociera  en  un  principio  el 
municipal. 

Art.  489.  El  valor  de  las  demandas,  para  determfnar  por 
él  la  clase  de  juicio  declarativo  en  que  hayan  de  ventilarse,  se 
calculará  por  las  reglas  siguientes: 

1*  En  los  juicios  petitorios  sobre  el  derecho  de  exigir  pres- 
taciones anuales  perpetuas,  se  calculará  el  valor  por  el  de  una 
anualidad  multiplicada  por  25. 

2*  Si  la  prestación  fuere  vitalicia,  se  multiplicará  por  10  la 
anualidad. 

3*  En  las  obligaciones  pagaderas  á  plazos  diversos,  se  cal- 
culará el  valor  por  el  de  toda  la  obligación,  cuando  el  juicio 
Terse  sobre  la  validez  del  título  mismo  de  la  obligación  «n  ^u 
totalidad. 

4*  Cuando  varios  créditos  pertenecieren  á  diversos  interesa- 
dos, y  procedieren  de  un  mismo  título  de  obligación  contra  un 
deudor  común,  si  cada  acreedor,  ó  dos  6  más  acreedores.,  en- 
tablaren por  separado  su  demanda  para  que  se  les  pague  lo 
que  les  corresponda,  se  calculará  como  valor,  para  determinar 
la  clase  de  juicio,  la  cantidad  á  quo  ascienda  la  reelamadoxi. 

5*  En  las  demandas  sobre  servidumhrea,.  se  ealculavá  »u 
cuantía  por  el  precio  de  adquisición  de  las  «lieinas  serviduna- 
bres,  si  constare. 

6*  En  las  acciones  reales  6  mixtas,  se  calculará  el  valor  de 
la  cosa  inmueble  ó  litigiosa  por  el  que  conste  en  la  eecrilpxa 
más  moderna  de  su  enajenación. 
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Cuando  se  demanden  con  los  bienes  las  rentas  que  hayan 
producido,  se  acumularán  éstas  al  yalor  de  aquéllos. 

7*  En  las  demandas  que  comprendieren  muchos  créditos 
contra  el  mismo  deudor,  se  calculará  su  cuantía  por  el  de  to- 
dos los  créditos  reunidos. 

8*  En  los  pleitos  sobre  pago  de  créditos  con  intereses  6  fru- 
tos, si  en  la  demanda  se  pidieren  con  el  principal  los  vencidos 
y  no  pagador,  se  sumarán  aquél  y  éstos  para  determinar  la 
cuantía. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida  la  cuantía  de  los  frutps, 
cuando  el  actor  expresare  en  la  demanda  su  importe  anual  y 
el  tiempo  que  haya  trascurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  do  los  intereses  ó  frutos  no  fuere  cierto  y  lí- 
quido, se  prescindirá  de  él,  no  tomando  en  cuenta  más  que  el 
principal. 

9*  La  disposición  de  la  regla  precedente  «s  aplicable  al  caso 

en  que  se  pidan  en  la  demanda,  con  el  principal,  los  perjuicios. 

10.  Para  la  fijación  dol  valor  de  la  demanda  no  se  tomarán 

en  cuenta  los  frutos  ó  intereses  por  correr,  sino  los  vencidos. 

Hasta  ahora  ha  hablado  la  ley  de  las  clases  de  juicio  declarativos  y  ha 
fijado  la  cuantía  de  lo  que  se  piüe  para  determinar  á  cuál  de  ellos  con-es- 
ponden  las  demandas;  pero  como  no  siempre  se  pide  en  estas  una  canti- 
dad líquida  y  determinada,  era  necesario  fijar  reglas  para  determinar  la 
cnantía  de  lo  que  se  pide,  y  por  ella  determinar  S  juicio  correspondiente. 
A  esto  tiende  el  art.  489  que  comentamos,  que  no  tiene  precedentes  en  la 
antigua  ley. 

Kste  articule  está  íntimamente  enlazado  con  el  nüm.  2®  del  art.  4-83. 
Se  dan  en  él  reglas  minuciosas  para  determinar  y  fijar  la  cuantía  de  lo . 
que  se  pide;  y  aun  cuando  no  estén  ¡comprendidos  en  él  todos  los  casos 
que  puedan  ocurrir,  es,  sin  embargo,  bastante  casuístico  para  poder  fijar 
la  ctianlía  de  lo  que  se  pide  en  la  generalidad  de  las  demandas  que  se  en- 
tablen. Si  á  pesar  de  egtas  reglas  no  pudiera  precisarse  el  valor  de  lo  que 
se  |)ide,  habrá  de  estarse  á  Iq  dispuesto  en  elnúin.  ^  del  artículo  483;  es 
decir,  que  las  demandas  en  tal  caso  habrán  de  decidirse  en  juicio  ordina- 
rio de  mayor  cuantía. 

Art.  490.  En  toda  demanda  se  fijará  con  precisión  la  cuan- 
tía objeto  del  pleito  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el 
artículo  anterior,  y  cuando  no  pueda  determinarse  por  ellas, 
se  expresará  en  la  misma  demanda  la  clase  de  juicio  en  que 
haya  de  ventilarse.  • 

Habiendo  dado  la  ley  reglas  precisas  y  minuciosas  para  determinar  la 
cuantía  de  la  reclamación  que  se  hace,  si  ésta  no  se  halla  desde  luego  de- 
terminada, no  puede  tachársela  de  exigente  al  disponer  que  en  toda  de- 
manda se  fije  con  precisión  la  cuantía  objeto  del  pleito;  pero  no  cottmren- 
demos  la  última  parte  del  artículo  que  dice,  que  cuando  no  pueda  deter- 
mmaiise  por  ellas,  se  expsesatá  en  la  misma  demanda  lá  dase  de  juido  en 
que  haya  ée  ventilarse. 
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Este  precepto  es  una  contradicion  terminante  del  art.  483  en  sa  núr- 
mero  segundo.  Dice  éste  que  las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable 
ó  no  pueda  determinarse  por  las  reglas  que  se  establecen  en  el  art.  489, 
se  decidirán  en  juicio  ordmario  de  mayor  cuantía.  Luego  si  no  puede  de- 
terminarse ])or  ellas  esa  cuantía,  la  demanda  habrá  de  ventilarse  precisa- 
mente en  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía;  y  la  prescripción  final  del  ar- 
tículo que  comentamos,  de  que  se  exprese  la  clase  de  juicio  en  que  haya 
de  ventilarse,  es  inútil,  porque  no  puede  ser  otro  (de  los  declarativos  se 
entiende)  que  el  ordinario  de  mayor  cuantía,  en  razón  á  que  el  de  menor 
cuantía  y  el  verbal  tiene  cantidad  fija,  y  fijando  ésta,  basta  según  este 
mismo  artículo  para  determinar  el  juicio  correspondiente. 

Ahora,  si  se  refiere  á  la  última  parte  del  artículo  á  otras  demandas  y 
á  otros  juicios  que  los  declarativos,  entonces  se  comprende  la  prescrip- 
ción; pero  en  tal  caso  hemos  de  convenir  que  está  fuera  de  lugar  tal  pres- 
cripción, puesto  que  aquí  trata  la  ley  sólo  de  los  juicios  declarativos. 

Pero  hay  más.  Este  art.  490  parece  referirse  sólo  al  489  anterior, 
puesto  que  dice  que  en  toda  demanda  se  fijará  con  precisión  la  cuantía 
objeto  del  pleito,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el  artículo  ante- 
rior, y  cuando  no  pueda  determinarse  por  ellas,  se  expresará  en  la  mis- 
ma demanda  la  clase  de^  juicio  en  que  haya  de  ventilarse.  Y  en  las  de- 
mandas en  que  desde  luego  conste  la  cuantía  y  no  haya  que  fijarla,  con- 
forme á  las  reglas  del  art.  489,  ¿será  preciso  expresar  la  clase  de  juicio, 
en  que  hayan  de  ventilarse,  ó  bastará  fijar  la  cantidad  que  se  pide?  ¿Se 
referirá  á  estas  demandas  de  cantidad  ya  fija  ese  último  párraio  del  ar- 
tículo 490?  Parece  que  en  tal  caso  bastarla  fijar  la  cantidad  que  se  de- 
manda, porque  ella  determina  el  juicio  correspondiente.  No  censura- 
mos, sin  embargo,  y  antes  bien  aplaudimos  que  en  todas  las  demandas 
se  fije  el  juicio  .en  que  han  de  ventilarse;  pero  sí  tacharemos  de  inconse- 
cuente este  artículo;  porque,  según  él,  para  las  demandas  en  que  se  deter- 
mina la  cuantía,  conforme  á  las  reglas  del  artículo  an^rior,  basta  esta 
determinación  para  fijar  el  juicio,  y  no  basta  en  las  que  está  desde  luego 
determinada,  smo  que  es  preciso  expresar  además  la  clase  de  juicio  en 
que  se  han  de  decidir.  Lo  lógico  hubiera  sido  la  prescripción  de  que  en 
toda  demanda,  además  de  hacer  constar  la  cuantía  de  ella,  si  ésta  cons- 
tase determinada  ó  pudiera  determinarse,  se  expresara  el  juicio  en 
que  habria  de  ventilarse.  Porque  si  la  cuantía  constaba,  ó  se  podría 
determinar,  ya  se  sabria  por  ella  á  qué  iuicio  correspondía;  y  si  no  cons- 
taba, ni  podría  determinarse,  ya  se  sabria  también  que,  con  arreglo  al 
párrafo  segundo  del  art.  483,  habia  de  ventilarse  en  juicio  ordinario  de- 
mayor  cuantía. 

Art.  491.  El  Juez  de  primera  instancia  dará  al  juicio  la 
tramitación  que  corresponda  conforme  á  lo  solicitado  por  el 
actor,  á  no  ser  que  se  crea  incoimpetente  por  razón  de  la  cuan- 
tía litigiosa,  en  cuyo  caso  lo  declarará  así  por  medio  de  auto, 
previniendo  al  actor  que  use  de  su  (Jereeho  ante  Juez  compe- 
tente. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos.  {Ley  ant.,  artícu- 
los 22%  y  ^1.) 

Este  artículo  está  tomado  en  parte  del  226  de  la  ley  anterior,  pero 
con  notables  diferencias.  Según  dicho  artículo  de  la  antigua  ley,  los. 
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Jueces  repelían  de  oficio  las  demandas  no  formuladas  con  claridad^  y  que 
no  se  acomodaran  á  las  realas  establecidas;  y  con  arreglo  al  que  comen> 
tamos,  el  Juez  de  primera  instancia  dará  al  juicio  la  tramitación  que  cor- 
responda, conforme  á  lo  solicitado  por  el  actor,  á  no  ser  qfüe  se  crea  in- 
competente por  razón  de  la  cuantía  litigiosa,  en  cuyo  caso  lo  declarará 
así  por  medio  de  autoi  previniendo  al  actor  que  use  de  su  derecho  ante 
Juez  competente. 

En  primer  lugar,  ó  este  artículo  se  refiere  sólo  á  la  demandas  de  ma- 
yor y  menor  cuantía,  ó  creemos  que  sobran 'las  palabras  de  primera  ins- 
tancia^ con  relación  al  Juez  que  ha  de  tramitar  la  demanda.  Está  hablan- 
do la  ley  aquí  de  los  juicios  declarativos  que,  según  la  misma,  son  tres, 
de  mayor  y  de  menor  cuantía  y  yerbal,  y  sólo  de  los  dos  primeros  cono- 
cen k)B  Jueces  de  primera  instancia  y  de  los  ültimos  los  municipales,  ex- 
cepción hecha  de  lo  dispuesto  en  el  art.  488  para  las  demandas  de  terce- 
ría é  incidentales. 

Según  este  artículo,  el  Juez  dará  al  juicio  la  tramitación  que  corres- 
ponda, conforme  á  lo  solicitado  por  el  actor.  ¿Quiere  esto  decir  que  el  ac- 
tor ha  de  consignar  en  la  demanda  la  tramitación  que  ha  de  darse  al  jui- 
cio? Oreemos  que  no;  porque  esto  seria  dar  lecciones  de  procedimiento  á 
los  Jueces,  que  han  de  saber  la  ley,  y  por  tanto,  la  tramitación  que  cor- 
responda á  cada  juicio.  Las  palabras  «conforme'á  lo  solicitado  por  el  actor,» 
se  refieren,  sin  duda  á  la  cuantía  de  lo  solicitado,  que  es  la  que  determina 
el  juicio.  Pero  habiendo  dicho  ya  el  artículo  anterior  que  se  fije  la  clase 
de  juicio  en  que  haya  de  ventilarse  la  demanda,  ó  por  lo  menos,  que  se  fije 
con  claridad  la  cuantía  de  lo  que  se  pide,  no  era  necesario  que  en  éste  se 
hubieran  puesto  dichas  palabras  que  oscurecen  el  artículo. 

Y  que  esas  palabras  se  refieren  á  la  cuantía  de  la  cosa,  parece  compro- 
barlo las  que  la  siguen,  esto  es,  á  no  ser  que  se  crea  (el  Juez)  incompe- 
tente por  razón  de  la  cosa  litigiosa,»  en  cuyo  caso,  lo  declarará  así  por 
medio  de  auto,  previniendo  al  actor  que  use  de  su  derecho  ante  Juez  com- 
petente. Es  decir,  que  sólo  rechazará  la  demanda  por  razón  de  incon¡- 
petencia  y  no  por  otra  causa;  y  ésta  es  la  gran  diferencia  que  existe  entre 
este  artículo  y  el  226  de  la  ley  anterior,  del  que  aparece  tomado,  puesto 
que  se^n  el  mismo,  los  Jueces  repellan  de  oficio  las  demandas  por  falta 
de  claridad  ó  por  no  acomodarse  á  las  reglas  establecidas,  prescripción  que 
se  ha  consignado  en  el  artículo  497,  al  tratar  de  las  diligencias  prelimi- 
nares para  preparar  el  juicio. 

Este  auto  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Jurisprudencia. — ^Ninguna  demanda  debe  ser  repelida  de  plano,  cuan- 
do la  ley  no  lo  ordena  expresamente.  (26  de  Mayo  de  1859.) 

Las  providencias  que  repelen  á  limine,  y  desde  luego  una  demanda, 
deben  fundarse.  (3  de  Mayo  de  1860.) 

Comprende  todas  las  demandas,  sin  excepción  de  las  incidentales.  (18 
de  Mayo  de  1860.) 

Repelida  la  demanda  á  limine  Judkii,  en  primera  instancia,  y  coufir- 
firmada  por  la  Audiencia,  no  cabe  la  raterposicion  del  recurso  de  casación. 
(3  de  Diciembre  de  1868.) 

Art.  492.  En  los  juicios»  de  mayor  y  de  menor  cuantía, 
cuando  no  ee  conforme  el  demandado  con  el  valor  dado  á  la 
cosa  litigiosa  ó  con  la  clase  de  juicio  propuesto  por  el  actor,  lo 
«xpondrá  por  escrito  al  Juzgado  dentro  de  los  primeros  cuatro 
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dias  del  término  concedido  para  contestar  la  demanda,  acom- 
pañando en  su  caso  los  documentos  en  que  funde  su  pre*^ 
tensión. 

Dicho  término  de  cuatro  dias  será  improrogable.  (Ley  an-^ 
terior,  arts.  237,  jpdr.  V.) 

Por  este  artículo  se  establece  una  excepción  dilatoria  para  contestar  la 
demanda;  pero  sólo  en  cuanto  á  la  competencia  del  Juzgado,  por  razón  del 
valor  de  la  cosa  litigiosa,  ó  con  la  clase  de  juicio  propuesto,  y  sólo  ea 
cuanto  á  los  juicios  de  mayor  y  de  menor  cuantía.  Esta  excepción  se  hade 
proponer  por  escrito  dentro  de  los  primeros  cuatro  dias  improrogables  dei 
término  concedido  para  contestar  la  demanda,  acompañanao,  en  su  caso,., 
es  decir,  si  los  hubiere,  los  documentos  en  que  se  funde  su  pretensión. 

Art.  493.  Presentado  dicho  escrito,  el  Juez  convocará  á^ 
las  partes  á  una  comparecencia,  señalando  dia  y  hora  en  que^ 
haya  de  celebrarse  dentro  de  los  seis  dias  siguientes,  para  que- 
se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  clase  de  juicio  que  haya  de  se- 
guirse. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo,  y  la  diferencia  consistiere  en. 
que  por  no  existir  los  datos  expresados  en  las  reglas  del  ar- 
tículo 489,  cada  parte  estimare  de  distinto  modo  el  valor  de  la- 
demanda,  elegirán  en  el  mismo  acto  un  perito  que  lo  aprecie, 
(5  uno  cada  parte,  y  el  juez  un  tercero  que  dirima  la  discordia,, 
si  la  hubiere. 

El  resultado  de  la  comparecencia,  á  la  que  podrán  concur- 
rir en  su  caso  los  abogados  de  las  partes,  se  consignará  su- 
cintamente en  un  acta  que  firmarán  los  concurrentes  con  el 
Juez  y  el  actuario. 

Art.  494.  Cuando  las  partes  no  se  pongan  de  acuerdo  so- 
bre la  clase  de  juicio  que  haya  de  seguirse,  el  Juez,  dentro  dé- 
los dos  dias  siguientes  al  de  la  comparecencia,  6  al  de  la  de- 
claración de  los  peritos  en  su  caso,  decidirá,  por  medio  de- 
auto  lo  que  estime  procedente. 

Estos  dos  artículos  están  íntimamente  relacionados  con  el  anterior,  y  . 
sus  disposiciones  no  tienden  á  otra  cosa  que  á  decidir  la  competencia  del 
Juzgado,  por  razón  de  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa,  ó  á  fijar  el  juicio 
que  ha  de  seguirse,  que  son  las  dos  ünicas  excepciones  que  según  el  ar- 
tículo 492,  puede  proponer  el  demandado  en  los  juicios  de  mayor  y  de 
menor  cuantía. 

"Con  respecto  á  éstas,  dispone  ñ  art.  493  que  el  Juez  convoque  á  las 
partes  á  una  comparecencia,  dentro  de  los  seis  dias  siguientes,  al  en  que 
se  presente  el  escrito  proponiendo  la  ixcepcion,  para  que  se  pongan  de 
acuerdo  sobre  la  clase  de  juicio  que  haya  de  seguirse.  La  diferencia  na 
puede  ser  más  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la  cosa,  porque  fijada  esta, 
está  determinado  el  juicio.  Pero  la  diferencia  puede  ser  ya  por  no  existir 
los  datos  expresados  en  las  reglas  del  art.  489  y  estimar  cada  parte  de  dis- 
tinto modo  el  valor  de  la  demanda,  ó'  por  otras  causas.  En  el  primer  caso>< 


Digitized  by  VjOOQIC 


LIBRO  II — TÍTULO   II — ARTÍCULO  494  355 

las  partes  elegirán  un  perito  ó  uno  cada  parte,  y  si  hubiere  discordia  el 
Juez  elegirá  un  tercero  que  la  dirima,  consignándose  el  resultado  de  la 
comparecencia,  á  la  jue  podrán  concurrir  los  Abogados  de  las  parles,  en 
un  acta  suscrita  que  firmarán  los  concurrentes. 

Según  se  desprende  de  este  art.  493,  cuando  la  diferencia  no  sea  por 
la  falta  de  datos  á  que  se  refiere  el  art.  489,  no  hay  esa  elección  de  peritos, 
ni  ese  acta,  sino  que  en  ese  caso,  que  es  al  que  se  refiere  sin  duda  el  ar- 
tículo 494,  el  Juez,  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al  de  la  compare- 
cencia, decidirá  lo  que  estime  procedente. 

Estas  disposiciones  son  nuevas  en  este  lugar,  pero  tienen  mucha  ana- 
logía con  las;  excepciones  dilatorias  que  establecian  los  artículos  236  y 
siguientes  de  la  ley  anterior. 

Art.  495.  Contra  el  auto  declarando  que  corresponde  el 
juicio  de  mayor  cuantía,  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  en  que  se  declare  ser  de  menor  cuantía,  sólo  se 
dará  el  recurso  de  nulidad. 

Este  recurso  deberá  interponerse  á  la  vez  que  el  de  apela- 
ción de  la  sentencia  que  decida  el  pleito;  pero  será  necesario 
.  prepararlo  manifestando,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al 
de  la  notificación  del  auto,  el  propósito  de  utilizar  á  su  tiempo 
dicho  recurso  de  nulidad. 

Si  se  declara  que  debe  ventilarse  la  demanda  enjuicio  ver- 
bal ante  el  Juez  municipal  competente,  este  auto  será  apela- 
ble en  ambos  efectos. 

Este  artículo  es  el  complemento  de  los  tres  anteriores  y  se  refiere  á  la 
decisión  de  esas  excepciones.  *  / 

Como  los  juicios  declarativos  de  que  está  hablando  la  ley  son  tres, 
necesariamente  ha  de  decidir  el  Juez  que  corresponde  á  uno  de  ellos;  y 
para  este  caso  este  artículo  establece  tres  distintas  disposiciones,  en  cuan- 
to á  la  resolución  del  Juez,  según  que  esta  sea  decidir  que  la  demanda 
corresponde  al  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  al  de  menor  cuantía  ó 
al  verbal.  Si  se  decide  lo  primero,  contra  la  decisión  del  Juez  no  se  dará 
recurso  •alguno,  si  lo  segundo  se  dará  el  de  nulidad  y  si  lo  tercero  el  de 
apelación  en  ambos  efectos.  La  diferencia  está  en  la  distinta  naturaleza 
de  cada  uno  de  dichos  juicios,  y  la  mayor  garantía  que  cada  unt)  de  ellos 
ofrece  por  su  tramitación. 

Respecto  al  recurso  de  nulidad  para  el  caso  de  que  se  decida  que  el 
juicio  correspondiente  es  el  dé  menor  cuantía,  este  recurso  ha  de  inter- 
ponerse á  la  vez  que  el  de  apelación  de  la  sentencia  que  decida  el  pleito; 
pero  es  necesario  prepararlo,  manifestando  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes a)  de  la  notificación  del  auto,  el  pr<)pósito  de  utilizar  á  su  tiempo  di- 
cho recurso  de  nulidad.  Es  una  disposición  parecida  á  la  que  se  consigna 
para  la  interposición  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, que  para  que  proceda  contra  la  sentencia  definitiva,  es  preciso  haber 
hecho  la  reclamación  de  la  falta  al  cometerse  ésta. 

Aquí  no  dice  la  ley  qué  recurso  de  los  dos  que  se  conceden,  el  de 
apelación  y  el  de  nulidad,  ha  de  tener  preferencia  para  su  decisión;  pero 
se  deduce  que  ha  de  decidirse  primero  el  de  nulidad  del  auto,  puesto  que 
si  este  auto  se  anula,  dicho  se  está  que  lo  está  la  sentencia  y  la  apelación 
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ya  es  inülil.  Ahora  lo  eme  sí  podrá  la  parte  será  utilizar  la  apelación  y 
no  el  recurso  de  nulidad,  si  así  se  conviniere. 

Art.  496.  Cuando  en  los  juicios  verbales  hubiere  duda  so- 
bre la  cuantía  litigiosa,  la  decidirá  el  Juez  municipal,  oyendo 
á  las  partes  en  el  mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el 
juicio. 

Contra  su  fallo  declarándose  competente  no  se  dará  apela- 
ción; pero  si  se  interpusiere  de  la  sentencia  definitiva,  podrá 
el  Juez  de  primera  instancia  declarar  la  nulidad  del  juicio  si 
resultare  ser  el  interés  mayor  de  250  pesetas. 

Contra  el  auto  en  que  el  Juez  municipal  declare  no  ser  de 
su  competencia  la  cuantía  6  materia  litigiosa,  se  dará  el  re- 
curso de  apelación  en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  partido. 

La  disposición  de  este  artículo,  es  la  misma  que  la  que  consigna 
el  492  y  siguientes,  pero  refiriéndose  á  los  juicios  verbales,  así  como 
acuellas  se  refieren  á  los  de  mayor  y  de  menor  cuantía,  si  bien,  con  las  • 
diferencias  que  son  inherentes  á  la  naturaleza  de  cada  uno  de  dichos  jui- 
cios. Aquí  la  duda  sobre  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa,  la  decidirá  el  Juez 
municipal  en  el  mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el  juicio,  oyendo  á 
las  partes:  contra  su  fallo  no  se  dará  apelación,  pero  si  se  interpusiere  de 
la  sentencia  definitiva,  el  Juez  de  primera  instancia  que  ha  de  conocer  de 
ella  podrá  declarar  la  nulidad  del  juicio  si  resultare  ser  el  interés  mayor 
de  250  pesetas;  es  decir,  que  correspondiere  juicio  de  menor  cuantía. 
Esta  nulidad,  aun  cuando  el  artículo  no  lo  dice,  y  por  las  razones  que 
anteriormente  hemos  expuesto,  ha  de  ser  previa  á  la  decisión  de  la  ape- 
lación; y  entendemos  que  á  petición  de  la  parte,  porque  el  artículo  no  cuce 
que  deberá  sino  c^q  podrá  declarar  la  nulidad  del  juicio. 

Contra  el  auto  ea  (}ue  el  Juez  municipal  se  declara  incompetente  por 
la  cuantía  ó  materia  litigiosa,  se  dará  el  recurso  de  apelación  en  ambos 
efectos,  para  ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido. 

SECaON  SEGUNDA.. 

DILIGENCIAS    PREUMINARES. 

Art.  497.  Todo  juicio  podrá  prepararse: 

1°  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pretenda  demandar, 
á  aquél  contra  quien  se  propone  dirigir  la  demanda,  acerca  de 
algún  hecho  relativo  á  la  personalidad  de  éste,  y  sin  cuyo  co- 
nocimiento no  pueda  entrarse  en  el  juicio. 

2**  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble  que,  en  su  caso, 
haya  de  ser  objeto  de  la  acción  real  ó  mixta  que  trate  de  enta- 
blar contra  el  que  tenga  la  cosa  en  su  poder. 

3°  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  legatario 
la  exhibición  del  testamento,  codicilo  ó  memoria  testamenta- 
ria del  causante  de  la  herencia  ó  legado. 
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4**  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor  al  com^ 

Srador,  en  el  caso  de  eviccion,  la  exhibición  de  títulos  ú  otros 
ocumentos  que  se  refieran  á  la  cosa  vendida. 
5**  Pidiendo  un  socio  ó  comunero  la  presentación  de  los  do- 
cumentos y  cuentas  de  la  sociedad  6  comunidad  al  consocio  6 
condueño  que  los  tenga  en  su  poder,  en  los  casos  en  que  pro- 
ceda con  arreglo  á  derecho. 

El  Juez  accederá  en  cualquiera  de  estos  casos  á  la  preten- 
sion^  si  estimare  justa  la  causa  en  que  se  funde.  No  estando 
comprendida  en  ellos,  la  rechazará  de  oficio. 

La  providencia  denegándola  pretensión  será  apelable  en 
ambos  efectos.  {Ley  anty  art.  222.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  las  mismas  que  las  del  %%t  de  la 
antigua  ley,  sin  más  diferencia  que  la  de  que  allí  solo  se  referían  al  juicio 
ordinarío,  y  aquí  á  todo  juicio,  y  la  de  algunas  adiciones  que  se  han  he- 
cho, de  las  cuítles  nos  ocuparemos  en  su  lugar. 

Salvo  estas  adiciones,  algún  tanto  confusas,  superfinas,  y  ocasionadas 
á  dudas  en  la  práctica,  oue  antes  no  existian,  la  ley  moderna  no  ha  he- 
cho más  que  seguir  las  huellas  de  la  anterior  en  este  punto,  ^e  trató  de 
evitar  los  abusos  que  habia  introducido  la  jurisprudencia  antigua,  á  pro- 
testo de  la  oscuridad  é  incoherencia  de  nuestras  antipas  leyes,  que  ad- 
mitían antes  de  que  se  entablara  la  demanda  la  práctica  de  algunas  dili- 
fencias  necesarias,  sin  las  cuales  el  juicio  no  daría  el  resultado  que  se 
usca. 

El  art.  222  de  la  ley  anterior  señalaba  qué  diligencias  se  podían  prac- 
ticar para  preparar  el  juicio  ordinarío,  y  el  artículo  que  anotamos  ha  ve^ 
nido  á  disponer,  que  aquellas  diligencias  que  podían  practicarle  única- 
mente para  preparar  el  juicio  ordinario,  pueden  practicarse  también  para 
preparar  todos  los  juicios,  reforma  que  nos  parece  acertada,  pues  no  hay 
razón  que  esplique  por  qué  podian  prepararse  los  juicios  ordinaiios  de 
mayor  cuantía,  practicando  tales  y  cuales  diligencias,  y  no  pudieran  pre- 
pararse del  mismo  modo  los  demás  juicios. 

El  primer  número  de  este  artículo  es  el  mismo  exactamente  del  del  ar- 
tículo 222  de  la  antigua  ley,  cuya  disposición  se  consigna  en  la  ley  4*, 
título  40,  Partida  3*,  que  dice  «ciertas  preguntas  son  las  oue  puede  facer 
el  demandador,  sóbrela  cosa  que  quiere  mcer  su  demanaa  ante  que  el 
pleyto  se  comienza.  E  son  de  tal  natura,  que  si  el  demandador  non  las 
nciesse  en  aquel  tiempo,  é  otrosí  el  demandado  non  respondiere  á  ellas, 
que  non  podrian  después  yr  adelante  por  el  pleyto  ciertamente.» 

En  este  número  todas  las  preguntas  se  concretan  á  la  personalidad  del 
demandado.  La  ley  de  Partida  cita  como  ejemplos  los  siguientes:  si  se 
trata  de  incoar  una.demanda  contra  una  herencia,  se  le  puede  preguntar 
si  es  ó  no  heredero  de  los  bienes  del  finado,  y  en  qué  parte;  si  se  recla- 
man daños  causados  por  animales,  se  le  puede  exigir  que  diga  si  son 
suyos  y  están  en  su  poder;  si  se  temen  perjuicios  por  ruina  de  la  casa  con- 
tigua, puede  preguntarse  al  que  la  habite  si  es  suya  6  quién  es  su  dueño; 
si  se  trata  de  reclamar  á  un  nijo  de  familia  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación, puede  preguntarse  al  padre  si  son  ó  no  suyos  los  capitales  oue 
manejaba  aquél;  puede  ¡¡reguntarse  también  si  el  áemandado  tiene  edad 
para  comparecer  en  juicio,  y  por  último,  cuando  se  trate  de  demandar 
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una  cosa,  paede  preguntarse  ^1  demandado  si  es  ó  no  tenedor  de  ella. 

Todas  estas  preguntas,  que  como  hemos  dicho  sé  refieren  á  la  perso- 
nalidad del  demandado,  no  son  con  el  objeto  de  investigar  si  puede  ó  no 
ser  responsable  de  la  acción  que  se  entable,  sino  únicamente  para  conocer 
si  una  vez  interpuesta  la  demanda  reúne  las  condiciones  legales  para  que 
venga  obligado  á  comparecer  en  juicio.  La  ley  no  autoriza  preguntas  que 
se  refieran  al  fondo  de  la  cuestión  que  se  va  á  debatir;  han  de  ser  precisa- 
mente relativas  á  la  personalidad  del  demandado  para  que  sean  admisi- 
bles; y  de  tal  natura,  «que  si  el  demandador  non  la  ñciesse  en  aquel  tiem- 
po, é  otrosí  el  demandado  non  respondiese  á  ellas,  que  non  podriau  des- 
pués yr  adelante  por  el  pleyto  ciertamente,»  como  dice  la  ley  alíonsina^ 
ó  «sin  cuyo  conocimiento  no  paeda  entrarse  en  el  juicio,  según  la  nue- 
va ley.» 

£1  segundo  número  del  articuló  se  refiere  á  la  acción  ad  exhibendum, 
de  origen  romang,  é  importada  á  nuestro  derecho  por  la  ley  46,  tít.  2®» 
Partida  3^.  «Parecer  debe  enjuicio  (dice  la  ley)  la  cosa  mueble  que  deman- 
da un  ome  á  otro,  ca  muchas  veces  acaesceria  que  non  podria  ei  demanda- 
dor ciertamente  facer  su  demanda  sin  aduzir  pruebas  sobre  ella,  si  la  cosa 
que  demandase  non  fuesse  mostrada.  E  por  ende  decimos,  que  el  deman- 
dado es  tenudo  de  mostrar  aquella  cosa  quel  demandan  antel  judgador,  se- 
yendo  delante  aquel  que  faze  la  demanda,  ó  su  personero,  quierle  deman- 
de por  razón  que  es  suya,  ó  porque  fuera  empeñada,  ó  porque  tenia  otro 
derecho  señalado  en  ella.» 

Este  párrafo  segundo  tiene  dos  adiciones,  con  respecto  al  de  la  ley  an- 
terior. £s  la  primera,  la  palabra  ó  mixta,  con  referencia  á  la  acción  que 
trate  de  entablarse,  y  que  la  anterior  ley  sólo  decia  real,  y  adición  justa, 

Eorque  no  siempre  se  entablan  demandas  por  acción  real.  F  es  la  segunda, 
is  palabras  «contra  el  que  tenga  la  cosa  en  su  poder,»  con  referencia  á 
quien  se  ha  de  pedir  la  exhibición.  Esta  omisión  en  el  artículo  de  la  anti- 
gua ley  'la  hicieron  notar  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  pero  cierta- 
mente, aun  cuando  ese  miembro  no  se  encontraba  en  la  ley  anterior,  se 
comprendía,  sin  género  alguno  de  duda,  que  se  habría  de  hacer  así,  por  la 
sencillísima  razón  de  que  nadie  puede  exhibir  una  cosa  que  no  esté  ú,  su 
disposición. 

Según  la  ley,  sólo  puede  ser  objeto  de  la  acción  exhibitoria  la  cosa 
mueble;  y  en  verdad  que  la  de  la  cosa  inmueble  carecería  d*  objeto  en  este 
caso,  toda  vez  que  esa  accioa  tiende  á  evitar  que  la  cosa  demandada  se 
oculte,  y  esto  no  puede  hacerse  con  la  inmueble,  que  las  partes  pueden 
inspeccionar  cuando  quieran,  y  tomar  cuantos  datos  necesiten  para  en- 
tablar la  demanda  y  preparar  la  prueba  que  les  convenga. 

Se  ha  suscitado  la  duda  de  si  en  el  caso  de  que  el  tenedor  déla  cosa  se 
negase  á  exhibirla  ó  la  ocultase  ó  destruyese  para  hacer  ineficaz  la  acción, 
podría,  en  el  primer  caso  el  Juez  emplear  medios  para  la,  ejecución  de  su 
mandato,  y  en  el  segundo,  si  el  demandado  contraería  alguna  responsabi- 
lidad. 

La  antigua  ley  no  resolvía  nada  acerca  del  particular,  como  lo  resol- 
vieron las  Partidas;  pero  toda  vez  que  en  ella  se  concedía  una  acción  al 
demandante,  y  de  la  cual  nacía  una  obligación  en  el  demandado,  se  en- 
tendía que  no  podía  suponerse  que  quedara  ineficaz  el  precepto,  por  la 
sola  voluntad  del  demandado. 

Es  verdad  que  hoy  no  podria  aplicarse  extríctamente  el  precepto  de  la 
ley  20,  tít.  Sl°,  Partida  3^,  que  «si  el  demandado  á  quien  el  Juez  manda 
que  muestre  la  cosa,  fuere  tenedor  della,  é  seyendo  rebelde  non  la  quisiera 
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anostrar,  puede  el  Juez  mandar  al  merino,  6á  la  justicia  de  la  tierra,  ó  del 
logar,  que  gelatuelga,  é  que  la  faga  parescer  en  juyzio;»  porque  no  exis- 
ten términos  hábiles  para  que  á  la  fuerza  se  arranque  la  cosa  del  poder  de 
^n  tenedor;  pero  como  los  preceptos  judiciales  han  de  obedecerse,  dentro 
^e  los  límites  de  las  leyes,  y  cuando  se  desobedecen,  el  Juez  está  facultado 

Í)ara  hacer  que  se  cumpla  su  mandato  por  los  medios  que  las  mismas  leyes 
e  facilitan;  en  caso  de  negarse,  sin  justa  causa,  el  demandante  puede  pe- 
<dir  y  el  Juez  deberá  acordar  todas  aquellas  medidas  de  apremio  que  reco- 
noce la  jurisprudencia,  y  á  costa  del  demandado,  y  si  no  fuera  bastante, 
exigirle  la  responsabilidad  á  que  por  su  mala  fé  y  desobediencia  se  hace 
acreedor. 

La  nueva  ley  ha  resuelto  la  cuestión  afiaisponer  en  su  art.  501,  que  el 
que  se  niegue  sin  justa  causa  á  la  exhibición  de.  que  tratan  los  casos  del 
artículo  que  anotamos,  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
originen  al  actor,  el  cual  podrá  reclamarlos  juntamente,  con  la  demanda 
principal.  El  ¡Hrecepto  es  tan  terminante  como  justo. 

El  tercer  número  del  artículo  está  también  tomado  del  que  ocupa  el 
-mismo  lugar  en  el  art.  222  de  la  anterior  ley,  adicionado  únicamente  con 
las  palabras  <(ó  memoria  testamentaria  del  causante  de  la  herencia  ó  le- 
gado.» Esta  omisión  en  la  antigua  ley,  no  ofreció  duda  alguna;  porque 
-nadie  podia  dudar  que  las  disposiciones  testamentarias  á  que  se  refiere  la 
ley  habian  de  ser  las  del  causante  de  la  herencia,  pues  pedir  la  exhi- 
rhicion  de  otra  disposición  testamentaria,  hubiera  sido  hasta  una  ri- 
diculez. Así  se  deduce  también  del  contexto  de  la  ley  47,  tít.  22,  Parti- 
da 3^  que  dice:  «Carta  de  testamento  ó  de  otra  manda,  que  alguno  tuviere 
jú  le  fuere  en  juyzio  demandado  que  la  muestra  razonando  el  demandador 
que  él  era  y  escripto  por  heredero,  ó  que  le  era  dexada'alguna  manda  en 
^lia,  tenudo  es  el  demandado  de  gela  mostrar.  Otrosí  quando  fuessen 
muchos  los  herederos,  é  el  uno  de  ellos  toviese  todas  las  cartas,  ó  el  tes- 
tamento, que  perteneciese  á  la  heredad,  que  si  alguno  de  sus  coherederos 
-le  pidiese  que  gelas  mostrase  por  querer  averi^ar  al^na  cosa  con  ellas, 
en  cualquier  de  estas  razones,  ó  en  otras  semejantes  aellas,  son  tenudos 
los  demandados  de  mostrar  el  testamento,  ó  la  carta,  á  los  demandadores 
-que  lo  demandan,  si  la  tuvieran.» 

La  acción  exhibitoria  que  autoriza  este  número,  se  refiere  ó  se  di- 
rige contra  las  personas  que  tengan  en  su  poder  el  testamento,  codicilo  ó 
memoria  testamentaria  original,  no  contra  el  que  posea  un  testimonio,  ó 
copia  que  haya  sacado  á  su  costa,  puesto  que  si  el  heredero  ó  legatario 
^esea  tener  otro,  puede  pedirlo  al  que  tenga  el  original. 

La  adición  referente  á  las  memorias  testamentarias,  ha  sido  conve- 
niente, por  más  que  aun  cuando  la  antigua  ley  no  lo  consignaba,  así  se 
ha  venido  entenoiendo  y  comprendiéndolas  en  la  disposición  de  la  ley. 

Como  las  disposiciones  testamentarias  se  hacen  por  lo  general  en  es- 
critura pública,  que  queda  protocolizada  en  la  escribanía,  cuando  se  pida 
la  exhibición  de  estos  documentos,  el  Juez  la  decretará,  pero  entendién- 
dose que  la  exhibición  ha  de  hacerse  en  la  misma  Notaría,  ó  en  el  archi- 
vo de  protocolos  donde  radique,  pues  está  prohibido  sacar  éstos  del  local 
■donde  se  hallen. 

En  el'caso  de  este  número,  si  el  demandado  se  negare  á  hacer  la  ex- 
hibición, estará  sujeto  á  la  responsabilidad  que  determinará  el  art.  501; 
y  si  para  hacer  ilusoria  la  acción  oculta  ó  destruye  el  documento  que  tu- 
viere en  su  poder,  habrá  lugar  á  perseguirle  criminalme?ite  con  arreglo 
^  Código  penal. 
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El  núm.  4®  del  articulo,  66  exactamente  el  mismo  del  art.  2^2  de  1» 
ley  anterior. 

Verificado  y  consumado  un  contrato  de  compra-venta,  entre  el  com^ 
prador  y  vendedor,  queda,  por  razón  de  la  cosa  vendida,  una  relación  de 
mtereses,  y  tienen  mutuamente  derechos  para  reclamarse  los  títulos  ó  do^ 
4}umentos  que  necesiten  para  combatir  las  pretensiones  del  que  trate  de 
perturbar  al  comprador  en  la  propiedad  ó  posesión  de  la  cosa  ccmiprada. 

Pero  según  el  espíritu,  y  la  letra  de  este  número,  la  acción  no  es  igual 
en  todos  los  casos  para  el  comprador  y  vendedor. 

Al  comprador  le  corresponde  la  acción  exhibitoña  en  todo  caso,  aun 
cuando  el  vendedor  no  se  hulera  obligado  á  la  eviccion,  y  al  vendedor 
sólo  en  el  caso  de  haberse  obfllado  á  la  eviccion.  La  razón  de  diferencia 
está  en  que  el  comprador,  como  primer  interesado  en  conservar  la  cesa 
que  compró,  y  Único  cuando  no  existe  la  eviccion,  debe  procurarse  todos 
los  medios  que  necesite  para  combatir  las  pretensiones  contrarias,  y  si 
éstos  están  en  poder  del  vendedor  debe  exhibirlos,  ya  porque  ningún 
perjuicio  sufre  en  ellos,  ya  también  porque  debió  haberlos  entregado 
cuando  otorgó  la  venta;  mientras  que  el  vendedor  sólo  en  el  caso  de  evk>- 
cion  es  cuando  debe  salir  á  la  defensa  de  la  cosa  vendida.  £s  decir,  que 
las  palalM'as  «en  el  caso  de  eviccion»,  se  refieren  sólo  al  vendedor. 

Esta  es  la  doctrina  de  la  antes  citada  ley  de  Partida,  que  dice:  «Tenu- 
do  es  el  vendedor  al  comprador  de  mostrarle  las  cartas,  é  el  recaudo, 
que  tiene  de  aquella  cosa  que  vendió,  porque  él  se  jfmeda  amparar  de 
aquellos  que  gela  demandan,  ó  porque  puede  probar,  si  acaesciere  algu- 
na dubda,  en  razón  de  los  términos,  é  de  los  mojones  della.  Otro  tal  debe 
facer  cuando  un  orne  fuere  obligado  á  otro  por  carta  de  facerle  alguna 
cosa  sana.» 

Lo  dicho  en  el  número  anterior,  en  cuanto  á  los  apremios  y  responsa- 
bilidad criminal,  es  aplicable  á  éste. 

£1  párrafo  ó  número  quinto  y  último  de  este  artículo  está  también  to- 
mado del  artículo  de  la  antigua  ley,  pero  con  una  adición  á  su  final  im- 
portante, de  oue  después  nos  ocuparemos. 

La  razón  de  este  número  es  la  misma  que  apoya  la  disposición  de  los 
dos  anteriores.  Como  los  documentos  de  una  sociedad  cualquiera  intere- 
san á  todos  los  socios,  todos,  en  caso  de  un  litigio,  ti^en  un  derecho  in- 
cuestionable á  que  sean  presentados  por  la  persona  oue  los  tenga,  para 
con  ellos  preparar  su  defensa  y  sostener  la  acción  que  les  competa.  Así  lo 
consigna  la  ley  47,  tít.  S®,  Partida  3^.  «Esso  mismo  sería  cuando  alguno 
de  los  compañeros  toviese  cartas  de  las  cuentas  que  fuessen  comunales  de 
todos.»  Siendo  también  aplicables  á  este  número,  caso  de  negativa,  ocul- 
tación ó  destrucción  de  esos  documentos,  lo  dicho  sobre  apremios  y  res- 
ponsabilidad penal. 

La  adición  que  la  nueva  lev  ha  hecho  á  este  número,  con  relación  á 
la  anterior,  consiste  en  las  palabras  finales  aen  los  casos  en  que  proceda 
co.n  arreglo  á  derecho,»  y  adición  que  merece  párrafo  aparte.  » 

Dice  la  nueva  ley  que  la  exhibición  de  documentos  y  cjientas  de  la 
sociedad  ó  comunidad' sé  acuerde  tan  solamente  «en  los  casos  en  que  pro- 
ceda con  arreglo  á  derecho,»  cuando  en  la  ley  anterior  se  mandaba  únicas 
mente  que  el  sóeio  ó  comunero  tenía  derec^^á  j^edir  la  presentación  de 
los  documentos  y  cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad  al  socio  ó  eoiMÜíe- 
ño  que  los  tuviese  en  su  noder;  y  como  en  el  pteafo  silente  mandaba 
que  el  Juez  accediera  á  la  pretenúon  cuando  estimare  justa  la  causa  en' 
que  se  fundaba  la  petición,  rechazándola  de  oficio  en  los  dem^  casos^  con 
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lo  cual  venia  á  disponerse  lo  mismo  que  ahora,  habrá  quien  piense,  y  con 
razón,  que  algo  ha  ouerido  innovar  el  legislador  al  variar  la  forma  del 
mandato,  y  es  posible  que  esta  observación  prpduzca  fundadas  dudas  en 
el  foro. 

La  primera  idea  que  se  forma  al  leer  la  adición  de  la  nueva  ley,  con-- 
siste  en  saber  qué  cuentas  podrán  existir  en  una  sociedad  ó  comunidad 
que  los  socios  ó  comuneros  no  tengan  derecho  á  que  se  les  exhiba,  por- 
que  el  precepto  de  la  ley,  tal  como  se  ha  redactado  ahora,  revela  que  nay 
cuentas  en  una  sociedad  ó  comunidad  de  las  que  tienen  derecho  á  ente- 
rarse los  socios  ó  comuneros  y  otras  de  las  que  no  tienen  derecho  ó  en- 
terarse; sin  embargo,  no  es  eso  lo  que  suitfiemos  ha  querido  decir  la  ley,, 
porque  si  bien  el  socio  ó  comunero  tiene  Iwecho  á  enterarse  de  los  docu- 
mentos y  cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad,  ese  derecho  no  puede  eier- 
'  dtarse  siempre  por  la  vía  legal;  se  necesita  que  sea  para  preparar  un  liti- 
gio, de  modo  que  cuando  ese  Uti^o  no  pue  a  existir,  no  procederá  acor- 
dar la  exhibición:  Durante  la  sociedad  conyugal,  ¿tendrá  derecho  la  mu- 
jer á  pedir  al  marido  la  exhibición  de  los  documentos  y  cuentas  de  la  so- 
ciedad conyugal  para  saber  si  existen  ó  no  gananciales?  Ese  es  uno  de 
ios  casos  en  que  debe  negarse  la  exhibición,  porque  ese  litigio  no  puede 
promoverse  durante  la  expresada  sociedad.  A  eso  es,  pues,  á  lo  que  se  re- 
ñere  el  mandato  del  legislador;  no  á  negar  que  pueda  haber  documentps 
ó  cuentas  en  la  sociedad  que  no  interesan  á  los  socios;  y  este  mismo  con- 
cepto estaba  explicado  por  la  ley  anterior,  sin  dar  lugar  á  las  dadas  que 
puede  ofrecer  el  artículo  anotado,  si  no  se  fija  su  sentido  en  esa  forma. 

No  se  crea  que  con  esa  interpretación  habrán  desaparecido  las  dudas 
^6  puedan  ofrecerse,  porque  nada  sería  más  erróneo:  un  demandante  in- 
tenta una  acción,  á  todas  luces  improcedente,  y  sin  embargo  el  Juez  no 
puede  rechazarla  de  oficio,  siempre  que  su  forma  sea  legal;  y  si  en  ese 
caso  se  niega  la  exhibición  de  un  documento  en  que  fundar  esa  demanda 
improcedente;  podrá  equivaler  á  repeler  de  oficio  una  demanda  formula- 
da con  arreglo  á  la  ley,  lo  que  sería  ilegal. 

£1  pensamiento  del  legislador  no  ha  sido  ese,  y  no  ofrecerla  dudas  en 
la  práclica,  si  hubiera  acertado  á  manifestarle  con  precisión.  Terminada 
la  sociedad,  ó  comunidad,  los  socios  y  comuneros  tienen  derecho  á  pedir 
la  exhibición  de  las  cuentas  y  documentos  pertenecientes  á  la  sociedad  ó 
comunidad,  y  durante  éstas,  tan  sólo  en  el  caso  de  que  el  socio  tuviera 
derecho  al  reintegro  del  todo  ó  parte  del  capital,  los  intereses  ó  ganan- 
cias, ó  cuando  tuviera  acción  á  saner  si  existían  pérdidas.  Si  fija  la  juris- 
prudencia en  ese  sentido  la  ley,  podrán  evitarse  verdaderas  dudas  en 
el  foro. 

El  párrafo  que  sigue  á  los  cinco  números  de  este  artículo  está  también 
tomado  de  la  ley  anterior,  que  se  puso  en  ella  para  cortar  los  abusos  de 
los  litigantes,  que  prevalidos  de  la  oscuridad  de  nuestras  leyes,  se  creian 
autorizados  para  deducir  toda  clase  de  pretensiones  por  la  vía  de  diligen- 
cias previas  al  juicio,  con  grave  perjuicio  de  la  justicia.  El  párrafo,  pues, 
de  la  ley  es  terminante  y  su  precepto  absoluto.  En  primer  lugar,  la  pre- 
tensión que  se  deduzca  ha  de  estar  conpprendida  en  alguno  de  los  cinco  ca- 
sos del  artículo,  únicos  admisibles;  y  en  segundo,  no  basta  que  esté  incluida 
en  uno  de  ellos,  sino  que  además  es  necesario  que  el  Juez  estime  justa  la 
£ausa  en  que  se  funda.  No  reuniendo  estos  dos  requisitos,  toda  pretensión 
que  se  haga  al  efecto  de  preparar  el  juicio,  el  Juez  la  rechazará  de  oficio; 
'  «s  decir,  sin  petición  ni  audiencia  de  parte,  salvo  la  excepción  consignada 
^n  el  art.  50Ji  de  que  después  nos  ocuparemos. 
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La  ley  deja,  pues,  al  prudente  arbitrio  judicial  la  apreciación  de  la  jus- 
ticia y  procedencia  de  su  petición.  Si  con  sólo  la  pretensión  no  se  creyere 
bastante  instruido  para  admitirla  ó  rechazarla,  podrá  disponer  que  el  de- 
mandante practique  algunas  justificaciones,  á  nn  de  conocer  si  está  ó  no 
fundada  la  solicitud,  y  fallar  en  su  consecuencia  con  la  facultad  discre- 
cional que  la  ley  le  otorga. 

Téngase  presente  que  las  disposiciones  de  este  artículo  se  refieren  sólo 
á  la  preparación  del  juicio,  sin  que  por  ello  y  á  pesar  de  que  la  ley  habla 
de  todo  juicio,  se  entienda  cohibida  la  facultad  de  las  partes  para  prepa- 
rar la  via  ejecutiva,  por  medio  de  la  confesión  judicial  y  reconocimiento 
de  la  firma  de  un  documento  uávado,  diligencias  previas  autorizadas  por 
los  artículos  U3i  y  4432  de  Bey,  y  que  pueden  también  pedirse  dili- 
gencias que  no  estén  comprendidas  en  los  cinco  casos  del  artículo,  no 
como  preparatorias  del  juicio,  sino  para  garantizar  su  resultado,  tales  co- 
mo el  embargo  preventivo  de  bienes  del  demandado. 

Por  último,  este  artículo  de  la  nueva  ley  ha  venido  en  su  párrafo  últi- 
mo á  llenar  un  hueco  en  la  antigua.  Esto  es,  disponiendo  que  la  pro- 
videncia denegando  la  pretensión  será  apelable  en  ambos  efectos.  Así  se 
entendió  después  de  la  ley  de  4855,  aun  cuando  esta  no  lo  decia;  porque 
teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  de  esta  providencia,  que  esinterlocuto- 
ria  de  las  que  causan  estado  é  infieren  un  perjuicio  irreparable ,«e  entendía 
que  estaba  comprendida  en  la  regla  general  y  que  podia  pedirse  de  ella 
reposición  dentro  de  tercero  dia,  y  apelarse  en  un  término  igual.  El  pár- 
rafo de  la  nueva  ley  no  dice  nada  del  recurso  de  reposición,  ni  fija  el  tér- 
mino dentro  del  cual  habrá  de  ejecutarse.  Pero  como  en  el  art.  377  ha 
dicho  la  ley  que  contra  las  providencias(excepcion  de  las  de  mera  trami- 
tación), y  autos  que  dicten  los  Jueces  de  primera  instancia,  podrá  pedirse 
reposición  dentro  de  cinco  dias;  y  en  el  380,  que  contra  el  auto  resoluto- 
rio del  recurso  de  reposición  de  esas  providencias  y  autos,  podrá  apelarse 
dentro  de  tereero  dia,  parece  resuelta  la  cuestión  en  sentido  favorable 
á  la  admisión  de  ambos  recursos.  Sin  embargo,  para  evitar  perjuicios^ 
bueno  será  que  en  el  escrito  pidiendo  la  reposición,  se  interponga  subsi- 
diariamente la  apelación,  para  el  caso  de  no  estimarse  el  primero* 

Art.  498.  Eu  el  caso  primero  del  artículo  anterior  se 
procederá  en  la  forma  prevenida  para  la  confesión  en  juicio; 
hasta  obtener  en  su  caso  la  declaración  de  confeso. 

Este  artículo,  sin  precedentes  en  la  antigua  ley,  á  la  ,vez  que  se  refiere 
al  caso  4^  del  anterior,  está  enlazado  con  las  disposiciones  de  la  sección 
5^.  capítulo  %^  de  estetíxulo  y  libro  (artículos  579  y  siguientes),  con  ar- 
reglo á  las  cuales  habrá  de  procederse  para  obtener  la  declaración,  jurada 
acerca  de  la  personalidad  del  demandado.  El  que  solicite  la  declaración 
podrá  pedir,  y  así  se  acordará,  que  se  preste  bajo  juramento  decisorio  ó 
indecisorio,  haciendo  en  el  primer  caso  prueba  plena,  y  en  el  segundo  sólo 
perjudicará  al  confesante;  la  petición  se  hará  por  escrito,  con  claridad  y 
precisión  y  en  sentido  afirmativo,  concretándose  á  hechos  objeto  de  la 
5emanda;  el  Juez  señalará  dia  y  hora  para  llevar  á  efecto  la  declaración, 
citándose  el  que  haya  de  ser  interrogado  con  un  dia  de  anticipación  por 
lo  menos,  volviéndosele  á  citar  si  no  compareciere,  bajo  apercibimiento 
de  tenerle  por  confeso  si  no  se  presentare ;  el  declarante  responderá  por  sl^ 
mismo  de  palabra,  á  presencia  de  la  parte  contraria  y  de  su  Letrado  sL* 
asistiere,  permitiéndosele  consultar  notas  ó  apuntes  que  no  sean  la  resr- 


Digitized  by 


Google 


LIBRO  II  — TÍTULO    II — ARTÍCULO  498  363 

puesta  misma;  las  contestaciones  habrán  de  ser  afirmativas  ó  negativas; 
se  le  apercibirá  en  el  acto  por  el  Juez  de  tenerle  por  confeso  si  se  negare 
á  declarar. 

Véanse  la  sección  y  artículos  citados  sobre  la  confesión  en  juicio. 

Art.  499.  En  el  caso  2""  del  art.  497,  si  exhibida  la  cosa 
mueble,  el  actor  manifestare  ser  la  misma  que  se  propone  de- 
mandar, se  reseñará  en  los  autos  por  diligencia  del  actuario,  y 
«e  dejará  en  poder  del  exhibente,  previniéndole  que  la  coa- 
serve  en  el  mismo  estado  hasta  la  resolución  del  pleito. 

También  podrá  decretarse,  á  iosttincia  del  actor,  el  depó- 
sito de  dicha  cosa  mueble,  si  concurrieren  los  requisitos  exigi- 
dos por  el  art.  1400  para  que  pueda  decretarse  el  embargo 
preventivo.  Este  depósito  será  de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo 
pidiere,  y  de  derecho  quedará  sin  efecto,  con  indennfnizacion 
de  perjuicios,  si  aquél  no  entablare  su  demanda  dentro  de 
los  30  dias  siguientes. 

Quedará  igualmente  sin  efecto  la  prevención  ordenada  ea 
ol  párrafo  primero  de  este  artículo,  si  no  se  interpusiere  la  de- 
manda dentro  de  dicho  término. 

También  es  nuevo  este  artículo  en  la  moderna  ley,  y  está  relacionado 
<?on  el  caso  2**  del  497  sobre  exhibición  de  la  cosa  mueble.  Según  este 
artículo,  si  exhibida,  el  actor  manifestase  serla  misma  que  se  propone  de- 
mandar, se  reseñará  en  los  autos  por  diligencia  del  actuario  y  se  dejará  en 
poder  del  exhibente,  previniéndole  que  la  conserve  en  el  mismo  estado 
hasta  la  resolución  del  pleito.  Pero  como  no  siempre  los  que  litigan  lo 
hacen  de  buena  fé,  y  en  este  caso  la  desaparición,  destrucción  ó  modi- 
ñcacion  de  la  cosa  onjeto  de  la  demanda  pudiera  hacer  ineficaz  la  acción 
del  demandante,  nada  más  justo  y  conveniente  que  la  ley  autorice  á  éste 
para  pedir  el  depósito  de  dicha  cosa,  si  concurrieren  los  requisitos  exigi- 
dos en  el  artículo  4400  para  que  pueda  decretarse  el  de  los  embargos  pre- 
ventivos, que  son  la  presentación  del  documento  en  que  resulte  la  exis- 
tencia de  la  deuda,  que  el  deudor  contra  quien  se  pida  sea  extranjero  na 
naturalizado  en  españa,  que  aunque  español  ó  naturalizado  no  tenga  do- 
miciho  conocido  ó  bienes  raíces,  ó  un  establecimiento  agrícola,  industrial 
ó  mercantil  en  el  lugar  donde  correspond#demandarle,  que  aun  teniendo 
esas  circunstancias  haya  desaparecido  de  su  domicilio  ó  establecimiento 
sin  dejar  persona  alguna  al  frente  de  él,  ó  que  ésta  ignore  su  residencia,' 
ó  que  se  oculte,  ó  en  fin,  que  exista  motivo  racional  para  creer  que  ocul- 
tará ó  malbaratará  sus  bienes  en  daño  de  sus  acreedores. 

Pero  como  todas  esas  circunstancias  no  son  más  que  sospechas,  y  esto 
no  basta  pigra  condenarle  y  producirle  gastos  y  despojarle,  siquierasea  por 
el  momento,  de  la  cosa,  la  ley  en  este  caso  de  depósito  ha  prescrito,  y  con 
razón  sobrada,  que  el  depósito  sea  de  cuenta  y  nesgo  del  que  lo  pidiere, 
y  de  derecho  quedará  sin  efecto,  con  indemnización  de  perjuicios,  si  no  en~ 
tabla  la  demanda  dentro  de  los  30  dias  siguientes.  Y  quedará  también  se- 
gún el  párrafo  2^  de  este  artículo  sin  efecto  la  prevención  ordenada  en  el 
primero,  si  no  se  interpusiere  la  demanda  dentro  de  dicho  término;  pres- 
cripciones justísimas,  pues  si  la  ley  ha  tratado  de  prevenirse  contra  la 
mala  fé  de  un  demandado,  debe  también  prevenirse  contra  la  de  im  dft- 
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mandante,  que  pudiera  tener  en  suspenso  la  posesión  ó  oropiedad  de  la 
cosa  del  que  la  poseía  é  inciertos  los  derechos  de  éste  á  ella. 

Art.  500.  En  el  caso  3"*  del  art.  497,  no  estará  obligado  á. 
la  exhibición  del  documento,  el  que  designe  en  el  acto  de  ser 
requerido  el  protocolo  ó  archivo  donde  se  halle  el  original. 

Este  artículo  ha  venido  á  resolver  una  duda  que  ofrecía  la  ley  anterior 
de  Enjuiciamiento  civil,  pero  la  hS  resuelto  en  contra  de  la  jurispruden- 
cia que  más  generalmente  se  habia  establecido.  El  niim.  3**  del  art.  497 
de  esta  ley,  como  el  núm.  3**  del  art.  222  de  la  ley  anterior,  conceden  al 
que  se  crea  con  derecho  á  una  herencia  pedir  la  exhibición  de  la  disposi- 
ción testamentaria  de  que  dimana  su  derecho ;  pero  se  entendia  que  ese 
derecho  era  para  pedir  la  exhibición  del  documento  original,  y  no  los 
traslados  ó  testimonios,  porque  estos  se  reputan  como  una  propiedad  ex- 
clusiva del  que  los  posee. 

Pues  bien;  el  artículo  que  anotamos  ha  venido  á  resolver  esa  duda 
contra  la  práctica  más  generalmente  establecida,  é  impone  al  que  posee 
el  documento  original  la  obligación  de  exhibirte,  y  al  que  posee  un  tras- 
lado ó  testimonio,  la  misma  obligación,  sólo  que  en  este  caso  puede  exi- 
mirse de  ella  designando  en  el  acto  de  ser  requerido  d  protocmo  ó  archi- 
vo donde  se  halle  el  original.  De  modo  que  el  poseedor  del  traslado  ó  tes- 
timonio queda  exento  de  la  obligación  de  exhibir  el  documento,  con  sólo 
manifestar  el  archivo  donde  se  encuentre.  Y  si  designa  en  tal  caso  el  ar- 
chivo de  protocolos  de  un  juzgado,  sin  designar  el  año  ni  el  Nótano 
que  le  autorizó,  no  serán  pocas  las  dificultades  que  en  casos  dados  se  pre- 
senten para  encontrarle,  porque  entiéndase  que  la  obligación  de  designar 
el  protocolo  ó  archivo  es  disyuntivo,  y  por  consiguiente  cumplirá  el  re- 
querido con  manifestar  lo  uno  ó  lo  otro.  .j     i 

Nada  dispone  tampoco  la  ley  para  el  caso  en  que  haya  desaparecido  el 
protocolo  ó  el  archivo,  ni  para  el  caso  en  que  no  se  encuentre  el  docu- 
mento en  el  protocolo  ó  archivo  que  se  hayan  designado.  Por  consiguien- 
te, como  las  obligaciones  no  se  presumen,  cumplido  por  el  demandado 
lo  que  la  ley  le  impone,  no  existe  ya  derecho  fen  el  demandante  para  pe- 
dir otra  cosa,  por  más  que  no  se  encuentre  el  documento  que  se  desea 
adquirir,  y  por  más  que  no  se  cumpla  el  objeto  que  la  ley  se  ha  propuesto 
en  este  artículo.  Ya  que  se  ha  entrado  en  el  camino  de  imponer  una  obli- 
gación al  dueño  de  un  documento  cuando  le  ha  adquirido  sin  ese  gra- 
vamen, debia  haberse  llevado  ese  mandato  algo  más  adelante  y  deducir 
todas  las  consecuencias  del  principio  que  se  habia  adoptado,  pues  de  otro 
modo  puede  resultar  letra  muerta  lo  que  se  dispone  en  este  artículo,  res- 
pecto á  la  exhibición  de  las  copias  ó  testimonios,  y  disponer,  además  de 
10  que  se  ha  mandado,  que  cuando  el  archivo  ó  protocolo  designado  por 
el  demandado  hubiera  desaparecido,  la  persona  que  tuviese  en  su  poder 
un  testimonio  ó  traslado  del  documento  que  interesaba  adquirir  debena 
exhibirle,  así  como  cuando  no  se  encontrara  en  el  archivo  ó  protocolo  que 
se  hubiese  designado,  para  evitar  con  ello  los  perjuicios  que  pudieran  so- 
brevenir á  un  tercero  por  la  mala  voluntad  de  la  persona  en  cuyo  poder 
se  encontrare  el  documento, 

Art.  501.  El  que  se  niegue,  sin  justa  causa,  á  la  exhibid 
cion  de  que  tratan  los  casos  2*,  3**,  4"*  y  5°  del  art.  497,  será 
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responsable  de  los  daños  y  pei^juicios  que  se  originen  al  actor^ 
el  cual  podrá  reclamarlos  juntamente  con  la  demanda  prin- 
cipal. 

Si  el  requerido  se  opusiere  á  la  exhibición,  se  sustanciará  y 
decidirá  su  oposición  por  los  trámites  establecidos  para  los  in- 
cidentes. 

Ya  hemos  dicho  que  este  artículo  ha  resuelto  la  duda  que  producía  el 
silencio  de  la  antigua  ley,  de  si  en  el  caso  de  que  el  tenedor  de  la  cosa  se 
negase  á  exhibirla  ó  la  ocultare  ó  destruyere  podría  el  Juez  emplear  me- 
dios legales  para  el  cumplimiento  de  su  mandato,  y  si  el  demandado  con- 
trajera alguna  responsabilidad. 

Este  artículo,  que  no  solamente  se  refiere  al  caso  de  la  exhibición  de 
la  cosa  mueble,  sino  también  al  del  testamento  ó  disposición  testamenta- 
ria, al  de  ios  títulos  y  documentos  relativos  á  la  cosa  vendida  y  á  los  do- 
cumentos y  cuentas  de  la  sociedad,  dicef  terminantemente  que  el  que  se 
nie^e,  sin  justa  causa,  á  la  exhibición,  será  responsable  de  ios  daños  y 
perjuicios  que  se  originen  al  actor,  el  cual  podrá  reclamarlos  juntamente 
con  la  demanda  principal. 

El  segiUdo  párrafo  de  este  artículo,  ya  no  trata  de  la  negativa  del  re- 

Suerido  á  la  exhibición,  sino  de  su  oposición  á  ella,  por  creer,  aun  cusui- 
0  la  ley  no  lo  dice,  que  no  tiene  obligación  de  hacerla;  y  para  este  caso 
de  oposición  fundada,  la  ley  ha  marcado  que  esta  oposición  se  decida  por 
los  trámites  establecidos,  para  los  incidentes.  (Véanse  los  artículos  741  y 
siguientes.)  » 

Art.  502.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  art.  .497,  no 
podrá  el  que  pretenda  demandar,  pedir  posiciones,  informa- 
ciones de  testigos  ni  ninguna  otra  diligencia  de  prueba,  salvo 
cuando  por  edad  avanzada  de  algún  testigo,  peligro  inminen- 
te de  su  vida,  proximidad  de  una  ausencia  á  punto  con  el  cual 
sean  difíciles  ó  tardías  las  comunicaciones,  ú  otro  motivo  po- 
deroso, pueda  exponerse  el  actor  á  perder  su  derecho  por  falta 
de  justificación,  en  cuyo  caso  podrá  pedir,  y  el  Juez  decreta- 
rá, que  sea  examinado  el  testigo  <5  testigos  que  estén  en  las 
circunstancias  referidas,  verificán^se  su  examen  del  modo 
que  se  previene  en  los  artículos  respectivos  de  esta  ley. 

Estas  diligencias  se  unirán  á  los  autos  luego  que  se  pre- 
sente la  demanda.  (Ley  ant.^  art.2lí^,) 

Este  artículo  es  exactamente  el  mismo  que  ocupaba  el  núm.  S23  de  la 
ley  anterior. 

Consignado  en  el  penúltimo  párrafo  del  artículo  497,  que  la  petidon 
de  documentos  ó  diligencias  que  no  estén  comprendidas  en  los  cinco  ca- 
sos de  dicho  artículo,  el  Juez  la  rechazará  de  oficio,  parece  una  redun- 
dancia la  prohibición  contenida  al  principio  de  este  artículo,  que  no  es 
otra  cosa  que  una  reproducción  de  aquel  precepto,  aunque  en  otros  tér- 
minos. 

Tres  prohibiciones  consigna  expresamente  este  artículo  :  pedir  posi- 
ciones, informaciones  de  testigos  ti  otra  diligencia  de  prueba.  Y  como 


Digitized  by  VjOOQIC 


366  LEY    DE    ENJUICIAMIENTO   CIVIL 

Tiingona  dé  estas  diligencias  está  consignada  en  los  cinco  números  deP  ar- 
tículo 497,  de  aquí  que  las  prohibiciones  del  que  anotamos  estén  implíci- 
tamente prohibidas  en  aquel.' 

Y  lo  contrario  hubiera  sido  un  absurdo.  Preceptuadas  las  formas  de 
un  juicio  y  teniendo  cada  actuación  un  término  y  un  trámite  que  aquellas 
designan,  sería  además  de  ilógico,  injusto,  permitir  que  se  ^alterase  ese 
orden  establecido,  practicando  diligencias  de  prueba  antes  de  que  el  plei- 
to hubiera  comenzado,  antes  de  que  las  partes  hubiesen  comparecido  en 
juicio  presentando  la  una  su  demábday  la  otra  contestándola,  y  antes  de 
entsd)lada  la  lucha  ó  contienda  judicial. 

Incidentalmente  se  habla  en  este  artículo  de  posiciones  é  informacio- 
nes de  testigos;  y  como  estas  diligencias  ó  actuaciones  tienen  su  verda- 
dero lugar  en  otro  sitio  de  esta  ley,  al  llegar  á  él  daremos  la  definición 
de  ellas,  á  la  vez  que  expongamos  la  doctrina  que  á  las  mismas  se  refiere. 
Pero  sí  haremos  notar  aquí  la  razón  de  por  qué  se  prohibe  la  práctica  de 
esas  actuaciones  en  las  diligencias  preparatorias  para  entablar  una  de- 
manda. 

Según  el  precepto  del  artículo  579,  desde  que  se  recibe  el  nleilo  á 
prueba  hasta  la  citación  para  sentencia,  en  primera  instancia,  todo  liti- 
gante está  obligado  á  declarar,  bajo  juramento  (oue  son  precisamente  las 
posiciones),  cuando  así  lo  exigiere  el  contrario.  O  lo  que  es  lo  ihismoj  que 
no  hay  obligación  de  evacuar  esas  posiciones  antes  de  que  se  haya  contes- 
tado la  demanda,  y  en  su  consecuencia,  no  pueden  formularse  antes.  Y 
esta  doctrina  está  sancionada  en  la  ley  4^,  tít.  42,  Partida  3^,  al  decir  que 
«tales  preguntas  como  estas  se  pueden  facer  después  que  el  pleito  es  co- 
menzaao  por  demanda  é  por  respuesta,  é  non  ante.»  Doctrina  que  repro- 
dujeron las  leyes  recopiladas. 

No  sé  olvide,  sin  embargo,  que  estas  prescripciones  no  tienen  aplica- 
ción á  los  juicios  ejecutivos,  que  se  rijen  por  otras  distintas,  y  en  las  cua- 
les es  permitido  preparar  la  acción,  pidiendo  cotfesion  jurada  ó  recono- 
cimiento de  firmas. 

Respecto  alas  informaciones  dé  testigos,  su  prohibición  en  las  dili- 
gencias preparatorias,  también  la  consignó  la  ley  2*,  tít.  46,  Partida  3^^ 
diciendo  «los  testigos  no  deben  ser  antes  recibidos  quel  pleyto  sea  co- 
menzado por  demanda  é  por  respuesta;»  y  se  consigna  también  en  este 
artículo;  pero  se  entiende,  para  los  efectos  civiles,  no  para  los  criminales^ 
porque  los  Jueces  uq  pueden  negar  el  derecho  á  preparar  la  acción  cri- 
minal, por  medio  de  dicha  inf^nacion  de  testigos,  para  acreditar  el  hecha 
punible  y  su  autor,  y  la  parte,xuando  interponga  su  pretensión,  debe  ma- 
nifestar expresamente  que  quiere  preparar  la  acción  criminal. 

Pero  nuestras  leyes,  tanto  antiguas  como  modernas,  no  podian  olvi-  * 
dar  que  hay  casos  en  que  es  necesario  admitir  esas  diligencias,  ú  otras  de 
prueba,  aun  antes  de  que  hubiese  comenzado  el  pleito,  lo  mismo  respecto 
del  demandante  que  el  demandado,  y  que  se  apoyan  en  un  motivo  ae  re- 
conocida justicia,  porque  como  dice  la  ley  de  Partida  antes  citada,  «son 
de  tal  natura  que  si  ante  non  se  recibiessen,  podria  ser  que  perdería  el  de- 
mandador ó  el  demando  su  derecho.» 

El  primer  motivo  de  excepción  que  consignaba  la  anterior  ley  de  En- 
juiciamiento y  reproduce  la  actual  es  la  edad  avanzada  de  algún  testigo, 
que  la  de  Partida  expresaba  bajo  la  fórmula  de  «cuando  los  testigos  fues- 
áen  viejos.»  Ni  una  ni  otras  leyes  determinan  la  edad  que  debe  fijarse, 
dejándose  esto  al  prudente  arbitrío  del  Juez,  que  habrá  de  atender  para 
«lio,  al  par  que  á  la  edad,  á  la  naturaleza  del  testigo,  á  su  salud,  acha- 
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tfues  ú  otras  consideraciones  que  hagan  temer  con  fandamento  por  sa 
existencia. 

El  peligro  inminente  de  vida,  es  el  segundo  caso  en  que  por  excepción 

fiuede  pedirse  la  información  de  testigos.  Pero  no  basta  que  «xista  el  pe> 
igro  ordinario  de  morir,  sino  que  ha  de  ser  inminente,  esto  es,  probable 
ó  posible,  por  la  situación  en  que  los  testigos  se  encuentren,  como  «estar 
eníermos  de  manera  que  temiesen  que  se  morirían,  ante  que  dixessen  su 
testimonio,  ó  si  por  ventura  los  testigos  estuviesen  aparejados  para  ir  en 
hueste»,  según  dice  la  citada  ley  de  Kirtidas;  asi  como  cuando  una  po- 
blación esté  invadida  por  una  epidemia. 

Y  el  tercer  caso  se  refiere  á  la  proximidad  de  una  ausencia  ó  punto  con 
el  cual  sean  difíciles  ó  tardías  las  comunicaciones,  ó  como  decia  la  citada 
ley  alíonsina,  cuando  los  lestigos  «fuessen  en  romería,  ó  en  otro  lugar 
do  oviessen  á  facer  grand  tardanza,  de  guisa  que  fuesen  en  dubda  dé  su 
tomada.» 

La  única  innovación  que  en  este  punto  hizo  la  antigua  ley  de  Enjui- 
ciamieato,  y  copia  la  actual,  con  referencia  á  la  legislación  de  las  Parti- 
das, es  el  aditamento  «ú  otro  motivo  poderoso»  para  practicar  esas  infor- 
maciones. También  queda  esto  al  arbitrio  judicial.  La  razón  de  la  ley  es 
gue  las  partes  puedan  estar  expuestas  á  perder  su  derecho  por  falta  de 
justificación,  y  este  fundamento  es  al  que  han  de  atenerte  los  Jueces  para 
conceder  ó  denegar  las  informaciones  de  testigos  antes  de  empeñarse  la 
cuestión  ó  contienda  judicial. 

Téngase  en  cuenta  que  el  precepto  del  artículo,  en  cuanto  al  Juez,  es 
imperativo  y  absoluto.  Dice  que  el  actor  podrá  pedir  esas  informaciones 
justificadas  y  el  «Juez  decretará»,  no  que  «podrá  decretar,»  que  sea  exa- 
.  minado  el  testigo  ó  testigos.  Precepto  absoluto,  que  sólo  podrá  modifi- 
carse por  no  concurrir,  á  juicio  del  Juez,  los  requisitos  y  circunstancias 
qae  al  efecto  exige  la  ley.  Esta  apreciación  la  ha  de  hacer  sólo  el  Juez, 
sin  audiencia  de  la  parte  contraria.  No  así  el  examen  de  los  testigos,  que 
debe  hacerse,  previa  citación  contraria,  como  toda  diligencia  de  prueba, 
á  la  que  pertenecia  la  información  de  que  tratamos,  por  más  que  aquí,  y 
por  excepción,  no  esté  colocado  en  su  verdadero  sitio  y  lugar;  porque  en 
otro  caso,  esa  parte  no  podria  presenciar  el  juramento  de  los  testigos,  si 
su  examen  no  se  hiciera  con  su  citación. 

SECaON  TERCERA. 

DE  LA  PRESENTACIÓN  DE  DOCUMENTOS. 

Esta  sección  es  nueva  en  la  ley,  con  referencia  á  la  de  ISSS,  y  es  el 
dcsanollo  de  la  base  6*  de  la  ley  de  24  de  Junio,  que  disponía  ordenar  lo 
conveniente  para  que  las  partes  presenten  los  documentos  en  que  funden 
su  derecho,  bien  por  copia  simple,  bien  originales,  antes  de  que  el  pleito 
se  remita  á  prueba,  sin  perjuicio  de  que  en  el  primer  caso  lo  hagan  en 
forma  fehaciente  durante  el  término  probatorio,  y  que  la  prueba  se  limite 
á  los  hechos  impugnados  y  se  practique  toda  ella  con  publicidad  é  inter- 
vención de  los  litigantes,  fijando  un  plazo  improrogable  para  proponerla 
y  otro  para  practicarla,  y  que  con  todos  los  escritos  que  presenten  las  par- 
tes, acompañarán  copia  simple  en  papel  común,  firmada  por  los  litigantes 
ó  sus  representantes  en  el  pleito. 

Se  entiende  por  documento,  en  lenguaje  jurídico,  la  escritura  ó  instru- 
mento con  que  se  prueba  ó  confirma  alguna  cosa.  La  ley  4^,  tít.   IB 
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de  la  Partida  3^,  llamaba  escritura,  á  toda  clase  de  documentos,  diciend^^ 
que  «es  testimonio  de  las  cosas  pasadas,  é  averiguamiento  del  pleyto  so- 
bre que  es  fecha,  y  que  de  ella  nace  muy  grand  pro,»  y  en  el  proenmio  al 
mismo  título  y  Partida,  se  d^cia:  «tanto  bien  viene,  é  afirmar  lo  que  es  de 
nuevo  fecho,  é  muestra  carreras  pordó  le  enderezar,  lo  que  hade  ser.» 

Los  autores  antiguos  dividían  los  documentos  en  públicos,  auténiicos 
y  privados:  la  ley  de  £njuiciamiento  anterior  los  agrupó  en  documentos 
públicos  y  solemnes  y  documentos  primeados,  y  la  nueva  ley  ha  seguido 
esta  misma  división,  como  después  veremos  al  ocuparnos  de  cada  uno 
de  ellos. 

Art.  503.  A  toda  demanda  ó  contestación  deberá  acompa- 
ñarse necesariamente: 

F  El  poder  que  acredite  la  personalidad  del  procurador, 
siempre  que  éste  intervenga. 

2®  El  documento  ó  documetitos  que  acrediten  el  carácter  con 
que  el  litigante  se  presente  en  juicio,  en  el  caso  de  tener  re- 
presentación legal  de  alguna  persona  ó  corporación,  ó  cuando 
el  derecho  que  reclame  provenga  de  habérsele  otro  trasmitido 
por  herencia,  <$»por  cualquier  otro  títufo. 

3^  La  certificación  d^l  acto  de  conciliación,  ó  de  haberse  in- 
tentado sin  efecto,  en  los  casos  en  que  es  requisito  indispensa- 
ble para  entrar  en  el  juicio. 

£ste  artículo  es  nuevo  en  este  lugar,  y  las  disposiciones  de  los  dos  pr^ 
meros,  ntimeros  más  bien  se  refieren  á  la  comparecencia  enjuicio,  que  á  la 
interposición  ó  contestación  de  la  demanda.  La  ley  ha  dicho  en  su  art.  3**, 
que  la  comparecencia  en  juicio  será  por  medio  de  Procurador  y  con  poder 
declarado  bastante,  el  cual  acompañará  precisamente  con  el  primer  escrito, 
al  que  no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque  contenga  la  protesta  de 

Presentarlo.  Si  el  primer  escrito  es  la  demanda,  y  el  demandante  no  ha  ^e- 
ido  diligencias  previas,  y  aun  cuando  las  haya  pedido,  no  ha  presentado 
el  poder,  puesto  que  el  núm.  6°  del  art.  4°,  le  exime  de  esa  obligación  en 
las  diligencias  preliminares  del  juicio,  claro  es  que  si  ha  de  cumplir  con  el 

S recepto  terminante  del  art.  3^,  ha  de  presentar  el  poder,  y  lo  mismo  el 
emandado  al  comparecer  contestando  á  la  demanda.  Y  la  prescripción  del 
núm.  2°,  también  está  ya  expuesta  en  el  art.  2°,  al  decir  cómo  se  ha  de 
comparecer  en  juicio,  y  quién  ha  de  hacerlo  por  los  que  no  tienen  capaci- 
dad legal  jpara  qIIo,  así  como  por  las  demás  corporaciones  y  entidades  jií- 
rídicas. 

Como  el  acto  de  conciliación  es  un  requisito  previo  y  necesario  paraf  la 
sustanciacion  de  algunos  juicios,  que  la  ley  determina,  el  precepto  éeX 
párrafo  3**  de  este  artículo  es  necesario,  porque  el  Juez  no  puede  saber  si 
ese  acto  ha  tenido  lu^,  ó  se  ha  intentado  por  lo  ménos^  si  no  se  presenta 
la  certifícaeion  del  mismo. 

Ya  ha  dicho  la  ley  en  «el  segundo  párrafo  del  art.  46S,  que  serán,  no 
obstante,  válidas  y  subsistentes  las  actuaciones  que  se  hayan  |Hfacticado 
sin  e&te  requisito,  salvo  la  responsabilidad  en  que  el  Juez  haya  mcurrído; 
pero  se  procederá  á  la  celebración  del  acto  en  cualquier  estado  del  pleito 
en  que  se  note  su  falta. 

.  Art.  604.  También  deberá  acompañarse  á  toda  demanda  <S 
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^contestación  el  documento  6  documentos  en  que  la  parte  inte- 
.rosada  funde  su  derecho. 

Si  no  los  tuviere  á  su  disposición,  designará  el  archivo  ó  lu- 
g^r  en  que  se  encuéntrenlos  originales. 

Se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposición  los  docu- 
mentos, y  deberá  acompañarlos  precisamente  é  la  demanda, 
siempre  que  existan  los  originales  en  un  protocolo  ó  archivo 
público  del  que  pueda  pedir  y  obtener  copias  fehacientes  de 
-ellos.  (Ley  ani,,  art.  225,  peír.  F.) 

Aunque  el  párrafo  1®  del  art.  223  de  la  antigua  ley  ha  servido  de  base 
paia  formar  el  de  la  nueva  que  comentamos,  son,  sin  embargo,  distintas 
sus  disposiciones.  En  primer  lugar,  aquel  artículo  se  referia  sólo,  al  actor 
y  á  la  demanda,  y  éste  se  refiere  á  la  demanda  y  á  la  contestación;  y  el 
artículo  de  la  nueva  ley  ha  puesto  por  vía  de  aclaración  un  párrafo  im- 
portante, cual  es  el  de  que,  se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposición 
•los  documentos,  y  deberá  acompañarlos  precisamente  á  la  demanda,  siem- 
pre que  existan  los  originales  en  un  protocolo  ó  archú»  público  del  que 
Sueda  pedir  y  obtener  copias  fehacientes  de  ellos,  párnR)  encaminado,  sin 
uda,  á  evitar  los  abusos  que  se  cometían  al  proponer  la  demanda,  sin 
presentar  los  documentos  en  que  se  apoyaba,  alegando  no  Ifallarse  en  po- 
der del  demandante. 

La  ley  1*,  tít.  3°,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  disponia  que 
\cl  actor  presentara  con  la  demanda  las  escrituras  en  (jue  la  apoyase,  y  el 
Reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  reprodujo  en 
la  regla  1*  de  su  art.  48  el  precepto,  que  la  anterior  ley  de  Enjuicia- 
miento y  la  moderna  han  ampliado  y  determinado. 

La  razón  de  este  precepto  está  en  que  no  seria  justo  tratar  de  sorpren- 
der al  demandado  con  una  petición  que  sólo  estuviera  apoyada  en  el  di- 
cho del  demandante,  para  reservarse  después  hacer  uso  de  esos  documen- 
tos en  un  tiempo  en  que  su  contrario  no  podria  ya  proporcionarse  armas 
para  combatirlos.  Y  si  la  lucha  ha  de  ser  igual,  el  precepto  de  la  nueva 
ley,  haciendo  extensiva  al  demandado  esa  presentación  en  la  contestación 
á  la  demanda,  es  plausible,  puesto  que  así  ambas  partes  van  á  la  prueba, 
que  es  donde  se  libra  el  veraadero  combate  judicial,  preparados  por  igual 
á  la  defensa. 

Esos  documentos  han  de  ser  precisamente  aquellos  en  que  las  partes 
funden  su  derecho;  no  los  que  puedan  tener  más  ó  menos  relación  con  el 

Sleito.  Así,  por  ejemplo,  el  título  .de  propiedad,  si  se  entabla  una  deman- 
a  de  dominio;  la  escritura  en  que  conste  la  obligación,  si  se  trata  del 
cumplimiento  de  ésta;  la  escritura  ó  documento  donde  conste  el  contrato, 
si  la  acción  entablada  se  dirige  al  cumplimiento  de  éste;  el  testamento  ó 
disposición  testamentaria  si  se  trata  de  la  petición  de  una  herencia,  etc. 

No  siempre  están  en  poder  de  las  partes  los  documentos  en  que  fun- 
den sus  acciones,  ni  les  es  dable  el  adquirirlos;  y  de  aquí  la  disposición 
del  párrafo  segundo  de  este  artículo  de,  (jue  si  no  los  tuviere  á  su  disposi- 
.  cior,  designe  el  archivo  ó  lugar  en  que  se  encuentren  los  originales.  Pero 
este  precepto,  un  tanto  vago  en  la  antigua  ley,  dio  motivo  á  los  litigan- 
tes de  mala  fé  para  suponer  que  bastaba  que  un  interesado  no  tuviere  en 
-  «u  poder  los  documentos  para  que  desde  luego  ere  vera  haber  cumplido 
ctcon  el  mandato  de  la  ley  designando  el  punto  donde  se  encontraran  los. 
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originales.  Explicando  los  Sres.  Manresa  y  Reus  las  palabras  de  la  ley,  dé- 
no  tener  los  demandantes  á  su  disposición  los  documentos,  entendieron 
que  podiendo  pedir  el  traslado  del  documento,  se  entendía  que  tenían  éste 
á  su  disposición;  y  con  efecto,  la  nueva  ley  por  su  último  párrafo  áélfor- 
tículo  que  anotamos,  ha  dado  igual  explicación  de  esas  palabras,  al  decir 
oue  se  entenderá  aue  el  actor  tiene  á  su  disposición  los  docunientos,  y 
aeberá  acompañarlos  precisamente  á  la  demanda,  siempre  que  existan  los 
originales  en  un  protocolo  ó  archivo  público  del  que  pueda  pedir  y  obte- 
ner copias  fehacientes  de  ellos. 

Cuando  los  documentos  en  que  se  funde  la  acción,  y  entiéndase  que  la 
ley  se  refiere  lo  mismo  á  los  públicoft  que  á  los  privados,  sean  de  los  qu.& 
no  están  á  su  disposición,  tal  como  la  ley  entiende  estas  palabras,  debe 
pedir  en  la  demanda  ó  contestación  por  medio  de  otrosíes  que  se  exhiban  ^ 
si  es  posible,  ó  se  saque  testimonio  de  ellos. 

Ahora  bien:  ¿deberán  presentarse  todos  los  documentos  que  justifi- 
quen el  derecho  de  la  parte  que  los  acompaña?  ¿Podrá  prescindirse  de  al- 
guno? Al  discutirse  la  ley  de  bases  de  21  de  Junio  de  1880,  un  señor  Se- 
nador, ocupándose  de  la  base  6^,  decia  «que  debía  contraerse  á  los  docu- 
mentos que  fueran  puestos  en  duda,  siendo  la  duda  fundada,  á  juicio  del 
Tribunal:  que  si  pb  documentos  no  se  han  puesto  en  duda,  por  qué  so- 
meterlos á  prueba:  que  muchas  veces  las  dudas  se  suscitan  por  mala  <é 
del  contrario^  ó  por  procurar  dilaciones  en  el  juicio,  y  que  debía  redactarse 
la  base,  en  el  sentido  de  oue  sólo  se  sometiesen  á  prueba  aquellos  docu- 
mentos que  ofreciesen  duda  ajuicio  del  Tribunal.»  A  lo  cual  contestó  un 
individuo  de  la  Comisión  «que  no  hay  materia  de  prueba  respecto  del  do- 
cumento que  no  se  impugna  ó  que  ha  sido  aceptado;  y  se  deja  al  arbitrio 
del  Juez  ei  conceder  ó  negar  esta  prueba:  que  como  la  pnteba  ha  de  recaer 
en  cláusulas  que  no  se  aceptan  por  una  de  las  partes,  parece  que  es  innece- 
saria la  aclaración  y  que  sería  peligroso  hacerla  en  los  términos  propuestos^ 
porque  exigiría  un  juicio  previo  del  Juez,  y  éste  sólo  debe  dar  su  fttllo  fi- 
nal: y  que  eso  debe  quedar  exclusivamente  al  arbitrio  de  los  litigantes,  para 
que  decidan  qué  prueba  es  necesaria:  porque  si  no  se  hiciere  así,  sería  dar 
lugar  á  frecuentes  recursos  de  casación  por  quebrantaipienlo  de  forma.» 

Téngase  presente,  además  que  por  el  art.  1 16  del  decreto  de  20  de  Marza 
de  1870,  que  fué  recordado  por  el  10  del  de  7  de  Febrero  de  1871  y  repro- 
ducido en  el  163  del  de  20  de  Mayo  de  1873,  para  celebrar  juicios  de  con- 
ciliación é  introducir  cualquier  demanda  ante  los  Tribunales  y  Juzgados, 
será  requisito  indispensable  en  el  demandante,  si  se  halla  sujeto  á  la  con- 
tribución industrial,  y  la  acción  oue  entable  tiene  relación  con  la  profe- 
sión, arte  ú  oficio  qile  ejerza,  justificar  por  medio  del  recibo  talonario  de 
la  recaudación,  ó  de  certificación  del  Jefe  económico  de  la  provincia,  qtie 
está  corriente  en  el  pago  de  la  cuota  que  se  le  haya  iinpuesto,  ó  que  ha 
obtenido  la  declaración  de  exención,  bajo  la  responsabilidad  persona!  de 
los  Jueces,  Secretarios  y  Escribanos  que  permitan  la  celebración  deljui- 
cío  de  conciliación,  ó  admitan  la  demanda,  sin  que  proceda  la  justincá- 
cion  indicada. 

También  es  indispensable,  según  el  núm.  4**  del  art.  2®  de  la  Instruc- 
ción de  21  de  Julio  de  1877,  !a  exhibición  de  la  cédula  personal  para 
ejercitar  acciones  ó  derechos  y  gestionar  bajo  cualquier  concepto,  ante 
los'Tribunales  y  Juzgados;  los  funcionarios  que  debiendo  éxigína,  no  la 
exijan,  serán  amonestados  pof  sus  Jefes,  y  aun  sufrir  si  se  revelase  mfiali- 
cia  ó  ya  hubieran  sido  amonestados,  una  multa  del  duplo  del  valor  de  !a . 
^dula  cuya  exhibición  dejasen  de  exigir. 
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Art.  505.  La  presentación  de  documentos  de  que  hrabla  él 
artículo  anterior,  cuando  sean  públicos,  podrá  hacerse  por  co- 
pia simple  si  el  interesado  manifestare  que  carece  de  otra  fe- 
haciente; pero  no  producirá  aquélla  uíngun  efecto  si,  durante 
el  término  de  prueba  no  se  llevare  á  los  autos  una  copia  del 
documento  con  los  requisitos  necesarios  para  que  hagafé  en 
juicio. 

La  disposición  de  este  artículo  responde  á  una  necesidad  del  momento. 
Muchas  veces,  y  por  distintas  causas,  hay  que  interponer  precipitada- 
mente una  demanda,  que  se  ha  de  fundar  en  un  documento  público,  del 
cual  rio  sea  posible  sacar  copia  con  la  celeridad  que  el  caso  exige;  y  si  en 

Í)oder  del  interesado  existe  una  copia  simple  de  dicho  documento,  la  ley 
e  autoriza  para  presentarla  y  acompañarla  con  la  demanda.  Pero  como 
dicha  copia,  según  otras  disposiciones  de  la  ley,  no  produce  efecto  legal 
para  tenerla  como  verdadero  documento  de  prueba,  de  aquí  el  que  se 
mande  en  el  término  de  prueba  llevar  á  los  autos  copia  fehaciente  con 
lodos  los  requisitos  de  la  ley.  La  autorización,  al  permitir  que  sé  presen- 
te una  copia  simple  de  un  documento  acompañando  una  demanda,  no  es 
más  que  para  obviar  la  dificultad  que  puede  presentarse  para  hacerla  d§ 
copia  autorizada;  pero  sólo  de  una  manera  provisional,  sin  perjuicio  de 

Sresentar  ésta,  puesto  que  ya  ha  dicho  la  ley  que  se  entiende  tener  á  su 
isposicion  los  documentos  siempre  que  existan  los  originales  en  un  pro- 
tocolo ó  archivo  público  del  que  pueda  pedir  y  obtener  copias  fehacien- 
tes de  ellos. 

JEsto  se  entiende  sólo  de  los  documentos  públicos. 

Art.  506.  Después  de  la  demanda  y  de  la  contestación,  no 
se  admitirán  al  actor  ni  al  demandado  respectivamente  xkroa 
documentos  que  los  que  se  bailen  en  alguno  de  los  casos  si- 
guientes : 

1°  Ser  de  fecha  posterior  á  dichos  escritos. 

y  Los  anteriores  respecto  de  los-  cuales  jure  la  parte  que 
los  presente  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  eu  exis- 
tencia. 

3°  Los  que  no  haya  sido  posible  adquirir  con  anterioridad 
por  causas  que  no  sean  imputables  á  la  parte  interesada,  siem- 
pre que  se  haya  hecho  oportunamente  la  designación  expre- 
sada en  el  párrafo  segundo  del  art.  504.  (Zey  ant,,  arts,  225 
y  254.) 

La  disposición  de  este  artículo  está  tomada  del  párrafo  segundo  del 
número  \^  del  art.  %%^  de  la  ley  anterior,  pero  de  una  manera  más  ex- 
tensa y  terminante. 

El  párrafo  de  la  anterior  ley  á  que  nos  referimos  decia  sencillamente, 
que  interpuesta  la  demanda  no  se  admitirían  al  actor  otros  documentos 
que  los  que  fueren  de  fecha  posterior,  á  menos  que  jurase,  si  fuesen  an- 
teriores, que  no  tenia  conocimiento  de  ellos.  Este  artículo  se  refiere  lo 
mismo  á  la  demanda  que  á  la  contestación,  con  lo  cual  se  enlaza  esta  dis- 
posición con  la  del  artículo  254  de  aquella  ley.     • 

La  di^sidon  de  este  artículo  es  en  parte  una  sanción  penal.  De  poco 
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*   hubiera  servido  que  la  ley  impusiere  á  las  partes  la  obligación  de  acom- 

Sañar  desde  un  principio  los  aocumentos  en  que  funden  su  derecho  ó  qne 
esignasen  el  archivo  en  que  se  encuentren,  si  no  los  tuvieren  á  su  dis- 
Sosicion,  si  no  hubiera  impuesto  esa  sanción  por  falta  de  cumplimiento 
e  ese  mandato.  La  ley  4*,  tít.  3®,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación 
disponia  que  «si  no  presentase  las  escrituras  no  goce  de  ellas  ni  le  sean  . 
recibidas  después,»  precepto  que  reprodujo  la  regla  primera  del  arl.  48 
del  Reglamento  provisional,  y  que  ha  sancionado  lá  nueva  ley  de  Enjui- 
ciamiento como  sancionó  la  antigua. 

La  nueva  lej,  al  decir  que  después  de  la  demanda  y  de  su  contesta- 
ción no  se  admitirán  más  documentos,  etc.,  ha  corregido  una  locución 
inexacta  de  la  antigua  ley,  que  limitaba  la  prohibición  á  la  interposición 
de  lá  demanda  y  al  demandante,  prohibición  que  no  puede  concretarse 
sólo  á  ese  caso,  sino  al  de  haberse  contestado;  porque  hasta  entonces  no 
hay  cuasi  contrato  entre  las  partes,  y  hasta  entonces  el  actor  puede  refor- 
mar la  demanda  y  comunicarse  al  demandado  los  documentos  que  por 
descuido  ó  ignorancia  no  haya  presentado  el  actor,  para  que  el  deman- 
dante pueda  ocuparse  de  ellos  en  su  contestación;  pero  una  vez  contesta- 
da laíiemanda,  como  esta  no  puede  variarse  ni  alterarse  de  una  manera 
sustancial,  tampoco  pueden  presentarse  nuevos  documentos. 

Téngase  presente  que  la  prohibición  de  presentar  documentos  en  este 
caso  se  refiere  á  aquellos  en  que  las  partes  funden  su  derecho.  De  manera, 
aue  si  no  los  tuvieren  á  su  disposición,  deberán  designar  el  archivo  ó  lugar 
donde  se  encuentren.  Es  decir,  que  el  demandante  podrá  presentar  des- 
pués de  contestada  la  demanda  todos  aquellos  documentos  que  sean  pre- 
cisos para  combatir  las  excepciones  del  demandado,  todos  aquellos  que. 
Sor  no  ser  de  los  en  que  funda  el  derecho  consignado  en  la  demanda,  con- 
uzcan  sin  embargo  al  objeto  del  litigio. 
Tres  excepciones  consigna  este  artículo,  tomando  las  dos  primeras 
de  la  antigua  ley. 

Es  la  primera  de  estas  la  de  que  los  documentos  sean  de  fecha  poste- 
rior á  los  escritos.  Excepción  que  no  se  encuentra  en  la  antigua  legisla- 
ción, sin  duda  por  innecesaria,  porque  la  razón  natural  dice,  que  habiendo 
sido  otorgados  con  posterioridad  á  la  demanda,  y  hoy  añadiremos,  que  á  la 
contestación,  hay  imposibilidad  material  de  presentarlos  con  los  escritos 
de  demanda  y  contestación. 

Es  la  segunda  excepción,  que  autorizaba  ya  la  ley  citada  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  la  de  los  documentos  anteriores,  respecto  de  los  cuales 
jure  la  parte  que  los  presente  no  haber  tenidp  antes  conocimiento  de  su 
existencia,  excepción  también  natural  y  justa.  Pero  á  pesar  de  este  jura- 
mento, ó  mejor  dicho,  con  sólo  este  juramento,  no  qu¿ia  desde  luego  ad- 
mitido el  documento  que  se  presente,  porque  no  es  de  tal  fuerza  que  im- 
pida al  Juez  rechazarlo,  si  constare  por  las  actuaciones  que  ya  tenia  co- 
nocimiento de  él,  ni  impedirá  á  la  otra  parte  que  impugne  su  admisión. 
Si  esto  ultimo  ocurre,  se  promoverá  un  incidente,  que  ha  de  sustanciarse 
en  pieza  separada,  para  que  las  partes  justifiquen  sus  respectivas  preten- 
siones. * 

La  tercera  excepción  del  artículo,  es  nueva,  con  referencia  á  la  ante- 
rior ley  de  Enjaiciamiento.  Se  refiere  á  los  documentos  qpe  no  haya  sido 
posible  adquirir  con  anterioridad  por  causas  que  no  seaii  imputables  á  las 
partes  interesadas,  siempre  que  se  haya  hecho  oportunamente  la  desig- 
nación expresada  en  el*  párrafo  2**  del  art.  504. 

Esta  excepción  tiene  mucha  analogía  con  la  *que  consigiló  la  ley  Re- 
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eopilada  que  se  ha  citada,  la  relativa  á  los  documentos  que  jurase  .qué 
antes  no  iospMdo  haber ^  y  creemos  que  esta  excepción  es  en  la  nueva  ley- 
una  redundancia,  puesto  que  está  comprendida  en  el  art.  504.  Con  res- 
PjBcto  á  tales  documentos,  se  necesita  designar  en  la  demanda  ó  contesta- 
don  en  qué  archivo  están,  para  que  le  sean  admitidos  después  sin  nece- 
sidad de  juramento. 

^  Art.  507.  No  se  admitirá  documento  alguno  después  de  la 
citación  para  sentencia.  El  Jaez  repelerá  de  oñcío  los  que  se 
presenten,  mandando  devolverlos  á  la  parte  sin  ulterior  re- 
curso. 

Esto  se.  entenderá  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  para  me- 
jor proveer  concede  á  los  Jueces  y  Tribunales  el  art.  340. 
/Z^y  an(,,  arú.  22b  J 

La  pre.^icripcion  de  este  artículo  es  justa  y  necesaria  al  orden  de  los 
juicios.  Termmado  el  trámite  de  prueha  y  a]^gando  (as  partes  sobré  ella, 
ha  terminado  la  misión  de  estas,  y  empieza  verdaderamente  la  del  Juez. 
Si  ya  en  el  término  de  citación  para  sentencia  se  admitiera  la  presen- 
tación de  documentos,  sean  cuales  fueren,  el  juicio  se  haría  intermina- 
ble, porque  á  la  parte  contraria  á  la  que  presentara  esos  documentos  ha- 
bría que  darla  vista  ó  traslado  de  ellos,  á  menos  de  no  establecer  una 
desigualdad  irrítante  entre  ambas,  y  ouizás  habría  necesidad  de  oponerse 
á  su  admisión,  ó  refutar  hechos,  ó  pedir,  en  su  consecuencia,  otros  nuevos 
documentos.  La  contienda  judicial  entre  las  partes,  ha  de  tener  un  término 
en  cada  instancia,  y  la  ley  lo  señala  en  el  momento  de  citar  para  senten- 
cia. Todo  documento  que  en,  esta  ocasión  se  presente,  el  Juez  lo  rechazará 
de  oficio,  sin  ulterior  recurso. 

Pero  como  en  el  pleito  puede  existir  algún  vacío,  que  las  partes  no 
hayan  llenado,  ó  dejado  en  la  oscuridad  algún  punto  importante,  necesa- 
rio para  el  fallo,  la  ley  hace  una  excepción  en  favor  de  los  Jueces,  per- 
mitiéndoles que  por  auto  para  mejor  proveer,  puedan  mandar  traer  á  los 
autos  los  documentos  que  conduzcan  á  su  mejor  inteligencia  y  acertado 
falle. 

Art.  508.  De  todo  documento  que  se  presente  después  del 
término  de  prueba,  se  dará  traslado  á  la  otra  parte  para  que 
dentro  de  seis  días  ¡mprorogables  manifieste  si  reconoce  como 
legítimo,  eficaz  y  admisible  él  documento,  ó  las  rabones  que 
tenga  para  impugnarlo. 

>  Esta  manifes^cion  se  hará  por  medio'  de  otrosí  en  los  es- 
critos de  conclusión,  cuando  el  estado  de  los  autos  lo  permita. 
Para  evacuar  dicho  traslado^  sólo  se  entregará  el  documen- 
to original  á  la  parte  ó  partes  contrarias,  en  el  caso  de  que 
por  exceder  de  25  pliegos  no  se  acompañe  copia.  Si  se  acom- 
pañaren tantas  copias  del  documento  cuantas  sean  las  otras 
partes,  será  común  y  simultáneo  para  todas  el  término  del 
traslado. 

Este  artículo  viene  á  justificar  lo  que  hemos  dieho  respecto  al  trasla- 
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do  de  doeumeatos  á  ia  porte  contrana  á  la  que  los  presenta.  Este  artíciilo 
fija  de  una  manera  terminante  el  término  de  seis  días  improro^abies  paora 
fflie  esa  parte  manifieste  si  reconoce  como  legítimo,  eficaz  y  adunisible^  el 
documento  presentado  después  del  término  de  prueba,  ó  las  razones  qrne 
tenga  para  impugnarlo.  Si  se  impugna,  aun  cuando  la  ley  no  lo  dice,  pane- 
ce  ^e  habrá  ae  tramitarse  la  oposición  en  los  términos  señsdados  páralos 
incidentes,  pero  en  uno  ó  en  otro  caso,  el  término  para  contestar  no  puede 
exceder  de  seis  dias,  sea  cualauiera  la  extensión  é  importancia  del  docu- 
mento. Y  la  manifestación  se  hará  por  medio  de  oti^osí  en  el  escrita  de 
conclusión,  á  el  estado  de  los  autos  lo  permite,  ó  en  otro  caso,  podrá  ha- 
cerse en  escrito  destinado  exclusivamente  á  este  objeto. 

Si  el  documento  excediese  de  25  pliegos,  en  cuyo  caso  la  parte,  como 
luego  veremos,  no  tiene  necesidad  de  acompaiíar  copias,  'se  entregará 
para  evacuar  el  traslado  el  mismo  documento,  y  si  en  otro  caso  se  acom- 
pañan copias,  que  han  de  ser  tantas  cuantas  sean  las  otras  partes,  el  tér- 
mino es  común  y  simultáneo  para  todas. 

Art.  509.  La  parte  qy^e  deje  pasar  los  seiB  díaa  sin  eyacoAi: 
dicho  traslado,  se  entenderá  que  reeonoce  la  eficacia  en  juicio 
del  documento. 

Este  artículo  es  el  complen^nto  del  párrafo  primero  del  anterior.  Pero 
parece  (pie  están  en  contraSliccion  uno  y  otro.  En  el  art.  508  se  dice  que 
se  dará  tradiado  á  la  parte  por  seis  dias  improrogables,  para  que  mani- 
fieste si  lo  reconoce  ó  lo  impugna.  Parece,  pues,  que  se  la  obliga  á  hacer 
esa  manifestación,  y  por  el  art.  509  se  autoriza  á  esa  parte  para  que  deje 
trascurrir  ese  término  sin  evacuar  el  traslado,  si  bien  en  tal  caso  se  en- 
tenderá que  reconoce  la  eficacia  en  juicio  del  documento.  Así,  pues,  uno' 
y  otro  artículo  se  completan,  para  que  en  su  virtud  la  parte  obre  como 
mejor  le  convenga,  ya  presentando  un  escrito  en  sentido  afirmativo  á  la 
legitimidad  y  admisión  del  documento,  ya  teniéndolo  por  tal  con  su  si- 
lencia. « 

Art.  510.  Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  la  entrega  de 
la  copia  del  escrito  de  impugnación,  la  parte  que  hubiere  pre- 
seiatado  el  documento  podrá  contestar  brevemente  lo  que  ¿  sa 
derecho  ccwrvenga. 

Trascurrido  dicho  término,  no  se  admitirá  eserito  alguno 
sobre  este  punto. 

Este  artículo  marca  la  breve  tramitación  que  ha  de  darse  á  la  impug- 
nación que  se  haga  del  documento  presentado  dentro  de  los  tres  dias,  q«e 
la  ley  no  dice  si  son  improrogablas^  y  por  cierto  que  es  msk  omisión  de 
importancia,  p^esto  que  para  que  un  término  se  tenga  ppr  improrogable 
es  preciso  que  la  \e^  lo  declare  así,  y  son  prorogables  aquellos  cuya  pró- 
roga  no  está  prohibida  expresamente  por  la  ley.  Dentro  de  los  tres  si- 
guientes á  la  entrega  del  escrito  de  impugnación,  la  parte  que  hubiere 
presentado  el  documento  podrá  contestar  brevemente  lo  que  á  su  derecho 
convenga. 

El  párrafo  segundo  de  este  artículo  viene  en  cierto  modo  á  llenar  la 
omisión  que  hemos  notado  anteriormente.  Trascurridos  dichos  tres  dias 
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no  se  admitirá  escrita  alguno  sobre  este  punto,  con  lo  cual  se  im|>one  al 
interesado  la  necesidad  de  contestar  en  ese  térmmo  á  la  impugnación,  si 
quiere  (goB  s^  le  oiga. 

Art.  5tl.  Cuando  sea  público  el  documento  y  se  impugna- 
re su  autenticidad,  ó  alguna  de  las  partes  dudare  de  la  exac-- 
titud  do  la  copia,  se  procederá  á  su  cotejo  coa  citación  con- 
traria, en  la  forma  que  previene  el  art.  599. 

Ku  este  caso,. si  la  certificación  ó  te^timoiiio  no  contiene 
tpdo  el  documento  á  que  se  refiera,  se  adicionarán  los  particu- 
lares que  designen  las  partes  en  el  acto  mismo  del  cotejo. 

Aun  siendo  público  un  documento,  puede  por  diversas  causas,  dudar^ 
se  de  su  autenticidad  y  ser  por  lo  tanto  objeto  de  impugnación..  Pana  re- 
solver la  duda,  nada  más  sencillo  que  cotejarlo  con  su  ori^naL  Esto  dis- 
pone el  artículo  con  referencia  al  599.  Y  como  la  certificación  6  testimo- 
nio puede  no  contener  todo  el  documento  á  que  se  contcae,  están  faculta- 
tadas  las  partes,  para  pedir  que  se  adicione  con  los  particulares  que 
designe,  pero  en  el  mismo  acto  del  cotejo. 

Art.  512.  Si  fuere  privado  el  documento,  se  tendrá  por  vá- 
lido y  eficaz  cuando  la  parte  á  quien  perjudique  lo  recoaozca 
como  legítimo. 

Se  teadrá  por  hecho  este  reconocimiento  si  no  lo  impugna 

expresamente  ó  deja  pasar  los  seis  dias  sin  evacuar  el  traslado. 

Guando  no  reconozca  la  firma  6  impugne  la  legitimidad 

-del  documento,  se  procederá  al  cotejo  de  letra»  en  la  forma 

prevenida  en  los  artículos  606  y  siguientes.  (Lep  ant,  art  287.) 

Parte  de  las  disposiciones  de  este  artículo,  están  tonuulas  del  2187  de 
la  ley  anterior. 

Este  artículo  babla  de  los  documentos  privados.  Según  el  primer  pár- 
rafo, se  tendrá  por  válido  y  eficaz  el  documento  cuando  la  parte  á  quien 
perjudique  lo  reconozca  como  legítimo.  Y  claró  está  ^e  esta  validez  no 
es  absoluta,  y,  sólo  hace  relación  á  la  parte  que  lo  haya  reconocido.  Y  se 
tendrá  por  hecho  este  reconocimiento,  dice  el  párrafo  2**,  que  tiene  gran 
velación  con  los  artículos  50S  y509rsi  no  lo  impura  expresamente  ó 
deja  pasar  los  seis  dias  sin  evacuar  el  traslado.  Es  aecu*,  que  V  ley  tradu- 
ce el  silencio  de  la  parte,  por  una  afirmación  de  ésta,  respecto  á  la  vali- 
dez y  eficaíjia  del  documento. 

En  el  párrafo  último  de  este  artículo  se  dispone,  que  cuando  se  im- 

SVgne  la  legitimidad  del  doeumejato  privado  que  se  presente  en  iuicio, 
éspues  de  trascurrido  el  término  de  la  prueba,  se  proceda  al  cotejo  de 
letras  en  la  forma  prevenida  en  Jlos  artículos  6p6  y  simientes:  disposición 
^n  gran  manera  deficiente,  pues  por  ella  no  pueden  resolverle  las  dudas 
á  que  la  legitimidad  del  crédito  puede  dar  lugajr,  que  es  el  objeto  que  ha 
tratado  de  resolver  la  disposición  c|ue  anotamos. 

£1  cotejo  de  letras,  ni  prueba  m  ha  probado  fmnca  la  legitimidad  del 
documento;  lo  que  ha  podido  probar  acaso,  es  la  autenticidad  y  nada  más 
-oue  la  autenticidad;  y  constando  por  ella  que  un  documento  es  auténtico» 


Digitized  by  VjOOQIC 


376  LEY    DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL 

y  no  iraptignándose  como  ilegítimo,  se  ha  podido  apreciar  en  el  foro  corníK- 
verdadero. 

Esta  es  la  baena  doctrina  legal,  que  al  parecer  ha  tratado  de  innovar" 
la  disposición  que  anotamos,  si  bien  con  poca  fortuna,  pues  es  tal  la 
deficiencia  del  mandato,  que  ni. siquiera  podrá  cumplirse.  Y  si  no,  ¿cómo 
se  coteja  un  documento  que  no  esté  firmado  por  las  partes,  ó  á  lo  menos* 
por  la  parle  contra  quien  se  presente?  Y  de  estos  documentos  hay  muchos,, 
porque  desgraciadamente  muchos  son  los  que  carecen  de  instrucción.  ¿Qué, 
efectos  se  atribuirán  al  cotejo  de  letras  cuando  se  impugne  la  ledtimidad^ 
del  documento  por  ser  nulo  con  arreglo  á  derecho,  por  ser  casaaa  la  mu- 
jer, por  ser  menor  el  contrayente,  por  haber  mediado  en  el  contrato  dolo» 
fuerza  ó  miedo;  y  por  tantas  otras  circunstancias  que  anuj^n  un  contrato» 
sin  dejar  de  ser  auténtico?  La  cuestión  que  en  tales  casos  se  plantee,  no 
será  la  de  autenticidad,  sino  la  de  legitimidad  del  documento,  y  el  coteja 
de  ktras  es  hasta  impcrtmente  para  resolverle. 

Según  el  artículo  que  anotamos,  cabe  plantear  todas  esas  cuestiones» 
porque  todas  se  refieren  ala  legitimidad  del  documento,  y  sin  embarco,  no 
concede  al  Juez  los*  medios  necesarios  para  saber  la  verdad  y  poder  juzgar 
con  acierto.  Véase,  pues,  si  es  deficiente  el  mandato  como  al  principio  de- 
cimos; y  tan  deficiente  es,  que  en  la  mayoría  de  los  casos  será  perfecta- 
mente inútil. 

Al  impugnar  un  documento  por  falta  de  autenticidad,  se  ataca  tam- 
bién implícitamente  como  ilegítimo,  y  si  el  cotejo  de  letras  puede  ser  per- 
tinente para  probar  la  autenticidad,  es  completamente  inútil  para  acredi- 
tar su  legitimidad.  Además,  la  prueba  pericial  nunca  ha  tenido  el  valor 
de  perfecta  y  acabada  para  tales  casos.  Así  es,  que  nuestra  legislación  ha 
autorizado  siempre  al  Juez  para  resolver  la  cuestión  en  sentido  contraiio' 
al  informe  de  los  peritos;  y  como  en  tales  casos  la  legitimidad  del  docu- 
mento se  ha  de  declarar  sm  más  prueba  que  el  cotejo,  de  ahí  que  en  la» 
inmensa  mayoría  de  los  casos  que  ocurran  en  la  práctica,  la  presentación, 
del  documento  será  perfectamente  inútil,  y  cuando  concede  la  ley  un  de- 
recho, debe  dar  los  medios  necesarios  para  que  pueda  utilizarse;  lo  con- 
trario, ni  es  serio  ni  propio  del  legislador.  * 

Tampoco  se  comprende  la  razón  de  la  ley  al  tasar  en  tal  caso  la  prue- 
ba de  la  legitimidad  de  un  documento  al  cotejo  de  letras,  cuando  durante 
el  período  de  la  prueba  son  admisibles  todos  los  medios  conducentes  parar 
averiguar  la  veraad.  De  modo,  que  sólo  porque  una  de  las  parles  haya  te- 
nido la  incuria  de  no  averiguar  todo  la  que  le  interese,  se  vé  favorecida 
no  admitiendo  á  la  contraria  los  medios  de  prueba  que  tenga  para  demos- 
trar la  ilegitimidad  del  documento;  y  con  esta  disposición  se  fomenta  el 
descuido  o  la  mala  fé.  Y  es  más  aun;  si  á  esta  disposición  se  diera  la  inter- 
pretación de  que  el  cotejo  de  letras  probara  la  legitimidad  del  documento, 
pudiera  ocurrir  que  un  hábil  falsificador  ganara  todos  íos  pleitos,  sin  más^ 
que  esperar  á  presentar  el  documento  después  de  trascurrido  el  término 
de  la  prueba;  pues  el  remedio  que  para  evitarlo  puede  utilizarse,  que  es  la 
acción  criminal,  en  muchos  casos  no  podrá  ser  práctico,  no  sólo  por  los 
gravísimos  inconvenientes  que  ofrece  toda  acción  criminal,  sino  también 
por  el  resultado  que  ofrecQ^ia  en  muchos  ca'sos  la  acusación;  que  cuando  no 
se  probara  cumplidamente  la  participación  del  co-litigante  ó  la  criminali- 
da4  del  hecho,  necesariamente  vendría  una  absolución.  De  todo  lo  cual 
resultará  que  en  el  foro  se  dará  uña  interpretación  tan  estricta,  que  hará 
completamente  inútil  la  disposición  que  anotamos. 

En  el  caso,  pues,   á  que  se  refiere  el   artículo   es  inconvenientfr- 
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limitar  los  medios  de  prueba  á  sólo  el  cotejo,  pues  se  debían  ad- 
mitir to.dos  los  medios  que  las  partes  pudieran  utilizar  para  corrobo- 
rar ó  para  contradecir  el  documento,  por(}ue  no  hay  razón  alguna  en  pra 
de  esa  limitación,  no  pudiendo  alegarse  siquiera  el  ahorro  de  tiempo,  ya 
pormie  no  puede  ser  atendible  que  por  unos  cuantos  dias  más  ó  menos  se 
decidan  los  litigios  sin  garantías  de  acierto,  ya  también  porque  durante 
el  tiempo  que  necesariamente  ha  de  trascurrir  para  el  nombramiento  de 
peritos  y  práctica  del  cotejo,  podrán  admitirse  también  durante  ese  mismo 
período  cuantas  pruebas  se  ofrecieren,  referentes  al  punto  concreto  á  que 
se  dirigiese  la  impugnación,  con  lo  que  no  se  alargaría  el  procedimiento; 
y  aunque  así  no  fuera,  debería  conceaerse,  como  garantía  de  acierto,  otra 
período  de  pi-yeba,  aunque  fuera  brevísimo,  limitado  al  hecho  de  la  im- 
pugnación. 

Art.  '513.  Cuando  la  impugnación  se  refiera  á  la  admisión, 
del  documento  por  no  hallarse  en  ninguno  de  los  casos  expre- 
sados en  el  art.  506,  el  Juez  reservará  para  la  sentencia  defi- 
nitiva la  resolución  de  lo  que  estime  procedente. 

Por  las  disposiciones  de  los  artículos  anteriores  parece  que  la  ley  es- 
tablece un  incidente,  respecto  de  los  documentos  presentados  después  de 
la  demanda  y  de  la  contestación  y  después  del  término  de  prueba;  inci- 
dente que  ha  de  resplverse  antes  de  la  sentencia  definitiva;  pero  este  ar- 
tículo demuestra  para  ciertos  documentos  lo  contrario;  esto  es,  que  ese 
incidente  ó  esos  traslados  á  la  parte  contraria  no  son  más  que  para  fijar 
los  hechos,  y  que  la  resolución,  respecto  á  la  admisión  ó  no  admisión  de 
esos  documentos,  se  reserva  para  la  sentencia  definitiva. 

En  efecto;  este  artículo  habla  sólo  de  los  documentos  cuya  impugna- 
ción se  refiere  á  su  admisión,  por  no  hallarse  eii  ninguno  de  los  casos  ex- 
presados en  el  art.  506,  esto  es,  para  aquellos  que  no  sean  de  fecha  pos- 
terior, ó  que  siéndolo  jure  la  parte  que  los  presente  no  haber  tenido  co- 
nocimiento de  ellos  ó  que  ño  le  haya  sido  posible  adquirir  con  anteriori- 
dad por  causas  no  imputables  á  «Ha.  Luego  si  la  impugnación  se  refiere 
á  documentos  que,  aun  hallándose  en  alguno  ó  algunos  de  los  casos  ^e  fiia 
el  art.  506  se  estinum,  sinembargo,  inadmisibles,  la  resolución  relativa  á  la 
impugnación  no  se  reservará  para  la  sentaicía  definitiva.  ¿Cuándo  se  re- 
suelven? La  ley  no  lo  dice;  pues  sólo  habla  en  el  art.  507  de  rechazar  de 
oficio  los  que  se  presenten  después  de  la  citación  para  sentencia^  y  en  el 
artículo  5U  de  la  suspensión  del  pleito  en  el  caso  de  sostenerse  la  false- 
dad de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria  en  el  pleito. 
Pero  es  lo  cierto  que  el  artículo  que  anotanlos  no  autoriza  al  Juez  para  re- 
servar para  la  sentencia  definitiva  la  resolución  relativa  á  la  impugnacioa 
de  documentos,  más  que  los  relativos  á  no  hallarse  en  ninguno  de  los  ca- 
sos expresados  en  el  art.  506;  y  que  la  impugnación  de  otros  que  estén 
comprendidos  en  ese  artículo,  tendrá  que  resolverla  antes,  por  la  razón  ya 
dieha.  Y  no  hablando  la  ley  del  térm'mo  en  el  que  el  Juez  ha  de  resolver, 
tampoco  dice  nada  de  los  recursos  que  pudieran  utilizarse  contra  esa  re- 
sohicion,  por  lo  que  habrá  dé  estarse  á  la  regla  general,  respecto  á  los  re- 
cursos contra  las  resoluciones  judiciales. 

Art.  514.  En  el  caso  de  que  sosteniendo  una  de  las  partes 
la  falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  noto* 
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ría  en  el  pleito,  entablare  la  acción  criminal  en  descubrimien- 
to del  delito  y  de  su  autor,  se  suspenderá  el  pleito  en  el  estado 
«n  que  se  halle,  hasta  que  recaiga  ejecutoria  en  la  causa  cri- 
minal. 

Se  decretará  dicha  suspensión  luego  que  la  parte  interesa- 
da acredite  haber  sido  admitida  la  querella. 

Contra  esta  proyidencia  no  se  dará  recurso  alguno. 

Se  dispone  en  este  artículo,  que  en  el  caso  de  que  una  de  las  partes 
^ostenea  la  falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria 
en  el  pieito,  y  entablare  la  acción  criminal  en  descubrimiento  del  delito  y 
de  su  autor,  se  suspenda  el  pleito  en  el  estado  en  que  se  halle,  hasta  que 
recaiga  ejecutoria  en  la  causa  criminal,  cuya  suspensión  se  decretará  tan 
luego  como  la  parte  interesada  acredite  haber  sido  admitida  la  querella. 
De  modo  que  según  el  contexto  del  artículo,  para  que  proceda  la  suspen- 
sión del  litigio,  no  basta  la  denuncia,  es  necesaria  la  ^[nerella,  y  que  esta 
la  entable  la  parte  á  quien  interese  en  el  pleito.  Si  se  mstniye,  pues,  una 
causa  criminal  soln^  falsificación  de  un  docuooento  por  denuncia,  de  oficio^ 
ó  por  querella  de  un  tercero  oue  no  sea  parte  en  el  pleito,  no  procederá 
)a  suspensión  de  éste,  podiendo,  en  so  consecuencia,  ocurrir  el  caso  de  que 
se  pene  á  uno  como  falsificador  de  un  doenmento,  y  sin  embargo  se  haya 
dado  á  ese  documento  valor  de  verdadero  y  eficaz  en  un  pleito,  lo  que 
será  un  contrasentido  autorizado  por  la  ley;  y  puede  también  ocurrir  ^ 
caso  de  que  se  dkte  una  sentencia  en  virtud  de  un  documento  falso,  y  sin 
embargo  no  haya  higar  al  recurso  de  revisión,  porque  para  que  proceda 
tal  reoiU'so  se  necesita  que  una  de  las  partes  ignorare  que  al  dictarse  la 
:sentencia  en  el  pleito  se  hubiera  declarado  falso  el  documento  en  que  se 
j^ndaba;  y  como  puede  adquirir  esa  noticia  ánted  de  dictarse  la  sentencia 
firme,  y  sin  embargo  no  admitírsele  ya  por  haberse  practicado  la  citadon 
paní  sentencia,  de  ahí  que  pueda  presentarse  el  caso  de  no  haber  recurso 
alguno  contra  nna  sentencia  que  se  funde  en  un  documento  declarado  fal- 
so. IWo  esto  hubiera  podido  evitarse  smadiendo  al  artículo  que  anotamos 
que  procedia  la  suspensión  ^1  litigio  cuando  se  instruyera  causa  criminal 
sobre  falsificación  de  un  documento  que  tuviera  influencia  en  el  pleito,  ya 
fuera  por  querella,  ya  por  denuncia  ó  de  oficio,  á  no  ser  que  la  parte  á 
euien  pudiera  favorecet  el  documento  diera  fianza  suficiente  para  respon- 
der de  todo  lo  que  obtuviera  por  la  sentencia  y  de  las  costas  que  se  oca- 
:8Íonaran. 

Tampoco  debiera  haberse  usado  el  adjetivo  notoria,  pues  con  que  el 
documento  tuviera  influencia  en  el  pleito,  debiit  bastar  para  acordar  la  sus^ 
pensión;  pues  dicho  adjetivo  parece  indicar  que  no  basta  la  influencia  del 
documento  en  el  litigio  si  no  es  decisiva,  y  un  documento  sin  esa  circuns- 
tanda,  agregado  á  otras  prunas  que  no  tuvieron  bastante  valor  por  sí 
solas  para  sentenciar  el  pleito  en  cierto  sentido,  pueden  tenerle  si  se  les 
agrega  dicho  documento. 

Jim^prudenciO', — ^Es  potestativo  en  las  partes  entablar  la  acción  eñ- 
minal.  (9  de  Junio  de  4868.) 

Para  que  proceda  la  suspensión  del  curso  del  pleito,  es  indispensable 
que  el  documento  cuya  falsedad  se  sostenga,  sea  de  influencia  notoria  en 
el  mismo.  (23  de  Abril  de  1873.) 

La  infracción  de  este  articulo  no  piuede  ser  objeto  de  casadon  eá  el 
fondo.  (31  de  Marzo  de  1874,) 
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SECCIÓN  CUARTA.  > 

COPIAS  DE  10S.18CRIT08  Y  DOCUMENTOS  Y   Sü   OBJETO, 

Esta  seeción,  nueva  en  k  ley,  responde  al  preeepto  final  de  la  base  6* 
de  la  ley  de  24  de  Junio  de  4880,  que  disponía,  que  con  todos  los  escrita 
crue  presentaran  las  partes  acompañaran  copia  simple  en  paper  comon^ 
firmada  por  los  litigantes  ó  sus  representantes  en  el  pleito. 

En  ei  epígrafe  oe  esta  sección  piHíe  la  ley  tas  palabras  «y  su  objeto^» 
ton  referencia  á  las  copias  de  los  escritos;  y  á  la  verdad  que  estas  paia^ 
bras  están  demás,  puesto  que  la  ley  en  mnguno  de  los  artículos  (fó  la 
secdon  habla  nada  del^  objeto  de  esas  copias.  Este  se  deduce  y  se  espHca 
sin  que  la  ley  lo  dtga,  aunque  parece  que  ha  querido  decirb.  El  obieto 
de  las  copias,  6  la  prescripción  de  la  ley  de  que  á  todo  escrito  6  docum»»^ 
to  se  acompañen,  no  es  ni  ha  sido  otro  que  el  de  que  los  autos  originales 
no  salgan  oe  las  Estribanias  ó  Secretara,  para  evitar  así,  ya  el  extravío, 
ya  el  deterioro  ó  la  alteración  de  los  mismos.  Así  ({ue,  con  la  disposidoa 
de  la  nueva  ley,  las  defensas  de  las  partes  tienen  siempre  á  su  disposícicm, 
en  su  casa,  cuantos  escritos  y  documentos  presente  la  contraria,  puesto 
^e  de  todos  se  les  ha  de  dar  copia,  que  umdas  á  ellas  las  de  las  resolu- 
ciones del  Juzgado  ó  Tribunal,  tienen  otró  expediente,  igual  al  coiginal, 
eue  estará  en  el  Juagado,  y  podrán  enterarse  perfectamente  de  la  mareiía 
del  mismo. 

Copia,  en  sentido  rigorosamenite  jurídico,  es  el  tratado  ó  trasunto  de 
QA  escrito  (y  doeumento.  Cuando  estas  copias  se  refieren  á  escrituras  ó  do- 
«um^tos  públicos,  si  son  de  las  escrituras  matirioes ,  se  llaman  prímqras 
^  segundas.  A  la  primera,  se  llama  también  original  ó  primordial,  6pri^ 
mera  saca,  y  á  la  segunda,  trasunto,  ejemplar  ó  tegimda  saca,  y  vulgar- 
mente iestimanio  por  concuerda,  cuando  se  saca  por  exhibición  de  la  ori* 
ginal.  Si  la  copia  eontíme  exactamente  lo  mismo  que  el  original,  en  cuya 
caso  es  la  verdadera  copia,  se  llama  literal-,  si  sólo  se  traslada  su  sentido, 
€opia  en  relacúm.  Si  la  lUiíraun  funeienario  autorizado  para  ello,  se  Ihuna 
€opia«  certiñcada,  y  en  otro  caso  copia  simple^  etc. 

Art.  515.  A  todo  escrito  que  se  presente  en  los  juicios  de- 
clarativos se  acompañarán  tantas  copias,  literales  del  mismo 
en  papel  común,  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes,  cu- 
yas copias  suscribirán;  respondiendo  de  su  exactitud,  el  Procu- 
rador, (J  la  parte  en  su  caso. 

Para  eate  efecto  s^  coxisiderarán  como  una  sola  parte  lo(* 
<jue  litiguen  unidos  y  bajo  iiua  misma  dirección. 

Be  óxc^túan  de  dicha  pt«isccipcion  loe  escritos  expresados 
«n  el  núm.  4^  del  »rt.  10. 

El  'primer  p^^rrafi)  de  este  artí(iQlo  habla  de  todo  escrito  qm  se  pre- 
sente en  los  juicios  declarativos;  pero  en  el  art.  5S3  exoepciona  la  ley 
que  esta  sección  .y  la  anterior,  salvo  el  art.  544,  no  son  aplicables  al  joi- 
eio  verbal,  por  más  que  este  sea  declarativo;  por  la  razón  de  que  ese  jui- 
qio  tiene  una  tramitación  especial,  en  la  cual,  por  Su  sencilDez,  no  admite 
la  tramitación  establdcidia  para  los  otros  juicios  deckira;tÍYó8. 

Las  copias  han  de  ser  hterales,  es  decir,  reflejo  exacto  del  escrita  que 
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se  presenta,  para  que  la  parte  contraria  pueda  enterarse  de  todos  y  cad» 
uno  de  sus  conceptos,  y  nasta  de  la  forma  y  signos  ortográficos  con  que 
se  expongan;  en  papel  común,  porque  la  ley  no  ha  querido  causar  más 
gastos  á  las  partes,  sino  darles  mayor  seguridad ,  en  cuanto  á  la  de  los> 
autos  originales;  y  tantas  cuantas  sean  las  partes  litigantes,  puesto  que 
el  objeto  de  la  ley  es  que  todos  los  litigantes  se  enteren  de  la  marcha  del 

Seito  y  contesten  cuanto  les  convenga,  sin  qué  los  autos  originales  salgáis 
ú  Juzgado  ó  Trihund.  y  por  último,  han  de  suscribirlas,  respondiendo 
de  su  exactitud  el  Procurador,  ó  la  parte  en  su  caso.  Este  se  refiere  al  ea 
que  las  partes  comparezcan  por  sí  mismas,  como  en  los  juicios  de  menor 
cuantía,  en  que  pueden  hacerlo. 

Y  en  verdad  que  no  se  cumpliria  el  deseo  del  Legislador,  de  que  la» 
partes  conozcan  y  tengan  á  su  disposición  el  pleito,  sin  que  el  original 
salga  del  Juzgado,  si  esas  copias  no  llevaran  una  autoridad,  como  los  escri- 
tos originales.  Por  eso  se  prescribe  que  las  suscriban  el  Procurador  ó  la 
parte,  respondiendo  de  su  exactitud. 

Creemos  inútil  decir  que  en  el  caso  de  comparecer  por  medio  de  Pro- 
curador, sólo  éste  ha  de  suscribir  la  copia  y  responder  oe  su  exactitud;  la 
parte  hará  lo  uno  y  estará  á  lo  otro,  cuando  comparezca  por  sí  misma,  si 
está  por  la  lev  autorizada  para  ello. 

El  segundo  párrafo  del  artículo,  de  considerar  para  el  efecto  de  las  co- 
pias como  una  sola  parte  los  que  litiguen  unidos  y  baio  una  misma  direc- 
ción, es  muy  conveniente,  porque  evita  trabajo  y  dilación,  y  no  es  obs- 
táculo al  objeto  primordial  ae  la  ley. 

Una  excepción  ha  consignado  el  párrafo  tercero  del  artículo,  los  escri- 
4os  á  que  se  refiere  el  núm.  4**  del  art.  40.  Esto  es,  los  escritos  que  tengan 
por  objeto  personarse  en  el  juicio,  acusar  rebeldías,  pedir  apremios,  pró- 
roga  de  términos,  etc.;  porque  como  á  estos  escritos  no  puede  haber  con- 
testación de  la  parte  contraria,  para  nada  los  necesita,  y  por  las  providen- 
cias que  en  ellos  se  acuerden  podrá  saber  la  petición,  y  á  su  vez,  si  le 
*  conviene,  hacer  uso  del  derecho  de  que  sé  crea  asistido. 

Art.  516.  En  la  propia  forma  se  acompafiarán  tantas  co- 
pias de  cada  documento  que  se  presente,  cuantas  sean  las  otras 
partes  litigantes. 

Cuando  algún  documento  exceda  de  25  pliegos,  no  será 
obligatoria  la  presentación  de  copias  del  mismo;  pero  se  ad- 
mitirán si  se  acompañaren. 

Aquí  ya  la  ley  no  se  ocupa  de  los  escritos  que  se  presenten,  sino  de  los 
documentos  que  á  esos  escritos  se  acompañen.  La  ley  no  hace  excepción 
alguna;  hay  que  presentar  tantas  copias  de  cada  documento  cuantas  sean 
las  otras  partes,  y  en  la  propia  forma  del  artículo  anterior,  es  decir,  copias 
literales,  en  papel  común  y  suscritas  por  el  Procurador  ó  la  parte,  los  que 
responden  de  su  autenticiaad. 

Una  sola  excepción  hace  este  artículo  en  su  segundo  párrafo:  el  docu- 
mento que  exceda  de  S5  pliegos,  para  el  cual  no  será  obligatoria  la  pre- 
sentación de  la  copia,  si  bien  se  admitirá  si^  aoomnaña. 

No  comprendemos  la  excepción.  Si  el  objeto  de  la  ley  ha  sido  que  los^ 
autos  originales  no  salgan  de  las  Escribanías,  para  evitar  extravíos,  ha 
debido  prescribir  la  obligación  de  presentar  copias  de  todos  loís  documen^ 
los,  sea  cual  fuere  su  extensión,  pues  por  ésta  no  se  mide  su  importancia» 
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Creemos  qne  las  partes  harán  muy  bien  en  presentar  copias  de  todos 
los  documentos  que  excedan  de  esos  pliegos,  y  tendrán  la  seguridad  de 
que  los  originales  no  saldrán  del  Juzgado. 

Art.  517.  Las  copias  de  los  escritos  y  documentos  se  entre- 
garán á  la  parte  ó  partes  contrarias  al  notificarles  la  providen- 
cia que  haya  recaído  en  el  escrito  respectivo,  ó  al  hacerles  la 
citación  ó  emplazamiento  que  proceda. 

Ninguna  duda  ofrece  este  artículo.  El  actuario,  aun  cuando  la  ley  no 
lo  diée,  en  la  diligencia  de  notificación  ó  citación,  consignará  lá  entrega 
de  las  copias;  y  al  firmar  esa  diligencia  el  Procurador  ó  la  parte,  se  dan  por 
entregados  de  ellas. 

Art.  518.  La  omisión  de  las  copias  no  será  motivo  para  de- 
jar de  admitir  los  escritos  y  documentos  que  se  presenten  en 
tiempo  oportuno.  En  este  caso  el  Juez  señalará,  sin  ulterior 
recurso,  el  plazo  improrogable  que,  atendida  la  extensión  del 
escrito  y  documentos,  estime  necesario  para  extender  las  co- 
pias; y  si  no  se  presentasen  en  dicho  plazo,  las  librará  el  actua- 
rio á  costa  del  Procurador  ó  de  la  parte,  si  éste  no  interviniere, 
que  haya  dejado  de  presentarlas. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  escritos  de  demanda, 
los  cuales  no  serán  admitidos  si  no  se  acompañan  las  copias  del 
isscrito  y  documentos. 

La  excepción  de  este  artículo  está  puesta  en  obsequio  de  la  mayor  ra- 
pidez, y  para  obviar  la  dificultad  del  momento.  Por  eso  dice  que  la  omi- 
sión de  las  copias  no  será  motivo  para  dejar  de  admitir  los  escritos  y  do- 
cumentos que  se  presenten  en  tiempo  oportuno.  Pero  como  el  precepto  y 
la  previsión  de  la  ley  quedarían  burlados,  si  esa  excepción  fuera  amplia, 
de  aquí  el  que  el  artículo  disponga  que  en  el  caso  de  no  presentarse  las 
copias,  el  Juez,  sin  ulterior  recurso,  señalará  un  plazo  improrogable  y  pru- 
dencial para  extender  esas  copias,  dice  la  ley;  y  si  no  se  presentasen  dentro 
de  él,  las  librará  el  actuario  á  costa  del  Procurador  ó  de  la  parte,  si  éste  no 
interviniese,  que  haya  dejado  de  presentarlas. 

El  artículo  exceptúa  de  esta  disposición  los  escritos  de  demanda/Ios 
cuales  no  serán  admitidos,  si  no  se  acompañan  la  copia  del  escrito  y  do- 
cumentos; y  aun  cuando  el  artículo  por  innecesario  no  lo  dice,  se  excep- 
túan también  las  copias  de  los  escritos  que  excedan  de  25  pliegos,  que  así 
como  la  parte  está  facultada  para  no  presentarlas,  el  Juez  no  podrá  man- 
dar al  actuario  que  las  extienda. 

Art.  519.  Los  autos  originales  se  conservarán  en  la  escri- 
banía, donde  podrán  examinarlos  las  partes  ó  sus  defensores 
durante  las  horas  de  despacho,  siempre  que  les  convenga,  sin 
que  por  esta  exhibición  devengue  derechos  el  actuario. 

Sólo  se  comunicarán  ó  entregarán  los  autos  originales  ú 
las  partes,  en  los  casos  expresamente  determinados  en  esta  ley. 
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Hé  aquí  el  prmcipal  objeto  de  las  copias:  que  los  autos  orinales  se 
conserven  j^  no  salgan  de  las  Escribanías.  Y  por  más  que  teniendo  las 

S artes  el  cuidado  de  sacar  copias  de  las  provicencias  ó  resoluciones  jud- 
iciales acordadas  en  el  pleitp,  y  conservando  las  que  la  contraria 
tiene  obligación  de  presentar,  y  unidos  los  borradores  de  sus  escñtos, 
puede  decu'  que  esa  parte  ó  su  defensa,  tienen  un  expediente  igual  al  ori- 
ginal; sin  embargo,  la  ley,  previendo  descuidos  ó  negligencias,  no  ha  po- 
dido menos  de  disponer  que  los  autos  origínales  sean  públicos  para  las 
partes  y  que  estas  los  tengan  á  su  disposición  y  examinen  siempre  qub 
fes  convenga,  pero  en  las  escribanías,  donde  se  conservar  y  á  las  horas 
de  despacho;  sm  que  por  esta  exhibición  devenguen  los  -actuarios  dere- 
chos, puesto  que  ya  hemos  dir^ho  que  la  ley  al  prescribir  la  necesidad  áSd 
Acompañar  copias,  no  lo  ha  hecho  con  intención  de  causar  más  gastos  á 
los  litigantes,  sino  para  la  mayor  seguridad  de  los  autos  <MrigÍBak«, 

El  párrafo  final  de  este  artículo,  es  una  excepción  al  precepto  de  las 
copias.  Por  él  se  dispone  que  sólo  se  comunicarán  y  entregarán  los  autos 
originales  á  las  partes  en  los  casos  expresamente  determinados  en 
esta  ley,  excepción  que  hubiéramos  querido  que  no  se  hubiera  puesto^ 
para  que  el. deseo  y  la  intención  del  Legislador  se  hubiese  cumplido  rigo- 
rosamente. De  todos  modos,  téngase  presente  que  siempre  que  hable  la  ley 
de  traslados,  comunicaciones,  etc.,  se  entenderá  que  estos  se  han  de  hacer 
en  virtud  de  las  copias;  y  que  no  diciéndose  en  el  artículo  en  virtud  del 
cu^  se  concede  el  traslado,  que  se  entreguen  los  autos  originales,  estos 
no  podrán  entregarse  nunca. 

Art.  520.  Los  traslados  se  evacuarán,  y  las  demás  preten- 
siones se  deducirán  en  vista  de  las  copias  de  los  escritos,  do* 
cumentos  y  providencias  que  cada  parte  conservará  en  su 
poder. 

Kn  el  caso  de  que  por  exceder  de  25  pliegos  algún  doeu- 
mento  no  se  haya  presentado  copia  del  tnismp,  se  entregará 
el  original  á  la  parte  contraria  para  el  efecto  de  evacuar  el 
traslado,  uniéndolo  después  á  los  autos. 

Este  artículo  corrobora  lo  que  hemos  dicho  anteriormente;  oue  todos 
los  traslados  y  pretensiones  $e  evacuarán  en  vista  de  las  copias  dedos  es^ 
critos,  documentos  y  demás  provi(J,encia8,  que  cada  parte  conservará  en 
su  poder.  Así,  pues,  los  Letrados  deben  exigir  á  los  Procuradores  copia 
de  todo  escrito  y  de  toda  actuación  que  se  practique;  porque  de  esa  ma- 
nera tendrán  en  sus  despachos  una  copia  fiel  de  los  autos  originales,  evi- 
tándose así  la  molestia  de  tener  que  ir  á  la  Escribanía  á  examinar  estos. 

Como  la  ley  ha  dicho  en  el  párrafo  2**  del  art.  516  que  cuando  algún 
documento  exceda  de  25  pliegos,  no  será  obligatoria  la  presentación  de 
copias  del  mismo,  admitiéndose. sin  embargo  si  se  acompañan,  excep- 
ción que  ya  hemos  dicho  que  no  encontramos  fundada,  la  disposición 
del  parran)  2**  del  art.  520  era  necesaria  y  viene  á  completar  la  de  aquel 
artículo;  cuando  no  se  presente  esa  copia  se  entregará  él  original  á  la 
parte  contraria*  para  el  efecto  de  evacuar  el  traslado,  uniéndose  despdésd 
los  autos. 

Art.  521.  Trascurrido  el  tén&ino  señalado  á  u£ia  paito  para 
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<5ualqui6r  traslado,  actuación  ó  diligencia  sin  haberlo  evacua- 
do, y  en  su  caso  la  próroga  que  se  hubiere  otorgado,  á  instan- 
cia de  la  contraria,  se  dará  á  los  autos  el  curso  qne  cor- 
responda. 

Se  admitirá,  sin  embargo,  el  escrito  que  proceda,  y  produ- 
cirá sus  efectos  legales  si  se  presentare  dentro  del  dia  en  quQ 
se  notifique  aquella  providencia.  No  será  admitido  después,  y 
teniendo  por  firme  dicha  providencia,  seguirá  adelante  la  sus- 
tanciacion  de  los  autos  según  su  estado. 

Este  artículo  responde  al  principio  de  que  en  materia  civil  no  se  hace 
nada  sin  petición  de  parte,  aun  cuando  el  principio  tiene  algunas  excep-- 
«iones.  Según  este  artículo,  no  basta  que  trascurra  el  término  señalado  á 
una  parte  para  evacuar  un  traslado,  actuación  ó  diligencia,  ni  la  próroga 
que  al  efecto  se  le  conceda,  si  ésta  procede,  para  que  se  le  tenga  por  de- 
caído de  su  derecho  si  no  la  evacúa;  es  necesario,  además,  que  la  parte 
contrarií^  lo  pida,  para  que  así  se  acuerde  y  se  de  á  los  autos  el  curso  que 
corresponda.  La  ley,  sin  embargo,  indulgente  en  cuanto  es  posible  con 
Jos  liti^ntes,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  la  parte  contraria  y  sin 
perjuicio  de  la  pronta  y  rápida  administración  de  justicia,  por  el  pár- 
rafo segundo  de  este  artículo  hace  algunas  concesiones  en  beneficio  de 
las  partes  apremiadas.. 

Se  admitirá,  dice  la  ley,  sin  embargo,  el  escrito  que  proceda,  y  pro- 
ducirá sus  efectos  legales,  si  se  presentare  dentro  del  dia  en  que  se  noti- 
fique aquella  providencia.  Esto  es,  aquella  que  se  acuerde  en  virtud  del 
escrito  de  apremio  de  la  contraria  de  que  se  de  á  los  autos  el  curso  que 
corresponda.  Después  de  trascurrido  el  dia  en  que  se  notifique  la  provi- 
dencia, ya  no  será  admitido  el  escrito,  y  se  tendrá  por  firme  dicha  pro- 
videncia, siguiendo  adelante  la  sustanciacion  de  los  autos. 

Tengan  presente  que  según  el  último  párrafo  del  art.  515,  con  refe- 
rencia al  núm.  4®  del  art.  10,  con  los  escritos  de  apremio  ó  rebeldía  no^ 
se  presentan  copias,  y  que  por  tanto,  lá  parte. á  quien  se  apremia  no  pue- 
de tener  conocimiento  oficial,  pudiéramos  decir,  del  apremio  hasta  que  se 
le  notifique  la  providencia  mandando  dar  á  los  autos  el  curso  que  corres- 
ponda. De  aquí  la  concesión  que  á  la  parte  apremiada  hace  la  ley  para 
aue  pueda  presentar  el  escrito  que  proceda,  y  que  este  surta  sus  efectos^ 
dentro  del  dia  en  que  se  la  notifique  la  providencia  que  recaiga  al  escritív 
de  apremio. 

Art.  522.  En  el  caso  de  haberse  entregado  á  las  partea 
algún  documento,  si  no  fuere  devuelto  dentro  del  término  cor- 
respondiente, se  empleará  el  procedimiento  establecido  para 
la  recogida  de  autos  en  el  art.  308. 

Ya  que  la  ley  en  artículos  anteriores  permite,  sin  bastante  fundamento 
en  noestra  opinión,  que  algunos  documentos  originales  vayan  á  poder  de 
las  parüs  para  su  examen  ó  tratado,  debiendo  nacerlo  de  la  copia,  por 
•este  artícuTo  no  han  podido  menos  de  prever  el  caso  en  que  la  parte  á 
•qníen  se  haya  entregado  no  lo  devuelva  en  el  término  correspondiente;  y 
al  efecto  fiia  el  procedimiento  «establecido  eij  el  art.  308  para  la  recosida 
de  autos.  Que  trascurrido  ese  término,  y  la  próroga,  si  fuere  prorogable^ 
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Juego  que  apremie  la  parte  contraria,  se  mandará  á  aquella  que  lo  devuel- 
va dentro  de  24  horas  bajo  la  multa  de  40  á  SI5  pesetas  por  cada  día  que 
4eja  trascurrir  sin  devolverlo,  multa  que  le  exigirá  forzosamente  del  Pro- 
curador cuando  intervenga,  y  si  trascurren  seis  dias  sin  devolver  el  do- 
cumento, procederá  el  actuario  á  recogerlo  bajo  su  responsabilidad,  y  sin 
necesidad  de  nueva  providencia;  y  en  el  caso  de  que  no  le  sean  entrega- 
dos en  el  acto  del  requerimiento,  dará  cuenta  al  Juzgado  ó  Tribunal  para 
que  disponga  se  (íroceda  á  lo  que  haya  lugar. 

Téngase  presente  que  este  artículo  522  sólo  se  refiere  al  caso  de  en- 
tregarse un  documento  original;  para  el  de  que  se  entreguen  los  autos 
también  originales,  cuando  esto  proceda,  se  observará  estrictamente  lo  que 
dispone  dicho  artículo  308,  á  cuya  anotación  nos  renütimos. 

Art.  523.  Con  exclusión  dé  lo  ordenado  en  el  art.  514,  las 
disposiciones  de  esta  sección  y  de  la  precedente  no  son  aplica- 
bles al  juicio  verbal,  el  cual  se  regirá  por  sus  disposiciones  es- 
peciales. 

Ya  hemos  dicho  al  ocuparnos  del  art.  315,  que  todas  estas  disposicio- 
nes relativas  á  copias  de  escritos  y  documentos,  no  se  referían  al  juicio 
verbal,  por  tener  una  tramitación  especial;  y  aquella  advertencia  la  ha- 
cíamos con  referencia  á  este  art.  523. 

Con  efecto,  este  artículo  dice  de  una  manera  terminante,  que  con  ex- 
clusión de  lo  ordenado  en  el  art.  5U,  las  disposiciones  de  esta  sección  y 
de  la  precedente  no  son  aplicables  al  juicio  verbal,  el  cual  se  regirá  por 
sus  disposiciones  especiales.  De  manera,  que  siempre  que  se  trate  de  uno 
de  estos  juicios,  no  hay  que  tener  en  cuenta  para  nada  estas  dos  sec- 
ciones, salvo  el  art.  51 4,  y  habrá  que  acomodar  el  juicio  á  las  disposicio- 
nes del  capítulo  4°  de  este  título  y  libro,  artículos  715  y  siguientes. 

La  inclusión  en  los  juicios  yerbales  de  la  disposición  del  art^  514,  úni- 
ca que  se  aplica  á  dichos  juicios  de  las  que  se  fijan  para  los  otros  dos  de- 
clarativos, tiene  sencilla  esplicacion.  El  art.  514  trata  del  caso  en  que 
sostenga  una  de  las  partes  la  falsedad  de  un  documento  aue  pueda  ser  de 
influencia  notoria  en  el  pleito  y  entable  la  acción  criminal.  Y  como  la  fal- 
sedad puede  hacerse  lo  mismo  en  un  documento  de  aquellos  que  formen 
fiarte  á  las  actuaciones  de  un  juicio  verbal,  que  en  aquellos  que  lo  formen 
os  demás  juicios,  de  aquí  que  la  ley,  con  gran  justicia,  asimile  la  presr 
cripcion  de  este  artículo  á  los  juicios  verbales. 

No  necesitamos  encarecer,  en  vista  de  las  disposiciones  de  la  nueva 
ley,  la  importancia  que  los  documentos  tienen  en  los  juicios.  Como  se  tra- 
taba de  disposiciones  nuevas,  la  ley  ha  sido  minuciosa  al  ocuparse  de  los 
documentos  y  sus  copias,  ya  en  cuanto  al  modo  de  presentarlos,  á  su  ca- 
tegoría, su  autenticidad  y  solemnidad,  cotejo  y  demás  diligencias  á  ellos 
referentes;  y  á  su  vez  el  litigante  ha  de  tomarlos  muy  en  cuenta,  desde 
antes  de  entablar  su  acción,  hasta  que  recaiga  la  sentencia  definitiva. 

Véase.— Documentos  privados,  Rev,^  tomo  VI,  pág.  288;  Bol.,  to- 
mo XVI,  pág.  241. — ^Documentos  que  traen  aparejada  ejecución,  Rev.,  to- 
mo XVI,  pág.  497. — Puntos  diversos  de  derecho  respecto  á  doiprnentos, 
Jtev.,  tomo  XXX,  pág.  43;  XXXI,  pág.  332;  BoL,  tomo  XXVTH,  pági- 
na 371;  XXIX,  pág.  67;  XXX,  pág.  403;  XXXI,  pág.  482;  XXXVÍ,  pá- 
ginas 306  y  370;  XXXVII,  págs.  147  y  834. 
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CAPÍTULO  II. 

DKL   JUICIO   ORDINARIO   DE  MAYOR   CUANTÍA. 

Dejamos  dicho  en  su  lugar  oportunp,  qué  es  lo  que  se  entiende  por  jui- 
«^cios  declarativos  y  cuáles  son  los  que  la  ley  comprende  bajo  esta  denomi- 
nación (véanse  nuestras  notas  al  epígrafe  de  este  título  y  al  art.  482);  y . 
ahora  habremos  de  exponer  algunas  consideraciones  sobre  el  epí^afe  del 
presente  capítulo,  y  acerca  de  la  conveniencia  de  tratar  de  los  juicios  de- 
clarativos como  lo  hace  la  ley,  es  decir,  prescribiendo  primero  lo  relati- 
vo al  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  después  lo  referente  al  de  menor 
cuantía,  y  por  último,  lo  respectivo  al  verbal. 

Leyendo  el  citado  art.  482,  y  los  epígrafes  de  este  y  los  dos  capítulos 

Í>osteriore8,  se  ve  que  la  ley,  á  pesar  de  lo  consigiiado  en  el  art.  481,  ca- 
ifica  expresamente  de  ordinario  al  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  y 
no  verifica  lo  mismo  con  respecto  á  los  de  menor  cuantía  y  verbal,  y  coñio 
quiera  que  al  observar  esta  diferencia  v  hacerse  cargo  de  que  ya  aparecia 
establecida,  con  más  vigor  aún,  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior, 
pudiera  creerse  á  primera  vista  que  estos  dos  últimos  no  son  ordinarios, 
importa  que  hagamos  notar  no  es  así,  sino  que  se  emplea  el  calificativo 
solamente  al  tratar  del  de  mayor  cuantía,  por  cuanto  es  el  juicio  ordina- 
rio por  excelencia.  En  efecto;  el  referido  calificativo  da  á  entender  que 
por  la  índole  y  naturaleza  de  las  reglas  que  se  prescriben,  aplicables  á  la 
mayor  parte  de  las  contiendas  judiciales,  se  trata  de  un  juicio,  ó  para  me- 
jor decir  de  un  enjuiciamiento  (véanse  nuestras  observaciones  prelirpina- 
res),  que  constituye  la  resla  general;  por  manera  que,  acomodándose  á  él, 
deben  sustanciarse  todas  las  contiendas  que  no  tengan  señalada  en  la  ley 
tramitación  especial  (art.  484),  y  que  á  él  debe  atenderse  para  salvar  to- 
das las  deficiencias  y  dificultades  no  previstas;  y  esto  es  lo  que  sucede  con 
el  juicio  de  mayor  cuantía,  pues  si  bien  es  cierto  que  todos  los  declarati- 
^  vos  constituyen  en  cierto  modo  esa  regla  general,  no  lo  es  menos  que 
'  cuando  se  duda,  por  ejemplo,  del  valor  de  la  cosa  litigiosa,  y  no  hay  me- 
'  dio  de  fijarle,  se  sigue  la  contienda  en  juicio  de  mayor  cuantía,  que  es  el 
aceptado  como  supletorio  para  la  mayor  parte  de  los  casos. 

Y  en  esta  circimstancia  precisamente  nos  fundamos  ¡jara  combatir  la 
-creencia  expuesta  por  muchos  autores  de  que  la  ley  debia  ir  de  menos  á 
Blas,' y  tratar  primero  del  juicio  verbal,  después  del  de  menor  cuantía,  y 
más  larde  del  de  mayor.  A  nuestro  juicio,  las  consideraciones  que  por  el 
becho  de  ser  este  último  el  ordinario  por  excelencia,  aconsejan  el  método 
^  opuesto,  son  por  todo  extremo  atendibles.  Calculando  la  ley  que  en  los 
casos  en  que  se  ventila  un  interés  muy  limitado,  puede  sin  aelrimento  ni 
perjuicio,  ser  más  breve  y  sencilla  la  tramitación,  que  la  que  por  regla 
genteral  exige,  establece  el  juicio  de  menor  cuantía  y  el  verbal;  y  en  su 
consecuencia,  yienen  éstos  á  representar  (aunque  ya  hemos  dicho  que  por 
su  carácter  de  declarativos  pueden  llamarse,  y  de  hecho  son  ordinarios)  una 
excepción,  un  privilegio,  con  respecto  al  de  mayor  cuantía.  Pues  así  las 
cosas,  y  examinada  de  este  modo  la  cuestión,  fácil  es  comprender  que  de 
la  misma%ianera  que  convenia  consignar  en  un  libro  aparte,  y  antes  que 
nada  las  disposicioníes  generales  ó  aplicables  á  todos  los  juicios,  conviene 
que  antes  de  tratar  de  ningún  otro  se  prescriba  lo  relativo  al  que  salvos 
los  casos  en  que  la  ley  determina  otra  cosa,  se  debe  siempre  segubr,  y  al 
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cnie  como  hemos  dicho,  constituye  lo  que  podríamos  llamar  el  verdadera* 
derecho  supletorio.  De  este  modo  la  ley  es  consecuente,  y  va  marchando- 
con  uniformidad  y  criterio  lógico,  de  lo  general  á  lo  particular,  de  lo  co- 
mún á  lo  privilegiado,  de  lo  ordinario  á  lo  extraordinario. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

D£  LA   DEMANDA   Y   EMPLAZAMIENTO. 

Tales  son,  una  vez  practicadas,  en  su  caso,  la^  diligencias  pretiminarea 
de  que  se  hace  mérito  en  el  capítulo  anterior;  las  dos  primeras  de  impoi^ 
tancia  decisiva  en  todo  juicio,  porque  la  demanda  es  el  primer  paso  del 
pleito,  de  tal  modo  que  sólo  por  su  virtud  se  comienza  y  no  de  otra  ma^ 
ñera  puede  comenzarse,  y  el  emplazamiento  que  las  leyes  de  Partida  cali- 
fican también  de  raíz  y  comienzo  de  todo  pleito,  es  imprescindible,  para  que 
el  demandado  acuda  á  la  palestra  y  combate,  el  judicial  pueda  tener  electo. 
La  demanda,  como  oportunamente  dicen  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reos» 
es  el  reto;  el  empozamiento,  la  esquela  de  desafío,  y  la  contestación  or- 
ganiza y  consuma  el  combate  judicial;  y  «si  las  leyes  no  hubiesen  pres- 
crito,— expone  á  su  vezelSr.  Gómez  Negro, — el  orden  con  que  loscmda- 
danos  deben  proponer  al  luez  sus  demsmdas,  ni  el  que  éste  d^  seguir  en 
la  decisión  de  las  disputas  que  se  sometiesen  á  su  decisión,  dejándolo  toda 
al  interés  y  buena  fé  de  los  primeros  y  á  la  rectitud  del  segundo,  es  claro 
que  el  ciudadano,  persuadido  de  que  otro  le  debia  restituir  al^na  cosa  6 
pagar  algim  interés,  auerria  valerse  para  conseguir  esto  del  auxilio  del 
Juez,  acudiría  á  éste,  le  expondría  con  Ja  posible  claridad  los  hechos  do 
donde  naciese  el  derecho  que  creyese  asistirle,  baria  un  breve  raciocinio 
para  demostrar  que  conforme  á  las  leyes  se  habia.  dbHgado  su  contrario 
por  los  tales  hechos  á  la  restitución  ó  pago  que  pretendiese,  y  concluirla^ 
haciendo  su  petición  (denoanda)  en  los  términos  más  exactos  y  con  la  ex- 
tensión conveniente,  para  que  el  Juez  no  pudiese  menos  de  entender  la 
que  se  pretendía  en  todas  y  cada  una  de  las  cláusulas  de  su  petición.  £t 
Juez,  para  decidir  con  acierto,  llamarla  á  k  parte  contra  quien  se  pidiese^ 
dándola  cuenta  de  la  petición  que  contra  ella  se  hubiese  presentado,  si  es- 
taba  en  el  pueblo  con  algún  oficial  destinado  para  esto,  y  si  fuera,  por  me- 
dio de  una  carta,  valiéndose,  para  enviarla,  del  mismo  deinandantte  que» 
como  más  interesado  en  la  decisión  de  la  disputa,  cuidarla  de  ponerla  ew 
manos  del  demandado  con  la  mayor  brevedad;  últimamente,  si  no  se  sabia 
su  paradero,  le  llamaría  por  edictos  y  pregones,  y  para  evitar  malicia  1© 
señalarla  un  término,  dentro  del  cual,  debia  presentarse,  y  para  que  na 
pudiese  negar  la  notificación,  si  se  le  habia  hecho,  debia  dar  fé  un  Escri- 
bano. Si  el  demandado  no  se  presentaba  en  el  término  señalado  por  el 
Juez,  tomarla  éste  las  providencias  necesarias  para  que  al  demandante  na 
se  le  siguiera  perjuicio,»  etc. 

Después  de  estas  sencillas  y  magistrales  palabras  que  al  propio  tiem- 
po que  hacen  ver  cuan  natural  y  arreglado  es  á  la  índole  dé  la  contienda 
judicial  el  que  empiece  por  la  demanda  y  el  emplazamiento,  se»ahi»n  im- 

S lícitamente  las  condiciones  ó  circunstancias  de  una  y  de  otro,  como  teo— 
remos  ocasión  de  observar,  y  no  dejan  lugar  á  duda  sobre  su  importMi- 
cia,  podemos  afirmar,  con  i^enitud  de  convencimiento,  que  n<Aieces>ta«« 
mos  insistir  ni  extendemos  en  otras  consideraciones:  cuantos  se  consa- 
gren al  estudio  del  díerecho  y  cuantos  mediten  sobre  el  asunto,  tienen  (pie 
comprender  que  cl  papel  que  la  demanda  y  el  emplazamiento  jv^an  en^ 
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ei  pleito  es  de  primera  importancia,  porque  con  ellos  comienza,  su  iilfluen- 
cia  siempre  ha  de  dejarse  sentir,  y  la  contestación,  las  pruebas,  la  sen- 
tencia y  todo  ha  de  ser  producido  y  congruente  con  la  propia  demanda. 

Esta  se  define  en  sentido  genérico,  diciendo  que  es  la  petición  que 
hace  el  actor  ante  Juez  competente  para  que  determine  sobre  la  cosa  d 
derecho  que  reclaifaa,  y  el  emplazamiento,  según  la  ley  1*,  tít.  7*^,  Parti- 
da 3®,  es  el  llamamiento  que  facen  á'al^no  que  venga  ante  el  juzgador 
á  facer  derecho,  ó  cumplir  su  mandamiento.  La  demanda  se  llama  tam- 
bién libelo  ó  pedimento,  y  algunos  la  suelen  confundir  con  el  derecho  ó 
la  acción,  en  virtud  de  los  cuales  se  pidie  en  juicio^  y  que  son  muy  dife- 
rentes (véase  nuestra  nota  al  art.  62).  Y  las  demandas  se  dividen  en  ver- 
bales y  escritas,  simples  ó  sencillas  y  compuestas  ó  de  acumulación:  ver- 
bales son  las  que  tienen  lugar  em  los  juicios  de  igual  nombre;  escritas  las 
demás;  simples  ó  sencillas  aquellas  en  que  sólo  se  ejercita  una  acción,  y 
compuestas  ó  de  acumulación  las  en  que  se  ejercitan  dos  ó  más  acciones. 

Por  regla  general,  á  nadie  se  le  puede  obligar  á  demandar;  pero  Jas 
leyes  46  y  47  del  tít.  2®  de  la  Partida  3*  dispusieron  respectivamente,  que 
cuando  alguno  se  jacta  de  tener  derecho  sobre  una  cosa  y  dice  pública- 
mente que  le  pertenece  y  que  la  demandará  á  su  poseedor,  puede  éste  pe- 
dir al  Juez  que  haga  saber  al  que  de  tal  manera  se  jacta  que  dentro  de  un 
plazo  que  se  le  señale  deduzca  la  acción  que  crea  tener  sobre  aquella  cosa, 
y  que  no  lo  haciendo,  se  le  imponga  perpetuo  silencio;  y  que  cuando  al- 
guno tuviere  intención  de  demandar  á  un  mercader,  ó  cualquiera  otra 
persona  que  tuviera  que  emprender  un  viaje  y  esperase  maliciosamente  á 
que  lo  tuviera  todo  dispuesto  para  la  marcha  con  el  objeto  de  entablar 
entonces  la  demanda  é  impedir  que  se  verifique  el  viaje,  puede  el  merca- 
der ó  la  persona  que  sea  pedir  al  Juez  que  apremie  á  aquél  que  le  está 
acechando  á  que  ha^a  su  demanda  y  no  lo  deje  hasta  el  momento  de  la 
marcha.  Estas  dos  disposiciones  están  conservadas  en  espíritu,  si  bien  el 
segimdo  caso  suele  ocurrir  sólo  trantándose  de  hechos  mjuriosos  y  ca- 
lumniososi 

Jwispvudencia. — ^Nadie  puede  ser  competído  á  demandar  á  otro,  se- 
gún la  disposición  de  la  ley  46,  tít.*  %^  de  la  Partida  3*,  fuera  de  los  casos 
que  dicha  ley  y  la  siguiente  establecen  como  excepción.  Ni  en  dichas  ex- 
cepciones, m  en  las  admitidas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  pue- 
den ser  comprendidos  los  que  se  hallan  en  posesfon  de  un  derecho  en  vir- 
tud de  decisión  judicial  dictada  en  legal  forma.  (22  de  Diciembre  de  f862.) 

La  ley  46,  tít.  2**,  Partida  3*,  al  paso  que  dispone  por  punto  general 
que  á  nadie  puede  obligarse  á  que  demande  á  otro  en  juicio  contra  su  vo- 
luntad, establece  en  seguida  como  excepción,  ano  ser  en  cosas  señala-- 
das,  siendo  una  de  ellas  cuando  alguno  se  De  alabando  ó  diciendo  contra 
otro  mal,  en  cuyo  caso  ú  otro  sermiainte  puede  pedir  ante  el  Juez  del  lo- 
gar  que  constriñe  al  que  las  dijo,  que /apa  demanda  sobre  ellas  enjuicio, 
ó  que  las  pruebe  ó  que  se  desdiga  dellas.  (5  de  Oetubre  de  1866.) 

Art  524.  El  juicio  ordinario  principiará  por  demanda,  en 
ía  cual,  expuestos  sucintamente  y  numerados  los  hechos  y  los 
fundamentos  de  derecho,  se  fijará  con  claridad  y  precisión  lo 
que  se  pida,  y  la  persona  contra  quien  se  proponga  la;  de- 
manda. 

Tftmbien  se  expresará  la  clase  de  acción  que  ^e  ejercite^ 
cuantío  por  ella  haya  de  determinarse  la  competemrfa.  (Ley 
ant.y  art.  224.) 
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Enuméranse  en  este  artículo  los  requisitos  que  debe  contener  el  escri- 
to de  demanda  y  salvas  dos  modificaciones,  de  que  nos  ocuparemos  má$ 
adelante,  puede  decirse  que  aquí  no  se  ha  hecho  otra  cosa  que  copiar  el 
artículo  concordante  de  la  ley  anterior,  llegando  hasta  el  puntó  de  que 
las'  primeras  palabras  ó  el  precepto  de  que  el  juicio  ordinario  principiará 
por  demanda,  que  ya  constaba  en  la  otra  ley,  se  ha  trascrito  ínte^o,  á 
pesar  de  haber  sido  objeto  de  justificadas  censuras,  pues  según  se  naoia 
notar  por  los  comentadores  y  publicistas  más  nombrados,  era  de  estrañar 
que  empezando  todos  los  juicios  por  demanda,  se  cuidase  la  ley  de  adver- 
tu-  que  por  dicho  trámite  principiará  el  juicio  ordinario,  y  mucho  más  no 
diciendo  otro  tanto  (igual  que  la  presente  ley)  al  tratar  de  los  otros  jui- 
cios, porque  ó  era  preciso  entender  que  no  obstante  referirse  al  juicio  or- 
dinario habia  querido  consignar  una  regla  general,  cuyo  lugar  oportuno 
no  era,  en  ese  caso,  el  elegido,  ó  tenía  que  convenirse  en  que.coh  perjui- 
cio de  la  claridad  de  la  ley  y  sin  razón  ni  motivo  alguno,  se  habia  con- 
signado aplicándole  al  juicio  ordinario  un  precepto  que  por  su  carácter 
general,  no  era  justo  referirle  á  un  sólo  juicio.  Además,  las  palabras  e» 
la  aialy  colocadas  inmediatamente  después  de  las  de  que  el  Juicio  ordinor- 
rio  principiará  por  demanda^  hubieran  podido  contribuir  y  aun  contri- 
buirían á  aumentar  la  oscuridad  y  la  confusión  si  no  fuera  porque  se  trata 
de  un  asunto  bien  conocido,  acerca  del  cual  tiene  hechas  la  jurisprudencia 
todas  las  declaraciones  necesarias  y  en  donde  en  la  práctica  se  han  salva- 
do todos  los  inconvenientes,  pues  por  lo  mismo  que  el  juicio  ordinario  de 
mayor  cuantía  constituye  en  materia  de  enjuiciamiento  civil  el  verdadero 
derecho  supletorio,  es  indudable  que  las  demandas,  en  general,  excepto 
aquellas  cuyas  condiciones  todas  se  cuide  también  de  señalar  la  ley,  de-^ 
ben  contener  los  requisitos  exigidos  para  la  del  juicio  ordinario,  y  dada 
la  colocación  de  las  palabras  en  la  cual  pudiera  creerse  que  las  circuns- 
tancias que  se  prescriben  en  el  artículo  que  examinamos,  sólo  son  preci- 
sas en  las  demandas  con  que  el  juicio  ordinario  ha  de  comenzar.  Y  así  es 
que  no  ha  faltado  autor  que  fijándose  en  cuanto  llevamos  dicho,  ha  con- 
siderado que  lo  que  la  ley  quería  decir  al  expresar  que  el  juicio  ordinario 
principiará  por  demanda,  ha  sido,  que- las  diligencias  preliminares  ó  pre- 
judiciales, cuya  práctica  se  autoriza  en  los  artículos  222  y  223  de  la  ley 
anterior  y  en  los  497  al  502  de  la  actual,  no  pertenecen  á  la  esencia  del 
juicio  ni  puede,  por  lo  tanto,  considerarse  que  este  principie  per  ellas; 
pero  en  nuestro  sentir,  ahora  no  es  procedente  semejante  alegación,  por- 
que la  ley  trata  primero  y  separadamente  de  aquellas  diligencias,  y  el  ar- 
tículo 524  es  á  su  vez  el  primero  de  los  en. que  se  consignan  preceptos  re- 
lativos al  juicio  ordinario. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  es  lo  cierto  que  todo  cuanto  se  manifiesta  en 
dicho  artículo  tiene  carácter  general  y  que  su  importancia  está  en  el  he- 
cho de  señalar  los  siguientes  requisitos  que  deben  llenarse  en  el  escrito 
de  demanda:  1°  La  exposición  sucinta  y  numerada  de  los  hechos  y  fun- 
damentos de  deretího:  2°  La  fijación,  con  claridad  y  precisión  de  lo  que 
se  pida:  3®  La  determinación  de  la  persona  contra  quien  se  proponga  la 
demanda;  y  4°  la  expresión  dé  la  clase  de  acción  que  se  ejercite,  cuando 
por  ella  haya  de  determinarse  la  competencia.  Estos,  como  oportuna- 
mente han  manifestado  casi  todos  los  autores,  son  nada  más  los  requisitos 
que  pudieran  denominarse  intrínsecos,  pues  la  ley  40  del  tít.  2**  ¿e  la  Par- 
tida 3*,  previene  que,  «en  cualquier  demanda,  para  ser  fecha  derecha- 
mente, deven  y  ser  acatadas  cinco  cosas.  La  primera,  el  nome  del  Jnei 
ante  quien  debe  ser  fecha.  La  segunda,  el  nome  del  que  la  face.  í^  terce- 


Digitized  by 


Google 


LIBBO  U— TÍTULO    U-r-ABTÍOÜLO   524  389 

Ta,  el  de  aquel  contra  quien  la  quieren  facer.  La  cuarta,  la  cosa  ó  la  quan- 
tia<^  el  fecho  que  demanda.  La  quinta,  por  qué  razón  la  pide.  Cá  seyendo 
todas  estas  cosas  puestas  en  la  demanda,  cierto  puede  el  demandado  saber 
por  ellas,  en  qué  manera  debe  responder;»  y  los  autores  comprendieron 
todos  estos  requisitos  en  el  siguiente  dístico: 

Quis,  quid,  coram  quo,  quo  jure  petatur,  et  á  quo 
Ordine  confectus  quisque  libellus  habet. 

Ni  la  ley  anterior,  ni  la  actual  han  variado  sustancialmente  el  sistema 
de  la  jurisprudencia  antigua,  y  por  lo  tanto,  creemos  oportuno  tratar  se- 
paradamente de  los  requisitos  que  en  suma  debe  contener  hoy  el  escrito 
de  demanda. 

4**  Nombre  del  actor, — ^Este  requisito  es  de  todo  punto  indispensable, 
pues  el  demandado  necesita  conocer  quién  es  el  que  le  demanda  y  si  reúne 
las  condiciones  necesarias  para  comparecer  en  juicio  ó  tiene  acreditado  el 
carácter  6.  representación  con  que  reclama,  y  caso  de  ignorar  quién  es  el 
demandante  ó  de  que  éste  no  reúna  las  condiciones  legales,  puede  formu- 
lar artículo  de  incontestacion.  (Art.  533).  De  modo  que  al  decir,  nombre 
del  actor ^  no  quiere  expresarse  que  ha  de  ser  precisamente  el  nombre  y 
nada  más,  sino  el  nombre  y  apellido,  y  cuanto  se  refiera  á  su  estado  civil 
y  sirva  para  dar  á  conocer  su  personalidad  y  su  aptitud  para  comparecer 
enjuicio,  y  si  demanda  en  representación  los  títulos  que  le  abonan,  ade- 
más del  nombre,  y  condición  del  representado,  pues  no  debe  olvidarse 
que  en  el  art.  2**  se  previene  que  sólo  podrán  comparecer  en  juicio  los 
que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles;  que  por  los  que  no 
se  hallen  en  este  caso  comparecerán  sus  representantes  legítimos,  ó  los 
que  deban  suplir  su  incapacidad  con  arreglo  á  derecho,  y  que  por  las  Cor- 
poraciones, Sociedades  y  demás  entidades  jurídicas  comparecerán  las  per- 
sonas que  legalmente  las  representen. 

En  las  demandas  para  el  acto  de  conciliación,  juicios  verbales  y  juicio 
de  desahucio  ante  los  Jueces  municipales,  debe  expresarse  también  la  pro- 
fesión ú  oficio  del  actor.  (Artículos  465,  720  y  1570.) 

%^  Juez  ante  quien  se  pide, — Este  requisito  exigido  por  la  ley  de  Parti- 
da como  el  primero,  apenas  se  llena  hoy,  porque  como  por  meciio  del  em- 
plazamiento conoce  el  (kmandado  el  Juez  ante  el  cual  tiene  que  compare- 
cer, no  tiene  objeto  verdaderamente  la  expresión  del  nombre  del  Juez,  á 
no  ser  en  el  caso  en  que  se  trate  de  una  población  en  donde  haya  varios 
Jaeces,  porque  entonces  es  conveniente  para  evitar  confusiones  que  el  de- 
mandante haga  expresión  de  aquél  á  quien  acude.  Esta  designación  no  tie- 
ne que  ser  hecha  poniendo  el  nombre  del  Juez  sino  el  del  distrito  en  que 
ejerza  su  jurisdicción. 

3**  Razón  ó  causa  de  pedir, — ^Se  expresa  este  requisito  en  la  actual  ley 
del  mismo  modo  que  én  la  anterior,  ó  sea  con  las  palabras,  ewpuestos  su- 
cintamente  y  numerados  los  hechos  y  fundamentos  de  derech).. i.,  y  por  lo 
tanto  es  de  advertir,  que  dicha  cláusula  contiene  real  y  efectivamente  dis- 
tintos preceptos:  uno,  que  pudiéramos  llamar  de  fondo,  ciíal  es  el  de  que 
se  ha  de  determinar  la  razón  ó  causa  de  pedir  (exposición  de  hechos  y  fun- 
damentos de  derecho);  y  otros  dos  que  cabe  denominar  de  forma  que  son 
el  de  que  la  exposición  sea  sucinta,  y  el  de  que  se  haga  numerando  los 
hechos  y  fundamentos  de  derecho. 

Respecto  del  primero,  tenemos  que  ya  nuestras  leyes  antiguas  le  ha- 
bian  consignado  (leyes  15,  25,  31  y  40,  tít.S*',  Partida  3»,  y  4»,  tít.  3**, 
libro  11,  Novísima  Recopilación),  llegando  hasta  el  punto  de  que  la 
ley  25,  tít.  X,  Partida  3®,  decia  que  «mucho  se  debe  guardar  el  deman- 
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dador,  guando  la  cpsa  demanda  por  suya,  quier  sea  mueble  ^  rayz,  que  ai 
sabe  la  razón  porque  ovo  el  señorio  delia,  assi  como  por  compra  ó  por 
donadío  ó  por  otra  manera  quaiquler,  que  aauella  ponga  en  su  oemanda;» 
y  más  adelante  anadia:  «mas  si  el  demandador  iiziesse  su  demanda  gene- 
ralmente, razonando  la  cosa  por  suya,  non  poniendo  alguna  razón  seña- 
lada, porque  ovo  el  señorio  della;  si  fuese  la  sentencia  dada  contra  él,  por- 
que non  la  pudiesse  provar,  non  la  puede  después  demandar  en  ningún 
manera.  £  esto  es  porque  alli  dó  la  demandó  g:eneralmente,  encerró  todas 
las  razones  porque  la  podia  demandar.  Pero  si  el  demandador  ouisieflse 
dezir,  é  mostrar  alguna  nueva  razón,  porque  el  ganara  el  señorio  de  aque- 
lla cosa  después  que  fué  dada  la  sentencia  contra  el,  assi  como  sil  foesse 
dada«  ó  comprada,  ó  la  ouiesse  ganada  de  nueuo  en  otra  manera  qual- 
quier,  de  aouel  que  ouia  poderlo  de  darla  ó  de  uenderla;  sobre  tal  razón 
como  esta,  nien  puede  fazer  su  demanda  de  nueuo.» 

J£s,  pues,  preciso,  lo  mismo  con  arreglo  ¿  la  legislación  antigua  que 
á  las  leyes  y  jurisprudencia  modernas,  consignar  determinada  y  concretar- 
mente  la  causa  ó  razón  por  que  se  pide,  pues  aunque  algunos  sostienen 
que  cuando  se  entabla  una  acción  real  uo  es  necesario  bacer  mención  de 
la  causa,  sino  que  basta  expresar  que  la  cosa  nos  pertenece,  la  mayor  par- 
te de  los  autores,  con  cuya  opinión  nos  conformamos,  sostienen  lo 
contrario,  va  por  los  efectos  que  la  ley  de  Partida  atribuye  á  la  pe- 
tición en  térmmos  generales,  ora  porque  así  se  deduce  del  contexto  de 
auestras  leyes,  y  ora,  en  fin,  porque  la  ley  actual  y  la  anterior  no  distín* 
guen,  y  al  decir  que  el  juicio  ordinario  p^rincipiará  por  demanda,  en  la 
cual  se  ban  da  llenar  los  requisitos  que  aetermina,  se  refieren  á  toda  cla^ 
se  de  demandas,  es  decir,  lo  mismo  á  en  la  que  se  entabla  una  acción  real. 

Fie  una  acción  per^w^nal  ó  que  una  mixta.  Y  esto  nos  mueve  á  encarecer 
los  Letrados  y  demás  personas  dedicadas  á  s^ir  y  despachar  asuntos 
judiciales  la*  necesidad  ae  que  mediten  y  estudien  bien  antes  de  promover 
una  demanda  sobre  la  razón  porque  van  á  pedir  y  sobre  la  conformidad 
de  los  datos  y  pruebas  que  reúnan  con  dicha  causa,  porque  de  lo  contra- 
río, fácilmente  pueden  perder  el  negocio  comprometiendo  los  intereses 
de  su  cliente. 

Por  lo  que  respecta  á  los  preceptos  que  hemos  llamado  de  forujia  y 
considerado  comprendidos  en  la  cláusula  que  examinamos,  poco  t«i^emo8 
que  decir.  La  ley  ha  dispuesto  que  ae  haga  una  exposición  sucinta  y  nu- 
merada de  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  para  evitar  los  escritos 
confusos  é  incomprensibles  que  abundaban  antiguamente  en  los  Tribuna- 
les, y  que  ya  habían  dado  ocasión  á  multitud  de  disposiciones,  prohibien- 
do los  escritos  liiengos^  la  inserción  literal  de  nuestras  leyes  ó  párrafos  d^ 
lo«  auk>res«Y  la  claridad  de  los  dos  preceptos  en  que  nos  ocupaq^os  es 
completa,  ¿¿pponer  suctntamenU  quiere  decir  tanto  como  con  la  mayor 
coi^cisipn  posible,  sin  extenderse  en  consideraciones  inútiles  ó  propias  de 
ptifos  e^ritos,  y  nwnerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  sujeta 
su  exposiciou  á  un  orden  dado  (para  los  hechos  parece  recomendado  el  cro- 
nológico), mediante  el  cual  todo  aparezca  claro  y  sencillo,  bien  coordinado 
y  relacionado,  y  fácil  de  comprender  por  el  Juez,  por  el  demandado  y  por 
cualquier  otra  persona  que  verlo  tuviese.  £s  de  advertir,  oue  al  redactar 
los  fundamentos  de  derecho,  deben  citarse  las  leyes  á  que  haya  lugar;  y 
auQqu^  no  creeuios  sea  ya  muy  necesario,  advertirenios  también,  sic[uien- 
do  á  r^spetables  autores,  que  no  deben  entenderse  las  palabras  de  la  ley 
en  sentido  da  que  inmediatamente  después  de  la  palabra  digOi  ^^  9H^e 
pon^rs^  en  los  escritos  de  demanda,  haya  de  hacerse  la  ei?posiciofl  nume- 
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fluia^  {mes  cuando  este  requisilo  debe  eomf^lirse  es  antes  de  fijar  la  fvre^ 
«ttBsion,  y  con  anterioridad  fmeden  hacerse  las  eansideraciones  que  se  es- 
tífiíen  pertáneaUes. 

4**  Cosa  que  se  pide. — ^No  ha  de  cumplirse  este  requisito  ,  cuyo  fin  es 
evidentemente  el  de  que  se  fije  bien  la  cosa  litigiosa  así  como  se  quiera, 
pwBs  la  ley  Actual ,  más-  rigorosa  aún  gue  la  anterior,  exige  -con  mucho 
acierto  que  se  fije  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  pida,  y  no  otro  era 
^  espíritu  de  nuestras  mismas  leyes  antiguas ,  como  puede  verse,  por 
ejemplo,  «n  las  de  Partida,  entre  las  cuales  dice  la  >l^  del  tít.  2^  de  la  Par- 
tida 3^,  ^e:  «Catar  deue  el  demandador,  no  tan  solamente  á  quien  face 
«n  demanda  en  juyzio,  assí  como  en  estas  leyes  diximos,  más  aún  que  co- 
sa es  aquella  que  i^uiere  demandar.  £  primeramente,  si  es  mueble  ó  rayz. 
£  después  desso,  si  quiere  por  su  demanda  auer  el  señorío  della,  ó  la  te- 
senda,  ó  si  quiere  razonarla  por  suya.  O  si:*pide  emienda  de  daíio,  ó  de 
tuerto,  ó  de  deshonrra,  que  aya  rescaldo  en  sí  mismo  ó  en  lo  suyo ;  ó 
-alguna  cosa  señalada  quel  deuan  dar,  ó  facer.  Ca  si  la  cosa  quisiere  de- 
mandar por  suya,  é  fuere  mueble  é  bina,  assi  como  sieruo,  deue  dezir  el 
nome  del,  si  k)  su^re,  é  si  es  varón,  ó  mujer,  ó  mancel^o,  ó  viejo,  ó  lie- 
^ro,  ó  blanco,  é  isi  fuere  cauallo,  ó  muía,  ó  otra  animalia,  deue  dezir  de 
qué  natura  es  é-que  color  sea.  E  si  fuere  pie^a  de  oro  ó  de  olata,  ó  otra 
cosa  semejante,  de  aquellas  que  se  suelen  pesar,  deue  dezir  el  peso  della. 
E  si  fuere  lauor  que  sea  fecha  de  mano  de  ome  assi  como  vaso,  ó  escu- 
dilla de  plata,  deuela  nombrar.»  etc.,  etc.  O^a  ley,  la  S5  del  mismo  títu- 
lo y  Partida,  dispone  (fue:  «Campo,  ó  viña,  ó  casa,  ó  otra  cosa  cualquier, 
de  aquellas  que  son  llamadas  rayzes,  qu^iéndola  alguno  demandar  en 
.  iuyzio  por  suya,  deue  dezir  señaladamente  en  qual  lugar  es,  é  nombrar 
los  mojones  é  linderos  della. »  La  ley  26  añade :  «Señaladamente  deue  el 
demandador  demandar,  é  decir  e»  juyzio  las  cosas  que  quisiere  deman- 
dar, assi  como  diximos  en  las  leyes  ante  desta.  Ca  de  otra  manera  non 
podría  ciertamente  responder  el  demandado  nin  el  Juez  dar  su  sentencia.» 
Y  por  último,  según  tenemos  dicho,  la  ley  40  dispone  que  una  de  las  co- 
sas que  debe  expresarse  en  la  demanda  es:  «la  cosa,  ó  la  quantía  ó  el  fe- 
cho  que  demanda.»  Además  en  el  bxU  490  de  esta  misma  ley  se  previene 
que  en  toda  demanda  hay  obligación  de  fijar  la  cuantía  de  la  cosa  siem- 
pne  que  sea  posible.  *^ 

Pero  no  siempre  puede  determinarse  con  exactitud  la  cosa  que  se  pide, 
v  tconocfóndolo  las  mismas  leyes  citadas  dispusieron  que  en  tales  casos  no 
bacia  falta  semejanlie  especificación.  Así  es  que  el  ^ue  demanda  una  heren- 
cia ó  una  universalidad  de  bienes ,  bastará  que  desi^  cuál  sea :  el  que 
{nde  un  arca  cerrada  no  necesitará  expresar  individualmente  los  bienes 
que  contenga;  y  el  que  pide  una  cosa  de  peso  ó  medida,  si  no  sabe  al 
tiempo  de  interponer  la  demanda  el  peso  ó  medida  que  tiene,  no  está  obli- 
gado i  decirlo. 

£s  de  advertir,  sin  embargo,  que  siempre  ha  de  procurarse  que  la  cosa 
«e  conozca,  y  que  si  el  actor  trata  de  reclamar  una  cosa  mueble ,  cuya  es- 
pecificación no  pueda  hacer  por  hallarse  >  en  poder  del  demandado  ó  de 
otra  tercia  persona,  podrá  pedir  la  exhibición  de  la  cosa,  antes  de  enta- 
Isiar  la  demanda  con  arreglo  al  párrafo  %°  del  art.  497. 

5®  ?íombre  dd  demandado. — ^Fácilmente  se  comprende  que  este  requi- 
sito tiene  por  objeto  hacer  posible  el  emplazamiento  de  la  persona  deman^ 
dada,  y  que  por  lo  mismo  debe  el  actor  poner  suiño  cuidado  en  la  desig- 
nación, cuidando  de  enterarse  si  aquel  contra  quien  reclama  tiene  capaci- 
dad le;gál  para  comparecer  en  juicio,  y  á  es  ó  no  d  verdaderamente  res^ 
poosable  á  sos  resultas.  Como  la  mayor  parte  de  los  intérpretes,  opinamos 
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además  que  debe  designarse  el  domicilio  siempre  que  se  sepa,  pues  á^ 
este  modo  se  facilita  la  citación  del  demandado,  y  cuando  se  interponga» 
demandas  para  el  acto  de  conciliación  ó  un  juicio  verbal,  dicha  designa^ 
cion  es  requisito  indispensable.  (Artículos  465  y  720.) 

6®  Clase  de  acción  que  se  ejercite, — ^La  ley  anterior  decia  expresamoa- 
te,  determinando  la  clase  de  acción  que  se  ejercite,  y  conforme  á  este  pre- 
cepto,  era  claro  que  si  no  se  necesitaba  citar  precisamente  el  nombre  de 
la  acción  deducida  era  sí  necesario  determinar  la  clase  á  que  pertenecía; 
y  mientras  unos  autores,  sosteniendo  que  al  especificar  la  cosa  que  se  pide 
viene  á  hacerse  mención  de  la  acción  ejercitada,  defendían  que  la  p^-es- 
cripcion  de  la  ley  no  podia  tener  otro  objeto  que  la  de  facilitar  la  deter- 
minación de  la  competencia  cuando  en  su  virtud  hubiera  de  hacerse,  otros 
autores  no  menos  respetables,  abogaban  á  favor  de  la  conveniencia  del 
mismo  precepto,  aduciendo,  que  no  sólo  produciría  la  ventaja  menciona- 
da, sino  también  la  de  que  el  Juez  tuviera  un  guia  para  dirígir  la  marcha 
de  la  sustanciaciou  y  la  de  que  pudiera  ajustar  la  sentencia  á  la  petición 
encerrada  en  la  acción. 

La  ley  actual,  cojiformándose  con  la  primera  opinión,  ha  limitado  la 
prescripción  de  la  antigua,  ordenando  que  se  expresará  la  clase  de  acción 
que  se  ejercite  cuando  por  ella  haya  de  determinarse  la  com|)etencia;  pera 
sea  como  quiera,  nosotros  podemos  decir,  que .  en  la  práctica  no  había 
ofrecido  inconveniente  alguno  el  cumplimiento  del  precepto  absoluto  de 
la  ley  anterior,  y  que  siendo  la  verdad  <jue  la  claridad  y  precisión  es  la 
primero  que  debe  desearse  en  todo  litigio  para  que  pueda  resolverse  coa 
acierto,  creemos  que  ningún  motivo  serio  exigia  la  innovación  que  se  ha 
introducido. 

Y  ahora  bien:  los  requisitos  expuestos  son  los  que  según  hemos  dicho, 
pueden  llamarse  intrínsecos;  pero  como  además  de  ellos  han  de  llenan»  - 
en  la  demanda  otros  que  la  ley  previene  ó  que  la  jurisprudencia  tiene  ad- 
mitidos, procuraremos  recopilarlos  para  que  nuestros  lect(»res  pueden  for-- 
marse  idea  cabal  de  todos. 

En  primer  lugar  tenemos,  que  disponiendo  el  art.  3**  que  la  compare- 
cencia en  juicio  se  verifique  por  regla  general  por  medio  del  Procurador^ 
la  deiiíanda  tiene  que  encabezarse  en  nombre  de  éste,  quien  al  propia^ 
tiempo  que  la  formule  acompañará  el  podA*  que  le  autorice  á  representar 
al  litigante  si  antes  no  lo  hubiere  presentado. 

En  segundo  término,  resulta  que  conforme  á  lo  prevenido  en  la  ley  l\ 
tít.  U,  lib.  11,  Novísima  Recopilación,  en  el  art.  19  de  la  ley  anterior  y 
el  10  de  la  presente,  ha  de  llevar  la  firma  del  Letrado  legalmente  habilita- 
do para  ejercer  la  profesión  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  de  ios 
autos. 

En  tercer  lugar^  debe  tenerse  presente,  que  á  no  pertenecer  el  actor  á 
la  clase  de  pobre^*en  cuyo  caso  usará  el  papel  señalado  para  la  misma» 
debe  escribirse  la  demanda  en  papel  del  sello  3®  (art.  87  del  decreta 
de  8  de  Agosto  de  1851.) 

En  cuarto  término  y  según  el  art.  503  que  confirma  el  precepto  de  qi» 
á  la  demanda  debe  acompañarse  el  poder  que  acredita  la  personalidad  del 
Procurador,  ha  de  acompañarse  también  el  documento  ó  documentos  que- 
acrediten  el  carácter  con  que  el  litigante  se  presente  en  juicio  en  el  caso- 
de  tener  representación  legal  de  alguna  persona  ó  corporación^  é  cuando 
el  derecho  que  reclama  provenga  ae  habérsele  otro  trasmitido  por  heren- 
eiaó  por  otro  cualquier  título;  la  certificación  del  acto  de  conciliación  6 
de  haberse  intentado  sin  efecto  en  los  casos  en  que  es  requisito  indispensar- 
Í3le  para  entrar  en  el  juicio,  el  documento  ó  documentos  en  que  la  parte  iiH- 
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leresada  funde  su  derecho,  siendo  obligación  precisa  la  de  designar  el 
archivó  ó  lugar  en  que  se  encuentren  los  originales  si  no  los  tuviera  á  su^ 
disposición  y  copias  de  la  demanda  y  demás  escritos. 

En  quinto  lugar,  la  demanda,  para  que  se  considere  arreglada  á  dere- 
cho, deberá  estar  extendida  en  la  forma  que  la  práctica  tiene  admitida,^  • 
de  modo  que  al  principio  deberá  usarse  de  la  cláusula  como  más  haya 
lugar  ó  proceda  en  derecho ^  que  sirve  para  que  valga  la  demanda,^ 
si  la  parte  contraria  no  se  opone  en  tiempo,  aunque  pueda  caber  algu- 
na duda  ó  haya  alguna  oscuridad  ó  defecto  no  sustancial;  suele  po- 
nerse, por  más  de  que  ya  sea  inútil,  la  protesta  de  ampliarla,  corregirla, 
suplirla  y  moderarla,  que  en  nuestra  jurisprudencia  antigua  surtia  verda- 
deros efectos;  y  es  preciso  concluir  con  la  fórmula  del  suplico  que  es  la 
petición  final  qiie  se  hace  después  de  haber  presentado  la  exposición  nu- 
merada de  los  nechos  y  fundamentos  de  derecho.  En  esta  cláusula  deba 
ponerse  mucho  cuidado,  no  sólo  porque  es  la  más  adecuada  para  que 
conste  claramente  lo  que  se  pide,  para  que  el  demandado  sepa  bien  de 
qué  ha  de  defenderse,  y  para  cpie  el  Juez  pueda  fallar  con  certeza  y  segu- 
ridad, si  que  también  pars^  no  inciurrir  en  los  excesos  de  \2^plus  peticimí 
de  que  tratan  las  leyes  42,  43,  44  y  45  del  tít.  2°  de  la  Partida  3«.  La 
plus  petición  puede  cometerse  por  cuatro  motivos:  por  razón  de  la  canti- 
dad cuando  se  reclama  mayor  suma  de  la  que  es  debida  (ley  42  del  título 
y  Partida  citados);  por  razón  del  lugar ^  cuando  se  pretende  el  cumpli- 
miento de  un  contrato  en  pueblo  diferente  del  que  se  designó  para  ello  en 
la  obligación  (ley  42  id.);  por  razón  de  la  causa  ó  modo  cuando  se  trata 
de  hacer  más  onerosa  la  obligación,  como  si  estando  obligado  el  deman- 
dado á  dar  una  de  dos  cosas,  se  demanda  una  determinación  (id);  y  por 
razón  del  tiempo^ '  si  se  pide  antes  de  cumplirse  el  plazo  ó  de  vencer  la 
obligación  (id.,  id.)  Las  leyes  de  Partida  señalaron  diferentes  efectos  á 
esos  excesos,  que  hoy  están  abolidos;  pero  en  el  caso"  de  haber  joto  peti-' 
clon  en  la  cantidad  ó  en  el  lugar  y  que  concurriese  temeridad  ó  mala  fé, 
procede 'á  absolver  al  demandado  en  lo  que  no  resulte  probado  y  conde- 
nar en  costas  al  actor;  y  al  hahet plus-peticion  por  razón  del  modo  ó  del 
lugar,  procede  la  absolución  al  demandado  con  imposición  de  costas,^ 
daños  y  perjuicios  al  demandante.  Sin  embargo,  es  ae  advertir,  que  en 
casos  de  plus  petición,  por  razón  del  lugar  puede  hacerse  uso  de  la  inhibi- 
toria ó  de  la  declinatoria;  y  que  la  petición  puede  adelantarse  al  cumpli- 
miento del  plazo  cuando  el  deudor  fuere  reduciéndose  á  pobreza  ó  cuan- 
do tiene  muchos  acreedores  que  solicitan  ser  pagados  y  sus  bienes  no* 
bastan  á  satisfacer  todos  los  créditos,  ó  cuando  el  padre  malverse  el  pe- 
culio de  sus  hijos,  ó  el  marido  dilapide  los  bienes  de  su  mujer,  porque  en 
estos  casos  tal  vez  no  encontrara  bienes  el  acreedoi*  al  interponer  su  dé- 
manda,  haciéndolo  después  de  cumplido  el  plazo. 

Además  suele  usarse  de  la  fórmula  con  cosías  que  se  dirige  á  suplicar 
al  Juez  que  condene  en  costas  á  la  parte  contraria;  y  cuando  sea  la  Ha- 
cienda la  demandada  ó  se  controviertan  intereses  del  Estado,  ó  la  deman- 
da verse  sobre  bienes  enajenados  por  el  mismo,  cuando  sea  demandante  & 
demandado  un  establecimiento  de  beneficencia,  y  cuando  el  pleito  se  en- 
table ó  sostenga  á  nombre  de  un  Ayuntamiento  de  un  pueblo  ó  de  cual- 
quiera corporación  municipal  ó  provincial,  deberá,  según  diferentes  dis- 
posiciones, acompañarse,  en  los  primeros  casos,  de  hídaer  intentado  y  apu- 
rado la  vía  gubernativa,  y  acreditarse  en  el  último  que  el  Ayuntamiento, 
pueblo  ó  corporación  de  que  se  trate  ha  obtenido  autorización  para  liti- 
\gar.  (Para  más  claridad  véanse  las  leyes  provincial  y  municipal  vigentes.) 
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Y  finalmente,  se  ba  de  exhibir  el  certificado  de  matrícula  y  el  recib% 

^e  estar  corriente  en  el  pa^o  de  la  contribución  industrial,  cuando  se  de- 

*  manda  por  razón  de  profesión  arte  ú  oficio  sigeto  á  dicha  contribución. 

£1  juramento  llamado  de  calumnia  exigido  por  la  ley  23  del  titulo  1 1 
de  la  Partida  3^,  es  fórmula  que  ya  no  se  usa  por  iaútil  é  innecesaria. 

Jurisprudencia, — Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
<^ÍYÍl,  en  la  demanda  debe  fijarse  con  precisión  lo  que  se  pide,  determinan- 
:do8e  claramente  la  acción  por  que  se  pide.  (%%  de  Diciembre  de  4860.) 

Careciendo  un  escrito  de  las  condiciones  esenciales  inherentes  á  toda 
demanda  destinada  á  promover  un  juicio,  y  ni  los  especiales  requisitos 
que  para  las  demandas  ejecutivas  exige  d  título  XX  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  es  de  todo  punto  imposible  el  caso  previsto  por  el  articu- 
lo 524,  ó  sea  el  de  haber  contra  un  mismo  deudor  dos  ó  más  ejecuciones 
pendientes;  es  dech*,  dos  ó  más  pleitos  ejecutivos  según  expresamente  de- 
termina el  523.  (42  de  Mayo  de  4862.) 

A  toda  demanda  debe  acompañarse  el  poder  que  para  presentarla  ten- 
ga el  Procurador,  si  éste  interviene.  (46  de  Junio  de  4864.) 

En  la  demanda  debe  fijarse  con  precisión  lo  que  se  pide.  (28  de  Mayo 
de  4867.) 

*  Los  artículos  224,  225,  227,  995  y  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
■civil,  suponen  (kmandas  hábiles  y  bien  lormuladas  que,  cualquiera  oue 
sea  su  justicia  ó  injusticia  intrínseca,  abran  la  pperta  á  un  litigio  veraa- 
4ero  y  ordenado  y  hagan  posible  un  fallo  válido  y  eficaz.  (6  de  Marzo 
4e  4869.) 

Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  224  de  la  ley  de  £i\juiciamiento 
civil,  el  demandante  debe  fijar  con  precisión  en  su  demanda  lo  que  pida, 
exponiendo  sucintamente  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho.  (5  áfá  Di- 
ciembre de  4870.) 

La  demanda  tiene  que  ser  sobre  <;osa  cierta  y  determinada.  <48  de  Oc- 
tubre de  4874.) 

Con  arre^  al  art.  48  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  á  toda  de- 
snanda  ó  contestación  debe  acompañarse  ei  poG^er  que  acredita  la  persona- 
lidad del  Procurador  siempre  que  éste  intervenga.  (20  de  Abril  de  4878.) 

La  ley  43^  tít.  2^  de  la  Partida  3^,  ordena,  que  cuando  ponen  los  de- 
mandadores más  en  sus  demandas  que  non  les  deben,  maguer  el  deman- 
dador non  puede  todo  cuanto  pusiese  en  su  demanda»  que  en  aquello  que 

proJbase  que  vala que  el  juzgador  dé  sentencia  contra  el  demandado 

«n  cuanto  ^se  probado  contra  él.  <S.  de  34  de  Mayo  de  4877.-^ac.  de 
44  de  Agosto.) 

La  ley  25,  tít.  2^,  Partida  3^,  ordena  solamente,  «los  casos  que  el  de- 
mandador debe  catar  ante  ^e  piMiga  la  demanda,»  dis{>onii^do  que  «de- 
be señalar  lo  que  demanda  por  cintas  señales,»  y  si  oien  el  desconoci- 
miento de  este  precepto  pudiera  dar  lugar  á  una  excepdon  dilatoria  por 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demímda,  no  puede  servir  de  fun^ 
damento  de  casación.  (S.  de  3  de  Mayo  de  4877. — Gac.  de  25  de  Agosto.) 

Los  Tribunales  ordinarios  no  pueden  admitir  demanda  alguíia  contra 
las  fincas  que  se  enajenen  por  el  Estado,  sin  que  el  demandante  acompañe 
documento  de  haber  hecho  reclamación  gubernativa,  y  haber  sido  dene- 
gada, (S.  de  4  de  Junio  de  4877. — Güc,  de  7  de  Octu&e.) 

La  admisión  y  sustanciacion  de  una  demanda  que  contiene  defectos, 
no  prejuzga  la  cuestión  htigiosa.  (S.  de  26  de  Marzo  de  4878. — Gac,  de 
^0  de  AbrU.) 

A  toda  demsmda  ó  contestación  debe  acompañarse  poder  que  acredite. 
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la.  personalidad  del  Procurador  cuándo  interviene.  <S.  de  20  de  Abril  de 
1878.— (?«(;.  de  5  de  Junio.) 

No  se  conoce  en  derecho  un  trámite  en  que  los  litigantes  se  ratifique^ 
en  la  demanda.  (S.  de  19  de  Octubre  de  1878. — Gac,  de  28  de  Noviembre.) 

No  puede  alterarse  U  petición  ni  deducir  nueva  acción  al  ampliar  la 
demanda.  (S.  de  26  de  Diciembre  de  1878.--G^íwr.  de  31  de  Enero  de  1879.) 

La  ley  7*,  tít.  10  de  la  Part.  3*,  y  doctrina  sentada  por  el  Tribunal 
Supremo  en  su  consonancia,  se  refieren  á  las  demandas  que  contienen  pre- 
tensiones opuestas  entre  sí,  y  no  son  aplicables  al  caso  en  que  la  parte  ac- 
tora,  si  bien  dedujo  tres  solicitudes  diversas,  lo  hizo  en  forma  suosidiaria 
respecto  á  las  últimas,  pudiendo  por  consi^iente  resolverse  separadamen- 
te acerca  de  ellas  sin  dificultad  m  contradicción  de  ningún  género.  (S.  de 
18  de  Octubre  de  1879.— 6^ac.  de  6  de  Diciembre.) 

Art.  525.  Presentada  la  demanda  con  las  copias  preveni- 
das, se  conferirá  traslado  de  ella  á  la  persona  ó  personas  con- 
tra quienes  se  proponga,  y  se  las  emplazará  para  que,  dentro 
de  Bueve  dias  improrogables  comparezcan  en  los  autos,  per- 
donándose en  forma.  {Ley  ant.,  art,  227.) 

Art.  526.  Cuando  el  que  haya  de  ser  emplazado  no  resida 
«n  el  lugar  del  juicio,  el  Juez  podrá  aumentar  el  término  del 
emplazamiento,  concediéndole  para  comparecer  el  que  estime 
necesario  atendidas  las  distancias  y  medios  de  comunicación^ 
sin  que  el  aumento  pueda  exceder  de  un  dia  por  cada  30  kiló- 
metros de  distancia.  {Isy  ant,  arl.  229,  pdr,  2°.) 

£1  primero  de  estos  artículos  contiene  dos  preceptos  distintos^  y  el  se- 
cundo es  complemento  del  último  de  dichos  preceptos.  La  ley,  siguien- 
do «n  este  punto  el  camino  trazado  por  la  anterior,  ha  consignado  que 
una  vez  presentada  la  demanda  se  dará  traslado  de  ella  á  la  persona  ó  per- 
sonas contra  cpúenes  se  proponga,  y  se  las  emplazará  para  que,  dentro  de 
nueve  dias  comparezcan  en  los  autos,  pers(Hiándose  en  forma,  á  no  ser  que 
el  que  haya  de  ser  emplazado  no  resida  en  el  lugar  del  juicio,  porque  en 
esle  caso,  el  Juez  podrá  aumentar  el  término  del  emplazamiento,  conce- 
diéndole para  conq;)arecer  el  fUe  estime  necesario  atendidas  las  distancias 
y  medios  de  comuúicacion,  sin  que  el  aumento  pueda  exceder  de  un  dia 
por  cada  30  kilóoaetros  de  distancia.  Pero  la  ley  actual  ha  introducido  al- 
gunas modificaciones  que  merecen  ser  examinadas,  empezando  por  una  cuefr- 
Son  previa  que  suxje  á  la  simple  comparación  de  los  artículos  que  estamos 
comentando  y  el  anterior  con  los  que  pudiéramos  llamar  concordantes 
de  la  ley  de  1855.  En  efecto:  en  los  artículos  ^H  y  %fb  de  esta  última 
^  ^pecificaban  los  requisitos  de  la  demanda,  de  que  trata  el  artículo  5S4 
que  l^mos  examinado  y  la  obligación  de  presentar  los  documentos  en 
que  el  actor  fundase  su  derecho  con  la  copia  en  papel  común  de  la  deman- 
da; en  el  artículo  SISI6,  antes  de  tratar  del  emplazamiento,  se  prevenía  que 
ios  Jueces  repelerian  de  oficio  las  demandas  no  formuladas  con  claridad* 
y  que  no  se  acomodaren  alas  reglas  establecidas; y  en  el  artículo  227  se  co^ 
menzaba  diciendo:  De  la  demanda  presentada  y  admitida  por  el  Juez,  etc. 
Pues  en  la  nueva  ley  no  consta  un  artículo  igual  al  226  de  U  ante- 
rior, y  en  el  525,  que  concuerda  con  el  227  de  dicha  ley,  se  manifiesta 
~^áólQ  que,  presentada  la  demanda  con  las  copias  prevenidas,  se  conferirá 
trasliáo,  etc.,  etc.  Y  viendo  esta  notable  diferencia,  ocurre  preguntar: 
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¿há  lugar,  según  la  lev  actual,  á  la  admisión  ó  inadmisión  de  oficio  de  la 
demanda  de  que  hablaba  la  ley  de  4855?  ¿Pueden  los  Jueces  rechazar  las 
demandas  en  que  no  se  hayan* llenado  todos  los  requisitos  exigidos?  ¿Se- 
rá preciso  que  lo  pida  la  parte  contraria?  Hé  aquí  unas  preguntas  ^á  que 
procuraremos  contestar,  ateniéndonos  á  las  disoosiciones  de  la  ley,  y  que 
muy  bien  pudieran  dar  origen  á  dudas  y  dificultades  en  la  práctica,  por- 
que al.  ver  conservada  como  excepción  dilatoria,  que  puede  alegarse  por 
el  demandado  el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  se 
comprende  que  la  nueva  ley  sigue  concediendo  á  la  parte  contraria  la  fa— 
cuitad  de  advertir  al  Juez,  antes  de  contestar,  que  la  demanda,  no  es  ad- 
misible por  no  estar  ajustada  á  la  ley,  y  al  no  encontrar  una  disposición 
concreta  en  que  se  dé  al  Juez  el  derecho  que  le  otorgaba  el  art.  SS!6  de  la 
ley  anterior,  parece  como  que  no  se  (quiere  que  el  Juez  proceda  de  oficio, 
y  esto  que  pugna  con  la  jurisprudencia  seguida  hasta  ahora  lo  contradice 
también  el  buen  sentido,  pues  desde  el  momento  en  que  se  determinan  los 
requisitos  que  debe  contener  la  demanda  y  que  al  presentarla  puede  de- 
cirse que  no  ha  empezado  el  pleito,  con  lo  cual  no  hay  todavía  interés 
contradictorio,  resulta  lógico  que  el  Juez,  encargado  de  velar  porque  el 
procedimiento  ó  la  ley  se  cumpla,  pueda  rechazar  de  oficio  las  demandas 
en  que  no  se  llenen  los  requisitos  exigidos.  Y  lo  cierto  es  que  con  haber 
guardado  silencio  sobre  ese  punto,  justifica  la  ley  todas  las  dudas,  por- 
que además  de  lo  dicho  tenemos  que  están  terminantes  los  preceptos  en 
que  se  manda,  por  ejerñplo,  que  se  acompañe  el  poder  jjue  acredite  la 
jpersolialidad  del  Procurador  ó  que  se  actúe  najo  la  dirección  de  Letrado 
nabilitado,  ó  que  en  la  demanda  se  numeren  los  hechos  y  funda^nentos  de 
derecho,  y  ante  esos  preceptos  á  nadie  se  le  puede  ocurrir  negar  el  dere- 
cho ó  las  facultades  del  Juez  para  repeler  de  oficio,  ordenando  como  se 
hacia  antiguamente  que  se  pida  en  forma,  las  demandas  en  que  falte  ó  no 
86  haya  cumplido  cualquiera  de  esos  requisitos;  y  por  otro  lado,  parece 
que,  teniendo  el  demandado  el  derecho  de  formular  una  excepción  dila- 
toria cuando  en  la  demanda  haya  algún  defecto  legal,  y  no  estando  taxa- 
tivamente determinado  que  el  Juez  pueda  repeler  de  oficio  las  demandas 
imperfectas,  no  tendrá  éste  más  remedio  que  admitir  toda  clase  de  deman- 
das y  dejar  que  surtan  todos  sus  efectos  si  el  demandado  no  propone  en 
tiempo  hábil  la  enunciada  excepción  dilatoria.  A  mayor  abundamiento  la 
lectura  de  ciertos  artículos  como  el  507  yel  518,  da  lugar  también  á  la 
duda  expuesta,  pues  mientras  al  ver  que  en  el  primero  se  dice  que  el  Juez 
Tcpelerá  de  oficio  los  documentos  que  se  presenten  después  de  la  citación 
para  sentencia,*  puede  considerarse  que  si  la  ley  hubiera  (juerido  que  el 
Juez  tuviera  la  facultad  de  repeler  de  oficio  las  demandas  imperfectas,  la 
hubiera  consignado  expresamente,  y  que  al  no  haberlo  hecho,  es  que  ne 
lo  ha  querido,  dedúcese  de  la  lectura  del  518,  que  el  Juez  á^e  tener  aque- 
lla facultad,  porque  si  así  no  fuera,  no  se  expresaría  que  lá  omisión  de  las 
copias  prevenidas  en  el  art.  515,  no  será  motivo  para  dejar  de  admitir  los 
escritos  y  documentos  (jue  se  presenten  en  tiempo  oportuno,  ni  se  añadi- 
ría que  de  esta  disposición  se  exceptúan  los  escritos  de  demanda,  los  cua- 
les no  serán  admitidos  si  no  se  acompañan  las  copias  del  escrito  y  docu- 
mentos. 

Obséi-vase,  pues,  que  para  algunos  casos  la  ley  ha  sido  explícita  y 
que  para  los  demás  ha  guardado  silencio;  pero  nosotros  que  estimamos 
que  porque  el  Juez  tenga  la  facultad  de  recnazar  los  escritos  (jue  no  es- 
tén ajustados  á  las  prescripciones  de  la  ley,  no  se  vulnera  el  prmcipio  de 
que  en  los  asuntos  civiles,  no  debe  el  Juez  mezclarse  en  nada,  porque  el 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


LIBBO   II  — TÍTULO   II  —  ABTÍCULO  526  397 

hecho  de  que  dirija  el  procedimiento,  no  ataca  al  interés  de  las  partes  j 
antes  bien  está  obligado  por  Ja  propia  ley  y  para  mostrar  su  imparcialidad 
á  no  consentir  maninestas  trasgresiones  legales  á  favor  de  nadie,  nosotros, , 
decimos,  tenemos  la  creencia,  de  que  el  Juez  á  pesar  del  silencio  que  he- 
mos observado  en  la  ley,  tiene  facultad  para  repeler  de  oficio  las  deman- 
das que  se  presenten  sin  estar  su  forma.  Y  si  esto  es  así,  ¿qué  carácter 
tendrá  la  providencia  de  inadmisión?  ¿qué  recurso  cabrá  contra  ella?  La 
ley  anterior  concedía  el  recurso  de  reposición,  y  denegada  ésta,  la  apela- 
ción en  ambos  efectos;  y  á  nuestro  juicio,  hoy  habrá  de  suceder  lo  mis- 
mo, porque  calificada  de  auto  la  providencia  en  que  se  repela  una  de- 
manda (art.  369,  (jue  también  dá  lugar  á  la  duda,  de  si  la  repulsión  pue- 
de hacerse  de  oficio  ó  siempre  á  instancia  de  parle),  y  especificados  en 
los  artículos  376  y  siguientes  los  recursos  contra  las  resoluciones  de  los 
Jueces  de  primera  instancia,  se  vé  por  lo  que  en  ellos  se  dice,  que  el  auto 
de  que  se  trata  es  de  los  que  causan  perjuicio  irreparable  en  definitiva,  y 
contra  estos  puede  pedirse  reposición  dentro  de  cinco  dias,  y  si  se  deniega 
.  interponer  la  apelación,  que  procede  en  ambos  efectos.  (Véase  nuestro 
comentario  al  artículo  384.) 

Entrando  aliora  en  el  examen  de  los  artículos  que  motivan  este  co- 
mentario, y  estudiando  separadamente  cada  uno  de  los  preceptos  que  con- 
tienen, tenemos  que  el  primero,  que  es  el  de  que  una  vez  presentada  la 
demanda  con  las  copias  prevenidas,  se  conferirá  traslado  á  la  persona  6 

Sersonas  contra  quienes  se  proponga,  significa  que  á  los  demandados  han 
e  pasárseles  las  referidas  copias,  porque  según,  previene  el  art.  520,  los 
traslados  se  evacuarán,  y  las  demás  pretensiones  se  deducirán,  en  v'^ta  de 
las  copias  de  los  escritos,  documentos  y  providencias  que  cada  parte  con- 
servará en  su  poder,  y  porque  según  advierten  en  sus  comentarios  á  la 
ley  anterior  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus,  la  palabra  traslado  en  sa 
acepción  propia,  supone  la  entrega  al  demandado  de  la  copia  literal  y 
exacta  del  escrito  y  documentos  presentados  por  las  partes.  Dichos  seño- 
res, sin  embargo,  sostenían  que  la  ley  usaba  de  la  palabra  traslado  como 
de  una  fórmula  aceptada  por  la  jurisprudencia,  eauivalente  al  acto  ó  man- 
dato de  hacer  saber  al  demandado  1  a  acción  deaucida  en  juicio  para  que 
comparezca  dentro  del  plazo  marcado;  y  esta  opinión  es  la  ouc  hoy  tam- 
bién debe  sustentarse,  pues  con  sólo  tener  en  cuenta  lo  que  debe  contener 
la  óédula  del  emplazamiento  y  leer  los  artículos  525  y  530  se  adquiere  la 
convicción  de  que  en  el  espírrtu  de  la  ley  está  que  no  se  entreguen  al  de- 
mandado, hasta  después  de  haber  comparecido  y  haberse  personado  en 
forma,  ni  las  copias  ni  los  autos  originales  en  los  casos  en  que  haya  lu- 
gar á  ello. 

El  segundo  precepto  contenido  en  el  art.  525  es  el  de  que  se  empla- 
zará al  demandado  para  que  dentro  de  nueve  dias  improrogables  compa- 
rezca en  los  autos  personándose  en  forma,  y  la  importancia  de  este  precep- 
to merece  que  nos  detengamos  algún  tanto  ei;i  su  explicación. 

£1  emplazamiento,  según  dejamos  dicho,  es  el  llamamiento  para  que 
comparezca  enjuicio  una  parte  en  virtud  de  una  demanda,  de  una  apela- 
ción ó  de  un  recurso  interpuesto,  y  de  su  importancia  hemos  dicho  algo 
en  el  epígrafe  de  la  sección  que  comentantes.  Pues  con  arreglo  á  lo  que 
disponen  los  artículos  que  constituyen  la  3*  del  tít.  6®,  sábese  que  ha  de 
hacerse  por  medio  de  cédula  extendida  en  papel  común,  que  será  entrega- 
da al  emplazado  y  jue  ha  de  contener:  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese 
dictado  la  providencia,  la  fecha  de  ésta  y  el  negocio  en  que  hubiere  recai- 
do;  el  nombre  y  apellidos  de  la  persona  á  quien  se  haga  la  citación;  el  ob- 
jeto de  la  citación,  y  la  parte  que  la  hubiese  solicitado;  la  prevención  de 
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qpe  8i  no  compareciere  le  parará  el  perjuicio  á  qne  hubiere  lugar  en  dere- 
cho; «I  término  dentro  del  cual  deba  comparecer  el  emplazado;  el  Juzgado 
6  Tribunal  ante  quien  haya  de  verificarlo,  y  la  fecha  y  la  firma  del  actuario. 
{Artículos  278,  274,  274  y  272.)  Dicha  cédula  podrá  serie  entregada  al  em- 
plazado en  la  Escribanía  ó  local  á  propósito  del  Tribunal,  si  alii  compare- 
ciere oportunamente,  y  de  no  ser  así,  en  su  domicilio  si  es  conocido. 
(Artículos  224  y  226.)  Pero  si  no  fuere  habido  se  entregará  la  cédula  al 
pariente  más  cercano  ó  familiar,  ó  criado,  mayor  de  U  años,  qué  se  encon- 
trare en  la  habitación,  y  si  nadie  estuviere  en  ella,  al  vecino  más  próxi- 
mo que  fuere  habido,  en  cuyos  dos  casos  se  acreditará  en  los  autos  la  en- 
trega por  diligencia,  en  la  cual  se  hará  constar  el  nombre,  estado  y  ocu- 
pación de  la  persona  que  reciba  la  cédula,  su  relación  con  la  que  deba  ser 
notificada  y  la  obligación  que  aquella  tiene ,  y  le  hará  saber  el  actu^o, 
de  entregar  la  céduh  al  emplazado  así  que  regrese  á  su  domicilio,  ó  d!e 
darle  aviso  si  sabe  su  paradero,  bajo  la  multa  de  5  á  25  pesetas;  diligen- 
cia que  será  firmada  por  el  actuario  y  por  la  persona  que  reciba  la  cédu- 
la, y  si  ésta  no  quisiere  ó  no  pudiere,  por  un  testigo  que  presentará  ó  por 
dos  requeridos  por  el  mismo  actuario  caso  de  no  presentarle.  (Artículos 
268  y  263.)  Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  em- 
plazada ,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se  ignore  su  paradero,  se 
consignará  por  diligencia,  y  el  Juez  mandará  que  se  haga  la  notificación, 
fijando  la  cédula  en  el  sitio  público  de  costumbre ,  é  insertándola  en  eí 
Siario  de  Avisos  donde  lo  hubiere,  y  si  no  en  el  Boletín  Oficial  áe  la  pro- 
vincia, pudiendo  también  %;ordar  que  se  publique  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid. Cuando  el  interesado  resida  dentro  oe  territorio  español ,  en  lugar 
distinto  de  aquel  en  que  se  le  demande,  se  hará  el  emplazamiento  di- 
rigiendo exhorto  ó  carta-órden,  según  los  casos,  al  Juez  de  primera 
instancia  ó  municipal  se  acompañará  al  despacho  la  cédula  correspon- 
diente, y  se  entregará  todo  al  demandante  para  aue  gestione  su  cumpli- 
miento. (Artículos  285,  294  y  277.)  Diligenciado  el  despacho,  el  Juez 
exhortado  ó  mandado,  le  devolverá  al  Juez  que  le  expidió  por  el  mismo 
conducto  que  le  hubiere  recibido  (art.  295),  y  para  cuando  se  demore  el 
cumplimiento  procede  lo  dispuesto  en  el  artículo  299.  También  puede  en 
algún  caso  remitirse  de  oficio ,  aunque  á  instancia  de  parte  el  exhorto  de 
que  se  trate.  (Art.  294.)  Y  por  último,  cuando  haya  de  practicarse  el  em- 
plazamiento en  país  extranjero  se  dirigirán  los  exhortos  por  la  via  diplo- 
mática, ó  por  el  conducto  y  en  la  forma  establecida  en  los  tratados,  y  á 
falta  de  estos  en  la  aue  determinan  las  disposiciones  generales  del  Gobier- 
no ,  estándose  en  lodo  caso  al  principio  de  reciprocidad.  (Art.  300.) 

Por  lo  tanto,  son  varios  los  modos  de  hacer  el  emplazamiento,  á  sa- 
ber: 4"  Por  cédula  entregada  al  emplazado,  y  en  su  defecto  al  pariente 
más  cercano  ó  familiar,  criado  ó  vecino  más  próximo,  2^  Por  edictos.  3** 
Por  exhortos  ó  cartas-órdenes  dirigidos  por  el  procedimiento  ordinario. 
Y  4®  Por  exhortos  dirigidos  á  país  extranjero;  y  puesto  que  la  explica- 
ción de  todos  ellos  puede  verse  en  los  comentarios  á  los  artículos  que  he- 
mos venido  citando,  nos  limitaremos  ya  á  dar  á  conocer  los  efectos  que 
e!  emplazamiento  surte,  para -lo  cual  hemos  de  acudir  también  á  nuestras 
leyes  antiguas. 

En  primer  lugar,  j  conforme  á  las  leyes  2*  y  42  del  tít.  T*,  Parti- 
da 3*,  y  9*,  tít.  35,  libro  42  de  la  Novísima  Recopilación,  previene  el 
juicio;  de  suerte,  que  si  el  Juez  que  le  verifica  es  competente,  tiene  pleno 
derecho  á  conocer  del  asunto  antes  que  cualquiera  otro  Juez  que  empla- 
zara por  el  mismo  negocio. 

Ett  segundo  térmmo  interrumpe  fe  prescripción  de  tal  manera,  que 
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dispone  la  ley  29,  t^.  29,  Partida  5^  «que  si  alguno  hobiese  comenzado 
á  ganar  por  tiempo  cosa  agena,  qué  si  aquel  cuya  era  é  contra  qui^n  la 
gan^a,  le  ficiese  emplazar  sobre  ella  por  carta  del  judgador  ó  phr  porte- 
ro, ó  gela  hobiese  demandada  en  juicio,  la  ganancia  def  tiempo  que  ha- 
bie  comenzado  contra  él  destájase  é  piérdese  por  ende.»  Y  esto  en  razón 
á  que  acaba  la  buena  fé  del  poseedor  de  la  cosa  demandada  desde  el  mo- 
mento en  que  es  emplazado,  pues  ya  debe  dudar  si  es  suya  6  del  actor. 

£n  tercer  lugar  nace  nula  la  enajenación  de  la  cosa  litigiosa  que  eje- 
cute el  demandado  maliciosamente  después  de  emplazado,  pues  según 
dice  la  ley  43,  tít.  7^,  Partida  3^,  el  demandado  que  después  de  la  cita- 
ción vende,  permuta  ó  dona  maliciosamente  la  cosa  que  se  le  pide,  para 
eludir  el  resjponder  de  ella  hace  un  acto  nulo.  Sólo  es  válida,  segim  la 
ley  4  4  del  mismo  título  y  Partida,  cuando  la  enajenación  se  haga  por 
causa  de  casamiento  ó  por  legado,  cuando  un  comunero  la  enajenase  á 
otro,  ó  cuando  varios  la  partiesen  entre  sí;  pero^n  tales  casos  debe  aqpiél 
á  quien  pasa  la  cosa  contestar  á  la  demanda  y  $%uir  el  pleito. 

Además  sujeta  al  emplazado  á  comparecer,  y  seguir  el  pleito  ante  el 
Juez  que  le  emplazó,  siendo  competente  para  él  al  tiempo  de  la  citación 
aunque  después  dejase  de  serlo  por  haber  variado  el  demandado  por  cual- 
quier motivo  su  domicilio  ó  fuero  (ley  12,  tít.  7",  Partida  3*).  (Caravan- 
tes:  Tratado  de  Procedimientos.) 

También  perpetúa  la  jurisdicción  del  Juez  delegado,  aunque  el  dele- 
gante muera  ó  pierda  el  oficio  antes  de  la  contestación.  Este  efecto  le  re- 
conocían las  leyes  24,  tít.  4®,  y  35,  tít.  48  de  ¿a  Partida  3^;  pero  hoy,  por 
no  estar  admitida  la  delegación  en  general,  carece  de  objeto. 

Asimismo  pone  al  emplazado  en  la  necesidad  de  comparecer  ante  el 
Juez  que  le  emplazó  aunque  sea  sólo  para  mostrar  la  excepción  ó  privi- 
legio que  tenga  para  no  creerse  sujeto  á  la  jurisdicción  del  mismo  (ley  2*, 
título  7**,  Partida  3^) .  Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  la  facultad  que 
tiene  el  demandado  de  proponer  la  inhibitoria  ante  el  Juez  á  quien  crea 
competente,  pues  en  este  caso  cesa  aquella  obligación. 

Y  por  último,  produce  el  efecto  á  que  se  refieren  los  artículos  527 
y  528,  de  que  en  su  lugar  hablaremos. 

Dicho  esto,  podemos  volver  al  examen  concreto  dfel  precepto  del  ar- 
tículo 525,  que  ordena  el  emplazamiento,  y  según  se  advierte  á  la  simple 
lectura,  el  término  que  establece  es  solamente  para  que  el  demandado 
comparezca  y  se  persone  en  los  autos,  lo  cual  nada  tiene  que  ver  con  el 
término  para  contestar  á  la  demanda  que  después  se  consigna.  Es  pura  y 
simplemente  para  que  comparezca  y  se  persone  en  forma,  y  dicho  se  está 
que  esto  se  ha  de  realizar  acudiendo  por  medio  de  Procurador,  con  poder 
bastante  que  acredite  su  representación,  y  dándose  por  notificado  de  la 
providencia  en  que  se  le  emplazó.  La  ley  nueva  ha  introducido  pues,  una 
modificación  en  el  artículo  concordante  de  la  anterior  al  exigir  que  se 
comparezca  á  personarse  en  forma,  que  consideramos  conveniente,  porque 
su  erecto  ha  de  ser  el  de  que  no  pueda  dictarse  la  providencia  mandando 
entregar  para  contestación  los  autos  ó  las  copias,  hasta  que  no  se  haya 
personado  el  demandado. 

Finalmente,  el  art.  526  contiene  un  precepto  que  hemos  considerado 
como  complemento  del  segmido  del  art.  525,  y  así  es,  pues  al  otorgar  al 
Juez  ja  facultad  de  aumentar  el  término  del  emplazamiento  para  cuando  e! 
demandado  no  resida  en  el  lugar  del  juicio,  prevee  un  caso  que  puede 
ocurrir  y  que  por  ser  excepcional  merece  se  consigne  á  su  favor  una  ex- 
cepción. La  ley,  sm  embargo,  que  en  materia  de  términos  es  con  justicia 
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rigorosa^  no  debía  conceder  aquella  facultad  sin  ninguna  limitación,  y 
por  eso  prescribe  que  el  aumento  no  pueda  exceder  de  un  dia  por  cada  30 
kilómeti'os  de  distancia.  Conserva,  por  lo  tanto,  la  limitación  establecida 
por  la  ley  anterior,  que  como  no  ba  causado  perjuicios  en  la  práctica  pue> 
úe  considerarse  acertada. 

Art.  527.  Trascurrido  el  término  del  emplazamiento  8ia 
haber  comparecido  el  demandado  citado  en  su  persona  ó  en  la 
del  pariente  más  cercano  ó  familiar  oue  hubiere  sido  hallado 
en  su  domicilio,  y  acusada  una  rebeldía,  se  dará  por  contesta- 
da la  demanda.  Hecha  saber  esta  providencia,  se  seguirán  los 
autos  en  rebeldía,  haciéndose  las  demás  notificaciones  que 
ocurran  en  los  estrados  del  Juzgado.  (Ley  anL,  art.  232.) 

Art.  528.  Si  se  hiü)¡era  hecbo  el  emplazamiento  entregan- 
do la  cédula  á  criadof  ó  vecinos,  ó  por  medio  de  edictos,  acu- 
sada lá  rebeldía  por  no  haber  comparecido  el  demandado,  si 
tampoco  fuere  hallado  en  su  domicilio,  se  le  hará  un  segundo 
llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior,  señalándole 
para  que  comparezca  la  mitad  del  término  antes  fijado. 

Si  trascurriere  este  segundo  término  sin  comparecer,  se  le 
declarará  en  rebeldía,  y  se  dará  por  contestada  la  demanda  á 
instancia  del  actor,  notificándose  en  los  estrados  esta  provi- 
dencia y  las  demás  que  recayeren.  (Ley  anL,  arí.  232.) 

Estos  artículos  que  discrepan  poco  de  sus  concordantes  de  la  ley  ante- 
rior, sancionan  un  principio  reconocido  desde  antiguo,  cual  es  el  de  que 
la  eontumacia  del  demandado  no  debe  perjudicar  al  demandante ;  sólo 
que  luiestra  jurisprudencia  moderna  ha  suavizado  las  disposiciones  de 
nuestros  anti^os  Códigos.  Tomándolo  estos  de  las  leyes  romanas,  per- 
mitieron la  vía  de  asentamiento,  que  era  la  tenencia  ó  posesión  que  por  la 
rebeldía  del  demandado  en  no  comparecer  á  juicio  ó  en  no  contestar  á  la 
demanda,  daba  el  Juez  al  demandante  de  la  cosa  que  pedia  si  la  acción  era 
real,  y  de  algunos  bienes  del  demandado,  si  la  acción  era  personal. 

El  Fuero  Juzgo  consignó  este  medio  en  la  ley  i 7,  tit.  i**,  lib.  2**.  Luego 
lo  adoptó  el  Espéculo  con  más  extensión  en  el  tít.  3°  del  libro  5°.  A  su 
vez  el  Fuero  Real  lo  garantizó  con  sanciones  penales  en  las  dos  leyes  del 
tít.  4®,  del  libro  2®.  Después  se  consagró  á  esta  materia  el  tít.  8®  de  la  Par- 
tida 3^;  y  otro  título  le  dedicó  últimamente  la  Novísima  Recopilación  (5® 
del  lib.  44).  Pero  este  Código  facultó  al  propio  tiempo  al  Demandante 

Sara  escoger  el  medio  deprueba^  que  consistía  en  que  por  la  contumacia 
el  demandado  pudiera  el  Juez  ir  adelante  en  su  rebeldía  recibiendo 
«testigos  del  demandador,  ó  otras  pruebas  si  hubiere  para  probar  su  in- 
tención, así  como  si  el  pleyto  fuese  contestado,  y  dar  sentencia  definitiva 
en  él  sin  otro  emplazamiento;»  y  éste  es,  en  suma,  el  juicio  en  rebeldía 
admitido  hoy. 

Los  dos  artículos  ^e  examinamos  contienen  diferentes  preceptos, 
pues  en  tanto  que  el  primero  se  refiere  á  la  falta  de  comparecencia  del  em- 
plazado en  su  persona  ó  en  la  de  un  pariente,  el  secundo  hace  referencia 
al  emplazado  en  sus  criados  ó  vecinos,  ó  por  medio  de  edictos;  y  fácil- 
mente se  comprende  que  son  dos  casos  muy  distintos,  porque  en  el  pri- 
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jnero  la  ley  no  esU  en  el  de  dudap  de  que  si  el  demandado  no  comparece 
-es  por  falla  de  volmitad,  y  en  el  segundo  tiene  que  presumir  que  por  des- 
cuido de  la  persona  que  recibió  la  cédula  ó  por  no  haber  leido  los.  edictos, 
>puede  muy  bien  no  naber  tenido  noticia  del  emplazamiento  y  no  debe  ol- 
vidarse que  de  todos  modos,  es  decir,  en  uno  ú  otro  caso,  no  es  el  hecho 
sólo  de  no  comparecer  el  que  ha  de  ocasionar  que  se  dé  por  contestada 
ia  demanda  sino  que  además  hace  falta  que  se  le  acuse  de  rebeldía. 

El  primero  de  los  referidos  artículos  no  puede  ofrecer  dilicultad  .algu- 
na; pero  creemos  oportuno  decir  míe  es  sensible  se  hayan  suprimido  las 
-palablas  en  la  misma  forma  que  él  emplazamiento,  que  constaban  en  el 
artículo  concordante  de  la  ley  anterior  después  de  las  de  hecha  saber  esta 

frovidencia,  pues  dichas  palabras  ponian  en  claro  que  era  preciso  noti- 
cársela  al  demandado,  y  que  habia  de  hacerse  de  la  misma  manera  que 
Ja  notificación  del  emplazamiento ;  todo  lo  cual,  y  á  pesar  de  que  al 
decirse  las  demás  notificaciones  se  aclara  algún  tanto  el  precepto  de  la 
ley,  no  queda  en  la  presente  tan  bien  determinado. 

En  el  art.  5SI8  se  ha  tratado  de  resolver  una  duda  á  que  habia  dado 
lugar  la  redacción  del  párrafo  segundo  del  artículo  232  de  la  ley  de  4855; 
pues  decia  textualmente  :  «si  la  cédula  del  emplazamiento  hubiere  sido 
entregada  á  criados  ó  vecinos  ó  hecho  el  emplazamiento  por  edictos,  se 
le  hará  un  segundo  llamamiento  por  edictos  también  en  la  forma  preve- 
nida en  el  artículo  anterior,  señalándole  para  que  comparezca  la  mitad 
del  término  antes  fijado;»  y  los  comentadores  de  más  nota,  extrañando  lo 
^soluto  del  precepto  y  no  pudiéndose  dar  razojí  de  él  sostenian  que  lo 
qué  la  ley  habia  querido  expresar  era  que  el  segundo  llamamiento  habia 
de  hacerse  en  la  misma  forma  que  el  primero,  porque  en  el  caso  de  haber 
sido  entregada  la  cédula  á  criados  ó  vecinos,  es  conocido  el  domicilio  del 
.demandado,  y  siendo  más  fácil  hacerle  saber  Ja  providencia  buscándole 
en  su  domicilio  y  entregando  la  cédula,  si  no  se  le  encuentra,  á  las  per- 
sonas que  la  misma  ley  indica,  que  no  emplazándole  por  edictos  resulta- 
ba ridículo  el  precepto  legal,  de  entenderse  extrictamente  ó  ateniéndose 
sólo  á  la  letra  escrita.  En  el  art.  528  de  la  presente  ley  se  ha  tratado  de 
vTesolver  aquella  dud¿i  diciendo,  que  «acusada  la  rebeldía  por  no  haber 
comparecido  el  demandado,  si  tampoco  fuere  hallado  en  su  domicilio,  se 
le  hará  un  segundo  llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior...;» 
pero  á  nuestro  modo  de  ver  esta  expresión  es  también  muy  defectuosa  y 
■puede  dar  lugar  á  dudas  parecidas  á  las  que  suscitó  el  precepto  que  hemos 
'  trascrito  de  la  ley  anterior.  Primeramente  puede  notarse  que  ateniéndose 
al  orden  de  las  cláusulas  y  aun  á  su  significado  particular  y  propio,  no  se 
alcanza  bien  qué  es  lo  que  se  ha  querido  expresar  al  decir,  si  tampoco 
fuere  hallado  en  su  domicilio,  pues  si  esta  frase  se  relaciona  con  la  de  acu- 
sada larepeldia  por  no  haber  comparecido  el  demandado,  no  tiene  senti- 
do, y  si  se  relaciona  con  la  que  la  sigue,  ó  sea  con  la  de  que  se  le  hará  un 
segundo  llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior,  resulta  que,  ó 
no  tiene  tampoco  sentido,  ó  expresa  una  condición  que  ha  de  cumplirse 
para  que  pueda  hacerse  un  segundo  llamamiento;  es  decir,  que  este  no 
puede  hacerse  sin  antes  haber  buscado  y  no  encontrado  al  demandado  en 
su  domicilio;  ó  también,  si  se  quiere,  que  cuando  no  se  le  encuentre  se 
.hará  el  llamamiento  en  la  misma  forma  que  el  anterior ;  pero  que  cuando 
se  le  encuentre  no  habrá  de  hacérsele  llamamiento  alguno.  Y  en  segundo 
término  tenemos,  que  aun  en  el  supuesto  de  considerar  bien  expresado  el 
.  pensamiento  del  Legislador,  todavía  habria  lugar  á  una  duda  importante 
^  que  en  manera  alguna  puede  considerarse  resuelta,  pues  siendo  así  que  el 
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emplazamiento  por  edictos  se  hace  cuando  se  ignora  el  paradero  del  de — 
mandado,  ¿ha  de  buscársele  en  so  domicilio,  como  dice  la  ley,  aunque 
no  se  haya  averiguado  dónde  le  tiene?  ó  ¿ha  de  prescindirse  de  este  trá- 
mite y  limitarse  á  emplazarle  nuevamente  por  edictos?  Esto  último  es  lo 
lógico,  y  ni  de  ello  habria  que  dudar,  ni  de  ninguna  otra  eosa,  si  el  Legis- 
lador hubiese  dicho:  si  se  hubiera  hecho  el  emplazamiento  entregando  la 
cédula  á  criados  ó  vecinos  ó  por  medio  de  edictos,  se  le  hará  un  segunde 
llamamiento  señalándole  para  que  comparezca  la  mitad  del  término  antes 
fíjado;  y  teniendo  en  cuenta  que  se  habrá  de  proceder  para  la  notificación 
del  mismo  modo  que  la  primera  vez,  entregándole  la  cédula  ó  por  el  or- 
den que  ya  queda  indicado,  á  sus  parientes,  criados  ó  vecinos,  cuanda  sit 
domicilio  fuere  conocido,  y  emplaztodole  por  edictos  en  opue&to  caso; 
Tal  ha  sido  lo  que  el  Legislador  ha  querido  significar,  v  confiamos  en  que 
la  jurisprudencia  salvará  muy  pronto  la  oscuridad  del  precepto  que  aca- 
bamos de  examinar. 

Art.  529.  Cuando  los  demandados  fueren  varios,  el  tér- 
mino para  comparecer  á  contestar  comenzará  á  correr  y  con- 
tarse, respecto  á  todos,  el  dia  siguiente  al  en  que  el  ultimo 
hubiere  sido  emplazado. 

Hasta  que  trascurra  este  término  no  se  podrá  acusar  la 
rebeldía  á  ninguno  de  ellos,  y  se  verificará  en  un  solo  escrito- 
respecto  á  todos  los  que  se  hallen  en  este  caso.  (Ley  an.t.^  ar* 
ticuto  233.) 

Puede  decirse  que  este  artículo  es  copia  de  su  concordante  de  la  ley 
anterior,  pues  aunque  se  ha  añadido  el  segundo  párrafo  no  constituye 
otra  cosa  que  una  aclaración  al  precepto  que  encierra  el  primero,  y  esa 
aclaración  se  le  ocurría  desde  luego  á  todo  el  que  traída  de  penetrar  eB 
el  espíritu  de  dicho  primer  precepto. 

Sin  embaiigo,  es  sensible  que  el  Legislador  haya  procedido  de  la  ma- 
cera que  lo  ha  hecho,  {mes  el  art.  S33  de  la  ley  antenor  habla  tenido  que 
ser  interpretado  por  la  jurisprudencia  para  evitar  las  dudas  á  que  su  con^ 
texto  literal  daba  lugar,  y  habiéndose  podido  ahora  ex{Nresar  claramente 
los  conceptos,  se  ha  conservado  aquella  redacción  defectuosa  que  aún 
aparece  más  confusa  é  imperfecta  con  la  ampliación  que  se  ha  dado  al 
artículo. 

En  efecto:  el  primer  precepto  dice  que  el  término  del  emplazamiento 
no  empezará  á  correr  y  contarse,  cuando  sean  varios  los  demandados, 
hasta  el  dia  siguiente  al  en  que  el  último  hubiere  sido  emplazado,  y  como 
entendiéndose  esto  literalmente  habria  que  considerar  que  ninguno  de  los 
emplazados  tenia  derecho  á  comparecer  y  personarse  en  los  autos  hasta 
que  el  término  comenzara  á  correr,  fácilmente  se  comprende  que  el  cum- 
plimiento exacto  de  la  ley  prodociria  mil  inconvenientes  é  injusticias» 
porque  pudieiido  ser  muy  distinta  la  condición  de  los  emplazados,  taa- 
driamos,  por  ejemplo,  que  en  residiendo  uno  fuera  del  lugar  del  Juzg^i> 
emplazante,  podrían  los  otros  no  llegar  á  saber  el  día  en  que  aquel  ultimo 
emplazado  habia  tenido  conocimiento  de  la  providencia,  y  de  este  modk> 
dejar  correr  involuntariamente,  sin  personarse  en  autos,  todo  el  término 
del  emplazamiento;  hecho,  que  si  ya  con  ^reglo  á  la  ley  anterior  era  in- 
justificable, resultaría  más  incx)mpren8ible  ahora  por  ser  mayor  el  perjui- 
cio que  los  demandados  podrían  experímentar,  y  el  mismo  ejemplo  que 
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liemos  puesto  bastará  á  demostrarlo.  Supóngase  que  hay  cinco  emplaza- 
dos y  que  uno  de  ellos  está  domiciliado  fuera  del  Juzgado  ó  Tribunal 
donde  se  ha  presentado  la  demanda:  todos  ellos  tienen  el  domicilio  cono- 
cido y  el  emplazamiento  se  verifica  sin  inconveniente  alguno;  pero  para 
realizar  el  del  ausente  se  expide  exhorto  que  se  entrega  para  su  cumpli- 
miento á  la  parte  demandante,  y  por  razón  natural  este  emplazamiento  es 
el  último  que  tiene  lugar;  así  fas  cosas,  el  demandante  presenta  cumpli- 
mentado el  exhorto  el  dia  antes  ó  el  mismo  dia  del  vencimiento  del  plazo, 
y  habiendo  imposibilidad  de  que  los  demás  emplazados  sepan  que  el  tér- 
mino se  acaba,  no  comparecen  á  personarse  en  forma:  enseguida  el  de- 
mandante acusa  á  todos  la  rebeldía  y  consecuentemente  se  les  declara  re- 
beldes y  seda  por  contestada  la  demanda:  sigue  el  pleito  su  marcha,  y 
aunque  los  demandados  comparezcan  no  há  lugar  á  que  presenten  otro 
escrito  que  el  de  duplica,  y  como  éste  no  procede  si  el  demandante  re- 
nuncia al  de  réplica  (art.  547),  el  resultado  seria,  teniendo  esto  efecto,  que 
los  demandados  quedarían  indefensos  y  tendrían  que  perder  el  pleito, 
mucho  más  por  cuanto  nada  podrían  probar,  pues  la  prueba  según  se  dis- 
pone en  el  art.  565,  ha  de  concretarse  á  los  hechos  definitivamente  fijados 
en  los  escritos  de  demanda  ó  contestación  ó  en  los  de  réplica  y  duplica,  y 
en  este  caso,  según  hemos  visto,  no  habria  ni  escrito  de  contestación,  ni 
escrito  de  duplica. 

La  jurisprudencia  tenia  salvados  los  inconvenientes  considerando  que 
el  precepto  de  la  ley  antigua  sólo  significaba  que  no  podia  acusarse  la  re- 
beldía á.ninguno  de  los  emplazados  hasta  después  de  cumplido  el  término 
á  contar  desde  el  último  emplazamiento,  y  esto  que  verdaderamente  es  lo 
que  procede  y  lo  (jue  debe  suponerse  que  ha  querido  decir  el  Legislador, 
es  lo  que  ha  venido  á  declarar  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  que 
examinamos;  pero  ya  hemos  dicho  que  por  su  redaccioú  defectuosa  y  por 
haber  trascrito  íntegro  en  el  primer  párrafo  el  art.  233  de  la  ley  antenor, 
no  ha  expresado  su  pensamiento  con  la  claridad  debida. 

Pero  si  así  no  fuera,  si  así  no  hubiera  de  entend^«e,  ¿á  qué  vendría  el 
decir,  como  se  dice,  que  hasta  que  trascurra  el  término  no  se  podrá  acu- 
sar la  rebeldía  á  ninguno  de  los  emplazados?  ¿Pues  no  es  evidente. (pie 
mientras  el  término  esté  corriendo,  tienen  derecho  á  comparecer,  y  que 
mientras  tengan  este  derecho  no  se  puede  acusar  su  rebeldía?  Una  de  dos: 
ó  este  último  precepto  sobra,  ó  su  inteligencia  no  puede  ser  otra  que  la 
,que  hemos  explicado,  que  dígase  lo  que  se  quiera,  es  la  única  lógica,  y  <jue 
puede  evitar  las  injusticias  á  que  el  cumplimiento  extricto  de  la  prescnp- 
cion  contenida  en  el  párrafo  primero,  tendría  forzosamente  que  dar  lugar. 
Mas  acaso  se  dirá  por  quien  no  esté  conforme  con  esa  inteligencia:  es  que 
de  esa  manera,  procediendo  de  ese  modo,  se  amplia  el  término  del  empla- 
zamiento para  los  primeros  empezados,  porque  si  ellos  tienen  derecno  á 
comparecer  desde  que  se  les  entrega  la  cédula  y  su  rebeldía,  que  íío  puede 
declararse  sino  á  instancia  de  parte,  no  puede  acusarse  tampoco,  sino  en 
un  solo  escrito  para  todos  y  hasta  que  trascurra  el  término  del  último 
emplazamiento,  es  claro  que  los  primeros  emplazados  tendrán  de  término 
para  comparecer  e^  tiempo  que  medie  desde  su  emplazamiento  hasta  la 
tenninacion  del  plazo  relativo  al  último  emplazado.  No  negamos  que  así 
podrá  suceder;  pero  esta  solución  no  trae  aparejado  ningún  inconvenien- 
te, y  los  muchos  que  lleva  consigo  la  contraria  quedan  demostrados. 

« 

Art.  530.  Personjado  en  forma  el  demandado,  se  le  tendrá 
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por  parte,  mandándole  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de 
veinte  dias. 

Este  término  será  común  para  todos  los  demandados  cuan» 
do  sean  varios,  á  no  ser  que  por  no  haber  presentado  el  actor 
la  copia  de  algún  documento  que  exceda  de  25  pliegos,  deba 
entregárseles  el  original  y  no  puedan  litigar  unidos.  En  este 
caso  el  término  para  contestar  será  de  veinte  dias  para  el  pri- 
mero de  los  demandados,  y  de  diez  pafa  cada  uno  de  los  res- 
tantes. {Ley  ant.,  art.  234.) 

Art.  531.  En  el  caso  de  ser  varios  los  demandados,  deberán 
litigar  unidos  y  bajo  una  misma  dirección,  si  fueren  unas  mis- 
mas las  excepciones  de  que  hicieren  uso. 

Si  fueren  distintas,  podrán  hacerlo  separadamente.  Pero  si 
de  las  contestaciones  resultare  haber  hecho  uso  de  unas  mis- 
mas excepciones,  el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen  en  este 
caso  á  que  en  lo  sucesivo  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  di- 
rección. {Ley  ant,  art.  235.) 

Emplazado  el  demandado  tiene  obligación  de  comparecer  y  perso- 
narse en  forma,  y  así  como  puede  no  hacerlo,  en  cuyo  caso  se  le  declara 
rebelde,  lo  natural  es  que  lo  haga,  v  en  este  caso  su  comparecencia  ha  de 
producir  sus  efectos.  La  ley  ha  fijado  ya  los  que  lleva  consigo  la  no  com- 
parecencia dentro  del  término  del  emplazamiento,  y  ahora  trata  del  que 
surte  ó  produce  la  comparecencia,  que  ni  es  ni  puede  ser  otro  que  el  de 
que  hayan  de  entregársele  los  autos  para  contestación.  Pero  como  es  ló- 
gico, la  ley  se  ocupa  en  establecer  el  término  que  el  demandado  tiene  para 
contestar,  distinguiendo  acertadamente  si  es  aquel  uno  solo  ó  varios  que 
pueden  litigar  unidos,  de  si  son  varios  que  tienen  que  litigar  cada  uno  de 
por  sí,  y  consigue  a  renglón  seguido  la  norma  que  ha  de  dar  á  co-  . 
noter  cuándo  se  hallarán  en  uno  y  en  otro  caso. 

Entrando,  pues,  en  la  explicación  de  los  dos  artículos  anteriores,  te- 
nemos, que  una  vez  que  el  ó  los  demandados  hayan  comparecido,  el  Jtiez 
debe  dictar  providencia  mandando  que  por  el  término  que  proceda  se  les 
entreguen  los  autos  para  contestar,  y  es  de  advertir  que  así  como  el  tér- 
mino del  emplazamiento  es  improrogable,  no  sucede  lo  mismo  con  el  de' 
que  se  trata,  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  30€i  puede  prorogarse. 
(Véase  también  el  art.  3 10  que  enumera  los  términos  improrogables.)  Pero 
en  la  providencia  del  Juez  debe  fijarse  el  término  que  se  concede,  y  á  este 
respecto  nos  encontramos  con  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 530,  puede  variar  dicho  término  según  los  casos.  Si  el  demandado  es 
uno  solo  hay  que  concederle  siempre  el  término  de  veinte  dias.  Si  los  de- 
mandados son  varios  y  el  actor  no  ha  acompañado  á  su  demanda  docu- 
mento alguno  que  exceda  de  25  pliegos,  el  término  de  los  veinte  dias  es 
común  á  todos  ellos.  Si,  aunque  se  haya  presentado  documento  que  exce- 
da de  25  pliegos  se  han  acompañado  tantas  copias,  del  mismo  cuantos  sean 
los  demandados,  sigue  siendo  común  el  término,  pues  no  debe  olvidarse 
que  si  bien  por  el  párrafo  segundo  del  art.  516,  se  autoriza  al  demandante 
para  no  presentar  copias  de  los  documentos  que  excedan  de  aquel  número 
de  pliegos,  queda  á  su  arbitrio  el  presentarlas  ó  no.  Si  aunque  se  haya 
presentado  documento  que  exceda  de  25  pliegos,  sin  copia  alguna,  debie- 
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ran  litigar  unidos  los  demandados,  por  hacer  uso  de  unas  mismas  excep- 
ciones, también  habrá  de  ser  común  el  término.  Y  sólo  en  el  caso  de  que 
no  se  haya  presentado  la  copia  de  algún  documento  que  exceda  de  25 
'  pliegos  y.  no  puedan  litigar  unidos,  será  el  término  de  20  dias  para  el 
primer  demandado  y  de  10  para  cada  uno  de  los  restantes,  entendiéndo- 
se, sin  embargo,  que  si  por  hacer  uso  de  unas  mismas  excepciones  hu- 
bieran de  litigar  unidos  á  aquél  alguno  ó  algunos  más  de  los  demanda- 
dos, pero  no  todos,  será  para  ellos  común  el  término  ó  plazo  de  20  dias. 
Esto  es  cuanto  se  deduce  del  art.  530;  mas  antes  de  terminar  su  exa- 
men, hemos  de  hacer  dos  observaciones.  La  primera  que  nos  parece  ex- 
cesivo el  plazo  que  en  general  se  concede  para  contestar,  pues  es  más  del 
doble  que  el  que  concedia  la  ley  anterior,  y  no  creemos  que  en  la  prácti- 
ca se  haya  hecho  notar  la  necesidad  de  aumentarle  tanto.  Y  la  segunda 
que,  menos  aún  nos  explicamos  la  diferencia  de  término  que  se  concede, 
para  el  caso  de  ser  varios  los  demandados  y  haber  de  contestar  separada- 
mente. La  notable  desigualdad  que  se  establece  entre  el  primer  demanda- 
do y  los  restantes  sólo  puede  tener  por  fundamento  la  consideración  de 
que  hecho  el  primer  escrito  de  contestación  es  probable  sea  más  fácil  ha- 
cer los  siguientes,  que  ya  se  extienden  en  vista  de  lo  manifestado  en 
aquél;  pero  esta  consideración  no  puede  tener  aplicación  en  todos  los  ca- 
sos, y  antes,  por  el  contrario,  en  la  práctica  se  darán  muchos  en  que  por 
€«tar  mal  entendida  y  presentada  la  cuestión  en  el  primer  escrito  ó  por 
poder  alegar  distintas  excepciones  los  segundos  demandados,  ó  por  cual- 
quiera otra  causa  de  análoga  índole  sea  realmente  preciso  un  largo  plazo, 
mayor  aún  que  el  concedido  al  primer  demandado,  para  que  los  restantes 
puedan  contestar  cumpidamente.  Por  eso  hubiera  sido  mejor  acordar  un 

5 lazo  más  breve  para  contestar  á  la  demanda,  y  cuando  fueren  varios  los 
emandados  que  por  separado  hubieren  de  litigar,  concedérsele  con  igual- 
dad á  todos  y  á  cada  uno. 

El  art.  534  hemos  dicho  que  se  ocupa  en  establecer  la  regla,  confor- 
me á  la  cual  deberán  litigar  unidos  los  demandados,  y  según  se  nota  á 
primera  vista  contiene  tres  preceptos  diferentes.  Uno  que,  deberán  htigar 
unidos  y  bajo  una  misma  dirección,  si  fueren  unas  mismas  las  excepcio- 
nes de  que  hicieren  uso.  Otro  que,  si  al  contestar  litigan  por  separado  y 
de  las  contestaciones  resulte  que  han  hecho  uso  de  unas  mismas  excep- 
ciones, el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen  en  este  caso  á  que  en  lo  suce- 
•sivo  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  dirección.  Y  el  tercero,  que  si  fue- 
ren distintas  las  excepciones,  podrán  litigar  separadamente. 

Después  de  advertir  que  las  excepciones  á  que  el  artículo  se  refiere, 
son  las  perentorias,  que  se  dirigen  al  fondo  de  la  cuestión,  y  no  las  dila- 
torias, que  en  nada  afectan  á  la  defensa  de  cada  uno,  añadiremos,  entran- 
do á  examinar  el  primero  de  los  tres  preceptos  que  hemos  enunciado,  que 
supuesto  que  el  Juez  antes  de  que  se  conteste  á  la  demanda,  no  puede 
obligar  á  los  demandados  á  litigar  unidos,  y  que  sin  emb^go  de  eso  ex- 
presa la  ley  qué  así  litigarán  st  fueren  unas  mismas  las* excepciones  de 
que  hicieren  íiso,  no  puede  cumplirse  aquél  de  otra  manera  que  acordan- 
do el  Juez  condicionalmente  en  la  providencia  en  que  ordene  se  les  dé 
traslado  de  la  demanda,  que  dicho  traslado  sea  por  20  dias  comunes  si 
hubieren  de  hacer  uso  de  unas  mismas  excepciones,  y  caso  negativo  por 
los  20  dias  al  primer  demandado  y  por  40  á  cada  uno  de  los  restantes; 
después  de  lo  cual  los  demandados  sabrán  lo  que  han  de  hacer.  Y  esta 
inteligencia  se  funda  además  en  lo  dispuesto  en  el  que  hemos  consignado 
«omo  segundo  precepto,  pues  se  dice  que  si  de  las  contestaciones  resulta- 
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re  haber  hecho  uso  de  unas  mismas  excepciones,  el  Juez  obligará  á  los 
que  se  hallen  en  este  caso  á  que  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  direc- 
cion,  y  este  precepto  está  dado  para  prever  lo  que  ha  de  hacerse  en  fel 
caso,  muy  probable,  de  que  el  primero  no  se  cumpla. 

En  este  segundo  precepto  se  concede  al  Juez  la  facultad  de  obligar  á 
los  demandados  á  litigar  unidos;  y  aunque  no  se  indica  de  qué  medio»- 
coercitivos  ha  de  valerse  para  efectuarlo,  compréndese  bien  (jue  ha  de  ser 
acordándolo  en  providencia,  de  la  cual  puede  pedirse  reposición  con  ar- 
reglo al  art.  377,  y  en  cuanto  dicha  providencia  sea  firme,  no  admitiendo 
los  escritos  de  los  demandados,  ni  concediéndoles  la  práctica  de  ningu- 
na diligencia,  si  en  efecto  no  litigaren  unidos. 

Y  por  último,  como  el  tercer  precepto  es  el  de  que  siendo  distintas  las 
excepciones  puedan  litigar  por  separado,  no  sólo  cuando  aquéllas  sean 
contradictorias,  sino  cuando  no  lodos  aleguen  las  mismas,  estarán  los  de  - 
mandados  en  el  caso  de  poder  litigar  separadamente. 

SECaON  SEGUNDA. 

DE  LAS  EXCEPCIONES  DILATORIAS. 

Queda  dicho  en  el  comentario  al  art.  62,  que  á  las  acciones  puede  con- 
siderárselas como  la  mano  derecha  y  á  las  excepciones  como  la  iz^ierda, 
y  que  los  romanos  expresíüjan  el  concepto  de  unas  y  de  otras  diciendo: 
«Excepciones  sunt  clypey  reorum,  actiones  sunt  tela.»  Y  sin  duda  algu- 
na, en  atención  á  lo  que  significaron  en  su  orígen.  (pie  se  debió  al  dere- 
cho pretorio,  llamaron  excepciones  á  todos  los  medios  de  defensa,  tanto 
del  demandado  como  del  actor,  hasta  el  punto  de  ^e,  en  ciertas  leyes  del 
Código  se  usa  de  la  palabra  excepciones  como  sinónima  de  la  de  defen- 
siones (defensiones  sive  exceptiones);  y  en  este  sentido  se  han  considera- 
do por  nuestras  leyes  antig[Qas;  lo  cual  se  vé  en  el  Espéculo,  Fuero  Real 
leyes  de  Partida,  Ordenamiento  de  Alcalá  y  ojtros  Códigos.  Hoy  mismo» 
tienen,  en  cierto  modo,  igual  acepción,  poroue  en  sentido  genérico  se  lla- 
man excepciones  á  cualesquiera  medios  de  defensa  que  emplea  el  deman- 
dado para  excluir  la  acción  del  demandante;  y  es  lo  cierto  que  basta  ha- 
cerse cargo  del  papel  que  juegan  en  el  pleito,  para  comprender  que  ni  son 
ni  otra  cosa  pueden  ser.   ' 

Las  excepciones  según  los  autores,  se  dividen  en  reales  y  personales  6 
en  perentorias  y  dilatorias  á  las  cuales  agregan  algunos  las  mixtas  ó  anó- 
malas, que  Se  dirigen  á  demostrar  la  falta  de  derecho  en  el  demandante 
para  pedir  y  que  participan  de  la  naturaleza  de  dilatorias  y  perentorias, 
pero  cuya  clase  ven  algunos,  con  razón,  confundida  con  la  de  estas  últi- 
mas. Eícepciones  reales  son  aquellas  que  van  inherentes  á  la  cosa,  de  tal 
modo  que  cualquiera  que  la  posea  puede  utilizarlas,  como  la  prescripción  ó 
la  transacción.  Personales  las  que  sólo  pueden  oponerse  por  aquel  á  quien 
han  sido  concedidas  por  ley  ó  pacto,  como  la  del  beneficio  de  competen- 
cia y  pacto  especial  de  no  pedir.  Perentorias  aquellas  que  se  dirigen  á 
conseguir  la  absolución  del  demandado,  ó  la  terminación  del  litigio,  des- 
virtuando ó  destruyendo  para  siempre  la  acción  y  deTecho  del  demandan- 
te. Y  dilatorias  las  qué  tienen  por  objeto  dilatar  ó  impedir  temporalmente 
la  entrada  en  el  pleito.  (Manresa,  Miquel  y  Reus. — Comentarios.) 

La  ley  actual,  siguiendo  los  pasos ^de  la  anterior,  no  trata  más  que  de 
las  dilatorias  en  la  presente  sección  y  de  las  perentorias  en  el  art.  542^ 
pues  las  dilatorias  y  si  acaso  la  perentoria  de  cosa  juzgada  (art.  544),  son. 
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■realmente  las  únicas  cuya  resolución  ó  apreciación  no  vaya  envuelta  coa 
la  de  los  hechos  íüegados  en  la  demanda  y  contestación;  de  tal  modo, 
que  bien  puede  decirse  que  si  la  ley  menciona  las  perentorias,  es  sólo  por 
no  apartarse  de  la  clasificación  doctrinal,  aceptada  por  todos  los  autores, 
pero  no  porque  no  considere  que  las  excepciones  perentorias,  son  hechos 
ó  argumentos  legales,  cu)ra  alegación  sólo  cabe  al  contestar  á  la  demanda 
por  ser  contrarias  á  la  petición  ó  pretensión  del  demandante. 

Y  no  creemos  necesario  añadir  una  palabra  más,  para  que  se  compren- 
da bien  la  inmensa  diferencia  que  entre  las  excepciones  dilatorias  y  pe- 
rentorias media.  Las  primeras  no  se  refieren  al  fondo  del  asunto  y  las  se- 
gundas sí.  La  alegación  de  las  primeras  suscita  una  cuestión,  que  si  por 
su  carácter  y  naturaleza  suspende  la  tramitación  del  pleito,  no  por  eso 
deja  de  ser  mcidental,  y  la  alegación  y  prueba  de  la  existencia  de  las  se- 
cundas lleva  consigo  ó  envuelve  la  resolución  del  negocio  en  el  fondo,  la 
destrucción,  en  suma,  del  derecho  del  demandante,  porque  si  á  la  acción 
de  este  puede  llamarse  propiamente  el  arma  ofensiva,  la  excepción  peren- 
toria puede  denominarse  con  más  propiedad  todavía,  el  escudo,  ó  el  arma 
defensiva. 

Véase.— Sobre  excepción  dilatoria;  Rev,  tomo  VIII,  págs.  317,  324  y 
441;  tomo  XXXVI,  págs.  381  y  501;  tomo  XXXVU,  págs.  298  y  390; 
tomo  XLV,  pág.  307. 

Art.  532.  Si  el  demandado  propusiere  alguna  excepción 
dilatoria^  no  estará  obligado  á  contestar  á  la  demanda  hasta 
que  se  ejecutorié  este  artículo,  que  será  siempre  previo.  {Ley 
ünkrior,  arU  236.) 

La  ley  9*  del  tít.  3^  de  la  Partida  3*,  dice:  «Defiéndense  los  demanda- 
dos á  las  vegadas  de  las  demandas  que  les  fazen,  poniendo  defensiones 
^nte  sí  que  son  de  tal  natura,  que  aluengan  el  pleyto,  é  non  lo  rematan. 
£  llámanlas  en  latin  dilatorias  que  quiere  tanto  dezir  coqíio  alongade- 
ras que  á  tales  defensiones  comq  estas,  ó  otras  semejantes  dellas,  po- 
niéndolas el  demandado,  ante  oue  responda  á  la  demanda,  é  aueriguándo- 
las,  deuen  ser  cabidas.  Mas  si  después  que  el  pleyto  ñiesse  comenzado  por 
respuesta,  las  quisiesse  poner  alguno  ante  sí,  noi  deuen  ser  cabidas.»  Esta 
misma  doctrina  han  sancionado  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  y 
}a  actual»  y  haciéndose  cargo  del  carácter  é  índole  de  las  excepciones  di- 
latorias ó  alongaderas,  han  sancionado  que  el  articulo  á  que  dé  origen  su 
alegación  será  siempre  previo,  y  que  en  tanto  que  no  se  ejecutorié  no  es- 
tará el  demandado  obligado  á  contestar  á  la  demanda. 

La  justicia  de  estas  disposiciones  es  evidente.  Las  excepciones  dilato- 
rias cuya  enumeración  se  hace  en  los  artículos  siguientes,  están  consti- 
tuidas por  hechos  de  una  índole  tal,  que  si  se  pruSwm  pueden  ahorrar  al 
demandado  muchos  gastos  y  no  pequeña  pérdida  de  tiempo,  pues  como 
con  su  acostumbrado  acierto  expone  el  Sr.  Caravantes  en  su  «Tratado  de 
Procedimientos»  si  se  siguiera  un  juicio  ante  un  Juez  incompetente  cuya, 
jurisdicción  no  pueda  prorogarse,*  podria  proponerse  el  recurso  de  casa- 
ción y  ajiularse  cuanto  se  actuara,  y  si  era  prorogable  su  jurisdicción  y 
se  permitiera  á  la  parte  proponer  en  cualquier  estado  del  juicio  la  decli- 
natoria, se  daria  lugar  al  abuso  de  que  la  reservara  el  litigante  para  anu- 
lar los  procedimientos  cuando  viera  que  le  eran  desfavorables  con  lo  qu^ 
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se  eludirían  las  decisiones  de  la  justicia  y  se  prolongarían  los  litigios;  sF 
aunque  se  actuara  ante  Juez  competente  se  litigase  con  un  demandante  <V 
Procurador  sin  personalidad  legal,  seria  todo  nulo;  j  se  causarían  gastos 
inútiles  al  demandado  de  obligarle  á  seguir  un  pleito  sobre  asunto  pen- 
diente en  otro  Tríbunal,  ó  á  contestar  á  una  demanda  defectuosa  ó  pro* 
puesta  por  un  demandante  extranjero  que  pudiera  eludir  el  pago  de  los^ 
daños  y  perjuicios  irrogados  al  mismo  con  sólo  salir  de  España. 

Art.  533.  Sólo  serán  adnaisibles  como  excepciones  dila- 
torias: 

1*  La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2*  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las- 
cualidades  necesarias  para  comparecer  en  juicio,  ó  por  no  acre- 
ditar el  carácter  <5  representación  con  que  reclama. 

3*  La  falta  de  personalidad  en  el  procurador  del  actor  por 
insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder. 

4"  La  falta  d'a  personalidad  en  el  demandado,  pqr  no  tener- 
el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda. 

5*  La  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  compe- 
tente. 

6*  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla  demanda. 
Se  entenderá  que  existe  este  defecto  cuando  no  se  llenen 
en  la  demanda  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  art.  524. 

7*  La  falta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernativa, 
cuando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública.  (Z^y 
anterior^  art,  237.) 

Art.  534.  Si  el  demandante  fuere  extranjero,  será  tambiea  v 
excepción  dilatoria  la  del  arraigo  del  juicio,  en  los  casos  y  eib 
lá  forma  que  en  la  nación  á  que  pertenezca  se  exigiere  á  lo»^^ 
españoles.--(Z^y  ant,  art  238.) 

Después  de  establecido  el  príncipio  de  que  el  demandado  que  alegare 
excepciones  dilatorias  no  estará  obligado  á  contestar  á  la  demanda  hasta 
que  se  ejecutoríe  el  artículo,  que  será  siempre  previo— cuyo  principio  ha 
consignado  la  ley  antes  de  especificar  siquiera  cuáles  eran  las  excepciones 
en  razón  á  que  habiéndose  dicho  en  el  art.  531  que  una  vez  personado  ea 
forma  el  demandado  se  le  tendrá  por  parte  y  se  le  mandará  que  conteste 
á  la  demanda,  conviene  advertir,  sin  dilación,  que  la  alegación  de  excep- 
ciones dilatorias  le  exime  de  la  obligación  de  contestar  hasta  la  termina- 
ción del  incidente  ó  artículo — después  de  eso  decimos,  pasa  la  ley  lógica- 
mente á  ocuparse  eu  determinar  el  número  de  las  referidas  excepciones 
dilatorias;  y  añadiendo  algunas  á  las  que  constaban  en  la  ley  anterior, 
consigna  las  ocho  que  aparecen  en  los  dos  artículos  acabados  de  tras- 
cribir. 

En  este  punto,  ó  sea  en  cuanto  á  la  clasificación  y  numeración  de  las 
excepciones  dilatorias,  viene  habiendo  discordancia  entre  los  autores  y 
entre  las  mismas  leyes  de  procedimientos  que  han  regido  y  rigen  en  nues- 
tra patria,  y  mientras  unos  sólo  admiten  dos,  la  incompetencia  y  la  falta 
de  personalidad  en  el  demandante,  otros  añaden  la  litis-pendencia,  otros 
e\  defecto  én  el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  otros,  como  ahora  lít 
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nueva  ley,  algunas  más.  La  ley  9^,  tít.  3**  de  la  Partida  3^  dice:  «E  son 
estas,  como  si  algund  home  fiziesse  pleyto  con  su  debdor,  que  los  mara- 
uedis  ó  la  cosa  que  le  deuia,  non  gela  pidiesse  fasta  tiempo  ó  dia  señala- 
do, é  después  dessq  gelo  demandasse  en  juyzio  anle  del  plazo.  O  si  eni- 
plazassen  alguno  delante  de  tal  Judgador,  de  cuyo  fuero  non  fuesse,  ó^sr 
la  upa  parte  contradixesse  la  personería  de  la  otra,  mostrando  razón,  por- 
que non  deue  ser  Personero  ó  diziendo  que  la  personería  que  trae  non  era 
^  complida  segund  derecho,  e  porende  que  non  era  tenudo  de  responder  á 
"la  demanda,  que  le  fazen.»  De  modo  que  la  ley  de  Partida  admite  como 
excepción  dilatoría  el  pacto  de  no  pedir  aue  la  mayor  parte  de  lojs  auto- 
res colocan  entre  las  perentorías.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  anterior, 
siguiendo  á  la  de  Enjuiciamiento  mercantil,  sólo  admitía  la  incompeten- 
cia de  jurisdicción,  la  falta  de  personalidad  en  el  demandante  ó  en  su  Pro- 
carador, la  litis^peñdencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  competente,  el  de- 
fecto legal  en 'el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  la  del  arraigo  del 
juicio.  Y  la  nueva  ley  añade  la  falta  de  personalidad  en  el  demandado  por 
no  tener  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le  demanda,  y  la  falta  de 
reclamación  pré\ia  en  la  vía  gubernativa  cuando  la  demanda  se  diríjfr 
contra  la  Hacienda  publica. 

Esta  diversidad  que  á  nuestro  juicio  nace  de  una  parte  de  falta  de  fijeza 
en  la  índole  propia  de  cada  clase  de  excepciones,  y  de  otra  de  la  natura- 
leza misma  de  las  cosas  que  ha  llevado  á  nuestras  leyes  antiguas  y  á  algu- 
.  nos  autores  á  admitir  la  clase  de  las  mixtas,  es  sensible  por  las  confusio- 
nes que  produce,  y  no  hay  más  medio  de  evitarla  que  no  perder  nunca 
de  vista  que  las  unas  se  diríjen  al  fondo,  fes  otras  á  la  forma;  que  las  pe- 
rentorias excluyen  la  acción,  y  las  dilatorias  la  dejan  por  completo  en 
pié,  y  que  en  tanto  es  dilatoria  una  acción  en  cuanto  sirve  sólo,  como  lo 
indica  su  nombre,  que  se  deríva  del  verbo  latino  di  ferré  ^  para  dilatar  la 
entrada  en  el  pleito;  y  así  es  como  creemos  que  podrán  salvarse  todos  los 
inconvenientes  y  dificultades. 

Y  dicho  esto,  pasemos  á  examinar  las  que  la  nueva  ley  enumera  como 
dilatorías. 

4*  La  incompetencia  de  jurisdicción.  Esta  excepción  es  la  llamada  de- 
clinatoria cuya  definición  hemos  dado  en  el  comentario  al  art.  72,  y  uno 
de  los  medios  de  promover  las  cuestiones  de  competencia.  La  ley  la  coloca 
entre  las  excepciones  dHatorias,  por  Cuanto  éstas  se  alegan  ántés  de  con- 
testar á  la  demanda,  y  dicha  excepción  debe  alegarse,  después  de  perso- 
narse en  el  juicio  y  antes  de  practicar  ninguna  otra  gestión,  que  de  otro 
modo  se  entiende  que  el  demandado  se  somete  á  la  jurisdicción  del  Juez 
incompetente  (art.  58.)  Y  como  lo  prímero  de  todo  es  decidir  sobre  la 
competencia  ó  incompetencia  del  Juez,  éste  se  halla  obligado,  cuando  se' 
proponga  la  declinatoria  á  la  vez  que  otras  excepciones,  á  resolver  sobro 
ella  previamente  (art.  538.)  Y  para  saber  quién  es  Juez  competente  y 
quién  no,  debe  tenerse  en  cuenta  lo^prescrito  en  el  art.  51  y  posteriores^ 
2^  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las  cualidades  ne  - 
cesarias  para  comparecer  en  juicio,  ó  por  no  acreditar  el  carácter  ó  re- 
presentación con  que  reclama.  Hace  falta  que  las  partes  tengan  las.  con- 
diciones que  la  ley  exije  para  comparecer  en  juicio,  porque  de  no  tenerlas 
lo  actuado  es  nulo  y  ha  lugar  al  recurso  de  casación  (art.  1693);  y  si  eF 
demandante  no  las  reúne,  debe  subsanarse  este  defecto  antes  de  entrar  en 
el  juicio.  En  su  consecuencia,  debe  tenerse  presente  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 2^  de  la  ley  y  cuanto  en  el  comentario  al  mismo  hemos  manifesta- 
rlo sobre  quiénes  están  en  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  quiénes 
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son  representantes  legítimos,  quiénes  representan  legalmenle  á  las  enti- 
dades  jurídicas,  y  manera  como  ha  de  acreditarse  la  personalidad  ó  la  re- 
presentación. De  la  excepción  dilatoria  de  que  se  trata  podrá  hacerse  uso 
también  cuando  el  demandante  cese  en  la  representación  que  ostente,  por 
ejemplo,  si  el  menor  hubiere  salido  de  la  cúratela  del  que  comparece  en 
juicio  representándolo  bajo  tal  carácter. 

3^  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor  por  insidien - 
da  ó  ilegalidad  del  poder.  —  El  art.  3**  dispone  que  Ja  comparecencia  en 
juicio  será  por  medio  de  Procurador  legalmente  nabilitado  para  funcio-  * 
nar  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  de  los  autos  y  con  poder  de- 
clarado bastante  por  un  Letrado;  y  la  ley  es  consecuente  consigo  misína 
estableciendo  como  excepción  dilatoria  la  falta  de  personalidad  en  el  Pro- 
curador por  insuficiencia  é  ilegalidad  del  poder,  pues  es  de  advertir  que 
no  cabe  po^  falta  de  poder  por  hallarse  prescrito  en  el  mismo  art.  3®  que 
se  acompañará  precisamente  con  el  primer  escrito,  4  <pie  no  se  dará  cur- 
so sin  este  requisito  aunque  contenga  la  protesta  de  presentarlo.  La  ley 
exige  que  se  acredite  cumplidamente  la  representación  de  todo  el  que  li- 
tigue por  otro,  y  no  podía  menos  de  exigir  ese  requisito  tratándose  del 
Procurador. 

4^  La  Jaita  de  personalidad  en  el  demandado  por  no  tener  el  cwráct&i* 
ó  representación  con  que  se  le  demanda,  —  Esta  excepción  descansa  en  el 
mismo  fundamento  que  las  dos  anteriores,  y  aunque  no  constaba  en  la  ley 
anterior,  no  dudamos  en  creer  que  estaba  admitida  en  su  espíritu,  pues 
evidente  es  que  si  el  demandado,  bajo  el  «upuesto  de  reunir  un  carácter 
ó  representación,  no  le  tiene,  la  demanda  va  dirigida  inútilmente  contra 
él,  y  lo  primero  que  se  le  ha  de  ocurrir  alegar  es  que  no  concurre  en  él 
el  carácter  que  se  le  da  al  demandarle;  y  no  concurriendo,  no  tiene  per- 
sonaílidad  para  comparecer  en  el  juicio;  y  no  teniendo  personalidad,  todo 
cuanto  se  actúe  es  nulo,  y  hoy,  con  arreglo  al  art.  1693  que  ya  hemos 
citado,  y  antes  con  arreglo  al  1013  de  la  ley  anterior,  cabe  y  cáhia  el  re- 
curso de  casación.  Y  por  más  que  al  ver  que  la  ley  de  1855  no  consigna- 
ba esta  excepción  entre  las  dilatorias,  y  que  los  autores  en  su  mayor  par- 
te sostienen  que  estas  son  nada  más  las  que  se  refieren,  á  la  persona  del 
Juez,  á  la  del  actor,  y  al  modo  y  forma  de  pedir,  pueda  originarse  algiu- 
na  duda  sobre  si  tiene  ó  no  tiene  el  carácter  de  tal  excepción  dilatoria; 
nosotros  creemos  que  sí,  p.ues  no  ataca  al  foiKlo  de  la  cuestión,  no  des- 
truye la  acción  deducida,  sino  que  se  limita  á  relevar  de  contestar  á  la  de- 
manda al  demandado  que  no  reúne  la  representación  que  se  ha  supuesto 
en  él  al  demandarle.  Un  ejemplo  bastará  á  demostrarlo.  Un  acreedor  de 
una  Compañía  ó  Empresa  industrial  demanda  á  una  persona  determinada 
creyéndola  el  Director  gerente  y  representante  legítimo  de  dicha  Empre- 
sa, y  la  referida  persona  no  reúne  ese  carácter  ni  esa  representación. 
¿Puede  obligársele  á  contestar  á  la  demanda?  En  su  calidad  de  demanda- 
dado,  ¿no  ha  de  poder  proponer  como  excepción  dilatoria  la  de  no  tener 
la  representación  que  se  le  supone?  ¿Ataca  esto  en  manera  alguna  á  la 
acción  que  puede  ser  fundada  é  mdestructible?  Tal  vez  se  dirá  que  siendo 
él  el  demandado  debe  alegar  su  excepción  como  perentoria,  por  cuanto 
seguido  el  pleito  se  le  absolverá  de  la  demanda  al  ver  que  se  ha  pedida 
mal  dirigiéndola  contra  él:  pero  ha  de  advertirse  que  esto  no  es  exacto: 
la  demanda  puede  y  debe  estar  interpuesta  contra  la  Sociedad  deudora,  y 
llamada  á  juicio  la  enunci^a  persona  en  el  concepto  de  ser  el  represen- 
tante legítimo  de  tal  Sociedad,  debe  excepcionar  si  no  lo  es,  porque  si 
así  no  fuera,  ¿qué  sucedería  una  vea  probada  por  el  demandante  su  ac-- 
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«ion?  ¿Contra  quién  se  fallaría?  ¿Contra  la  Sociedijd  sin  haberla  oido  por 
medio  de  sus  representantes  legítimos?  ¿Contra  el  demandado  que  no  re- 
unía la  condición,  bajo  cuyo  supuesto  lo  fué?  ¿Contra  el  demandante  de 
buena  fé  que  probó  su  demanda,  excepto  en  lo  relativo  á  haber  atribui- 
do á  una  persona  un  carácter  y  representación  que  no  tenía?  No  habría 
jnás  remedio  sino  que  todo  lo  actuado  fuera  nulo,  y  la  ley  no  está  en  el 
caso^de  consentir  los  gastos  y  perjuicios  que  á  las  partes  se  irrogarían. 

^5*  La  Htis  pendencia  en, otro  Juzgado  ó  Tribunal  competente, — Al  ha- 
blaí  de  la  acumulación  de  autos  y  cojaentar  los  artículos  161  y  462,  ha- 
blamos d^  la  litis-pendencia  como  causa  de  acumulación,  y  ahora 'pode- 
mos añadir  que  la  misma  razón  tiene  la  ley  para  considerarla  así  que  como 
excepción  dilatoría,  y  que  esto  no  obstante  no  se  incurre  en  redundancia 
alguna.  La  acumulación  por  litis-pendencia  no  puede  pedirse  cuando  los 
pleitos  penden  en  diferentes  instancias,  y  si  otras  razones  no  hubiese, 
esto  sería  bastante  para  reconocerle  como  excepción,  pues  en  muchos  ca- 
sos ocurrirá  que  la  misma  acción  que  se  deduzca  en  la  demanda  estará  ya 
deducida  en  otro  pleito  próximo  á  terminar;  y  por  consideración  al  de- 
mandado y  al  prestigio  de  los  fallos  judiciales,  etc.,  etc.,  importa  que 
haya  medios  de  evitar  que  el  demandante  de  mala  fé  que  pueda  calcular 
perdida  su  pretensión  en  un  pleito  formule  la  misma" en  otro  nuevo,  con 
el  deseo  de  obtener  una  sentencia  favorable.  Uno  de  esos  medios  es  que 
la  litis-pendencia  constituya  una  excepción  dilatoria  y  otro  que  sea  causa 
de  acumulación.  Esto  dicho,  debemos  advertir  que,  según  se  deduce  de 
la  cláusula  que  comentamos,  la  litis-pendencia  no  se  puede  alegar  como 
excepción  cuando  es  en  el  mismo  Juzgado;  y  por  su  índole  y  por  lo  inte- 
resada que  está  la  propia  justicia  en  su  resolución,  el  Juez  debe  proveer 
previamente  cuando  se  proponga  lo  mismo  que  acerca  de  la  declinatoria 
(art.  538.) 

6^  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, — Por  defecto  le- 
gal en  el  modo  de  proponerla  no  puede  entenderse  seffun  la  ley,  si  no  la 
falta  de  cualquiera  de  los  requisitos  que  determina  el  art.  524,  y  por  la 
tanto,  en  cuanto  ^  la  excepción  en  sí,  nada  tenemos  que  decir,  pues  cuan- 
do en  la  demanda  falte  alguno  de  esos  requisitos,  procede,  y  no  siendo 
así  nó.  Diremos,  sin  embargo,  que  extrañamos  la  doctrina  de  la  ley,  por- 
que según  hemos  explicado  y  tenido  ocasión  de  ver  al  presentar  la  demanda 
deben  llenarse  más  requisitos  que  los  que  prescribe  el  art.  524,  y  siquiera 
sean  estos  los  intrínsecos  y  extrínsecos  los  demás,  no  por  eso  dejará  de* 
proponerse  defectuosamente  una  demanda  en  que  cualquiera  de  los  últimos^ 
deje  de  cumplirse.  Pues  qué,  una  demanda  que  no  se  encabece  con  el  nom- 
bre del  Procurador,  en  que  se  omita  el  del  demandante  ó  que  no  lleve  la 
firma  de  Letrado  habilitado — ^requisitos  todos  que  no  enumera  el  artícu- 
lo 524r— ¿ha  de  considerarse  legalmente  formulada?  ¿Qué  razón  hay  para 
que  se  pueda  proponer  excepción  dilatoria  cuando  no  estén  numerados  lo» 
hechos  y  fundamentos  de  derecho  aunque  la  cuestión  esté  clara  y  per- 
fectamente presentada,  y  no  se  pueda  hacer  lo  mismo  cuando  no  se  llena 
alguno' de  los  requisitos  enunciados,  ó  no  se  presenta  la  certificación  de 
matrícula  en  la  contribución  industrial  ó  la  del  acto  de  conciliación?  Y  no 
se  diga  que  la  diferencia  tiene  su  razón  de  ser  en  que  el  Juez  pueda  en  el 
un  caso  sí  y  en  el  otro  no,  repeler  de  oficio  la  demanda,  porque  ó  puede 
hacerlo  en  todos  ó  no  lo  puede  hacer  en  ninguílo,  salvas  las  excepciones 
taxativamente  determinadas;  ni  se  diga  que  los  requisitos  que  señala  el 
artículo  524,  son  más  necesaríos  que  los  otros,  pues  á  pesar  de  su  distinta 
índole  todos  son  precisos,  y  todos,  en  cumplimiento  de  la  ley  misma,  de- 
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l)en  cumplirse.  Además,  la  justicia  de  nuestra  censura  está  demostrada 
con  haber  consignado  ei  Legislador  la  excepción  que  sigue  á  la  que  exa- 
minamos. Con  ella  se  favorece  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  admi- 
nistrativas que  exigen  que  se  intente  la  vía  gubernativa  antes  que  la  ju- 
dicial cuando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública,  pero  sien- 
do así  que  en  esas  mismas  disposiciones  se  impone  á  los  Jueces  y  Tribu- 
nales la  obligación  de  no  admitir  esa  clase  de  demandas  sin  que  se  presente 
la  certificación  de  haber  apurado  la  vía  gubernativa,  ¿por  qué  declarar 
que  por  la  falta  de  este  requisito  {nede  proponerse  una  excepción  dilato- 
ria }[  no  hacer  igual  declaración  para  cuando  no  se  cumplan  Io&  otros  re- 
quisitos á  que  nos  venimos  refiriendo?  ¿No  dicen  aquellas  disposiciones, 
aue  la  reclamación  en  vía  gubernativa  de  lo  oue  ha  de  ser  objeto  de  la 
demanda  contra  la  Hacienda,  equivale  á  la  celebración  del  acto  de  conci- 
liación entre  los  particulares?  Lo  repetimos:  creemos  que  el  Legistodor  ha 
obrado  con  poco  acierto  estableciendo  la  limitación  que  ha  consignado  en 
el  punto  concreto  que  examinamos. 

7*  La  Jaita  de  reclamación  previa  en  la  via  gubernativa,  cuando  la  de* 
manda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública, — ^Después  de  lo  que  acaba- 
mos de  decir,  pocas  palabras  tenemos  c[ue  añadir  para  explicar  esta  excep- 
ción. La  ley  la  ha  consignado  para  facilitar  el  cumplimiento  de  las  dispo- 
siciones administrativas  que  exigen  la  reclamación  en  via  gubernativa 
antes  de  demandar  á  la  Hacienda,  y  sin  duda  alguna,  atendiendo  á  que 
tratándose  de  sus  intereses  debia  garantirlos  por  todos  los  medios  posi- 
bles. Y  en  este  punto  ha  obrado  bien;  pero  según  dejamos  expuesto,  hu- 
biera sido  preferible  el  sistema  de  la  ley  antenor,  según  la  cual,  interpre- 
tada por  ilustres  comentadores,  constituía  defecto  legal  en  el  modo  de 
I)roponer  la  demanda  la.  falta  de  cualquiera  requisito  determinado  por  las 
eyes,  y  lo  mismo  por  la  del  que  aquí  se  consigna  que  por  la  de  otro,  fue- 
ra el  que  quisiera,  podia  formularse  una  excepción  dilatoria;  y  entonces 
habría  sobrado  la  cláusula  que  examinamos. 

En  ella  se  dice:  la  falta  de  reclamación  previa,  etc.,  y  estas  palabras 
nos  obligan,  con  objeto  de  evitar  dudas,  á  hacer  una  aclaración.  No  es 
acreditar  sólo  que  se  ha  reclamado  lo  que  se  necesita,  sino  que  según  re- 
petidas disposiciones  han  ordenado,  es  preciso  hacer  constar  que  se  ha 
apurado^  la  via  gubernativa,  y  con  arreglo  á  un  Real  decreto  de  1877, 
rieorganizando  la  Asesoría  del  Ministerio  de  Hacienda,  no  se  entiende  que 
"dicha  via  queda  apurada  más  que  cuando  recae  Real .  orden  resolutoria, 
¿  menos  que  la  Administración  demore  la  resolución  por  más  de  seis 
meses. 

8*  El  arraigo  del  juicio, — ^Esta  excepción  está  consignada  en  el  ar- 
tículo 534,  y  como  en  él  se  vé,  sólo  procede  cuando  el  demandante  es  ex- 
tranjero, en  los  casos  y  en  la  forma  que  en  la  nación  á  que  pertenezca  se 
exigiere  á  los  españoles;  y  la  razón  es  obvia.  Arraigar  el  juicio  es  asegu- 
rar sus  resultas;  es  la  fianza  que  presta  el  litigante  para  asegurar  al  pago 
de  lo  juzgado' y  sentenciado,  es  la  caución  \\djai2Á2^  judicatum  solm,  cuyo 
origen  se  encuentra  en  el  derecho  romano  jr  en  nuestras  antiguas  leyes, 
oue  establecieron  la  fianza  de  arraigo  para  ciertos  casos  y  con  respecto  al 
demandado.  En  los  modernos  Códigos  de  Europa  se  ha  exigido  dicha  cau- 
ción al  demandante  extranjero,  con  objeto  de  evitar  que  entablando  de- 
manda los  extranjeros  contra  los  naturales  del  país,  puedan  burlar  los 
efectos  de  la  sentencia  contraria  marchándose  á  otra  nación  sin  dejar  se- 
guridad ni  persona  alguna  para  responder  del  pago  de  lo  que  le  corres-r 
ponda  por  costas,  intereses  y  perjuicios  ocasionados  por  su  demanda.  Y 
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siendo  todo  esto  así,  fácilmente  se  comprende  lo  dispuesto  en  el  aríícu- 
lo  535.  La  excepción  del  arraigo  del  juicio  sólo  procede  cuando  el  de- 
mandante es  extranjero,  y  en  los  casos  y  en  la  forma  en  que  las  leyes  de 
su  pa}s  lo  exijan  á  los  españoles,  modo  por  el  cual  se  está  al  principio  de 
reciprocidad. 

Y  las  reglas  generales  porque  el  asunto  se  rige,  deducidas  del  examen 
de  los  Códigos  y  disposiciones  que  rigen  en  las  naciones  principales  de 
Europa,  son  que  la  fianza  ó  caución  que  debe  dar  el  extranjero,  abraza  la 
responsabilidad  al  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  resulten  del 
pleito  y  que  deben  prestarla  todos  los  extranjeros,  ya  lo  sean  por  naci- 
miento, ó  por  haber  perdido  la  nacionalidad  de  su  país,  de  cualquiera  cla- 
se y  condición  que  sean.  Hay,  sin  embargo,  ciertas  excepciones  ó  casos 
particulares  que  conviene  tener  presentes.  El  Código  de  procedimiento 
civil  de  Austria  releva  de  la  caución  al  demandante  pobre,  que  afirme 
bajo  juramento  no  hallarse  en  estado  de  prestarla.  Los  Códigos  de  Austria» 
Francia,  Prusia,  Baviera,  Ginebra,  Hannover,  Grecia  y  otras  naciones 
eximen  también  de  la  obligación  al  extranjero  demandante  que  poseyese 
en  el  país  de  que  se  trate  bienes  suficientes  para  satisfacer  las  responsabi- 
lidades expresadas.  El  Código  de  Ginebra  dispone  que  no  esté  obligado 
el  extranjero  que  pertenezca  á  un  Estado  en  que  no  se  exija.  En  Prusia 
está  exento  el  que  apoya  su  pretensión  en  escrituras  publicas  ó  en  otras 
pruebas  que  puedan  proponerse  sin  promover  procedimiento  de  gran  cos- 
te. Y  el  Código  civil  de  Cerdeña  exime  de  la  caución  al  extranjero  que 
tenga  domicilio  fijo  en  los  Estados-Sardos.  Estas  mismas  reglas  y  con 
respecto  á  los  naturales  de  las  naciones  en  que  se  prescriben,  son  aplica- 
bles en  España,  en  razón  al  principio  de  reciprocidad  establecido  en  el  ar- 
tículo 534  que  examinamos. 

En  cuanto  al  extranjero  que  demanda  á  otro  extranjero,  hay  autores 
respetables  que  opinan  por  que  deberla  eximírsele  la  caución;  pero  la  ma- 
yor parte  son  de  opinión  contraria,  fundándose  en  que  la  excepción  del 
arraigo  del  juicio  es  un  derecho  civil  de  que  sólo  pueden  y  deben  dis- 
frutar los  naturales  del  país ;  y  nosotros  nos  conformamos  con  esta  opi- 
nión. 

Además,  como  el  artículo  que  comentamos  se  refiere  sólo  al  deman- 
dante, que  lo  será  en  el  caso  de  obrar  como  principal  ó  como  coadyuvan- 
te, es  evidente  que  los  extranjeros  demandados  no  están  obligados  á  pres- 
tar caución,  ni  siquiera  en  los  casos  de  reconvención  ó  en  que  interpon- 
gan, mía  vez  vencidos  en  la  primera  instancia,  las  apelaciones  y  recursos 
consiguientes,  pues  en  uno  y  otro  caso  no  hacen  más  que  defenderse,  no 
son  erios  los  que  promueven  el  pleito,  no  pierden  su  carácter  de  deman- 
dados y  no  hay  razón  nara  que  la  ley  abrigue  el  temor  de  que  no  satisfa- 
gan las  responsabilidaaes  que  hemos  enunciado. 

En  cuanto  á  la  forma  de  la  exacción,  debemos  advertir,  aue  según  re- 
sulta sancionado  por  las  legislaciones  de  todos  los  países,  debe  exigirse 
,  al  principio  del  pleito,  antes  de  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  y  que 
mientras  no  se  preste,  el  demandado  no  está  obligado  á  contestar  á  la  de- 
manda; en  cuya  razón  se  ha  fundado  la  ley  para  considerar  el  arraigo  del 
juicio  como  excepción  dilatoria. 

Y  por  último,  creemos  oportuno  dar  á  conocer  quiénes  son  extranje- 
ros, trascribiendo  las  disposiciones  de  la  ley  de  17  de  Noviembre  de  1852Í. 
Con  arreglo  á  esta  ley,  son  extranjeros:  i**  Todas  las  personas  nacidas  de 
padres  extranjeros  fuera  de  los  dominios  de  España.  2**  Los  hijos  de  padre 
extranjero  y  madre  española,  nacidos  fuera  de  estos  dominios,  si  no  re- 
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claman  la  nacionalidad  de  España.  3®  Los  qne  han  nacido  en  territorio 
español,  de  padres  extranjeros  ó  de  padre  extranjero  y  de  madre  española 
si  no  hacen  aquella  reclamación.  4**  Los  que  han  nacido  fuera  del  territo- 
i'io  de  Espaíia,  de  padres  que  han  perdido  la  nacionalidad  española.  Y  5* 
.  La  mujer  española  que  contrae  matrimonio  con  extranjero. 

Jurisprudencia. — Al  demandado  le  es  permitido,  ya  el*  proponer,  ya 
el  alegar  la  incompetencia  de  iurisdiccion  en  sus  respectivos  casos;  pues 
si  hace  uso  del  medio  de  la  inhibitoria  sólo  debe  proponer  tal  excepción, 

Provocando  la  contienda  entre  dos  ó  más  Jueces,  mientras  que  emplean- 
o  el  de  la  declinatoria,  puede,  ó  bien  proponerla  para  que  por  un  artícu- 
lo previo  sea  resuelta,  ó  bien  alegarla  al  tiempo  de  la  contestación  á  la 
demanda  como  las  demás  excepciones  dilatorias  que  reconoce  el  art.  237 
de  la  ley.  En  el  primer  caso,  ó  sea  en  el  de  proponer  la  excepción,  el  de- 
mandado no  está  obligado  á  contestar  la  demanda,  hasta  que  se  ejecuto- 
rié el  artículo  que  será  siempre  previo,  al  paso  que  en  el  segundo  caso,  es 
decir,  en  el  de  alegarla,  ha  de  verificarlo  contestando  á  la  demimda  cuyo 
curso  continua.  (42  de  Junio  de  4863.) 

Cuando  la  única  excepción  que  se  alega  es  la  incompetencia  del  Juez, 
carece  completamente  de  aplicación  la  ley  44,  tít.  5**,  Partida  5*,  que  traU 
del  pacto  comisorio.  (49  de  Junio  de  4866.) 

Estando  el  pleito  en  sesuda  instancia,  es  inadmisible  la  excepción  de 
incompetencia  de  la  jurisdicción  ordinaria.  (25  de  Noviembre  de  4864.) 

La  falta  de  personalidad  del  demandado  no  puede  ventilarse  como  ex- 
cepción dilatoria.  (47  de  Octubre  de  4865.) 

No  puede  impugnarse  por  un  litigarfte  la  falta  de  personalidad  de  su 
címtrano,  cuando  en  la  que  á  este  representa  le  .ha  reconocido  en  otros 
asuntos.  Ni  cabe  impugnar  tampoco  la  de  un  Procurador  por  falta  de  bas- 
tanteo  del  i)oder,  máxime  si  ese  trámite  se  subsanó,  toda  vez  que  dicha 
circunstancia  no  afecta  á  la  validez  del  poder.  (4  de  Julio  de  4878.) 

La  excepción  de  arraigo  del  juicio  de  que  habla  el  art.  238  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  es  puramente  dilatoria,  como  las  demás  taxati- 
vamente marcadas  en  el  237  de  la  misma  ley;  y  sea  cual  fuere  el  perjuicio 
que  puedan  causar  las  sentencias  que  se  reducen  á  desestimar  dichas  ex- 
cepciones y  mandan  contestar  la  demanda,  no  son  definitivas  para  el  ob- 
jeto de  la  casación,  porque  recayendo  sobre  un  artículo  no  ponen  término 
al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación;  no  pudienío,  por  consi- 
guiente admitirse  contra  ellas  recurso  de  casación  en  el  fondo,  con  arre- 
zo á  lo  textualmente  prescrito  en  el  párrafo  del  art.  3^  de  la  ley  pro- 
visional vigente.  (43  de  Marzo  de  4874.) 

Para  que  sea  procedente  y  admisible  en  juicio  la  excepción  dilatoria 
de  arrigo  del  mismo,  no  basta  que  el  litigante  contra  quien  se  invoca  sea 
extranjero,  sino  qu»  es  indispensable  que  la  nación  á  que  pertenece  ó  de 
la  que  es  ciudadano  se  exija  á  los  españoles  (iicha  caución,  incumbiendo 
al  excepcionante  la  prueba,  cuando  este  extremo  se  niegue  por  su  contra- 
rio, á  (fuien  en  todo  caso  solamente  se  podrá  obligar  á  prestarla  en  la 
forma  y  casos  en  que  á  los  españoles  se  exija  en  el  país  de  aquél.  {30  dé 
Junio  de  4877.) 

Art.  535.  Las  excepciones  dilatorias  s<51o  podrán  propo- 
nerse dentro  de  seis  dias,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
notificación  de  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  á  la 
^demanda. 
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Trascurrido  dicho  término,  deberán  alegarse  contestando, 
y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de  la  demanda. 
{Lty  anL,  art.  239.) 

Del  mismo  modo  que  la  ley  determina  el  término  para  contestar  á  la 
demanda,  era  preciso  que,  haciéndose  cargo  de  lo  que  las  excepciones  di* 
laterías  son  y  significan,  y  de  su  natural  electo  de  suspender  el  curso  de  la 
demanda,  especmcase  el  término  ó  plazo  en  que  dichas  excepciones  pue- 
den  proponerse;  y  conformándose  en  este  punto  la  ley  actual  con  la  an- 
terior, establece  el  término  de  seis  dias  contados  desde  el  siguiente  al  de 
la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  á  la  demanda, 
ó  sean  los  seis  primeros  de  los  concedidos  para  la  contestación,  aunque, 
como  en  el  caso  de  proponerse  las  excepciones,  tienen  que  sustanciarse  en 
artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  si  se  desestiman,  volverá  á 
empezar  á  correr  el  término  de  contestación,  desde  que  al  demandado  se 
le  notifique  el  auto  firme  denegatorio. 

El  plazo  para  proponer  excepciones  dilatorias  es,  según  lo  declara 
terminantemente  el  art.  3i0,  improrogable,  y  por  eso  la  ley  advierte  que, 
una  vez  trascurridos,  deberán  alegarse  contestando,  y  no  producirán  el 
efecto  de  suspender  el  curso  de  la  demanda;  con  lo  cual  no  revisten  ya  el 
verdadero  carácter  de  dilatorias,  puesto  que  no  dilatan  la  entrada  en  el 
juicio,  sino  más  bien  de  perentorias,  y  no  tienen  que  tramitarse  en  ar- 
tículo previo,  sino  que  vienen  á  formar  parte  del  escrito  de  contestación. 

Debemos  hacer  observar,  que  aunque  la  ley  dice,  en  el  segundo  pár- 
rafo del  artículo  que  examinamos,  que  trascurrido  el  término  para  propo- 
nerlas, deberán  alegarse  contestMido,  no  ha  de  entenderse  que  haya  obli- 
gación de  alegarlas,  pues  el  perjuicio  de  no  hacerlo,  sólo  puede  recaer  so- 
bre el  demandado,  y  tanto  vale  el  verbo  deber,  usado  aqm  por  la  ley, 
como  el  de  peder,  ó  tanto  significa  como  que  el  demandado  tiene  derecho 
ó  facultad  para  alegarlas;  pero  de  todos  modos,  es  de  recomendar  á  cuan- 
tos se  vean  demandados,  que  si  tienen  alguna  excepción  dilatoria  que 
proponer,  no  dejen  de  hacerlo  en  los  seis  dias  que  marca  la  ley,  porque  la 
índole  de  esas  excepciones  es  tal  que  alegadas  después,  apenas  si  pueden 
surtir  efecto  alguno. 

Si  pasados  los  seis  dias  se  presentase  el  escrito  proponiéndolas,  y  no 
se  solicitara  que  se  dé  al  artículo  la  sustanciacion  de  las  excepciones  dila- 
torias, deberá  considerarse  el  escrito  como  contestación  á  la  demanda,  á 
no  ser  que  no  esté  forriiulado  en  los  términos  prevenidos  en  el  art.  540. 
Pero,  ¿qué  deberá  hacerse  en  este  caso,  ó  en  el  de  que  se  solicite  la  sus- 
tanciacion del  artículo  como  de  excepciones  dilatorias?  ¿Deberá  rechq^arse 
de  oficio  ó  dar  traslado  al  demandante?  Aunque  como  la  ley  no  ha  sido 
exphcita  en  cuanto  á  las  facultades  del  Juez  para  repeler  de  oficio  las  de- 
mandas defectuosas,  podría  suscitar  alguna  duda  en  la  ocasión  actual,  en 
que  tampoco  determina  nada  taxativamente,  creemos  que  el  «Miez  podrá 
rechazarle  de  oficio,  pues  aparte  de  (jue  el  término  concedido  es  improro- 
gable según  la  ley,  y  de  que  no  dispone  ningún  traslado  del  escrito  al 
actor, 'fuera  del  que  corresponde  cuando  el  artículo  está  bien  formulado, 
ni  se  ocupa  en  el  caso  de  que  tratamos,  la  ley  es  ley,  y  el  Juez  debe  ha- 
cerla cumplir,  si  el  escrito  se  presenta  fuera  de  tiempo  solicitando  la  sus- 
tanciacion del  artículo  previo,  ó  sin  las  condiciones  del  de  contestación, 
^1  Juez  d^e  repelerle  de  oficio. 

Y  por  último,  creemos  oportuno  manifestar  que,  á  pesar  de  la  claridad 
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del  articulo  (pie  examinamos,  pudiera  dar  lugar  á  una  duda  de  importancia, 
porque  no  distingue  de  casos,  y  como  en  el  art.  530  no  se  concede  siempre 
un  término  común  pajra  contestar  cuando  son  varios  los  demandados,  no  * 
puede  menos  de  preguntarse:  cuando  los  términos  concedidos  son  sucesivos 
y  no  correlativos,  ¿tendrá  cada  demandado  un  término  distinto,  consistente 
en  los  seis  dias  que  marca  la  ley,  para  proponer  excepciones  dilatorias,  ó 
el  término  otorgado  para  este  efecto,  es  siempre  común?  Lo  primero  es  lo 
más  natural,  y  en  el  silencio  de  la  ley  así  habrá  de  entenderse,  aunque 
sea  en  algunos  casos  motivo  de  dilaciones  inútiles. 

Pero  por  lo  mismo  entendemos  que  la  ley  hubiera  hecho  bien  en  dis- 
tinguir de  casos,  y  guardar  más  consonancia  con  el  propio  art.  530,  pues 
disponiéndose  en  éste  que  aun  siendo  varios  los  demandados  que  deben 
litigar  por  separado,  se  hagan  copias  de  todos  los  documentos,  tendrán  un 
término  común  para  contestar,  debiera  haberse  hecho  igual  declaración, 
para  dicho  caso,  en  lo  relativo  al  término  para  proponer  las  excepciones 
dilatorias. 

Jurisprudencia, — Para  proponer  excepciones  dilatorias  no  hay  más 
término  que  el  de  seis  dias,  por  ser  éste  improrogable,  según  el  art.  30  de  . 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (27  de  Noviembre  de  4863.) 

Cuando  una  excepción  dilatoria  no  se  opone  oportunamente,  no  pue- 
de decidirse  en  artículo  previo,  y  aunque  después  se  alegue  como  peren- 
toria, tiene  que  seguir  juntamente  con  la  acción  priticipal  hasta  la  sen- 
tencia definitiva,  sin  que  esto  ofrezca  nulidad.  Aun  en  la  hipótesis  de  que 
la  hubiera,  seria  de  todo  lo  actuado  y  no  de  trámite  determinado.  (34  de 
Diciembre  de  4867.) 

Con  arreglo  al  art.  30  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  término 

Í)ara  interponer  las  excepciones  dilatorias  es  improrogable,  y  la  parte  que 
o  deja  trascurrir  sin  utilizarlo  pierde  su  derecho  para  proponerlo.  (7  de 
Noviembre  de  1878.) 

£1  art.  239  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  infringe  cuando  la 
sentencia  que  resuelve  las  excepciones  dilatorias  propuestas  por  las  partes 
ni  termina  el  juicio  ni  impide  la  continuación  del  pleito.  (46  de  Abril 
de  4879.) 

Art.  536.  A  un  miamo  tiempo,  y  en  un  mismo  escrito,  el 
demandado  ajegará  todas  las  excepciones  dilatorias:  no  ha- 
ciéndolo así,  sólo  podrá  usar  de  las  que  no  alegare  contestando 
á  la  demanda.  (^Ley  anú.,  art.  240.) 

Interpretando  torcidamente  la  ley  4^,  tít.  7,  lib.  44  de  la  Novísima 
Recopilación,  que  señalaba  el  término  de  nueve  dias,  contados  desde  el 
siguiente  al  último  del  emplazamiento  para  proponer  y  probar  las  excep- 
ciones dilatorias,  y  á  pesar  de  que  la  ley  9,  tít.  3,  Partida  3*,  ordena  «que 
si  el  Judeador  entendiere  que  el  demandado  pone  á  menudo  maliciosa- 
mente defensión  (excepción)  ante|8í,  por  alongar  el  pleito,  que  puede  el 
Jué¿  dar  un  plazo  peremptorio  al  demandado,  que  ponga  todas  sus  de- 
fensiones, ayuntadas  en  uno  é  que  las  pruebe.  E  si  al  plazo  que  le  fuere 
puesto  non  ís^  probare  ó  non  las  pusiere,  que  después  non  deue  ser  oído. 
Mas  deue  el  judgador  ir  adelante  por  el  pleyto;»  habia  sancionado  la  an- 
tigua jurisprudencia  la  abusiva  práctica  de  admitir  una  después  de  otra, 
con  sustanciacion  separada,  todas  las  excepciones  dilatorias  que  se  alega- 
ban, y  con  esto  los  pleitos  se  hacian  interminables  y  padecía  el  prestigia 
de  la  Administración  de  justicia. 
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La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  cortó  de  raiz  los  abusos  pres- 
cribiendo lo  que  en  el  artículo  que  dá  origen  á  este  comentario  aparece 
/determinado,  y  al  aceptaVlo  la  nueva  ley  ha  obrado  prudentemente  é  im- 
pedido de  nuevo  que  se  den  los  escándalos  que  hemos  enunciado. 

Es  preciso,  pues,  que  todas  las  excepciones  dilatorias  se  propongan  á 
un  mismo  tiempo  y  en  un  solo  escrito,  (sólo  será  admisible  el  primero 
qiie  se  presente),  y  de  igual  manera  que  con  arreglo  al  artículo  anterior 
sucederá  que  si  no  se  proponen  en  el  término  de  los  seis  dias  sólo  podrán 
alegarse  contestando  y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de 
la  demanda,  ocurrirá  en  consonancia  con  esta  prescripción  y  según  dispo- 
ne el  presente  artículo  que  aquellas  que  no  se  propongan  en  el  referido 
primer  escrito  sólo  podrán  alegarse  al  contesta^ ,  al  mismo  tiempo  que  las 
excepciones  perentorias. 

Parece  también  lógico,  aunjue  no  creemos  sea  de  absoluta  precisión, 
porque  proponiéndose  en  el  primer  escrito  no  puede  decirse  que  ^se  haya 

f)rácticado  ninguna  diligencia  reconociendo  la  jurisdicción  del  Juez,  que 
a  primera  excepción  que  se  proponga  sea  la  declinatoria  de  jurisdicción, 
pues  así  es  como  mejor  se  re^ponderá  al  espíritu  de  la  ley;  y  por  lo  trae 
respecta  á  la  forma  del  escrito,  opinamos  con  los  Sres.  Manresa,  Miquei  y 
Reus  que  deberá  extenderse  numerando  los  hechos  y  fundamentos  de  de- 
recho, porque  las  excepciones  dilatorias  lo  mismo  que  la  demanda  y  con- 
testación se  fundan  en  puntos  de  una  y  otra  clase;  y  por  igual  razón  de- 
herÁn  acompañarse  los  documentos  en  que  la  excepción  se  funde,  y  si  el 
demandado  no  los  tiene  á  su  disposición  deberá  designar  el  archivo  ó  lu- 
gar en  que  se  encuentren  los  originales.  Por  el  principio  de  que  uU 
eadem  est  ratio,  eadem  est  juris  dispositio  es  lógico  deducir  que  la  in- 
tención de  la  ley  es  y  ha  sido  que  asi  se  practique,  y  en  cuanto  á  la  pre- 
sentación de  documentos  hay  que  tener  en  cuenta  que  la  citada  ley  1®, 
título  7°,  lib.  1 4  de  la  Novísima  Recopilación  la  prescribe. 

Art.  537.  Del  escrito  en  que  se  propongan  excepciones  di- 
latorias, se  dará  traslado  por  tres  dias  al  actor. 

Evacuado  este  traslado,  se  sustanciará  y  decidirá  el  ar- 
tículo en  la  forma  establecida  para  los  incidentes.  {Ley  ant.^ 
urticulo  241.) 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  es  copia  del  primero  también  del 
artíQulo  concofdante  de  la  ley  anterior,  y  el  segundo,  prescribiendo  que 
evacuado  el  traslado  á  que  se  refiere  se  sustanciará  y  decidirá  el  artículo 
en  la  forma  establecida  para  los.  incidentes,  responde  al  propósito  del  Le- 
gislador de  acomodar  á  una  sola  sustanciacion  todos  los  artículos  y  cues- 
tiones incidentales  que  á  ello  se  presten. 

Bajo  este  punto  de  vista  tal  vez  sea  aceptable  la  reforma;  pero  compa- 
rando la  tramitación  qué  ahora  han  de  tener  las  excepciones  dilatorias 
^on  la  que  la  ley  anterior  les  tenia  asignado,  se  vé  que  la  reforma  es  en 
realidaá  perjudicial  y  contraria  á  la  ift vedad  de  los  pleitos,  y  que  con- 
servando el  Legislador  el  primer  párrafo  de  este  artículo,  y  no  habiendo 
conservado  otras  disposiciones  de  la  ley  anterior  acerca  de  la  sustancia- 
cion de  las  excepciones  dilatorias,  ha  obrado  con  una  inconsecuencia  de 
criterio  que  no  se  explica. 

En  efecto:  el  Legislador  ha  querido  acomodar  la  tramitación  de  estas 
excepciones  á  la  de  los  incidentes,  pero  ya  que  el  mismo  hecho  de  venir- 
se practicando  así  le  autorizaba  á  efectuarlo,  ha  debido  establecer  algu- 
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ñas  diferencias  como  en  el  término  de  prueba,  por  ejemplo,  pues  ahora 
va  á  resultar  que  en  la  tramitación  se  ha  de  invertir  el  aoble  de  tiempc^ 
que  antes  se  invertía,  y  esto  no  se  justifica  por  la  circunstancia  de  aco- 
modar la  sustanciacion  de  las  excepciones  á  la  de  los  incidentes,  que  es 
pequeña  razón  para  sancionar  una  modificación  tan  nociva;  y  además, 
obrando  como  decimos,  es  como  hubiera  sido  consecuente ,  pues  ahora, 
según  dejamos  indicado,  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo  acepta  la 
disposición  de  qiie  del  escrito  en  que  se  propongan  excepciones  dilato^ 
rías  se  dará  traslado  por  tres  dias  al  actor,  en  vez  de  admitir  que  sea  por 
seis  como  de  un  escrito  cualquiera,  promoviendo  un  incidente,  y  después 
de  establecer  esa  diferencia  con  el  ánimo  solo  de  ahorrar  tres  dias,  se 
alarga  el  término  de  prueba  que  antes  era  de  ocho  dias,  y  desde  la  publi- 
cación de  esta  ley  es  de  veinte,  y  los  plazos  para  el  señalamiento  y  cele- 
bración de  vista. 

Por  lo  demás,  es  de  advertir,  en  primer  término,  que  para  que  en  el 
artículo  pueda  practicarse  prueba,  acomodada  como  queda  su  sustanciía^ 
cion  á  la  de  los  incidentes  en  general,  será  preciso  que  el  demandado  e» 
el  escrito  proponiendo  las  excepciones  dilatorias  y  el  actor  en  el  que  eva- 
cué el  traslado,  pidan,  si  lo  desean,  el  recibimiento  á  prueba,  por  medio 
de  otrosí,  según  es  costumbre  hacerlo,  pues  de  lo  contrario,  evacuado  el 
traslado,  el  Juez  habrá  de  mandar  traer  los  autos  á  la  vista.  (Artículos  750 
y  754.) 

Y  en  segundo  lugar  debemos  añadir,  que  el  artículo  que  comentamos^ 
puede,  á  nuestro  juicio,  dar  lugar  á  una  duda  importímle,  pues  no  deter- 
mina si  en  el  caso  de  haber  varios  demandados  qué  no  litiguen  unidos  y 
aprovechen  sucesivamente  el  término  para  excepcionary  de  queomo  solo 
proponga  la  excepción  dilatoria,  habrá  de  darse  ó  no  traslado  del  escrito, 
además  del  actor,  .á  los  demás  demandados.  Con  arreglo  al  texto  termi- 
nante del  artículo  parece  que  no  debe  darse  ó  conferirse  dicho  trasiáwio; 
pero  si  se  atiende  á  que  en  el  segundo  párrafo  no  se  prescribe  si  el  aco- 
modamiento á  la  tramitación  de  los  incidentes  ha  de  nacerse  retrotrayen- 
do la  de  las  excepciones  hasta  el  principio  de  aouella,  ó  solamente  refi- 
riéndose á  los  trámites  prevenidos  para  después  ae  los  traslados  á  las  par- 
tes, y  si  se  tiene  en  cuenta  que  de  no  conferirse  el  traslado  de  que  hanla- 
mos  á  los  demás  demandados,  se  da  en  el  inconveniente  de  decidir  una 
cuestión  sin  oir  á  todos  los  que  son  parte  en  el  pleito,  faltándose  además 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  749,  en  donde  se  dice  que  en  el  incidente  debe 
oirse  á  todas  las  partes  litigantes,  se  inclina  el  ánimo  á  la*  opinión  con- 
traria, formándose  la  creencia  de  que  en  el  caso  propuesto  debe  darse 
traslado  al  actor  y  á  los  demás  demandados,  siquiera  sea  invirtiendo  los 
términos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  oyendo  á  aquél  primero  y  después  á  éstos, 
f  á  aquél  por  tres  dias,  y  á  éstos  por  seis  á  cada  uno,  de  conformidad  coik 
o  ordenado  en  el  propio  art.  749. 

Puede  decirse,  pues,  que  hay  una  verdadera  antinomia,  que  de  un 
modo  ó  de  otro  precisa  resolver.  ítosotros  opinamos  resueltamente  que 
ha  de  darse  traslado  á- todos  los  demandados,  porque  es  justo  oirles;  pero 
los  que  hayan  dejado  correr  su  término  sin  -proponer  excepciones,  sólo 
podrán  adherirse  ó  no  á  la  excepción  de  que  se  trate,  y  no  proponer  otras^ 
nuevas. 

Art.  538.  El  Juez  proveerá  previamente  sobre  la  declina- 
toria y  la  IHis  pendencia,  si  se  hubiere  propuesto  alguna  de^ 
estas  excepciones. 
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Si  se  declarare  competente,  resolverá  al  mismo  tiempo  so- 
bre las  demás  excepciones  dilatorias. 

En  todo  caso,  el  auto  que  recayere  será  apelable  en  ambos 
efectos.  {Ley  ant.y  artículos  248  y  249.) 

El  primer  precepto  de  este  artículo  es  una  consecuencia  necesaiia  de 
la  naturaleza  de  las  excepciones  declinatoria  y  de  litis-pendencia,  pues 
por  ambas  se  pone  en  tela  de  juicio  la  competencia  del  Juez  y  como  non 
es  valedero  el  juyzio  cuando  el  Juez  carece  de  •  jurisdicción,  es  consi- 
guiente que  en  el  caso  de  que  se  hayan  propuesto  otras  excepciones  jun- 
tamente con  la  declinatoria  ó  la  litis-pendencia,  resuelva  previamente  so- 
bre estas,  porque  de  lo  contrario  cuanto  resolviera  sobre  las  otras,  sin  de- 
clararse de  antemano  competente,  seria  nulo. 

Pero  si  se  declara  competente,  ó  no  dá  lugar  á  la  excepción  de  litis- 
pendencia  debe  resolver  al  mismo  tiempo  y  en  el  mismo  auto,  con  arreglo 
al  segundo  precepto  del  artículo  sobre  las  demás  excepciones  dilatorias, 
porque  reconoce  en  sí  facultades  para  ello;  y  de  lo  dicho  se  deduce  que 
se  han  de  resolver  las  demás  oue  se  hayan  propuesto  en  un  sólo  auto 
cuando  ni  la  declinatoria  ni  la  litis-pendencia  se  propongan. 

Cuando  el  Juez  acceda  á  cualquiera  de  estas  debe  inhibirse  del  conoci- 
miento de  los  autos,  acordando  al  propio  tiempo  que  se  remitan  al  Juez 
competente  ó  al  que  esté  conociendo  del  otro  pleito,  con  emplazamiento 
de  las  partes  para  que  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho;  pues  la 
inhibición  y  remesa  de  autos  están  mandadas  para  la  declinatoria,  por  el 
artículo  72í,  y  por  el  177  para  la  acumulación  que  tiene  completa  analo- 
gía con  ía  litis-pendencia,  y  el  emplazamiento  está  ordenado  por  el"  mis- 
mo art.  177  y  por  el  art.  92  para  un  caso  análogo.  . 

El  tercer  precejito  del  artículo  no  hace  más  que  confirmar  lo  dispuesto 
en  el  382,  según  el  cual,  las  sentencias  definitivas  de  todo  negocio  y 
los  autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  incidentes,  son  apelables 
dentro  de  cinco  dias;  y  responde  á  la  naturaleza  del  auto  prescribiendo 
que  la  apelación  procede  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  el  Juez  remitirá  los  autos  originales  al  Tri- 
bunal superior  dentro  de  seis  dias,  bajo  su  responsabilidad  y  á  costa  del 
apelante,  citando  y  emplazando  previamente  á  los  Procuradores  de  las 
partes  para  que  éstas  comparezcan  ante  dicho  Tribunal  en  el  término  de 
20  dias.  Y  como  las  disposiciones  aplicables  á  la  primera  instancia  de  los 
incidentes  lo  son  á  la  segunda  (art.  759),  la  tramitación  de  la  apelación 
ha  de  ajustarse  á  esas  reglas. 

Art.  539.  Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  se 
desestimen  las  excepciones  dilatorias,  á  instancia  del  actor  se 
hará  saber  al  demandado  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de 
los  diez  dias  siguientes  al  de  la  notificación  de  esta  providen- 
cia. {Ley  ant.)  art.  251). 

La  clwidad  de  este  artículo  excusa  los  comentarios;  pero  sí  hemos  de 
hacer  observar  que  en  él  se  establece  un  nuevo  plazo  para  contestar  á  la 
Amanda  que  no  consideramos  equitativo.  Con  arreglo  al  art.  530,  el  pla- 
zo que  en  general  se  dá  para  contestar,  ed  el  de  20  dias,  y  ahora  resul- 
ta que  si  se  proponen  excepciones  dilatorias  se  concede  uno  menor,  aun 
incluyendo  los  seis  dias  dentro  de  los  cuales  se  pueden  proponer  dichas 
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excepciones.  En  esto  se  aparta  la  ley  actual  de  la  anterior,  porque  ésta 
concedia  nueve  dias  para  contestar,  pero  en  los  seis  primeros  se  podían 
proponer  las  excepciones  y  si  se  proponían,  consentida  ó  ejecutoriada  la 
sentencia  del  artículo,  habia  otros  seis  dias  para  contestar,  con  lo  cual, 
reunidos  estos  dos  términos,  resultaban  concedidos  tres  dias  más  que  los 
otorgados  por  regla  general  para  la  contestación. 

Además,  el  presente  artículo  no  dice  si  en  el  caso  de  no  litigar  unidos 
los  demandados  se  habrá  de  conceder  á  cada  uno  el  plazo  de  diez  dias  que 
determina,  y  como  en  el  art.  530  se  dá  distinto  térmmo  al  primero  que  á 
los  demás  demandados,  podrá  dudarse  de  lo  que  corresponde  hacer  res- 

Secto  á  este  punto,  una  vez  consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  se 
eseslimen  las  excepciones  dilatorias.  Atendiendo  al  principio  de  que 
donde  la  ley  no  distingue  no  se  debe  distinguir,  creemos,  que  cuando  li- 
tiguen separados  deberá  concederse  el  mismo  término  á  cada  uno. 

Por  último,  añadiremos  que  el  artículo  presente  se  refiere  sólo  al  caso 
dé  que  sea  consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  las  excepciones  se 
desestimen;  pero  que  la  ley  no  dice  los  efectos  de  su  admisión.  Nosotros 
dejamos  indicados  los  de  la  admisión  de  la  declinatoria  y  la  litis-penden- 
cia; la  de  las  demás,  producirá  el  de  que  se  subsane  la  falta  de  que  se  trate 
y  el  de  que  una  vez  subsanada  se  confiera  al  demandado  nuevo  traslado 
para  contestar  á  la  demanda. 

SECaON  TERCERA. 

DE   LA  CONTESTACIÓN,   RECONVENCIÓN,   RÉPUCA   Y  DUPLICA. 

Aun  después  de  presentada  la  demanda  y  de  citada  la  parte  adversa, 
no  puede  decirse  verdaderamente  gue  ha  empezado  el  pleito  hasta  que  el 
demandado  presenta  la  contestación.  Fuera  del  caso  en  que  esta  sea  una 
confesión  y  reconocimiento  de  la  anterior,  caso  que  se  habrá  presentado 
muy  pocas  veces  en  la  práctica,  si  es  que  ha  ocurrido  alguna,  la  contes- 
tación es  la  que  plantea  el  litigio.  El  demandante  ha  dicho  en  su  deman- 
da lo  que  quiere;  mientras  que  el  demandado  no  se  oponga  á  lo  que 
quiere  el  demandante  no  hay  verdadera  cuestión  entre  partes,  ni  puede 
seguirse  el  pleito  "ó  darse  sentencia  definitiva,  salvo  en  el  caso  de  contu- 
macia, cuando  el  demandado  se  resiste  tenazmente  á  comparecer  en  juicio 
y  á  prestar  la  debida  obediencia  á  la  citación  del  Juez. 

Esta  produce  algunos  efectos,  entre  otros,  ese  que  acabamos  de  seña- 
lar; pero  sobre  que  los  de  la  contestación  son  más  importantes  y  trascen- 
dentales, el  litigio,  el  debate  jurídico  no  existe  mientras  que  el  demandado 
no  comparece  y  contesta  al  actor.  Interpretaron  bien  el  alcance  de  la  con- 
testación Baldo  y  Gregorio  López  al  llamarla  la^  angularis  et  funda- 
mentum  judicit.  Los  efectos  que  la  contestación  produce,  son  los  sK 
guientes : 

4®  Fija  los  términos  del  litigio,  estableciendo  entre  actor  y  demandado 
una  especie  de  cuasi-contrato,  cuyas  cláusulas  obligan  á  amnos.  La  fuer- 
za de  este  cuasi-contrato  alcanza  hasta  á  impedir  que  íos  litigantes  varíen 
ó  muden,  si  sobre  ello  no  hay  acuerdo,  la  base  sotre  que  discuten  y  ven- 
tilan sus  respectivos  derechos. 

2**  Afirma  la  competencia  del  Juez,  de  suerte  que,  si  no  la  tuviera,  por 
ese  hecho  lá  adquinria.  El  demandante,  al  presentar  la  demanda  ante  un 
Tribunal,  le  somete  el  conocimiento  del  litigio  y  se  obliga  á  acatar  su 
decisión.  El  demandado,  al  presentarle  la  contestación,  también  se  obliga 
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á  ello.  Si  el  Juez  no  fuere  competente  por  la  ley  para  entender  en  el  ne- 
gocio, la  sumisión  de  ambos  litigantes  bastaba  para  otorgarle  la  compe- 
tencia, como  hemos  demostrado  al  examinar  en  su  lugar  oportuno  esta 
importante  materia.  Tampoco,  ni  el  demandante  ni  ei  demandado,  des-' 
pues  de  ese  reconocimiento  tácito  de  su  autoridad,  pueden  recusar  el  Juez 
ante  quien  alegaron  en  este  primer  trámite,  fundándose  en  causas  ante- 
riores al  mismo.  Sólo  podrán  nacerlo  por  causas  posteriores  ó  que  hasta 
entonces  les  fuesen  desconocidas. 
3**  Qveda  el  juicio  formalizado;  se  puede  continuar  su  sustanciacion 

Sor  todos  los  trámites  llegando  al  fallo  definitivo,  porque  según  la  ley  8* 
el  til.  10  de  la  Partida  3*,  «puédese  dar  juicio  acabado  sobre  la  deman- 
da, lo  que  no  se  podría  hacer  si  el  pleito  no  fuese  así  comenzado.» 

4**  Interrumpe  la  prescripción  de  la  acción  aun  en  el  caso  de  que  se  pre- 
sente ante  un  Juez  arbitro.  La  ley  29,  tít.  29  de  la  Partida  3*  atribuye 
este  efecto  al  emplazamiento  en  los  siguientes  términos:  «Otrosi  decimos 
que  si  alguno  huJaiere  comenzado  á  ganar  por  tiempo  cosa  agena,  que  si 
aquel  cuya  era  y  contra  quien  lo  ganaba  le  hiciere  emplazar  sobre  ella 

Sor  carta  del  Rey  ó  del  Judgador,  ó  por  portero  ó  se  la  hubiere  deman- 
ado  en  juicio,  la  ganancia  del  tiempo  que  habían  comenzado  contra  él 
destajase  ó  perdiese  por  ende.» 

5**  Constituye  en  mora  al  demandado.  Si  uno  debe  á  otro  cierta  canti- 
dad y  éste  la  reclama  ante  los  Tribunales  presentando  la  oportuna  de- 
manda y  el  deudor  le  contesta  oponiéndose  á  ella,,  cae  en  mora  desde  el 
dia  en  que  contesta;  y  si  fuese  condenado  definitivamente,  pagará,  ade- 
más de  la  deuda,  los  intereses  legales  de  la  cantidad  en  que  consista,  á 
contar  desde  la  fecha  en  que  cayó  en  mora. 

Otros  efectos  produce  la  contestación  á  la  demanda  además  de  esos; 

Sero  esos  son,  sin  género  alguno  de  duda,  los  de  mayor  importancia.  El 
e  quedar  imposibilitadas  las  partes  para  oresentar  después  de  ese  trámi- 
te/documentos  que  no  hubiera  exhibido,  salvo  en  el  caso  de  que  sean  pos- 
teriores ó  jurasen '  no  tener  noticia  de  ellos;  el  de  quedar  habilitados  los 
litigantes  para  articular  y  proponer  la  absolución  recíproca  de  posiciones 
sobre  el  fondo  del  negocio;  el  de  entenderse  con  el  Procurador  las  actua- 
ciones sucesivas,  si  por  medio  de  Procurador  se  contesta,  y  algunos  más 
que  no  citamos  aquí,  por  no  extender  demasiado  estas  observaciones,  son 
efectos  oue,  ó  van  señalados  al  comentarse  los  artículos  de  esta  ley,  ó  se 
desprenden  natural,  lógica  y  fácilmente  de  sus  prescripciones.  Los  cinco 
que  enumerábamos  antes  son  los  que  tienen  verdadero  interés  y  los  que 
hay  que  recordar  sobre  todo. 

Aun  cuando  en  la  práctica  no  ocurra,  en  teoría  debe  admitirse  el  caso 
de  que  el  demandado  se  allane  á  la  demanda,  reconozca  los  hechos  que 
en  la  misma  se  aduzcan,  confiese  su  verdad,  estime  procedentes  las  con- 
clusiones de  derecho  que  el  demandante  haya  establecido  y  se  conforme 
con  su  pretensión.  Si  esto  sucediere,  el  Juez  debe  condenarle  inmediata- 
mente, dice  Escriche,  al  pago  o  restitución  de  lo  que  se  le  pide.  Fúndase 
esto  en  las  leyes  7»  del  tít.  3^  y  2^  del  tít.  43  de  la'Partida  3*.  Esta  última, 
que  trata  del  valor  de  la  confesión  en  juicio,  ordena  que  si  alguien  hicie- 
se ir  á  un  deudor  ante  el  Juez,  y  preguntándole  por  la  deuda  contestase 
reconociéndola,  sin  alegar  excepciones  ni  formalizar  un  litigio  sobre  ello, 
el  Juez  debe  mandarle  que  pague  dentro  del  término  que  juzgue  pruden- 
te, y  que  señalará. 

No  es  lo  común  que  suceda  esto.  Cuando  el  demandado  reconoce  el 
derecho  del  demandante  y  se  allana  á  lo  que  aquél  pide,  no  pasan  los  li- 
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ligios  del  acto  de  conciliación  ó  se  convierten  en  ejecutivos.  Ordinaria- 
mente lo  que  acontece  es  que  á  la  demanda  se  conteste  oponiendo  las  tan 
zones  que  el  demandado  estime  oportunas  para  rechazi^r  la  acción  que 
contra  él  se  ejerce.  De  eso  tratamos  en  esta  sección,  y  ya  se  verá,  estu- 
diando el  pormenor  de  los  artículos  que  la  constituyen,  cómo  ha  de  pro- 
ceder en  ese  caso  el  demandado. 

Puede  ocurrir,  y  sucede  con  frecuencia,  que  al  contestar  la  demanda 
el  demandado  pide  contra  la  persona  que  en  su  daño  reclamaba.  Esto  es 
lo  que  se  llama  reconvención.  A.,  por  ejemplo,  ha  prestado  á  B.  una  canti- 
dad; B.  no  se  la  paga,  y  A.  lo  demancU.  Al  contestar  B.  reconoce  la  deu- 
da; pero  asegura  ^e  no  la  ha  pagado  porque  en  cierta  época  prestó  ser- 
vicios á  A.,  cuyo  importe  éste  nunca  le  abonó,  y  por  los  cuales  se  conside- 
ra acreedor  á  una  cantidad  más  considerable  que  la  que  él  debe.  En  rigor 
aquí  habria  dos  pleitos.  Uno  en  que  A.  es  el  demandante  y  B.  el  deman- 
dado, y  otro  en  que  B.  es  el  demandante  y  A.  el  demandado.  El  Legisla- 
dor, deseoso  de  disminuir  el  número  de  pleitos,  ha  dispuesto  que  en  ca^ 
sos  de  esta  índole  la  reconvención  se  discuta  al  tiempo  mismo  que  se  v^- 
tila  la  demanda,  se  tramite  en  el  pleito  incoado  y  se  falle  con  la  senteos 
cia  que  le  ponga  término.  De  la  reconvención,  pues,  tratamos  ahora  al  ex- 
poner la  forma  en  que  han  de  contestarse  las  demandas  como  de  una  cosa 
que  está  por  su  esencia  y  por  la  voluntad  de  la  ley  íntimamente  unida 
áesa. 

.  La  réplica  y  la  duplica  no  son  en  realidad  otra  cosa  que  ampliaciones 
de  la  demanda  y  la  contestación.  Cuando  hay  reconvención,  en  la  réplica 
contesta  el  demandante  las  pretensiones  expuestas  por  el  demandado  re- 
conviniéndole. En  los  casos  en  que  no  hay  reconvención,  por  punto  ge- 
neral, la  réplica  y  la  duplica  no  contienen  elementos  nuevos  y  se  hmitan 
á  reproducir  y  desenvolver  las  Xéús  planteadas  en  los  dos  primeros  escri^ 
tos.  De  aquí  ha  nacido  el  deseo  expuesto  y  alentado  durante  estos  dos 
últimos  años  en  ^n  número  de  publicaciones  profesionales  de  que  la 
réplica  y  la  duplica  desaparezcan,  deseo  á  que,  como  se  verá,  atiende  la 
ley  de  un  modo  discreto,  que  no  es  ocasionado  á  peligros  y  que  en  nues- 
tro juicio  podrá  satisfacer  esta  aspiración  en  todo  lo  que  tiene  de  legítima. 
La  sección  que  vamos  á  examinar,  que  contiene  esa  y  otras  innova- 
ciones, es  de  las  mejor  redactadas  en  la  nueva  ley.  Entre  tantos  defectos 
como  hemos  señalado  é  iremos  notando  en  lo  sucesivo,  adviértese  el  sin- 
gular esmero  con  que  se  ha  escrito  esta  parte  que,  sin  duda,  por  ser  una  de 
las  más  discutidas  entre  los  jurisconsultos,  es  también  una  de  las  que 
mejor  concibieron  y  han  desenvuelto  los  reformadores.  Dicho  esto,  pase- 
mos al  examen  de  los  artículos. 

Art.  540.  El  demandado  formulará  la  contestación  en  los 
términos  prevenidos  para  la  demanda.  (Ley  ant.,  art.  253. — 
Ley  actual,  art.  524.) 

Relacionando  este  artículo  con  el  524,  que  es  su  concordante  en  la  ley 
actual,  convendremos  en  que  al  redactar  la  contestación  á  la  demanda  se 
debe: 

4**  Exponer  sucintamente  en  párrafos  numerados  los  hechos. 

2**  Exponer  sucintamente  y  en  párrafos  numerados  los  fundamentos  de 
derecho. 

3**  Fijar  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  pide,  determinando  la  opo- 
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«kion  que  existe  entre  lo  que  ^ega  el  demandante  y  lo  que  excepciona  el 
<)emandado. 

El  Legislador  ha  querido,  atendiendo  á  la  necesidad  de  simplificar 
estos  trámites,  abreviar  la  duración  de  los  pleitos  y  disminuir  los  gastos 
^e  ocasionan,  que  existiera  completa  congruencia  entre  los  dos  prime- 
ros escritos,  base  del  litigio.  La  práctica  demuestra  los  excelentes  resulta- 
dos de  esa  congruencia.  Dice  un  axioma  forense  harto  vulgarizado  y 
exactísimo  que  no  basta  en  las  contiendas  judiciales  tener  derecho,  sino 
que  es  indispensable  saberlo  pedir.  De  la  forma  en  que  se  plantea  una 
cuestión  depende  muchas  veces  su  éxito  favorable  6  adverso.  Guando  dos 
litigantes  exponen  en  la  demanda  y  en  la  contestación  sus  respectivas 
alegaciones  con  claridad  bastante  y  orden  análogo,  de  suerte  que  á  sim- 
ple vista  se  observe  en  qué  convienen  y  en  qué  difieren,  dónde  está  la 
base  común  de  sus  pretensiones  y  dónde  el  punto  que  caracteriza  la  dis- 
cordia; cuando  despué»  de  leer  esos  escritos  salta  á  la  vista  del  Juez  cual 
es  el  problema  y  se  le  ofrece  la  duda  ó  el  error,  que  es  base  del  litigio,  de 
una  manera  precisa  y  concreta,  hay  mucho  adelantado  para  que  el  pleito 
se  resuelva  prontoy  bien.  Nunca,  pues,  recomendaremos  bastante  á  los  que 
litigan  de  buena  fe  y  á  los  que  dirigen  sus  gestiones  en  un  pleito  que 
pongan  todo  su  empeño  en  plantear  bien  la  cuestión  desde  los  primeros 
trámites.  Guando  está  bien  planteada,  la  réplica  y  la  duplica  pueden  su 
primirse,  y  la  ley  actual  facilita  su  supresión;  la  prueba  es  fácil,  poique  se 
«abe  á  punto  fijjo  qué  es  lo  que  conviene  probar,  y  sobre  qué  extremos 
han  de  recaer  las  diligencias  probatorias  principalmente.  Entonces,  por 
último,  resumir  el  pleito  al  alegar  de  bien  probado  np  es  una  tarea  in- 
grata, larga  y  difusa,  sino  un  trabajo  de  condensación  que  se  hace  sobre 
una  base  ya  conocida,  contribuyendo  á  que  el  Juzgado  dicte  pronto  y 
bien  la  sentencia  que  ha  de  poner  término  á  la  contienda.  Si  los  Aboga- 
dos en  la  dirección  de  los  negocios  que  se  les  encomiendan  procurasen 
interpretar  y  cumplir  siempre  rectamente  lo  que  el  Legislador  previene 
^aquí,  ni  se  convertirían  jamás  los  pleitos  en  oscuros  y  enmarañados  déda- 
los á  través  de  los  cuales  se  pierde  el  hombre  de  inteligencia  más  firme, 
ni  se  hablaria  en  la  sociedad  como  se  habla  de  lo  desdichado  y  temible 
^que  es  seguir  un  litigio.  El  interés  de  los  clientes  y  el  decoro  profesional 
exigen  que  estas  bases  se  cumplan,  además  de  que  quien  las  obedezca 
logra  notorias  ventajas  sobre  su  adversario,  y  la  mayor  parte  de  las  veces 
conse^irá  que  estas  ventajas  la  den  un  resultado  eficaz. 

Existe  ahora,  además  de  éstas,  otra  razón  para  que  el  demandado,  al 
45ontestar,  llene  ese  requisito,  y  es  que  depende  del  demandante  el  que  se 
vaya  ó  no  de  la  contestación  á  la  prueba.  Guando  los  escritos  de  réplica  y 
duplica  eran  obligatorios,  ó  por  lo  menos  cuando  el  demandado  tenia  de- 
recho siempre  á  presentar  este  último,  ppdia  dejarse  sin  respuesta  en  la 
contestación  algún  estremo  de  la  demanda  ó  no  cuidar  de  que  resultara 
un  trabajo  completo  y  congruente  con  aquella.  Pero  hoy  lo  que  sucede 
es  distinto.  Presenta  el  demandante  su  escnto;  le  contesta  el  demandado; 

Íf  si  el  demandante  renuncia  á  replicar,  el  demandado  no  puede  presentar 
a  duplica.  Gonviene  pues  que  queden  en  la  contestación  completamente 
fiatisfechas  todas  las  exigencias  del  debate,  y  que  salvo  los  elementos  C[U6 
haya  de  traer  la  prueba  al  litigio,  estén  todos  los  que  sirvan  para  decidir 
la  contienda  en  sus  dos  primeros  escritos. 

En  cuanto  al  de  contestación  poco  más  tenemos  que  añadir.  Así  como 
la  demanda  empieza  con  el  nombre  del  demandante,  la  contestación  debe 
hacerse  á  nombre  del  demandado,  fijando  quién  y  cómo  lo  representa, 
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con  relación  á  la  comparecencia  hecha  deipués  del  emplazamiento.  Des- 
pués ordena  la  ley  que  se  exponga  la  razón  de  lo  que  se  pide  en  los  hechor 
y  fundamentos  de  aerecho;  pero  la  práctica  hace  preceder  esta  parte  de 
otra  que  es  una  explicación  ó  exposición  del  asunto,  donde  se  narra  sií 
origen  y  se  apuntan  las- consideraciones  favorables  á  lo  que  el  demandado 
cree  su  derecho.  Siempre  que  esta  parte  esté  redactada  en  términos  tana- 
bien  conciso  y  claros,  es  útilísimo  darle  toda  la  amplitud  que  el  negocio 
exija.  Los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  nan  de  ir  después  en 

{)árrafos  correlativos  y  numerados,  serán  el  resumen  y  compendio  de  ese 
argo  preámbulo  que  plantea  verdaderamente  el  pleito.  Lo  que  se  pide  irá 
en  la  súplica  como  en  la  demanda,  y  dicho  de  un  modo  concreto.  Ha  de 
expresarse  allí  también  el  nombre  del  actor,  y  deben  enumerarse  los  do- 
cumentos que  se  presentan  acompañando  el  escrito,  para  (jue  ei  Juzgado 
los  tenga  por  presentados  con  él  en  debida  forma.  Nada. decimos  de  que  la 
contestación  irá  en  papel  del  sello  corresjfondiento  suscrita  por  Procura- 
dor y  Letrado,  ni  de  que  en  lo  posible  debe  ajustarse  á  los  formularios  re- 
cibidos en  la  práctica,  porque  esas  advertencias  no  han  menester  justifi- 
cación. Sí  es  preciso  que  la  copia  del  formulario  no  sea  servil,  ni  dé  carta 
de  naturaleza  en  el  uso  del  foro  á  expresiones  que,  ó  son  inútiles,  ó  care- 
cen de  sentido,  y  que  convierten  el  lenguaje  de  los  escritos  en  una  espe- 
cie de  arffot  de  mal  gusto. 

El* artículo  que  comentamos  concuerda  con  el  253  de  la  ley  antigua. 
En  éste,  además  de  mandarse  que  lá  contestación  fuera  redactada  en  tér- 
minos análogos  á  los  de  la  demanda,  se  ordenaba  que  lo  determinado  en 
los  artículos  223  y  225  respecto  al  actor  sobre  examen  de  testigos  y  pre- 
sentación de  documentos,  se  entendiera  también  en  cuanto  al  deman- 
dado. 

Explicaremos  esto.  El  art.  222  de  la  ley  antigua  decia  que  el  juicio 
ordinario  podrá  prepararse: 

1®  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pretende  demandar  á  aquel  con- 
tra quien  se  propone  dirigir  la  demanda,  acerca  de  alffun  hecho  relati- 
vo á  su  personalidad,  sin  cayo  conocimiento  no  puedW  entr£M*se  en  eí 
juicio. 

2®  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble  que  en  su  caso  haya  áe^ 
ser  objeto  de  acción  real  que  trate  de  entablar. 

3°  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  legatario,  la  exhibi- 
ción de  un  testamento  ó  codicilo. 

4**  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor  al  comprador,  en 
caso  de  eviccion,  la  exhibición  de  títulos  ú  otros  documentos  que  se  re— 
fieran  á  la  cosa  vendida. 

5®  Pidiendo  un  sdcio  ó  comunero  la  presentación  de  los  documentos  y 
cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad,  al  consocio  ó  condueño  que  los  ten- 
ga en  su  poder. 

El  Juez,  decia  ese  artículo,  accederá  en  estos  casos  á  la  pretensión* 
si  estima  justa  la  causa  en  que  se  funda.  Las  demás  las  rechazará  de 
oficio. 

El  art.  223,  por  su  parte,  declaraba  que  fuera  de  los  casos  expresados 
en  el  artículo  anterior,  no  podría  pedir  el  demandante  posiciones,  infor- 
maciones de  testigos  ni  ninguna  otra  diligencia  de  prueba,  salvo  cuando 
por  edad  avanzada  de  algún  testigo,  peligro  inminente  de  su  vida,  proxi- 
midad de  una  ausencia  á  punto  con  el  cual  fuesen  difíciles  ó  tardías  las 
comunicaciones,  ú  otro  motivo  poderoso,  pudiera  exponerse  el  actor  á. 
perder  su  derecho  por  falta  de  justificación,  en  cuyo  caso  podría  pedir,  y 
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el  Juez  decretar,  que  fuera  examinado  el  testigo  ó  testigos  oue  estuviesen 
en  las  circunstancias  referidas,  verificándose  su  examen  del  modo  que  se 
previene  en  dicha  ley. 

Como  hemos  visto  el  art.  253,  aplicaba  esta  teoría  á  la  Contestación  y 
al  demandado.  En  la  nueva  ley  se  hace  mención  de  esos  preceptos  y  se 
desenvuelven  con  las  reformas  que  pueden  verse  en  los  artículos  502  y 
545,  sobre  los  cuales  llamamos  la  atención  del  lector. 

En  cuanto  á  los  preceptos  del  art.  225,  éste  disponía  que  el  actor 
Acompamase  á  la  demanda: 

4**  Los  documentos  en  (jue  funde  su  derecho.  Si  no  los  tuviere  á  su 
disposición,  designará,  decia,  el  archivo  ó  lugar  en  que  se  encuentren  los 
originales. 

Interpuesta  la  demanda,  no  se  admitirán  al  actor  otrOs  documentos  que 
los  que  fueren  de  fecha  posterior, .á  menos  que  jurare,  si  fueren  anteno- 
res,  que  no  tenía  conocimiento  de  ellos. 

2**  Copia  en  papel  común  de  la  demanda,  suscrita  por  el  Procurador. 
,Por  el  art.  253,  ese  precepto  era  aplicable  á  la  contestación  y  al  de- 
mandado. En  la  ley  actual,  esos  preceptos  han  sido  desenvueltos  con  ma- 
yor amplitud  por  los  artículos  del  503  al  507  y  siguientes  y  del  515  al  523, 
i  los  cuales  remitimos  al  lector  porque  en  ellos  se  han  introducido  impor-^ 
tantísimas  reformas. 

Además,  sobre  esta  materia  hay  cfue  tener  én  cuenta: 

4**  Que  no  se  admitirá  en  los  Juzgados  y  Tribunales  ordinarios  y  espe-* 
cíales,  en  los  Consejos  y  en  las  oñcnias  del  Gobierno,  ningún  documento 
ó  escritura  de  que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  registro,  si  por  él  se 
constituyeren,  trasmitieren,  reconocieren,  modificaren  ó  extinguieren, 
derechos  sujetos  á  inscripción.  Así  lo  ha  dispuesto  el  art.  396  de  la  ley 
Hipotecaria. 

2**  Que  el  Reglamento  de  23  de  Agosto  de  1874  sobre  impuesto  de  cé- 
dulas personales,  previene  que  éstas  son  necesarias  para  acreditar  la  per- 
sonalidad ante  los  Tribunales  y  Juzgados,  y  á  este  efecto  dispone  lo  si- 
guiente en  sus  artículos  8**  y  9®:  «Los  Tribunales  y  Jueces  ante  quienes  se 
promueva  cualquiera  demanda,  juicio  ó  instancia,  no  darán  curso  á  escri- 
to alguno  sin  que  el  actor  ó  recurrente  determine  en  el  encabezamiento 
del  mismo  su  personalidad  y  residencia,  con  referencia  á  las  circunstan- 
cias consignadas  en  la  cédula,  que  será  exhibida  para  la  comprobación. 
En  las  diligencias  de  presentación  del  escrito  se  expresará  haberse  com- 
probado la  personalidad  del  recurrente  con  la  cédula  y  se  anotará  el  nú- 
mero de  la  misma. — ^El  demandado  ó  citado  á  juicio  deberá  acreditar  su 
personalidad  al  comparecer  en  los  mismos  términos  que  el  demandante  ó 
recurrente,  si  lo  hace  por  escrito,  y  por  la  nueva  exhibición  de  la  cédula 
en  otro  caso.  La  falta  de  cédula  en  el  demandado  no  será  causa  para  dete- 
ner el  progreso  regular  de  las  diligencias  judiciales,  si  bien  el  Juez  ó  Tri- 
bunal le  obligará  en  breve  término  á  que  se  provea  de  dicho  docu- 
mento y  que  lo  presente,  parándole  en  otro  caso  el  perjuicio  á  que  haya 
lugar.» 

Análogos  preceptos  se  establecen  en  la  Instrucción  de  18  de  Agosto 
de  1876,  respecto  de  la  exhibición  de  cédulas  personales  de  los  interesa- 
dos en  los  diversos  negocios  que  ante  los  Jueces  se  ventilen.  La  obser- 
vancia de  estas  disposiciones  ha  sido  recordada  á  los  Jueces  municipa- 
les y  de  primera  instancia  por  Real  orden  de  10  de  Noviembre  del  mis- 
mo año. 
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Art.  541.  Si  no  se  presentare  la  contestación  dentro  del 
término  concedido  para  ello,  á  petición  del  actor  se  declarará 
contestada  Ja  demanda,  y  se  dará  á  los  autos  el  curso  corres- 
pondiente. {Leyant-y  art,  252.) 

£1  art.  252,  con  que  éste  concuerda,  mandaba  del  mismo  modo  y  eoñ. 
igual  rigor  que  trascurridos  los  seis  dias  de  plazo  sin  presentarse  la  con- 
testación, y  acusada  una  rebeldía,  se  recogieran  de  (mcio  los  autos  y  se 
declarara  la  demanda  contestada,  precediéndose  á  lo  demás  que  corres- 
pondiese. 

La  ley  4*  del  título  6**  del  libro  41  de  la  Novísima  Recopilación  y  la 
regla  2*  del  art.  48  del  Reglamento  provisional,  jHre venían  ya  lo  indis- 
pensable para  evitar  abusos  en  esta  materia  euque  siempre  los  ha  habido. 
Pero  aquellas  disposiciones  no  se  obedecían.  Rodríguez,  en  sus  Intirw:'- 
Clones  prácticas^  á  propósito  de  esa  falta  de  obediencia,  pintaba  con  vivos 
colores  el  cuadro  de  lo  que  era,  antes  de  daise  á  luz  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, el  término  otorgado  para  contestar  la  demanda. 

«Lo  que  se  hace  constantemente,  decía,  es  presentar  el  actor,  pasados 
ios  nueve  días,  un  esmto  de  apremio  para  que  se  compela  al  demandado 
á  que  devuelva  los  autos  y  el  Juez  lo  decreta  así.  Pero  el  apremiado  pide 
un  término  alegando  que  el  defensor  no  ha  podido  hacer  el  despacho  por 
sus  ocupaciones  ú  otra  cualquiera  frivola  aisculpa:  el  Juez  lo  conc^le; 
trascumdo,  vuelve  el  actor  á  apremiar  y  el  reo  á  pnedir  nuevo  término  j 
así  hay  veces  que  se  encuentran  diez  y  doce  apremios  y  otras  tantas  con- 
cesiones de  nuevos  términos. 

«Suele,  prosigue,  en  algunos  Juzgados<  ser  tanta  la  defn^ncia  del  Jues 
y  tal  el  deseo  de  dilatar  de  los  Procuradores  ó  las  panes,  que,  cuando  por 
versé  ya  conminados  con  multas  ó  declarados  incursos  en  ellas,  se  encuen- 
tran en  la  necesidad  de  devolver  los  autos,  lo  hacen  sin  despacho,  sólo 
por  evitar  las  vejaciones  del  apremio,  protestando  la  indefensión  y  solici- 
tando se  le  vuelvan  á  entregar  aquellos  por  un  nuevo  término  para  con- 
testar lo  ccmveníente;  á  lo  que  accede  el  Juez,  y  pasado  dicho  plazo,  tie- 
nen que  empezar  los  apremios  otra  vez  como  al  principio ,  viniendo  á  re- 
sultar que  hay  demanda  cjue  no  se  contesta,  sin  que  haya  mediado  ar- 
tículo alguno  que  lo  impida ,  hasta  los  dos,  tres  ó  más  meses  de  pro- 
puesta.» 

Para  evitar  estos  males  se  escribió  el  art.  252  de  la  ley  antigua;  pero 
no  ha  conseguido  impedirlos  ni  atenuarlos.  £sas  dilaciones  de  que  se  que- 
jaba Rodríguez  hace  más  de  un  cuarto  de  siglo,  son  las  mismas  que  nos- 
otros estamos  ahora  presenciando.  Pleito  hay  donde  sin  proponerse  ex- 
cepciones no  llega  la  contestación  á  la  demanda  hasta  después  de  cuatro 
ó  cinco  meses  de  presentada.  Lo  ordinario,  lo  corriente  es  ^e  en  apremios, 
peticiones  de  nuevo  térniino  y  resistencias  más  ó  menos  pasivas,  trascur- 
ran un  mes  ó  dos  sin  contestar.  Se  reclama  el  cumplimiento  del  art.  252, 
se  pide  al  Tribunal  que  declare  contestada  la  demanda;  pero  los  Jueces,  ó 
se  niegan  abiertamente  á  hacerlo,  ó  conceden  nuevos  plazos  y  autorizan 
nuevas  y  perjudiciales  dilaciones.  Lo  que  ocurre  e^  la  {Hráctica  con  este 
asunto  es  verdaderamente  escandaloso  y  censurable. 

Ha  llegado  el  mal  á  un  extremo  que  dudamos  baste  á  remediarlo  el 
artículo  544.  Reconocemos  que  este  artículo  está  mejor  redactado  que 
el  252.  No  hay  necesidad  de  acusar  rebeldías,  improcedentes  desde  que  el 
demandado  compareció.  Basta  que  trascurra  el  plazo  otorgado  para  con- 
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testar  dentro  de  los  límites  que  marca  la  ley  y  que  el  actor  lo  pida.  En- 
tonces, sin  excusa  ni  pretexto,  porque  el  mandato  de  la  ley  es  terminan^ 
te,  explícito  y  claro,  se  declarará  contestada  la  demanda  y  se  dará  á  los 
autos  el  curso 'correspondiente. 

En  la  legislación  anterior  habia  hasta  obstáculos  é  inconvenientes  ma- 
t^iales  para  proceder  así.  Era  preciso  recoger  los  autos,  y  si  éstos  se  en- 
contraban en  el  despacho  dd  Letrado  defensor,  no  siempte  los  Jueces 
querían  obrar  de  un  modo  enérgico  contra  aquéllos,  arrancándoselos  por 
la  fuerza  de  su  autoridad.  La  consideración  y  las  contemplaciones,  dignas 
de  censura  en  este  caso,  no  han  tenido  límite;  supuestos  deberes  de  com- 
pañerismo las  han  conservado  con  perjuicio  de  los  litigantes.  Esperamos 
que  ahora  no  volverá  á  ocurrir  esto ,  por  que  permaneciendo  los  autos 
en  la  Escribanía  correspondiente,  cuando  haya  trascurrido  un  término  no 
habrá  que  esperar  las  oiladones  forzosamente  impuestas  por  la  necesidad 
de  recoger  los  autos  y  de  vencer  las  dificultades  materiales  opuestas  para 
ello  por  los  que  los  tienen  en  su  poder. 

Antes  el  Tribunal  podia  mandarlos  recoger,  multar  'al  Procurador  ó 
Letrado  que  se  resistiesen  á  entregarlos,  imponerles  un  serio  apercibi- 
miento y  hasta  formarles  eausa.  Pero,  ¿qué  Juez  apuraba  estos  últimos 
recursos?  ¿Cómo  procesar  á  un  compañero  que  quizás  por  falta  de  tiempo 
ó  por  circunstancias  independientes  de  su  voluntad  no  habia  podido  cum- 
plir la  prescripción  judicial  reiterada?  Esa  sanción  no  era  proporcionada 
al  hecho  gue  se  trataba  de  castigar  con  ella.  La  sanción  que  ahora  en  pri- 
mer término  garantiza  el  cumplimiento  de  esos  deberes  es  más  racional  y 
lógica.  El  Abogado  moroso  y  el  cliente  de  mala  fé ,  saben  que  si  no  se 
«justan  á  los  términos  que  la  ley  les  otorga  y  el  Tribunal  les  concede, 
pierden  el  derecho  á  entablar  un  recurso  ó  ser  oidos  en  un  trámite.  Si  esa 
sanción  se  aplica  con  algún  rigor,  muy  pocos  ejemplares  bastarán  jtara 
encauzar  en  ese  punto  la  administración  de  justicia,  que  tantas  y  tan  se- 
veras censuras  ha  merecido  desde  tiempo  inmemorial. 

Art.  542.  En  la  contestación  á  la  demanda,  el  demandado 
deberá  hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  tuviere. 
y  de  las  dilatorias  no  propuestas  en  el  término  señalado  en 
el  art,  535. 

En  la  misma  constestacion  propondrá  también  la  recon- 
Tencion,  en  los  casos  en  que  proceda. 

No  procederá  la  reconvención-,  cuando  el  Juez  no  sea  com- 
petente para  conocer  de  ella  por  razón  de  la  materia.  (Ley 
ant,  art.  254  en  sus  párrafos  1°  p  2^.) 

Este  artículo  es  uno  de  los  más  importantes  que  se  estudian  en  esta 
parte  del  procedimiento,  porque  en  él  resuelve  la  ley  las  cuestiones  C24M- 
tales  que  pueden  surgir  sobre  el  fondo  de  la  contestación  á  la  demanda. 
Analizaremos,  pues,  con  la  debida  separación  los  párrafos  que  le  forman» 
eada  uno  de  los  cuales  merece  un  extenso  comentario. 

§  4®.— Concuerda  este  artículo  según  hemos  advertido  en  el  lugar  opor- 
tuno, con  los  párrafos  T  y  .2®  del  254  de  la  antigua  ley.  El  párrafo  4**  del 
642  está  redactado  en  los  mismos  términos  del  1°  del  254.  Ambos  determi- 
nan que  en  la  contestación  haga  uso  el  demandado,  de  las  excepciones 
perentorias  que  tuviere  y  de  las  dilatorias  ó  artículos  de  previo  y  espe- 
eial  pronunciamiento,  que  no  hubiese  alegado  antes  de  contestar  la  de- 
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manda,  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  535  de  esta  ley,  239  de  la 
antigua,  que  ahora  se  reforma. 

Y  el  precepto  es  lógico.  Las  excepciones  perentorias  son  en  último  tér- 
mino, ios  ftipdamentos  más  sólidos  con  que  puede  combatir  el  demandado 
las  pretensiones  del  demandante  ó  demostrar  la  sin  razón  de  lo  que  recla- 
ma. Si  el  demandante,  por  eiemplo,  exige  el  cumplimiento  de  un  contrato 
y  el  contrato  es  nulo;  si  reclama  el  pago  de  una  deuda  en  dia  determinado 
ó  para  plazo  fijo  y  el  crédito  se  renovó;  si  solicita  que  se  declare  á  su  fa- 
vor un  derecho  y  ha  prescrito  la  acción  que  entendia  comj)etirle;  si  de- 
manda el  cumplimiento  puro  de  una  obligación  y  la  obligación  era  con- 
dicional, el  demandado  debe  alegarlo  en  su  contestación  y  no  antes  ni 
después  de  formularla.  El  precepto  de  la  ley  1*  del  tít.  T*,  del  lib.  2®  de 
la  Novísima  Recopilación,  que  concedia  además  de  los  nueve  dias  otorga- 
dos para  contestar,  veinte  para  oponer  á  la  demanda  las  excepciones  pe- 
rentorias que  el  demandado  estimase  convenirle,  era  absurdo  y  dilataba, 
lo  mismo  que  otras  reglas,  el  antiguo  abrumador  procedimiento  de  una 
manera  extraordinaria*  Las  excepciones  perentorias,  volvemos  á  repetirlo, 
deben  alegarse  en  la  contestación  y  no  antes  ni  después.  De  este  princi- 

Sio  que  inspiró  la  ley  de  1855  y  que  ha  sido  aceptado  al  redactar  la 
e  1881,  se  deriva  otro  conforme  alas  leyes  que  rigen  todo  el  procedi- 
miento civil;  el  de  que  no  será  válido  proponer  excepciones  perentorias, 
después  de  la  contestación  á  la  demanda,  á  menos  que  los  hechos  en  que 
se  funden  sean  posteriores  á  ella  ó  hubiesen  llegado  á  noticia  del  deman- 
dado, cuando  trascurrido  aquel  trámite  no  fuese  posible  cumplir  el  pre- 
cepto terminante  de  la  ley.  Los  hechos  posteriores  pueden  variar  en  ese 
y  en  puntos  más  esenciales  el  rumbo  del  procedimiento  y  dar  un  nuevo 
giro  á  las  actuaciones.  De  otra  manera,  estas  serian  una  ficción  oue  no  se 
acomodase  á  la  realidad,  y  una  ficción,  por  lo  tanto,  insostenible  dentro 
de  las  modernas  doctrinas  sobre  el  derecho. 

El  demandado  alegará  esas  excepciones  en  la  contestación.  Si  no  exis- 
tiesen ó  las  conociera  después,  en  la  duplica  ó  en  el  trámite  de  prueba  y 
aun  trascurrido  éste,  antes  de  la  sentencia  creemos  nosotros,  contra  la  opi- 
nión de  otros  comentadores,  que  debe  admitirse  su  alegato  y  mandar  que 
para  mejor  proveer  se  practiquen  las  pruebas  y  diligencias  indispensa- 
tíes  á  evidenciar  si  la  excepción  que  se  alega  es  fundada  y  merece 
tomarse  en  cuenta  antes  del  fallo.  Dictado  este  en  primera  instancia,  cabe 
al  sustanciarse  la  segunda,  alegarlas  también.  En  pocas  palabras;  debe 
considerarse  abierta  toda  la  tramitación  de  un  pleito  para  el  empleo  de 
este  recurso;  pero  en  el  bien  entendido  de  que  se  use  de  buena  fé.  Es 
usarlo  de  buena  fé,  que  el  demandado  lo  utilice  cuando  lo  conozca,  por- 
que no  hacerlo  seria  reservarse  armas  para  el  momento  decisivo  y  enga- 
ñar á  su  adversario,  que  confiado  seguiria  todo  el  curso  del  pleito  sin 
sospechar  el  rudo  golpe  que  iban  á  sufrir  sus  pretensiones.  Si  la  excep- 
ción es  poderosa  ¿^ién  duda  de  que,  al  alegarse,  el  demandante  retire  su 
demanda  ó  transija?  En  los  litigios  hay  que  conceder  á  la  lealtad  la  in- 
fluencia que  legítimamente  le  corresponde,  y  como  el  prQcedimiento  no 
puede  excusarse  de  obedecer  los  estrechos  preceptos  de  la  moral  privada, 
na  sido  oportuno  sancionar  en  este  punto  aquella  condición  esencialmen- 
te moralizadora. 

Satisfechas  las  exigencias  de  este  principio,  hay  que  atender  también 
á  la  justicia  con  que  puede  invocarse  en  todo  tiempo  cualquier  excepción 

Sor  parte  del  demandado.  Este  puede  exigir  que  no  se  le  prive  del  empleo 
e  un  arn.a  legítima  y  el  demandante  que  no  se  le  sorprenda  ni  se  explo- 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


LIBRO   II  —  TÍTULO    11 — ARTÍCULO   542  429 

te  su  buena  fé.  Esa  es  la  fórmula  que  armoniza  sus  respectivos  intereses 
y  que  sirve  de  fundamento  á  la  teoría  que  venimos  exponiendo  en  el  co- 
mentario de  este  artículo. 

En  él  hablamos  de  excepciones  perentorias  sin  haberlas  definido  to  - 
davía.  Ya  al  explicar  el  art.  535  expusimos  qué  se  entiende  por  excep- 
ciones y  cómo  al  clasificarlas  se  dividen  en  dilatorias  y  perentorias.  La  ex- 
cepción dilatoria  no  produce  -el  efecto  de  rechazar  y  contrarestar  la  ac- 
ción; sólo  origina  un  aplazamiento  en  el  juicio,  una  dilación,  y  de  ahí  su 
nombre.  La  excepción  perentoria  es  la  que  la  contraresta  y  rechaza  de  un 
modo  definitivo;  la  que  se  opone  á  la  acción  é  impide  que  ésta  se  ejercite; 
la  que,  en  una  palabra,  pone  término  al  pleito  dando  el  triunfo  al  aeman- 
daífo  que  la  alegó.  La  excepción  dilatoria  suspende  el  curso  del  pleito  y 
es  causa  de  un.  incidente.  Resuelta  la  cuestión  incidental  y  reparada  la 
falta  que  le  dio  margen,  si  la  hubo,  el  pleito  continúa.  La  excepción  pe- 
rentoria es  de  mayores  consecuencias;  admitido  que  existe,  ya  no  há  lu- 
gar en  manera  alguna  al  ejercicio  de  la  acción.  Por  eso  la  excepción  pe- 
rentoria se  ha  llamado  tamnien  excepción  perpetua. 

Más  arriba  hemos  dado  algunos  ejemplos  de  excepciones  perentorias. 
Estas  son : 

4*  El  pago  ya  verificado  de  la  deuda  que  se  pide. 

2*  La  transacción. 

3*  La  novación  del  contrato. 

4*  La  renuncia  del  acreedor  ó  demandante. 

5*  Las  causas  por  las  cuales  puede  invocarse  la  nulidad  del  contrato  en 
que  se  funda  la  demanda.  Podrá  alegarse  esta  excepción  cuando  haya 
mediado  engaño  ó  violencia  para  el  otorgamiento  de  ese  contrato  ó  cuan- 
do hubiera  contratado  la  mujer  sin  licencia  de  su  marido,  etc. 
'6^  La  cosa  juzgada.. 

7*  Suponer  que  se  entregó  el  dinero  y  existe  la  deuda,  cuaaido  en  rea- 
lidad no  se  ha  verificado  aquella  entrega. 

8^  El  pacto  ó  promesa  de  no  pedir  que  es  una  renuncia  ó  una  novación, 
según  que  se  pacte  no  pedh:  nunca  ó  pedir  en  otras  condiciones  ó  tras- 
currido cierto  tiempo;  ó  pedir  una  cosa  distinta. 

9^  La  prescripción,  que  destruye  ó  enerva  la  acción  por  el  trascurso 
del  tiempo,  haciéndola  ineficaz. 

10.  La  compensación.  Esta  excepción  es  una  de  las  más  importantes. 
Puede  alegarse  cuando  el  demandante,  acreedor  del  demandado,  es  á  la 
vez  deudor  suyo.  Entonces  se  compensan  los  créditos  respectivos  y  se 
paga  el  uno  con  el  otro,  en  todo  ó  en  parte,  según  que  las  deudas  sean 
Iguales  ó  exista  entre  ellas  alguna  diferencia  de  cantidad.  Hay  quien  opina 
que  para  la  compensación  se  necesita  que  las  dos  deudas  sean  de  dinero  ó 
de  cosas  de  una  misma  especie  y  calidad.  Nosotros  creemos  que  no.  Gomo 
el  dinero  es  un  factor  común  y  un  término  de  cambio  umversalmente 
aceptado,  y  como  es  posible  por  el  uso  de  la  moneda  apreciar  exactamen- 
te la  cuantía  de  ambas  deudas,  aunque  consistieren  en  cosas  distintas,  la 
compensación  podrá  verificarse  siempre  que  demandante  y  demandado  sean 
acreedores  y  deudores  á  la  vez  el  uno  del  otro  y  lo  sean  en  el  momento  en 
que  se  verifica  el  juicio.  Tampoco  deberla  ser  obstáculo  el  que  la  deuda 
ae  puálquiera  de  élíos  no  se  nubiera  liquidado;  pero  entonces  es  prefe- 
rible apelar  á  la  reconvención.  Según  doctrina  de  los  juristas,  confirmada, 
respecto  á  la  mayor  parte  de  los  c^os  por  nuestras  leyes,  no  puede  de- 
cretarse la  compensación  cuando  una  de  las  deudas  nace  de  depósito,  co- 
modato, despojo,  reparación  de  daños  indemnización  de  perjuicios,  dere- 
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cho  de  alimentos,  pago  de  tributos  y  otros  análogos.  Y  la  razón  es  ob- 
via; en  cualquiera  de  esos  casos  hay  algo  superior  á  la  misma  deuda,  una 
necesidad,  un  principio  ó  un  interés  de  justicia  que  no  se  compensaría  en 
modo  alguno  por  deudas  distintas,  susceptibles  oe  ser  reclamadas  en  otro 
juicio. 

Por  último,  en  la  contestación  á  la  demanda  podrá  hacerse  uso  de  las 
excepciones  dilatorias  que  no  se  hayan  propuesto  en  el  término  de  seis 
días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  de  la  providenda 
en  que  se  mandara  contestar.  Así  lo  dispone  el  art.  535.  Las  excepciones 
á  que  esto  se  refiere,  ó  sean  las  excepciones  dilatorias  que  admite  la  ley» 
consignadas  en  el  art.  533,  son  las  siguientes : 

4*  La  incompetencia  de  jurisdicción. 

^  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las  cualidades 
necesarias  para  comparecer  en  juicio  ó  por  no  acreditar  el  carácter  ó  re- 
presentación con  que  reclama. 

3*  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor  por  insuficiencia 
ó  ilegalidad  del  poder. 

4^  La  falta  de  personalidad  eu  el  demandado,  por  no  tener  el  carácter 
ó  representación  con  que  se  le  demanda. 

5^  La  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  competente. 

6*  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

7*  La  falta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernativa,  cuando  la  de- 
manda se  dirija  contra  la  Hacienda  pública. 

Jwrisprudencia. — Tan  sólo  pueden  alegarse  útilmente  las  excepciones 
perentorias  al  contestar  la  demanda.  (21  de  Mayo  de  4859.) 

El  demandado  tiene  derecho  de  proponer  en  la  contestación  de  la  de- 
manda las  excepciones  dilatorias  no  propuestas  en  el  término  que  marca 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (26  de  Febrero  de  1863.) 

No  pueden  ser  admitidas  otras  excepciones  perentorias  que  las  ex- 

Suestas  en  el  escrito  de  contestación  ó  en  el  de  réplica.  (18  de  Junio 
e  1868.) 

No  pueden  admitirse  excepciones  que  se  invocan  fuera  del  término  se- 
ñalado por  la  ley.  (30  de  Noviembre  de  1869.) 

No  son  atendibles  las  excepcioaes  que  no  se  alegaron  en  tiempo  opor- 
tuno. (28  de  Diciembre  de  1868.) 

No  pueden  estimarse  más  excepciones  que  las  propuestas  en  tiempo. 
(30  de  Junio  de  1864;  11  de  Marzo,  18  y  22  de  Setiembre  de  1865,  y  S 
de  Marzo  de  1866.) 

Las  excepciones  no  opuestas  oportunamente  no  pueden  servir  de  fun- 
damento del  recurso  de  casación.  (12  de  Mayo  de  1860,  20  de  Diciembre 
de  1865  y  12  de  AMl  de  1866.) 

No  pueden  ser  atendibles  las  excepciones  perentorias  de  prescripción 

Ír  pago  expuestas  por  el  demandado  en  la  segunda  instancia,  cuaiiao  en 
a  primera  opuso  falta  de  acción,  porque  se  excluyen  ambas  entre  sí  y 
ponjue  una  y  otra  dan  por  supuesta  la  certeza  de  la  obligación  que  se  re- 
clama. (21  de  Junio  de  1862.) 

Es  improcedente  cuando  se  propone  después  de  trascurrido  el  término 
señalado  la  excepción  perentoria  de  non  numerata pec^ia.  (17  de  Febre- 
ro de  1862.) 

En  la  contestación  á  la  demanda  debe  el  demandado  hacer  uso  de  sus 
excepciones,  y  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  se  deben  fijar  definiti- 
vamente los  puntos  de  hecho  y  de  (ferecho  objeto  del  ddwttc,  pero  en  apo- 
yo de  las  excepciones  propuestas,  pueden  presentarse  documentos  de  fe- 
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cha  posterior,  ó  con  juramento  de  nueva  noticia  si  fueren  anteriores.  (\^ 
de  Octubre  de  1866.) 

Las  excepciones  perentorias  que  se  opusieren  al  formalizar  un  articula 
de  incontestacion,  no  detienen  el  curso  de  la  demanda,  ni  pueden 'resol- 
verse en  la  providencia  que  sobre  dichos  artículos  recaiga.  (11  de  Diciem- 
bre de  1863.) 

La  excepción  de  cosa  juzgada  tiene  lugar  cuando  la  causa  y  razón  de 
pedir  han  sido  y  son  las  mismas  en  uno  y  otro  caso;  y  cuando  la  deman- 
da versa  sobre  la  misma  cosa,  idéntica  causa,  iguales  partes  y  objeto.  (6 
de  Octubre  y  30  de  Noviembre  de  1857  y  31  de  Diciembre  de  1866.) 

Sólo  puede  tener  lugar  la  excepción  de  cosa  juzgada  habiendo  identi- 
dad de  personas,  cosas  y  acciones.  (11  de  Marzo  de  1865.) 

La  excepción  de  cosa  juzgada  no  puede  tener  lugar  cuando  no  con- 
curren las  tres  identidades  de  personas,  cosas  y  acciones.  (30  de  Junio  de 
4866  y  3  de  Junio  de  1868.) 

Para  que  haya  identidad  en  una  acción  y  no  pueda  reputarse  distinta 
en  su  naturaleza  y  esencia  para  los  efectos  de  cosa  juzgada,  no  es  indis- 
pensable darle  el  mismo  nombre,  sino  quQ  sea  idéntica  la  razón  en  que  se 
funde,  igual  el  objeto  y  unas  mismas  las  personas;  porque  es  doctrina  le- 
gal que  procede  la  excepción  de  cosa  juzgada,  aun  cuando  en  el  pleito  en 
que  se  proponga  se  haya  vanado  el  nombre  de  la  acción  deducida  en  ei 
primero,  siempre  que  concurran  estas  circunstancias.  (27  de  Febrero  de 
4861  y  18  de  OctiAre  de  1867.) 

La  sentencia  en  un  juicio  ejecutivo  no  produce  excepción  de  cosa  juz- 
gada en  el  juicio  ordinario,  porque  después  de  todo  juicio  smnario  pro- 
cede el  ordinario.  (4  de  Enero  de  1858  jr  17  de  Noviembre  de  1864.) 

Es  procedente  y  necesaria  la  absolución  de  la  demanda  cuando  el  de-^ 
mandado  opone  á  ésta  alguna  excepción  perentoria  admisible  con  arreglo 
¿  las  leyes.  (11  de  Febrero  de  1871.) 

La  excepción  de  compensación  hecha  al  expresar  de  agravios,  es  es- 
temporánea.  (17  de  Marzo  de  1860.) 

§  2^. — Al  comentar  el  epígrafe  de  esta  sección  hemos  dicho  ya  qué  se 
entendia  por  reconvención  y  qué  era  en  el  lenguaje  de  nuestro  derecho 
reconvertir.  También  hemos  señalado  los  efectos  principales  que  la  recon- 
vención produce.  Ellos  determinan  el  carácter  de  esta  especie  de  litigio, 
que  hace  de  dos  pleitos  uno  y  que  convierte  al  demandante  en  demandan- 
te y  demandado,  atribuyendo  ambas  cualidades  también  al  reo.  Por  esa 
circunstancia  la  llamaban  los  jurisconsultos  romanos  de  un  modo  graneo 
y  exacto  mutua  petición,,  nombre  qpie  ha  conservado  hasta  nuestro  dias. 

Después  de  examinar  entre  las  excepciones  perentorias  la  de  compen- 
sación cuando  se  tiene  una  idea  vaga  ó  ligera  de  lo  que  es  reconvención 
córrese  algunas  veces  el  riesgo  de  confundir  ambos  términos.  La  compen- 
sación es  también  una  mutua  petición.  Mejor  dicho  aún:  toda  compensa- 
ción es  reconvención,  si  bien  existen  otras  especies  de  esta  última  diver- 
sas de  aquélla.  Por  eso  los  comentaristas  han  comprendido  la  necesidad 
de  distinguirlas,  estableciendo  entre  ellas  las  siguientes  diferencias : 

1*  Que  en  la  compensación  el  que  la  opone  confiesa  el  crédito,  lo  que 
no  hace  el  que  reconviene. 
2*  Que  la  compensación  recae  siempre  sobre  una  cantidad  i^al  á  la 

Sedida  por  el  demandante  y  la  reconvención  abraza  todo  el  crédito  que  el 
emandado  tiene  á  su  favor. 

3*  Que  la  compensación  es  excepción  y  la  reconvención  acdott,  de  don- 
de se  deduce  que  la  compensación  se  encamina  á  rechazar  la  acción  del 
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demandante  y  obtener  la  absolaeion  de  la  demanda  y  la  reconvención  á 
obtener  la  condena  del  demandante.  Así  cuando  la  compensación  se  prue- 
ba, la  sentencia  absuelve  al  demandado  de  la  demanda,  y  cuando  se  prue- 
ba la  reconvención,  ht  sentencia  condena  al  demandante  á  hacer  ó  sufrir 


lo  que  pide  el  demandado. 
4*  Oue  la  co 


Que  la  compensación  procede  en  el  caso  de  que  ambas  deudas  sean^ 
líquidas  y  ciertas,  lo  cual  no  se  exige  en  la  reconvención. 

5*  Que  el  vencido  en  la  reconvención  no  puede  solicitar  por  medio  de 
otro  pleito  lo  que  en  ella  pretendia,  y  el  vencido  en  la  compensación,  sí. 

6^  Que  después  de  haberse  empleado  inútilmente  sin  efecto  favorable, 
la  compensación,  puede  hacerse  uso  de  la  reconvención  y  no  al  contrarío. 

7^  Que  la  compensación  puede  oponerse  en  la  segunda  instancia  aun- 
que se  haya  omitido  en  la  prímera,  y  la  reconvención  hay  que  usarla  ne- 
cesaríamente  en  la  primera  instancia  y  al  contestar,  de  la  manera  que  pre- 
viene el  artículo  que  comentamos. — La  compensación  podrá  usarse  en  la 
segunda  instancia  cuando  haya  nacido  de  hechos  posteríores  á  la  primera 
ó  se  funde  en  sucesos  (|ue  el  demandado  ignoró  hasta  entonces. 

Esa  es  la  reconvención.  De  las  diferencias  que  hemos  apuntado  resulta 
definida:  es  un  nuevo  pleito  oue  se  ingiere  en  el  anterior  y  en  el  cual  es 
indispensable  que  sea  demanaante  el  demandado  del  primero  y  deman- 
dado el  demanaante.  £1  párrafo  que  comentamos  establece  además  como 
indispensable  que  la  reconvención  se  proponga  en  la  contestación  á  la  de- 
manda y  que  proceda.  ¿Cuándo  procederá?  Sobre  ese  punto  la  ley  decide 
en  el  párrafo  tercero  de  este  artículo. 

§  3**. — ^Dicho  párrafo  dice  terminantemente  que  no  procederá  la  re- 
convención cuando  el  Juez  no  sea  competente  para  conocer  en  ella  por  ra- 
zón de  la  materia.  Así,  si  la  reconvención  versa  sobre  cosa  eclesiástica, 
reservada  á  los  tribunales  especiales,  no  podrá  sustanciarse  en  un  pleito 
civil  y  por  Jueces  civiles.  Lo  mismo  decimos  si  el  Tribunal  ante  quien  se 
litigara  fuese  compuesto  por  arbitros  y  no  se  les  hubiese  otorgado  la 
facultad  de  discutir  la  reconvención  ó  cuando  esta  se  refiriese  á  cuestio- 
nes administrativas,  etc.,  etc.  Tampoco  es  posible  admitirla  si  hay  opo- 
sición entre  la  competencia  del  Juez  y  la  cuantía  del  negocio  ó  entre  la 
naturaleza  de  los  juicios;  así,  en  un  juicio  verbal,  no  pu^e  sustanciarse 
reconvención  que  exceda  de  la  cantidad  que  determina  la  celebración  de 
ese  juicio.  Téngase  además  en  cuenta  que  la  reconvención  es  parte  del 
procedimiento  clel  juicio  ordinario  y  que  ha  de  sustanciarse  con  arreglo 
á  sus  fórmulas,  por  lo  que  nunca  podrá  confundirse  con  ningún  otro  pro- 
cedimiento distinto.  La  diferencia  de  acción  no  imposibilita  el  empleo  de 
la  reconvención.  En  la  demanda  puede  alegarse  una  y  en  la  reconvención 
otra.  Aíjuella  puede  ser  real  y  esta  personal  ó  mixta,  ó  al  contrario. 

Junspríidencia. — ^No  hay  verdadera  reconvención  si  en  la  contesta- 
ción á  la  demanda  no  se  plantea  ninguna  cuestión  nueva  en  contraposi- 
ción á  las  comprendidas  en  aquella.  (8  de  Junio  de  4875.) 

Si  el  demandado  formula  reconvención,  el  demandante  al  contestarla 
en  la  réplica  puede  alegar  lodo  lo  que  le  convenga  sobre  ella,  sin  que  haya 
incongruencia  entre  el  fallo  y  lo  pedido  en  la  demanda  porque  la  senten- 
cia se  ocupe  en  lo  alegado  por  ej  demandante  respecto  á  la  reconvención  • 
(9  de  Noviembre  de  1875.) 

Cuando  al  contestar  á  la  demanda  se  propone  una  reconvención  por 
cantidad  líquida,  la  sentencia  debe  resolver  acCTca  de  la  demanda  y  de  la 
reconvención;  pues  de  lo  contrario  se  infringe  la  ^Ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  (13  de  Mayo  de  1860  y  22  de  Abril  de  1869.) 
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Con  la  reconvención  del  demandado  se  reconoce  implícitamente  la 
personalidad  del  demandante.  (23  de  Junio  de  1865.)'  , 

No  pueden  ser  objeto  de  reconvención  las  peticiones  sobre  inclusión  y 
•exclusión  de  bienes  en  el  inventario  de  una  testamentaría,  porque  según 
laLey  de  Enjuiciamiento  civil,  dichas  reclamaciones  deben  sustanciarse 
«n  pieza  separada.  (29  de  Setiembre  de  1866.) 

Si  bien  con  arreglo  á  la  Ley  4'S  tít.  10,  Pait.  3^  y  á  esta  Ley,  la  re- 
convención que  se  proponga  en  la  contestación  á  la  demanda  debe  re- 
solverse en  la  sentencia,  esto  solo  tiene  lugar  cuando  se  ha  sustanciado 
y  discutido  como  una  nueva  demanda;  pero  de  ningún  modo  cuando 
sólo  se  ha  hecho  una  indicación  en  la  contestación,  sin  formalizar  ni  en 
«Ha  ni  en  la  duplica  petición  alguna.  (29  de  Abril  de  1865.) 

Art.  543.  Después  de  la  contestación  á  la  demanda  no  po- 
-drá  hacerse  uso  de  la  reconvención,  quedando  á  salvo  al  de- 
mandado su  derecho,  que  podrá  ejercitar  en  el  juicio  cor- 
respondiente. {Ley  anL,  art.  254,  'gár.  4^.) 

Era  innecesario  este  artículo.  Bastaba  haber  modificado  el  anterior 
^&ra  incluir  en  él  el  precepto  que  sai^ciona.  Su  razón  por  lo  demás  es  clara 
y  precisa.  La  reconvención,  ya  lo  hemos  dicho,  es  una  verdadera  ac- 
ción. Si  no^  se  plantea  en  el  Xw^x  señalado  por  la  ley  para  alegarla,  puede 
ser  base  de  un  nuevo  juicio,  distinto  del  anterior.  La  jurisprudencia  que 
sanciona  el  art.  542  incluido  al  final  de  su  comentario,  puede  consul- 
tarse al  estudiar  éste  porque  interesa  conocerla,  además  de  la  que  inser- 
tamos á  continuación. 

Jwrisyrudencia. — ^Después  de  la  contestación  á  la  demanda  no  puede 
hacerse  uso  de  la  reconvención.  (Sent.  13  de  Noviembre  de  1866.) 

Esta  disposición  no  sólo  puede  tener  lugar  cuando  la  reconvención  ha 
sido  sustanciada  y  discutida  con  arreglo  á  la  ley  del  procedimiento  como 
una  nueva  demanda,  lo  cual  no  se  verifica  en  el  juicio  de  desahucio,  por- 
que está  limitado  á  la  averiguación  de  hechos  concretos.  (Sent.  28  de 
Abril  de  1869.) 

Art.  544.  Las  excepciones  y  la  reconvención  se  discutirán 
al  propio  tiempo  y  en  la  misma  forma  que  la  cuestión  princi- 
pal del  pleito,  y  serán  resueltas  con  ésta  en  la  sentencia  de- 
finitiva. 

Se  exceptúa  la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada,  cuan- 
do sea  la  única  que  se  objete  á  la  demanda.  En  este  caso,  si 
así  lo  pide' el  demandado,  se  podrá  sustanciar  y  decidir  dicha 
•excepción  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes. 
{Ley  ant,  art.  253,  par.  á^) 

L 


Que  las  excepciones  se  discutan  al  propio  tiempo  y  en  la  misma  forma 
cnie  el  pleito,  después  de  lo  que  acerca  de  ellas  hemos  dicho,  se  compren- 
de sin  necesidad  de  nuevas  explicaciones.  Esas  excepciones,  (la  ley  se  re- 
fiere aquí  sobre  todo  á  las  perentorias),  son  la  razón  contraria  á  la  deman- 
-da,  el  nindamento  en  que  el  demandado  se  apoya  para  rechazarla  y  pedir 
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^ooe  se  le  absuelva  de  lo  que  pretendió  el  demandante.  ¿Dónde  había  de- 
discutirse  esto,  fuera  del  lugar  que  la  ley  ordena?  Dice  la  ley  que  esas  ex- 
cepciones se  discutirán  al  propio  tiempo  y  en  la  misma  forma  que  la  cues- 
tión principal.  Hay  alguna  impropiedad  en  estas  palabras  ó  en  el  fondo  de 
lo  que  expresan;  esas  excepciones  son  parte  integrante  de  aquella  cues- 
tión principal.  Al  discutirla  hay  que  ventilarlas,  y  acaso  en  pruner  térmi- 
no. Se  discuten  esas  excepciones  como  contestación  á  la  demanda.  Mu-  . 
chas  veces  ellas  solas  la  forman;  el  demandado  no  nie^a  la  acción;  lo  qu& 
hace  es  demostrar  que  no  puede  ejercitarse  en  virtud  de  esas  excepciones. 
Y  cuando  la  contestación  á  la  demanda  reúne  tales  requisitos,  ¿cómo  habia 
de  seguirse  su  debate  ¿e  una  manera  distinta  á  la  adoptada  para  el  de 
aquélla? 

En  cuanto  á  la  reconvención,  ya  hemos  dicho  que  el  motivo  de  uniría 
tan  estrechamente  al  pleito  en  que  se  alega,  es  el  deseo  del  Legislador  de 
reducir  el  número  de  los  litigios.  No  se  conseguiría  este  resultado  sino 
cumpliendo  lo  que  ordena  el  art.  544,  sobre  cuya  inteligencia  tampoca 
hay  que  añadir  extensos  comentarios. 

La  reconvención  es  una  verdadera  demanda.  El  que  trate  de  reconve- 
nir CQUlestará  en  primer  término  la  demanda  propuesta,  que  es  cabeza  v 
base  del  pleito.  Enseguida  planteará  la  reconvención  en  la  forma  presciiwt 
por  el  art.  524,  exponiendo  separadamente  y  de  un  modo  claro  y  conciso^ 
numerados  y  en  distintos  párrafos,  los  hechos  y  los  fundamentos  de  de- 
recho, y  fijando  lo  que  pide  de  la  misma  manera  que  en  la  súplica  áe 
aquel  escrito.  Advertirá  que  ejercita  el  derecho  de  reconvención.  No  cree- 
mos necesario  que  determine  la  acción  que  cree  corresponderle,  ni  si  esta 
es  real  ó  personal,  pues  no  depende  de  ella  en  tal  caso  la  competencia  del 
Juez;  pero  sí  es  indispensable  que  mencione  los  documentos  oue  acompaña 
como  justificantes  de  su  derecho,  á  fin  de  que  el  Tribunal  los  tencfa  por 
presentados  y  surtan  en  el  juicio  los  efectos  oportunos.  En  todo  !o  demás, 
relativo  á  copias,  poder,  etc.,  se  atendrá  á  lo  prescrito  para  la  contestación 
en  general.' 

Después  continúa  tramitándose  el  pleito,  sin  modificaciones  de  nin- 
guna género  que  alteren  el  procedimiento  señalado  para  el  juicio  ordinario  • 
en  los  casos  en  que  no  hay  reconvención.  El  demandante  la  contesta  en  la 
réplica  y  el  demandado  le  replica  en  la  duplica.  Hay  autores'  que  soste- 
nían la  oportunidad  de  conceder  al  demandante  derecho  á  presentar  un 
nuevo  escrito  que  fuese  como  la  duplica  de  la  reconvención;  pero  ese  de- 
seo no  es  admisible,  porque  entonces  la  reconvención  contribuíria  á  dila- 
tar los  negocios,  y  porque,  admitida  la  necesidad  de  que  desaparezcan  ó 
se  disminuyan  por  lo  menos  los  casos  en  que  ha  de  hacerse  uso  de  la  ré- 
plica y  la  duplica,  seria  un  contrasentido  autorizar  la  presentación  de  nue- 
vos escritos. 

Algunos  comentadores  sostenían  que  la  ley,  para  hacer  igual  la  condi- 
ción de  todos  los  que  litigan  y  á  fin  de  prevenir  el  caso  de  que  el  deman- 
dante tuviera  que  alegar  algún  nuevo  hecho,  contrarío  á  las  afirmaciones 
Í producidas  por  el  demandado  en  el  escrito  dé  duplica,  establece  lo  que  se 
lama  escribo  de  ampliación.  Esto  no  e^  exacto.  El  escrito  de  ampliación» 
según  lo  definió  la  ley  de  Í855,  se  encaminaba  á  satisfacer  una  necesidad 
distinta  de  esa.  Decía  el  art.  2160  de  esa  ley: 

«Si  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba  ocurriere  algún  hecho  que 
tuviere  relación  con  la  cuestión  que  se  ventile,  ó  hubiere  llegado  á  noti- 
cia de  las  partes  alguno  de  que  juren  no  haber  tenido  antes  conocimiento^ 
podrán  alegarlo  formulando  un  escrito  que  se  llamará  de  ampliación.» 
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Aplicando  extrictamente  este  artículo,  ningún  Juez  pqdia  tolerar  que 
el  perito  de  ampliación  sirviera  para  oponer  hechos  nuevos  á  las  ídirma- 
ciones  de  la  duplica. 

Por  equidad,  ha  podido  consentirse;  pero  no  en  virtud  de  un  derecho 
reconocido.  En  lo  sucesivo,  la  cuestión  variaríl  de  aspecto,  y  el  deman- 
dante podrá  exigir  que  se  le  consienta  el  empleo  de  ése  recurso  siempre 
que  se  cumplan  las  condiciones  fijadas  por  el  art.  563  de  la  nueva  ley,  que 
dice  así: 

«Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ocurriese  algún  hecho 
de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó  hubiere  llegado  á  noticia 
de  las  partes  alguno  anterior  con  esta  circunstancia,  del  cual  juren  no  ha- 
he^  tenido  antes  conocimiento,  podrán  alegarlo  durante  el  primer  período 
del  término  ordinario  de  prueba,  articulándolo  concretamente  por  medio 
de  un  escrito,  que  se  llamará  de  ampliación.» 

Este  derecho  se  concede  en  términos  prudentes  que  bastan  á  impedir 
todo  abuso  y  que  aseguran  á  los  litigantes  las  mismas  consideraciones  para 
la  defensa  de  sus  respectivos  intereses.  £1  escrito  de  ampliación  ijo  es  por 
último  un  privilegio  del  demandante  para  el  caso  en  que  haya  reconven- 
ción, sino  una  nueva  garantía  de  que  pueden  usar  demandante  y  deman- 
dado cuando  les  fuese  indispensable  apelar  á  ella.  En  este  punto,  la  ley 
de  1884  ha  realizado  un  progreso  sobre  la  de  4855.  Nosotros,  reconocién- 
dolo, no  debemos  dejar  de  consi^ar  aquí,  sin  embargo,  que  habríamos 
preferido  que  los  reformadores  adoptasen  un  sistema  por  el  cual  no  sólo 
fuese  imposible  hacer  ese  uso  del  escrito  de  ampliación,  sino  que  hubiera 
reducido  más  todavía  el  empleo  de  los  de  réphca  y  duplica.  Cuando  har 
Memos  de  estos,  será  oportuno  exponer  cómo  habríamos  llevado  á  cabo 
esa  innovación  que  la  práctica  aconseja. 

Ya  en  el  período  de  prueba  la  reconvención  sigue  la  suerte  de  la  de- 
manda. Sobre  los  extremos  de  una  y  otra  se  practican  indistintamente  las 
pruebas  que  los  litigantes  crean  convenirles.  Al  resumir  el  debate  se  reca- 
pitula todo  lo  expuesto  y  probado,  y  al  sentenciar  se  falla  acerca  de  am- 
bas pretensiones. 

Él  fallo  une  todavía  más  estrechamente  la  reconvención  y  la  deman- 
da, que  siguen  ya  en  la  segunda  instancia  formando  un  todo  indivisible. 
El  objeto  déla  ley  se  cumple  no  aumentando,  porque  exista  reconvención, 
trámite,  ni  escrito  de  ningún  género,  no  dilatando  ni  ampliando  los  tér- 
minos, no  alterando  en  una  palabra  el  procedimiento  y  reduciendo  dos  ó 
más  pleitos  á  uno  sólo  que  se  pueden  despachar  en  menor  espacio  y  con 
gastos  inferiores  á  los  que  habrían  ocasionado  si  llegai^n  á  sustanciarse 
separadamente. 

U. 

Llegamos  al  segundo  y  último  párrafo  del  art.  5i4,  que  constituye 
una  excepción  del  principio  establecido  en  el  mismo.  A  pesar  de  esto, 
nosotros  no  creemos  que  era  ese  el  lugar  propio  de  consignarla.  Y  aun- 
que de  ahí  no  pueda  derivarse  un  grave  cargo  contra  los  autores  de  la  ley, 
revela  ligereza  esa  falta  de  sistema,  ^sa  ausencia  completa  de  método  y  ae 
orden  en  la  distribución  de  la  materia  quela  forma,  falta  que  redunda  en 
demérito  de  este  cuerpo  legdl  y  que  origiiwi  dificultades  para  su  con- 
sulta y  estudio. 

Según  este  párrafo,  la  excepción  de  cosa  juzgada  podrá  sustanciarse 
en  un  incidente,  ó  lo  que  es  igual,  la  excepción  de  cosa  juzgada  cuando 
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se  alega  en  ciertas  condiciones,  tiene  una  naturaleza  mista;  dilata 
la  prosecución  del  pleito  y  le  pone  término.  La  ley  debiera  pues  haberla 
estudiado  y  haberla  colocado  entre  las  dilatorias  y  las  perentorias,  y  de- 
biera haberla  nombrado  al  hablar  de  aquellas  como  la  menciona  al  ocu- 
Sarse  en  estas  últimas.  Cuando  se  redacta  un  código  de  procedimientos 
estinado  á  facilitar  la  administración  de  justicia  todo  esmero  es  poco. 
Arrojar  á  granel  los  preceptos  que  lo  constituyen,  sin  concierto  ni  armo- 
nía sabe  hacerlo  cualquiera;  lo  difícil  es  sujetarlos  á  una  relación  lógica 
y  sistemática  que  se  subordine  á  principios  ñjos. 

Pero  vengamos  al  párrafo  en  cuestión.  Dice  lá  ley  en  él  que  la  excep- 
ción perentoria  de  cosa  juzgada  cuando  sea  la  ünica  c¡ue  se  objete  á  la  de- 
manda, si  lo  pidiere  el  demandado  se  podrá  sustanciar  y  decidir  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes.  ¿Y  por  qué  cuando  se  objete 
sola?  ¿Qué  fuerza  le  atribuye  ó  le  quita  el  que  se  alegue  entre  otras?  No 
creemos  nosotros  que  sea  tan  indiferente  la  cuestión  que  meras  condicio- 
nes extemas  alteren  su  esencia  y  disminuyan  su  valor.  En  estas  cuestio- 
nes, el  que  legisla  debe  formarse  opinión  exacta  y  fundada  de  la  materia 
y  no  resolver  ningún  extremo  por  arduo  ó  sencillo  que  parezca,  de  ese 
modo  ambiguo  é  indeciso  que  no  es  admisible  para  asuntos  tan  graves  y 
trascendentales.  Así,  ó  la  excepción  de  cosa  juzgada  puede  sustanciarse 
en  un  incidente,  como  las  dilatorias^  ó  no.  Si  admitimos  que  puede  y  debe 
sustanciarse  no  hay  para  qué  fijar  la  atención  en  el  hecho  de  que  se  ale- 
gue sola  ó  entre  otras.  Si  se  alega  entre  otras  sepáresela  de  ellas,  y 
convenido  que  la  podemos  discutir  de  un  modo  previo  y  especial,  discu- 
támosla desde  luego.  El  objeto  del  Legislador  ha  sido  evitar  que  cuando 
esa  excepción  pueda  prevalecer  y  se  formule  fundadamente  contyiúe  el 
pleito. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión,  creemos  que  este  objeto  es  plausi- 
ble y  legítimo  el  propósito  que  lo  motiva.  Cosa  juzgada  es  la  que  ya  está 
resuelta  y  decidida  en  juicio.  La  cosa  juzgada  tiene,  entre  otros  caracte- 
res, los  dos  siguientes:  1^,  el  de  que  se  presume  verdadera;  y  2**,  que  es 
irrevocable.  Se  presume  verdadera  porque  está  probada  y  resuelta,  según 
los  medios  que  establece  el  derecho.  Por  esto  decian  los  jurisconsultos  ro- 
manos en  una  de  sus  famosas  máximas  que  Res-judicatayroveritaíe  ka- 
hetur.  Es  irrevocable,  porque  no  se  llama  cosa  juzgada  sino  á  aquélla  de 
que  no  se  puede  a]  elar,  y  contra  la  que  no  cabe  recurso  alguno,  excepto 
el  de  revisión  en  los  contados  casos  en  que  puede  admitirse. 

De  su  irrevocabilidad  nace  el  precepto  que  comentamos.  A.  demanda 
á  B.  cierta  cosa.  B.  excepciona  que  esa  petición  fué  ya  oida  y  se  desesti- 
mó por  Juez  competente;  la  excepción  es  de  tal  entidad,  que  merece  dis- 
cutirse en  seguida,  y  si  B.  prueba  que,  con  efecto,  se  juzgó  ya  la  cosa  que 
pide  no  hay  que  dar  un  paso  más:  todo  lo  que  se  haga  es  inútil.  A,  debe 
conformarse  y  reducirse  á  perpetuo  silencio,  como  decimos  en  el  lengua- 
je del  foro.  Si  la  cosa  juzgada  no  tuviera  esa  fuerza,  los  nleitos  serian,  in- 
terminables y  las  decisiones  judiciales  carecerían  de  valor  y  de  eficacia. 

Para  que  pueda  prevalecer  la  excepción  de  cosa  juzgada  es  necesario 
que  la  contienda  que  plantea  la  demanda  haya  sido  resuelta  y  que  exista 
entre  la  actual  y  la  que  se  invoca  en  apoyo  de  la  excepción  ó  entre  el 
juicio  fenecido  y  el  que  después  se  promueva,  identidad  de  personas, 
de  cosas  y  de  acciones,  ó  como  dice  el  Sr.  Escriche,  es  necesario  que  la 
nueva  demanda  se  instaure  sobre  la  misma  cosa,  por  la  misma  causa,  en- 
tre las  mismas  partes  y  con  la  misma  calidad. 

Estamos,  pues,  de*^  acuerdo  con  los  reformadores  en  éste  punto.  No 
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debe  exigirse  para  probar  esa  excepción  que  el  pleito  siga  por  todos  sus 
trámites.  La  prueba  es  fácil  y  debe  nacerse  inmeaiatamente,  como  en  las 
excepciones  dilatorias.  La  ley  deberia  ordenar  que  se  alegase,  de  la  propia 
manera  que  éstas,  antes  de  la  contestación  y  se  sustanciara  el  incidente 

Sromovido  como  cuando  se  trata  de  ellas.  Eji  esta  cuestión  no  compren- 
emos  por  qué  han  de  haber  vacilado  los  autores  de  la  reforma. 

Jurisprudencia.  —  Formulada  explícitamente  en  la  contestación  á  la 
demanda  una  reconvención  por  cantidad  líquida,  la  sentencia  debe  absol- 
ver ó  condenar  respecto  de  ella,  sin  reservarlo  para  otro  juicio.  (12  de 
Mayo  de  1860.) 

Sólo  puede  tener  lugar  la  excepción  de  cosa  juzgada  habiendo  identi- 
dad de  personas,  cosas  y  acciones.  (11  de  Marzo  de  1865.)      * 

Si  bien  es  cierto  que  en  la  contestación  á  la  demanda  debe  el  deman- 
dado hacer  uso  de  sus  excepciones,  y  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dil- 
plica  deben  íijarse  definitivamente  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  ob- 
jeto del  debate,  no  lo  es  menos  que  después  en  apoyo  de  las  excepciones 
oes  opuestas,  pueden  presentarse  documentos  de  fecha  posterior,  ó  con 
juramento  de  nueva  noticia  si  ftiesen  anteriores.  (12  de  Octubre  de  1866.) 

Para  que  tenga  aplicación  la  doctrina,  según  la  que  un  fallo  ejecuto- 
rio no  puede  válidamente  revocarse  por  otro  posterior,  es  preciso  que  las 
sentencias  que  se  suponen  contradictorias  hayan  recaido  en  juicios  de  la 
misma  naturaleza,  en  las  cuales  se  hubiese  deducido  la  misma  acción,  in- 
tervenido las  mismas  personas  y  litigado  sobre  la  misma  cosa.  (19  de 
Mayo  de  1873.) 

Se  produce  la  excepción  de  cosa  juzgada  cuando  entre  el  pleito  poste- 
rior y  el  anterior  hay  identidad  de  personas  y  de  acciones,  sin  que  pueda 
dejar  de  haberla  en  cuanto  á  las  cosas,  ó  sea  las  fincas  cuya  libertad  se 
reclama  en  el  posterior,  por  la  circunstancia  de  que  en  el  litigio  anterior 
se  trate  de  esa  mi$ma  libertad  de  dichas  fincas,  juntamente  con  otros  bie- 
nes. (11  de  Diciembre  de  1871.) 

Si  bien  por  regla  general,  según  las  leyes  20  y  21  del  tít.  22  de  la  Par- 
tida 3^,  la  cosa  juzgada  perjudica  únicamente  á  los  que  litigaron  y  á  los 
que  de  ellos  traen  causa,  es,  sin  embargo,  trascendental  y  obsta  á  otro  de- 
mandante, con  arreglo  á  los  principios  consignados  en  las  excepciones  de 
dichas  leyes,  cuando  los  derechos  que  invoca  tienen  los  mismos  rundamen- 
•  tos  que  los  sustentados  en  el  otro  pleito,  por  ser  idéntico  el  objeto  de  am- 
bos é  idéntica  la  condición  de  las  personas  con  relación  al  título  de  sus 
respectivas  pretensiones.  (22  de  Mayo  de  1867.) 

Es  doctnna.  legal  y  admitida  por  la  jurisprudencia  la  de  que  procede 
la  excepción  de  cosa  juzgada,  aun  cuando  en  el  segundo  pleito  que  se 
proponga  se  haya  variado  el  nombre  de  la  acción  deducida  en  el  prime- 
ro, siendo  idénticos  el  fundamento  de  ambos,  su  objeto  y  la  causa  ó  ra- 
zón de  pedir;  en  el  supuesto  de  que,  concurriendo  los  demás  requisitos 
legales,  se  haya  decidido  también  el  pleito  en  que  recayó  la  ejecutoria 
por  el  mismo  nindamento  y  no  por  otro  diferente.  (18  de  Octubre  de  1867.) 

La  reserva  de  derechos  contenida  en  una  ejecutoria  no  puede  enten- 
derse para  que  vuelva  á  ventilarse  la  misma  cuestión  entre  las  mismas 
personas  y  por  idéntica  razón  de  pedir.  (15  de  Marzo  de  1869.) 

Art.  545.  El  demandado  podrá  hacer  uso  de  la  facultad 
que  se  concede  al  actor  en  el  art.  502  para  pedir  el  examen  de 
testigos  antes  del  término  de  prueba,  en  los  casos  y  en  la  for- 
ma que  se  determinan  en  dicho  artículo.  {Ley  ant.y  art.  253.) 
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Llamamos  la  Mención  de  nuestros  lectores  sobre  los  artículos  50Í  y 
540  de  esta  ky  y  sobre  los  comentarios  que  los  explican;  en  ellos  bemos 
expuesto  toda  la  doctrina  que  debe  tenerse  presente  al  estudiar  este  ar- 
artículo. 

Art.  546.  De  la  contestación  á  la  demanda,  se  dará  traslado 
al  actor  para  réplica,  por  término  de  10  días,  y  de  la  réplica 
por  igual  término  al  demandado,  para  duplica.  (Ley  ant.j  ar- 
Hculo  255.) 

Este  es  un  precepto  de  mera  tramitación.  Los  términos  de  que  aquí  se 
babla  eran  en  la  ley  anterior  de  seis  dias  y  en  esta  de  40.  La  reforma  es 
acertada  y  el  nuevo  plazo  necesario,  sobre  todo  después  de  conceder  uno 
análogo  para  la  contestación,  como  se  ve  en  el  art.  539  y  cuando,  según 
advertiremos  en  las  disposiciones  posteriores  de  esta  sección,  se  ha  trata- 
do de  restringir  considerablemente  el  empleo  de  esos  segundos'  escritos. 

Art.  547.  Ei  actor  podrá  renunciar  la  réplica,  en  cuyo  caso 
no  se  permitirá  el  escrito  de  duplica. 

Se  tendrá  aquélla  por  renunciada  cuando  así  lo  manifieste 
expresamente  el  actor,  6  deje  trascurrir  el  término  sin  pre- 
sentar el  escrito,  y  pida  la  otra  parte  que  se  tenga  por  e?a- 
óuado  el  traslado. 

En  este  caso>  deberán  pedir  las  partes  dentro  de  los  tres 
dias  siguientes,  si  no  lo  hubieren  hecho  anteriormente,  que  se 
reciba  el  pleito  á  prueba,  entendiéndose,  si  no  lo  hicieren,  que 
renuncian  á  ella. 

Este  artículo  no  tiene  concordatite  en  la  ley  antigua.  Sus  preceptos  ban 
introducido  una  novedad,  y  una  novedad  trascendental  en  nuestro  pro- ' 
cedimiento.  Ya  hemos  dicho  que  desde  hace  mucho  tiempo  se  ha  ve- 
nido impugnando  la  existencia  de  esos  escritos,  y  que  uno  y  otro  día,  en 
la  prensa,  en  el  Parlamento,  en  las  Comisiones  legislativas,  en  las  Acade- 
mias jurídicas  se  ha  pedido  su  desaparición  absoluta.  Nacia  esto  y  se  fnn-* 
daba  en  gue  generalmente,  en  la  t)ráctica,  los  escritos  de  réplica  y  duplica 
no  han  sido  nunca  más  que  una  repetición,  ó  de  la  demanda  ó  de  la  con- 
testación á  la  demanda,  en  que  á  pretexto  de  discutir  las  razones  alegadas 
por  el  contrario,  no  se  hace  otra  coáa  que  desenvolver  las  ideas  antes  apun- 
tadas, ó  reproducir  con  palabras  distintas  las  ya  desenvueltas.  Este  trá- 
mite, pues,  inútil  en  gran  numero  de  oiiadiones,  no  producía  en  ellas  más 
efectoá  que  los  de  dilatar  lá  terminación  del  pleito,  porque  en  evacuarlo 
con  apremios,  prórogas,  etc.,  se  invertían  siempre  dos  ó  tres  meses,  j 
aumentar  considerablemente  el  coste  del  litigio.  De  aquí,  ese  clamor  in- 
sistente de  los  (jue  pretendían  suprimirlo. 

Pero  suprimirlo  no  hubiera  sido  justo.  Hay  casos,  como  el  de  la  recon- 
vención, en  los  que  es  necesario  replicar;  la  réplica  es  tan  indispensable 
en  ellos  como  la  contestación  á  la  demanda.  Para  tales  casos  ha  debido  re- 
servarse. La  ley  no  quiere,  sin  embargo,  limitarlo  tanto,  y  adopta  un  tér- 
mino medio.  Deja  á  merced  del  demandante  que  pueda  ó  no  emplearse. 
Como  al  demandante  le  interesa  llegar  pronto  al  fin  del  pleito,  lo  verosí- 
mil es  que  en  lo  sucesivo,  en  la  mayor  parte  de  los  litigios,  se  suprima  ese 
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trámite.  Sólo  cuando  importe  mucho  al  demandante  replicar  se  utilizará. 
De  esta  manera  empezará  ú  formarse  la  costumbre  de  prescindir  por  com- 
pleto de  él,  y  llegaremos  á  la  reforma  completa,  á  que  se  suprima  para  to- 
aos los  casos  menos  para  ej  de  que  exista  reconvención,  manteniéndoso 
Íara  cuando  ocurran  nechoe  posteriores  á  la  demanda  ó  á  la  contestación 
)S  escritos  de  ampliación  de  que  hemos  hablado  en  uno  de  los  últimos 
artículos. 

La  renuncia  del  derecho  á  replicar  puede  ser  expresa  ó  tácita;  las  dos 
las  admite  la  ley,  como  se  ve  en  el  segundo  párrafo  de  este  artículo,  que 
-es  también,  bajo  otro  aspecto,  la  consignación  de  una  pena  para  castigar 
la  morosidad  del  demandante  que  no  conteste  dentro  del  término  esta- 
blecido. 

El  párrafo  tercero  prevee  el  caso  de  que  no  haya  réplica  ni  duplica,  y 
recordando  que  al  íinal  de  estos  escritos  se  pedia  que  el  Tribunal  recibie- 
se el  pleito  á  prueba  ó  se  renunciaba  el  derecho  á  practicarla,  establece, 
que  cuando  no  se  {presenten  las  partes  solicitarán  acerca  de  ese  extremo 
exi  un  escrito  especial  lo  que  creyeren  convenirles.  ¿Cuándo  lo  solicita- 
rán? Lá  ley  (ice  que  dentro  de  los  tres  dias  si«iientes.  ¿A  partir  de  qué 
íecha?  No  lo  declara.  La  redacción  de  este  articulo  en  ese  párrafo  ofrece 
dudas;  pero  atendido  el  espíritu  eme  lo  informa,  nosotros  creemos  que 
será  á  partir  de  la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  tenga  por  he- 
cha la  renuncia  á  replicar,  cuando  esa  renuncia  sea  expresa,  y  i  partir 
del  dia  en  que  acabó  el  término  para  replicar  cuando  sea  tácita.  No  habria 
»sido,  sin  embargo,  excesivo  esplicarlo,  p(^ue  este  punto  tiene,  impor- 
tancia y  el  derecho  á  practicar  pruebas,  hanb  trascendental,  exige  que  la 
ley  determine  con  claridad,  precisión  y  fijeza  cómo  ha  de  usarse. 

Art.  548.  En  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  tanto  el  ac- 
tor como  el  demandado  fijarán  concreta  y  definitivamente,  en 
párrafos  numerados,  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto 
del  debate,  pudiendo  modificar  6  adicionar  loa  que  hayan  con- 
signado en  la  demanda  y  contestación. 

Taníbien  podrán  ampliar,  adicionar  ó  modificar  laB  pre- 
tensiones 7  excepciones  que  hayan  formulado  en  la  demanda 
y  contestación,  pero  sin  que  puedan  alterar  las  que  sean  ob* 
jeto  principal  del  pleito.  {Zey  ant,  art.  256.) 

El  art.  547  está  redactado  para  disminuir  el  número  de  casos  en  que 
«e  utilice  el  derecho  á  replicar  y  á  duplicar.  £1  art.  548  está  redactado 
para  que  en  la  práctica  se  conserven  esos  escritos,  á  pesar  del  deseo  que 
inspira  aquella  reforma.  £1  Legislador  ha  vacilado.  Estas  vacilaciones 
revekm  falta  de  un  criterio  seguro,  de  una  convicción  finne.  Los  reforma- 
-dores  de  nuestro  procedimiento  no  saben  qué  hacer  de  esos  dos  escritos; 
ya  se  inclinan  á  conservarlos,  ya  parecen  decididos  á  suprimirlos.  De 
aquí  el  que  hayan  pasado  á  la  ley  de  1881  ese  artículo  calcado  sobre  el 
856  de  la  de  1855,  cuyos  términos  exagera. 

En  ella  era  lógico  incluirlo;  en  esta  huelga.  Ya  hemos  dicho  que  la 
réplica — conste  que  sólo  hablamos  de  la  réplica — ^podia  hab^-se  conser- 
vado para  el  caso  en  que  hubiese  reconvención.  V  de  conservarla  para 
algún  otro  nunca  debió  dársele  la  latitud  y  la  importancia  que  le  con- 
cede el  art.  548.  Lo  que  este  dice  que  debe  hacerse  en  la  réplica  y  en 
la  düpHca  ha  debido  hacerse  en  la  demanda  y  en  la  contestación.  £1  que 
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incoa  un  pleito  y  el  que  se  opone  á  lo  que  otro  cree  conveniente,  si  es 
que  ambos  piensan  tener  derecho,  deben  entrar  en  el  litigio  formalmente^ 
planteando  desde  luego  de  una  manera  concreta,  cabal  y  sistemática  Io~ 
que  cada  uno  pide.  Para  ello  tienen  plazos  amplísimos.  Si  se  quiere  podría 
concederse  al  demandado  más  tiempo  del  que  la  ley  le  otorga;  pero  á 
condición  de  que  en  los  dos  primeros  escritos  quedara  la  contienda  plan- 
teada en  forma.  -A  todo  evento,  la  réplica  y  la  duplica  no  debieran  servir 
más  que  para  desvanecer  alguna  objeción  fundamental  ó  explicar  ale^  * 
concepto  dudoso,  ó  contestar  algún  argumento  de  fuerza;  pero  para  fijar 
¡o  que  se  pide,  bastaba,  á  nuestro  juicio,  con»  la  demanda  y  la  contesta- 
ción y  con  cumplir  en  ellas  lo  aue  se  ha  preceptuado  en  disposiciones  an~ 
terioies  respecto  al  modo  de  redactarlas. 

Este  artículo  neutraliza  en  gran  parte  los  efectos  de  la  reforma  inten- 
tada en  los  anteriores,  y  acredita  una  vez  más  que  la  ley  de  1881  se  ha 
preparado  con  notoria  ligereza  y  sin  la  reflexión  indispensable.  A  veces, 
como  sucede  en  esta  sección,  apunta  una  reforma;  pero  no  llega  á  reali- 
zarla. Después  de  esta  ley  hay  que  prepararse  á  introducir  mayores  inno- 
vaciones en  el  procedimiento,  lo  que  siempre  es  digno  de  lamentarse  por 
las  confusiones  que  produce.  En  España  solemos  quejaríios  á  menudo  de^- 
la  instabilidad  de  las  leyes  como  de  un  mal  grave.  Lo  es,  sin  duda;  pera 
«sa  instabilidad  no  debe  imputarse  á  otra  causa  que  á  ésta;  al  hecho  de 
que  las  leyes  se  redacten  con  tan  poco  esmero. 

Jurisjjrudencia. — ^El  demandante  debe  fijar  con  precisión  en  su  de- 
manda lo  que  pida,  exponiendo  sucintamente  los  hecnos  y  los  fundamen- 
tos de  derecho,  y  el  demauOTuo  debe,  en  su  contestación,  hacer  uso  de 
las  excepciones  perentorias  que  tuviere,  siendo  obligación  de  ambos  fijar 
en  sus  escritos  de  réplica  y  duplica  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  ob- 
jeto del  debate.  (5  de  Diciembre  de  1870.) 

Este  artículo  no  puede  invocarse  para  sostener  el  recurso  de  casación 
en  cuanto  á  lo  esencial  del  pleito,  por  referirse  á  la  forma  del  mismo.  (44 
de  Mayo  de  1867.) 

Las  peticiones  deducidas  en  la  demanda  y  contestación,  subsisten  y  no 
puede  entenderse  que  se  modifican  por  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  si 
así  no  se  solicita  ó  manifiesta  expresamente,  ó  si  esto  no  se  mfiere  coma 
una  consecuencia  necesaria  de  los  puntos  deliecho  y  de  derecho,  que  ei> 
dichos  escritos  fijen.  (14  de  Octubre  de  1866.) 

Según  la  ley  25,  tít.  2®,  Part.  3®,  si  bien  el  demandante,  cuando  de- 
termina la  razón  por  que  pide  la  cosa,  puede  reclamarla  después  por  otra 
diferente,  esto  no  se  entiende  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  ni  en  la 
segunda  instancia,  sino  fenecido  que  sea  el  juicio  en  otro  nuevo.  (21  de 
Mayo  de  4861.) 

La  ley  2^,  tít.  16,  lib.  11  de  la  Nov.  Rec.  (jue  permite  fallar,  sabida  la 
verdad,  aunque  falte  alguna  solemnidad  jurídica,  no  está  en  observancia 
desde  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  repetidamente 
lo  tiene  consignado  el  Tribunal  Supi-emo  de  Justicia.  (27  de  Diciembre  de 
1864  y  26  de  Junio  de  1866.) 

Las  peticiones  deducidas  en  la  demanda  y  contestación  subsisten  y  na 
pueden  entenderse  que  se  modifican  por  los  escritos  de  réplica  y  duplica» 
si  así  no  se  solicita  ó  manifiesta  expresamente,  ó  si  esto  no  se  innere  coma 
una  consecuencia  necesaria  de  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que  en. 
dichos  escritos  se  fijen.  (14  de  Octubre  de  1866f) 

Es  doctrina  legal  la  de  qué  no  corresponde  al  demandante  la  demos- 
tración de  hechos  negativos  que  son  funaamento  de  la  demanda,  y  la  de 
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que  quien  afirme  un  hecho  está  ohligado  á  probarlo.  (7  de  Marzo  de  4872.) 
Deben  fijarse  definitivamente  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho.  (214 
de  Mayo  de  1859.)  . 

A  lo  que  manifiesta  un  litigante  en  stis  escritos  no  puede  darse  el  va- 
lor de  la  conoscencia  ó  confesión  hecha  en  juicio  y  ante  su  contendor.  (5 
de  Febrero  de  1863.) 

En  los  escritos  de  duplica  y  réplica  deben  utilizarse'  todas  las  excep- 
ciones. (13  de  Junio  de  1863.) 

Art.  549.  En  los  mismos  escritos  de  r(^plíca  y  duplica,  ca- 
da parte  confesará  ó  negará  llanamente  los  hechos  que  lo  per- 
judiquen de  los  articulados  por  la  contraria.  El  silencio  ó  las 
respuestas  evasivas  podrán  estimarse  en  la  sentencia  como 
confesión  de  los  hechos  á  que  se  refieran. 

También  pedirán,  por  medio  de  otrosí,  que  se  falle  el  plei- 
to sin  más  trámites,  ó  que  se  reciba  á  prueba. 

Aun  cuando  este  artículo — completamente  nuevo,  porque  la  ley  ante- 
rior  no  ordenaba  nada  parecido — está  inspirado  ftn  un  buen  deseo  y  po- 
drá contribuir  á  la  claridad  y  brevedad  de  los  pleitos,  debemos  hacer  cons- 
tar que  no  era  indispensable.  No  justifica  la  conservación  de  la  réplica  y 
la  duplica  en  los  términos  en  que  se  mantienen.  Formando  parte  de  la 
prueba  la  confesión  judicial,  á  ella  podia  aqiidir  un  litigante  siempre  que- 
juzgase  preciso  que  su  adversario  depusiera  soBre  la  verdad  de  un  hecho* 
No  habia  necesidad  de  anticipar  esa  confesión  de  un  modo  parcial,  sin  so- 
lemnidad ni  verdadera  eficacia.  Perderíamos  poco,  pues,  con  que  una 
nueva  reforma  borrara  de  la  ley  el  primer  párrafo  de  ese  artículo. 

El  segundo  era  necesario,  y  su  justificación  es  tan  obvia  que  no  pa- 
rece oportuno  insistir  en  ella.  Reproduce  un  principio  de  la  Ipy  anterior 
que  interesaba  consignar  para  el  orden  de  la  tramitación. 

SECCIÓN  CUARTA. 

DEL  RECIBIMIENTO  Á  PRUEBA,  SU  TÉRMINO  Y   DISPOSICIONES  GENERALES 
SOBRE  LA  MISMA. 

Prueba,  según  la  define  la  ley  1^,  tít.  14,  Partida  3®,  es  «averigua- 
miento que  se  face  en  juicio  en  razón  de  alguna  cosa  que  es  dubdosa.» 

Todo  debate  ó  contienda  judicial,  puede  versar  sobre  un  punto  de  he* 
cho  ó  sobre  uno  de  derecho.  Para  acreditar  uno  ü  otro  es  necesa- 
ria la  prueba;  y  de  aquí  (jue  hayaj?»*í¿^5a  del  hecho  y  prueba  del  derecho. 
La  primera,  tiende  á.  aventar  la  certeza  y  realidad  de  un  hecho,  á  de- 
mostrar la  existencia  de  ciertos  actos  ó  acontecimientos  sobre  los  que 
versa  el  litigio,  y  la  segunda,  á  demostrar  que  tales  hechos,  ya  averigua- 
dos ó  demostrados,  se  níillan  dentro  de  las  prescripciones  de  la  ley.  Al 
hablar  ésta  en  esta  sección  de  prueba,  se  refiere  á  la  de  hecho,  por  ha- 
llarse controvertidos  y  dudosos  los  que  se  presentan  á  la  decisión  judicial^ 
y  para  lo  cual  se  necesita  emplear  ciertos  y  determinados  medios  mate- 
riales. 

La  prueba,  en  cuanto 'á  su  valor  legal,  se  divide  bu  plena  y  semiplena:. 
aquella,  que  también  se  llama  completa  ó  perfecta,  es  la  que  acredita  la 
existencia  real  y  efectiva  del  hecho  controvertido  ó  dudoso,  elevándola 
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á  la  categoría  de  verdad  legal,  suficiente  para  que  con  arreglo  á  ella  ¡me- 
<da  el  Juez  dictar  sentencia  condenando  y  absolviendo  ;  y  ésta,  que  se  de- 
nomina también  incompleta  ó  imperfecta,  es  la  que  no  acredita  con  clari- 
dad hi  certeza  del  hecho  controvertido,  sino  que  deja  duda  acerca  de  su 
verdadera  existencia.  En  la  sección  siguiente,  donde  la  ley  trata  de  lo& 
medios  de  prueba,  determina  la  que  corresponde  á  una  ú  otra  clase. 

La  pTuám  no  es  necesaria,  ni  es  de  rigor  en  todos  los  juicios,  por- 
que un  juicio  puede  estar  completo  sin  necesidad  de  prueba  alguna  y  »n 
que  sea  preciso  oue  las  parles  demuestren  sus  alegaciones,  porque  pueden 
haber  presentado  todos  sus  medios  de  defensa  en  los  escritos  que 
comprende  el  periodo  anterior  al  de  la  prueba,  pueden  estar  conformes 
con  los  hechos  aducidos,  ó  bien  la  cuestión  puíde  estar  reducida  pura- 
mente á  una  de  derecho.  En  tal  caso,  el  período  de  prueba  es  innecesa- 
rio; nada  hay  ^ue  probar,  y  el  Juez  tiene  ya  todo  lo  que  las  leyes  y  los 
buenos  principios  ae  la  ciencia  exigen  para  que  pueda  dictar  su  fallo.  Por 
€80  se  ha  dicho,  y  con  razón,  que  la  prueba  no  es  de  órdeii  en  el  juicio, 
por  cuanto  hay  casos  en  que  se  puede  prescindir  de  ella;  pero  sí  es  de  ri- 
gorosa justicia,  siempre  que  se  hayan  alegado  hechos  que,  por  lo  mismo 
que  han  sido  contradichos  por  la  contraria,  debe  mostrarse  su  exactitud 
«n  el  curso  del  procedimiento;  y  en  este  caso,  el  período  de  prueba  es  el 
más  solemne  y  trascendental  del  juicio,  es  donde  se  libra  entre  las  partes 
el  verdadero  combate  judicial. 

Nuestras  anti^a^as  leyes  enumeran,  sin  embarco,  tres  casos  en  que, 
Á  pesar  de  discutirse  una  cueHion  de  derecho,  puede  entrarse  en  la  prue- 
ba, no  para  justificar  el  derecho  mismo,  sino  su  existencia  y  realidaa ;  en 
cuyo  caso  puede  decirse  que  la  prueba  ha  de  versar  sobre  un  hecho.  E»- 
tos  tres  casos  de  las  antiguas  leyes  eran:  4**  Cuando  el  derecho  que  se 
alease  fuere  no  escrito  ó  (costumbre;  porgue  para  acreditar  su  existencia 
«s  indispensable  probar  que  está  introducida  legítimamente  y  que  adquie- 
re, por  lo  tanto,  fuerza  de  ley,  según  las  leyes  5*  y  6*,  tít.  2**,  Partida  4*» 
2®  Cuando  se  alegare  alguna  ley  que  sólo  tenga  fuerza  en  donde  estuviere 
en  uso,  como  sucede  con  las  del  Fuero  Real,  y  en  general  con  las  de  los 
fueros  municipales  y  las  del  Fuero  Juzgo,  según  la  opinión  de  muchos 
autores,  que  sólo  tienen  este  cuerpo  de  derecho  como  un  fuero  municipal; 
porque  en  este  caso  es  preciso  prooar,  según  la  ley  3*,  tít.  2®,  libro  3*  de 
la  Novísima  Recopilación,  que  la  ley  cuya  aplicación  se  pide  está  vigen- 
te en  el  lugar.  Y  3®  Cuando  se  alegare  en  España  el  derecho  extranjero  en 
jyleito  tenido  entre  los  de  otra  nación,  por  actos  ocurridos  ó  por  casos 
existentes  en  ella ;  porque  como  no  están  en  nuestros  Códigos,  ni  al  Juez 
le  consta  su  verdad,  es  necesario  probarle  que  existe  tal  disposición  para 
^e  pueda  aplicarla.  Así  lo  dispone  la  ley  45,  tít.  44,  Partida  3®. 

La  4*  del  mismo  título  y.  Partida,  consigna  el  principio  de  que  hprne- 
dá  incumbe  al  actor ^  principio  que  han  consignado  todas  las  legislacio- 
nes, porque  descansa  en  la  más  extricta  justicia.  Si  el  que  entabla  una 
demanda  contra  otro  apoya  su  pretensión  en  la  existencia  de  un  hecho, 
origen  de  la  obligación,  necesita  probar  la  realidad  de  ese  "hecho,  para 
que  pueda  declararse  el  derecho  á  su  favor.  Y  si  no  prueba  su  acción, 
debe  darse,  según  la  ley  citada,  «por  quito  al  demandado  de  aquella  cosa 
que  no  fué  prolDada  contra  él.»  Así  que  le  basta  encerrarse  en  la  negativa. 
De  aquí  los  dos  principios  de  derecho,  elevados  á  la  categoría  de  dogma, 
Onus  probandi  incumbit  actori.  Actor e  non  probante^  reus  est  aosol- 
^endu$, 

Pero  sin  atacar  esos  principios,  no  siempre  la  prueba  es  de  cargo  ex- 
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elusivo  del  actor.  £n  la  negativa  del  demandado  puede  hal)er  una  afirma- 
cion,  y  eníónces,  por  esos  mismos  principios,  le  incumbe  probarla.  Así 
^ue  puede  sentarse,  como  regla  general,  que  la  prueba  incumbe  al  ^e 
afirma,  no  al  que  niega,  siempre  ^ue  en  la  negativa  no  vaya  contenida 
una  afirmación.  Por  eso  en  la  acción  negaloria  no  incumbe  la  prueba  al 
.actor,  sino  que  pasa  al  demandado,  que  es  el  que  afirma,  la  obligación  de 

E robar,  porque  al  ejercitar  tal  acción  en  juicio,  se  limita  á  defender  la  li-  " 
ertad  de  su  finca,  apoyada  en  la  presunción  legal  que  tienen  en  su  favor 
las  propiedades,  de  considerarse  libres  de  toda  servidumbre,  mientras  no 
se  prueoe  que  se  ha  establecido  con  arreglo  á  derecho. 

Jurüprudencia. — ^Incumbe  al  demandante  probar  los  hechos  funda- 
«aentales  de  su  demanda,  cuando  no  son  aceptados  y  reconocidos  por  el 
demandado.  (4  y  30  de  Abril  de  4870  y  17  de  Junio  de  4874.) 

Pero  no  lá  de  los  hechos  negativos;  pues  el  obligado  á  hacerla  es  el 
que  afirme.  (4*^  de  Febrero  de  4862  y  7  de  Marzo  de  4872.) 

Presentada  prueba  de  documentos,  peritos  y  testigos,  y  apreciada  en 
conjunto  por  el  Tribunal,  no  es  permitido  descomponerla  para  alegar  in- 
fracciones en  relación  al  valor  ^ue  pueda  darse  aisladamente,  pues  para 
que  el  recurso  prospere  es  preciso  demostrar  oue  la  Sala  sentenciadora, 
á  apreciar  en  conjunto  esas  pruebas,  infringe  ley  ó  doctrina  legal.  (44  de 
Marzo  de  4876.) 

La  ley  2*,  tít.  44,  Partida  3®,  preventiva  de  que  nadie  está  obligado  á 
probar  lo  que  niega,  sino  en  los  casos  de  excepción  que  señala  la  miáma 
ley,  no  se  infringe  cuando  el  demandante  á  quien  incumbía  la  prueba  de 
su  acción  no  lo  ha  verificado,  según  apreciación  del  Tribunal  sentencia- 
dor. (3  de  Febrero  de  4875.) 

Habiéndose  practicado  pruebas  por  el  demandante  que  la  Sala  precia 
y  en  su  virtud  dicte  el  fallo,  no  se  infringe  el  principio  de  derecho  de 
que  no  probando  el  actor  debe  ser  absuelto  el  demandado.  (40  de  Febrero 
de  4875.)  > 

La  ley  8*,  tít.  44,  Partida  3^,  al  describir  los.  diferentes  medios  de 
prueba  de  que  puede  hacerse  uso  en  el  juicio,  y  al  señalar  el  de  presun- 
4áon  ó  gran  sospecha^  añade  que  en  los  pleitos  no  se  dé  valor  á  esta  sola 
prueba,  sino  en  los  casos  expresamente  señalados  por  las  leyes.  (44  de 
Febrero  de  4875.) 

La  denegación  de  una  prueba  impracticable  no  produce  nulidad.  (26  de 
Febrero  de  4875.) 

Lá  ley  44,  tít.  4®,  Partida  3*,  establece  una  doctrina  general,  que  lo& 
Tribunales,  en  lo  relativo  á  las  pruebas,  deben  regular  por  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  señala  la  forma  en  que  deben 
pedfrse  y  practicarse.  (28  de  Abril  de  4875.) 

Las  diligencias  de  prueba  sólo  pueden  practicarse  dentro  del  término 
probatorio;  trascurrido  dicho  término  sólo  son  admisibles  las  escrituras  ó 
documentos  justificativos  de  hechos  ocurridos  con  posterioridad,  ó  de  los 
anteriores  cuya  existencia  ignore  el  que  los  traiga:  también  podrán  admi- 
tirse los.  documentos  que,  aunque  conocidos,  no  nubieran  podido  adqui- 
rirse con  anterioridad,  como  así  se  previene  en  el  art.  276  de  la  citada 
ley*  (45  de  Febrero  de  4877.) 

La  prueba  documental  puede  ser  enervada  por  la  de  otros  documentos, 
aunque  sean  privados,  y  aun  por  la  de  testigos;  y  si  por  parte  del  deman- 
dado se  suministró  de  las  dos  clases,  al  absolverle  la  sentencia  recurrida 
por  no  haber  justificado  el  actor  su  demanda,  no  infringe  la  ley  444,  títu- 
lo 48,  Partida  3*,  y  doctrina  con  arreglo  á  la  misma  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo.  (42  de  Julio  de  4878.) 
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Art.  550.  El  Juez  recibirá  el  pleito  á  prueba  en  el  caso  de 
que  todos  los  litigantes  lo  hayan  solicitado. 

Si  alguno  se  opusiere,  señalará  dia  para  la  vista  sobre  el 
recibimiento  á  prueba,  y  oyendo  en  este  acto  á  los  defensores 
de  las  partes,  si  se  presentaren,  determinará  lo  que  estime 
precedente.  (Lep  anL,  art.  2blJ 

Est9  articulo  está  tomado  del  257  de  la  ley  anterior,  sin  más  que  una  . 
pequeña  modificación  en  su  párrafo  2®.  El  de  la  antigua  ley,  decia  que  en 
el  acto  de  la  vista  sobre  el  recibimiento  á  prueba,  el  Juez  oiría  á  las  par- 
tes ó  á  sus  defensores;  y  el  de  la  moderna  dice,  á  los  defensores  de  las 
partes.  Las  palabras  de  la  antigua  ley  constituían  una  locución  impropia^ 
pero  no  se  entendía  por  ellas  que  se  oyera  á  los  mismos  interesados  en 
persona,  puesto  que  la  ley  los  prohibe  comparecer  personalmente  en  jui- 
cio. La  nueva  ley  ha  usado  la  verdadera  locución. 

La  disposición  de  este  artículo  viene  á  confirmar  lo  que  se  ha  dicho  de 
que  la  prueba  no  pertenece  al  orden  del  juicio,  sino  á  su  justicia.  La  ley 
respétala  voluntad  de  las  partes,  como  principales  interesadas  en  el  plei- 
to, y  deja  á  éstas  en  libertad  para  que  este  se  abra  ó  no  á  prueba.  Si 
las  partes  entienden  que  nada  hay  que  probar,  y  están  conformes  en  los 
hechos,  no  se  abrirá  ese  término;  de  lo  contrano,  se  abrirá;  pero  es  nece- 
sario que  las  partes  lo  pidan,  sin  cuya  petición  no  se  recibirá;  es  decir, 
que  no  está  al  arbitrio  del  Juez  acceder  ó  no  á  la  pretensión  de  los  litigan- 
tes, sino  que  está  obligado  á  recibir  el  pleito  á  prueba. 

Si  las  partes  en  Jos  escritos  de  réplica  y  duplica,  y  por  medio  de  otro- 
síes, han  estado  conformes  en  que  se  falle  el  pleito  sin  más  trámites,  es 
decir,  sin  que  se  abra  el  término  de  prueba,  el  Juez  no  puede,  en  ningún 
caso,  recibir  el  pleito  á  prueba  de  oncio,  lo  que  está  conforme  con  los 
buenos  principios  que  rigen  en  la  materia. 

Si  alguno  se  opusiese  al  recibimiento  del  pleito  á  prueba,  dice  el  pár- 
rafo 2®  del  artículo,  señalará  (el  Juez)  dia  para  la  vista  sobre  el  recibimien- 
to á  prueba;  y  oyendo  en  este  acto  á  los  defensores  de  las  partes,  si  se 
presentasen,  determinará  lo  que  estime  procedente. 

El  precepto  de  la  antigua  ley,  que  ya  hemos  dicho  que  es  el  mismo  de 
la  moderna,  vino  á* cortar  un  abuso  que  habia  nacido  á  pretexto  de  oscu- 
ridad en  este  punto.  En  muchos  Juzgados,  aun  cuando  las  partes  estuvie- 
ran conformes  en  abrir  el  pleito  á  prueba  ó  una  de  ellas  se  opusiese,' solian 
los  Jueces  llamar  los  autos  con  citación;  y  pedido  el  señalamiento  de  vis- 
ta por  las  partes,  ignorando  éstas  si  el  Juez  iba  á  resolver  sobre  la  prueba 
ó  sobre  el  fondo  del  pleito,  los  Letrados  trataban  ambas  cuestiones.  Se^un 
el  precepto  moderno,  no  cabe  ya  vista  sobre  el  recibimiento  á  prueba  sino 
en  el  único  caso  en  que  haya  oposición  por  algunos  de  los  litigantes.  Si 
esto  ocurre,  viene  á  suscitarse  un  incidente  de  previo  pronunciamiento  que 
debe  fallarse  con  suspensión  del  negocio  principal. 

De  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ha  de  nacer  la  conformidad  ó  la 
oposición  del  recibimiento  á  prueba,  y  de  esos  escritos  el  incidente  previo. 
Si  el  demandante  en  el  otrosí  de  su  escrito  de  réplica  ha  pedido  el  recibi- 
miento á  prueba  ,y  el  demandado  en  el  de  duplica  se  opone  á  ella,  ó  vice- 
versa, aguél  ha  pedido  que  se  falle  el  pleito  sm  necesidad  de  prueba  y  és- 
ta la  solicita,  en  cualquiera  de  estos  dos  casos,  queda  formalizada  la  opo- 
sición, y  entonces  el  Juez  deberá  señalar  dia  para  la  vista  del  incidente  y 
en  dicho  acto  oirá  á  los  defensores  de  las  partes  si  se  presentasen.  Si  na 
hubiesen  comparecido  á  la  hora  designada  se  dará  el  acto  por  terminado^ 
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sin  necesidad  de  nuevo  señalamiento,  pues  el  artículo  dice  que  se  les  oirá 
en  dicho  actOy  y  sólo  podrá  tener  lugar  nuevo  señalamiento  cuando  á  pe- 
tición de  parle  se  hubiera  suspendido  la  vista. 

El  artículo  conclujre  como  el  de  la  ley  anterior,  diciendo  que  el  Juez 
determinará  lo  que  estime  procedente.  Es  decir,  que  se  deja  al  arbitrio  ju- 
dicial el  otorgar  ó  denegar  en  este  caso  el  recibimiento  á  prueba.  Como 
este  no  prejuzga  la  cuestión  de  utilidad  ó  inutilidad  de  los  medios  de 
prueba  de  que  las  partes  pueden  valerse,  los  Jueces  deben  inclinarse  más 
á  otorgar  la  prueba  que  á  denegarla,  si  su  improcedencia  no  es  desde  lue- 
go manifiesta. 

Art.  551.  El  auto  en  que  se  otorgare  el  recibimiento  á  prue- 
ba no  será  apelable:  el  en  que  se  denegare,  lo  será  en  ambos 
efectos.  {Leyant,,  art,  258.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  jnisma  que  la  del  258  de  la  ley 
anterior,  sin  más  diferencia  que  llamarse  en  la  ley  moderna  auto  á  la  re- 
solución del  Juzgado  á  (jue  se  refiere  el  artículo  anterior,  y  que  en  la  ley 
antigua  se  llamaba  previdencia.  La  lógica  está  de  parte  de  la  ley  moder- 
na, pues  no  puede  llamarse  propiamente  providencia  á  lo  que  es  una  sen- 
tencia interlocutoria. 

El  artículo  no  puede  dar  lugar  á  dudas.  El  auto  en  que  se  otorgare  el 
recibimiento  á  prueba  no  será  apelable;  el  en  que  se  denegare  lo  será  en 
ambos  efectos.  Los  dos  preceptos  están  fundados  en  los  principios  de  equi- 
dad y  de  justicia,  favoreciendo  más  á  los  litigantes  en  sus  defensas;  y  por 
eso  hemos  dicho  que  los  Jueces  deben  iíiclinarse  más  á  otorgar  que  á  de- 
negar el  recibimiento  á  prueba. 

El  auto,  como  resolutorio  de  un  incidente,  ha  de  ser  fundado^  y  aun 
cuando  en  el  artículo  no  se  dice  ha  de  dictarse  dentro  de  tercero  dia. 

Jítrisprudencia, — ^Produce  indefensión  la  falta  de  recibimiento  á  prue- 
ba, si  procede.  (40  de  Diciembre  de  1858.) 

No  se  da  recurso  alguno  contra  la  providencia  en  que  se  otorgue  la 
prueba.  (7  de  Mayo  de  4862.) 

Art.  552.  Si  los  litigantes  hubieren  convenido  en  que  se 
falle  definitivamente  el  pleito  siu  necesidad  de  prueba,  man- 
dará el  Juez  tra^r  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  par- 
tes para  sentencia.  /^Ley  afit,,  art.  259.) 

Este  artículo,  igual  al  259  de  la  lev  anterior,  no  puede  dar  lugar  á 
duda  al^na.  Como  las  partes  están  facultadas  por  la  ley  para  renunciar 
el  recibimiento  á  prueba,  y  en  este  caso  el  Juez  no  puede  acordar  esa  di- 
ligencia de  oficio,  si  aquéllas  en  sus  escritos  de  réplica  y  duplica  han  es- 
taSo  conformes  en  que  se  falle  definitivamente  el  pleito,  sin  necesidad  de 
prueba,  no  queda  al  Juez  otra  cosa  que  mandar  traer  los  autos  á  la  vista 
para  sentencia,  con  citación  de  las  partes. 

Art-  553.  El  término  ordinario  de  prueba  se  dividirá  en  dos 
períodos,  comunes  á  las  partes. 

El  primero,  de  20  dias  improrogables,  para  proponer,  en 
uno  ó  varios  escritos,  toda  la  prueba  que  les  interese. 
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El  segundo,  de  30  dias,  también  improrofi^bles,  para  eje* 
catar  toda  la  prueba  que  hubiesen  propuesto  Tas  partes. 

Dentro  de  estos  términos,  el  Juez  concederá  el  que  estime 
suficiente,  atendidas  las  circunstancias  del  pleito,  sin  que 
pueda  bajar  de  10  dias  el  del  primer  período,  ni  de  15-  el  del 
segundo;  pero  los  prorogará  hasta  el  máximum  cuando  algu- 
na de  las  partes  lo  solicitare.  {Ley  a/nt.,  art  262.) 

Este  artículo  está  tomado  del  263  de  la  ley  anterior,  aunoue  con  do- 
labias  alteraciones.  En  él  fija  la  ley  el  término  probatorio  ordinario,  que 
es  el  espacio  de  tiempo  que  se  concede  á  los  litigantes  para  que  practi- 
quen cuantas  diligencias  conduzcan  á  demostrar  y  probar  la  verdad  de  los 
hechos  alegados  y  puestos  en  duda.  El  término  es  legal  6  judicial,  según 
que  lo  determine  la  ley  ó  lo  ñje  el  Juez  dentro  del  mismo  que  la  ley  con- 
cede, subdividiéndose  aquél  en  ordinario  ó  extrardinario\  el  primero  el 
que  se  otorga  como  regía  general  para  los  casos  comunes,  y  el  segundo 
el  que  se  concede  por  razón  de  la  mayor  distancia  del  punto  en  que  han 
de  ejecutarse  las  nruebas. 

Las  leyes  2*,  3*  y  4*,  tít.  10,  libro  W  de  la  Novísima  Recopilación 
reconocían  el  término  llamado  ultramarino^  que  ya  la  ley  anterior  de  En- 
juiciamiento refundió  en  el  extraordinario,  y  que  la  moáema  trata  en  los 
artículos  555  y  556. 

El  que  anotamos  se  ocupa  sólo  del  ordinario,  en  el  que  se  han  intro- 
ducido reformas  y  alteraciones  de  importancia,  con  relación  al  artículo 
correspondiente  de  la  ley  anterior. 

El  art.  262  de  la  anterior  ley  fijaba  el  máximum  del  término  de  prue- 
ba en  60  dias,  cuando  hubiere  de  hacerse  en  la  Península,  islas  adyacen- 
tes ó  pSsesiones  españolas  de  África.  Dentro  de  esos  60  dias,  esos  Jueces 
fijaban  el  término  que,  según  las  circunstancias,  fuera  suficiente,  y  po- 
dían otorgar  próroga  del  término  señalado  por  el  tiempo  que  estimasen 
necesario;  pero  dentro  de  los  60  dias,  si  se  pedia  antes  de  cumplirse. 

El  artículo  de  la  nueva  ley  que  anotamos  divide  el  término  de  prueba  en 
dos  períodos,  comunes  á  las  partes:  el  primero  de  20  dias  improrogables, 
para  proponer  en  uno  ó  varios  escritos  toda  la  prueba  que  á  las  partes  in- 
terese; y  el  segando  de  30  dias,  también  improrogables,  para  ejecutar 
■  todas  las  pruebas  que  hubiesen  propuesto;  y  dentro  de  esos  términos,  el 
Juez  concederá  el  que  estime  suficiente,  según  las  circiinstancias,  sin  que 
pueda  bajar  de  10  dias  el  del  primer  período,  ni  de  45  el  del  segundo; 
pero  los  prorogará  hasta  el  máximum,  cuando  alguna  de  las  partes  lo  so- 
licite. 

En  primer  lugar,  según  la  nueva  ley,  el  máximum  del  término  ordi- 
nario de  la  prueba  es  de  50  dias,  20  para  proponerla  y'^30  para  ejecu- 
tarla, pudiendo  limitarse  esos  períodos,  pero  no  ampliarse,  por  declararse 
explícita  y  terminantemente  improroganles.  Se  ha  suprimido  en  la  mo- 
derna ley  las  palabras  «Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españo- 
las de  África,»  con  relación  al  lugar  ó  punto  donde  se  hubiera  de  ejecu- 
tar la  prueba  en  el  término  ordinario.  Pero  la  nueva  ley,  con  tal  omisión, 
no  ha  querido  decir  que  para  ejecutar  la  prueba  en  las  islas  adyacentes  6 
posesiones  españolas  de  África  haya  que  apelar  al  término  extraordinario 
de.  prueba,  porque  el  art.  555,  que  trata  de  ese  término  extraordinario» 
dice  que  éste  se  otorgará  si  hubiese  de  ejecutarse  alguna  fuera  de  la  Pe- 
nínsula, de  las  islas  adyacentes  ó  de  las  posesiones  españolas  de  África. 
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Luego  la  praeba  que  haya  de  practicarse  dentro  de  la  Península,  islas  ad- 
yacentes y  posesiones  españolas  de  AMca  ha  de  verificarse  en  el  término^ 
ordinario,  con  lo  cual  no  se  ha  innovado  nada  en  esta  parte  por  la  nueva 
ley,  á  pesar  de  la  omisión  de  dichas  palabras. 

La  ley  anterior  no  hacia  división  alguna  en  el  período  máximo  del 
fumino  ordinario  de  prueba,  que  era  de  60  dias,  para  proponer  ó  practi- 
car la  prueba;  la  nueva  ley,  el  período  máximo  de  50  diajs  que  conc^eée, 
lo  divide  en  dos:  20  para  proponerla  y  30  para  ejecutarla. 

Las  leyes  3*  y  33,  lít.  46,  Partida  3*  otorgaban  para  la  prueba  tre^ 
plazos  sucesivos,  de  tres  dias  cada  uno  de  ellos,  si  la  prueba  habia  de  bar- 
cerse  en  la  misma  villa,  de  nueve  si  eu  su  término  ii  otro  punto  cercano, 
de  39  si  «fuere  muy  lueñe  de  aquel  logar,»  jr  de  nueve  meses  si  en  el  ex- 
tranjero. La  4*,  tít.  40,  libro  44  de  la  Novísima  Recopiladon  preceptuó 
que  si  la  prueba  hubiere  de  efectuarse  «de  aquende  los  puertos  fuera  de 
término  de  80  dias,  y  si  allencfe  ios  puertos  de  420,»  cQsposicion  confijv 
mada  por  la  regla  4®  del  art.  48  del  Reglamento  provisional  para  la  ad- 
ministración de  justicia. 

La  ley  Recopilada  que  hemos  citado  declaraba  perentorio  el  término 
de  prueba;  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento,  decia  que  el  término  ordi- 
nario de  prueba  no  podia  exceder  de  los  60  dias,  y  la  ley  moderna,  acep- 
tando el  espíritu  de  aquellos,  declara  que  los  términos  máximos  para  pro- 
poner y  ejecutar  la  prueba  son  improrogables. 

Ahora  bien:  ¿es  suficiente  el  término  de  50  dias  para  proponer  y  eje- 
cutar la  prueba?  Por  regla  general,  no  en  absoluto,  será  bastante  para 
la  que  haya  de  verificarse  en  la  Península,  pero  desde  luego ,  no  lo  será 
para  las  que  deban  practicarse  en  las  islas  adyacentes  ó  en  las  posesiones 
españolas  de  África,  por  las  dificultades  que  ofrecen  las  comunicaciones 
de  la  Península  con  aquellos  puntos. 

Al  comentar  los  Sres.  Manresa  y  Reus  el  artículo  de  la  anterior  ley  de 
Enjuiciamiento,  correspondiente  al  que  anotamos,  creyeron  conveniente 
me  la  ley  hubiera  dejado  subsistente  el  término  de  los  80  dias  de  las  leyes 
Recopiladas  para  las  pruebas  que  hubieran  de  hacerse  en  las  islas  ó  pose- 
^ones  de  África.  Y  cuando  en  vez  de  haberse  ampliado  el  de  60  que  nj^  la 
ley  anterior,  se  restringe  aún  más,  sin  que  pueda  decirse  que  los  medios  de 
comunicación  á  dichos  puntos  sean  hoy  más  rápidos  que  lo  eran  al  dictarse 
aquella  ley,  con  mayor  razón  podrá  decirse  que  ese  término  será  en  mu- 
chos casos,  quizás  en  los  más,  msuficiente  para  ejecutar  las  pruebas,  ol- 
vidándose sin  duda  la  ley  de  aquel  precepto  «que  los  términos  no  sean 
tan  cortos  que  ahoyen  las  defensas  y  puedan  ser  causa  de  que  no  haya 
acierto  en  los  fallos.» 

Al  fijar  la  ley  el  término  ordinario  de  prueba  de  50  dias  como  máxi- 
mo, reconoce  que  no  siempre  será  necesario  todo  ese  tiempo  para  qué  las 
partes  practiquen  la  prueba  que  les  convenga;  y  por  eso  dispone  el  última 
párrafo  de  este  artículo,  que  dentro  de  esos  términos  el  Juez  concederá 
el  que  estime  suficiente,  según  las  circunstancias,  sin  que  pueda  l^jar  de 
40  dias  el  del  primero  ni  de  45  el  del  se^^do,  disposición  que  también  se 
encuentra  en  las  antiguas  leyes.  Es  decir,  que  los  Jueces  no  abrirán  el 

Eleito  á  prueba  por  el  término  máximo,  á  no  ser  que  las  circunstancias, 
ien  por  la  importancia  de  la  prueba  ó  por  la  distancia  así  lo  exijan,  siao 
que  deiitro  de  ese  término  fijaran  uno  menor ,  suficiente  al  efecto,  pero 
prorogable  hasta  el  máximum,  cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicite. 

El  artículo  de  la  ley  anterior,  hablando  de  esa  próroga  del  término 
Judicial,  decia  que  el  Juez  podia  otorgar  la  próroga  dentro  del  máxi- 
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mam,  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse^  La  nueva  ley  ha  suprimido  ese 
ultimo  miembro,  y  no  dice'cuándo  ha  de  pedirse  la  próroga.  Pero  enten- 
demos que  la  omisión  de  la  ley  no  puede  aar  lugar  á  dudas:  que  la  pró- 
roga ha  de  pedirse  antes  que  espire  el  plazo  prudencial  que  ha  concedido 
el  Juez.  En  primer  lugar,  la  prueba  interesa  sólo  á  las  partes,  y  á  ellas 
incumbe  únicamente  manifestar  que  no  les  basta  el  término,  que  se  les 
designó  para  probar  sus  hechos;  y  además,  que  si  la  próroga  se  pidiera 
después  de  fe;iecido  el  término  señalado,  entonces  seria  conceder  un  nue- 
vo término,  y  no  una  próroga,  porque  no  cabe  prorogar  un  término  que 
quedó  roto  desde  el  momento  que  concluyó. 

¿Podrá  pedirse  y  otorgarse  una  sola  próroga  ó  varias  sucesivas,  siem- 
pre dentro  de  la  máxima?  La  ley  guarda  silencio  en  este  punto;  pero  en- 
tendemos que  podrá  hacerse  lo  segundo;  porque  si  hasta  llegar  al  máxi- 
muih  de  la  ley  los  plazos  ó  términos  son  prorogables,  con  sólo  que  las 
partes  ó  una  de  ellas  lo  pida,  en  el  caso  de  pedirse  y  concederse  un  tér- 
mino menor,  podrá  pedirse  próroga  de  él  por  otro,  también  imenor,  del 
roáximun,  que  á  su  vez  es  prorogable,  y  del  cual  puede  también  pedirse, 
y  se  deberá  otorgar  próroga,  pero  siempre  que  se  pida  antes  de  terminar 
el  último  plazo  concedido. 

Respecto  del  término  judicial  para  pedir  próroga,  no  se  necesita  ale- 
gar justa  caysa,  bastando  que  falte  alguna  prueba  por  practicar  y  sea  in- 
suficiente el  término  concedido. 

La  moderna  ley  ha  dejado  en  pié  la  duda  que  suscitó  el  silencio  de  la 
antigua,  respecto  á  si  es  ó  no  apelable  la  providencia  denegatoria  de  la 
próroga  de  término.  Pero  entendemos  que  se  ha  de  resolver  afirmativa- 
mente, porque  la  ley  concede  á  las  partes  un  término  para  practicar  la 
prueba;  y  si  permite  al  Juez  que  pueda  limitarla,  según  fas  circunstancias, 
esa  facultad  no  puede  ser  tan  absoluta  que  esté  en  su  mano  perjudicar  á 
las  partes  con  una  negativa  que  puede  ser  infundada,  y  contra  esa  nega- 
tiva puede  alzarse  el  que  se  crea  perjudicado,  debiendo  admitirse  la  ape- 
lación en  ambos  efectos,  por  ser  análoga  esta  providencia  á  la  denegación 
de  prueba  de  que  habla  el  art.  554. 

La  principal  novedad  del  artículo  que  anotamos,  está  en  la  división 
del  término  máximo  de  50  dias,  en  término  para  proponer  la  prueba'  y 
término  para  practicarla,  y  novedad  que  creemos  na  de  perjudicar  más 
que  favorecer  á  las  partes.  ¿Quiere  decir  la  ley  que  hasta  que  trascurran 
los  primeros  20  dias  de  los  cincuenta  no  se  puede  abrir  el  segundo  período 
de  prueba,  esto  es,  el  que  se  refiere  á  la  práctica  de  las  propuestas?  Pues 
entonces,  en  realidad,  el  término  máximo  para  hacer  la  prueba  sólo  es 
el  de  30  dias;  y  en  ese  caso  sí  que  será  imposible  que  las  pruebas  se  prac- 
tiquen, en  general,  en  la  península,  y  de  toda  imposibilidad  en  las  islas 
adyacentes  y  posesiones  españolas  de  África.  Y  sin  embargo,  el  artículo 
así  lo  da  á  entender,  puesto  que  dice  en  su  párrafo  3^,  que  el  segundo  pe-' 
nodo,  de  30  dias  improrogables,  será  para  ejecutar  toda  la  prueba  que 
hubiesen  propuesto  las  partes.  Y  si  durante  los  primeros  20  dias  puede 
proponerse  prueba,  hasta  que  esos  20  dias  trascurran  no  puede  comenzar 
á  practicarse.  La  división  que  se  ha  hecho  del  período  de  prueba  ha  de 
producir  no  pocas  veces  indefensión.  Ya  que  se  ha  limitado  el  termina 
máximo  de  la  prueba,  ¿qué  razón  hay  para  no  practicar  las  pruebas  con- 
forme se  vayan  proponiendo?  Si  por  virtud  de  la  práctica  de  una  declara- 
ción ó  información  de  testigos,  que  es  un  medio  de  prueba,  la  parte  con- 
traria á  la  que  los  presente  tuviera  que  hacer  una  contra-información  ó^ 
la  práctica  de  alguna  otra  diligencia  de  prueba,  por  la  nueva  ley  no  po^ 
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drá  hacerla,  porque  la  práctica  de  las  pruebas  se  ha  (íe  hacer  después  que 
liaya  trascurrido  el  término  improrogable  para  proponerlas. 

El  término  de  prueha  comienza  á  cori^r  desde  el  día  siguiente  al  de 
ia  notificación  del  anto  en  que  se  recibe  el  pleito  á  prueba;  y  si  fuesen 
varias  partes,  desdé  el  siguiente  al  de  la  última  notificación,  descontán- 
dose losdias  en  que  no  puedan  tener  lugar  actuaciones  judiciales;  y  el 
término  es  común  á  los  litigantes,  lo  mismo  que  las  prórogas. 

Art.  554.  No  podrán  suspenderse  los  términos  expresados 
en  el  artículo  anterior,  sino  por  fuerza  mayor  que  impida  pro- 
poner ó  practicar  la  prueba  dentro  de  ellos. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  término  extraordinario  de 
prueba  de  que  tratan  lo&  artículos  siguieiites. 

Este  artículo,  tal  como  está  redactado;  es  nuevo,  con  relación  á  la  anti- 
gua ley,  aunque  su  espíritu  se  consipiaba  en  el  art.  274  de  esta.  Disponía 
dicho  artículo  que  ni  el  término  ordmario  ni  el  extraordinario  de  prueba 
podían  suspenderse,  sino  con  justa  causa,  á  juicio  del  Juez,  y  bajo  su  res- 
ponsabilidad, expresándose  la  causa,  caso  de  suspensión,  que  hubiere  para 
nacerlo.  El  artículo  que  anotamos  dice  que  no  podrán  suspenderse  los  tér- 
^misiios  ordinarios,  expresados  en  el  artículo  anterior,  precepto  que  después . 
amplia  á  los  extraordinarios,  sino  por  fuerza  mayor,-  que  impida  proponer 
praclicaí?  la  prueba  dentro  de  ellas.  El  artículo,  pues,  de  la  nueva  ley  es 
más  terminante,  puesto  que  ya  no  se  funda  en  la  alegación  de  justa  causa, 
precepto  demasiado  lato,  smo  en  caso  de  fuerza  mayor,  más  fácil  de 
comprender  y  apreciar;  y  por  otra  parte,  se  ha  eximido  al  Juez  de  la  res- 
ponsabilidad, caso  de  otorgar  la  suspensión,  responsabilidad  que  vemos 
con  gusto  haya  desaparecido,  pues  sólo  servia  para  que  los  Jueces  no 
otorgaran  la  suspensión,  aun  siendo  en  muchos  casos  justa,  por  temor 
de  que  se  les  exigiera  de  mala  fé. 

La  suspensión  del  término  probatorio  no  fué  autorizada  por  nuestras 
leyes  antiguas,  sino  por  la  costumbre,  que  adquirió  fuerza  legal  en  el  Re- 
glamento provisional,  que  la  autorizaba  bajo  la  responsabilidad  de  los 
Jueces  por  causa  de  manifiesta  necesidad,  de  lo  que  en  verdad  se  abusó 
mucho  con  el  fin  de  alargar  los  pleitos,  abuso  que  cortó  la  Instrucción  de 
30  dé  Setiembre  de  1863;  pero  que  por  seguir  el  adagio  «celeridad  en  la 
marcha,  economía  en  los  gastos,»  vino  á  dar  en  el  extremo  contrario, 
creando  los  inconvenientes  de  una  indefensión.  La  antigua  ley  (}e  Enjui- 
ciamiento se  colocó  en  un  terreno  medio  y  equitativo,  sin  olvidar,  al  par 
que  la  celeridad,  la  justicia. 

La  ley  moderna,  lo  mismo  que  la  anterior,  no  marca  sustanciacion  al- 
guna para  conceder  ó  denegar  la  suspensión  del  término  probatorio,  ni 
dice  nada  de  dar  audiencia  á  la  parte  contraria,  como  establece  después 
para  la  concesión  ó  denegación  del  término  extraordinario,  lo  cual  supone 
^e  cuando  el  Juez  acceda  á  la  suspensión,  no  podrá  apelarse  de  su  pro- 
videncia, y  se  deja  á  su  arbitrio  la  apreciación  del  caso  y  el  otorgamiento 
-de  la  suspensión,  lo  que  está  en  consonancia  con  los  artículos  551  y  567. 
Pero  cuando  la  providencia  sea  denegatoria^  entendemos  que  es  apelable 
en  ambos  efectos,  pues  como  ya  hemos  dicho,  equivale  á  la  denegación  de 
prueba,  contra  la  cual  concede  el  art.  551  esa  apelación. 

Para  el  efecto  de  la  suspensión,  no  distingue  la  ley  el  término  judicial 
-del  legal,  pero  entendemos  que  se  refiere  al  segundo.  La  ley  peripite  que 
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pueda  suspenderse  el  término  de  prueba,  porque  prevee  un  caso  de  fuerza« 
mayor,  y  en  ese  caso,  la  equidad  aconseja  la  suspensión,  hasta  que  des^ 
aparezca  el  obstáculo  y  pueda  practicarse  la  prueba  propuesta.  Se  compren- 
de, pues,  que  no  cabe  pedir  suspensión  del  término  judicial,  porque  antes 
de  apelarse  á  ese  remedio  extraordinario,  tiene  la  parte  en  su  mano  acudir- 
ai  ordinario  de  pedir  próroga  por  todo  el  término  legal,  y  sólo  después  de 
pedida  y  otorgada  la  próroga  si  continuase  el  obstáculo,  por  virtud  de  la 
raerza  mayor,  y  el  término  legal  no  fuere  bastante,  podrá  pedirse  la  sus- 
pensión. 

Tampoco  dice  la  ley  desde  cuándo  ha  de  comenzar  la  suspensión,  pero- 
parece  indudable  que  desde  el  dia  en  que  se  presente  la  solicitud,  ya 
porque  así  lo  tenia  establecido  la  jurisprudencia,  ya  también  porque  si  se 
aguardase  á  la  notificación  del  auto,  en  que  se  otorgue,  sería  en  muchos 
casos  inútil,  en  razón  á  haber  trascurrido,  mientras  tanto,  los  dias  que- 
faltaban  para  llegar  al  máximum  de  la  ley,  y  ya  no  es  posible,  bajo 
ningún  pretexto,  ni  aun  por  vía  de  restitución,  abrir  el  término  de 
prueba. 

Al  prohibir  la  ley  la  suspensión  del  término  probatorio,  salvo  el  caso- 
de  fuerza  mayor,  se  refiere  únicamente  á  la  petición  que  para  el  objeto  de 
probar  interpongan  las  partes,  por  no  quedarles  tiempo  suficiente  para  prac- 
ticar las  pruebas;  porque  si  sobre  cualouiera  otro  punto  que  no  sea  el  de 
practicar  las  pruebas,  se  promoviese  algún  incidente  de  previo  pronuncia- 
miento, se  sustanciará  en  la  misma  pieza  de  autos,  quedando ,  entretanto,, 
en  suspenso  el  término  de  prueba,  mientras  se  resuelve  ese  incidente. 

Durante  la  suspensión  no  puede  practicarse  ninguna  diligencia  de~ 
prueba,  bajo  pena  de  nulidad,  como  practicada  fuera  del  término  legal. 

.    Art.  555.  El  término  extraordinario  de  prueba  se  otorgará 
8i  hubiere  de  ejecutarse  alguna  fuera  de  la  Península,  de  las^ 
islas  adyacentes,  ó  de  las  posesiones  españolas  de  África.  {Lerf 
ant:,  art.  263.) 

Art.  556.  El  término  extraordinario  será; 
De  cuatro  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  ea- 
Europa  ó  islas  Canarias. 

De  seis,  si  en  las  Antillas  españolas. 

Y  de  ocho,  si  en  los  continentes  de  América,  África  ó  asá- 
calas de  Levante,  en  Filipinas  ó  en  cualquiera  otra  parte  de¥ 
mundo.  {Ley  ant.^  art,  264.) 

Art.  557.  Para  que  pueda  otorgarse  el  término  extraordi- 
nario de  prueba,  se  requiere: 

1**  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en. 
que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba.. 

2°  Que  los  hechos  que  se  quieran  probar  fuera  de  la  Penín- 
sula, Islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África,  hayatt 
ocurrido  en  el  país  donde  se  intente  hacer  la  prueba. 

3**  Que,  cuando  la  prueba  haya  de  ser  testifical,  además  dé- 
lo que  previene  el  art.  640,  se  indique  la  residencia  de  los  tes- 
tigos que  hayan  de  ser  examinados. 

4®  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prueba  documental,., 
los  archivos  donde  sé  hallen  los  documentos  que  hayan  de?-* 
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testimoniarse,  y  que  sean  éstos  conducentes  al  pleito.  {Ley  an» 
terior^  art,  265.) 

Art.  558.  También  deberá  otorgarse  el  término  extraordi- 
nario, aunque  los  hechos  hayan  tenido  lugar  en  la  Península 
é  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  en  África,  ruando 
los  testigos  que  sobre  ellos  deban  declarar  se  hallaren  en  cual- 
quiera de  los  puntos  designados  en  el  art.  556. 

En  este  caso  habrán  de  expresarse  en  la  solicitud  los  nom- 
bres y  residencia  de  los  testigos.  {Ley  ant.,  art,  266.) 

El  examen  de  los  cuatro  artículos  acabados  de  consignar,  hace  ver, 
como  oportunamente  advertian  los  Sres.  Manresa,  Miquel  y  Reus  al  co- 
mentar los  concordantes  de  la  ley  anterior,  que  con  ligeras  diferencias 
decían  lo  mismo,  que  estos  encierran  dos  pensamientos  capitales,  á 
saber: 

4**  Determinar  los  casos  en  que  procede  la  concesión  del  término  ex- 
traordinario de  prueba. 

Y  %^  Señalar  la  duración  de  dicho  término,  según  el  lugar  en  que  ha 
de  practicarse  aquella. 

En  cuanto  al  primer  punto,  se  consigna  en  el  art.  55o,  un  principio 
general  del  que,  como  anadian  los  autores  citados,  se  deduce  que  no  sólo 
debe  concederse  el  término  extraordinario  de  prueba  cuando  lo  que  se 
quiera  probar  haya  ocurrido  fuera  de  los  puntos  indicados,  y  allí  existan, 
por  esa  razón,  los  medios  para  ello,  sino  también  cuando  á  pesar  de  haber 
tenido  lugar  los  hechos  en  la  Península,  Islas  adyacentes  ó  posesiones  de 
África  se  encontrasen  los  medios  de  prueba  en  otros  puntos  diferentes;  y 
además  han  de  concurrir  los  siguientes  requisitos  que  explicaremos  ai 
tiempo  de  exponer: 

\^  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  dios  siguientes  al  en  que  se  hubie- 
re fwtijlcado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba,  —  Esta  es  una  precau- 
ción que  la  ley,  toma  con  el  fin  de  evitar  los  abusos  que  de  lo  contrario 
cabrian,  pidiéndose  la  concesión  del  término  extraordinario  cuando  ya 
estuviera  para  fenecer  el  ordinario;  y  la  prescripción  no  es  nueva,  porque  • 
previendo  ya  esos  abusos  preceptuaron  las  leyes  recopiladas  «  que  cual- 
quiera de  las  partes  que  quisiere  pedir  término  Ultramarino  para  hacer 
Erobanza,  lo  pida  juntamente  con  el  término  ordinario  luego  ;  y  que  no 
abiendo  pedido  el  dicho  término  ultramarino,  según  dicho  es,  no  le  pue- 
da después  ser  concedido.»  Es  sensible,  sin  embargo,  que  la  nueva  ley  no 
haya  resuelto  explícitamente  una  dificultad  que  nace  del  precepto  que 
examinamos,  que  ya  hacian  notar  los  comentadores  de  la  ley  anterior  y 
sobre  la  cual  no  sabemos  que  haya  declarado  nada  terminante  la  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo.  Nos  referimos  á  la  de  que  estando  facul- 
tados los  litigantes  para  alegar  hechos  de  notoria  influencia  en  el  pleito, 
ocurridos  después  de  presentar  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  ó  ante- 
riores de  que  no  tuvieran  conocimiento,  lo  cual  pjeden  hac^r  por  medio 
de  los  escritos  de  ampliación  que  se  han  de  presentar  durante  el  primer 
período  de  prueba  del  término  ordinario  (art.  503). no  se  sabe  si  cuando  la 
prueba  de  esos  hechos  haya  de  ejecutarse  en  punto  diferente  de  la  Penín- 
sula, Islas  adyacentes  y  posesiones  españolas  de  África,  cabrá  pedir  en- 
tonces la  concesión  del  término  extraordina  rio  Ningún  precepto  hay 
^ue  prevea  este  caso  y  Amplíe  ó  modifique  la  terminante  disposición  de 
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que  el  término  extraordinario  ha  de  solicitarse  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  en  que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prue- 
ba, y  aunque  lo  justo  y  lo  lógico  sería  que  en  el  referido  caso  se  pudiese 
pedir  después,  fuerza  será  decir,  con  otros  autores,  que  no  es  posible  á  no 
violentar  la  ley  y  que  al  litigante  no  le  queda  otro  recurso  cpe  utilizar  el 
medio  de  prueba  en  la  segunda  instancia,  con  arreglo  á  la  dispuesto  en  el 
artículo  862. 

%^  Que  los  hechos  que  se  quieran  probar  fuera  de  la  Península,  islas 
adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África  hayan  ocurrido  en  el  país 
donde  se  intente  hacer  la  prueba. — Esta  prescripción  parece  contradecir  el 
precepto  general  consignado  en  el  art.  555,  pues  según  éste,  el  térmiao 
extraordinario  de  prueba  se  otorgará  si  hubiere  de  ejecutarse  alguna  fue- 
ra de  los  puntos  indicados,  y  ahora  resulta  que  es  preciso  que  los  hechos 
que  se  quieran  probar  hayan  ocurrido  en  el  país  donde  se  intente  hacer  la 
prueba.  La  contradicción,  sin  embargo,  no  existe,  porque  los  número» 
todos  del  art.  557  y  el  558  están  consagrados  á  desenvolver  aquel  precep- 
to general,  y  si  bien  se  limitan  al  establecer  condiciones  para  que  pueda 
concederse  el  término  extraordinario,  es  lo  cierto  que  examinados  unos  y 
otros  se  ve  que  consienten  la  concesión,  no  sólo  cuando  los. hechos  que 
se  quieran  probar  hayan  ocurrido  en  el  punto  en  que  se  intente  hacer  la 
prueba,  sino  también  cuando  los  hechos  hayan  tenjdo  lugar  en  la  Penín- 
sula é  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África  cuando  los  testi- 
gos que  sobre  ellos  deban  declarar  se  hallaren  en  el  país  ó  punto  de  que 
se  trate  (art.  558.) 

De  esto  se  deduce,  pues,  que  la  ley  reconoce  dos  casos  diferentes:  uno 
en  que  habiendo  tenido  lugar  los  hechos  en  distinto  sitio  de  los  enuncia- 
dos en  el  art.  555  pueden  utilizarse  todos  los  medios  de  prueba;  y  otro 
en  que  habiendo  ocurrido  en  dichos  puntos  puede  utilizarse  la  de  testígos 
si  éstos  no  residen  en  ellos.  (Véase  lo  que  decimos  sobre  el  nüm.  5®.) 

3®  Que  miando  la  prueba  haya  de  ser  testifical,  además  de  lo  quepre  - 
viene  el  art,  640,  se  imdique  la  residencia  de  los  testigos  que  hayan  de 
ser  examinados. — El  objeto  de  esta  disposición  es  el  de  que  el  Juez  pue- 
da fijar  el  térmico ,-  dentro  del  cual  deba  examinarse  á  los  testigos  y  diri- 
gir, por  la  forma  y  conducto  debidos,  el  exhorto  que  con  ese  fin  hanrá  de 
librarse,  pues  según  se  lee  en  el  art.  556,  el  término  extraordinario  de 
prueba  varía  entre  cuatro  y  ocho  meses,  según  el  punto  de  que  se  trate, 
y  con  arréelo  ú  art.  300,  los  exhortos  á  países  extraños  deben  dirigirse 
por  el  conducto  y  forma  establecida  en  los  tratados;  á  falta  de  éstos,  en 
la  que  determinen  las  disposiciones  generales  del  Gobierno,  y  est^dose 
en  todo  caso  al  principio  de  reciprocidad. 

En  el  precepto  que  examinamos,  copiado  de  la  ley  anterior,  se  ha  aña- 
dido á  lo  que  en  ésta  constaba,  que  se  cumplirá  lo  prescrito  en  el  art.  640, 
además  de  indicar  la  residencia  de  los  testigos  que  deban  ser  examinados, 
y  en  dicho  art.  640  se  determina  que  dentro  de  los  iO  dias  siguientes  al 
de  la  notificación  de  la  providencia,  admitiendo  dicha  prueba,  presentará 
la  parte  interesada  la  lista  de  los  testigos  de  que  intente  valerse,  expre- 
sando el  nombre  y  apellido  de  cada  uno  de  ellos,  su  profesión  li  oficio ,  sa 
vecindad  y  las  señas  de  su  habitación,  si  le  constase;  que  las  listas  po- 
drán adicionarse  dentro  del  término;  que  de  ellas  se  dará  copia  á  la  parte 
<i  partes  contrarias;  y  que  no  podrán  ser  examinados  otros  testigos  que 
los  comprendidos  en  las  mismas.  A  nuestro  juicio,  esto  es  exigir  un  lujo 
de  formalidades  de  difícil  cumplimiento,  y  gue  bien  puede  acarrear  per- 
juicios, porque  tratándose  de  hechos  ocurridos  fuera  de  la  Península,  is- 
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tas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de'  África,  ocumrá  muchas  veces 
que  la  parte  que  pida  la  praeba  ignorará  el  nombre  y  demás  circunstan- 
cias que  se  prescriben  de  los  testigos,  y  si  en  ese  caso  no  se  le  admite  la 
proposición  de  prueba  por  no  llenar  ó  cumplir  tales  re(piisitos,  puede  ve- 
nir á  quedar  indefenso.  Y  tanto  más  cierto  es,  que  se  exige  por  la  disposi- 
ción que  examinamos  un  verdadero  lujo  de  formalidades,  cuanto  que  para 
el  caso  de  que  habiendo  tenido  lugar  los  hechos  en  la  Península,  islas  ad- 
yacentes ó  posesiones  españolas  de  África,  que  ya  es  más  fácil  sepa  la 
parte  las  circunstancias  todas  de  los  testigos,  se  limita  la  ley,  incurrien- 
ao  en  una  inconsecuencia,  á  prescribir  que  se  exprese  en  la  solicitud  los 
nombres  y  residencia  de  los  testigo^. 

En  nuestro  sentir,  cuando  oidas  las  partes,  demuestre  la  que  haya  pe- 
dido la  prueba  ^ue  la  es  imposible  dar  los  detalles  que  el  art.  640  deter- 
mina, se  podrá  intentar  la  práctica  de  aquella  con  sólo  que  se  sepa  la 
residencia  de  los  testigos;  á  lo  menos  esto  responde  á  la  naturaleza  mis- 
ma de  la  prueba  de  que  se  trata. 

4**  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prueba  documental,  los  archi- 
vos donde  se  hallen  los  documentos  que  hayan  de  testimonia7*se  y  que  sean 
éstos  conducentes  al  pleito,  —  Respecto  de  este  precepto,  no  tenemos  que 
decir  más  que  lo  que  ya  han  expuesto  los  comentadores  de  la  ley  anterior, 
á  saber:  que  aun(pie  parece  limitarse  á  los  documentos  que  hayan  de  testi- 
moniarse^ no  puede  menos  de  extenderse  á  los  demás  casos,  porque  no  hay 
raaon  para  que  no  pw-oceda  la  concesión  del  término  extraordinario  cuan- 
do, impugnada  expresamente  su  autenticidad  ó  su  exactitud  por  la  parte  á 
quien  perjudiquen,  debe  procederse  á  su  reconocimiento  ó  su  cotejo  (sa*- 
tícuio  597);  y  que  huelga  la  prescripción  de  que  ha  de  tratarse  de  docu- 
mentos conilucentes  al  pleito,  porque  en  el  art.  566  se  concede  á  los  Jue- 
ces la  facultad  de  repeler  de  oficio  las  pruebas  que  estime  impertinentes  ó 
inútiles,  y  entre  éstas  tienen  que  contarse  los  documentos  qué  no  condu- 
cen al  objeto  del  litigio. 

5®  Q;ue  cuando  los  hechos  hayan  tenido  lugar  en  la  Península  é  islas 
adyacentes  aposesiones  españolas  de  África  y  los  testigos  que  sobre  ellos 
dehan  decla/rar  se  hallaren  en  cualquiera  de  los  puntos  designados  en  el 
art  556,  se  expresarán  en  la  solicitud  los  nombres  y  residencia  de  dichos 
te$tii¡os. 

Ésta  prescripción  se  halla  contenida  en  el  art.  558,  y  sobre  ella,  des- 
pués de  lo  que  hemos  manifestado  al  tratar  de  las  antenores,  nada  tene- 
mos que  decir.  La  ley,  admitiendo  la  posibilidad  de  que  los  testigos  mu- 
den de  residencia  y  se  marchen  fuera  de  la  Península,  islas  adyacentes 
ó  posesiones  españolas  en  África  después  de  ocurrir  los  sucesos,  admite 
también  la  concesión  del  término  extraordinario  en  este  caso;  y  lo  limita 
á  éste  por  ser  el  único  en  que  frecuentemente  puede  estar  el  medio  de 
prueba  de  un  hecho  acaecido  en  un  país  determinado,  en  otro  distinto. 
Nosotros,  sin  embargo,  hubiéramos  visto  con  gusto  alguna  más  latitud, 

nue  en  muchas  ocasiones  los  documentos,  por  ejemplo,  origen  y  raíz 
)ntratos  celebrados  en  los  puntos  que  designa  el  art.  555,- pueden  es- 
tar fuera  y  entonces  convendria  que  pudiera  concederse  el  término  ex- 
traordinario. 

Estos  son  los  re^isilos  todos  que  desde  la  anterior  ley  viene  exigién- 
dose para  la  concesión  y  á  su  más  libero  examen  se  comprende  que  son 
algún  tanto  diferentes  de  los  que  exigua  la  jurisprudencia  antigua,  pues 
seffun  ésta  era  preciso:  4®,  que  el  término  extraordinario  se  pidiera  con  el 
ordinario:  2®,  que  se  expresaran  los  nombres  y  apellidos  y  residencia  de 
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los  testigos,  justificando  dentro  de  treinta  dias,  no  sólo  que  aquellos  se 
hallaban  en  el  lugar  designado,  sino  que  al  acontecer  el  necho  litigioso 
estaban  en  el  que  sucedió:  3**,  que  se  jurase  que  no  se  pedia  el  término 
con  malicia;  y  4^,  que  se  depositara  la  cantidad  que  el  Juez  estimase  bas- 
tante para  los  gastos  que  el  colitigante  hiciera  en  ir  á  presenciar  el  jura- 
mento de  testigos,  cotejos,  etc.,  ó  comisionar  persona  al  efecto;  depósito 
que  debia  perderse  si  no  se  probaban  los  hechos  alegados  (leyes  2*,  3*  y 
4*,  título  10,  lib.  44,  Nov.  Rec. — Caravantes,  autor  citado).  Al  comentar 
el  artículo  562  nos  ocuparemos  en  el  último  de  estos  requisitos. 

El  segundo  pensamiento  que  hemos  dicho  encierran  los  artículos  que 
examinamos  es  el  referente  á  la  duración  del  término,  y  sobre  este  punto 
el  art.  556  dispone:  que  será  de  cuatro  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la 
prueba  en  Europa  ó  islas  Canarias;  de  seis  si  en  las  Antillas  españolas,  y 
de  ocho  si  en  los  continentes  de  América,  África  ó  escalas  de  Levante,  en 
Filipinas,  ó  en  cualquiera  otra  parte  del  mmido.  Es  decir  que  la  nueva  ley 
acepta  lodos  los  términos  establecidos  por  la  anterior,  menos  el  relativo  i 
Filipinas  ó  cualquiera  otra  parte  del  mundo  no  designada,  que  lo  reduce  á 
ocho  meses  de  uñ  año  en  que  consistía.  En  este  punto  es  de  creer  que  el 
Legislador  no  haya  procedido  sin  atender  á  los  medios  de  comunicación 
de  que  ho^r  se  dispone  y  á  las  lecciones  de  la  experiencia  y  cuanto  dijéra- 
mos fuera  inútil.  La  misma  práctica  se  encargará  de  demostrar  en  adelan- 
te si  los  términos  antedichos  son  ó  no  reducidos. 

Pero  la  ley  actual  no  ha  resuelto  expresamente  si  siempre  hay  que  con- 
ceder todo  el  término  ó  queda  al  arbitro  judicial  otorgs^r  más  ó  menos 
dentro  del  señalado,  en  atención  á  la  distancia  y  medios  de  comunicación 
con  el  punto  de  que  se  trate,  y  á  la  manera  de  lo  que  queda  dispuesto  para 
el  término  ordinario.  Esta  falta,  pues,  podrá  nuevamente  dar  lugar  á  da- 
das, y  para  resolverlas  habrá  que  tener  en  cuenta  la  jurisprudencia  y  la 
costumnre.  * 

Tampoco  expresa  si  el  término  extraordinaiio  es  ó  no  improrogable;  de 
modo  que  en  consideración  á  lo  ordenado  en  el  art.  306  puede  y  debe  te- 
nerse por  prorogable;  pero  como  por  otra  parte  parece  que,  habiendo  he- 
cho improrogable  el  ordinario,  }[  dispuesto  en  el  art.  554  en  consonancia 
cou'el  344  que  se  refiere  á  los  mismos  im|}rorogables,  que  ni  el  ordinario 
ni  el  extraordinario  podrán  suspenderse  sino  por  fuerza  mayor  que  impi- 
da proponer  ó  practicar  la  pruena  dentro  de  ellos,  debe  considerarse  im- 
prorogable al  extraordinario,  há  lugar  á  dudar  sobre  cuál  es  lo  verdadero. 
Dicha  duda  también  deberá  resolverse  por  lo  que  la  jmisprudencia  y  la 
costumbre  tienen  establecido,  y  en  último  extremo  considerándole  proro- 
gable con  arreglo  al  art.  306  y  de  conformidad  con  la  opinión  general 
de  los  autores. 

Por  último,  creemos  conveniente  advertir  que  cuando  la  prueba  haya 
de  practicarse  en  Portugal  y  en  Gibraitar  procede  el  término  extraordi- 
nano,  pues  aunque  los  artículos  que  comentamos  dicen  que  se  otorgará 
cuando  hubiere  de  ejecutarse  fuera  de  la  Península,  es  indudable  que  se 
quiere  decir  de  territorio  español.  Fuera  de  éste  hay  que  recurrir  á  la 
vía  diplomática  para  practicar  las  diligencias,  y  esta  circunstancia  haría 
injusto  que  tratándose  de  países  extraños-  se  concediera  sólo  el  término 
ordinario.  Los  artículos  430  y  432  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercaii^, 
de  que  en  este  punto  tomó  sus  disposiciones  la  de  Enjuiciamiento  civil 
anterior,  expresaban  claramente  lo  que  acabamos  de  inaicar. 

Art.  559.  De  la  pretensiou  que  se  dedujere  para  que  se 
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'«onceda  el  tármino  extraordinario,  se  dará  traslado  "por  tres 
•tiias  improrogables  á  la  parte  contraria,  y  sin  más  trámites  se 
fallará  el  artículo.  {Ley  ant.,  art,  267.) 

£n  este  se  reducen  notablemente  los  trámites  que  hasta  ahora  habi» 
•tjue  seguir  para  resolver  el  incidente,  pues  el  concordante  de  la  ley  an- 
terior, después  de  prescribir  el  traslado  por  tres  dias  improrogables  á  la 
parte  contraria,  añadía:  «y  dando  copia  de  lo  que  dijere  á  la  (fue  lo  hubie- 
re solicitado,  se  fallará  el  artículo,  oyendo  á  los  defensores  si  se  pidiere.» 
Hoy  ya  no  habrá  más  que  dar  traslado  á  la  parte  contraria  por  tres  dias 
improrogables  y  evacuado  éste,  ó  á  solicitud  de  la  otra  parte  si  no  se 
-evacúa  en  el  término  (art.  521),  ó  bien  se  recogerán  los  autos  por  la  vía  de 
apremio  (art.  308>  ó  dictará  auto  el  Juez  (y  en  el  c^so  d^  haberse  recogido 
Jos  autos  también)  dentro  de  cinco  dias  (art.  758). 

Dado  el  carácter  del  incidente  y  las  facultades  concedidas  al  Juez  para 
repeler  de  oficio  las  pruebas  que  estime  impertinentes  é  inútiles,  nos  pa- 
rece acertada  la  reforma,  pues  basta  que  se  oiga  á  las  dos  partes  para  que 
el  Juez  pueda  resolver  con  acierto,  y  además  porque  con  arreglo  al  artícu- 
lo siguiente  que  ahora  examinaremos,  tanto  el  auto  en  que  se  otorgue 
•^^^como  el  en  que  se  deniegue  el  término  extraordinario,  son  apelables. 

Art.  560.  El  auto  en  que  se  otorgue  ó  se  deniegue  el  tér- 
^*inino  extraordinario  sólo  será  apelable  en  un  efecto.  fLey  ant,y 
^rt.  268.;         .  . 

También  en  este  artículo  se  introduce  una  importante  reforma  con  res- 
pecto á  su  concordante  de  la  ley  anterior,  pues  por  ésta  la  providencia  en 
•que  se  otorgaba  el  término  extraordipario  era  apelable  sólo  en  el  efecto 
devolutivo,  y  la  en  que  se  denegaba  en  ambos  eiéctos;  mas  esta  reforma 
no  la  creamos  conveniente.  Que  cuando  se  otorga  el  término  extraordina- 
rio sea  apelable  en  un  solo  efecto  se  comprende,  porque  tanto  por  la  con- 
veniencia de  no  reprimir  lo  que  á  la  alegación  y  práctica  de  pruebas  se 
refiere,  cuanto  porque  á  la  parte  contraria  no  se  la  pueden  irrogar  perjui- 
cios ganando  la  apelación,  procede  que  el  término  extraordinario  empiece 
>-á  correr  desde  luego,  mucho  más  debiendo  correr  con  arreglo  art.  561  al 
^  mismo  tiempo  que  el  ordinario.  Pero  cuando  él  término  extraordinario  se 
^deniega,  debiera  ser  apelable  el  auto  en  ambos  efectos,  porque  siéndolo  en 
«no  sólo,  como  ahora  se  dispone,  el  pleito  seguü-á  corriendo;  y  si  la  apela- 
ción es  ganada  por  la  parte  que  la  interponga,  habrá  que  volverle  al  es- 
tado de  prueba  y  resultará  un  perjuicio  evidente  para  ambos  litigantes  y 
con  especialidad  para  la  referida  parte  apelante. 

Art.  561.  El  términ  o  extraordinario  de  prueba  correrá  al 
mismo  tiempo  que  el  ordinario  ;  pero  empezará  á  contarse  des- 
de el  dia  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  en  que  se  hu- 
'biere  otorgado.  {Ley  ant.y  art,  269.) 

Hacía  falta  que  la  ley  expresara  lo  que  en  el  primer  precepto  de  este 
artículo  consigna,  pues  si  se  sancionase  la  práctica  contraria,  si  se  consi- 
derasen incompatibles  uno  y  otro  término  y  hasta  que  concluyera  el  ordi- 
vnario  no  empezase  á  correr  el  extraordinario,  se  alargarían  inútilmente  los 
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pleitos  y  se  causarían  no  pocos  perjuicios  en  multitud  de  ocasiones.  Asv 
es  que  el  principio  referido,  consignado  en  la  ley  4*,  tít.  40  de  ia  Novísi- 
ma Recopilación,  fué  aceptado  por  la  anterior  de  Enjuiciamiento  y  lo  ha 
sido  por  la  actual  que  á  la  vez,  y  para  allanar  el  camino  y  que  no  ofrezca 
dificultad  el  cumplimiento  de  tan  justo  precepto,  determina  lo  de  que  el 
término  extraordinario  se  solicite  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en 
que  se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba  (art.  657), 
y  aun  lo  de  que  el  auto  en  que  se  otorgue  sea  apelable  en  un  solo  efecto 
(art.  560). 

Pero  lo  que  no  sucede  es  que  empiecen  á  contarse  en  el  mismo  dia. 
El  término  ordinario  empieza  á  contarse  al  siguiente  de  notificado  el  auto 
en  qtie  se  reciba  el  pleito  á  prueba,  y  el  extraordinario,  según  dispone  el 
mismo  artículo  que  examinamos,  desde  el  dia  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción del  auto  en  qae  dicho  término  se  hubiere  otorgado. 

Y  aunque  ambos  términos  corren  juntos,  es  también  de  advertir,  que 
en  cada  uno  tiene  que  practicarse  su  correspondiente  prueba,  de  modo  que» 
según  dicen  ciertos  autores,  muchas  veces  nombrados,  finalizado  el  prime- 
ro, no  puede  ya  ejecutarse  ninguna  prueba  en  el  territorio  e^añol  de  la 
Península,  Islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de  África,  y  continuará 
el  extraordinario  por  el  tiempo  que  quede  por  trascurrir,  para  el  efecto 
imico  de  practicar  la  que  correspoiyia  ejecutar  en  ei  país  donde  se  haya 
pedido. 

Art.  562.  El  litigante  á  quien  se  hubiere  concedido  el 
término  extraordinario,  y  no  ejecutare  la  prueba  que  haya, 
propuesto,  será  condenado  á  pagar  á  su  contrario  una  indem- 
nización, que  no  podrá  bajar  de  500  pesetas  ni  exceder  de 
5.000,  ajuicio  del  Juez  que  conozca  de  los  autos,'  salvo  sí  apa- 
reciere que  no  ha  sido  por  su  culpa,  ó  si  desistiere  de  hacer- 
dicha  prueba  ánteg  de  que  trascurra  el  término  ordinario. 

Ésta  indenpinizacion  ne  impondrá  en  la  seatencia  defiaitiva. 
(Lep  mt,  afL  270.) 

Digimos  en  cj  comentario  ^  Ips  artículos  555  y  siguientes,  que  la»- 
leyes  recopiladas  c^g^A^ífiA  al  que  pedia  el  término  extrapr4in^ria  á  de- 
positar una  cantidad,  que  debia  perder  si  probaba  los  hechos  ategsados;  y 
al  citar  esta  disposición  lo  hacíamos,  poniendo  de  relieve  la  diferencia  en- 
tre los  requisitos  que^exigian  aquellas  leyes  y  los  requeridos  desde  4855, 
~ior  las  de  Enjuiciamiento  civil.  Ahora,  leyendo  el  presente  artículo,  pue- 
le  advertii^e  que  el  requisito  mencionado  ha  sido,  como  lo8  4fiiuá8,  acep- 
tado en  el  fondo,  pero  variado  en  la  fprma,  y  aun  algo  en  el  miwno  foijSo 
por  la  nueva  ley,  que  no  sólo  exime  de  la  indemnización  al  que  no  ejecu- 
tare la  prueba  después  de  habérsele  concedido  el  térmujo  extraordinmo, 
si  apareciere  que  no  ha  sido  por  su  culpa,  si  que  también  cuando  desis^ 
ti  ere  de  hacerla  antes  de  que  trascurra  el  término  ordinario. 

El  artículo  que  examinamos  está  en  consonancia  con  el  espíritu  de  las 
leyes  modernas,  y  es  justo  en  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  que 
contiene.  Al  litigante  á  quien  se  hubiere  concedido  el  térmmo  extraordi- 
m^o  y  no  ejecutare  la  prueba  propuesta,  se  le  condena  á  una  indeamiza- 
cion,  de  cierta  entidad,  con  el  doble  objeto  de  poner  un  dique  á  la  mali- 
cia de  los  litigantes  é  indemnizar  á  la  parte  contraria  de  loe  perjuicios 
causados  por  la  dilaeion  y  de  los  gastos  que  haya  podido  hacer.  Pero  esta* 
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se  entiende  para  cuando  hay  culpa,  porque  de  lo  contrario,  es  decir,  si  no 
puede  practicar  la  prueba,  la  multa  que  decia  la  ley  anterior  ó  la  roás^ 
propiamente  llamada  indemnización  por  la  ley  actual,  no  debe  imponerse, 
como  ninguna  otra  responsabilidad  se  ejíige  en  los  casos  fortuitos.  Y  por 
último,  es  procedente  que  no  se  imponga,  hasta  la  sentencia  definitiva, 
para  que  haya  tiempo  de  justificar  la  inculpabilidad. 

La  que  no  nos  parece  afortunada,  la  que  no  encontramos  completa- 
mente  justa,  es  la  disposición  que  exijne  de  la  indemnización  cuando  se 
desistiere  de  hacer  la  prueba  antes  de  que  trascurra  el  término  ordinario. 
El  precepto  es  absoluto,  y  en  cualquier  caso  que  eso  suceda  tendrá  que 
dejarse  de  imponer  ó  exigir  la  indemnización ;  y  cierto  es,  que  en  tales 
casos  serán  menores  los  perjuicios  ó  tal  vez  no  se  cause  ninguno  á  la  par- 
te contraria;  pero  sin  duda  el  Legislador  se  ha  olvidado  de  que  el  término 
ordinario  puede  durar  50  dias,  c[ue  á  un  mismo  tiempo  han  de  correr  uno 
y  otro,  y  que  en  su  consecuencia,  podrá  suceder,  muy  á  menudo,  que 
aunque  antes  de  terminar  el  ordinario  se  desista  de  practicar  ó  hacer  la 
prueba  del  extraordinario,  esto  no  quitará  que  la  parte  contraria  haya 
sufrido  ya  verdaderos  perjuicios  de  que  debiera  ser  indenmizada. 

Art.  563.  Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica 
ocurriese  algún  hecno  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del 
pleito,  ó  hubiere  llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  ante- 
rior con  esta  circunstancia,  del  cual  juren  no  haber  tenida 
antes  conocimiento,  podrán  alegarlo  durante  el  primer  perío- 
do del  término  ordinario  de  prueba,  articulándolo  concreta- 
mente por  medio  de  un  escrito,  que  se  llamará  de  am- 
pliación. (Ley  aní,^  art.  260.) 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  de  la  del  260  de  la  antigua 
ley,  pero  más  específica  y  terminante.  El  hecho  á  que  esta  disposición  se 
refiere  según  el  artículo  de  la  ley  anterior,  habia  de  ocurrir  después  de 
recibido  el  pleito  á  prueba;  híújia  de  tener  relación  con  la  cuestión  que  se 
ventilase,  ó  hubiere  llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  de  que  jurasen 
BO  h^Jber  tenido  antes  conocimiento,  no  marcándose  tiempo  fijo  para  pre- 
sentar el  escrito. 

Según  la  nueva  ley,  ese  hecho  ha  de  ocurrir  ó  se  ha  de  tener  cono- 
cimiento de  él,  después  de  presentados  los  escritos  de  répüca  y  duplica, 
ha  de  ser  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  no  de  mera  rela- 
ción como  decia  la  antigua  ley,  y  ha  de  alegarse  durante  el  primer  pe- 
ríodo del  término  ordmario  de  prueba;  esto  ^s,  durante  los  primeros 
veinte  dias,  articulándolo  concretanaente  por  medio  de  un  escrito  que  se 
llamará  de  ampliación. 

Estos  escntos  de  ampliación  fueron  una  novedad  en  la  ley  de  4855^ 
con  relación  á  la  legislación  antigua,  puesto  que  la  ley  \\  tít.  45,  Par- 
tida 3®,  disponía  que  durante  el  término  de  prueba  no  debia  el  Juez 
«facer  ninguna  cosa  nueva  en  el  pleyto  sin  se  trabajar  dello,  fueras  endfr 
sobre  aquella  razón  por  que  fué  dado  el  plazo,  así  como  rescibir  testigos  ó 
veer  las  cartas  é  los  previlleios  que  aducen  antel  en  prueba.»  Así,  que  al 
ver  consignada  esa  novedad  en  Ja  antigua  ley,  no  fueron  pocos  los  que 
temieron  ver  en  ella  una  nueva  arma  que  habian  de  esgrimir  los  litigantes 
de  mala  fé;  y  al  ver  consignada  esa  misma  disposición  en  la  nueva  ley, 
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aunque  esté  rodeada  de  algunas  circunstancias  que  eviten  esa  temeridad  6 
^mala  fé,  no  han  de  faltar  ocasiones  en  que  se  emplee  ésta. 

Dos  casos  únicos  designa  la  ley  para  que  ese  escrito  de  ampliación 

Eroceda:  que  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ocurra  al^n 
echo  de  mfluencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó  que  aun  ocurrido 
antes,  llegue  á  noticia  de  las  partes  con  esta  circunstancia;  es  decir ,  con 
«sta  influencia  notoria,  con  lo  que  se  ha  llenado  una  omisión  de  la  antí- 
^a  ley,  que  dio  lugar  á  dudar  si  habia  de  tener  relación  con  la  cuestión 
que  se  ventilaba  ese  hecho  anterior,  pero  desconocido,  al  término  de* 
prueba. 

Téngase  en  cuenta  que  los  hechos,  tanto  nuevos  como  anteriores  de 
•que  no  se  tuvo  noticia,  si  bien  han  de  ser  de  influencia  notoria  en  el 
pleito,  no  han  de  ser  de  los  que  cambian  la  naturaleza  de  la  acción  enta- 
blada; porque  esto  estarla  en  pugna  con  los  buenos  principios  y  con  las 
•disposiciones  del  artículo  549  de  la  ley,  y  entonces  no  sería  un  escríto  de 
-ampliación,  sino  un  escrito  nuevo,  porque  en  vez  de  ampliar  el  debate 
vendría  á  innovarlo. 

La  pBlabrsL  podrán  que  usa  el  artículo,  con  relación  á  los  litigantes, 
significa  que  es  potestativo  en  éstos  hacer  ó  nó  uso  de  esa  facultad;  pero 
al  mismo  tiempo  denota  que  una  vez  presentado  el  escríto,  debe  ser  ad- 
mitido por  el  Juez  y  lo  tendrá  presente.  La  palabra  alegar  que  inmediata- 
mente usa  la  ley,  demuestra  que  sólo  para  este  objeto  ha  de  presentarse 
«1  escrito  de  ampliación,  sin  que  pueda  entrarse  en  consideraciones  sobre 
ios  demás  hechos  objeto  del  debate.  Si  en  ese  escrito  se  alegase  más  de 
tm  hecho,  deberá  exponerse  concretamente,  como  dice  la  ley,  y  con  la 
debida  numeración.  Si  las  partes  no  se  acomodan  á  las  reglas  establecidas, 
el  Juez  deberá  rechazar  de  oficio  el  escrito,  y  si  no  lo  hiciere,  la  parte 
contraria  podrá  promoVer  un  artículo  incidejital. 

Según  la  ley  antigua,  desde  que  se  recibia  el  pleito  á  prueba  hasta 
«1  último  dia  en  que  este  concluía,  estaban  las  partes  autorizadas  para 
hacer  uso  de  esa  ampliación.  Se^un  la  moderna,  sólo  dentro  del  pnmer 
período  de  prueba,  es  decir,  el  de  SO  dias,  el  que  la  lev  designe  para  pro- 
ponerla. ¿Podrá  presentarse  durante  ese  término  más  de  un  escrito  de  am- 
pliación para  alegar  hechos  posteriores  ó  desconocidos ,  ó  sólo  podrá  pre- 
sentarse uno  soloT  La  ley  hatla  de  poder  alegar  el  hecho,  formulando  un 
«scríto,  pero  entendemos  que  esto  no  significa  que  sea  uno  solo  el  que 
pueda  presentarse,  sino  que  ese  escrito  se  refiere  á  cada  caso  que  ocurra. 
V  si  después  de  presentado  un  escrito  de  ampliación  alegando  un  hec^o 
nuevo  ó  desconocido,  ocurre  otro  con  alguna  de  estas  circunstancias,  y 
con  las  demás  que  exige  la  ley,  la  parte  estará  autorizada  para  presentar 
un  nuevo  escrito  alegando  ese  segundo  hecho.  Entiéndase  que  esto  na 
qmere  decir  que  para  cada  hecho  haya  de  presentarse  un  escrito :  si  los 
litigantes  tienen  que  alegar  varios,  han  de  hacerlo  en  el  primer  escríto» 
si  ya  los  conocen;  pero  si  después  de  presentado  el  primero  llegare  á  su 
noticia  la  existencia  de  otro  ú  otros,  los  alegarán  en  nuevo  escríto,  y  á 
^^da  uno  de  ellos  se  dará  la  tramitación  gue  marca  el  artículo  siguiente. 
Inútil  parece  añadir  que  con  tos  escrítos  de  ampliación  han  de  acom- 
pañar los  litigantes  copia  de  los  documentos  en  que  se  apoyen,  si  esto  es 
posible.  ' 

Art.  564.  Del  escrito  de  ampliación,  se  dará  traslado  á  la 
parte  contraria,  para  que  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al 


Digitized  by'VjOOQlC 


LIBRO   II  —  TÍTULO   II — ARTÍCULO   564  459 

-de  la  entrega  dé  la  copia,  confiese  ó  niegue  llanamente  el  he- 
cho ó  hechos  alegados. 

Al  mismo  tiempo  podrá  alegar  otros  hechos  que  aclaren  6 
desvirtúen  los  articulados  en  dicho  escrito.  /"Lev  anú,,  artículo 
261.) 

.Aunque  la  disposición  de  este  artículo  está  tomada  del  párrafo  4^  del 
861  de  la  anterior  ley,  hay  entre  ellos  bastante  diferencia.  Este  artículo 
marca  la  sustanciacion  ^e  ha  de  darse  á  los  escritos  de  ampliación. 
Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  dé  dicho 
•escrito,  ha  de  íarse  traslado  á  la  parle  contraria,  para  que  confiese  ó  nie- 
gue llanamente  el  hecho  ó  hechos  alegados,  y  al  mismo  tiempo  pueda 
alegar  otros  hechos  que  aclaren  ó  desvirtúen  los  articulados  en  dicho  es- 
crito. 

En  la  presentación  de  los  escritos  de  ampliación  no  hay  preferencia 
entre  el  demandante  y  el  demandado.  Cualcpiiera  de  ellos  puede  adelan- 
tarse á  utilizar  el  derecho  concedido  en  el  artículo  anterior,  dándose  tras- 
lado á  la  otra  parte;  y  puede  ocurrir  que  se  presenten  al  mismo  tiempo 
dos  escritos  de  ampliación,  uno  por  cada  parte,  y  entonces  se  dará  tras- 
lado de  cada  uno  de  ellos  á  la  contraria.  Por  eso  este  artículo  no  emplea 
las  palabras  actor  ni  demandado,  sino  simplemente  la  parte  contraria. 
Este  traslado  se  concreta  al  hecho  ó  hechos  alegados  en  los  escritos  de 
ampliación,  no  á  los  hechos  ya  discutidos  en  los  escritos  de  répUca  y 
duplica. 

La  nueva  ley,  por  su  plausible  sistema  de  dar  los  traslados  por  copia, 
no  puede  dar  lugar  á  la  duda  de  si  este  incidente  jue  se  promueve  por  la 
presentación  de  escritos  de  amphacion  ha  de  unirse  ó  no  al  expediente 

{)rincipal,  antes  de  los  traslados.  En  la  antigua  ley,  aun  cuando  ella  no 
o  decía,  se  suponia  que  no  debian  unirse  hasta  después,  ya  porque  el  tras- 
lado sólo  era  del  escrito  de  ampliación,  y  sólo  para  los  hechos  en  él  ale- 
gados, ya  también  porque  los  autos  principales  pudieran  encontrarse  en  po- 
-der  de  una  de  las  partes  para  proponer  prueba;  pero  hoy,  como  los  autos 
originales  están  siempre  en  la  Escribanía  y  no  se  entregan  para  los  tras- 
lados, no  hay  inconveniente  en  que  se  una  á  ellos  el  escrito  de  am- 
Idiacion,  puesto  que  el  traslado  se  ha  de  dar  mediante  copia  de  éste  y  de 
os  dQcumeutos  que  con  él  se  acompañen. 

Los  escritos  de  ampliación  han  de  sustanciarse  durante,  el  término  de 
prueba,  y  según  la  nueva  ley  en  el  primer  período,  porque  de  otra  manera 
no  tendna  explicación  el  art.  665,  que  dispone  que  la  prueba  que  se  pro- 
ponga se  concretará  á  los  hechos  fijados  en  los  escritos  de  demanda,  con^ 
testación,  réplica  y  duplica,  y  á  los  de  ampliación;  y  la  prueba,  según  la 
ley,  sólo  se  puede  proponer  en  su  primer  período.  Pero  aquí  ocurre  una 
dificultad  para  nosotros  insuperable.  Las  partes  están  facultadas  para  ale- 
gar hechos  nuevos  ó  desconocidos  en  escrito  de  ampliación  durante  el  pri- 
mer período  de  prueba,  es  decir,  durante  los  primeros  veinte  dias.  Pueden 
hacerlo  al  décimo  noveno  dia.  Y  en  tal  caso:  ¿cómo  se  sustancia  ese  in-, 
«idente  á  que  da  lugar  el  escrito  de  amphacion  en  un  término  que  con- 
cluye á  las  pocas  horas  de  presentarse  el  escrito,  y  que  sin  embargo  la 
parte  contraria  tiene  derecho  á  que  se  le  dé  traslado  por  diez  dias?  ¿Cómo 
va  á  alegar  esa  parte  contraria  los  nuevos  hechos  para  que  está  autorizada» 
^n  un  término  que  ya  ha  concluido?  Y  si  en  este  caso  se  sustancia  ese  in- 
-cidente  en  el  segundo  período,  lo  que  la  ley  parece  negar,  ¿cómo  se  va  á 
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proponer  prueba  sobre  los  hechos  de  ese  escrito  de  ampliación,  si  el  pe- 
ríodo para  proponerla  ya  ha  trascurrido?  'Hemos  dicho,  y  repetimos  con 
más  razón  ahora,  que  la  división  del  término  de  prueba,  ya  mermado,  en 
período  de  proposición  y  período  de  ejecución,  ha  de  ser  desfavorable  á 
los  litigantes,  y  ha  de  producir  en  no  pocos  casos  indefensión. 

Para  resolver  una  dificultad  parecicla  á  la  que  hemos  apuntado,  que 
no  es  ciertamente  imaginaria,  y  á  que  dio  lugar  la  antigua  ley,  y  eso  que 
aquella  no  hacia  esa  división  del  período  de  prueba  y  se  podía  según  ella 
proponer  y  ejecutar  ésta  hasta  el  último  momento;  para  resolver  la  dificul- 
tad de  míe  una  parte,  de  buena  ó  mala  fé  presentara  un  escrito  de  ampliación 
alegando  nuevos  hechos,  el  ultimo  dia  ae  prueba,  cuando  no  habia  tiempo 
para  tramitar  ese  incidente,  los  Sres.  Manresa  y  Reus  encentraron  el  re- 
medio en  la  suspensión  del  término  probatorio,  á  petición  de  parte,  por 
h;ü)erse  presentado  un  obstáculo  cuya  remoción  no  nabia  estado  al  alcance 
del  que  pidiere  la  suspensión,  y  existir  en  su  virtud  la  justa  causa  de  que 
hablaba  la  ley  para  otorgar  dicha  suspensión.  Pero  es  el  caso,  que  la  nue- 
va ley  ha  dicho  en  su  art.  554  míe  no  podrán  suspenderse  los  términos, 
sino  T^OT  fuerza  mayor  que  impida  proponer  ó  practicar  la  prueba  dentro 
de  ellos.  ¿Puede  ser  caso  de  fuerza  mayor  el  presentar  un  litigante,  de  bue- 
na ó  de  mala  fé,  un  escrito  dentro  de  un  término  que  está  para  espirar,  y 
que  sin  embargo  ha  de  tramitarse  en  jun  período  de  unbs  cuantos  dias? 
Desde  luego  creemos  que  ese  no  es  caso  de  fuerza  mayor,  y  que  por  tanto 
la  dificultad  es  irresoluble,  y  lo  que  ha  de  producir  es  un  caso  de  inde- 
fensión. 

Art.  565.  La  prueba  que  se  proponga  se  concretará  á  lo» 
hechos  fijados  dennitivamente  en  los  escritos  de  réplica  y  du- 
plica, ó  en  los  de  demanda  y  contestación,  y  en  los  de  amplia- 
ción en  su  caso,  que  do  hayan  sido  confesados  llanamente  por 
la  parte  á  quien  perjudiquen.  (Ley  ani.,  art,  261,  par.  2^J 

La  disposición  de  este  artículo  es  la  misma  que  la  del  psUrafo  2°  del 
S61  de  la  anterior  ley,  que  en  la  moderna  se  ha  puesto  con  más  lógica  en 
artículo  separado,  no  involucrando,  como  se  hacía  allí,  dos  cuestiones  dis- 
tintas. Se  refiere  este  nuevo  artículo  á  la  proposición  de  la  prueba,  que  ha 
de  concretarse  á  los  hechos  fijados,  ya  en  la  demanda  y  contestación,  ya 
en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  y  en  los  de  ampliación,  en  su  caso^ 
que  no  hayan  sido  confesados  llanamente  por  la  parte  á  quien  perjudi- 
quen. Este  último  miembro  del  artículo  es  nuevo,  y  se  r^ere,  no  sólo  á  los 
hechos  fijados  en  los  escritos  de  ampliación,  sino  á  ios  fijados  en  los  es- 
critos anteriores.  También  ha  sido  más  lógico  el  nuevo  artículo  que  el 
párrafo  del  anterior,  al  decir  «la  prueba  que  se  proponga,»  en  vez  *de  «la 
prueba  que  se  ejecute,»  que  decia  con  notable  impropiedad  .la  ley  anterior, 
porque  sin  proponerse  antes  no  puede  ejecutarse  después.  Y  sigui^ido  la 
jiueva  ley  corngiendo,  con  acierto,  á  la  anterior,  dice  que  la  pnidja*  que 
se  proponga  «se  concretará»  en  vez  de  usar  la  locución,  también  impropia^ . 
de  la  anterior,  que  decia  «que  seria  extensiva»,  sin  haber  dicho  antes  á  qué 
puntos  se  habia  de  concretar.  Y  al  decir  la  ley  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  con  referencia  á  los  hechos,  lo  hace  por  si  no  hubiere  lo» 
de  réplica  y  duplica,  con  arreglo  al  art.  547,  porgue  si  los  hay,  en  ellos  y 
en  los  de  ampliación,  en  su  caso,  se  fijan  definitivamente  los  hechos  y 
puntos  de  derecho. 
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En  los  escritos  presentados  en  el  período  anterior  al  de  la  prueba,  las 

E artes  deben  haber  expuesto  y  discutido  todos  los  fundamentos  en  que 
acen  descansar  su  acción  ó  sus  excepciones,  y  las  pruebas  no  deben  re- 
caer más  que  sobre  los  hechos  dudosos,  esto  es,  solu-e  todos  aquellos  en 
que  no  están  conformes  las  partes  y  sobre  los  cuales  gira  la  controversia. 
Si  los  litigantes  han  convenido  en  un  hecho,  la  prueba  sobre  él  es  inútil; 
y  si  se  propone,  debe  repelerse  de  oficio. 

Según  este  artículo,  no  basta  que  la  prueba  recaiga  sobre  hechos  da- 
•  dosos  ó  controvertidos,  es  decir,  aquellos  que  no  hayan  sido  confesados 
llanamente  por  la  parte  á  quien  perjudiquen;  es  necesario,  además,  que 
dichos  hechos  se  hayan  expuesto  y  fijado  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación  y  réplica  y  duplica  y  en  los  de  ampliación,  en  su  caso.  Ape- 
sar  de  ser  esta  la  mterpretacion  lógica  del  artículo,  se  ha  visto  muchas 
veces  proponer  prueba  sobre  hechos  contrarios  á  los  que,  alegados  por  la 
parte  adversa,  habian  sido  admitidos  por  la  proponente;  y  la  jurispruden- 
cia sobre  la  admisión  de  estas  pruebas  era  diversa,  fundándose  la  que  las 
admitía  en  la  creencia  de  que  durante  el  término  de  prueba  sólo  puede 
presentarse  un  escrito  de  ampliación,  y  suponiendo  que  ocurra  el  caso  de 
conocerse  un  hecho  nuevo  que  no  esté  comprendido  en  los  escritos  ante- 
riores, con  este  motivo  se  asentaba  que  los  Tribunales  no  deben  hallarse 
imposibilitados  para  recibir  la  prueba  de  un  hecho  que  quizá  sea  por  sí 
sólo  bastante  para  conocer  la  verdad.  Pero  como  ya  indicaron  los  señores 
Manresa  y  Reus,  en  sus  comentarios  á  la  antigua  ley,  habiendo  buena  fé 
no  puede  ocurrir  ese  caso;  porque  con  alegar  en  escritos  de  ampliación 
esos  nuevos  hechos,  de  que  antes  no  habia  tenido  la  parte  conocimiento, 
se  está  dentro  de  la  ley  y  puede  proponerse  la  prueba  sobre  este  hecho, 
salvo  lo  que  hemos  dicho  en  el  artículo  anterior,  respecto  á  la  imposibi- 
lidad de  practicar  prueba  sobre  él  si  se  presenta  al  concluir  el  período  des- 
tinado para  proponerla. 

El  presente  artículo,  sin  embargo,  dá  un  medio  seguro  para  conocer 
la  pertinencia  de  la  prueba  propuesta  y  repelerla  ó  aceptarla,  puesto  (fb& 
ha  de  ser  de  los  hechos  consignados  con  anterioridad. 

Art.  566.  Los  Jueces  repelerán  de  oficio  las  pruebas  que  no 
se  acomoden  alo  establecido  en  el  artículo  anterior,  y  todas 
las  demás  que  sean,  á  su  juicio,  impertinentes  ó  inútiles.  {"Le¡^ 
ant,  art  274.) 

.    Este  artículo  está  tomado  del  274  de  la  ley  anterior,  aunque  más  am- 

Í)liado  y  terminante.  El  artículo  de  la  ley  antigua  decia  solamente,  que 
08  Jueces  repelerían  de  oficio  las  pruebas  impertinentes  ó  inútiles  que 
propusieran  las  partes.  El  de  la  ley  moderna  dice,  que  los  Jueces  harán 
10  mismo  con  las  pruebas  que  no  se  acomoden  á  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo anterior,  y  con  todas  las  demás  que  sean  á  su  juicio  impertinentes  ó 
intitiles. 

Respecto  á  las  primeras,  no  puede  haber  duda  alguna.  Todas  las  prue- 
bas que  no  se  concreten  á  los  hechos  fijados  definitivamente  en  los  escri- 
tos ae  réplica  y  duplica  ó  en  los  de  demanda  y  contestación,  y  en  los  de 
ampliación  en  su  caso,  ó  que  hayan  sido  confesados  llanamente  por  la 
parte  á  quien  perjudiquen,  no  se  acomodan^á  lo  establecida  en  el  ar- 
tículo 565,  y  han  de  repelerse  de  oficio.  ¿Pero  qué  pruebas  son  las  á  que 
se  refiere  el  último  miembro  del  artículo  que  anotamos?  Por  él  se  concede 
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una  gran  facultad  á  los  Jueces,  que  no  es  seguramente  nueva ,  ni  lo  fu^ 
en  la  ley  anterior,  que  consigo  igual  precepto. 

Por  más  que  las  palabras  impertinente  é  inútil  parecen  sinónimas  y 
pueden  estar  comprendidas  una  dentro  de  otra,  tienen  distinto  sentido. 
Gramaticalmente  nablando,  impertinente  es  lo  que  no  viene  al  caso,  la 
que  está  fuera  de  la  cuestión  que  se  debate  y  no  tiene  relación  ni  analogía 
con  ella,  en  cuyo  caso  también  es  inútil;  pero  inútil,  propiamente,  es  lo 
que,  á  pesar  de  tener  alguna  relación  ó  analogía  con  el  punto  que  se  de- 
bate, no  influye  en  su  resultado,  por  las  circunstancias  que  le  acompañan; 
y  por  eso  no  puede  decirse  que  es  impertinente.  Luego  pruebas  imperti- 
nentes serán  aquellas  que  no  se  refieran  á  los  hechos  alegados  por  las  par- 
tes, y  por  consecuencia,  que  no  tienen  relación  con  la  cuestión  que  se  ven- 
tila; y  pruebas  inútiles  aquellas  que,  aun  cuando  tengan  relación  con  el 
litigio,  no  aumentan  ni  disminuyen  et  valor  legal  del  hecho  sobre  que 
versan.  Y  esta  misma  explicación  da  de  la  primera  la  ley  7*,  tít.  U,  Par- 
tida 3^,  diciendo  «que  aquella  prueba  debe  ser  tan  solamente  rescibida  en 
juicio,  que  pertenece  al  pleito  principal  sobre  que  es  fecha  la  demanda: 
ca  non  debe  consentir  el  judgador  que  las  partes  despierdan  de  su  tiempo 
en  vano  en  probando  cosas  de  que  no  puedan  después  aprovechar,  ma- 
guer las  pronasen;»  y  la  ley  5^,  tít.  10,  libro  11  ie  la  Novísima  Recopi- 
lación previene,  hablando  de  las  segundas,  «que  si  alguno  razonare  al- 
guna cosa  en  pleyto,  y  dixere  que  lo  quiere  probar,  si  la  razón  fuese  tal 
que,  aun  que  la  probare  no  le  podia  aprovechar  en  su  pleyto,  ni  dañar  á 
la  otra  parte,  el  Juez  no  reciba  tal  probanza;  y  si  la  recibiere,  que  non 
vala.» 

Así,  pues,  la  impertinecia  de  la  prueba  es  fácil  de  caliñcar;  y  aun 
creemos  que  está  demás  en  el  artículo  que  anotamos;  pues  es  la  que  se 
refiere  á  hechos  no  alegados  por  las  parles,  y  tales  pruebas  ya  se  recha- 
zan por  el  mismo  artículo,  como  no  comprendidas  en  el  anterior.  Para 
calificar  la  inutilidad  de  las  pruebas  pueden  ofrecerse  dificultades,  porque 
d^nde  del  juicio  que  de  ellas  tiene  que  hacer  el  Juez. 

Art.  567.  Contra  las  providencias  en  que  se  otorgue  algu- 
na diligencia  de  prueba,  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue,  sólo  se  podrá  utilizar  el  de 
reposición  dentro  de  cinco  días;  y  si  el  Juez  no  la  estimase, 
podrá  la  parte  interesada  reproducir  la  misma  pretensión  en  la 
segunda  instancia. — (Ley  ant,  art.  275.) 

Las  disposiciones  de  este  artículo  están  tomadadas  de  las  del  S75  de 
la  ley  anterior,  aunque  alteradas  en  su  colocación  y  en  sus  efectos. 

El  párrafo  1°  del  artículo  que  anotamos,  es  el  mismo  que  ocupaba  el 
segundo  lugar  en  el  de  la  ley  anterior.  Según  él,  contra  las  providencias, 
en  que  se  otorgue  alguna  diligencia  de  prueba,  no  se  dará  recurso  algu- 
no, precepto  que  se  runda  en  las  mismas  razones  expuestas  al  comentar 
el  art.  55i. 

El  segundo  párrafo,  que  es  el  primero  del  275  de  la  ley  anterior,  tiene 
una  alteración  notable.  Según  la  antigua  ley,  eran  apelables  en  ambos 
efectos  las  providencias  en  que  se  denegase  alguna  dilig^encia  de  prueba; 
y  según  el  artículo  que  anotamos,  contra  esa  denegación  sólo  se  podrá 
utilizar  el  recurso  de  reposición  dentro  de  cinco  dias,  y  si  el  Juez  no  la 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


LIBRO  n  —  TÍTULO  II— ^ABTÍCüLO   567  465 

esti^nase,  podrá  la  parte  interesada  reproducir  la  misma  pretensión  en  1» 
segunda  instancia. 

La  reforma  entendemos  que  es  en  alto  grado  perjudicial  á  los  litigantes. 
La  disposición  de  la  ley  anterior,  dando  el  recurso  de  apelación  en  ambos 
efectos  contra  las  providencias  denegatorias  de  alguna  diligencia  de  prue- 
ba, era  una  limitación  á  la  facultad  concedida  á  los  Jueces  para  repeler 
de  oficio  las  pruebas^  impertinentes  ó  inútiles  á  su  juicio;  era  contraba- 
lancear una  autorización,  que  tan  perjudicial  pudiera  ser  para  los  litigan- 
tes, con  el  derecho  de  estos  de  alzarse  de  tal  resolución.  Pero  en  la  nueva 
ley,  si  bien  se  concede  algún  derecho  á  las  partes  para  tal  objeto,  es  limi- 
tado y  deficiente.  En  primer  luear,  la  reposición  se  acuerda  pocas  veces,, 
porque  si  el  Juez  ha  estudiado  la  cuestión  desde  un  principio,  como  debe 
nacerlo,  las  mismas  razones  ha  de  tener  para  sostener  su  providencia  qufr 
tuvo  para  acordarla;  y  en  segundo  lugar,  por  más  que  en  la  superioridad 
pueda  reproducir  la  parte  la  misma  pretensión,  quizá  ya  no  sea  tiempo  de 
acreditar  lo  que  se  propuso  en  primera  instancia  al  proponer  la  diligencia 
de  prueba  que  se  le  n§gó. 

Art.  568.  Cuando  se  solicitare  alguna  diligencia  de  prueba 
dentro  de  los  tres  últimos  dias  del  primer  período,  podrá  la 
parte  contraria  proponer,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al 
de  la  entrega  de  la  copia  del  escrito,  la  prueba  que  le  conven- 
ga sobre  los  mismos  hechos. 

Trascurrido  este  último  plazo,  y  en  otro  caso,  el  de  loa 
veinte  dias  fijado  en  él  párrafo  segundo  del  art.  553,  quedará 
cerrado  definitivamente  el  primer  período  de  la  prueba,  y  se 
dictará  providencia  abriendo  el  segundo  período. 

Este  artículo,  sin  concordante  en  la  ley  anterior,  parece  á  primera 
vista  estar  en  contradicción  con  el  553  que  hace  improrogables  Ibs  do& 
períodos  en  que  divide  el  término  ordinario  de  prueba,  pues  de  su  lectura 
se  infiere  que,  cuando  se  solicite  alguna  diligencia  dentro  de  los  tres  úl- 
timos dias  del  primer  período,  puede  éste  prorogarse^  hasta  qiie,  dentro 
también  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  del  escrito, 
roponga  la  parte  contraria  la  prueba  que  le  convenga  sobre  los  mismos 
.ecnos,  sin  que  se  considere,  en  tanto oue  ésto  no  suceda,  definitivamente- 
cerrado  dicho  primer  período,  ni  pueda,  en  su  consecuencia,  abrirse  el 
segundo. 

Esto  demuestra  que  el  Legislador  ha  usado  de  la  palabra  improroga- 
ble,  al  referirse  á  los  dias  que  constituyen  el  primer  período  del  térmnio 
de  prueba,  por  no  encontrar,  sin  duda,  otra  oue  expresara  mejor  su  pen- 
samiento; pero  qiie  siendo  su  intención  hacerlos  improrogables  sub  con- 
ditione,  ha  necesitado  añadir  lo  que  en  eí  artículo  que  examinamos  se  con- 
signa; y  decimos  que  ha  pensado  hacerlos  improrogables  condicionalmen- 
te,  porque  no  podia  dejar  denotar  que  de  conceder  el  derecho  de  proponer 
prueba  durante  todo  el  primer  período  (art.  563),  y  ordenar  que  del  es- 
crito de  ampliación  se  dará  traslado  á  la  parte  contraria,  para  que  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega,  confiese  ó  niegue  llanamente 
el  hecho  ó  hechos  alegados  (art.  564),  sobre  los  cuales  puede  girar  la 
prueba  (art.  565),  era  preciso  proveer  para  el  caso  en  que  se  solicitara  al- 
guna diligencia  dentro  de  los  tres  últimos  dias  del  primer  período,  en  cuyo 
caso,  ó  habia  que  dejar  de  dar  el  traslado  á  la  parte  contraria,  que  pres- 
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cribe  el  art.  564,  ó  había  que  dilatar  forzosamente  el  término  de  aqnel  pe- 
ríodo, extremo  por  el  cual  se  ha  decidido;  y  en  este  caso  también,  es  de- 
cir, ampliado  ya  el  término,  convenia  darle  el  carácter  de  improrog:able. 

Combinando,  pues,  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  que  hemos  ci- 
tado y  el  que  comentamos,  es  del  único  modo,  como  puede  comprenderse 
bien  la  intención  de  la  ley,  que  á  no  ser  así,  aparece  oscura  y  dando  lugar 
á  que  se  crea  que  las  disposiciones  en  que  se  encierra  son  contradictonas 
entre  sí.  El  legislador  ha  querido  que  la  prueba,  que  por  regla  general,  ha 
de  versar  sólo  sobre  los  hechos  lijados  en  los  escritos  de  demanda  y  contes- 
tación, réplica  y  duplica,  se  proponga  nada  más  durante  el  primer  período 
del  término  ordinario,  y  así  lo  ha  expresado,  declarando  á  éste  improro- 
gable,  al  parecer,  en  términos  absolutos  (art.  553).  Pero  ante  la  contin- 
gencia, muy  probable,  de  que  después  de  los  de  réplica  y  duplica  ocurra 
Sgun  hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó  de  que  lle- 
gue á  noticia  de  las  partes  alguno  anterior,  de  c{ue  no  hubieren  tenido  co- 
nocimiento, se  ha  visto  en  la  precisión  de  admitir,  que  dentro  del  primer 
período,  pueda  articularse  correctamente  por  medio  de  un  escrito  de  am- 
pliación (art.  563),  de  cuyo  escrito  se  ha  de  dar  traslado  por  tres  dias  á  la 
parte  contraria,  con  el  doble  objeto  de  que  confiese  ó  niegue  llanamente 
el  hecho  ó  hechos  alegados,  aduciendo  á  su  vez  los  que  estime  convenien- 
tes para  aclarar  ó  desvirtuar  aquellos,  y  de  que  sobre  los  que  jk)  baya 
coniesado  llanamente  puede  girar  la  prueba  (artículos  564  y  565).  Y  ad- 
mitida esta  excepción,  y  prescrito  ese  traslado  por  tres  dias  como  trámite 
necesario  para  que  la  parte  contraria  no  quede  indefensa,  ha  tenido  que 
ordenar,  á  pesar  de  aquella  declaración  de  que  el  primer  período  del  tér- 
mino probatorio  era  improrogable,  que  cuando  se  solicitare  alguna  dili- 
gencia de  prueba  dentro  de  los  tres  dias  ültimos,  podrá  la  parte  contraria 
proponer  en  los  tres -siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  del  escri- 
to, la  prueba  que  le  convenga  sobre  los  mismos  hechos,  sin  que  hasta  que 
trascui'ra  este  plazo  pueda  cerrarse  el  primer  período,  porque  de  no  ser 
así,  seria  imposible  conferir  traslado  por  tres  dias  y  que  la  parte  contraria 
propusiera  en  tiempo  hábil  la  prueba  conducente. 

El  pensamiento  de  la  lejí  es,  por  lo  tanto,  claro  y  comprensible;  y  en 
suma  se  reduce  á  establecer  las  dos  reglas  generales  de  que  en  el  pnmer 
período  sdlo  se  proponga  la  prueba  que  verse  sobre  los  nechos  alegados 
6n  los  escritos  de  demanda,  contestación,  réplica  y  duplica,  y  de  que  la 
proposición  se  haga  en  el  término  improrogable  de  20  dias,  y  á  consig- 
nar al  propio  tiempo  lo  que  se  ha  de  hacer  en  los  dos  únicos  casos  excep- 
cionales de  que  se  alegue  un  hecho  nuevo,  abierto  ya  el  mismo  primer 
período,  y  de  que  la  alegación  se  haga  en  los  tres  últimos  dias;  ponjue  de 
«ste  modo  hay  un  encadenamiento  lógico  y  preciso  en  las  disposiciones, 
y  quedan  previstos  todos  los  casos  y  accidentes  que  pueden  ocurrir. 

Dicho  se  está  que  prescribiendo  el  artículo  que  comentamos  que  la 
parte  contraria  puede  proponer  prueba  sobre  los  nechos  alegados  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia  del  escrito,  la  par- 
te que  alegare  el  hecho  también  podrá  hacerlo^  porque  los  términos  pro- 
batorios son  siempre  comunes,  (art.  553). 

Art  569.  Los  Jueces  proveerán  á  los  escritos  en  quo  so 
proponga  prueba  conforme  se  vayan  presentando. 

Se  librarán  desde  luego  los^  mandamientos  compulsorios^ 
exhortes  y  demás  despachos  que  sean  necesarios  para  practi- 
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'Car  la  que  haya  de  ejecutarse  fuera  de  la  cabeza  del  partido, 
pero  no  se  entregarán  á  la  parte  interesada  hasta  que,  dictada 
la  providencia  abriendo  el  segundo  período,  se  adicionen  con 
nota  del  actuario,  expresiva  del  término  concedido  para  ejecu- 
tar la  prueba,  y  del  dia  en  que  principia 

Egte  artículo  tampoco  tiene  concordante  en  la  ley  anterior.  En  él  se 
marca  más  y  más  la  diferencia  que  existe  entre  los  dos  períodos  del  termi- 
no ordinario,  y  sus  disposiciones,  que  son  tres,  pueden  considerarse  acer- 
tadas. La  primera  es  que  los  Jueces  proveerán  á  los  escritos  en  que  se 
proponga  prueba  conforme  se  vayan  presentando,  para  que  así  las  partes 
sepan  á  qué  atenerse  y  la  proposición  de  la  prueba  lleve  una  marcha  re- 
gular. La  segunda  que  se  linrarán  desde  luego  los  mandamientos  com- 
•  pulsorios,  exnortos  y  demás  despachos  necesarios,  con  el  fin  de  que,  una 
vez  comenzado  el  segundo  período,  no  haya  dilación  ni  entorpecimiento 
tilguno  para  la  práctica  de  la' prueba.  Y  la  tercera  que  no  se  entregarán  á 
la  parte  interesada  hasta  que,  dictada  la  {providencia  abriendo  el  segundo 

Seríodo,  se  adicionen  con  nota  del  actuario,  expresiva  del  término  conce- 
ido  para  ejecutar  la  prueba  y  del  dia  en  que  principia,  porque  sólo  en  el 
segundo  período  se  ha  de  practicar  aquélla,  y  en  toaos  los  despachos  debe 
<x)nstar  cuáles  son  el  término  concedido  para  ejecutarla  y  el  dia  que  co- 
mienza, única  manera  de  que  las  autoriuades  y  personas  encargadas  de 
rsu  cumplimiento  sepan  en  qué  plazo  han  de  dársele. 

Art.  570.  Toda  diligencia  de  prueba,  inclusa  la  de  testi- 
.^os,  se  practicará  en  audiencia  pública,  y  previa  citación  de 
las  partes  con  24  horas  de  antelación,  por  lo  menos,  pudiendo 
•cjoncurrir  los  litigantes  y  sus  defensores.  {Ley  ant,^  art.  278.) 

Importancia  extrema  han  concedido  siempre  nuestras  leyes  á  la  cita- 
ción de  la  parte  contraria  para  toda  diligencia  de  prueba,  porque  así  se 
-asegura  la  imparcialidad  en  su  práctica,  y  no  cabe  negar  en  modo  algu- 
no que  se  haya  verificado.  La  ley  4*,  títv  23,  Partioa  3*,  por  ejemplo, 
prevenia  que  la  confesión  en  juicio  se  prestara  estando  el  contendor  ó  su 
personero  delante.  El  art.  4°  del  decreto  de  4  de  Noviembre  de  1838  pres- 
cribia  que  la  falta  de  aquel  requisito  era  bastante  para  el  recurso  de  nuli- 
dad. La  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil  hizo  de  esa  falta  motivo  para 
él  recurso  de  casación  si  hubiere  podido  producir  indefensión  (art.  1013, 
«ausa  5*).  Y  en  la  presente  ley  (art.  1693,  causa  4^)  está  también  consi- 
derada como  motivo  para  el  recurso,  sin  limitación  alguna. 

Pero  esta  ley,  decidida  á  procurar  que  las  diligencias  de  prueba  se 
practiquen  con  toda  imparcialidad  y  con  las  mayores  Garantías,  ha  modi- 
ficado en  el  artículo  que  comentamos  el  concordante  de  la  ley  anterior, 
añadiendo  con  una  repetición  inútil  (véase  el  art.  313  y  su  comentario), 
que  toda  diligencia  de  prueba  se  practicará  en  audiencia  pública,  y  acer- 
tadamente que  á  su  práctica  podrán  concurrir  Ips  litigantes  y  sus  de- 
fensores que,  como  personas  entendidas  en  la  marcha  de  los  juicios,  bajo 
cuya  dirección  se  litiga  y  que  las  más  de  las  veces  son  los  que  realmente 
proponen  la  prueba,  han  de  comprender  mejor  que  nadie  si  se  practica 
imparcialmente  y  con  extricta  sujeción  á  las  disposiciones  establecidas. 
-Debe,  no  obstante,  tenerse  presente  lo  que  prescribe  el  art.  575  y  otros, 
viendiendo  á  que  la  asistencia  de  las  partes  y  sus  defensores,  no  se  con- 

TOMO  1  59 


Digitized  by  VjOOQIC 


466  LET  Dfi  ENJUICIAMIENTO  CIYIL 

vierta  en  un  ob8tá(nild  y  un  perjuicio  más  oue  en  un  ben^cio,  y  asi- 
mismo que,  según  tenemos  manifestado,  puede  considerarse  potestativo 
en  los  Jueces  el  que  se  celebre  ó  no  audiencia  pública  (comentario  al  ar- 
tículo citado.) 

Por  último,  ahora,  como  antes,  se  exije  que  la  citación  se  haga  con 
24  horas  de  antelación,  y  amií  podemos  hacer  notar  una  ventaja  de  haber 
dividido  ^el  término  de  prueba  en  los  dos  períodos  que  pudiéramos  llamar 
preparatorio  el  uno  y  de  práctica  el  otro,  porque  en  el  antiguo  sistema, 
podía  ocurrir  que  en  el  último  dia  de  pruena  se  propusiefta  una  diligencia 
determinada  y  entonces  fuera  imposible  citar  á  la  parte  contraría  con  las 
24  horas  de  antelación,  y  ahora  como  todas  las  diligencias  se  han  de  pro- 
poner en  el  primer  período,  siempre  será  posible  la  citación. 

Art.  571.  Para  el  reconocimiento  de  libros  y  papeles  de  lo» 
litigantes  no  se  citará  previamente  á  la  parte  á  quien  perte- 
nezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siempre  á  presencia  del 
interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en  su  defecto  de 
dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo.  (Ley  ant.y  art  278, 
párrafo  %^) 

Con  el  artículo  y  párrafo  que  citamos  de  la  ley  anterior,  sólo  concuer- 
da el  párrafo  primero  del  presente  y  aun  en  él  se  ha  introducido  una  mo- 
dificación importante,  pues  por  aquel  dejaba  de  exigirse  la  previa  citación 
de  la  parte  contraria  para  la  confesión  en  juicio  y  el  reconocimiento  de 
libros  y  papeles  de  los  litigantes,  y  en  éste  sólo  se  determina  que  para  la 
última  de  dichas  diligencias  no  se  citará  previamente  á  la  parte  á  qn» 
pertenezcan. 

La  reforma  es  acertada,  porque  aun  cuando  ambas  diligencias  na 

Sueden  practicarse  sin  nffeseneía  de  la  parte  contraria,  y  parece  que  en  los 
06  casos  debe  procurarse  no  darles  un  aviso  anticipado,  á  fin,  como  di- 
cen ciertos  autores,  de  que  no  preparen  una  contestapion  estudiada  ni 
oculten  alguno  de  los  documentos  que  se  busquen,  es  lo  cierto,  que  si  á 
la  parte  que  haya  de  prestar  la  confesión  no  se  la  cita  anticipadamente, 
dándola  tiempo  para  que  recuerde  los  hechos,  puede  perjudicársela  ma- 
cho, y  no  sucederá  igual  si  no  se  cita  á  la  parte  á  quien  pertenezcan, tra- 
tándose del  reconocimiento  de  libros  y  papeles.  Así  lo  ha  entendido  la 
ley,  y  no  contenta  con  la  supresión  ó  modificación  de  que  venimos  ha- 
ciéndonos cargo,  ha  prescrito  en  el  art  583,  referente  á  la  confenon  en 
juicio  que  el  que  haya  de  ser  interrogado  será  citado  con  un  dia  de  antici- 
pación por  lo  menos. 

La  segunda  disposición  del  artículo  que'  examinamos,  no  constaba  en 
la  ley  anterior,  y  nos  parece  también  muy  justa.  Se  reduce  á  ordenar  que 
el  registro  de  papeles  se  verificará  sietnpre  á  presencia  del  interesado  ó  de 
un  individuo  <fe  su  familia,  y  en  su  defecto,  ae  dos  testigos,  vecinos  del 
mismo  pueblo,  y  esto  tiene  por  objeto,  no  sólo  {«avenir  cualquier  aboso, 

Ír  verificar  el  rastro  á  satisfacción  de  la  parte,  sino  oue  siempre  conste 
o  que  se  ha  registrado  y  la  manera  como  se  ha  llevado  á  cc^. 

Y  al  llegar  aquí,  creemos  conveniente  hacer  una  observación  que  ne 
deja  de  tener  importancia.  En  el  art.  570,  se  bahía  de  préyia  citaei<m  de 
iBsparíes,  y  de  poder  concurrir  á  la  práctica  de  las  diliffeneias  los  ^t- 
l^anUi  y  sus  defensores^  en  el  que  examinamos^  se  húAhit» parte  á  quien^ 
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los  libros  y  papeles  pertenezcan,  y  del  interesado;  en  el  siguiente  de  par- 
tes y  sus  defensores;  en  el  574,  de  que  pjodrán  designar  la^s  partes  perso- 
na que  las  representen,  en  el  caso  que  cita ;  en  el  575,  departes  y  sus  de- 
fensores; en  el  579,  de  litigantes;  y  así  sucesivamente  en  varios  artículos 
relativos  á  los  medios  de  prueba.  Ante  tal  cumulo  de  disposiciones  y  tér- 
minos distintos,  ijudiera  dudarse  de  quiénes  son  los  que  deben  asistir,  si 
los  verdaderos  litieantes  ó  sus  Procuradores;  y  en  su  consecuencia,  nos 
parece  oportuno  advertir,  que  como  la  comparecencia  en  juicio,  es,  en 
general,  por  m^dio  de  Procurador,  cuando  la  ley  no  se  refiera  directamen- 
te á  los  interesados  ó  hable  de  diligencias  que  sin  su  presencia  no  puedan 
en  modo  alguno  practicarse,  debe  entenderse  que  se  refiere  á  los  Procura- 
dores. Además,  cuando  usa  de  la  palabra  defensores^  debe  entenderse  que 
trata  de  Abogados. 

Art.  572.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  570,  los  Jue- 
ces podrán  disponer  que  se  practiquen  á  puerta  cerrada  aque- 
llas diligencias  de  prueba  que  jjuedan  producir  escándalo  ú 
ofensa  á  la  moral,  permitiendo  siempre  la  concurrencia  de  las 
partes  V  de  sus  defensores. 

Pocos  casos  habrá  en  que  la  práctica  de  las  diliffencias  de  prueba 
en  asuntos  civiles  pueda  producir  escándalo  ú  ofensa  á  la  moral;  pero  con 
que  en  uno  solo  sea  posible  cualquiera  de  ambas  cosas,  se  justifica  el  pre- 
cepto contenido  en  este  artículo.  El  legislador  no  impide  nunca  la  con- 
currencia de  las  partes  y  de  sus  defensores,  fuera  del  caso  del  art.  655; 
mas  atendiendo  á  que  los  actos  de  la  Justicia  no  deben  convertirse  en  mo- 
tivo de  escándalos  ó  de  ofensas  á  la  moral,  con  lo  que  decaería  el  mismo 
prestigio  de  aquella,  permite  á  los  Jueces,  y  hace  bien,  que  dispongan  que 
las  diligencias  de  prueba  que  puedan  dar  lugar  á  eso  se  practiquen  á 
puerta  cerrada.  Además,  es  de  advertir  que  esta  doctrina  está  en  conso- 
nancia con  lo  dispuesto  en  el  art.  344;  tanto,  que  casi  pudiera  haberse 
excusado  esta  disposición.  (Véase  dicho  art.  3U  y  su  comentario,  donde 
dejamos  explicada  esta  materia  coo  la  extensión  debida.) 

Art.  573.  ElJuez  señalará  conJa  anticipación  conveniente 
el  dia  y  la  hora  en  que  haya  de  practicarse  cada  diligencia  de 
prueba  de  las  que  deban  tener  lugar  ante  él, 

E^  artículo  es  nuevo  en  la  ley,  y  está  relacionado  con  el  570.  Como 
se^n  éste  toda  diligencia  de  prueba  ha  de  practicarse  en  audiencia  pú- 
blica y  previa  citación  de  las  psu^tes  para  que  puedan  concurrir  éstas  y  sus 
defensores,  de  amu  la  {Hrescripcion  del  artículo  que  anotamos,  de  que  el 
Jaez  señale  con  la  anticipación  conveniente  el  día  y  hora  en  que  haya  de 
practicarse  cada  diligencia  de  prueba  de  las  que  deban  tener  lugar  ante 
él.  Los  Jueces,  teniendo  en  cuenta  lo  limitado  del  tiempo  para  practicar 
la  prueba,  que  no  es  más  que  de  treinta  días  el  máximum,  y  si  conceden 
un  término  menor,  con  más  razón,  no  deben  dilatar  un  momento  el  seña- 
lamiento, dia  y  hora  para  la  práctica  de  esas  diligencias;  y  desde  el  dia 
«n  que  comience  el  segando  período  de  la  prueba,  esto  es,  el  fijado  para 
ejecutarlas,  deben  ir  proveyendo  sobre  las  propuestas  y  recibirlas  con  la 
brevedad  posible. 
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Art  574.  Para  la  prueba  que  haya  de  practicarse  fuera  del 
lugar  en  que  resida  el  Juez  del  pleito,  podrán  designar  las 
partes  persona  que  la  presencie  en.su  representación.  Esta  de- 
signación se  expresará  en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  despacho 
que  al  efecto  se  dirija. 

En  este  caso,  el  Tribunal  ó  Juez  exhortado,  señalará  dia  y 
hora  en  que  haya  de  practicarse  la  diligencia  de  prueba  y  man- 
dará citar  á  la  persona  6  personas  designadas  para  presenciar- 
la, si  fueren  vecinos  de  aquella  localidad  ó  se  hubieren  perso- 
nado en  ella. 

También  es  nuevo  este  arlícalo,  con  relación  á  la  anterior  ley  de  En- 
juiciamiento. Se  refiere  á  las  pruebas  que  han  de  practicarse  fuera  del  lu- 
gar donde  resida  el  Juez  ante  el  cual  se  siga  el  pleito.  Y  atendiendo  la  ley 
al  principio  de  publicidad  que  lleva  consigo  para  los  litigantes  ó  sus  de- 
fensores la  práctica  de  toda  diligencia  de  prueba,  preceptúa  que  puedan 
designar  las  partes  personas  que  la  presencien  en  su  representación,  y  que 
esta  designación  se  expresará  en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  despacho  que 
al  efecto  se  dirija.  ^ 

No  dice  la  ley  cuándo  las  partes  han  de  hacer  esa  designación  de  per- 
sonas para  que  en  su  representación  pjresencien  las  pruebas;  pero  se  dedu- 
ce que  ha  de  ser  en  el  escrito  proponiendo  la  prueba,  y  por  medio  de  un 
otrosí.  Al  autorizar  la  ley  que  los  litigantes  designen  personas  que  pre- 
sencien en  su  nombre  las  diligencias  de  prueba  que  hayan  de  practicarse 
fuera  de  la  localidad  en  donde  el  pleito  se  sigue,  se  deduce  también  que 
con  mavor  razón  estarán  facultadas  las  partes  mismas  para  presenciar  por 
sí  esas  diligencias,  trasladándose  al  punto  en  donde  han  de  practicarse  si 
así  les  conviene;  y  entendemos  que  en  ese  caso  no  será  preciso  que  se  ma- 
nifieste al  Juez  en  el  escrito  proponiendo  la  prueba  que  las  partes  van  á 
asistir  á  su  práctica. 

Dispone  el  segundo  párrafo  del  artículo  que  en  el  caso  de  designa- 
ción el  Tribunal  ó  el  Juez  exhortado  señalará  dia  y  hora  en  que  haya  de 
practicarse  la  diligencia  de  prueba,  y  mandará  citar  á  la  persona  ó  perso- 
nas desi^adas  para  presenciarla,  si  fueren  vecinos  de  aquella  localidad, 
ó. se  hubieren  personado  en  ella.  Respecto  á  los  vecinos  de  la  localidad,  . 
no  hay  dificultad  alguna  para  su  citación,  puesto  que  constará  su  domi- 
cilio; en  cuanto  á  los  que  se  hayan  personado  en  ella,  creemos  ^ue  el  ar- 
tículo ha  podido  ser  más  claro.  No  basta  personarse  en  la  localidad  don- 
de se  haya  de  practicar  la  prueba  para  que  haya  facilidad  de  que  esa  per^ . 
sona  ó  personas  sean  citadas.  Es  preciso  que  se  sepa  el  domicilio,  porque 
puede  tratarse  de  una  localidad  de  importancia,  donde  no  hay  nieaios  de 
saber  si  esas  personas  se  han  personado  en  la  localidad.  Porque  induda- 
blemente la  frase  «personado  en  ellas,»  tal  como  está  redactado  el  párra- 
fo, se  refiere  á  la  localidad.  Así,  pues,  será  necesario  que  en  el  escrito 
proponiendo  la  prueba,  al  hacer  la  desi^acion  de  las  personas  que  en  re- 
presentación de  la  parte  han  de  presenciar  la  diligencia,  se  exprese  el  do- 
micilio, desde  lué^o,  respecto  de  las  personas  vecinas  de  la  localidad, 
para  facilitar  la  citación,  y  el  de  aquel  donde  vayan  á  parar  las  que  no 
sean  vecinas  de  la  localidad,  si  esto  puede  hacerse,  y  en  otro  caso  esa» 
personas  deben  hacer  presente  al  Juez  su  residencia,  una  vez  personadas 
en  la  localidad,  al  efecto  de  la  citación,  y  lo  mismo  la  parte  interesada  si 
quiere  concurrir  á  la  diligencia. 
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Art.  575.  Las  partes  y  su9  defensores  que  concurran  á  las 
diligencias  de  prueba,  se  limitarán  á  presenciarla,  y  no  les 
será  permitida  otra  intervención  en  ellas  que  laque  se  expre- 
sará en  cada  clase  de  prueba 

El  que  falte  á  esta  prescripción  será  apercibido  por  el  Juez, 
el  cual  podrá  privarle  de  presenciar  el  acto  si  insistiere  en  per- 
turbarlo. 

Este  artículo  también  es  nuevo^  y  sin  duda  la  ley  antigua  no  consignó 
su  precepto  por  innecesario.  Como  cada  diligencia  de  prueba,  según  los 
medios  que  para  ella  autoriza  la  ley,  tiene  una  tramitación  especial,  pare- 
ce inútil  consignar  que  las  partes  ó  sus  defensores  que  concurran  á  esas 
diligencias,  se  limitaran  á  presenciar  as,  y  no  les  será  permitida  otra  in- 
tervención en  ellas  que  la  que  se  expresará  en  cada  clase  de  prueba ;  por- 
que si  en  la  que  se  practica,  la  parte  ó  sus  representantes  quisieren  hacer 
alguna  manifestación  para  la  que  no  estén  autorizados  por  la  ley,  el  Juez 
no  debe  consentirla,  pues  tiene  que  ceñirse  á  lo  que  la  ley  disponga.  Y  el 
artículo  ha  puesto  un  segundo  párrafo,  que  es  igualmente  innecesario  y 
redundante.  Sin  que  este  artículo  lo  digera,  los  Jueces  tienen  autoridad 
*  para  apercibir  á  los  que  en  su  presencia  y  cuando  administran  justicia 
desobedecen  ó  desconocen  la  ley,  y  como  sería  un  caso  de  desobediencia 
el  que  los  litigantes  ó  §us  defensores  quisieran  hacer  manifestaciones 
no  autorizadas  por  la  misma,  el  Juez,  sin  la  prescripción  de  este  ar- 
tículo, siempre  estaría  autorizado  para  hacer  ese  apercibimiento.  Ahora, 
según  la  ultima  parte  del  artículo,  también  está  autorizado  para  privar  el 
presenciar  el  acto  al  que  falte  á  la  prescripción  que  el  artículo  consigna  en 
el  párrafo"  primero. 

Art.  576.  Para  la  prueba  de  cada  una  de  las  partes  deberá 
formarse  pieza  separada,  que  se  unirá  despules  á  los  autos. 
{Ley  ant.,  art.  277.) 

La  disposición  de  este  artículo  concuerda  con  la  del  277  de  la  antigua 
ley,  sin  más  que  haberse  añadido  al  final  que  la  pieza  separada  se  unirá 
después  á  los  autos. 

La  antigua  jurisprudencia,  á  pesar  de  no  haber  ley  terminante  que  lo 
dispusiera,  habia  aceptado  el  principio  consignado  en  este  artículo,  aun 
cuando  en  otra  forma,  y  lo  más  frecuente  era  unir  á  los  autos  toda  aque- 
lla prueba  que  no  era  reservada,  y  formar  pieza  separada  sobre  la  de  tes- 
/  tigos.  Pero  el  artículo  que  anotamos  no  hace  distinción  alguna,  y  dis- 
pone que  para  la  prueba  de  cada  una  de  las  partes  se  forme  pieza  separada. 
Mas  como  ya  indicaron  los  Sres.  Manresa  y  Reus  en  sus  comentarios  á  la 
ley  anterior,  esta  no  quiere  decir  que  pgira  cada  litigante  ó  cada  parte  ha 
de  formarse  una  sola  pieza.  Si  toda  la  prueba  fuera  pública  para  las  par- 
tes, entonces  no  había  dificultad  en  que  se  formase  una  sola  pieza  para 
cada  litigante,  pero  siendo  en  parte  reservada  la  de  testigos,  si  no  ha  de 
faltarse  al  secreto,  respecto  á  las  declaraciones,  no  es  posible  formar  una 
sola  pieza.  Así  que  deberá  formarse  una  reservada  para  la  prueba  de  tes- 
tigos de  cada  parte,  y  otra  pública  para  los  demás  medios  de  prueba, 
agregándose  después  todas  á  los  autos,  á  fin  de  que  se  encuentren  reuni- 
das en  el  pleito. 
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Art.  577.  No  tendrán  valor  alguno  las  diligencias  de  prue- 
ba que  se  practiquen  fuera  del  término  del  segundo  período 
concedido  para  ello.  v 

La  disposición  de  este  artículo,  aun  cuando  inspirada  en  la  del  276  de 
la  ley  anterior,  es  sin  embargo  nueva  en  la  actual.  Como  por  aquella  ley 
el  término  probatorio  era  uno,  lo  mismo  para  proponer  que  para  ejecutar 
la  prueba,  decia  aquel  artículo  que  fas  diligencias  de  prueba  sólo  podían 

Í practicarse  dentro  del  término  probatorio,  aun  cuando  sin  declarar  su  un- 
idad, caso  contrario.  Como  la  nueva  ley  ha  dividido  ese  término  en  dos 
períodos,  uno  para  la  propuesta  de  prueba  y  otro  para  su  ejecución,  di^ 
visión  que  nos  hemos  permitido  censurar  por  inconveniente  y  perjudicial 
á  los  litigantes  de  buena  fé  (y  el  tiempo  se  encargará  de  damos  larason), 
este  artículo  ha  tenido  que  consi^ar  que  no  tendrán  valor  alguno  las  di- 
ligencias de  prueba  que  se  practiquen  fuera  del  término  del  segundo  pe- 
ríodo concedido  para  ello. 


FIN  DEL  TOMO  PRIMERO. 
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